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me al  Artieiilo  1694  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
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teando conforme  k  la  ley  la  cuestión  de  competencia.    83 
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«1  vaüor  y  eficacia  de  ciertos  elementos  probatorios, 
infracción  que  de  existir,  no  constituiría  tampoco  di- 
cho error  de  hecho 182 
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den fijarse  todas  las  condiciones  no  contrarias  á  la 
Ley  y  buenas  costumbres  que  á  los  contratantes  con- 
venga estaUecer,  y  faltando  á  cualquiera  de  ellas  el 
arrendatario,  es  procedente  él  desahucio 92 
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inqoilino  reclame  como  de  su  propiedad  labores,  plan- 
tíos 6  cualquier  otra  cosa  que  no  se  pueda  separar  de 
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Bienes  gananciales.— Facnltad  de  la  mnjer  para  obligarlos.— Siendo 

gananciales  todos  los  bienes  adquiridos  durante  el  ma- 
trimonio por  cualquiera  de  los  esposos,  mientras  no  se 
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mujer,  ésta  puede  obligar  esos  bienes  cuando  esté  fa- 
cultada para  ello  por  su  marido,  entendiéndose  por 
tal,  la  autorización  para  enajenar  todos  los  bienes  de 
uno  y  otro  cónyuge 64 
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ción ó  suspensión  debió  haber  quedado  resuelta  por 
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el  Registro  de  la  Propiedad,  porque  la  inscripción  no 
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censo  hasta  el  día  del  vencimiento,  desde  esa  fecha 
debe  comenzarse  á  contar  el  tiempo  necesario  para  la 
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la  regla  2.^  de  las  di^osicionee  transitorias  para  la 
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tos según  la  misma;  &  sentencia  dictada  en  un  pleito 
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duzca la  petieión  en  la  segunda,  conforme  al  Artícu- 
lo 1694  de  ia  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  utilizan- 
do los-  medios  adecuados  que  üa  Ley  establece  en  cada 
caso.  Tratándose  de  la  incompetencia  de  jurisdic- 
ción alegada,  caso  de  existir,  no  se  subsana  con  una 
simple  protesta  reiterada,  sino  planteando  conforme  á 
la  ley  la  cuestión  de  competencia 83 

OnzBdor. — ^Hipoteca  tácita. — Cuando  se  trata  de  la  hipoteca  tácita, 

cuya  validez  se  reclama  en  juicio,  no  puede  invocar- 
se el  Articulo  13  de  üa  Ley  Hipotecaria  de  1880,  por- 
que en  ese  caso  no  se  trata  de  documento  que  ne- 
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curador  sea  adjudicatario  de  todos  los  bienes  incluso 
el  haber  de  sus  menores  hijos 421 

„  „  Exciisión  de  bienes. — Si  bien  es  cierto  que  la  aprecia- 
ción de  la  Sala  relativa  á  si  se  ha  hecho  ó  no  excusión 
en  los  bienes  de  un  curador,  puede  ser  legalmente 
impugnada,  hay  que  tener  en  cuenta  que  si  se  trata 
de  error  de  derecho,  ha  de  hacerse  mención  de  da 
Ley  ó  disposición  reguladora  de  la  prueba  y  que  se 
haya  infringido  en  la  apreciación  de  ésta;  cuyo  pre- 
cepto no  queda  cumplido  al  mencionarse  la  Ley  14,  Ti- 
tulo 13,  Partida  5.*,  que  no  contiene  precepto  algu- 
no referente  al  valor  é  importancia  de  los  medios 
probatorios;  y  si  se  trata  de  error  de  hecho,  es  pre- 
ciso que  se  sefíale  documento  ó  acto  auténtico,  que 
demuestre  evidentemente  tal  error;  cuyo  precepto 
tampoco  se  cumple  presentando  una  certificación  de 
la  cual  aparece,  que  el  curador  se  adjudicó  otros 
bienes  á  más  de  los  tácitamente  hipotecados,  sin  que 
aparezca  de  ella  que  los  conservaba  ó  que  tuviese 
otros  con  posterioridad  á  la  excusión 421 


Bsdaraeldn  sin  Juramento  en  cansa  criminal. — ^Prueba. — ^No  es  posi- 
ble despojar  de  su  carácter  judiciad,  á  ningún  acto 
realizado  ante  un  Juez,  dentro  de  los  preceptos  de 
una  ley  Procesal  con  efectos  rej^ilados  por  la  pro- 
pia ley,  para  darles  eficacia  distinta  á  la  que  aqué- 
lla les  atribuye,  porque  esto  desnaturalizaria  los  actos 
procesales,  introduciendo  la  incertidumbre  y  la  confu- 
sión extrajudicial  y  cuando  precisameAte  falta  á  tal 
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declaraeión,  la  yirtualidad  que  le  reconoce  el  Artícu- 
lo li232  del  Código  Civil  de  hacer  prueba  contra  su 
autor 183 

Demanda. — ^Documentos  privados. — Cuando  se  funda  'la  demanda  en 

un  documento  privado,  debe  aeompafiarse  original  á  la 
miama,  porque  la  simple  alegación  de  estar  unido  á 
una  causa  criminal  sobreseída,  no  quita  al  documento 
su  carácter  de  privado,  ni  mientras  no  se  justifique 
lo  contrarío  destruye  la  presunción  legal  de  estar 
á  disposición  del  actor,  quien  pudo  previamente  á  la 
demanda  sodicitar  la  devolución;  7  además,  que  de- 
biendo tenerse  en  cuenta  para  la  eficacia  de  un  do- 
cumento, no  sólo  la  oportunidad  en  que  se  presente  en 
juicio,  sino  los  otros  requisitos  que  para  ese  efecto  la 
Lfcy  exige,  la  Sala  sentenciadora  no  incurre  en  error 
de  derecho  al  negar  eficacia  á  un  documento  traído 
al  pleito  fuera  de  la  oportunidad  legal,  expresamente 
impugnado  7  negada  su  autencidad  por  la  parte  con- 
traría, sin  que  el  actor  utilizara  prueba  alguna  para 
esclarecer  su  legitimidad 183 


» 
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Intereses  de  demora. — Cuando  se  condena  al  pago  de 
loe  intereses  de  una  cantidad  adeudada  desde  la  in- 
terposición de  la  demanda,  no  se  infrínge  el  Articu- 
lo 1100  del  Código  Civil,  en  que  se  señwla  quienes  son 
los  que  incurren  en  mora  7  se  expresa  que  se  queda 
incurso  en  ella  desde  que  se  exija  judicial  ó  extra- 
judicialmente   el   cumplimiento   de   la   obligación.    .  453 

íncidentaL — ^Nttlldad  de  título. — ^Desestimación. — ^Es- 
tablecida una  demanda  como  incidente  á  un  juicio 
ejecutivo,  con  la  pretensión  de  que  se  declare  la  nu- 
lidad del  titulo  que  sirvió  para  la  ejecución  7  de  una 
transacción,  cualesquiera  que  sean  las  alegaciones  que 
se  hagan  por  el  recurrente  para  expdicar  la  finalidad  7 
objeto  de  su  reclamción,  habiéndose  interpuesto  ésta 
como  un  incidente  á  dicho  juicio,  cu7a  calificación  se 
mantuvo  hasta  en  el  escríto  de  interposición  del  re- 
curso, 7  no  tratándose  de  una  cuestión  de  competen- 
cia ó  de  acumulación  á  un  juicio  universal,  no  se  in- 
frínge el  Articulo  1478  de  la  Le7  Procesal,  al  recha- 
zar dicha  demanda  incidental 142 

reivindicatoría. — ^Heredero. — ^Falta  de  acción. — ^El  he- 
redero que  invocando  la  voluntad  del  testador,  esta- 
blece demanda  reivindicatoría,  para  que  se  le  entre- 
guen dos  casas,  no  obstante  haber  otorgado  anteríor- 
mente  una  escrítura  con  otro  hermano,  en  la  cual  se 
dio  por  liquidada  7  dividida  la  herencia  de  su  cau- 
sante, ratificando  7  aprobando  todos  dos  actos  7  con- 
tratos practicados  por  su  citado  hermano,  á  virtud 
de  poder  suficiente  que  le  había  conferido,  habiendo 
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adquirido  á  virtud  de  esa  partieión  dos  de  las  intere- 
sadas, las  casas  cuya  reivindicación  se  solicita  y  que 
se  encuentran  al  establecerse  la  demanda  en  poder  de 
un  tercero,  obra  contra  sus  propios  actos,  contrarian- 
do el  principio  reconocido  por  la  jurisprudencia  y  apli- 
cado en  la  Ley  6.*,  Título  8.©,  Partida  6.» 277 

Oemandante. — ^Becnrso  de  casación. — ^Alegaciones. — ^Para  obtener  la 

casación  de  una  sentencia  que  declara  con  lugar  las 
excepciones  alegadas  por  el  demandado  y  consiguien- 
temente le  absuelve  de  la  demanda,  no  es  bastante 
impugnar  alguno  ó  varios  de  los  fundamentos  relati- 
vos á  la  demanda  misma,  sino  que  es  preciso  contra- 
decir la  oposición  hecha  por  la  parte  demandada.  .    .  400 

BenebOB  de  tercero. — Cancelación  de  Inscripciones  en  el  Registro  de 

la  Propiedad. — ^La  cancelación  de  las  inscripciones  sólo 
extingue  en  cuanto  á  tercero,  los  derechos  inscriptos 
á  que  afecte  según  la  Ley  Hipotecaria  de  1880,  si  el 
título  en  virtud  del  cual  se  ha  verificado,  no  es  falso 
ó  nulo;  y  en  armonía  con  tal  precepto  de  la  Ley, 
procede  ee  declare  nula  la  cancelación  con  perjuicio 
de  tercero,  cuando  se  declare  falso,  nulo  ó  ineficaz  el 
titulo  en  cuya  virtud  se  hubiese  hecho.    , 103 

Desahncio. — ^Arrendamiento. — ^En  el  contrato  de  arrendamiento  pue- 
den fijarse  todas  las  condiciones  no  contrarias  á  la  Ley 
y  buenas  costumbres  que  á  los  contratantes  convenga 
establecer,  las  que  como  Ley  del  contrato  deben  cum- 
plirse exactamente,  y  faltando  á  cualquiera  de  ellas 
el  arrendatario,  es  procedente  el  desahucio. 

Apareciendo  del  contrato  que  el  pago  debía  ha- 
cerse por  adelantado  en  los  seis  primeros  días  de 
cada  mes,  es  evidente  que  desde  el  instante  que  el 
arrendatario  dejó  de  pagar  el  precio  en  los  términos 
convenidos,  infringió  una  de  la«  condiciones  estipula- 
das en  el  contrato  dando  motivo  para  el  lanzamiento. 
No  es  eficaz,  para  evitar  el  desahucio,  la  consig- 
nación verificada  por  no  admitirse  el  pago,  cuando  el 
ofrecimiento  de  éste  no  se  hizo  al  tiempo  en  que  de- 
bía realizarse 92 

„  Posesión  en  precario. — Procede  la  acción  de  desahucio 

contra  el  que  posea  una  finca  rústica  y  urbana  en  pre- 
cario, siempre  qiie  fi'pre  reonerido  con  un  mes  de  an- 
ticipación, sin  que  el  poseedor  pueda  alegar  derecho 
de  retención  por  tener  allí  construidos  edificios  ú 
otras  obras;  pues  si  bien  el  Artículo  453  del  Código 
Civil  dispone  que,  el  poseedor  de  buena  fe  pueda  re- 
tener la  cosa  hasta  que  se  le  abonen  los  gastos  nece- 
sarios, en  la  demanda  de  desahucio,  no  se  ha  discutido 
sobre  Hos  gastos  é  impensas  que  deban  abonarse  á  un 
poseedor  de  buena  fe,  ni  el  precario  confiere  posesión, 
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sino  la  mera  tenencia  de  la  cosa.  Tratándose  de 
arrendamiento,  no  es  obstáculo  para  el  lanzamiento, 
que  el  inquilino  reclame  como  de  su  propiedad  labores, 
plantíos  6  cualquier  otra  cosa  que  no  se  pueda  sepa- 
rar de  la  finca 86 

Desalíñelo. — ^Becurso  de  casación. — En  los  juicios  de  desahucio  en 

que  la  renta  anual  de  la  finca  no  exceda  de  5,000  pe- 
setas, no  se  da  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  ó  de  doctrina  legal,  con  arreglo  al  caso  2.o  del 
Articulo  1692  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.    .     70 

DoetxliiA  aplicable. — Casación. — ^La  doctrina  útil  para  ser  invocada 

en  casación,  no  es  la  que  mejor  ó  peor  derivada  de  la 
Ley  crean  conveniente  invocar  las  partes,  sino  la  de- 
clarada ó  aplicada  por  el  Tribunal  Supremo  en  sus 
sentencias 261 

Doctrina  legaL  —  Infracción.  —  Según  tiene  repetidamente  decla- 
rado el  Tribunaü  Supremo,  los  Artículos  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  que  solo  contienen  reglas  pro- 
cesieLles,  no  pueden  servir  de  fundamento  á  un  recur- 
so de  casación  en  el  fondo;  ni  tampoco  puede  esti- 
marse la  infracción  de  un  precepto  por  analogía,  mien- 
tras ésta  no  haya  sido  declarada  ó  sancionada  por  una 
doctrina  legal  establecida  convenientemente 243 

Documentos  privados. — ^Presentación. — ^Praeba  en  Jnldo. — Cuando  se 

funda  la  demanda  en  un  documento  privado,  debe 
acompañarse  originad  &  la  misma,  porque  la  simple 
alegación  de  estar  unido  á  una  causa  criminal  sobre- 
seída, no  quita  al  documento  su  carácter  de  privado, 
ni  mientras  no  se  justifique  lo  contrario  destruye  la 
presunción  legal  de  estar  á  disposición  del  actor, 
quien  pudo  previamente  á  la  demanda  solicitar  la  de- 
volución; y  además,  que  debiendo  tenerse  en  cuenta 
para  la  eficacia  de  un  documento,  no  sólo  la  oportu- 
nidad en  que  se  presente  en  juicio,  sino  loe  otros  re- 
quisitos que  para  ese  efecto  la  Ley  exige,  la  Bala 
sentenciadora  no  incurre  en  error  de  derecho  al  negar 
eficacia  á  un  documento  traído  al  pleito  fuera  de  la 
oportunidad  legal,  expresamente  impugnado  y  nega- 
da su  autenticidad  por  la  parte  contraria,  sin  que  él 
actor  utilizara  prueba  alguna  para  esclarecer  su  legi- 
timidad  183 

Divorcio. — ^Injiirias  y  maltrato. — No  basta  el  hecho  de  maltratar  un 

cónyuge  á  otro,  ni  tampoco  el  de  injuriarle,  á  no  ser 
graves  las  injurias,  para  que  puedan  eer  estimadas 
como  causa  legítima  del  divorcio;  pues  tanto  por  lo 
preciso  y  claro  del  texto  del  Artículo  105  del  Código 
Civil,  como  por  el  sentido  dominante  en  nuestra  Le- 
gislación relativa  al  matrimonio,  que  exige  indispen- 
sablemente la  repetición  de  las  violencias  de  obra  ó 
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bien  esa  misma  repetÍGÍ6n  unida  &  da  circunstancia  de 
que  sean  graves  las  injurias,  falta  por  consiguiente 
causa  suficiente  para  decretar  el  divorcio,  cuando  no 
concurren  esas  circunstancias  en  el  maltrato  y  las  in- 
jurias que  se  alegan  para  solicitarlo 146 


E 

Empresas  de  FerrocaxEiles. — ^Accidentes  personales. — ^Indemnización. — 

Condenada  una  Empresa  ferroviaria,  á  indemnizar  á 
la  viuda  7  menores  hijos  de  un  individuo  que  había 
sido  muerto  entre  dos  carros  de  un  tren  de  la  Empresa 
que  se  encontzaba  haciendo  operaciones,  fundándose  el 
fallo  en  que  había  habido  falta  de  precaución  ó  ne- 
gligencia por  parte  de  la  Compañía,  y  alegado  por  el 
recurrente  que  no  había  existido  tal  negligencia,  por- 
que el  cuidado  de  los  carros  correspondía  á  los  en- 
cargados de  los  admacenes  donde  aquéllos  descarga- 
ban; el  Tribunal  Supremo  desestima  el  recurso,  de- 
clarando que  son  responsables  los  dueños,  ó  directo- 
res de  una  Empresa,  respecto  de  los  perjuicios  cau- 
sados por  sus  dependientes  en  el  servicio  de  los  ramos 
en  que  los  tuvieran  empleados,  6  con  ocasión  de  sus 
funciones,  y  que  esa  negligencia,  queda  demostrada, 
al  dejar  sus  carros  al  cuidado  de  los  almacenistas,  sin 
que  excuse  á  dicha  Empresa  el  reglamento  interior  á 
que  alude,  pues  ni  éste  se  halla  aprobado  por  la  au- 
toridad competente,  ni  cualquiera  que  sea  su  valor,  en 
lo  relativo  á  la  administración  interior  de  la  Compa- 
ñía, puede  derogar  ni  modificar  en  sentido  alguno  das 
leyes  generales,  ni  anular  los  derechos  concedidos  ó 
reconocidos  por  éstas  á  tercera  persona 249 

Sxeepción  de  prescripción. — ^Término. — ^Para  estimar  la  excepción  de 

prescripción,  ya  le  sean  aplicables  las  disposiciones  de 
la  Novísima  Recopilación,  ya  las  del  Código  Civil,  es 
necesario  que  conste  la  fecha  desde  la  cual  empezó  á 
decursar  el  tiempo  para  la  prescripción 260 

BzeepeiMifis. — Justificación. — La  justificación  á  que  se  refiere  el  Ar- 
tículo 416  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  para 
probar  cualquiera  de  las  excepciones  que  establece  el 
411,  sólo  es  admisible  cuando  para  lograrlo  se  ofre- 
cen pruebas  que  no  constan  de  los  mismos  autos  al 
tiempo  de  ofrecerlas,  no  estando  la  Sala  obligada  en 
caso  contrario,  á  recibir  la  información  ofrecida,  ni 
infringe,  por  lo  tanto,  al  no  admitirla,  el  expresado 
Artículo  416 384 

Bzciulón  de  bienes. — Onrador. — ^Hipoteca  tácita. — Si  bien  es  cierto 

que  la  apreciación  de  Ja  Sala  relativa  á  si  se  ha  hecho 
6  no  excusión  en  los  bienes  de  un  curador,  puede  ser 
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legalmente  impugnada,  haj  que  tener  en  cuenta  que 
si  se  trata  de  error  de  derecho,  ha  de  hacerse  men- 
ción de  la  Ley  ó  disposición  reguladora  de  la  prueba 
y  que  se  haya  infringido  en  la  apreciación  de  ésta; 
cuyo  precepto  no  queda  cumplido  al  mencionarse  la 
Ley  14,  Título  13,  Partida  5*,  que  no  contiene  precep- 
to alguno  referente  al  valor  é  importancia  de  los  me- 
dios probatorios;  y  si  se  trata  de  error  de  hecho,  es 
preciso  que  se  señale  documento  ó  acto  auténtico, 
que  demuestre  evidentemente  tal  error,  cuyo  precepto 
tampoco  se  cumple  presentando  una  certificación  de  la 
cual  aparece,  que  el  curador  se  adjudicó  otros  bienes 
á  más  de  los  tácitamente  hipotecados,  sin  que  apa- 
rezca de  ella  que  los  conservaba  ó  que  tuviese  otros 
con  posterioridad  á  la  excusión 421 

Exposición  de  motivos. — ^Interposición  del  recurso  de  casación. — ^Fun- 
dándose el  motivo  de  un  recurso  en  el  numere  7.o  del 
Artículo  1690  de  la  Ley  Procesal,  y  no  designándose 
cual  es  la  prueba  que  se  ha  apreciado  erróneamente, 
ni  cuáá  el  error  legal  padecido  en  la  apreciación,  se 
infringe  lo  que  dispone  el  Artículo  5.o  en  su  núme- 
ro 3.0  de  la  Orden  sobre  casación 396 

P 

Falta  de  pago. — ^Alquileres. — Desahucio. — Apareciendo   del   contrato 

que  el  pago  debía  hacerse  por  adelantado  en  los  seis 
primeros  días  de  cada  mes,  es  evidente  que  desde  el 
instante  que  el  arrendatario  dejó  de  pagar  el  precio 
en  los  términos  convenidos,  infringió  una  de  las  con- 
dicáones  estipuladas  en  el  contrato  dando  motivo  para 
el  lanzamiento 92 

Auto  declarando  sin  lugar  esta  excepción. — El  auto 
que  declara  sin  lugar  la  excepción  dilatoria  de  falta 
de  personalidad  del  demandado,  no  tiene  el  carácter 
de  resolución  definitiva  porque  no  pone  término  al 
pleito 62 

Fecha  de  la  última  notificación. — ^Recurso  de  casación. — ^La  Orden 

número  92  en  el  párrafo  l.o  del  Artículo  5. o  solo  obli- 
ga á  expresar  la  fecha  de  la  última  notificación  á  cuaJ- 
quiera  de  las  partes  y  este  precepto  queda  cumplido 
cuando  se  hace  mención  del  día  ó  días  en  que  fueron 
notificadas  todas  las  que  existen  en  el  juicio;  siendo 
también  indiferente  el  lugar  en  que  se  coloque  la  fe- 
cha del  escrito  en  que  se  interpone  el  recurso.    .    .    .  449 

G 

Guardador. — ^Bienes  de  menores. — ^Hipoteca  tácita. — No  es  exacto  que 

la  Ley  14,  Título   13,  de  la  Partida  5»,  sólo  se  re- 
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fiera  á  la  hipoteca  eonveneional,  pues  la  tácita  que 
pesaba  sobre  los  bienes  del  guardador  por  ministerio 
de  la  ley,  como  garantía  de  los  de  los  menores  que  ad- 
ministraba,  no  podía  ser  distinta  en  sus  efectos  de  las 
otras  hipotecas,  porque  en  ese  caso  resultaría  ilusoria 
la  garantía  dada  al  menor 421 


Heredero. — Falta  de  acción. — £1  heredero  que  invocando  la  voluntad 

del  testador,  establece  demanda  reivindicatoría,  para 
que  se  le  entreguen  dos  casas,  no  obstante  haber  otor- 
gado anteriormente  una  escritura  con  otro  hermano, 
en  la  cual  se  dio  por  liquidada  j  dividida  la  heren- 
cia de  flu  causante,  ratificando  7  aprobando  todos  los 
actos  7  contratos  practicados  por  su  citado  hermano, 

6  virtud  de  poder  suficiente  que  le  había  conferido, 
habiendo  adquirido  á  virtud  de  esa  partición  dos  de  las 
interesadas,  las  casas  cu7a  reivindicación  se  solicita 

7  que  se  encuentran  al  establecerse  la  demanda  en 
poder  de  un  tercero,  obra  contra  sus  propios  actos, 
contrariando  el  principio  reconocido  por  la  jurispru- 
dencia 7  aplicado  en  la  Le7  6.a,  Título  8.0,  Partida  6.»  277 


jj 


Betracto. — ^La  sentencia  que  declara  sin  lugar  una  de- 
manda de  retracto,  por  no  haberse  interpuesto  dentro 
del  término  de  un  mes  que  concede  al  heredero  el  Ar- 
tículo 1067  del  Código  CiviJ,  para  subrogarse  en  lugar 
del  comprador  de  una  parte  de  los  bienes  de  la  he- 
rencia proindivisa  que  le  vende  á  éste  otro  de  los  co- 
herederos, no  infringe  el  mencionado  Artículo,  sino 
que  lo  aplica  rectamente 535 

Herederos. — ^Información  '^ad-perpetnam". — ^La  información  ad-per- 

petuam  es  medio  adecuado  cuando  se  trata  de  probar 
por  hermanos  supérstites  que  otro  hermano  había 
fallecido  sin  dejar  descendientes,  pues  lo  que  la  Ley 
ordena  ee  que  los  Jueces  admitan  7  hagan  que  se  prac- 
tiquen las  informaciones  que  ante  ellos  se  promuevan, 
como  no  sean  referentes  á  hechos  de  que  pueda  resul- 
tar perjuicio  á  una  persona  cierta  7  determinada;  7  no 
resultando  tal  perjuicio,  es  procedente  dicho  medio.  387 
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Snstitiición  sncesiTa. — Cuando  aparece  que  el  testador 
dispuso  que  los  herederos  instituidos  se  sustitu7an  7 
hereden  mutuamente,  en  el  caso  de  fallecer  algunos 
de  ellos  sin  sucesión  legítima,  llamando  después  á  sus 
hermanas  7  en  tercer  lugar  á  su  primo,  7  por  falle- 
cimiento anterior  de  éste  al  de  dos  instituidos  con 
preferencia,  á  sus  legítimos  hijos  si  los  tuviere,  7  en 
todo  caso  á  los  hijos  de  una  tía  ó  sus  sucesiones  legí- 
timas; estos  llamamientos,  como  su  letra  lo  expresa, 
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son  para  ir  entrando  sucesivamente  7  por  su  orden 
en  la  posesión  de  los  bienes,  heredándose  nnos  &  otros, 
siendo  al  efecto  indispensable  que  los  primeros  lla- 
mados hubiesen  fallecido;  7  viene  á  disipar  toda  duda 
la  prevención  contenida  en  otra  cláusula  del  testa- 
mento, en  la  que  se  dice,  que  para  que  en  todo  tiem- 
po puedan  cumplirse  las  sustituciones  establecidas, 
basta  hacer  constar  por  declaratoria  notarial  los  bie- 
nes 7  su  inversión,  lo  cual  no  tendría  objeto  ei  como 
pretende  el  sobrino  superviviente  quedó  extinguida 
la  sustitución  desde  el  momento  en  que  sobrevivió 
al  testador  7  aceptó  la  herencia  del  primer  instituido.     49 

HeradexoB    voliintaxios. — Omnplimieiito    de    condicioneB    Impuestas. 

— Ee  doctriAa  jurídica  nniversadmente  admitida,  que 
los  herederos  voluntarios  deben  cumplir  las  condicio- 
nes licitas  impuestas  por  el  testador,  ou7a  voluntad 
es  Iie7  suprema  en  la  materia 49 

HevenelA. — Aceptacida. — ^Tratándose  de  una  parte  de  bienes  pertene- 
cientes ad  testador  7  de  la  cual  dispuso  éste  en  su  tes- 
tamento para  el  caso,  de  que,  después  que  él,  muriese 
el  sustituido,  no  había  necesidad  alguna  de  aceptarse 
por  parte  de  sus  otros  hermanos  la  cuarta  parte  de 
herencia  correspondiente  al  finado,  pues  por  disposición 
del  propio  testador,  una  vez  muerto  el  instituido  pasa- 
ría la  herencia  de  éste  en  propiedad  7  por  partes  igua- 
les á  sus  otros  dos  hermanos  supérstites,  como  here- 
deros instituidos  7  no  como  herederoe  abintestato,  7 
á  ma70r  abundamiento,  á  la  muerte  déd  testador  se 
inscribió  en  el  Registro  el  crédito  hipotecario  de  que 
se  trata,  á  favor  de  los  hermanos  instituidos  en  cali- 
dad de  usufructuarios,  siendo  una  verdad  de  derecho 
que  la  inscripción  de  los  títulos  de  adquisición  de  De- 
rechos Reales,  constituidos  sobre  bienes  inmuebles  es 
un  derecho  que  compete  al  que  tiene  interés  en  ase- 
gurar su  adquisición  con  arregdo  á  la  Le7  Hipotecaria, 
7  esa  misma  inscripción,  á  falta  de  cualquiera  otra  se- 
ñal, es  prueba  bastante  de  que  se  aceptaba  la  heren- 
cia dejada  por  el  testador 387 

Hipoteca. — Subsistencia. — ^La  hipoteca,  obligación  subsidiaria,  no  pue- 
de existir  por  si  sola  despuá  que  se  ha  extinguido  la 
principal 65 


» 


Validez.-— Fundada  una  demanda  de  nulidad  en  que  el 
prestatario  sólo  tenía  inscriptas  en  el  Registro  de  la 
Propiedad,  las  cinco  sextas  partes  de  la  finca  sobre 
que  constituía  la  hipoteca,  fué  declarada  sin  lugar  la 
demanda  por  eü  .Tuez,  fundándose  en  que  la  escritura 
pública  en  que  ee  había  hecho  el  contrato  reunía  to- 
dos los  requisitos  legales,  7  en  que  el  deudor  había 
adquirido  en  remate  público  7  pagado  el  precio  de  la 
finca  sobre  la  cual  constitu7Ó  üa  hipoteca,  no  desvir- 
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toando  en  nada  la  eficacia  del  contrato,  el  hecho  de 
no  haber  tenido  inscripta  toda  la  finca  en  el  Begistro. 
Confirmada  esa  sentencia  por  la  Audiencia,  j  estable- 
cido recurso  de  casación,  el  Tribunal  Supremo  declara: 
que  no  se  infringe  en  ella  el  Articulo  1857  del  Código 
Civil,  pues  éste  se  limita  á  establecer  los  requisitos 
esenciales  comunes  á  los  contratos  de  prendas  é  hipo- 
teca, sin  que  prescriba  la  inscripción  en  el  Begistro  de 
la  Propiedad,  por  ser  esta  inscripción  ajena  á  la  índole 
del  contrato  de  prenda;  y  que,  no  puede  decirse  tam- 
poco que  se  haya  infringido  el  Articulo  1875,  porque 
si  bien  en  él  se  dispone  la  necesidad  de  la  inscrip- 
ción en  el  Begistro  de  la  ¡Propiedad  del  documento  en 
que  se  constituya  la  hipoteca  para  que  ésta  quede  vá- 
lidamente constituida,  el  sentido  y  alcance  de  tal  dis- 
posición, no  son  privar  en  absoluto  de  valor  y  efecto 
entre  los  contratantes  al  contrato  válidamente  cele- 
brado, sino  la  validez  de  la  hipoteca  constituida,  que 
es  cosa  distinta  del  contrato  cuya  nulidad  se  solicita.  390 

mpofceea  legal. — ^Aisegaración. — ^El  Artículo  361  de  la  Ley  Hi- 
potecaria de  1879,  no  impone  á  los  que  tuvieren  á  su 
favor  alguna  hipoteca  legal,  eü  deber  de  exigir  una 
hipoteca  expresa,  ni  limita  á  éste  su  derecho,  sino  que 
deja  á  su  voluntad  ó  conveniencia  el  hacerlo,  como  lo 
indica  la  locución  ''podrán  exigir"  que  emplea.    .    .  422 

„  táetta. — Aimgnnicifa. — No  es  exacto  que  ila  Ley  14, 
Titulo  18,  de  la  Partida  5.a,  solo  se  refiera  á  la  hipo- 
teca convencional,  pues  la  tíUsita  que  pesaba  sobre  los 
bienes  del  guardador  por  ministerio  de  la  ley,  como 
garantía  de  los  de  los  menores  que  administraba,  no 
puede  en  sus  efectos  ser  distinta  de  las  otras  hipote- 
cas, porque  en  ese  caso  resultaría  ilusoria  la  garantía 
dada  al  menor 421 
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Bienes  del  curador. — ^Por  ministerio  de  la  Ley  13,  Tí- 
tulo 23,  Partida  5.«,  tienen  loe  menores  hipoteca  tá- 
cita sobre  los  bienes  de  su  curador,  sin  que  á  esto 
sea  obstáculo,  el  que  el  curador  sea  adjudicatario  de 
todos  loe  bienes  incluso  el  haber  de  sus  menores  hijos.  421 

Curador. — Cuando  se  trata  de  la  hipoteca  tácita,  cuya 
validez  se  reclama  en  juicio,  no  puede  invocarse  el 
Artículo  13  de  la  Ley  Hipotecaria  de  1880,  porque  en 
ese  caso  no  se  trata  de  documento  que  necesite  ese 
requisito,  sino  del  gravamen  oculto,  callado,  que  por 
ministerio  de  la  Ley  pesa  sobre  loe  bienes  del  cura- 
dor á  favor  del  pupilo 421 


Uentlded  de  flaca. — Inscripcitfa  en  él  Begistro  de  la  Propiedad. — 
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(Presentado  al  Begistro  un  testamento  por  el  cual  se 
legaba  una  casa  cuyo  número  se  indicaba,  acompañan- 
do otros  documentos  á  fin  de  que  se  verificase  la  ins- 
cripción á  nombre  de  los  herederos,  fué  negada  por 
el  Registrador,  por  no  resultar  acreditada  la  identi- 
dad de  la  finca  cuya  insoripción  se  pretendía,  pues 
que  aparecía  marcada  con  diferente  número  y  dis- 
tinta descripción  de  la  sentada  en  el  Begistro;  y  sus- 
tanciado el  recurso  que  se  interpuso  contra  la  resolu- 
ción del  Registrador,  trayendo  nuevos  datos  al  mismo, 
fué  confirmada  dicha  nota  por  el  Presidente  del  Tri- 
bunal Supremo  ,  declarando  que  no  había  llegado  á 
comprobarse  que  la  finca  cuya  inscripción  se  solici- 
taba, fuera  la  misma  que  aparecía  marcada  con  otro 
número,  siendo  indispensable  para  la  inscripción  la 
completa  identificación  del  inmueble  que  se  trata  de 
inscribir 334 

Incompetencia  de  Jurisdicción. — Qnebrantamiento  de  forma. — ^Para 

que  sea  admisible  un  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma,  es  indispensable  que  se  haya 
pedido  la  subsanación  de  la  falta  en  la  instancia  en 
que  se  cometió,  y  si  hubiere  ocurrido  en  la  primera 
se  reproduzca  la  petición  en  la  segunda,  conforme  al 
Artículo  1694  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
utilizando  los  medios  adecuados  que  la  Ley  establece 
en  cada  caso.  Tratándose  de  la  incompetencia  de  ju- 
risdicción alegada,  caso  de  existir,  no  se  subsana  con 
una  simple  protesta  reiterada,  sino  planteando  confor- 
me á  la  ley  la  cuestión  de  competencia 83 

Incidente  sobre  liqnidación. — Carácter  de  la  sentencia. — No  tiene  el 

concepto  de  definitiva  y  por  lo  tanto  no  es  susceptible 
de  recurso  de  casación,  la  sentencia  en  que  se  decreta 
el  alzamiento  de  la  intervención  ú  ocupación  de  unos 
bienes  solicitada  en  un  incidente  á  juicio  declarativo 
sobre  liquidación  de  sociedad  y  rendición  de  cuentas; 
pues  tal  sentencia  ni  pone  término  al  juicio  principal, 
ni  hace  imposible  su  continuación 157 

Incidentes. — Carácter  de  las  resoluciones  qne  los  terminan. — No  tiene 

el  carácter  de  definitivas  las  resoluciones  que  ponen 
término  á  un  incidente,  sino  las  que  recayendo  sobre 
un  incidente  ó  articulo  ponen  término  al  pleito  hacien- 
do imposibde  su  continuación 62 
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Jnicio  ejecntlTO. — Establecida  una  demanda  como  in- 
cidente á  un  juicio  ejecutivo,  con  la  pretensión  de 
que  se  declare  la  nulidad  del  título  que  sirvió  para  la 
ejecución  y  de  una  transacción,  cualesquiera  que  sean 
las  alegaciones  que  se  ha^an  por  el  recurrente  para 
explicar  la  finalidad  y  objeto  de  su  reclamación,  ha- 
biéndose interpuesto  ésta  como  un  incidente  á  dicho 
juicio,  cuya  calificación  se  mantuvo  hasta  en  el  es- 
crito de  interposición  del  recurso,  y  no  tratándose  de 
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una  cuestión  de  competencia  6  de  acumulación  á  un 
juicio  universal,  no  se  infringe  el  Artículo  1478  de  la 
Ley  Procesal,  al  rechazar  dicha  demanda  incidental.  142 

Aieideiites  en  segunda  instancia. — ^Becnrso  contra  los  autos  reso- 
lutorios.— Contra  los  autos  resolutorios  de  incidentes 
suscitados  durante  la  segunda  instancia,  el  recurso  que 
procede  es  el  de  súplica  y  no  el  de  casación,  con  arre- 
glo al  número  l.o  del  Articulo  7.o  de  da  Orden  núme- 
ro 92  de  1899 7,     11 

Indefensión. — ^Prueba  negada. — Si  bien  la  citación  para  sentencia  he- 
cha un  día  después  de  solicitada  la  confesión  judicial, 
constituye  la  negación  de  una  diligencia  de  prueba, 
esta  sola  circunstancia  no  basta  para  motivar  el  re- 
curso de  casación,  pues  según  el  Artícudo  1691,  en  su 
inciso  5*^  de  la  Ley  Procesal,  es  necesario  que  la  de- 
negación de  la  diligencia  de  prueba  pueda  producir 
indefensión;  resultado  que  no  era  racionalmente  ad- 
misible en  el  caso  de  que  se  trata. 4 

Indemnización. — ^Accidentes     personales. — ^Ferrocarriles. — Condenada 

una  Empresa  ferroviaria,  á  indemnizar  á  la  viuda  y 
menores  hijos  de  un  individuo  que  había  sido  muerto 
entre  dos  carros  de  un  tren  de  la  misma  Empresa  que 
se  encontraba  haciendo  operaciones,  fundándose  el  fa- 
llo en  que  había  habido  falta  de  precaución  ó  negligen- 
cia por  parte  de  la  Compañía,  y  alegado  por  el  recu- 
rrente que  no  había  existido  tal  negligencia,  porque  el 
cuidado  de  los  carros  correspondía  a  los  encargados  de 
üos  almacenes  donde  aquéllos  descargaban;  el  Tribu- 
nal Supremo  desestima  el  recurso,  declarando  que  son 
responsables  los  dueños  ó  directores  de  una  Empresa, 
respecto  de  los  perjuicios  causados  por  sus  dependien- 
tes en  el  servicio  de  los  ramos  en  que  los  tuvieran  em- 
pleados, ó  con  ocasión  de  sus  funciones,  y  que  esa 
negligencia,  queda  demostrada,  al  dejar  sus  carros  al 
cuidado  de  Üos  almacenistas,  sin  que  excuse  á  dicha 
Empresa  el  reglamento  interior  á  que  alude,  pues  ni 
éste  se  halla  aprobado  por  la  autoridad  competente, 
ni  cualquiera  que  sea  su  valor,  en  lo  relativo  á  la  ad- 
ministración interior  de  la  Compañía,  puede  derogar  ni 
modificar  en  sentido  alguno  las  leyes  generales,  ni 
anular  los  derechos  concedidos  ó  reconocidos  por  éstas 
&  tercera  persona 249 

Infoimación  "ad-perpetuam". — ^Herederos. — La  información  ad-per- 

petuam  es  medio  adecuado  cuando  se  trata  de  probar 
por  hermanos  supérstites  que  otro  hermano  había  fa- 
llecido sin  dejar  descendientes,  pues  lo  que  la  Ley 
ordena  es  que  los  Jueces  admitan  y  hagan  que  se  prac- 
tiquen las  informaciones  que  ante  ellos  se  promuevan, 
como  no  sean  referentes  á  hechos  de  que  pueda  resul- 
tar perjuicio  á  una  persona  cierta  y  determinada,  y  no 
resultando  tal  perjuicio,  es  procedente  dicho  medio.  387 
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Inf racdóii  de  doctrina  legaL — Oita  de  los  preeqptoe  inflingidos. — ^Para 

qne  produzca  efecto  el  recurso  interpuesto  por  infrac- 
ción de  doctrina  legal,  es  necesario  citar  las  senten- 
cias en  que  la  doctrina  que  se  invoque  esté  consignada, 
siendo  causa  bastante  para  no  estimaiüo,  la  infracción 
de  este  principio 243 

Infraocián   de   ley^— *Las   infracciones   de   preceptos   procesales,    no 

pueden  dar  lugar  á  un  recurso  de  casación  en  el  fondo.  260 

,f  ff      Cita  inoportuna. — No  puede  decirse  que  se  infringe  una 

Ley,  cuando  indebida  ó  erróneamente  se  cita  en  un 
Considerando,  sino  cuando  en  elda  se  funda  el  fallo 
no  correspondiendo  su  aplicación  al  caso  litigioso.   .  227 

FnndamentoB  del  XBcnrso. — Según  tiene  repetidamente 
declarado  el  Tribunal  Supremo,  los  Artículos  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  que  sólo  contienen  reglas  pro- 
cesales, no  pueden  servir  de  fundamento  á  un  recurso 
de  casación  en  el  fondo;  ni  tampoco  puede  estimarse 
la  infracción  de  un  precepto  por  analogía,  mientras 
ésta  no  haya  sido  declarada  ó  sancionada  por  una 
doctrina  ilegal  establecida  convenientemente.    .    .    .  243 
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y  de  doctrina  legaL — ^Admisión  del  recurso. — ^Es  inad- 
misible el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
ó  de  doctrina  legal  cuando  no  se  cita  con  precisión  y 
claridad  la  Ley  ó  la  doctrina  infringida 160 

Admisión  del  fecnrso. — 'So  es  admisible  un  recurso, 
con  arreglo  al  Artículo  11  en  relación  con  el  7  de  la 
Orden  sobre  casación,  cuando  carece  del  requisito  de 
mencionar  el  precepto  legal  que  lo  autoriza,  sin  que 
baste  á  cumplirse  con  dicho  precepto,  citando  dos  Ar- 
tículos 1687  y  1688  de  la  Ley  Procesal,  que  aislada- 
mente invocados  no  son  suficientes  á  llenar  esa  exigen- 
cia, siendo  como  es,  indispensable,  señalar  algunas  de 
las  causas  taxativamente  señaladas  por  los  números 
terceros  de  los  Artículos  5  y  7  de  la  Orden  mencio- 
nada, y  citarse,  cuando  se  trata  de  recurso  por  in- 
fracción de  Ley  ó  de  doctrina  le^l,  el  Artículo  1690 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 155 

Bnpngnación  de  personalidad. — Cuando  el  recurrente  no  comparece 

por  sí,  sino  está  suficientemente  comprobada  la  perso- 
nalidad de  su  representante  ó  no  fuese  bastante  el 
poder  presentado  para  acreditarla,  procede  declarar  no 
haber  lugar  6  la  sustanciación  del  recurso;  pero  cuan- 
do lo  que  se  discute  é  impugna  es  la  propia  persona- 
lidad del  recurrente,  no  obstante  haber  ostentado  ese 
carácter  antee  y  durante  la  segunda  instancia  y  haber 
sido  emplazado  con  él  para  el  recurso,  no  son  de  es- 
timarse dichos  motivos  y  debe  declararse  sin  lugar  el 
incidente 309 
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Tnaertpcián  de  crédito  hipotecarlo.— *Aoeirtacl6ii  de  herencia. — ^Tra- 
tándose de  una  parte  de  bienes  pertenecientes  a;l  tes- 
tador 7  de  la  cual  dispuso  éste  en  su  testamento  pa- 
ra el  caso  de  que,  después  que  él,  muriese  el  susti- 
tuido, no  había  necesidad  alguna  de  aceptarse  por 
parte  de  sus  otros  hermanos  la  cuarta  parte  de  heren- 
cia correspondiente  al  finado,  pues  por  disposición  del 
propio  testador,  una  vez  muerto  el  instituido  pasaría 
la  herencia  de  éste  en  propiedad  y  por  partes  iguales 
á  sus  otros  dos  hermanos  supérstites,  como  herede- 
ros instituidos  7  no  como  herederos  abintestato,  y  á 
mayor  abundamiento,  á  la  muerte  del  testador  se  ins- 
cribió en  el  Registro  el  crédito  hipotecario  de  que  se 
trata,  á  favor  de  los  hermanos  instituidos  en  calidad 
de  usufructuarios,  siendo  una  verdad  de  derecho  que 
la  inscripción  de  los  títulos  de  adquisición  de  Derechos 
Beales,  constituidos  sobre  bienes  inmuebles  es  un  de- 
recho que  compete  al  que  tiene  interés  en  asegurar  su 
adquisición  con  arreglo  &  la  Ley  Hipotecaria,  y  esa 
misma  inscripción,  &  falta  de  cualquiera  otra  señal, 
es  prueba  bastante  de  que  se  aceptaba  la  herencia 
dejada  por  el  testador 387 

„  de  InmiiebleB.— ^Identidad. — ^Las  simples  manifestacio- 
nes de  los  otorgantes  al  Notario,  en  provecho  propio, 
y  fuera  de  juicio,  no  constituyen  en  modo  alguno  prue- 
ba legal  de  que  los  inmuebles  cuya  inscripción  se  soli- 
cite, sean  los  correspondientes  á  Ja  escritura  presen- 
tada  418 

iDKiipcioiieB.— Bci^Btradores  de  la  Propiedad.— Es  obligación  de  los 

Begistradores  conforme  á  los  Artículos  9.o  de  la  Ley 
Hipotecaria  y  63  de  su  Beglamento,  consignar  todas 
las  circunstancias  que  en  ellos  se  señalan,  tendentes  á 
que  las  inscripciones  que  se  readicen  sean  claras  y 
alejen  en  lo  absoluto  toda  duda  respecto  del  inmueble 
ó  derecho  real  objeto  de  la  inscripción 341 

„  y  «notadoiies* — Begistradores  de  la  Propiedad. — ^En  el 
easo  de  juzgarse  improcedente  una  inscripción  ó  ano- 
tación, es  deber  ineladible  del  Begistrador  de  da  Pro- 
piedad,  expresar  eon  toda  claridad  y  precisión  los  mo- 
tivos que  tenga  para  rechazarla,  pues  es  un  deber  de 
los  Begistradores  interpretar  por  los  medios  que  el 
derecho  brinda,  las  disposiciones  testamentarias  que 
puedan  presentárseles,  sin  perder  de  vista  el  Artícu- 
lo 775  del  Código  Civil 387 


w 


Beglstros  de  la  Propiedad. — ^El  nombre  y  apellido  de 
la  persona  del  interesado  á  cuyo  favor  se  hizo  nna 
inscripción  antigua,  son  requisitos  indispensables 
cuyo  omisión  puede  producir  la  nulidad  de  la  ins- 
cripeión  y  que  no  puede  subsanarse  ni  aún  rectifl- 
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carse,  según  resoluciones  de  la  uireceión  de  los  Be- 
giBtros 468,  489,  493,  497,  501,  505,  509,  51« 

Inscripciones. — ^Registros  de  la  Propiedad. — En  el  caso  de  solicitudes 

de  traslación  pedidas  á  la  vez  por  dos  personalidades 
distintas,  la  decisión  á  favor  de  cualquiera  de  ellas 
trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que  crea  tener  la 
otra 468,  489,  493,  497,  501,  505,  509,  516 

La  naturaleza,  extensión  y  condiciones  del  de- 
recho inscripto,  son  también  circunstancias  esenciales, 
que  según  resoluciones  de  da  Dirección  de  los  Regis- 
tros han  de  expresarse  en  el  título  con  exactitud  y 
precisión  tales,  que  no  dejen  lugar  á  dudas  acerca 
del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda  un  tercero  ser  in- 
ducido &  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudicado  en 
su  consecuencia.    .  468,  489,  493,  497,  501,  505,  509,  516 

Para  desvirtuar  un  asiento  no  es  competente  la 
vía  gubernativa.  Cuando  el  nombre  de  la  persona  que 
aparece  en  los  libros  antiguos  es  distinto  al  expresado 
en  'la  solicitud  de  traslación,  tal  diferencia  puede 
constituir  un  error  material  que  ha  de  rectificarse  por 
los  medios  que  al  efecto  indica  la  Ley  Hipoteca- 
ria; sin  que  sea  subsanable  por  la  vía  guberna- 
tiva  468,  489,  493,  497,  501,  505,  509,  516 

Según  la  letra  y  espíritu  del  Artículo  9.o  de  la  Ley 
Hipotecaria,  hay  circunstancias  que  por  esenciales  é 
indispensables,  deben  constar  en  determinadas  inscrip- 
ciones, de  tal  modo,  que  si  no  se  expresan  en  el  títu- 
lo inscripto  ó  en  adiciones  que  aparezcan  de  nuevos 
títulos  ó  notas  exigidas  con  los  requisitos  legales,  no 
es  posible  llevar  á  efecto  la  inscripción  que  se  solici- 
ta, hasta  que  se  subsane  el  defecto,  y  entre  eülas  figu- 
ran la  situación  y  linderos  de  la  finca  que  se  trate  de 
inscribir 468,  489,  493,  497,  501,  505,  109,  516 

l>nda8. — Cuando  una  finca  que  no  consta  inscripta  con 
el  mismo  número  en  los  libros  modernos  del  Registro, 
y  sí  en  los  antiguos,  ignorándose  el  número  moderno 
que  pueda  corresponderle,  aparece  inscripta  á  nombre 
de  la  deudora  del  ejecutante,  pero  existiendo  una  gran 
diferencia  entre  la  cabida  que  se  asigna  á  ese  inmue- 
ble en  -I a  antigua  inscripción,  y  la  que  se  fija  en  el 
mandamiento,  claro  es  que  no  hay  por  ello  una  com- 
pleta identificación  del  objeto,  y  no  puede  por  tanto 
llevarse  á  cabo  una  inscripción  que  por  su  naturaleza 
ha  de  ser  clara,  sin  que  dé  lugar  en  lo  absoiluto  &  duda 
aüguna  respecto  al  inmueble  de  que  se  trate 416 

Intereses  de  demora. — ^Demanda. — Cuando  se  condena  al  pago  de  los 

intereses  de  una  cantidad  adeudada  desde  la  interpo- 
sición de  la  demanda,  no  se  infringe  el  Artículo  1100 
del  Código  Oiviü,  en  que  se  señala  quienes  son  los  que 
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incurren  en  mora  7  se  expresa  que  se  queda  incurso 
en  ella  desde  que  se  exija  judicial  ó  extrajudicialmen- 
te  el  cumplimiento  de  la  obligación 453 

lotaipoeición  del  recurso  de  casaciÓXL — ^Alegación  de  infracciones. — 

Cuando  la  Sala  deolara  establecido  fuera  de  término 
un  recurso  de  apelación  y  contra  esa  resolución  ae  in- 
terpone el  de  casación,  las  infracciones  legales  que  se 
invoquen  han  de  referirse  precisamente  al  fallo  recu- 
rrido; sin  que  puedan  ser  estimadas  las  que  se  refieran 
¿  la  sentencia  dictada  en  primera  instancia,  contra  la 
cual    no  cabe  recurso  de  casación 243 
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Exposición  de  motivos. — No  citándose  las  disposiciones 
del  Código  Civiü  que  se  suponen  infringidas  aludiéndo- 
se á  algunas  vagamente  y  en  un  sólo  grupo,  sin  fijarse 
en  términos  definidos  y  concretos  el  concepto  de  la  in- 
fracción, se  falta  á  los  preceptos  del  número  4°  del 
Artículo  5.0  de  la  Orden  92  sobre  casación,  siendo  inad- 
misible el  recurso 396 

Fecha  de  la  última  notificación. — ^La  Orden  número  92 
en  el  párrafo  lo  del  Artículo  5o  sólo  obliga  á  expre- 
sar la  fecha  de  la  última  notificación  á  cualquiera  de 
las  partes  y  este  precepto  queda  cumplido  cuando  se 
hace  mención  del  día  ó  días  en  que  fueron  notificadas 
todas  las  que  existen  en  el  juicio;  siendo  también  in- 
diferente el  lugar  en  que  se  coloque  la  fecha  del  escri- 
to en  que  se  interpone  el  recurso 449 

Fecha  del  escrito. — No  exigiendo  el  caso  2.©  del  Artícu- 
lo 5.0  de  la  Orden  92,  otra  cosa  que  la  fecha  del  es- 
crito en  que  se  interpone  el  recurso,  sin  expresar  el 
lugar  en  que  ha  de  fijarse,  es  indiferente  que  se  co- 
loque en  el  cuerpo  de  dicho  escrito  ó  al  final  del  mismo.  466 

Infracción. — No  expresándose  con  precisión  y  claridad 
en  qué  consiste  la  infracción  citándose  el  precepto  le- 
gal que  se  dice  infringido,  se  infringe  el  número  4.o 
del  Artículo  5o  de  la  Orden  92  sobre  casación.    .    .    .  396 

Infracción  de  doctrina  legal. — ^Para  que  produzca  efec- 
to el  recurso  interpuesto  por  infracción  de  doctrina 
legal,  es  necesario  citar  las  sentencias  en  que  la  doc- 
trina que  se  invoque  esté  consignada,  siendo  causa 
bastante  para  no  estimarlo,  la  infracción  de  este  prin- 
cipio  


243 


»♦  V 


Quebrantamiento  de  forma. — ^Fundándose  el  recurso  en 
no  haberíse  recibido  á  prueba  un  incidente,  tal  que- 
brantamiento sólo  puede  reclamarse  al  amparo  del  in- 
ciso 3.0  del  Artículo  1691  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil 384 

Requisitos. — Confirmada  por  la  Audiencia  la  sentencia 
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do  un  Juez  de  Primera  Instancia  que  declaró  con  lu- 
gar la  demanda  establecida  sobre  uso  de  una  marca 
en  las  boletas  de  cierto  vino  que  se  confundían  con 
das  que  expendía  otro  fabricante,  condenando  á  aquél 
á  que  se  abstuviera  de  hacer  uso  de  la  citada  marca, 
se  interpuso  contra  este  fallo,  recurso  de  casación,  el 
cual  fué  declarado  sin  lugar,  entre  otros  motivos,  por 
no  haberse  expresado  con  la  precisión  j  claridad  dis- 
puesta en  la  Orden  sobre  casación,  la  Ley  infringida 
por  el  Tribunal  sentenciador;  concurriendo  ademl^  da 
circunstancia  de  que  al  suponerse  infringida  una  dis- 
posición de  carácter  administrativo,  se  plantea  una 
cuestión  que  por  su  índole  ha  sido  objeto  de  la  prue- 
ba 7  de  la  apreciación  judicial  sobre  la  misma,  por 
lo  cual  no  puede  proponerse  en  otro  caso  ni  bajo  otra 
forma 293 

InteipoBlcióii  del  recurso  de  casación. — ^Baquisito. — ^No  se  cumple  con 

el  requisito  4.o  del  Artículo  5.o  de  la  Orden  92  so- 
bre casación,  cuando  no  se  expresa  en  el  escrito  de 
interposición,  los  documentos  que  demuestran  Aa 
equivocación  del  juzgador,  ni  con  claridad,  el  concep- 
to en  que  ha  sido  i^ringida  la  Ley  que  se  cita.   .    .  513 


J7  >» 


En  casación  no  pueden  plantearse  cuestiones  nue- 
vas, que  no  hayan  sido  alegadas  oportunamente,  y 
sobre  las  cuales  no  hubiere  versado  el  debate  judicial; 
por  lo  cuaJ,  no  habiéndose  alegado  en  un  juicio  so- 
bre reclamación  de  una  donación,  la  inoficiosidad  de 
ésta  por  exceder  de  las  legítimas,  es  improcedente 
hacer  mérito  de  ella  en  la  interposición  del  recurso  y 
por  consiguiente  no  puede  estimarse 260 


Jlieees  y  Magistrados. — ^Responsabilidad  cItIL — No  conteniendo  el  Ar- 
tículo 902  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  sino  re- 
flas  procesales  para  determinar  por  quiénes,  en  qué 
orma  y  ante  qué  Tribunales  puede  exigirse  la  respon- 
sabilidad civil  de  los  Jueces  y  Magistrados  que  en  ella 
incurran  por  negligencia  ó  ignorancia,  no  puede  ser  in- 
fringido por  la  Sala  que  al  apreciar  Ja  prueba  estima 
que  no  son  constitutivos  de  esa  responsabilidad  de- 
terminados actos  realizados  por  un  Juez  al  dictar  sen- 
tencia  269 

jQicioB  eJ«ciitlvos. — Acnnmlación. — No  procede  la  acumulación  de  un 

juicio  ejecutivo  en  que  sólo  se  persiguen  bienes  hi- 
potecados, á  otro  dirigido  contra  la  totalidad  de  los 
bienes  del  deudor 472 
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JWdot  ejAcnÜTOA. — OaaadóiL— Siendo  precepto  expreso  del  Articulo 
1692,  caso  3. o  de  la  Ley  Procesal,  que  no  se  dé  recurso 
de  casación  por  infracción  de  Ley  ó  de  doctrina  legal  en 
los  juicios  ejecutivos;  como  consecuencia  de  esto  no 
puede  explicarse  que  siendo  el  incidente  á  un  ejecutivo 
un  accesorio  de  éste,  pueda  darse  tal  recurso  contra 
el  último,  cuando  las  sentencias  que  puedan  recaer  en 
ambos  corresponden  aá  mismo  juicio  7  están  sujetas 
al  precepto  general  del  artículo  mencionado 142 

„  „      Incidentes. — EstaUecida  una  demanda  como  incidente 

á  un  juicio  ejecutivo,  con  la  pretensión  de  que  se  de- 
clare la  nulidad  del  título  que  sirvió  para  la  ejecución 
j  de  una  transacción,  cualesquiera  que  sean  las  ale- 
gaciones que  se  hagan  por  el  recurrente  para  explicar 
la  ílnaiidad  y  objeto  de  su  reclamación,  habiéndose 
interpuesto  ésta  como  un  incidente  á  dicho  juicio, 
cuya  calificación  se  mantuvo  hasta  en  el  escrito  de 
interposición  del  recurso,  y  no  tratándose  de  una  cues- 
tión de  competencia  ó  de  acumulación  á  un  juicio 
universa],  no  se  infringe  el  Artícudo  1478  de  la  Ley 
Procesal,  al  rechazar  dicha  demanda  incidental.   .   .   .  142 

Becnno  de  casación. — No  se  da  recurso  de  casación 
por  infracción  de  Ley  en  los  juicios  ejecutivos.   .    .   .  466 

JWsdieeión. — ^Incompetencia. — ^Para  que  sea  admisible  un  recurso  de 

casación  por  quebrantamiento  de  forma,  es  indispen- 
sable que  se  haya  pedido  la  subsanación  de  la  falta  en 
la  instancia  en  que  se  cometió,  y  si  hubiere  ocurrido 
en  la  primera,  se  reproduzca  la  petición  en  la  sesu- 
da, conforme  al  Articulo  1,694  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  utilizando  los  medios  adecuados  que  la 
Ley  establece  en  cada  caso.  Tratándose  de  la  incom- 
petencia de  jurisdicción  alegada,  caso  de  existir,  no 
se  subsana  con  una  simple  protesta  reiterada,  sino 
planteando  conforme  á  la  ley  la  cuestión  de  compe- 
tencia  83 

JMriwUecMn  TOlmitaria. — ^Eficacia. — Apareciendo  de  las  pruebas  traí- 
das al  juicio,  asi  como  de  documentos  públicos  en  él 
presentados,  la  voluntad  del  fundador  de  una  Cape- 
llanía, respecto  á  quien  deba  ejercer  ed  patronato  de 
la  misma,  es  ineficaz  la  declaratoria  judicial  indebida- 
mente obtenida  en  actos  de  jurisdicción  valuntaria, 
fuera  de  los  términos  y  condiciones  señalados  por  el 
fundador 103 

Jksttficaelón  de  excepciones. — ^Admisión. — La  justificación  á  que  se 

refiere  el  Artículo  416  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil para  probar  cualquiera  de  las  excepciones  que  es- 
tablece el  411,  sólo  es  inadmisible  cuando  para  lograr- 
lo se  ofrecen  pruebas  que  no  constan  de  los  mismos 
autos  al  tiempo  de  of  reeeiüas,  no  estando  la  Sala  obli- 
gada en  caso  contrario,  á  recibir  la  información  ofre- 
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cida,  ni  infringe,  por  lo  tanto,  al  no  admitirla,  el  ex- 
presado Artículo  416 384 


Lanzamiento. — Arrendamiento. — Mejoras. — ^Procede  la  acción  de  desa- 
hucio contra  el  que  posea  una  finca  rústica  y  urbana  en 
precario,  siempre  que  fuere  requerido  con  un  mes  de 
anticipación,  sin  que  el  poseedor  pueda  alegar  dere- 
cho de  retención  por  tener  allí  construidos  edificios 
ú  otras  obras;  pues  si  bien  el  Artículo  453  del  Código 
Civil  dispone  que,  el  poseedor  de  buena  fe  pueda  re- 
tener la  cosa  hasta  que  se  le  abonen  los  gastos  nece- 
sarios, en  la  demanda  de  desahucio,  no  se  ha  discu- 
tido sobre  los  gastos  é  impensas  que  deban  abonarse 
á  un  poseedor  de  buena  fe,  ni  el  precario  confiere  po- 
sesión, sino  la  mera  tenencia  de  la  cosa.  Tratándose 
de  arrendamiento,  no  es  obstáculo  para  el  lanzamien- 
to, que  el  inquilino  reclame  como  de  su  propiedad  la- 
bores, plantíos  ó  cualquiera  otra  cosa  que  no  se  pueda 
separar  de  la  finca 86 

Legislación  aplicable. — ^Actos  anteriores  al  Código  CiviL — Es  jurídi- 
ca y  lógicamente  imposible  que  á  una  misma  cuestión 
sean  aplicables  preceptos  del  moderno  Código  y  doc- 
trina de  da  jurisprudencia  anterior;  por  lo  cual  en  los 
pleitos  en  que  se  discuten  actos  realizados  y  derechos 
nacidos  en  época  anterior  á  la  promulgación  del  Có- 
digo, ni  son  de  aplicarse  los  preceptos  de  éste,  ni  pue- 
de decirse  que  se  infrinja  la  Ley  por  la  cita  más  ó 
menos  oportuna  que  de  dichos  preceptos  se  haga  en 
una  sentencia 278 

M 

Maltrato. — Divorcio. — No  basta  el  hecho  de  maltratar  un  cónyuge  á 

otro,  ni  tampoco  el  de  injuriarle,  á  no  ser  graves  las 
injurias,  para  que  puedan  ser  estimadas  como  causa  le- 
gítima del  divorcio;  pues  tanto  por  lo  preciso  y  claro 
del  texto  del  Artículo  105  del  Código  Civil,  como  por 
el  sentido  dominante  en  nuestra  Legislación  relativa 
al  matrimonio,  que  exige  indispensablemente  la  repe- 
tición de  las  violencia^  de  obra  ó  bien  esa  misma  re- 
petición unida  á  la  circunstancia  de  que  sean  graves 
las  injurias,  falta  por  consiguiente  causa  suficiente 
para  decretar  el  divorcio,  cuando  no  concurren  esas 
circunstancias  en  el  maltrato  y  las  injurias  que  se  ale- 
gan para  solicitaiJo 146 

Marca  industrial. — ^Uso  indebido. — Confirmada  por  la  Audiencia  la 

sentencia  de  un  Juez  de  Primera  Instancia  que  de- 
claró con  lugar  la  demanda  establecida  sobre  uso  de 
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una  marca  en  las  botellas  de  cierto  vino  que  se  con- 
fundían con  las  qae  expendía  otro  fabricante,  conde- 
nando aquél  á  que  se  abstuviera  de  hacer  uso  de  la 
citada  marca,  se  interpuso  contra  este  fallo,  recurso 
de  casación,  el  cual  fué  declarado  sin  lugar,  entre  otros 
motivos,  por  no  haberse  expresado  con  la  precisión  7 
claridad  dispuesta  en  la  Orden  sobre  casación,  la  Ley 
infringida  por  el  Tribunal  sentenciador;  concurriendo 
además  tía  circunstancia  de  que  al  suponerse  infrin- 
gida una  disposición  de  carácter  administrativo,  se 
plantea  una  cuestión  que  por  su  índole  ha  sido  objeto 
de  la  prueba  y  de  la  apreciación  judicial  sobre  la 
misma,  por  lo  cual  no  puede  proponerse  en  otro  caso 
ni  bajo  otra  forma 293 

IfVjer  casada. — ^Personalidad  para  diq;»oner  de  bienes. — Cuando  una 
mujer  casada  comparece  en  las  escrituras  donde  ad- 
quiere 7  cobra  un  crédito  hipotecario  por  su  propio  de- 
recho 7  en  uso  de  licencia  marital,  7  no  del  poder  que 
el  marido  le  confirió  en  el  mismo  documento,  carece 
de  objeto  discutir  si  aquél  contenía  ó  no  la  facultad 
de  cancelar  la  hipoteca,  si  la  acreedora  se  limita  á  de- 
clarar libre  á  su  deudor  en  el  acto  de  recibir  la  can- 
tidad prestada 64 

N 

ViUdad  da  actuaciones. — ^Incidentes. — ^Besolnción. — No  son  senten- 
cias definitivas  ni  merecen  el  carácter  de  tales  las 
providencias  en  que  se  limita  á  tener  por  parte  á  de- 
terminada persona;  la  que  rechaza  un  incidente  de  nu- 
lidad, ni  fia  que  niega  un  recurso  de  súplica  interpues- 
to contra  la  anterior  resolución 36 
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de  inacripclón. — Registro  de  la  Propiedad. — ^Las  sim- 
ples manifestaciones  de  una  persona,  hechas  fuera  del 
juicio  correspondiente  7  en  provecho  propio,  no  cons- 
titu7en  prueba  legad  para  que  pueda  hacerse  una  ins- 
cripción, máxime  tratándose  de  asientos  anteriores, 
que  para  ser  desvirtuados  no  es  competente  para  ello 
la  vía  gubernativa,  siendo  los  Tribunales  de  Justicia 
los  únicos  que  en  su  caso  pueden  declarar  una  nulidad, 
previos  los  trámites  legales 416 

Q 

Ohraiia  de  Martín  Calvo. — Censos. — Cuando  en  la  cláusula  de  la  es- 
critura de  fundación  de  un  censo,  correspondiente  á 
una  obrapía,  se  impone  á  los  censatarios  la  obligación 
de  avisar  al  patrono  de  la  obrapía  con  cuatro  meses 
de  anticipación  su  propósito  de  redimir  el  censo,  se 
cumple  con  esa  cláusula,  dando  el  referido  aviso  con 
la  anticipación  mencionada,  7  vencido  el  término  7 
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otorgada  por  el  patrono  la  correspondiente  eserítara 
de  recibo  7  cancelación  del  censo,  cesa  toda  relación 
con  la  obrapia,  del  que  hasta  entonces  había  sido  cen- 
satario, y  por  consiguiente  trasmite  la  finca  á  los  su- 
cesivos poseedores  libre  de  esa  carga.  La  obligación 
impuesta  en  este  caso  á  los  censatarios,  ni  por  la  re- 
dacción de  la  cfláusula  de  la  escritura,  ni  por  otros  con- 
ceptos, cabe  hacerla  extensiva  &  que  cuiden  de  que  el 
capital  que  entregan  sea  impuesto  inmediatamente  á 
censo;  pues  esas  facultades  ó  deberes,  incumben  sola- 
mente al  patrono  ó  á  las  personas  llamadas  á  velar  por 
por  el  cumpllimiento  de  la  voluntad  del  fundador.    .   173 


Pacto  de  no  vender. — ^Préstamo  con  hipoteca. — ^Denegación  de  ine- 

cripción. — Llevado  á  cabo  un  préstamo  con  hipoteca 
de  una  casa  y  habiéndose  consignado  en  la  escritura 
que  el  deudor  se  obligaba  á  no  vender  la  finca  sin  el 
consentimiento  por  escrito  de  un  acreedor,  ó  pago  de 
cnanto  le  adeudase  hasta  ese  día  por  capital  é  inte- 
reses, debiendo  inscribirse  como  esencial  del  contrato 
esa  condición,  sin  da  que  no  tendría  lugar,  presentada 
en  el  Registro  la  escritura,  le  fué  puesta  por  el  Begia- 
trador  la  siguiente  nota:  "Inscripta  la  hipoteca  cons- 
tituida por  el  documento  que  precede,  al  folio  tal 

cuya  inscripción  se  ha  verificado,  sin  hacer  constar 
el  pacto  de  no  vender  contenido  en  da  cláusula  8.*  del 
contrato,  por  ser  ineficaz  dicho  pacto  prohibitorio  que 
es  opuesto  á  los  fines  del  derecho  hipotecario.  Núme- 
ro 4,  Artículo  107  de  la  Ley  Hipotecaria  y  Resolución 
de  la  Sección  de  los  Registros  y  del  Notariado  de  31 
de  Diciembre  de  1895".  E  interpuesto  recurso  guber- 
nativo contra  esa  calificación  del  Registrador  fué  con- 
firmada por  éí  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  acep- 
tando los  fundamentos  del  Presidente  de  la  Audiencia 
y  Juez  Delegado 39 

Pensiones  de  censos. — ^Prescripción. — ^La  prescripción  de  acciones  em- 
pieza á  decursar,  desde  el  día  en  que  pudieron  ejerci- 
tarse; y  no  siendo  ezigibles  las  pensiones  de  un  censo 
hasta  el  día  del  vencimiento,  desde  esa  fecha  debe  co- 
menzarse á  contar  el  ^iempo  necesario  para  la  prescrip- 
ción, que  tratándose  de  acciones  mixtas  exigía  da  Ley 
63  de  Toro  fuese  de  30  años;  debiendo  de  aplicarse  la 
Ley  mencionada,  conforme  á  la  regla  4.»  de  las  dispo- 
siciones transitorias  del  Código  Civil,  según  la  cual 
las  acciones  nacidas  y  no  ejercitadas  á  la  pubdicación 
del  mismo,  subsistirán  en  la  extensión  y  en  los  tér- 
minos que  les  reconociera  la  Legislación  precedente.     18 

Personalidad. — Procnrador  de  la  parte  contraria. — ^Aceptación. — ^Por 

el  hecho  de  interponerse  reconvención  contra  el  de- 
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mandante,  se  acepta  implícitamente  la  personalidad  de 
sa  Procurador,  pues  no  es  posible  que  ésta  se  dividiera 
en  un  mismo  juicio,  para  ostentarla  legalmente  cuando 
gestionara  contestando  la  reconvención  j  que  no  la 
tuviera  cuando  obrara  como  actor.  La  falta  de  per- 
sonalidad en  la  parte  demandada,  corresponde  probar- 
la á  quién  la  alega 378 

FtaoBaUdad. — ^EeemkocünieiitOb — Cuando  el  recurrente  no  comparece 
por  sí,  sino  está  suficientemente  comprobada  la  perso- 
nalidad de  su  represntante  6  no  fuese  bastante  ei  po- 
der presentado  para  acreditarla,  procede  declarar  no 
haber  lugar  á  la  snstanciación  ded  recurso;  pero  cuan- 
do lo  que  se  discute  é  impugna  es  la  propia  personali- 
dad del  recurrente,  no  obstante  haber  ostentado  ese 
carácter  antes  j  durante  la  segunda  instancia  y  haber 
sido  emplazado  con  él  para  el  recurso,  no  son  de  esti- 
marse dichos  motivos  7  debe  declararse  sin  lugar  el 
incidente 309 

„  de  las  partes. — Onestión  procesaL — ^La  cuestión  relati- 
va á  la  personalidad  de  una  de  las  partes  es  puramente 
procesal  y  no  puede  ser  objeto  de  un  recurso  por  in- 
fracción de  Ley 449 

Pstieiáii  de  imeba. — ^El  consignarse  en  un  escrito  que  se  reproduce  el 
mérito  favorable  de  »utos,  no  comprende  la  petición 
pruebas,  sino  la  reproducción  de  las  manifestaciones 
hechas  7  aceptadas  respectivamente  por  las  partes.    .       4 

Potosláii  en  precario. — ^Desaliacio. — ^Procede  la  acción  de  desahucio 
contra  el  que  posea  una  finca  rústica  7  urbana  en  pre- 
cario, siempre  que  fuere  requerido  con  un  mes  de  an- 
ticipación, sin  que  el  poseedor  pueda  alegar  derecho 
de  retención  por  tener  allí  construidos  edificios  ú  otras 
obras;  pues  si  bien  el  Artículo  453  del  Código  Civil 
dispone  que,  el  poseedor  de  buena  fe  pueda  retener  la 
cosa  hasta  que  se  le  abonen  los  gastos  necesarios,  en 
la  demanda  de  desahucio,  no  se  ha  discutido  sobre  los 
gastos  é  impensas  que  deban  abonarse  á  un  poseedor 
de  buena  fe,  ni  el  precario  confiere  posesión,  sino  la 
mera  tenencia  de  la  cosa.  Tratándose  de  arrendamien- 
to, no  es  obstáculo  para  el  lanzamiento,  que  el  inqui- 
lino  reclame  como  de'su  propiedad  labores,  plantíos  ó 
cualquiera  otra  cosa  que  no  se  pueda  separar  de  lá 
finca 86 

Precario^ — ^Bzoepción  de  prescripción. — Cuando  no  se  estima  proce- 
dente la  apreciación  de  la  excepción  de  prescripción, 
por  alegarse  por  el  actor  que  el  demandante  poseyó  la 
finca  en  precario  7  carecer  aquél  de  título  que  justi- 
fique que  la  poseía  con  carácter  de  duefio,  no  se  in- 
fringen los  Artículos  del  Código  Civil  ni  las  Le7es  de 
Partidas  que  tratan  de  esta  materia;  debiéndose  te- 
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ner  presente  que  no  han  podido  infringirse  conjunta- 
mente  ambos  cuerpos  de  dereeho  por  no  ser  aplicables 
á  la  vez 311 

Preaeilycióli. — ^Tézmino. — ^Para  estimar  la  excepción  de  prescripción, 

ya  le  sean  aplicables  las  disposiciones  de  la  Novísima 
Becopilación,  j&  las  del  Código  Civil,  es  necesario 
que  conste  la  fecha  desde  la  cual  empezó  á  decursar 
el  tiempo  para  üa  prescripción 260 
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de  acciones. — ^La  prescripción  de  acciones  empieza  á 
deoursar,  desde  el  día  en  que  pudieron  ejercitarse;  7 
no  siendo  exigibles  las  pensiones  de  un  censo  hasta  el 
día  del  vencimiento,  desde  esa  fecha  debe  comenzarse 
á  contar  el  tiempo  necesario  para  da  prescripción,  que 
tratándose  de  acciones  mixtas  exigía  la  Ley  63  de  Toro 
fuese  de  30  años;  debiendo  de  aplicarse  la  Ley  men- 
cionada, conforme  á  la  regla  4>  de  las  disposiciones 
transitorias  del  Código  Civil,  según  la  cual,  las  accio- 
nes nacidas  y  no  ejercitadas  á  la  publicación  del  mis- 
mo, subeistiríln  en  la  extensión  y  en  los  términos  que 
les  reconociera  la  Legislación  precedente 18 

Pziieba. — ^Admisión  de  excepciones. — La  justificación  á  que  se  refiere 

el  Artículo  416  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  pa- 
ra probar  cualquiera  de  las  excepciones  que  establece 
el  411,  sólo  es  admisible  cuando  para  lograrlo  se  ofre- 
cen pruebas  que  no  constan  de  los  mismos  autos  al 
tiempo  de  ofrecerlas,  no  estando  la  Sala  obligada  en 
caso  contrario  á  recibir  la  información  ofrecida,  ni 
infringe,  por  lo  tanto,  al  no  admitirla,  el  expresado 
Artículo  416 384 
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Apreclacidn. — Cuando  se  contradice  la  apreciación  de 
la  prueba  hecha  por  la  Sala  con  arreglo  al  número  7o 
del  Artículo  1690  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
es  preciso  que  el  error  al  ser  de  hecho,  resulte  de  do- 
cumentos 6  actos  auténticos;  y  cuando  el  recurrente 
ni  aduce,  ni  siquiera  cita  esos  documentos  ó  actos,  no 
puede  ser  admitido  el  recurso 47 

Fundándose  el  motivo  de  un  recurso  en  el  núme- 
ro 7.0  del  Artículo  1690  de  la  Ley  Procesal,  y  no  de- 
signándose cuál  es  la  prueba  que.  se  ha  apreciado 
erróneamente,  ni  cuál  el  error  legal  padecido  en  la 
apreciación,  se  infringe  lo  que  dispone  el  Artículo  5.o 
en  su  número  3.o  de  la  Orden  sobre  casación 396 

Invocándose  como  motivo  del  recurso,  el  error  de 
hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  es  necesario 
que  dicho  error  resulte  de  un  documento  ó  acto  autén- 
tico que  demuestre  la  evidente  equivocación  del  juz- 
gador; por  lo  cual  cuando  no  se  cita  el  documento  ó 
acto  demostrativo  de  tal  error,  no  puede  ser  estima- 
do el  recurso,  máxime  cuando  se  presenta  como  error 
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de  heehoy  el  no  haberse  apreciado  el  valor  j  eficacia 
de  ciertOB  elementofl  i»robatorioe;  infraeeión  que  de 
existir,  no  constituiria  tampoco  dicho  error  de  hecho.  183 

Pni6lMU--La  cita  aislada  de  los  Aitículos  358  7  371  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  es  inadecuada  para  demostrar  error 
de  derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas 269 

„  Pedaracián  sin  juanunto  «n  cansa  cximlnal. — ^Ko  es 
posible  despojar  de  su  carácter  judicial,  i  ningún  acto 
realizado  ante  un  Juez,  dentro  de  los  preceptos  de  una 
Ley  Procesal  con  efectos  regulados  por  la  propia  Ley, 
para  darles  eficacia  distinta  á  la  que  aquéUa  les  atri- 
buye, porque  esto  desnaturalizaría  los  actos  procesales, 
introduciendo  la  incertidumbre  y  la  confusión  en  cuan- 
to á  su  finalidad;  y  á  tal  conclusión  se  Uegaría,  esti- 
mando que  una  declaración  prestada  sin  juramento 
por  el  inculpado,  en  el  sumario  de  una  causa  criminal, 
constituye  una  confesión  extra  judicial;  cuando  pre- 
cisamente falta  á  tal  declaración,  ia  virtualidad  que 
le  reconoce  el  Artículo  1232  del  Código  Civil  de  hacer 
prueba  contra  su  autor 183 
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DsnegacióiL — Quebrantamiento  de  fonna. — ^Declarada 
una  demanda  sin  lugar  por  falta  de  personalidad  en 
el  demandante,  y  s^icitada  en  segunda  instancia  la 

Sráctica  de  cierta  prueba  que  habiendo  sido  admiti- 
a,  no  se  practicó  en  primera  instancia,  no  quebranta 
el  Artículo  861  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  la 
fiala  sentenciadora  al  denegar  la  pr&ctica  de  dicha 
prueba,  apareciendo  de  autos  que  la  causa  porque  no 
se  practicó,  fué  debida  pura  y  exclusivamente  á  la  ne- 
gligencia ó  descuido  de  la  parte  que  la  propuso.  .  .   .  164 

Petición. — Si  bien  la  citación  para  sentencia  hecha  un 
día  después  de  solicitada  la  confesión  judicial,  cons- 
tituye la  negación  de  una  diligencia  de  prueba,  esta 
sola  circunstancia  no  basta  para  motivar  el  recurso 
de  casación,  pues  según  el  Artículo  1691  en  su  inciso 
5o,  de  la  Ley  Procesal,  es  necesario  que  la  denegación 
de  da  diligencia  de  prueba,  pueda  producir  indefensión; 
resultado  que  no  era  racionalmente  admisible  en  el 
caso  de  que  se  trata. 

El  consignarse  en  un  escrito  que  se  reproduce  el 
mérito  favorable  de  autos,  no  comprende  la  petición 
de  pruebas,  sino  la  reproducción  de  las  manif  estacio- 

hechas  y  aceptadas  respectivamente  por  las  partes.      4 
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QMtanlaaiftsnto  de  fonna.— Admisión  del  zecnxBO.— Para  que  sea  ad- 
misible lun  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
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de  forma,  es  indispensable  se  diga,  no  sólo  que  se  pi- 
dió la  subsanación  de  la  falta  que  se  supone  cometida, 
sino  que  se  expresen  además  las  reclamaciones  que  se 
practicarán  para  obtener  dicha  subsanación  ó  los  mo- 
tivos que  impidieron  hacerlo;  y  al  no  haberse  cumplido 
con  lo  dispuesto  en  el  caso  5.»  del  Artículo  5.o  de  la 
Orden  sobre  casación,  es  inadmisible  el  recurso.    .    .  462 

Qnebrantamiento  de  fonna. — ^Denegación  de  prueba. — ^Declarada  una 

demanda  sin  lug^r  por  falta  de  personalidad  en  el  de- 
mandante, y  solicitada  en  segunda  instancia  la  prácti- 
ca de  cierta  prueba  que  habiendo  sido  admitida,  no  se 
practicó  en  primera  instancia,  no  quebranta  el  Artícu- 
lo 861  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  la  Sala  sen- 
tenciadora al  denegar  la  práctica  de  dicha  prueba, 
apareciendo  de  autos  que  la  causa  porque  no  se  practi- 
có, fué  debida  pura  y  exclusivamente  á  la  negligencia 
ó  descuido  de  la  parte  que  la  propuso 164 
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Inteiposición  del  recnrso  de  casación. — ^Fundándose  el 
recurso  en  no  haberse  recibido  á  prueba  un  incidente, 
tal  quebrantamiento  sólo  puede  reclamarse  al  amparo 
del  inciso  3.o  del  Artículo  1691  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil 384 

Snbsanación  de  la  falta. — ^Para  que  sea  admisible  un 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  es 
indispensable  que  se  haya  pedido  la  subsanación  de  la 
falta  en  la  instancia  en  que  se  cometió,  y  si  hubiere 
ocurrido  en  la  primera  se  reproduzca  la  petición  en  üa 
segunda,  conforme  al  Artículo  1694  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  utilizando  los  medios  adecuados  que 
la  Ley  establece  en  cada  caso.  Tratándose  de  la  in- 
competencia de  jurisdicción  alegada,  caso  de  existir, 
no  se  subsana  con  una  simple  protesta  reiterada,  sino 
püanteando  conforme  á  la  ley  la  cuestión  de  compe- 
tencia      83 
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BecuTBO  de  Casación. — Cnestión  de  personalidad. — La    cuestión    de 

personalidad  de  una  de  las  partes  es  puramente  pro- 
cesal y  no  puede  ser  objeto  de  un  recurso  por  in- 
fracción de  Ley 449 

Juicios  ejecnÜTOS. — No  se  da  recurso  de  casación  por 
infracción  de  Ley  en  los  juicios  ejecutivos 466 

de  súplica. — ^Denegación. — No  son  sentencias  definiti- 
vas ni  merecen  el  carácter  de  tales  la  providencia 
que  se  limita  á  tener  por  parte  á  determinada  per- 
sona; la  que  rechaza  un  incidente  de  nulidad,  ni  la 
que  niega  un  recurso  de  súplica  interpuesto  contra  la 
anterior  resolución 36 


M  W 


w 


índices  un 


Faginas. 


BMiufteión. — ^Incidentes. — Carácter  de  la  sentencia. — ^El  auto  que  po- 
ne término  á  un  incidente  de  recusación  no  pone 
término  al  pleito  principal  haciendo  imposible  su 
continuación,  y  por  consiguiente,  no  tiene  el  concepto 
de  sentencia  definitiva  á  los  efectos  del  Artícu- 
lo 1688  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  en  relación 
con  el  1687  de  la  misma 163 


» 


Incidentes. —  Carácter  de  las  resoluciones.  —  El  auto 
que  resuelve  un  incidente  sobre  recusación  de  un  es- 
cribano, no  tiene  carácter  de  resolución  definitiva, 
por  lo  cual  y  por  no  darse  recurso  contra  el  fallo  de 
la  Audiencia  resolviendo  los  incidentes  de  recusación 
de  los  auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados,  no  es 
admisible  el  de  casación  interpuesto  contra  dicho  auto.  171 

Redención  de  censos. — Obrapía. — Cuando  en  la  cláusula  de  la  escri- 
tura de  fundación  de  un  censo,  correspondiente  á  una 
obrapía,  se  impone  á  los  censatarios  la  obligación  de 
avisar  al  patrono  de  la  obrapía  con  cuatro  meses  de 
anticipación  su  propósito  de  redimir  el  censo,  se  cum- 
ple con  esa  cláusula,  dando  el  referido  aviso  con  la 
anticipación  mencionada,  y  vencido  el  término  y  otor- 
gada por  el  patrono  la  correspondiente  escritura  de 
recibo  y  cancelación  del  censo,  cesa  toda  relación  con 
la  obrapía,  del  que  hasta  entonces  había  sido  censa- 
tario, y  por  consiguiente  trasmite  la  finca  á  los  suce- 
sivos poseedores,  libre  de  esa  carga.  La  obligación 
impuesta  en  este  caso  á  los  censatarios,  ni  por  la  re- 
dacción de  la  cláusula  de  la  escritura,  ni  por  otros 
conceptos,  cabe  hacerla  extensiva  á  que  cuiden  de 
que  el  capital  que  entregan  sea  impuesto  inmediata- 
mente á  censo;  pues  esas  facultades  ó  deberes,  in- 
cumben solamente  al  patrono  ó  á  las  personas  llama- 
das á  velar  por  el  cumplimiento  de  la  voluntad  del 
fundador 173 

Registrador  de  la  Propiedad. — ^Inscripciones  y  Anotaciones. — >En  el 

caso  de  juzgarse  improcedente  una  inscripción  ó  ano- 
tación, es  deber  ineludible  del  Registrador  de  la  Pro- 
piedad, expresar  con  toda  claridad  y  precisión  los  mo- 
tivos que  tenga  para  rechazarla,  pues  es  un  deber  de 
los  Begistradores  interpretar  por  los  medios  que  el 
derecho  brinda,  las  disposiciones  testamentarias  que 
puedan  presentárseles,  sin  perder  de  vista  el  Articu- 
lo 775  del  Código  Civil 387 
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Calificación  de  titalos. — Es  innegable  la  competencia 
los  Registradores  para  calificar  la  capacidad  de  los 
otorgantes  y  las  formas  extrínsecas  de  los  documentos 
presentados  á  inscripción,  las  cuales  dan  origen  á  las 
faltas  subsanables,  así  como  para  calificar  las  que 
afecten  á  la  eficacia  de  los  derechos  contenidos  en  los 
mismos,  de  los  cuales  nacen  las  faltas  insubsanables. 
No  constando  en  la  escritura  la  fecha  en  que  el  deu- 
dor adquirió  la  finca  rematada,  pudo  suponerse  que  la 
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adquirió  en  fecha  anterior  &  la  que  empesó  á  regir 
la  Ley  Hipotecaria.  En  virtud  de  no  aparecer  justi- 
ficado el  modo  como  adquirió  el  deudor  la  finca  de 
referencia,  no  es  de  tomarse  en  cuenta  lo  expuesto 
en  un  testamento  presentado  con  fecha  posterior,  pues 
tampoco  consta  si  la  testadora  ha  muerto  ó  ha  refor- 
mado aquella  última  voluntad.  Habiendo  hecho  cons- 
tar el  Registrador  que  la  casa  no  se  halla  inscripta  i 
nombre  de  persona  alguna,  es  evidente  que  el  caso  no 
se  halla  comprendido  en  el  número  3.*  del  Artícu- 
lo 20  de  la  Ley  Hipotecaria,  sino  en  el  último  párrafo 
del  mismo;  j  debiendo  atenerse  el  Begistrador  cuan- 
do se  presente  á  inscripción  un  titulo,  á  lo  que  del 
Begistro  resulte  con  fecna  anterior  á  dicha  presenta- 
ción 7  á  lo  que  en  el  mismo  titulo  aparezca,  no  se  ha 
debido  tener  en  cuenta  el  testamento  presentado  dos 
días  después,  para  resolver  como  se  hizo  acerca  de  la 
inscripción  de  la  escritura  de  enajenación,  cuya  ins- 
cripción, denegación  ó  suspensión  debió  haber  queda- 
do resuelta  por  los  mismos  datos  legales  i  que  antes  se 
ha  aludido 411 

Sagistro  de  la  PropltdAd. — ^Inscxlpeión  de  finca.— Identidad. — ^Pre- 
sentado al  Begistro  un  testamento  por  el  cual  se  le- 
faba  una  casa  cuyo  número  se  indicaba,  acompañan- 
o  otros  documentos  á  fin  de  que  se  verificase  la  ins- 
cripción á  nombre  de  loe  herederos,  fué  negada  por 
el  Begistrador,  por  no  resultar  acreditada  la  identi- 
dad de  la  finca  cuya  inscripción  se  pretendía,  pues 
que  aparecía  marcada  con  diferente  número  y  distin- 
ta descripción  de  la  asentada  en  el  Begistro;  y  sustan- 
ciado el  recurso  que  se  interpuso  contra  la  resolución 
del  Begistrador,  trayendo  nuevos  datos  al  mismo,  fué 
confirmada  diclúi  nota  por  el  Presidente  del  Tribunal 
Supremo,  declarando  que  no  había  llegado  á  compro- 
barse que  la  finca  cuya  inscripción  se  solicitaba, 
fuera  la  misma  que  aparecía  marcada  con  otro  nú- 
mero, siendo  indispensaole  para  la  inscripción  la  com- 
pleta identificación  del  inmueble  que  se  trata  de 
inscribir 334 

„  IhBCripcioneB. — ^Es  obligación  de  los  Begistradores, 
conforme  á  los  Artículos  9.^  de  la  Ley  Hipotecaria  y 
63  de  su  Beglamento,  consignar  todas  las  circunstan- 
cias que  en  ellos  se  sefUJan,  tenedentes  á  úue  las  ins- 
cripciones que  se  realicen  sean  claras  y  alejen  en  lo 
absoluto  toda  duda  respecto  del  inmueble  ó  derecho 
real  objeto  de  la  inscripción 341 


n 


„  Inseripeiones. — Dadas. — Guando  una  finca  que  no  cons- 
ta inscripta  con  el  mismo  número  en  los  libros  moder- 
nos del  Begistro,  y  si  en  los  antiguos,  ignorándose  el 
número  moderno  que  pueda  corresponderle,  aparece 
inscripta  á  nombre  de  la  deudora  del  eíeeutante,  pe- 
ro eziistiendo  una  gran  diferencia  entre  la  cabida  que 
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se  asigna  á  ese  inmneble  en  la  antigua  inaeripeióny  7 
la  qne  se  fija  en  el  mandaraientOi  claro  es  qne  no  hay 
por  ello  una  eompleta  identifioaeión  del  objeto,  7  no 
puede  por  tanto  uevarae  á  eabo  una  inaeripción,  que 
por  BU  naturaleza  ha  de  ser  elara,  sin  que  dé  lugar 
en  lo  absoluto  á  duda  alguna  respecto  al  inmueble  de 
que  se  trate 416 

XagMro  de  la  Propiedad.— -InaeKlpcita  de  tnmiieblM. — ^Edentidad. — 

Las  simples  manifestaciones  de  los  otorgantes  al  No- 
tario, en  provecho  propio,  7  fuera  de  juicio,  no  consti- 
tuyen en  modo  alguno  prueba  legal  de  que  los  inmue- 
bfles  euTa  inscripción  se  solicite,  sean  los  correspon- 
dientes á  la  esentura  presentada 341 
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Préstamo  con  hipoteca. — ^Denagaeita  parcial  de  Ins- 
eripcidn. — ^Llevado  &  cabo  un  préstamo  con  hipoteca 
de  una  casa  7  habiéndose  consignado  en  la  escritura 
que  el  deudor  se  obligaba  á  no  vender  la  finca  sin  el 
consentimiento  por  escrito  de  un  acreedor,  6  pago  de 
cuanto  le  adeudase  hasta  ese  día  por  capital  é  inte- 
reses, debiendo  inscribirse  como  esencial  del  contra- 
to esta  condición,  sin  la  que  no  tendría  lugar,  presen- 
tada en  el  Registro  la  escritura,  le  fué  puesta  por 
el  Registrador  la  sígnente  nota:  "Inscripta  la  hipo- 
teca constituida  por  el  documento  que  precede,   al 

folio  tal cu7a  inscripción  se  ha  verificado,  sin 

hacer  constar  el  pacto  de  no  vender  contenido  en  la 
cláusula  octava  del  contrato,  por  ser  ineficaz  dicho 
pacto  prohibitorio,  que  es  opuesto  á  los  fines  del  de- 
recho hipotecario.  Número  4,  Artículo  107  de  la  Le7 
Hipotecaria  7  Besolución  de  la  Seeeión  de  los  Regis- 
tros 7  del  Notariado  de  31  de  Diciembre  de  1895." 
E  interpuesto  recurso  gubernativo  contra  esa  califica- 
ción del  Registrador,  fué  confirmada  por  el  Presidente 
del  Tríbunu  Supremo,  aceptando  los  fundamentos  del 
Presidente  de  la  Audiencia  7  Juez  Delegado 39 

Tastlinoiiios. — ^Los  testimonios  de  varios  lugares  de 
una  testamentaria  7  otros  documentos,  que  utiliza  la 
adjndicatana  en  un  juicio  de  esta  clase,  para  ins- 
cribir su  dominio  «obre  una  oasa  comprendida  en  esa 
adjudicación,  pero  en  los  cuales  no  se  tomó  razón  de 
las  hipotecas  que  dicha  adjudicataria  constituía 
sobre  la  expresada  casa  7  que  sólo  dieron  motivo  á 
una  anotación,  no  pueden  producir  en  el  Registro  el 
efecto  de  la  escritura  de  protocolización  ante  un  No- 
tario de  la  cuenta  de  partición  7  división  que  prac- 
tioan  los  interesados;  por  lo  cual  no  incurre  en  error 
de  derecho  la  Sala  que  al  apreciar  las  pruebas  de  la 
hipoteca  que  se  reclama  resuelve  que  mo  estaba  ins- 
eripte  en  el  Registro 205 
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Segistro  de  la  Propiedad. — ^Inscripciones. — ^  nombre  j  apellido  de  la 

persona  del  interesado  á  cuyo  favor  se  hizo  una  ins- 
eripción  antigua  son  requisitos  indispensables  cuya 
omisión  puede  producir  la  nulidad  de  la  inscripción  j 
que  no  puede  subsanarse  ni  aun  rectificarse,  sesún  re- 
soluciones de  la  Dirección  de  los  Registros  y  del  Nota- 
riado   468,  489,  493,  498,  501,  505,  109,  516 

Inscripciones. — En  el  caso  de  solicitudes  de  tras- 
lación pedidas  á  la  vez  por  dos  personalidades  dis- 
tintas, la  decisión  á  favor  de  cualquiera  de  ellas 
trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que  crea  tener  la 
otra 468,  489,  493,  498,  501,  505,  509,  516 

Inscripciones. — ^La  naturaleza,  extensión  y  condicio- 
nes del  derecho  inscripto,  son  también  circunstancias 
esenciales,  que  según  resoluciones  de  la  Dirección  de 
los  Registros  han  de  expresarse  en  el  título  con  exac- 
titud y  precisión  tales,  que  no  dejen  lugar  &  dudas 
acerca  del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda  un  tercero 
ser  inducido  á  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudi- 
cado en  su  consecuencia.  468, 489,  493,  497,  501, 505,  509, 516 

Inscripciones. — ¡Para  desvirtuar  un  asiento  no  es  com- 
petente la  vía  gubernativa.  Cuando  el  nombre  de  la 
persona  que  aparece  en  los  libros  antiguos  es  distinto 
al  expresado  en  la  solicitud  de  traslación,  tal  diferen- 
cia puede  constituir  un  error  material  que  ha  de  rec- 
tificarse por  los  medios  que  al  efecto  indica  la  Ley 
Hipotecaria;  sin  que  sea  subsanable  por  la  vía  guber- 
nativa  468,  489,  493,  497,  501,  505,  509,  516 

Inscripciones. — Según  la  letra  y  espíritu  del  Artículo 
9o  de  la  Ley  Hipotecaria,  hay  circunstancias  que  por 
esenciales  é  indispensables,  deben  constar  en  determi- 
nadas inscripciones,  de  tal  modo,  que  si  no  se  expre- 
san en  el  tituló  inscripto  ó  en  adiciones  que  aparez- 
can de  nuevos  títulos  ó  notas  exig^idas  con  los  requisi- 
tos legales,  no  es  posible  llevar  á  efecto  la  inscripción 
que  se  solicita,  hasta  que  se  subsane  el  defecto,  y  en- 
tre ellas  figuran  la  situación  y  linderos  de  la  finca  que 
se  trata  de  inscribir.  468,  489,  493,  497,  501,  505,  509,  516 

Bendición  de  cnentas. — Obligaciones. — Si  bien  es  cierto  que  las  obli- 
gaciones se  extingruen  por  el  pago,  ó  por  el  cumpli- 
miento de  lo  que  se  esté  obligado,  no  lo  es  menos,  que 
tratándose  de  la  obligación  de  rendir  cuentas,  no  se 
cumple  con  ella  por  el  hecho  de  requerir  notarialmen- 
te  el  demandado  al  actor  para  que  recibiera  unas  cuen- 
tas, después  de  haber  sido  aquél  emplazado 453 

Besálnciones  definitivas. — ^Incidente  de  recusación. — ^El  auto  que  re- 
suelve un  incidente  sobre  recusación  de  un  Escriba- 
no, no  tiene  carácter  de  resolución  definitiva,  por  lo 
cual  y  por  no  darse  recurso  contra  el  fallo  de  la  Au- 
diencia resolviendo  los  incidentes  de  recusación  de  los 
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auxiliares  de  los  Tribunales  y  Juzgados,  no  es  admi- 
sible el  de  casación  interpuesto  contra  dicho  auto.    .   171 

B«Mliicione8  definitivas. — ^Incidentes. — No  tiene  el  carácter  ae  sen- 
tencia definitiva,  á  los  efectos  del  Artículo  1687  y  nú- 
mero lo  del  1688  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
el  auto  dictado  en  un  ramo  separado  á  la  pieza  de  ad- 
ministración de  un  juicio  ejecutivo,  que  no  impide, 
entorpece,  ni  mucho  menos  pone  término  á  dichos  in- 
cidente y  pleito  principal 72 

Incidentes. — No  tiene  concepto  de  sentencia  definiti- 
va el  auto  que  niega  la  nulidad  de  un  trámite  en  un 
incidente  sobre  cobro  de  costas,  porque  ni  pone  tér- 
mino al  pleito  principal,  ni  hace  imposible  su  conti- 
nuación  69 

Incidentes. — ^No  tienen  el  carácter  de  definitivas  las 
resoluciones  que  ponen  término  á  un  incidente,  sino 
las  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  artículo  ponen 
término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación. 
El  auto  que  declara  sin  lugar  la  excepción  dilato- 
ria de  falta  de  personalidad  del  demandado,  no  tiene 
el  carácter  de  resolución  definitiva  porque  no  pone 
término  al  pleito 62 

Besponsabilidad  civil. — Jneces  y  Magistrados. — No  conteniendo  el  Ar- 
tículo 902  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  sino  re- 
glas procesales  para  determinar  quienes,  en  qué  for- 
ma y  ante  qué  Tribunales  pueden  exigir  la  responsa- 
bilidad civil  de  los  Jueces  y  Magistrados  que  en  ella 
incurran  por  negligencia  ó  ignorancia,  no  puede  ser 
infringido  por  la  Sala  que  al  apreciar  la  prueba  esti- 
ma que  no  son  constitutivos  de  esa  responsabilidad 
determinados  actos  realizados  por  un  Juez  al  dictar 
sentencia 269 

„  „  Negligencia. — ^El  sobreseimiento  provisional  dictado 
por  una  Audiencia  á  virtud  de  no  haber  resultado  de- 
bidamente justificada  la  perpetración  del  delito,  no 
obsta,  á  que  en  juicios  de  otra  índole,  pueda  declarar- 
se la  responsabilidad  civil  en  que  por  negligencia  se 
pueda  haber  incurrido 249 

Setracto. — ^Heredero. — ^La  sentencia  que  declara  sin  lugar  una  de- 
manda de  retracto,  por  no  haberse  interpuesto  dentro 
del  término  de  un  mes  que  concede  al  heredero  el  Ar- 
tículo 1067  del  Código  Civil,  para  subrogarse  en  lugar 
del  comprador  de  una  parte  de  los  bienes  de  la  heren- 
cia proindivisa  adquirida  por  éste  de  otro  de  los  here- 
deros, no  infringe  el  mencionado  artículo 535 

S 

BáU  de  lo  OivÜ. — Oonstitacidn. — ^Lo  dispuesto  en  el  Artículo  4o  de  la 
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Orden  número  80  de  1899  se  refiere  á  la  organización 
de  la  Sala  de  lo  Civil  7  Contencioso,  pero  no  al  núme- 
ro de  Magistrados  necesario  para  dictar  sentencia, 
pues  este  particular  se  regala  por  los  articules  817, 
325  7  348  de  la  Le^  Procesal,  consi^úndose  bien  cla- 
ramente en  el  último,  que  para  dictar  sentencia  se 
necesitan  tres  votos  conformes;  7  apareciendo  oue  la 
Sala  se  conBtitu76  con  tres  Magistrados  7  su  Presi- 
dente, ó  sea  con  cuatro  individuos,  no  se  ha  quebran- 
tado el  procedimiento,  pues  el  número  de  cuatro  es  in- 
ferior á  cinco  7  superior  á  tres,  que  son,  respectiva- 
mente, los  límites  de  composición  7  votación  señala- 
dos á  las  Salas  de  las  Audiencias  en  los  referidos  ar- 
tículos, j  aun  tres  Magistrados  hubieran  podido  legal- 
mente  dictar  sentencia. 

La  falta  de  notificación  de  los  nombres  de  los 
Magistrados  suplentes  antes  de  dar  principio  á  la  vis- 
ta, no  es  motivo  para  fundar  en  ella  un  recurso  de  ca- 
sación por  quebrantamiento  de  forma 44 

BantenclM. — ^Apreciación  de  prueba. — Cuando  el  Tribunal  resuelve  de 

conformidad  con  lo  alosado  por  las  demandadas,  por 
no  haberse  demostrado  Ta  simulación  del  contrato,  no 
puede  prosperar  el  recurso  establecido  contra  esta  sen- 
tencia, sino  se  interpone  en  forma  legal,  sobre  la 
apreciación  que  de  la  prueba  ha  hecho  la  Sida  senten- 
ciadora, siendo  forzoso  atenerse  en  cuanto  á  hechos, 
á  los  establecidos  como  resultado  de  esa  apreciación; 
7  consignándose  en  la  sentencia  que  no  se  ha  demos- 
trado la  simulación  del  contrato,  es  forsoso  atenerse  á 
esta  declaración 811 
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Olta  de  leyes. — ^No  puede  decirse  que  se  infringe  una 
107,  cuando  indebida  ó  erróneamente  se  cita  en  un 
Considerando,  sino  cuando  en  ella  se  funda  el  fallo, 
no  correspondiendo  su  aplicación  al  caso  litigioso.    .  227 

Oongraenda  con  lo  solicitado. — ^La  sentencia  que  con- 
dena al  demandado  en  los  términos  solicitados  por  el 
demandante,  desestimando  las  excepciones  ó  alegacio- 
nes producidas  por  aquél,  es  perfectamente  congruen- 
te 7  resuelve  todas  las  cuestiones  debatidas  en  el 
pleito 261 

Número  de  Magistrados. — ^Lo  dispuesto  en  ei  Articiilo 
4o  de  la  Orden  número  80  de  1899  se  refiere  á  la  or- 
ganización de  la  Sala  de  lo  Civil  7  Contencioso,  pero 
no  al  número  de  Magistrados  necesario  para  dictar 
aentencia,  pues  este  particular  se  regula  por  los  Ar- 
tículos 317,  325  7  848  de  la  Lejr  Procesal,  consignán- 
dose bien  claramente  en  el  último,  que  para  €ulctar 
sentencia  se  necesitan  tres  votos  conformes;  7  apa- 
reciendo oue  la  Sala  se  constitu7Ó  con  tres  Magistrar 
dos  7  su  Presidente,  ó  sea  con  cuatro  individuos,  no 
se  ha  quebrantado  el  procedimiento,  pues  el  número 
de  cuatro  es  inferior  a  cinco  7  superior  á  tres,  que 
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8011^  respectivamente,  los  limiteB  de  composición  y  vo- 
tación señalados  á  las  Salas  de  las  Audiencias  en  los 
referidos  artículos,  y  aun  tres  Magistrados  hubieran 
podido  legalmente  dictar  sentencia 44 


asnteiiciafl. — ^Bedacdón  y  tónnliios. — ^Las  sentencias  deben  ser  cla- 
ras, precisas  y  eonfrruentes  con  la  demanda  v  demás 
pretensiones  deducidas  oportunamente  en  el  pleito, 
haciendo  las  declaraciones  que  éstas  exigen,  conde- 
nando ó  absolviendo  al  demandado  y  decidiendo  to- 
dos los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto  de  de- 
bate, con  pronunciamiento  separado  respecto  de  cada 
uno  de  ellos;  por  lo  cual  al  allanarse  a  la  demanda 
uno  de  los  demandados,  debe  hacerse  declaración  res- 
pecto á  los  particulares  contenidos  en  cuanto  á  él  en 
Ía  demanda;  sin  que  la  circunstancia  de  ser  absoluto- 
ria la  sentencia,  excuse  esa  declaración  de  derecho, 
Ímes  nada  decide  respecto  á  aquél  la  absolución  de 
08  otros  demandados,  toda  vez  que  con  independencia 
de  ésta,  pudieron  y  han  debido  ser  resueltas  las  pro- 
mociones referentes  al  particular  que  sólo  tenían  re- 
lación con  el  otro  demandado IOS 

BantoiciM  defluitiyss. — No  son  sentencias  definitivas  ni  merecen  el 

carácter  de  tales  la  providencia  que  se  limita  á  tener 
por  parte  á  determinada  persona;  la  que  rechaza  un 
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1900 


Gabmen  Garbillo  t  Hernández,  vniDA  de  Diago,  contra  Ma- 

VXJEL  CarRBÑO  T  FERNÁNDX2S. 

Auto  ntun.  62  (Julio  2  de  1900). 

Reeuno  par  infracción  de  Ley  y  de  doctrina^  interpueeio  por 
Manuel  Carreño  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audien' 
eiadelú  Habana  en  17  de  Abrü  de  1900. 

JÜIOIO  DE  DESAHUCIO. 

Ko  tiene  él  caiftcter  de  senteneU  deflnltlTa»  pum  el 
efecto  de  proceder  contra  ella  él  recurso  de  casacidn  antoil- 
ndo  por  los  ntbneros  lo  y  2»  del  Articulo  1,687  y  lo  del  1,688 
de  la  Ley  de  Enjnidamlento  OItíI,  la  qne  se  limita  i  fijar 
U  competencia  de  determinado  J^uei  para  oonooer  de  m  JiUc 
ció  de  dflsalmcio. 

Resvltando:  que  en  juicio  de  desahucio  establecido  ante  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Belén,  de  ésta 
ciudad,  por  Carmen  Carrillo  y  Hernández  viuda  de  Diago.  con- 
tra Manuel  Carreño  y  Fernández  para  el  desalojo  del  potrero 
**San  Francisco"  (a)  *'Guareiras",  hoy  Central  ''Esperanza'' 
sito  en  G(A6p.,  alegada,  entre  otras,  x>or  el  demandado  la  excep- 
ci6n  de  incompetencia  de  jurisdicción,  por  ser  Juez  competente, 
k  falta  de  sumisión  expresa  ó  tácita,  el  del  lugar  en  que  esté 
sita  la  cosa  litigiosa  6  el  del  domicilio  del  demandado,  que  se- 
gán  la  demandante,  lo  tiene  en  la  propia  villa  de  Colón  antes 
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citada,  y  allanada  la  actora  en  este  extremo  hasta  solicitar  que 
el  Juez  de  Belén  se  declarase  incompetaite,  inhibiéndose  á  fa- 
vor del  de  Colon,  dicto  sentencia  aquel  Juzgado,  con  fecha  vein- 
te y  siete  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  decla- 
rando con  lugar  la  excepción  ya  referida  é  inhibiéndose  en  con- 
secuencia del  conocimiento  de  la  demanda  de  desahucio  á  favor 
del  otro  Juez  asimismo  mencionado,  á  quien  dispuso  se  remi- 
tiesen las  actuaciones,  sin  especial  condenaciqn  de  costas;  de 
cuya  sentencia  recurrió  el  demandado  en  apelación,  que  cir- 
cunscribió en  el  acto  de  la  vista  al  particular  de  no  haberse  im- 
puesto las  costas  de  la  primera  instancia  á  la  parte  demandante 
y  pidió  se  confirmara  la  sentencia  del  Juzgado  en  cuanto  á  los 
demás  pronunciamientos  que  contiene,  resolviendo  dicha  ax>elaci6n 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  su  fallo  de 
diez  y  siete  de  Abril  último,  que  confirmó  la  resolución  apelada  y 
condenó  al  apelante  en  las  costas  de  la  segunda  instancia : 

Resultando :  que  contra  la  antedicha  sentencia  de  segunda 
instancia  interpuso  el  demandado  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  y  de  doctrina  legal,  que  dice  autorizado  por  los 
artículos  primero  y  cuarto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos 
del  Gobernador  Militar  de  Cuba  y  por  el  número  primero  del 
artículo  mil  seiscientos  ochenta  y  siete,  inciso  primero  del  mil 
seiscientos  noventa,  inciso  primero  del  mil  seiscientos  ochenta  y 
ocho  y  número  segundo  del  mil  seiscientos  noventa  y  dos  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  expresando  las  leyes  y  doctrina 
legal  que  á  su  juicio  se  han  infringido  por  la  Sala  y  concepto 
en  que  lo  han  sido : 

Resultando :  que  admitido  por  la  Sala  el  recurso  interpues- 
to y  personadas  ante  este  Supremo  Tribunal  ambas  partes  del 
juicio,  la  no  recurrente,  durante  el  trámite  de  instrucción,  ha 
impugnado  la  admisión  de  aquél,  fundándose  en  que  no  se  pue- 
de considerar  definitiva  para  los  efectos  de  la  casación  la  sen- 
tencia contra  que  se  ha  recurrido  por  el  demandado,  siendo  por 
tanto  improcedente  tal  recurso,  que  pide  se  declare  mal  admiti- 
do: cuestión  previa  que  se  ha  sustanciado  en  forma  por  este 
Tribunal,  celebrándose  en  treinta  de  Junio  próximo  pasado  la 
correspondiente  vista  pública,  con  asistencia  de  los  Letrados 
respectivos  de  una  y  otra  parte : 

Considerando:  que  en  el  juicio  de  desahucio  es  sentencia 
definitiva  contra  la  cual  se  concede  recurso  de  casación,  según 
los  números  primero  y  segundo  del  artículo  mil  seiscientos 
ochenta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  aquella  por 
la  que  se  decide  en  segunda  instancia  la  cuestión  principal  ob- 
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jeto  del  procedimiento,  decretando  haber  ó  no  lugar  al  desahu- 
cio pedido  en  la  demanda;  y  que,  según  el  inciso  primero  del 
articulo  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho  de  la  propia  ley,  tiene 
el  concepto  de  definitiva,  para  el  efecto  de  caber  contra  ella  tal 
recurso,  además  de  la  sentencia  que  termina  directamente  el 
pleito,  al  resolver  sobre  la  pretensión  fundamental  que  lo  ha 
iniciado,  la  que,  recayendo  sobre  un  incidente  ó  artículo,  pone 
fin  al  juicio  impidiendo  su  persecución : 

Considerando :  que,  según  lo  expresado,  no  tiene  legalmente 
el  carácter  de  definitiva,  ni  por  su  naturaleza  ni  por  sus  efec- 
tos, la  sentencia  contra  la  cual  se  ha  deducido  este  recurso, 
pues,  limitada  á  fijar  en  favor  de  determinado  Juez  la  compe- 
tencia para  conocer  del  juicio  promovido,  inhibiéndose  por  in- 
competente el  que  venía  actuando  y  disponiendo  la  remisión  de 
los  autos  al  primero,  con  lo  cual  pueden  proseguirse  y  ultimar- 
se en  su  oportunidad,  es  manifiesto  que  no  se  ha  pronunciado 
sobre  el  fondo  del  asunto,  ni  se  ha  puesto  término  al  juicio,  ha- 
ciéndose imposible  su  continuación: 

Considerando:  que,  por  consiguiente  y  con  arreglo  á  los 
artículos  antecitados  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  al 
onceno  en  relación  con  el  número  primero  del  séptimo  de  la  Or- 
den del  Gobierno  Militar  número  noventa  y  dos  del  año  último, 
el  Tribunal  sentenciador  ha  debido  denegar  este  recurso ;  y  ad- 
mitido, no  obstante,  pero  impugnada  su  admisión  en  tiempo  y 
forma  por  la  parte  no  recurrente,  en  uso  del  derecho  que  le  otorga 
el  número  segundo  del  artículo  veinte  y  ocho  de  la  orden  men- 
cionada, procede  que  este  Tribunal  lo  declare  mal  admitido,  en 
observancia  de  lo  preceptuado  por  el  número  tercero  del  ar- 
ticdo  treinta  y  cuatro  de  la  misma  orden; 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  y  de  doctrina  legal  interpuesto  en  estos  autos  por 
Manuel  Carreño  y  Fernández  contra  la  sentencia  dictada  con 
fecha  diez  y  siete  de  Abril  próximo  anterior  por  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  sin  especial  condenación 
de  costas:  comuniqúese  esta  resolución  á  la  expresada  Audien- 
cia, devolviéndose  el  apuntamiento  recibido,  y  publíquese  en  la 
Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secreta- 
ria de  Justicia,  librándose  las  certificaciones  necesarias. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del  margen,  ante 
mí,  de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. — ^Antonio 
González  de  Mendoza. — ^Pedro  González  Llórente. — José  M. 
García  Montes. — ^Angel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. — 
Ante  mí,  Armando  Riva. 
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Fbbmín  Qonzaubz  y  Fernákdbz  contra  Hipólito  Gózab  y  Ns- 

RBY  Y  José  CÓZAB  Y  RODRÍGUEZ. 

Sentencia  núm.  7  (Julio  6  de  1900). 

Recurso  por  quebrantanUento  de  forma  interpuesto  por  Fermín 
González  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  la 
Habana  en  17  de  Marzo  de  1900. 

tercería  de  mejor  derecho. 


bien  la  citaci6ii  par»  sentenci»  becha  un  dia  dMpnte 
de  solicitada  la  confesión  Judicial,  constituye  la  negaei6n  de 
una  diligencia  de  prueba,  esta  sola  circunstancia  no  basta 
para  motivar  él  recurso  de  casacián,  pues  segtin  él  Articulo 
1091,  en  su  inciso  6.o  de  la  Ley  Procesal,  es  necesario  que  la 
denegación  de  la  diligencia  de  prueba,  pueda  producir  inde- 
fensión; resultado  que  no  era  racionalmente  admlsibie  en  el 
caso  de  que  se  trata.  El  consignarse  en  un  escrito  que  se  re- 
produce él  mérito  favorable  de  autos,  no  comprende  la  peti- 
ción de  pruebas,  sino  la  reproducción  de  las  manifestaciones 
bechas  y  aceptadas  respectivamente  por  las  partes. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  cinco  de  Julio  de  mil  nove- 
cientos, en  el  juicio  de  menor  cuantía  promovido  en  el  Juzgado 
de  Primera  Instancia  de  Ouanabacoa  por  Fermín  (González  y 
Fernández  del  comercio  y  vecino  de  esta  capital,  sobre  tercería 
de  mejor  derecho  á  consecuencia  de  los  autos  seguidos  por  Hi- 
pólito Cózar  y  Nerey,  fotógrafo,  vecino  de  Guanabacoa,  contra 
José  Cózar  y  Rodríguez,  cuyo  vecindario  y  profesiáin  ú  oficio 
no  se  expresan: 

Besídtando:  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  en  diez  y  siete  de  Marzo  último  dictó  sentencia  confir- 
mando la  de  Primera  Instancia  por  la  que  se  declaró  sin  lugar 
dicha  tercería  y  preferente  el  crédito  de  Hipólito  Cózar  y 
Nerey: 

Resultando:  que  Fermín  Gtonsález  y  Fernández  interpuso 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  y  por  in- 
fracción de  ley,  de  los  que  le  fué  admitido  el  primero  y  no  el 
segundo,  contra  cuya  denegatoria  estableció  recurso  de  queja, 
que  por  este  Supremo  Tribunal  en  auto  de  once  de  Mayo  del 
corriente  año  se  declaró  desierto : 

Resultando:  que  el  recurso  por  quebrantami^ito  de  forma 
se  contrae  á  los  particulares  referidos  en  el  Resultando  que  á 
continuació;!  se  copia  del  fallo  dictado  por  la  Sala  de  la  Au- 
diencia : 

Resultando:  que  elevados  los  autos  á  este  Tribunal  en  vir- 
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tnd  de  la  apelación  establecida,  se  personó  por  eá  la  parte  ape- 
lada y  también  lo  hizo  el  Procurador  D.  Esteban  de  la  Tejera 
por  D.  Hipólito  Cózar,  y  en  el  trámite  oportuno  solicitó  el  pri- 
mero el  recibimiento  a  prueba  con  el  fin  de  que  se  trajera  á  los 
autos  testimonio  de  particulares  de  una  escritura  en  que  Don 
José  Cózar  se  obligó  á  pagar  á  D.  Emilio  Touse  Bodríguez  la 
cantidad  de  mil  pesos  á  razón  de  cuarenta  mensuales  acompa- 
ñando con  su  escrito  certificación  del  acto  de  conciliacióji  para 
que  fué  demandado  D.  José  Cózar  y  B.  Crespo  con  el  fin  de 
que  reconociera  como  cumplido  el  término  del  contrato  con 
Touse  y  pagara  la  deuda  ó  constituyese  hipoteca  á  su  favor,  y 
tambi&i  la  papeleta  copia  de  la  demanda  de  citación  que  D.  Jo- 
sé Gozar  y  B.  Crespo  le  interpuso  para  que  reconociera  la  nuli- 
dad por  falsedad  civil  de  la  escritura;  y  la  Sala  por  auto  de 
veinte  y  nueve  de  Enero  último  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
cibimiento á  prueba  solicitado  teniendo  sólo  por  acompañado 
el  último  documento  referido  y  disponiendo  la  devolución  del 
otro;  y  establecido  recurso  de  súplica  contra  dicho  auto  por  el 
actor,  fué  declarado  sin  lugar  por  el  de  diez  y  siete  de  Febre- 
ro, disponiéndose  después  la  citación  de  partes  para  sentencia, 
en  cuyo  estado  presentq  nuevo  escrito  D.  Fermín  González  so- 
licitando se  trajese  á  los  autos  la  escritura  antes  citada  y  se  exi- 
giera confesión  judicial  á  D.  José  y  D.  Hipólito  Cózar,  lo  que 
fué  denegado  atendido  el  estado  de  este  juicio,  y  sin  lugar  tam- 
bién á  sustanciar  el  recurso  de  súplica  que  por  aquel  motivo 
se  estableció  celebrándose  después  en  este  mes  el  día  doce  la 
vista  pública : 

Resultando:  que  el  recurrente  funda  su  recurso  en  el  ar- 
ticulo mil  seiscientos  noventa  y  uno  caso  quinto,  y  cita  además 
el  articulo  ochocientos  sesenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil;  porque  se  le  denegó  la  diligencia  de  c(mfesión 
judicial  que  había  pedido  antes  de  habérsele  citado  para  senten- 
cia; y  añade  que  también  se  han  quebrantado  las  formas  esen- 
ciales del  juicio,  al  denegársele  por  la  propia  Sala  el  testimonio 
de  una  escritura  que  en  primera  instancia  había  él  solicitado 
en  un  otrosí  de  su  demanda  y  cuya  pretensión  entendía  haber 
repetido  al  decir  en  su  escrito  promoviendo  prueba,  que  repro- 
ducía el  mérito  favorable  de  autos : 

Resultando:  que  previos  los  debidos  trámites,  el  veinte  y 
dos  del  corriente  se  celebró  la  vista,  sin  que  asistieran  los  de- 
fensores de  las  partes. 

Siendo  Ponente  él  Magistrado  Pedro  González  Llórente: 

Considerando:  que  si  bien  la  citación  para  sentencia  se  hi- 
zo á  Fermín  González  y  Fernández  un  día  despu^  de  haber 
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pedido  la  confesión  judicial,  y  por  tal  motivo  puede  aquél  afir- 
mar que  se  le  denegó  una  diligencia  de  prueba,  tal  circunstan- 
cia por  sí  sola  no  basta  para  motivar  el  recurso  de  casación, 
pues,  según  el  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno,  en  su  in- 
ciso quinto,  de  la  mencionada  ley,  sería  necesario  que  la  dene- 
gación de  la  diligencia  de  prueba  hubiera  podido  producir  inde- 
fensión, y  semejante  resultado  no  es  racionalmente  admisible  en 
el  juicio  de  que  se  trata,  dadas  las  condiciones  de  los  créditos 
sobre  cuya  relativa  preferencia  se  discutía  y  en  las  que  se  fun- 
da la  sentencia,  ni  González  Fernández  ha  alegado  siquiera  la 
indefensión  en  el  escrito  interponiendo  el  recurso : 

Considerando:  que  el  recibimiento  á  prueba  en  segunda 
instancia  sólo  puede  otorgarse  en  los  casos  que  el  artículo  ocho- 
cientos  sesenta  y  uno  de  la  misma  ley  señala,  en  ninguno  de  los 
cuales  se  hallaba  este  asunto;  y  la  fórmula  con  que  se  reprodu- 
ce el  mérito  favorable  de  autos  no  comprende  la  petición  de 
pruebas,  sino  las  manifestaciones  hechas  y  aceptadas  respectiva- 
mente por  las  partes : 

Considerando :  que  conforme  al  artículo  cuarenta  de  la  Or- 
den número  noventa  y  dos,  dictada  por  el  Gk)biemo  Militar  de 
la  Isla  en  veinte  y  seis  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  cuando  se  declara  sin  lugar  un  recurso  de  casación,  se 
deben  imponer  siempre  las  costas  del  mismo  al  recurrente; 

FaUamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Fermín  González 
y  Fernández,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  comuniqúe- 
se á  la  Audiencia  con  devolución  de  los  autos,  rollo  y  apunta- 
miento. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  €fa- 
ceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de 
Justicia,  librándose  al  efecto  las  respectivas  copias,  lo  pronun- 
ciamos, mandamos  y  firmamos. — Antonio  González  de  Mendo- 
za.— ^Pedro  González  Llórente. — Rafael  Cruz  Pérez. — José  M. 
García  Montes. — Eudaldo  Tamayo. — ^Angel  C.  Betancourt. — 
Octavio  Gibergá. 


Magdalena  Solís  y  Jacome  y  Masía  del  Rosario  é  Ignacio 
Valdecañas,  contra  Juan,  Isidoro,  Segundo  y  José  An- 
tonio Hernández  y  Fernández. 

Auto  núm.  63  (Julio  7  de  1900). 

Recurso  de  queja  interpuesto  por  Magdalena  Solís  y  María  del 
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Rosario  é  Ignacio  Vaidecañas,  contra  el  auto  diciado  por 
la  Sala  de  lo  Civü  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  8  de 
Mayo  de  1900. 

OOBBO  DE  RÉDITOS  DE  CENSOS. 

Contra  los  antOB  resolntoiloB  de  Incidentes  snsdtados  do- 
lante la  segunda  instancia,  el  recurso  que  procede  es  el  de 
súplica  7  no  el  de  casación,  con  arreglo  al  número  lo  del  Ar- 
tícnlo  7o  de  la  Orden  número  92  de  1899.  No  habiéndose 
complido  lo  que  diq^ione  el  Artículo  1694  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Oivil,  trat&ndose  de  un  recurso  por  quebrantamien- 
to de  forma,  éste  es  inadmisible. 

Resultando:  que  en  A  juicio  de  menor  cuantía  establecido 
por  Magdalena  Solis  y  Jacome  y  María  del  Rosario  é  Ignacio 
Vaidecañas,  contra  Juan,  Isidoro,  Segundo  y  José  Antonio 
Hernández  y  Fernández,  en  cobro  de  réditos  de  un  censo,  dic- 
tada sentencia  por  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  San 
Antonio  de  los  Baños  y  apelada,  por  la  parte  demandante,  á 
consecuencia  de  lo  cual  y  para  la  sustanciación  del  recurso  re- 
mitiéronse los  autos  á  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  dispuso  dicha  Sala,  con  motivo  del  fallecimiento  del 
procurador  que  representaba  á  los  apelantes,  que  se  librara  car- 
ta orden  al  Juez  antecitado  á  fin  de  que  dichos  apelantes  cons- 
tituyeran nueva  representación  en  el  término  de  diez  días,  bajo 
apercibimiento  de  que  si  no  lo  verificaban  se  tendría  por  decaí- 
do su  derecho  en  la  apelación,  y  habiéndose  llevado  á  cabo  la 
expresada  notificación  por  medio  de  edictos  y  de  la  Oaceia  Ofi- 
cial del  día  cuatro  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  por  ser  desconocido  el  domicilio  de  los  interesados,  se- 
gún se  expone  ^i  uno  de  los  autos  que  comprende  la  certifica- 
ción remitida  á  este  Supremo  Tribunal  sin  que  los  interesados, 
transcurrido  el  término,  hubiesen  dado  cumplimiento  á  lo  dis- 
puesto, la  Sala,  á  petición  de  la  parte  apelada,  dictó  auto,  en 
cinco  de  Diciembre  del  propio  año  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  dando  por  decaído  el  derecho  de  loe  apelantes  en  la  se- 
gmida  instancia,  á  su  perjuicio,  y  con  las  costas,  á  su  cargo^ 
declarando  firme  la  resolución  recurrida  y  disponiendo  que  pre- 
via la  tasación  de  costas  y  con  la  debida  certificación  se  devol- 
vieran en  su  oportunidad  los  autos  al  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia, cuya  devolución  se  verificó  en  diez  y  siete  de  Febrero 
del  corriente  año,  después  de  lo  cual,  con  fecha  veinte  y  uno 
de  Abril,  comparecieron  ante  la  Sala  los  referidos  apelantes, 
por  medio  de  otro  Procurador,  estableciendo  recurso  de  súpli- 
ca contra  el  auto  de  cinco  de  Diciembre  del  año  último,  á  fin  de 
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que  se  declarara  nido  todo  lo  actuado  oon  posterioridad  al  proveí- 
do que  mandó  librar  la  carta  orden  contentiva  del  apercibi- 
miento aludido  j  se  hubiera  para  su  caso  por  pedida  la  subsa- 
nación  de  la  falta  sustancial  padecida  por  culpa  del  Juzgado  de 
Primera  Instancia  al  no  hacerse  la  notificación  dispuesta  por 
la  Sala  en  la  forma  prevenida  en  el  artículo  doscientos  sesenta 
7  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  puesto  que  no  era 
desconocido  como  se  afirma  el  domicilio  de  la  representación  de 
los  apelantes,  á  cuyo  escrito  de  súplica  recayó  la  providencia 
de  veinte  y  odio  del  mismo  mes  de  Abril  declarando  no  haber 
lugar  á  proveer,  porque,  declarada  firme  la  resolución  apelada, 
habían  sido  devueltos  los  autos  al  Juzgado  de  su  procedencia : 

Resultando:  que  la  parte  demandante,  dentro  del  término 
de  cinco  días  de  notificada  la  anterior  riesolución,  interpuso 
contra  ella,  y  contra  la  de  cinco  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve  recurso  de  casación  por  quebrantamiento 
de  forma,  que  funda  en  el  número  primero  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  y  xmo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
expresando  que  la  falta  cometida  consiste  en  haberse  realizado 
por  edictos  la  antedicha  citación,  conforme  al  artículo  doscien- 
tos sesenta  y  nueve  de  la  mencionada  ley,  sin  tener  en  cuenta 
que  la  representación  común  de  los  mandados  citar  es  persona 
de  arraigo  y  de  domicilio  conocido  é  invariable  en  el  pueblo, 
con  establecimiento  abierto  desde  hace  más  de  treinta  años,  en 
vez  de  practicar  tal  diligencia  en  la  forma  del  artículo  doscien- 
tos sesenta  y  seis,  por  cuya  razón  es  nula  dicha  citación,  con 
arreglo  al  artículo  doscientos  setenta  y  nueve;  y  que,  en  el  caso 
de  estimarse  que  la  citación  debía  hacerse  á  los  mismos  deman- 
dantes, y  no  á  su  representante  común  en  esta  Isla,  aparecien- 
do del  poder  de  autos  que  aquellos  residen  en  España,  no  debió 
habérseles  fijado  para  personarse  el  deficiente  plazo  de  diez 
días ;  alegando  además,  los  recurrentes  en  el  escrito  de  interpo- 
sición que  pidieron  en  tiempo  mediante  el  recurso  de  súpUea 
entablado,  la  subeanación  de  la  falta  cometida : 

Besvíiandoi.qxie  la  Sala  denegó  el  referido  recurso  de  ca- 
sación por  auto  de  fecha  ocho  de  Mayo  de  este  año,  fundindo- 
se,  primero,  en  que  si  ''bien  contra  el  auto  de  cinco  de  Diciem- 
bre cabían  sucesivamente  los  recursos  de  súplica  y  casación,  no 
habiéndose  interpuesto  ninguno  de  estos  dentro  de  los  términos 
respectivamente  prefijados  en  los  artículos  cuatrocientos  tres 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  tercero  de  la  Orden  núme- 
ro noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  carece  el 
recurso  denegado  del  precedente  necesario  de  otro  de  súplica 
sustanciado  y  resuelto,  se  encuentra  fuera  del  término  legal  y 
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no  Uena  por  consiguiente  el  requisito  que  para  su  admisión  exi- 
ge d  número  segundo  del  Artículo  séptimo  de  aquella  Orden ;  y 
flegnndo,  en  que  la  providencia  de  veinte  y  ocho  de  Abril,  res- 
pecto de  la  cual  se  interpone  también  recurso  de  casación,  no 
tiene  el  carácter  de  sentencia  definitiva,  ni  es  sueoeptible  del 
recurso  que  contra  ella  se  establece,  faltándole  por  tanto  la  cir- 
oonstancia  exigida  por  el  número  primero  del  citado  artículo 
séptimo  de  la  Orden  número  noventa  y  dos : 

Resídiando:  que  contra  el  auto  denegatorio  del  recurso  de 
casación  ha  interpuesto  el  de  queja  la  parte  demandante,  cuyo 
último  recurso  se  ha  sustanciado  en  debida  forma  ante  este  Su- 
premo Tribunal,  celebrándose  en  cinco  de  este  mes  la  corres- 
pondiente vista  pública,  con  asistencia  del  Letrado  defensor  de 
los  recurrentes : 

Considerando:  en  cuanto  el  recurso  se  dirige  contra  la  re- 
solución de  cinco  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  que  el  recurso  procedente  según  el  artículo  cuatrocientos 
uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  contra  los  autos  resolu- 
torios de  incidentes  suscitados  durante  la  segunda  instancia  es 
el  de  súplica,  y  no  el  de  casación,  en  virtud  de  lo  cual,  no  sien- 
do la  resolución  antecitada  susceptible  del  recurso  de  casación 
establecido  y  careciendo  éste  por  lo  mismo  de  la  primera  de  las 
condiciones  de  admisibilidad  requeridas  por  el  artículo  séptimo 
de  la  Orden  número  noventa  y  dos  del  año  último,  es  por  dicha 
raeón  inadmisible  aquél,  aunque  la  Sala  sentenciadora,  sin  con- 
eeder  ¿  esta  circustancia  la  influencia  decisiva  que  en  primer 
término  le  corresponde,  haya  fundado  indebidamente  la  dene- 
ISación  en  la  carencia  de  otro  requisito  que  tiene  importancia 
nada  más  en  el  caso  de  ser  la  resolución  que  se  reclama  sus- 
ceptible de  la  reclamación  que  se  interpone : 

Considerando :  que  por  otra  parte  el  recurrente  no  ha  cum- 
plido la  condición  impuesta  en  el  artículo  mil  seiscientos  no- 
venta y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  pues  el  re- 
curso de  súplica  entablado  contra  el  auto  de  cinco  de  Diciem- 
bre única  reclamación  establecida  al  objeto  de  que  se  declara- 
se nulo  todo  lo  actuado  con  posterioridad  á  la  providencia  que 
mandó  librar  la  carta  orden  sobre  apercibimiento  de  los  apelan- 
tes, era  notoriamente  inadecuado  á  aquel  objeto,  que  sólo  me- 
diante una  demanda  incidental  de  nulidad  podía  proponerse, 
con  arreglo  al  artículo  setecientos  cuarenta  y  demás  de  aplica- 
ción contenidos  en  el  título  tercero,  libro  segundo  de  la  expre- 
sada ley,  donde  se  fija  el  procedimiento  por  el  cual  deben  tra- 
mitarse las  cuestiones  de  esa  índole : 

Considerando:  que  por  referirse  la  razón  consignada  en  el 
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precedente  fundamento  á  la  totalidad  del  recurso  de  casación 
que  se  ha  formulado,  y,  por  consiguiente  no  tan  sólo  en  cuanto 
impugna  el  auto  de  cinco  de  Diciembre  del  año  último,  sino 
también  en  lo  que  atañe  á  la  providencia  de  veinte  y  ocho  de 
Abril  del  año  actual,  que  declaró  no  haber  lugar  á  proveer  en 
la  súplica  intentada  ccHitra  aquel,  de  todos  modos,  aun  recono- 
ciéndose en  el  presente  caso  á  semejante  providencia,  por  con- 
sideración á  sus  efectos  en  el  juicio  y  conforme  al  número  pri- 
mero del  articulo  mil  seiscientos,  ochenta  y  ocho  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  el  carácter,  que  la  Audiencia  le  ha  nega- 
do, de  resolución  definitiva  y  admitiendo  que  en  tal  concepto 
sea  susceptible  del  recurso  de  casación  que  contra  ella  se  in- 
terpuso, no  podía  este  admitirse  sin  embargo,  por  carecer,  se- 
gún se  deja  expuesto,  del  requisito  de  la  reclamación  previa 
que  exige  el  ya  citado  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  cuatro 
de  la  misma  ley,  pues  no  es  posible  declarar  en  vía  de  casación 
nulidades  que  no  hayan  sido  con  anterioridad  reclamadas  en 
debida  forma : 

Considerando :  que,  al  desestimaTse  el  recurso  de  queja,  debe 
condenarse  en  las  costas  del  mismo  al  recurrente,  como  lo  precep- 
túa el  artículo  veinticinco  de  la  predicha  Orden  númeiro  noven- 
ta y  dos: 

8e  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto  por 
Magdalena  Solís  Jacome  y  María  del  Rosario  é  Ignacio  Valde- 
cañas  contra  el  auto  denegatorio  dictado  por  la  Sala  de  lo  Ci- 
vil de  la  Audiencia  de  la  Habana  con  fecha  ocho  de  Mayo  del 
presente  año  y  se  imponen  las  costas  á  los  expresados  recurren- 
tes; comuniqúese  con  certificación  al  referido  Tribunal;  y  pu- 
blíquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo 
de  la  Secretaría  de  Justicia,  á  cuyo  efecto  se  librarán  las  copias 
necesarias. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del  margen  ante  mi, 
de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. — ^Antonio  Gon- 
zález de  Mendoza. — ^Pedro  González  Llórente. — Rafael  Cruz  Pé- 
rez.— José  M.  García  Montes. — Eudaldo  Tamayo. — Ángel  C. 
Betancourt. — ^Octavio  Giberga.  —  Ante  mí.  —  P.  D.  —  Armando 
Riva. 


Magdalena  Solís  y  Jacomb  y  María  del  Rosario  é  Ignacio 
Yaldeoañas,  contra  Manuel  García  Guerra. 

Auto  núm.  64  (Julio  9  de  1900). 
Recurso  de  queja  interpuesto  por  Magdalena  Solís  y  María  del 
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Rosario  é  Ignacio  Valdecañas  contra  el  auto  dictado  por  la 
Audiencia  de  la  Habana  en  8  de  Mayo  de  1900. 

COBRO  DE  RÉDITOS  DE  CENSOS. 

Contra  los  autos  resolutorios  de  incidentes  suscitados  du- 
rante la  segunda  instancia,  el  recurso  que  procede  es  el  de 
súplica  7  no  el  de  casación,  con  arreglo  al  número  l.o  del  Ar- 
ticulo 7.0  de  la  Orden  número  92  de  1899.  No  habiéndose 
cumplido  lo  que  dispone  el  Articulo  1694  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  trat&ndose  de  un  recurso  por  quebrantamien- 
to de  forma,  éste  es  inadmisible. 

Resultando:  que  en  el  juicio  de  menor  cuantía  establecido 
X)or  Magdalena  Solis  y  Jacome  y  María  del  Rosario  é  Ignacio 
Valdecañas  contra  Manuel  García  Guerra,  en  cobro  de  réditos 
de  un  censo,  dictada  sentencia  por  el  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia de  San  Antonio  de  los  Baños  y  apelada  por  la  parte  de- 
mandante, á  consecuencia  de  lo  cual  y  para  la  sustanciación  del 
recurso  remitiéronse  los  «tutos  á  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  dispuso  dicha  Sala,  con  motivo  del  falle- 
cimiento del  Procurador  que  representaba  á  los  apelantes,  que 
se  librara  carta  orden  al  Juez  antecitado  á  fín  de  que  dichos 
apelantes  constituyeran  nueva  representaciéjn  en  el  término  de 
diez  días,  bajo  apercibimiento  de  que  si  no  lo  verificaban  se  ten- 
dría por  decaído  su  derecho  en  la  apelación,  y  habiéndose  lle- 
vado á  cabo  la  expresada  notificación  por  medio  de  edictos  y 
de  la  Gaceta  Oficial  del  día  cuatro  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve,  por  ser  desconocido  el  domicilio  de  los 
interesados  según  se  expone  en  uno  de  los  autos  que  comprende 
la  certificación  remitida  á  este  Supremo  Tribunal  sin  que  los 
interesados,  transcurrido  el  término  hubiesen  dado  cumplimien- 
to á  lo  dispuesto,  la  Sala,  á  petición  de  la  parte  apelada,  dictó 
auto  en  cinco  de  Diciembre  del  propio  año  mil  ochocientos  no- 
venta y  nueve,  dando-  por  decaído  el  derecho  de  los  apelantes  en 
la  segunda  instancia  á  su  perjuicio,  y  con  las  costas  á  su  cargo, 
declarando  firme  la  resolución  recurrida  y  disponiendo  que  pre- 
via la  tasación  de  costas  y  con  la  debida  certificación  se  devol- 
vieran en  su  oportunidad  los  autos  al  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia, cuya  devolución  se  verificó,  en  diez  y  siete  de  Febrero 
del  corriente  año,  después  de  lo  cual,  con  fecha  veinte  y  uno  de 
Abril,  comparecieron  ante  la  Sala  los  referidos  apelantes,  por 
medio  de  otro  Procurador,  estableciendo  recurso  de  súplica  con- 
tra el  auto  de  cinco  de  Diciembre  del  año  último,  á  fin  de  que 
se  declarara  nulo  todo  lo  actuado  con  posterioridad  al  proveído 
que  mandó  librar  la  carta  orden  contentiva  del  apercibimiento 
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aludido  y  se  hubiera  para  su  caso  por  pedida  la  subsanación  de 
la  falta  sustancial  padecida  por  culpa  del  Juzgado  de  Primera 
Instancia  al  no  hacerse  la  notificación  dispuesta  por  la  Sala  en 
la  forma  prevenida  en  el  articulo  doscientos  sesenta  y  seis  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  puesto  que  no  era  desconocido 
como  se  afirma  el  domicilio  de  la  representación  de  los  apelan- 
tes, á  cuyo  escrito  de  súplica  recayó^  la  providencia  de  veinte  y 
odio  del  mismo  mes  de  Abril  declarando  no  haber  lugar  á  pro- 
veer, porque,  declarada  firme  la  resolución  apelada,  habían  sido 
devueltos  los  autos  al  Juzgado  de  su  procedencia: 

Resultando:  que  la  parte  demandante,  dentro  del  término 
de  cinco  días  de  notificada  la  anterior  resolución,  interpuso  con- 
tra ella,  y  contra  la  de  cinco  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  que  funda  en  el  número  primero  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  ex- 
presando que  la  falta  cometida  consiste  en  haberse  realizado 
por  edictos  la  antedicha  citación,  conforme  al  artículo  doscien- 
tos sesenta  y  nueve  de  la  mencionada  ley,  sin  tener  en  cuenta 
que  la  representación  común  de  los  mandados  citar  es  persona 
de  arraigo  y  de  domicilio  conocido  é  invariable  en  el  pueblo, 
con  establecimiento  abierto  desde  hace  más  de  treinta  años,  en 
vez  de  practicar  tal  diligencia  en  la  forma  del  artículo  doscien- 
tos sesenta  y  seis,  por  cuya  razón  es  nula  dicha  citación,  con 
arreglo  al  artículo  doscientos  setenta  y  nueve;  y  que,  en  el  ca- 
so de  estimarse  que  la  citación  debía  hacerse  á  los  mismos  de- 
mandantes, y  no  á  su  representante  común  en  esta  Isla,  apare- 
ciendo del  poder  de  autos  que  aquéllos  residen  en  España,  no 
debió  habérseles  fijado  para  personarse  el  deficiente  plazo  de 
diez  días;  alegando,  además,  los  recurrentes  en  el  escrito  de  in- 
terposición que  pidieron  en  tiempo,  mediante  el  recurso  de  sú- 
plica entablado,  la  subsanación  de  la  falta  cometida: 

Resultando:  que  la  Sala  denegó  el  referido  recurso  de  ca- 
sación por  auto  de  fecha  ocho  de  Mayo  de  este  año,  fundándo- 
se, primero,  en  que  si  bien  contra  el  auto  de  cinco  de  Diciembre 
cabían  sucesivamente  los  recursos  de  súplica  y  casación,  no  ha- 
biéndose interpuesto  ninguno  de  estos  dentro  de  los  términos 
respectivamente  prefijados  en  los  artículos  cuatrocientos  tres  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  tercero  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  carece  el  re- 
curso denegado  del  precedente  necesario  de  otro  de  súplica  sus- 
tanciado y  resuelto,  se  encuentra  fuera  del  término  legal  y  no 
llena  por  consiguiente  el  requisito  que  para  su  admisión  exige 
el  número  segundo  del  articulo  séptimo  de  aquella  orden ;  y  se- 
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gando,  en  qne  la  providencia  de  veinte  y  oclio  de  Abril,  respee- 
to  de  la  cual  ae  interpone  también  recurso  de  casación,  no  tiene 
d  carácter  de  sentencia  definitiva,  ni  es  susceptible  del  recurso 
que  contra  ella  se  establece,  faltándole  por  tanto  la  circunstan- 
cia exigida  por  el  número  primero  del  citado  articulo  séptimo 
de  la  Orden  número  noventa  y  dos : 

Resultando:  que  contra  el  auto  denegatorio  del  recurso  de 
casación  ha  interpuesto  el  de  queja  la  parte  demandante,  cuyo 
último  recurso  se  ha  sustanciado  en  debida  forma  ante  este  Su* 
premo  Tribunal,  celebrándose  en  cinco  de  este  mes  la  corres- 
pondiente vista  pública,  con  asist^icia  del  Letrado  defensor 
de  k»  recurrentes: 

Considerando:  en  cuanto  el  recurso  se  dirige  contra  la  re- 
solución de  cinco  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  que  el  recurso  procedente,  según  el  artículo  cuatrociai- 
tos  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  contra  los  autos  re- 
solutorios de  incidentes  suscitados  durante  la  segunda  instancia 
es  el  de  súplica,  y  no  el  de  casación  en  virtud  de  lo  cual,  no 
siendo  la  resolución  antecitada  susceptible  del  recurso  de  casa^ 
don  establecido  y  careciendo  éste  por  lo  mismo  de  la  primera 
de  las  condiciones  de  admisibilidad  requeridas  por  el  artfciQo 
séptimo  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  del  año  último,  es 
poiF  dicha  razón  inadmisible  aquél,  aunque  la  Sala  sentenciaído- 
F8,  sin  conceder  á  esta  circunstancia  la  influencia  decisiva  que 
en  primer  término  le  corresponde,  haya  fundado  indebidamente 
la  denegación  en  la  carencia  de  otro  requisito  que  tiene  impor- 
tancia nada  más  en  el  caso  de  ser  la  resoluci^í^  que  se  reclama 
susceptible  de  la  reclamación  que  se  interpone: 

Considerando :  que  por  otra  parte  el  recurrente  no  ha  cum- 
plido la  condición  impuesta  en  el  artículo  mil  seiscientos  no- 
venta y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  pues  el  re- 
curso de  súplica  entablado  contra  el  auto  de  cinco  de  Diciem- 
bre, única  reclamación  establecida  al  objeto  de  que  se  declarase 
nulo  todo  lo  actuado  con  posterioridad  á  la  providencia  que 
mandó  librar  la  carta  orden  sobre  apercibimiento  de  los  apelan- 
tes, era  notoriamente  inadecuado  aquel  objeto,  que  sólo  median- 
te una  demanda  incidental  de  nulidad  podía  proponerse,  con 
arreglo  al  artículo  setecientos  cuarenta  y  demás  de  aplicación 
contenidos  en  el  título  tercero,  libro  segundó  de  la  expresada 
ley,  donde  se  fija  el  procedimiento  por  el  cual  deben  tramitarse 
las  cuestiones  de  esa  índole: 

Considerando:  que  por  referirse  la  razón  consignada  en  el 
precedente  fundamento  á  la  totalidad  del  recurso  de  casación 
que  se  ha  formulado,  y,  por  consigoiente  no  tan  sólo  en  cuanto 
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impugna  el  auto  de  cinco  de  Diciembre  del  año  ultimo,  sino 
también  en  lo  que  atañe  á  la  providencia  de  veinte  y  ocho  de 
Abril  del  año  actual,  que  declara  no  haber  lugar  á  proveer  en 
la  súplica  intentada  contra  aquel,  de  todos  modos,  aun  recono- 
ciéndose en  el  presente  caso  á  semejante  providencia,  por  con- 
sideración á  sus  efectos  en  el  juicio  y  conforme  al  número  pri- 
mero del  artículo  mil  seisKsientos  ochenta  y  ocho  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  el  carácter,  que  la  Audiencia  le  ha  nega- 
do, de  resolución  definitiva  y  admitiendo  que  en  tal  concepto 
sea  susceptible  del  recurso  de  casación  que  contra  ella  se  in- 
terpuso, no  podía  éste  admitirse  sin  embargo,  por  carecer,  se- 
gún se  deja  expuesto,  del  requisito  de  la  reclamación  previa 
que  exige  el  ya  citado  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  cuatro 
de  la  misma  ley,  pues  no  es  posible  declarar  en  vía  de  casación 
nulidades  que  no  hayan  sido  con  anterioridad  reclamadas  en 
debida  forma: 

Considerando:  que,  al  desestimarse  el  recurso  de  queja, 
debe  condenarse  en  las  costas  del  mismo  al  recurrente,  como  lo 
preceptúa  el  artículo  veinte  y  cinco  de  la  predicha  orden  núme- 
ro noventa  y  dos; 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto  por 
Magdalena  Solís  y  Jacome  y  María  del  Rosario  é  Ignacio  Val- 
decañas  contra  el  auto  denegatorio  dictado  por  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  con  fecha  ocho  de  Mayo  del 
presente  año  y  se  imponen  las  costas  á  los  expresados  recurren- 
tes; comuniqúese,  con  certificación,  al  referido  Tribunal,  y  pu- 
blíquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo 
de  la  Secretaría  de  Justicia,  á  cuyo  efecto  se  librarán  las  copias 
necesarias. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del  margen  ante  mí 
de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. — Antonio  Gon- 
zález de  Mendoza.— Pedro  González  Llórente. — Rafael  Cruz  Pé- 
rez.— José  M.  García  Montes. — Eudaldo  Tamayo. — ^Angel  O. 
Betancourt. — Octavio  Giberga. — Ante  mí,  Armando  Riva. 


Ana  Felicita  Wright  y  Gerardo  Vega   y   Wright,  contra 
Antonio  Alvarez  Felipe. 

Auto  nám.  56  (JoUo  11  de  1900). 

Impugnación  Fiscal  al  recurso  por  infracción  de  Ley  interpues- 
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io  par  los  herederos  de  Tomás  Vega  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba, 

DEVOLUCIÓN  DE  BESES  T  SUS  PRODUCTOS. 

Son  sentencias  definitivas  según  el  Articnlo  1688  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  las  qne  terminan  el  Juicio;  y  la 
excepción  respecto  al  recurso  por  infracción  de  Ley  compren- 
dida en  el  Artículo  1692,  de  no  permitir  este  recurso  contra 
las  dictadas  en  juicios  en  que  después  de  terminados  pueda 
promoverse  otro  sobre  el  mismo  objeto,  ha  de  entenderse  que 
se  refiere  á  aquellos  juicios  que  por  su  naturaleza  permitan 
reproducir  la  cuestión  en  otra  forma,  ó  cuando  sea  proce- 
dente él  nuevo  juicio  dada  la  forma  defectuosa  en  que  en  él 
terminado  se  haya  ejercitado  la  acción,  la  cual  así  como  sus 
fundamentos  y  objeto,  quedan  íntegros  para  poder  ser  repro- 
ducidos, subsanándose  los  defectos  que  hayan  .impedido  pro- 
nunciar sentencia  en  cuanto  al  fondo  de  la  cuestión. 

Resultando:  que  Ana  Felicita  Wright  y  Gerardo  Vega  y 
Wright,  como  herederos  de  Tomás  Vega  establecieron  demanda 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  dd  Distrito  Norte  de  San- 
tiago de  Cuba,  contra  Antonio  Alvarez  Felipe  soliicitando  se 
eondenara  á  éste  á  devolver  las  setenta  y  dos  reses  que  recibió 
de  Tomás  Vega  en  mil  ochocientoa  ochenta  y  dos,  según  el  do- 
cumento acompañado  á  la  demanda,  ó  su  importe  ascendente  á 
tres  mil  quinientos  pesos,  más  los  intereses  legales  y  productos 
naturales  de  la  misma  desde  que  fué  exigible  la  obligación  en 
mil  ochocientos  oehenta  y  cinco,  fundándose  para  esta  súplica 
en  que  el  dicho  contrato  había  vencido  el  citado  año  y  por  vir- 
tud de  la  cláusula  tercera  del  misrmo,  estaba  Alvarez  obligado 
á  entregar  á  Vega  dichas  especies  lo  cual  no  había  verificado 
hasta  la  fecha  de  la  demanda,  consignando  en  un  otrosí  á  la 
misma  la  protesta  de  abonar  en  cuenta  al  deudor  todo  lo  que  pu- 
diera haber  pagado  de  las  especies  adeudadas : 

RestUtando :  que  el  demandado  pidió  se  le  absolviese  de  la 
demanda  fundándose  en  que  había  cumplido  con  la  obligación 
de  devolver  las  reses,  pues  no  sólo  hizo  entrega  de  las  setenta 
7  dos  reclamadas  sino  de  sus  productos  en  el  año  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cuatro  antes  de  vencerse  el  contrato  y  en  el 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  después  de  vencido,  habien- 
do liquidado  con  Vega  todo  lo  concerniente  á  la  sociedad : 

Resultando :  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  practicada  la 
propuesta  por  ambas  partes  falló  el  Juez  absolviendo  al  deman- 
dado é  interpuesta  apelación  por  los  demandantes,  la  Audien- 
cia del  Territorio  confirma  la  sentencia  apelada,  absolviendo  á 
Alvarez  de  la  demanda  interpuesta  contra  él  por  la  Wright  y 
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Vega  en  los  términos  en  qne  lo  ha  sido,  fundándose  para  este 
fallo,  en  qne  ¿  juicio  de  la  Sala  está  justificado  que  la  sociedaíd 
continuó  de  alguna  manera  después  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  cinco  fecha  del  vencimiento  del  primitivo  o<mtrato  y  que  Al- 
varez  probó  haber  entregado  reses  á  Vega  y  á  sus  sucesores  sin 
que  se  sepa  fijamente  si  eran  las  que  constituían  el  capital  6 
las  utilidades  ó  parte  de  ambas  cosas,  deduciéndose  que  la  so- 
ciedad fué  prorrogada  y  que  aun  está  pendiente  de  que  hagan 
los  socios  la  liquidación  correspondiente  lo  que  puede  ser  objeto 
de  nueva  reclamación  en  esta  forma  por  los  demandantes: 

Resultando:  que  contra  esta  sentencia  interpusieron  los 
demandantes  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  fundado 
en  los  números  primero,  segundo  y  séptimo  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  de  Enjuiciamiento  Civil,  consignando 
ocho  infracciones  entre  las  cuales  la  marcada  con  el  número 
sexto  cita  la  del  artículo  mil  ciento  cincuenta  y  seis  del  Código 
Civil  que  establece  que  las  obligaciones  se  extinguen  eaatre 
otros  medios  por  el  pago  ó  cumplimiento;  y  la  número  octavo 
que  cita  la  del  artículo  quinientos  sesenta  y  cuatro  de  la  Iiey 
de  Enjuiciamiento  Civil  qae  establece  que  las  pruebas  de  los 
juicios  no  podrán  referirse  á  los  hedhos  que  hayan  sido  ccxifeaa- 
dos  lianamente  por  las  partes: 

Restdtando:  que  admitido  el  recurso  y  sustanciándose  gol 
este  Supremo  Tribunal,  el  Ministerio  Fiscal  en  el  trámite  opor- 
tuno presentó  escrito  impugnando  la  admisión  en  su  totalidad 
por  entender  que  la  sentencia  recurrida  no  era  de  esencia  de- 
finitiva en  atención  á  que  las  que  absuelven  de  la  demanda  en 
el  modo  ó  forma  en  que  ha  sido  interpuesta  lejos  de  impedir 
la  promoción  de  un  nuevo  juicio  sobre  el  mismo  objeto  dejan 
expeditas  á  las  partes  su  derecho  á  ejercitar  otra  vez  la  acción 
defectuosamente  utilizada,  atribuyéndole  estas  circunstancias 
al  fallo  recurrido,  y  para  el  caso  de  que  esta  impugnación  no 
prosperase  impugnó  la  admisión  en  cuanto  á  los  motivos  sexto 
y  octavo,  respecto  al  primero  por  no  citarse  con  precisión  el  pír 
rraf o  infringido  del  articulo  mil  ciento  cincuenta  y  seis  del  Có- 
digo Civil,  que  contiene  varios,  ni  expresarse  con  claridad  el 
concepto  de  la  infracción  ó  sea  como  tal  articulo  que  habla  de 
la  extinción  de  las  obligaciones  pudo  ser  infringido  en  sentencia 
en  la  que  no  se  declara  extinguida  ninguna,  y  respecto  al  segun- 
do porque  aparte  de  ser  meramente  procesal  el  artículo  citado, 
los  recurrentes  no  concretan  las  pruebas  apreciadas  con  error 
de  derecho,  no  citan  las  leyes  sustantivas  infringidas  en  dicha 
apreciación  y  x>orque  en  realidad  lo  que  se  hace  es  impugnar  la 
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admisión  de  prueba,  cuestión  no  autorizada  para  tratarse  en 
casación : 

Resultando :  que  sustanciada  esta  cuestión  previa  se  celebró 
vista  pública  de  la  misma  el  dia  siete  de  los  corrientes  infor- 
mando el  Ministerio  Fiscal  sosteniendo  la  misma  y  el  Letrado 
de  la  parte  recurrente  impugnándolo: 

Considerando',  que  conforme  al  articulo  mil  seiscientos 
odienta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  son  definiti- 
vas las  sentencias  que  terminan  el  juicio  y  desde  luego  la  re- 
corrida terminó  en  última  instancia  él  pleito  sostenido  entre  la 
Sra.  Wright  y  el  Sr.  Vega  contra  el  Sr.  Alvarez : 

Considerando:  que  la  excepción  contenida,  respecto  al  re- 
curso de  casación  por  infracción  xJe  ley  en  el  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  y  dos,  de  no  permitir  este  recurso  contra  las 
sentencias  definitivas  dictadas  en  juicios  en  que  después  de  ter- 
minados pueda  promoverse  otro  sobre  el  mismo  objeto,  ha  de 
entenderse  que  se  refiere  á  aquellos  juicios  que  por  su  natura- 
leza permitan  reproducir  la  cuestión  en  otra  forma,  ó  cuando 
sea  procedente  el  nuevo  juicio  dada  la  forma  defectuosa  en  que 
en  el  terminado  se  haya  ejercitado  la  acción,  la  cual  asi  como 
sus  fundamentos  y  objeto,  quedan  íntegros  para  poder  ser  re- 
producidos, subsanándose  los  defectos  que  hayan  impedido  pro- 
uunciar  en  cuanto  al  fondo  de  la  cuestión : 

Considerando :  que  en  la  sentencia  recurrida  no  se  absuelve 
al  demandado  por  el  modo  y  forma  que  fué  interpuesta  la  de- 
manda, sino  que  entrando  en  el  fondo  de  la  cuestión  se  da  por 
probado  un  hecho  distinto  del  alegado  en  la  demanda,  vinien- 
do en  resumen  á  establecerse  que  la  obligación  no  es  exigible 
y  por  tanto  que  la  acción  ejercitada  es  improcedente,  cosa  muy 
distinta  á  declarar  que  se  ejercitó  en  forma  defectuosa,  y  sos- 
teniendo de  contrario  el  recurrente  Ija  procedencia  de  su  ac- 
ción, sobre  este  punto  es  imposible  nueva  controversia  y  si  pu- 
diera deducirse  un  nuevo  juicio  éste  habría  de  fundarse  en  ra- 
zón distinta  de  pedir  dada  la  situación  jurídica  y  de  hecho  que 
el  fallo  de  la  Audiencia,  una  vez  ejecutorio,  crea  á  las  partes : 

Considerando  i  por  las  razones  expuestas  que  la  resolución 
recurrida  es  de  las  susceptibles  del  recurso  contra  ella  estable- 
cido: 

Considerando  \  que  el  número  cuarto  del  artículo  quinto 
de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve  exige  al  recurrente  que  exprese  con  claridad  y  preci- 
riqn  el  concepto  de  las  infracciones  que  alegue  y  no  habiéndo- 
se cumplido  este  requisito  al  exponer  el  motivo  sexto  de  la  ca- 
nción, este  es  inadmisible  conforme  ad  artículo  onceno  en  reía- 
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ción  con  el  número  cuarto  del  artículo  séptimo  de  la  citada 
orden: 

Considerando :  que  el  número  séptimo  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  no  autoriza  la 
cuestión  de  admisión  de  prueba  que  en  realidad  se  plantea  en 
el  motivo  octavo  del  recurso  por  lo  cual  falta  á  éste  para  ser 
admisible  el  requisito  tercero  del  artículo  quinto  de  la  repetida 
Orden  noventa  y  dos  y  conforme  al  número  tercero  del  séptimo 
y  al  once  debiq  no  ser  admitido : 

Se  declara  sin  lugar  la  impugnación  fiscal  relativa  á  la 
totalidad  del  recurso,  y  con  lugar  la  impugnación  y  por  tanto 
mal  admitido  el  recurso  en  cuanto  á  los  motivos  sexto  y  octavo 
alegados  por  el  recurrente. 

Publíquese  este  auto  en  la  Oaceta  de  la  Habana  y  en  la 
Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  librándose  al 
efecto  las  oportunas  copias  y  dése  cuenta  para  proveer  lo  demás 
que  corresponda. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del  margen  ante  mí, 
de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. — Antonio  Gon- 
zález de  Mendoza. — Pedro  González  Llórente. — José  M.  García 
Montes. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga.  — ^Ante  mí, 
Armando  Riva. 


Juan  Valdés  Charum,  cesionario  de  Concepción  Fernández 
DE  Velazco.  Tercería  de  mejor  derecho  en  juicio  ejecu- 
tivo seguido  por  la  Real  Casa  de  San  Juan  Nepomuceno 
DE  Recogidas,  contra  la  sucesión  de  José  Miguel  Otero 
Y  Josefa  Reinoso  de  Díaz,  y  en  el  promovido  por  el  Con- 
de DE  Casa  Montalvo,  contra  la  sucesión  de  Otero. 

Sentencia  núm.  18  (Julio  11  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  Juan  Valdés 
Charum,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  la 
Habana  en  1.^  de  Marzo  de  1900, 

TEBCEBIA  DE  MEJOR  DERECHO. 

La  prescripción  de  acciones  empieza  &  decnisar,  desde  el 
día  en  qne  pudieron  ejercitarse;  y  no  siendo  exigibles  las 
pensiones  de  nn  censo  hasta  el  dia  del  vencimiento,  desde 
esa  fecha  debe  comenzarse  á  contar  el  tiempo  necesario  para 
la  prescripción,  que  trat&ndose  de  acciones  mixtas  exigía  la 
Ley  63  de  Toro  fuese  de  30  afios;  debiendo  de  aplicarse  la 
Ley  mencionada,  conforme  ft  la  regla  4«  de  las  dlsposicioneB 
transitorias  del  Código  Civil,  según  la  cual,  las  acciones  nad- 
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das  y  no  ejercitadas  &  la  irabUcaclón  del  mismo,  snbslstlr&a 
en  la  extensión  y  en  los  ténninos  qne  les  reconociera  la  Le- 
gislación precedente. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  once  de  Julio  de  mil  nove- 
cientos, en  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de 
doctrina  legal,  pendiente  ante  este  Tribunal  Supremo,  inter- 
puesto por  el  Procurador  Joaquín  Qonzález  Sarraín  a  nombre 
de  Juan  Valdés  Charum  empleado  en  el  Foro  de  esta  capital 
y  vecino  de  la  misma,  como  cesionario  de  Concepción  Fernán- 
dez de  Velazco,  en  los  autos  sobre  tercería  de  mejor  derecho 
establecida  por  dicho  Valdés  Charum  a  consecuencia  de  los 
ejecutivos  seguidos  por  la  R.  Casa  de  San  Juan  Nepomuceno 
de  Recogidas  contra  la  sucesión  de  José  Miguel  Otero  y  Josefa 
Beinoso  de  Díaz  y  los  promovidos  por  el  Conde  Casa  Montalvo 
contra  la  sucesión  del  expresado  Otero,  y  continuados  en  ape- 
lación ante  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  esta  ciudad : 

Resultando:  que  en  la  sentencia  dictada  el  primero  de 
Marzo  último  por  la  referida  Sala  se  aceptaron  los  Resultandos 
de  la  del  Juez  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Belén,  entre 
los  cuales  se  hallan  loe  siguientes : 

Resultando :  que  en  diez  y  nueve  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos,  el  Procurador  D.  José  de  Zayas  Bazán, 
á  nombre  de  Juan  Valdés  Charum  como  cesionario  de  Doña 
Concepción  Fernández  de  Velazco,  á  consecuencia  y  como  inci- 
dente al  juicio  ejecutivo  seguido  por  la  ReaU  Casa  de  San  Juan 
Nepomuceno  de  Recogidas  de  esta  ciudad  contra  la  sucesi^  de 
D.  José  Miguel  Otero  y  Doña  Josefa  Reinoso  de  Díaz  en  cobro 
de  pesos,  interpuso  tercería  de  mejor  derecho  para  que  se  de- 
clarase que  en  efecto  le  correspondía  dicha  prelación  en  cuanto 
al  potrero  **Las  Animas"  embargado  á  las  resultas  del  mencio- 
nado juicio  ejecutivo,  acreditando  D.  Juan  Valdés  Charum  su 
carácter  de  cesionario,  con  el  testimonio  de  la  escritura  de  ce- 
sión de  réditos  vencidos,  otorgada  en  esta  ciudad  en  nueve  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  ante  el  Notario  Don 
Francisco  Rodríguez  Guillen,  acompañando  además  la  certifica- 
ción de  fojas  tres,  expedida  por  el  Escribano  D.  Juan  Hipólito 
Vergel,  expresiva  de  haber  sido  declarada  y  reconocida  la  ce- 
dente  Doña  Concepción  Fernández  de  Velazco,  Patrona  de  la 
Capellanía  laical  que  mandó  fundar  el  Capitán  D.  Francisco 
de  Casales,  en  posesión  de  cuyo  patronato  se  encontraba  ail 
tiempo  de  otorgar  la  escritura  de  cesión  de  que  antes  se  ha  he- 
cho mérito,  alegando  como  hechos:  que  el  Capitán  D.  Francis- 
co Casales  por  su  testamento  otorgado  en  veinte  y  ocho  de  Sep- 
tiembre de  mil  setecientos  setenta  y  cinco  instituyó  heredero 
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fideioomisario  y  albacea  al  Dr.  D.  José  Fernández  de  Yelazeo 
encargándole  que  eon  la  cantidad  que  estímase  suficiente,  fun- 
dase una  CarpeUania  laical  para  decir  misas  par  su  alma  ^i 
el  Convento  de  Belén;  que  por  escritura  de  tres  de  Noviem- 
bre del  projrio  año  de  mil  setecientos  setenta  y  cinco  el  cita- 
do Dr.  Fernández  de  Velazco  como  albacea  y  heredero  fidei- 
comisario del  Capitán  Casailes,  según  aparecía  anotado  al  mar- 
gen de  la  escritura  oríginad,  otorgada  ante  el  Escribano  de 
Gobierno  D.  Nicolás  de  Frías;  que  en  la  misma  fecha,  nueve  de 
Febrero  de  mil  setecientos  ochenta,  los  mil  pesos  exhibidos  por 
Fragas  fueron  entregados  á  D.  Tomás  García  Barrera,  quien 
los  reconoció,  en  su  potrero  ^'Las  Animas",  también  á  censo  ¿ 
favor  de  la  Capellanía  mandada  fundar  por  dicho  Capitán  Ca- 
sales, con  el  rédito  anual  de  cinco  por  ciento,  exigible  el  día 
diez  de  Octubre  de  cada  año;  que  en  mil  ochocientos  tres  falle- 
ció el  Dr.  Fernández  de  Velazco,  sin  haber  fundado  la  Capellán 
nía,  pero  encargó  á  su  viuda  y  heredera  Doña  Gertrudis  Fi- 
gueroa  que  la  fundara ;  en  mil  ochocientos  nueve  la  Sra.  Figue- 
roa  cumplió  el  encargo,  fundando  la  Capellanía  por  escritura 
de  veinte  y  nueve  de  Marzo  ante  el  Notario  D.  Miguel  Méndez ; 
y  al  describir  los  bienes  de  la  fundación  señaló  el  capital  de 
mil  pesos,  impuestx)  en  la  casa  de  D.  Mlanuel  Fragas,  situada 
en  la  calle  de  Luz,  sin  duda  por  ignorar  ó  no  recordar  que  su 
marido  había  redimido  ese  censo  trasladándolo  al  potrero  ''Las 
Animas"  á  favor  de  la  Capellanía;  que  Doña  Concepción  Fer- 
nández de  Velazco  y  Figueroa,  aK^tucd  Patrona  de  dicha  Cape- 
llanía, cedió  á  D.  Juan  Valides  Charum  su  derecho  á  cobrar  y 
percibir  todos  los  réditos  vencidos  y  no  pagados  hasta  nueve 
de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  que  es  la  fecha  de 
la  escritura  de  cesión,  otorgada  ante  d  Notario  D.  Juan  Fran- 
cisco Rodríguez  Guillen,  y  especiaim^ate  los  que  corresponden 
al  ramo  de  un  mil  pesos,  impuestos  en  el  potrero  ''Las  Ani- 
mas"; que  en  tres  de  Noviembre  de  mil  setecientos  ochenta  y 
siete  D.  Francisco  García  Barrera  vendió  el  potrero  **Las  Ani- 
mas", con  la  carga  del  censo  á  favor  de  la  Capellanía  de  Casa- 
les á  D.  Luis  Méndez  de  Vera,  el  cual  á  su  vez  lo  vendió  eon 
igual  carga  á  D.  José  de  Zaldívar  en  nueve  de  Mayo  de  mil 
setecientos  noventa  y  dos  por  escritura  ante  D.  Antonio  Bos- 
que ;  que  en  veinte  y  nueve  de  Marzo  de  mil  ochocientos  veinte 
D.  Rafael  Zaldívar  vendió  esa  finca  con  el  propio  gravamen  á 
D.  José  Miguel  Otero  y  á  los  herederos  de  éste  pertenecía  hoy; 
que  desde  el  año  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  inclusive  no  se 
habían  pagado  las  redituaciones  de  ese  censo  constituido  á  fa- 
vor de  la  Capellanía  de  Casales;  que  la  misma  finca  reoonocía 
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otro  censo  ¿  favor  de  la  Real  Gasa  de  San  Juan  Nepomuceno 
úe  Recogidas  comstituido  con  mucha  posterioridad  al  nueve  de 
Febrero  de  mil  setecientos  ochenta ;  que  en  cobro  de  réditos  de 
ese  eenso,  la  citada  Real  Casa  seguía  en  este  Juzgado  juicio 
ejeeutívo  contra  la  sucesión  y  bienes  de  D.  José  Miguel  Otero 
en  el  cual  había  sido  embargado  el  potrero  ''Las  Ánimas"  y 
estaba  anunciado  su  remate,  en  pública  subasta,  según  resul- 
taba de  la  Cédula  publicada  en  el  Boletín  de  esta  Provincia;  y 
que  las  veinte  y  cuatro  anualidades  cumplidas  en  diez  de  Oc- 
tubre de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  y  la  parte  correspon- 
diente á  los  siete  meses,  corridos  de^e  esa  fecha  hasta  el  nueve 
de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  que  es  la  de  la  es- 
entura  de  cesión  á  favor  de  mi  cliente  formaban  la  cantidad 
de  mñ  doseientos  veinte  y  ocho  pesos,  ochenta  y  tres  y  un  ter- 
eio  centavos  en  oro,  calculados  al  tipo  convenido  de  cinco  i>or 
eiento  anual,  de  cuya  suma  procedería  el  rebajo  proporcional 
de  las  contribuciones  que  el  deiÉdor  acreditare  haber  satisfecho 
jrar  la  finca  censida; 

Resultando :  que  admitida  y  mandada  sustanciar  la  deman- 
da de  tercería,  se  dio  traslado  de  eHa  al  ejecutante  y  ejecuta- 
dos, emplazándoseles,  á  fin  de  que  en  tiempo  y  forma  se  perso- 
nasen á  contestaba  y  por  no  haberlo  hecho  los  ejecutados  ó  sea 
la  sucesión  de  D.  José  Miguel  Otero  y  Doña  Josefa  Reinóse  de 
Díaz  fueron  deeilarados  rebeldes  por  providencia  de  diez  de 
Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  y  personada  la  Casa 
de  Recogidas,  bajo  la  representación  del  Procurador  D.  Tomás 
J.  Granados  se  le  tuvo  por  parte  ordenándose  en  providencia 
de  tres  de  Agosto  que  cimtestase  la  demanda  dentro  del  término 
die  veinte  días : 

Restiltimdo:  que  el  referido  Procurador  Granados  presen- 
tó escrito  en  tres  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres, 
oponiéndose  á  la  demanda,  alegando  como  excepcicmes  la  pres- 
eripeió^  de  las  pensiones  que  se  reclamaban;  nulidad  de  la 
fundación  de  la  Capellanía  del  Capitán  D.  Francisco  Casales; 
y  falta  de  acción  en  el  tercerista,  fundándose  para  lo  primero, 
en  que  habían  transcurrido  más  de  treinta  años  desde  la  fecha 
en  que  venció  la  primera  de  las  pensiones  cedidas  al  demandan- 
te, y  la  fecha  en  que  se  había  interpuesto  la  demanda ;  para  lo 
segundo  en  que  no  constaba  que  hubiese  sido  aprobada  por 
Autoridad  competente  la  Capellanía  mandada  fundar  por  el 
Capitán  Casales,  así  como  también  que  se  había  faltado  á  lo 
ordenado  por  el  fundador,  y  se  habían  dejado  de  cumplir  las 
cargas  de  la  Capellanía;  y  para  lo  tercero,  en  no  haberse  ins- 
cripto en  el  Registro  de  la  Propiedad,  la  escritura  de  cesión 
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otorgada  por  Doña  Concepción  Fernández  de  Vela«5o  á  favor 
de  D.  Juan  Vsddés  Charum : 

Resultando :  que  por  providencia  de  treinta  y  uno  de  Agos- 
to del  citado  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  se  confirió 
traslado  en  réplica  á  la  representación  actora  la  que  lo  evacuó 
á  fojas  ciento  treinta  y  cuatro,  en  escrito  de  catorce  de  Sep- 
tiembre oponiéndose  á  todas  las  excepciones  alegadas  por  cuan- 
to á  su  entender  no  eran  ciertas  las  razones  aducidas  de  con- 
trario para  sustentarlas,  ni  tenia  la  Casa  de  Recogidas  perso- 
nalidad para  usar  la  prescripción  ni  la  nulidad  por  cuanto  que 
la  primera,  ó  sea  la  prescripción,  sólo  podrá  aprovechar  á  los 
deudores,  y  eran  los  únicos  Llamados  á  oponerla,  con  la  obliga- 
ción precisa  de  probarla,  y  respecto  á  la  segunda  ó  sea  la  nuli- 
dad de  la  constitución  de  la  Capellanía  de  Casales  sólo  los  he- 
rederos de  ésta  pudieran  utilizarla,  y  aun  declarada,  siempre 
resi:átaría  preferente  al  de  la  Casa  de  Recogidas,  el  censo  que 
daba  origen  á  la  tercería,  agregando  en  cuanto  á  la  personali- 
dad de  D.  Juan  Valdés  Charum  que  estaba  suficientemente  de- 
mostrada con  la  escritura  de  cesión  que  obraba  en  autos,  docu- 
mento que  no  estaba  sujeto  á  inscripción  como  equivocadamente 
sostenía  la  representación  demandada; 

Resultando:  que  la  representación  demandada  duplicó  en 
escrito  de  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres, 
sosteniendo  las  excepciones  aducidas  en  su  escrito  de  contesta- 
ciópi  á  la  demanda  y  por  providencia  de  cuatro  de  Noviembre 
del  repetido  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  se  recibió  & 
prueba  el  juicio  señalándose  el  término  de  veinte  días,  impro- 
rrogable, para  proponer  la  que  al  derecho  de  cada  parte  convi- 
niera : 

Resultando :  que  la  representación  actora  en  escrito  de  vein- 
te y  ocho  de  Noviembre  propuso  como  medios  de  prueba,  ade- 
más del  mérito  favorable  de  autos  el  cotejo  de  la  escritura  de 
cesión,  otorgada  á  favor  de  D.  Juan  Valdés  Charum,  por  Doña 
Concepción  Fernández  de  Velazco,  y  que  se  trajeran  á  los  au- 
tos, con  citación  contraria,  testimonio  del  testamento  del  Capi- 
tán Casales,  y  de  los  demás  documentos  que  en  copia  simple 
acompañaron  á  la  demanda,  prueba  que  se  mandó  practicar 
oportunamente  por  providencia  de  veinte  y  seis  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  en  consecuencia  de  lo  cual 
se  efectuó  el  cotejo  en  veinte  de  Enero  del  corriente  año,  se 
trajeron  los  testimonios  que  se  habían  pedido : 

Resultando:  que  transcurrido  el  término  de  prueba,  la  re- 
presentación de  la  Real  Casa  de  Recogidas,  no  promovió  por 
su  parte  ninguna,  habiéndose  mandado  unir  las  practicadas  ¿ 
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los  aatos,  y  que  se  entregaran  estos  á  las  partes  para  formular 
conclusiones,  trámite  que  evacuÉi  la  representación  actora,  por 
su  escrito  d«  veinte  y  oeho  de  Marzo  : 

Resultando:  que  por  providencia  de  veinte  y  uno  de  Mayo 
86  dispuso  que  se  unieran  á  estos  autos  los  de  la  otra  tercería, 
á  aquéllos  acumulada,  procedente  del  Juzgado  de  Jaruco,  é  in- 
tentada á  consecuencia  del  juicio  ejecutivo  seguido  en  cobro  de 
réditos  de  censo,  por  la  Sra.  Condesa  de  Gasa  Montalvo  contra 
la  sucesión  de  D.  José  Miguel  Otero,  en  el  cual  fué  también  em- 
bargado el  potrero  ''Las  Animas",  embargo  que  dio  lugar  ¿  la 
reclamación  allí  formulada  por  D.  Juan  Valdés  Oharum  para 
que  se  declarara   preferente  su   derecho,  como  cesionario   de 
Doña  Concepción  Fernández  de  Velazco,  á  cobrar  del  precio 
del  remate  del  potrero  *'Las  Animas",  el  importe  de  veinte  y 
cuatro  anualidades  siete  mesies  de  réditos,  vencidos  del  capital 
de  mil  pesos  impuesto  á  censo  sobre  dicha  finca  á  favor  de  la 
Capellanía  que  mandó  fundar  el  Capitán  D.  Francisco  de  Ca- 
sales y  de  la  cual  era  y  había  sido  patrona  la  susodicha  señora 
Doña  Concepción  Fernández  de  Velazco,  demanda  de  tercería 
que  se  fundó,  en  ser  anterior  el  censo  de  la  Capellanía  al  de  la 
Sra.  Condesa  de  Montalvo,  hecho  que  se  comprobaba,  con  el 
testamento  del  Capitán  Casales,  y  con  la  escritura  de  constitu- 
ción y  reconocimiento  del  censo  de  que  se  trataba,  por  los  dis- 
tintos poseedores  del  repetido  potrero  '*Las  Animas"  acredi- 
tándose además  el  carácter  de  D.  Juan  Valdés  Charum  no  sólo 
con  la  escritura  de  cesió^i  otorgada  á  su  favor  por  la  Sra.  Fer- 
nández de  Velazco,  sino  también  por  la  certificación  expedida 
por  el  Escribano  D.  Juan  Hipólito  Vergel,  acreditativa  de  ha- 
ber sido  declarada  la  señora  cedente  Patrona  de  la  Capellanía 
de  Casales : 

Resultando:  que  habiéndose  conferido  traslado  de  la  de- 
mMida,  y  declarada  la  rebeldía  á  los  ejecutados;  la  representa- 
ción de  la  Condesa  de  Montalvo,  en  escrito  de  trece  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  se  opuso  á  la  demanda,  for- 
mulando en  primer  lugar  la  excepción  de  ''sine  actioni  agis", 
que  fundó  principalmente  en  el  hecho  de  no  aparecer  incluida  en 
la  escritura  de  fundación  de  la  Capellanía  como  parte  de  la 
dotación  de  la  misma,  el  capital  de  un  mil  pesos,  impuesto  so- 
bre el  potrero  **Las  Animas",  por  lo  cual,  habiendo  quedado 
dicho  censo  fuera  de  la  vinculación,  no  podía  disfrutar  de  sus 
proventos  la  Patrona  de  la  Capellanía  de  Casales,  ni  por  tan- 
to, trasmitir  á  Valdés  Charum  un  derecho  de  que  carecía;  en 
segundo  lugar,  alegó  la  excepció;i  de  nulidad,  fundada  en  que 
no  86  habían  llenado  los  requisitos  exigidos  esL  aquella  época^ 
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para  todo  vínculo  ó  fundación  refíriéndoee  á  la  neoesidftd  del 
Real  Permiso;  y  en  tercer  lugar  sostenía,  que  había  prescrito, 
en  todo  caso  el  derecho  á  cobrar  las  pensiones  que  se  reclama- 
ban, por  haber  transcurrido  mes  de  treinta  años,  sin  exigirse 
los  réditos  correspondiente  al  censo  de  que  se  trataba;  agre- 
gando además,  que  la  cesión  hecha  ¿  D.  «fuan  Valdés  Gharum 
era  nula,  por  no  expresarse  en  ella  las  anualidaxies  de  réditos 
«edidas,  ni  fijado  la  cantidad  correepondiente  á  dichas  anua- 
lidades, afirmando  á  La  yez  que  existía  plus  ^petición  en  la  de- 
manda por  no  haberse  deducido  de  la  cantidad  que  se  reclama- 
ba el  importe  de  las  «ontribueioneB  correspondientes : 

Resultando:  que  solicitada  por  D.  Juan  Valdés  Gharum 
la  acumulación  de  los  juicios  ejecutivos  seguidos  contra  la  su- 
cesión de  D.  José  Miguel  Otero  y  Doña  Josefa  Reinóse  de  Díaz, 
por  la  señora  Condesa  de  Gasa  'Montalvo  y  l-a  Real  Gasa  de 
Recogidas  de  esta  ciudad,  se  le  negó,  fundándose  para  ello  el 
Juez  de  Jaruco,  en  no  ser  parte  D.  Juan  Valdés  Gharum,  para 
dicha  promoción;  evacuó  la  representación  de  éste  el  trámiite 
de  réplica  en  su  escrito  de  seis  de  Septiembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  dos,  negando  las  excepcicmes  alegadas  por  la  re- 
presentíKíión  de  la  señora  Gondesa  de  Gasa  Montalvo  y  afirman- 
do en  contra  de  lo  alegado  por  aquella  representación  que  los 
mil  pesos  impuestos  sobre  el  potrero  **Las  Animas",  formaban 
parte  de  la  GapeUanía  de  Gasales  y  que  el  error  padecido  por 
Doña  Gertrudis  Figueroa  al  fundar  la  GapeUanía  en  mil  ocho- 
cientos nueve,  y  al  describir  los  capitales  de  su  dotación  no 
podía  perjudicar  en  manera  alguna  la  GapeUanía,  máxime 
cuando  jamás  había  sido  necesario  ampliar  en  ese  punto  la  fun- 
dación, por  cuanto  que  los  Patronos  de  la  repetida  GapeUanía 
y  los  poseedores  de  la  finca  censida  siempre  estuvieron  de  acuer- 
do en  la  existencia  del  gravamen  á  favor  de  aquella  memoria 
de  misas,  de  donde  se  deducía  que  teniendo  personalidad  Doña 
Goncepción  Fernández  de  Velazco  para  cobrar  como  actual  pa- 
trona,  ha  podido  trasmitir  su  derecho  legalmente  á  D.  Juan 
Valdés  Gharum  tullendo  éste  por  tanto  acción  para  demandar 
el  cobro  preferente  que  pretendía;  que  respecto  á  la  excepción 
de  nulidad  de  la  repre8entació;n  actora,  que  era  incierto  que  no 
«e  formara  el  oportuno  expediente  en  la  Curia  Eclesiástica  para 
la  aprobación  de  la  memoria  de  misas,  y  que  lejos  de  eso,  en 
veinte  y  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos  nueve,  en  los  autos 
promovidos  sobre  la  misa  de  Ave  María,  los  domingos  y  días 
festivos  en  la  Iglesia  del  Gonvento  de  Nuestra  Señora  de  Be- 
lén, dispuesta  por  el  Gapitán  D.  Francisco  de  Gasales,  recayó 
aquella  aprobación  sin  necesidad  de  licencia  ni  eonfirmaeión 
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real,  por  cnanto  el  testamento  en  que  se  ordenó  la  fundación 
era  anterior  á  mil  setecientos  oc^henta  y  nueve,  época  en  que 
ae  exigieron  aquellos  requisitos,  agregando,  que  ni  aun  en  el 
caso  de  que  fuese  cierto  que  faltaban  á  la  Capellanía  los  requi- 
sitos exigidos  para  su  validez  jamás  podía  aprovechar  á  la  re- 
presentacimí  de  la  Sra.  Condesa  de  Casa  Montalvo  la  excep- 
ción de  nulidad,  por  no  ser  parte  interesada  en  la  eficacia  é 
ineficacia  de  la  fundación  ni  existir  sentencia  ejecutoria  que 
hubiese  declarado  la  nulidad  de  la  memoria  de  misas:  para 
combatir  la  excepción  de  prescripción  sostiene  el  actor  que  lejos 
de  haber  estado  abandonada  la  Capellanía  de  que  se  trataba, 
había  estado  siempre  provisto  el  patronato  de  la  misma,  habien- 
do recaído  en  Doña  María  de  Begla  Fernández  de  Velazco  en 
mil  ochocientos  diez,  en  Doña  Juana  Fernández  de  Velazco  en 
mil  ochoeien^tos  diez  y  ocho,  en  D.  Francisco  de  Urrutia  en 
mil  ochocientos  ve^inte  y  uno,  en  D.  Francisco  Fernández  de  Ve- 
lazco en  mil  ochocientos  cincuenta  y  ocho  y  en  Doña  Concep- 
ción Peméndez  de  Velazco  en  mil  ochocientos  ochenta  y  siete 
habiendo  cobrado  siempre  y  percibido  dichos  patronos  los  rédi- 
tos del  censo  impuesto  en  el  potrero  **Las  Aiiimas",  á  excep- 
ción de  las  anualidades  que  se  cobran  por  el  actor;  por  lo  que 
hace  á  la  plus  -petiaióa  sostiene  el  Procurador  Pérez  Cantillo 
que  sólo  se  cobraba  lo  que  se  debía  á  su  cliente  computados  los 
réditos  á  razón  del  cinco  por  ciento  anual,  sin  que  esto  obstase 
para  que  en  su  oportunidad  se  admitiera  al  demandado  la  com- 
pensación de  aquellas  cantidades  que  justificara  haber  pagado 
pw  razón  de  contribuciones,  y  agregando  por  último  respecto 
á  la  nulidad  que  el  demandado  atribuía  á  la  escritura  de  ce- 
sión otorgada  á  favor  de  Oharum  que  bastaba  remitirse  á  los 
términos  en  que  estaba  concebido  dicho  documento  para  demos- 
trar que  «1  consentimienlo  recayó  sobre  cosa  cierta  y  cantidad 
determinada,  toda  vez  que  la  cedente  trasmitió,  su  acción  para 
eobrar  las  pensiones  del  censo  que  se  le  estuvieron  adeudando : 

Resultando:  que  D.  Ricardo  Martínez  Elizarán  en  repre- 
sentación del  ejecutante  en  escrito  de  veinte  y  tres  de  Septiem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  evacuó  el  trámite  de  du- 
plica insistiendo  en  las  excepciones  propuestas  en  su  contesta- 
ción y  negando  las  afirmaciones  del  tercerista,  alegando:  que  el 
aetual  Conde  de  Casa  Montalvo  como  sus  causantes  habían 
creído  siempre  que  no  existía  preferente  al  suyo  sobre  el  potre- 
ro "Las  Animas"  ningún  censo  de  la  Capellanía  mandada  fun- 
dar por  el  Capitón  Casales,  por  cuanto  en  la  escritura  de  fun- 
dación otorgada  por  Doña  Gertrudis  Figueroa,  no  se  hacía  refe- 
rencia á  ningún  capital  impuesto  en  dicha  finca  derivando  de 
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esta  creencia  su  interés  en  que  se  declarase  sin  lugar  la  deman- 
da de  tercería  aun  cuando  fuera  declarada  nula  la  fundación, 
porque  le  perjudicaba  la  existencia  de  un  crédito  preferente  al 
suyo,  añadiendo  que  la  nulidad  se  alegó  no  como  acción,  sino 
como  excepción  y  que  al  tercerista  le  incumbía  probar  que  el 
error  padecido  en  la  escritura  de  trece  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  nueve,  fué  subsanado  por  haber  reconocido  los  due- 
ños del  potrero  *'Las  Animas"  la  personalidad  y  capacidad  de 
los  patronos  de  la  CapeJUanía  mandada  fundar  por  Casales  á^- 
hiendo  igualmente  probar  el  tercerista  que  diehos  patrones  co- 
braron las  anualid'ades  vencidas  hasta  el  año  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  dos: 

Resultando:  que  abierto  á  prueba  el  juicio  el  Procurador 
D.  Francisco  Pérez  Cantillo  en  representación  del  actor  propu- 
so en  su  escrito  de  once  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  dos,  como  medios  de  prueba  además  del  mérito  favorable  de 
autos,  que  se  pidiera  al  señor  Provisor  del  Obispado  de  la  Ha- 
bana, certificación  expedida  por  el  Notario  Edesiéstieo  conten- 
tiva del  auto  de  veinte  y  tres  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
nueve,  por  el  que  se  aprobó  la  fundación  de  la  Capellanía  que 
mandó  fundar  el  Capitán  Casales,  del  de  diez  y  seis  de  Marzo 
de  mil  ochocientos  diez  nombrando  Patrona  á  Doña  María  de 
Regla  Fernández  de  Velazco,  del  de  cinco  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  diez  y  ocho  nombrando  también  Patrona  á  Doña 
María  de  los  mismos  apellidos,  y  el  de  quince  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  veinte  y  cinco  por  el  que  recayó  el  patronato  á  fa- 
vor de  D.  Francisco  de  Urrutia;  como  más  prueba  se  pidió  que 
el  señor  Juez  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  la  Catedral 
de  esta  ciudad  dispusiera  que  el  Escribano  D.  Francisco  de 
Castro  con  vista  de  los  autos  sobre  provisión  de  la  Capellanía 
mandada  fundar  por  el  Capitán  Casales,  expidiera  certificación 
del  auto  de  diez  de  Febrero  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  ocho 
por  el  cual  fué  nombrado  Patrono  D.  Francisco  Fernández  de 
Velazco.  Como  m'ás  prueba  propuso  también  la  representación 
del  tercerista  que  se  trajese  á  los  autos  testimonio  del  testa- 
mento del  Capitán  D.  Francisco  de  Casales,  de  la  escritura  otor- 
gada por  D.  Manuel  Fraga  sobre  imposición  de  un  mil  pesos  so- 
bre una  casa  de  su  propiedad  á  favor  de  la  Capellanía  de  que 
Éje  trata ;  de  la  escritura  de  nueve  de  Febrero  de  mil  setecientos 
ochenta,  sobre  cancelación  del  censo,  á  que  se  refería  la  ante- 
rior de  la  misma  fecha  otorgada  por  D.  Tomás  García  Barrera, 
reconociendo  los  im  mil  pesos  de  que  se  trataba,  impuestos  so- 
bre el  potrero  *'Las  Animas'';  de  la  fundación  de  la  mencio- 
nada Capellanía;  del  testamento  del  Dr.  D.  José  Fernández  de 
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Velazco;  de  la  escritura  de  tres  de  Noviembre  de  mil  setecien- 
tos ochenta  y  siete  sobre  venta  del  potrero  **Las  Animas"  otor- 
gada por  D.  Francisco  Garcia  Barrera  á  favor  de  D.  Luis  Mén- 
dez de  Vera;  de  la  escritura  de  venta  de  la  propia  finca  fecha 
nueve  de  Mayo  de  mil  setecientos  noventa  y  dos  otorgada  por 
D.  Luis  Méndez  de  Vera  á  favor  de  D.  José  Zaldívar;  y  de  la 
de  veinte  y  nueve  de  Marzo  de  mil  ochocientos  veinte,  por  la 
cual  dicho  Zaildívar  vendiq  el  referido  potrero  á  D.  José  Miguel 
Otero,  pidiendo  además  que  éí  actuario  certificara  con  vista  de 
los  ejecutivos  principales,  la  escritura  de  constitución  del  cen- 
so impuesto  en  el  potrero  ''Las  Animas",  á  favor  del  vínculo 
de  Oasa  Montalvo,  reservándose  el  derecho  de  promover  las 
demás  pruebas  que  le  conviniere;  habiéndose  practicado  dicha 
prueba  dentro  del  téormino  fijado : 

Resultando  z  que  la  representación  de  la  -Sra.  Condesa  de 
Casa  Montalvo  promovió  prueba  por  su  escrito  de  veinte  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  proponiendo  como 
prueba,  el  mérito  favorable  de  autos;  que  se  pidiera  á  la  Curia 
Bcflesiástica  certificación  de  si  existía  ó  no  un  expediente  de 
provisión  de  la  Capellanía  que  mandó  fundar  D.  Francisco  de 
Casales  y  en  caso  afirmativo  si  esos  expedientes  existían,  escri- 
turas que  acreditasen,  que  los  mil  pesos  formaban  parte  de  la 
mencionada  Capellanía,  si  constaba  haberse  obtenido  la  Real 
Licencia  q  Confirmación;  que  se  expresasen  además  las  distin- 
tas provisiones  de  Patronos  hedhas  en  la  Curia  y  la  fecha  en 
que  se  hizo  'la  última  declaración,  proponiendo  además  como 
medio  de  prueba  que  se  pidiera  al  Escribano  D.  Juan  H.  Ver- 
gel, certificación  de  la  partida  de  defunción  de  fojas  dos,  y  de 
la  escritura  de  fundación  visible  á  fojas  ocho  del  expediente 
promovido  por  D.  José  María  Galán,  para  la  provisión  de  la 
Capellanía  de  Casales;  cuyo  escrito  fué  reproducido  por  el  de 
veinte  y  cuatro  del  mismo  mes,  en  el  que  se  pidió  además,  como 
más  prueba  que  el  Escribano  D.  Francisco  de  Castro  certifica- 
üe  el  auto  que  corría  á  fojas  ochenta  y  ocho  del  expediente  ins- 
truido ante  él  para  la  provisión  de  la  Capellanía  de  Casales : 

Resultando :  que  unidas  las  pruebas  á  los  autos,  se  entrega- 
ron éstos  por  su  orden  á  las  partes,  para  el  trámite  de  conolu- 
8ÍÓD,  lo  que  verificaron  en  ambos  juicios  la  representación  del 
demandante  y  en  el  de  la  Condesa  de  Montalvo  su  representa- 
ción insistiendo  en  sus  respectivas  alegaciones  las  referidas 
partes: 

Resultando:  que  llevada  á  cabo  de  hecho,  la  acumulación 
de  las  dos  tercerías,  se  mandaron  traer  los  autos  á  la  vista  con 
citación  de  las  partes  para  la  resolución  procedente : 
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Resultando:  que  sustanciado  el  juicio  en  primera  instan- 
cia el  Juez  de  Belén  falló  por  sentencia  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro  que  debía  declarar  y  declaraba  sin  lugar  las  ex- 
-  cepciones  de  prescripción,  nulidad  y  plus  petición  alegadas  por 
los  demandados,  con  lugar  las  demandas  de  tercería  de  mejor 
derecho  establecidas  por  Juan  Vaildés  Charum,  y  en  su  conse- 
cuencia que  el  crédito  que  éste  reclama  tiene  preferencia  á  los 
que  cobra  la  Real  Casa  de  Recogidas  y  el  Sr.  Conde  de  Casa 
Montalvo  y  con  el  producto  del  remate  del  potrero  "Las  Ani- 
mas", ha  de  pagarse  en  primer  lugar  la  cantidad  de  mil  dos- 
cientos veinte  y  ocho  pesos  ochenta  y  tres  un  tercio  centavoa, 
que  importa  el  crédito  del  tercerista  con  deducción  de  las  con- 
tribuciones que  correspondan,  así  como  los  intereses  de  la  mis- 
ma desde  la  interpelación  judicial,  condenando  en  todas  las 
costas  á  los  demandados,  la  Real  Oaaa  die  Recogidas  y  si  Oonde 
de  Casa  Montalvo : 

Resultando:  que  contra  esta  sent^acia  establecieron  los  de- 
mandados recurso  de  apelaciqn  para  ante  la  Sala  de  lo  Civil  de 
la  Audiencia  de  esta  ciudad  y  personados  en  ella  por  medio  de 
sus  respectivos  procuradores,  Luis  P.  Valdés  que  lo  era  de  la 
Real  Casa  de  San  Juan  Nepomuceno  de  Recogidas  presentó  es- 
crito acompañando  «revoeatori'a  del  poder  que  tenia  de  dicha  casa, 
pidiendo  se  le  tuviera  por  cesado  en  la  representación  que  os- 
tentaba, declarándolo  así  la  -Sala  y  mandando  se  requiriese  al 
Administrador  de  aquélla  para  que  en  el  término  de  quinto  día 
constituyera  nueva  representación,  y  no  habididolo  hecho, 
transcurrido  dicho  término,  el  Tribunal  tuvo  por  desistida  de 
la  apdaeión  interpuesta  por  la  Casa  de  Recc^das  á  la  repre- 
sentación de  la  misma  á  su  perjuicio,  y  respecto  de  la  apela- 
ción del  Conde  de  Casa  Montalvo  dispuso  se  trajeran  los  aatos 
á  la  vista  la  cual  se  cetebró  el  día  trece  de  Febrero  ultimo : 

Resultando :  que  la  <Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  dictó  sentencia  en  primero  de  Marzo  del  corriente  año, 
admitiendo  la  excepción  de  prescripción  alegada  por  los  de- 
mandados por  considerar  que  desde  el  nueve  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  dos,  fecha  del  último  pago  de  las  re- 
dituaciones  del  censo  hasta  la  interposición  de  las  respectivas 
demandas  transcurrieron  más  de  treinta  años  que  es  el  término 
fijado  por  la  ley  sesenta  y  tres  de  Toro  para  la  prescripción  de 
la  acción  real,  cuyo  término  según  el  artículo  mil  novecientos 
setenta  del  Código  Civil  y  jurisprudencia  constante  del  Supre- 
mo Tribunal  de  Justicia  español  anterior  y  posterior  á  dicho 
Código  debe  contarse  desde  el  ultimo  pago,  por  cuyo  motivo 
procedía  declarar  prescrita  la  acción  que  en  estos  juicios  se 
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ejercita  y  en  su  consecTienfcia  revocó  la  sentencia  apelada  y  de- 
claró sin  lugar  las  demandas  de  tercería  de  mejor  derecho  esta- 
blecidas por  Juan  Valdés  Charum  en  los  ejecutivos  seguidos 
contra  los  herederos  de  José  Miguel  Otero  y  Josefa  Reinoso  de 
Díaz,  con  las  costas  de  la  primera  instancia  á  cargo  del  terce- 
rísta  y  sin  hacer  especial  condenaciqn  de  costas  respecto  de  las 
de  la  segunda; 

Resultando:  que  contra  esta  sentencia  interpuso  el  Procu- 
rador Joaquín  Oonssález  Sarrain  á  nombre  de  Juan  Valdés 
Charom  por  escrito  de  veinte  y  nueve  de  Marzo  último,  recur- 
so de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  autori- 
zado por  el  número  primero  del  articulo  mil  seiscientos  noven- 
ta de  la  Liey  de  Enjuiciamiento  Oivil,  citando  en  los  motivos  si- 
guientes las  disposiciones  legales  que  estima  infringidas  por  él 
Tribunal  sentenciador: 

•Primero.  Áí  deeiaraír  fa  sentencia  objeto  del  presente  re- 
cuno  sin  lugar  las  dos  tercerías  entabladas  por  el  Sr.  Joan 
Valdés  Charum,  infringe  el  artículo  novecientos  diez  y  ocho  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  porque  impide  que  se  proceda 
á  la  ejecución  de  la  sentencia  dictada  por  el  Juez  de  Belén  y 
que  tiene  el  carácter  de  firme  en  cuanto  declara  el  mejor  dere- 
Ao  de  mi  poderdante  á  percibir  su  crédito  con  preferencia  al 
del  Conde  de  Casa  Montalvo.  En  efecto  aunque  la  representa- 
ei6n  de  éste  entabló  contra  didio  fallo  recurso  de  apelación,  la 
Sala  lo  tuvo  por  desistido  de  éste,  según  aparece  de  uno  de  los 
resultandos  de  la  sentencia  Tecurrida : 

Segundo.  También  infringe  el  párrafo  primero  del  artículo 
ochocientos  cuarenta  y  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, según  el  que  en  cualquier  estado  de  la  segunda  instancia 
podré,  separarse  de  la  apelación  el  litigante,  porque  no  otra 
cosa  hizo  la  representación  del  Sr.  Conde  de  Casa  Montalvo,  al 
no  constituir  representación  en  esta  Audiencia,  en  el  término 
que  la  Sala  le  señaló,,  por  lo  que  ésta  le  tuvo  por  desistido  del 
recurso  que  había  establecido : 

•Tercero.  Dicha  sentencia  infringe  la  ley  sesenta  y  tres  de 
Toro,  porque  no  habían  transcurrido  treinta  años  desde  el  mo- 
mento en  que  pudo  ejercitarse  la  acción  entablada  por  el  señor 
Juan  YtAdé^  Charum,  hasta  la  fecha  en  que  éste  formuló  su 
redaonación : 

Cuarto.  Bl  referido  faUo  infringe  el  artículo  mil  novecien- 
tos sesenta  y  nueve  del  Código  Civil  y  la  constante  jurispru- 
deneía  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia  español,  anterior  y 
posterior  a  dieho  Cuerpo  legal,  según  los  que  el  tiempo  para 
h  prescripción  de  toda  clase  de  acciones  se  contará  desde  el 


30  JURISPRUDENCIA   CIVIL 


día  en  que  pudieron  ejercitarse.  Y  esto  se  infringe  en  la  sen- 
tencia recurrida,  al  suponer  que  en  el  caso  del  presente  juicio 
empezó  á  correr  el  término  de  la  prescripción,  con  anterioridad 
al  momento  en  que  pudo  válidamente  ejercitaopse  la  acción  ^ita- 
blada  por  el  Sr.  Juan  Vaddés  Charum : 

Quinto.  También  infringe  el  artículo  mil  novecientos  se- 
tenta del  Código  Civil  y  la  jurisprudencia  anterior  y  posterior 
á  este  Cuerpo  legal,  del  Tribunal  Supremo  español  que  la  con- 
firma, porque  lo  que  en  él  se  dispone  se  refiere  exclusivamente 
á  las  acciones  que  tienen  por  objeto  la  reclamax^ió^oi  del  capital 
del  censo  consignativo,  y  no  de  los  intereses: 

Sexto.  Por  último  se  infringe  también  dicho  artículo  mil 
novecientos  setenta  del  Código  Civil,  porque  él  no  limita  la  re- 
gla general  consignada  en  e^l  artículo  mil  novecientos  sesenta  y 
nueve  del  propio  Código,  sino  que  ambas  disposiciones  se  com- 
pletan. Refiriéndose  el  artículo  mil  novecientos  setenta  ¿  la  pres- 
cripción de  los  capitales  es  natural  que  se  fije  en  el  último  pago 
de  la  renta,  pero  cuando  áe  ésta  se  trata  la  prescripción  no  puede 
contarse  sino  desde  el  momento  en  que  la  acción  pudo  ejercitarse, 
que  no  puede  ser  el  día  del  último  pago: 

Resultando:  que  admitido  dicho  recurso  de  casación  por  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  esta  ciudad  y  personado 
Juan  Valdés  Charum  ante  este  Supremo  Tribunal  se  señaló 
para  la  vista  pública  el  día  doce  del  corriente  mes  en  cuya  fe- 
dha  tuvo  efecto,  informando  el  Letrado  Felipe  González  Sa- 
rraín  en  representación  del  recurrente : 

Resultando:  que  dentro  del  término  de  dictar  sentencia  se 
pidieron  los  autos  á  la  Audiencia  de  la  Habana  para  mejor 
proveer. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Eudaldo  Tamayo : 

Considerando :  en  cuanto  al  primero  y  segundo  motivos  del 
recurso  que  los  artículos  novecientos  diez  y  ocho  y  ochocientos 
cuarenta  y  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  sólo  con- 
tienen las  reglas  de  orden  procesal  que  no  han  podido  ser  in- 
fringidas por  aplicación  indebida  ni  servir  de  base,  por  ccwisi- 
guiente  á  un  recurso  por  infracción  de  ley : 

Considerando:  respecto  al  tercer  motivo  que  el  término  de 
prescripción  de  acciones  empieza  á  decursar  desde  el  día  en 
que  aquéllas  pudieron  ejercitarse  y  no  siendo  exigibles  las  pen- 
siones de  un  censo  hasta  el  día  del  vencimiento,  la  más  antigua 
de  las  que  se  reclaman  en  el  juicio  venció  en  nueve  de  Febrero 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  dos,  y  habiéndose  establecido  las 
demandas  de  tercería  referidas  en  treinta  de  Junio  y  nueve  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  no  habían  decur- 
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sado  en  esta  última  fecha  los  treinta  años  que  para  la  prescrip- 
ción de  acciones  mixtas  exigía  la  ley  sesenta  y  tres  de  Toro,  la 
cual  ha  sido  indebidamente  aplicada  en  este  caso,  y  procede  por 
tanto  estimar  este  tercer  motivo  del  recui«o: 

Considerando:  en  cuanto  al  cuarto,  quinto  y  sexto  motivos 
del  recurso  que  según  la  regla  cuarta  de  las  disposiciones  tran- 
sitorias del  Código  Civil  las  acciones  nacidas  y  no  ejercitadas 
á  la  publicación  del  mismo  subsistirán  en  la  extensión  y  en  los 
términos  que  les  reconociera  la  legislación  procedente  y  aplica- 
da conforme  á  esto  según  la  anteriormente  citada  ley  sesenta  y 
tres  de  Toro  es  clara  la  inaplicación  sobre  la  misma  materia  y 
simultáneamente  de  preceptos  del  Código  Civil,  razó^  por  la 
cual  por  indebida  aplicación  ha  infringido  la  >Sala  los  que  se 
citan  ai  los  referidos  motivos  del  recurso; 

FcUlamos:  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  por  el  tercero  de  sus  motivos. interpuesto 
por  el  Procurador  Joaquín  Oon^lez  Sarraín  á  nombre  de  Juan 
Valdés  Charum  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia 
de  esta  ciudad  el  primero  de  Marzo  último,  la  cual  casamos  y 
anulamos,  sin  especial  condenación  de  costas. 

Así  por  esta  senten^cia  que  se  publicará  en  el  periódico  ofi- 
cial del  Gobierno  é  insertará  oportunamente  en  la  Colección  á 
cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  ó  cuyo  efecto  se  sacarán  y 
remitirán  las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y 
filmamos,  y  con  la  sentencia  que  á  continuaición  se  dicta  comu- 
niqúese á  la  Audiencia  de  la  Habana  á  los  efectos  procedentes. 
— ^Antonio  González  de  Mendoza. — Pedro  González  Llórente. — 
Rafael  Cruz  Pérez.— José  M.  García  Montes. — Eudaldo  Tama- 
yo. — ^Angel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. 

Segunda  sentencia. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  once  de  Julio  de  mil  nove- 
cientos en  el  juicio  sobre  tercerías  de  mejor  derecho  estableci- 
das por  Juan  Valdés  Charum  á  consecuencia  de  los  ejecutivos 
seguidos  por  la  Casa  de  San  Juan  Nepomuceno  de  Recogidas 
contra  la  sucesión  de  José  (Miguel  Otero  y  la  sucesión  de  Josefa 
RcinosFO  de  Díaz  y  por  él  Conde  de  Casa  M<mtalvo  contra  la 
sucesión  del  expresado  Otero,  iniciadas  diehas  tercerías  en  el 
Juzgado  de  Belén  de  esta  ciudad  y  en  el  de  Jaruco  respectiva- 
mente y  acranuiadas  ambas  en  el  primero  de  los  Juzgados  citados, 
pendientes  en  este  Supremo  Tribunal  en  virtud  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Valdés  Charum: 

Resultando :  que  por  la  sentencia  de  esta  fecha,  que  prece- 
de, este  Tribunal  ha  casado  la  recurrida,  dictada  por  la  Sala 
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de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  primero  de  Marzo 
del  corriente  año.  Aceptando  la  relación  de  hec^hos  contenida  en 
loe  Resultandos  de  la  sentencia  dictada  por  el  Ju-ez  de  Prime- 
ra Instancia  del  Distrito  de  Belén  en  esta  ciudad  en  diez  de 
Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  que  fueron 
también  aceptados  en  la  sentencia  recurrida : 

Resultando :  que  la  Sala  de  la  Audiencia  por  auto  de  veinte 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  llevando  á  efecto 
un  apercibimiento  tuvo  por  desistido  al  representante  de  la  Ca- 
sa de  Recogidas  de  la  apelación  interpuesta  por  dicha  Casa  con- 
tra la  sentencia  del  Juzgado  de  primera  instancia. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  EudaMo  Tamayo : 
Aceptando  los  fundamentos  de  derecho  contenidos  en  el 
primero,  segundo  y  tercer  Considerandos  de  la  sentencia  recu- 
rrida : 

Considerando:  que  el  término  para  la  prescripción  de  ac- 
ción empieza  á  contarse  desde  el  día  que  éstas  pudieron  ejerci- 
tarse, y  no  siendo  exigibles  las  pensiones  de  un  censo  sino  el  día 
de  su  vencimiento  estipulado  por  las  partes  y  constando  de  la 
escritura  de  constitución  del  que  es  objeto  de  este  recurso  que 
el  día  del  vencimiento  era  el  nueve  de  Febrero  de  cada  año : 

Considerando:  que  habiendo  sido  la  última  pensión  pagada 
la  que  venció  en  nueve  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  dos,  el  censualista  no  estaba  en  aptitud  legal  de  reclamar  la 
otra  pensión  hasta  igual  día  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  y 
desde  esta  fecha  al  ocho  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
dos  en  que  se  tuvo  por  interpuesta  la  tercería  que  por  la  pre- 
sente sentencia  se  resuelve,  no  habían  decursado  los  treinta 
años  que  para  la  prescripciqn  de  acciones  mixtas  exige  la  ley 
quinta,  título  octavo,  libro  once  de  la  Novísima  Recopilación 
(Ley  sesenta  y  tres  de  Toro)  y  por  consiguiente  no  puede  es- 
timarse tampoco  la  excepción  de  prescripción  alegada  por  el  de- 
mandado : 

Considerando :  que  por  auto  de  la  Sala  se  tuvo  yov  desisti- 
da de  la  apelación  á  la  Oasa  de  Recogidas,  quedando  en  cuanto 
á  ella  por  virtud  de  ese  auto  firme  la  resolución  recurrida  con- 
forme al  artículo  oc^hocientos  cuarenta  y  siete  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  debiendo  por  tanto  circunscribirse  la  pre- 
sente á  resolver  la  otra  apelación,  ó  sea,  la  del  Conde  de  Casa 
Montalvo : 

Considerando:  que  estimada  probada  y  procedente  la  ac- 
ción del  actor  y  desestimadas  las  excepciones  del  demandado 
procede,  como  lo  hizo  el  Juez  de  Primera  Instancia,  declarar 
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eon  lugar  la  demanda,  y  confirmándose  por  consiguiente  este 
fallo  deben  imponerse  las  costas  de  la  alzada  al  apelante ; 

Fallamos:  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  la  senten- 
cia dictada  por  el  Juez  de  primera  Instancia  del  Distrito  de 
Belén  de  esta  ciudad  en  diez  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro,  en  cuanto  se  refiere  á  la  twcería  deducida 
por  Juan  Yaldés  Charum  al  juicio  ejecutivo  iniciado  en  el  Juz- 
gado de  Jaruco  por  el  Conde  de  Casa  Montalvo  contra  la  su- 
cesión de  José  Miguel  Otero  y  de  que  conoció,  aquel  Juez  en 
virtud  de  acumulación,  siendo  de  cargo  de  dicho  Conde  las  cos- 
tas todas  de  la  segunda  instancia  desde  el  auto  de  veinte  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  y  la  mitad  de  las  an- 
teriores. 

Así  por  esta  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— ^Antonio  González  de  Mendoza.— Pedro  González  Llo- 
raite. — ^Rafael  Cruz  Pérez. — José  M.  García  Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Angel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. 

Voto  pabticülab. 

El  Presidente  formuló  voto  particular  en  los  términos  si- 
guientes: 

Aceptando  los  fundamentos  de  hech%>  y  el  primero  de  los 
de  derecho  de  la  resolución  precedente,  que  declaró  con  lugar  el 
recurso,  y 

Considerando:  que  el  artículo  mil  novei*ientos  setenta  del 
Código  Civil  establece  una  excepción  al  princ'^pio  general  sen- 
tado en  el  mil  novecientos  sesenta  y  nueve,  de  iLodo  que  en  las 
obligaciones  de  capital  que  produzcan  interés  ó  renta,  á  cuya 
clase  pertenece  el  censo,  se  cuenta  el  tiempo  para  prescribir  des- 
de el  pago  de  la  última  pensión,  como  lo  ha  verificadv''  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  su  sentei.c*.ia  de 
primero  de  Marzo  último,  para  estimar  que  habían  transcurrido 
los  treinta  años  necesarios  para  la  prescripciqn,  de  conformidad 
con  la  ley  sesenta  y  tres  de  Toro,  y  el  mencionado  artículo  mil 
novecientos  setenta  del  Código  CiviU 

Considerando:  que  este  precepto  es  aplicable  al  caso  pre- 
sente según  los  motivos  quinto  y  sexto  del  recurso  de  casación, 
que  se  fundan  cabalmente  en  que  la  Sala  de  lo  Civil  no  inter- 
pretó bien  su  disposición,  porqiíe  siendo  esta  relativa  únicamen- 
te al  capital,  la  hizo  extensiva  al  pago  de  las  pensiones : 

Considerando:  que  no  es  dable  resolver  en  casación,  decla- 
rando ésta,  como  lo  solicita  el  recurrente,  contradiciendo  los 
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fundamentos  legales  en  que  se  apoya  el  recurso,  y  en  tal  con- 
cepto, la  cuestión  ha  de  plantearse  y  decidirse  tal  como  se  ha 
presentado  en  los  motivos  tercero,  cuarto,  quinto  y  sexto  del 
escrito  fecha  veinte  y  nueve  de  Marzo  último,  á  saber,  exami- 
nando como  han  de  entenderse  las  disposiciones  contenidas  en 
la  Ley  de  Toro  y  en  el  Código  Civil,  partiendo  del  supuesto  de 
que  unas  y  otras  establecen  el  mismo  principio,  sobre  el  dia 
desde  el  cual  corre  el  tiempo  para  la  prescripción  de  treinta 
años: 

Considerando:  que  aun  cuando  el  recurrente  alega  que  la 
Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo  español  anterior  y  pos- 
terior al  Código  Civil,  ha  confirmado  la  doctrina  de  ambas  le- 
yes en  sentido  favorable  á  la  opinió^n  que  se  consigna  en  los 
mencionados  motivos  del  recurso,  no  cita  un  solo  fallo  en  com- 
probación de  este  aserto,  y  resulta  por  el  contrario,  que  declaró 
en  el  de  treinta  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres  que 
el  Tribunal  Supremo  tiene  establecido  desde  muy  antiguo,  en 
multitud  de  sentencias,  la  doctrina  de  que  son  prescriptibles 
por  el  lapso  de  treinta  años,  no  solo  las  pensiones,  sino  los  ca- 
pitales de  los  censos  : 

Considerando:  que  siendo  axioma  jurídico  reconocido  por 
la  jurisprudencia,  y  de  constante  aplicación  **que  lo  accesorio 
sigue  la  suerte  de  lo  principal",  no  es  posible  legalmente  que 
extinguido  el  capital  del  censo,  el  propio  dia  en  que  cumplió 
el  plazo  de  la  prescripción,  reviva  un  año  después,  autorizando 
el  ejercicio  de  la  acción  para  el  cobro  de  los  réditos  de  ese  mis- 
mo capital : 

Considerando :  que  al  desestimar  un  recurso  de  casación  ha 
de  condenarse  en  costas  al  recurrente; 

Fallo  que  debo  declarar  y  declaro  sin  lugar  el  recurso  de 
casación  establecido  por  el  Procurador  Joaquín  González  Sa- 
rraín  en  representación  de  Juan  Valdés  Charum,  contra  la 
sentencia  que  dictó,  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  en  primero  de  Marzo  último  imponiendo  al  recurrente 
el  pago  de  las  costas. — ^Antonio  González  de  Mendoza. 


LuiaáL  T  Rosa  Leblang  contra  Luis  López  Vila. 

Auto  núm.  67  (Julio  14  de  1900). 
Recurso  de  queja  interpuesto  por  Luis  López  Vila  contra  el  €kuto 
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diciado  por  la  Audiencia  de  Matanzas  en  13  de  Junio 
de  1900. 

JUICIO  EJECUTIVO. 

Oonfoime  al  terminante  precepto  del  Articulo  1694  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil»  para  qne  puedan  ser  admi- 
tidos los  recursos  de  casación  fundados  en  quebrantamiento 
de  forma  es  indispensable  que  se  haya  pedido  la  subsanadón 
de  U  falta  en  la  instancia  en  que  se  cometió,  sin  otra  excep- 
ción que  la  de  haberse  cometido  en  la  segunda  instancia 
cuando  fuere  imposible  reclamar  contra  eUa. 

Resultando  i  que  en  los  autos  ejecutivos  seguidos  por  Luisa 
y  Rosa  Leblanc  contra  Luis  López  Vila,  como  Adminiertrador  de 
la  Empresa  de  Abastecimiento  de  Aguas  de  Cienfuegos,  en  el 
Juzgado  de  Primera  Listancia  de  esta  ciudad  y  en  la  Audiencia 
de  Matanzas,  ei  representante  del  demandado  López  Vila  in- 
terpuso recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  con- 
tra la  sentencia  dictada  en  dicho  juicio,  fundado  en  el  inciso 
sexto  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  y  alegando  como  quebrantamiento  que  en 
catorce  de  Mayo  del  corriente  año  fué  notificado  de  una  pro- 
videncia de  tramitación  señalando  el  día  veinte  y  t^es  para  la 
vista  del  pleito,  que  no  siendo  suplicable  esa  providencia  decidió 
no  asistir  á  la  vista  en  la  inteligencia  de  que  la  Sala  aceptando 
el  criterio  sentado  por  este  Supremo  Tribunal  en  las  sentencias 
de  veinte  y  cinco  de  Abril  y  diez  y  odho  de  Mayo  de  este  año 
se  abstendría  de  conocer,  pero  como  se  le  ha  notificado  la  sen- 
tencia, interpone  la  casación  manifestando  que  no  le  fué  posible 
subsanar  la  falta  indicada  por  carecer  de  tiempo  hábil  y  de 
oportunidad  para  reclamar,  por  creer  segura  la  abstención  de 
la  Sala,  y  que  el  error  de  trámite  de  señalar  día  para  la  vista 
se  enmendaría  no  dictando  sentencia  ó  suspendiendo  el  informe 
al  ver  que  no  asistían  el  letrado  y  procurador  del  recurrente : 

Resultando:  que  en  providencia  del  día  trece  de  Junio  úl- 
timo la  Audiencia  de  Matanzas  declaró  sin  lugar  la  admisión 
del  recurso  interpuesto  por  no  haberse  pedido  la  subsanación  de 
la  falta  cometida,  porque  si  bien  la  providencia  señalando  día 
para  la  vista  no  era  suplicable,  la  incompetencia  alegada  pudo 
establecerse  desde  el  doce  de  Agosto  del  año  anterior  en  que  se 
creó  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  á  cuyo  territorio  corresponde 
en  la  actualidad  el  Juzgado  de  Cienfuegos,  que  fué  donde  cur- 
saron los  'autos : 

Considerando:  que  conforme  al  terminante  precepto  del 
artículo  mil  seiscientos  noventa  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjui- 
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ciamiento  Civil,  para  que  puedan  ser  admitidos  los  recursos  de 
casación  fundados  en  quebrantamiento  de  forma  es  indispensa- 
ble que  se  haya  pedido  la  subsanación  de  la  falta  en  la  instan- 
cia en  que  se  cometió,  sin  otra  excepciqn  que  la  de  haberse  co- 
metido en  la  segunda  instancia  cuando  fuera  imposible  recla- 
mar contra  ella : 

Considerando:  que  la  falta  alegada  como  fundamento  del 
recurso,  ó  sea,  la  incompetencia  de  la  Audiencia  de  Matanzas 
para  conocer  de  este  asunto  pudo  ser  reclamada  por  el  recurren- 
te desde  la  creación  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  por  la  Or- 
den número  noventa  del  año  próximo  pasado,  y  no  habiéndolo 
hecho  es  indudable  que  no  reclamó  oportunamente,  sin  que  por 
otra  parte,  el  supuesto  de  que  la  Audiencia  se  abstendría  sirva 
de  excusa  á  la  falta  de  reclamación  ni  siquiera  sea  compatible 
con  el  hecho  de  haber  aquélla  proveído  citando  á  las  partes  pa- 
ra la  vista,  por  todo  lo  cual  la  Audiencia  de  Matanzas  proveyó 
conforme  á  derecho  negando  la  admisión  del  recurso ; 

Se  declara  sin  lugar  la  queja  establecida  por  el  represen- 
tante de  Luis  López  Vila  contra  el  auto  de  trece  de  Junio  del 
corriente  año  dictado  por  la  Audiencia  de  Matanzas,  con  las 
costas  á  su  cargo,  y  comuniqúese  esta  decisiqn  á  dicha  Audien- 
cia para  lo  que  proceda. 

Publíquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á 
cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  á  cuyo  efecto  se  librarán  las 
copias  necesarias.  Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del 
margen  ante  mí  de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. 
— ^Antonio  González  de  Mendoza. — Pedro  González  Llórente. — 
José  M,  García  Montes. — Eudaldo  Tamayo. — Octavio  Giberga. — 
Ante  mí,  Armando  Biva. 


Pedro  García  Simón  y  su  viuda  y  herederos,  contra  Manue- 
la Santiago  Aguirrb. 

Auto  núm.  68  (Julio  17  de  1900). 

Recurso  de  queja  interpuesto  por  Pedro  Oarda  Simón  y  conti- 
nuado por  su  viuda  y  herederos,  contra  el  auto  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  de  6  de  Junio  de  1900, 

jmOIO  EJECfUTIVO. 

No  son  sentencias  definitiyas  ni  merecen  el  carácter  de 
tales  la  providencia  qne  se  limita  á  tener  por  parte  ft 
determinada  persona;  la  que  rechaza  nn  incidente  de  nulidad, 
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ni  la  que  niega  un  recorso  de  súplica  Intexpnesto  contra  la 
anterior  resolución. 

Resultando:  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  por  providencia  de  veinte  y  cuatro  de  Marzo  último 
dictada  en  el  recurso  de  apelación  del  juicio  ejecutivo  promo- 
vido por  Pedro  García  Simón  y  continuado  por  su  viuda  y  he- 
rederos contra  Doña  Manuela  Santiago  Aguirre,  tuvo  por  par- 
te al  procurador  Esteban  de  la  Tejera  en  representación  de 
Ernesto  A.  Longa,  y  que  para  obtener  la  nulidad  de  esa  reso- 
lución promovió  el  procurador  Juan  Mayorga  á  nombre  de  los 
ejecntantes,  incidente  de  previo  y  especial  pronunciamiento, 
habiendo  la  misma  Sala  declarado  por  otra  de  veinte  y  ocho  del 
indicado  mes  no  haber  lugar  á  admitir  ni  sustanciar  dicho  in- 
cidente por  estar  ya  citadas  las  partes  para  sentencia,  contra 
cuya  última  resolució;a  denegatoria  del  referido  incidente  esta- 
bleció la  representación  de  los  ejecutantes  el  ordinario  de  sú- 
plica fundado  en  el  artículo  cuatrocientos  uno  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  el  cual  le  fué  también  denegado  por  reso- 
lución de  cuatro  de  Abril  último,  después  de  lo  cual  la  Audiencia 
por  resolución  de  veinte  y  tres  de  Mayo  decidió  el  recurso  de  ape- 
lación pendiente  ante  ella: 

Resultando :  que  el  Procurador  Juan  Mayorga  á  nombre  de 
los  ejecutantes  presentó  escrito  en  cinco  de  Junio,  expresando 
al  principio  del  mismo  que  venía  á  establecer  recurso  de  casa- 
ción por  quebrantamiento  de  forma  contra  la  citada  resolución 
de  la  Sala  de  veinte  y  tres  de  Mayo  último,  en  consecuencia 
eon  la  manifestación  que  hizo  al  promover  en  veinte  y  siete  de 
Marzo  el  incidente  de  previo  y  especial  pronunciamiento  para 
obtener  la  nulidad  de  la  providencia  de  veinte  y  cuatro  del  mis- 
mo mes  que  tuvo  por  parte  al  Procurador  Esteban  de  la  Tejera 
en  representació;n  de  Ernesto  A.  Longa;  y  que  motiva  ese  re- 
curso la  providencia  de  veinte  y  ooho  del  propio  mes  que  decla- 
ró no  haber  lugar  á  admitir  ni  sustanciar  el  referido  incidente 
de  previo  y  especial  pronunciamiento  por  estar  ya  citadas  las 
partes  para  sentencia,  apoyando  dicho  recurso  en  los  artículos 
mil  seiscientos  noventa  y  uno  número  segundo,  mil  seiscientos 
noventa  y  dos  número  tercero  y  mil  seiscientos  noventa  y  cua- 
tro de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  relación  con  el  artícu- 
lo primero  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  sobre  casación, 
y  termina  dicho  escrito  con  la  súplica  siguiente : 

Por  todo  lo  expuesto,  ruego  á  la  Sala  se  sirva  tener  por  in- 
terpuesto en  tiempo  y  forma  el  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  contra  los  proveídos  de  la  Sala  fecha 
veinte  y  cuatro  y  veinte  y  ocho  de  Marzo  y  cuatro  de  Abril  úl- 
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timos;  por  cumplidos  todos  los  requisitos  que  exige  el  artículo 
quinto  de  l-a  Orden  número  noventa  y  dos  de  veinte  de  Junio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  y  en  definitiva  admitirlo,  orde- 
nando se  proceda  del  modo  dispuesto  en  el  articulo  noveno  de  la 
citada  Orden : 

Resultando :  que  el  citado  Tribunal  por  auto  de  seis  de  Ju- 
nio próximo  pasado  declaró  no  haber  lugar  á  admitir  el  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  el 
Procurador  Juan  Mayorga  en  su  escrito  del  día  anterior  con- 
tra los  proveídos  f eclia  veinte  y  cuatro  y  veinte  y  ocho  de  Mar- 
zo y  cuatro  de  Abril,  porque  ninguna  de  tales  resoluciones  tie- 
ne el  carácter  de  sentencia  definitiva,  ni  son  autos  que  pongan 
término  al  juicio  é  impidan  su  continuación,  y  dispuso  que  se 
entregase  á  dicho  Procurador  copia  certificada  en  el  acto  de  la 
notificación  del  auto  y  del  escrito  á  que  recayó,  á  los  efectos  le- 
gales correspondientes : 

Resultando:  que  contra  esa  resolución  ha  establecido  Adeli- 
na Alvarez  y  de  la  Sala,  viuda  de  Pedro  García  Simón  por  sí 
y  como  madre  legítima  de  sus  menores  hijos,  recurso  de  queja 
ante  este  Supremo  Tribunal,  y  sustanciada  en  forma  se  celebró 
la  vista  pública  del  mismo  el  día  trece  del  corriente  mes  con 
asistencia  del  Letrado  defensor  de  la  recurrente : 

Considerando :  que  la  resolución  denegatoria  del  recurso  de 
casación  basada  en  no  ser  las  recurridas  susceptibles  de  dicho 
recurso,  se  refiere  exclusivamente  á  los  proveídos  de  veinte  y 
cuatro  y  veinte  y  ocho  de  Marzo  y  cuatro  de  Abril,  pero  no  á  la 
sentencia  de  veinte  y  tres  de  Mayo,  por  entender  la  Sala  que 
no  es  contra  ésta  sino  contra  aquéllos  que  se  estableció  el  recur- 
so, inteligencia  rectamente  fundada  en  los  términos  claros  y 
precisos  de  la  súplica  del  escrito  de  interposición  en  la  cual  se 
expresa  que  el  recurso  se  ba  interpuesto  contra  los  mencionados 
proveídos,  sin  referencia  alguna  á  la  sentencia  de  veinte  y  tres 
de  Mayo  por  más  que  al  principio  del  escrito  se  aluda  á  esa 
sentencia  significándose  que  se  recurre  contra  ella,  pues  en  la 
evidente  contradicción  que  existe  entre  esta  manifestación  y  los 
ya  relatados  términos  de  la  súplica,  la  Sala  debió  forzosamente 
atenerse  á  lo  consignado  en  esta  última  ya  que  éste  es  el  lugar 
on  que  ha  de  concretarse  toda  pretensión : 

Considerando:  que  la  Sala  sentenciadora  ha  estimado  acer- 
tadamente la  naturaleza  de  dichos  tres  proveídos,  y  en  conse- 
cuencia denegado  justamente  el  recurso  contra  ellos  interpues- 
to porque  no  son  sentencias  definitivas  ni  merecen  tal  carácter 
la  providencia  que  se  limita  á  tener  por  parte  á  determinada 
persona,  ni  la  que  rechaza  un  incidente  sobre  nulidad,  ni  por 
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Último,  la  que  deniega  el  recurso  de  suplica  interpuesto  contra 
la  anterior;  en  cuya  virtud  es  evidente  que,  dirigiéndose  el  re- 
curso contra  resoluciones  de  esta  índole,  carece  de  la  primera 
de  las  condiciones  de  admisibilidad  requeridas  por  el  artículo 
séptimo  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  del  año  prqzimo  pa- 
sado: 

Considerando:  que  según  el  artículo  veinte  y  cinco  de  la 
citada  Orden  al  desestimar  el  recurso  de  queja  se  condenará 
siempre  en  costas  del  recurrente; 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto  por 
Ifl  viuda  y  menores  hijos  de  Pedro  García  Simión  contra  el 
auto  denegatorio  dictado  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana  con  fedha  seis  de  Junio  del  corriente  año,  con 
las  costas  á  cargo  de  la  parte  recurrente. 

Comuniqúese  á  la  expresada  Audiencia  para  lo  que  proce- 
da, á  cuyo  efecto  y  al  de  la  publicación  que  habrá  de  hacerse 
en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Se- 
cretaria de  Justicia,  líbrense  las  copias  necesarias. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del  margen  ante 
mí,  de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. — ^Pedro 
Qoüzález  Llórente. — Rafael  Cruz  Pérez. — Eudaldo  Tamayo. — 
Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. — ^Ante  mi,  Armando 
Biva. 


Sebastiák  Fernández  de  Velazoo  contra  el  Registrador  db 
LA  Propiedad  del  Centro. 

Resolución  núm.  3  (JuUo  18  de  1900). 

Recurso  de  apelación  interpuesto  por  Fernández  de  Velazco  conr 
ira  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana que  confirmó  la  negativa  del  Registrador  de  la  Propie- 
dad del  Centro  a  inscribir  cierta  cláusula  de  una  escritura, 

HIPOTEOA  CON  PACTO  DE  NO  ENAJENAR. 

Llevado  á  cabo  un  préstamo  con  hipoteca  de  nna  casa 
y  habiéndose  consignado  en  la  esciitnra  que  el  deudor  se 
obUgaba  &  no  vender  la  finca  sin  el  consentimiento  por  es- 
crito de  su  acreedor,  6  pago  de  cnanto  le  adendase  hasta  ese 
día  por  capital  é  intereses»  debiendo  inscribirse  como  esen- 
cial del  contrato  esta  condición,  sin  la  que  no  tendría  lagar, 
presentada  en  el  Registro  la  escritora,  le  fné  puesta  por  el 
Begistrador  la  siguiente  nota:  "Inscripta  la  hipoteca  consti- 
tuida por  el  documento  que  precede,  al  f  oUo  tal 

coya  inscripeién  se  ha  veriflcado,  sin  hacer  constar  el  pacto 
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de  no  vender  contenido  en  la  cl&nsola  8.»  del  contrato,  por 
ser  ineficaz  dicho  pacto  prohibitorio,  que  es  opuesto  á  ios  fi- 
nes del  derecho  hipotecario.  Número  4,  Artícnlo  107  de  la  I<ey 
Hipotecarla  y  Besolnción  de  la  Sección  de  los  Begistros  7  del 
Kotaziado  de  31  de  Diciembre  de  1896".  E  interpuesto  recur- 
so gubernativo  contra  esa  califlcación  del  Registrador  fué 
confirmada  por  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  aceptan- 
do los  fundamentos  del  Presidente  de  la  Audiencia  y  Jaes 
Delegado. 

Visto  por  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo  de  la  IsAa 
de  Cuba  el  recurso  de  apelación  establecido  por  D.  Sebastián 
Fernández  de  Velazco  y  Montalvo  contra  la  resolución  del  Pre- 
sidente de  la  Audiencia  de  la  Habana,  feeha  veintinueve  de 
Mayo  último,  que  confirmó,  sin  modificación  al^na,  el  auto  que 
dictó  el  Juez  Delegado  de  la  Habana  en  diez  de  Marzo  de  mil 
novecientos  que  á  letra  dice : 

Vistos.  Resultando:  que  en  diez  y  ocho  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventiueve,  ante  el  Notario  de  esta  capitiü 
Francisco  de  Castro  y  Flaquer,  Daniel  Benito  Lezama,  dueño 
de  la  casa  número  noventicuatro  de  la  calle  de  San  Nicolás, 
otorgó  escritura  á  favor  de  Sebastián  Fernández  de  Velazco 
reconociéndose  deudor  de  mil  doscientos  cincuenta  pesos  en  oro 
español,  y  dando  en  garantía  hipotecaria  por  esa  suma  el  men- 
cionado inmueble,  y  en  cuya  escritura  se  consignó  la  siguiente 
cláusula  octava :  E^l  otorgante  Sr.  Lezama  se  obliga  á  no  vender 
la  finca  urbana  que  Ueva  hipotecada  sino  con  el  expreso  consen- 
timiento de  su  acreedor  que  ha  de  constar  por  escrito  y  no  en 
otra  forma,  ó  pago  de  cuanto  le  adeude  por  capital  é  intereses 
convenidos  ó  de  mora  en  su  oportunidad,  debiendo  inscribirse 
como  esencial  del  contrato  esta  condición  sin  la  que  no  tendría 
lugar,  en  el  Registro  de  la  Propiedad  correspondiente  y  surta 
sus  efectos  contra  tercero: 

Resultando:  que  presentado  el  testimonio  de  dicha  escritu- 
ra en  el  Registro  de  la  Propiedad  del  Centro,  el  señor  Registra- 
dor puso  á  su  pie  la  siguiente  nota:  ''Inscripta  la  hipoteca 
constituida  por  el  documento  que  precede  al  folio  veintidós  del 
tomo  ciento  cuarenta  de  este  Registro  finca  tres  mil  quinientos 
cuarentiocho  inscripción  novena,  cuya  inscripción  se  ha  verifi- 
cado sin  hacer  constar  el  pacto  de  no  vender,  contenido  en  la 
cláusula  octava  del  contrato,  por  ser  ineficaz  dicho  pacto  pro- 
hibitorio que  es  opuesto  á  los  fines  del  derecho  hipotecario. — 
Número  cuatro,  artículo  ciento  siete  de  la  Ley  Hipotecaria  y 
Resolución  de  la  Sección  de  los  Registros  y  del  Notariado  de 
treintiuno  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventicinco. — ^Ha- 
bana, Enero  quince  de  mil  novecientos. — ^Aurelio  Albuerne": 


JURISPRUDENCIA   CIVIL  41 


Resultand'o :  que  el  Sr.  Sebastián  Pemández  de  Velazeo 
interpuso  recurso  gubernativo  contra  la  calificación  del  Regis- 
tro fundándola  en  haber  declarado  el  Tribunal  Supremo  de  Es- 
paña en  sentencia  de  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesen- 
tiocho,  eficaz  el  pacto  prohibitorio  de  vender  la  finca  hipotecada 
conforme  á  la  ley  sesentisiete  titulo  quinto,  partida  quinta,  en  las 
resoluciones  de  la  Sección  de  los  Registros  de  la  Propiedad  y 
del  Notariado  del  Ministerio  de  Ultramar  de  cinco  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  ochentitrés  y  tres  de  Mayo  de  mil  ocho- 
cientos ochenticuatro,  en  que  los  artículos  ciento  trece  de  la 
Ley  Hipotecaria  y  ciento  sesentidós  de  su  Reglamento  hacen  in- 
dispensable el  pacto  de  no  enajenar  para  que  la  hipoteca  resul- 
te ana  verdadera  garantía,  y  en  que  los  artículos  mil  doscientos 
cinco  y  mil  doscientos  cincuenticinco  del  Código  Civil  dispo- 
nen que  la  sustitución  de  un  nuevo  deudor  sólo  puede  hacerse 
con  el  consentimiento  del  acreedor  y  que  los  contratantes  pue- 
den establecer  los  pactos,  cláusulas  y  condiciones  que  tengan  por 
convenientes  siempre  que  no  sean  contrarios  á  las  leyes,  á  la 
moral  ni  al  orden  público;  y  solicitó  se  desestimase  la  califica- 
ción del  señor  Registrador  y  mandar  se  inscribiese  el  contrato 
de  préstamo  con  hipoteca  en  cuanto  á  la  condición  de  no  poder- 
se vender  la  finca  sin  expreso  consentimiento  ó  pago  al  acreedor : 

Resultando:  que  habiéndose  por  establecido  dicho  recurso 
gabemativo  se  oyó  al  señor  Registrador  de  la  Propiedad  del 
Centro,  el  cual  es  de  opinión  se  confirme  la  calificación  recu- 
rrida: 

Considerando:  que  el  caso  que  motiva  «el  presente  recurso 
ha  sido  resuelto  en  idéntico  sentido  que  la  nota  del  Registrador 
de  la  Propiedad  del  Centro  de  esta  ciudad,  por  la  Dirección 
Qeneral  de  los  Registros  en  su  resolución  de  treintiuno  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventicinco : 

Considerando:  que  por  la  publicación  del  Código  Civil  ha 
quedado  derogada  la  Ley  sesentisiete  título  quinto,  partida 
quinta  y  la  jurisprudencia  consecuente  á  la  misma  contenida 
en  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  cuatro  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  sesentiocho  y  en  las  Resoluciones  de  la  Dirección  de 
cinco  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochentitrés  y  tres  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenticuatro  invocadas  por  el  recu- 
rrente : 

Considerando:  que  los  artículos  que  se  citan,  ciento  trece 
de  la  ley  y  ciento  sesentidós  del  Reglamento  no  hacen  inútil  la 
garantía  hipotecaria,  caso  de  pasar  la  finca  hipotecada  á  manos 
de  un  tercer  poseedor,  haciendo  por  tanto  necesario  el  pacto  de 
no  enajenar  porque  los  efectos  de  dichas  disposiciones  están 
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limitados  por  el  articulo  ciento  doce  de  la  propia  ley  á  las  me- 
joras que  no  consistan  en  obras  de  reparación,  seguridad  ó 
transformación  siempre  que  se  hayan  costeado  por  el  naevo 
dueño : 

•Considerando:  que  los  artíciilos  del  >C6digo  Civil  que  tam- 
bién se  citan,  el  mil  doscientos  cinco  y  mil  doscientos  cincuen- 
ticinco,  no  es  aplicable  el  primero,  porque  en  los  contratos  hipo- 
tecarios la  garantía  no  está  en  la  persona  del  deudor,  sino  en 
el  inmueble  que  á  ese  efecto  se  grava,  y  en  cuanto  al  segundo 
bien  claramente  niega  eficacia  á  los  pactos  contrarios  á  las  le- 
yes, y  en  este  número  esté  comprendido  el  de  no  enajenar  la 
cosa  hipotecada,  según  el  artículo  ciento  siete  de  la  referida 
Ley  Hipotecaria,  cuyo  alcance  fija  la  resolución  citada  de  trein- 
tiuno  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventicinco. — Se  con- 
firma la  nota  del  señor  Registrador  de  la  Propiedad  del  Centro, 
puesta  al  pie  del  título  ciento  veinte  de  dieciseis  de  Enero  últi- 
mo, y  notifíquese. 

Lo  mandó  y  firma  el  Sr.  Arturo  Hevia  y  Díaz,  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  de  Belén  y  delegado  para  la  inspección  del  Re- 
gistro de  la  Propiedad  del  Centro:  doy  fe. — Arturo  Hevia. — 
P.  D.  Ante  mí,  José  Mejías : 

Aceptando  los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  del  auto 
precedente,  y  resultando  además  que  por  la  cláusula  novena 
de  la  escritura  de  préstamo  se  tasó  la  casa  hipotecada  en  seis 
mil  pesos: 

Considerando :  que  si,  como  alega  el  recurrente,  los  comen- 
tadores Galindo  y  Escosura  opinaron  en  favor  de  la  validez  del 
pacto  de  no  enajenar,  de  acuerdo  con  la  doctrina  establecida 
por  el  Tribunal  Supremo  y  por  la  Dirección  de  los  Registros 
antes  de  que  rigiera  el  Código  Civil,  expusieron  el  parecer  con- 
trario, en  la  segunda  edicictn,  de  mil  ochocientos  noventa,  tomo 
primero  página  trescientos  cincuentidós,  reconociendo  que  el 
referido  pacto  es  opuesto  á  los  fines  de  la  Ley  Hipotecaria,  y  le 
son  aplicables  cuantas  razones  se  alegan  en  la  Exposición  de 
motivos  de  la  propia  ley,  para  negar  efectos  jurídicos  al  pacto 
prohibitivo  de  ulteriores  hipotecas,  ya  que  lejos  de  facilitar  el 
desarrollo  del  crédito  territorial,  lo  disminuye  mediante  la 
amortización  de  la  finca  objeto  del  pacto,  y  esta  misma  opinión 
fué  la  que  sancionó  en  treintiuno  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos noventicinco  la  Dirección  de  los  Registros,  sin  que  el  ape- 
lante haya  invocado  ninguna  resolución  posterior  en  apoyo  de 
su  pretensión : 

Considerando :  que  los  derechos  que  el  artículo  mil  doscien- 
tos cinco  del  Código  Civil  reconoce  al  acreedor  para  que  no  se 
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sustituya,  sin  su  coDsentimiento,  un  nuevo  deudor  en  lugar  del 
primitivo,  quedan  á  salvo  en  la  acción  personal  que  conserva 
contra  el  individuo  con  quien  contrató,  sin  perjuicio  de  la  ac- 
ción real  contra  el  nuevo  poseedor  de  la  finca  hipotecada: 

Considerando:  que  esta  última  acción  está  suficientemente 
garantida  por  los  preceptos  de  los  artículos  ciento  once  y  cien- 
to doce  de  la  Ley  Hipotecaria,  donde  sólo  se  excluyen  los  mue- 
bles colocados  permanentemente  en  los  edificios,  y  las  mejoras 
que  no  consistan  en  obras  de  reparación,  seguridad  y  transfor- 
mación, de  modo  que  estas  últimas,  aun  hechas  y  costeadas  por 
el  nuevo  dueño,  sirven  para  garantizar  en  toda  su  integridad, 
el  derecho  del  acreedor  sobre  la  finca  gravada,  lo  mismo  que  si 
no  se  hubiera  enajenado,  y  por  tanto  desaparece  el  peligro  que 
el  recurrente  invoca  como  fundamento  para  pro^hibir  la  venta, 
por  los  derechos  que  para  el  cobro  de  las  mejoras  concede  el  ar- 
tículo ciento  trece  de  la  ley  al  tercero  adquirente,  puesto  que, 
aun  llegado  el  caso  de  que  el  precio  no  alcance  para  cubrir  el 
crédito  hipotecario,  será  porque  la  finca  ha  perdido  su  valor  pri- 
mero, y  no  por  los  actos  del  nuevo  «poseedor,  dado  que  la  recla- 
mación del  últilno,  causa  de  la  disminución  del  crédito  hipoteca- 
río,  solo  puede  existir  por  m^ejoras  independientes  de  la  primitiva 
constitución  del  inmueble  ofrecido  en  garantía : 

Considerando :  que  en  el  caso  presente  la  casa  se  estimó  en 
seis  mil  pesos,  cantidad  que  excede  considerablemente  á  la  de  mil 
doscientos  cincuenta  pesos  importe  del  crédito,  siendo  por  tanto 
muy  remota  te  posibilidad  defl  daño  que  teme  el  acreedor,  no  lo 
san  menos  los  del  propietaario,  que  i*epresenta  mayor  cantidad  en 
el  dominio  de  la  finca  gravada  y  á  quien  se  perjudica  mucho  con 
la  prohibición  de  enajenar : 

Considerando :  por  último  que  esa  limitación  de  la  facultad 
dominica  es  contraria  al  interés  público  de  facilitar  la  libre 
contratación. — Bl  Presidente  del  Tribunal  Supremo  confirma 
la  resolución  que  dictó  en  veintinueve  de  Mayo  próximo  pasado 
el  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana. — Comuniqúese  lo 
resuelto  por  medio  de  certificación  y  carta  orden  al  Presidente 
de  la  Audiencia  de  la  Habana  y  publíquese  en  la  Gaceta  Oficial. 
—Antonio  González  de  Mendoza. — Ante  mí. — ^Federico  García 
Ramis. 


Francisco  Alvabez  Cóbrales  contra  Juan  Fernández  Ovando. 

Sentencia  nfaa.  8  (Jidio  26  de  1900). 
Recurso  por  qttebrcmtamiento  de  forma  interpuesto  por  Fernán- 
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dez  Ovando  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia 
de  la  Habana  en  16  de  Abrü  de  1900, 

MENOR  cuantía  EN  COBRO  DE  PESOS. 

Lo  dispuesto  en  el  Artícnlo  4o  de  la  Orden  No.  80  de  1899 
se  refiere  á  la  organización  de  la  Sala  de  lo  Givil  y  Conten- 
cioso, pero  no  al  número  de  Magistrados  necesario  para  dii> 
tar  sentencia,  pues  este  particular  se  regola  por  los  Articnlos 
817,  325  y  348  de  la  Ley  Procesal,  con¿gn&ndose  bien  claz»- 
mente  en  el  último,  que  para  dictar  sentencia  se  necesitan 
tres  Yotos  conformes;  y  apareciendo  qne  la  Sala  se  constitu- 
yó con  tres  Magistrados  y  su  Presidente,  6  sea  con  cnatn^ 
individnos,  no  se  ha  quebrantado  el  procedimiento,  pnee  él 
número  de  cnatro  es  inferior  &  cinco  y  superior  á  tres,  q,iie 
son,  respectivamente,  los  limites  de  composición  y  votaciéii 
señalados  á  las  Salas  de  las  Audiencias  en  los  referidos  Ar- 
tículos y  aun  tres  Magistrados  hubieran  podido  legalmente 
dictar  sentencia. 

La  falta  de  notificación  de  los  nombres  de  los  Magistra- 
dos suplentes  antes  de  dar  principio  á  la  vista,  no  es  motiTO 
para  fundar  en  ella  un  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  seis  de  Julio  de  mil 
novecientos,  en  el  pleito  de  menor  cuantía  en  cobro  de  pesos 
seguido  en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  distrito  de  Be- 
lén de  esta  capital  y  en  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  deJ 
propio  territorio  por  Francisco  Alvarez  Corrales,  cochero,  con- 
tra Juan  Fernández  y  Ovando,  comerciante,  ambos  vecinos  de 
esta  ciudad;  pendiente  ante  este  Supremo  Tribunal  en  virtud 
del  recurso  de  casaciqn  interpuesto  por  el  demandado : 

Resultando:  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  mencionada  Au- 
diencia dictó  sentencia  el  diez  y  seis  de  Abril  del  corriente  año, 
en  la  cual,  aceptando  los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho 
de  la  sentencia  del  Juez  inferior,  confirma  las  resoluciones  ape- 
ladas con  las  costas  á  cargo  del  apelante : 

Resultando:  que  la  referida  sentencia  está  autorizada  por 
el  Presidente  y  tres  Magistrados  y  que  por  diligencia  anterior 
á  la  celebración  de  la  vista  consta  que  no  fué  posible  notificar 
al  apelante  los  nombres  de  los  Magistrados  suplentes  que  mi- 
traron á  formar  Sala,  por  no  haberse  presentado  aquél  en  el 
Tribunal : 

Resultando:  que  Juan  Fernández  y  Ovando  interpuso  re- 
curso de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  contra  la  re- 
ferida sentencia  de  primero  de  Abril  último,  fundado  en  el  nú- 
mero primero  del  articulo  mil  seiscientos  ochenta  y  siete;  nú- 
mero segundo  del  mil  seiscientos  ochenta  y  nueve;  incisos  sexto 
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7  octavo  del  mil  seiscientos  noventa  y  uno ;  último  párrafo  del 
mil  seiscientos  noventa  y  dos  y  en  el  mil  seiscientos  noventa  y 
cinco,  todos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil;  alegando  como 
motivos  del  quebrantamiento  que  el  fallo  fué  dictado  por  tres 
Magistrados,  cuando  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  se  compone  del  Presidente  y  de  cuatro  Magistrados  se- 
gún la  regla  cuarta  de  la  Orden  número  ochenta  de  quince 
de  Julio  del  año  próximo  pasado,  pudiendo  sólo  constituirse  con 
tres  Magistrados  para  el  despacho  ordinario  y  resolución  de  in- 
eidentes,  conforme  al  precepto  del  articulo  trescientos  diez  y  sie- 
te de  la  Ley  procesal,  y  que,  por  el  primer  motivo  indicado 
debió  suspenderse  la  vista,  según  lo  dispuesto  en  el  número  se- 
gundo del  artículo  trescientos  veinte  y  tres  de  la  referida  Ley 
procesal,  recomendando,  además,  que  habiéndose  constituido  la 
Sala  con  un  Magistrado  suplente  no  se  le  hizo  saber  antes  de  la 
vista  como  dispone  el  artículo  trescientos  veinte  y  seis,  dedu- 
ciéndose de  todo  lo  expuesto  la  incompetencia  del  Tribunal  sen- 
tenciador, manifestando,  por  último,  que  la  intervención  del 
Magistrado  suplente  llegó  á  su  conocimiento  después  de  dictada 
la  sentencia,  y  que  habiendo  solicitado  suspensión  de  la  vista 
y  no  habiendo  concurrido  á  su  celebración,  no  le  fué  posible  re- 
clamar la  subsanaciqn  de  los  defectos  padecidos  en  aquel  acto  y 
en  el  pronunciamiento  de  la  sentencia : 

Resultando:  que  personado  el  recurrente  y  designado  para 
la  vista  el  veinte  y  uno  del  actual  se  celebró  sin  asistencia  de 
los  litigantes. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  M.  García  Montes : 

Considerando:  que  el  artículo  cuarto  de  la  Orden  número 
ochenta  del  año  próximo  pasado  se  refiere  á  la  organización  de 
la  Sala  de  lo  Civil  y  Contencioso  de  la  Audiencia  de  esta  ciudad 
pero  no  al  número  de  Magistrados  de  la  misma  que  son  necesa- 
rios para  dictar  sentencia,  sobre  cuyo  extremo  rigen  los  precep- 
tos contenidos  en  los  artículos  trescientos  diez  y  siete,  trescien- 
tos veinte  y  cinco  y  trescientos  cuarenta  y  ocho  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil: 

Considerando:  que  expresándose  en  el  primero  de  esos  ar- 
tículos que  las  Salas  de  las  Audiencias  se  han  de  constituir  pa- 
ra el  despacho  ordinario  y  resolución  de  incidentes,  con  tres 
Magistrados  por  lo  menos,  sin  que  puedan  exceder  de  cinco: 
consignándose  en  el  trescientos  veinte  y  cinco  que  para  las  vis- 
tas de  los  pleitos  ó  incidentes  se  han  de  constituir  con  los  Ma- 
gistrados necesarios  para  dictar  sentencia,  y  en  el  trescientos 
cnaroita  y  ocho  que  son  indispensables  tres  votos  conformes  de 
toda  conformidad  para  que  haya  sentencia,  es  evidente  que  la 
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Sala  de  Justicia  de  la  Audiencia  de  la  Habana  se  ha  constitui- 
do legalmente  con  el  Presidente  y  tres  Magistrados,  6  sea  con 
cuatro  de  los  individuos  que  la  componen,  puesto  que  este  nú- 
mero es  inferior  á  cinco  y  superior  á  tres,  que  son,  respectiva- 
mente, los  límites  dé  composición  y  votación  señalados  á  las 
Salas  de  las  Audiencias  en  los  referidos  artículos,  y  que  aun 
tres  Magistrados  hubieran  podido  legalmente  dictar  sentencia: 

Considerando:  que  siendo  el  quebrantamiento  invocado  en 
el  recurso  el  comprendido  en  el  número  octavo  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  y  uno  resulta  incongruente  la  cita  del  nú- 
mero sexto  del  mismo  articulo  referente  á  incompetencia  de  ju« 
risdicción,  porque  un  mismo  hecho  no  puede  constituir  dos 
quebrantamientos  esenciales  del  procedimiento  ni,  por  lo  mis- 
mo, servir  de  fundamento  á  dos  motivos  distintos : 

Considerando:  que  la  falta  de  notifica'eiqn  de  los  nombres 
de  los  Magistrados  suplentes  antes  de  dar  principio  á  la  vista 
fué  debida  á  no  haberse  presentado  el  apelante  en  el  Tribunal 
ni  tener  constituida  representación  en  el  mismo,  cuya  omisión 
no  puede  servirle  para  fundar  un  recurso  de  casación  en  el  ac- 
to que  fué  consecuencia  de  la  misma;  sin  que,  por  otra  parte, 
esa  falta  constituya  quebrantamiento  de  forma  esencial  alguna 
del  juicio; 

Pallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  sin  lugar  el 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto 
por  Juan  Fernández  y  Ovando  contra  la  sentencia  dictada  el 
diez  y  seis  de  Abril  del  corriente  año  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la 
Audiencia  de  esta  ciudad,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 

Así  por  esta  sentencia  que  se  comunicará  á  la  Audiencia  de  la 
Habana  con  devolución  de  los  autos  elevados  y  se  publicará 
oportunamente  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Jus- 
ticia y  en  el  periódico  oficial  del  Gobierno  á  cuyo  efecto  se  li- 
brarán las  copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— Antonio  González  de  Mendoza. — ^Pedro  González  Lló- 
rente.— Rafael  Cruz  Pérez.— José  M.  García  Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga.  . 


María  García  y  Allón  por  sí  y  como  madre  de  sus  menores 
HIJOS  Miguel  y  Alfonso  Malboa,  contra  la  Empresa  de 
LOS  Ferrocarriles  de  Cienpuegos  a  Santa  Clara. 

Auto  núm.  61  (Julio  27  de  1900). 

Recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  la  Em- 
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presa  del  Ferrocarril  de  Cienfuegos  á  Vülaclara  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  en  28 
de  Mayo  de  1900, 

RECLAMACIÓN  DE  DAÑOS  T  PERJUICIOS. 

Ovando  se  contradice  la  apreciación  de  la  pmeba  hecha 
por  lA  Sala  con  arreglo  al  número  7.o  del  Artículo  1G90  de 
la  Iioy  de  Enjuiciamiento  OlYll,  es  preciso  que  el  error  al  ser 
de  hecho,  resalte  de  documentos  6  actos  auténticos;  y  cuando 
el  recurrente  ni  aduce,  ni  siguiera  cita  esos  documentos  ó  ac- 
tos, no  puede  ser  admitido  el  recurso. 

Resultando:  que  en  juicio  se^ido  en  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  de  Cienfuegos  por  María  García  y  Allón,  en  su 
propio  nombre  y  como  representante  de  sus  menores  hijos  Mi- 
guel y  Alfonso  Malboa,  contra  la  Empresa  del  ferrocarril  en- 
tre Cienfuegos  y  Santa  Clara  en  cobro  de  pesos  i)or  daños  y 
perjuicios,  el  Juez  dictó  sentencia  el  quince  de  Febrero  del  co- 
rriente año,  condenando  á  la  mencionada  Empresa  á  que  abone 
á  la  García  y  Allón,  por  sí  y  como  madre  le^tima  de  los  ex- 
presados menores,  tres  mil  pesos  en  oro,  como  indemnización 
de  los  daños  y  perjuicios  causados  con  la  muerte  de  José  Mal- 
boa  y  Pijuán,  más  las  costas;  cuya  resolución  fué  confirmada, 
también  con  costas,  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  en  veinte 
y  ocho  de  Mayo  del  mismo  año: 

Resultando:  que  la  enunciada  Compañía,  hoy  "The  Cuban 
Central  Railways  Limited",  interpuso  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  exponiendo  que  autorizaba  el  recurso  el  ar- 
ticulo mil  seiscientos  noventa,  en  sus  números  primero  y  sépti- 
mo de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  puesto  que  se  ha  hecho 
aplicación  indebida  de  preceptos  y  doctrinas  legales  y  ha  habido 
error  de  hedtto  en  la  apreciación  de  las  pruebas;  y  alegando 
como  fundamentos: 

Primero.  El  haberse  estimado  que  la  negligencia  de  la  Com- 
pañía dio  ocasión  á  'la  muerte  de  José  Malboa  y  Pijuán,  cuando 
estaba  demostrado  que  por  parte  de  la  Compañía  no  se  había 
omitido  ninguna  diligencia  á  fin  de  impedir  que  los  carros  de 
la  Empresa  causaran  daño : 

Segundo.  Haberse  infringido  el  artículo  mil  novecientos 
dos  del  Código  Civil,  que  impone  la  obligación  de  reparar  el 
daño  cuando  interviene  negligencia,  y  el  artículo  mil  novecien- 
tos tres  del  propio  Código,  que  en  sus  párrafos  primero  y  cuar- 
to hace  extensiva  á  los  dueños  ó  directivas  de  Empresas  el  de- 
ber de  indemnizar  los  perjuicios  causados  por  los  dependientes ; 
7  la  Sala,  á  juicio  del  recurrente,  había  incurrido  en  el  propio 
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error  que  el  Juzgado,  aplicando  esos  artículos  en  el  supuesto  de 
que  había  habido  negligencia  por  parte  de  la  Compañía : 

Tercero.  Que  en  este  pleito  no  puede  invocarse  lo  que  dis- 
pone la  Ley  de  Policía  de  Ferrocarriles  y  su  Reglamento,  por- 
que siendo  las  autoridades  gubernativas  las  llamadas  á  depu- 
rar si  en  el  servicio  de  trenes  se  cumplen  ó  no  aquellas  dispo- 
siciones, mientras  esas  autoridades  no  hagan  objeción  á  las  Com- 
pañías por  deficiencias  en  el  servicio,  hay  que  reconocer  que 
han  cumplido  sus  deberes;  y  desde  que  circulan  los  trenes  por 
el  ramal  de  Cienfuegos,  no  ha  sido  nunca  requerida  la  Em- 
presa: 

Cuarto.  Haberse  infringido  el  artículo  mil  noventa  y  dos 
del  Código  Civil  por  indebida  aplicación,  toda  vez  que  sin  ha- 
berse demostrado  la  existencia  de  alguna  responsabilidad,  que 
sería  consecuencia  de  un  acto  ilícito,  no  puede,  en  sentir  del 
recurrente,  exigirse  responsabilidad  á  la  Compañía : 

Quinto.  Que  se  ha  infringido  él  artículo  mil  doscientos  ca- 
torce de  dicho  Código,  porque,  según  ese  artículo,  quien  reclar 
ma  el  cumplimiento  de  una  obligació;n,  debe  probar  la  existen- 
cia de  la  misma,  y  en  el  presente  caso  el  actor  no  ha  probado 
la  que  la  Compañía  tenga  de  indemnizar  perjuicios  ni  la  cuan- 
tía de  los  mismos: 

Sexto.  Que  también  se  ha  infringido  la  jurisprudencia  del 
Tribunal  Supremo  Español,  según  la  cual  el  que  reclama  in- 
demnización de  daños  y  perjuicios,  debe  justificar  la  existencia 
y  la  cuantía  de  ellos  y  la  culpa  del  que  supone  obligado  al 
pago: 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  por  la  Sala  sentencia- 
dora, el  Fiscal  de  este  Tribunal  Supremo  ha  impugnado  la  ad- 
misión en  cuanto  á  los  fundamentos  primero,  tercero,  quinto  y 
sexto  del  recurso,  á  cuyo  propósito  alega  que  al  pretenderse 
demostrar  en  esos  fundamentos  que,  contra  lo  estimado  por  la 
Sala  sentenciadora,  la  Compañía  no  cometió  negligencia  alguna 
ni  infringió  leyes  de  carácter  general,  y  que  el  demandante  no 
probó  la  existencia  de  la  obligación  exigida,  ni  la  de  los  daños 
y  perjuicios  y  su  cuantía,  ni  la  culpa  del  obligado  á  indemni- 
zarlos, el  recurrente  impugna,  en  realidad,  la  apreciación  de  las 
pruebas  hecha  por  el  Tribunal  sentenciador,  sin  que  el  recu- 
rrente concrete  las  equivocadamente  apreciadas,  ni  exprese,  en 
armonía  con  la  cita  que  hace  del  número  séptimo  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  en 
la  parte  que  al  error  de  hecho  se  refiere,  cuáles  son  los  docu- 
mentos ó  actos  auténticos  que  demuestrcn  la  equivocación  del 
juzgador,  defectos  que  implican  el  jxlanteamiento  de  una  cues- 
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tión  que  no  puede  debatirse  con  la  mención  incongruente  del 
referido  precepto  procesal,  y,  por  lo  tanto,  no  se  observa  el  re- 
quisito señalado  en  el  número  tercero  de  los  artículos  quinto 
y  séptimo  de  la  Orden  número  noventa  y  dos,  de  veinte  y  seis 
de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nu^evc : 

Resultando:  que,  previos  los  debidos  trámites,  se  celebro 
la  vista,  en  la  que  informaron  el  representante  del  Ministerio 
Fiscal  y  el  defensor  del  recurrente : 

Considerando:  que  en  los  cuatro  motivos  cuya  admisión  se 
impugna  por  el  Fiscal  se  contradice  directa  ó  indirectamente  la 
apreciación  de  las  pruebas  hecha  por  la  Sala,  atribuyendo  á 
ésta  error  en  esa  apreciación  y  que,  según  el  número  séptimo 
del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  número  citado  por  el  recurrente,  para  que  por  tal  mo- 
tivo haya  lugar  al  recurso,  se  necesita  que  aquel  error,  cuando 
se  afirma  ser  de  hecho,  resulte  de  documentos  ó  actos  auténti- 
cos, que  no  aduce  ni  siquiera  cita  el  recurrente : 

Considerando:  que  tan  manifiesta  falta  deja  sin  cumpli- 
miento un  requisito  exigido  en  el  número  tercero  de  los  artículos 
quinto  y  séptimo  de  la  referida  Orden  número  noventa  y  dos : 

Se  declara  mal  admitido  el  enunciado  recurso  de  casación 
en  cuanto  á  sus  motivos  primero,  tercero,  quinto  y  sexto;  co- 
muniqúese oportunamente  á  la  Audiencia  para  lo  que  proceda 
y  publíquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  4 
cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia. 

Y  dése  cuenta  para  lo  demos  que  corresponda. 

Lo  previeron  y  firman  los  'Magistrados  del  margen  ante 
mí,  de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. — Antonio 
Gon29ález  de  Mendoza. — Pedro  González  Llórente. — José  M. 
García  Montes. — Eudaldo  Tamayo.— Octavio  Giberga,— Ante 
mí,  Armando  Riva. 


Gabriel  de  Cárdenas  y  Achokdo  contra  el  Registrador  de  la 
Propiedad  del  Centro. 

Besolución  núm.  4  (Julio  27  de  1900). 

Recurso  gubernativo  establecido  por  el  Registrador  de  la  Pro- 
piedad del  Centro,  contra  resolución  del  Presidente  de  la 
Audiencia  de  la  Habana,  m^indando  inscribir  una  escritura 
sobre 

ADJUDICACIÓN  DE  BIENES  SUJETOS  A  SUSTITUCIÓN. 

Ottaado  aparece  que  el  testador  dispuso  que,  los  herede- 
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ros  instituidos  se  sustituyan  y  hereden  mutuamente,  en  el 
caso  de  fallecer  algunos  de  ellos  sin  sucesión  legitima,  lla- 
mando después  Á  sus  hermanas  y  en  tercer  lugar  á  su  primo, 
y  por  fallecimiento  anterior  de  éste  al  de  los  instituidos  con 
preferencia,  &  sus  legitimes  hijos  si  los  tuviere,  y  en  todo 
caso  á  los  hijos  de  una  tia  ó  sus  sucesiones  legitimas;  estos 
llamamientos,  como  su  letra  lo  expresa,  son  para  ir  entrando 
sucesivamente  y  por  su  orden  en  la  posesión  de  los  bienes» 
heredándose  unos  &  otros,  siendo  al  efecto  indispensable  qne 
los  primeros  llamados  hubiesen  fallecido;  y  viene  á  disipar 
toda  duda  la  prevención  contenida  en  otra  cláusula  del  tes- 
tamento, en  la  que  se  dice,  que  para  que  en  todo  tiempo  pue- 
dan cumplirse  las  sustituciones  establecidas,  basta  hacer  cons- 
tar por  declaratoria  notarial  los  bienes  y  su  inversión,  lo 
cual  no  tendría  objeto  si  como  pretende  el  sobrino  supervi- 
viente quedó  extinguida  la  sustitución  desde  el  momento  en 
que  sobrevivió  al  testador  y  aceptó  la  herencia  del  primer 
instituido.  Que  este  caso  difiere  del  resuelto  por  la  Direc- 
ción de  los  Begistros  en  25  de  Junio  de  1895  porque  allí  se 
trataba  de  un  caso  en  que  solo  fueron  llamados  los  hijos  en 
defecto  de  los  padres,  y  la  interpretación  de  las  cláusulas  del 
testamento  autorizó  la  declaración  de  que  contenía  una  sns- 
titución  vulgar.  Que  además  es  doctrina  Jurídica  universal- 
mente  admitida,  que  los  herederos  voluntarlos  deben  cumplir 
las  condiciones  lícitas  impuestas  por  el  testador,  cuya  volun- 
tad es  Ley  suprema  en  la  materia. 

Visto  por  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo  de  la  Isla 
de  Cuba  el  recurso  gubernativo  del  Registrador  de  la  Propie- 
dad del  Centro  de  la  Habana  contra  la  resolución  del  Presiden- 
te de  la  Audiencia,  fecha  veinticinco  de  Julio  último,  que  á  la 
letra  dice: 

''Visto  este  expediente  gubernativo  formado  con  el  recur- 
so que  ha  establecido  el  Sr.  Gabriel  de  Cárdenas  y  Achondo, 
por  haberse  negado  el  Registrador  de  la  Propiedad  del  Centro 
de  esta  capital  á  inscribir  una  escritura  relativa  á  adjudicación 
de  bienes  y  otros  particulares : 

Primero.  Resultando :  que  en  trece  de  Marzo  del  corriente 
año  de  mil  novecientos  los  Sres.  Qabriel  de  Cárdenas  y  Achon- 
do y  Miguel  Francisco  Viondi  y  Vera  otorgaron,  por  ante  el 
Notario  Ldo.  Alfredo  Villageliú  é  Irola  la  escritura  que  se  re- 
gistra desde  fojas  cinco  á  las  dieciseis  vuelta  de  este  expedien- 
te; y  que  en  ella  como  punto  de  partida  ó  base  primordial, 
transcribieron  á  la  letra  el  testamento  que  en  esta  ciudad  de  la 
Habana,  en  veintisiete  de  ]\Iayo  de  mil  ochocientos  ochentidós, 
y  por  ante  el  Notario  Sr.  José  Nicolás  Ortega  y  Alvarado  otorgó 
el  Sr.  Salvador  José  Aniceto  Alcázar  y  Santiago  Aguirre ;  trans- 
cripción que  se  realizó  bajo  la  fe  del  referido  Notario  Villageliú, 
teniendo  á  la  vista  una  primera  copia  de  dicho  testamento: 
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Segando.  Resultando:  que  la  cláusula  séptima  de  ese  testa- 
mento relativa  á  la  institución  de  heredero,  dice  así:  **Item. 
Del  remanente  de  todos  sus  bienes,  deudas,  derechos  y  acciones 
que  por  cualquier  título  que  sea  le  toquen  y  pertenezcan,  insti- 
tuye y  nombra  por  sus  únicos  y  universales  herederos  á  sus 
queridos  sobrinos  D.  Miguel  y  D.  Gabriel  de  Cárdenas  y  Achon- 
do,  hijos  legítimos  del  Sr.  D.  Miguel  de  Cárdenas  y  Armenteros 
y  de  su  referida  hermana  Doña  Manuela  Achondo  y  Santiago 
Aguirre,  para  que  lo  que  fuere,  lo  gocen  con  la  bendición  de 
Dios,  y  con  la  condición  de  que  se  sustituyan  y  hereden  mutua- 
mente, en  el  caso  de  fallecer  alguno  de  ellos  sin  sucesión  legí- 
tima, respecto  á  los  bienes  que  por  este  testamento  adquieran. 
En  el  caso  que  ambos  fallecieren  sin  sucesión,  serán  sus  herede- 
ros su  referida  señora  madre  Doña  Manuela  Achondo  de  Cár- 
denas y  su  hermana  la  Sra.  Mercedes  Achondo  y  Santiago 
Aguirre,  Condesa  viuda  de  la  Reunión  de  Cuba,  por  iguales 
partes;  y  para  el  caso  de  fallecimiento  de  ésta  sin  sucesión,  he- 
rédela los  bienes  de  que  se  trata,  su  primo  hermano  D.  José  de 
la  Luz  Ecay  y  Santiago  Aguirre;  y  por  fallecimiento  anterior 
de  éste  aJ  de  los  instituidos  con  preferencia,  sus  hijos  legítimos 
si  loe  tuviere,  y  en  otro  caso,  sus  hermanos,  hijos  de  su  tía  la 
señora  Doña  Rosario  Santiago  Aguirre  ó  sus  sucesiones,  legí- 
timas": 

Tercero.  Resultando:  que  la  cláusula  octava  de  ese  testa- 
mento está  redactada  en  estos  términos:  ''ítem.  Dispone  que 
ios  productos  de  los  bienes  se  apliquen  á  la  educación  y  demás 
necesidades  de  los  herederos  de  Cárdenas  y  Achondo,  instituí- 
dos  en  primer  lugar;  y  á  lo  que  tengan  por  conveniente  los  al- 
baceas  administradores,  entendiéndose,  al  efecto,  legatarios  de 
dichos  productos,  en  unión  de  los  citados  herederos": 

Cuarto.  Resultando :  que  en  la  cláusula  novena  del  menciona- 
do testamento  se  consigna  lo  siguiente:  ''ítem.  Dispone  que  no 
sea  necesario  sustanciado^  de  juicio  alguno  para  tomar  pose- 
sión de  los  bienes,  emplear  los  capitales,  administrarlos,  enaje- 
nar las  propiedades  y  valores  adquiridos  ó  cualquier  acto  que 
consideren  conveniente  practicar,  pues  bastará,  al  efecto,  que  se 
haga  constar  por  declaratoria  notarial  los  bienes  y  su  inversión, 
para  que  en  todo  tiemipo  puedan  cumplirse  las  sustituciones  es- 
tablecidas": 

Quinto.  Resultando:  que  el  testador  por  la  cláusula  déci- 
ma del  aludido  testamento  nombró  curadora  de  los  Sres,  Mi- 
guel y  Gabriel  de  Cárdenas  y  Achondo,  á  su  madre  la  se- 
ñora Manuela  Achondo  de  Cárdenas,  relevándola  de  fianza:  por 
su  fallecimiento,  al  que  ésta  designara;  y  caso  de  no  hacerlo,  á 
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los  que  esos  menores  nombraran  ó  el  Juez  eligiera,  con  exclu- 
sión de  los  consanguíneos  paternos  de  dichos  menores;  y  que  ri 
propio  testador  designó  por  sus  albaceas  tenedores  administra- 
dores de  bienes,  tasadores  y  contadores  partidores  con  todas  fa- 
cultades, relevación  de  fianza  y  prórroga  del  término  legal,  á 
sus  hermanas  las  Sras.  Mercedes  Achondo  de  Cuesta  y  Manue- 
la Achondo  de  Cárdenas,  en  el  concepto  de  que  podían  ejercer 
el  cargo  unidas  q  individualmente,  sustituyéndose  la  una  á  la 
otra;  y  en  defecto  de  ambas  el  curador  ad  bona  que,  conforme 
á  lo  expresado,  se  nombrase  á  sus  sobrinos  y  herederos : 

>Sexto.  Resultando:  que  en  la  escritura  de  trece  de  Marzo 
del  corriente  año  de  mil  novecientos  otorgada  ante  el  Notario 
Villageliú  y  en  que  transcribió  el  testamento,  del  Sr.  Alcázar  y 
Santiago  Aguirre,  á  que  se  contraen  los  anteriores  Besultandos, 
se  expresó  lo  oportuno  á  dejar  consignado : 

Primero.  El  failecimiento  del  heredero  Sr.  Miguel  de  Cár- 
denas y  Achondo  en  estado  de  soltería  y  sin  sucesión  legitima; 
fallecimiento  que,  en  concepto  de  los  otorgantes  de  esa  escritu- 
ra, resolvió  á  favor  del  Sr.  Gabriel  de  Cárdenas  y  Achondo  la 
condición  impuesta  por  el  testador  Sr.  Alcázar  y  Santiago 
Aguirre,  dándole  el  carácter  de  único  heredero  universal  del  re- 
ferido Sr.  Alcázar: 

Segundo.  Que  entre  los  bienes  pertenecientes  á  la  herencia, 
^taba  comprendida  la  mitad  de  la  casa  número  quince  de  la 
calle  de  la  Reina,  cuyas  circunstancias,  situación,  linderos  y 
demás  oportunos  al  efecto  de  determinarla,  fueron  expresados : 

Tercero.  Que  por  fallecimiento  de  las  Sras.  Mercedes  y 
Manuela  Achondo  y  Santiago  Aguirre,  albaceas  nombradas  por 
el  testador,  vino  á  sustituirlas  el  curador  ad  bona  que.  á  los 
Sres.  Miguel  y  Oabriel  de  Cárdenas  y  Achondo  les  designó  su 
madre,  la  referida  Sra.  Manuela  Aehondo  y  Santiago  Aguirre, 
que  fué  el  Ldo.  Miguel  Francisco  Viondi  y  Vera,  que  habiendo 
fallecido  el  citado  heredero  Miguel  de  Cárdenas  y  Achondo,  fué 
solo  representante,  á  titulo  de  tutor,  del  otro  menor  Sr.  Oa- 
briel de  los  indicados  apellidos,  elegido  por  su  madre  en  el  tes- 
tamento que  otorgara  en  veinte  de  Julio  de  mil  ochocientos  no- 
veintiuno,  ante  ei  Notario  Sr.  Miguel  Ñuño : 

Cuarto.  Que  el  Sr.  Viondi  ejerció  la  indicada  tíntela,  invir- 
tiendo  los  productos  de  los  bienes  en  las  necesidades  del  preci- 
tado Sr.  Gabriel  de  Cárdenas,  sin  que  usare  dicho  Sr.  Viondi 
de  su  derecho  para  emplear  esos  productos  en  otras  atenciones, 
pues  que  lo  renunció  desde  que  entró,  en  el  ejercicio  de  sus 
cargos: 

Quinto.  Que  el  repetido  Sr.  Gabriel  de  Cárdenas  y  Achon- 
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do  era  el  único  interesado  en  la  herencia  de  su  tío,  el  mencio- 
nado Sr.  Salvador  José  Aniceto  Alcázar  y  Santiago  Aguirre, 
con  cnyo  carácter  se  hizo  constar  que  se  adjudicaba  en  pleno 
dominio  los  bienes  que  constituían  la  herencia,  entre  los  que  se 
compr^día  la  mencionada  casa  número  quince  de  la  calle  de  la 
Beina,  que  tomaba  por  el  precio  de  quince  mil  pesos  oro,  y  no 
tenia  gravámenes,  pues  que  una  hipoteca  de  cuarenta  mil  es- 
cudos sobre  el  todo  de  esa  finca,  quedaría  cancelada  por  la  mis- 
ma escritura  á  que  viene  haciéndose  referencia : 

Sexto.  Que  la  mitad  de  dicha  casa  la  hubo  el  Sr.  Alcázar 
7  Santiago  Aguirre  por  adjudicación  que  de  ella  se  hizo  en 
la  cuenta  de  división  7  partición  de  los  bienes  de  sus  padres 
Sres.  Juan  Bautista  Alcázar  7  Mercedes  Santiago  Aguirre,  ñr- 
mada  en  veinticuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setentitrés, 
7  protocolada  en  tres  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochentiseis, 
ante  el  Notario  Sr.  Alejandrro  Núñez  de  Villavicencio : 

Séptimo.  Que  la  Sra.  Mercedes  ^Santiago  Aguirre  por  es- 
critura ante  el  Notario  Sr.  Antonio  María  Muñoz,  fecha  ocho 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesentisiete,  constituyó  hipoteca 
sobre  el  todo  de  la  casa  número  quince  de  la  calie  de  la  Reina, 
hasta  en  cantidad  de  cuarenta  mil  escudos,  para  garantir  el 
manejo  del  Ldo.  Antonio  Fernández  Bramosio,  como  curador 
ad  bona  de  los  entonces  menores  Manuela  7  Mercedes  Achondo 
7  Santiago  Aguirre ;  7  que  ambas,  madre  7  tía  respectivamente 
de  dicho  Sr.  Gabriel  de  Cárdenas  7  Santiago  Aguirre,  al  llegar 
á  la  ma7or  edad,  liquidaron  con  el  Sr.  Fernández  Bramosio  la 
cuenta  de  la  cúratela,  impartiéndole  su  aprobación,  si  bien  no 
consignaron  esas  operaciones  en  escritura  pública : 

Octavo.  "Que  el  ya  mencionado  Sr.  Gabriel  de  Cárdenas  7 
Achondo,  como  único  7  universal  heredero  de  su  madre  la  se- 
ñora Manuela  Achondo  7  Santiago  Aguirre,  que  á  su  vez  lo  fué 
de  su  hermana  la  Sra.  Mercedes  de  esos  apellidos  era  en  la  fe- 
cha de  la  mencionada  escritura,  el  único  interesado  en  tales 
cuentas  relativas  al  curador  Fernández  Bramosio  7  el  llamado 
á  salvar  la  omisión  que  se  padeció  no  consignando  en  documen- 
to público  lo  referente  á  las  aludidas  cuentas  7  su  aprobación, 
las  cuales,  por  lo  tanto,  declaraba  finiquitadas  7  aprobadas,  sin 
tener  derecho  para  reclamar  nada  al  Sr.  Fernández  Bramosio : 

Noveno.  Que  en  tal  cxxneepto  7  i)or  la  confusión  que  resul- 
taba entre  los  derechos  del  predieho  Sr.  Gabriefl  de  Cárdenas  7 
Santiago  Aguirre,  que  era  el  dueño  de  toda  la  casa  número 
quince  caQe  de  la  Beina,  7  el  único  interesado  en  la  hipoteca 
de  los  ya  mencionados  cuarenta  mil  escudos  constituida  en  esa 
finca,  la  cancelaba  en  todas  sus  partes,  dejando  libre  al  inmue- 
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ble,  así  como  al  Sr.  Fernández  Bramosio,  y  nula  la  escritnra 
de  ocho  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesentisiete,  por  la  cual 
se  constituyó  esa  garantía,  cuya  inscripción  en  el  Registro  de 
la  Propiedad  procedería  el  Registrador  á  cancelar;  y 

Décimo.  Que  el  Sr.  Miguel  Francisco  Viondi  y  Vera  que 
había  destinado  siempre  los  productos  de  los  bienes  correspon- 
dientes á  sus  representados  los  Sres.  Cárdenas  y  Achondo,  á 
los  mismos,  no  obstante  la  participación  que  en  esos  productos 
le  correspondía  como  tal  representante,  al  tenor  del  testamento 
del  Sr.  Alcázar  y  Santiago  Aguirre,  ratificaba  la  renuncia  que 
de  tal  derecho  sería  hecha,  á  fin  de  que  no  se  ofreciera  reparo 
alguno  respecto  de  la  inscripción  de  la  tantas  veces  citada  escri- 
tura de  trece  de  'Marzo  del  actual  año  do  mil  novecientos : 

Séptimo.  Resultando:  que  declarados,  fojas  dieciseis  vuelta, 
exentos  del  pago  de  derechos  fiscales  los  actos  de  herencia  í 
que  se  contrae  la  citada  escritura,  y  presentada  ésta  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad  del  Centro  de  esta  capital  en  veinticua- 
tro de  Marzo  del  año  que  cursa,  el  Registrador  en  veintiocho  de 
dicho  mes  y  año,  consignó,  fojas  diecisiete  al  dorso  de  la  die- 
ciocho la  nota  siguiente:  ''No  admitida  la  inscripción  de  la  ad- 
judicación en  pleno  dominio  que  á  favor  de  D.  Gabriel  de  Cár- 
denas y  Achondo  se  hace  por  el  documento  que  precede,  por 
observarse  los  defectos  siguientes: 

Primero.  **No  acompañaiisie  la  partida  de  defunción  del  tes- 
tador D.  Salvador  José  Aniceto  Alcázar  y  Santiago  Aguirre, 
ni  la  del  otro  heredero  instituido  D.  Miguel  de  Cárdenas  y 
Achondo,  con  justificación  de  haber  fallecido  éste  sin  sucesite : 

•Segundo.  * 'Porque  aun  en  el  caso  de  subsanación  de  los  an- 
teriores defectos,  existe  el  insubsanable  de  no  poderse  verificar 
la  inscripción  á  favor  de  D.  Gabriel  de  Cárdenas  y  Achondo  en 
pleno  dominio  según  se  pretende,  porque  ello  equivaldría  á 
otorgarle  la  libre  disposición  de  los  bienes  en  que  ha  sido  ins- 
tituido, con  perjuicio  de  la  sucesión  legítima  que  pudiera  tener 
y  de  los  herederos  sustitutos  designados  por  el  testador,  que  tie- 
nen un  derecho  espectante,  y  á  cuyo  favor  se  resolverá  la  ins- 
titución en  el  caso  de  que  á  la  muerte  de  D.  Gabriel  de  Cárde- 
nas y  Achondo  no  existiera  aqueila  sucesión  legítima,  á  la  cual, 
dados  los  términos  de  la  institución,  está  reservado  en  primer 
lugar  el  pleno  dominio  de  los  bienes,  y  en  segundo  á  los  sosti, 
tutos  supervivientes,  por  el  orden  y  bajo  las  condiciones  con 
que  son  llamados  al  disfrute  de  los  mismos.  T  no  pareciendo 
subsanable  el  segundo  defecto,  no  es  admisible  tampoco  la  ano- 
tación preventiva. — ^Y  suspendida  la  cancelación  que  hace  el 
Sr.  Gabriel  de  Cárdenas  y  Achondo  de  la  hipoteca  constituida 
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sobre  toda  la  easa  para  garantir  el  manejo  del  Ldo.  D.  Antonio 
Fernández  Bramosio,  como  curador  ad  bona  de  las  menores 
Doña  Manuela  y  Doña  Mercedes  Achondo  y  Santiago  Aguirre, 
por  no  acreditar  dicho  Sr.  Cárdenas  y  Achondo  que  sea  el  úni- 
co interesado  en  las  cuentas  de  esa  cúratela,  y  por  no  acompa- 
ñarse la  escritura  de  constitución  y  'la  copia  simp>le'': 

Octavo.  Resultando:  que  el  señor  Gabriel  de  Cárdenas  y 
Achondo,  estableció  ante  el  Juez  delegado  que  lo  es  el  de  Pri- 
mera Instancia  é  Instrucción  del  Distrito  de  Belén,  fojas  trein- 
ta al  volver  de  la  treintiocho,  el  correspondiente  recurso  gu- 
bernativo contra  la  calificación  hecha  por  el  Registrador  de  la 
Propiedad  del  Centro  de  esta  capital;  recurso  que,  autorizado 
también  por  d  Sr.  Miguel  Francisco  Viondi  como  apoderado 
según  el  testimonio  de  poder  fojas  primera  á  la  cuatro  vuelta, 
aparece  presentado  en  treinta  de  Abril  de  este  año,  y  que  se 
hizo  descansar  en  que  se  trataba  de  una  sustitución  vulgar,  no 
de  la  fideicomisaria;  en  que  aun  en  el  supuesto  de  que  esta  úl- 
tima hubiese  sido  la  establecida  por  el  testador,  era  lo  cierto 
que  el  recurrente  si  se  le  consideraba  fiduciario,  había  adqui- 
rido los  derechos  de  los  fideicomisarios,  por  lo  que  la  obligación 
de  conservar  y  trasmitir  la  lierencia  á  ellos  sólo  la  tenia  respec- 
to de  sí  mismo,  habiendo  quedado  refundidos  los  conceptos  de 
acreedor  y  deudor  en  una  sola  persona,  por  cuyo  motivo  la 
obligación  se  había  extinguido;  y  por  último,  en  que  la  sustitu- 
ción hecha  por  el  testador  no  tenia  el  carácter  de  fideicomisaria, 
porque  los  llamamientos  en  cuanto  á  ella,  para  que  fuesen  vá^ 
lides,  necesitaban  ser  expresos,  no  surtiendo  de  otro  modo  efec- 
to alguno.  EM  predicho  señor  Cárdenas  pidió,  acompañando  la  es- 
critura de  que  se  ha  hecho  referencia,  se  declarase,  previo  in- 
forme del  Registrador  de  la  Propiedad,  improcedente  la  califi- 
cación hecha  por  éste  y  que  se  ordenara  al  mismo  que  inscri- 
biese la  adjudicación  en  pleno  dominio,  conforme  á  dicha  es- 
critura: 

Noveno.  Resultando :  que  el  recurrente  por  medio  de  otrosí 
del  escrito  en  que  estableció  el  recurso,  hubo  á  la  vez,  contra- 
yéndose á  documentos  acompañados,  de  solicitar  se  ordenase  al 
Registrador  de  la  Propiedad  que  cancelara  la  hipoteca  consti- 
tuida en  la  casa  número  quince  de  la  calle  de  la  Reina,  de  que 
ya  se  ha  hablado ;  y  que.  al  interponer  el  recurso,  presentó,  ade- 
más de  la  escritura  que  le  sirviera  de  motivo  los  siguientes  do- 
cumentos : 

Primero.  Una  certificación  expedida  por  el  señor  Eduardo 
Martínez  Aparicio,  Escribano  Auxiliar  del  Sr.  Luis  Mazón  que 
lo  es  del  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Pilar  de  esta  ciu- 
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dad,  con  vista  del  abintestato  de  la  Sra.  Mercedes  S.  Aguirre 
y  de  la  testamentaría  del  Sr.  Juan  Bautista  Alcázar,  y  en  la 
que  se  transcribe  el  auto  de  veinte  de  Enero  de  mil  ochocientos 
ochentitrés,  que  declaró  á  la  Sra.  Manuela  Achondo  y  Santiago 
Aguirre  única  y  universal  heredera  de  su  hermana  la  Sra.  Mer- 
cedes Achondo  y  Aguirre,  sin  perjuicio  de  tercero;  certificación 
que  fué  presentada  en  la  oficina  liquidadora  de  derechos  fisca- 
les, lo  cual  diq  por  resultado  el  pago  de  éstos,  liquidados  que 
fueron,  y  luego  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
de  esta  capital,  del  todo  de  una  finca  urbana,  de  la  mitad  de 
las  otras,  también  urbanas,  qiie  formaban  parte  de  la  herencia, 
entre  las  que  se  contaba  la  casa  número  quince  de  la  calle  de 
la  Beina;  y  en  el.de  la  propiedad  de  Guanajay,  de  un  censo 
que  gravaba  el  ingenio  **  Apuros"  y, 

Segundo.  £>1  testimonio  del  testamento  de  la  Sra.  María 
Manuela  Achondo  y  Santiago  Aguirre,  otorgado  en  veinte  de 
Julio  de  mil  ochocientos  noventiuno  ante  el  Notario  Sr.  Miguel 
Ñuño,  que  lo  expidió  expresando  constarle  el  fallecimiento  de 
la  testadora;  testamento  en  que  se  consigna  haber  sido  casada 
esa  testadora  con  el  Sr.  Miguel  de  Cárdenas  y  Armenteros ;  ha- 
ber fallecido  éste;  que  de  ese  enlace  tuvo  dos  hijos,  de  los  que 
murió  el  nombrado  Miguel,  quedándole  sólo  el  llamado  Ga- 
briel ;  que  declaraba  por  bienes,  los  que  resultaron  á  su  muerte ; 
que  instituía  de  heredero  al  precitado  Sr.  Gabriel  de  Cárdenas, 
su  hijo;  que  nombraba  de  albacea  con  amplias  é  ilimitadas  fa- 
cultades y  relevación  de  fianza,  al  Ldo.  Sr.  Miguel  Viondi  y 
Vera  para  que  extrajudicialmente  cumpliera  sus  disposiciones; 
y  de  tutor  de  su  hijo,  ya  mencionado,  al  mismo  Sr.  Viondi  re- 
levado de  fianza,  habiendo  hecho  además  el  nombramiento  de 
protutor,  designado  las  personas  que  debían  componer  el  Con- 
sejo de  familia,  y  dispuesto  que  en  el  desgraciado  evento  de 
fallecer  su  hijo  el  referido  Sr.  Gabriel  de  Cárdenas  y  Achondo 
antes  que  ella,  la  heredasen,  por  iguales  partes,  los  hijos  é  hijas 
de  su  tía  la  Sra.  Rosario  Santiago  Aguirre,  que  existieran  al 
morir  dicha  testadora.  Fojas  veintitrés  al  volver  de  la  veinti- 
cinco: 

Décimo.  Resultando:  que  el  indicado  testamento  fué  pre- 
sentado en  la  oficina  liquidadora  de  derechos  fiscales,  los  que 
se  abonaron  respecto  de  fincas  urbanas,  entre  las  que  se  contaba 
la  casa  número  quince  de  la  calle  de  la  Reina,  en  que  corres- 
pondía á  la  testadora  la  mitad;  y  también  en  cuanto  á  otros 
bienes,  siendo  de  advertir  que,  aquellos  cuyos  derechos  fueren 
liquidados  y  satisfechos,  se  inscribieron  en  los  Registros  de  la 
Propiedad  en  que  debían  serlo ;  esto  es,  en  el  de  esta  ciudad  de 
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la  Habana  unos,  y  en  el  de  Guanajay  otros.  Pojas  veinticinco 
vudta  al  dorso  de  la  veintinueve : 

Onceno.  Resultando:  que  el  Juez  delegado  en  treinta  de 
Abril  del  año  que  rige,  fojas  treintinueve,  hubo  por  establecido 
el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  el  Sr.  Gabriel  de  Cár- 
denas y  Acliondo  contra  la  nota  del  Registrador  de  la  Propie* 
dad  del  Centro,  y  dispuso  se  oyera  a  dicho  Registrador,  el  que, 
fojas  cuarenta  á  su  vuelta,  sostuvo  la  referida  nota : 

Duodécimo.  Resultando :  que  el  Juez  Delegado,  por  su  auto 
de  diecinueve  de  Mayo  próximo  pasado,  fojas  cuarenta  vuelta 
i  la  cuarentisiete,  declara  bien  denegada  la  inscripción  de  la  es- 
critura número  ciento  veintiocho  de  trece  de  Marzo  del  corrien- 
te año  de  mil  novecientos,  otorgada  ante  el  Notario  de  esta  ca- 
pital Alfredo  Villageliú  é  Irola,  por  cuanto  el  Sr.  Gabriel  de 
Oárdenas  no  tiene  según  pretende,  el  pleno  dominio  de  la  casa 
Beina  número  quince :  ^ 

Decimotercero.  Resultando :  que  notiñcado  este  auto  al  Re- 
gistrador de  la  Propiedad  del  Centro  y  al  Ldo.  Sr.  Miguel 
Francisco  Viondi  en  su  carácter  de  apoderado  del  Sr.  Gabriel 
de  Cárdenas,  fojas  cuarentisiete  á  su  vuelta  lo  apeló  este  últi- 
mo en  escrito  que  firmó  á  la  vez  que  su  apoderado,  fojas  cua- 
rentiocho ;  y  al  reverso  de  este  folio,  el  Juez  Delegado,  en  vein- 
ticinco de  Mayo  de  este  año,  admitió  libre  la  alzada,  mandan- 
do se  elevase  el  expediente  á  esta  Presidencia,  citadas  y  empla- 
zadas las  partes,  que  lo  fueron,  según  aparece  del  reverso  de 
fojas  cuarentiocho  á  la  cuarentiueve,  habiéndose  en  efecto  ele* 
vado  dicho  expediente,  fojas  cincuenta  á  su  dorso : 

Decimocuarto.  Resultando:  que  el  señor  Migual  Francisco 
Viondi  como  apoderado  del  Sr.  Gabriel  de  Cárdenas  y  Achon- 
do  por  su  escrito  fojas  cincuentiuna,  presentado  á  esta  Presi- 
dencia, aspira  á  que  se  revoque  el  auto  del  Juez  Delegado,  fe- 
cha diecinueve  de  Mayo  de  este  año,  que  confirma  la  nota  del 
Registrador  de  la  Propiedad  del  Centro,  puesta  al  final  de  la 
escritura,  fojas  cinco  á  la  dieciseis  vuelta;  pero  limita  su  re- 
curso y  por  consiguiente  esa  revocatoria,  á  sólo  el  defecto  califi- 
cado por  dicho  Registrador  de  insubsanable,  expresando  que  en 
cuanto  á  los  otros  defectos  que  el  referido  Registrador  consig- 
na en  su  nota,  los  subsanará  aun  cuando  no  los  cree  razonables 
y  que  en  tal  concepto  solicita  que,  estimando  vulgar  la  sustitu- 
ción se  prevenga  la  inscripción  en  pleno  dominio  de  la  casa  nú- 
mero quince  de  la  calle  de  la  Reina : 

Primero.  Considerando:  que  los  antecedentes  consignados 
en  los  anteriores  Resultandos,  hacen  comprender  que  el  señor 
Miguel  de  Oárdenas  y  Acihondo,  uno  de  los  herederos  instituí- 


58  JURISPRUDENCIA  CIVIL 


dos  por  el  Sr.  Salvador  José  Aniceto  Alcázar  y  Santiago  Agui- 
rre,  falleció  sin  sucesión  y  vino  á  heredarle  respecto  de  los  bie- 
nes del  Sr.  Alcázar,  su  hermano  el  Sr.  Gabriel  de  Cárdenas  y 
Achondo,  llamado  también  á  suceder  al  referido  Alcázar;  que 
asimismo  fallecieron  las  Sras.  Mercedes  y  Manuela  Achondo  y 
Santiago  Aguirre,  de  las  cuales  la  segunda  fué  heredera  de  la 
primera,  así  como  de  la  segunda  fué  heredero  su  hijo  el  señor 
Gabriel  de  Cárdenas  y  Achondo,  único  que  le  quedó  de  su  ma- 
trimonio, por  haber  muerto  el  nombrado  Miguel,  y  cuyos  bie- 
nes, excepción  hecha  de  los  productos  de  los  correspondientes 
al  propio  Alcázar,  heredó  ella;  y  que  en  este  concepto  dejó  de 
existir  para  esas  dos  señoras  todo  derecho  á  la  herencia  del  re- 
referido  Sr.  Atóázar  y  Santiago  Aguirre,  en  virtud  del  llama- 
miento que  para  su  caso  les  hizo  por  la  cláusula  séptima  de  su 
testamento : 

Segundo.  Considerando:  que  en  cuanto  á  las  referidas  se- 
ñoras Mercedes  y  Manuel  Achondo  y  Santiago  Aguirre  no  pue- 
de decirse  que  murieron  sin  sucesión  porque  de  la  primera  fué 
heredera  la  segunda,  como  su  hermana  legítima;  y  de  la  segun- 
da su  hijo  el  Sr.  Gabriel  de  Cárdenas  y  Achondo,  en  quien  por 
consiguiente  se  refundieron  todos  loe  derechos  que  por  lo  que 
respecta  á  los  bienes  que  constituían  la  herencia  del  Sr.  Alcázar 
y  Santiago  Aguirre  hubieran  podido  tener  en  su  oportunidad 
las  pirecitadas  dos  señoras : 

Tercero.  Considerando :  que  bajo  esta  premisa,  cuya  exacti- 
tud no  puede  negarse,  es  indudable  que  por  haber  muerto  con 
sucesión  las  precitadas  Sras.  Mercedes  y  Manuela  Achondo  y 
Santiago  Aguirre,  no  podría  heredar  los  bienes  del  Sr.  Alcázar 
el  Sr.  José  de  la  Luz  Ecay  y  Santiago  Aguirre,  ni  aquellos  que 
después  de  él  habían  de  venir  á  suceder  en  esos  propios  bienes, 
según  la  ya  mencionada  cláusula  séptima  del  testamento  del 
repetido  Sr.  Alcázar : 

Cuarto.  Considerando:  que  atendidos  los  términos  en  que 
aparece  redactada  dicha  cláusula,  en  realidad  sólo  se  trata  de 
una  sustitución  vulgar  y  no  de  la  fideicomisaria,  pues  que  ésta 
para  tener  ese  carácter,  necesita  que  de  tal  modo,  con  tal  nom- 
bre se  la  designe  por  el  testador,  ó  que  sin  verificarlo  así,  que- 
de establecida  de  un  modo  expreso  por  dicho  testador,  á  fin  de 
que  acerca  de  su  naturaleza  no  se  ofrezcan  dudas : 

Quinto.  Considerando:  que  esta  doctrina  la  estableció  el 
antiguo  derecho  como  lo  comprueba  la  Ley  catorce,  título  quin- 
to, partida  sexta,  que  definiendo  la  sustitución  fideicomisaria, 
consigna  que  **  tanto  quiere  decir  como  establecimiento  de  here- 
<lcpo,  que  es  puesto  en  fe  de  alguno  que  la  herencia  dexa  en  sru 
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mano  para  que  la  dé  á  otro";  y  tratando  de  explicar  más  el 
concepto,  agrega  "assi,  como  si  dixesse  el  fazedor  del  testa- 
mento.— **EJstable2co  por  mió  heredero  á  Fnlano,  é  ruégole  6 
quiero  ó  mando  que  esta  mi  herencia  que  yo  le  dexo,  que  la  ten- 
ga tanto  tiempo,  é  que  después  ia  dé  é  entregue  á  Fulano" : 

Sexto.  Considerando:  que  igual  doctrina  ha  establecido  el 
derecho  moderno,  pues  que  el  artículo  setecientos  ochenticinco 
del  Código  Civil  al  contraerse  á  las  sustituciones  fideicomisa- 
rias, preceptúa  que  *'no  surtiirán  efecto: 

''Primero.  Las  que  no  se  hagan  de  una  manera  expresa,  ya 
dándoles  este  nombre,  ya  imponiendo  al  sustituido  la  obliga- 
ción terminante  de  entregar  los  bienes  á  un  segundo  heredero"; 

Séptimo.  Considerando:  que  siendo  una  sustitución  vulgar 
la  establecida  en  su  testamento  por  el  Sr.  Salvador  José  Anice- 
to Alcázar  y  Santiago  Aguirre,  es  claro  que  conforme  á  la  Ley 
cuarta,  titulo  quinto,  partida  sexta,  dejó  de  existir  dicha  susti- 
tución, desfalleciq  como  dice  esa  ley,  desde  el  momento  en  que 
el  "establecido  por  heredero  primeramente",  entra  en  la  here- 
dad" del  testador  ó  si  consiente,  otorgando  é  diziendo  que  quie- 
re ser  heredero,  maguer  non  la  tome".  *'Ca  estonce — agrega  la 
ley — ,  el  sustituto  non  ha  derecho  ninguno  en  los  bienes  del 
muerto,  en  que  fuese  establecido  el  primero  heredero,  maguer 
éste  que  primeramente  fué  establecido,  muriese  después"; 

Octavo.  Considerando:  que  la  Resolución  de  la  Dirección 
general  de  los  Registros  Civil  jr  de  la  Propiedad  y  del  Notaria- 
do, fecha  veinticinco  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventicinco, 
corrobora  la  doctrina  de  la  Ley  de  Partidas  últimamente  cita- 
da, toda  la  vez  que  refiriéndose  al  caso  en  que  un  testador  por 
cláusula  de  su  testamento  dispuso  que  después  de  cumplido  y 
pagado  cuanto  dejaba  ordenado,  del  remanente  que  quedara 
fuesen  sus  únicos  y  universales  herederos  por  mitad  é  iguales 
partes,  dos  hermanos  políticos  suyos  y  que  por  fallecimiento  de 
ambos  ó  de  cualquiera  de  ellos,  ia  parte  del  fallecido  ó  falleci- 
dos pasara  á  la  sucesión  que  dejara,  declaró,  confirmando  el 
auto  del  Presidente  de  la  respectiva  Audiencia  que  revocó  el 
del  Juez  Delegado  referido  sosteniendo  la  nota  del  Registra^ 
dor  de  la  Propiedad,  que  como  lo  afirmq  dicho  Presidente,  era 
inscribible  una  escritura  de  venta  de  determinados  bienes  de 
la  herencia,  llevada  á  cabo  por  los  herederos  instituidos  en  la 
forma  que  lo  fueron,  ó  sea  como  ya  se  ha  expresado,  en  el  con- 
cepto de  que  al  **  fallecimiento  de  ambos  ó  de  cualquiera  de 
ellos,  la  parte  del  fallecido  ó  fallecidos,  pasará  á  la  sucesión  le- 
gitima que  dejaren";  y  esto  porque  como  lo  consignó  el  referi- 
do Presidente  de  Audiencia,  el  testador  al  establecer  la  institu- 
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ción  de  herederos  en  la  forma  que  lo  efectuó,  quiso  evitar  la 
sucesión  intestada  de  los  que  llamó  á  la  herencia  en  primer  tér- 
mino :  no  conceder  á  los  herederos  instituidos  únicamente  el  ca- 
rácter de  usufructuarios,  cuya  palabra  tenía  un  sentido  vulgar 
y  corriente,  y  no  era  de  creer  que  un  testador  la  omitiera  al  ex- 
presar de  un  modo  claro  su  voluntad : 

Noveno.  Considerando:  que  limitadas  las  pretensiones  del 
Sr.  Gabriel  de  Cárdenas  y  Achondo  al  ocurrir  á  esta  Presiden- 
cia, según  el  escrito  de  fojas  cincuentiuna,  de  que  se  ha  hecho 
mención  en  uno  de  los  Resultandos  de  este  auto,  escrito  que  au- 
toriza el  Sr.  Miguel  Francisco  Viondi,  como  apoderado  del  pre- 
dicho  Cárdenas,  á  pretender  que  «e  revoque  el  auto  apelado 
sólo  en  cuanto  acepta  y  estima  como  el  Registrador,  iiunibsana^ 
ble  el  segundo  defecto  alegado  por  éste  para  no  inscribir  la  es- 
critura de  trece  de  Marzo  del  corriente  año,  otorgada  ante  el 
Notario  Villageliú  é  Irola,  es  evidente  que  en  cuanto  á  los  que 
se  estiman  subsanables,  no  hay  necesidad  de  apreciarlos,  pues  que 
la  parte  recurrente  está  dispuesta  a  que,  en  efecto,  se  subsanen : 

Décimo.  Considerando:  que  si  el  defecto  llamado  insubsa- 
nable no  existe  y  quedan  sólo  vigentes  los  llamados  subsanables, 
que  habrán  de  serlo,  es  también  evidente  que  el  Registrador  de 
la  Propiedad,  por  lo  que  hace  á  la  escritura  de  trece  de  Marzo 
de  este  año,  ya  citada,  debe  tomar  anotaci^  de  suspensión,  y  á 
su  tiempo  convertirla  en  anotación  ó  inscripción  definitiva.  Es- 
ta Presidencia  resuelve  revocar  y  revoca,  en  efecto,  el  auto  de 
diecinueve  de  Mayo  del  corriente  año,  declarando: 

Primero.  Que  el  defecto  llamado  insubsanable,  no  existe : 

•Segundo.  Que  procede  que  el  Registrador  de  la  Propiedad 
del  Centro  de  esta  capital,  tome  anotación  de  suspensión  de  la 
escritura  de  trece  de  Marzo  del  corriente  año  de  mil  novecien- 
tos, otorgado  por  los  Sres.  Gabriel  de  Cárdenas  y  Achondo  y 
Miguel  Francisco  Viondi  y  Vera  ante  el  Notario  Ldo.  Alfredo 
Villageliú  é  Irola,  ¿  que  esta  resolución  se  contrae,  á  fin  de  que 
se  subsanen  los  defectos  señalados  por  el  Registrador  con  el  ca- 
rácter de  subsanablee;  y 

Tercero.  Que  subsanadas  que  seam,  habrá  el  Registrador  de 
efectuar  la  inscripción  definitiva  de  la  citada  escritura,  para 
que  produzca  todos  sus  efectos  legales  la  adjudicación  en  pleno 
dominio  que  á  favor  del  predicho  Sr.  Gabriel  de  Cárdenas  y 
Achondo  se  hace  por  la  repetida  escritura  de  trece  de  Marzo  de 
este  año ;  y  tenga  lugar  la  cancelación  de  la  hipoteca  que  sufre 
la  casa  número  quince  de  la  calle  de  la  Reina". 

Aceptando  los  fundamentos  de  hecho  de  la  resolució;a  pre- 
cedente, y 
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Resultando  además  que  en  los  escritos  de  folios  trein- 
ta y  cinenentiuno  citados  en  los  Resultandos  octavo  y  déeinio- 
enarto  se  razona  afirmando  que  el  Código  Civil  no  modificó  en 
nada  la  legislación  anterior  y  en  este  concepto  invoca  como 
aplicables  sus  preceptos,  y  al  folio  treintiseis  vuelto  y  al  trein- 
tisiete  so^iene  que  el  único  punto  de  vista  á  que  debe  atenderse 
para  resolver  esta  cuestión  es  el  de  que  **no  hay  duda  de  que  se 
trata  de  una  sustitución  vulgar  é  que  se  contrae  el  artículo  se- 
tecientos setenticuatro  que  obedeció  su  consignación  al  deseo 
del  testador  de  no  morir  intestado  y  por  eso  designó  sustitutos  á 
los  instituidos  herederos  preferentemente  para  el  caso  de  que  si 
falleciesen  antes  que  él,  ó  no  quisieran  q  no  pudieran  aceptar 
la  herencia  pasara  ésta  á  manos  de  aquéllos.  Este  y  no  otro  fué 
el  propóerito  del  testador  y  no  vincular  dentro  de  la  familia  los 
bienes  de  la  herencia": 

Considerando:  que  lejos  de  eso,  si  aparece  que  el  testador 
quiso  que  sus  bienes  no  salieran  de  sus  parientes,  á  los  que  lla- 
mó, no  para  el  caso  de  que  algunos  de  ellos  muriese  antes  ó  no 
quisiese  6  no  pudiese  aceptar  la  herencia,  que  es  lo  propio  de  la 
sustitución  vulgar,  conforme  á  la  ley  segunda  título  quinto  de 
la  partida  sexta,  y  al  artículo  setecientos  setenticuatro  del  Có- 
digo Civil,  sino  que  por  el  contrario,  como  se  vé  en  la  cláusula 
transcrita  en  el  segundo  Resultando,  dispuso  que  sus  sobrinos 
D.  Miguel  y  D.  Gabriel  de  Cárdenas  se  sustituyan  y  hereden 
mutuamente,  en  el  caso  de  fallecer  alguno  de  ellos  sin  sucesión 
legítima,  y  llamó  después  á  las  hermanas  del  testador  y  en  ter- 
cer lugar  á  su  primo  D.  José  de  la  Luz  Ecay  y  Santiago  Agui- 
rre,  y  por  fallecimiento  anterior  de  éste  al  de  los  instituidos 
con  preferencia,  é  sus  hijos  legítimos  si  los  tuviere  y  en  todo 
caso  les  hijos  de  su  tía  Doña  Rosario  Santiago  Aguirre  ó  sus 
sQceáones  legítimas : 

Considerando :  que  estos  llamamientos  son,  como  su  letra  lo 
expresa  para  ir  entrando  sucesivamente,  y  por  su  orden,  en  la 
posesión  de  los  bienes,  heredándose  unos  á  otros,  siendo  al  efec- 
to indispensable  que  los  primeros  llamados  hubiesen  fallecido, 
y  viene  á  -disipar  toda  duda  la  prevención  contenida  en  la  cláu- 
sula novena,  transcrita  en  el  cuarto  Resultando,  de  hacer  cons- 
tar por  declaratoria  notarial  los  bienes  y  su  inversión,  para  que 
en  todo  tiempo  puedan  cumplirse  las  sustituciones  establecidas^ 
lo  cual  no  tendría  objeto  si,  como  pretende  D.  Gabriel  de  Cár- 
denas, se  extinguió  la  sustitución  desde  el  momento  en  que  so- 
brevivió al  testador  y  aceptó  la  herencia,  él  primer  instituido: 

Considerando:  que  este  caso  difiere  esencialmente  del 
resuelto  por  la  Dirección  de  los  Registros  en  veinticinco  de  Ju- 
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nio  de  mil  ochocientos  noventicineo  que  cita  como  precedente  el 
octavo  Considerando  porque  allí  sólo  fueron  llamados  los  hijos 
en  defecto  de  los  padres  y  la  interpretación  de  las  cláusulas  del 
testamento  autorizó,  la  declaración  de  que  contenía  una  sustitu- 
ción vulgar  y  aquí  hay  establecidas  cuatro  sustituciones  más,  y 
no  para  heredar  al  testador  directamente,  sino  para  ir  sucedien- 
do en  los  bienes  inventariados  á  medida  que  faltasen  los  llama- 
dos en  primer  lugar: 

Considerando :  que  aun  cuando  el  tenor  de  esta  cláusula  no 
bastara  para  constituir  \ma  sustitución  fideicomisaria,  esta  cues- 
tión técnica  no  puede  influir  en  la  validez  de  la  disposición 
cuando  es  doctrina  jurídica  universalmente  admitida  que  los 
herederos  voluntarios  deben  cumplir  las  condiciones  lícitas  im- 
puestas por  el  testador,  cuya  voluntad  es  la  suprema  ley  en  ma- 
teria de  sucesión  de  modo  que  el  actual  poseedor  D.  Gabriel  de 
Cárdenas  está  obligado  á  conservar  los  bienes  hasta  su  muerte 
ponjue  sólo  así  puede  suceder  que  entren  á  poseerlos  los  suceso- 
res legítimos: 

Considerando  i  que  esta  cláusula  tiene  por  principal,  cuan- 
do no  por  verdadero  y  único  objeto,  impedir  la  enajenación  del 
caudal  relicto  para  que  pueda  conservarlo  el  favorecido  en  pri- 
mer término  por  el  testador  en  quien  no  cabe  suponer  mayor 
afecto  hacia  las  personas  inciertas  que  vengan  en  día  remoto 
á  constituir  la  sucesión  del  primer  instituido  y  esta  voluntad 
no  se  cumpliría  si  los  bienes  quedasen  á  la  libre  disposición  del 
heredero.  Se  revoca  la  resolución  de  veinticinco  de  Junio,  y  se 
confirma  la  nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  del  Centro 
de  la  Habana. 

Comuniqúese  lo  resuelto  por  medio  de  certificación  y  carta 
orden  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  y  publíquese 
en  la  Gaceta  Oficial, — Antonio  González  de  Mendoza. — Ante  mí. 
— ^Federico  García  Bamis. 


Vicenta  Martell  de  Bedia  contra  Francisco  Vázquez  Parga. 

Auto  núm.  62  (Julio  27  de  1900). 

Recurso  de  queja  interpuesto  por  Vázquez  Parga  contra  el  auto 
de  la  Audiencia  de  la  Sábana  denegatorio  del  recurso  de 
casación, 

BENDICIÓN  DE  CUENTAS. 

No  tienen  el  carácter  de  definitivas  las  resolnciones  que 
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ponen  ténnino  á  nn  incidente,  sino  las  qne  recayendo  sobre 
un  incidente  6  artículo  ponen  término  al  pleito  haciendo  im- 
posible sa  continuación. 

El  anto  que  declara  sin  logar  la  excepción  dilatoria  de 
falta  de  personalidad  del  demandado,  no  tiene  el  car&cter  de 
resolnción  definitiva  porque  no  pone  término  al  pleito. 

Besuliando :  que  en  autos  seguidos  en  el  Juzgado  de  Prime- 
ra Instancia  del  Distrito  de  Guadalupe  de  esta  ciudad  por  Vi- 
centa Martell  de  Bedia  -contra  Francisco  Vázquez  Parga  sobre 
rendición  de  cuentas,  el  Juez  dictó  auto,  en  veinte  y  uno  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  declarando  sin  lu- 
gar la  excepción  dilatoria  de  falta  de  personalidad  del  deman- 
dado, 7  establecida  apelación,  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  por  auto  de  catorce  de  Junio  último,  confir- 
mo el  de  primera  instancia : 

Resvltando:  que  el  Procurador  Luis  P.  Valdés,  á  nombre 
de  Vázquez  Parga,  interpuso  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  citando  las  ley-es  que  creyó  infringidas : 

Resultando:  que  dicha  Sala  por  considerar  que  la  resolu- 
ción objeto  del  recurso  no  era  definitiva  ni  tenia  el  carácter  de 
tal,  pues  no  hacía  imposible  la  continuación  del  juicio,  por  lo 
cnal  no  concurría  uno  de  los  requisitos  indispensables  para  que 
pudiera  admitirse  el  recurso,  según  el  número  primero  del  ar- 
tfenlo  séptimo  de  la  Orden  número  noventa  y  dos,  de  veinte  y 
seis  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  denegó,  según 
el  artículo  once  de  la  misma,  la  admisión : 

Resultando:  que  Vázquez  Parga  estableció  en  este  Supare- 
mo  Tribunal  recurso  de  queja  contra  el  auto  denegatorio  del 
recurso  de  casación,  alegando  que  la  Sala  sentenciadora  había 
cometido  error,  al  sentar  que  el  auto  dictado  por  ella  en  cator- 
ce de  Junio  de  este  año  no  tenía  el  carácter  de  resolución  defi- 
nitiva, pues  ese  auto  puso  término  al  incidente  que  Vázquez 
Parga  había  promovido : 

Considerando:  ser  doctrina  indefendible  la  de  que  tienen 
el  carácter  de  resoluciones  definitivas  las  que  ponen  término  á 
nn  incidente ;  pues  la  ley,  número  primero  del  artículo  mil  seis- 
cientos ocbenta  y  ocho  de  la  de  Enjuiciamiento  Civil,  asigna  el 
carácter  de  definitivas  no  á  las  que  ponen  término  á  un  inci- 
dente, sino  á  **las  que  recayendo  sobre  un  incidente  ó  artículo, 
ponen  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación"; 
y  que  el  »uto  que  declara  sin  lugar  la  excepción  dilatoria  de 
falta  de  personalidad  del  demandado,  no  tiene  el  carácter  de 
resolució;!  definitiva,  porque  no  pone  término  al  pleito,  lo  hacen 
evidente  hasta  el  mayor  extremo  los  artículos  quinientos  trein- 
ta y  dos  y  quinientos  treinta  y  ocho  de  la  Ley  de  En  juiciamien- 
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to  Civil,  el  primero  de  los  cuales  al  emimerap  las  únicas  excep- 
ciones dilatorias  admisibles,  señala  como  la  cuarta  la  falta  de 
personalidad  en  el  demandado,  y  el  segundo  artículo,  6  sea  el 
quinientos  treinta  y  oc'ho,  dispone  que  *' consentido  ó  ejecuto- 
riado el  auto  en  que  se  desestimen  las  excepciones  dilatorias,  á 
instancia  del  actor  se  hai^á  saber  al  demandado  que  conteste  á 
la  demanda": 

Considerando:  que,  por  tanto,  la  Sala  de  la  Audiencia  ha 
dado  aplicación  recta  de  todo  punto  á  la  buena  doctrina  legal 
y  cumplido  estrictamente  al  artículo  once  de  la  citada  Orden 
número  noventa  y  dos,  al  denegar  la  admisión  de  un  recurso 
al  que  faltaba  el  primer  requisito  exigido  en  el  artículo  sép- 
timo de  dicha  orden : 

Considerando :  que,  según  el  veinte  y  cinco  de  la  misma,  al 
desestimarse  el  recurso  de  queja,  se  ha  de  condenar  siempre  en 
costas  al  recurrente; 

8e  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja  interpuesto 
por  Francisco  Vázquez  Parga,  al  cual  se  condena  en  costas ;  co- 
muniqúese a  la  Audiencia  para  los  efectos  que  procedan,  y  pu- 
blíquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de 
la  Secretaria  de  Justicia,  librándose  para  ello  las  respectivas 
copias. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del  margen  ante  mí, 
como  Secretario  por  delegación. — Antonio  González  de  Mendo- 
za.— ^Pedro  González  Llórente.— Rafael  Cruz  Pérez. — José  M. 
García  Montes. — ^Angel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. — ^An- 
te mí,  Armando  Riva. 


Ramón  García  á  nombre  de  Blas  Fernández  O'Hallo&an, 

CONTRA  EL  REGISTRADOR  DE  LA  PROPIEDAD  DEL  CeNTRO. 

Resolución  núm.  5  (Julio  31  de  1900). 

Recurso  gubernativo  interpuesto  por  el  expresado  Oarcía  contra 
resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana, 
que  confirmó  la  negativa  del  Registrador  de  la  Propiedad 
del  Ceniro  á  cancelar  cierta  hipoteca. 

PERSONALIDAD  DE  MUJER  CASADA  CON  PODER  DE 
Sü  KLARIDO.   CANCELACIÓN  DE  HIPOTECA. 

Cuando  una  mujer  casada  comparece  en  las  escrituras 
donde  adquiere  y  cobra  un  crédito  hipotecario  por  sn  propio 
dereclio  y  en  uso  de  licencia  marital»  y  no  del  poder  que  él 
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marido  le  confirió  en  él  mismo  documento,  carece  de  objeto 
discutir  si  aquél  contenia  6  no  la  facultad  de  cancelar  la  U- 
poteca,  si  la  acreedora  se  limita  á  declarar  libre  &  sn  deudor 
en  el  acto  de  recibir  la  cantidad  prestada. 

Siendo  gananciales  todos  los  bienes  adquiridos  durante 
el  matrimonio  por  cualquiera  de  los  esposos,  mientras  no  se 
prueba  que  pertenecen  privatiyamente  al  marido  6  la  mujer, 
ésta  puede  obligar  esos  bienes  cuando  esté  facultada  para 
ello  por  su  marido,  entendiéndose  por  tal,  la  autorización  para 
enajenar  todos  los  bienes  de  uno  y  otro  cónjruge. 

La  hipoteca,  obligación  subsidiaria,  no  puede  existir  por 
sí  sola  después  que  se  ha  extinguido  la  principal. 

Visto  por  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo  el  recurso 
de  apelación  establecido  por  D.  Bamón  García,  como  apoderado 
de  D.  Blas  Fernández  O'Halloran,  contra  la  resolución  del  Pre- 
sidente de  la  Audiencia  de  la  Habana  fecha  treinta  de  Mayo 
último  que  confirmó  por  sus  propios  fundamentos  la  providen- 
cia del  Juez  Delegado,  fecha  veintitrés  de  Febrero  anterior  que 
á  la  letra  dice: 

** Vistos.  Resultando:  que  en  ocho  de  Enero  de  mil  ocho- 
cientos setentinueve  ante  el  Notario  de  Puerto  Príncipe  Juan 
Bautista  de  Herrera,  el  Sr.  Antonio  José  de  la  Torre  y  de  la 
Torre  concedió  licencia  marital  á  su  esposa  Doña  Cupertina  de 
la  Torre  y  Guerra  para  que  administrara  y  dispusiera  libre- 
mente de  los  bienes  de  ella,  y  le  confirió  poder  con  facultades 
idénticas  respecto  de  los  propios  bienes  del  poderdante,  inclu- 
yendo en  ellas  las  de  gravar,  permutar,  vender,  cobrar  y  perci- 
bir todo  lo  que  se  adeudare : 

Resultando:  que  en  dieciseis  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventiocho  ante  el  Notario  Carlos  Laurent,  Enrique  de  la  To- 
rre y  Lastra  cedió  á  favor  de  Cupertina  de  la  Torre  y  Guerra 
el  crédito  de  un  mil  pesos  oro  con  garantía  hipotecaria  sobre  la 
casa  Estrella  ciento  treintitrés  de  la  propiedad  de  María  de  los 
Angeles  García,  y  Sardina,  cuyo  crédito  aceptó  dicha  Sra.  Cu- 
pertina de  la  Torre : 

Resultando:  que  más  tarde,  ó  sea  en  ocho  de  Julio  de  mil 
ochocientos  noventinueve  la  Sra.  Cupertina  de  la  Torre  recibió 
de  D.  Manuel,  D.  Cristóbal  y  Doña  Rosalía  Hernández  y  Gar- 
cía, herederos  éstos  testamentarios  de  Doña  María  de  los  An- 
geles García  y  Sardina,  el  crédito  de  mil  pesos,  otorgando  el  co- 
rrespondiente recibo  y  dando  por  cancelada  la  obligación  según 
la  escritura  otorgada  ante  el  Notario  de  esta  ciudad  D.  Fran- 
cisco de  Castro  y  Flaquer  y  en  la  que  los  herederos  de  Angela 
García,  vendieron  el  inmueble  referido  á  D.  Blas  Fernández  y 
O'Halloran : 

Resultando :  que  presentado  el  anterior  documento  al  Regia- 
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tro  de  la  Propiedad  del  Centro  para  su  inscripción,  el  señor 
Registrador  puso  al  pie  del  testimonio  la  siguiente  nota:  ** Ins- 
crito el  documento  que  precede  en  cuanto  á  la  compraventa  al 
folio  catorce  vuelto  del  tomo  ciento  siete  de  este  Registro,  finca 
cuatro  mil  setecientos  veintitrés,  inscripción  quinta.  Y  no  admi- 
tida en  cuanto  á  la  cancelación  de  hipoteca  que  verifica  Doña 
Cupertina  de  la  Torre  porque  apareciendo  en  ©1  Registro  que 
dicha  señora  adquirió  el  crédito  que  ahora  se  cancela,  siendo  de 
estado  casada  con  D.  Antonio  José  de  la  Torre,  hay  que  repu- 
tar dicho  derecho  real  de  la  sociedad  de  gananciales  según  el 
artículo  mil  cuatrocientos  uno  del  Código  Civil  y  entenderse 
inscripto  á  nombre  de  la  sociedad  legal,  de  la  que  el  marido  e« 
el  que  tiene  su  administración  y  libre  disposición,  y  en  este  con- 
cepto carece  de  capacidad  la  Doña  Cupertina  de  la  Torre  para 
cancelarla  por  cuanto  que  con  la  licencia  marital  solo  puede  dis- 
poner de  sus  bienes  propios ;  y  aunque  por  el  mismo  documento 
el  marido  confiere  poder  á  su  dicha  esposa,  ésta  no  concurre  á 
cancelar  como  apoderado  en  la  escritura  que  se  califica  ni  tam- 
poco por  dicho  poder  se  confiere  facultad  para  cancelar  hipo- 
tecas. Y  no  pareciendo  subsanable  dicho  defecto  no  procede 
tampoco  tomarse  anotación  preventiva  de  la  cancelación**: 

Resultando:  que  D.  Ramón  García  Fernández  como  apode- 
rado de  D.  Blas  Fernández  O'Halloran  presentó  escrito  inter- 
poniendo recurso  gubernativo  contra  la  nota  del  Registrador 
de  la  Propiedad  fundado  en  las  Resoluciones  de  la  Dirección 
General  de  los  Registros  de  España  de  veintinueve  de  Mayo  de 
mil  ochocientos  noventa,  quince  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos noventiuno  y  trece  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenticua- 
tro,  en  la  que  se  dispone  por  esta  última  que  las  cancelaciones 
constituyen  verdaderas  enajenaciones,  y  solicitó  se  revocara  la 
calificación  hecha  en  cuanto  á  la  cancelación  de  la  hipoteca  or- 
denando la  inscripción  de  dicha  cancelación : 

Resultando:  que  habiéndose  por  presentado  el  recurso  ae 
mandó  oir  al  Registrador  de  la  Propiedad,  el  que  es  de  opinión 
se  confirme  en  todas  sus  partes  la  calificación  recurrida : 

Considerando:  que  la  denegatoria  del  Registrador,  entre 
otros  motivos,  se  funda  en  tener  el  carácter  de  gananciales  loa 
bienes  de  que  se  trata  y  carecer  de  facultades  para  enajenarlos 
la  Sra.  Cupertina  de  la  Torre : 

Considerando:  que  en  efecto  la  hipoteca  cuya  cancelación 
se  pretende,  tiene  el  carácter  de  bienes  gananciales  á  tenor  de 
las  disposiciones  contenidas  en  los  artículos  mil  cuatrocientos 
uno  y  mil  cuatrocientos  siete  del  Código  Civil : 

Considerando:  que  conforme  al  mil  cuatrocientos  dieciseis 
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de  dicho  cuerpo  legal,  la  mujer  no  podrá  obligar  los  bienes  de 
ia  sociedad  de  gananciales  sin  consentimiento  del  marido : 

Considerando :  que  la  licencia  y  poder  concedidos  á  la  men- 
cionada Doña  Cupertina,  por  su  marido,  se  refieren  sólo  á  los 
bienes  propios  de  éste,  y  á  los  de  la  exclusiva  propiedad  de 
aquélla. 

Se  confirma  en  todas  sus  partes  la  nota  puesta  al  pie  del 
título  número  ochocientos  cuatro  por  el  señor  Registrador  de 
la  Propiedad  del  Centro  y  notifíquese. 

Así  lo  mando  y  firma  el  Sr.  D.  Arturo  Hevia  y  Díaz,  Juez 
de  Primera  Instancia  de  Belén  y  Delegado  para  la  Inspección 
de  dicho  Registro:  doy  fe. — Arturo  Hevia. — P.  D.  Ante  mí, 
José'Mejías": 

Resultando :  que  el  apelante  en  su  escrito  de  folio  cincuen- 
ta al  cincuentitrés  refutó  los  Considerandos  en  que  el  Juez  trató 
como  único  particular  la  cuestión  de  gananciales  al  aprobar  la  ' 

nota  del  Registrador,  insistiendo  en  los  argumentos  alegados  en 
su  instancia  del  folio  treinta  al  treintinueve,  donde  además  ra- 
zonó extensamente  cuanto  á  los  otros  dos  defectos  consignados 
por  el  Registrador,  á  saber,  que  Doña  Cupertina  de  la  Torre  no 
concurrió  á  la  escritura  haciendo  uso  de  poder  de  su  marido,  ni 
este  documento  contenía  la  facultad  de  cancelar:  ¡ 

Considerando:  que  puesto  que  la  otorgante  compareció  en 
las  escrituras  donde  adquirió,  y  cobró  el  crédito  hipotecario  por 
su  propio  derecho  y  en  uso  de  la  licencia  marital  y  no  del  po- 
der que  se  la  confirió  en  el  mismo  documento,  carece  de  objeto 
discutir  si  este  contenía  ó  no  la  facultad  de  cancelar,  ya  que 
la  acreedora  se  limitó  á  declarar  libre  á  su  deudor  en  eí  acto  de 
recibir  la  cantidad  prestada: 

Considerando:  que  siendo  gananciales  conforme  á  los  ar- 
tículos mil  cuatrocientos  uno  y  mil  cuatrocientos  siete  del  Có- 
digo Civil,  todos  los  bienes  adquiridos  durante  el  matrimonio 
por  cualquiera  de  loe  esposos  mientras  no  se  pruebe  que  perte- 
necen privativamente  al  marido  ó  á  la  mujer,  ésta  última  pue- 
de, según  el  artículo  mil  cuatrocientos  dieciseis,  obligar  esos 
bienes  cuando  esté  facultada  por  su  marido  como  sucede  en  el 
presente  caso,  donde  autorizó  á  Doña  Cupertina  para  enajenar 
todos  los  bienes  de  uno  y  otro  cónyuge,  y  en  tan  amplia  de- 
signación están  comprendidos  los  gananciales  que  les  pertene- 
cen de  por  mitad : 

Considerando:  que  la  hipoteca,  obligación  subsidiaria,  no 
puede  existir  por  sí  sola,  después  que  se  ha  extinguido  la  prin- 
cipal, y  reconociendo  esta  verdad  la  Dirección  general  de  los 
Registros  de  la  Propiedad  ha  modificado  el  criterio  resptrictivo 
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con  que  venía  exigiendo  la  expresa  facu»ltad  de  cancelar  los  cré- 
ditos hipotecarios,  declarando  en  la  resolución  de  veinte  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventicuatro  tomo  noventiocho  del 
Boletín,  página  doscientas  cincuentinueve,  "que  después  de  los 
artículos  mil  ciento  setentiseis,  mil  ciento  setentisiete  y  mil 
ciento  ochenta  del  Código  Civil,  hay  que  mitigar  el  rigor  de  la 
doctrina  que  declaraba  en  cierto  modo  independiente  el  cum- 
plimiento de  la  obligación  principal  y  la  subsistencia  de  la  hi- 
poteca que  la  garantizaba,  puesto  que  el  mismo  legislador  ha 
estimado,  cual  era  de  razón  y  justo,  que  hecha  debidamente  la 
consignación  (que  al  cumplimiento  de  la  obligación  equivale) 
la  cancelación  es  ya  un  derecho  del  deudor",  y  en  resolución  de 
veinticuatro  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventicinco,  tomo 
cien,  página  quinientos  trece,  consignó  la  opinión  de  que  *' fue- 
ra absurdo  reputar  á  un  individuo  dueño  del  crédito:  ó  sea  lo 
principal,  y  negarle  el  derecho  de  extinguir  lo  accesorio;  esto 
es,  la  hipoteca,  lo  que  valdría  tanto  como  declarar  que  podía 
cobrar,  mas  no  cancelar  la  hipoteca  que  aseguraba  el  cobro": 

Se  revoca  la  resolución  de  treinta  de  Mayo,  su  concordante 
de  veintitrés  de  Febrero  y  la  nota  del  Registrador  fecha  siete 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventinueve  y  se  declara  que 
procede  cancelar  la  hipoteca  referida  en  el  número  octavo  de 
la  escritura  de  ocho  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventinueve, 
de  conformidad  con  la  manifestación  que  allí  consignó  la  acree- 
dora Doña  Cupertina  de  la  Torre  de  haber  recibido  el  importe 
del  crédito  otorgando  carta  de  pago  en  forma,  y  dando  libre  de 
toda  responsabilidad  á  los  deudores  y  casa  afecta,  y  por  cance- 
lada en  todas  sus  partes  la  hipoteca  constituida  por  capital,  in- 
tereses y  costas,  consintiendo  que  esta  cancelación  se  anoté  en 
el  Registro  de  la  Propiedad  y  donde  más  convenga. 

Comuniqúese  lo  resuelto,  por  medio  de  certificación  y  carta 
orden,  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  y  publíquese 
en  la  Gaceta  Oficial, — ^Antonio  González  de  Mendoza. — ^Ante  mL 
— ^Federico  García  Ramis. 


Ángel  Grimal,  como  tutor  de  los  menores  hijos  de  Don  Ve- 
nancio MOREIRA,  CONTRA  LOS  SEÑORES  PeDRO  PaBLO,  JuAN 

Antonio  y  Juan  Manuel  Garmendía  y  Arango. 
Auto  núm.  66  (Agosto  2  de  1900). 
Recurso  de  queja  interpuesto  por  Juan  Antonio  Ghirmendia  y 
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Arango,  contra  el  auto  dictado  por  la  Audiencia  de  Pinar 
del  Río  en  6  de  Julio  de  1900. 

INCIDENTE  EN  COBRO  DE  COSTAS. 

Ko  tiene  concepto  de  sentencia  definitiva  el  anto  qne  nie- 
ga la  nulidad  de  un  trámite  en  un  incidente  sobre  cobro  de 
costas,  porqne  ni  pone  término  al  pleito  principal,  ni  hace 
imposible  sa  continuación. 

Resultando:  que  en  el  incidente  de  cobro  de  costas  al  jui- 
cio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  poír  Ángel  Grimal  co- 
mo tutor  de  los  menores  hijos  de  D.  Venancio  Moreira  contra 
Pedro  Pablo,  Juan  Antonio  y  Juan  Manuel  Oarmendia  y  Aran- 
go, establecieron  éstos  demanda  de  nulidad  de  actuaciones  fun- 
dada en  que  no  se  les  hizo  saber  oportunamente,  al  constituir- 
se la  Sala  para  la  celebración  de  la  vista,  la  sustitución  de  uno 
de  los  Magistrados,  cuya  demanda  fué  declarada  sin  lugar  en 
auto  de  veinte  y  dos  de  Junio  último  porque  á  juicio  de  la  Sala 
sentenciadora  el  resolutorio  de  la  apelación  había  dejado  con- 
clusa la  segunda  instancia  y  contra  esa  clase  de  resoluciones 
no  cabe  la  nulidad  pretendida,  la  cual  supone  la  existencia  de 
un  juicio  en  tramitación : 

Resultando:  que  establecido  contra  ese  auto  denegatorio  el 
recurso  de  súplica  y  subsidiariamente  el  de  casación,  fundado 
este  último  en  el  artículo  setecientos  sesenta,  caso  primero  de 
los  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho,  mil  seiscientos  ochenta  y 
nueve  y  mil  seiscientos  noventa,  todos  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  citando  como  infringidos  el  artículo  trescientos 
sesenta  y  ocho  y  los  setecientos  cuarenta  al  setecientos  cuarenta 
y  cuatro  de  la  misma  Ley  procesal  en  el  concepto  de  que  no 
podía  rechazarse  una  demanda  de  nulidad  de  actuaciones  cuan- 
do se  establece  con  arreglo  a  lo  dispuesto  en  la  Ley  procesal 
contra  una  resolución  que  tiene  el  carácter  de  sentencia  defini- 
tiva como  el  auto  de  veinte  y  dos  de  Junio  último  que  puso 
término  á  las  diligencias  de  ejecución  que  eran  el  asunto  prin- 
cipal: 

Resultando:  que  por  el  auto  del  día  seis  de  Julio  del  co- 
rriente año  declaró  la  Sala  sentenciadora  sin  lugar  ambos  re- 
cursos, consignando,  respecto  al  de  casación,  que  el  auto  recu- 
rrido no  ponía  término  al  juicio  haciendo  imposible  su  conti- 
nuación : 

Resultando:  que  el  litigante  Juan  Antonio  Oarmendia  ma- 
nifestó dentro  del  término  legal  correspondiente  que  se  propo- 
nía recurrir  en  queja  contra  el  referido  auto  denegatorio  del 
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recurso  de  casación  y  formalizada  la  queja  »e  designó  para  la 
vista  el  dia  dos  del  actual,  celebrándose  ésta  con  asistencia  del 
abogado  del  recurrente: 

Considerando:  que  siendo  la  materia  del  juicio  principal 
la  nulidad  de  actuaciones,  reivindicación  de  terrenos  y  pago  de 
cantidad  y  la  del  incidente  promovido  por  los  Qarmendías  ai 
la  Audiencia,  la  nulidad  de  un  trámite  en  la  sustanciación  de 
un  incidente  en  cobro  de  costas,  la  resolución  dictada  en  este 
artículo,  no  ha  podido  poner  término  al  pleito  principal  ha- 
ciendo imposible  su  continuación,  puesto  que  se  ha  limitado  á 
resolver  un  punto  secundario,  de  modo  que  la  referida  resolu- 
ción no  tiene  concepto  de  sentencia  definitiva  y  no  puede  por 
lo  mismo,  ser  susceptible  del  recurso  interpuesto,  de  todo  lo 
cual  resulta  que  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río  se  ha  ajustado 
á  derecho  al  no  admitirla; 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto  por 
Juan  Antonio  Garmendía  y  Arango  contra  el  auto  denegatorio 
de  casación  dictado  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río  en  seis 
de  Julio  del  corriente  año,  con  las  costas  á  cargo  del  recurren- 
te; y  comuniqúese  esta  decisión  á  la  referida  Audiencia  para  lo 
que  proceda,  publíquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Co- 
lección á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  á  cuyo  efecto  se 
librarán  las  copias  necesarias. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al  margen  se  ex- 
presan, ante  mí,  de  que  certifico  como  Secretario  por  delega- 
ción.— -Antonio  González  de  Mendoza. — Pedro  González  Lloren- 
te.— Rafael  Cruz  Pérez. — José  M.  García  Montes. — ^Angel  C. 
Betancourt. — ^Ante  mí,  Armando  Riva. 


Vicenta  Martell  de  Bedia,  contra  Francisco  Vázquez  Pabga. 

Auto  núm.  67  (Agosto  3  de  1900). 

Recurso  de  queja  interpuesto  por  Francisco  Vázquez  Parga 
contra  el  auto  de  la  Audiencia  de  la  Hahana  denegándole 
la  admisión  del  recurso  de  capación. 

JUICIO  DE  DESAHUCIO. 

En  los  inicios  de  desaliucio  en  qne  la  renta  annal  de  la 
finca  no  exceda  de  5,000  pesetas,  no  se  da  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal,  con  arreglo  al  caso 
2.0  del  Artículo  1692  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Resultando:  que  en  el  juicio  de  desahucio  establecido  en  el 
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Juzgado  de  la  Catedral  de  esta  ciudad,  por  Vicenta  Martel  de 
Bedia  contra  Francisco  Vázquez  Parga  sobre  desalojo  de  la 
planta  baja  de  la  casa  calle  de  San  Jacinto  número  uno.  cuya 
renta  mensual  es  de  sesenta  pesos  en  oro,  dictó  sentencia  el 
Juez  de  Primera  Instancia,  declarando  con  lugar  dicho  desahu- 
cio; y  establecida  apelación  por  el  demandado  se  admitió  esta 
en  ambos  efectos,  elevándose  los  autos  al  Tribunal  Superior, 
7  una  vez  tramitada  la  segunda  instancia,  el  mismo  día  señala- 
do para  la  vista  presentó  escrito  la  representación  de  la  parte 
demandante,  manifestando  que  no  constaba,  ni  aparecía  que  el 
demandado  hubiera  consignado  las  rentas  vencidas  durante  la 
snstanciación  de  la  apelación,  procediendo  declarar  desierto,  el 
recurso;  y  la  Sala  declaró,  por  auto  de  veinte  y  dos  de  Junio 
último,  desierto  el  recurso  y  ñrme  la  sentencia  de  desahucio 
con  las  costas  á  cargo  del  apelante : 

Resultando:  que  contra  este  auto  interpuso  el  demandado 
recurso  de  casació^n  por  infracción  de  ley  autorizado  por  el  nú- 
mero primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  y  citando  las  disposiciones  legales  á  su  juicio 
infringidos;  recurso  cuya  admisión  fué  denegada  por  ser  la 
renta  de  la  finca  inferior  á  cinco  mil  pesetas  anuales : 

Resultando:  que  cumplido  lo  preceptuado  en  los  artículos 
diez  y  seis,  diez  y  siete  y  diez  y  ocho  y  personada  también  la 
parte  demandante  se  verificó,  previos  los  trámites  del  caso  en 
este  Supremo  Tribunal,  la  vista  pública  el  día  dos  del  corrien- 
te, informando  el  abogado  director  de  la  parte  no  recurrente : 

Considerando:  que,  según  el  caso  segundo  del  artículo  mil 
aeiseientos  noventa  y  dos  de  Enjuiciamiento  Civil,  no  se  dará 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal 
en  los  juicios  de  desaihucio,  cuando  la  renta  anual  de  la  finca 
no  exceda  de  cinco  mil  pesetas;  y  ccnistando  en  autos  que  la  de 
qae  se  trata  en  el  caso  presente  solo  llega  a  tres  mil  seiscientas 
pesetas  al  año,  es  evidente  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana,  al  denegar  el  recurso  interpuesto,  ha  aplicado 
acertadamente  el  precepto  citado  de  la  Ley  procesal  vigente : 

Considerando:  que  al  desestimarse  el  recurso  de  queja  se 
condenará  siempre  en  costas  al  recurrente,  según  lo  dispone  el 
articulo  veinte  y  cinco  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  so- 
bre casación ; 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  que  contra  el 
ante  dictado  el  veinte  y  dos  de  Junio  último  por  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  se  interpuso  por  Francisco 
Vázquez  Parga,  condenándase  á  éste  en  las  costas;  y  comuni- 
qúese esta  resolución  al  Tribunal  sentenciador  para  lo  que  pro- 
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ceda,  publíquese  en  la  Oaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  i 
cargo  de  la  Secretaria  de  Justicia  á  cuyo  efecto  se  librarán  las 
copias  necesarias. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al  margen  se 
expresan,  ante  mí  de  que  certifico  como  Secretario  por  delega- 
ción.— ^Antonio  González  de  Mendoza. — Rafael  Cruz  Pérez.-^ 
José  M.  García  Montes. — ^Angel  C.  Betancourt. — Octavio  Gi- 
berga. — ^Ante  mí,  Armando  Riva. 


Manuel  A.  Junco^  como  administrador  del  intestado  de  Mer- 
cedes Amador^  contra  Francisco  J.  Mestre. 

Auto  nÚBL  69  (Agosto  14  de  1900). 

Recurso  de  queja  interpuesto  por  Francisco  Arango  contra  el 
auto  dictado  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  5  de  Julio 
de  1900. 

RAMO  SEPARADO  SOBRE  CUMPLIMIENTO  DE  EXHORTO. 

No  tiene  él  carftcter  de  sentencia  definitiva,  &  los  efec- 
tos del  Articulo  1,687  y  número  lo  del  1,688  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  el  auto  dictado  en  un  ramo  separado  á  la 
pieza  de  administración  de  un  Juicio  ejecutivo,  que  no  impi- 
de, entorpece,  ni  mucho  menos  pone  término  á  dichos  inci- 
dente y  pleito  principaL 

Resultando :  que  en  los  autos  del  ramo  separado  de  la  pieza 
de  Administración  correspondiente  al  juicio  ejecutivo  seguido 
en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Guadalupe, 
de  esta  capital,  por  Manuel  A.  Junco,  como  Administrador  del 
intestado  de  Mercedes  Amador,  contra  Franisco  J.  Mestre,  cuyo 
ramo  separado  se  formó  para  tratar  del  cumplimiento  de  im 
exhorto  expedido  por  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Dis- 
trito de  Belén,  de  esta  misma  capital,  en  virtud  de  otro  juicio 
ejecutivo  seguido  por  Francisco  Arango  y  de  la  Luz,  contra 
Fanny  Galarraga  de  Mestre  y  continuado  contra  la  sucesión  de 
ésta  y  demás  poseedores  del  Ingenio  San  José  de  Elosegui,  soli- 
citando el  Juez  exhortante  el  alzamiento  del  embargo  y  admi- 
nistración judicial  constituidos  en  el  primero  de  ambos  juicio» 
sobre  la  finca  mencionada,  se  personó  el  Procurador  Tomás  J. 
Granados  á  nombre  de  Francisco  Arango  para  que  se  le  tuviera 
por  parte  al  único  y  exclusivo  objeto  del  particular  compren- 
dido en  el  exhorto ;  y  habiendo  alegado  el  ejecutante  Junco  que 
el  Procurador  Granados  venía  aduciendo  peticiones,  como  si  se 
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tratase  de  una  parte  legítima  é  interesada  y  pedido  que  por  el 
aetaario  se  devolvieran  á  dicho  Procurador  Arango  cuantos  escri- 
tos presentara,  declaró  el  Juez  en  proveído  de  siete  de  Abril  de 
mil  ochocientos  noventa  7  seis,  no  haber  lugar  á  lo  interesado  por 
el  ejecutante,  quien  estableció  recurso  de  reposición  y,  por  ha- 
berse declarado  ésta  sin  lugar  en  auto  de  primero  de  Mayo  del 
mismo  año,  interpuso  apelación  que  le  fué  admitida  en  un  solo 
efecto: 

Resultando:  que  en  treinta  y  uno  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  se  dictó  auto  por  el  Juez  de  Guadalupe 
declarando  con  lugar  el  recurso  de  reposición  establecido  por 
Junco  contra  una  resolución  anterior  del  propio  Juez  y  en  su 
consecuencia  que  no  era  firme  aún  la  dictada  en  diez  y  nueve  de 
Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  (por  la  cual  aparece 
que  se  había  accedido  al  cumplimiento  del  citado  exhorto)  or- 
denándose además  en  dicho  auto  de  treinta  y  uno  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  que  se  dejasen  sin  efecto 
cuantas  diligencias  se  habían  llevado  á  cabo  para  la  ejecución 
de  lo  dispuesto  en  diez  y  nueve  de  Abril  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cinco  y  reponiéndose  las  cosas  al  ser  y  estado  que  te- 
nían en  esta  última  fecha;  contra  cuyo  auto  de  Agosto  treinta 
7  uno  apeló  la  representeción  de  Arango,  admitiéndosele  la 
apelación  en  ambos  efectos: 

Resultando:  que  personados  ante  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana Francisco  Arango  y  de  la  Luz  y  el  ejecutante  Manuel  A. 
Junco,  sin  haber  comparecido  el  ejecutado  Francisco  J.  Mestre 
á  quien  por  tal  razón  se  venía  notificando  en  los  estrados  de 
dicho  Tribunal,  de  conformidad  aquellos  dos  en  que  se  sustan- 
ciaran conjuntamente  ambas  apelaciones,  las  resolvió  la  Sala 
de  lo  Civil  en  auto  que  dictó  en  veinte  de  Junio  del  corriente 
año,  por  el  cual,  estimando,  entre  otros  fundamentos,  que  á  la 
persona  que  presente  un  exhorto  no  se  le  permitirá  que  lo  acom- 
pañe con  escrito  alguno,  á  no  ser  indispensable  para  dar  expli- 
caciones y  noticias  que  faciliten  su  cumplimiento:  que  al  porta- 
dor de  un  exhorto  no  deben  notificarse  las  providencias  dictadas 
para  su  cumplimiento  sino  cuando  se  prevenga  en  el  mismo 
exhorto  que  se  practique  alguna  diligencia  con  citación  y  con- 
currencia del  que  lo  presentare  ó  cuando  sea  necesario  reque- 
rirle para  que  suministre  algunos  datos  ó  noticias  que  puedan 
facilitar  el  cumplimiento:  que  no  es  de  aplicación  á  los  casos 
en  que  se  trata  del  cumplimiento  de  un  exhorto  el  precepto  de 
carácter  general  contenido  en  el  párrafo  segundo  del  artículo 
doscientos  sesenta  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  si  los 
de  los  artículos  doscientos  noventa  y  doscientos  noventa  y  ocho 
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que  Qo  permiten  ccHieeder  á  Arango  en  diligencias  de  tal  clase 
otra  intervención  que  la  expresada,  teniendo  Arango,  como 
parte  que  es  en  el  juicio  del  cual  el  exhorto  procedía,  amparar 
dos  en  aquel  juicio  sus  derechos:  y  que  admitida  como  lo  ha 
sido  al  ejecutante  en  el  presente  juicio,  Manuel  A.  Junco,  una 
tercería  de  mejor  derecho  en  el  otro  juicio  ejecutivo  ya  aludido 
que  Arango  promovió  ante  el  Juzgado  de  Belén  del  cual  procede 
el  exhorto  presentado  en  el  de  Guadalupe,  aun  cuando  no  puede 
este  último  Juzgado  prejuzgar  el  resultado  que  tendrá  seme- 
jante tercería,  no  debe  por  otra  parte  dejar  de  tener  en  cuenta 
el  estado  legal  creado  por  su  admisión,  proveyó  la  Sala  de  lo 
Civil  revocando  el  auto  de  primero  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
noventa  y  seis  y  la  providencia  concordante  del  mismo  de  siete 
de  Abril  del  propio  año  y  confirmando  el  auto  de  treinta  y  uno 
de  Agosto  de  mil  ochocLentos  noventa  y  nueve : 

Resultando:  que  contra  el  referido  auto  de  la  Sala,  fecha 
veinte  de  Junio  del  año  actual,  interpuso  Francisco  Arango  y 
de  la  Luz  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma, 
que  la  Sala  denegó  en  cinco  del  siguiente  mes  de  Julio,  porque, 
á  su  juicio,  no  tiene  el  auto  recurrido  el  carácter  de  sentencia 
definitiva  pues  no  pone  término  al  pleito  ejecutivo  principal  ni 
hace  imposible  su  continuación,  siendo,  además,  inadmisible  tal 
recurso  por  no  haber  pedido  el  recurrente  en  la  primera  ni  en 
la  segunda  instancias  la  subsanación  de  falta  alguna  de  las  que 
dan  lugar  á  reclamar  en  casación : 

Resultando:  que  contra  el  expresado  auto  denegatorio  de 
cinco  de  Julio  prqximo  pasado  ha  recurrido  Arango  en  queja 
ante  este  Supremo  Tribunal,  alegs^do  que  el  auto  de  veinte  de 
Junio  precedente  tiene  el  concepto  de  sentencia  definitiva  i 
los  efectos  de  la  casación,  como  toda  resolución  que  declara 
á  una  personalidad  no  ser  parte  en  el  juicio,  conforme  á  la 
doctrina  establecida,  entre  otras,  que  no  menciona,  en  la  sen- 
tencia de  diez  y  ocho  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
uno,  y  exponiendo  varias  consideraciones  relativas  á  la  recla- 
mación que  afirma  haber  oportunamente  practicado  para  la  sub- 
sanación de  la  falta  de  procedimiento  que  dice  cometida:  re- 
curso de  queja  que  sostuvo  en  el  acto  de  la  vista  pública»  ce- 
lebrado en  diez  del  actual,  el  letrado  defensor  del  recurrente, 
impugnándolo  á  la  vez  el  de  Manuel  A.  Junco,  que  solicitó  se 
declare  sin  lugar  por  los  mismos  fundamentos  que  contiene  el 
auto  denegatorio  del  de  casación  y  también  porque  al  interpo- 
nerse este  último  no  se  cumplió,  lo  dispuesto  en  el  número  pri- 
mero del  artículo  quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos : 

Considerando:  que  el  recurso  de  casación  solo  procede,  se- 
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gm  el  articulo  mil  seiscientos  ochenta  y  siete  y  número  prime- 
ro del  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento  Civil  contra  las  sentencias  definitivas  ó  contra  las  re- 
soluciones que  recayendo  en  un  incidente  6  artículo,  merezcan 
el  concepto  de  tales  por  poner  término  al  pleito,  haciendo  im- 
posible su  con<tinuación : 

Considerando-,  que  el  auto  de  veinte  de  Junio  de  este  año 
recayó  en  un  ramo  separado  que  se  formó  a  la  pieza  de  admi- 
nistración perteneciente  al  juicio  ejecutivo  seguido  por  Manuel 
A.  Junco  contra  Francisco  J.  Mestre,  á  cuyo  incidente  de  ad- 
ministraciója  no  ha  puesto  término  y  mucho  menos  al  pleito 
principal,  cuya  continuación  en  ningún  modo  se  viene  á  impe- 
dir, ni  siquiera  á  entorpecer,  por  consecuencia  del  auto  refe- 
rido: 

Considerando-,  que  la  doctrina  á  que  alude  el  recurrente, 
según  la  cual  **es  por  su  nart;uraleza,  definitiva  la  providencia 
de  no  tenerse  por  parte  al  que  en  forma  pretende  acreditar  su 
derecho  á  la  cosa  litigiosa,  y  pone,  rest)ecto  de  él  término  al 
juicio,  siempre  que  no  pueda  promoverlo  después  de  dictarse 
sentencia  ejecutoria" — admitiendo  que  pudiera  ser  de  aplica- 
ción, dada  la  naturaleza  de  este  juicio,  en  el  caso  de  que  pre- 
tendiese Arango  ejercitar  la  acción  como  ejecutante  ú  oponer 
excepciones  como  ejecutado,  ó  discutir  como  tercero  el  dominio 
ó  su  mejor  derecho  respecto  de  los  bienes  embargados,  no  es 
pertinente  en  realidad  al  caso  en  que  se  invoca,  pues  la  inter- 
vención que  Arango  solicita  en  las  diligencias  sobre  cumpli- 
miento de  un  exhorto,  incidentales  de  la  pieza  de  Administra- 
ción formada  en  el  mencionado  ejecutivo,  no  es  ni  puede  ser 
medio  hábil  para  el  esclarecimiento  y  determinación  de  su  de- 
recho, que  no  cabe  decidir  en  semejantes  diligencias,  y  por  tan- 
to la  resolución  que  se  opone  á  que  intervenga  en  ella,  no  cons- 
tituye obstáculo  legal  para  establecer  distinta  promoción  en  la 
correspondiente  forma,  apareciendo,  por  otra  parte,  del  mismo 
auto  al  cual  se  contrae  la  presente  queja,  que  entre  el  recurren- 
te Arango  y  el  ejecutante  Junco  se  ha  entablado  contienda  en 
é  juicio  de  tercería  propuesto  por  el  último  como  incidente  al 
ejecutivo  en  que  el  primero  obtuvo  dicho  exhorto : 

Considerando-,  que  según  lo  expuesto  y  con  sujeción  al  ar- 
tículo XI  en  relación  con  el  número  primero  del  VII  de  la  Or- 
den número  noventa  y  dos  del  año  de  mil  ochocientos  noventa 
y  nueve,  la  Sala  sentenciadora  debía  denegar,  como  ha  denega- 
do, por  improcedente  el  recurso  de  casación  establecido,  sin  que 
dada  su  improcedencia  sea  necesario,  ni  aun  oportuno,  exami- 
nar 8Í  con  anterioridad  á  su  interposición  ó  al  tiempo  de  inter- 
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ponerlo  se  han  cumplido  6  no  por  el  recurrente  determinados 
requisitos  solo  atendibles  en  segundo  término,  pues  en  rigor  re- 
visten importancia  únicamente  cuando  hubiere  lugar  a  recurrir 
en  casación: 

Considerando:  que,  al  desestimarse  el  recurso  de  queja  de- 
be condenarse  en  las  costas  á  la  parte  recurrente,  según  el  ar- 
tículo XXV  de  la  antecitada  Orden  número  noventa  y  dos; 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  interpuesto  por 
Francisco  Arango  y  de  la  Luz  contra  el  auto  dictado  en  estos 
autos  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  con 
fecha  cinco  de  Junio  próximo  pasado,  y  se  imponen  las  costas  al 
recurrente;  comuniqúese  á  la  Audiencia  referida,  para  lo  que 
proceda,  á  cuyo  efecto,  y  para  la  publicación  de  este  auto  en  la 
Gaceta  de  la  Rabana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría 
de  Justicia  expídanse  las  copias  necesarias. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  que  al  margen  se 
expresan,  ante  mí,  de  que  certifico  como  Secretario  por  dele- 
gación.— ^Pedro  González  Llórente.— José  M.  García  Montes. — 
Eudaldo  Tamayo. — ^Angel  C.  Betancourt. — ^Octavio  Giberga. — 
Ante  mí,  Armando  Biva. 


Anoel  Grimal,  como  tutor  de  los  menores  Luis  María  Bed- 
trÍn  y  Óscar  María  Moreira,  contra  el  Ldo.  Juan  An- 
tonio Garmendía  y  compartes. 

Auto  núm.  70  (Agosto  14  de  1900). 

Recurso  de  queja  interpuesto  por  Juan  A.  Garmendía  contra  él 
auto  dictado  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río  en  13  de 
Julio  de  1900. 

NXTLIDAD  DE  ACTUACIONES,  REIVINDICACIÓN 
DE  TERRENOS  7  COBRO  DE  PESOS. 

La  Interposiclóii  del  recnrso  de  nulidad  no  Intermmpe  él 
ténnlno  de  6  días  señalado  por  el  Articulo  3.o  de  la  Orden  nú> 
mero  92  de  1899,  para  establecer  el  de  casación,  cuyo  tér- 
mino, como  todos  los  concedidos  para  pedir  contra  las  reso- 
luciones Judiciales,  es  continuo  é  improrrogable. 

Resultando:  que  €n  autos  seguidos  por  Ángel  Qrimal  co- 
mo tutor  de  Luis  María  Beltrán  y  Osear  María  Moreira  con- 
tra el  Ldo.  Juan  Antonio  Garmendía  y  compartes  sobre  nuli- 
dad de  actuaciones,  reivindicaciones  de  terrenos  y  cobro  de  pe- 
sos, la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  Pinar  del  Eío  por 
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anto  de  trece  de  Julio  del  corriente  año  declaró  no  haber  lugar 
á  admitir  el  recurso  de  súplica  ni  el  de  casaciqn  que  el  repre- 
sentante del  mencionado  Garmendía  en  escrito  de  once  del  mis- 
mo Julio  interpuso  contra  un  auto  dictado  en  quince  de  Junio 
anterior  j  notificado  á  las  partes  en  diez  y  ocho  de  ese  propio 
mes,  fundándose  la  Sala  en  que  habían  transcurrido  los  térmi- 
nos para  la  interposición  de  todo  recurso,  y  el  extraordinario 
de  nulidad  que  se  había  interpuesto  y  no  se  había  admitido,  no 
interrumpía  el  plazo  para  establecer  los  recursos  ordinarios : 

Resultando:  que  contra  el  referido  auto  denegatorio  se  ha 
interpuesto  á  nombre  de  Garmendía  recurso  de  queja  en  este 
Supremo  Tribunal,  alegando  que  al  reclamarse  la  nulidad  con- 
tra el  auto  de  quince  de  Junio  dentro  del  tercero  día  concedido 
para  la  suplica,  se  suspendió  este  término : 

Resultando:  que  el  recurso  se  ha  sustanciado  por  los  de- 
bidos trámites,  celebrándose  el  diez  del  corriente  la  vista,  en 
que  informó  el  defensor  del  recurrente : 

Considerando:  que  la  interposición  del  recurso  de  nulidad 
no  interrumpió  el  término  de  cinco  días,  señalado  por  el  ar- 
tículo tercero  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  veintiséis 
de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  para  establecer 
el  recurso  de  casación,  término  que,  como  todos  los  concedidos 
para  pedir  contra  las  resoluciones  judiciales  es  continuo  é  im- 
prorrogable : 

Considerando:  que  según  el  artículo  veinticinco  de  dicha 
Orden,  al  desestimarse  el  recurso  de  queja  se  ha  de  condenar 
siempre  en  costas  al  recurrente; 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recursa  de  queja  interpuesto  por 
el  Ldo.  Juan  Antonio  Garmendia,  á  quien  se  condena  en  costas. 

Comuniqúese  á  la  Audiencia  para  los  efectos  que  procedan 
7  publíquese  en  la  Oaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á 
cai^o  de  la  Secretaría  de  Justicia,  librándose  para  ello  las  res- 
pectivas copias. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  que  al  margen  se 
expresan  ante  mí,  de  que  certifico  como  Secretario  por  delega- 
eiqn. — Pedro  González  Llórente. — José  M.  García  Montes. — 
Eudaldo  Tamayo. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. — 
Ante  mi,  Armando  Riva. 


José  Silveiba  t  Frutos  contra  José  Bermúdez  é  Iglesias. 

Auto  nÚBL  71  (Agosto  15  de  1900). 
Recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  José 
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Süvera  y  Frutos  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audien^ 
da  de  la  Hdba^na  en  14  de  Agosto  de  1899, 

REIVINDICACIÓN  DE  FINCAS  URBANAS. 

En  los  reciiTsos  por  infracción  de  Ley  6  de  doctxlna  le- 
gal hay  qne  citar  con  precisión  y  claridad  la  Ley  ó  la  doc- 
trina infringida  y  el  concepto  en  que  lo  haya  sido;  y  cuando 
fueren  más  de  nno  los  fundamentos  del  rectmo,  han  de  ex- 
presarse con  la  debida  separación. 

Onando  el  recurso  se  fonda  en  ser  contrario  el  fallo  &  la 
cosa  Juzgada,  es  necesario  qne  esa  excepción,  que  sólo  puede 
ejercitar  el  demandado,  se  haya  alegado  en  el  Juicio. 

Resultando:  que  en  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
seguido  por  José  Silvera  y  Frutos  contra  José  Bermúdez  é 
Iglesias  sobre  reivindicación  de  unas  casas,  con  sus  productos, 
la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  esta  Capital  dictó  senten- 
cia el  catorce  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
confirmando  la  del  Juez  inferior  que  declaró  sin  lugar  la  de- 
manda interpuesta  por  Silvera  y  Frutos : 

Resultando:  que  contra  esa  sentencia  interpuso  el  actor 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  fundado  en  los  nú- 
meros primero,  quinto  y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  citando,  entre 
otros,  como  motivos  del  recurso,  los  siguientes: 

Primero.  La  voluntad  del  testador  expresada  en  las  cláu- 
sulas quince,  diez  y  seis  y  diez  y  siete  del  testamento  de  veinte 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno,  en  las  cuales  se 
nombran  á  D.  Antonio  S.  Pascual  y  José  Guadalupe  Domín- 
guez y  Solís  albaceas,  arbitros,  arbitradores,  amigables  compone- 
dores y  tenedores  de  bienes  con  facultades  bastantes  para  inter- 
pretar su  postrera  voluntad  y  resolver  sin  ulterior  recurso  to- 
das las  dudas  y  diferencias  que  surjan  entre  los  agraciados  con 
la  herencia;  y  como  los  mencionados  albaceas  en  la  escritura 
de  inventario,  avalúo  y  entrega  de  bienes  á  los  legatarios  y 
herederas  usufructuarias,  reconocieron  que  en  la  institución  de 
herederos  en  el  dominio  directo,  nombrados  en  primer  término, 
había  cometido  el  testador  error  en  uno  de  los  nombres  y  lo 
subsanaron  en  la  forma  y  por  los  medios  legales,  al  desconocer 
esto  la  sentencia  comete  error  de  derecho,  infringiendo  las  le- 
yes doce  y  trece,  título  tercero  de  la  partida  sexta  copiadas  hoy 
en  los  artículos  setecientos  setenta  y  dos  y  setecientos  setenta  y 
tres  del  Cqdigo  Civil,  y  también  error  de  hecho  al  prescindir 
de  lo  que  resulta  en  la  escritura  de  catorce  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  setenta  y  tres  y  en  la  certificación  del  Registrador 
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de  la  Propiedad,  en  cuanto  supone  que  se  trata  de  la  creación 
de  im  heredero,  lo  que  no  pudo  ocurrirseles  á  los  albaceas,  si 
se  tiene  en  cuenta  que  uno  de  eMos  es  abogado  y  heredero  ins- 
tituido: 

Segundo.  La  ley  trece,  título  veintidós  de  la  partida  terce- 
ra, la  diez  y  nueve  de  los  mismos  titulo  y  partida,  la  doctrina  legal 
que  conforme  con  esas  disposiciones,  consagra  la  nulidad  de  los 
fallos  que  alteren,  modifiquen  ó  contraríen  la  cosa  juzgada, 
contenida  en  las  sentencias  de  doce  de  Julio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  uno  y  primero  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  seis;  pues  siendo  los  albaceas,  según  las  cláusulas  citadas  en 
el  motivo  anterior,  los  jueces  únicos  competentes  para  conocer 
en  lo  que  se  relaciona  con  las  diferencias  que  surgieran  entre 
los  herederos  del  Ldo.  Silvera  y  Almeida,  y  habiendo  subsana- 
do dichos  albaceas  el  manifiesto  error  que  se  cometió  en  el  testa- 
mento, mediante  la  escritura  de  catorce  de  Marzo  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  tres,  ésta  tiene  que  surtir  sus  efectos  legales 
eontra  los  otorgantes  y  los  que  de  ellos  traigan  causa,  hasta 
que  en  íorma,  legal  no  se  invalide  dicha  escritura : 

Cuarto.  Las  leyes  catorce,  título  segundo  de  la  partida 
quinta  y  octava,  título  cuarto  de  la  partida  sexta  y  los  artículos 
fletecientos  noventa  y  uno  y  mil  ciento  catorce  del  Código  Civil, 
los  cuales  disponen  que  en  las  obligaciones  condicionales,  la  ad- 
qui^ción  de  los  derechos  dependerá  del  acontecimiento  que 
constituya  la  condición ;  y  la  doctrina  legal  contenida  en  las  sen- 
tencias de  treinta  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis, 
veinte  y  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete,  y 
veinte  y  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve, 
declaratorias  de  que,  cuando  una  institución  de  herederos  es 
eondicional,  Ínterin  no  se  cumpla  la  condición  no  puede  tener 
efecto  ni  dar  derecho  alguno: 

Sexto.  Error  de  hecho  y  de  derecho  cometidos  en  la  senten- 
cia al  apreciarse  en  ella  que  á  José  Silvera  y  Frutos  alcanzan 
los  efectos  de  la  escritura  otorgada  en  doce  de  Diciembre  de 
nil  ochocientos  setenta  y  siete  por  su  hermano  Santiago  como 
apoderado  de  aquél  en  unión  de  los  demás  que  se  llaman  here- 
deros de  José  Cecilio  Silvera  y  Almeida;  resultando  el  error 
de  hecho  del  testimonio  de  la  referida  escritura  que  está  agre- 
gado á  los  autos,  y  el  de  derecho  por  infringirse  el  artículo 
mil  setecientos  diez  y  siete  del  Código,  que  no  da  acción  al 
mandante  contra  las  personas  con  quienes  el  mandatario  ha 
contratado,  ni  á  éstas  tampoco  contra  el  mandante,  cuando  el 
mandatario  obra  en  su  propio  nombre : 

Octavo.  Infracción  de  los  artículos  mil  noventa  y  uno,  mil 
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doscientos  cincuenta  y  seis  y  mil  doscientos  cincuenta  y  siete 
del  Código  y  los  trescientos  ochenta  y  nueve  y  cuatrocientos 
treinta  y  cinco  de  la  Ley  Hipotecaria  y  Reglamento  para  la  eje- 
cución de  la  misma,  porque  el  demandado  no  ha  podido  invocar 
válidamente  ningún  derecho  que  tenga  origen  ni  fundamento  en 
la  escritura  de  referencia,  ni  pudo  ser  admitida  su  copia  legal- 
mx^nte  en  «tos  autos,  por  no  concurrir  la  circunstancia  que  para 
ello  determinan  los  artículos  citados  de  la  Ley  Hipotecaria  y  su 
Keglamento : 

Noveno.  Los  artículos  veinte  y  setenta  y  siete  de  la  L^ 
Hipotecaria,  porque  teniendo  José  Silvera  y  Frutos  inscrito  8« 
derecho  desde  el  cinco  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y 
tres  en  los  libros  de  la  Anotaduría  de  hipotecas,  y  no  habiendo 
otorgado  contrato  alguno  por  el  cual  se  pudiera  cancelar  el  do- 
minio condicional  que  á  su  favor  aparece  en  dichos  libros,  esos 
datos  debieron  ser  apreciados  por  los  juzgadores  para  dictar  el 
fallo  conforme  á  lo  alegado  y  probado  en  el  juicio : 

Décimo.  Los  artículos  treinta  y  tres  y  treinta  y  cuatro  de 
la  Ley  Hipotecaria  que  declaran,  el  primero,  que  la  inscripción 
no  convalida  los  actos  y  contratos  que  sean  nulos  con  arreglo 
á  las  leyes,  preceptos  confirmados  por  el  Tribunal  Supremo  en 
las  sentencias  de  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  cinco  y  veinte  y  cinco  de  Septiembre  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  tres;  y  que  si  bien  el  segundo  de  los  citados  ar- 
tículos modifica  aquel  principio  en  cuanto  á  terceros  es  para  el 
caso  de  que  no  se  trate  de  otro  título  anterior  no  inscrito,  pero 
los  inscritos  anteriormente  ordena  que  sean  respetados,  y  en 
este  sentido  se  infringieron  los  artículos  y  jurisprudencia  que 
se  citan : 

Decimotercero.  Los  artículos  mil  cincuenta  y  ocho  y  mil  se- 
senta y  ocho  del  Código  Civil,  porque  tratándose  de  bienes  su- 
jetos á  condición,  hasta  que  no  se  cumpla  ésta,  no  tienen  los 
instituidos  la  libre  disposición  que  es  indispensable,  y  que  si 
bien  la  partición  legabnente  hecha  confiere  á  cada  heredero  la 
propiedad  exclusiva  de  los  bienes  que  le  haya  sido  adjudicada, 
como  la  verificada  en  este  caso  no  reunió  aquella  circunstancia» 
en  nada  le  son  aplicables  los  artículos  indicados  en  que  se  fun- 
da la  sentencia;  y 

Decimoséptimo.  Los  artículos  mil  setecientos  nueve,  mil 
setecientos  diez  y  mil  setecientos  veinte  y  seis  del  Código  cita- 
dos en  la  sentencia,  por  referirse  á  generalidades  del  mandato, 
cuando  de  autos  aparece  que  Santiago  Silvera  y  Frutos,  jamás 
hizo  uso  del  que  le  otorgó  su  hermano  José,  cuyo  poder  fué  re- 
nunciado antes  de  que  se  expidiera  la  primera  copia;  todo  lo 
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cual  demuestra  que  para  absolver  de  la  demanda  á  Bermúdez  é 
Iglesias,  tuvo  el  Tribunal  sentenciador  que  fundarse  en  supues- 
tos, cometiéndose  errores  de  hecho  y  de  derecho  en  todos  los 
Considerandos  pertinentes  al  objeto  del  debate: 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  por  la  Sala  sentencia^ 
dora  y  personado  el  recurrente  ante  este  Supremo  Tribunal,  el 
Ministerio  Fiscal  impugnó  parcialmente  el  recurso  por  los  mo- 
tivos siguientes: 

Primero.  Al  alegarse  conjuntamente  en  el  primer  funda- 
mento del  recurso,  no  solo  la  infracción  de  la  voluntad  del  tes- 
tador, y  de  las  leyes  doce  y  trece,  título  tercero  de  la  partida 
sexta  en  relación  con  los  artículos  setecientos  setenta  y  dos  y 
setecientos  setenta  y  tres  del  Código  Civil,  sino  también  erro- 
res de  hecho  y  derecho,  cometidos  en  la  apreciación  de  las  prue- 
bas, sin  determinar  cuáles  fueron  mal  apreciadas,  ni  citar  las 
l^res  reguladoras  de  esa  apreciación  que  hubiesen  sido  violadas 
y  el  hecho  objeto  de  la  evidente  equivocación  del  juzgador,  es 
indudable,  que  el  recurrente  no  estableció  con  la  debida  separa- 
ción esos  varios  motivos  de  la  casación  pretendida,  ni  expresfó 
con  claridad  y  precisión  todas  las  disposiciones  legales  infrin- 
gidas y  el  concepto  en  que  lo  fueran,  y  por  tanto,  el  funda- 
mento de  que  se  trata  debió  ser  rechazado  de  plano,  como  inad- 
misible, por  falta  de  los  requisitos  cuartos  de  los  artículos  quin- 
to y  séptimo  de  la  invocada  orden : 

Segundo.  Para  que  conforme  al  número  quinto  del  artícu- 
lo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
citado  por  Silvera,  pueda  discutirse  acerca  de  si  el  fallo  recu- 
rrido es  contrario  á  la  cosa  juzgada,  se  requiere  como  condición 
ineludible  que  tal  excepción  se  haya  alegado  en  el  juicio,  y 
como  el  demandado  no  la  alegó,  y  el  recurrente  que  es  el  actor, 
no  podía  utilizarla,  claro  está,  que  la  cuestión  sobre  el  particu- 
lar propuesta  en  el  segundo  fundamento  del  recurso,  resulta 
en  un  todo  distinta  de  la  que  permite  debatir  al  precepto  antes 
indicado,  cuya  mención  incongruente  deja  incumplidos  los  nú- 
meros terceros  de  los  artículos  quinto  y  séptimo  de  la  Orden 
número  noventa  y  dos  é  hizo  inadmisible  el  recurso  por  lo  que 
respecta  al  motivo  del  mismo  que  se  ha  examinado : 

Tercero.  También  el  cuarto,  adolece  de  falta  de  separación 
en  la  alegación  de  las  infracciones  de  las  leyes  catorce,  título 
once,  partidas  quinta  y  octava,  titulo  cuarto,  partida  sexta  y 
de  los  artículos  setecientos  noventa  y  uno  y  mil  ciento  catorce 
del  Código  Civil,  razón  por  la  cual,  dicho  fundamento  era  de 
repelerse  de  plano  conforme  al  número  cuarto  del  artículo  quin- 
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to  en  relaeión  con  él  número  segando  del  treinta  j  cuatro  de 
la  Orden  número  noventa  y  dos : 

Cuarto,  De  igual  modo  el  sexto  fundamento  incurre  en  la 
propia  falta,  al  pretender  discutir  conjuntamente  errores  de 
hecho  y  derecho  que  supone  cometidos  en  la  apreciación  de  las 
pruebas,  respecto  de  las  cuales  no  se  concretan  las  mal  aprecia- 
das, ni  se  indican  las  leyes  reguladoras  de  aquella  apreciación  que 
hubier^i  sido  violadas,  por  h>  cual,  además,  y  por  lo  que  al  error 
de  derecho  atañe  se  inobservó  en  su  totalidad  el  número  cuarto 
del  artículo  quinto  de  la  Orden  repetida: 

Quinto.  Además  de  reelamaise  sin  separación,  en  el  octavo 
fundamento,  varias  infracciones  legales,  no  se  concretan  las  prue- 
bas mal  apreciadas,  ni  se  citan  las  leyes  de  su  regulación  que  se 
violaron,  produciéndose  con  ello  la  falta  de  claridad  y  precisión 
requeridas  por  el  número  cuarto  del  articulo  quinto  tantas  veces 
mencionado: 

Sexto.  En  los  noveno,  décimo,  decimotercero  y  decimosépti- 
mo fundamentos,  también  se  trata  á  la  vez  y  no  separadamente 
de  las  infracciones  de  los  artículos  veinte,  setenta  y  siete,  trein- 
ta y  tres  y  treinta  y  cuatro  de  la  Ley  Hipotecaria  y  mil  cin- 
cuenta y  ocho,  mil  sesenta  y  ocho,  mal  setecientos  nueve,  mil 
setecientos  diez  y  mil  setecientos  veinte  y  seis  del  Código  Civil, 
siendo  por  tanto  inadmisibles  aquellos  motivos  según  el  núme- 
ro cuarto  del  artículo  quinto  en  relación  con  el  número  segun- 
do del  treinta  y  cuatro  de  la  Orden  número  noventa  y  dos : 

Resultando:  que  designado  el  día  trece  del  actual  para  la 
vista  de  esa  impugnación,  informaron  el  representante  del  Mi- 
nisterio Fiscal  y  el  abogado  del  recurrente,  sosteniendo  el  pri- 
úiero  la  impugnación  y  el  segundo  que  se  declarase  sin  lugar: 

Considerando:  que,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  número 
cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos 
del  año  próximo  pasado,  en  los  recursos  por  infracción  de  ley 
ó  de  doctrina  legal  hay  que  citar  con  precisión  y  claridad  ]a 
ley  ó,  la  doctrina  infringida  y  el  concepto  en  que  lo  hayan  sido, 
y  cuando  fueren  más  de  uno  los  fundamentos  del  recurao  han  de 
expresarse  con  la  debida  separación : 

Consideratido:  que  el  recurrente  no  se  ha  ajustado  en  los 
motivos  primero,  cuarto,  sexto,  octavo,  décimo,  decimotercero  y 
decimoséptimo  de  su  escrito  de  interposición  al  referido  precep- 
to legal;  puesto  que,  conjuntamente,  invoca  como  infringidas 
en  esos  motivos  distintas  leyes  y  sentencias  y,  al  mismo  tiempo 
y  en  la  propia  forma,  errores  de  hecho  y  de  derecho  en  la  apre- 
eiación  de  las  pruebas,  sin  citar  las  disposiciones  legales  refe- 
rentes á  dicha  apreciación  ni  consignar  los  fundamentos  con  la 
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debida  separación;  de  todo  lo  cual  resulta  la  confusión  é  inde- 
terminación de  las  cuestiones  jurídicas  objeto  del  recurso,  y  por 
ello  la  Sala  sentenciadora  no  ha  debido  admitirlo,  conforme  á 
lo  dispuesto  en  el  número  segundo  del  artíeulo  treinta  y  cua- 
tro de  la  referida  Orden  número  noventa  y  dos  del  año  próximo 
pasada: 

Considerando:  en  cuanto  al  segundo  motivo  de  la  impug- 
nación referente  á  igual  número  del  recurso,  que  cuando  éste 
se  funda  en  ser  contrario  el  f aUt)  á  la  cosa  juzgada  es  necesario 
que  esa  exeepciop  se  haya  alegado  en  el  juicio,  lo  cual  no  ha 
sucedido  ni  podido  suceder  en  el  caso  actual  puesto  que  siendo 
Silvera  y  Frutos  el  demandante  no  era  posible  que  utilizara 
un  medio  legal  que,  como  la  excepción,  sólo  corresponde  ejerci- 
tar al  demandado ; 

Se  declara  mal  admitido  el  recurso  de  casación  interpues- 
to por  José  Silvera  y  Frutos  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  esta  ciudad  el  día  catorce 
de  Agosto  del  año  próximo  pasado  en  cuanto  á  los  motivos  pri- 
mero, segundo,  cuairto,  sexto,  octavo,  noveno,  décimo,  décimo- 
tercero  y  decimoséptimo,  sin  especial  condenación  de  costas. 

Comuniqúese  á  la  referida  Audiencia  en  su  oportunidad  y 
publíquese  en  el  periódico  oficial  del  Gobierno  y  en  la  Colec- 
ción 4  eargo  de  la  Secretaria  de  Justicia,  librándose  al  efecto 
las  certificaciones  necesarias. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  que  al  margen  se 
«xpresan,  ante  mí,  de  que  certifico  como  Secretario  por  dele- 
gación.— Antonio  González  de  Mendoza. — ^Pedro  Gk)nrólez  Lló- 
rente.— ^Rafael  Cruz  Pérez.— J^osé  M.  García  Montes. — Eudaldo 
Tamayo. — ^Ante  mí,  Armando  Biva. 


Antonio  Trillo  contra  Aiíbrosio  IbIñez. 

Auto  núm.  73  (Agosto  18  de  1900). 

Recurso  por  qttebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  Ambro^ 
sio  Ibáñez  contra  la  sentencia  dictada  por  el  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  del  Pilar  en  22  de  Junio  de  1900. 

JÜIOIO  DE  DESAHUCIO. 

Para  que  sea  admisible  vn  recuiBO  de  casacián  por  quo- 
braatamiento  de  forma,  es  indispensable  que  sa  haya  pedido 
la  sabsanación  de  la  falta  en  la  instancia  en  qne  se  come- 
ti6,  y  8Í  hnbiere  ocurrido  en  la  primera  se  reprodusca  la  pe- 
tición en  la  segunda,  conforme  al  Artículo  1,694  de  la  Ley 
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de  Eninlciamlento  Oítü,  ntUlzando  los  medios  adeeoadOB  ane 
la  Ley  establece  en  cada  caso.  Tratándose  de  la  incompe- 
tencia de  Jurisdicción  alegada,  caso  de  existir,  no  se  sataa- 
na  con  nna  simple  protesta  reiterada,  sino  planteando  con- 
forme á  la  ley  la  caestión  de  competencia. 

Resultando:  que  en  juicio  de  desahucio  se^ido  por  Anto- 
nio Trillo,  contra  Ambrosio  Ibéñez,  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia del  Pilar,  de  esta  ciudad  dictó  sentencia  en  grado  de  ape- 
lación en  veinte  y  dos  de  Junio  último,  confirmando  la  del  Juz- 
gado Municipal  del  mismo  distrito  que  declaró  con  lugar  el 
desahucio,  y  contra  la  antes  citada  sentencia  de  segunda  instan- 
cia interpuso  el  demandado  recurso  de  casación  por  quebranta- 
miento de  forma  fundado  en  los  números  segundo  y  sexto  del 
artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley.de  Enjuicia- 
miento Civil  alegando  los  sdguientes  quebrantamientos: 

Primero.  Que  terminado  el  contrato  de  inquilinato,  ni  di 
demandante  tenía  acción  para  dirigirse  contra  el  demandado, 
ni  éste  personalidad  en  el  juicio,  particulares,  dice,  que  consig- 
nó y  probó,  y  faltas  cuya  subsanación  pidió  en  primera  y  segun- 
da instancia: 

'  Segundo.  Incompetencia  de  jurisdiccid^n  por  cuanto  m  el 
contrato  para  el  recurrente  dejó  de  existir,  dice  él,  desde  el  mo- 
mento en  que  desistid  de  seguir  el  arrendamiento  el  mismo  día 
que  vencía  el  primero  y  único  mes  que  duró  el  contrato  y  le  fué 
aceptado  tal  desistimiento  y  hay  otra  persona  que  sostiene  la 
posesión  y  alega  el  dominio,  el  Juez  Municipal  carece  de  com- 
petencia para  conocer  del  juicio  é  incumbe  su  tramitación  al  de 
Primera  Instancia,  por  cuyos  hechos  protestó  la  nulidad  del 
juicio  repitiendo  la  protesta  en  segunda  instancia: 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  y  abierta  su  sustan- 
ciación  en  este  Tribunal  Supremo,  el  Ministerio  Fiscal  en  el 
trámite  oportuno  impugnó  la  admisión  del  mismo  fundándose: 

Primero.  En  que  no  habiendo  Ibáñez  excepcionado  duran- 
te el  juicio  su  falta  de  capacidad  para  litigar  ó  comparecer,  es 
indudable  que  ha  dejado  de  pedir  en  su  oportunidad  la  subsa- 
nación de  la  falta  que  supone  cometida,  no  debiendo  haberse 
admitido  el  recurso  conforme  al  artículo  mil  seiscientos  noven- 
ta y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y 

Segundo.  El  no  haber  tampoco  el  recurrente  utilizado  los 
medios  ordinarios  que  la  ley  otorga  para  juzgar  el  procedimien- 
to de  la  viciosa  intervención  de  un  Juez  estimado  incompetente, 
y  resultando  también  incumplido  el  citado  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  y  cuatro,  no  es  admisible  el  segundo  motivo  del  re- 
curso: 
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Resvltando:  que  el  dia  de  ayer  diez  y  siete  se  celebró  la 
vista  pública  de  la  cuestión  previa  con  la  sola  asistencia  del  Mi- 
nisterio Fiscal  quien  sostuvo  su  impugnación : 

Considerando:  que  conforme  al  número  quinto  del  artículo 
quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve  en  el  escrito  en  que  se  interponga  el  recurso 
de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  ha  de  expresarse  la 
reclamación  que  se  haya  practicado  para  obtener  la  subsanación 
de  la  falta  cometida,  no  siendo  bastante  para  cumplir  dicho 
precepto,  que  se  consigne,  como  lo  hace  el  recurrente  en  el  pri- 
mer motivo,  haber  pedido  la  subsanación  en  ambas  instancias, 
sin  expresar  las  gestiones  legales  hechas  á  ese  efecto : 

Considerando:  que  para  que  sea  admisible  un  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma  es  indispensable  que  se 
haya  pedido  la  subsanaciqn  de  la  falta  en  la  instancia  en  que 
se  cometió  y  si  hubiese  ocurrido  en  la  primera  se  reproduzca  la 
petición  en  la  segunda,  conforme  al  articulo  mil  seiscientos  no- 
venta y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Cdvil  debiendo  pe- 
dirse tal  subsanación  según  repetidamente  tiene  declarado  este 
Supremo  Tribunal,  utilizando  los  medios  adecuados  que  la  «ley 
establece  en  cada  caso  y  tratándose  en  el  que  es  objeto  del  se- 
gundo motivo  del  presente  recurso  de  la  incompetencia  de  ju- 
risdicción, ese  defecto,  caso  de  existir,  no  se  subsana  con  una 
simple  protesta  reiterada,  que  es  el  medio  que  dice  el  recurren- 
te empleó,  sino  estableciendo  conforme  á  la  ley  la  cuestión  de 
competencia,  lo  cual  no  consta  hiciere  el  demandado  hoy  recu- 
rrente: 

Considerando:  que  cuando  un  recurso  se  interpone  con  los 
defectos  que  el  presente  ha  sido  interpuesto  y  de  que  se  hacen 
mérito  en  los  dos  anteriores  párrafos  debe  negarse  su  admisión 
por  el  Juez  sentenciador,  conforme  al  artículo  onceno  en  rela- 
ción con  el  número  cinco  del  séptimo  de  la  Orden  númiero  no- 
venta y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  ó  en  caso  con- 
trario, impugnada,  como  lo  ha  sido  la  admisión,  declarar  mal 
admitido  el  recurso  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  los  números 
s^n^mdo  y  tercero  del  artículo  treinta  y  cuatro  de  la  repetida 
Orden  número  noventa  y  dos; 

Se  declara  mal  admitido  por  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia del  Pilar,  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma  interpuesto  por  Ambrosio  Ibáñez  contra  la  sentencia 
dictada  por  dicho  Juez  en  veinte  y  dos  de  Junio  próximo  pasa- 
dOy  en  el  juicio  de  desahucio  á  que  el  presente  recurso  se  re- 
fiere sin  especial  condenación  de  costas.  Devuélvanse  los  autos 
á  dicho  Juez  con  certificación  de  esta  resolución,  la  cual  se  pu- 
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blicará  en  la  Onceta  de  la  Habana  y  en  la  Coleoeión  á  cargo 
de  la  (Secretaría  de  Justicia,  librándoee  al  efecto  las  copias  respec- 
tivas. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al  margen  se 
expresan,  ante  mi,  de  que  certifico  como  Secretario  por  delega- 
ción.— ^Pedro  González  Llórente. — Rafael  Crux  Pérex. — José  M. 
García  Montes. — Eudaido  Tamayo. — ^Angel  C.  Betancourt. — ^Ar- 
mando Siva. 


La  Sociedad  db  Beattib  y  C.%  contra  Antonio  SooabrIs 
Alabcón. 

Sentencia  núm.  80  (AgOBto  18  de  1900). 

Becturso  por  infracción  de  Ley  interpttesto  por  Socarras  Alarcón^ 
contra  la  sentencia  diciada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de 
Cuba  en  26  de  Enero  de  1900. 

JUICIO  DE  DESAHUCIO. 

Pxx>cede  la  acción  de  desahucio  contra  el  que  posea  una 
Anea  rústica  y  urbana  en  pxecario,  siempre  qae  fnere  reque- 
rido con  an  mes  de  anticipación,  sin  que  el  poseedor  pueda 
alegar  derecho  de  retención  por  tener  aúi  construidos  edificioa 
ú  otras  obras;  pues  si  bien  el  Articulo  453  del  Código  Civü 
dispone  que,  el  poseedor  de  buena  fe  pueda  retener  la  cosa 
hasta  que  se  le  abonen  los  gastos  necesarios»  en  la  demanda 
de  desahucio,  no  se  ha  discutido  sobre  los  gastos  é  impensaa 
que  deban  abonarse  á  un  poseedor  de  buena  fe,  ni  el  preca- 
rio confiere  posesión,  sino  la  mera  tenencia  de  la  cosa.  Tra- 
tándose de  arrendamiento,  no  es  obstáculo  para  el  laaia- 
miento,  que  el  inquilino  redíame  como  de  su  propiedad  labo- 
res, plantíos  ó  cualquier  otra  cosa  que  no  se  pueda  separar 
de  la  finca. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  dieciocho  de  Agosto  de  mil 
novecientos,  en  los  autos  que  penden  ante  este  Tribunal  Supre- 
mo por  recurso  de  casación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  Primera 
Instancia  de  Manzanillo  y  en  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  Santiago  de  Cuba  por  la  sociedad  de  Beattie  y  G.\  del 
comercio  y  vecindario  de  Manzanillo,  contra  Antonio  Socarras 
Alarcón,  del  mismo  vecindario  y  comercio,  sobre  desahucio : 

Resultando:  que  el  Juez  de  Primera  Instancia  dictó  sen- 
tencia en  treinta  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  declarando  con  lugar  el  desahucio,  fundada  en  loa  he- 
chos referidos  en  los  cinco  Besultandoa  siguientes,  que  á  la  le- 
tra se  copian: 
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Piimero.  Resultando:  que  los  actores  presentaron  su  de- 
manda exi  escrito  de  fecha  diez  y  ocho  de  Agosto  próximo  pasa- 
do fundándola  en  que  el  Sr.  Antonio  Socarras,  habita  en  preca- 
rio, por  no  existir  contrato  alguno  verbal  ni  escrito  de  inc(uili- 
nato,  un  pedazo  de  terreno  de  su  propiedad  en  el  que,  y  por  las 
circunstancias  azarosas  de  la  guerra  pasada,  se  le  permitió  fijar- 
se sin  compromiso,  pacto,  promesa,  tiempo  ni  obligación  algu- 
na y  en  que  á  pesar  de  que  aquella  anormalidad  ha  cesado,  con- 
tinúa el  demandado  en  dicho  terreno  sin  ánimo  de  desalojarles 
no  ofastante  los  requerimientos  que  se  le  habian  hecho  desde  ha^ 
cia  más  de  un  mes,  como  se  hizo  constar  en  el  acta  de  concilia» 
ción  que  no  contradijo,  como  del  propio  modo  en  no  haber  con- 
venido el  Sr.  Socarr&B  en  satisfacer  la  renta  mensual  de  cienta 
eincuenta  pesos  oro,  que  por  tal  concepto  se  estaba  dispuesto  á 
fijarie  al  terreno  y  en  que  no  optándose  ya  por  ese  arrrendar 
miento  como  se  había  hecho  ver  en  el  acto  de  conciliación  antes 
aludido,  como  por  las  demás  razones,  retenía  indebidamente  el 
terreno  referido:  que  invoca  las  disposiciones  legales  que  le  fa- 
vorecen y  solicita  se  condene  al  mencionado  'Socarras  al  desa* 
hucio  dentro  de  quince  días  de  aquel  terreno  y  al  pago  de  las 
costas,  mi  perjuicio  de  los  demás  derechos  que  le  asistan  y  que 
á  su  tiempo  reclamare : 

Segundo.  Resultando:  que  convocadas  >las  partes  á  juicio 
verbal  y  celebrado  en  forma,  se  neg¿(  por  el  demandado  el  he- 
eho  fundamento  de  la  demanda,  alegando  que  es  cierto  ha  dis- 
frutado y  disfruta  sin  pagar  renta  el  terreno  de  que  se  trata, 
pero  no  que  se  le  haya  exigido  con  un  mes  de  anticipación, 
pues  lo  único  que  se  hizo  fué  notificársele  ó  pedírsele  que  to* 
mará  nota  de  que  pagaría  en  lo  sucesivo  y  por  concepto  de  ren- 
ta, ó  daños  y  perjuicios  la  suma  de  ciento  cincuenta  pesos  en 
oro  mensuales:  que  entendía  que  los  actores  habían  equivocado 
la  acción,  no  siendo  la  intentada  la  que  mejor  encajaba  á  sus 
conocidas  y  nada  buenas  intenciones,  y  que  con  respecto  á  los 
otros  hechos  con  los  cuales  tampoco  se  mostraba  conforme,  se 
reservaba  el  contestarlos  y  refutarlos  á  su  debido  tiempo,  ha- 
ciéndose por  ambas  partes  otras  manifestaciones : 

Tercero.  Resultando:  que  conferídose  traslado  de  la  de- 
manda al  Sr.  Antonio  -Socarras  y  Alarcón  por  término  de  seis 
días,  lo  evacuó  alegando :  que  por  el  año  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  seis,  ó  sea  cuando  se  fundó  el  ingenio  ** Isabel",  ocuparon 
los  demandantes  al  demandado  como  maestro  carpintero  para 
que  les  dirigiera  las  fábricas  del  batey,  y  una  vez  terminado  lo 
dedicaron  como  capataz  del  mismo,  que  más  tarde  le  habían 
propoieionado  la  siembra  de  seis  ú  ocho  caballerías  de  caña  en 


I 


88  JURISPRUDENCIA   CIVIL 


el  punto  la  Escondida,  facilitándole  dinero  para  la  tumba  de 
montes,  pero  dificultándosele  por  la  escasez  de  numerario  para 
la  siembra  y  demés  gastos,  le  autorizaron  para  poner  una  tien- 
da en  Pueblo  Nuevo  á  fin  de  que  les  proporcionara  á  sus  tra- 
bajadores de  por  mitad,  dinero  efectivo:  que  hasta  que  estalló 
el  último  movimiento  insurreccional  había  marchado  con  la  ma- 
yor armonía  con  los  demandantes  utilizando  sus  barcos,  mue- 
lles y  almacenes;  así  como  atendiendo  y  sirviendo  cuantos  vales 
ú  órdenes  les  eran  presentados  de  su  procedencia :  que  con  pos- 
terioridad á  la  enunciada  guerra  y  como  el  General  español 
González  Muñoz  ordenara  al  demandado  que  evacuase  el  lugar 
que  ocupaba  se  empeñó  con  el  Sr.  Tomás  W.  Beattie,  tanto  pa- 
ra que  le  permitiesen  trasladarse  en  donde  en  la  actualidad  se 
encuentra,  cuanto  para  que  se  le  concediera  tiempo  á  fin  de  que 
pudiera  verificar  la  traslación:  que  descansando  en  la  buena 
armonía  que  entre  ambos  reinaba,  fué  que  se  estableció  en  el 
lugar  que  ocupa  é  invirtió  en  él  sobre  cuatro  mil  pesos  oro,  que 
tiene  dos  casas,  una  donde  está  su  tienda,  de  tabla  y  tejas,  con 
cocina,  corredores,  piso  de  tabla,  cielo  raso  y  otras  comodida- 
des, y  otra  de  tabla  y  tejas  donde  se  encuentra  un  homo  para 
cocer  pan,  con  maquinaria  y  los  utensilios  necesarios:  que  como 
carpintero  y  colono  de  la  finca,  ha  estimado  que  si  nunca  se  le 
exigió   renta,   pudiendo  habérsela  exigido,   sería  jpor  juzgarse 
útil  su  vecindad  y  su  concurso  beneficioso :  que  si  bien  era  cier- 
to que  con  fecha  veintidós  de  Julio  le  enviaron  una  carta  los 
Sres.  Beattie  y  Compañía  indicándole  que  en  lo  sucesivo  ten- 
dría que  pagar  el  aUquiler  mensual  de  ciento  cincuenta  pesos 
en  oro  americano,  no  lo  es  menos  que  no  pudo  tomar  en  serio 
semejante  indicación,  pues  estimaba  que  debe  mediar  una  justa 
j  equitativa  proporción  entre  el  alquiler  que  se  pide  y  la  cosa 
alquilada:  que  no  ha  negado  ni  niega  el  derecho  de  dominio  de 
los  demandantes,  pero  pretende  que  se  le  reconozca  y  respete 
el  que  le  asiste  indemnizándole  los  demandantes  los  edificios 
que  tiene  construidos  en  su  terreno  á  ciencia  y  conveniencia 
suya,  por  consiguiente  de  buena  fe,  ó  en  su  caso  negativo  con- 
cederle un  largo  tiempo  de  disfrute  con  ó  «in  retribución,  pero 
en  este  último  caso,  mediante  la  debida  equidad  cuyos  hechos 
apoya  en  razones  legales,  y  concluye  oponiéndose  al  desahucio, 
para  que  se  le  declare  sin  lugar  y  se  condene  en  costas  á  los 
demandantes : 

Cuarto,  Resultando :  que  abierto  el  juicio  á  prueba  por  auto 
de  fecha  seis  del  actual,  se  adujo  por  el  demandante,  la  de  con- 
fesión judicial,  y  por  el  demandado  igual  medio,  y  la  de  tes- 
tigos, siendo  evacuada  toda  la  propuesta  con  citación  recíproca : 
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Quinto,  Resultando:  que  por  el  demandado  se  ha  acredi- 
tado que  primeramente  estuvo  establecido  en  Pueblo  Nuevo  y 
después  donde  en  la  actualidad  se  encuentra,  puntos  ambos  de 
la  pertenencia  de  Beattie  y  Compañía  y  á  ciencia  y  paciencia 
de  ellos:  que  euando  el  Oeneral  español  Qonzález  Muñoz  le  or- 
denó que  evacuara  el  primero  de  los  mencionados  puntos,  el 
Sr.  Tomás  W.  Beattie,  no  sólo  le  autorizó  para  que  se  trasla- 
dara al  segundo,  sino  que  había  interesado  del  referido  General 
le  concediese  un  plazo  para  que  llevase  á  efecto  la  traslación: 
que  la  casa  que  hoy  tiene,  y  donde  existe  su  tienda  y  billar 
es  la  misma  que  hubo  de  construir  durante  el  año  de  mil  ocho- 
eientos  ochenta  y  seis  adicionada  tan  sólo  con  la  que  hace  pocos 
meses  edificó  para  instalar  un  homo  de  cocer  pan : 

Resultando:  que  establecida  apelación  por  Socarras,  la 
mencionada  Sala,  en  veinte  y  seis  de  Enero  del  corriente  año, 
aceptando  los  expresados  fundamentos  de  hecho,  confirmó,  el 
fallo  pronunciado  por  el  Juez : 

Resultando :  que  iSocarráfi  interpuso  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringidos : 

Primero.  Por  fadta  de  aplicación  el  artículo  trescientos  se- 
senta y  uno  del  Código  Civil,  y  por  aplicación  indebida  el  ar- 
ticido  mil  quinientos  sesenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil ;  porque  no  era  la  acción  de  desahucio  la  que  la  socie- 
dad demandante  podía  intentar,  sino  que  debió  ejercitar  en 
juicio  declarativo  el  derecho  que  el  artículo  trescientos  sesenta 
y  mío  del  Código  le  concedía,  para  hacer  suya  la  obra  edifica- 
da, previa  indemnización  al  que  la  construyó,  ú  obligar  á  éste 
á  pagar  el  precio  del  terreno  que  ocupa : 

Segundo.  El  citado  artícuUo  trescientos  sesenta  y  uno  y  el 
euatrocientos  cincuenta  y  tres  del  Código  por  falta  de  aplica- 
ción, y  el  artículo  mil  quinientos  noventa  y  ocho  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento,  por  habérsele  aplicado  con  error;  pues  dejan 
de  aplicarse  diehos  artículos,  al  declararse  con  lugar  el  desahu- 
eio,  sin  que  la  sociedad  actora  abone  la  enunciada  indemniza- 
ción; y  el  aplicarse  á  este  pleito  el  artículo  mil  quinientos  no- 
venta y  odho  de  la  Ley  procesal,  envuelve  la  negación  del  de- 
recho sustantivo  de  retención,  que  á  Socarras  conceden  aquellos 
artículos  del  Código : 

Teroero.  El  número  tercero  del  artículo  mil  quinientos  se- 
senta y  tres  de  la  enunciada  Ley  de  Enjuiciamiento,  pues  aun 
en  la  hipótesis  de  que  hubiera  sido  procedente  la  acción  de 
desahucio,  tratándose  del  precario,  se  necesitaba,  con  arreglo  á 
dicho  caso  tercero,  que  se  hubiera  requerido  á  Socarras  con  un 
mes  de  anticipación  para  que  desocupase  el  terreno;  y  de  los 
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heclios  que  la  Sala  sentenciadora  da  por  probados  al  aeeptar 
los  resultandos  de  la  sentencia  dictada  por  el  Juez,  no  aparece 
justificado  que  con  la  indicada  anterioridad  se  hiciese  i  Soca- 
rras el  requerimiento.  Y  ampliando  en  este  Supremo  Tribunal 
los  motivos  del  recurso,  añadió  como  infringridos : 

•Cuarto.  El  articulo  mil  quinientos  sesenta  y  dos  de  la  ex- 
presada  Ley  de  Enjuiciamiento,  por  aplicaciqn  indebida,  pues- 
to que  ese  articulo  establece  que  son  partes  legitimas  para  pro- 
mover el  juicio  de  desahucio  los  que  tienen  la  posesión  real  de 
la  finca,  y  la  saciedad  de  Beattie  y  Compañía  habiendo  consen- 
tido que  se  fabricara  en  su  terreno  perdió  dicha  posesi&i : 

Quinto.  El  articulo  cuatrocientos  cuarenta  y  seis  d^  Có- 
digo Civil,  por  no  aplicársele,  pues  ese  articulo  estatuye  que 
todo  poseedor  tiene  derecho  á  ser  respetado  en  su  posesión ;  y 

Sexto.  El  artículo  cuatrocientos  sesenta  y  tres  del  Código 
Civil,  pues  la  sentencia  no  declara  á  Beattie  y  Compañía  obli- 
gados á  respetar  la  posesión  en  que  Socarras  está  del  terreno 
ni  reconoce  los  derechos  que  son  consecuencia  de  esa  posesión : 

Resultando:  que,  previos  los  tuamites  debidos,  se  celebró» 
en  siete  del  corriente,  la  vista,  en  que  informaron  los  defenso- 
res de  las  partes. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Pedro  Ckmzález  Lloc^ente : 

Considerando :  respecto  al  primero  y  tercero  de  los  motivos 
de  casació;n  alegados,  que  la  acción  de  desaíhucio  era  procedente, 
según  el  articulo  mil  quinientos  sesenta  y  tres  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  el  cual  en  su  inciso  tercero  declara  que  pro- 
cederá el  desahucio  y  podrá  dirigirse  la  demanda  contra  cual- 
quiera persona  que  disfrute  ó  tenga  en  precario  la  finca,  sea 
rústica  ó  urbana,  sin  pagar  merced,  siempre  que  fuere  requeri- 
do con  im  mes  de  anticipación;  y  de  los  hechos  que  la  Sala 
sentenciadora  da  por  probados  resulta,  contra  lo  que  en  el  ter- 
cer motivo  alega  el  recurrente,  que  el  expresado  requerimiento 
se  le  hizo  con  dicha  anterioridad ;  sin  que  haya  llegado  la  opor- 
tunidad de  resolver  sobre  los  derechos  que  el  artículo  trescien- 
tos sesenta  y  imo  del  Código  concede  al  dueño  del  terreno : 

Considerando:  respecto  al  segundo  motivo  de  casación,  que 
ni  el  artículo  trescientos  sesenta  y  uno  ni  el  cuatrocientos  cin- 
cuenta y  tres  del  citado  Código  dan  al  que  tiene  una  finca  en 
precario  el  derecho  de  retención  pues  el  artículo  trescientos  se- 
senta y  uno  lo  que  da  es  al  dueño  del  terreno  en  que  se  edifi- 
care, sembrare  ó  plantare  de  buena  fe,  el  derecho  de  hacer  suya 
la  obra,  siembra  ó  plantaciqn,  previa  la  indemnización  estable- 
cida en  los  artículos  cuatrocientos  cincuenta  y  tres  y  cuatrocien- 
tos cincuenta  y  cuatro,  ó  4  obligar  al  que  fabricó  6  plantó  i  pa- 
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gwlc  el  precio  del  terreno,  y  si  que  sembró,  la  renta  correspon- 
diente; y  si  el  artículo  cuatrocientos  cincuenta  y  tres  dispone 
en  su  primer  párrafo  que  el  poseedor  de  buena  fe  puede  rete- 
ner la  cosa  hasta  que  se  le  abonen  los  gastos  necesarios,  y  en  el 
segfimdo  párrafo  que  los  gastos  útiles  se  a'bonen  al  poseedor  de 
baena  fe  con  el  mismo  dereclio  de  retención,  pudiendo  optar  el 
que  le  hubiese  vencido  en  su  posesión,  por  satisfacer  los  gastos 
ó  abonar  el  aumento  de  valor  que  por  ellos  haya  adquirido  la 
eosa,  en  el  presente  pleito  no  se  ha  disputado  sobre  los  gastos 
ó  impensas  que  deban  abonarse  á  un  poseedor  de  buena  fe,  ni 
(1  precario  confiere  posesión  sino  la  mera  tenencia  de  la  cosa, 
tenencia  dependiente  «ólo  de  la  tolerancia  del  propietario;  y 
tesiún  d  artículo  mil  quinientos  noventa  y  ocho  de  la  Ley  de 
EhijuieiamieBto  Civil,  aun  tratándose  de  arrendamiento,  *'no 
*'seii  obstáculo  para  el  lanzamiento  que  el  inquilino  ó  colono 
''redame  como  de  su  propiedad  labores,  plantíos  ó  cualquiera 
''otra  cosa  que  no  se  pueda  separar  de  la  finca,  y  en  este  caso 
"se  extenderá  diligencia  expresiva  de  la  clase,  extensión  y  es- 
*'tado  de  las  cosas  redamadas": 

Considerando:  que  los  motivos  cuarto,  quinto  y  sexto  que- 
dan refutados  por  la  cita  que  el  mismo  recurrente  hace  del  ar- 
tículo cuatrocientos  sesenta  y  tres  del  Código,  cuyo  artículo  de- 
clara que  ''los  actos  relativos  á  la  posesión,  ejecutados  ó  con- 
"  sentidos  por  el  que  posee  una  cosa  ajena  como  mero  tenedor 
"para  disfrutarla  q  retenerla  en  cualquier  concepto,  no  obli- 
"fian  ni  perjudican  al  dueño,  á  no  ser  que  éste  hubiese  otorga- 
ndo á  aquél  facultades  expreses  para  ejecutarlos  ó  los  ratifica- 
'*rc  con  posterioridad",  y  de  los  hechos  que  se  declaran  proba- 
dos en  la  sentencia  recurrida,  no  se  deduce  que  Beattie  y  C*  otor- 
garan tales  facultades  expresas  ni  hicieran  tal  ratificación : 

Canftideramdoi  que  según  el  artículo  cuarenta  de  la  Orden 
número  noventa  y  dos,  dictada  por  el  Gobierno  Militar  de  esta 
Isla  en  veinte  y  seis  de  Junio  de  mil  ocfhocientos  noventa  y  nue- 
ve, cuando  se  declara  sin  lugar  un  recurso,  se  han  de  imponer 
siempre  las  costas  del  mismo  á  la  parte  recurrente; 

Faüamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Antonio  {Socarras  y  Alarcón, 
i  quien  condenamos  en  costas ;  y  comuniqúese  á  la  Audiencia. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Oa- 
Cita  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría 
de  Justicia,  librándose  al  efecto  las  respectivas  copias,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamos. — -Antonio  Gonisález  de  Men- 
doza.— ^Pedro  González  Llórente. — Eudaldo  Tamayo. — ^Angel  C. 
Betancourt. — Octavio  Giberga. 
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María  Regla  Sañudo  de  Muñoz  contra  Vicente  Qüintaka 
Denis. 

Sentencia  nW  19  (Agosto  20  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  la  8ra.  Sañudo 
de  Muñoz  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 
la  Habana  en  14  de  Abrü  de  1900. 

JUICIO  DE  DESAHUCIO. 

En  el  contrato  de  arrendamiento  pueden  fijarse  todas  Ui 
condiciones  no  contrarias  &  la  Ley  y  bnenas  costumbres  tioo 
á  los  contratantes  convenga  establecer,  las  gue  como  Ley 
del  contrato  deben  complirse  exactamente,  y  faltando  &  cnal- 
goiera  de  ellas  él  arrendatario,  es  procedente  él  de8a]mcl& 
Apareciendo  del  contrato  gne  el  pago  debia  hacerse  por  ade- 
lantado en  los  seis  primeros  dias  de  cada  mes,  es  evidente 
qne  desde  el  instante  qne  el  arrendatario  dejó  de  pagar  d 
precio  en  los  términos  convenidos,  infringió  una  de  las  condi- 
ciones estipuladas  en  el  contrato  dando  motivo  para  el  lanza- 
miento. No  es  eficaz,  para  evitar  el  desahucio,  la  consigna- 
ción verificada  por  no  admitirse  el  pago,  cuando  él  ofreci- 
miento de  éste  no  se  hizo  al  tiempo  en  que  debia  xealisarM. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  de  Agosto  de  mil  no- 
vecientos, en  el  juicio  de  desahucio  seguido  en  el  Juzgado  de 
Primera  Instancia  del  Distrito  de  la  Catedral  y  en  la  Sala  de 
lo  Civil  de  la  Audiencia  de  esta  capital  por  Doña  María  Re- 
gla Sañudo  de  Muñoz,  propietaria  y  vecina  de  esta  ciudad  con- 
tra D.  Vicente  Quintana  Dénis,  vecino  de  Clonarías  y  labrador, 
sobre  desahucio  de  la  finca  rústica  ''La  Misericordia",  por  fal- 
ta de  pago,  juicio  que  pende  ante  este  Supremo  Tribunal  en 
virtud  de  recurso  de  casación  que  por  infracción  de  ley  y  doc- 
trina legal  interpuso  la  representación  de  la  mencionada  Sa^ 
ñudo  de  Muñoz  contra  la  sentencia  dictada  por  la  .Sala  de  lo 
Civil  en  catorce  de  Abril  último,  revocatoria  de  la  de  Primera 
Instancia  de  fecha  veinte  y  siete  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho : 

Resultando':  que  la  Sala  sentenciadora  aceptó  la  relación 
de  hechos  de  la  sentencia  apelada,  entre  los  cuales  se  consignau 
los  siguientes: 

Resultando:  que  el  Procurador  D.  Manuel  Fernández  de 
la  Reguera,  á  nombre  de  Doña  María  de  Regla  Sañudo  de  Mu- 
ñoz por  su  escrito  de  nueve  de  Abril  último,  fojas  once,  estable- 
ció la  presente  demanda  contra  D.  Vicente  Quintana  Dénis,  so- 
bre desahucio  de  la  finca  ''La  Misericordia",  fundándose  en 
los  siguientes  hechos: 
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Primero.  Que  por  el  documenta  <Ax)Tgado  en  esta  ciudad  en 
treinta  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  arrendó 
Doña  María  Sañudo  á  D.  Vicente  Quintana  y  Dénis  la  finca 
*'La  Misericordia",  situada  en  el  barrio  del  Príncipe  de  esta 
ciudad,  compuesta  de  una  caballería  y  treinta  y  dos  cordeles 
de  «tierra : 

Segundo:  que  el  precio  del  arrendamiento  fué  el  de  mil 
ciento  veinte  y  dos  pesos  en  monedas  de  oro  del  cuño  español 
cada  año,  panderos  por  mensualidades  adelantadas,  á  razón 
de  noventa  y  tres  pesos  cincuenta  centavos  en  oro  metálico  del 
cuño  español  en  el  domicilio  de  la  arrendadora,  ó  en  el  de  la 
persona  que  la  representase,  dentro  de  los  seis  días  primeros  del 
mes  siguiente  al  mes  vencido : 

Tercero.  Que  la  duración  del  arrendamiento  sería  de  cua- 
tro años  á  contar  desde  el  día  primero  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,  á  igual  fecha  del  año  de  mil  novecien- 
tos uno;  en  cuyo  día  prefijo  concluiría  el  arrendamiento  sin 
necesidad  de  requerimiento  especial : 

Cuarto.  Que  fué  condición  del  arrendamiento  que  la  falta 
de  pago  de  una  sola  mensualidad  por  adelantada  ó  de  cual- 
quiera de  las  otras  de  las  condiciones  estipuladas  en  el  artículo 
mil  quinientos  sesenta  y  nueve  del  Código  Civil,  darían  á  la 
Sra.  Sañudo  acción  para  establecer  el  desahucio,  para  cuyo 
easo  el  arrendatario  renunció  expresamente  el  derecho  que  le 
concede  el  artículo  mil  quinientos  noventa  y  ocho  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  del  que  otorgó  á  la  misma  formal  cesión  : 

Quinto.  Que  los  hechos  referidos  constan  del  documento  fir- 
mado en  treinta  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete : 

fiexto.  Que  el  arrendatario  D.  Vicente  Quintana  no  ha  sa- 
tisfecho á  la  Sra.  Sañudo,  dentro  de  los  seis  días  primeros  del 
mes  de  Marzo,  la  mensualidad  adelantada  vencida  en  primero 
de  dicho  mes;  así  como  tampoco  dentro  de  los  seis  primeros 
días  del  mes  de  Abril,  la  mensualidad  adelantada  vencida  en 
primero  del  mismo  que  conforme  al  contrato  debió  satisfacerle 
en  OTO  metálico  del  cuño  español : 

Séptimo.  Que  con  motivo  de  la  falta  de  pago  de  la  mensua- 
lidad vencida  en  primero  de  Marzo,  Doña  Regla  Sañudo  esta- 
bleció en  siete  del  mismo  en  el  Juzgado  Municipal  del  Vedado, 
entendiendo  que  éste  era  el  competente  por  la  ascendencia  de 
la  mensualidad  dejada  de  satisfacer,  juicio  de  desahucio  con- 
tra su  arrendatario  D.  Vicente  Quintana,  en  cuyo  juicio,  ale- 
gando la  incompetencia  el  demandado,  por  aquel  Juzgado  se 
accedió  á  su  pretensión,  motivo  por  el  que  la  estableció  en  la 
presente  forma: 
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OctavK).  Que  d  arrendatario  Quintana  en  ocho  de  Marzo, 
requirió  á  la  Sra.  Sañudo  para  que  recibiera  el  importe  de  la 
renta  vencida  en  primero  de  ese  mes,  por  medio  de  acta  Nota- 
rial y  habiéndose  negado  á  recibirlo,  por  tener  ya  establecido 
el  desahucio,  consignó  dicha  renta  en  el  Juzgado  Municipal  de 
Guadalupe,  quien  declaró  por  su  auto  del  mismo  mes,  dictado  en 
el  expediente  incoado  al  efecto,  bien  hecha  la  consignaeion  y  tuvo 
en  su  consecuencia  por  cancelada  la  obligación  a  petición  d^ 
arrendatario : 

Noveno.  Que  con^tra  ese  auto  estableció  Doña  María  de  Re- 
gla Sañudo,  recurso  de  apelación  que  sustanciado  fué  resuelto 
por  auto  de  cinco  de  Abnl  por  el  señor  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia del  mismo  Distrito,  el  que  revocó  el  auto  apelado,  decla- 
rando no  haber  lugar  á  tener  por  bien  hecha  la  consignación 
ni  por  cancelada  la  obligación.  T  acompañó  con  dicho  escrito 
el  contrato  de  arrendamiento  á  que  se  refieren  los  hechos,  so- 
licitando que  en  definitiva  se  declare  con  Ir^ar  el  desahucio 
de  la  finca  ''La  Misericordia"  apercibiendo  de  lanzamiento  al 
demandado,  con  las  costas  á  su  cai^o : 

Resultando:  que  el  Procurador  D.  José  de  Zayas  Bazán  4 
nombre  del  arrendatario  D.  Vicente  Quintana  Dénis  por  su 
escrito  de  cinco  de  Abril,  fojas  veinte  y  dos  acompañó  un  reci- 
bo de  fecha  ocho  de  Marzo  último,  autorizado  por  el  Secreta- 
rio del  Juzgado  Municipal  del  Distrito  de  Guadalupe,  de  haber 
recibido  de  D.  Mateo  Hernández  como  apoderado  de  D.  Vicen- 
te Quintana  la  suma  de  noventa  y  tres  pesos  cincuenta  centa- 
vos oro  en  diez  y  siete  centenes  y  tres  pesos  cuarenta  centavos 
en  plata,  para  que  se  entregase  á  la  Sra.  Sañudo  en  pago  de 
la  renta  adelantada  correspondiente  á  dicho  mes  de  Marzo  de 
la  finca  ''La  Misericordia",  fojas  veinte  y  una,  consignando 
además  en  este  Juzgado  en  cinco  de  Abril  la  misma  suma  de 
noventa  y  tres  pesos  cincuenta  centavos  en  diez  y  siete  cente- 
nes, un  escudo  en  oro,  un  peso  veinte  centavos  plata  y  ocho 
centavos  en  calderilla,  importe  de  la  mensualidad  por  adelan- 
tado correspondiente  al  mes  dicho  de  Abril  último,  fojas  veinte 
y  tres  vuelto,  para  que  se  entregase  á  la  Sra.  Sañudo: 

Resultando :  que  reintegrado  el  papel  del  arrendamiento  y 
abonada  la  multa  impuesta  en  providencia  de  diez  y  seis  de 
Abril  último,  fojas  treinta  y  ocho,  se  tuvo  por  establecida  la 
demanda,  se  dispuso  se  citase  á  la  demandante  y  demandado 
para  la  celebración  del  juicio  verbal  prevenido  en  el  artículo 
mil  quinientos  ochenta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil señalándose  para  el  acto  la  audiencia  del  día  veinte  y  tres 
del  referido  mes  de  Abril  á  las  dos  de  la  tarde;  y  por  la  mis- 
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ma  providencia  se  tuvo  por  hecha  la  consignación  de  la  canti- 
dad mencionada  y  que  en  vista  de  lo  solicitado  por  la  presenta- 
ron de  Quintana»  se  entregase  dicha  suma  ¿  la  Sra.  Sañudo, 
quien  la  recibió  el  mismo  día,  según  la  diligencia  de  fojas 
treinta  y  oefao  vuelto,  pero  haciendo  constar,  que  se  daba  por 
recibida  de  la  misma  sin  perjuicio  de  la  acción  de  desahucio 
que  se  ejereita  en  estos  autos  por  falta  de  pago : 

Resultando:  que  el  día  veinte  y  tres  d<e  Abril,  último  día 
señalado  para  el  juicio  verbal,  compareció  la  representación  de 
la  demandante,  solicitando  la  suspensión  del  acto  por  enferme- 
dad de  su  abogado  Director,  particular  que  justificó  con  la 
certificación  del  Dr.  Duplesis  que  obra  á  fojas  cuarenta  y  una, 
por  cuyo  motivo  se  señaló  nuevamente  para  dicfho  acto  el  día 
siete  de  Mayo  corriente  á  la  una  de  la  tarde,  según  la  providen- 
-eia  de  fojas  cuarenta  y  tres : 

Besñltando :  que  en  este  estado  el  Procurador  D.  José  de  Za- 
ras, á  nombre  de  D.  Vicente  Quintaatia  Denis,  x>or  su  escfrí'to  de  tres 
del  corriente  mes,  fojas  cuarenta  y  tres,  consignó  por  diligencia 
en  esta  fecha  la  cantidad  de  noventa  y  tres  pesos  cincuenta  centa- 
vos en  diez  y  sietecentenes  y  un  escudo  en  oro,  un  peso  veinte  cen- 
tavos en  plata  y  oeho  centavos  en  ca/lderilla,  importe  de  la  men- 
floalidad  por  adelantado,  del  corriente  mes  de  Mayo  de  la  fin- 
ca ''La  Misericordia''  cuya  suma  recibió  D.  Francisco  Fernán- 
des  y  Figares,  en  su  carácter  de  apoderado  general  de  Doña 
María  de  Regla  Sañudo,  pero  haciendo  constar  que  recibía  di- 
cha suma  sin  perjuicio  y  con  reserva  para  su  x>oderdante  de  la 
accim  de  desahucio  que  ejercita  en  estos  autos,  según  todo 
aparece  de  la  diligencia  visible  á  fojas  sesenta  y  cuatro  vuelta: 

Resultando:  que  en  siete  de  Mayo  corriente  dio  principio 
al  juicio  verbal,  que  continuó  los  días  nueve  y  diez  del  mismo 
año  actual,  fojas  cuarenta  y  siete  vuelta,  al  que  comparecieron 
los  Procuradores  de  las  partes  demandante  y  demandado,  asis- 
tidos de  sus  Abogados  Directores.  Y  concedida  la  palabra  á 
cada  uno  de  ellos  por  su  orden,  la  representación  de  la  deman- 
dante dijo:  Que  reproducía  todos  los  hechos  consignados  en  su 
escrito  de  demanda,  la  cual  ampliaba  además  en  cuanto  se  re- 
fiere á  la  renta  vencida  en  el  presente  mes  de  Mayo,  por  enten- 
der que  existen  respecto  de  ellas  las  mismas  razones  legales  que 
justificaron  aquélla,  reproduciendo  igualmente  los  fundamentos 
de  derecho  que  la  justifican  y  apoyan.  Que  en  cinco  de  Abril  y 
tres  de  Mayo  corriente  se  han  consignado  por  el  arrendatario 
Quintana  las  rentas  vencidas  en  primero  de  Abril  y  primero  de 
Mayo  consignación  que  ha  hecho  en  el  presente  juicio,  en  diez 
y  siete  centenes,  un  escudo  en  oro,  un  peso,  una  peseta  plata  y 
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ocho  centavos  en  calderillas,  habiéndose  recibido  la  correspon- 
diente al  mes  de  Abril  con  la  misma  protesta,  de  sin  perjuicio 
de  la  acción  de  desahucio  que  ejercita  en  estos  autos  por  la 
falta  de  pago.  Que  desde  el  instante  en  que  Quintana  hizo  su 
requerimiento  por  acta  notarial  el  oeho  de  Marzo,  dos  dias  des- 
pués de  haber  expirado  el  término  de  seis  días  dentro  del  cual 
estaba  obligado  á  hacerlo,  desde  el  día  siete  naciq  el  derecho 
de  Doña  María  de  Regla  Sañudo  para  proceder  al  desahucio  y 
aunque  es  cierto  que  el  Juzgado  Municipal  de  Guadalupe,  esti- 
mó bien  hecha  la  consignación  y  por  cancelada  la  obligación» 
también  es  cierto,  que  tal  auto  fué  revocado  por  el  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  del  Distrito.  Que  las  consignaciones  hechas  en 
cinco  de  Abril  y  tres  de  Mayo  corriente,  por  haberse  hecfho  sin 
que  se  llenaran  los  requisitos  de  los  artículos  mil  ciento  setenta 
y  siete  y  mil  ciento  setenta  y  ocho  del  Código  Civil,  y  faltán- 
dose á  la  expresada  c(mdición  de  la  cláusuia  segunda  del  con- 
trato de  que  las  mensualidades  habían  de  ser  pagadas  en  el  do- 
micilio de  la  propietaria  ó  en  el  de  la  persona  que  la  represen- 
tase; así  como  en  la  condición  también  expresa  y  que  se  ha 
omitido  en  las  tres  consignaciones  hechas,  de  que  la  renta  se 
había  de  pagar  en  oro  metálico  del  cuño  español.  Solicitando 
que  en  dd&nitiva  se  declare  con  lugar  el  desahucio  del  arren- 
datario D.  Vicente  Quintana  apercibiéndolo  de  lanzamiento 
si  no  desalojare  la  finca  dentro  del  término  legal,  con  imposi- 
ción de  todas  las  costas.  La  representación  del  demandado  con- 
testando la  demanda  dijo:  que  alega  la  excepción  de  falta  de 
pago  que  se  ha  realizado  y  viene  realizándose,  suplicando  se  de- 
clare sin  lugar  la  demanda  con  las  costas  de  cargo  de  la  señora 
demandante,  fundándose  en  los  siguientes  hechos: 

Primero.  Que  no  son  expresión  completa  ni  copia  fiel  de  los 
documentos  y  actuaciones  que  refieren  los  hechos  formulados 
en  la  demanda  y  los  añadidos  en  este  acto,  negándolos  por  tan- 
to en  cuanto  se  opongan,  alteren  ó  modifiquen  lo  que  expresa  el 
documento  de  fojas  ocho,  cual  se  remiten  lo  que  aparece  de 
las  actuaciones  y  demás  documentos  relacionados  en  esos  hechos: 

Segundo.  Que  el  sábado  día  cinco  de  Marao  último  el  de- 
mandado por  medio  de  su  legítimo  representante  se  personó  en 
el  domicilio  de  Doña  María  de  Regla  Sañudo  para  hacerle  en- 
trega de  la  renta  adelantada  correspondiente  á  ese  mes,  y  esa 
señora  acogiéndose  á  la  ambigüedad  de  la  cláusula  segunda  del 
contrato  se  negó  á  recibir  la  renta  ordenando  que  el  pago  s^ 
hiciera  á  su  apoderado  y  entre  idas  y  venidas  á  la  casa  del  uno 
y  de  la  otra  transcurrió  el  día  cinco,  sin  que  obtuviera  el  arren- 
datario el  recibo  de  la  r^ita : 
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Tercero.  Que  siendo  el  día  seis  siguiente  día  festivo,  no  en- 
contró la  representación  del  arrendatario  medio  de  hacerle  el 
ofrecimiento  de  pago  ni  el  anuncio  de  la  consignación,  pero  lo 
hizo  al  día  siguiente  por  medio  del  requerimiento  notarial,  acu- 
diendo después  al  Municipal  de  Guadalupe,  donde  realizó  la 
consignación,  en  los  términos  que  expresa  el  auto  dictado  por 
ese  Juzgado  en  doce  de  Marzo : 

Cuarto.  Que  como  resultado  de  esa  consignación,  aceptó^, 
tomó  7  recibió  la  demandante  el  importe  de  la  renta  correspon- 
diente al  mes  de  Marzo,  antes  de  entablar  esta  demanda : 

Quinto.  Que  la  demandante  recibió  el  pago  de  la  renta  del 
mes  de  Marzo  y  otorgó  recibo  de  ello  el  día  diez  ó  doce  de 
Marzo  mucho  antes  de  que  turnara  la  instancia  de  fojas  prime- 
ra, que  no  es  una  demanda  formulada  con  arreglo  á  derecho ;  y 
mi  mes  antes  de  que  formulara  esa  demanda  en  los  términos 
que  aparece  á  fojas  once,  y  dos  meses  antes  de  que  la  estable- 
ciera de  un  modo  definitivo  en  el  acto  del  sábado  ultimo,  fecha 
en  la  cual  tenía  ya  recibida  la  renta  de  Abril  y  consignada  la 
de  Mayo : 

Sexto.  Que  asimismo  y  según  aparece  de  los  autos  y  de  la 
diligencia  de  fojas  treinta  y  ocho  vuelta,  la  demandante  ha  re- 
cibido el  pago  correspondiente  á  la  renta  adelantada  del  mes 
de  Abril,  cuya  renta  fué  consignada  en  estos  autos  el  día  cinco 
del  pasado,  según  lo  justifica  la  diligencia  de  fojas  veinte  y 
tres  vuelta,  apareciendo  'hecho  el  pago  un  día  antes  de  que  la 
demandante  otorgara  el  poder  de  fojas  cinco,  poder  sin  el  cual 
no  era  posible  interponer  válidamente  la  presente  demanda  de 
desahucio;  y  realizado  el  pago  antes  también  de  que  fuera  am- 
pliada la  demanda  á  la  mensualidad  de  Abril : 

Séptimo.  Que  el  presente  juicio  de  desahucio  no  ha  tenido 
principio  l^al,  sino  hasta  el  día  siete  del  corriente,  comprobán- 
dolo de  un  modo  completo  el  hecho  de  haberse  formulado  en  el 
acto  celebrado  ese  día,  la  demanda  de  un  modo  definitivo  ha- 
ciéndola extensiva  á  la  mensualidad  de  Mayo,  no  comprendida 
en  los  escritos  anteriores  y  precisamente  de  lo  actuado  á  fojas 
cuarenta  y  seis  vuelta,  cuarenta  y  siete  y  cuarenta  y  siete  vuel- 
ta, aparece  consignada  con  dos  días  de  antelación  la  renta  de 
Mayo  y  notificada  esa  consignación  á  la  representación  actora 
qoe  lo  ha  consentido: 

Octavo.  Que  en  el  Municipal  de  Guadalux)e  y  en  el  Muni- 
cipal del  Vedado,  tuvieron  lugar  contiendas  judiciales  entre 
las  partes  sobre  estos  asuntos:  que  esas  contiendas  quedaron  re- 
sueltas por  autos  definitivos  que  les  pusieron  término,  sellán- 
dolas con  la  autoridad  de  las  cosas  juzgadas,  y  siendo  esas  con- 
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tiendas,  una,  relativa  á  la  consignación  de  la  renta  de  Marzo  j 
la  otra  al  desahucio  por  supuesta  falta  de  pago  de  esa  renta : 

Noveno.  Que  al  formular  su  demanda  la  actora.  «n  el  acto 
del  sábado  ha  expresado  de  un  modo  ambiguo  la  causal  que  le 
sirve  de  fundamento  para  pedir  el  desahucio,  expresando: 

Primero.  *'Que  el  arrendatario  no  ha  cumplido  en  todas 
sus  partes  el  contrato  de  arrendamiento  porque  no  ha  hecho 
el  pago  en  especie  pactada"  añadiendo  más  adelante  ''que  ha 
fundado  la  demanda  en  que  el  arrendatario  no  ha  satisfecho  If 
renta  en  la  forma  y  condiciones  estipuladas  en  el  contrato", 
afirmando  finalmente  que  las  mensualidades  aunque  pagadas  no 
86  han  pagado  en  oro :  que  estos  hechos  aducidos  á  última  hora, 
no  son  motivo  legal  para  fundar  en  ellos  el  desahucio  y  resulta 
contradicho  por  las  actuaciones;  pues  según  puede  comprobar 
el  Juzgado  á  fojas  dos  vuelta,  manifestó  por  escrito  la  actora 
que  funda  su  demanda  en  la  falta  de  pago  del  precio  conveni- 
do expresándose  en  iguales  términos  á  fojas  quince,  y  anadien 
do  que  lo  hace  definitivamente;  además,  de  las  diligencias  de 
fojas  treinta  y  ocho  vuelta  y  cuarenta  y  siete,  resultan  las  con- 
signaciones hechas  en  oro  ó  monedas  de  oro  del  cuño  español, 
salvo  aquellas  cantidades  fraccionarias  que  por  ministerio  do 
la  ley,  superior  á  la  sutileza  de  la  actora  pueden  ser  pagadas  en 
plata  ó  cobre  con  tanta  eficacia  como  si  fueran  de  oro  fino : 

Décimo.  Que  la  demanda  se  funda  en  la  supuesta  falta  de 
pago  del  precio  convenido  correspondiente  á  las  rentas  adelan- 
tadas de  los  meses  de  Marzo,  Abril  y  Mayo  del  corriente  año; 
resultando  de  los  autos,  pagados  ya  los  dos  primeros  meses  y 
consignado  el  tercero  antes  de  que  se  estableciere  formalmente 
el  juicio  de  desahucio,  siendo  estos  hechos  de  una  evidencia  in- 
discutible, supuesto  que  resultan  del  texto  literal  de  las  actua- 
ciones. La  representación  de  la  demandante  en  réplica  dijo: 
que  reproducía  y  dejaba  consignados  con  el  carácter  de  defini- 
tivos todos  los  hechos  de  la  demanda,  así  como  cuantas  manifes- 
taciones tiene  hechas  en  esta  comparecencia  negando  todos  y 
cada  uno  de  los  hechos  que  consigna  en  su  contestación  la  re- 
presentación del  demandado,  porque  la  realidad  de  esas  mani- 
festaciones queda  cumplidamente  evidenciada  con  el  más  ligero 
examen  del  contrato  de  arrendamiento,  con  las  fechas  en  que 
el  desahucio  se  estableció,  con  la  prueba  que  vendrá  á  justifi- 
car las  manifestaciones  del  demandante,  asi  como  el  simple  exa- 
men de  las  monedas  exhibidas.  Solicitando  que  en  definitiva  se 
declare,  según  lo  tiene  pedido  en  su  escrito  de  demanda  y  com- 
parecencia con  las  costas  de  cargo  del  demandado.  Pidiendo  asi- 
mismo, se  recibiese  el  juicio  á  prueba.  La  representación  del 
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demandado  evacuando  la  duplica  dijo :  que  el  mandato  de  fojas 
cinco  con  el  que  ha  comparecido  el  Procurador  Reguera  le  fué 
otorgado  el  seis  de  Abril  último,  y  lo  utilizó  por  primera  vez 
el  día  nueve  del  mismo  mes,  que  de  las  diligencias  de  fojas 
veinte  y  tres  vuelta,  aparece  que  el  día  cinco  del  mismo  Abril 
fué  consignada  la  renta  de  ese  mes.  Que  del  recibo  de  fojas  vein- 
te y  una  resulta,  que  la  renta  de  Marzo  fué  consignada  el  día 
odho  de  ese  mismo  mes;  que  cuando  la  demanda  fué  interpues* 
ta  por  el  escrito  de  fojas  once,  ya  estaba  pagada  y  consignada 
la  renta  y  ya  el  desahucio  al  ser  interpuesto  se  fundaba  en  una 
causa  falsa  que  contradecía  la  realidad  de  los  hechos.  Repro- 
duciendo todo  lo  que  tiene  manifestado,  terminó  suplicando  se 
declare  con  lugar  la  excepción  de  falta  de  pago.  Y  que  no  se  opo- 
nía á  que  se  recibiese  el  juicio  á  prueba : 

Resultando',  que  recibido  el  juicio  é  prueba  las  partes  hi- 
cieron uso  de  las  que  á  bien  tuvieron  y  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia dictó  sentencia,  declarando  con  lugar  el  desahucio,  aper- 
cibiendo á  Quintana  Deoiis  de  lanzamiento  si  no  desalojaba  en 
el  término  legal  la  finca  **La  Misericordia",  é  imponiendo  las 
costas  al  demandado,  y  establecida  por  éste  apelación,  la  Sala 
de  lo  Civil  por  los  mismos  fundamentos  de  hecho  revocó  la  sen- 
tencia del  inferior,  declarando  no  haber  lugar  al  desahucio,  ab- 
solviendo al  demandado  Quintana  Denis  é  imponiendo  las  eos 
tas  de  ambas  instancias  á  la  parte  actora : 

Resultando:  que  contra  esa  sentencia  se  interpuso  por  la 
representación  de  la  Sra.  Sañudo  de  Muñoz  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  autorizado  por  los 
artículos  mil  seiscientos  ochenta  y  siete,  mil  seiscientos  ochenta 
y  nueve  y  caso  primero  del  mil  seiscientos  noventa,  todos  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  teniendo  por  infringido  lo  si- 
guiente: 

Primero.  La  cláusula  cuarta  del  contrato  de  arrendamien- 
to, por  cuanto  el  pago,  conforme  al  mismo,  debía  hacerse  den- 
tro de  los  seis  primeros  días  de  cada  mes  y  la  Sala  declara  que 
el  pago  hecho  fuera  del  plazo  marcado  es  eficaz  para  impedir 
el  desahucio: 

Segundo.  El  artículo  mil  quinientos  cincuenta  y  cinco  del 
Có^digo  Civil,  en  su  párrafo  primero,  por  cuanto  el  arrendata- 
rio está  obligado  á  pagar  el  precio  del  artículo  en  los  términos 
conocidos,  y  la  Sala  estima  que  el  arrendatario  cumplió  sus 
obligaciones  al  pagar  después  de  vencido  el  plazo  señalado  en 
el  contrato: 

Tercero.  El  caso  segundo  del  artículo  mil  quinientos  sesen- 
ta y  nueve  del  Código  Civil,  porque  conforme  á  su  precepto  el 
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arrendador  puede  judicialmente  desahuciar  al  arrendatario  por 
la  falta  de  pago  del  precio  convenido,  y  la  Sala  no  obstante 
consignarse  que  el  inquilino  no  satisfizo  la  renta  en  el  día  con- 
venido, declara  sin  lugar  el  desahucio : 

Cuarto.  La  doctrina  legal  contenida  en  la  sentencia  del 
Tribunal  Supremo  español  de  veinte  y  seis  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  seis,  según  la  cual  el  ofrecimiento  de 
pago  y  la  consignación  del  precio  de  la  renta  en  un  contrato 
de  arrendamiento  no  es  obstativo  del  desahucio,  si  ese  ofrecí» 
miento  y  el  pago  se  efectúan  después  de  vencido  el  plazo  acor- 
dado para  realizarlo,  y  la  Sala  ha  declarado  lo  contrario  al  de- 
sestimar el  desahucio: 

Quinto.  La  sentencia  dictada  por  el  Tribunal  Supremo  de 
Cuba  en  veinte  de  Marzo  de  mil  novecientos,  según  la  cual  es 
procedente  el  desahucio,  cuando  no  se  paga  el  precio  de  la  ren- 
ta el  mismo  día  en  que  se  ha  convenido,  y  la  Sala,  á  pesar  de  esta 
doctrina,  declara  sin  lugar  el  desahucio : 

Sexto.  La  doctrina  legal  contenida  en  la  sentencia  del  Tri- 
bunal Supremo  español  de  veinte  y  siete  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  seis,  según  la  cual  en  ningún  caso  se  po- 
drán imponer  las  costas  de  la  segunda  instancia  al  litigante 
que  obtenga  á  su  favor  la  sentencia  de  la  primera,  acudiendo  á 
la  segunda  como  apelado,  á  pesar  de  lo  cual  la  Sala  ha  impues- 
to á  la  actora  las  costas  de  ambas  instancias;  recurso  que  fué 
admitido : 

BestUtando :  que  personadas  en  tiempo  las  respectivas  repre- 
sentaciones de  las  partes  ante  este  Supremo  Tribunal,  y  previos 
los  trámites  legales  se  celebró  la  vista  pública  de  este  recurso  el 
día  tres  del  corriente,  informando  los  abogados  directores. 

Visto.  Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Cruz  Pérez : 

Considerando:  que  en  el  arrendamiento  pueden  fijarse  to- 
das las  condiciones  no  contrarias  á  la  ley  y  buenas  costumbres 
que  á  los  contratantes  convenga  establecer,  las  que,  como  ley 
obligatoria  para  ellos,  deben  cumplir  exactamente,  y  faltando 
á  cualquiera  de  ellas  el  arrendatario,  es  procedente  y  legal  el 
desahucio : 

Considerando:  que  convenido  por  ambos  contratantes,  se- 
gún la  cláusula  cuarta,  que  el  pago  del  arrendamiento  debía 
hacerse  por  adelantado  dentro  de  los  seis  primeros  días  de  cada 
mes,  tal  estipulación,  nacida  del  mismo  contrato,  debe  cumplir- 
se al  tenor  de  éste  por  tener  fuerza  de  ley  entre  ambos  contra- 
tantes, máxime  tratándose  de  un  acto  bilateral  que  no  puede 
invalidarse  por  voluntad  de  una  sola  de  las  partes;  y  es  eviden- 
te, dentro  de  nuestra  vigente  legislación,  que  desde  el  instante 
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que  el  arrendatario  Quintana  Denis  dejó  de  pagar  el  precio  en 
los  términos  convenidos,  infringió  una  de  las  condiciones  esti- 
puladas en  el  contrato,  lo  cual  es  causa  bastante  para  ser  de- 
sahuciado judicialmente,  según  precepto  terminante  del  Código 
Civil  consignado  en  la  causa  tercera  del  artículo  mil  quinientos 
sesenta  y  nueve;  y  al  no  estimarlo  asi  la  Sala  sentenciadora  ha 
infringido  dicho  precepto  legal  y  cometido  el  error  de  derecho 
que  se  le  atribuye : 

Considerando :  que  estimándose  el  recurso  por  el  primero  de 
los  motivos,  se  hace  necesario  resolver  en  cuanto  á  los  demás ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  que  por  infracción  de  ley  y  doctrina  le- 
gal se  interpuso  por  la  representación  de  Doña  Regla  Sañudo 
de  Muñoz  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil 
de  la  Audiencia  de  la  Habana,  sentencia  que  casamos  y  anula- 
mos, sin  especial  condenación  de  costas. 

Comuniqúese  esta  resolución  con  la  que  á  continuación  se 
dicta  á  dicha  Sala  sentenciadora  para  los  efectos  que  procedan, 
publiquese  en  la  Gaceta  Oficial  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la 
Secretaria  de  Justicia,  á  cuyo  efecto  se  librarán  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — Rafael  Cruz 
Pérez.— -José  M.  García  Montes. — Eudaldo  Tamayo. — ^Ángel  C. 
Betaneourt. — Octavio  Giberga. 

Segunda  sentencia. 

Bn  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  de  Agosto  de  mil  no- 
vecientos, en  el  juicio  seguido  en  el  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia del  Distrito  de  la  Catedral  en  esta  capital  y  ante  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  Doña  María  Re- 
gla Sañudo  de  Muñoz,  propietaria  y  vecina  de  esta  ciudad,  re- 
presentada sucesivamente  por  los  Procuradores  Manuel  Fer- 
nández de  la  Reguera  y  Luis  P.  Valdés  contra  D.  Vicente  Quin- 
tana Denis,  labrador  y  vecino  de  Canarias,  representado  tam- 
bién sucesivamente  por  los  Procuradores  José  de  Zayas  Bazán 
y  Ambrosio  L.  Pereira,  sobre  desahucio  de  la  finca  rústica  **La 
Misericordia",  juicio  pendiente  ante  este  Supremo  Tribunal 
en  virtud  del  recurso  de  casación  que  por  infracción  de  ley  y 
doctrina  legal  interpuso  la  representación  de  la  demandante 
contra  la  sentencia,  dictada  en  catorce  de  Abril  último: 

Resultando:  que  casada  y  anulada  por  sentencia  de  esta 
misma  fecha  la  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana  en  catorce  de  Abril  último,  procede  dictar  de 
seguida  la  que  ha  de  sustituirse  á  la  pronunciada  por  el  Tri- 
bunal recurrido,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  treinta 
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y  ocho  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  del  Gobierno  Mili- 
tar de  esta  Isla  sobre  casación : 

Aceptando  los  fundamentos  de  hetího  del  Juez  de  Primera 
Instancia  del  Distrito  de  Guadalupe  en  su  sentencia  de  veinte 
y  siete  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Rafael  Cruz  Pérez : 

Considerando :  que  la  falta  de  pago  del  precio  del  arrenda- 
miento en  los  términos  convenidos,  caso  primero  del  articula 
mil  quinientos  cincuenta  y  cinco  del  Ccjdigo  Civil,  constituye 
la  infracción  de  una  de  las  condiciones  estipuladas  en  el  con- 
trato, y  cuando  ésta  resulta,  como  acontece  en  el  caso  de  autos, 
el  arrendador  podrá  desahuciar  judicialmente  al  arrendatario, 
según  lo  preceptúa  terminantemente  la  causa  tercera  del  artículo 
mil  quinientos  sesenta  y  nueve  del  Código  Civil,  ya  citado : 

Considerando:  que  si  bien  es  cierto  que  en  el  Juzgado  Mu- 
nicipal de  Guadalupe  se  consignó  por  el  demandado  el  importe 
del  precio  que,  correspondiente  al  mes  de  Marzo,  debía  pagarse 
adelantado  dentro  de  los  seis  primeros  días  de  dicho  mes,  según 
lo  convenido,  también  es  verdad  que  dicha  consignación  se  hizo 
después  de  haber  transcurrido  los  seis  primeros  días  dentro  de 
los  cuales  tenía  que  hacerse  el  pago,  no  habiéndose  ofrecido 
éste  dentro  de  ese  plazo,  y  no  es  eficaz,  para  evitar  el  desahu- 
cio, la  consignación  verificac^a,  por  no  admitirse  el  pago,  cuando  el 
ofrecimiento  no  se  hizo  al  tiempo  en  que  debía  realizarse ;  siendo 
por  lo  tanto  evidente  que  infringida,  como  lo  fué,  una  de  las  con- 
dieiones  estipuladas  en  el  contrato,  es  procedente  el  desahucio ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lu- 
gar al  desahucio  solicitado  por  Doña  María  Regla  Sañudo  de 
Muñoz,  y  se  apercibe  de  lanzamiento  al  arrendatario  D.  Vicen- 
te Quintana  Denis,  si  no  desaloja  dentro  de  veinte  días  la  fin- 
ca rústica  **La  Misericordia",  y  se  imponen  al  demandado  las 
costas  de  primera  y  segunda  instancias. 

Así  por  esta  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— Rafael  Cruz  Pérez. — José  M.  García  Montes. — Eudal- 
do  Tamayo. — ^Angel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. 


Luis  de  Jaudenés  y  Zanoni  y  Diego  de  Saavedra  y  Prígola  por 
su  esposa  Luisa  Rodrigo,  contra  Ignacio  Ovando  y  Ar- 

MENTEROS,    AnGEL   MARTÍNEZ  Y   ParÍS   Y   CÁNDIDO    ZABARTE 

Y  París. 

Sentencia  núm.  21  (Agosto  22  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  Jaudenés  y  Sao- 
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vedra  contra  la  sentencia  dictada  par  la  Audiencia  de  la 
Habana  en  14  de  Abrü  de  1900, 

DERECHO  DE  PATBONATO  A  UNA  CAPELLANÍA 
T  NULIDAD  DE  BEDENCION  DE  CENSO. 

Las  sentencias  deben  ser  claras,  precisas  y  congruentes 
con  la  demanda  y  demás  pretensiones  deducidas  oportuna- 
mente en  él  pleito,  haciendo  las  declaraciones  que  éstas  exi- 
gen, condenando  ó  absolviendo  al  demandado  y  decidiendo  to- 
dos los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  debate, 
con  pronunciamiento  separado  respecto  de  cada  uno  de  ellos; 
por  lo  cual  al  allanarse  á  la  demanda  uno  de  los  demandados, 
debe  hacerse  declaración  respecto  á  los  particulares  conte- 
nidos en  cuanto  &  61  en  la  demanda;  sin  que  la  circunstan- 
cia de  ser  absolutoria  la  sentencia,  excuse  esa  declaración  de 
derecho,  pues  nada  decide  respecto  á  aquél,  la  absolución  de 
los  otros  -demandados,  toda  vez  que  con  independencia  de 
ésta,  pudieron  y  han  debido  ser  resueltas  las  promociones  re- 
ferentes al  particular  que  sólo  tenían  relación  con  el  otro  de- 
mandado. 

Apareciendo  de  las  pruebas  traídas  al  Juicio,  así  como 
de  documentos  públicos  en  él  presentados,  la  voluntad  del 
fundador  de  una  Capellanía,  respecto  &  quién  deba  ejercer 
el  patronato  de  la  misma,  es  ineficaz  la  declaratoria  Judicial 
Indebidamente  obtenida  en  actos  de  Jurisdicción  voluntaria, 
fuera  de  los  términos  y  condiciones  señalados  por  el  fundador. 

Demostrado  que  el  que  se  titulaba  patrono  de  una  Cape- 
llanía no  podía  serlo  con  arreglo  á  la  ley  de  fundación,  y 
que,  por  lo  tanto,  carecía  de  capacidad  legal  para  otorgar  vi- 
udamente la  redención  del  censo  perteneciente  á  dicha  Cape- 
llanía, esa  redención  es  nula  y  no  puede  producir  efecto  res- 
pecto de  los  verdaderos  patronos  de  la  Capellanía,  que  en 
forma  alguna  quedaron  obligados  por  un  contrato  otorgado 
sin  su  intervención  y  que  tampoco  han  consentido  con  poste- 
rioridad al  otorgamiento. 

Es  nula  la  cesión  de  derechos  que  conjuntamente  con  la 
redención  de  un  censo  otorga  el  patrono  de  una  Capellanía 
que  no  tenía  capacidad  legal  para  ostentar  ese  car&cter,  sin 
que  pueda  convalidarlas  la  inscripción  efectuada  en  el  Be- 
gistro  de  la  Propiedad,  porque  la  inscripción  no  convalida 
los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos  con  arreglo  á  las  leyes. 

Procede  la  total  cancelación  de  una  inscripción  en  el  Be- 
gistro  de  la  Propiedad  cuando  se  declara  la  nulidad  del  titulo 
en  cuya  virtud  se  hubiese  hecho. 

La  cancelación  de  las  inscripciones  sólo  extingue  en  cuan- 
to á  tercero,  los  derechos  inscriptos  á  que  afecte  según  la 
Ley  Hipotecarla  de  1880,  si  el  título  en  virtud  del  cual  se 
ha  verificado,  no  es  falso  ó  nulo;  y  en  armonía  con  tal  pre- 
cepto de  la  Ley,  procede  se  declare  nula  la  cancelación  con 
perjuicio  de  tercero,  cuando  se  declare  falso,  nulo  ó  ineficaz 
el  titulo  en  cuya  virtud  se  hubiese  hecho. 

^  la  ciudad  de  'la  Habana,  á  veinte  y  dos  de  Agosto  de 
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mil  novecientos,  en  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantia,  se- 
guido en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Gua- 
dalupe y  en  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  esta  Capi- 
tal por  Luis  de  Jaudenés  y  Zanoni  y  Diego  de  Saavedra  y  Prí- 
gola,  éste  como  representante  de  su  esposa  la  Sra.  Luisa  Rodrigo, 
vecinos  uno  y  otro  demandantes  de  la  ciudad  de  Valencia  (Es- 
paña), y  ambos  propietarios,  contra  Ignacio  Ovando  y  Armen- 
teros,  Ángel  Martínez  y  París  y  Cándido  Zabarte  y  París,  loa 
dos  últimos  vecinos  y  comerciantes  de  esta  ciudad  no  expresán- 
dose en  la  sentencia  la  vecindad  y  profesión  del  primero,  sobre 
derecho  al  patronato  de  la  Capellanía  de  Soto  Costoya,  nulidad 
de  la  redención  del  censo  perteneciente  á  ésta  y  otros  extremos, 
pendiente  ante  este  Supremo  Tribunal  en  virtud  del  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  inter- 
puesto por  el  Procurador  Juan  Mayorga  en  representación  de 
los  actores: 

Resultando:  que  en  la  resolución  recurrida  se  aceptan  los 
hechos  de  la  sentencia  del  Juez  inferior,  entre  los  cuales  se  ha- 
llan los  siguientes: 

Primero.  Resultando:  que  el  Procurador  D.  Juan  Marti  fun- 
da su  demanda  en  los  siguientes  hechos : 

Primero:  que  el  Capitán  D.  Manuel  Soto  y  Costoya  dis- 
puso por  la  cláusula  décimanovena  del  testamento  bajo  el  cual 
falleció  y  que  había  otorgado  en  veinte  y  seis  de  Febrero  de 
mil  setecientos  noventa  y  nueve  ante  D.  José  Salinas  que  se 
fundase  una  capellanía  laical  de  seis  mil  pepoe  de  capital,  so- 
bre la  casa  de  su  morada : 

Segundo.  Que  según  la  citada  cláusula  testamentaria  de- 
bía servir  la  capellanía  en  primer  lugar  Doña  María  de  la  Luz 
Soto  y  Costoya,  hija  del  testador;  en  segundo  lugar  su  otra 
hija  Doña  María  Belén,  después  los  descendientes  legítimos  de 
la  primera  ó  sea  de  Doña  María  de  la  Luz,  hasta  el  cuarto  gra- 
do inclusive;  en  seguida  los  descendientes  legítimos  de  la  se- 
gunda Q  sea  de  Doña  María  Belén  también  hasta  el  cuarto  gra- 
do; y  si  faltaren  descendientes  de  una  y  otra  hija,  los  de  sus 
señoras  hermanas  Doña  Agustina  y  Doña  María,  y  por  fin  á 
falta  de  todos,  servirá  la  Capellanía  el  Monasterio  de  Santa 
Clara  de  esta  Capital : 

Tercer  hecho.  Que  por  escritura  de  nueve  de  Abril  de  mil 
ochocientos  diez  y  seis,  ante  el  mismo  Notario  D.  José  Salinas, 
ia  Sra.  Doña  María  de  la  Luz  Soto  y  Costoya  fundó  la  Capella- 
nía dispuesta  por  su  padre  imponiendo  el  capital  de  seis  mil 
pesos  sobre  la  casa  calle  de  San  Ignacio  esquina  á  la  del  Sol, 
que  hoy  está  marcada  con  el  número  treinta  y  nueve : 
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Cuarto  hecho.  Que  aquella  escritura  fué  anotada  en  el  an- 
tiguo Registro  de  la  Propiedad  al  folio  doscientos  diez  y  oeho 
del  Libro  cuarenta  y  uno  de  hipotecas : 

Quinto  hecho.  Que  Doña  María  de  la  Luz  Soto  y  Costoya, 
sirvió  la  Capellanía  hasta  el  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos 
veinte  y  dos,  en  cuya  fecha  falleció : 

Sexto  iiecho.  Que  Doña  María  de  Belén  Soto  y  Costoya  nom- 
brada para  ser  patrona  á  la  muerte  de  Doña  Luz,  falleció  antes 
que  ésta  y  no  pudo  por  lo  mismo  entrar  nunca  en  el  patronato : 

Séptimo  hecho.  Que  Doña  María  de  la  Luz  murió  bajo  el 
poder  que  para  testar  había  otorgado  en  San  Lúcar  de  Barra- 
meda  en  seis  de  Enero  de  mil  ochocientos  veinte  y  dos  ante 
D.  Baltasar  José  Rizo,  á  favor  de  su  legítimo  marido  D.  Agus- 
tín Ovando  y  Adorno,  el  cuad  en  uso  de  dicho  poder,  otorgó  el 
testamento  de  su  citada  esposa  en  dos  de  Abril  del  mismo  año, 
ante  D.  Bernardo  de  la  Calle,  Notario  en  Cádiz : 

Octavo  hecho.  Que  en  el  mencionado  testamento  se  declaró 
que  por  la  muerte  de  Doña  María  de  la  Luz  y  según  el  llama- 
miento del  fundador,  la  Capellanía  debía  pasar  á  D.  Vicente 
María  y  Doña  María  Regla  Rodrigo  y  Soto,  hijos  legítimos  de 
Doña  María  Belén  Soto  y  Costoya : 

Hecho  noveno.  Que  desde  entonces  y  hasrt^a  su  muerte  sir- 
vieron la  Capellanía  los  dos  hermanos,  hijos  de  Doña  Belén 
citados  en  el  hecho  anterior : 

Hecho  décimo.  Que  D.  Vicente  María  Rodrigo  y  Soto,  fa- 
lleció bajo  el  testamento  que  había  otorgado  en  la  ciudad  de 
Valencia  en  diez  y  siete  de  Enero  de  mil  ochocientos  cuarenta 
y  cuatro,  ante  el  Notario  D.  Vicente  Antonio  Barrachiñia  en  el 
enal  declaró  no  tener  más  sucesiqn  que  una  hija  nombrada 
Doña  Luisa  Rodrigo  y  Benet  nacida  en  su  matrimonio  con  Don 
Joaquín  Benet  y  Casasús,  á  cuya  hija  instituyó  heredera  dejan- 
do el  usufructo  del  quinto  á  su  citada  esposa : 

Hecho  onceno.  Que  Doña  María  Regla  Rodrigo,  hermana 
de  D.  Vicente  y  coposeedora  con  él  de  »la  capellanía,  como  se 
deja  dicho,  falleció  dejando  de  su  matrimonio  con  D.  Luis  de 
Jaudenés  y  Zanoni,  dos  hijos  nombrados  D.  Luis  y  Doña  Filo- 
mena Jaudenés  y  Rodrigo,  entre  los  cuales  se  dividieron  los 
bienes  dejados  á  su  fallecimiento  por  los  citados  sus  padres,  ha- 
biéndose hecho  la  adjudicación  en  dos  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  dos  y  protocolizada  en  veinte  y  cuatro  del 
luismo  año  ante  D.  José  Tayo  é  Irano,  Notario  de  Valencia : 

Hecho  doce.  Que  la  mitad  del  capital  acensuado  para  cons- 
tituir la  Capellanía  de  Soto  Costoya  en  que  había  sucedido  Don 
Vicente  María  Rodrigo,  pasó  por  muerte  de  éste  (hecho  diez) 
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á  SU  hija  única  legítima  Doña  Luisa  Rodrigo  y  Benet  y  la  otra 
mitad  que  correspondía  á  Doña  Maria  Begla  Rodrigo  fué  ad- 
judicada á  D.  Luis  de  Jaudenés  Rodrigo  uno  de  sus  hijos  y  be- 
rederos  (hecho  once) : 

Segundo.  Resultando :  que  como  más  hechos  se  alegaron  en 
la  demanda  el  señalado  con  el  número  trece  en  que  se  expresa 
que  dicho  D.  Luis  de  Jaudenés  y  Rodrigo  hizo  inscribir  su  bit 
juela  en  que  consta  la  mitad  del  censo  de  la  Capellanía,  en  la 
antigua  Anotaduría  de  Hipotecas  de  la  Habana,  donde  se  anotó 
al  folio  seiscientos  diez  y  seis  del  Libro  noventa  y  cinco  en  vein- 
te y  nueve  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno: 

El  hecho  catorce  dice:  que  la  Sra.  Doña  Joaquina  Benet  y 
Casasús,  le^tima  esposa  que  fué  de  D.  Vicente  María  Rodrigo 
y  usufructuaria  del  quinto  de  sus  bienes  según  el  testamente 
de  aquel,  ha  declarado  en  escritura  de  veinte  y  uno  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  imo,  ante  el  Notario  de  Valen- 
cia D.  Vicente  Sánchez  Tello,  no  tener  derecho  alguno  á  la  mi- 
tad del  censo  de  la  Capellanía  de  Soto  Costoya  que  figuraba 
entre  aquellos  bienes: 

En  el  hecho  quince  se  expresa:  que  se  están  adeudando  á 
los  demandantes  los  réditos  del  citado  censo  correspondientes 
á  los  años  vencidos  en  nueve  de  Abril  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  tres  y  siguientes  hasta  el  de  mil  ochocientos  noventa 
y  seis,  ó  sean  catorce  años  que  á  razón  de  trescientos  pesos  en 
cada  uno  importan  cuatro  mil  doscientos  pesos: 

Expone  el  hecho  diez  y  seis :  que  D.  Ignacio  Ovando  y  Ar- 
menteros  se  hizo  nombrar  Capellán  de  la  Capellanía  de  Soto 
Costoya  en  diligencias  de  jurisdicción  voluntaria  donde  fué 
nombrado  sin  perjuicio  de  tercero  el  año  mil  ochocientos  no- 
venta y  uno  por  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Distrito 
del  Este  de  esta  ciudad,  por  la  Escribanía  de  D.  Jesús  Rodrí- 
guez: 

El  hecho  diez  y  siete  dice:  que  según  parece  Ovando  alegó 
para  obtener  el  nombramiento  que  la  Capellanía  estaba  vacante 
por  muerte  de  D.  Vicente  Rodrigo  y  Ros  de  Ursino,  el  cual 
nunca  la  sirvió,  pues  el  D.  Vicente  Rodrigo  que  lo  hizo  fué  su 
hijo  que  tenía  por  segundo  apellido  el  de  Soto,  como  queda  ya 
dicho  (hecho  ocho)  asegurando  los  demandantes  en  el  hecho  diez 
y  ocho  que  D.  Ignacio  Ovando  no  es  descendiente  de  Doña  Ma- 
ría de  la  Luz  Soto  y  Costoya  ni  de  su  hermana  Doña  Maria 
Belén  de  los  mismos  apellidos : 

Afirman  en  el  hecho  diez  y  nueve:  que  D.  Ángel  Martínez 
y  París  pretendiendo  redimir  el  censo  en  que  consiste  la  Ca- 
pellanía de  Soto  Costoya,  se  entendió  con  D.  Ignacio  Ovando  y 
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Armenteros  el  cual  según  dice  la  escritura  de  ocho  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  noventa  y  uno  ante  D.  Pedro  Rodríguez 
Pérez  entregó  el  capital  de  seis  mil  pesos  y  noventa  y  nueve 
X>eso8  más  á  título  de  réditos  vencidos : 

El  hecho  veinte  dice:  que  D.  Ignacio  Ovando  y  Ármente- 
ros  recibió  las  indicadas  cantidades  de  dinero  según  dice  la  es- 
critura citada  en  el  hecho  anterior  y  otorgó  la  redención  del 
censo  consintiendo  en  su  cancelación  en  cuanto  toda  la  casa  ca- 
lle de  San  Ignacio  número  treiuta  y  nueve  menos  dos  acceso- 
rias de  las  cuales  no  era  dueño  á  D.  Ángel  Martínez  y  París,  ce- 
diendo á  éste  sus  derechos  sobre  las  mismas  accesorias  excep- 
tuadas: 

El  veinte  y  uno  asegura:  que  con  copia  de  aquella  escritu- 
ra se  inscribió  la  redención  en  el  Registro  de  la  Propiedad  can- 
celándose el  censo : 

El  hecho  veinte  y  dos  dice:  que  en  la  escritura  de  funda- 
eióji  de  la  capellanía  de  Soto  Costoya  é  institución  del  censo 
de  la  misma  estableció  que  siempre  que  el  dueño  de  la  finca 
entregase  los  capitales  acensuados  (eran  dos  los  censos  allí 
constituidos)  con  más  los  réditos  que  estuvieran  vencidos  han 
de  ser  obligados  los  señores  de  estos  censos  á  recibirlos  y  otor- 
gar escritura  de  redención  en  forma : 

El  hecho  veinte  y  tres  sostiene:  que  en  la  inscripción  de 
la  escritura  de  redención  de  los  seis  mil  pesos  de  Soto  Costoya 
otorgada  por  D.  Ignacio  Ovando  á  favor  de  D.  Ángel  Martínez 
y  París  en  ocho  de  Agosto  de  mil  odhocientos  noventa  y  une 
ante  D.  Pedro  Rodríguez  Pérez,  aparece  alterada  la  verdad  sus- 
tituyéndose la  frase  *^los  señores  de  estos  censos"  por  las  pala- 
bras *'el  patrono  que  en  tiempo  fuese*',  sin  que  puedan  afirmar 
los  demandantes  si  esa  aliteración  es  imputable  al  Registro  ó  si  se 
cometió  en  dicha  escritura: 

En  el  hecho  veinte  y  cuatro  se  alega:  que  en  la  referida  es- 
critura de  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno  ante 
Rodríguez  Pérez,  no  intervinieron  los  demandantes: 

Dice  el  hecho  veinte  y  cinco :  que  los  demandantes  son  he- 
rederos de  D.  Manuel  Soto  Costoya,  fundador  de  la  Capellanía 
de  que  aquí  se  trata,  como  lo  justifican  los  documentos  marca- 
dos con  los  números  dos,  tres,  cuatro,  cinco  y  once  que  se  acom- 
pañan con  la  demanda  los  cuales  demuestran  las  sucesivas  tras- 
misiones de  derecho  del  fundador  á  sus  hijos  Doña  Luz  y 
Doña  Belén,  de  éstas  á  D.  Vicente  y  Doña  María  (ó  María 
Regla)  Rodrigo  y  de  éstos  á  Doña  Luisa  Rodrigo  de  Saavedra 
y  D.  Luis  de  Jaudenés,  demandante : 

Asevera  el  hecho  veinte  y  seis :  que  pedida  en  tiempo  opor- 
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tuno  según  el  artículo  trescientos  noventa  y  siete  de  la  Ley 
Hipotecaria  reformada  la  traslación  á  los  modernos  libros,  de 
la  anotación  hecha  en  los  antiguos  á  favor  del  Conde  de  Za- 
noni  de  la  mitad  del  censo  de  la  Capellanía  de  Soto  Costoya. 
no  se  ha  podido  verificar  por  la  cancelación  total  del  gravamen 
que  aparece  hecha  en  el  Registro;  terminando  la  demanda  con 
la  súplica  de  que  se  declare  que  D.  Ignacio  Ovando  y  Armen 
teros  no  tiene  ni  tuvo  nunca  deredho  á  ser  patrono  de  la  Ca- 
pellanía de  seis  mil  pesos  de  capital  mandada  fundar  por  Don 
Manuel  Soto  y  Costoya  en  la  casa  de  la  calle  de  San  Ignacio 
número  treinta  y  nueve;  que  el  patronato  de  la  mencionada 
Capellanía  corresponde  á  Doña  Luisa  Rodríguez  Benet  de  Saa 
vedra  y  á  D.  Luis  de  Jaudenés,  Conde  de  Zanoni  desde  el  falle 
cimiento  de  D.  Vicente  María  Rodrigo  y  Soto  Costoya  y  Don? 
María  Regla  Soto  Costoya;  que  es  nula  la  redención  del  censo 
de  la  Capellanía  de  D.  Manuel  Soto  Costoya  otorgada  por  Don 
Ignacio  Ovando  y  Armenteros  á  favor  de  D.  Ángel  Martínea 
París,  por  la  escritura  de  oeího  de  Agosto  de  mil  ochocientof 
noventa  y  uno  ante  D.  Pedro  Rodríguez  Pérez:  que  son  igual' 
mente  nulas  la  inscripción  de  dicha  escritura  de  redención   : 
la  consiguiente  cancelación  del  censo  y  cesión  de  derechos  de 
Ovando  á  Martínez  París  á  que  la  misma  se  refiere:  que  Dor 
Cándido  Zabarte  y  París  como  actual  poseedor  de  la  casa  y  los 
que  le  sucedan  en  el  dominio  de  la  misma,  están  sujetos  á  lo^ 
efectos  de  la  declaración  de  nulidad  de  la  redención  y  cancela 
ción  del  censo  de  la  Capellanía  de  Soto  Costoya;  mandar  que 
quede  totalmente  cancelado  y  sin  efecto  alguno  el  asienlx)  de 
inscripciqn  de  la  escritura  citada  de  ocho  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  noventa  y  uno,  ante  D.  Pedro  Rodríguez  Pérez  he- 
cho en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  esta  ciudad,  al  folio 
ciento  cuarenta  y  cuatro  vuelto,  del  tomo  trescientos  setenta  y 
uno  del  Ayuntamiento  de  esta  Capital,  finca  número  mil  dos- 
cientos ochenta  y  cinco  cuadruplicado,  inscripción  quinta  y  las 
demás  inscripciones  del  mismo  título  que  se  hayan  hecho  sobra 
las  accesorias  de  la  casa  calle  de  San  Ignacio  número  treinta 
y  nueve  que  no  fueron  comprendidas  en  él:  mandar  asimismct 
que  se  trasladen  á  los  Libros  del  Registro  el  asiento  cancelado 
relativo  á  la  escritura  de  imposición  de  nueve  de  Abril  de  mi) 
ochocientos  diez  y  seis,  ante  D.  José  Salinas  y  que  existía  al 
folio  doscientos  diez  y  ocho  del  Libro  cuarenta  y  uno  de  la  an- 
tigua Anotaduría  de  hipotecas  de  esta  ciudad  y  el  que  á  favor 
de  D.  Luis  de  Jaudené,  Conde  de  Zanoni,  existe  aún  al  folio 
seiscientos  diez  y  seis  del  Libro  noventa  y  cinco  de  la  misma 
Anotaduría,  ampliándose  uno  y  otro  asiento  en  los  términos  que 
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la  Ley  Hipotecaria  dispone:  condenar  á  D.  Ángel  Martínez 
París  7  á  D.  Cándido  Zabarte  á  que  se  paguen  solidariamente 
á  los  demandantes  los  intereses  de  cinco  por  ciento  sobre  el  ca- 
pital acensuado  desde  el  año  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  tres  inclusive  hasta  que  se  verifique  el  pago,  luego  qu^ 
cesen  los  efectos  del  Bando  del  Gobierno  General  de  esta  Isla, 
que  declaró  en  suspenso  hasta  treinta  de  Abril  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,  el  cobro  judicial  de  los  réditos  de  cen- 
sos; y  en  el  caso  de  estimar  que  dicho  Bando  se  opone  á  la 
admisión  actual  de  la  demanda  en  cuanto  á  este  extremo,  tener 
lo  por  no  puesto  y  en  tal  caso  reservar  expresamente  á  los  de- 
mandantes sus  derechos  contra  los  Sres.  Martínez  París  y  Za- 
barte para  reclamarles  en  la  vía  y  forma  que  corresponda  loe 
referidos  intereses,  condenando  á  los  demandados  en  las  costas} 
pidiendo,  además,  por  otrosí  la  anotación  preventiva  de  la  deman- 
da en  el  Registro  de  la  Propiedad : 

Tercero.  Besfultando:  quie  el  demandado  D.  Ignacio  Ovan- 
do y  Armenteros  presentó  escrito  allanándose  á  la  demanda  de- 
clarándolo así  en  escritura  pública  .cuyo  escrito  fué  ratificado 
por  el  referido  Ovando,  presentándose  posteriormente  por  lo^ 
demandantes  copia  autorizada  del  nuevo  poder  otorgado  poif 
D.  Diego  de  Saavedra  como  legítimo  esposo  de  Doña  Luisa  Ro- 
drigo y  por  esta  misma  señora  y  sustituido  á  favor  del  Procu- 
rador Martí,  reproduciendo  en  este  nuevo  documento  el  escrito 
de  demanda : 

Cuarto.  Resultando:  que  emplazados  en  forma  los  deman- 
dados contestaron  á  la  demanda  formulando  los  siguientes  he- 
chos el  Procurador  D.  José  de  Zayas  á  nombre  de  D.  Cándido 
Zabarte: 

'Primero.  Que  D.  Luis  de  Jaudenés,  por  sí,  y  D.  Diego  Saave- 
dra, como  legítimo  consorte  de  Doña  Luisa  Rodrigo,  aquél  y  ésta, 
titulándose  patronos  de  la  capellanía  fundada  por  D.  Manuel 
Soto  Costoy^,  han  producido  demanda  contra  D.  Ignacio  Ovan- 
do, D.  Ángel  Martínez  y  D.  Cándido  Zabarte  para  que  se  declare 
una  multitud  de  cosas  que  pueden  resumirse  así : 

Primero.  Que  D.  Ignacio  Ovando  no  tiene  derecho  á  ser 
patrono  de  la  Capellanía  mandada  fundar  por  D.  Míinuel  Soto 
Costoya  en  la  casa  de  la  propiedad  de  D.  Cándido  Zabarte  ca- 
lle de  San  Ignacio  número  treinta  y  nueve : 

Segundo.  Que  el  patronato  de  dicha  Capellanía  corresponde 
á  Doña  Luisa  Rodrigo  y  D.  Luis  de  Jaudenés : 

Tercero.  Que  es  nula  la  redención  del  censo  de  la  citada 
Capellanía  llevada  á  cabo  por  D.  Ignacio  Ovando  á  favor  de 
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D.  Ángel  Martínez,  anterior  propietario  de  la  mencionada  ca- 
sa, y  nula  también  su  cancelación  en  el  Registro : 

Cuarto.  Que  á  esa  declaratoria  de  nulidad  está  sujeto  Don 
Cándido  Zabarte,  asi  como  cuantos  les  sucedan  en  el  dominio 
de  la  repetida  casa.  Solicitando  además  los  demandantes  que 
como  consecuencia  de  las  expresadas  declaratorias  se  condene  4 
Zabarte  y  á  Martínez  á  que  solidariamente  satisfagan  los  in- 
tereses de  cinco  por  ciento  anual  desde  el  año  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  tres,  y  el  pago  con  Ovando  de  todas  las  costas 
del  juicio: 

Hecho  segundo:  que  en  nueve  de  Abril  de  mil  ochocientos 
diez  y  seis  y  por  ante  el  Escribano  D.  José  de  Salinas,  Doña 
María  de  la  Luz  Soto  Costoya,  legítima  consorte  de  D.  Agustín 
Ovando,  cumpliendo  la  última  voluntad  de  su  padre  D.  Ma- 
nuel de  Soto  Costoya,  impuso  sobre  una  casa  de  su  propiedad 
que  es  la  número  treinta  y  nueve  de  la  calle  de  San  Ignacio, 
la  suma  de  seis  mil  pesos  en  calidad  de  Capellanía  laical,  cu- 
yos patronos  y  poseedores  quedaron  designados  en  el  orden  es- 
tablecido en  la  cláusula  décimanovena  del  tesrtamento  del  pro- 
pio D.  Manuel  Soto  Costoya  que  dice:  ** Mando  también  que 
''sobre  la  misma  casa  se  impongan  y  carguen  seis  mil  pesos  más 
"en  calidad  de  Capellanía  laical,  nombrando  por  primera  pa- 
**trona  y  poseedora  á  la  citada  mi  hija  Doña  María  de  la  Luz 
**con  el  cargo  y  condici6;n  de  que  en  cada  mes  ha  de  ser  obU- 
''gada  á  mandar  decir  por  mi  alma  etc.,  y  por  falta  de  la  re- 
'*ferida  mi  hija  Doña  María  de  la  Luz  entrará  á  poseer  y  dis- 
frutar dicha  Capellanía  mi  hija  Doña  María  de  Belén ;  y  fal- 
tando ésta  entrarán  los  hijos  y  descendientes  de  la  citada  Doña 
María  de  la  Luz  hasta  el  cuarto  grado  inclusive;  y  por  de- 
fecto de  ellos  los  hijos  y  descendientes  de  la  sobredicha  Doña 
María  de  Belén  hasta  el  referido  cuarto  grado;  y  acabadas 
ambas  líneas  entrarán  los  parientes  míos  más  cercanos,  hijos 
y  descendientes  de  mis  hermanas  Doña  Agustina  y  Doña  Mft' 
ría;  y  acabados  estos  pasará  dieha  Capellanía  al  Monasterio 
de  Santa  Clara  de  esta  ciudad";  así  consta  del  correspon- 
diente testimonio  de  escritura  presentado  con  la  demanda : 

Hecho  tercero:  que  en  la  propia  escritura  de  nueve  de 
Abril  de  mil  ochocientos  diez  y  seis,  inscrita  en  el  Registro  de 
la  Propiedad,  dice  la  mencionada  esposa  de  D.  Agustín  Ovan- 
do, aseguradora  y  primera  patrona  de  la  Capellanía  fundada 
por  D.  Manuel  Soto  Costoya:  **Cada  y  cuando  que  yo  6  los 
que  me  sucedieren  en  la  posesión  y  dominio  de  dicha  casa, 
diéramos  y  pagáramos  los  respectivos  principales,  con  más 
los  réditos  corridos  hasta  aquel  día,  han  de  ser  obligados  los 
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señores  de  estos  censos  á  recibirlos  y  á  otorgar  escritura  de 
redención  en  forma,  dándome  por  libre  y  á  la  casa  de  las 
obligaciones  de  esta  escritura  que  ha  de  quedar  cancelada,  j 
de  no  se  cumplirá  con  hacer  exhibición  ante  Juez  competente, 
7  el  testimonio  nos  ha  de  servir  de  titulo  de  redención  en 
"forma'': 

Hecho  cuarto:  que  en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa 
D.  Ignacio  Ovando  y  Armenteros  compareció  en  el  Juzgado 
del  Distrito  del  Este  de  esta  ciudad,  hoy  de  la  Catedral  ante  el 
Escribano  D.  Jesús  Rodríguez  manifestando  que  la  citada  Ca- 
pellanía de  Soto  Costoya  se  hallaba  vacante  por  fallecimiento 
de  su  último  patrono  y  poseedor,  y  teniendo  el  derecho  para 
optar  á  su  colación  promovía  expediente  de  jurisdicción  vo- 
luntaria. Acreditada  debidamente  la  muerte  del  citado  patrono, 
hechas  las  correspondientes  convocatorias  por  edictos  publica- 
dos en  los  periódicos  oficiales,  sin  que  otra  persona  se  presen- 
tase aspirando  al  patronato,  justificando  con  su  partida  de 
bautismo  y  el  oportuno  informativo  recibido  con  citación  del 
Ministerio  fiscal,  el  parentesco  que  al  compareciente  ligaba  con 
el  fundador  de  la  Capellanía  y  cuyo  parentesco  le  daba  dere- 
cho para  que  desde  luego  se  le  concediese  el  patronato  solici- 
tado, el  Juez  de  Primera  Instancia  de  acuerdo  con  el  dictamen 
fiscal  y  considerando  que  en  lo  actuado  se  habían  llenado  to- 
das las  formalidades  que  en  tales  casos  procedían,  declaró  por 
anto  de  nueve  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  que 
estaba  acreditado  el  título  con  que  D.  Ignacio  Ovando  y  Ar- 
menteros, aspiraba  al  patronato  de  la  mencionada  Capellanía; 
y  aprobó  cuanto  ha  lugar  en  derecho  el  informativo  de  iden- 
tidad del  mismo,  declarando  á  su  favor  el  patronato  referido, 
todo  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho.  Todo  esto  se 
encuentra  relatado  en  el  propio  auto  de  nueve  de  Enero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  uno,  que  íntegro  se  ha  transcrito  por  el 
Notario  D.  Pedro  Rodríguez  Pérez  en  la  escritura  de  libera- 
ción y  cesión,  cuyo  testimonio  acompaño  con  un  número  ade- 
más de  la  Gaceta  de  la  Habana  y  otro  del  Boletín  Oficial  co- 
rrespondientes á  los  días  veinte  y  seis  y  treinta  de  Septiembre 
de  mil  ochocientos  noventa,  donde  se  insertaron  los  edictos  con- 
vocanda  a  los  que  se  considerasen  con  derecho  al  patronato  de 
referencia : 

Quinto.  Resultando:  que  como  hecho  quinto  de  la  contes- 
tación á  la  demanda  se  alega  que  según  lo  expresa  la  escritu- 
ra de  liberación  y  cesión  á  que  acabo  de  contraerme  en  ocho 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  D.  Ignacio  Ovan- 
do y  Armenteros  en  su  carácter  de  patrono  y  poseedor  de  la 
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Capellanía  á  que  venimos  contrayéndonos,  recibió  en  aquel 
acto  dando  de  ello  fe  el  Notario,  de  manos  de  D.  Ángel  Martínez 
y  París  propietario  entonces  de  la  casa  calle  de  San  Ignacio 
número  treinta  y  nueve,  el  <;apital  íntegro  de  seis  mil  pesos  que 
constituía  el  mencionado  gravamen  y  los  réditos  devengados 
hasta  aquel  día,  obligándose  á  asegurar  dentro  de  un  breve 
plazo,  en  finca  idojiea  el  importe  del  principal  de  seis  mil  pe- 
sos en  oro  recibido,  y  en  cuanto  á  los  réditos  á  darles  la  inver- 
sión correspondiente  todo  bajo  las  bases  y  condiciones  conteni- 
das en  la  escritura  de  fundación;  y  como  D.  Ángel  Martínez 
no  era  el  dueño  de  las  accesorias  A,  B  y  G  y  el  gravamen  era 
indivisible  convino  en  que  la  cancelación  total  de  éste  se  veri- 
ficara en  cuanto  á  lo  principal  de  la  casa  y  á  las  accesorias 
restantes  C,  D,  E,  F  y  H,  cediendo  á  aquél  sus  derechos  para 
que  pudiera  reclamar  á  los  propietarios  de  dichas  accesorias 
A,  B  y  G  el  reintegro  de  la  parte  proporcional  que  por  ellos 
había  satisfecho  al  extinguirse  totalmente  la  responsabilidad 
común.  La  cancelación  íntegra  del  gravamen  acordado  en  la 
escritura,  se  llevó  á  efecto  en  el  Registro  de  la  Propiedad  con 
fecha  veinte  y  cinco  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  uno,  según  aparece  al  pie  del  testimonio  acompañado.  Que 
el  hecho  sexto  expresa  que  dos  meses  después  de  haberse  cance- 
lado en  el  Registro  el  gravamen  de  seis  mil  pesos  de  la  citada 
Capellanía  ó  sea  en  veinte  y  dos  de  Julio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  dos,  D.  Ángel  Martínez  adquirió  por  escritura  públi- 
ca ante  D.  José  Nicolás  de  Ortega  la  propiedad  de  las  acceso- 
rias A,  B  y  G,  ya  liberadas  de  toda  responsabilidad  con  res- 
pecto al  señor  de  la  Capellanía  redimida  totalmente  por  Martí- 
nez y  éste  dueño  absoluto  del  edificio  de  la  calle  de  San  Igna- 
cio número  treinta  y  nueve,  que  en  su  totalidad  y  libre  com- 
pletamente de  dicha  imposición  pasó  después  á  ser  propiedad 
por  título  de  compraventa  de  D.  Cándido  Zabarte  y  París,  se- 
gún escritura  pública  otorgada  ante  D.  Andrés  Mazón  en  diez 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  sin  que  en  la  expresa- 
da fecha  pesaran  sobre  la  finca  vendida  otros  gravámenes  que  los 
especificados  por  el  Registro  de  la  Propiedad  en  la  certificación 
que  se  halla  inserta  al  final  de  la  escritura  cuya  certificación  en  la 
parte  pertinente  al  caso  dice  así:  *'La  finca  expresada  en  el  ter- 
**cer  particular  (la  de  San  Ignacio  treinta  y  nueve)  está  afec- 
'^ta  á  los  siguientes  cargos:  impuestos  en  ella  mil  ochocientos 
** pesos  de  D.  Manuel  Cortés;  dos  mil  quinientos  de  la  Capella- 
**nia  de  D.  José  González  Osma;  y  mil  quinientos  de  Jubileo 
Circular".  Ningún  otro  gravamen  sobre  la  mencionada  casa 
existía,  como  tampoco  existe  ahora  anotado  en  los  Libros  ád 
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B^stro  y  cuanto  se  expresa  en  el  hecho  queda  perfectamente 
comprobado,  con  el  testimonio  presentado  por  este  demandado 
de  la  referida  escritura  de  diez  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  dos: 

El  hecho  séptimo  expresa:  que  la  otra  anotación  anterior 
hecha  en  los  Libros  del  antiguo  Registro  con  fecha  veinte  y 
nueve  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno,  y  á  la  cual  se 
refiere  el  hecho  decimotercero  del  demandado,  no  se  contrae  de 
modo  alguno  .á  la  Capellanía  de  seis  mil  pesos  mandada  fun- 
dar por  D.  Manuel  Soto  Costoya  sobre  la  casa  que  hoy  tiene  el 
número  treinta  y  nueve  de  la  calle  de  San  Ignacio.  Dicho  asien- 
to sólo  hace  relación  á  bienes  adjudicados  en  la  testamentaría 
de  D.  Luis  de  Jaudenés  y  Zanoni.   Loe  demanidados  han  traído 
á  estos  autos  la  corroboración  de  este  alerto  ó  sea  el  certificado 
del  Registro  relativo  á  dicha  anotación:     **Por  escritura  ante 
D.  José  Tayos  é  Irano,  Notario  público  de  la  ciudad  de  Valen- 
cia, en  veinte  y  cuatro  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  sesen- 
ta y  dos  señalada  con  el  número  trescientos  sesenta  y  seis  á 
eonsecueticia  de  la  testamentaría  del  3r.  D.  Luis  Jaudenés  y 
Rodrigo  de  la  mitad  de  los  bienes  quedados  al  fallecimiento  de 
aquél  y  la  otra  mitad  consta  adjudicada  á  su  otra  hija  Doña 
Filomena,  á  fojas  cincuenta  y  dos  del  Libro  ochenta  y  nueve, 
á  saber:  un  reloj  de  oro  en  novecientos  reales  de  vellón;  un 
jarro  y  palangana  de  plata  en  mil  trescientos  cuarenta  reales 
de  vellón ;  la  cantidad  de  sesenta  mil  reales  ó  sean  tres  mil  pe- 
sos, impuestos  á  censo  en  una  casa  de  esta  ciudad  calle  de  San 
Ignacio  de  los  iherederos  de  Doña  María  Francíhi-Alfaro,  pro- 
cedente dicho  capital  de  los  bienes  de  Doña  María  Regla  Rodrí- 
guez Soto  Costoya:  una  heredad  titulada,  etc."  Un  censo  de  tres 
mil  pesos  impuestos  en  una  casa  de  la  calle  de  San  Ignacio  y 
procedente  de  los  bienes  de  Doña  María  Regla  Rodrigo  no  es 
ni  puede  ser  nunca  la  inscripción  en  que  sueñan  los  demandantes: 
Que  el  hecho  octavo  de  la  contestación  a  la  demanda  es 
como  sigue:  según  la  escritura  á  que  se  contrae  el  preinserto 
asiento  del  Registro  y  cuyo  testimonio  han  presentado  los  de- 
mandantes marcándola  con  el  número  cinco,  D.  Luis  de  Jaude- 
nés y  Rodríguez  ó  sea  uno  de  los  demandantes  se  adjudicó  en 
la  subdivisión  de  bienes  entre  él  y  su  hermana  Doña  Filomena 
el  capital  de  un  censo  á  que  responden  los  herederos  de  Doña 
Mariana  Franchi-Alfaro  en  la  casa  de  alto  y  bajo  en  la  calle 
de  San  Ignacio  de  la  Habana,  procedente  dicho  capital  de  cen- 
so de  la  herencia  de  Doña  María  de  Regla  Rodrigo  Soto  y  Cos- 
toya, en  cantidad  de  sesenta  mil  reales  según  dice  la  escritura : 
El  hecho  noveno  afirma  que  D.  Ignacio  Ovando  y  Armenteros 
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patrono  por  declaración  judicial  de  la  Capellanía  de  Soto  Cos- 
toya,  se  ha  allanado  singularmente  á  la  demanda  por  medio  de 
escritura  pública:  no  lamenta  su  deserción.  Termina  este  de- 
mandado suplicando  al  Juzgado  tenga  por  satisfecho  el  traslado 
por  acompañados  los  documentos  que  da  por  presentados  en  los 
hedhos  del  escrito  y  resolver  en  definitiva  declarando  sin  lugar 
la  demanda  interpuesta  con  las  costas  á  cargo  de  los  deman- 
dantes : 

Sexto.  Resultando:  que  el  demandado  D.  Ángel  Martüiez 
y  Farfa  manifiesta  en  su  escrito  de  contestación  á  la  demanda 
que  hace  suyo  cuanto  expresa  el  escrito  de  contestación  del 
otro  demandado  D.  Cándido  Zabarte,  dando  aquél  por  re- 
producido para  negar  como  niega  todos  los  extremos  de  la  de- 
manda y  suplica  tenga  el  Juzgado  por  satisfecho  el  trámite  de 
contestación  resolviendo  en  definitiva  declarar  sin  lugar  la  de- 
manda interpuesta  con  las  costas  á  cargo  de  los  demandanteB : 

Séptimo.  Resultando:  que  conferido  traslado  á  los  deman- 
dantes para  que  replicaran,  lo  hicieron  formulando  los  siguien- 
tes hechos:  reproducen  en  primer  término  los  de  la  demanda. 
Como  segundo  hecho  expresan  que  D.  Ignacio  Ovando  se  ha 
allanado  á  la  demanda  y  ha  reconocido  la  certeza  de  los  hechos 
y  justicia  de  las  peticiones  de  la  misma  en  escrito  que  ha  pre- 
sentado y  ratificado  en  estos  autos  y  en  escritura  de  treinta  y 
uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  ante  D.  Ar- 
turo Galletti,  en  el  protocolo  de  D.  Francisco  Diego  que  ofrece 
presentar  oportunamente,  siendo  el  hecho  posterior  á  la  de- 
manda : 

Afirma  el  hecho  tercero:  que  el  hecho  primero  de  la  con- 
testación se  reduce  á  repetir  las  peticiones  de  la  demanda  y  el 
segundo  á  referir  la  constitución  del  censo  de  la  Capellanía  de 
que  se  trata  con  cuyos  hechos  está  conforme  en  cuanto  se  ajus- 
tan á  los  documentos  á  que  se  refieren : 

El  hecho  cuarto  dice:  que  el  hecho  tercero  de  la  demanda 
es  una  explícita  confesión  de  estar  inscripto  en  el  Registro  el 
título  en  que  funda  la  acción  que  ejercita  y  de  contenerse  en 
dicho  título  las  palabras  que  atribuyen  al  **Sor  del  censo"  y 
no  **al  patrono  de  la  Capellanía"  la  capacidad  para  consentir 
en  la  redención  de  aquél  (hechos  cuarto,  veinte  y  dos  y  veinte  y 
tres  de  la  demanda) : 

Como  quinto  hecho  expresan :  que  los  hechos  cuarto  y  quin- 
to de  la  contestación  no  son  más  que  un  extracto  de  la  escritu- 
ra de  redención  de  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa 
y  uno  ante  D.  Pedro  Rodríguez  Pérez  impugnada  en  la  deman- 
da; y  la  certeza  de  tales  hechos  en  los  puntos  negados  por  loa 
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demandantes  dependerá  de  la  prueba  que  traigan  los  demanda- 
dos, por  lo  cual  ni  aceptan  ni  rechazan  tales  hechos  en  cuanto 
expresa  q  tácitamente  no  lo  hayan  ya  hecho  en  la  demanda : 

El  hecho  sexto  asevera:  que  el  hecho  sexto  de  la  contesta- 
ción que  se  limita  á  referir  el  título  por  el  cual  adquirió  Don 
Cándido  Zabarte  la  casa  número  treinta  y  nueve  de  la  calle  de 
San  Ignacio  y  que  en  él  se  dijo  que  ésta  no  tenía  otros  gravá- 
menes que  los  mencionados  en  la  certificación  del  Registro  de 
la  Propiedad,  es  cierto : 

El  séptimo  hecho  dice  que  no  son  ciertos  los  hechos  séptimo 
y  octavo  de  la  contestación : 

El  hecho  octavo  expone:  que  es  cierto  que  Ovando  se  ha 
allanado  como  se  dice  en  el  hecho  noveno  de  la  contestación, 
pero  no  lo  es  que  esto  sea  cosa  singular  como  allí  se  indica 
porque  la  situación  de  Ovando  no  era  para  otra  resolución  ni 
poder  hacerse  ilusiones  sobre  el  resultado  de  la  demanda  donde 
tenía  que  rendir  á  los  demandantes  cuenta  de  la  representación 
que  se  atribuye  y  á  los  otros  demandados  de  la  inversión  de 
seis  mil  y  pico  de  pesos  que  dice  haberle  entregado  uno  de  ellos, 
sin  que  pudiera  contar  con  que  le  ayudaran  en  tan  difícil  tran- 
ce los  testigos  de  la  escritura  de  redención  Ldo.  D.  Adolfo  G. 
Duplesis  íntimo  amigo  de  D.  Cándido  Zabarte,  en  cuya  cas^ 
tiene  su  bufete  hace  muchos  años  y  D.  Narciso  Crucet  depen- 
diente ael  señor  Registrador.  Que  la  contestación  no  dice  una 
palabra  de  las  graves  cuestiones  planteadas  en  los  fundamentos 
de  derecho  del  escrito  de  demanda  señalados  con  los  números 
uno,  nueve,  once,  doce,  trece,  diez  y  ocho,  veinte,  veinte  y  dos, 
veinte  y  tres,  veinte  y  cuatro,  veinte  y  cinco  y  otros  con  ellos 
relacionados  directamente,  terminando  con  la  súplica  de  que  se 
falle  como  tiene  solicitado  en  la  demanda : 

Octavo.  Resultando:  que  conferido  traslado  en  duplica  á 
los  demandados  lo  evacuó  el  Procurador  Zayas  á  nombre  de 
D.  Cándido  Zabarte  formulando  los  siguientes  hechos:  repro- 
duce los  nueve  establecidos  en  la  contestación,  en  segundo  lu- 
gar expresa  que  la  representación  aetora  desconcertada  en  su 
demanda  cuyos  brillantes  atavíos  han  quedado  deshechos,  co- 
menzada apenas  la  contienda,  busca  un  sólido  argumento  con 
que  reponer  los  destruidos,  y  convencida  al  fin  de  la  esterilidad 
de  sus  esfuerzos,  se  resigna  á  dejar  sus  pretensiones  en  la  más 
completa  desnudez,  alegando  para  llenar  el  trámite,  ó  mejor 
dicho,  para  salir  del  paso,  que  no  ha  dicho  una  sola  palabra  so- 
bre los  fundamentos  de  derecho  que  más  se  han  combatido  en 
la  contestación,  á  negar  lo  que  sus  propios  documentos  contie- 
nen, y  á  decir  que  D.  José  María  Manresa  no  ha  escrito  lo  que 
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de  sus  eomentaTios  he  copiado.  Este  modo  de  replicar  en  per- 
sona tan  inteligente  é  ilustrada  como  lo  es  la  representación  ad- 
versa, entraña  á  todas  luces  el  reconocimiento  de  su  error  y  i 
fin  de  que  quede  evidenciada  la  verdad  de  cuanto  acaba  de  ex- 
poner extracta  el  aludido  escrito  de  réplica : 

Como  hecho  tercero,  expresa:  que  en  los  hechos  primero  al 
sexto  de  réplica  dicen  en  resumen  los  demandantes  que  reprodu- 
cen los  de  su  demanda;  que  á  ellos  se  ha  allanado  D.  Ignacio 
Ovando;  que  los  seis  primeros  hechos  de  la  contestación  se  re- 
ducen á  extractar  las  peticiones  de  la  demanda,  la  constitución 
de  la  Capellanía  y  las  escrituras  de  redención  del  censo  y  venta 
de  la  casa  á  D.  Cándido  Zabarte ;  y  que  el  hecho  tercero  del  es- 
crito de  contestación  es  una  explícita  confesión  de  estar  ins- 
cripto en  el  Registro  el  titulo  en  que  funda  su  acción,  así  como 
de  contenerse  en  dicho  título  las  palabras  que  atribuyen  al 
señor  del  censo  y  no  al  patrono  de  la  Capellanía  para  consentir 
en  la  redención  de  aquél.  Con  excepción  de  este  último  particu- 
lar, que  en  realidad  no  es  un  hecho,  sino  una  inducción  ó  de- 
ducción gratuita,  todo  lo  demás  es  exacto  como  que  se  contrae 
á  lo  que  en  la  actuación  está  escrito.  Pero  con  relación  al  par- 
ticular exceptuado  dice,  que  nada  hay  más  ilógico  y  menos  sin- 
cero. La  escritura  de  constitución  de  la  Capellanía  fundada  por 
Doña  María  de  la  Luz  Soto  y  Coetoya  de  Ovando,  está  inscrita, 
es  cierto,  en  el  Registro  de  la  Propiedad;  mas  ese  título  no  es 
de  modo  alguno  aquel  en  que  afianzan  su  acción  los  demanda- 
dos Jaudenés  y  Rodrigo,  ó  sea  el  documento  inscrito  que  acre- 
dita ser  ellos  los  únicos  y  legítimos  poseedores  de  la  cosa  á  que 
dicho  título  se  contrae  y  en  el  cual  no  se  menciona  á  ningún 
Jaudenés  ni  á  ningún  Rodrigo.  Ese  título  inscrito  cuya  verdad 
he  reconocido  y  sostengo  así  como  la  declaratoria  judicial  hecha 
en  su  vista  á  favor  de  D.  Ignacio  Ovando,  es  fuente  de  excei>- 
eiqn  y  no  de  acción  en  el  presente  caso.  En  cuanto  á  la  capaci- 
dad de  que  habla  la  misma  escritura  para  consentir  en  la  can- 
celación del  gravamen,  como  este  es  un  punto  de  derecho  limi- 
tóme á  ampliar  cuanto  expuse  en  la  contestación  á  la  deman- 
da con  el  fin  de  demostrar  que  el  patrono  y  el  señorío  de  la  f  unda- 
cirái  son  en  este  caso  inseparables,  vinculándose  uno  y  otro  dere- 
cho en  el  capellán  designado  por  el  fundador : 

Noveno.  Resultando:  que  como  hecho  cuarto  del  escrito  de 
duplica  del  demandado  Zabarte  se  expresa  que:  Asientan  lisa 
é  imperturbablemente  los  demandantes  en  el  heeho  séptimo  de 
su  réplica  que  no  son  ciertos  los  hechos  séptimo  y  octavo  de  la 
contestación  y  como  en  esos  hechos  se  'ha  concretado  á  trans- 
cribir lo  que  consignan  documentos  públicos  traídos   por  los 
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actores  con  referencia  á  los  bienes  que  se  dicen  adjudicados  por 
D.  Luis  de  Jaudenés  en  la  testamentaria  de  su  señor  padre,  re- 
sulta esto  un  colmo  en  yerbo  de  negación.  Léanse  los  dos  cita- 
dos hechos.  Limitándose  en  ellos  á  copiar  los  dos  documentos 
acompañados  por  los  demandantes  relativos  á  ciertos  bienes  del 
Sr.  Jaudenés  que  se  terminó  la  copia  diciendo:  ** Transcribo 
este  particular  directamente  de  la  escritura  formulando  con  él, 
un  hecho  aparte,  no  sólo  para  que  se  note  la  exactitud  del  asien- 
to á  que  dio  origen  en  el  Registro,  sino  también  porque  me 
propongo  fijar  más  adelante  mi  alcance  y  verdadera  significa- 
ción. No  puede  según  el  demandado  darse  mayor  grado  de  con- 
tradicción consigo  mismo  y  sólo  la  suma  de  las  restantes  del 
propio  escrito  de  réplica  puede  superarle.  Asegura  el  hecho 
quinto  que  en  el  octavo  hecho  del  escrito  de  réplica  se  dice, 
"ser  cierto  que  Ovando  se  ha  allanado  á  la  demanda,  pero  no 
lo  es  que  esta  sea  cosa  singular".  No  discute  sobre  este  punto 
pues  tiene  poca  importancia  para  Zabarte  que  la  parte  contra- 
ria estime  con  singular  benevolencia  que  es  cosa  muy  natural 
y  común  lo  hecho  por  el  Sr.  Ovando,  haciéndose  muy  común 
por  desgracia  la  benevolencia  de  los  actores : 

Expresa  el  hecho  sexto:  que  en  último  caso  del  escrito  á 
que  viene  contrayéndose  se  consigna  que,  ''en  la  contestación 
no  se  dice  una  palabra  de  las  graves  cuestiones  planteadas  en 
los  fundamentos  de  derecho  de  la  demanda  señalados  con  los 
números  uno,  nueve,  once,  doce,  trece,  diez  y  ocho,  veinte,  vein- 
te y  uno,  veinte  y  dos,  veinte  y  tres,  veinte  y  cuatro,  veinte  y 
cinco  y  otros  con  ellos  relacionados  directamente".  A  esto  dice 
que  el  Juzgado  apreciará  con  su  imparcial  criterio  si  en  el  ex- 
tenso escrito  de  contestación  se  ha  dicho  ó  no  lo  procedente 
acerca  de  esas  cuestiones  planteadas  en  los  citados  fundamentos 
el  primero  de  los  cuales  encierra  el  problema.  **La  voluntad 
del  fundador  es  la  ley  que  hay  que  cumplir  en  cuanto  al  orden 
de  suceder  y  en  todo  lo  demás  relativo  á  las  Capellanías  laica- 
les"; y  termina  suplicando  se  tenga  por  satisfecho  el  traslado 
en  duplica  y  resolver  en  definitiva  declarando  sin  lugar  la  de- 
manda interpuesta  con  las  coertas  á  cargo  de  los  demandantes : 

Décimo.  Resultando:  que  el  demandado  D.  Angd  Martínez 
París,  no  evacuó  el  trámite  de  duplica  y  por  no  estar  conformes 
las  partes  en  los  hechos  y  además  haberlo  solicitado,  se  abrió  el 
juicio  á  prueba,  señalándose  el  término  de  veinte  días  para 
ejecutar  la  propuesta  por  las  partes  siendo  los  demandantes  los 
que  solicitaron  haber  por  reproducido  el  mérito  favorable  de 
antes  y  especialmente  los  documentos  á  que  se  han  contraído; 
acompañaron  también  como  parte  de  la  prueba  una  traducción 
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al  castellano  de  la  partida  de  bautismo  de  D.  Luis  de  Jaudenéa 
que  escrita  en  catalán  acompañaron  los  demandantes  a  fin  de 
que  produjera  los  efectos  legales;  propusieron  asimismo  se  di- 
rigiese mandamiento  compulsorio  al  Archivero  general  de  pro- 
tocolos para  que  expidiera  copia  autorizada  del  encabezamiento, 
cláusula  de  institución  de  herederos  y  pie  del  testamento  otor- 
gado por  D.  Manuel  Soto  Costoya  en  veinte  y  seis  de  Febrera 
de  mil  setecientos  noventa  y  nueve  ante  D.  José  Salinas  y  de 
la  nota  en  que  consta  el  fallecimiento  de  dicho  testador  y  de  la 
escritura  de  nueve  de  Abril  de  mil  ochocientos  diez  y  seis,  ante 
el  mismo  Escribano  por  la  cual  se  constituyó  la  Capellanía  que 
ea  testamento  mandó  fundar  D.  Manuel  Soto  Costoya  sobre  una 
casa  de  la  calle  de  San  Ignacio.  Se  dirigiera  igualmente  al  se- 
ñor Registrador  de  la  Propiedad  de  esta  ciudad,  para  que  re- 
mitiera copia  literal  certificada  del  asiento  de  anotación  de  la 
escritura  de  constitución  del  censo  de  la  Capellanía  de  D.  Ma- 
nuel Soto  Costoya  sobre  la  casa  número  treinta  y  nueve  de  la 
calle  de  San  Ignacio  y  que  se  halla  al  folio  doscientos  diez  y 
ocho  del  Libro  cuarenta  y  uno  de  fincas  de  la  antigua  Anota- 
duría,  así  como  de  todas  las  notas  marginales  que  á  dicho  asien- 
to se  refieran,  estén  ó  no  firmadas.  Igualmente  se  propuso  se 
pidiese  al  señor  Registrador,  que  remitiese  copia  literal  certi- 
ficada del  asiento  de  cancelación  ó  redención  del  censo  de  la  ca- 
pellanía de  D.  Manuel  Soto  Costoya  sobre  la  casa  número  trein- 
ta y  nueve  de  la  calle  de  San  Ignacio  que  fué  otorgado  por  D. 
Ignacio  Ovando  ante  D.  Pedro  Rodríguez  Pérez.  Que  igualmen- 
te se  dirigiera  mandamiento  al  Escribano  D.  Jesús  Rodríguez, 
para  que  con  vista  del  expediente  de  jurisdicción  voluntaria 
que  cursó  en  dicha  Escribanía,  para  la  colación  de  la  Capella- 
nía de  D.  Manuel  Soto  Costoya  sobre  la  casa  San  Ignacio  nú- 
mero treinta  y  nueve  y  de  seis  mil  pesos  de  capital  y  en  el  cual 
se  nombró  patrono  ó  Capellán  de  la  misma  á  D.  Ignacio  Ovan- 
do, remitiera  copia  certificada  de  los  lugares  siguientes:  del  es- 
crito de  promoción;  de  los  documentos  que  con  él,  ó  después, 
de  él,  se  presentaron  en  aquellas  diligencias  y  de  las  declara- 
ciones de  los  testigos  que  en  la  misma  figuran.  Propusieron 
además  los  demandantes,  prueba  testifical  y  que  en  los  manda- 
mientos solicitados  para  el  señor  Regitrador  de  la  Propiedad^ 
se  pidiese  certificación  con  vista  de  los  antecedentes  que  figu- 
ran en  su  archivo,  el  nombre  y  apellido  del  empleado  del  Re- 
gistro que  tuvo  á  su  cargo  la  referida  inscripción  y  que  redac- 
tó su  minuta,  acompañando  como  más  prueba,  primera,  copia 
de  la  escritura  de  veinte  y  uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  seis  ante  D.  Arturo  Oalletti  como  sustituto  de  Don 
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Francisco  Diego,  por  la  cual  se  allanó  á  la  demanda  de  este  plei- 
to el  demandado  D.  Ignacio  Ovando  consignando  que  por  ser 
posterior  á  la  demanda  dicho  documento,  no  estaba  comprendi- 
do en  el  artículo  quinientos  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil.  Que  como  más  prueba  se  librará  oficio  al  Obispado  para 
que  remitiera  la  partida  bautismal  de  D.  Ignacio  Ovando  y 
Armenteros,  habiéndose  declarado  pertinentes  los  diferentes 
medios  de  prueba  que  se  dejan  indicados : 

Décimoprim^ro.   Resultando:  que  la  prueba  testifical  pri- 
mera que  se  practicó  se  redujo  á  examinar  los  testigos  pro- 
puestos D.  Adolfo  Gallet  Duplesis,  el  que  declaró  que  no  le 
comprendían  las  generales  de  la  Ley  con  los  demandados:  que 
no  era  cierto  que  interviniera  como  Abogado  de  D.  Ángel  Mar- 
tínez París  en  las  gestiones  privadas  que  se  hicieron  para  pre- 
parar la  colación  de  la  Capellanía  de  Soto  Costoya  impuesta 
sobre  la  casa  número  treinta  y  nueve  de  la  calle  de  San  Ignacio 
á  favor  de  D.  Ignacio  Ovando :  que  era  cierto  que  con  igual  ca- 
rácter intervino  en  la  redención  de  dicha  Capellanía  firmando 
como  testigo  la  escritura  de  dicha  redención ;  que  lejos  de  tener 
en  concepto  de  pobre  á  D.  Ángel  Martínez  París,  lo  tenía  por 
solvente  y  que  en  la  época  á  que  se  refiere  la  pregunta  cuarta, 
le  conocía  una  casa  en  la  calle  de  Escobar  cree  que  numerada 
con  el  noventa  y  cuatro ;  una  estancia  en  Carlos  tercero,  titula- 
da **E1  Molino'*  é  intervenido  en  infinidad  de  asuntos  como 
pagarés  y  descuentos  de  capellanías  y  demás  negocios  que  como 
abogado  le  consultaba;  que  era  cierto  sabía  que  D.  Ángel  Mar- 
tínez era  parieníte  próximo  de  D.    Cándido  Zabarte  y  París  y 
que  no  le  constaba  que  éste  ocupare  á  aquél  en  negocios  suyos; 
que  no  era  cierto  supiera  que  el  dinero  de  que  dispuso  D.  Ángel 
Martínez  í*arís  para  adquirir  l«t  casa  número  treinta  y  nueve  de 
la  calle  de  San  Ignacio  y  redimir  el  censo  de  la  Capellanía  de 
Soto  Costoya  era  de  D.  Cándido  Zabarte;  que  no  es  cierto  que 
el  Ldo.  D.   Carlos  Navarrete,  tenía  íntima  amistad   con   Don 
Cándido  Zabarte,  pues  ignora  el  grado  de  esa  amistad,  afirman- 
do que  aquél  tiene  el  bufete  en  la  misma  casa  en  que  estaba  y 
contigua  al  escritorio  de  D.  Cándido  Zabarte,  siendo  el  referi- 
do Letrado  Abogado  de  éste  por  los  años  de  mil  ochocientos 
noventa  y  mil  ochocientos  noventa  y  uno;  que  era  cierto  que 
el  declarante  tenía  su  bufete  en  el  mismo  local  que  Navarrete 
y  que  algunos  negocios  los  llevaban  en  sociedad,  no  siendo  cier- 
to que  fuese  auxiliar  de  éste : 

Décimoeegundo.  Resultando:  que  el  testigo  D.  Narciso 
Américo  Crucet  y  Radillo,  declara  que  no  le  comprenden  las 
generales  de  la  ley;  que  en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa 
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y  uno,  era  empleado  en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  esta  ca- 
pital, pero  no  trabajó  como  oficial  de  la  Notaría  de  D.  Pedro 
Rodríguez  Pérez;  que  por  encargo  del  Notario  este  redactó  la 
minuta  de  la  escritura  de  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  uno,  en  que  D.  Ignacio  Ovando  como  patrono  ó  Ca^ 
pellán  de  la  Capellanía  de  Manuel  Soto  Costoya  otorgó  reden- 
ción de  dicha  Capellanía  á  favor  de  D.  Ángel  Martínez  París; 
que  no  era  cierto  llevara  la  minuta  al  bufete  del  Ldo.  D.  Car- 
los Navarrete  y  sí  al  de  D.  Adolfo  Duplesis,  calle  de  Mercade- 
res veinte  y  dos,  que  allí  el  mismo  Duplesis  leyó  la  minuta, 
la  aprobó  y  la  entregó  al  declarante  para  que  la  llevara  á  Rodrí- 
guez Pérez  y  la  pusiera  en  limpio;  que  D.  Carlos  Navarrete  no 
se  encontraba  presente  en  aquel  acto : 

Decimotercero.  Resultando :  que  el  testigo  D.  Ignacio  Ovan- 
do y  Armenteros  a  quien  no  le  comprenden  las  generales  de  la 
ley,  declara  que  cree  que  no  es  descendiente  de  Doña  María 
de  la  Luz  Soto  Costoya  ni  de  la  hermana  de  ésta  Doña  Belén 
de  los  propios  apellidos;  que  cree  ser  pariente  de  una  de  esaa 
señoras  ó  sea  de  Doña  María  de  la  Luz;  que  no  puede  determi- 
nar cuál  sea  el  parentesco  porque  se  le  pregunta;  que  era 
cierto  que  cuando  en  mil  ochocientos  noventa  se  presenté^  á  op- 
tar el  patronato  de  la  Capellanía  de  D.  Manuel  Soto  Costoya 
fundado  sobre  la  casa  número  treinta  y  nueve  de  la  calle  de 
San  Ignacio,  lo  hizo  por  indicación  de  su  abogado  D.  Octavio 
Campo  que  le  aseguró  corresponderle  dicho  patronato,  pero  no 
recuerda  lo  demás  de  la  pregunta  quinta ;  que  no  era  cierto  hu- 
biese entregado  al  Ldo.  Campo,  los  documentos  que  éste  le  pidió 
como  necesarios  para  obtener  la  colación  de  la  Capellanía; 
que  tampoco  es  cierto  que  entregara  para  obtener  la  colación 
de  la  Capellanía  de  Soto  Costoya,  ningún  documenta  como  los 
testamentos,  las  partidas  de  defunción  de  Doña  María  Soto 
Costoya  ni  de  Doña, María  de  la  Luz,  ni  de  Doña  Belén  Soto 
Costoya,  ni  la  escritura  de  fundación  de  la  Capellanía;  qae  era 
cierto  que  cuando  á  su  nombre  se  promovieron  diligencias  para 
que  se  le  nombrara  patrono  de  la  Capellanía  de  Soto  Costoya, 
le  habían  hablado  ya  de  que  se  proyectaba  redimir  la  caaa  nú- 
mero treinta  y  nueve  de  la  calle  de  San  Ignacio  del  gravamen 
de  esa  Capellanía;  que  también  era  cierto  que  además  del  Lido. 
Campo,  trató  con  el  Ldo.  D.  Adolfo  Duplesis  de  la  redención 
del  censo  de  dicha  Capellanía  y  que  este  último  trataba  como 
Abogado  de  D.  Ángel  Martínez  París;  que  era  cierto  había  te- 
nido conferencias  sobre  su  nombramiento  de  patrono  y  sobre 
la  redención  de  la  Capellanía  en  el  bufete  de  D.  Carlos  Nava- 
rrete, que  estaba  en  la  casa  número  veinte  y  dos  de  la  calle  de 
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Mercaderes  contiguo  al  escritorio  de  D.  Cándido  Zabarte  y  que 
en  dicho  bufete  se  leyó  la  minuta  de  la  escritura  de  redención 
dd  censo  de  la  Capellanía  y  se  firmó  después  dicha  escritura; 
que  ignora  si  D.  Ángel  Martínez  París  fuese  pobre  en  mil  ocho- 
cientos noventa  y  uno,  cuando  se  otorgó  la  escritura  de  reden- 
eión  á  que  se  contraen  las  preguntas  anteriores,  y  que  cree 
que  no  era  de  D.  Ángel  Martínez  el  dinero  con  que  redimió  el 
censo;  que  era  cierto  que  había  asistido  D.  Cándido  Zabarte  á 
algunas  conferencias  de  las  indicadas  anteriormente  y  que  sabe 
por  haberlo  oído  decir  en  el  bufete  de  Duplesis  y  de  Navarrete, 
qne  aquel  facilitaba  dinero  para  negocios  de  dicho  bufete  pero 
nada  sabe  ccmcretamente  acerca  de  que  Zabarte  facilitaba  el 
dinero  para  la  redención  y  sus  gastos,  así  como  para  la  compra 
de  la  casa  gravada,  que  no  procedió  á  asegurar  la  cantidad  re- 
cibida y  qne  por  consiguiente  no  puede  presentar  copia  autori- 
xada  de  la  escritura  de  aseguración  en  que  constan  pagados  los 
derechos  reales  por  él  devengados  y  su  inscripción  en  el  Regis- 
tro de  la  Propiedad;  que  era  cierto  que  el  Ldo.  Navarrete  era 
el  abogado  de  D.  Cándido  Zabarte  y  Duplesis  consultó  algunas 
veces  á  dicho  Letrado  sobre  lo  relativo  á  la  cancelación  de  la 
Capellanía  á  favor  del  declarante  y  á  la  ledención  del  censo  de 
la  misma  Capellanía : 

Décimocuflirto.  Besuütando:  que  la  prueba  documental  de 
los  demandantes  dio  por  resultado  justificar  por  la  partida 
bautismal  de  D.  Ignacio  Ovando  y  Armenteros  que  éste  nació 
en  ocho  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta,  es  hijo  de  le- 
gítimo maftrimonro  de  D.  José  de  Ovando  y  de  Doña  Teófila  de 
Armenteros,  naturales  de  esta  ciudad,  abuelos  paternos  D.  Ma- 
nuel y  la  Sra.  Doña  Tomasa  Duarte,  matemos  D.  Joaquín  y 
Doña  María  Loreto  del  Castillo : 

Decimoquinto.  Resultando:  que  librado  el  mandamiento  al 
Archivero  general  de  protocolos  para  practicar  este  medio  pro- 
batorio instado  por  los  demandantes,  se  certificó  el  particular 
interesado  por  el  que  justifica  que  D.  Manuel  de  Soto  Costoya 
estando  en  sana  salud  hizo  testamento  en  esta  ciudad  el  veinte 
y  seis  de  Febrero  de  mil  setecientos  noventa  y  nueve,  dejando 
el  remanente  de  todos  sus  bienes,  derechos  y  acciones  que  por 
cualquier  título  le  tocasen  y  pertenecieren,  instituye  y  nombra 
por  sus  únicos  y  universales  herederas  á  sus  hijas  Doña  María 
de  la  Luz  y  Doña  María  de  Belén  de  Soto  y  Costoya,  revocan- 
do y  anulando  cualquier  disposición  testamentaria  que  hubiese 
hecho  antes,  haciéndose  constar  en  nota  que  falleció  el  conteni- 
do y  se  dio  cláusula  para  la  Iglesia,  firmada  por  Salinas,  en 
treinta  de  Octubre  de  mil  ochocientos  seis  en  la  Habana.  Igual- 
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mente  certifica  el  Archivero  la  imposición  de  Doña  María  de 
la  Luz  Soto  y  Costoya,  mujer  legítima  de  D.  Agustín  de  Ovan- 
do y  Adorno  con  licencia  de  éste  expuso:  que  su  difunto  padre 
D.  Manuel  de  Soto  y  Costoya,  hizo  testamento  en  veinte  y  seis 
de  Febrero  de  mil  setecientos  noventa  y  nueve,  y  entre  las 
cláusulas  de  éste  dispuso,  por  la  diez  y  ocho  y  diez  y  nueve, 
que  en  la  casa  de  su  morada,  se  impusiera  la  cantidad  de  mil 
quinientos  pesos  y  que  el  rédito  de  cinco  por  ciento  que  debía 
producir,  se  aplique  al  culto  del  Sacramento  en  el  Jubileo 
Circular  que  se  ha  establecido  en  la  Habana,  para  lo  cual  se  en- 
tregarán cada  año  los  expresados  réditos  al  que  estuviera  en- 
cargado de  la  recolección  para  que  los  invirtiera  en  este  fin, 
mandando  el  testador  que  sobre  la  misma  casa  se  impongan  y 
carguen  otros  seis  mil  pesos  más  en  calidad  de  Capellanía  lai- 
cal, nombrando  por  primer  patrono  y  poseedora  a  su  hija  Doña 
María  de  la  Luz,  con  el  cargo  y  condición  de  que  en  cada  mes 
ha  de  ser  obligada  á  mandar  decir  misas,  y  que  por  falta  de  la 
referida  Doña  María  de  la  Luz,  entrara  á  poseer  y  disfrutar 
dicha  Capellanía  su  otra  hija  Doña  María  de  Belén  y  faltando 
ésta  entraran  los  hijos  y  descendientes  de  la  citada  Doña  Ma- 
ría de  la  Luz  hasta  el  cuarto  grado  inclusive;  y  por  defecto  de 
ellos  los  hijos  y  descendientes  de  la  sobredicha  Doña  María  de 
Belén  hasta  el  referido  cuarto  grado,  y  acabadas  ambas  líneas, 
entraran  los  parientes  del  testador  más  cercanos,  hijos  y  des- 
cendientes de  sus  hermanas  Doña  Agustina  y  Doña  María  y 
acabados  éstos  pasara  dicha  Capellanía  al  Monasterio  de  San- 
ta Clara  de  la  Habana,  para  que  la  Abadesa  cuide  de  que  se  cam- 
plan  estas  obligaciones ;  en  cuya  virtud  habiéndose  adjudicado  y 
consignado  á  la  dicha  Doña  María  de  la  Luz  la  casa  mortuoria 
del  testador  que  es  alta  y  baja  situada  haciendo  esquina  á  la 
calle  de  San  Ignacio  y  del  Sol  lindando  con  la  del  Presbítero 
D.  José  Ramón  Prieto,  en  parte  de  su  haber  según  consta  de  la 
divisoria  en  la  que  se  hizo  la  correspondiente  baja  del  cuerpo 
de  bienes  de  ambas  cantidades  y  se  aplicaron  para  su  imposi- 
ción, otorga  que  impone,  sitúa  y  radica  y  carga  sobre  todos  su» 
bienes  y  especial  y  señaladamente*  sobre  la  referida  casa  alta  y 
baja  los  xin  mil  quinientos  pesos  á  favor  del  culto  y  veneración 
del  Sacramento  en  el  Jubileo  Circular  y  los  seis  mil  pesos  de 
dicha  Capellanía  laical  según  y  en  los  términos  que  previno  y 
dispuso  su  padre  en  las  dos  cláusulas  de  que  ha  hecho  mención 
cuya  casa  sólo  sufre  los  gravámenes  siguientes:  imposición  de 
mil  ochocientos  pesos  á  favor  de  D.  Manuel  Cortés ;  dos  mil  qui- 
nientos de  la  Capellanía  de  José  González  Osorio  asegurados 
doce  mil  del  citado  D.  Agustín,  vendidas  en  pacto  de  retro  i 
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Doña  Francisca  Encisa  en  tres  mil  pesos  é  hipotecado  á  la  Real 
Hacienda  por  el  derecho  de  Alcabala  que  de  dicha  casa  le  tiene 
contratado  á  D.  Tomás  Domingo  de  Sotolongo,  obligándose 
Doña  María  de  la  Luz  y  obliga  á  los  que  la  sucedieren  en  la 
posesión  y  dominio  de  dicha  casa  á  dar  y  pagar  anualmente  los 
réditos  respectivos  de  ambos  principales  y  á  observar  y  cum- 
plir mientras  no  se  rediman  las  cláusulas  siguientes :  dicha  casa 
y  cuanto  en  ella  se  fabrique  y  aumentase  ha  de  quedar  como 
lo  dije  expresamente  hipotecada  para  que  no  se  puedan  vender 
ni  enajenar  si  no  fuere  en  el  cargo  de  este  censo  y  obligación 
de  pagar  sus  réditos  sin  que  quede  prohibido  el  derecho  á  los 
señores  de  ellos  el  poder  usar  contra  los  demás  sus  bienes ;  que 
no  se  ha  de  poder  partir  ni  dividir  aunque  sea  entre  herederos, 
venderla  ni  traspasar  lo  que  prohibe  el  derecho  sino  á  las  que 
fueren  legas,  llanas  y  abonadas  de  qui(  nes  fácilmente  se  pue- 
dan haber  y  cobrar  dichos  réditos  y  antes  de  hacerlo  se  ha  de 
dar  parte  á  quien  lo  fuere  legítima  para  que  si  quisiere  la  finca 
por  el  tanto  la  pueda  tomar  dentro  de  treinta  días  y  de  no 
cumplirse  con  esta  condición  ha  de  caer  en  pena  de  comiso; 
que  cuando  la  casa  pase  á  nuevo  poseedor  ha  de  hacer  recono- 
cimiento de  este  censo;  que  si  dos  años  continuos  estuviesen  sin 
pagar  los  réditos  de  estos  censos,  caerán  en  comiso;  que  si  por 
caso  fortuito  se  destruyese  la  casa  no  ha  de  poder  pedir  el  po- 
seedor descuento  alguno  de  los  réditos ;  que  todos  los  que  le  su- 
cedieran en  la  posesión  y  dominio  de  dicha  casa  pagarán  los 
respectivos  principales  más  los  réditos  corridos  hasta  aquel  día 
han  de  ser  obligados  los  señores  de  estos  censos  á  recibirlos  y 
á  otorgar  escritura  de  redeiiíción  dándoles  por  libres  y  á  la  ca- 
sa de  las  obligaciones  de  la  escritura  que  ha  de  quedar  chance- 
lada,  y  de  no  se  cumplirá  con  hacer  exhibición  ante  Juez  com- 
petente y  el  testimonio  ha  de  servir  de  título  de  redención  en 
forma: 

Decimosexto.  Resultando:  que  del  mandamiento  librado  al 
señor  Registrador  de  la  Propiedad  también  á  instancia  de  los 
demandantes  aparece  que  al  folio  doscientos  dfez  y  ocho  del  Li- 
bro cuarenta  y  uno  de  la  antigua  Anotaduría,  consta  un  asien- 
to que  por  ante  el  Escribano  D.  José  de  Salinas,  D.  Agustín 
Ovando  y  Doña  María  de  la  Luz  de  Soto  Costoya  su  consorte, 
otorgaron  imposición  de  cantidades  de  siete  mil  quinientos  pe- 
sos en  esta  forma:  un  mil  quinientos  á  favor  del  Jubileo  Cir- 
cular y  los  seis  mil  pesos  de  la  Capellanía  laical  que  mandó 
fundar  D.  Manuel  de  Soto  Costoya  los  que  situaron  y  cargaron 
sobre  la  casa  á  que  se  refiere  á  fojas  doscientos  diez  y  siete  de 
ese  Libro,  y  al  margen  las  siguientes  notas  sin  que  las  autori- 
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cen  firma  alguna;  traslado  al  folio  doscientos  ocho  vuelto  del 
tomo  ciento  sesenta  y  cinco  de  este  á  finca  mil  ciento  sesenta  y 
siete,  inscripción  tercera,  fechado  en  esta  ciudad  á  veinte  y 
nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno;  trasladado 
tomo  cuatrocientos  setenta  y  siete  folio  ciento  noventa  y  dos, 
finca  mil  doscientos  ochenta  y  cinco  consta  lo  siguiente:  casa 
señalada  con  el  número  treinta  y  nueve  de  la  calle  de  San  Ig- 
nacio con  sus  accesorias  letras  C,  D,  E,  P  y  H,  cuya  descrip- 
ción y  cargas  resultan  de  las  inscripciones  y  anotaciones  que 
anteceden,  sobre  esta  casa  con  sus  accesorias  mencionadas  f 
otras  accesorias  que  indica  la  nota  del  margen  se  hallan  im- 
puestos seis  mil  pesos  de  la  Capellania  laical  de  D.  Manuel  So- 
to Costoya,  según  consta  de  la  inscripción  primera.  A  conse- 
cuencia de  las  diligencias  que  cursaron  en  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  del  Distrito  del  Este  de  esta  ciudad  ante  el  Es- 
cribano D.  Jesús  Rodríguez  promovidas  por  D.  Ignacio  Ovando 
sobre  posesión  de  patrcmato  de  dicha  Capellanía  por  auto  dic- 
tado en  nueve  de  Enero  último,  el  Juzgado  declaró  como  tal 
patrono  al  citado  Ovando  según  consta  de  la  escritura  de  fun- 
dación de  la  propia  Capellanía  entre  sus  cláusulas  se  convino 
que  siempre  y  cuando  el  dueño  de  la  finca  pagase  el  importe 
del  capital  acensuado  con  más  los  réditos  vencidos,  el  patrono 
que  en  tiempo  fuera,  quedaba  obligado  á  otorgar  escritura  de 
cancelación  y  si  no  'lo  hiciese  se  exhibirá  el  importe  de  esas  res- 
ponsabilidades ante  el  Juzgado  competente  y  el  testimonio  de 
exhibición  servirá  de  título  de  redención  en  forma;  con  estos 
antecedentes  Ovando  liberó  esta  casa  y  accesorias  en  la  parte 
proporcional  que  le  corresponda  del  capital  acensuado  por  di- 
cha Capellanía  y  á  la  vez  cede  también  la  parte  proporcional 
que  corresponde  del  mismo  capital  sobre  otras  accesorias  á  fa- 
vor de  D.  Ángel  Martínez  y  París  por  la  cantidad  de  seis  mil 
pesos  en  oro  de  principal  y  noventa  y  nueve  pesos  cuarenta  y 
cinco  centavos  de  réditos  adeudados  consintiendo  en  la  total 
cancelación  de  dicho  derecho  en  cuanto  á  la  parte  que  afecta  á 
la  casa  y  accesorias,  inscribiendo  D.  Ángel  Martínez  su  título 
de  liberación  sobre  esta  casa  y  accesorias  según  consta  de  la  es- 
critura de  ocho  de  Agosto  último  ante  D.  Pedro  Rodríguez  Pé- 
rez pagándose  los  derechos  reales  y  traslación  de  dominio : 

Decimoséptimo.  Resultando:  que  librado  exhorto  al  Juzga- 
do de  la  Catedral  para  que  por  el  Escribano  Rodríguez  se  cer- 
tificase el  particular  solicitado  por  los  demandantes  aparece  que 
D.  Ignacio  Ovando  y  Armenteros,  acudió  al  Juzgado  en  solici- 
tud de  que  se  declarase  vacante  la  Capellanía  fundada  por 
D.  Manuel  Soto  Costoya  por  muerte  de  D.  Vicente  Rodrigo  y 
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Ros. de  Ursdno,  le  tuvieran  por  opuesto  á  ella  y  se  dispusiera 
hicieran  las  «orrespondientes  convocatorias,  trayendo  4  los  au- 
tos testimonio  de  la  imposición  de  la  Capellanía  de  seis  mil  pe- 
sos de  principal  por  D.  Manuel  Soto  Costoya  en  la  casa  San 
Ignacio  número  treinta  y  nueve,  otorgado  en  nueve  de  Abril  de 
mil  ochocientos  diez  y  seis  ante  D.  José  Salinas ;  la  partida  bau- 
tismal del  referido  Ovando;  el  documento  en  que  constaba  lo 
pertinente  al  fallecimiento  de  Doña  Vicenta  María  de  Rodrigo 
y  Ros  de  Ursino  en  la  escritura  de  división  de  bienes  de  Don 
Ramón  Rodrigo  Ursino,  con  los  referidos  documentos  se  recibió 
la  información  de  testigos  con  citación  del  Ministerio  fiscal,  en 
enyo  expediente  presentó  Ovando  el  siguiente  interrogatorio: 
que  dijeran  los  testigos  era  cierto  que  lo  conocían,  así  como  á 
su  padre  D.  José;  que  era  cierto  y  les  constaba  que  su  abuelo 
D.  Manuel  Ovando  y  Soto  Costoya,  fué  hijo  de  D.  Ángel  Ovan- 
do y  Adomo  y  de  Doña  María  de  la  Luz  Soto  Costoya,  decla- 
rando aquellos  de  conformidad  con  las  preguntas  y  previa  la 
convocatoria  de  ley  y  el  documento  presentado  por  Ovando  en 
qne  consta  un  árbol  genealógico  de  sus  antecesores,  solicitó  éste 
qne  se  le  otorgara  la  colación  de  la  Capellanía  laical  de  seis 
mil  pesos: 

Décímooctovo.  Resultando:  que  el  demandado  D.  Cándido 
Zabarte  solicitó  como  prueba  el  mérito  favorable  de  autos;  se 
h^brara  exhorto  al  Juzgado  de  la  Catedral  para  que  por  el  Es- 
cribano D.  José  A.  Rodríguez  se  expidiera  copia  certificada  del 
anto  resolutorio  de  nueve  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa 
j  uno,  recafdo  en  el  expediente  de  jurisdicci^  voluntaria  que 
en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Distrito  del  Este  y 
por  ante  el  Escribano  D.  Jesús  Rodríguez  promovió  D.  Ignacio 
Ovando  y  Armenteros  para  que  se  le  declarase  patrono  de  la 
Capellanía  que  mandó  fundar  D.  Manuel  de  Soto  Costoya  y 
enyo  capital  se  impuso  en  la  casa  calle  de  San  Ignacio  número 
treinta  y  nueve  esquina  á  Sol,  expresándose  en  la  certificación 
solicitada,  si  contra  dicho  auto  resolutorio  se  ha  interpuesto  al- 
gún recurso  legal;  que  se  practicare  por  el  actuario  de  este 
,  pleito  el  cotejo  de  la  escritura  presentada  y  otorgada  por  Don 
Ignacio  Ovando  y  Armenteros  en  ocho  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  uno  ante  el  Notario  D.  Pedro  Rodríguez  Pé- 
rez con  el  original  que  obra  en  poder  de  D.  Francisco  Rodrí- 
gnez: 

Décimonoveno.  Resultando :  que  practicado  el  cotejo  por  el 
actuario  que  autoriza  en  la  Notaría  de  D.  Francisco  Rodríguez 
le  puso  éste  de  manifiesto  el  tomo  quinto  del  protocolo  del  año 
mil  ochocientos  noventa  y  uno,  en  el  que  aparece  al  folio  dos 
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mil  seiscientos  cuarenta  y  tres,  una  escritura  de  liberación  y 
cesión  entre  D.  Ignacio  Ovando  y  Armenteros  ¿  D.  Ángel  Mar- 
tínez y  París  número  cuatrocientos  ochenta  y  dos,  otorgada  en 
esta  ciudad  el  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y 
uno,  cuya  escritura  cotejada  con  la  primera  copia  de  la  misma 
que  aparece  á  los  folios  ciento  veinte  á  ciento  treinta  y  dos  in- 
clusive de  estos  autos  están  en  un  todo  conforme,  sin  que  se 
note  variación  alguna:  en  el  expresado  documento  comparecen 
D.  Ignacio  Ovando  y  Armenteros  y  D.  Ángel  Martínez  y  París 
exponiendo  el  primero  que  sobre  la  caí»a  síeñalada  con  el  nume- 
ro treinta  y  nueve,  antes  sin  número,  de  la  calle  de  San  Igna- 
cio con  sus  accesorias  letras  A,  B,  C,  D,  E,  P,  G  y  H,  con  fren- 
te á  la  calle  de  San  Ignacio  y  de  Sol,  se  constituyó  un  capital 
de  censó  por  valor  de  seis  mil  pesos  en  oro  a  favor  de  la  Cape- 
llanía mandada  fundar  por  D.  Manuel  de  Soto  Costoya  según 
resulta  de  la  escritura  de  su  fundación  por  la  que  Doña  María 
de  la  Luz  Soto  y  Costoya  con  licencia  de  su  esposo  D.  Agustín 
de  Ovando  y  Adomo  impuso  la  cantidad  de  mil  quinientos  pe- 
sos por  un  lado  y  seis  mil  pesos  más  en  calidad  de  CapeHanía 
laical,  cuyas  imx>osiciones  se  han  relacionado  anteriormente. 
Que  por  haber  acudido  al  correspondiente  Juzgado  D.  Ignacio 
Ovando  promoviendo  diligencias  sobre  posesión  de  patronato  de 
la  capellanía  de  seis  mil  pesos  fundada  por  D.  Manuel  Soto  y 
Costera  de  anterior  mención  se  dictó  auto  en  virtud  del  cual 
se  declaró  que  estaba  acreditado  el  título  con  que  D.  Ignacio 
Ovando  y  Armenteros  aspira  al  patronato  de  la  Capellanía  de 
seis  mil  pesos  de  capital  que  mandó  fundar  D.  Manuel  de  Soto 
y  Costoya  y  cuyo  capital  se  impuso  ^i  la  casa  calle  de  San  Ig- 
nacio esquina  á  Sol  aprobándose  cuanto  ha  lugar  en  derecho 
declarándose  á  su  favor  el  patronato  referido,  todo  sin  perjui- 
cio de  tercero  de  mejor  derecho.  Que  el  compareciente  D.  Án- 
gel Martínez  París  as^ura  que  adquirió  el  dominio  de  la  casa 
gravada  con  dicha  Capellanía  señalada  con  el  número  treinta 
y  nueve  hoy,  antes  sin  número,  de  la  calle  de  San  Ignacio  con 
sus  accesorias  letras  C,  D,  E,  F  y  H,  pues  aunque  también  per- 
tenecían á  esa  casa  las  accesorias  A,  B  y  G,  estas  tres  últimas 
pertenecen  á  personas  distintas  lindando  dicha  finca  por  la  de- 
recha con  la  calle  del  Sol,  por  la  izquierda  con  la  número  cua- 
renta y  uno  de  la  calle  de  San  Ignacio  y  por  la  espalda  con  la 
de  Doña  Rosa  Valdés;  que  requerido  Ovando  por  Martínez  co- 
mo dueño  de  dicha  casa  y  accesorias  letras  C,  D,  E,  P  y  H, 
para  que  como  tal  patrono  de  la  Capellanía  mandada  fundar 
por  D.  Manuel  de  Soto  Costoya,  con  arreglo  á  las  cláusulas  de 
la  escritura  de  su  fundación  contenida  en  la  primera  de  este 
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contrato,  para  que  perciba  Ibs  seis  mil  pesos  de  su  importe  por 
priBcipal,  asi  como  los  intereses  que  se  adeudan  hasta  la  fecha 
otorgándole  mediante  esa  entrega  la  escritura  correspondiente 
de  caneelaxsión,  pues  en  contrario  caso  exhibirá  esa  suma  ante 
Juez  competente,  comprendiendo  que  siendo  la  escritura  de  fun- 
dación de  la  referida  capellanía  la  ley  sobre  la  materia  hay 
que  cumplir  cada  una  de  sus  condiciones  por  lo  que  Ovando 
en  carácter  de  patrono,  como  consta  del  auto  de  anterior  men- 
ción, declaró  en  la  más  bastante  forma  de  derecho,  que  recibe 
en  el  secto  de  otorgar  la  escritura  á  presencia  del  Notario  y  de 
los  testigos  instrumentales  de  manos  de  D.  Ángel  Martínez  y 
París  la  suma  de  seis  mil  pesos  en  oro  del  capital  asegurado  por 
la  mencicmadsr  Compañía  laical  sobre  la  casa  y  ocho  accesorias 
de  la  misma  que  £^  deja  descrita,  asi  como  también  recibe  la 
cantidad  de  noventa  y  nueve  pesos,  cuarenta  y  cinco  centavos 
en  oro,  de  los  réditos  de  dicho  capital  pendientes  de  abono  has- 
ta el  día  en  que  se  otorga  la  escritura,  y  como  Martínez  y  Pa- 
ris  es  dueño  únicamente  de  la  casa  número  treinta  y  nueve  de 
la  caUe  de  San  Ignacio  y  sus  accesorias  letras  C,  D.  E,  F  y  H, 
por  pertenecer  á  distintas  personas  las  accesorias  letras  A,  B 
j  O,  estando  impuesto  el  principal  sobre  la  casa  y  las  citadas 
•ocho  accesorias,  sin  que  sea  divisible  el  importe  entre  ellas,  por 
dicha  escritura  deja  totalmente  cancelada  la  mencionada  Cape- 
llanía en  cuanto  afecta  á  la  casa  y  á  las  accesorias  letras  C,  D, 
F  y  H,  consintiendo  en  que  al  inscribirse  el  contrato  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad  se  haga  la  absoluta  cancelación  de  la  re- 
ferida Capellanía  sobre  la  casa  y  las  accesorias  letras  C,  D,  E, 
P  y  H,  propiedad  de  Martínez  y  Parfa,  asegurando  Ovando  que 
toda  vez  que  ha  sido  satisfecho  el  capital  de  la  m^icionada  ca- 
pellanía y  sus  réditos  pendientes  de  abono,  queda  solamente 
obligado  dentro  de  breve  plazo  á  asegurar  en  fínca  idónea,  el 
importe  del  principal  de  seis  mil  pesos  en  oro  recibidos  y  cuan- 
to á  los  réditos  darle  la  inversión  que  le  corresponde,  todo  bajo 
bases  y  condici(mes  contenidas  en  la  escritura  de  fundación  de 
dicha  Capellanía  y  sin  responsabilidad  de  ningún  género  por 
Martínez  ni  para  la  casa  y  accesorias  citadas: 

Vigésimo.  Resultando:  que  como  más  pruieba  del  demanda- 
do D.  Cándido  Zabarte  propuso  se  librase  exhorto  al  Juzgado  de 
la  Catedral  habiendo  certificado  el  Escribano  del  mismo  Don 
José  Agustín  Rodríguez,  que  en  las  diligencias  promovidas  por 
D.  Ignacio  Ovando  y  Armenteros  se  dictó  con  fecha  nueve  de 
Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  auto  por  el  que  se 
declaró  estar  acreditado  el  título  con  que  D.  Ignacio  Ovando  y 
Armmteros  aspira  al  patronato  de  la  Capellanía  de  seis  mil 
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pesos  de  capital  que  mandó  fundar  D.  Manuel  Soto  Costoya 
y  cuyo  eapital  se  impuso  en  la  casa  calle  de  San  Ignacio  esqui- 
na á  Sol  aprobándose  cuanto  ha  lugar  en  derecho  el  informa- 
tivo de  identidad  del  mismo  practicado  á  su  instancia,  decla- 
rándose á  su  favor  el  patronato  referido,  todo  sin  perjuicio  de 
tercero  de  mejor  derecho,  mandando  se  haga  saber  á  las  perso- 
nas que  corresponda  y  que  dicho  Ovando  indicase : 

Vigésimoprimepo.  Resultando:  que  entregados  los  autos  k 
los  demandantes  por  el  trámite  de  conclusiones  lo  evacuaron  se- 
ñalando las  pruebas  de  los  hechos  por  ellos  alegados  y  resu- 
miendo las  pruebas  del  demandado,  exponen  que  el  mérito  fa- 
vorable de  autos,  les  favorfece  más  á  ellos  que  á  éste,  y  sobre 
los  demás  puntos  lejos  de  haber  destruido  ninguna  de  las  afir- 
mabi(»ies  de  ellos,  las  han  corroborado,  pues  precisamente  han 
partido  de  la  existencia  de  ambos  documentos  para  sostener  sua 
puntos  de  vista,  habiendo  sido  ineficaces,  terminando  en  la  sú- 
plica de  que  se  tuviere  por  satisfecho  el  trámite  conferido  y 
dictar  sentencia  en  los  términos  solicitados: 

Vigésimosegundo.  Resultando:  que  conferido  traslado  á  los 
demandados  lo  evacuó  D.  Cándido  Zabarte,  exponiendo  que  la 
base  principal  de  su  oposición  á  lo  solicitado  por  los  actores  ha 
sido  que  D.  Ángel  Martínez  y  París  al  vender  por  escritura 
pública  en  diez  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  la 
casa  calle  de  San  Ignacio  número  treinta  y  nueve  á  D.  Cándi- 
do Zabarte,  tenía  inscrita  en  el  Registro  de  la  Propiedad  su 
derecho  á  la  expresada  casa,  libre  ya  del  gravamen  á  que  se 
contrae  este  pleito  por  haberlo  redimido  y  cancelado  en  toda 
forma  en  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  por 
lo  que  la  transferencia  de  dominio  á  Zabarte  la  llevó  á  cabo  sin 
el  gravamen  de  que  trata  y  comprueba  este  hecho  el  testimonio 
de  escritura  de  liberatiion  fojas  ciento  veinte  cotejado  con  su 
original  al  dorso  del  folio  trescientos  tres,  así  como  el  otro  tes- 
timonio de  escritura  de  compraventa  folio  ciento  treinta  y  cua- 
tro, cuya  autenticidad  ha  sido  reconocida  expresamente  en  el 
sexto  hecho  del  escrito  de  replica.  Que  los  demandantes  no  te- 
nían inscrito  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  título  alguno  á  su 
favor  en  cuanto  al  patronato,  cuyo  nombramiento  viene  á  pre- 
tender ahora,  ni  tampoco  con  referencia  á  la  inscripción  de  seis 
mil  pesos  relativa  á  dicha  Capellanía  sin  que  por  otra  parte 
aparezca  claro  ni  confusamente  oi  el  propio  Registro  que  los 
demandantes  sean  siquiera  parientes  del  fundador  de  la  Cape- 
llanía como  lo  comprueban  los  documentos  que  procedentes  del 
Registro  ha  traído  el  actor  á  este  juicio,  pues  solo  en  el  asiento 
de  veinte  y  nueve  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno 
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folio  sesenta  y  cuatro,  referente  á  nna  subdivisión  de  bienes  de 
h  testamentaría  de  D.  Luis  de  Jaudenés  y  Zanoni,  se  hace  alu- 
sión á  los  demandantes,  mas  no  á  Capellanía  alguna,  y  mucho 
men(»  á  la  mandada  fundar  por  D.  Manuel  de  Soto  Costoya  y 
en  corroboración  de  lo  dicho  respecto  á  la  falta  de  anteceden- 
tes en  el  Registro  rela;tivos  al  derecho  de  patronato  y  señorío 
que  persiguen  los  actores,  está  el  hecho  realizado  por  éstos  de 
buscar  en  otro  lugar  los  datos  necesarios  para  acreditar  su  pa- 
rentesco ó.  relación  con  los  Soto  Coetoya,  haciendo  presente  que 
la  prueba  ministrada  por  loe  demandantes  no  conduce  de  modo 
alguno  al  fin  que  se  proponen;  la  documental  no  demuestra  que 
su  pretendido  derecho  al  patronato  está  inscrito  en  el  Registro 
de  h  Propiedad  ó  que  de  tal  requisito  carezca  la  cancelación 
verificada  á  favor  de  D.  Ángel  Martínez  así  como  tampoco  que 
en  tiempo  alguno  se  haya  dejado  sin  efecto  la  resolución  judi- 
«ial  que  declaró  patrono  á  D.  Ignacio  Ovando,  precisamente 
cuanto  se  echa  de  menos  en  dicha  documentación  es  lo  que  har 
brfa  de  constituir  la  base  en  que  pudieran  apoyarse  las  distin- 
tos solicitudes  de  los  actores.  Por  lo  que  hace  á  la  prueba  tes- 
tifical basta  leerla,  su  promoción  fué  inútil  y  su  resultado  ha 
sido  contraproducente  terminando  con  la  súplica  de  que  se  re- 
suehi^a  en  definitiva  declarar  sin  lugar  la  demanda  con  las  cos- 
tas á  cargo  de  los  actores : 

Decimotercero.  Resultando:  que  el  demandado  D.  Ángel 
Marthez  París,  al  evacuar  el  trámite  de  conclusiones,  hizo  suyo 
el  escrito  de  su  codemandado  reproduciendo  cuanto  en  dicho 
escrito  de  conclusiones  se  expresa,  pidiendo  se  declarase  sin  lu- 
gar la  demanda,  imponiendo  las  costas  á  su  promovente: 

Restíltando:  que  sustanciado  el  juicio  en  primera  instan- 
cia, el  Juez  de  Guadalupe  falló  por  sentencia  de  catorce  de  Di- 
ricmbre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  que  debía  absolver 
y  absolvía  de  la  demanda  de  autos  á  D.  Ángel  Martínez  y  París 
y  á  D.  Cándido  Zabarte  y  París  con  las  costas  á  cargo  de  los 
demandantes,  sin  hacer  pronunciamiento  alguno  en  cuanto  al 
otro  demandado  Ignacio  Ovando  y  Armenteros  por  entender 
que  habiéndose  éste  allanado  á  la  demanda  no  procedía  hacer 
declaración  respecto  del  mismo: 

Resultando:  que  contra  esta  sentencia  establecieron  los  ac- 
tores recurso  de  apelación  para  ante  la  Sala  de  lo  Civil  de  la 
Audiencia  de  esta  ciudad,  la  cual  aceptando  los  hechos  y  fun- 
damentos de  derecho  de  la  resolución  apelada  y  considerando 
además  que  no  resulta  probado  que  por  ninguna  de  las  partes 
litigantes  se  haya  procedido  con  temeridad  y  que  la  cuestión 
discutida  en  el  pleito  como  de  estricto  derecho  pudo  sostenerse 
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por  ella  sin  causar  á  la  parte  contraría  otros  perjuicios  que  los 
inevitables  á  todo  juicio,  falló  por  sentencia  de  catorce  de 
Abril  último,  que  debía  confirmar  y  confirmaba  la  del  inferior 
sin  especial  condenación  de  cost&s  en  ambas  instancias : 

Resultando:  que  contra  esta  sentencia  interpuso  el  Procu- 
rador Juan  Mayorga  á  nombre  de  los  demandantes,  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  autorizado, 
según  dice,  por  los  artículos  mil  seiscientos  ochenta  y  siete,  pá- 
rrafo primero,  mil  seiscientos  ochenta  y  nueve  párrafo  primero, 
y  mil  seiscientos  noventa  párrafos  primero,  tercero  y  séptimo 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  cita  como  infringidas  las 
leyes  y  doctrinas  leales  siguientes : 

Primero.  La  doctrina  legal  establecida  en  diversas  sent^i- 
cias  del  Tribunal  Supremo  de  Madrid,  especialmente  en  las  de 
trece  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesen-ta  y  cinco,  veinte  y  tres 
de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  de  Octubre  de 
mil  ochocientos  setenta  y  uno  y  el  artículo  trescientos  cincuenta  y 
tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  según  las  cuales  las  sen- 
tencias deben  resolver  separadamente  todos  y  cada  uno  de  los  pun- 
tos que  han  sido  objeto  del  litigio.  Concepto  de  esta  infracción. 
Por  haberse  limitado  el  Juez  al  dictar  la  sentencia  definitiva 
de  catorce  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  y 
la  Audiencia  de  la  Habana  al  confirmarla  y  absolver  á  D.  Án- 
gel Martínez  París  y  á  D.  Cándido  Zabarte,  sin  hacer  declarar 
ción  especial  y  separadamente  acerca  de  los  dos  primeros  ex- 
tremos pedidos  en  la  demanda,  relativo  el  primero  á  que  D(m 
Ignacio  Ovando  y  Armenteros  no  tiene  ni  tuvo  nunca  derecho 
á  ser  patrono  de  la  Capellanía  de  seis  mil  pesos  de  capital  man- 
dada fundar  por  D.  Manuel  de  Soto  Costoya  sobre  la  casa  nú- 
mero treinta  y  nueve  de  la  calle  de  San  Ignacio ;  y  el  segundo^ 
á  que  el  patronato  de  la  mencionada  Capellanía  corresponde  á 
Doña  Luisa  Rodrigo  y  Benet  de  Saavedra  y  á  D.  Luis  de  Jau- 
denés,  Conde  de  Zanoni;  detóe  el  fallecimiento  de  D.  Vicente 
María  Rodrigo  y  Soto  Costoya  y  Doña  María  Regla  Soto  Cos- 
toya. Cuyos  puntos  por  más  que  sean  fundamento  para  sostener 
la  acción  de  nulidad  constituyen  por  sí  mismos  cuestiones  in- 
dependientes que  una  vez  promovidas  había  que  resolverlas  se- 
paradamente, supuesto  que  la  fórmula  general  de  absolver  á  los 
demandados  Martínez  y  París  y  Zabarte  comprenderá  toda» 
las  cuestiones  de  nulidad  promovidas  en  cuanto  á  ellos  se  refi- 
rieron; pero  no  aquellas  que  pueden  ser  resueltas  de  distinto 
modo  independientemente  de  la  absolución  de  los  demandados: 

Segundo.  La  ley  de  la  fundación  ó  sea  la  escritura  de  nue- 
ve de  Abril  de  mil  ochocientos  diez  y  seis  ante  D.  José  Sali- 
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nas.  Concepto  de  la  infracción:  Por  darse  validez  y  eficacia  á 
la  redención  del  censo  de  la  Capellanía  otorgada  por  quien  no 
solo  no  podía  ser  Patrono,  según  la  fundación,  sino  que  aun 
siéndolo  carecería  de  capacidad  para  redimir  porque  según  la 
fundación  sólo  podría  consentir  la  redención  el  que  fuera  "se- 
ñor del  censo"  y  no  el  ** Patrono  de  la  Capellanía": 

Tercero.  Los  artículos  mil  ciento  sesenta  y  doe  y  mil  seis- 
«ientOB  cincuenta  y  ocho  del  Código  Civil.  Por  cuanto  el  pago 
en  general  debe  hacerse  á  la  persona  en  cuyo  favor  estuviese 
constituida  la  obligación,  ó  á  otra  autorizada  para  recibirlo  en 
su  nombre ;  y  el  pago  del  capital  para  redimir  el  censo  consig- 
nativo,  sólo  puede  hacerse  al  censualista  y  no  á  otra  persona. 
De  donde  resulta  que  hecho  el  pago  del  capital  de  la  Capella- 
nía de  Soto  Costoya  y  de  sus  réditos  á  D.  Ignacio  Ovando  y 
Armenteros  que  ni  era  la  persona  á  cuyo  favor  estaba  consti- 
Inida  la  obligaci^  ni  estaba  autorizado  por  ella  para  recibir 
dicho  pago  con  lo  que  queda  dicho  que  no  era  el  censualista, 
es  evidente  que  se  infringen  los  artículos  citados  del  Código 
Civil  al  dar  validez  á  los  mencionados  pagos : 

Cuarto.  Los  principios  generales  de  hermenéutica  jurídi- 
ca y  los  especialmente  declarados  en  el  artículo  mil  doscientos 
ochenta  y  uno  del  Código  Civil,  según  el  cual  los  contratos  de- 
ben entenderse  en  el  sentido  recto  de  las  palabras  empleadas 
sin  acudir  á  interpretaciones  cuando  dichas  palabras  son  claras 
7  no  dan  lugar  á  duda  racional.  Concepto  legal  de  la  infrac- 
ción. Por  considerar  autorizado  al  supuesto  Patrono,  en  con- 
cepto de  que  lo  fuera,  para  consentir  la  redención  del  censo, 
siendo  así  que  el  sentido  recto  de  las  palabras  de  la  fundación 
atribuía  esta  facultad  solo  al  ** Señor  del  Censo'': 

Quinto.  El  principio  general  de  lógica  y  de  lógica  jurídi- 
ca especialmente,  de  que  no  debe  hacerse  supuesto  de  la  pro- 
pia cuestión  debatida.  De  donde  resulta  que  la  sentencia  que 
admite  la  equivalencia  de  la  frase  ** Señor  del  Censo"  con  la 
de  *Tatrono  de  la  Capellanía"  sin  hacer  expresa  declaración 
en  este  sentido  sosteniéndola  con  un  fundamento  legal,  infrin- 
ge aquel  principio : 

Sexto.  La  doctrina  legal  contenida  en  la  jurisprudencia 
del  Tribunal  Supremo  de  Madrid  y  especialmente  entre  otras, 
en  las  sentencias  de  tres  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y 
dos  y  treinta  de  Enero  de  mil  ochocientos  sesenta,  según  la 
cual  las  actuaciones  y  resoluciones  judiciales  no  perjudican  á 
los  terceros  que  no  han  sido  parte.  Y  se  ha  infringido  en  la  sen- 
tencia esta  doctrina  de  darse  implícitamente  efectos  legales  al 
nombramiento  de  Patrono  de  la  Capellanía  de  Soto  Costoya, 
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hecho  á  favor  de  D.  Ignacio  Ovando  y  Armenteros  contra  los 
actores,  que  no  fueron  parte  en  las  diligencias  en  que  el  auto 
que  hizo  el  nombramiento  se  dictó,  y  á  pesar  de  que  el  mismo 
auto  llevaba  la  cláusula  á  condiciqn  de  **Sin  perjuicio  de  ter- 
cero": 

iSéptimo:  El  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  Ley  Hipoteca- 
ria de  mil  ochocientos  ochenta.  Por  haberse  dado  eficacia  á  la 
inscripción  en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  la  escritura  de 
ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno  ante  D.  Pe- 
dro Rodríguez  Pérez  por  la  cual  D.  Ignacio  Ovando  y  Armen- 
teros  supuesto  Patrono  de  la  CapeUania  de  Soto  Costoya,  redi- 
mió el  censo  de  la  misma  Capellanía;  suponiendo  la  sentencia 
que  aun  en  la  hipótesis  de  ser  nula  dicha  redención,  habría 
quedado  convalidada  por  su  inscripción : 

Octavo.  El  principio  de  que  las  sentencias  han  de  ajus- 
tarse á  lo  probado  por  las  partes.  Cuya  infracción  resulta  del 
evidente  error  de  hecho  que  aparece  en  el  segundo  Consideran- 
do de  la  sentencia  en  que  parte  del  supuesto  inexacto  de  que 
Ovando  tenía  inscrito  su  derecho  de  Patrono  de  la  Capellanía 
cuando  otorgó  á  favor  de  Martínez  París  la  redención  del 
censo: 

Noveno.  El  artículo  cuarenta  y  dos  de  la  Ley  Hipotecar 
ría  de  mil  ochocientos  ochenta,  en  cuanto  á  la  absolución  de 
D.  Ángel  Martínez  París.  En  raz^n  de  que  no  podría  serle 
aplicable  en  ningún  caso  á  dicho  demandado  este  artículo  por- 
que en  primer  lugar  Ovando  no  aparecía  en  el  Registro  con 
derecho  ninguno  para  consentir  la  redención,  cuando  contrató 
con  él  sobre  ésta;  y  en  segundo  lugar  porque  dado  este  hecho, 
ya  Martínez  París  no  es  el  tercero  de  la  Ley  Hipotecaria  su- 
puesto que  intervino  personalmente  en  el  acto  ó  contrato  ins- 
crito, cuya  nulidad  persistía  á  pesar  de  su  inscripción  en  virtud 
del  artículo  cuarenta  y  uno  de  la  misma  ley : 

Décimo.  El  mismo  artículo  cuarenta  y  dos  de  la  Ley  Hi- 
potecaría en  cuanto  á  la  absolución  de  D.  Cándido  Zabarte. 
Por  cuanto  se  le  aplica  indebidamente  á  este  demandado  la  im- 
punidad que  dicho  artículo  concede  á  los  terceros  que  contra- 
tan con  personas  que  del  Registro  aparezcan  con  derecho  para 
ello;  pues  si  bien  es  cierto  que  concurrió  esta  circunstancia  de 
hecho,  porque  Martínez  París  tenía  aparente  derecho  según  el 
Registro  para  vender  la  casa  en  cuestión  como  libre  del  censo, 
falta  la  segunda  circunstancia  que  el  mismo  artículo  da  por 
supuesta  para  conceder  su  impunidad  ó  sea  la  de  que  la  nuli- 
dad del  título  de  la  liberación  de  Martínez  París,  se  hubiera 
de  declarar  en  virtud  de  título  anterior  no  inscripto,  siendo 
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así  que  el  título  en  cuya  virtud  se  ha  de  declarar  la  nulidad  pe- 
dida es  la  escritura  de  nueve  de  Abril  de  mil  ochocientos  diez 
y  seis  ante  D.  José  Salinas,  que  es  anterior  al  título  de  Zaharte 
y  estaba  inscripta  hacía  ochenta  años  en  el  antiguo  Registro^ 
al  folio  doscientos  diez  y  ocho  del  Libro  cuarenta  y  uno,  siú 
que  por  otra  parte  se  haya  hecho  la  notificación  que  el  mismo 
artículo  cuarenta  y  dos  establece  como  medio  único  para  la  ab- 
soluta inmunidad  de  los  terceros,  aun  en  el  caso  de  fundar  la 
nulidad  en  título  anterior  inscrito : 

Décimoprimero.  Los  artículos  noventa  y  seis,  ciento  on- 
ce y  ciento  trece  de  la  Ley  Hipotecaria  de  mil  ochocient06> 
ochenta.  Por  cuanto  para  la  cancelación  de  una  inscripción  he- 
cha en  virtud  de  escritura  pública,  es  necesario  el  consentimien- 
to de  la  persona  á  cuyo  favor  se  hubiese  hecho  la  inscripción  6 
sus  causahabientes  ó  representantes  legítimos,  sin  que  pueda 
perjudicar  á  dichos  interesados  en  su  calidad  de  terceros,  la 
cancelación  que  sin  su  consentimiento  se  haga,  perjudicando 
por  el  contrario  su  nulidad  é  ineficacia,  haya  mediado  ó  nó 
error  6  fraude  en  ella,  á  los  terceros  que  de  ella  quisieran 
aprovecharse : 

Déeimoaegundo.  El  artículo  cuatrocientos  diez  de  la  Ley  Hi- 
potecaria de  mil  ochocientos  ochenta.  Por  cuanto  el  asiento  del 
antiguo  Registro  de  la  Propiedad  en  que  consta  inscrita  la  es- 
critura de  nueve  de  Abril  de  mil  ochocientos  diez  y  seis  de 
constitución  del  censo  ha  de  producir  los  mismos  efectos  que 
los  que  se  hacen  en  el  moderno  Registro  aunque  sea  deficiente; 
y  la  sentencia  recurrida  infringe  este  artículo  al  sancionar  que 
se  cancele  aquel  gravamen  sin  concurrir  los  requisitos  que  se- 
gún la  misma  escritura  son  necesarios  para  la  cancelación  co- 
mo es  procedente  según  la  Ley  Hipotecaria  para  los  títulos  ins- 
critos en  los  modernos  libros : 

Resultando:  que  admitido  dicho  recurso  por  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  esta  ciudad  y  abierta  la  sustanciación 
del  mismo  en  este  Tribunal  Supremo,  el  recurrente  en  el  tér- 
mino de  instrucción  presentó  escrito  ampliando  los  motivos  de 
aquél  con  siete  más  de  los  cuales  le  fueron  aceptados  los  si- 
guientes : 

Decimotercero.  El  artículo  treinta  y  cinco  de  la  Ley  Hi- 
potecaria de  mil  ochocientos  ochenta,  por  cuanto  según  él,  solo 
es  tercero  para  los  efectos  de  dicha  ley,  *^ aquel  que  no  haya 
intervenido  en  el  acto  ó  contrato  inscrito*^  y  en  la  sentencia 
se  otorga  el  carácter  de  tercero  á  D.  Ángel  Martínez  París  que 
intervino  en  la  escritura  de  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa  y  uno  ante  D.  Pedro  Rodríguez  Pérez,  por  la  cual  se 
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efectuó  la  redención  del  censo  de  la  Capellanía  de  Soto  Cos- 
toya: 

Decimocuarto :  El  mismo  artículo  treinta  y  cinco  de  la  Ley 
Hipotecaria  de  mil  ochocientos  ochenta,  en  su  relación  con  el 
ciento  once  de  la  propia  ley;  por  cuanto  la  sentencia  no  atri- 
buye a  los  demandantes  el  carácter  de  terceros  respecto  á  la 
cancelación,  otorgada  entre  D.  Ignacio  Ovando  y  Armenteros, 
y  D.  Ange-l  Martínez  París,  ni  en  cuanto  á  la  venta  de  la  casa 
hecha  por  éste  á  D.  Candido  Zabarte,  como  libre  del  censo  de 
que  se  trata;  siendo  así  que  dicfhos  demandantes  no  intervi- 
nieron en  ninguna  de  dichas  escrituras,  y  por  lo  mismo  son 
terceros  para  los  efectos  del  citado  artículo  ciento  once : 

•Decimoquinto.  El  artículo  segundo  de  la  Ley  Hipotecaría 
de  mil  ochocientos  ochenta,  que  determina  los  títulos  sujetos  i 
inscripción.  El  concepto  de  esta  infracción  consiste,  en  suponer 
la  sentencia  que  los  actores,  hoy  recurrentes,  tenían  necesidad 
legal  de  inscribir  á  su  nombre  el  patronato  de  la  Capellanía  de 
Soto  Costoya,  y  que  por  no  haberlo  hecho,  han  de  perjudicarles 
las  inscripciones  que  de  los  suyos  respectivos  hicieron  D.  Án- 
gel Martínez  París  y  D.  Cándido  Zabarte ;  siendo  así  que  el  ca- 
rácter de  patrono  ó  de  Capellán  de  una  Capellanía  no  es  ins- 
cribible, porque  el  derecho  y  las  facultades  que  consigo  lleva, 
que  son  sólo  de  administración,  no  son  inscribibles  por  no  estar 
comprendidos  en  el  articulo  segundo  que  citó  como  infringido 
á  contrario  sensu  por  la  sentencia  recurrida: 

Resultando:  que  señalada  la  vista  del  recurso,  ésta  tuvo 
efecto  el  día  veinte  y  cinco  de  Julio  último  con  asistencia  de 
las  partes  personadas: 

Resultando:  que  dentro  del  término  de  dictar  sentencia  se 
pidieron  los  autos  á  la  Audiencia  de  la  Habana  para  mejor 
proveer. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Eudaldo  Tamayo : 

Considerando:  que  la  sentencia  debe  ser  clara,  precisa  y 
congruente  con  la  demanda  y  demás  pretensiones  deducidas 
oportunamente  en  el  pleito,  haciendo  las  declaraciones  y  deci- 
diendo todos  los  puntos  litigiosos  que  hayan  sido  objeto  del  de- 
bate, con  pronunciamiento  separado  respecto  de  cada  uno  de 
ellos,  y  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
al  no  resolver  nada  en  su  fallo  respecto  de  los  dos  primeros  ex- 
tremos de  la  demanda  deducida  ó  sea  carecer  el  demandado  Ig- 
nacio Ovando  de  derecho  al  patronato  de  la  Capellanía  y  tener 
en  cambio  tal  derecho  los  actores,  ha  infringido  el  artículo 
trescientos  cincuenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil 
á  que  notoriamente  se  refieren  los  recurrentes,  según  los  ténni- 
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DOS  daros  y  precisos  con  que  aluden  á  esa  disposición,  aunque 
citan  equivocadamente,  y  sin  duda  por  un  error  material,  el 
trescientos  cincuenta  y  tres  de  la  expresada  ley,  y  ha  infrin- 
gido también  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  de  España, 
eofntenida  en  las  sentencias  que  en  tal  concepto  indican  los 
promoventes,  sin  que  el  allanamiento  del  demandado  Ovando 
pueda  excusar  la  declaración  que  en  derecho  sea  prot'edente, 
respecto  de  ambas  cuestiones  formalmente  promovidas  por  los 
demandantes,  pues  tocante  á  éstos  nada  decide  la  absolución  de 
los  otros  demandados  Martínez  y  Zabarte,  con  independencia 
de  la  cual  pudieron  y  han  debido  ser  resueltas  las  promociones 
relativas  al  referido  patronato;  por  lo  que  es  de  estimarse  la 
procedencia  del  primero  de  los  motivos  alegados  en  el  presente 
recurso: 

Considerando:  que  procediendo  por  ese  motivo  la  casación 
de  la  sentencia  recurrida,  no  es  necesario  analizar  los  demás 
fundamentos  del  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  la- 
gar al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina 
legal,  interpuesto  por  el  Procurador  Juan  Mayorga  á  nombre 
de  D.  Luis  de  Jaukienés  y  Zanoni  y  de  Diego  Saavedra  y  Fri  go- 
la, como  representante  de  su  esposa  la  Sra.  Luisa  Rodrigo,  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana  en  catorce  de  Abril  último,  la  cual  casamos 
y  anulamos  sin  especial  condenación  de  costas. 

Comuniqúese  esta  resolución  con  la  que  á  continuación  se 
dieta  á  dicha  Sala  seinienciadora  para  los  efectos  que  proce- 
dan, publíquese  en  la  Gaceta  Oficial  y  en  la  Colección  á  cargo 
de  la  Secretaría  de  Justicia,  á  cuyos  efectos  se  librarán  las  copias 
necesarias.  Asi  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — ^Antonio 
González  de  Mendoza. — ^Pedro  González  Llórente. — El  Magis- 
trado José  M.  García  Montes  votó  en  Sala. — ^Antonio  González 
de  Mendoza. — Eudaldo  Tamayo. — Octavio  Giberga. 

Segunda  sentencia. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  dos  de  Agosto  de 
mil  novecientos,  en  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  es- 
tablecido en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de 
Guadalupe  de  esta  capital,  por  Luis  de  Jaudenés  y  Zanoni  y 
Diego  de  Saavedra  y  Frigoia,  éste  como  representante  de  su 
esposa  la  Sra.  Luisa  Rodrigo,  contra  Ignacio  Ovando  y  Armen- 
teros,  Ángel  Martínez  París  y  Cándido  Zabarte  y  París,  sobre 
derecho  al  patronato  de  la  Capellanía  mandada  á  fundar  por 
Manuel  Soto  Costoya,  nulidad  de  la  redención  del  censo  de  seis 
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mil  pesos  pertenecientes  á  esta»  é  impuesto  sobre  la  casa  de  la 
calle  de  San  Ignacio  número  treinta  y  nueve,  y  otros  extremos, 
pendiente  en  este  Supremo  Tribunal  en  virtud  de  recurso  de 
casación  interpuesto  por  los  citados  Jaudenés  y  Saavedra: 

Resultando:  que  por  la  sentencia  de  esta  fecha,  que  preee^ 
de,  este  Tribunal  ha  casado  la  recurrida,  dictada  por  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  catorce  de  Abril 
del  corriente  año: 

Aceptando  la  relación  de  hechos  contenidos  en  los  Besolr 
tandos  de  la  sentencia  dictada  por  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia del  Distrito  de  Guadalupe  de  esta  ciudad,  en  catorce  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  que  fueron  también. 
aceptados  en  la  sentencia  recurrida. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Eudaldo  Tamayo: 
Considerando:  que  el  demandado  Ignacio  Ovando  y  Ar- 
menteros  se  ha  allanado  expresamente  á  la  demanda  según  es- 
crito de  fojas  setenta  y  seis  de  los  autos  principales  de  donde 
surge  la  necesidad  de  hacer  respecto  de  él  las  declaraciones  re- 
clamadas: 

Considerando:  que,  según  la  escritura  de  fundación  de  la 
Oapellania  de  que  se  trata  en  estos  autos,  dicha  Capellanía  de- 
bía ser  servida,  en  primer  lugar,  por  Doña  María  de  la  Lus 
Soto  Costoya  hija  del  testador;  en  segundo  lugar,  por  la  otra 
hija  de  éste  Doña  María  de  Belén;  faltando  ésta,  por  los  hijos 
y  descendientes  de  la  citada  Doña  María  de  la  Luz  hasta  el 
cuarto  grado  inclusive,  en  defecto  de  ellos,  por  los  hijos  y  des- 
cendientes de  la  sobredicha  Doña  María  de  Belén  hasta  el  mis- 
mo grado,  y  acabadas  ambas  líneas,  por  los  parientes  del  testa- 
dor más  cercanos,  hijos  y  descendientes  de  sus  hermanas  Doña 
Agustina  y  Doña  María ;  y  acabados  éstos,  por  el  Monasterio  de 
Santa  Clara  de  esta  ciudad,  en  cuya  virtud  afirmado  como  ha 
sido  por  los  demandantes,  el  hecho  de  que  Ignacio  Ovando  y 
Armenteros  no  es  descendiente  de  Doña  María  de  la  Luz  ni  de 
su  hermana  Doña  María  de  Belén  Soto  y  Costoya,  cuyo  carác- 
ter de  descendiente  afirman  á  la  vez  tener  los  demandantes,  sin 
que  en  oposición  á  dichos  hechos  se  haya  alegado  ningún  otro 
que  los  contradiga,  por  ninguna  de  las  partes  demandadas  ni 
en  el  oportuno  trámite  legal  hayan  sido  expresamente  negados 
por  las  últimas,  antes  al  contrario  habiendo  el  demandado 
Ovando  y  Armenteros  reconocido  expresamente  en  la  escritu- 
ra declaratoria  de  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  seis,  que  son  ciertos  todos  y  cada  uno  de  los  hechos 
en  que  se  funda  la  demanda,  y  consignándose  en  el  escrito  de 
contestación  del  demandado  Zabarte,  reproducido  por  el  de- 
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mandado  Martínez,  que  ''se  ha  demostrado  en  estos  autos  que 
Doña  María  de  Belén  Soto  Costoya,  hermana  de  la  primera  pa- 
trona  Doña  María  de  la  Luz,  esposa  de  D.  Agustín  Ovando, 
falleció  antes  que  ésta,  dejando  dos  hijos  nombrados  D.  Vicen- 
te y  Doña  María  Regla  Rodrigo;  que  al  primero  sucedió  su 
única  hija  la  demandante  doña  Luisa  Rodrigo  de  Saavedra;  7 
á  la  segunda  ^  otro  demandante  D.  Luis  de  Jaudenés  y  su 
hermana  Doña  Filomena;  particulares  todos  que  por  otra  parte 
se  justificarían,  si  no  bastase  la  justificación  expuesta,  por  me- 
dio de  la  prueba  documental  que  han  traído  los  actores,  apa- 
reciendo especialmente  del  documento  presentado  con  la  dC' 
manda  bajo  el  número  dos,  por  manifestación  directa  de  Ma- 
ría de  la  Luz  Soto  y  Costoya,  hecha  dos  días  antes  de  su  muer- 
te que  carecía  de  herederos  forzosoB  ascendientes  ni  descen- 
dientes que  segon  derecho  debieran  heredarla;  dados  tales  an- 
tecedentes, y  teniendo  en  cuenta  que  la  voluntad  del  fundador 
ea  la  ley  de  la  fundació^n,  no  cabe  duda  de  que  Ovando  y  Ar- 
menteros  carece  y  ha  carecido  siempre  de  derecho  al  patrona- 
to de  la  Capellanía  mencionada,  sin  que  pueda  legalmente  atri- 
buírselo en  perjuicio  de  tercero  la  declaratoria  judicial  inde- 
Udamente  obtenida  en  acto  de  jurisdicción  voluntaria,  fuera 
de  los  términos  y  condiciones  señalados  por  el  fundador  y  con 
la  expresada  salvedad  de  acordarse  **8in  perjuicio  de  tercero": 

Consideramdo  \  que  conforme  á  lo  expuesto  en  el  preceden- 
ta  fundamento,  y  atendido  que  según  resulta  del  documento 
presentado  con  la  demanda  bajo  el  número  cinco,  el  deman- 
dante Luis  de  Jaudenés  y  Rodrigo  al  subdividirse  con  su  her- 
mana Filomena  los  bienes  adjudicados  á  ambos  en  común  en 
la  división  de  la  herencia  de  sus  padres  Luis  de  Jaudenés  y 
Zanoni  y  María  de  Regla  Rodrigo  y  Soto  Costoya,  se  adjudi- 
có la  mitad,  ó  sea  tres  mil  pesos  del  capital  de  seis  mil  impues- 
tos á  censo  en  la  referida  casa  calle  de  San  Ignacio,  cuya  otra 
mitad  correspondía  también  por  sucesión  á  la  otra  demandan- 
te Luisa  Rodrigo  y  Benet,  hija  de  Vicente  María  Rodrigo  y 
Soto  Costoya  y  Joaquina  Benet  Casasús,  es  evidente  que  á  los 
actores,  á  título  de  nietos  de  Belén  Soto  Costoya,  llamados  por 
lo  tanto  á  suceder  á  los  últimos  legítimos  patronos  María  Regla  y 
Vicente  María  Rodrigo  Soto  Costoya,  corresponde  el  patronato 
que  reclaman  en  cumplimiento  de  lo  ordenado  por  el  fun- 
dador: 

Considerando",  que  no  siendo  ni  pudiendo  ser  Ovando  y 
Armenteros,  con  arreglo  a  la  ley,  patrono  de  la  Capellanía  an- 
tes citada,  carecía  de  capacidad  legal  para  otorgar  válidamente 
la  redención  del  censo,  perteneciente  á  dicha  Capellanía,  por 
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cuya  razón  es  nula  la  redención  pactada  por  este  demandado 
Ovando  con  el  otro  demandado  Martínez  París,  y  no  puede  pro- 
ducir efecto  respecto  de  los  verdaderos  patronos  de  la  capella- 
nía, que  en  forma  alguna  quedaron  obligados  por  un  contrato 
otorgado  sin  su  intervención,  y  que  tampoco  han  consentido 
con  posterioridad  al  otorgamiento : 

Considerando :  que  por  el  mismo  fundamento  es  nula  la  ce- 
sión de  derecho  que  conjuntamente  con  la  redención  del  censo 
otorgó  Ovando  á  favor  de  Martínez  París  por  la  escritura  de 
ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno  ante  el  No- 
tario Rodríguez  Pérez,  sin  que  pueda  convalidarlas  la  inscrip- 
ción efectuada  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  porque  la  ins- 
cripción no  convalida  los  actos  ó  contratos  que  sean  nulos  con 
arreglo  á  las  leyes  y  procede  su  total  cancelación  cuando  se 
declara  la  nulidad  del  título  en  cuya  virtud  se  hubiese  hecho, 
no  siendo  de  aplicarse  en  este  caso  la  excepción  relativa  á  los 
actos  ejecutados  ó  contratos  otorgados  por  persona  que  en  el 
Registro  aparezca  con  derecho  para  ello,  pues  tal  derecho  no 
aparecía  en  el  Registro  por  lo  que  hace  al  otorgante  Ovando, 
al  tiempo  que  contrataba  con  Martínez,  dado  que  sójo  estaba 
inscrita  la  escritura  de  fundación  de  la  Capellanía  y  de  cons- 
titución del  censo,  que  ningún  derecho  expresa  ni  contiene  i 
favor  de  Ovando,  y  la  indebida  declaratoria  de  patrono  obteni- 
da por  el  último,  fué  inscrita  en  el  Registro  después  de  otor- 
gadas la  redención  del  ceaso  y  cesión  de  derechos  que  se  han 
dicho,  como  que  en  el  mismo  instrumento  destinado  á  verificar- 
las es  donde  se  hizo  constar  tal  declaratoria,  y  mediante  la  pre- 
sentación de  aquél  vino  á  consignarse  en  el  Registro  el  preten- 
dido derecho  del  otorgante  Ovando;  pero  aun  suponiendo  que 
con  anterioridad  al  otorgamiento  hubiese  Ovando  aparecido  en 
el  Registro  con  derecho  para  realizarte,  tampoco  sería  aplica- 
ble la  excepción  porque  el  titulo  invocado  por  los  demandantes 
y  del  cual  se  deriva  la  nulidad  que  éstos  reclaman,  ó  sea  la  es- 
critura de  fundación  de  la  Capellanía,  título  muy  anterior  á 
todas  luces,  estaba  debidamente  inscrito  y  además  la  declarato- 
ria obtenida  por  Ovando,  contenía  expresamente  la  salvedad 
implicada  en  la  fórmula  legal  de  **sin  perjuicio  de  tercero*', 
condicionado  así  y  limitando  el  alcance  y  efectos  del  patronato 
conferido  en  términos  bastantes  para  advertir  á  quien  contra- 
tara con  Ovando  el  peligro  de  que  surgiere  una  tercera  perso- 
na, y  cuyo  derecho  quedaba  reservado,  á  anular  los  actos  y 
contratos  del  patrono : 

Considerando:  en  cuanto  á  la  cancelació^n  de  la  inscrip- 
ción del  censo  mencionado,  cancelación  verificada  en  virtud  de 
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la  referida  escritura  de  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  Tino,  que  la  cancelación  de  las  inscripciones  sólo  extin- 
gue en  cuanto  á  tercero  los  derechos  inscritos  á  que  afecte,  se- 
gún  la  Ley  Hipotecaria  de  mil  ochocientos  ochenta,  aplicable  á 
este  caso,  si  el  título  en  virtud  del  cual  se  ha  verificado  no  es 
falso  6  nulo  y  que  en  armonia  con  tal  precepto  de  la  ley  pro- 
cede se  declare  nula  la  cancelación  con  perjuicio  de  tercero, 
cuando  se  declare  falso,  nulo  é  ineficaz  el  título  en  cuya  virtud 
se  hubiese  hecho;  disposiciones  que  lo  mismo  comprenden  al 
demandado  Martínez  París  que  á  su  causante  Zabarte  y  París, 
porque,  reconociendo  al  último  el  carácter  de  tercero  que  no 
tiene  el  otro  dado  que  éste  y  no  aquél,  intervino  en  la  escritu- 
ra de  redención  del  censo  y  cesión  de  derechos,  ya  queda  dicho 
que  hasta  á  los  terceros  perjudica  legalmente  la  nulidad  de  la 
eancelaciÓEi : 

Considerando:  que  la  pretensiqn  fundada  por  los  deman- 
dantes de  que  se  mande  trasladar  á  los  libros  del  Registro  el 
asiento  cancelado  relativo  á  la  escritura  de  imposición  de  nue- 
ve de  Abril  de  mil  ochocientos  diez  y  seis,  ante  D.  José  Salinas 
y  que  existía  al  folio  doscientos  diez  y  ocho  del  libro  cuarenta 
y  uno  de  la  antigua  Anotaduría  de  hipotecas  de  esta  capital,  y 
el  que  á  favor  de  D.  Luis  de  Jaudenés,  Conde  de  Zan'oni,  existe 
aún  al  folio  seiscientos  diez  y  seis  del  Libro  noventa  y  cinco  de 
la  misma  Anotaduría,  ampliándose  uno  y  otro  asiento  en  los 
términos  que  la  Ley  Hipotecaria  dispone"  la  fundan  única- 
mente en  el  hecho  consignado  bajo  el  número  veinte  y  seis  en 
el  escrito  de  demanda,  de  haberse  pedido  en  tiempo  portuno  la 
traslación  á  los  modernos  libros  de  la  anotación  hecha  en  los 
antiguos  á  favor  del  Conde  de  Zanoni,  de  la  mitad  del  censo  de 
la  Capellanía,  lo  que  no  puede  verificarse  por  la  cancelación 
total  del  gravamen  que  aparece  hecha  en  el  Registro,  sin  que 
tal  hecho  que  se  contrae  nada  más  á  uno  de  los  dos  asientos  re- 
feridos, esté  justificado  en  estas  actuaciones,  desconociéndose 
por  tanto  si  la  petición  á  que  se  alude  fué  ó  no  hecha  en  la 
forma  procedente,  y  caso  afirmativo  el  verdadero  fundamento 
de  la  denegación  que  haya  ocurrido,  en  cuya  virtud  no  procede 
acordar  la  mencionada  pretensión,  sin  perjuicio  de  que,  desa- 
pareciendo la  causa  que  según  los  demandantes  impidió  la  tras- 
lacióji,  gestionen  estos  con  arreglo  á  derecho,  al  objeto  de  ob- 
tenerla : 

Considerando:  que  aparte  de  la  declaratoria  hecha  por 
Ovando  tocante  á  la  certeza  de  los  hechos  alegados  por  los  de- 
mandantes, ninguno  de  los  otros  dos  demandados,  Martínez  y 
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Zabarte,  ha  aducido  hecho  alguno  en  contradicción  del  hecho 
negativo  consignado  bajo  el  número  quince  en  el  escrito  de  de- 
manda según  el  cual  no  se  han  pagado  los  réditos  del  referido 
censo,  correspondiente  á  Iob  años  vencidos  en  aueve  de  Abril 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres  y  siguientes,  ni  se  ha  con- 
fesado ni  negado  Uanamente  por  los  demandados  que  se  adeu* 
den  las  pensiones  mencionadas,  por  cuya  razón  y  en  atención 
á  que  el  censo  sujeta  la  cosa  inmueble  sobre  que  se  constituye 
ai  pago  de  un  canon  ó  rédito  anua^l,  produciendo  acción  resA 
sobre  la  finca  gravada,  además  de  la  personal  que  puede  ejer- 
citar el  censualista  para  el  pago  de  las  pensiones  atrasadas,  en 
consecuencia  de  lo  cual  y  conforme  á  la  naturaleza  jurídica 
del  censo,  el  que  adquiere  el  dominio  de  la  cosa  acensuada  con- 
trae la  obligación  de  pagar  las  pensiones  vemicidas  y  no  satisfe- 
chas descontando  la  parte  de  los  impuestos  que  corresponda  al 
censualista,  esta  obligación  ha  recaído  legalmente  en  el  deman- 
dado Zabarte  y  debe  declararse  de  su  cargo,  como  actual  posee- 
dor que  es  de  la  casa  gravada  en  favor  de  la  Capellanía  de  So- 
to Costoya  : 

Considerando:  que  no  procede  hacer  especial  condenación 
de  costas  porque  dada  la  índole  de  la  cuestión  de  derecho  sus- 
citada y  debatida,  no  puede  entenderse  á  juicio  de  la  Sala,  que 
ninguna  de  las  paortes  haya  procedido  con  temeridad : 

Vistos  los  artículos  cuatro,  trescientos  cuarenta  y  ocho, 
trescientos  cuarenta  y  nueve,  trescientos  cincuenta  y  cuatro, 
seiscientos  cincuenta  y  siete,  seiscientos  cincuenta  y  ocho,  seis- 
cientos cincuenta  y  nueve,  seiscientos  sesenta  y  uno,  novecien- 
tos once,  mil  ochenta  y  nueve,  mil  ciento  tres,  mil  ciento  cua- 
tro, mil  ciento  sesenta  y  dos,  mil  doscientos  sesenta  y  uno, 
mil  doscientos  setenta  y  cuatro,  mil  doscientos  setenta  y  cinco 
y  mil  novecientos  dos  del  Código  Civil,  los  artículos  veinte  y 
ocho,  cuarenta  y  uno,  cuarenta  y  dos,  noventa  y  tres,  noventa 
y  seis,  ciento  once,  ciento  trece  y  cuatrocientos  diez  de  la  Ley 
Hipotecaria  de  mil  ochocientos  ochenta  y  quinientos  cuarenta  y 
ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  sentencia 
dictada  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Gua- 
dalupe de  esta  capital  en  catorce  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,  declaramos  con  lugar  la  demanda  esta- 
blecida por  Luis  de  Jaudenés  y  Rodrigo  y  Diego  de  Saavedra  y 
Frigola,  éste  como  representante  de  su  legítima  esposa  señora 
Luisa  Rodrigo,  contra  Ignacio  Ovando  y  Armenteros,  Ángel 
Martínez  y  París  y  Cándido  Zabarte  y  "París,  con  excepción 
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áfil  extremo  contenido  bajo  el  número  séptimo  de  la  súplica  del 
escrito  de  interposición  y  del  consignado  bajo  el  número  octa- 
vo de  la  miama  súplica  en  cuanto  se  refiere  al  demandado  Mar- 
tínez París  y  en  sn  consecuencia  declaramos: 

Primero.  Que  D.  Ign«icio  Ovando  y  Armenteros  no  tiene 
oi  tuvo  nunca  derecho  á  ser  patrono  de  la  Capellanía  de  seis  mil 
pesos  de  capital  mandada  á  fundar  por  D.  Manuel  Soto  Oostoya 
en  la  casa  de  la  calle  de  San  Ignacio  número  treinta  y  nueve : 

iSeguikdo.  Que  el  patronato  de  la  mencionada  Capellanía 
corresponde  á  Doña  Luisa  Rodrigo  y  Benet  de  Saavedra  y  á 
D.  Luis  de  Jaudenés  y  Zanoni,  desde  el  fallecimiento  de  Vicen- 
te María  Rodrigo  y  Soto  Costoya  y  Doña  María  de  Regla  Soto 
Costoya: 

Tercero.  Que  es  nula  la  redención  del  censo  de  la  Capella- 
nía de  Manuel  Soto  Costoya,  otorgada  por  Ignacio  Ovando  y 
Armenteros  á  favor  de  Ángel  Martínez  y  París  por  la  escritu- 
ra de  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  ante 
Pedro  Rodríguez  Pérez : 

Cuarto.  Que  son  igualmente  nulas  la  inscripción  de  dicha 
aieritura  de  redención  y  la  consiguiente  cancelación  del  censo 
y  cesión  de  derechos  de  Ovando  á  Martínez  París  á  que  la  mis- 
ma se  refiere : 

Quinto:  que  D.  Cándido  Zabarte  y  Pasrís  e<Mno  actual  po- 
seedor de  la  casa  y  los  que  le  sucedan  en  el  dominio  de  la  mis- 
ma, están  sujetos  á  los  efectos  de  la  declaración  de  la  nulidad 
de  la  redención  y  cancelación  del  censo  de  la  Capellanía  de  So- 
to Costoya;  y  mandamos  que  quede  totalmente  anulado  y  sin 
efecto  alguno  el  asiento  de  inscripción  de  la  escritura  citada 
de  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  ante  Pe- 
dro Rodríguez  Pérez  hecho  en  el  Registro  de  la  Propiedad  de 
esta  ciudad  al  folio  ciento  cuarenta  y  cuatro  vuelto  del  tomo 
trescientos  setenta  y  uno  de  este  Ayuntamiento  finca  número 
mil  doscientos  ochenta  y  cinco  cuadruplicado,  inscripción  quin- 
ta y  las  demás  inscripciones  del  mismo  título  que  se  hayan  he- 
cho sobre  las  accesorias  de  la  casa  de  la  calle  de  San  Ignacio 
número  treinta  y  nueve  que  no  fueron  comprendidas  en  él,  y 
condenamos  por  último  á  D.  Cándido  Zabarte  y  París  al  pago 
de  los  intereses  de  cinco  por  ciento  sobre  el  capital  acensuado, 
á  contar  desde  la  anualidad  correspondiente  al  año  vencido  el 
naeve  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres,  hasta  que  se 
verifique  el  pago,  con  deducción  de  la  parte  de  contribuciones 
eorrespondiente  al  censualista:  sin  especial  condenación  de  cos- 
tas en  ninguna  de  las  dos  instancias. 
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Asi  por  esta  seiiten<cia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— ^Antonio  González  de  Mendoza. — ^Pedro  González  IJo- 
rente. — El  Magistrado  José  M.  García  Montes  votó  en  Sala. — 
Antonio  González  de  Mendoza. —  Eudaldo  Tamayo. —  Octavio 
Giberga. 


Gustavo  Basó  y  Cuní  contra  Rosa  Cüní,  viuda  de  Babó. 

Sentencia  núm.  22  (Agosto  30  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  y  doctrina  legal  interpttesto  por 
el  señor  Baró  y  Cuní  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  5  de  Mayo  de  1900, 

NULIDAD  DE  OBLIGACIÓN.  (Incidente  á  Juicio  ejecutivo.) 

Establecida  una  demanda  como  incidente  &  un  Juicio 
ejecutivo,  con  la  pretensión  de  que  se  declare  la  nulidad  del 
título  que  sirvió  para  la  ejecución  y  de  una  transacción,  cua- 
lesquiera que  sean  las  alegaciones  que  se  hagan  por  él  recur 
rrente  para  explicar  la  finalidad  y  objeto  de  su  reclamadón, 
habiéndose  interpuesto  ésta  como  un  incidente  &  dicho  Jui- 
cio, cuya  calificación  se  mantuvo  hasta  en  el  escrito  de  inter- 
posición del  recurso,  y  no  tratándose  de  una  cuestión  de  com- 
petencia ó  de  acumulación  á  un  Juicio  universal,  no  se  inMn- 
ge  el  Articulo  1,478  de  la  Ley  Procesal,  al  rechazar  dicha  de- 
manda incidental. 

Siendo  precepto  expreso  del  Articulo  1692,  caso  S.o  de 
la  Ley  Procesal,  que  no  se  dé  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  Ley  ó  de  doctrina  legal  en  los  Juicios  ejecutivos; 
como  consecuencia  de  esto  no  puede  explicarse  que  siendo  ¿ 
incidente  á  un  ejecutivo  un  accesorio  de  éste,  pueda  darse 
tal  recurso  contra  el  último,  cuando  las  sentencias  que  pue- 
dan recaer  en  ambos  corresponden  al  mismo  Juicio  y  estáa 
sujetas  al  precepto  general  del  artículo  mencionado. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  treinta  de  Agosto  de  mil  no- 
vecientos, en  los  autos  de  la  demanda  establecida  sobre  nulidad 
de  obligación,  como  incidente  á  unos  ejecutivos,  demanda  se- 
guida en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Be- 
lén en  este  Término  y  en  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de 
esta  capital  por  el  Procurador  Cotoño  á  nombre  de  D.  Gustavo 
Baró  y  Cuní  contra  Doña  Rosa  Cuní,  viuda  de  Baró,  sobre  nu- 
lidad del  ejecutivo  seguido  por  D.  Francisco  MacNinney,  con- 
tra aquélla  y  el  hijo  de  ésta  dicho  D.  Gustavo,  autos  que  pen- 
den ante  este  Supremo  Tribunal  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción que  por  infracción  de  ley  y  doctrina  legal  interpuso  la  re- 
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presentación  del  mencionado  Sr.  Baró  7  Cuní  contra  la  senten- 
cia dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  esta  Audiencia  en  cinco 
de  Mayo  último,  confirmatoria  del  auto  de  diez  y  seis  de  Di- 
ciembre próximo  pasado : 

Resultando:  que  la  Sala  sentenciadora  aceptó  la  relación 
de  hechos  del  auto  apelado,  entre  los  cuales  se  consignan  los  si- 
guientes: 

Resídtando:  que  el  Procurador  Tomás  J.  Granados  á  nom- 
bre de  D.  Gustavo  Baró  y  Cuní  presentó  demanda  para  que  se 
sostanciara  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  Don 
Francisco  MacNinney  y  Doña  Bosa  Cuní  viuda  de  Baró,  como 
incidente  al  juicio  ejecutivo  seguido  contra  el  promovente  y  la 
expresada  señora  viuda,  por  el  mencionado  MacNinney,  y  para 
que  se  declarase  la  nulidad  del  titulo  que  sirvió  de  base  á  dicha 
ejecución,  la  nulidad  de  la  misma  en  cuanto  se  despachó  contra 
bienes  del  demandante,  la  nulidad  de  la  transacción  fojas  cien- 
to veinte  y  tres  de  dichos  ejecutivos,  la  del  auto  que  la  aprobó 
7  la  anotaéiqn  consiguiente  del  embargo  sobre  los  ingenios 
"Matilde",  ''Colonia",  *'Cien  Rosas"  y  potrero  *'Guanche", 
eon  condena  de  daños  y  perjuicios  y  las  costas ;  y  por  un  otrosí 
solicitó  la  anotación  preventiva  de  la  demanda  en  él  Registro  de 
la  Propiedad : 

Resultando:  que  por  auto  de  cuatro  del  actual  fué  decla- 
rada sin  lugar  la  admisión  de  la  demanda  bajo  el  fundamento 
de  haber  sido  interpuesta  como  incidente  á  los  ejecutivos  refe- 
ridos, y  en  cumplimiento  del  artículo  mil  cuatrocientos  setenta 
y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil: 

Resultando:  que  se  ha  interpuesto  en  tiempo  y  forma  re- 
curso de  reposición  para  que  dejándose  sin  efecto  lo  resuelto, 
se  admita  la  demanda  alegando  haberse  cometido  las  infraccio- 
nes varias  que  se  aprecian : 

Resultando:  que  aceptando  la  Audiencia  los  fundamentos 
de  derecho  del  auto  apelado,  confirmó  éste  que  declaró  no  haber 
lugar  á  la  refK)SÍción  del  auto  del  día  cuatro : 

Resultando:  que  contra  esta  sentencia  se  interpuso  por  la 
representación  de  Baró  y  Cuní  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  y  de  doctrina  legal,  autorizado,  dice  el  recurrente, 
por  el  inciso  primero  de  los  artículos  mil  seiscientos  ochenta  y 
siete,  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho  y  mil  seiscientos  noventa, 
sin  mencionar  ley  alguna  á  que  dichos  artículos  pertenezcan,  y  al 
apreciar  el  concepto  ''toda  vez  que  la  sentencia,  aunque  no  termi- 
na el  juicio  hace  imposible  su  continuación",  se  ve  que  se  refiere 
4  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil ;  y  designa  como  infringidos : 
Primero.  El  artículo  mil  cuatrocientos  setenta  y  ocho  de 
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la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  por  cuanto  aquí  no  se  trata 
de  un  incidente  en  el  sentido  del  artículo,  como  lo  son  los  que 
nacen  de  las  cuestiones  de  acumulación  ó  de  competencia  y 
otros  muchos  que  pueden  tener  lugar  durante  el  curso  de  jui- 
cio ejecutivo  y  que  la  ley  autoriza,  los  que  tienen  una  tramita- 
ción especial  que  determinan  los  artículos  setecientos  cuarenta 
y  siguientes  de  la  ley  procesal ;  y  por  cuanto  la  acción  ejercita- 
da sobre  nulidad  de  la  obligación  que  pretende  hacer  efectiva 
MacNiuney  y  de  los  procedimientos  del  juicio  ejecutivo  y  la 
tramitación  que  le  puso  término,  es  una  cuestión  incidental  que 
se  tramitará  por  las  reglas  del  juicio  declarativo,  x>ero  no  es 
un  incidente,  que  habría  de  tramitarse  por  las  reglas  de  los  in- 
cidentes : 

Segundo.  El  «rticulo  cincuenta  y  cinco  de  la  ley  (sin  ex- 
presarse cuál)  por  cuanto  los  Jueces  y  Tribunales  que  tengan 
competencia  pora  conocer  de  un  pleito  la  tendrían  para  las  ex- 
cepciones, la  reconvención  para  todas  sus  incidencias,  para  lle- 
var á  efecto  las  providencias  y  autos  que  dictaren  y  para  la 
ejecución  de  la  sentencia;  y  la  doctrina  del  Tribunal  Supremo 
de  España  de  diez  y  nueve  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro,. en  la  que  se  declaró,  fundado  en  ese  artícu- 
lo cincuenta  y  cinco,  que  el  Juez  del  pleito  para  conocer  de 
una  demanda  sobre  entrega  de  cosa  vendida  era  el  competente 
para  conocer  de  un  incidente  sobre  reintegro  de  una  multa  pa- 
gada en  la  Aduana  para  retirar  la  mercancía : 

Tercero.  Infracción  de  la  doctrina  legal  contenida  en  Ib 
sentencia  del  Supremo  Español  de  tres  de  Mayo  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  dos,  según  la  cual  en  el  Juzgado  donde  se 
haya  seguido  el  juicio  ejecutivo  debe  solicitarse  la  nulidad  de 
lo  actuado,  porque  de  lo  contrario  se  dividiría  la  continencia 
de  la  causa,  y  que  en  consecuencia  el  Juzgado  á  quien  corres- 
ponde el  conocimiento  de  un  juicio  ejecutivo  en  cobro  de  rédi- 
tos de  un  censo  corresponde  conocer  de  la  demanda  ordinaria 
para  que  se  declare  la  nulidad  de  las  actuaciones,  é  interpues- 
ta esa  demanda  en  Juzgado  distinto  se  divide  la  continencia 
de  la  causa  y  se  quebrantan  las  reglas  de  competencia  que  es- 
tablecen que  el  Juez  del  pleito  es  el  competente  para  conocer 
de  las  incidencias: 

Cuarto:  Infracción  de  la  doctrina  inconcusa  de  jurispru- 
dencia que  enseña  que  ninguna  demanda  debe  ser  repelida  de 
plano,  sino  en  los  casos  expresamente  determinados  en  la  loy, 
por  cuanto  tal  proceder  equivaldría  á  la  denegación  de  justicia 
y  porque  la  jurisprudencia  admitida  por  los  Tribunales  que 
concede  audiencia  á  las  partes  y  no  cierra  las  puertas  del  jui* 


JÜBISPRUDBNCIA   CIVIIj  145 


eio,  por  más  que  no  se  crea  justa  la  demanda,  puesto  que  de  la 
justicia  é  injusticia  de  una  acción  sólo  puede  juzgarse  en  defl- 
nitiva,  quedaría  violada,  si  el  Juez  pudiese  a  su  arbitrio  repe- 
ler una  demanda  de  plano  sin  sustaaiciarla: 

Quinto.  Infracción  de  la  regla  séptima  del  Reglamento  pa- 
ra el  repartimiento  de  los  negocios  civiles  de  veinte  y  seis  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  según  la  cual, 
'*los  negocios  no  tendrán  más  que  un  solo  repartimiento,  aun 
cuando  varíe  la  clase  en  que  fuere  repartido  ó  surjan  inciden- 
tes de  cualquier  clase*',  y  al  repelerse  esta  demanda  le  obliga 
al  litigante  á  acudir  con  ella  al  repaiptimiento,  ^exponiéndolo  é 
que  se  promueva  una  cuestión  de  competencia  ó  de  acumula- 
ciqn  para  que  vuelva  á  este  Juzgado  el  conocimiento  de  esta 
causa;  cuyo  recurso  fué  admitido: 

Resultando:  que  personado  en  tiempo  y  forma  la  Teppe- 
sentación  de  Baró  y  Cuní  ante  este  Supremo  Tribunal,  previos 
los  demás  trámites  del  caso  se  celebró  la  vista  pública  de  este 
asunto  el  día  diez  y  ocho  del  corriente,  sin  asistencia  de  nin- 
guna de  las  partes. 

Visto.  Siendo  Ponente  el  Mt^igistrado  Rafael  Cruz  Pérez : 
Considerando:  que  establecida  la  demanda  de  autos  como 
incidente  á  juicio  ejecutivo  con  la  pretensión  de  que  se  decla- 
re la  nulidad  del  titulo  de  la  ejecución  y  de  una  transacción, 
es  lo  cierto  que  cualesquiera  que  sean  las  alegaciones  que  se  ha- 
gan por  el  recurrente  para  explicar  la  finalidad  y  objeto  de 
su  reclamación,  se  interpuso  ésta  como  un  incidente,  cuya  cali- 
ficación se  mantuvo  hasta  en  el  escrito  de  interposición  del  re- 
curso; y  en  tal  virtud  la  Sala  sentenciadora,  al  rechazar  de 
plano,  en  concepto  de  incidental,  como  la  califica  el  recurrente, 
la  demanda  promovida,  que  no  es  por  cierto  una  cuestión  de 
competencia  ó  de  acumulación  á  un  juicio  univei'sal,  ha  aplica- 
do rectamente  el  artículo  mil  cuatrocientos  setenta  y  ocho  de  la 
licy  de  Enjuiciamiento  «Civil : 

Considerando :  además,  que  siendo  precepto  expreso  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  y  dos,  caso  tercero  de  Enjuicia- 
miento «Civil,  que  no  se  dará  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  ó  de  doctrina  legal  en  los  juicios  ejecutivos,  como  conse- 
cuencia de  esto  no  puede  explicarse  en  el  terreno  del  derecho 
y  de  la  lógica  que  "siendo  el  incidente  á  un  ejecutivo  un  acce- 
sorio de  éste,  y  no  dándose  tal  recurso  contra  el  último,  se  dé 
no  obstante  contra  el  primero,  cuando  ambas  sentencias,  la  del 
ejecutivo,  que  es  el  principal,  y  la  del  incidente,  que  es  una  de- 
rivación de  aquel,  corresponden  al  mismo  juicio  y  están  sujetas 
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al  mismo  precepto  general  del  articulo  últimamente  menciona- 
do, según  lo  ha  declarado  este  Supremo  Tribunal ; 

Considerando:  que  por  el  hecho  de  haberse  admitido  un 
recurso  improcedente  es  inoportuno  entrar  en  el  examen  de  los 
motivos  alegados,  pues  hayase  ó  no  impugnado  aquel,  carece  le- 
galmente  de  virtualidad  un  recurso  que,  conforme  á  derecho,  es 
inadmisible  y,  consiguientemente  debió  ser  denegado  por  el 
Tribunal  sentenciador,  y  aunque  no  lo  haya  sido,  no  puede  re- 
conocérsele eficacia  para  producir  la  oasacion : 

Considerando :  que  cuando  se  declara  sin  lugar  un  recuiao 
de  casación  se  impondrán  siempre  las  costas  del  mismo  á  la  par- 
te ó  partes  recurrentes,  salvo  lo  preceptuado  en  el  artículo  cua- 
renta de  la  Orden  número  noventa  y  dos  sobre  casación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina 
legal  interpuesto  por  la  representaei^  de  Gustavo  Baró  y  Cuní 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  cinco  de  Mayo  de  mil  novecientos,  y 
se  condena  á  aquel  en  las  costas. 

Comuniqúese  á  la  referida  Audiencia  para  lo  que  proceda, 
publíquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  &  car- 
go de  la  Secretaría  de  Justicia,  á  cuyo  efecto  se  librarán  las 
copias  necesarias.  Así  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — 
Antonio  "González  de  Mendoza. — Rafael  Cruz  Pérez. — Eudaldo 
Tamayo.— Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. 


Inocencia  Hernández  contra  Eustaquio  Rodríguez  VilliAMIu 

Sentencia  núm.  23  (Septiembre  4  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  Rodríguez  Villa- 
mil  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa 
Clara  en  19  de  Jumo  de  1900. 

DIVORCIO. 

No  basta  él  hecho  de  maltratar  un  cónyuge  á  otro,  ni 
tampoco  él  de  injuriarle,  &  no  ser  graves  las  injnriaa,  para  goa 
puedan  ser  estimadas  como  cansa  legitima  del  divorcio;  pnea 
tanto  por  lo  preciso  y  claro  del  texto  del  Artículo  105  del 
Código  Civil,  como  por  el  sentido  dominante  en  nuestra  lae- 
giidación  relativa  al  matrimonio,  que  exigen  indispensable- 
mente la  repetición  de  las  violencias  de  obra  ó  bien  esa  mis- 
ma repetición  unida  á  la  circunstancia  de  que  sean  graves 
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las  iojiixlas»  falta  por  conslgiilexita  causa  suficiente  paia  de- 
cretar el  divorcio,  cuando  no  concurren  esas  circunstancias 
en  el  maltrato  y  las  injurias  que  se  alegan  para  solicitarlo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  cuatro  de  Septiembre  de  mil 
novecientos,  en  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  in- 
terpuesto por  Eustaquio  Bodrí^ez  Villamil,  propietario  y  ve- 
eino  de  Santa  Clara,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Au- 
diencia de  aquel  territorio,  con  fecha  diez  y  nueve  de  Junio 
últiíao,  en  el  juicio  declarativo  sobre  divorcio  promovido  con- 
tra dicho  reenrrente  por  su  legítima  esposa  Inocencia  Hernán- 
dez, propietaria  y  de  la  misma  vecindad,  cuya  demandia  pende 
ante  este  Tribunal  Supremo  á  consecuencia  del  recurso  men- 
cionado: 

Resultando:  que  la  sentencia  dictada  en  primera  instan- 
€ia,  con  fecha  cinco  de  Fetnrero  del  año  actual,  por  el  Juez  del 
Distrito  de  Santa  Clara,  cimtiene  los  seis  Resultandos  que  lite- 
ralmente se  transcriben  á  continuación : 

Resultando :  que  el  Procurador  D.  Manuel  de  la  Torre,  por' 
su  escrito  de  seis  de  Junio  del  año  pasado,  estableció  juicio  de- 
clarativo de  mayor  cuantía,  en  representación  de  Doña  Inocen- 
cia Hernández,  contra  su  esposo  Eustaquio  Rodríguez  Villa- 
mil,  sobre  divorcio,  fundada  en  los  hechos  siguientes : 

Primero.  En  que  Rodríguez  ViUamil  está  unido  en  legíti- 
mo matrimonio  con  la  Sra.  Inocencia  Hernández,  lo  que  com- 
prueba con  la  certificación  de  fojas  tres : 

Segundo.  Que  en  nueve  de  Junio  del  año  próximo  pasado 
la  Sra.  Hernández  solicitó  y  obtuvo  se  la  constituyera  en  depó- 
sito, lo  cual  se  llevó  á  cabo : 

Tercero.  Que  con  el  fin  de  evi<tar  el  litigio  propuso  conci- 
liaeión  á  nombre  de  la  Sra.  Hernández  al  Sr.  Viílamil  para 
que  conviniera  en  el  divorcio,  á  cuyo  acto  no  concurrió  el  de- 
mandado, lo  que  se  justifica  con  el  certificado  de  fojas  cuatro; 

Cuarto.  Que  durante  la  vida  eonyugaü  las  relaciones  entre 
ambos  consortes  no  han  sido  un  ejemplo  de  buena  armonía, 
pues  constantemente  se  han  visto  perturbadas  por  pequeños 
disgustos  primero,  serios  altercados  después  y  por  último  agita- 
dos hechos  que  terminaban  por  ofender  Viílamil  á  su  esposa 
poniendo  mano  sobre  ella;  que  como  esto  pasaba  en  el  seno  de 
la  familia  no  podía  enterarse  de  ello  persona  alguna,  pero  hace 
como  siete  años  estando  solos  ambos  esposos,  se  sintió  ruido  y 
á  la  vez  llanto  de  ima  mujer  que  pedía  auxilio,  habiendo  acu- 
dido á  dárselo  varias  personas  que  encontraron  á  la  Sra.  Her- 
nández llorando,  la  que  les  mostró  los  golpes  que  Viílamil  le 
había  acabado  de  inferir  y  como  resultado  de  esto,  aunque  por 
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guardar  las  formas,  continuaron  viviendo  bajo  el  mismo  techo, 
quedó  condenada  la  demandante  á  la  desesperante  Boledad  de 
Jos  que  viven  en  compañía: 

Quinto.  Que  ^  año  noventa  7  seis,  necesitando  Ift  casa  en 
que  vivían  algunas  reparaciones,  las  ajustó  Doña  Inocencia 
con  un  albañil,  y  habiendo  llegado  Villamil  en  los  momentos 
que  se  comenzaba  la  obra  increpq  duramente  á  su  esposa,  di- 
ciéndole  algo  parecido  que  carecía  de  vergüenza,  que  él  lleva- 
ba pantalones,  acompañadas  estas  palabras  de  interrogaciones 
sucias,  bastantes  para  ofender  la  dignidad  de  una  mujer,  que 
queda  en  extremo  maltrecha,  como  cuando  en  este  caso,  se  ver- 
tían esas  palabras  delante  de  una  persona  extraña  á  la  familia^ 
y  como  complemento  de  ese  proceder,  amenazó  á  la  esposa  con 
un<a  piedra  que  tenía  en  la  mano : 

Sexto.  Que  para  corroborar  las  maneras  poco  cultas  usa- 
das por  el  Sr.  Villamil  con  su  esposa  relata  el  hecho  consigna- 
do por  él  al  contestar  la  demanda  que  ella  le  estableció  solici- 
tando alimento,  en  cuya  contestación  estableció  que  se  negaba  á 
darle  los  alimentos  porque  ella  disponía  de  cuatro  mil  quinien- 
tos pesos  que  le  había  sustraído  y  que  él  dedicaba  al  sosteni- 
miento de  la  familia,  cuya  afirmación  no  probó  en  aquel  juicio, 
no  haciendo  con  esto  más  que  arrojar  al  rostro  de  su  esposa  un 
insulto  porque  le  guiaba  odio  contra  ella  y  el  deseo  de  señalar- 
la como  causante  de  las  discusiones  conyugales  y  dilapidadora 
de  los  bienes: 

Séptimo.  Que  para  ser  aún  mis  maltratada,  su  esposo  se 
hacía  servir  por  ella,  obligándola  á  hacer  todo  el  servicio  de  la 
casa,  estableciendo  gran  disparidad  entre  los  derechos  y  obli- 
gaciones de  ambos,  dado  que  vivían  de  las  rentas  que  le  produ- 
cían los  bienes,  pues  no  de  otro  modo  se  explica  que  las  necesi- 
dades diarias  se  solventaran  sin  dedicarse  Villamil  á  ninguna 
ocupación  que  le  produjera  esas  entradas : 

Octavo.  Que  es  de  tenerse  en  cuenfta  <Ia  opinión  política  del 
Sr.  Villamil  contraria  al  pueblo  cubano  la  que  á  diario  mani- 
festaba en  su  casa  increpando  á  su  esposa  por  ser  natural  de 
este  suelo,  la  cual  le  oía  con  paciencia  aunque  la  mortifícase  y 
la  privase  de  la  tranquilidad,  y  terminó  pidiendo  se  sustancia- 
ra la  demanda  y  en  definitiva  se  declare  procedente  el  divorcio 
ó  sea  la  suspensión  de  la  vida  común  del  matrimonio  entre 
ambos  cónyuges  con  las  costas  á  cargo  del  demandado: 

Resultando:  Que  por  providencia  de  doce  de  Julio  se  ad- 
mitió la  demanda  y  se  verificó  de  ello  traslado  al  Sr.  Villamil 
para  que  dentro  de  nueve  días  compareciera  en  los  autos,  per- 
sonándose en  forma  y,  emplazado  el  diez  y  siete,  se  personó  eo 
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SU  nombre  en  veinte  y  cinco  el  Procurador  Cañal,  el  que  se 
tuvo  por  parte  el  veinte  y  ocho  mandándose  que  dentro  de 
veinte  días  contestara  á  la  demanda,  lo  que  efectuó  en  el  escri- 
to de  veinte  y  dos  de  Agosto,  formulando  los  fundamentos  de 
hecho  siguientes:  confesó  el  primero,  segundo  y  tercero  del 
escrito  de  demanda,  negó  el  cuarto,  quinto  y  sexto;  negó  asi- 
mismo el  séptimo  afirmando  que  Yillamil  nunca  exigió  á  su  es- 
posa más  servicios  que  los  que  racionalmente  debe  prestar  á  su 
marido  toda  mujer  que  se  casa  con  un  hombre  que  necesita 
trabajar  y  propeánder  al  mejoramiento  de  sus  pequeños  bienes 
para  solventaír  las  necesidades  de  su  familia ;  niega  asimismo  el  oc- 
tavo hecho  aunque  bien  pudiera  ser  cierto,  porque  Yillamil  es 
español  y  tiene  el  derecho  de  pensar  como  tal  sin  que  se  pueda 
en  ningún  caso  causar  ni  molestia  ni  sorpresa  á  la  que  al  acep- 
tar ser  su  mujer  aceptó  serlo  con  su  nacionalidad  y  por  consi- 
guiente amar  á  su  patria  y  terminó  solicitando  se  declarara  sin 
lugar  la  demanda  con  las  coetas  á  cargo  de  la  demandante : 

Resultando:  que  por  providencia  de  treinta  de  Agosto  se 
tuvo  por  contestada  la  demanda  y  se  confirió  traslado  en  ré- 
plica por  diez  días,  cuya  réplica  fué  renunciada  por  el  escrito 
de  cinco  de  Septiembre  y  aceptado  por  providencia  de  seis  del 
mismo  en  la  que  se  mandó  hacer  saber  al  demandado  que  cum- 
pliera lo  dispuesto  en  el  articulo  quinientos  cuarenta  y  seis 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  no  habiéndolo  verificado 
por  providencia  del  doce  del  mismo  mes  de  Septiembre  se  reci- 
bieron los  autos  á  prueba  señalándose  el  término  de  veinte 
dias  para  que  las  partes  propusieran  las  que  le  convinieraai : 

Resultando:  que  el  Procurador  Manuel  de  la  Torre,  en 
nombre  de  la  demandante,  en  el  escrito  de  veinte  de  Septiembre 
laanifiesta  que  con  i>osterioridad  á  haberse  recibido  á  prueba  el 
juicio  ha  ocurrido  un  hecho  que  tienje  intima  relación  con  la  cues- 
tió^i  debatida  y  cuyo  hecho  es  ol  de  haber  dirigido  Villamil  á  su 
«sposa  una  oaxta  fecha  once  de  Septiembre  suscrita  en  primer 
término  por  una  firma  que  dice  **un  prójimo"  después  la  fecha  y 
otra  firma  que  dice :  Dios,  partiría  y  el  tío  Sam,  y  en  ella  se  hacen 
declaraciones  respecto  al  litigio  de  maltrato  á  la  demandante  y 
se  comprueban  los  fundamentos  de  la  demanda  y  pidió  se  sustan- 
ciara la  ampliación ;  que  por  providencia  de  cuatro  de  Octubre  se 
tuvo  por  formulada  la  ampliación  y  se  confirió  traslado  por  tres 
dias  al  demandado  y  no  habiéndolo  evacuado  en  ese  término,  el 
actor  le  acusó  la  rebeldía  en  once  de  Octubre  teniéndosela  por 
acusada  el  diez  y  nueve  del  mismo : 

Resultando :  del  cuaderno  de  prueba  de  la  demandante  que 
propuso  y  le  fué  admitida  la  prueba  de  confesió^i  en  virtud  de 


150  JURISPRUDENCIA   CIVIL 


la  cual  D.  Eustaquio  Fernández  Villamil  evacuando  posiciones 
dice  á  fojas  treinta  y  nueve  que  no  es  suya  ni  de  su  letra  la 
carta  de  fojas  veinte  y  una  y  veinte  y  dos  y  por  tanto  niega  en 
absoluto  su  autenticidad,  que  es  cierto  que  fué  conducido  á  la 
Jefatura  de  Policía  y  después  al  Juzgado  con  motivo  de  un  es- 
cándalo que  armó  su  esposa  Doña  Inocencia,  siendo  incierto 
que  le  ocasionara  lesiones  habiéndose  ocupado  un  estoque  que 
su  misma  esposa  presentó,  todo  lo  que  consta  en  el  Juzgado 
Municipal  de  esta  ciudad;  que  es  cierto  que  ha  manifestado 
ante  este  mismo  Juzgado  y  otras  personas  el  día  del  depósito 
de  su  esposa  que  ésta  le  había  robado  cierta  cantidad  de  dinero 
aprovechándose  para  ello  de  su  ausencia;  pero  que  esto  no  lo 
ha  manifestado  en  público;  que  no  es  cierto  que  haya  manifes- 
tado en  público  que  ha  tenido  que  quitar  sus  hijos  á  su  esposa  por- 
que era  su  verdugo  y  los  maltrataba  á  palos;  que  no  es  cierto 
haya  manifestado  que  si  contrajo  matrimonio  con  Doña  Ino- 
cencia fué  por  dar  nombre  á  sus  hijos,  no  porque  ésta  se  lo 
merecía,  pues  la  tiene  en  el  concepto  de  una  mujer  perdida, 
siendo  también  incierto  que  haya  manifestado  que  su  mujer  es 
una  fiera,  incapaz  de  que  nadie  viva  con  ella  y  que  tanto  ésta 
como  su  familia  viven  en  el  mayor  desorden  y  vilipendio ;  que 
es  cierto  han  existido  altercados  casi  á  diario,  siendo  él  el  in- 
juriado, por  lo  que  hacía  dos  años  que  sólo  frecuentaba  la 
casa  á  la  hora  de  dormir,  teniendo  que  sacar  de  ella  á  sus  hijos 
que  eran  la  causa  de  los  altercados  y  que  no  es  cierto  que 
oanstantemente  está  dirigiendo  <anónimos  á  su  esposa: 

La  testifical. — ^Los  testigos  D.  José  Corñides,  Médico  Ciru- 
jano, dice:  que  es  cierto  que  reconoció  á  Doña  Inocencia  Her- 
nández, la  cual  presentaba  señales  de  haber  sido  golpeada  en 
la  cara,  cujeas  lesiones  según  hubo  de  enterarse  por  aquélla  se 
las  había  causado  su  esposo  D.  Eustaquio  Villamil.  Doña  Car- 
lota Méndez  á  fojas  cuarenta  y  cuatro  vuelto  dice:  que  una 
sola  vez  al  llevar  la  ropa  limpia  á  casa  de  Doña  Inocencia  oyó 
que  ésta  fué  insultada  por  su  esposo  á  presencia  de  la  decla- 
rante, habiendo  usado  Villamil  palabras  indecentes  é  indeco- 
rosas para  una  señora,  y  repreguntada  dijo  que  las  palabras 
eran  indecorosas  y  las  reserva  por  decoro  y  son  las  que  comun- 
mente se  usan  en  disputas  entre  marido  y  mujer  de  escasa 
educación.  D.  José  de  Jesús  Gil  á  fojas  cincuenta  y  cuatro  dice 
que  recuerda  perfectamente  que  la  Sra.  Hernández  se  presentó 
en  el  Juzgado  Municipal  en  queja  de  que  su  esposo  Villamil 
la  había  maltratado  pero  no  se  fijó  en  si  efectivamente  tenia 
')  no  señales  de  golpes : 

Le   pericial. — -Los  peritos  calígrafos   D.    Manuel    Ángulo^ 
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D.  Fidel  Miró  y  D.  Eduardo  Rodríguez  cotejaron  la  carta  de 
fojas  veinte  y  uno  y  veinte  y  dos,  la  instancia  de  fojas  siete 
en  las  diligencias  promovidas  por  Doña  Inocencia  Hernández 
solicitando  su  depósito,  cuya  instancia  presento,  el  Sr.  Villamil  y 
e&tá  sQserita  por  él  y  las  notificaciones  hechas  al  Sr.  Villamil,  ma- 
nifiestan que  se  imcliniaai  a  creer  que  todas  -pueden  haber  sido  he- 
chas por  la  misma  mano  sin  que  por  ello  puedan  asegurarlo : 

Resultando:  que  vencido  el  término  de  prueba  y  practica- 
da la  propuesta,  por  providencia  de  primero  del  mes  próximo 
pasado  se  mandó  unir  las  pruebas  á  los  autos  y  hacerlo  saber 
á  las  partes  y  vencido  el  término  de  ley  sin  que  ninguna  de 
ellas  solicitara  la  celebración  de  la  vista  publica,  se  le  entrega- 
ron los  autos  para  concluir  lo  que  efectuaron  en  los  escritos 
de  fojas  cincuenta  y  seis  y  sesenta : 

Resultando:  que  el  mencionado  Juez  de  Primera  Instan- 
cia por  estimar  **que  la  demandante  ha  justificado  por  medio 
de  la  prueba  testifical  y  la  pericial  y  por  la  confesión  del 
mismo  demandado  haber  sido  maltratada  de  obra  é  injuriada 
por  éste,  sin  que  por  el  demandado  se  haya  siquiera  inten- 
tado justificar  su  negativa  á  los  hechos  en  que  se  funda  la 
demanda"  y  teniendo  en  cuenta  '*que,  según  el  párrafo  se- 
gmido  del  artículo  ciento  cinco  del  Código  Civil,  son  causas 
legítimas  de  divorcio  los  malos  tratamientos  de  obras  ó  las 
injurias  graves",  declaró  con  lugar  la  demanda  y  en  su  vir- 
tud procedente  el  divorcio  ó  sea  la  suspensión  de  la  vida  co- 
mún del  matrimonio,  condemando  ein  las  costas  al  demandado : 

Resultando:  que  apelada  por  éste  la  referida  sentencia,  fué 
sustanciada  la  apelación  por  la  antedicha  Audiencia,  que  resol- 
vió, en  diez  y  nueve  de  Junio  último,  aceptando  los  fundamen- 
tos de  hecho  y  de  derecho  de  la  sentencia  apelada  y  confirmán- 
dola en  todas  sus  partes,  con  las  costas  de  la  segunda  instan- 
cia á  cai^  del  mismo  demandado: 

Remltando:  que  éste  interpuso  contra  la  sentencia  de  la 
Audiencia,  recurso  de  casación  por  infracció.n  de  ley,  autoriza- 
do por  el  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  de  Enjuiciamiento  citando  como  infringido  el  artículo 
eiento  cinco,  número  segundo  del  Código  Civil,  interpretado 
con  error  y  aplicado  indebidamente  por  el  fallo,  pues  tal  pre- 
cepto exige,  para  que  proceda  el  divorcio,  que  existan  malos 
tratamientos,  ó  sea  la  sevicia  que  admite  el  derecho  canónico, 
y  que  no  puede  estimarse  por  el  hecho  escueto  de  haber  el  de- 
mandado pegado  una  sola  vez  á  su  mujer  con  la  que  siguió  vi- 
viendo, sino  que  es  menester  la  repetición  y  reiteración  del 
mal  trato;  y  en  cuanto  á  las  injurias,  exige  aquel  precepto^ 
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que  sean  graves,  y  sólo  se  ha  estimado  probado  que  la  deman- 
dante había  sido  injuriada  por  el  demandado,  pero  no  que  lo 
hubiera  sido  gravemente,  ni  cuáles  fueron  las  frases  ó  concep- 
tos que  se  estimasen  tales,  recurso  que  fué  admitido  por  el  Tri- 
bunal sentenciador  y  se  ha  sustanciado  en  debida  forma  ante 
este  Tribunal  Supremo,  con  intervención  de  ambas  partes  del 
juicio,  cuyos  respectivos  Letrados  informaron  oralmente  en  el 
acto  de  la  vista  pública,  celebrada  el  día  veinte  y  cinco  de 
Agosto  próximo  pasado,  sosteniendo  el  de  la  parte  recurrente  é 
impugnando  el  contrario  el  recurso  deducido. 

Siendo  iPononte  el  Magistrado  Octavio  Gibeirga : 
Considerando:  que  el  número  segundo  del  articulo  ciento 
cinco  del  Código  Civil  debe  entenderse,  no  ya  sólo  por  virtud 
de  su  texto  claro  y  terminante,  sino  también  en  atención  al 
notorio  espíritu  é  invariable  tendencia  de  nuestra  legislación 
sobre  el  matrimonio,  en  el  sentido  de  ser  indispensable  la  plu- 
ralidad de  actos  constitutivos  de  maltrato  de  un  cónyuge  por 
el  otro,  ó  la  pluralidad  á  la  vez  de  la  gravedad  de  las  injurias, 
para  que  exista  legítima  causa  de  divorcio : 

Considercmdo :  que  la  apreciación  de  las  pruebas  contenidas 
en  el  faUo  recurrido  no  ha  sido  legalmente  impugnada  por  las 
partes,  y,  según  ella  consta  acreditado  que  la  demandante  fué 
maltratada  de  obra  é  injuriada  por  su  c6n3ruge,  pero  no  las 
circunstancias  del  maltrato,  ni  el  número  é  índole  de  las  inju- 
rias; por  cuya  razqn  y  no  estimándose  probado  que  el  marido 
maltratase  reiteradamente  á  su  mujer  ó  que  la  infiriese  inju- 
rias graves,  pues  que  así  no  lo  consigna  la  sentencia,  ni  tal  al- 
cance puede  concederse  á  su  declaración  basada  en  las  pruebas 
recibidas,  primero  y  tocante  á  la  violencia  de  obra,  porque  á 
ella  no  se  refiere  el  informe  pericial,  ni  la  ha  reconocido  el  de- 
mandado en  la  confesión  prestada,  ni  de  las  manifestaciones 
de  los  dos  testigos  examinados  acerca  de  este  extremo  resulta 
que  se  contraigan  á  distintos  actos  de  violencia,  y  segundo,  con 
relación  á  las  injurias,  porque  de  toda  la  prueba  del  juicio  no 
aparece  precisamente  determinada  otra  expresión  susceptible 
de  carácter  injurioso  que  la  confesada  por  el  demandado,  igno- 
rándose cuáles  fuesen  las  palabras  insultantes  que  con  referen- 
cia á  una  sola  vez  le  atribuye  la  única  testigo  examinada  en 
este  punto  y  que,  según  la  misma,  comunmente  se  usan  en  dis- 
putas entre  marido  y  mujer  de  escasa  educación,  como  también 
se  ignoran,  por  no  expresarlos  la  sentencia,  los  términos  de  la 
carta  anónima,  sobre  que  versó  la  prueba  de  peritos,  todo  lo 
cual  explica  la  apreciación  de  las  pruebas  hecha  en  la  forma 
«que  se  ha  dicho,  semejante  apreciaciqn  excluye,  á  menos  de  in- 
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terpretarse  erróneamente  el  precepto  del  Código  Civil  anteci- 
tado, su  aplicación  al  caso  de  este  juicio,  siguiéndose  de  ahí 
que,  al  aplicársele  como  lo  fué,  se  le  ha  infringido  en  el  con- 
cepto alegado  por  el  recurrente; 

Faüamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por 
Eustaquio  Rodríguez  Villamil  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Audiencia  de  Santa  Clara  en  diez  y  nueve  de  Junio  último, 
la  cual  casamos  y  anulamos  por  la  presente,  sin  especial  conde- 
nación de  costas. 

Comuniqúese  esta  resolución,  con  la  que  á  continuación  se 
dicta,  al  mencionado  Tribunal,  devolviéndole  el  apuntamiento 
remitido;  y  publíquense  ambas  en  la  Oaceta  de  la  Habana,  y 
la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  librándose 
para  todo  las  necesarias  copias. 

Asi  por  esta  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— ^Antonio  Qonzalez  de  Mendoza.— Rafael  Cruz  Pérez. — 
Eudaldo  Tamayo. — ^Angel  C.  Betancourt.— Octavio  Giberga. 

Segunda  sentencia. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  cuatro  de  Septiembre  de 
mil  novecientos,  en  los  autos  del  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  promovido  ante  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del 
Distrito  de  Santa  Clara,  por  Inocencia  Hernández,  de  aquel 
vecindario  y  propietaria,  contra  su  esposo  Eustaquio  Rodrí- 
guez Villamil,  también  propietario  y  de  la  misma  vecindad,  so- 
bre divorcio,  cuyos  autos  penden  ante  este  Tribunal  Supremo 
por  casación  de  la  sentencia  que  en  segunda  instancia  dictó  la 
Audiencia  del  terri'torío  de  la  Provincia  de  Santa  Clara,  com  fe- 
cha diez  y  nueve  de  Junio  último : 

Aceptando,  como  lo  fueron  por  la  Audiencia  de  Santa  Cla- 
ra en  su  sentencia  confirmatoria  de  la  dictada  por  el  Juez  y 
apelada  por  el  demandado,  los  fundamentos  de  hechos  conteni- 
dos en  la  de  primera  instancia  y  reproducidos  por  este  Supre- 
mo Tribunal  en  los  Resultandos  segundo  á  octavo,  inclusive,  de 
la  que  antecede,  dictada  en  el  presente  día : 

Resultando:  que  por  la  aludida  sentencia  que  antecede  es- 
te Supremo  Tribunal  ha  casado  y  anulado  la  pronunciada  por 
la  Audiencia  que  confirmó  el  faUo  del  referido  Juez  declaran- 
do con  lugar  la  demanda  propuesta  por  Inocencia  Fernández  y 
en  8U  virtud  procedente  el  divorcio  ó  sea  la  suspensión  de  la 
vida  común  del  matrimonio  entre  la  demandante  y  su  marido 
Eustaquio  Rodríguez  Yillamñ,  ¿  quien  condenó  en  costas : 
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Resultando:  que  en  la  siistanciaeión  del  juicio  se  han  ob- 
servado las  prescripciones  legales. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga: 

Considerando:  de  conformidad  con  la  sentencia  de  prime- 
ra instancia,  **que  según  el  párrafo  segundo  del  artículo  ciento 
cinco  del  Código  Civil,  son  causas  legitimas  de  divorcio  los 
malos  tratamientos  de  obra  ó  las  injurias  graves'': 

Considerando:  según  también  lo  expresa  la  sentencia  de 
primera  instancia,  al  consignar  la  apreciación  de  las  pruebas 
recibidas  en  el  juicio,  *'que  la  demandante  ha  justificado  por 
medio  de  la  prueba  testifical  j  la  pericial  y  por  la  confesión 
del  mismo  demandado,  haber  sido  maltratada  de  obra  é  inju- 
riada por  éste,  sin  que  por  el  demandado  se  haya  siquiera  in- 
tentado justificar  su  negativa  á  los  hechos  en  que  se  funda 
**la  demanda'': 

Considerando:  que  no  basta,  si  no  es  reiterado,  el  hecho  de 
maltratar  lui  cqnyuge  á  otro,  ni  tampoco  el  hecho  de  injuriar- 
le, á  no  ser  graves  las  injurias,  para  que  tenga  recta  aplicación 
el  precepto  legal  antecitado,  el  cual,  tanto  por  lo  preciso  y  cla- 
ro de  su  texto,  como  por  el  sentido  dominante  en  nuestra  le- 
gislación relativa  al  matrimonio,  exige  indispensablemente  la 
repetición  de  Isls  violencias  de  obra,  ó  bien  el  propio  requisito 
de  repetición,  unido  al  de  gravedad,  de  las  injurias;  cireuns- 
tancias  las  dichas  que,  á  tenor  de  lo  expuesto  en  el  anterior 
Considerando,  no  consta  concurriesen  en  el  mal  trato  y  las  in- 
jurias que  la  demandante  ha  justificado  haber  recibido  de  su 
esposo: 

Considerando:  que,  en  tal  virtud,  falta  causa  suficiente 
para  decretar  el  divorcio  que  se  pide;  pero,  no  pudiéndose  en- 
tender que  la  demandante  haya  procedido  con  verdadera  teme- 
ridad, es  improcedmite  condenarla  al  pago  de  las  costas: 

Visto  el  mencionado  numero  segundo  del  articulo  ciento 
cinco  del  Código  Civil  y  la  Orden  dictada  en  doce  de  Mayo 
del  año  último  por  el  Gobernador  <Militar  de  esta  Isla; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  sentencia 
del  Juez  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Santa  Clara,  dic- 
tada en  estos  autos  con  fecha  cinco  de  Febrero  del  año  actual 
y  declaramos  sin  lugar  la  demanda  establecida  por  Inocencia 
Hernández  contra  su  esposo  Eustaquio  Rodríguez  Villamil,  sin 
especial  condenación  de  costas  de  ninguna  de  las  instancias  del 
juicio. 

Así  por  esta  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— ^Antonio  González  de  Mendoza. — Rafael  Cruz  Pfrez. — 
Eudaldo  Tamayo, — Ángel  C.  Betancourt. — ^Octavio  Giberga. 
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QumiNo  Bayona  contra  la  sucesión  de  Agustín  Bayona. 

Auto  núm.  75  (Septiembre  5  de  1900). 

Recurso  de  queja  interpuesto  por  Quirino  Bayona  contra  el  auto 
dictado  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  26  de  Julio  de 
1900. 

JXnOIO  DE  TESTAMENTARIA. 

No  68  admisible  un  recurso,  con  arreglo  al  Articnlo  11  en 
relación  con  el  7  de  la  Orden  92  sobre  casación,  cnando  care- 
ce del  requisito  de  mencionar  el  precepto  legal  que  lo  autori- 
za, sin  que  bMte  á  cumplirse  con  dicho  precepto,  citando  los 
Artículos  1687  y  1688  de  la  Ley  Procesal,  que  aisladamente 
invocados  no  son  suficientes  &  llenar  esa  exigencia,  siendo  co- 
mo es,  indispensable,  señalar  algunas  de  las  causas  taxativa- 
mente señaladas  por  los  números  terceros  de  los  Artículos  5 
y  7  de  la  Orden  mencionada,  y  citarse,  cuando  se  trata  de  re- 
curso por  infracción  de  Ley  ó  de  doctrina  legal,  el  Artículo 
1690  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil. 

Resultando:  que  dispuesta  por  el  Juez  de  Primera  Instan- 
cia del  Distrito  de  Guanabacoa  en  el  juicio  de  testamentaria 
del  moreno  Agustín  Bayona,  la  entrega  á  sus  legítimos  dueños 
de  dos  ñucas  que  debieron  "haber  sido  objeto  de  la  intervención 
judicial  en  el  concepto  de  pertenecientes  á  la  herencia,  y  con- 
firmada la  aludida  resolución  del  Juez  por  la  que  dictó  en  once 
de  Julio  próximo  pasado  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana,  contra  tal  resolución  confirmatoria  ha  inter- 
puesto Quirino  Bayona,  como  parte  en  los  autos  testamentarios 
referidos,  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  que  dice 
lutorizado  por  el  articulo  mil  seiscientos  ochenta  y  siete  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  por  estar  comprendido  el  caso  de 
autos  en  el  primero  del  articulo  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho 
de  la  citada  Ley  procesal,  dado  que  la  resolución  recurrida  po- 
ne término  al  pleito,  pues  comprende  las  dos  únicas  fincas  per- 
tenecientes á  los  bienes  de  la  testamentaria  de  Agustin  Bayona, 
la  cual,  no  poseyendo  otros  de  ninguna  clase,  se  hace  imposi- 
ble su  continuación,  y  cita  el  recurrente,  en  el  propio  escrito 
en  que  interpone  su  recurso,  las  leyes  á  su  juicio  infringidas  y 
el  coQoepto  «n  que  entiende  que  lo  han  sido : 

Resultando:  que  la  expresada  Sala,  por  auto  de  veinte  y 
seis  del  propio  mes  de  Julio,  teniendo  en  cuenta  "que  no  pue- 
de admitirse,  al  efecto  de  estimarse  que  es  definitiva  una  reso- 
IncioQ  dictada  en  juicio  de  testamentaria,  porque  «hl  ordenar 
que  ae  segreguen  de  los  bienes  que  constituyen  el  caudal  relicto 
unas  fincas  pertenecientes  á  terceras  personas,  deba  darse  por 
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terminado  el  juicio  á  causa  de  no  haber  otras  propiedades  que 
le  sirvan  al  objeto,  supuesto  que  ni  tal  circunstancia  es  la  que 
caracteriza  el  alcance  y  valor  de  las  resoluciones  dictadas,  en 
cuanto  al  objeto  del  recurso  de  casación,  ni  los  juicios  de  tes- 
tamentarías se  sustancian  para  apoderarse  los  herederos  de  bie- 
nes ajenos,  sino  exclusivamente  de  los  que  pertenecieron  al  cau- 
sante'', denegó  por  tal  fundamento  la  admisión  del  recurso  es- 
tablecido : 

Resultando:  que  Quirino  Bayona  ha  recurrido  ante  egte 
Supremo  Tribunal  en  queja  contra  el  auto  denegatorio  men- 
cionado, cuyo  recurso  de  queja  se  ha  sustanciado  en  debida 
forma,  celebrándose  el  día  cuatro  del  actual  la  correspondiente 
vista  pública,  sin  que  asistiera  el  Letrado  defensor  del  recu- 
rrente y  si  el  representante  del  Ministerio  Fiscal,  quien  impug- 
nó el  recurso : 

Considerando :  que  aun  en  el  caso  de  ser  definitiva  ó,  como 
el  recurrente  alega,  tener  ese  carácter  la  resolución  contra  que 
interpuso  el  recurso  denegado  por  la  Sala,  tal  recurso  seria 
siempre  inadmisible,  con  arreglo  al  artículo  onceno  en  rela- 
ción con  el  séptimo  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  del  año 
último,  por  carecer  del  requisito  que  exige  el  número  tercero 
del  artículo  quinto  de  la  propia  Orden,  puesto  que  al  formu- 
larlo se  mencionaron  solamente,  en  lugar  del  precepto  legal  que 
lo  autorice,  los  artículos  mil  seiscientos  ochenta  y  siete  y  mil 
seiscientos  ochenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
ineficaces  para  satisfacer  dicha  exigencia,  como  que  se  reducen 
á  determinar  cuáles  resoluciones  son  susceptibles  del  recurso 
en  los  casos  establecidos  por  la  misma  Ley,  pero  sin  definir  las 
causas  en  que  el  recurso  ha  de  fundarse,  ni  concretar  los  casos 
en  que  procede  el  mismo,  siendo  precisamente  las  disposiciones 
consagradlas  de  manera  especi-al  á  e&te  último  objeto  las  únicas 
hábiles  para  autorizar  el  recurso  de  casación,  por  cuyo  motivo, 
después  de  prevenir  el  ya  citado  número  tercero  del  artículo 
quinto  que  en  el  escrito  d¡e  interposición  del  recurso  se  exprese  el 
precepto  legal  que  lo  autorice,  en  armonía  con  esa  prevención 
el  número  tercero  del  artículo  séptimo  también  citado,  requie- 
re como  circunstancia  indispensable  de  admisibilidad  que  el 
recurso  se  funde  en  algunas  de  las  causas  taxativamente  seña- 
ladas por  las  especiales  disposiciones  aludidas,  ó  sea,  cuando 
se  trata  de  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  legal  en  materia 
civil,  por  el  artículo  mil  seiscientos  noventa  del  Enjuiciamien- 
to, que  no  ha  sido  invocado  por  el  recurrente: 

Considerando:  que  al  desestimarse  el  recurso  de  queja. 
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debe  condenarse  en  costas  á  la  parte  recurrente,  según  lo  pre- 
Éjeptuado  en  el  artículo  veinte  y  cinco  de  la  Orden  antedicha; 

Se  declara  sin  lugar  ^  recurao  de  queja  establecido  por 
Qnirino  Bayona  contra  el  auto  denegatorio  del  de  casación,  dic- 
tado por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en 
veinte  y  seis  de  Julio  último  y  se  condena  en  costas  al  expre- 
sado recurrente. 

Comuniqúese  á  la  expresada  Audiencia  para  lo  que  proce- 
da y  publiquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección 
á  cargo  de  la  Secretaria  de  Justicia,  librándose  á  efecto  las 
oportunas  copias. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  señores  Magistrados  del  mar- 
gen ante  mi,  de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. — 
Antonio  (jk)nzález  de  Mendoza. — ^Rafael  Cruz  Pérez.— Eudaldo 
Tamayo. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. — ^Ante  mi, 
Armando  Riva. 


Vicenta  Martbll  de  Bedia,  contra  Francisco  Vázquez  Parga. 

Anto  núm.  76  (Septiembre  12  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  la  Sra.  MarteU 
de  Bedia  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 
la  Habana  en  19  de  Junio  de  1900. 

UQÜIDACION  DE  SOCIEDAD  Y  RENDICIÓN  DE  CUENTAS 

No  tiene  él  concepto  de  definitiva,  y  por  lo  tanto  no  es 
sQflceptible  de  recurso  de  casación,  la  sentencia  en  que  se  de- 
creta él  alzamiento  de  la  intervención  ú  ocupación  de  unos 
bienes  solicitada  en  nn  incidente  &  Jnicio  declarativo  sobre 
liquidación  de  sociedad  y  rendición  de  cuentas;  pues  tal  sen- 
tencia ni  pone  ténnino  al  Juicio  principal,  ni  hace  imposible 
su  continuación* 

Resultando  i  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  en  el  incidente  al  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
qne  en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Gua- 
dalupe sigue  Doña  Vicenta  MarteU  de  Bedia  contra  D.  Fran- 
cisco Vázquez  Parga  sobre  liquidación  de  sociedad  y  rendición 
de  cuentas,  incidente  promovido  por  el  demandado  para  que  se 
le  alce  la  intervenci^  ú  ocupación  judicial  de  sus  bienes,  acor- 
dada en  los  autos  principales,  y  se  condene  á  la  demandante  al 
resarcimiento  de  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  tal  medi- 
da y  al  pago  de  las  costas;  confirmó,  por  sentencia  de  diez  y 
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nueve  de  Junio  último,  la  dictada  por  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia del  Distrito  de  Guadalupe  en  esta  ciudad  en  veinte  y 
cinco  de  Noviembre  del  año  próximo  pasado,  sentencia  en  que 
se  decretó  el  alzamiento  de  la  intervención  ú  ocupación  orde- 
nada en  los  autos  principales,  y  en  su  consecuencia  se  dejaron 
sin  efecto  las  medidas  contenidas  en  la  diligencia  llevada  á 
efecto  en  diez  y  seis  de  Agosto  del  año  próximo  pasado  en  los 
bienes  que  expresaba  dicha  diligencia,  quedando  éstos  á  la  li- 
bre disposición  del  mencionado  Vázquez  Parga,  y  se  condenó  & 
la  Sra.  Martell  de  Bedia  á  indemnizar  á  aquél  los  daños  y  per- 
juicios que  se  hubiesen  originado  por  tal  medida  de  seguridad 
y  al  pago  de  kis  costas  del  incideofte: 

ResíUtando:  que  contra  este  fallo  de  la  Audiencia  se  in- 
terpuso por  la  representación  de  la  mencionada  Sra.  Martell  re- 
curso de  casación  por  infracción  de  ley,  autorizado  por  el  caso 
primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil  y  cita  como  infringidos: 

Primero.  El  articulo  mil  cuatrocientos  veinte  y  seis  de  la 
ley  civil  procesal,  por  cuanto  se  ba  revocado  una  medida  de  se- 
guridad decretada  en  la  forma  y  mediante  las  condiciones  es- 
tablecidas en  dicho  articulo,  y  porque  la  sentencia  confirmada 
tfonf unde  la  medidta  de  seguridad  coa  el  embargo  preventivo : 

Segundo.  El  artículo  quinto  del  Código  Civil  en  relación 
con  el  cuatrocientos  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
por  cuanto  se  consintió  que  después  de  transcurrido  el  término 
dentro  del  cual  pudo  pedirse  reposición  de  la  providencia  que 
decretó  la  medida  de  seguridad,  se  haya  promovido  un  inci- 
dente sobre  revocación  de  esa  medida;  de  donde  resulta  que  el 
citado  artículo  quinto  se  ha  infringido  por  haberse  concedido 
á  la  providencia  judicial  que  admitió  la  sustanciación  del  in- 
cidente de  oposición  á  la  medida  de  seguridad  la  fuerza  nece- 
saria para  derogar  el  citado  artículo  cuatrocientos  siete  del 
Enjuiciamiento  Civil;  cuyo  recurso  fué  admitido: 

Resultando:  que  personadas  las  partes  en  tiempo  y  forma 
ante  este  Tribunal,  dentro  del  período  de  instrucción  el  no  re- 
currente presentó  escrito  alegando,  de  acuerdo  con  lo  dispues- 
to en  el  número  segundo  del  artículo  veinte  y  ocho  de  la  Orden 
sobre  casación,  que  no  debió  admitirse  por  la  Sala  el  recurso, 
primeramente  por  haber  sido  interpuesto  fuera  de  tiempo,  6 
sea,  seis  días  después  de  'haberse  notificado  ¿  las  partes  la  re- 
solución recurrida;  y  segundo,  porque  la  sent^icia  dictada  en 
el  incidente  y  contra  la  cual  se  estabiecio  el  piresente  recurso 
no  reunía  las  condiciones  exigidas  por  el  número  primero  del 
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articulo  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  y  pidió  se  declarasen  con  lugar  los  dos  motivos 
de  impugnación  alegados  y  en  su  consecuencia  sin  lugar  la  ca- 
sación interpuesta: 

Resultando:  que  previos  los  demás  trámites  del  caso,  tuvo 
efecto  el  día  ocho  del  corriente  la  vista  de  la  cuestión  previa 
suscitada,  informando  el  abogado  defensor  de  la  recurrente  que 
combatió  la  impugnación: 

Considerando :  que  el  recurso  de  casación  sólo  procede  con- 
tra las  sentencias  definitivas  ó  contra  las  que  tengan  el  concep- 
to de  tales  por  recaer  en  incidente  ó  artículo  que  termine  el 
juicio  por  completo : 

Considerando:  que  tienen  «1  concepto  de  definitivas,  según 
el  número  primero  del  articulo  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  las  que  recayendo  sobre  un 
incidente  q  articulo  pongan  término  al  pleito,  haciendo  imposi- 
ble su  continuación;  y  la  sentencia  de  diez  y  nueve  de  Junio 
último,  por  la  cual  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  confirmó  la  dictada  por  el  Juez  de  Primera  Instancia 
del  Distrito  de  Guadalupe  en  veinte  y  cinco  de  Noviembre 
próximo  pasado  decretando  el  alzamiento  de  la  intervención 
ú  ocupación  en  bienes  de  Francisco  Vázquez  Parga,  quedando 
éstos  libres,  y  condenándose  á  la  demandante  Martell  á  indem- 
nizar al  demandado  los  daños  y  perjuicios  que  se  hubieren  ori- 
ginado por  tal  medida  de  seguridad;  semejante  sentencia,  si 
bien  pone  fin  á  la  cuestión  incidental  del  alzamiento,  no  por 
ello  termina  el  pleito  principal,  ni  hace  imposible  su  continua- 
ción, por  cuyo  motivo  no  tiene  dicha  sentencia  el  carácter  de 
definitiva,  conforme  á  lo  declarado  ya  por  este  Supremo  Tri- 
bunal: 

Considerando:  que  estimado  un  motivo  es  innecesario  en- 
trar en  el  examen  de  los  otros  alegados; 

Se  declara  con  lugar  la  impugnación  y  en  su  consecuen- 
cia mal  admitido  el  recurso,  sin  especial  condenación  de  costas. 

Comuniqúese  á  la  Audiencia  de  la  Habana  con  devolución 
del  apuntamiento,  publíquese  en  la  Gaceta  Oficial  y  en  la  Co- 
lección á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  á  cuyo  efecto  se  li- 
brarán las  copias  necesarias. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del  margen  ante 
mi,  de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. — Antonio 
UfHízález  de  Mendoza. — ^Rafael  Cruz  Pérez. — ^Angel  C.  Betan- 
court.— Octavio  Giberga. — Francisco  Noval  y  Martí. — Arman- 
do Riva,  Secretario. 
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Beatriz  González  Salmón  contra  la  sucesión  del  Ldo.  Ra- 
fael González  Asencio. 

Auto  núm.  77  (Septiembre  14  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  y  de  doctrina  legal,  interpuesto  por 
la  8ra.  González  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audien- 
cia de  Santiago  de  C%^a  en  20  de  Junio  de  1900. 

DECLARATIVO  DE  HATOB  CUANTÍA  SOBRE 

REIVINDICACIÓN. 

Es  inadmisible  el  recurso  de  casacidn  por  inímccito  de 
ley  ó  de  doctrina  legal  cuando  no  se  cita  con  precislén  y 
darldad  la  Ley  ó  la  doctrina  infringida. 

Resultando:  qae  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  en  los 
autos  del  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  promovido  en  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Distrito  Sur  de  esta  ciudad 
por  Doña  Beatriz  González  Salmón  contra  la  sucesión  del  Ldo. 
Rafael  González  Asencio  eobre  propiedad  de  ua  colgadizo  7 
otorgamiento  de  la  correspondiente  escritura,  confirmó  por  sen- 
tencia de  veinte  de  Junio  corriente  la  dictada  por  el  Juez  de 
Primera  Instancia  en  veinte  y  ocho  de  Abril  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  siete,  en  que  se  declaró  sin  lugar  la  demanda  es- 
tablecida por  didlia  Sra.  González  Salmón  contra  la  referida 
succión  y  sin  condena  de  costas : 

Resultando:  que  contra  este  fallo  de  la  Audiencia  se  in- 
terpuso por  la  representación  de  la  Sra.  González  recurso  de 
casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal,  autorizado 
por  los  casos  primero  y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  no- 
venta de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  se  citan  como  in- 
fringidos : 

Primero.  El  artículo  mil  novecientos  treinta  del  Código 
Civil  en  concordancia  con  la  ley  primera,  título  veinte  y  nue- 
ve, partida  tercera,  por  cuanto  la  Sala  no  ha  reconocido  que 
Pedro  González  Asencio  había  ganado  por  prescripción  el  col- 
gadizo número  cuarenta  y  uno  de  la  calle  baja  de  San  Pedro : 

Segundo.  Los  artículos  mil  novecientos  cuarenta  y  uno  y 
mil  novecientos  cincuenta  y  siete  del  propio  Código  en  relación 
con  la  ley  novena,  título  veinte  y  nueve,  partida  tercera,  por 
cuanto  la  Sala  sentenciadora  no  estima  que  dicha  prescrii>ción 
fué  pública,  pacífica,  con  buena  fe,  justo  título  y  por  diez  años 
entre  presentes,  ya  que  en  los  hechos  que  se  declaran  probados 
se  consigna  de  modo  terminante  que  dicho  Sr.  González  Asen- 
cio venía  poseyendo  el  inmueble  hacia  más  de  treinta  años,  ejer- 
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ciendo  actos  de  domÍDÍo  sin  que  en  nin^n  tiempo  hubiese  sido 
inquietado  en  la  posesión : 

Tercero.  El  artículo  mil  novecientos  cincuenta  y  nueve  del 
Código  Civil  en  concordancia  con  la  ley  diez  y  nueve  del  mis- 
mo título  y  partida  anteriormente  citados,  porque  aun  en  la 
hipótesis  de  que  González  Asencio  no  tuviera  su  título,  ni  bue- 
na fe,  había  ganado  el  inmueble  por  prescripción  extraordinaria 
de  más  de  treinta  años,  cuyo  plazo  de  posesión  da  por  justifi- 
cado y  probado  la  miisma  Sala : 

Cuarto.  La  doctrina  legal  establecida  por  la  jurispruden- 
cia del  Supremo  de  España  de  seis  de  Octubre  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  y  tres  y  catorce  de  Febrero  de  mil  ochocientos  se- 
senta y  cinco,  cuya  doctrina  sanciona  la  prescripción  como  me- 
dio adquisitivo  de  dominio : 

Quinto.  El  error  de  derecho  cometido  por  la  Sala  no  dan- 
do á  los  docuinentos  públicos  como  las  certiñcaciones  presenta- 
das del  Ayuntamiento  sobre  particulares  de  actuaciones  de  ex- 
pedientes, valor  legal  y  eñcaz,  por  cuanto  esos  documentos  jus- 
tifican que  por  propios  actos  de  Rafael  González  Asencio,  el 
dueño  del  colgadizo  número  cuarenta  y  uno  de  la  calle  baja  de 
San  Pedro  era  su  otro  hermano  Pedro,  de  quien  hubo  el  inmue- 
ble la  Sra.  Beatriz  González : 

Sexto.  La  doctrina  legal  del  Supremo  de  España  consisten- 
te "en  que  nadie  puede  ir  contra  sus  propios  actos,"  según  sen- 
tencias de  primero  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  7 
seis,  once  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  diez  y 
nneve  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  cuatro  de 
Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  otras,  por  cuanto  de  los  he- 
chos que  se  declaran  probados  aparece  con  toda  evidencia  que 
Bafael  González  Asencio  ha  reiterado  por  actos  propios  su  de- 
claración de  no  pertenecerle  el  colgadizo  en  cuestión : 

Séptimo.  El  artículo  mil  doscientos  setenta  y  nueve  del 
Código  Civil,  por  cuanto  ganado  por  Pedro  González  Asencio 
el  dominio  del  colgadizo  en  cuestión  pudo  enajenarlo  á  su  hija 
Beatriz  González  por  documento  privado,  cuya  venta  llevaba  con- 
sigo el  derecho  de  exigir  á  la  sucesión  de  Bafael  González  la  es- 
critura pública  de  traspaso  ó  reconocimiento,  cuyo  recurso  fué 
admitido :  •  '*^i| 

Resultando:  que  personado  en  tiempo  el  recurrente,  du- 
rante el  período  de  instrucción  el  Ministerio  fiscal  impugnó  la 
admisión  del  anterior  recurso,  respecto  al  quinto  motivo,  por 
cuanto  al  no  expresar  el  recurrente  en  dicho  fundamento  la  ley 
6  leyes  cuya  infracción  haya  dado  lugar  al  error  de  derecho 
que  se  denuncia  y  se  supone  cometido  en  la  apreciación  de  de- 
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ffeíminada  t)rtieba  documental,  ha  dejado  de  cumplir  el  requisi- 
to cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Orden  número  noventa  7 
dos  sobre  casación  y  ha  privado  ál  recurso  de  la  cuarta  de  las 
circunstancias  de  admisibilidad  establecidas  en  el  artículo  sép- 
timo de  dicha  disposición,  razones  por  las  cuales  debió  rechar 
zarse  de  plaYio  el  referido  quinto  fundamento,  y  pide  se  decía- 
la íüal  adínitido  el  presente  recurso  en  cuanto  al  quinto  de  sus 
fundamentos : 

Resultando:  que  verificada  la  visrta  de  esta  cuestión  ¡rrevia 
el  día  diez  del  corriente,  el  Ministerio  fiscal  sostuvo  su  impug- 
nación, no  asistiendo  la  representación  de  la  parte  recurrente : 

Considerando:  que  según  precepto  terminante  del  caso 
cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Orden  sobre  casación^  en  tíí 
escrito  por  el  cual  se  interponga  el  recurso^  ai  se  tratare  de  in- 
fracción de  ley  ó  de  doctrina  legal,  se  citará  con  precisión  f 
claridad  la  ley  ó  la  doctrina  infringida;  y  no  habiéndose  eum- 
plido  este  requisito  en  el  motivo  quinto  del  presente  recurso,  la 
Sala  sentenciadora  de  Cuba  no  debió  admitirlo  en  cuanto  á 
dicho  quinto  fundamento,  conforme  al  artículo  once  en  rela- 
ción con  el  número  cuarto  del  séptimo  de  la  misma  orden  ci- 
tada, pero  impugnado  oportunamente  por  el  Fiscal,  es  proce- 
dente la  desestimación  de  dicho  fundamento  ó  motivo  que,  en 
virtud  de  lo  expuesto,  carece  de  eficacia  legal; 

Sé  declara  con  lugar  la  impugnación  y  en  su  consecueo^ 
cia  mal  admitido  el  recurso  presente  en  cuanto  al  quinto  de 
IdB  fundamentos»  sin  especial  condenación  de  costas. 

Oomunfqüese  oportunamente  i  la  Audiencia  de  Santiago 
á^  Cuba,  publíquese  en  la  Gaceta  Oficial  y  en  la  Colección  á 
cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  á  cuyo  efecto  se  librarán 
las  copias  necesarias.  Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados 
del  margen,  ante  mí  de  que  certifico  como  Secretario  por  dele- 
gaeión. — ^Rafael  Cru«  Péree. — ^Angel  C.  Bctancourt.— Octavio 
Oiberga. — ^Federico  MartíncE  de  Quintana. — Francisco  Noval  f 
Martí. — ^Ante  mí,  Armando  Riva. 


Juana  CostALBS  contra  Emiua  Ouva  .gomo  AiíBAg&a  dsZj  Pbbb- 
BÍTERO  Justo  Balbís  y  Gonúi^bz. 

Auto  núm.  78  (Septiembre  20  de  1900). 

Recurso  de  queja  interpuesto  por  Juana  Costales  contra  el  auté 
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dictado  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  6  de  Agosto 
de  1900. 

INCIDENTE  DE  REOÜSACION. 

El  Mito  que  pone  término  á  nn  incidente  de  recusación» 
no  pone  término  al  pleito  principal  haciendo'  imposible  su 
continuación,  y  por  consiguiente»  no  tiene  él  concepto  de  sen- 
tencia definitiva  á  los  efectos  del  nfimero  lo  del  Articulo 
1688  de  la  Ley  de  Enjviciaaiiento  OItü»  en  relación  con  él 
1687  de  la  misma. 

Resultando :  que  en  el  incidente  al  juicio  ejecutivo  seguido 
en  el  Juz^do  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Belén,  de 
esta  ciudad  por  Juana  Costales  contra  Emilia  Oliva  como  al- 
bacea  del  Pbro.  Justo  Balbás  y  González,  formado  y  seguido  en 
pieza  separada  para  tratar  de  la  recusación  del  Juez  Martín 
Piracés,  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  ^ta  capital,  en 
diez  y  nueve  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
eonfirmó  ri  auto  del  Juez  inferior  por  el  cual  se  había  decla- 
rado sin  lugcir  la  recusación,  é  interpuesto  contra  dicha  reso- 
loción  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  fué 
admitido  en  doce  de  Mayo  del  citado  año,  sin  que  se  hubiera 
practicado  el  emplazamiento  ¿  las  partes,  motivo  por  el  cual, 
en  cumplimiento  del  artículo  ciento  ocho  de  la  Orden  noventa 
y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  y  á  petición  de  par- 
fe,  fué  notificado  nuevamente  dicho  auto  en  treinta  y  uno  de 
Julio  ultimo : 

Resultando:  que  la  representación  de  Juana  Costales  esta- 
bleció en  tiempo  contra  dicho  auto  recurso  de  casación  por  que- 
brantamiento de  forma  fundado  en  el  párrafo  primero  del  ar- 
tícttb  mil  seiscientos  ochenta  y  siete  regla  segunda  del  mil  seis- 
cientos ochenta  y  nueve  é  incisos  tercero  y  quinto  del  mil  seis- 
cientos noventa  y  uno,  todos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
alegando  los  quebrantamientos  á  su  juicio  cometidos,  y  la  Sala 
sentenciadora  por  auto  de  ocho  de  Agosto  último  negó  la  ad- 
niiaió;Q  del  recurso  porque  la  resolución  recurrida  no  tiene  el 
carácter  de  sentencia  definitiva: 

Resultando:  que  contra  el  auto  denegatorio,  anunció  é  in- 
terpuso oportunamente  la  recurrente  recurso  de  queja  que  se 
ha  sustanciado  en  este  Tribunal  Supremo  celebrándose  la  vista 
el  día  de  ayer  con  asistencia  solo  del  representante  del  Minis- 
terio Fiseal  que  pidió  se  declare  sin  lugar  la  queja : 

Considerando:  que  conforme  al  número  primero  del  ar- 
ticulo mil  seiacientos  ochenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  tratándose  de  incidentes  tienen  el  concepto  de 
defiaitivaa,  al  efecto  de  darse  contra  ellas  recurso  de  casación, 
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las  senteii<;ias  dictadas  en  estas  articulaciones,  que  pongan 
término  al  pleito  haciendo  imposible  su  continuación,  en  cuyo 
sentido  se  fija  y  determina  el  concepto  amplio  del  número  pri- 
mero del  artículo  anterior,  mil  seiscientos  ochenta  y  siete,  que 
otorga  el  recurso  contra  las  sentencias  definitivas  dictadas  por 
las  Audiencias: 

Considerando:  que  el  auto  dictado  en  un  incidente  de  re- 
cusación de  un  Juez,  no  pone  término  al  pleito  principal  ha- 
ciendo imposible  su  continuación,  y  por  consiguiente  no  tiene 
el  concepto  de  sentencia  definitiva  conforme  al  precepto  legal 
antes  citado  y  entendiéndolo  asi  la  Sala  sentenciadora,  en  el 
presente  caso,  ha  cumplido  con  el  artículo  onceno  en  relación 
con  el  número  primero  del  séptimo  de  la  Orden  número  noven- 
ta y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  al  denegar  la  ad- 
misión del  recurso,  y  no  es  procedente  la  queja  establecida 
contra  su  decisión ; 

No  ha  lugar  al  recurso  de  queja  interpuesto  i>or  Juana 
Costales  contra  el  auto  de  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  de  ocho  de  Agosto  último  declarando  sin  lugar 
la  admisiqn  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  misma 
en  el  incidente  de  recusación  al  principio  referido,  con  las  cos- 
tas a  cargo  de  la  recurrente. 

Comuniqúese  este  auto  por  medio  de  certificación  y  para 
lo  que  proceda  á  la  citada  Audiencia  y  publíquese  en  la  Gaceta 
de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de 
Justicia  librándose  las  copias  oportunas. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del  margen  ante 
mí  de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. — ^Antonio 
(González  de  Mendoza. — Rafael  Cruz  Pérez. — José  M.  García 
Montes. — Eudaldo  Tamayo. — ^Angel  C.  Betancourt. — ^Ante  mí 
p.  d.,  Armando  Riva. 


Petronila  Gakcedo,  como  única  heredera  de  Francisco  Gan- 

CEDO    CONTRA    LA    SUCESIÓN    DE    SaLUSTIANO    6    ROBUSTIANO 
RiAÑO. 

Sentencia  núm.  9  (Septiembre  20  de  1900). 

Recurso  por  quebrantamiento  de  forma  establecido  por  la  ex- 
presada  Gancedo  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Au-^ 
diencia  de  la  Habana  en  21  de  Junio  de  1900. 

DECLARATIVO  DE  MENOR  CUANTÍA. 

Declarada  ima  demanda  sin  logar  por  falta  de  peraonaU- 
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dad  en  el  demandante,  y  solicitada  en  segunda  Instancia  la 
práctica  de  cierta  pnieba  que  habiendo  sido  admitida,  no  se 
practicó  en  primera  instancia,  no  quebranta  el  Articulo  861 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  la  Sala  sentenciadora,  al 
denegar  la  práctica  de  dicha  prueba,  apareciendo  de  autos 
que  la  causa  porque  no  se  practicó,  fué  debida  pura  y  exclusi- 
vamente á  la  negligencia  ó  descuido  de  la  parte  que  la  pro- 
puso. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  de  Septiembre  de  mil 
novecientos,  en  el  juicio  declarativo  de  menor  cuantía  seguido 
en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Jesús  Ma- 
ría y  ante  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  por 
Petronila  Gancedo,  sin  profesión  y  de  esta  vecindad,  como  úni- 
ca heredera  de  Francisco  Gancedo,  contra  la  sucesión  de  Sa- 
Instiano  ó  Bobustiano  Riaño,  constituida  por  su  viuda  Luisa 
Bodríguez,  también  sin  profesión,  y  sus  hijos  menores  de  edad 
Manuel,  Robustiano  y  Amparo  Riaño  y  Rodríguez,  representa- 
dos éstos  por  su  tutor  José  Coll  y  Aymat,  cuya  profesión  no 
consta,  residentes  todos  los  demandados  en  esta  capital;  cuyo 
juicio  pende  ante  este  Tribunal  Supremo  á  consecuencia  del 
recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto 
por  la  expresada  demandante  contra  la  sentencia  dictada  en  se- 
gunda instancia  con  fecba  veinte  y  uno  de  Junio  último,  por 
la  referida  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana: 

Primero.  Resultando:  que  la  mencionada  sentencia  de  se- 
gunda instancia  aceptó  la  relación  de  hechos  contenida  en  las 
resoluciones  pronunciadas  por  el  Juez  en  doce  de  Septiembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  y  veinte  y  tres  de  Junio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  que  fueron  airbas  objeto  de 
apelación,  según  se  expresará  más  adelante,  y  de  las  cuales  la 
última  citada  comprende,  entre  otros,  los  seis  Resultandos  que 
se  transcriben  á  continuación : 

Segundo.  Resultando:  ''que  en  demanda  de  menor  cuantía 
''formulada  en  escrito  presentado  al  Repartimiento  en  catorce 
"de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  y  al  que  no 
"se  dio  curso  hasta  trece  de  Agosto  del  siguiente  año  por  cau> 
"sas  imputables  sqlo  á  la  demandante,  la  Sra.  Doña  Petronila 
"Gkmcedo  pidió  á  Doña  Luisa  Rodríguez,  como  viuda  de  Don 
"Salustiano  ó  Robustiano  Riaño  y  madre  de  los  menores  hijos 
"herederos  de  éste,  D.  Manuel,  D.  Robustiano  y  Doña  Amparo 
"Riaño  y  Rodríguez,  que  le  restituyera  la  cantidad  de  quinien- 
"tos  pesos  oro  que  D.  Francisco  Gancedo — de  quien  era  á  su 
"vez  heredera — entregó  en  deposito  en  la  bodega  que  Riaño 
"tenia  en  la  calle  de  la  Marina  esquina  á  Principe  en  esta 
"ciudad  y  le  pagase  los  intereses  de  demora  y  las  costas,  fijan- 
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*'do  además  del  hecho  de  la  entrega  aludida,  entre  otros:  que 
"Gancedo  falleció  en  la  Villa  de  lladrid  bajo  disposición  tes- 
tamentaria otorgada  en  once  de  Marzo  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  dos  ante  él  Notario  Isidro  Ortega  Salomón,  declaran- 
do en  ella  la  «erteza  del  depósito  é  instituyendo  por  su  única 
y  universal  heredera  á  la  demandante;  y  que,  D.  Salustiano 
ó  Bobustiano  Riaño,  había  fallecido  también,  siendo  los  de- 
mandados sus  legítimos  herederos.  Presentó  por  copia  sim- 
^'ple,  el  testamento  de  Oancedo,  manifestando  carecer  de  otra 
'^fehaci'einte  y  una  cea:^ifícación  de  haberse  intentado,  crin  efecto, 
*  *  ia  coneiliacióai  previa ' ' : 

Tercero.  Resultando:  **que  en  escrito  posterior,  pidió  la 
actora,  y  el  Juzgado  concedió,  que  el  emplazamiento  de  la.  de- 
mandada se  le  hiciera  por  sí  y  á  nombre  de  sus  menores  hijos 
si  conservaba  la  patria  potestad,  praeticándose  la  diligencia 
'^eom  asistencia  de  mi  actue/l  esposo": 

Ouarto.  Resultando:  '^que  hecho  el  emplazamiento  á  la  se- 
^'ñora  Doña  Luisa  Rodríguez  en  los  términos  expresados,  com- 
'' pareció  en  los  autos  y  contestó  la  demanda  pidiendo  la  abeo- 
'Mución  con  imposición  de  costas  á  la  contraparte.  Opuso  co- 
''mo  fundamento,  las  excepciones  dilatorias  de  falta  de  per- 
^'sonalidad  en  ella  misma,  por  no  tener  k  representación  eon 
''que  se  le  d6ma¡nd>aba.  — •  Igualmente  opuso  la  perentoria  de 
^'prescripción,  alegando  además  la  falta  de  justificación  de 
^'la  existencia  de  la  obligación  atribuida  al  finado  Riaño  y 
''fijó  como  hechos,  que  no  ejercía  la  patria  potestad  sobre  sus 
"hijos  á  causa  de  haber  contraído  segundas  nupcias,  por  lo 
"que  no  tenia  la  representación  con  que  se  le  había  emplazado: 
"que  la  reclamante  demandaba  con  el  carácter  de  heredera  de 
"D.  Francisco  Gancedo,  y  no  había  acreditado  el  fallecimien- 
"to  de  éste;  que  no  tenía  la  más  ligera  noticia  ó  referencia,  res- 
"pecto  á  que  su  difunto  esposo  D.  Robustiano  Riaño,  conser- 
"vara  en  su  poder  cantidad  alguna  perteneciente  ¿  D.  Francisco 
"Gancedo,  por  lo  que,  consideraba  ese  hecho  como  incierto  has- 
"ta  tanto  que  por  documento  indubitado  de  su  referido  difun- 
"to  esposo,  no  se  justificase  esa  obligación;  que  según  se  ex- 
"  presa  en  la  copia  del  testamento  de  Gancedo,  el  deudor  á 
"quien  se  refiere,  se  nombra  D,  Santiago  Regaño  y  no  Don 
"Robustiano  Riaño  contra  cuya  sucesión  se  dirige  la  demanda; 
"que  por  otra  parte  el  único  título  de  la  deuda  que  se  presen- 
"ta,  es  el  expresado  testamento  de  Gancedo,  en  el  cual  este 
'^solo — ^"declara  que  posee  quinientos  pesos  en  la  bodega  de 
'^D.  Santiago  Regaño" — sin  hacer  ninguna  otra  indicación  por 
"la  cual  se  venga  en  conocimiento  de  la  naturaleza  del  i:on- 
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trato  q0«  se  ^ice  celebrado;  que  el  testameato  de  0ance49 
que  se  presenta  como  base  d^.la  demanda,  aparece  otorgado 
en  doce  de  Mar^  de  npl  ochocientos  setenta  /  dos,  habien- 
do transcurrido  más  de  veinte  y  cinco  años  desde  esa  fecha 
''hasta  aquélla  en  que  fué  demandada  en  concili^ión,  ó  sea 
•*el  treinta  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete. 
*'T  presentó  uma  certificación  del  Presidente  del  Consejo  d^ 
familia  de  los  menores  de  que  se  trata,  de  la  cual  coi^ta  que 
en  diez  y  ocho  de  Maj^o  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro 
en  virtud  de  haber  contraído  segundas  nupcias  la  señora  de- 
"mwda'da,  que  era  viuda  de  D.  Bobustiano  Biaño,  se  consti- 
"tuyó  ante  el  Juez  Municipal  del  Pilar,  el  Consejo  de  familia 
"ile  los  expresados  menores,  sus  hijos,  para  proveerlos  de  tu- 
"tor,  habiendo  sido  nombrado  más  tarde  para  este  cargo,  p. 
'Vosíé  Coll  7  Aym^  y  para  ^  de  Protutor,  D.  José  Gonz^le^ 
"Bey,  los  cual€ss  ^e  hallan  diesempeñado  esos  c£M*gos": 

Quinto.  Resultando:  '^que  en  providencia  de  veinte  y  si^- 
"te  de  Agosto  del  año  pró^mo  pasadp,  dictada  por  el  Juez 
'*  Municipal  en  funciones  del  de  Primera  Instancia^  se  dio  por 
'^x^ontestada  la  demanda,  acordando  a  la  vez  con  re^ervj^  de 
"proveer  lo  4em^  procedente,  que  se  ijistruyese  4  la  parte 
"actora  de  lo  manifestado  ñor  la  de^iand^a  en  el  hecho  ^  la 
"(Contestación  en  que  aleaba  no  tener  la  re]»^reseptaciói;L  de  sos 
"hijos.  Becurrida  esa  providencia  por  I4  Bodsma  demandada  y 
"sustanciado  el  recurso,  se  desest^nó  en  auto  de  doce  de  Sep- 
"tiembre  del  propio  año  y  establecido  el  de  apelación,  se  tuvo 
"por  interpuesto  para  W  tiempo  en  providencia  de  Octubre 
"siguiente": 

Sexto.  Besultando:  "que  en  el  ^qiismo  auto  resolutorio  del 
"recurso  de  reposición,  y  i  solicitud  hecha  por  la  demandan- 
"te  durante  la  sustanciacjión  de  aquél,  se  dispuso  que  se  em- 
"plazase  a  los  menores  hijos  de  Kiaño  por  medio  de  su  tutor 
"D,  José  CoU  y  Aymat,  y  éste,  antes  de  que  se  llevara  a  cabo 
"la  diligencia,  compareció  en  los  autos  y  contestó  la  demanda 
"reproduciendo  el  escrito  de  contestación  presentado  por  la 
"señora  madre  de  dichos  menores;  habiéndosele  admitido  co- 
"mo  parte  y  tenido^e  por  contestada  la  dem^anda  según  solici- 
"taba": 

Séptimo.  Besnltando:  "que  abierto  á  prueba  el  pleito,  la 
"parte  actora  pidió  y  obtuvo  el  término  extraordinario  de  seis 
"meses  para  traer  de  Madrid,  España,  por  medio  de  exhorto, 
"una  copia  fehaciente  del  testamento  de  Gancedo,  del  que,  co- 
"xno  ani;ei3  se  ha  dicho,  sólo  ha>bía  presentado  copia  simple  con 
"la  demanda;  y  que  Ubr^do  y  entregado  á  la  referida  parte, 
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*'en  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  el 
"correspondiente  exhorto,  transcurrieron  los  seis  meses  sin 
**que  lo  devolviera  cumplimentado,  habiendo  pedido  la  colitisran- 
"te,  que  en  esa  virtud  se  le  condene  a  pagarle  la  indemoii&ación 
"que  para  esos  casos  tiene  establecida  la  ley": 

Octavo.  Resultando:  que  practicadas  las  demás  pruebas 
propuestas  por  la  demandante  y  que  le  fueron  admitidas,  sin 
que  los  demandados  propusieran  diligencia  alguna,  el  Juez 
dictó  á  su  tiempo  sentencia,  por  la  cual  estimó  con  lugar  la 
excepción  dilatoria  de  falta  de  personalidad  en  la  demandante 
por  no  haber  acreditado  el  carácter  con  que  reclama,  condenán- 
dola en  las  costas,  como  también,  por  no  haber  ejecutado  la 
prueba  para  la  cual  pidió  y  obtuvo  el  término  extraordinario 
de  seis  meses,  sin  constar  que  hubiese  dejado  de  practicarse 
por  causas  ajenas  á  su  voluntad,  la  condenó  á  pagar  á  los  de- 
mandados una  indemnización  de  mil  doscientas  cincuenta  pe- 
setas: 

Resultando:  que  la  demandante  apeló  de  la  referida  sen- 
tencia y  á  su  vez  la  demandada  Luisa  Rodríguez  repro- 
dujo la  apelación  que  tenía  establecida  contra  el  auto  de  do- 
ce de  Septiembre,  recursos  ambos  que  se  admitieron  libre- 
mente; y  remitidos  en  su  virtud  los  autos  á  la  Audiencia  Je  la 
Habana,  la  demandante  solicitó  en  su  oportunidad  el  recibi- 
miento á  prueba,  al  objeto  de  que  mediante  exhorto  se  trajese 
á  los  autos,  de  acuerdo  con  el  número  segundo  del  artículo 
ochocientos  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil, 
(^opia  autorizada  del  testamento  otorgado  en  Madrid  en  doce  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  por  Francisco  Oaneedo 
Menguez  ante  el  Notario  Isidro  Ortega  Salomón,  fundando 
tal  solicitud  en  haber  la  promovente  enviado  debidamente  cer- 
tificado el  exhorto  expedido  en  la  primera  instancia,  recomen- 
dado á  Francisco  López  Aparicio,  según  lo  acreditaba  con  el 
documento  que  exhibía,  pero  á  pesar  de  los  esfuerzos  hechos 
para  el  cumplimiento  del  exhorto,  no  lo  había  podido  lograr, 
añadiendo  que  las  fechas  estampadas  al  dorso  del  documento 
exhibido  acreditan  haber  la  promovente  gestionado  ante  la 
Administración  de  Correos,  sin  que  hasta  entonces  supiese  si 
López  recibiq  el  certificado,  si  se  ha  diligenciado  ó  si  se  ha  ex- 
traviado, de  lo  cual  resulta  que  por  causa  no  imputable  á  la 
misma  y  dado  el  tiempo  en  que  se  mandó  el  exhorto,  que  fue- 
ron aquéllos  en  que  se  rompieron  los  vínculos  que  unían  á  Cu- 
ba con  España,  no  pudo  practicarse  en  la  primera  instancia  la 
prueba  propuesta;  acompañando,  en  efecto,  la  solicitante  al  es- 
crito que  contiene  dicha  solicitud  un  talón  del  que  aparece  ha- 
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berse  entregado  en  Correos  en  diez  y  seis  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  por  Manuel  Muñoz,  de  O'Reilly 
treinta  y  seis,  con  dirección  á  Francisco  López  y  con  destino 
i  Madrid,  un  pliego  cuyo  contenido  no  se  expresa,  figurando 
al  dorso  del  talón  una  nota  que  dice:  ''Reclamado,  Habana, 
Jim.  19  1899,  Cuba": 

Resultando :  que  la  Sala  declaró  no  haber  lugar  á  lo  pedi- 
do por  la  demandante,  é  interpuesto  por  ésta  recurso  de  súpli- 
ca, que  impugnó  la  demandada  Luisa  Rodríguez  de  Riaño,  fué 
asimismo  denegado  aquefl  recurso : 

Resultando:  que,  continuada  la  sustanciación  del  juicio, 
la  mencionada  Sala  dé  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
dictó,  sentencia  en  veinte  y  uno  de  Junio  del  presente  año,  con- 
firmando, sin  especial  condenación  de  costas,  ambas  resolucio- 
nes apeladas : 

Resultando:  que  la  demandante  propuso  contra  dicha  sen- 
tencia recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  que 
fmidó  en  los  números  tercero  y  quinto  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  por  no 
haber  sido  recibido  á  prueba  el  pleito  en  la  segunda  instancia: 

Resxdtando  que,  admitido  el  recurso  y  personadas  ante  es- 
te Supremo  Tribunal  la  parte  recurrente  y  la  demandada  Lui- 
sa Rodríguez  de  Riaño,  se  ha  sustanciado  debidamente  aquél, 
celebrándose  en  once  del  actual  la  vista  pública,  sin  asisten- 
cia de  ninguna  de  las  partes,  ni  de  sus  defensores. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga  en  susti- 
tución, por  licencia,  del  designado  en  tumo  Magistrado  Eudal- 
do  Tamayo  y  Pavón : 

Co'nsiderando :  que  el  recibimiento  á  prueba  en  la  segunda 
instancia  sólo  puede  otorgarse  en  los  casos  señalados  taxativa- 
mente en  el  artículo  ochocientos  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil: 

Considerando:  que  si  bien  aquel  precepto  en  su  párrafo 
segando  autoriza  la  admisión  de  la  prueba  solicitada  en  prime- 
ra instancia  y  que  no  se  hubiese  practicado  por  causa  no  im- 
putable al  que  la  promovió,  este  requisito  no  concurre  en  la 
solicitud  de  la  promovente  dado  que,  siendo  cierto  que  á  con- 
secuencia del  bloqueo  de  esta  Isla  realizado  por  los  Estados 
Unidos  de  la  América  del  Norte  con  motivo  de  su  guerra 
contra  España  se  interrumpió  el  sistema  de  comunicaciones 
establecido  entre  la  primera  y  la  última,  es  asimismo  cierto  y 
aun  de  pública  notoriedad  que  tal  estado  de  cosas  había  con- 
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cluido  con  la  susptosi^  de  las  hostilidades  mny  anteriormeaU 
al  día  en  que  la  actora  obtuvo  el  término  extraordinario  d^ 
prueba  para  el  cumplimiento  del  exhorto  dirigido  á  Madrid, 
sin  que  por  tanto  quepa  alegar  como  excuaa  del  incumplimieii- 
to  la  circunstaucia  de  haberse  roto  los  vínculos  que  unían  i 
Cuba  con  España,  tanto  menos  cuanto  en  realidad  el  exhorto 
fué  librado  durante  la  soberanía  española,  no  extinguida  le- 
galmente  ni  de  hecho  hasta  tiempo  posterior,  pues  á  pesar  de 
aquella  circunstancia  pudo  la  prueba  ejecutarse,  siquiera  in- 
tentarse formalmente  su  oportuna  ejecución,  lo  cual  no  apa- 
rece se  haya  hecho,  porque,  admitiendo,  en  favor  de  la  parte 
recurrente,  que  el  eomprobante  de  Correos  por  la  misma  pre- 
sentado se  refiera  al  repetido  exhorto,  resulta  de  aquél  que  éste 
fué  detenido  mucho  más  de  tres  meses,  sin  causa  oonocida,  en 
poder  de  la  parte  que  le  obtuvo  y  que  no  se  reclamó  el  eertifl- 
cado,  sin  motivo  también  que  lo  impidiese,  hasta  mucho  des- 
pués de  transcurrido  por  completo  el  término,  como  igualmente, 
según  las  manifestaciones  hechas  má«  tarde  todavía,  al  pedir- 
se en  la  segunda  instancia  el  'recibimienlx)  á  ptru^ba,  que  aun 
^tenaces  ignoraba  la  parte,  sin  que  de  modo  alguno  haya  expli- 
cado su  ignorancia,  si  la  persona  á  quien  encargó  de  diligen- 
ciar el  precitadp  exhorto  lo  había  recibido  ó  no,  todo  lo  cual 
demuestra  morosidad  y  descuido  en  su  gestión,  que,  por  ser 
imputables  sólo  á  la  propia  recurrente,  excluyen  la  posibilidad 
legal  de  considerar  la  prueba  que  propuso  comprendida  en  el 
segundo  caso  del  mencionado  artículo  ochocientos  sesenta  y  uno 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento;  por. cuya  razón  es  evidente  que 
la  negativa  de  la  Audiencia  no  constituye  el  quebrantamiento 
de  forma  que  se  supone  cometido  y  en  tal  virtud  no  ha  lugar 
á  la  casación  solicitada  mediante  este  recurso: 

Considerando:  que  en  observancia  de  lo  proscripto  por  el 
artículo  cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  del  año 
último,  procede  condenar  en  costas  á  la  parte  recurrente: 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  de- 
ducido por  Petronila  Gancedo  contra  la  sentencia  dictada  en 
veinte  y  uno  de  Junio  del  corriente  año  por  la  Sala  de  lo  Ci- 
vil de  la  Audiencia  de  la  Habana,  é  imponemos  las  costas  á 
dicha  parte  recurrente. 

Comuniqúese  al  expresado  Tribunal,  con  certificación  de 
esta  sentencia  y  devolución  del  apuntamiento  y  autos  recibi- 
dos ;  y  publíquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección 
á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  expidiéndose  al  efecto  las 
necesarias  copias. 
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Así  por  eeta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamos. — ^Antonio  (González  de  Mendoza.-:- Rafael  Cruz 
Pérez. — ^Angel  C.  Betancourt. —  Octavio  Oiberga. —  Francisco 
Noval  y  Marti. 


Juana  Costales  t  González,  contra  el  Pbbo.  Justo  BalbIs  y 
González  y,  sucesivamente,  contra  su  Albacea  testamen- 
tarla Y  Administradora  de  bienes,  Emilia  Oliva  y  Flores. 

Auto  níun.  79  (Septiembre  21  de  1900). 

Becurso  de  queja  interpuesto  por  Juana  Costales  contra  el 
auto  dictado  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  8  de  Agosio 
de  1900. 

INCIDENTE  A  JUICIO  EJECUTIVO. 

El  auto  que  nsoelve  mi  IneldMita  solwe  recnsaeidn  de  m 
eoerlbano,  no  tiene  cazáeter  de  resolndón  definitiva,  por  lo 
cnal  7  por  no  darse  recuso  contra  él  fallo  de  la  Audiencia  re- 
solviendo los  incidentes  de  recusación  de  los  auxiliares  de 
los  Tribunales  y  Juzgados,  no  es  admisible  el  de  casación  in- 
terpuesto contra  dlebo  auto. 

Resultando:  que  fonnado  en  pieza  eeparada  incidente  á 
los  antos  ejecutivos  seguidos  en  el  Juzgado  de  Primera  Instan- 
cia del  Distrito  de  Belén,  de  esta  capital,  por  Juana  Costales 
y  González,  contra  el  Pbro.  Justo  Balbás  y  González,  y  por 
fallecimiento  de  éste  contra  su  albacea  testamentaria  y  admi- 
nistradora de  bienes  Emilia  Oliva  y  Flores,  cuyo  incidente 
se  formó  para  tratar  de  la  recusación  del  Ldo.  Juan  I.  Casas, 
eaeribano  de  actuaciones  del  Juzgado  referido,  se  dictó  por 
este,  con  fecha  siete  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  sie- 
te, ante  declarando  no  haber  lugar  á  la  recusación  establecida, 
confirmado  en  treinta  y  uno  de  Mayo  del  siguiente  año  por  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  al  decidir  la 
apelación  interpuesta  contra  aquél : 

Resultando:  que  interpuesto  por  la  ejecutante  recurso  de 
easaciqn  por  quebrantamiento  de  forma  contra  el  referido  auto 
de  treinta  y  uno  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
k  fué  admitido  por  la  Sala,  pero,  no  habiéndose  emplazado  á 
las  partes,  solicitó  aquélla  en  veinte  y  ocho  de  Julio  del  presen- 
te año  que  se  le  notifícase  de  nuevo  la  resolución  recurrida, 
invocando  al  efecto  el  artículo  ciento  ocho  de  la  Orden  núme- 
ro noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  lo  cual 
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se  verificó,  estableciendo  seguidamente  la  propia  ejecutante  re- 
curso de  casación  también  por  quebrantamiento  de  forma,  que 
le  ha  sido  negado  con  fecha  ocho  d^l  siguiente  Agosto  por  no 
tener  dicha  resolución  el  carácter  de  sentencia  definitiva : 

Resultando:  que  la  recurrente  ha  acudido  en  queja  ante 
este  Supremo  Tribunal,  celebrándose  en  el  día  de  ayer  la  co- 
rrespondiente vista  pública,  con  asistencia  del  representante 
del  Ministerio  Fiscal,  que  impugnó  el  recurso,  y  sin  la  del  Le- 
trado defensor  de  la  parte  recurrente : 

Considerando:  que,  por  limitarse  el  auto  contra  el  cual  se 
recurre  en  casación  á  resolver  el  incidente  promovido  sobre  re- 
cusación de  un  Escribano,  carece  del  concepto  de  sentencia 
definitiva,  conforme  al  artículo  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  en  cuya  virtud  y  según  lo 
preceptuado  por  el  mil  seiscientos  ochenta  y  siete  de  la  propia 
ley,  no  es  susceptible  del  recurso  interpuesto,  como  por  otra 
parte,  lo  estatuye  aquella  claramente  al  prevenir  en  el  artículo 
doscientos  cuarenta  que  no  se  da  ulterior  recurso  contra  el  fa- 
llo por  el  cual  alguna  Audiencia  decide  los  incidentes  de  recu- 
sación de  los  auxiliares  de  Tribunales  y  Juzgados : 

Considerando:  que,  por  consiguiente,  es  inadmisible  el  ex- 
presado recurso  de  casación  y  debió  denegarse  por  la  Sala  de 
ia  Audiencia,  que,  al  rechazarlo,  ha  cumplido  lo  diapuesto  por 
el  artículo  onceno  en  relación  con  el  número  primero  del  sépti- 
mo de  la  Orden  número  noventa  y  dos  del  año  próximo  pasado : 

Considerando :  que  de  lo  expuesto  se  deduce  la  improceden- 
cia del  recurso  de  queja  formulado,  el  cual  debe  declararse  sin 
lugar,  con  imposición  de  costas  á  la  parte  recurrente,  según  lo 
que  prescribe  el  artículo  veinte  y  cinco  de  la  Orden  número  no- 
venta y  dos  antecitada  : 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  deducido  por 
Juana  Costales  y  Gk)nzález  contra  el  auto  que  dictó  la  Sala  de 
lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  ocho  de  Agosto  del 
corriente  año,  denegatorio  del  recurso  de  casación  antea  pro- 
puesto por  la  misma  parte,  á  quien  se  condena  en  costas. 

Comuniqúese  esta  resolución,  para  lo  que  proceda,  al  men- 
cionado Tribunal,  á  cuyo  efecto,  y  para  su  publicación  en  la 
Oaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secreta- 
ría de  Justicia,  expídanse  las  copias  necesarias. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del  margen,  de  que 
certifico  como  Secretario  por  delegación. — ^Antonio  González  de 
Mendoza. — Rafael  Cruz  Pérez. — José  M.  García  Montes. — Án- 
gel C.  Betancourt. —  Octavio  Giberga. —  Ante  mí,  Armando 
Riva. 
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El  Patrono  de  la  Obrapía  de  Martín  Calvo  de  la  Puerta, 
OONTRA  Manuel  Saavedra  Campo. 

Sentencia  núm.  24  (Septiembre  24  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  el  Patrono  de  la 
referida  Obrapia  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audien^ 
da  de  la  Habana  en  11  de  Mayo  de  1900. 

NT7LIDAD  DE  CANCELACIÓN  DE  CENSO. 

Cuando  en  la  clánsnla  de  la  escrltnra  de  fundación  de 
nn  censo,  correspondiente  &  una  obrapia,  se  impone  á  los 
censatarios  la  obligación  de  avisar  al  patrono  de  la  obrapia 
con  cuatro  meses  de  anticipación,  sn  propósito  de  redimir  el 
censo,  se  cumple  con  esa  clánsnla,  dando  el  referido  aviso  con 
la  anticipación  mencionada,  y  vencido  el  término  y  otorgada 
por  el  patrono  la  correspondiente  escrltnra  de  recibo  y  can- 
celación del  censo,  cesa  toda  relación  con  la  obrapia,  del  que 
basta  entonces  habla  sido  censatario,  y  por  consiguiente  tras- 
mite la  finca  &  los  sncesivos  poseedores,  libre  de  esa  carga. 
La  obligación  impuesta  en  este  caso  á  los  censatarios,  ni  por 
la  redacción  de  la  cláusula  de  la  escritura,  ni  por  otros  con- 
ceptos, cabe  bacerla  extensiva  á  que  cuiden  de  que  el  capital 
que  entregan  sea  impuesto  inmediatamente  á  censo;  pues 
esas  facultades  ó  deberes,  incumben  solamente  al  patrono  6 
á  las  personas  llamadas  á  velar  por  él  cumplimiento  de  la 
voluntad  del  fundador. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  cuatro  de  Septiem- 
bre de  mil  novecientas,  visto  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  procedente  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  juicio 
declarativo  de  mayor  cuantía  sobre  nulidad  de  una  cancelación, 
promovido  en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Belén  de 
esta  capital  por  el  patrono  de  la  Obrapía  de  Martín  Calvo  de 
la  Puerta,  domiciliada  en  esta  ciudad  contra  Manuel  Saavedra 
Campo,  propietario  y  vecino  también  de  esta  ciudad,  y  Miguel 
de  la  Puente  Azopardo,  cuyo  domicilio  y  profesión  no  constan, 
declarado  en  rebeldía,  situación  en  que  se  mantuvo  durante  am- 
bas instancias: 

Resultando  i  que  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  su  senten- 
cia recurrida  de  once  de  Mayo  último,  aceptó  los  Resultandos 
de  la  de  Primera  Instancia  entre  los  cuales  se  encuentran  los 
cinco  que  á  continuación  se  transcriben : 

Resíiltando:  que  el  Procurador  D.  Abraham  Barreal  á 
nombre  y  en  representación  del  Sr.  Marqués  de  O'Reilly  como 
representante  de  la  Obrapía  mandada  fundar  por  D.  Martín 
Calvo  de  la  Puerta  estableció  la  presente  demanda  declarati- 
va de  mayor  cuantía  solicitando  la  nulidad  de  la  cancelación 
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de  un  censo  de  cnatro  mil  pesos,  fnndcusional  de  dicha  instita- 
ción  piadosa,  y  consiguientemente  la  restitución  de  loe  cánones 
dejados  de  satisfacer,  fundándola  en  los  siguientes  fundamen- 
tos de  hechos :  que  la  Obrapia  mandada  fundar  por  D.  Martín 
Calvo  de  la  Puerta  y  Arrieta,  constituye  una  institución  de  be- 
neficencia cuyo  fin  exclusivo  es  favorecer  anualmente  oon  mil 
pesos  de  dote  á  determinado  número  de  huérfanas  poibres  te- 
niendo como  dotación  originaria  ciento  cinco  mil  pesos  en  cen- 
sos para  que  sus  productos  del  cinco  por  ciento  se  inviertan  ne- 
cesariamente en  satisfacer  los  referidos  dotes.  Cláusulas  pri- 
mera y  segunda  de  la  escritura  de  veinte  y  cuatro  de  Diciem- 
bre de  mil  seiscientos  setenta,  otorgada  ante  D.  Cristóbal  Nú- 
fiez  de  Cabrera  por  D.  Nicolás  Castellón  como  testamentario 
de  D.  Martín  Calvo  de  la  Puerta.  Que  todo  ese  caudal  de  cen- 
sos anexo  á  la  Obrapia  corresponde  exclusivamente  á  los  huér- 
fanos favorecidos  por  expresa  declaratoria  de  la  fundación,  sin 
qué  de  ésta  resulte  bajo  ningún  concepto  que  nadie  más  tenga 
bajo  forma  alguna,  el  menor  derecho  sobre  dichos  censos  ni  so- 
bre sus  productos;  que  esa  Obrapia  está  constituida  con  el  ca- 
rácter de  permanente  y  para  que  en  la  sucesión  de  los  tiem- 
pos pudiese  ser  cumplido  el  fin  benéfico,  la  fundación  hace, 
bajo  cierto  orden,  designación,  sucesión  de  patronos  confirién- 
dole las  facultades  precisamente  necesarias  á  ese  exclusivo  in- 
tento piadoso,  ó  sea  la  recaudación  del  producto  de  los  censos 
y  su  periódica  aplicación  á  los  dotes  de  dichas  huérfanas,  cláu- 
sulas quince,  diez  y  siete  y  diez  y  ocho  de  la  misma  escritum 
de  mil  seiscientos  setenta;  que  subordinadas  las  facultades  del 
patrono  al  exclusivo  cumplimiento  del  fin  benéfico,  manda  la 
fundación  que  responda  con  su  caudal  propio,  cuando  por  sa 
falta  sufriese  alguna  quiebra  la  Obrapia,  con  cuya  condicián 
expresa  habrá  de  entrar  en  sus  funciones  y  se  le  prohibe  termi- 
nantemente retener  en  su  poder  los  fondos  de  la  institución,  á 
tal  punto,  que  dentro  del  brevísimo  plazo  de  ocho  días  habrá  de 
susegurarles  su  dote  á  las  huérfanas  favorecidas,  habiendo  él 
fundador  relevado  de  fianza  á  los  Patronos,  sobre  la  base  ter- 
minante de  que  no  ha  de  tener  nunca  en  su  poder  el  caudal 
benéfico.  Cláusula  diez  y  ocho  de  la  escritura  referida  de  mil 
seiscientos  setenta  y  escritura  de  reforma  de  la  Obrapia  otor- 
gada por  el  mismo  D.  Nicolás  Castellón  ante  D.  Juan  de  Uri- 
be  y  Oseta  en  diez  y  seis  de  Noviembre  de  mil  seiscientos  ochen- 
ta y  cuatro.  Que  previendo  el  fundador  la  posibilidad  de 
que  algún  censatario  de  la  Obrapia  quisiera  librar  su  finca  del 
censo  benéfico  y  cuidando  que  para  ese  caso  se  mantuviese  siem- 
pre integra  y  ganando  intereses  sin  ninguna  interrupción  todo 
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<ti  primitiva  dotación  fundacional,  mandó  que  cuando  se  haya 
dé  i^dimir  algunas  cantidadeis,  el  oenaatario  habida  de  avisarlo 
ál  Patrono  con  cuatro  meses  de  anticipación  y  para  la  otra 
imposición  se  han  de  imponer  cédulas  en  partes  públicas,  á  fin 
dé  que  concurran  las  personas  que  lo  desearen  y  el  Patrono 
elija  y  escoja  lA  que  le  pareciere  más  saneada,  la  cual  vuelva 
i  recibir  lo  que  así  se  Tedimiere,  para  que  no  haya  interrup- 
ción sino  que  continúe  el  año  ó  años  sin  pérdida  de  tiempo, 
Jorque  si  ésta  sucediere,   resultaría   en   perjuicio  de  los  dotes 
á  lo  que  no  se  ha  de  dar  lugar,  previniéndose  que  tal  condición 
*  ha  de  cumplir  precisa  y  puntualmente.  Cláusula  veinte  de 
h  citada  escritura  de  mil  seiscientos  setenta.  Que  hecha  excep- 
ridn  de  ese  precepto  á  que  se  contrae  el  hecho  precedente,  so- 
bte  hacer  sin  interrupción  ó  sea  simultáneamente,  la  imposición 
de  todo  censo  cuyo  capital  necesitase   recibir  el   Patrono  y 
aparte  de  la  citada  cláusula  veinte  en  que  se  contiene  ese  par- 
ffetilar,  ninguna  otra  de  la  fundación  trata  para  nada  de  la 
cancelación  de  los  censos  de  la  Obrapía  ni  confiere  al  Patrono 
én  tal  sentido  facultad  de  ningún  género  explícita  ni  implí- 
cita. Que  sobre  el  potrero  **Coca*'  antes  ingenio  Nuestra  Se- 
ñora del  Carmen,  compuesto  de  ocho  caballerías  de  tierra  obl- 
eado en  el  término  municipal  del  Cano,  judicial  hoy  de  Ma- 
tianáo,  estaba  constituido  un  censo  de  cuatro  mil  pesos  á  favor 
de  la  Obrapía  fundada  por  D.  Martín  Calvo  de  la  Puerta  y 
Arrieta.  Que  ese  censo  ha  sido  cancelado  por  escritura  pública 
fecha  veinte  y  seis  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve 
tote  el  Notario  D.  Pedro  Rodríguez  Pérez,  otorgada  por  la 
Sra.  Doña  Dolores  Azopardo  y  Bela  como  propietaria  de  dicho 
potrero  y  por  D.  Pedro  de  Cárdenas  y  Barranco  como  Patrono 
de  la  citada  Obrapía  sin  reconstituirlo  en  el  mismo  acto.  Que 
el  censo  cancelado  fué  desde  luego  baja  en  la  dotación  benéfica 
de  la  Obrapía  cesando  de  producir  para  el  fin  piadoso  funda- 
cional, su  correspondiente  interés  y  no  fué  reconstituido  ni  en 
d  mismo  acto  de  su  cancelación  según  debía  hacerse  en  cum- 
J)limiento  de  la  voluntad  del  fundador,  ni  tampoco  en  ningún 
otro  tiempo.     Que  en  forma  idéntica  á  la  del  censo  de  Doña 
Dolores  Azopardo  ó  sea  simple  cancelación  sin  reimposición  si- 
ifiültánea  ni  sucesiva,  se  ha  contrariado  la  voluntad  fundacio- 
nal haciendo  repetidas  cancelaciones  de  los  censos  benéficos  de 
esta  Obrapía  hasta  el  extremo  de  haber  cancelado  sobre  setenta 
mil  pesos  de  los  ciento  cinco  mil  de  los  censos  originarios,  en  lo 
cual  se  ha  venido  á  ser  materialmente  imposible  cumplir  la  ge- 
nerosa voluntad  del  noble  fundador.     Que  en  dicha  escritura 
D.  Pedro  de  Cárdenas  dice  según  la  cláusula  cuarta  que  el  de- 
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recho  real  de  censo  de  cuya  cancelacioa  se  trata,  le  pertenece 
como  actual  patrono  de  la  citada  Obrapia.  Que  para  esa  can- 
celación no  se  obtuvo  autorización  alguna  del  Gobierno  sino 
del  Juez  ordinario.    Que  Doña  Dolores  Azopajdo  y  Vela  ha  fa- 
llecido y  constituyen  su  sucesión  su  hijo  D.  Miguel  de  la  Puen- 
te y  Azopardo  y  sus  nietos  Doña  Dolores,  Doña  Carmen,  Doña 
Margarita,  Doña  Matilde,  D.  Juan,  D.  Eduardo  y  D.  Francisco 
Márquez  y  de  la  Puente.  Que  el  juicio  mortuorio  de  Doña  Do- 
lores Azopardo  cursa  en  la  Escribanía  de  D.  Eligió  Bonachea 
adscrita  al  Juzgado  do  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Belén. 
Y  como  fundamentos  de  derecho  los  que  tuvo  por  conveniente 
consignar  acompañando  testimonio  dé  poder,  copia  simple  del 
testamento  otorgado  por  D.  Nicolás  Castellón  ante  el  Notario 
D.  Cristóbal  Núñez  de  Cabrera  en  veinte  y  cuatro  de  Septiem- 
bre de  mil  seiscientos  setenta,  fojas  primera,  la  carta  de  pago 
de  fojaa  seis  su  fecha  veinte  y  seis  de  Abril  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  nueve,  también  en  copia  simple;  que  por  el  pri» 
mer  otrosí  de  dicho  escrito  se  interesó  la  anotación  de  dicha  de- 
manda en  el  Registro  de  la  Propiedad;  por  el  segundo  intere- 
só, los  beneficios  que  le  concedía  el  artículo  sexto  del  Real  De- 
creto de  veinte  y  siete  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y 
cinco,  para  que  se  le  concediera  el  beneficio  de  litigar  como  po- 
bre; por  el  tercero  dio  por  acompañadas  las  copias  simples  del 
testamento  y  demás,  por  el  cuarto  y  quinto  fijó  la  calidad  de 
la  finca  **Coca"  á  los  efectos  de  la  anotación  preventiva  intere- 
sada; por  el  sexto  hizo  constar  que  no  acompañaba  la  certifi- 
cación del  acto  de  conciliación  por  hallarse  éste  exceptuado  de 
ella;  por  el  séptimo  interesó  que  se  librara  mandamiento  com- 
pulsorio al  Notario  D.  Emilio  Villageliú  interesando  el  testi- 
monio de  poder  que  le  fué  conferido,  y  por  el  octavo  hizo  cons- 
tar que  habiendo  adquirido  la  finca  objeto  de  la  demanda  Don 
Manuel  Saavedra  por  venta  que  le  hizo  D.  Miguel  de  la  Puente 
quien  la  adquirió  de  Doña  Dolores  Azopardo  debía  conferírse- 
les traslado  de  ella  á  los  referidos  Saavedra  y  de  la  Puente  y 
no  á  los  herederos  de  Doña  Dolores  Azopardo  como  tenia  inte- 
resado en  lo  principal;  que  por  providencia  de  fojas  cuarenta 
y  dos  vuelta  se  mandó  librar  el  compulsorio  interesado  al  Nota- 
rio D.  Emilio  Villageliú,  el  que  se  libró  y  entregó,  al  Procura- 
dor Barreal: 

Resultando:  que  por  el  escrito  de  fojas  noventa  y  cinco 
el  Procurador  D.  Alfredo  Martínez  Aparicio  á  nombre  y  con 
poder  de  D.  Manuel  Saavedra  y  Campos,  contestando  á  la  de- 
manda funda  los  siguientes  fundamentos  de  hecho:  Que  Doña 
Dolores  Azopardo  y  Vela  viuda  de  la  Puente,  era  dueña  en 
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absoluto  dominio  de  la  finca  rústica  nombrada  y  conocida  por 
*'Coca"  antes  ingenio  ''Nuestra  Señora  del  Carmen"  ubicada 
en  el  término  Municipal  del  Cano,  partido  judicial  de  Maria- 
nao,  provincia  de  la  Habana.  Que  dicha  finca  la  adquirió  la 
Sra.  Azopardo  por  compra  á  Doña  Isabel  y  Doña  María  Luisa 
Montalvo  por  escritura  fecha  trece  de  Febrero  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  dos  otorgada  ante  el  Notario  de  esta  Capital 
D.  José  Miguel  Ñuño  cuya  escritura  fué  inscrita  en  el  Begis- 
tro  de  la  Propiedad  de  Bejucal  previo  el  pago  de  los  derechos 
fiscales  correspondientes.  Que  sobre  la  finca  expresada  gravita- 
ba  entre  otros  un  capital  acensuado  de  cuatro  mil  pesos  a  fa- 
vor de  la  Obrapía  de  D.  Martín  Calvo  de  la  Puerta.  Que  por  escri- 
tura pública  de  veinte  y  seis  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve  ante  el  Notario  que  fué  de  esta  capital  D.  Pedro  Rodríguez 
Pérez,  la  Sra.  Azopardo  redimió  el  expresado  censo,  entregando  el 
capital  íntegro  de  cuatro  mil  pesos  en  oro  del  cuño  español  al  señor 
D.  Pedro  de  Cárdenas  y  Barranco,  que  aquella  fecha  era  el  pa- 
trono administrador,  y  por  ende  representante  legal  de  la  men- 
cionada  Obrapía  y  en  virtud  de  este  pago  se  tuvo  por  cancela- 
do dicho  censo  y  redimido  en  todas  su  partes,  declarándose  por 
dicho  Patrono,  que  hasta  aquel  día  estaban  satisfechas  las  pen- 
sioDes  vencidas  del  censo  redimido  y  comprometiéndose  el  ya 
citado  Patrono  á  asegurar  convenientemente  el  capital  que  reci- 
bió, teniendo  en  cuenta  lo  dispuesto  en  la  cláusula  veinte  de  la 
escritura  de  fundación.  Que  la  cláusula  veinte  de  la  escritura 
de  fundación  de  la  Obrapía  dice  así:  ítem  cuando  suceda  que 
88  haya  de  redimir  algunas  cantidades  los  censatarios  han  de 
tener  la  obligación  de  hacerlo  saber  á  dicho  Patrono  judicial- 
maite  cuatro  meses  antes  y  para  la  otra  imposición  que  se  re- 
dimiera se  han  de  poner  cédulas  en  partes  públicas  haciendo 
en  ellas  saber  la  cantidad  que  se  ha  de  imponer  para  que  con- 
earran  las  personas  que  lo  quisieren  y  el  Patrono  elija  y  escoja 
el  que  le  pareciese  más  saneado  que  se  haya  de  otorgar  la  dicha 
redención  para  que  en  ellos  busque  personas  que  vuelvan  á  reci- 
bir lo  que  así  se  redimiere  para  que  no  haya  interrupción  sino 
que  se  continúe  el  año  ó,  años  sin  pérdida  de  tiempo  porque  si 
esto  sucediera  resultarán  perjuicios  de  los  dotes  que  no  se  ha 
de  dar  lugar  y   así  se  previene   que   esta   condición  se   ha  de 
cumplir  precisa  y  puntualmente.     Que  dicha  escritura  de  re- 
dención y  cancelación  de  veinte  y  seis  de  Abril  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  nueve,  se  otorgó  á  consecuencia  de  expediente  ju- 
dicial que  con  tal  objeto  promovió  la  Sra.  Azopardo  en  veinte 
y  dos  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  ante  el 
actuario  D.  Eligió  Bonachea  adscrito  al  Juzgado  de  Primera 
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Instancia  de  Belén  de  esta  capital,  cuyo  expediemte  se  sustan- 
ció y  resolvió  con  audiencia  del  Patrono  de  la  Obrapía,  habien- 
do dictado  en  dicho  expediente  auto  con  fecha  veinte  y  dos  de 
Abril  del  citado  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  por 
el  cual  dispuso  el  Juzgado  que  habiéndose  llenado  los  requisi- 
tos exigidos  en  la  cláusula  veinte  de  la  escritura  de  fundación, 
cuya  cláusula  aparecía  certificada  en  dicho  expediente,  se  proce- 
diere á  la  cancelación  del  censo  consabido,  otor^áadose  la  corres- 
pondiente escritura  y  que  la  cantidad  de  cuatro  mil  pesos  valor  del 
censo,  quedase  en  poder  del  Patrono  para  que  la  impusiera  con- 
forme á  la  ley  de  fundación,  haciendo  constar  el  Juzgado  que 
en  veinte  y  dos  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho, 
promovió  la  Sra.  Azopardo  el  expediente  solicitando  que  se  re- 
quiriera á  D.  Pedro  de  Cárdenas  y  Barranco,  Patrono  de  la 
Obrapla  de  D.  Martki  C«lvo  de  la  Puerta  á  fin  de  que  proce- 
diera á  la  cancelación  ó  gravamen  de  cuatro  mil  pesos,  consti- 
tuido sobre  la  finca  **Coca";  que  se  requirió  al  expresado  Cár- 
denas y  Barranco,  quien  manifestó  hallarse  conforme  con  la 
cancelación  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  la  cláusula  vi- 
gésima de  la  escritura  de  fundación;  que  se  fijaron  cedulones 
en  los  sitios  públicos  para  que  se  presentaran  personas   que 
quisieran  recibir  la  cantidad  de  que  se  trataba,  y  que  el  Patro- 
no expuso  que  ninguna  solicitud  se  le  produjo  en  ese  senti- 
do, habiéndose  cumplido  las  prescripciones  de  la  ley  ^i   este 
asunto.   Todos   estos  hechos   aparecen  plenamente   justificados 
en  la  certificación  que  con  este  escrito  acompaño  y  cuya  certi- 
ficación marco  con  el  número  dos;  que  la  finca  **Coca"  mencio- 
nada, fué  vendida  por  la  3ra.  Azopardo  á  D.  Miguel  de  la 
Puente  libre  de  dicho  censo  de  cuatro  mil  pesos  según  aparece 
de  la  escritura  pública  otorgada  en  diez  y  seis  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  uno  ante  el  Notario  D.  José  Miguel 
Ñuño,  cuya  escritura,  por  no  tenerla  en  mi  poder,  protesto  pre- 
sentarla ó,  traerla  en  el  término  de  prueba  con  la  debida  cita- 
ción contraria.  Que  por  escritura  pública  fecha  veinte  de  Ene- 
ro de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  otorgada  ante  el  Nota- 
rio D.  Joaquín  Lancís  y  Alfonso,  D.  Miguel  de  la  Puente  ven- 
dió la  finca  **Coca"  ya  indicada  á  su  cliente  D.  Manuel  Saa- 
vedra  y  Campo,  exenta  y  liberada  igualmente  de  tal  gravamen, 
cuya  escritura  acompaña  en  copia  simple,  por  no  tener  en  su 
poder  otra  fehaciente,  protestando  traerla  en  testimonio  en  el 
término  probatorio  y  la  cual  marcó  con  el  número  tres.  Que 
desde  el  otorgamiento  de  la  escrituira  de  cancelación  de  veinte 
y  seis  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  hasta  el  día 
de  la  interposición  de  la  demanda  de  nulidad  que  contesto,  han 
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tranacurrido  más  de  siete  años.  Y  como  fundamentos  de  derecho, 
los  que  tuvo  por  conveniente,  acompañando  el  testimonio  de  po- 
der fojas  setenta  y  siete ;  la  certificación  expedida  por  el  actua- 
rio fecha  diez  de  Mayo  del  corriente  año,  fojas  ochenta;  copia 
simple  de  la  escritura  de  compra  venta  otorgada  por  D.  Mi- 
guel de  la  Puente  y  Azopardo  a  favor  de  D.  Manuel  Saavedra 
y  Campo  sobre  la  venta  del  potrero  Nuestra  Señora  del  Car- 
men (a)  **Coca"  ante  el  Notario  D.  Joaquín  Lancís  y  Alfon- 
so, en  veinte  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro, 
ooncluyendo  por  pedir  se  le  tuviera  por  parte  y  por  acompaña- 
dos los  documentos  marcados  con  los  números  dos  y  tres,  por 
contestada  la  demanda,  por  alegada  la  excepción  de  pago,  pres- 
cripción y  falta  de  acción  en  el  demandante  y  en  definitiva  de- 
clarar sin  lugar  dicha  demanda,  absolviendo  de  ella  á  su  repre- 
sentado, condenando  al  actor  á  perpetuo  silencio  y  al  pago  de 
todas  las  costas;  y  por  otrosi  de  dicho  escrito  acompañó  copia  de 
dicho  escrito  y  de  los  documentos  á  ella  acompañados.  Que  por 
providraicia  que  le  recayó  a  fojas  ciento  diez  y  siete  vuelta  se 
tuvo  por  parte  al  Procurador  D.  Alfredo  Martínez  Aparicio  á 
nom>bre  de  D.  Manuel  Saavedra  y  Campo  y  por  cesado  D.  Juan 
Martí  haciéndose  saber  y  por  contestada  la  demanda  de  que  se 
dio  traslado  al  actor  para  réplica  por  término  de  diez  días  en- 
tregándosele las  copias  acompañadlas: 

Resultando;  que  por  el  escrito  de  fojas  veinte  y  dos  el 
Procurador  D.  'Manue^l  López  Vizoso  á  nombre  del  representan- 
te de  la  Obrapía  evacuó  el  trámite  de  (réplica,  consignando  co- 
mo fundamentos  de  hechos  que  no  se  niegan  en  el  escrito  de 
contestación  á  la  demanda  el  primer  hecho  de  esta,  ó  sea,  de 
que  la  Obrapía  que  mandó  fundar  D.  Martín  Calvo  de  la 
Puerta  constituye  una  institución  de  beneficencia  con  el  ex- 
clusivo fin  de  dotar  anualmente  á  determinado  número  de  huér- 
fanas pobres,  teniendo  como  dotación  originaria  un  capital  im- 
puesto a  censo  al  cinco  por  ciento  anual  cuyos  productos  han 
de  invertirse  en  satisfacer  los  dotes  de  las  doncellas  favorecidas 
por  la  suerte  en  cada  año.  Cláusulas  primera  y  segunda  de  la 
escritura  de  veinte  y  cuatro  de  Diciembre  de  mil  seiscientos 
setenta  otorgada  ante  D.  Cristqbal  Núñez  de  Cabrera,  por  Don 
Nicolás  Castellón  como  testamentario  de  D.  Martín  Calvo  de 
la  Puerta;  que  de  este  hecho  que  ha  quedado  subsistente  se 
deduce  el  segundo  que  tampoco  ha  sido  impugnado,  en  el  cual 
se  consigna  que  todo  el  caudal  coro-esponde  exclusivamente  á 
los  hné^anos  favorecidos  por  terminante  declaratoria  de  la 
fondación  sin  que  de  ésta  aparezca  bajo  ningún  concepto  que 
nadie  más  tenga  bajo  forma  alguna  derechos  sobre  dichos  cen- 
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SOS  ni  sobre  sus  productos.  Que  tampoco  han  sido  impugnados  en 
el  escrito  de  contestación  los  hechos  tercero  y  cuarto  de  la  deman- 
da que  se  refieren  á  las  facultades  del  Patrono  como  se  consiprna 
en  el  hecho  cuarto  de  la  demanda.  Que  insiste  en  el  hecho 
quinto  de  la  misma  demanda  que  tampoco  ha  sido  negado  por 
el  demandado  Saavedra.  Que  es  el  caso  que  la  autorización 
judicial  que  es  el  fundamento  que  invoca  el  demandado  pa- 
ra sostener  la  validez  de  la  cancelación  no  era  bastante  á  ese 
objeto.  Que  acepta  los  hechos  de  la  contestación  en  tanto  que 
no  se  opongan  á  los  de  la  demanda  y  como  fundamentos  de  de- 
recho reproduce  todos  los  consignados  en  la  demanda,  conclu- 
yendo por  pedir  se  le  diera  por  evacuado  el  trámite  y  en  defi- 
nitiva se  declare  con  lugar  la  demanda  en  los  términos  solicita- 
dos en  la  misma.  Por  el  primer  otrosí  de  dicho  escrito  solici- 
tó se  abriera  á  prueba  el  juicio  y  por  el  segundo  acompañó 
copia  de  aquél,  proveyéndose  á  fojas  ciento  treinta  y  tres 
vuelta,  dándose  por  evacuado  el  trámite  de  réplica,  confirién- 
doles traslado  en  duplica  á  los  demandados,  y  entregándoles  la 
copia  simple  que  se  da  por  acompañada  por  el  segundo  otrosí; 
y  al  primero  en  su  oportunidad  se  proveería  lo  que  corres- 
ponda : 

Resídtando :  que  por  el  escrito  de  fojas  ciento  treinta  y 
cinco  el  Procurador  D.  Alfredo  Martínez  Aparicio,  á  nombre 
de  D.  Manuel  Saavedra  evacuó  el  trámite  de  duplica,  fundan- 
do como  hechos:  que  mantenía  los  que  había  numerado  en  su 
escrito  de  contestaciqn,  dándolo  por  reproducido  en  dicho  es- 
crito. Que  niega  los  hechos  de  la  demanda  y  réplica  los  cuales 
no  estén  conformes  con  los  de  su  escrito  de  contestación  y  el 
presente  y  de  derechos.  Que  mantenía  y  reproducía  en  todas 
sus  partes  todos  los  de  su  escrito  de  contestación,  concluyendo 
por  pedir  se  tuviera  por  evacuado  en  tiempo  y  forma  el  tra- 
mite de  duplica  y  en  definitiva  dictar  la  correspondiente  sen- 
tencia en  los  términos  que  tenía  solicitado  en  su  anterior  es- 
crito de  contestación  á  la  demanda.  Por  el  primer  otrosí  de  di- 
cho escrito  que  se  oponía  á  que  el  presente  pleito  se  abra  á 
prueba,  en  atención  á  que  convenía  con  el  actor  en  las  mani- 
festaciones hechas  en  el  escrito  de  réplica,  aceptando  todos  los 
hechos  de  su  escrito  de  contestación  y  manifestando  categóri- 
camente que  la  cuestión  en  este  pleito  quedaba  reducida  á  una 
cuetstión  pu-ramente  de  derecho  señalando  día  y  hora  para  la 
vista  sobre  recibimiento  á  prueba,  y  por  el  segundo  otrosí  acom- 
pañó copia  simple  de  dicho  escrito.  A  fojas  ciento  cincuen- 
ta vuelto  se  le  dio  por  evacuado  el  trámite  de  duplica  entre- 
gándose la  copia  simple  al  demandante  y  luego  que  transen- 
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mera  el  término  respecto  ai  demandado  que  se  encontraba  de- 
clarado en  rebeldía  D.  Miguel  de  la  Puente,  se  diera  cuenta  pa- 
ra proveer  lo  que  correspondiera : 

Resultando:  que  por  el  auto  de  fojas  ciento  cincuenta  y 
cinco  vuelto  se  dispuso  denegar  por  innecesario  el  recibimiento 
á  prueba  de  este  juicio  solicitado  por  el  Procurador  D.  Manuel 
López  Vizoso,  por  el  primer  otrosí  de  su  escrito  de  réplica  de 
fojas  ciento  veinte  y  dos : 

Resultando:  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  por 
8u  sentencia  antes  referida  conñrmó  con  las  costas  á  cargo  del 
apelante  la  dictada  en  tres  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa 
7  nueve  por  el  Juzgado,  en  la  cual  se  declaraba  sin  lugar  la  de- 
manda y  absolvía  á  los  demandados  condenando  en  las  costas 
al  actor: 

Res^ultando:  que  contra  la  dicha  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia interpuso  el  demandante  recuirso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  fundado  en  el  inciso  primero  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  de  Enjuiciamiento  Civil  y  citó  como  ley 
infringida  La  cláusula  vigésima,  de  la  escritura  f unda<;ional  de  1a 
inrti'tución,  qu-e  es  la  ley  suprema  por  ser  la  voluntad  del  fundar 
dor,  pues  éste  autorizaba  la  redención  de  capitales  acensuados  en 
mm  forma  taJ,  que  conjuntamente  con  la  redención  se  hiciera 
la  imposición  del  capital  redimido,  de  consiguiente  la  señora 
Azopardo  debía  haber  tenido  muy  en  cuenta  que  no  bastaba  la 
formación  del  expediente  al  efecto  instruido,  ni  su  indicación 
con  cuatro  meses  de  antelación  para  la  redención,  sino  que  era 
necesario,  para  que  ésta  fuera  perfecta,  que  el  Patrono  Don 
Pedro  de  Cárdenas  y  Barranco,  contase,  á  virtud  de  los  cedulones 
al  efecto  librados,  con  una  persona  que  impusiera  el  numerario 
que  en  ese  momento  de  ella  recibía: 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustanciado  en 
este  Tribunal  Supremo  celebrándose  la  vista  pública  el  día 
veinte  del  actual  con  asistencia  sólo  del  Letrado  de  Manuel 
Saavedra,  parte  no  recurrente,  quien  impugnó  el  recurso. 

Siendo  Ponente  efl  Magistrado  Ángel  C.  Betancourt : 

Considerando:  que  la  cláusula  vigésima  de  la  escritura  de 
f cmdación,  según  resolta  de  los  hechos  fijados  por  las  partes  en 
este  juicio,  imponía  á  los  censatarios  la  obligación  de  avisar  al 
Patrono  de  la  Obrapía  con  cuatro  meses  de  anticipación  su 
propósito  de  redimir  el  censo,  obligación  que  no  se  entiende  ni 
se  puede  entender  en  los  términos  pretendidos  por  el  recurren- 
te,  pues  ni  lo  autoriza  la  redacción  de  dicha  cláusula  ni  cabe 
atribuir  á  los  censatarios,  facultades  ó  deberes  que  incumben 
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solamente  al  Patrono  ó  á  las  personas  llamadas  á  velar  por  el 
eumplimiento  áe  la  vK)¡luaitad  del  fundador : 

Considerando:  Que  Dolores  Azopardo  cumplió  con  el  de- 
ber de  dar  el  aviso  judicial  con  la  oportuna  anticipación,  y 
vencido  el  término,  por  orden  del  Juez  exhibió  el  capital  del 
censo  habiéndose  otorgado  por  el  Patrono  la  correspondiente 
escritura  de  recibo  y  cancelación  por  lo  cual  cesaba  por  su  par- 
te toda  relación  con  la  Obrapía  de  la  que,  hasta  entonces,  ha- 
bía sido  censataria  y  por  consiguiente,  trasmitió,  la  finca  á  los 
sucesivos  poseedores  libres  de  esa  carga,  por  cuyas  razones  al 
declarar  la  Audiencia  sin  lugar  la  demanda  de  nulidad  esta- 
blecida no  ha  cometido  la  infracción  que  se  le  atribuye  en  el 
motivo  que  sirve  de  fundam^ito  al  presente  recurso; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  establecido  por  el  Patrono  de  la 
Obrapía  de  Martín  Calvo  de  la  Puerta  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en 
once  de  Mayo  último,  en  el  juicio  á  que  la  presente  se  refiere, 
con  las  costas  á  cargo  del  recurrente.  Y  con  devolución  del 
apuntamiento,  comuniqúese  á  la  referida  Audiencia  por  medio 
de  certificación  esta  sentencia,  la  cual  se  publicará  en  la  Gaceta 
de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justi- 
cia, á  cuyo  efecto  líbrense  las  copias  oíportunas. 

Así  pofr  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamos. — ^Anitonio  González  de  -Mendoza. — ^Rafael  Cruz 
Pérez. — José  M.  García  Montes. — ^Angel  C.  Betancourt. — Octa- 
vio Giberga. 


Pedro  Frígola  y  Segrera  contra  Francisco  García  ^íariko. 

Sentencia  ntun.  25  (Septiembre  24  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  y  doctrina  legal  interpuesto  por 
el  mencionado  García  Marino  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Audiencia  de  la  Habana  en  8  de  Mayo  de  1900, 

JUICIO  DE  MAYOR  CUANTÍA  SOBRE  DEVOLUCIÓN 
DE  UNAS  ACCIONES,  O  Sü  VALOR. 

Invocándose  como  motivo  del  recurso,  el  error  de  becho 
en  la  apreciación  de  las  praebas,  es  necesario  qne  dicho  error 
resulte  de  documento  6  acto  auténtico  que  demuestre  la  evi- 
dente equivocación  del  Juzgador;  por  lo  cual  cuando  no  se 
cita  el  documento  ó  acto  demostrativo  del  tal  error,  no  piie> 
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de  ser  estimado  el  recuso,  máxime  cuando  se  presenta  como 
error  de  hecho,  el  no  haberse  apreciado  el  valor  y  eficacia  de 
ciertos  elementos  probatorios,,  infracción  qne  de  existir,  no 
constituiría  tampoco  dicho  error  de  hecho. 

Cuando  se  fonda  la  demanda  en  un  docmnento  privado, 
debe  acompafiarse  original  á  la  misma,  porque  la  simple  ale- 
gaci6n  de  estar  mido  á  una  causa  criminal  sobreseída,  no 
quita  al  documento  su  carácter  de  privado,  ni  mientras  no  se 
justifique  lo  contrario  destruye  la  presunción  legal  de  estar 
á  disposición  del  actor,  quien  pudo  previamente  á  la  demanr 
da  solicitar  la  devolución;  y  además,  que  debiendo  tenerse  en 
cuenta  para  la  eficacia  de  un  documento,  no  solo  la  oportuni- 
dad en  que  se  presente  en  Juicio,  sino  los  otros  requisitos  que 
para  ese  efecto  la  Ley  exige,  la  Sala  sentenciadora  no  incu- 
rre en  error  de  derecho  al  negar  eficacia  á  un  documento  tní- 
do  al  pleito  fuera  de  la  oportunidad  legal,  expresamente  im- 
pugnado y  negada  su  autenticidad  por  la  parte  contraria,  sin 
que  él  actor  utilizara  prueba  alguna  para  esclarecer  su  le- 
gitimidad. 

No  es  posible  despojar  de  su  carácter  Judicial,  á  ningún 
acto  realizado  ante  un  Juez,  dentro  de  los  preceptos  de  una 
Ley  Procesal  con  efectos  regulados  por  la  propia  Ley,  para 
darles  eficacia  distinta  á  la  que  aquélla  les  atribuye,  porque 
esto  desnaturalizaría  los  actos  procesales,  introduciendo  la  in- 
certtdumbre  y  la  confusión  en  cuanto  á  su  finalidad;  y  á  tal 
conclusión  se  llegaría,  estimando  que  una  declaración  presta- 
da sin  Juramento  por  el  inculpado  en  el  sumario  de  una  cau- 
sa criminal,  constituye  una  confesión  extra  Judicial;  cuando 
precisamente  falta  á  tal  declaración,  la  virtualidad  que  le  re- 
conoce el  Artículo  1232  del  Oódigo  Civil  de  hacer  prueba 
contra  su  autor. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  7  cuatro  de  Septiem- 
bre de  mil  novecientos,  visto  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  y  doctrina  legal  procedente  de  la  Audiencia  de  la 
Habana  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el 
Juzgado  del  Cerro  por  Pedro  Frigola  y  Segrera,  del  comercio, 
contra  Francisco  García  Marino,  empleado,  ambos  vecinos  de 
esta  ciudad,  sobre  devolución  de  unas  acciones  del  Banco  Es- 
pañol de  la  Isla  de  Cuba,  ó  su  valor  en  efectivo,  recurso  inter- 
puesto por  el  demandado  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  referida  Audiencia  en  ocho  de  Mayo  del 
corriente  año: 

Primero.  Resultando:  que  en  la  sentencia  recurrida  se 
aceptó  la  relación  de  hechos  contenida  en  los  Resultandos  de 
la  del  Juez  de  Primera  Instancia  fecha  doce  de  Septiembre  del 
año  próximo  pasado  entre  loe  cuales  aparecen  los  diez  y  siete 
que  se  tranBcriben  a  continuación: 

Segundo.  Resultando:  que  el  Procurador  D.  Ramó;i  Zubi- 
zarreta  á  nombre  y  con  poder  de  D.  Pedro  Frigola  y  Segrera 
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por  el  escrito  del  folio  nueve  al  diez  y  seis,  su  focha  veinte  y 
cuatro  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  estableció 
juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  D.  Francisco  García 
Marino  fundándolo  en  los  siguientes  hechos : 

Primero.  Que  D.  Prancisoo  García  Marino  fué  nombrado 
en  mil  ochocientos  noventa  y  dos  Recaudador  de  la  Provincia 
de  Matanzas  y  no  teniendo  recursos  para  prestar  la  fianza  de 
cuatro  mil  pesos  que  se  le  exigía  para  desempeñar  el  cargo,  su- 
plicó á  Frígola  que  le  diese  la  fianza;  á  lo  que  accedió  este  ce- 
lebrando al  efecto  el  convenio  que  en  copia  simple  se  acompaña 
mareada  con  el  número  uno: 

Segundo.  Que  con  arreglo  a  dicho  convenio,  fecha  veinte 
y  uno  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  convie- 
ne D.  Francisco  García  Marino  en  que  además  de  los  empleados 
que  le  correspondía  proponer,  designaría  un  Interventor  de 
acuerdo  con  Frígola  para  que  con  el  delegado  desempeñara 
el  servicio  de  Recaudación  en  los  Términos  de  Matanzas,  Cár- 
denas, Jovellanos,  Colón  y  Alfonso  Doce,  sujetándose  á  las  reglas 
que  le  dieran  los  Sres.  García  Marino  y  Frígola: 

Tercera.  Que  el  Sr.  García  Marino  cedería  á  Frígola  (cláu- 
sula segunda)  el  cincuenta  por  ciento  de  las  utilidades  deduci- 
dos los  gastos,  y  se  comprometía  además,  si  se  ausentaba  á  dar 
un  poder  al  Sr.  Frígola  que  como  fiador  tenía  que  compartir 
las  responsabilidades  según  la  Instrucción  de  quince  de  Mayo 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco : 

Cuarto.  Que  según  la  cláusula  tercera  del  convenio,  el  se- 
ñor Frígola  se  obligaba  á  garantizar  la  recaudación  con  cuatro 
mil  pesos  en  acciones  del  Banco  Español  de  la  Isla  de  Cuba, 
haciéndose  constar  en  documento  aparte,  que  el  traspaso  se  rea- 
lizaba en  calidad  de  afianzamiento  de  su  destino,  á  cuyo  efecto 
García  Marino  garantizaba  á  Frígola  dicho  préstamo  con  gar- 
rantía  á  satisfacción,  poniéndose  á  cubierto  así  éste,  de  cual- 
quier caso  fortuito  de  la  vida.  Bien  entendido,  que  las  acciones 
que  aparecen  á  nombre  de  Marino,  no  tienen  otro  objeto  que 
responder  del  cargo  de  Recaudador  que  representa  el  Sr.  Ma- 
rino; pero  son  de  la  propiedad  exclusiva  del  Sr.  Frígoia,  obli- 
gándose siempre  García  Marino,  cuando  lo  crea  oportuno  Frí- 
gola, á  ultimar  en  las  Oficinas  del  Banco  Español  las  formali- 
dades de  la  transferencia  de  dichas  acciones : 

Quinto.  Que  por  la  cláusula  cuarta  y  última  se  estipula 
que  si  bien  Marino  es  el  Jefe  de  la  Oficina  de  Recaudación, 
acepta  la  inspección  de  todas  las  operaciones  y  conviene  en 
que  la  organización  de  las  oficinas  subalternas  se  haga  de 
acuerdo  por  los  contratantes.    En  cualquier  tiempo,  dice  el  par 
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rrafo  último  de  la  cláusula  cuarta  mencionada  en  que  convi- 
niera á  ambos  contratantes  rescindir  el  presente  contrato,  po- 
drá hacerlo  devolviendo  Marino  á  Frígrola  los  cuatro  mil  pesos 
oro  ó  sus  acciones  sin  que  éste  tenga  derecho  á  reclamar  inte- 
reses: 

Sexto.  Que  firmado  el  convenio  comenzaron  las  gestiones 
de  Frígola  para  adquirir  las  acciones  que  debía  dar  en  fianza. 
El  día  veinte  y  ocho  de  Noviembre  del  referido  año  de  mil 
ochocientos  noventa  y  dos  D.  Francisco  Prieto,  amigo  de  Frí- 
gola, prestó  á  este  ochenta  y  dos  láminas  del  Ayuntamiento 
de  la  Habana,  y  con  ellas  fué  á  ver  al  corredor  D.  Ricardo 
García  Sierra  en  unión  de  D.  Ángel  Michelena  y  del  padre  de 
éste,  con  el  fin  d<e  que  enajenase  las  láminas  y  cupones  y  com- 
prare aecicmes  del  Ekinco  Español : 

Séptimo.  Que  las  ochenta  'láminas  fueron  enajenadas,  ad- 
qniríéndolas  D.  Cosme  Blanco  Herrera.  Con  el  importe  de  ese 
dkiero  se  compraron  ocho  acciones  del  Banco  Español  de  la 
Isla  de  Cuba  que  se  pusieron  á  nombre  de  D.  Francisco  García 
Marino,  cuyas  acciones  tienen  los  números  mil  novecientos  no- 
venta y  cuatro  á  mil  oehocientos  noventa  y  ocho  y  tres  mil 
ochocientos  veinte  á  tres  mil  ochocientos  veinte  y  cuatro,  so- 
brando quinientos  sesenta  pesos  que  quedaron  en  poder  de  Gar- 
cía Marino  cuya  suma  ofreció  devolver  al  comenzar  la  recauda- 
ción: 

Octavo.  Que  según  averiguó  hace  poco  el  demandante  la 
fianza  que  se  exigía  á  García  Marino  era  solamente  de  tres  mil 
pesos  y  por  consiguiente  solamente  necesitaba  de  seis  acciones. 
Aparentábase  pues  una  negociación  en  la  que  era  preciso  ia 
fianza  de  ocho  acciones  porque  Marino  tenía  el  propósito  de 
enajenar  dos  como  realmente  lo  hizo,  á  ocultas  de  Frígola,  tras- 
pasando al  Sr.  Blanco  Herrera  las  acciones  números  tres  mil 
oehocientos  veinte  y  uno  y  tres  mil  ochocientos  veinte  y  dos  y 
apropiándose  su  importe: 

Noveno.  Que  así  que  Ga,rcía  Marino  se  marchó  á  Matanzas, 
pretextando  unas  veces  que  no  se  le  entregaba  la  Recaudación 
y  otras  que  estaba  inventariando  y  recibiendo  y  no  podía  ocu- 
parse en  arreglos  de  oficinas,  excluyó  de  toda  intervención  á 
Frígola: 

Décimo.  Que  García  Marino  en  vez  de  ocuparse  de  las  ofi- 
cinas instaló  un  alambique  en  Matanzas,  y  en  esa  industria 
y  con  otros  negocios  disipó  el  producto  de  las  dos  acciones  así 
como  el  dividendo  de  las  acciones  figuradas  que  no  ha  debido 
ni  podido  cobrar,  por  no  pertenecerle  la  propiedad  de  dichas 
acciones: 


186  JUBIBPBUDENGIA  CIVIL 


Décimoprimero.  Que  en  este  eBtado  pasó  mucho  tiempo  du- 
rante el  cual  escribía  á  Marino,  no  obteniendo  más  que  prome- 
sas, diciendo  unas  veces  que  estaba  en  disgustos  con  los  Jefes 
y  otras  que  estaba  ya  recibiendo.  Cansado  Frígola,  le  escribió 
en  veinte  y  uno  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
tres,  diciéndole  lo  que  sigue:  ''Y  como  quiero  dejar  aquí  todo 
arreglado  es  por  lo  que  deseo  me  diga  Vd.  si  está  dispuesto  ó 
para  cuándo  á  hacerme  el  traspaso  de  las  acciones  que  le  di 
para  constituir  la  fianza  y  de  conformidad  «mi  petici^  con  lo 
convenido  en  el  último  extremo  del  articulo  tercero  del  contrato 
sociial  que  tenemos  celebrado'*: 

Décimosegundo.  Que  á  esta  carta  respondió  el  demandado 
en  veinte  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  tres :  *  *  Respecto  de  las  acciones  no  tengo  inconveniente  en  ha- 
cer lo  que  Vd.  pide ;  pero  como  su  viaje  á  la  Península  es  por 
corto  tiempo  y  yo  apenas  puedo  moverme  de  aquí  ahora,  puede 
Vd.  tener  la  seguridad  de  que  estarán  siempre  en  disposición 
de  llevar  á  cabo  esa  formalidad": 

Decimotercero.  Que  ignoraba  Frígola  entonces  la  venta  de 
las  dos  acciones  y  García  Marino  la  ocultaba  cuidadosamente. 
Enteróse  á  principios  del  año  pasado  de  ese  hecho  asi  como  de 
que  aquél  había  estado  percibiendo  los  dividendos  de  las  accio- 
nes. Además  supo  que  había  cesado  en  el  cargo  de  Recaudador 
de  Matanzas,  y  terminado  el  motivo  del  contrato  trató  de  que 
se  le  devolviesen  las  acciones  y  no  consiguiéndo^lo,  intentó  inú- 
tilmente la  demandst  de  conciliación,  á  la  que  no  «sistió  Marino : 

Decimocuarto.  Que  entendiendo  Frígola  que  existía  un  de- 
lito de  que  era  víctima,  estableció  la  querella  que  correspondió 
al  Juzgado  de  Catedral,  en  cuya  causa  reconoció,  Marino  la  cer- 
teza de  la  obligación  y  se  excusó  con  el  pretexto  de  que  se  tra- 
taba de  un  contrato  de  Sociedad.  El  Juzgado  y  la  Sala  de  la 
Excelentísima  Audiencia,  entendieron  que  sólo  existía  acción 
civil  y  Frígola  la  intenta  en  este  pleito,  en  donde  se  podrán 
esclarecer  los  hechos  surgiendo  qui^  las  responsabilidades 
que  trata  de  eludir  García  Marino : 

Decimoquinto.  Que  Oarcía  Marino  no  es  dueño  de  las  ac- 
ciones según  lo  expuesto  y  no  ha  podido  darlas  en  fianza  para 
garantizar  la  recaudación  de  la  Habana,  terminado  su  empleo 
en  Matanzas;  concluido  el  contrato  debió  devolver  dichas  ac- 
ciones con  sus  dividendos  y  los  quinientos  sesenta  pesos  oro 
del  efectivo  que  tomó  de  la  venta  de  las  láminas  del  Ajninta- 
miento;  y  después  de  consignar  los  fundamentos  de  derecho» 
solicitó  que  en  definitiva  se  condenase  al  demandado  D.  Fran- 
cisco Qarcía  Marino,  á  que  devuelva  al  demandante  D.  Pedro 
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Frígola  las  ocho  acciones  del  Banco  Español  de  la  Isla  de 
Cuba  ó  la  suma  de  cuatro  mil  pesos,  y  loe  daños  y  perjuicios 
por  la  infracción  del  convenio  y  las  costas;  por  otrosí  que  se 
elevara  suplicatorio  á  la  Sala  de  lo  Criminal  de  esta  Audien- 
cia, para  que  con  vista  de  la  querella  establecida  por  el  deman- 
dante contra  el  demandado,  se  remitiera  copia  certiñcada  del 
contrato  acompañado  con  la  querella  y  las  cartas  números  cin- 
co y  seis,  el  pliego  de  preguntas  número  uno,  y  la  declaración 
de  García  Marino,  y  por  otrosí,  que  para  evitar  que  el  deman- 
dado enajenara  las  acciones  conforme  al  artículo  mil  cuatro- 
cientos veinte  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  so- 
ticitó  se  oñciase  al  Banco  Español  para  que  las  acciones  núme- 
ros mil  novecientos  noventa  y  cuatro  á  mil  novecientos  noventa 
y  ocho  á  la  tres  mil  ochocien>to6  veinte  que  a^parecen  á  nombre 
de  D.  Francisco  García  Marino,  no  pueden  gravarse  ni  enaje- 
narse, ni  percibir  sus  dividendos  sin  perjuicio  de  la  responsa- 
bilidad administrativa  á  que  estuvieron  afectas : 

Te^-cero.  Resultando:  que  con  la  demanda,  además  del  po- 
der se  acompañó  la  copia  simple  del  documento  privado  á  que 
la  demanda  hace  referencia  y  la  certificación  de  haber  intenta- 
do la  concilsacion : 

Cuarto.  Resultando',  que  á  virtud  del  suplicatorio  elevado 
se  recibió  la  certificación  del  folio  diez  y  nueve  al  treinta  y 
imo,  expedida  con  vista  de  la  causa  seguida  en  el  Juzgado  de 
la  Catedral  por  estafa  á  D.  Pedro  Frígola  y  Segrera  en  la  que 
se  comprende  el  contrato  base  de  la  demanda,  la  carta  número 
cinco  que  dirige  D.  Pedro  Frígola  á  Francisco  García  Marino 
y  la  de  éste  á  aquél  á  que  se  contrae  el  hecho  undécimo  y  el 
duodécimo;  y  la  declaración  que  Marino  prestó  en  la  causa  y 
contestando  á  preguntas  de  la  representación  de  D.  Pedro  Frí- 
gola confesó  haber  sido  nombrado  recaudador  de  Contribuciones 
y  censos  en  la  provincia  de  Matanzas  con  la  obligación  de  ga- 
rantizar el  cargo,  por  valor  de  cuatro  mil  pesos  oro  ó  acciones 
del  Banco  Español  4  que  enterado  Frígola  de  las  utilidades  y 
ventajas  de  la  recaudación  propuso  la  celebración  de  un  con- 
trato de  fecha  veinte  y  uno  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  dos,  cuya  certeza  reconoce;  que  en  el  contrato  no 
se  inició  que  la  fianza  eran  cuatro  mil  pesos,  ni  que  se  nece- 
sitaran ocho  acciones,  pues  la  cláusula  tercera  sólo  se  refiere 
á  la  cantidad  que  Frígola  le  facilitaba  para  garantizar  su  ges- 
tión y  como  consecuencia  del  contrato  de  sociedad;  que  fueron 
vendidas  ochenta  láminas  en  veinte  y  ocho  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  dos  por  medio  del  corredor  Sierra 
en  la  suma  ^e  cuatro  mil  pesos  en  oro,  cuya  cantidad  percibió 
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el  declarante  en  conformidad  con  lo  estipulado  en  el  contrato 
de  saciedad  con'Frígola  que  luego  comisionó,  al  mismo  Sierra 
para  que  le  comprara  ocho  acciones  del  Banco,  lo  cual  lo  efec- 
tuó en  menos  de  los  cuatro  mil  pesos,  percibiendo  el  sobrante 
que  le  correspondía,  que  según  el  contrato  había  recibido  de 
Frígola,  cuatro  mil  pesos  y  entiende  que  era  deudor  de  esa 
cantidad,  pues  el  contrato  en  la  cláusula  cuarta,  en  caso  de 
rescisión  le  autorizaba  á  devolver  las  acciones  ó  el  dinero  reci- 
bido, y  que  la  cláusula  tercera  consigna  que  lo  que  Frígola  le 
facilitó  fueran  los  cuatro  mil  pesos,  de  ahí  que  le  correspon- 
diera la  diferencia,  pues  era  deudor  de  una  cantidad  que  podia 
pagar  en  efectivo  ó  acciones  á  su  elección,  teniendo  domicilia- 
das seis  acciones  en  Matanzas  de  las  ocho  que  había  adquirido 
habiéndole  sido  reducida  la  fianza  á  tres  mil  pesos  por  lo  que 
vendió  dos  acciones,  siendo  cierto  había  recibido  la  carta  que 
señala  can  el  número  cinco  y  la  que  contestó  con  la  del  núme- 
ro seis,  entendiendo  que  Frígola  estaba  obligado  á  depurar  con 
Marino  caso  de  disoluci^,  las  ganancias  y  pérdidas,  practican- 
do una  liquidación;  que  percibió  los  dividendos  de  las  acciones 
porque  estas  las  compró  con  el  dinero  facilitado  por  Frígola, 
y  que  éste  en  carta  sólo  le  reclamaba  el  dinero  y  que  al  ser 
trasladado  á  esta  Provincia  garantizó  el  cargo  con  la  misma 
fianza: 

Quinto.  Restdtando:  que  habiéndose  dispuesto  á  fojas  se- 
senta y  ocho  vuelto,  que  el  demandado  contestara  la  demanda 
lo  verificó  por  el  escrito  fojas  setenta  al  setenta  y  cuatro,  ex- 
poniendo los  siguientes  hechos: 

Primero.  Que  niega  en  redondo  todos,  absolutamente  todos, 
los  hechos  de  la  demanda  tal  como  están  redactados  y  asimismo 
niega  que  exista  congruencia  entre  estos  hechos  y  los  funda- 
mentos legales  que  les  siguen : 

Segundo.  Niega  que  sean  una  misma  persona  el  Sr.  Frígo- 
la que  aparece  como  otorgante  en  el  testimonio  de  poder  pre- 
sentado por  el  Procurador  Zubizarreta;  el  Sr.  Frfgola  que  con- 
currió al  acto  conciliatorio  cuya  certificación  ha  presentado 
también  el  mismo  Procurador;  el  Sr.  Frígola  mediante  cuyas 
instrucciones  y  encargo  se  sigue  este  pleito;  y  el  Sr.  Frígola 
con  el  eual  tuvo  relaciones  contractuales  mi  poderdante : 

Tercero.  Que  García  Marino  celebró  un  contrato  privado 
de  carácter  consensual,  oneroso  y  bilateral,  parecido  á  un  con- 
trato de  sociedad  con  D.  Pedro  Frígola  y  Segrera,  en  veinte  y 
uno  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  cuyo  texto 
y  contenido  no  recuerda  con  precisió,n,  dicho  contrato  está  vi- 
gente entre  ambas  partes ;  han  sido  y  son  cumplidas  por  el  que 
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contesta  todas  las  obligaciones  y  deberes  que  tal  contrato  le 
imponen  sucediendo  otro  tanto  respecto  al  otro  contratante : 

Cuarto.  Que  ni  la  copia  simple  presentada  con  el  escrito 
de  demanda  ni  la  copia  certificada  por  la  Secretaría  de  la  Sala 
de  lo  Criminal,  deben  referirse  a  ese  contrato  privado  á  que 
antes  se  ha  referido,  porque  con  aquel  original  no  coneuerdan, 
variando  en  lo  más  esencial : 

Quinto.  Que  el  referido  contrato  consensúa!  de  Sociedad, 
establecía  además  en  el  párrafo  cuarto,  que  sólo  sería  rescindi- 
ble  cuando  así  conviniere  á  ambos  contratantes,  y  Oarcia  Ma- 
rino por  si  la  demanda  hiciera  referencia  á  ese  contrato  y  fue- 
ra dable  que  llegara  al  juicio  original,  de  modo  que  pudiera 
cerciorarse  de  su  certeza,  hace  constar  que  no  le  conviene  res- 
cindir el  contrato  y  que  oe  opone  a  que  sea  rescindido : 

Sexto.  Que  por  si  el  pleito  tuviera  relación  con  ello,  hace 
constar  también  que  Oarcia  Marino  aún  no  ha  obtenido  decla- 
ración de  su  responsabilidad  ó  irresponsabilidad  durante  el 
ejercicio  de  su  cargo  de  recaudador  de  atrasos,  y  que  por  con- 
siguiente no  ha  sido  liberada  la  fianza  que  prestó  para  el  de- 
sempeño de  su  cargo  ni  ha  practicado  la  liquidación  de  su  so- 
ciedad con  Prígola,  partícipe  en  las  utilidades  ó  pérdidas  de 
aqnel  cargo  en  un  cincuenta  por  ciento  y  después  de  los  fun- 
damentos de  derecho  haciendo  uso  de  la  excepción  ^'sine  ac- 
tiane  agis''  solicitó  se  tuviera  por  contestada  la  demanda,  se 
declare  sin  lugar  con  las  costas  al  actor;  por  otrosí  consignó 
qne  la  demanda  se  funda  en  la  existencia  de  un  contrato  pri- 
vado y  con  ella  sólo  se  presentó  una  copia  simple  y  debió  pre- 
sentarse original  y  como  no  es  de  lo  que  preceptúa  el  artículo 
quinientos  cuatro  se  opone  á  que  traiga  durante  el  período  de 
prueba  y  antes  ó  después,  copia  del  contrato  que  obra  en  la  que- 
rella, ni  el  documento  original,  documento  aquél  que  impugna  y 
niega  desde  luego  haciendo  esas  manifestaciones  y  por  opuesto  á 
los  efectos  de  los  artículos  quinientos  dos,  quinientos  tres  y  qui- 
nientos cinco  de  la  Ley  procesal,  toda  vez  que  el  actor  pudo  obte- 
ner el  desglose  del  contrato  de  la  querella : 

Sexto.  Resultando:  que  en  la  providencia  de  fojas  setenta 
y  cuatro  vuelta  se  tuvo  por  contestada  La  demanda  y  se  lió 
traslado  al  actor  para  réplica  que  lo  evacuó  de  fojas  setenta  y 
seis  á  la  ochenta  y  nueve  consignando  como  hechos: 

Primero.  Que  sostiene  y  da  por  reproducidos  todos  los  con- 
signados en  la  demanda,  negando  en  absoluto  los  del  escrito 
de  contestación  en  cuanto  se  opongan  á  aquéllos : 

Segundo.  Que  rechaza  como  maliciosa  la  afirmación  de 
que  el  Frígola  que  aparece  como  otorgante  del  poder,  que  en 
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testimonio  obra  en  autos,  no  sea  la  misma  persona  que  estable- 
ciese la  conciliación  de  que  se  ha  traído  certificación  á  estos 
autos,  la  que  celebrara  con  D.  Francisco  García  Marino  el  con- 
trato privado  de  veinte  y  uno  de  Noviembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  dos  y  últimamente  establecido  el  presente  juicio, 
y  afirma  que  el  expresado  D.  Pedro  Prígola  Segrera  que  intervino 
en  todos  esos  actos  es  una  misma,  sola  y  única  persona: 

Tercero.  Que  en  el  contrato  privado  de  veinte  y  uno  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  á  que  alude  el  de- 
mandado en  el  tercer  hecho  de  la  contestación  y  que  es  el  mis- 
mo que  acompaña  con  la  demanda  en  copia  simple  y  que  apa- 
rece copiado  en  la  certificación  expedida  por  el  Secretario  de 
Sala  de  la  Excma.  Audiencia  con  vista  de  la  querella  criminal  in- 
coada por  el  Sr.  Frígola  contra  D.  Francisco  García  Marino,  ifuera 
del  compromiso  contraído  de  garantizar  su  manejo  como  Recau- 
dador de  Contribuciones  atrasadas  en  la  Provincia  de  Matanzas 
no  se  imponen  obligaciones  de  ninguna  clase  al  Sr.  Frígola; 
comprometiéndose  en  cambio  y  entre  otras  cosas  el  Sr.  Marino 
á  dejar  á  la  disposición  del  Sr.  Frígola,  las  referidas  acciones, 
traspasándolas  á  su  nombre  cuando  éste  lo  creyere  oportuno : 

Cuarto.  Que  además  convinieron  las  partes  en  el  aludido 
documento,  que  en  cualquier  tiempo  en  que  voluntariamente 
rescindiesen  dicho  contrato  quedaba  obligado  el  Sr.  García 
Marino  á  devolver  las  expresadas  acciones  ó  su  importe  de 
cuatro  mil  pesos  oro: 

Quinto.  Que  aunque  en  dicho  contrato  no  se  fijó  término 
para  la  declaración  del  mismo,  se  sobreentendía  que  éste  era  el 
que  durase  en  su  empleo  el  Sr.  García  Marino  quien  al  ser  de- 
clarado cesante,  en  vez  de  traspasar  las  acciones  referidas,  á 
nombre  de  su  verdadero  dueño,  el  Sr.  Frígola,  las  dejó  á  su 
nombre  y  olvidando  que  sólo  se  le  habían  facilitado  para  garan- 
tizar el  manejo  del  cargo  de  Recaudador  de  la  Provincia  de 
Matanzas,  á  virtud  del  contrato  mencionado,  las  ha  dado  más 
tarde  en  garantía  de  sus  gestiones  en  otro  cargo  para  que  fué 
nombrado  sin  el  conocimiento  ni  la  autorización  del  dueño  se- 
ñor Frígola,  habiendo  cesado  también  en  este  último  cargo : 

•Sexto.  Que  en  el  renombrado  contrato  nada  se  estipuló 
respecto  á  que  el  señor  Frígola  Segrera  respondiese  á  pérdidas 
de  ninguna  clase,  expresándose  en  cambio  que  las  acciones  no 
tenían  otro  objeto  que  garantizar  el  manejo  del  cargo  de  Re- 
caudador para  el  que  había  sido  nombrado  el  Sr.  García  Mari- 
ño,  y  consignándose  que  las  tales  acciones  eran  de  la  exclusiva 
propiedad  del  Sr.  Frígola  Segrera ;  y 

Séptimo.  Que  el  demandado  no  obstante  convenir  en  la 
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existencia  del  contrato  privado  en  veinte  y  uno  de  Noviembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  y  sin  decir  una  palabra  que 
indique  celebrara  otro  en  la  misma  fecha  con  el  Sr.  Frígola, 
finge  no  recordar  su  texto  y  contenido,  por  más  que  se  permite 
hacjer  alusiéjin  y  hasta  copiar  algunas  de  sus  cláusulas,  mas 
absteniéndose  de  presentar  la  copia  que  se  le  entregó  y  debe 
conservar  en  su  poder  y  después  de  los  fundamentos  de  derecho 
solicitó  se  tuviera  por  evacuado  el  traslado  y  en  definitiva  se 
falle  el  pleito  según  tiene  pedido  en  la  demanda  ó  sea  conde- 
nando al  demandado  á  que  en  el  acto  devuelva  á  D.  Pedro 
Frígola  traspasándolas  á  su  nombre  las  ocho  acciones  del  Ban- 
co Español  de  la  lelia  de  Cuba  y  los  dividendos  de  las  mismas 
acciones  que  haya  percibido  ó  los  cualtro  mil  pesos  oro  del  va- 
lor nominal  de  las  mismas  acciones  y  el  importe  de  los  dividen- 
dos percibidos  como  daños  y  perjui<cios  con  las  costas,  y  pro- 
movió en  pieza  separada  su  pobreza: 

Séptimo,  Resultando:  que  por  la  providenciía  folio  noventa 
vuelto  se  tuvo  por  evacuado  el  trámite  de  réplica  y  se  mandó 
seguir  en  duplica  con  el  demandado,  el  que  aparece  evacuado 
del  folio  noventa  y  tres  al  noventa  y  seis  en  el  que  como  he- 
chos, en  el  primero,  reproduce  todos  los  de  la  contestación  sin 
tener  nada  que  añadirles,  suplirles  ni  aimendarles;  por  el  se- 
gando que  niega  todos  los  puntos  de  hecho  de  la  réplica;  y  por 
el  tercero  que  en  la  réplica  el  actor  ha  aliterado  lo  esencial  y 
principal  de  su  demanda  infringiendo  el  precepto  contenido  en 
el  articulo  quinientos  cuarenta  y  siete  de  la  Ley  procesal;  y 
después  de  los  fundamentos  de  derecho,  solicitó  por  lo  princi- 
pal se  tuviera  por  evacuado  el  trámite  de  su  cargo,  se  dicte 
sentencia  declarando  con  lugar  las  excepciones  alegadas,  y  sin 
lugar  la  demanda  en  los  términos  precisos  solicitados  en  la  con- 
testación con  las  costas  á  cargo  del  actor;  por  el  primer  otrosí 
expresa,  que  comparadas  las  solicitudes  de  la  demanda  y  répli- 
ca, se  ve  clara  la  diferencia  esencial  que  existe  y  que  no  auto- 
riza la  ley  y  pide  se  falle  ateniéndose  estrictamente  á  lo  consigna- 
do en  la  súplica  de  la  demanda,  y  por  el  segundo,  afirma  que  el 
documento  en  que  la  parte  funda  su  derecho,  el  cual  tenía  á 
su  disposición  es  privado  y  debió  presentarlo  original  en  su 
demanda,  pidiendo  se  tuviera  por  hecha  la  manifestación  que 
él  contiene ;  cuyo  trámite  se  tuvo  por  evacuado  al  folio  noventa 
y  seis  vuelto : 

Octavo.  Resultando:  que  conforme  á  lo  solicitado  por  las 
partes  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  folios  noventa  y  ocho  y  cien- 
to seis  vuelto: 

Noveno,  Resultando:  que  como  prueba  del  ^íictor,  se  cotejó 
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con  su  original  la  declaración  prestada  por  D.  Francisco  Ma- 
rino que  consta  en  la  certificación  de  fojas  diez  y  nueve,  siendo 
conforme  con  el  original: 

Décimo,  Resultando:  que  como  más  prueba  del  actor  al  fo- 
lio ciento  diez  y  siete,  aparece  un  oficio  de  esta  Administración 
de  Hacienda,  «n  la  que  se  hace  constar : 

Primero.  Que  en  doce  d«e  Noviembre  d-e  mil  ochocientos  no- 
venta y  dos,  fué  nombrado  Recaudador  de  Atrasos  de  la  Provincia 
de  Matanzas,  coostituyendo  fianza  por  valor  de  tres  mil  pesos,  re- 
presentada por  seis  acciones  del  Banco  Español  de  esta  Isla : 

Segundo.  Que  las  referidas  acciones  tienen  por  números  del 
mil  novecientos  noventa  y  cuatro  al  mil  novecientos  noventa  y 
ocho  y  tres  mil  ochocientos  veinte,  domiciliadas  en  la  sucursal 
del  Banco  de  Matanzas: 

Tercero.  Que  en  diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  seis,  fué  nombrado  Recaudador  de  Contribu- 
ciones atrasadas  de  esta  Provincia  ampliando  la  anterior  fianza ; 
que  en  instancia  del  interesado  aparece  que  en  veinte  y  uno  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  cesó  de  prestar 
servicio  como  Recaudador  de  Matanzas  y  que  el  Sr.  Marino 
dejó  de  prestar  su  servicio  como  Recaudador  en  el  mes  de  Mar- 
zo de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho: 

Décimoprimero,  Resultando:  que  como  más  prueba  del  ac- 
tor, del  informe  del  Baoico  Español  de  esta  Isla,  fojas  ciento 
veinte  aparece,  que  en  veinte  y  ocho  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos  traspasó  D.  Cosme  Blanco  Herrera  á  fa- 
vor de  D.  Francisco  García  Marino  ocho  acciones  de  ese  Banco 
números  mil  novecientos  noventa  y  cuatro  á  mil  ochocientos 
noventa  y  ocho  y  tres  mil  ochocientos  veinte  á  tres  mil  ocho- 
cientos veinte  y  cuatro,  en  vez  de  los  diez  números  mil  nove- 
cientos noventa  y  cuatro  á  mil  novecientos  noventa  y  ocho  y 
tres  mil  ochocientos  veinte  á  tres  mil  ochocieD.tos  veinte  y  cua- 
tro que  expresa  la  comunicación  que  se  le  dirigió ;  que  en  veinte 
y  seis  de  Diciembre  del  mismo  año  Je  mil  ochocientos  noventa 
y  dos,  traspasó  el  expresado  García  Marino  á  favor  de  D.  Cos- 
me Blanco  Herrera  las  dos  acciones  número  tres  mil  ochocien- 
tos veinte  y  uno  y  tres  mil  ochocientos  veinte  y  dos  y  que  las 
seis  restantes  las  domicilió  en  la  sucursal  de  Matanzas,  habien- 
do percibido  por  dividendos  de  las  seis  acciones  hasta  el  segun- 
do semestre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  un  total  de  seis- 
cientos quince  pesos  en  oro,  quedando  pendiente  de  pago  los 
del  primero  y  segundo  semestres  de  mil  ochocientos  noventa  y 
ocho  á  consecuencia  del  embargo  decretado  por  este  Juzgado 
cuyo  importe  es  de  noventa  pesos  oro : 
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Décimosegundo.  Resultando  i  que  á  virtud  de  suplicatorio 
elevado  á  esta  Audiencia,  se  desglosó  de  la  causa  seguida  en  el 
Juzgado  de  la  Catedral  por  estafa  á  D.  Pedro  Frígola  el  docu- 
mento privado  original  de  que  se  acompañó  copia  simple  con 
la  demanda,  el  cual  ocupa  del  folio  ciento  veinte  y  tres  al  folio 
ciento  veinte  y  seis,  celebrado  entre  D.  Francisco  García  Ma- 
rino y  D.  Pedro  Frígola  y  Segrera  él  veinte  y  uno  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  del  que  consta  según  la 
cláusula  primera  que  García  Marino  fué  nombrado  Becauda- 
dor  de  Contribuciones  de  la  Provincia  de  Matanzas  con  atribu- 
ciones de  proponer  delegados  para  los  térmhios  municipales, 
conviniendo  oon  Frígola  en  nombrar  para  cada  ima  de  las  de- 
legaciones además  un  empleado  de  absoluta  confianza  de  este 
último  que  con  el  carácter  de  interventor  desempeñe  de  común 
acuerdo  con  el  delegado  el  servicio  de  Eecaudador,  compartien- 
do entre  ambos  las  responsabilidades  del  cargo  sujetándose  á 
las  reglas  que  de  común  acuerdo  dicrten  Gartcía  Marino  y  Frígo- 
la Segrera;  por  la  cláusula  segunda  convino  desde  luego  el  se- 
ñor García  Marino  en  ceder  á  Frígola  Segrera  el  cincuenta  por 
ciento  de  las  utilidades  que  se  obtengan  en  la  recaudación  de- 
ducidos los  gastos,  y  que  en  caso  de  impedimento  para  desem- 
peñarla personalmente  García  Marino,  otorgaría  á  Frígola  Se- 
grera poder  especial  para  que  lo  represente  en  la  recaudación 
toda  vez  que  constituido  en  fiador  del  mismo  con  arreglo  á  la 
instrucción  de  quince  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cinco,  por  el  artículo  sexto  tiene  forzosamente  que  compartirse 
como  fiador  la  responsabilidad  entre  ambos;  por  la  cláusula 
tercera  Frígola  convino  con  García  Marino  en  garantizar  su 
manejo  de  Becaudador  facilitándole  cuatro  mU  pesos  en  accio- 
nes del  Banco  Español  de  la  Isla  de  Cuba,  las  que  serían  trans- 
feridas á  nombre  de  García  Marino  para  responder  á  su  ges- 
tión haciéndose  constar  en  documento  ó  escritura  aparte  al  en- 
tregarse dichas  acciones  que  las  traspasa  á  García  Marino  en 
calidad  de  afianzamiento  de  su  destino;  á  cuyo  efecto  García 
Marino  garantizará  á  Frígola  dicho  préstamo  con  garantía  á 
satisfacción  poniéndose  á  cubierto  así  Frígola  de  cualquier  caso 
fortuito,  bien  entendido,  que  las  acciones  que  aparecen  á  nom- 
bre de  Marino,  no  tienen  otro  objeto  que  responder  del  cargo  de 
Recaudador  que  representa  Marino,  pero  son  de  la  propiedad 
exclusiva  de  Frígola  no  pudiendo  gravarlas  en  nada,  por  con- 
siguiente, quedando  en  virtud  de  esa  declaratoria  á  disposición 
del  Sr.  Frígola  Segrera;    obligándose  siempre  García  Marino 
cuando  lo  crea  oportuno  Frígola  Segrera  á  ultimar  en  las  ofi- 
cinas del  Banco  las  formalidades  de  la  transferencia  de  dichas 
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acciones ;  por  la  cláusula  cuarta,  que  si  bien  el  citado  Marino  es 
el  Jefe  de  toda  la  recaudación  en  la  Provincia  de  Matanzas, 
convino  en  aceptar  la  intervención  é  inspección  de  las  opera- 
ciones que  ejerza  en  diicho  cargo  correspondiendo  la  organiza- 
ción de  las  oficinas  hacerla  á  Marino  de  común  acuerdo;  que 
en  cualquier  tiempo  en  que  conviniera  á  ambos  contratantes  res- 
cindir este  contrato,  podrán  hacerlo  devolviendo  García  Marino 
á  Prígola  Segrera  los  cuatro  mil  pesos  oro  6  sus  acciones  sin 
que  tenga  derecho  Frígola  á  reclamar  ningún  interés  como  aaá- 
miamo  quedó  convenido;  que  éarte  en  todo  tiempo  también  y 
cuando  lo  crea  oportuno  podría  sustituir  la  ñanza  que  le  facili- 
ta en  acctciones  del  Banco  por  otros  valores  que  sean  admisibles 
para  esa  clase  de  fianzas,  de  cuyo  contrato  se  hicieron  dos  de  un 
tenor  elevándolo  á  escritura  pública  cuando  una  parte  lo  desee 
y  aparece  firmado  por  **P.  Prígola"  y  ''Francisco  García  Ma- 
rino"; cuyo  documento  fué  impugnado  por  el  demandado  por 
otrosí  del  escrito  folio  ciento  cuarenta  y  uno  consignando  que  se 
debía  resolver  sobre  la  no  autenticidad  de  ese  documento  en  los 
términos  y  en  la  oportunidad  que  expresa  el  artículo  quinientos 
doce  de  la  Ley  procesal : 

Decimotercero.  Resultando:  que  como  más  prueba  del  de- 
mandado, del  folio  ciento  cuarenta  y  ocho  al  ciento  cincuenta  y 
tres,  aparece  la  certificación  expedida  por  el  Secretario  de  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  con  vista  del  incidente  del  presente  jui- 
cio formado  para  tratar  de  la  oposición  que  hizo  el  deudor  á 
la  prohibición  de  enajenar  las  acciones  y  dividendos,  en  la  que 
se  inserta  el  documento  privado  rela^cionado  anteriormente  ha- 
ciendo constar  que  dicho  documento  no  aparece  haya  sido  re- 
conocido bajo  juramento  por  García  Marino  ante  Juez  compe- 
tente para  despachar  una  ejecución  que  en  un  juicio  civil  se 
hubiere  podido  preparar  con  ese  doíeumento;  que  la  causa  for- 
mada terminó  por  auto  de  diez  y  ocho  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  que  la  sobreseyó  libremente  con  las  cos- 
tas á  cargo  de  D.  Pedro  Frígola;  que  no  aparece  de  la  causa 
ni  del  rollo  de  Audiencia  solicitud  algima  de  D.  Pedro  Frígo- 
la de  la  devolución  del  documento  privado  de  veinte  y  xmo  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos;  que  la  declara- 
ción que  obra  á  fojas  cuarenta  y  seis  de  la  causa  que  prestó 
D.  Francisco  Gar'cía  Marino  fué  sin  juramento;  que  en  dicha 
certificación  se  inserta  otra  extendida  en  el  indicado  incidente 
la  que  contiene  los  particulares  siguientes : 

Primero.  Que  con  la  demanda  no  se  ha  presentado  ningu- 
no de  los  documentos  comprendidos  en  los  términos  primeros 
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del  articulo  mil  cTiatraeientos  veinte  y  siete  de  la  Ley  de  En- 
jaiciaoniento  Civil : 

Segando.  Que  la  certificación  que  se  Hevo  al  juicio  intere- 
sada por  el  primer  otrosí  de  la  demanda  lo  ha  sido  sin  citación 
ni  audiencia  de  la  parte  contraria: 

Tercero.  Que  de  dicha  certificación  no  consta  se  haya  dado 
copia  ni  traslado  al  demandado: 

Cuarto.  Que  en  la  referida  certificación  se  inserta  un  do- 
cumento privado  otorgado  entre  el  demandante  y  demandado 
en  veinte  y  uno  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
dos,  no  apareciendo  fuera  reconocido  bajo  juramento  por  Gar- 
€ia  Marino  ante  ningún  señor  Juez: 

Quinto.  Que  de  autos  solo  consta,  según  la  copia  de  poder, 
que  D.  Pedro  Prígola  y  Segrera  es  empleado  del  comercio  sin 
que  tenga  otra  solvencia,  ni  se  le  ha  exigido  la  fianza  que  dis- 
pone el  artículo  mil  cuatrocientos  veinte  y  seis  de  la  Ley  pro- 
cesal: 

Sexto.  Que  la  certificación  en  virtud  de  la  que  se  ha  decretado 
la  retención  de  las  acciones  y  dividendos  no  aparece  se  haya 
traido  al  juicio  como  diligencia  preliminar,  haciéndose  constar 
por  el  Secretario  que  la  apelación  en  la  segunda  instancia  se 
encuentra  pendiente  de  tramitaciqn  por  halberse  suspendido  la 
vista  en  veinte  y  ocho  de  Febrero  último: 

Decimocuarto,  Resídtando:  que  como  más  prueba  del  de- 
mandado aparece  la  certifiicación  folio  ciento  cincuenta  y  nueve 
y  ciento  sesenta,  expedida  por  el  Jefe  dei  Negociado  de  segun- 
da clase  de  la  Administración  de  Hacienda  de  Matanzas  con 
vista  del  expediente  promovido  por  D.  Francisco  García  Ma- 
rino, pidiendo  que  se  le  expida  certificación  de  irresponsabili- 
dad durante  el  ejercicio  de  su  cargo  de  recaudador  en  la  que 
86  inserta  otra  del  Interventor  de  aquella  Administración  se- 
gún la  que  D.  Francisco  -García  Marino  fué  nombrado  Recau- 
dador de  la  Sección  de  Atrasos  de  esa  Provincia,  el  diez  de 
Noviembre  de  iril  ochocientos  noventa  y  dos,  época  en  que  em- 
pezó su  gestión  habiendo  cesado  por  entrega  que  llevó  á  cabo 
el  veinte  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  con 
las  formalidades  del  caso;  qué  no  existe  expediente  alguno  de 
responsabilidad  durante  el  tiempo  que  fué  tal  Becaudador  ni 
hay  antecedente  de  ninguna  clase  por  los  cuales  pueda  cono- 
cerse la  existencia  de  reclamación  por  parte  interesada  contra 
sus  gestiones  en  el  ejercicio  de  su  cargo  ni  se  ha  puesto  reparo 
alguno  contra  la  entrega  que  ha  realizado,  la  cual  ha  sido  con- 
forme en  un  todo;  que  otorgq  escritura  de  fianza  por  valor  de 
tres  mil  pesos,  representados  por  acciones  del  Banco  Español 
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en  títulos  no  disponibles  que  subsisten  depositados  en  aquella 
Tesorería;  que  aparece  que  por  orden  de  la  Secretaría  de  diez 
y  ocho  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  se  re- 
miftieroii  á  la  Tesorería  General  l^as  acciones  del  Banco  Español 
entre  las  que  se  encontraban  seis  pertenecientes  á  José  García 
Marino  por  valor  de  tres  mil  pesos  para  garantizar  la  gestión 
de  Francisco  García  Marino,  teniendo  el  título  de  esas  acciones 
el  número  cuarenta  y  cinco : 

Decimoquinto.  Resultando:  que  como  más  prueba  á  tenor 
de  las  preguntas  del  pliego  folio  ciento  sesenta  y  seis  absolvió 
posiciones,  al  ciento  sesenta  y  ocho,  el  demandante  D.  Pedro 
Frígola  y  Segrera,  contestando  á  la  primera  pregunta:  que  era 
cierto  que  en  veinte  y  uno  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  dos,  contrajo  una  sociedad  civil  con  D.  Francisco  Gar- 
cía Marino,  formalizasido  entre  ambos  un  documento  privado 
áél  cual  se  hicieron  dos  ejemplares  de  un  mismo  tenor,  uno 
para  el  confesante  que  lo  tiene  en  su  poder,  y  otro  para  el 
Sr.  García  Marino;  agregando  que  en  la  Sociedad  no  esta'ba 
incluida  la  fianza:  á  la  segunda  que  era  cierto  que  aquella  So- 
ciedad tenía  por  objeto  explotar  la  recaudación  de  contribu- 
ciones atrasadas  confiadas  por  el  Go^bierno  al  Sr.  García  Ma- 
rino; á  la  tercera  que  también  es  cierto  que  se  convino  que  el 
absolvente  tendría  en  la  Sociedad  el  cincuenta  por  ciento  por 
su  trabajo  personal  como  interventor ;  á  la  cuarta  niega  se  haya 
obligado  con  García  Marino  á  participar  en  igual  proporción 
de  la  mitad  en  las  pérdidas  ó  riesgos  que  originara  á  la  Socie- 
dad la  recaudación;  á  la  quinta  que  no  es  cierto  subsista  h<fy 
esa  Sociedad  entre  el  confesante  y  García  Marino  por  cuanto 
era  en  la  Provincia  de  Matanzas  y  como  Recaudador  de  ella 
la  renunció  Marino  para  ejercer  la  recaudación  en  la  Habana 
que  dio  por  cierto  en  garantía  las  mismas  acciones  que  tenía 
como  Recaudador  en  Matanzas ;  á  la  sexta  que  es  cierto  que  esa 
Sociedad  no  se  ha  liquidado  todavía  y  de  consiguiente  no  han 
llegado  los  socios  á  un  balance  que  determine  las  utilidades  ó 
pérdidas  que  á  cada  uno  corresponden,  agregando  por  qué  sólo 
iba  el  declarante  con  el  cincuenta  por  ciento  de  las  utilidades 
que  hubiere ;  á  la  séptima,  que  es  cierto  que  la  cláusula  cuarta 
del  contrato  privado  que  formalizó  con  García  Marino  en  No- 
viembre de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  tenía  un  párrafo  que 
literalmente  dice:  **En  cualquier  tiempo  en  que  conviniera  á 
ambos  contratantes  rescindir  el  presente  contrato  podrán  así 
hacerlo'';  por  la  octava  que  el  contrato  ha  terminado  de  hecho 
por  haber  renuneiado  el  Sr.  Marino  á  la  Recaudación  de  Atra- 
sos de  Matanzas  que  era  objeto  de  la  Sociedad  y  que  ignora  lo 
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que  significa  rescisión;  á  la  novena  se  atuvo  á  lo  manifestado; 
á  la  décima  que  es  cierto  que  no  ha  tenido  ninguno  otro  trato 
ni  contrato  con  García  Marino  sino  el  expresado  en  las  pregun- 
tas anteriores;  por  la  undécima  que  es  dueño  de  las  acciones 
del  Banco  Español  números  mil  novecientos  noventa  y  cuatro 
á  mil  novecientos  noventa  y  ocho  y  tres  mil  ochocientos  veinte 
y  tres  mil  ochocientos  veinte  y  cuatro  así  como  de  dos  más 
que  vendió  Marino  á  D.  Cosme  Blanco  Herrera  al  mes  de  com- 
prarlas; a  la  duodécima  que  es  cierto  que  esas  acciones  fueron 
del  Sr.  Blanco  Herrera  antes  de  ser  de  García  Marino  y  por 
consiguiente  nunca  fueron  propiedad  d€Jl  confesante,  agregan- 
do que  entregó  al  corredor  Sierra  efectivo  para  comprar  á  D. 
Cosme  Blanco  Herrera  ocho  acciones  del  Banco  Español  & 
nombre  de  García  Marino;  á  la  décimatercera  que  dice:  ''Co- 
mo es  cierto  que  en  el  documento  privado  ó  sea  en  el  Contrato 
de  Sociedad  que  formalizó  cosí  García  Marino  en  Noviembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  la  cláusula  tercera  decía  entre 
otras  cosas: 

Primero.  Que  el  confesante  facilitaría  á  García  MSariño  cua- 
tro mil  pesos  en  «tcciones  del  Banco  Eepañol : 

Segundo.  Que  así  que  eso  se  cumpliera  se  haría  constar  en 
documento  ó  escritura  aparte  al  ser  entregadas  las  acciones  á  Gar- 
cía Marino: 

Tercero.  Que  en  ese  documento  aparte  se  haría  constar  de 
quién  eran  realmente  las  acciones : 

Cuarto:  ''Que  así  que  se  le  facilitaran  las  acciones  á  Gar- 
cía Marino,  éste  garantizaría  á  satisfacción  el  préstamo  de  los 
cuatro  mil  pesos",  contestó:  que  era  cierto  que  la  cláusula  ter- 
cera dd  contrato  privado  que  ccflebró  con  Marino  contiene  los 
particulares  a  que  se  refieren  el  primero,  segundo  y  cuarto,  y 
no  así  el  tercero;  á  la  décimacuarta  que  es  cierto  que  no  se  ha 
otorgado  aún  ese  documento  a/parte  para  precisar  en  el  quién 
es  el  propietario  de  las  acciones  que  debieron  ser  entregadas  al 
Sr.  García  Marino  por  el  confesante  porque  nunca  ha  querido 
el  señor  Marino;  á  la  décimaquinta,  se  atuvo  á  lo  contestado  á 
la  duodécima;  por  la  décimasexta,  negó  haber  facilitado  á  prés- 
tamo cuatro  mñ  pesos  al  Sr.  García  Marino;  por  la  décimasép- 
tima,  que  ha  vencido  el  plazo  por  el  cual  le  hizo  ese  préstamo : 

Decimosexto.  Resultando:  que  el  demandado  al  folio  dos- 
cientos seis  absolvió  posiciones  á  tenor  de  las  preguntas  del 
pliego  folio  doscientos  siete  y  contestando  á  la  primera  pre- 
gunta que  se  refiere  á  la  fecha  de  veinte  y  uno  de  Noviembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  dijo:  que  era  cierto  que  por 
esa  fecha  celebró  con  Frígola  un  contrato  que  no  es  por  cierto 
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el  que  se  le  presenta  de  fojas  ciento  veinte  y  tres  ni  tampoco 
es  suya  la  firma  que  lo  autoriza  y  dice  Francisco  García  Mari- 
ño,  negando  las  demás  preguntas  y  que  las  acciones  entrega- 
das por  el  declarante  eran  de  su  exclusiva  propiedad : 

Decimoséptimo,  RestUtavdo :  que  con  estos  antecedentes  de 
faecbo  y  aceptando  sus  fundamentos  de  derecho,  la  Audiencia 
confirmó  la  sentencia  de  Primera  Instancia  por  la  que  se  decla- 
ró sin  lugar  la  demanda  establecida  por  Pedro  Frígola  y  Se- 
grera  contra  Francisco  Qarcia  Marino  á  quien  absolvió  de  la 
demanda : 

Décimooctavo.  Resultando:  que  entre  los  fundamentos  del 
fallo  aparece  el  contenido  en  el  séptimo  Considerando  que  dice: 
**que  a  mayor  abundamiento  y  traida  por  el  actor  precisamen- 
te, como  parte  de  esa  prueba,  ha  venido  aíl  pleito  la  comunica- 
ción auténtica  de  fojas  ciento  veinte,  de  la  cual  aparece  justifi- 
cado en  forma  bastante  para  decidir  la  contienda  en  este  caso, 
que  las  ocho  acciones  cuya  devolución  reclama  el  demandante, 
no  han  sido  en  ningún  caso  de  su  propiedad  ni  han  estado  bajo 
su  dominio  habiéndodas  adquirido  le^timamente  el  demanda- 
do de  Cosme  Blanco  Herrera  su  anterior  dueño,  acreditando 
además  el  citado  documento  que  el  demandado  Francisco  Gar- 
cía Marino  ha  venido  poseyéndolas  y  ejerciendo  sobre  estas  ac- 
ciones, dos  de  las  que  adquirió,  el  dominio  sin  limitación  alguna, 
cobrando  sus  productos  y  dividendos  y  domiciliándolas  en  Ma- 
tanzas": 

Decimonoveno,  Resultando-,  que  contra  la  referida  senten- 
cia interpuso  la  representación  de  Frígola  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  y  doctrina  legal  fundado  en  los  motivos 
primero  y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  citando  las  siguientes  infracciones: 

Primera.  La  del  artículo  mil  doscientos  cincuenta  y  cua- 
tro, mil  doscientos  cincuenta  y  ocho  y  mil  doscientos  setenta 
y  ocho  del  Código  Civil,  por  cuanto  existiendo  un  contrato  en- 
tre Frígola  y  el  demandado  la  Sala  no  dispone  que  éste  se 
cumpla  y  absuelve  de  la  demanda,  infringiendo  además  *la  doc- 
trina legal  de  que  lo  convenido  es  ley  entre  las  partes : 

iSegunda.  La  del  artículo  mil  doscientos  veinte  y  cinco  del 
Código  Civil  por  haber  incurrido  en  error  de  hecho  al  no 
apreciar  como  debió  hacerlo  la  Sala  el  valor  y  eficacia  deíl  do- 
cumento privado  celebrado  entre  Frígola  y  Marino,  reconocido 
por  éste  en  causa  criminal  que  se  le  seguía  por  estafa,  ni  apre- 
ciar tampoco  la  prueba  de  presunciones  que  resulta  claramente 
de  los  escritos  de  contestación  y  duplica : 

Tercera.  Haberse  cometido  error  de  derecho  al  negar  efíca- 
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cia  al  contrato  privado  porque  no  se  trajo  con  la  demanda, 
siendo  así  que  consta  estaba  agregado  á  una  causa  criminal  y 
por  consiguiente  pudo  traerse  en  el  término  de  prueba  como 
lo  permite  al  articulo  seiscientos  uno  de  la  Ley  procesal  que 
sólo  exige  se  traiga  original  cuando  esté  en  poder  del  litigante, 
disposición  de  acuerdo  con  los  artículos  quinientos  tres  y  qui- 
nientos cuatro  de  dicha  ley : 

Cuarta.  Haberse  cometido  error  de  derecho  al  no  dar  á  la 
contestación  y  duplica  evasivas  del  demandado  y  á  las  presun- 
ciones, la  fuerza  probatoria  á  favor  del  recurrente  que  le  dan  ei 
articulo  mil  quinientos  cuarenta  y  ocho  de  la  propia  Ley,  y  al 
prescindir  de  (las  presuncicmes  que  son  pruebas  conforme  á  los 
artículos  mil  doscientos  cuarenta  y  nueve  y  mil  doscientos  cin- 
cuenta y  tres  del  Código  Civil : 

Quinta.  Infracción  del  articulo  quinientos  noventa  y  cinco 
número  séptimo  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  da  el 
carácter  de  doicnmento  público  á  las  actuaciones  de  todas  da- 
ses  por  no  estimarse  ni  apreciarse  las  certificaciones  de  la  can- 
ea crimina^l  pedidas  también  como  pruebas  por  el  demandado: 

Vigésimo.  Resultando:  que  admitido  el  recurso  y  abierta 
su  sustanciación  en  este  Supremo  Tribunal,  el  recurrente  en  el 
trámite  oportuno  adicionó  el  siguiente  motivo  á  los  ya  alegados 
en  la  interpretación:  Error  de  derecho  infringiendo  los  artícu- 
los mil  doscientos  treinta  y  uno  y  mil  doscientos  treinta  y  nue- 
ve del  Código  Civil  por  negarse  eficacia  y  valor  probatorio  á 
la  confesión  prestada  en  la  causa  criminal,  aunque  lo  hubiera 
sido  sin  juramento  y  demás  requisitos  del  artículo  mil  doscien- 
tos treinta  y  cinco,  pues  éste  sólo  se  exige  para  la  confesión 
jadiciaA,  pero  la  extrajudicial  debe  también  tenerse  en  cuenta 
por  los  tribunales: 

Vigésimoprimero.  Bestdiando:  que  el  día  veinte  y  ocho  de 
Agosto  próximo  pasado  se  celebró  la  vista  pública  con  asisten- 
cia de  los  letrados  de  las  partes  y  el  Tribunal  para  mejor  pro- 
veer dispuso  en  cinco  del  corriente  se  elevaran  los  autos  origi- 
nales, de  cuyo  recibo  se  ha  dado  cuenta  el  día  catorce. 

■Siendo  Ponente  el  Magistrado  Angeíl  C.  Betancourt: 

Primero.  Considerando:  para  que  proceda  el  recurso  de 
casación  por  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas 
conforme  al  número  séptimo  del  artícuilo  mil  seiscientos  noven- 
ta de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  CiviH,  es  necesario  que  dicho 
error  resulte  de  documento  ó  acto  auténtico  que  demuestre  la 
evidente  equivocación  del  juzgador,  y  en  el  motivo  segimdo  de 
este  recurso,  en  el  cual  se  invoca  dicha  causa,  no  se  cita  el  do- 
cumento ó  acto  demostrativo  del  error  y  por  consiguiente  no 


200  JÜRISPBUDBNCIA  CIVIL 


puede  conocerse  éste,  ni  ser  estimado,  aun  suponiendo  que  me- 
rezca la  calificaeidn  de  error  de  hecho,  con  que  el  recurrente 
lo  presenta,  eü  no  haberse  apreciado  el  valor  y  eficacia  de  cier- 
tos ellementoe  probatorios,  infracción  que  de  existir,  no  consti- 
tuye dicho  error  de  hecho  como  se  afirma  en  el  segundo  moti- 
vo del  recurso: 

Segundo,  Considerando:  que  fundándose  la  demanda  en  el 
documento  privado  de  veinte  y  uno  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos,  debió  fete  acompañarse  original  á  la  de- 
manda porque  la  simple  alegación  de  estar  unido  á  una  causa 
criminal  sobreseída,  no  quita  al  documento  su  carácter  de  pri- 
vado, ni,  mien tiras  no  se  justifique  lo  contrario,  destruye  la  pre- 
sunción legal  de  estar  á  disposición  deH  actor,  quien  pudo  pre- 
viamente á  la  demanda  solicitar  la  devolució^oi  del  mismo  en  la 
causa  y  además,  que  debiendo  tenerse  en  cuenta  para  la  efica- 
cia de  un  documento  no  sólo  la  oportunidad  en  que  se  presenta 
en  juicio,  sino  los  otros  requisitos  que  para  ese  efecto  la  Ley 
exige,  la  Sala  sentenciadora  no  ha  incurrido  en  el  -error  de  de- 
recho que  se  le  atribuye  en  el  tercer  motivo  dei  recurso,  al  ne- 
gar la  eficacia  á  un  documento  «traído  al  pleito  fuera  de  la 
oportunidad  legal  y  que  además  fué  expresamente  impugnado 
y  negada  su  autenticidad  por  la  parte  contraria,  sin  que  el  ac- 
tor haya  utilizado  prueba  alguna  para  esclarecer  su  legiti- 
midad: 

Tercero.  Considerando:  que  el  artículo  quinientos  cuarenta 
y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  no  preceptúa,  sino 
que  autoriza  solamente  á  los  Tribunales  para  estimar  en  la 
sentencia  como  confesión,  las  respuestas  evasivas  dadas  por  las 
partes  á  los  hechos  alegados  por  las  contrarias  en  sus  escritos, 
y  el  no  hacer  uso  de  esa  facultad  no  constituye  error  de  dere- 
cho en  la  apreciación  de  la  prueba,  como  tampoco  lo  constituye 
el  prescindir  de  las  presunciones  que  las  partes  deducen  de  he- 
chos más  ó  menos  probados,  sustituyendo  su  criterio  personal 
al  del  Juez,  como  pretende  hacerlo  el  recurrente  en  el  cuarto 
motivo  del  recurso : 

Cuarto,  Considerando :  que  el  recurrente  no  ha  expuesto  la 
clase  de  error  que  invoca  en  el  quinto  motivo  del  recurso  y,  ade- 
más, para  fundamentar  éste  parte  de  un  supuesto  inexacto  afir- 
mando que  en  la  sentencia  no  se  estiman  ni  aprecian  las  certi- 
ficaciones de  la  causa  criminal  traídas  como  prueba,  siendo  así, 
que  el  Juez,  y  la  Audiencia  al  aceptar  sus  fundamentos  estima- 
ron dichos  documentos  dándoles  el  vcdor  y  sentido  jurídico  que 
como  elemento  de  prueba  les  correspondía,  á  su  juicio : 

Quinto,  Considerando:  que  no  es  posible  despojar  de  su 
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carácter  jüdiciaU  á  ningan  acto  realizado  ante  un  Juez,  den- 
tro de  los  preceptos  de  una  Ley  procesa/l  con  efectos  regulados 
por  la  propia  Ley,  para  darles  eficacia  distinta  á  la  que  aqué- 
lla les  atribuye,  con  solo  variarles  el  nombre,  porque  esto  des- 
naturalizaría los  actos  procesales,  introduciendo  la  inoertidum- 
bre  y  la  confusión  en  cuanto  ¿  su  finalidad,  contrariamente  á 
los  propósitos  del  legislador,  y  á  tal  conclusión  se  llegaría  esti- 
mando que  una  declaración  prestada  sin  juramento  por  el  in- 
culpado en  el  sumario  de  pna  causa  criminal,  constituye  una 
confesión  extrajudicial,  cuando  precisamente  faltaba  á  ta:l  de- 
daración  el  carácter  esencial  de  toda  confesión,  6  sea,  la  vir- 
tualidad que  le  reconoce  el  artículo  miH  doscientos  treinta  y  dos 
del  Código  Civil,  de  hacer  prueba  contra  su  autor,  pues  las  de- 
claracioiies  del  acusado  en  un  sumarío,  son  simples  medios  de 
investigación,  que  en  ningún  caso  por  sí  solas,  afectan  en  daño 
ó  beneficio  al  producente;  y  por  consiguiente  en  la  sentencia 
no  se  incurrió  en  el  error  de  derecho  invocado  en  el  motivo  adi- 
cional alegado  por  el  recurrente : 

Sexto.  Considerando:  que  no  habiendo  incurrido  el  Tribu- 
nal sentenciador  en  los  errores  de  apreciación  de  prueba  que 
se  le  tian  B,tríbuido  y  por  lo  cuad  subsiste  su  juicio  de  que  no 
son  ni  han  sido  del  demandante  las  acciones  cuya  devolución 
reclama,  y  habiendo  por  otra  parte  negado  eficacia  al  documen- 
to en  que  se  funda  la  demanda,  al  absolver  de  ésta  al  demanda- 
do no  se  han  podido  violar  los  artículos  mil  doscientos  cincuenta 
7  cuatro,  mil  doscientos  cincuenta  y  ocho  y  mil  doscientos  se- 
tenta y  ocho,  que  exigen  para  su  aplicación  el  antecedente  ne- 
cesario de  hecho  de  haberse  probado  la  existencia  de  una  obli- 
gación: 

Séptimo.  Considerando:  que  no  habiendo  cometido  él  Tri- 
bunal sentenciador  las  infracciones  que  sirven  de  motivos  al 
recurso,  procede  declarar  éste  sin  lugar  y  en  cumplimiento  dd 
articido  XL  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve  condenar  en  costas  al  recurrente ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Pedro  Frígola  con- 
tra la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audien- 
cia de  la  Habana  en  ocho  de  Mayo  del  corriente  año  en  el  plei- 
to al  principio  referido,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 
Y  coq  devolución  de  los  autos  originales  y  del  apuntamien- 
to, comuniqúese  á  dicha  Audiencia  por  medio  de  certificación 
esta  sentencia,  la  cual  se  publicará  en  la  Gaceta  de  la  Habana 


202  JURISPRUDENCIA   CIVIL 


y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  librán- 
dose all  efecto  las  oportunas  copias. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
j  firmamos. — ^Antonio  González  de  Mendoza. — ^Rafael  Cruz  Pé- 
rez.— ^Pedro  "González  Llórente. — Ángel  C  Betancourt. — Octavio 
Giberga. 


Bonifacio  Abello  y  Suárez,  contra  la  Compañía  ' '  The  Cuban 
Central  Railway,  Limited." 

Sentencia  núm.  6  (Septiembre  26  de  1900). 

Inhibición  solicitada  por  el  Administrador  de  "The  Cuban  Cen^ 
tral"  en  el  Juzgado  del  Pilar  de  esta  Ciudad,  para  que  el  de 
Cienfuegos  dejara  de  conocer  del  juicio  que  le  habían  pro- 
puesto  en  dicho  Juzgado  sobre  indemnización  de  perjuicios, 

CUESTIÓN  DE  COMPETENCIA. 

Para  decidir  una  cnestidn  de  competencia,  fuera  de  los 
casos  de  sumisión,  hay  que  atender  en  primer  término  á  la 
natoraleza  de  la  obligación  y  clase  de  acción  qne  se  ejercita 
para  hacerla  efectiva;  y  tratándose  del  ejercicio  de  ma  ac- 
ción personal,  con  arreglo  i  la  re£^  primera  del  Artículo  es 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Oivü,  es  Juez  competente  para 
conocer  del  asonto  en  qne  tal  acción  se  deduce,  él  del  ponto 
en  qne  deba  cumplirse  la  obligación,  qne  siendo  la  de  indem- 
nizar dafios  y  perjuicios  ocasionados  á  la  propiedad,  es  él  del 
lugar  donde  se  causó  el  dafto. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  seis  de  Septiembre 
de  mil  novecientos  en  la  cuestión  de  competencia  pendiente  ante 
este  Supremo  Tribunal,  promovida  por  inhibitoria  por  el  Juzgado 
de  Primera  Instancia  del  Distrito  del  Pilar  de  esta  ciudad  al 
de  igual  clase  de  la  de  Cienfuegos  en  el  juicio  declarativo  de 
menor  cuantía  en  reclamación  de  daños  y  perjuicios  estableci- 
do por  Bonifacio  Abello  y  Suárez,  contra  la  Compañía  *'The 
Cuban  Central  Railway  Limited"  sustanciada  con  la  repre- 
sentación de  las  partes  y  audienci«t  del  Ministerio  fiscal : 

Resultando :  que  en  catorce  de  Mayo  del  corriente  año  Bo- 
nifacio Abello  y  Suárez,  por  medio  de  procurador,  dedujo  en 
el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Cienfuegos,  demanda  en 
juicio  declarativo  de  menor  cuantía  contra  la  Compañía  **The 
Cuban  Central  Railway  Limited"  para  que  se  condenara  al 
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pago  de  daños  y  perjuicios,  que  estimaba  en  mil  doscientos  pe- 
sos oro,  y  que  le  fueron  ocasionados  por  el  incendio  del  potrero 
*'La  Lima"  de  su  propiedad,  ubicado  en  el  Término  de  Lajas, 
distrito  de  Cienfuegos,  que  afirma  fué  producido  por  haberse 
comunicado  á  dicho  potrero  el  incendio  que  en  la  colonia  Dor- 
ticós  y  potrero  Santa  Lucía  ocasionó  por  dos  veces,  el  catorce 
de  Mayo  último  la  locomotora  de  la  dicha  Oompañia  que  hacía 
servicio  entre  el  ingenio  **  Santísima  Trinidad*'  y  el  Central  **  Ca- 
racas'': 

RestUtando :  que  citado  y  emplazado  el  Administrador  de  la 
Compañía,  en  Sagua  la  Grande,  manifestó,  que  no  podía  aceptar 
el  emplazamiento  porque  aquélla  tenía  su  domicilio  legal  en  la 
Habana,  y  que  en  catorce  de  Junio  el  dicho  Administrador  acu- 
dió al  Juzgado  de  primera  Instancia  del  distrito  del  Pilar  de  esta 
ciudad  á  quien  correspondió  en  turno,  solicitando  requiriera  de 
inhibición  al  de  Cienfuegos  en  el  conocimiento  de  la  demanda  an- 
tes referida.,  fundándose  para  ello  en  que  según  justificó,  el  domi- 
eilio  legad  d^  la  Compañía  demandada  es  en  esta  capital  calle  de 
Agolar  número  ochenta  y  uno  y  a-quí  debe  ser  demandada  por 
tratarse  de  xma  acción  x)ersíonal,  para  el  cumplimiento  de  la  cual 
no  hay  lugar  determinado,  pues  ésta  no  nace  de  un  contrato  y  la 
Compañía  no  conviene  en  la  responsabilidad  que  le  atribuye  el 
aetor: 

Eesultando :  que  oído  el  Ministerio  fiscal  fué  de  parecer 
que  se  accediera  á  lo  solicitado  y  el  Juez  por  auto  de  diez  y 
nueve  de  Junio  mandó  librar,  y  se  libró  oficio  requiriendo  de 
inhibición  al  de  Cienfuegos,  y  recibido  en  ese  Juzgado  el  actor  y 
el  Ministerio  fiscal  mantuvieron  la  competencia  del  mismo,  dic- 
tando el  Juez  en  nueve  de  Julio  auto  negando  la  inhibitoria  que 
fué  comunicado  al  requirente : 

Resultando',  que  recibido  el  oficio  denegatorio  en  el  Juz- 
gado del  Pilar,  éste  insistió  en  mantener  su  competencia,  co- 
municándolo así  al  requerido,  por  virtud  de  lo  cual  ambos  han 
elevado  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo : 

Resultando:  que  ante  este  Tribunal,  el  Ministerio  Fiscal 
ha  dictaminado  en  sentido  de  que  corresponde  la  competencia 
al  Juez  de  Cienfuegos  y  celebrada  la  vista  pública  el  día  vein- 
te y  uno  del  actual  sostuvo  su  informe  escrito,  apoyado  por  la 
representación  de  la  parte  demandante  é  impugnado  por  éí  de 
la  demand^a  que  á  su  vez  sostuvo  la  del  Juzgado  de  esta  ciudad. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betancourt : 

Considerando:  que  para  decidir  una  cuestión  de  competen- 
cia, fuera  de  los  casos  de  sumisión,  hay  que  atender  en  primer 
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término  á  la  naturaleza  de  la  obligaeióji  y  clase  de  acción  que 
se  ejercita  para  hacerla  efectiva,  á  cuyo  ñn  basta  el  examen  de 
los  hechos  fundamentales  de  la  demanda  y  los  documentos  á 
la  misma  acompañados,  sin  que  sea  preciso  tener  en  cuenta  las 
negaciones  que  al  punto  fundamental  que  ha  de  controvertirse 
oponga  prematuramente  ei  demandado,  pues  tales  negaciones 
han  de  ser  objeto  de  su  contestación  en  el  trámite  oportuno  y 
en  nada  pueden  influir  en  una  cuestión  de  competencia,  que 
no  resuelve  ni  .prejuzga  explícita  ni  implícitamente,  en  ningún 
caso,  lo  que  es  materia  del  pleito : 

Considerando:  que  la  acción  ejercitada  en  el  juicio  que  ha 
dado  lugar  á  la  presente  cuestión,  es  personal  y  conforme  á  la 
regla  primera  del  artículo  sesenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  es  Juez  competente  para  conocer  de  los  pleitos 
en  que  tales  acciones  se  deducen,  en  primer  término  el  del  lu- 
gar en  que  deba  cumplirse  la  obligación  y  siendo  ésta  la  de  in- 
demnizar daños  y  perjuicios,  no  proveniente  de  un  eantrato,  la 
reclamación  ha  de  hacerse  ante  el  Juez  del  lugar  donde  se  cau- 
só el  daño,  porque  en  el  nació  y  debe  cumplirse  la  obligación 
y  por  consiguiente,  ante  él  han  de  discutirse  todas  las  cuestio- 
nes objeto  del  litigio,  inoluao  la  de  la  verdad  de  los  hechos : 

Considerando:  que  estando  situada  en  el  distrito  judicial 
de  Gienf  uegos  la  flaica  por  cuyo  incendio  reclama  indemnización 
él  demandante,  al  Juez  de  dicho  distrito  corresponde,  de  acuer- 
do con  la  doctrina  antes  sentada,  el  conocimiento  del  pleito; 

FaUamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  co- 
nocimiento de  la  demanda  en  juicio  declarativo  de  menor  cuan- 
tía deducida  en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Cienfue- 
gos  por  Bonifacio  Abollo  y  Suárez  contra  ''The  Cuban  Central 
Railway  Limited  *'  sobre  indenmizaci<^  de  daños  y  perjui- 
cios, compete  á  dicho  Juzgado  de  Cienfuegos  y  en  su  conse- 
cuencia, remítanse  las  actuaciones  elevadas  á  este  Tribunal  con 
certificación  de  esta  sentencia,  dándose  aviso  de  lo  resuelto 
al  Juez  del  distrito  del  Pilar,  hoy  del  Sur  de  esta  capital,  sien- 
do del  cargo  respectivamente  de  las  partes  las  costas  causadas. 
Publíquese  esta  sentencia  dentro  del  término  de  diez  días  en 
la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  su  oportunidad  en  la  Colección 
á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  librándose  al  efecto  las 
copias  correspondientes, 

Lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — ^Pedro  Gonzá- 
lez Llórente. — Rafael  Cruz  Pérez.—^oeé  M.  García  Montes. — 
Eudaldo  Tamayo. — ^Angel  C.  Betancourt. 
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Inís,  María  Luisa,  Patricio  y  Miguel  Blanco  y  Berard,  con- 
tra Gregorio  Palacios. 

Sentencia  núm.  26  (Septiembre  28  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  y  de  doctrina  legal,  interpuesto 
por  los  Sres.  Blanco  y  Berard  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  30  de  Marzo  de  1900. 

DECLARATIVO  DE  MAYOR  CUANTÍA  EN  COBRO 

DE  PESOS. 

Ii08  testimonios  de  varios  lagares  de  una  testamentaria 
7  otros  documentos  que  utiliza  la  adjadicataria  en  un  Juicio 
de  esta  dase,  para  inscribir  sn  dominio  sobre  nna  casa  com- 
prendida en  esa  adjudicación,  pero  en  los  cuales  no  se  tomó 
razón  de  las  hipotecas  que  dicha  adjudicataria  constituía 
sobre  la  expresada  casa,  y  que  solo  dieron  motivo  k  una  ano- 
tación, no  pueden  producir  en  el  Registro  el  efecto  de  la  es- 
critura de  protocolización  ante  un  Kotario  de  la  cuenta  de 
partición  y  división  que  practican  los  interesados;  por  lo  cual 
no  incurre  en  error  de  derecho  la  Sala  que  al  apreciar  las 
pruebas  de  la  hipoteca  que  se  reclama  resuelve  que  no  estaba 
inscripta  en  el  Begistro. 

X7n  contrato  solo  tiene  fuerza  de  Ley  entre  las  partes 
contratantes  y  sus  causahabientes;  pero  no  puede  invocarse 
como  tal  ley  contra  tercero  que  no  ha  intervenido  por  si 
ni  por  medio  de  sus  causantes  en  el  convenio. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  ocho  de  Septiembre 
de  mil  novecientos,  visto  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  y  doctrina  legal  procedente  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
lana  interpuesto  por  'los  demandantes  en  juicio  declarativo  de 
mayor  cuantía  seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Jesús  María  y  ante  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  mencionada  Au- 
diencia por  Inés,  María  Luisa,  Patricio  y  Miguel  Blanco  y  Be- 
rard, cuyos  domicilios  y  profesión  no  constan,  contra  Gregorio 
Palacios  y  Pérez,  propietario  y  vecino  de  esta  ciudad,  en  cobro 
de  pesos: 

Primero.  Resultando:  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Au- 
diencia, en  su  sentencia,  recurrida,  de  treinta  de  Marzo  último 
aceptó,  los  Resultandos  de  la  de  Primera  instancia,  en  la  cual 
se  contienan  los  diecisiete  que  se  transcriben  á  continuación : 

Segundo.  Resultando:  que  el  Procurador  José  Ramón  Ri- 
vas  á  nombre  y  con  poder  bastante  de  Doña  Inés,  Doña  María 
Luisa,  D.  Patricio  y  D.  Miguel  Blanco  y  Berard,  estableció  por 
medio  del  escrito  de  fojas  trece,  demanda  declarativa  de  ma- 
yor cuantía,  en  cobro  de  quinientos  sesenta  y  un  pesos,  setenta 


206  JURISPRUDENCIA  CIVIL 


y  dos  y  medio  centavos  en  oro,  para  eada  uno,  é  interés  al  sei* 
por  ciento,  contra  D.  Oregorio  Palacios,  fundándola  en  los  si- 
guientes hechos: 

íPrionero.  Que  en  el  extin^guido  Juzgado  de  primera  instan- 
cia del  distrito  del  Este  de  esta  ciudad,  ante  el  Escribano  Don 
Zacarías  Brezmes  cursaron  los  autos  testamentarios  de  D.  Pa- 
tricio Blanco,  quien  dejó  por  sus  bienes  una  casa  de  mampos- 
tería,  situada  en  el  Barrio  de  la  Punta,  Calzada  de  San  Láza- 
ro ó  Ancha  del  Norte,  número  ciento  noventa: 

Segundo.  Que  D.  Patricio  Blanco  y  Donato,  el  testador,  fué 
casado  con  Doña  Carolina  Berard,  dejando  por  sus  hijos  á 
Doña  Isabel,  Doña  Inés,  Doña  María  Luisa,  D.  Patricio,  Don 
Miguel  y  D.  Isidro  Blanco  y  Berard,  entre  quienes  necesaria- 
mente habría  de  dividirse  el  único  inmueble  dejado  por  aquél : 

Tercero.  Que  desde  luego  en  los  expresados  mortuorios  se 
practicó  por  el  contador  y  partidor  nombrado  en  el  testamento 
D.  Antonio  Esteban  Conde,  previa  la  tasación  del  inmueble  la 
necesaria  cuenta  de  división  y  partición,  la  que  ratificada  opor- 
tunamente fué  aprobada  por  el  Juzgado  que  conocía  de  dicho 
juicio  testamentario: 

Cuarto.  Que  de  la  referida  cueata  de  división  y  partición, 
resultó  la  viuda  Doña  Carolina  Berard,  con  un  haber  de  tres 
mil  trescientos  setenta  pesos,  treinta  y  nueve  centavos  oro,  co- 
rrespondiendo igual  cantidad  á  los  hijos  y  herederos  del  tes- 
tador á  razón  de  quinientos  sesenta  y  un  pesos  setenta  y  dos 
y  medio  centavos  oro  á  cada  uno: 

Quinto.  Que  para  pa^ar  las  expresadas  responsabilidades, 
dada  la  unidad  de  la  cosa  que  existía,  se  acordó  y  fué  judicial- 
mente aprobado  dicho  acuerdo,  la  adjudicación  de  la  casa  cal- 
zada de  San  Lázaro  ó  Ancha  del  Norte  número  ciento  noventa, 
á  favor  de  Doña  Carolina  Berard,  la  cual,  para  responder  y 
garantizar  el  haber  paterno  de  sus  hijos,  hipotecó  especial  y 
señaladamente  el  mencionado  inmueble  que  se  adjudicaba  ¿ 
favor  de  las  ya  mencionadas  Doña  Isabel,  Doña  Inés,  Doña  Ma- 
ría Luisa,  D.  Patricio,  D.  Miguel  y  D.  Isidro  Blanco  y  Berard, 
por  la  suma  de  quinientos  sesenta  y  un  pesos  setenta  y  dos  y 
medio  centavos  oro  á  cada  uno,  abonándoles  el  interés  de  seis 
por  ciento,  el  cual  reservaría  en  su  poder  para  con  él  atender  á 
la  subsistencia  de  aquéllos  que  quedaban  á  su  abrigo : 

Sexto.  Que  desde  luego  al  efectuarae,  como  se  efectuó,  la 
adjudicación,  quedaron  como  primeras  hipotecas  sobre  la  casa 
las  porciones  hereditarias  que  correspondían  á  cada  uno  de 
los  herederos  del  testador  D.  Patricio  Blanco  y  Donato,  todo  lo 
cual  fué  acordado  y  celebrado  mediante  la  venia  judicial: 
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Séptimo.  Que  impartida  la  autoridad  del  Juzgado  del  Este 
i  la  expresada  adjudicacié;Q  se  ordenó  por  el  mismo  la  proto- 
eolización  de  la  ya  citada  cuenta  de  división  y  partición,  lo 
que  tuvo  efecto  ante  el  Notario  D.  Joaquín  Laincis  y  Alfonso : 

Octavo :  que  tanto  las  diligencias  que  comprenden  las  cuen- 
tas de  división  y  partición  y  las  constitutivas  de  las  hipotecas 
constituidas  á  favor  de  los  hijos  y  sucesores  de  D.  Patricio 
Blanco  y  Donato,  fueron  inscritas  en  el  Registro  de  la  Propie- 
dad, al  folio  ciento  setenta,  del  tomo  doscientos  sesenta,  finca 
número  doscientos  setenta  y  ocho,  letra  D. : 

Noveno.  Que  con  poeterioridad  á  los  hechos  que  «uteceden 
D.  Gregorio  Palacios  ha  adquirido  -la  mencionada  casa  de  la 
calzada  de  San  Lázaro  ó  Ancha  del  Norte  número  ciento  noven- 
ta, afecta  con  hipoteca  expresa  á  la  seguridad  del  pago  del  ha- 
ber paterno  de  mis  clientes: 

Décimo.  Que  se  eocwentra  vigente  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad la  inwripción  hipotecaria  á  favor  de  mis  demandantes, 
8in  que  se  haya  satisfecho  ni  el  importe  de  la  cantidad  hipote- 
cada, ni  los  intereses  vencidos,  apareciendo  el  dominio  de  di- 
cho inmueble  á  favor  de  D.  Gregorio  Palacios : 

Tercero.  Resultando  i  que  el  Procurador  D.  José  Urquijo 
por  medio  del  escrito  de  fojas  ciento  treinta  al  que  acompaño 
una  certiticaeión  defl  Registro  de  la  Propiedad  de  esta  capital 
visible  á  fojas  ciento  cinco,  evacuó  la  contestación  á  la  demanda 
estableciendo  reconvención,  todo  bajo  los  fundamentos  de  he- 
chos siguientes : 

Primero.  Por  falleci^miento  de  D.  Patricio  Blanco  y  Dona- 
to en  catorce  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis,  su 
viuda  Doña  Úrsula  Carolina  Berard,  se  adjudicó  la  casa-ciuda- 
dela  calle  Ancha  del  Norte  número  ciento  noventa,  tomándola 
en  propiedad  desde  la  aprobación  judicial  con  la  obligación  de 
reconocer  en  ella  el  haber  de  los  tres  herederos  menores  de  edad 
que  lo  eran  D.  Patricio,  D.  Miguel  y  D.  Isidro  Blanco  y  Be. 
rard,  y  de  satisfacer  también  á  los  tres  mayores  lo  que  les  ha- 
bía correspondido  en  la  partición  á  razón  de  quinientos  veinte 
y  ocho  pesos  á  cada  uno,  comprometiéndose  además  á  otorgar 
escritura  pública  para  la  aseguración  del  caudal  de  los  menores 
sobre  la  finca  adjudicada,  todo  lo  cual  se  consignó  en  la  cuenta 
de  dos  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis  y  en  el  escri- 
to de  convenio  de  veinte  y  tres  del  mismo  mes  y  año  que  obran 
á  los  folios  ocho  y  diez  y  siete  de  los  autos  de  la  testamentaría 
de  D-  Patricio  Blanco,  radicados  hoy  en  el  Juzgado  de  Primera 
Instancia  del  Distrito  de  la  Catedral,  Escribanía  de  D.  Zacarías 
Brezmes: 
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Segando.  En  auto  de  dos  de  Junio  de  mil  ochocientoe  se- 
tenta y  seis,  aprobó  el  Juez  la  división  y  adjudicación  propues- 
ta, mandando  que  se  otorgara  la  escritura  otorgada,  y  en  siete 
de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  se  aprobó  también 
la  nueva  cuenta  de  partición  con  las  modificaciones  que  la  viu- 
da y  herederos  de  D.  Patricio  Blanco  habían  convenido  hacer 
en  lo  primeramente  concertado,  contándose  entre  esas  modifi- 
caciones el  acuerdo  de  dejar  sin  efecto  la  condición  en  un  prin- 
cipio establecida,  de  que  Doña  Úrsula  Carolina  Berard,  no  pu- 
diera veuder  ni  hipotecar  la  finca  adjudicada  y  el  de  obligar- 
se los  herederos  á  no  reclamar  á  la  adjudicataria  mi^itras  vi- 
viere, sus  respectivos  haberes  que  se  fijaron  en  la  cantidad  de 
quinientos  sesenta  y  un  pesos  setenta  y  dos  centavos,  según  to- 
do consta  en  los  folios  veinte  y  cuatro  y  cuarenta  y  cuatro  de 
los  expresados  autos: 

Tercero.  Que  en  tres  de  Enero  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  dos  Doña  Úrsula  Carolina  Berard,  con  certificación  de  va- 
rios lugares  de  dichos  autos,  inscribiq  á  su  nombre  en  el  Re- 
gistro de  la  propiedad,  la  casa  Ancha  del  Norte  número  ciento 
noventa  sin  más  gravámenes  que  el  de  cuatrocientos  veinte  pe- 
sos por  capital  de  censo  á  favor  del  Estado,  haciéndose  el  asien- 
to fli  folio  ochenta  y  siete  del  tomo  sesenta  y  seis  del  Ayunta- 
miento de  esta  ciudad,  finca  número  doscientos  setenta  y  ocho, 
como  aparece  en  la  certificación  del  Registrador  que  acom- 
paño : 

Cuarto.  Por  escritura  de  once  de  Abril  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  tres,  otorgada  ante  D.  Joaquín  Lancis,  'Notario  de  esta 
ciudad,  Doña  Úrsula  C.  Berard,  como  dueña  de  la  casa  menciona- 
da, con  certificación  del  Registrador  en  que  se  hacía  constar  que 
esa  finca  no  tenía  más  gravam^i  que  el  censo  á  favor  del  Es- 
tado, la  dio  en  arrendamiento  á  D.  Ramón  Falgueras  y  Cabra- 
nes,  y  al  propio  tiempo  constituyó  sobre  ella  hipoteca  volun- 
taria á  favor  del  expresado  Falgueras  en  garantía  de  la  canti- 
dad de  mil  quinientos  pesos  oro  que  le  adeudaba  por  razón  de 
anticipos  para  la  subsistencia  de  sus  menores  hijos  y  otros 
conceptos,  según  se  ve  en  la  antedicha  certificación  del  Re- 
gistro: 

Quinto.  En  quince  de  Junio  deil  mismo  año,  fué  inscrita 
en  el  Registro  la  expresada  hipoteca  á  favor  de  D.  Ramón  Fal- 
gueras, haciéndose  el  asiento  al  folio  ochenta  y  nueve  del  tomo 
antecitado  como  aparece  en  la  expresada  certificación.  Promo- 
vido juicio  ejecutivo  por  D.  Ramón  Falgueras  contra  Doña 
Úrsula  C.  Berard  en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Ce- 
rro, Escribanía  de  D.  Antonio  Aivarez  Insua,  para  hacer  efec- 
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tivo  el  crédito  que  le  adeudaba  en  catorce  de  Julio  de  mil  ocho- 
dentos  ochenta  y  seis,  se  embargó  la  finca  hipotecada  para  res- 
¡xmder  de  mil  quinientos  pesos  de  capital,  sus  intereses  legales, 
mil  quinientos  pesos  para  costas  y  quinientos  para  papel  sella- 
do, habiéndose  tomado  en  el  Registro  anotaciqn  preventiva  de 
ese  embargo,  en  siete  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  j 
aeie,  anotación  letra  C. : 

Séptimo.  Dictada  sentencia  firme  de  remante  en  el  expresado 
juicio  se  siguió  el  procedimiento  de  apremio  y  tasada  la  finca 
embargada  se  puso  á  pública  subasta  por  el  importe  de  su  tasa- 
eión  ascendente  á  cuatro  mil  quinientos  veinte  y  ocho  pesos : 

Octavo.  Ocurrido  el  fallecimiento  de  la  deudora  durante 
el  procedimiento  de  apremio,  fueron  citados  D.  Luis,  Doña 
Iná,  D.  Patricio  y  D.  Miguel  Blanco  y  Berard  para  que,  como 
herederos  de  aquella  constituyeran  representación  en  los  autos 
y  no  habiéndolo  hecho  se  les  declaró  en  rebeldía  por  auto  del 
diez  y  ocho  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  y  se 
entendió  la  tramitación  con  los  estrados  del  Tribunal,  según 
consta  en  las  fojas  ciento  cuarenta  y  cinco,  á  ciento  cincuenta 
y  tres  vuelta,  de  los  autos  de  referencia: 

Noveno.  En  seis  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  nueve  se  verificó  el  remate  de  la  finca  hipotecada  que  fué  ad- 
judicada á  D.  Gregorio  Palacios  como  mejor  postor  por  el  precio 
de  tres  mil  ochocientos  diez  y  nueve  pesos,  y  liquidadas  las 
cargas  perpetuas  al  folio  ciento  ochenta  y  cuatro  de  dichos 
autos,  consignó  el  rematador  el  precio  líquido  de  tres  mil  cua- 
trocientos once  pesos  y  setenta  y  seis  centavos  que  se  aplicaron 
al  pago  del  capital,  intereses  y  costas,  según  la  tasación  aproba- 
da sin  que  resultare  remanente  alguno;  y  en  su  consecuencia 
con  fecha  treinta  de  Noviembre  del  mismo  año,  ante  el  Notario 
D.  José  S.  Barrera,  se  otorgó  á  favor  de  D.  Gregorio  Palacios 
por  el  señor  Juez  de  Primera  Instancia  del  Distrito  del  Cerro, 
en  representación  de  la  herencia  yacente  de  Doña  Úrsula  Caro- 
lina Berard  y  D.  Ramón  Falgueras,  la  escritura  de  venta  en 
remate  y  cancelación  de  hipoteca  que  fué  inscripta  en  el  Regis- 
tro en  veinte  de  Diciembre  del  mismo  año  de  mil  ochocientos 
oehenta  y  nueve,  al  folio  doscientos  cuarenta  y  seis  del  tomo 
trescientos  sesenta  y  siete  del  Ayuntamiento  de  la  Habana,  fin- 
es doscientos  setenta  y  ocho,  inscripción  cuarta,  todo  lo  cual 
consta  en  los  insertos  que  contiene  la  certificación  del  Registro 
acompañada: 

Décimo.  Mientras  esto  sucedía  D.  Migu^  y  D.  Patricio  Blan- 
co y  Berard,  solicitaron  y  obtuvieron  con  fecha  veinte  y  uno 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  en  los  autos  de 
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]a  testamentaría  de  D.  Patricio  Blanco  y  Donato,  qne  el  Jnez  de 
Primera  Instancia  del  Distrito  de  la  Catedral,  librase  manda- 
miento al  Registrador  con  testimonio  de  la  cnenta  de  partición 
j  otros  particulares  para  que  se  inscribieran  las  hipotecas  que 
supusieron  constituidas  á  su  favor  7  el  de  otras  personas : 

Pnce.  Presentados  en  el  Registro  esos  mandamientos  se 
extendió  con  fecha  nueve  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve  el  asiento  de  anotación  letra  D  que  aparece  en 
el  folio  ci^ito  setenta,  del  tomo  doscientos  sesenta,  finca  dos- 
cientos setenta  y  ocho,  en  cuyo  asiento  no  se  expresan  la  natu- 
raleza, extensión  y  condiciones  de  las  hipotecas  que  se  suponen 
constituidas  ni  la  naturaleza  del  título  de  su  constitución,  que 
en  realidad  no  existía  por  no  haberse  otorgado  la  escritura  pú- 
blica en  que  deben  fijarse  al  constituirse  una  hipoteca,  la  ascen- 
dencia del  crédito  que  asegura  y  los  plazos,  intereses  y  demás 
condiciones  de  tal  gravamen : 

Duodécimo.  Por  auto  de  treinta  de  Diciembre  de  mil  odiocien- 
tos  noventa  y  dos  pronunciado  por  el  señor  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia del  Distrito  del  Cerro,  ante  el  Escribano  D.  Antonio  Al- 
varez  Insua  en  el  abintestato  de  Doña  Úrsula  Carolina  Berard, 
fueron  declarados  únicos  y  universales  herederos  de  esta,  sus 
hijos  Doña  Luisa,  Doña  Inés,  D.  Miguel,  D.  Patricio  y  D.  Ma- 
nuel Isidro  Blanco  y  Berard  que  no  solicitaron  en  tiempo  el 
beneficio  de  inventario  para  aceptar  la  herencia: 

Decimotercero.  Doña  Úrsula  C.  Berard  no  otorgó  escritura 
de  constitución  de  hipoteca  á  favor  de  los  demandantes,  ni  llegó  k 
formalizar  la  aseguración  hipotecaria  del  haber  de  los  que  eran 
menores  en  mil  ochocientos  setenta  y  seis  y  setenta  y  ocho, 
según  se  había  acordado  por  los  interesados  y  se  mandó  por 
el  Juez: 

Decimocuarto.  El  documenix>  que  se  ha  acompañado  con  la 
demanda  como  fundamento  del  derecho  de  los  actores  no  ha  sido 
presentado  en  el  Registro  ni  ha  sido  ni  puede  ser  inscrito,  sien- 
do por  tanto  falsa  ó  cuando  menos  inexacta  la  nota  de  inscrip- 
ción que  aparece  á  su  pie  extendida  en  veinte  y  ocho  de  Octu- 
bre de  mil  ochoci«itos  ochenta  y  nueve,  la  cual  impugnó  ex- 
presamente: 

Decimoquinto.  Los  demandantes  reconocieron  la  preferencia 
de  la  hipoteca  constituida  á  favor  de  D.  Ramón  Falgueras  y  como 
herederos  de  Doña  Úrsula  C.  Berard  fueron  parte  en  el  juicio 
en  que  se  verificó  la  subasta  y  consintieron  el  remate  de  la  fin- 
ca sin  que  por  tal  causa  se  hayan  dirigido  ni  puedan  dirigirse 
contra  los  causahabientes  de  la  deudora  directa  que  son  ellos 
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mismos,  para  hacer  la  exclusión  de  bienes  que  exige  la  ley  an- 
tes de  inquietar  al  tercer  poseedor : 

Decimosexto.  La  demandante  Doña  Inés  Blanco  es  casada  y 
no  ha  presentado  el  documento  necesario  para  acreditar  que 
obtiene  poder  6  licencia  de  su  marido;  y  el  Procurador  de  los 
demandantes  no  ha  acompañado  los  testimonios  de  los  poderes 
que  le  han  sido  sustituidos;  alegando  el  citado  Procurador  Ur- 
quijo  como  hechos  de  la  reconvención,  fojas  ciento  cincuenta 
y  dos  vuelto,  los  expuestos  en  los  catorce  primeros  números  de 
la  contestació^i,  y  concluye  solicitando  que  teniéndose  por  con- 
testada la  demanda  y  por  propuesta  la  reconvención  se  deses- 
time la  pretensión  de  los  demandantes  absolviendo  de  ella  á 
D.  Gregorio  Palacios  y  al  mismo  tiempo  se  admita  la  reclama- 
ción de  éste,  declarándose  nulo  y  de  ningún  valor  el  asiento  de 
anotación  letra  D  hecho  en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  esta 
ciudad  con  fecha  nueve  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve  con  relación  á  la  casa  calle  Ancha  del  Norte 
número  ciento  noventa  y  extinguidas  y  canceladas  de  hecho  y 
de  derecho  las  hipotecas  á  que  se  contrae,  determinando  que 
aquel  asiento  y  las  pretendidas  hipotecas  se  cancelen  en  forma, 
y  condenando  á  Doña  Inés  Doña  María  Luisa,  D.  Patricio  y 
D.  Miguel  Blanco  y  Berard  á  cancelar  ó  consentir  la  cancela- 
ción de  dichas  hipotecas  y  asiento  de  su  anotación  y  al  pago 
de  todas  las  costas  del  juicio: 

Cuarto.  Resultando:  que  conferido  traslado  al  actor  para 
réplica  por  término  de  diez  días  lo  evacuó  por  medio  del  es- 
crito de  fojas  ciento  ochenta  y  cinco  consignando  los  siguientes 
hechos: 

Primero.  Reproduzco  íntegramente,  ratiñcándolos  todos  los 
consignados  en  mi  escrito  de  demanda: 

Segundo.  Que  Doña  Isabel  Blímco,  consorte  de  D.  Antonio 
García  Muñiz  disfruta  de  la  correspondiente  licencia  marital  y 
tiene  completa  personalidad;  y  que  D.  Miguel  y  D.  Patricio 
Blanco  tienen  asimismo  otorgado  poder  con  cláusula  de  susti- 
tución quedando  también  completada  la  personalidad  del  Pro- 
curador que  los  representa  á  virtud  de  dicha  sustitución : 

Tercero.  Que  tanto  en  la  primera  cuenta  de  división  y 
partición  de  los  bienes  dejados  por  D.  Patricio  Blanco,  como 
en  la  segunda  subsanándose  errores  de  aquélla,  Doña  Úrsula 
Carolina  Berard  se  adjudica  la  casa  Ancha  del  Norte  número 
ciento  noventa,  reconociendo  en  la  misma  con  hipoteca  el  haber 
de  los  menores  para  entregarlo  á  éstos  en  los  casos  de  la  ley, 
expresando  en  la  súplica  del  escrito  de  fojas  diez  y  siete  produ- 
cido en  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis  por  Doña  Úrsula 
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Carolina  Berard,  en  su  carácter  de  viuda  de  D.  Patricio  Blan- 
co; D.  Miguel  Gutiérrez  Trailla,  esposo  de  Doña  Luisa  Blanco 
y  curador  de  los  menores  D.  Patricio,  D.  Miguel,  D.  Isidro 
Blanco,  Doña  Isabel  y  Doña  Inés  Blanco  asistida  de  su  legítimo 
consorte  D.  Isidro  Sánchez  y  D.  Antonio  García : "  A  V.  S.  supli- 
camos se  sirva  tener  por  presentados  los  documentos  á  que  nos  he- 
mos referido  y  previa  la  ratiñcación  de  todos  los  interesados 
dictar  el  auto  de  aprobación  condenando  á  las  partes  á  estar 
y  pasar  en  cualquier  tiempo  por  su  contenido,  otorgándose  la 
correspondiente  escritura  que  comprenda  este  acuerdo,  la  divi- 
soria practicada  y  la  aseguración  de  los  menores,  etc.,  etc.": 

•Cuarto.  Que  el  «luto  dictado  en  Junio  de  mil  ochocientoB 
setenta  y  seis  dice:  **En  mérito  de  las  ratificaciones  que  ante- 
oeden,  se  aprueba  cuanto  ha  lugar  en  derecho  el  inventario, 
tasación,  cuenta  de  división  y  partición,  así  como  la  adjudica^ 
ción  propuesta  por  la  viuda  Doña  Carolina  Berard  según  y  en 
los  términos  que  aparece  del  escrito  de  fojas  diez  y  siete,  in- 
terponiendo el  Juzgado  la  autoridad  que  ejerce  en  la  más  bas- 
tante forma  para  su  mayor  validación  y  firmeza;  en  su  conse- 
cuencia liquídense  las  costas  y  una  vez  pagadas  archívese  el  ex- 
pediente, otorgándose  la  escritura  acordada  y  dándosele  á  la 
viuda  testimonio  para  el  pago  de  los  derechos  reales: 

Quinto.  Que  dicha  escritura  se  otorgó  en  el  protocolo  de 
D.  Joaquín  Lancís,  en  la  que  aparece  quedar,  como  en  efecto 
quedaba,  según  las  cuentas  de  división  y  partición  expresa  y 
señaladamente  hipotecada  la  casa  Ancha  del  Norte  número  cien- 
to noventa  al  haber  de  los  menores  Bliaeco : 

Sexto.  Que  tratándoos  de  la  tesitamentaría  de  D.  Patricio 
Blanco,  padre  legítimo  de  mis  clientes,  y  siendo  estos  menores 
de  edad,  al  practicarse  las  operaciones  de  división,  partición  y 
adjudicación,  no  podían  ser  privados  de  sus  legítimas  por  la 
consorte  superviviente  Doña  Úrsula. Berard  y  tan  es  cierto  que 
al  dividirse  el  liquido  de  la  herencia  se  le  adjudicaron  á  cada 
uno  de  los  herederos  menores  la  porción  que  corresponde,  la 
cual  queda  desde  ese  instante  asegurada  como  primera  hipote- 
ca del  único  inmueble  que  constituía  la  referida  herencia  sin 
que  pudieran  ser  perjudicados  por  la  hipoteca  que  la  adjudi- 
cataria  concedía  á  D.  Isidro  iSánchez  y  á  D.  Antonio  García : 

Séptimo.  Que  la  adjudicación  de  la  casa  ealle  Ancha  del 
Norte,  tuvo  lugar  en  mil  ochocientos  setenta  y  seis,  quedando 
desde  dicha  fecha  constituida  la  hipoteca  á  favor  de  los  hijos 
de  D.  Patricio  Blanco,  y  la  inscripción  del  derecho  real  ant»- 
citado,  tuvo  lugar  en  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
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nu€v«  con  anterioridad  á  la  inscripción  de  dominio  de  D.  Gre- 
gorio Palacios,  que  tiene  fecha  de  Noviembre  del  citado  año : 

Octavo.  -Que  en  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  D.  Patricio 
Blanco  solicitó  la  declaratoria  de  herederos  para  si  y  á  favor 
de  sus  hermanos,  de  Doña  Úrsula  Carolina  Berard,  fallecida  en 
Regla  en  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  sin  que  hayan  acep- 
tado la  herencia  bajo  ninguna  forma  ni  intervenido  en  dichas 
diligencias  ninguno  de  los  demandantes  á  excepción  del  promo* 
vente  de  aquéllas: 

Noveno.  Que  en  veinte  y  tres  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  nueve,  el  Juzgado  del  Distrito  del  Cerro,  Es- 
cribanía de  D.  Antonio  Alvarez  Insua,  dispuso  se  otorgara  la 
escritura  de  remate  de  la  casa  calle  Ancha  del  Norte  número 
ciento  noventa,  subastada  en  el  juicio  ejecutivo  se^ido  por 
D.  Bamón  Falgueras  y  Cabranes,  contra  Doña  Úrsula  Carolina 
Berard  á  favor  de  D.  Gregorio  Palacios,  teniéndose  como  ya- 
cente la  herencia  de  la  referida  Doña  Úrsula  Berard : 

Décimo.  Que  es  cierto  el  primer  hecho  de  la  contestación 
i  excepción  de  la  obligación  á  que  en  el  mismo  se  alude  sobre 
el  otorgamiento  de  la  escritura  de  aseguración  del  haber  de 
los  menores  en  tanto  quedaron  éstos  asegurados  é  hipotecada 
la  casa  en  cuanto  se  efectuó  la  adjudicación  sin  que  fuese  pre- 
ciso ni  necesario  otorgar  escritura  por  separado,  toda  vez  que 
las  cuentas  de  división,  partición  y  adjudicación  aprobadas  ju- 
dicialmente, excluyen  todo  otro  requisito  estando  é  mayor  abun- 
damiento protocolizadas  las  citadas  cuentas  en  el  archivo  de  un 
notario  público: 

Décimoprimero.  Que  es  cierto  el  hecho  segundo  de  la  con- 
testación, si  bien  no  disminuye  la  responsabilidad  del  Sr.  Pa- 
lacios porque  aun  aceptando  como  válida  la  autorización  hecha 
por  un  Procurador  sobre  bienes  de  menores,  esto  no  destruye 
la  hipoteca  que  se  constituyó  sobre  la  casa  porque  la  autoriza- 
ción para  vender  ó  para  hipotecar  concedida  á  la  adjudicataria 
ni  posponía  la  hipoteca  de  los  menores  ni  quedaba  en  actitud 
de  enajenar  dichos  bienes  como  libres  estando  afectos  á  la  se- 
guridad del  pago  de  la  legítima  de  aquéllos  y  entendiéndose 
sólo  dicha  autorización  de  la  parte  que  en  propiedad  tenía  la 
adjudicataria  sobre  la  casa,  y  nunca  sobre  derechos  de  terceros 
menores  de  edad: 

Décimosegundo.  Que  no  negamos  los  hechos  tercero  y  cuar- 
to de  la  contestación  de  la  demanda,  si  bien  debemos  hacer 
constar  que  los  actos  realizados  por  Doña  Úrsula  Carolina  Be- 
rard ó  los  ejecutados  á  su  instancia  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad inscribiendo  el  dominio  de  la  casa  á  su  favor  no  alejan 
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loe  derechos  alegados  en  tanto  si  la  adjudicación  dio  el  dominio 
sobre  la  casa  quedó  este  limitado  por  el  derecho  real  constituí- 
do  sobre  la  misma,  no  siendo  ob^áculo  la  admisión  en  el  Re- 
gistro de  la  inscripción  hipotecaria  de  aquél  toda  vez  que  ésta 
ha  sido  subsanada  en  tiempo  hábil,  sin  que  se  perjudiquen  tam- 
poco los  derechos  nacidos  á  la  sombra  de  la  ley  ^i  los  bienes 
de  su  causante  á  favor  de  mis  poderdantes,  las  manifestaciones 
ó  actos  ejecutados  por  Doña  Úrsula  Carolina  Berard  al  con- 
traer obligacionies  propias: 

Decimotercero.  Que  los  hechos  quinto  y  sexto  de  la  contes- 
tación, cuya  certeza  no  negamos,  no  hacen  relación  al  presente 
pleito  porque  esa  obligación  contraída  por  Doña  Úrsula  Caro- 
lina Berard  no  lastima  los  intereses  de  mis  mandantes  dada  la 
prelación  que  á  estos  les  otorga  la  ley  en  razón  á  la  hipoteca 
que  se  constituyó  y  en  razón  á  la  naturaleza  del  crédito  que  le 
fué  reconocido  en  los  bienes  dejados  por  su  legítimo  padre  Don 
Patricio  Blaoico: 

Décimocuaiix).  Que  no  negamos  los  hechos  octavo  y  noveno 
de  la  contestación  agregándole  que  la  referida  escritura  de  re- 
mate de  treinta  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve  fué  otorgada  por  el  Juzgado  entendiéndose  yacente  la 
herencia  de  la  deudor»  Doña  Úrsula  Carolina  Berard : 

Decimoquinto.  Que  tampoco  negamos  los  hechos  décimo  y 
undécimo  de  la  contestación  añadiendo  que  D.  Patricio  Blanco 
sólo  ejercitó  un  derecho  por  nadie  discutido  que  fué  aceptado 
por  el  Juzgado  que  conocía  de  la  testamentaría  de  su  padre,  y 
que  es  innecesaria  la  determinación  de  los  linderos  en  el  caso 
concreto  á  que  se  refiere  la  inscripción  del  Registro: 

Decimosexto.  Que  no  es  cierto  el  hecho  duodécimo  ni  tam- 
poco el  decimotercero  de  la  contestación,  en  tanto  mis  clientes 
no  han  aceptado  bajo  ninguna  forma  la  herencia  de  Doña  Úr- 
sula Carolina  Berard,  no  pudiendo  estimarse  como  aceptación 
la  simple  petición  de  la  declaratoria  de  herederos  hecha  por 
uno  de  los  dem^idantes:  Doña  Úrsula  Carolina  Berard  cons- 
tituyó hipoteca  expresa  y  señalada  por  documento  público  como 
lo  son  las  actuaciones  judiciales  y  á  mayor  abundamiento,  cuan- 
do mediante  el  escrito  presentado  se  obligaba  a  reconocer  la 
hijuela  de  sus  menores  hijos,  y  esta  obligación  hipotecaria  fué 
aprobada  solamente  por  una  autoridad  judicial  ante  la  cual  se 
hizo,  siendo  á  más  causa  determinante  de  la  adjudicación  por- 
que sin  el  reconocimiento  hipotecario  de  las  hijuelas  paterna 
de  los  menores  Blanco  no  hubiera  podido  efectuarse  la  adjudi- 
cación á  favor  de  la  viuda : 

Decimoséptimo.  Que  es  inexacto  tanto  el  hecho  décimocuar- 
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to  como  el  decimoquinto  porque,  no  una,  sino  dos  veces  se  ha 
pnesto  por  el  Registrador  la  nota  expresiva  de  haberse  inscrito 
las  hipotecas  de  mis  poderdantes,  una  en  el  documento  acompa* 
fiado  con  la  demanda  que  es  escritura  pública,  y  otra  en  el 
mandamiento  judicial  librado  en  la  testamentaria  de  D.  Patri- 
cio Blanco  que  también  es  documento  público ;  no  siendo  cierto, 
sino  al  contrario,  que  mis  clientes  hayan  reconocido  preferencia 
al  acreedor  D.  Ramón  Falgueras,  ni  que  tampoco  hayan  sido 
citados  en  su  persona,  ni  otorgado  en  su  rebeldía  la  escritura, 
siendo  inaplicable  la  teoría  sobre  inexcusión  de  bienes  tratándo- 
se del  punto  cuestionado ;  y  concluye  solicitando  que  teniéndose 
por  evacuado  el  traslado  que  le  fué  conferido  del  escrito  de 
eontestación,  por  acompañados  los  testimonios  de  las  escrituras 
de  mandato  de  treinta  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
seis  y  veinte  y  ocho  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
noeve  y  en  su  vista  por  subsanada  la  falta  de  personalidad  ar- 
güida contra  Doña  Inés  Blanco  y  la  deducida  por  insuficiencia 
del  poder  con  que  representa  á  nombre  de  D.  Miguel  y  D.  Patri- 
cio Blanoo,  habiéndose  ademiás  por  contestada  la  reconvención^ 
se  declare  en  definitiva  oon  lugar  la  demanda  interpuesta  con- 
forme k)  tiene  solicitado  y  al  mismo  tiempo  se  declare  sin  lugar 
la  reconvención  establecida,  oondenéndoee  al  pago  de  las  costas 
al  demandado  D.  Oregorio  Palacios : 

Quinto.  Besultando :  que  habiéndose  conferido  traslado  pa- 
ra duplica  á  la  parte  demandada  por  término  de  diez  días, 
fojas  ciento  noventa  y  seis  vuelta,  el  Procurador  D.  José  Ur- 
quijo,  su  representante  legal,  lo  evacuq  por  medio  del  escrito 
visible,  á  fojas  ciento  noventa  y  siete,  en  él  consignan  los  siguien- 
tes hechos  en  cuanto  á  la  demanda:  todos  los  expuestos  y  nu- 
merados en  el  escrito  de  contestación,  los  cuales  da  por  repro- 
ducidos íntegramente  en  este  lugar  desde  el  número  primero 
al  decimosexto  inclusive  y  ademáa  el  siguiente : 

Decimoséptimo.  Los  testimonios  de  poderes  presentados  con 
el  escrito  de  réplica  son  de  fecha  anterior  á  la  demanda  y  pu- 
dieron ser  adquiridos  oportunamente  por  los  demandantes  que 
de  ello  tenían  conocimiento  y  en  cuanto  á  la  reconvención:  los 
expuestos  en  los  catorce  primeros  números  de  la  contestación, 
los  cuales  da  por  reproducidos  íntegramente  en  este  lugar;  y 
concluye  suplicando  se  tenga  por  evacuado  el  trámite  de  dupli- 
ca por  impugnada  la  admisión  y  eficacia  de  los  documentos  pre- 
sentados por  los  demandantes  con  el  escrito  de  réplica,  por  fija- 
dos definitivamente  los  puntos  de  hecho  y  derecho  tanto  res- 
pecto á  la  demanda  como  a  la  reconvención  y  por  último  que 
«ea  desestimada  la  demanda  absolviéndose  de  ella  á  D.  Gregorio 
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Palacios  y  al  mismo  tiempo  que  se  admita  la  reconvención  pro- 
puesta por  éste  declarándose  nulo  y  de  ningún  valor  el  asiento 
de  anotación  letra  B  hecho  en  el  Registro  de  la  Propiedad  con 
fecha  nueve  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve 
respecto  á  la  casa  Ancha  del  Norte  número  ciento  noventa,  or- 
denándose su  cancelación  y  en  todo  caso  estimándose  ó  nó  aque- 
lla nulidad,  que  se  declare  extinguido  y  cancelado  de  hecho  y 
de  derecho  las  supuestas  hipotecas  que  son  objeto  de  dicho 
asiento;  determinándose  que  éste  y  aquélla  se  cancelen  ai  for- 
ma en  el  Registro  condenando  á  Doña  Inés,  Doña  María  Luisa, 
D.  Patricio  y  D.  Miguel  Blanco  y  Berard,  á  cancelar  6,  consen- 
tir la  cancelación  de  dichas  hipotecas  y  del  asiento  de  su  pre- 
tendida inscripción  y  á  pa^r  todas  las  costas  de  este  juicio : 

Sexto.  Besidtando :  (fojas  doscientas  cuarenta  vuelta,  prue- 
ba de  los  demandantes)  que  cotejada  en  el  protocolo  del  Notario 
D.  Joaquín  Lancís  la  escritura  matriz  número  cuatrocientos 
noventa  y  uno,  su  fecha  veinte  de  Septiembre  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  nueve,  de  protocolización  de  cuentas  de  división  y 
adjudicación  de  bienes,  con  el  testimonio  que  obra  á  fojas  tres- 
cientas setenta  y  cuatro  de  estos  autos  se  encontraron  entera- 
mente conformes: 

Séptimo»  Resultando:  (fojas  doscientas  cuarenta  y  una: 
prueba  de  los  demandantes)  que  de  la  diligencia  de  cotejo  prac- 
ticada en  el  Registro  de  la  Propiedad  se  halló  que  efectivamen- 
te existe  una  anotación  marcada  con  la  letra  D  correspondiente 
á  la  finca  número  doscientos  sesenta  y  ocho  que  es  la  que  en 
dicho  Registro  y  según  el  propio  asiento  corresponde  á  la  ca- 
sa número  ciento  noventa  de  la  calle  Ancha  del  Norte,  cuya 
inscripción  fué  hecha  el  nueve  de  Septiembre  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  nueve,  concluyendo  el  citado  asiento  de  inscrip- 
ción al  folio  doscientos  cuarenta  y  seis  del  tomo  trescientos  se- 
tenta y  siete  de  este  Ayuntamiento : 

Octavo.  Resultando:  (fojas  doscientas  cuarenta  y  tres:  prue- 
ba de  los  demandantes) ,  que  se  trajo  con  sus  resultas  el  exhorto 
librado  al  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  distrito  del  Ce- 
rro, para  que  el  Escribano  D.  Antonio  Alvarez  Insua  con  vista 
del  intestado  de  Doña  Úrsula  Carolina  Berard  pusiera  certifí- 
cació;i  de  los  lugares  que  en  dicho  exhorto  se  determinan,  cuya 
certificación  fué  oportunamente  extendida  y  obra  al  folio  dos- 
cientos cuarenta  y  cuatro  vuelto,  apareciendo  inserto  entre  los 
referidos  lugares,  un  auto  en  virtud  del  cual  se  declara  abin- 
testato  el  fdlecimiento  de  Doña  Úrsula  Carolina  Berard  y  por 
sus  únicos  y  universales  herederos  á  sus  legítimos  hijos,  Don 
Agustín  Patricio,  Doña  Inés  María  de  la  Caridad,  Doña  Fran- 
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cisca  María  Luisa,  D.  Miguel  Jeránimo  Sofía  y  D.  Manuel  Isido- 
ro Blaaeo  y  Beraó^ : 

Noveno.  Resultando:  (fojas  doscientas  cincuenta  y  cuatro: 
pnieba  de  los  demandantes),  que  se  trajo  con  sus  resultas  el 
exhorto  librado  al  señor  Juez  del  Distrito  del  Cerro  para  que 
por  el  escribano  D.  Antonio  Alvarez  Insua  se  pusiera  con  vista 
de  los  autos  ejecutivos  seguidos  por  D.  Ram^ón  Falgueras  con- 
tra Doña  Úrsula  Carolina  Berard,  certificación  de  varios  luga- 
res dd  mismo,  cuya  certificación  fué  oportunamente  extendida 
como  se  ve  al  folio  doscientos  cincuenta  y  cinco  vuelto  apare- 
ciendo de  ella,  entre  los  referidos  lugares  insertos,  que  en  cua- 
tro de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve — fojas 
doscientos  sesenta  y  ocho — se  dio  posesión  á  D.  Federico  Ma- 
chado en  representación  de  D.  Gregorio  Palacios,  de  la  casa 
San  Lázaro  número  ciento  noventa,  por  habérsele  otorgado  la 
escritura  de  venta  correspondiente,  ejercitando  actos  de  domi- 
nio, paseándose  por  la  casa  y  abriendo  puertas  y  ventanas  con 
la  aquiescencia  del  inquilino  que  lo  reconoció  como  dueño: 

Décimo.  Bestdtanch :  (fojas  doscientas  setenta  y  siete  vuelta : 
prueba  de  los  demandantes),  que  el  Registrador  de  la  propiedad 
ha  certificado  que  D.  Gregorio  Palacios  y  Pérez  tiene  inscrita 
á  su  nombre  la  casa  número  ciento  noventa  de  la  calle  Ancha 
del  Norte,  según  escritura  otorgada  «ante  D.  José  Salustiano 
Barrera  de  treinta  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve  registrada  al  folio  doscientos  cuarenta  y  seis,  tomo  tres- 
cientos sesenta  y  siete,  finca  doscientos  setenta  y  ocho,  ius- 
erípeión  cuarta;  que  según  se  expresa  en  la  anotación  letra 
D  folio  ciento  setenta,  finca  doscientos  setenta  y  ocho  duplica- 
do, tomo  doscientos  sesenta  de  este  Registro,  D.  Patricio,  Doña 
Isabel,  Doña  Inés,  Doña  María  Luisa,  D.  Miguel  y  D.  Isidro 
Blanco,  D.  Isidro  Sánchez  y  D.  Manuel  Gutiérrez,  tienen  toma- 
da razó^  á  su  nombre  de  una  hipoteca  á  favor  de  cada  uno  de 
los  seis  primeros  por  quinientos  sesenta  y  un  pesos  setenta  y 
tres  y  un  sexto  centavos  en  billetes  y  doscientos  ochenta  y  un 
pesos  setenta  y  siete  centavos  oro  como  segunda  hipoteca  sin 
poder  el  que  certifica  determinar  los  preceptos  legales  que  in- 
dujeron al  señor  Juez  de  Primera  Instancia  accidental  del  Dis- 
trito del  Este  á  ordenar  su  inscripción,  por  más  que  al  final 
de  la  anotación  letra  D  aparece  haberse  pedido  en  virtud  del 
articulo  cuatrocientos  cinco  de  la  Ley  Hipotecaria  entonces  vi- 
gente ;  y  el  propio  Registrador  á  continuación  (fojas  doscientas 
setenta  y  nueve,  prueba  también  de  los  demandantes),  certifica 
que  D.  Gregorio  Palacios  y  Pérez  tiene  inscrita  á  su  nombre  la 
«asa  ciento  noventa  de  la  calle  Ancha  del  Norte  según  escritu- 
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ra  ante  Barrera  de  (treinta  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve,  regisrtrada  al  folio  doscientos  cuarenta  y  seis 
tomo  trescientas  sesenta  y  siete,  finca  doscientos  setenta  y  ocho, 
inscripción  cuarta;  que  según  se  expresa  en  la  anotación  letra 
D  folio  ciento  setenta,  finca  doscientos  setenta  y  ocho  duplica- 
do, tomo  doscientos  sesenta  de  este  Registro,  D.  Patricio,  Doña 
Isabel,  Doña  Inés,  Doña  María  Luisa,  D.  Miguel  y  D.  Isidro  Blan- 
co y  D.  Isidro  Sánchez  y  D.  Manuel  Qutiénrez  tienen  tomada  ra- 
zón á  su  nombre  de  una  hipoteca  á  favor  de  uno  de  los  seis  prime- 
ros por  quinientos  sesenta  y  un  pesos  setenta  y  tres  y  un  sexto  cen- 
tavos oro,  como  primera  hipoteca;  d  sexto  por  mil  cientx>  trece  pe- 
sos sesenta  centavos  billetes  y  al  último  por  mil  cuatrocien4)06  cua- 
renta y  siete  pesos  noventa  centavos  en  billetes  y  doscientos  ochen- 
ta y  un  pesos  setenta  y  siete  centavos  como  segundas  hipotecas ; 
agregando  finalmente  que  los  gravámenes  que  se  consignan  en 
la  repetida  anotación  letra  D  y  sobre  la  casa  Ancha  del  Norte 
ciento  noventa  no  han  sido  cancelados  á  solicitud  de  D.  Gregorio 
Palacios  ni  de  ninguna  otra  persona : 

Undécimo.  Resultando:  (fojas  doscientos  ochenta  y  seis: 
prueba  de  los  demandantes) ,  que  el  perito  D.  Manuel  Pruna  San- 
ta Cruz,  constituido  en  las  oficinas  del  Registro  con  el  actuario, 
el  Procurador  D.  José  Ramón  Rivas  representante  de  aquéllos 
y  su  Letrado  Director  (fojas  doscientas  ochenta  y  cinco),  certifi- 
có con  vista  del  tomo  veinte  y  cinco  del  Diario  del  Registro  y 
del  tomo  doscientos  sesenta  de  inscripciones  puestos  de  manifies- 
to por  el  Registrador  en  los  que  figuran  diferentes  firmas  de 
D.  Tiburcio  Oastañeda  que  las  cotejó  con  la  del  propio  Casta- 
ñeda que  autoriza  la  nota  de  inscripción  puesta  al  pie  del  testimo- 
nio de  la  escritura  de  protocolización  número  cuatrocientos 
noventa  y  uno,  otorgada  ante  el  Notario  D.  Joaquín  Lancis  en 
veinte  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  ob- 
servando que  tanto  esta  última  firma  como  las  indubitadas  de 
referencia  guardan  tales  puntos  de  analogía  entre  sí,  lo  mismo 
en  su  forma,  distancia,  caídas,  caracteres  especiales  y  rúbricas 
que  sin  el  menor  esfuerzo  de  inteligencia  el  menos  versado  en 
el  arte  caligráfico,  comprende,  como  él  manifiesta  haberlo  com- 
prendido, que  la  mano  que  trazara  las  firmas  indubitadas  que 
dice  Tiburcio  Castañeda,  es  la  misma  que  con  igual  nombre, 
apellido  y  rúbrica  trazó  la  firma  que  aparece  al  pie  del  testi- 
monio de  la  escritura  que  se  le  presentó  autorizando  la  nota  de 
inscripción  que  al  pie  de  aquél  se  encuentra: 

Duodécimo.  Resultando:  (fojas  doscientas  ochenta  y  ocho: 
prueba  de  los  demandantes),  que  fué  traído  oportunamente  á 
los  autos  el  exhorto  diligenciado,  ya,  que  se  libró  al  Juzgado 


JURISPRUDENCIA   CIVIL  219 


del  Distrito  de  la  Catedral,  para  que  el  Escribano  D.  Zacarías 
Brezmes  extendiera  certificación  de  varios  lugares  de  los  autos 
testamentarios  de  D.  Patricio  Blanco,  cuya  certificación  aparece 
librada  á  fojas  doscientas  noventa,  de  la  que  aparece  entre 
otros  particulares  que  al  folio  diez  y  siete  de  dicha  testamenta- 
ría se  presentó  un  escrito  en  el  que  se  hace  expresión  de  que 
la  viuda  Doña  Carolina  Berard  quedaba  propietaria  de  la  casa 
cindadela  desde  que  recayese  la  aprobación  del  Juzgado  reco- 
nociéndose en  ella  el  haber  de  los  menores  para  entregarlos  á 
éstos  en  uno  de  los  tres  casos  de  la  ley,  fojas  doscientas  noventa 
y  una  vuelta  y  doscientas  noventa  y  dos  de  estos  autos,  apare- 
ciendo después  fojas  doscientas  noventa  y  siete  que  se  dictó 
auto  por  el  Juzgado  en  dos  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta 
y  seis  aprobando  el  inventario,  tasación,  cuenta  de  división  y 
partición,  asi  como  la  adjudicación  propuesta  por  la  viuda  Doña 
Carolina  Berard,  según  y  en  los  términos  que  aparece  del  folio 
diez  y  siete,  interponiendo  el  Juzgado  su  autoridad  en  la  más 
bastante  forma  para  su  mayor  validación  y  firmeza,  y  por  últi- 
mo, consta  de  la  repetida  certificación,  como  se  ve  al  folio  tre- 
cientos seis  vuelto,  que  se  presentó  un  escrito  de  la  antecitada 
testamentaría  por  el  Procurador  D.  José  Urquijo  á  nombre  de 
D.  Miguel  y  D.  Patricio  Blanco  y  Berard  haciendo  entre  otras 
manifestaciones  la  de  que  de  la  cuenta  de  división  resulta  que 
el  haber  de  cada  uno  de  los  herederos  Doña  Inés,  Doña  María 
Luisa,  Doña  Isabel,  D.  Patricio,  D.  Miguel  y  D.  Isidro  era  de 
quinientos  sesenta  y  un  pesos  setenta  y  tres  y  un  sexto  centa- 
vos, y  que  habiéndose  acordado  constituir  hipoteca  sobre  la  ca- 
sa cindadela  cita  en  la  calle  Ancha  del  Norte  número  ciento  no- 
venta para  responder  preferentemente  al  haber  de  los  menores  y 
segunda  hipoteca  á  favor  de  D.  Isidro  Sánchez  y  D.  Manuel  Gu- 
tiérrez hijos  políticos  de  la  viuda  adjudicataria,  por  mil  cien- 
to trece  pesos  sesenta  centavos  en  billetes  para  el  primero  y  por 
mil  cuatrocientos  cuarenta  y  siete  pesos  noventa  centavos  en 
billetes  y  doscientos  ochenta  y  un  pesos  setenta  y  siete  centavos 
en  oro  del  segundo,  era  procedente  y  solicitaba  se  librase  man- 
damiento duplicado  al  señor  Registrador  de  la  Propiedad  para 
la  inscripción  de  esas  hipotecas  cuyo  mandato  fué  librado  se- 
gún aparece  de  la  certificación  a  que  se  ha  venido  aludiendo: 

Decimotercero.  Resultando :  (fojas  trescientas  diez  y  siete : 
prueba  de  los  demandantes),  que  se  trajo  al  juicio  el  informe 
solicitado  del  Registrador  de  la  Propiedad  por  mandamiento 
visible  al  folio  trescientos  diez  y  seis,  haciendo  constar  dicho 
funcionario  en  el  citado  informe,  que  es  cierto  que  la  inscrip- 
ción de  anotación  hecha  á  favor  de  Doña  Inés,  Doña  María 
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Luisa,  D.  Patricio  y  D.  Miguel  Blanco  y  Berard,  se  efectuó  á 
consecuencia  del  mandamiento  judicial  presentado  con  el  nú- 
mero seiscientos  veinte  y  tres,  folio  ciento  setenta  y  siete,  tomo 
veinte  y  cinco  del  Diario,  según  resulta  de  la  anotación  letra 
D;  que  sin  la  presentación  de  dicho  documento  no  se  hubiera 
podido  efectuar  la  referida  operación;  y  que  no  existe  en  su 
oñcina  en  el  período  que  se  indica  en  el  mandamiento  solicitud 
alguna  de  D.  Gregorio  Palacios  pidiendo  certificación  de  gravá- 
menes sobre  la  casa  calle  Ancha  del  Norte  número  ciento  no- 
venta: 

Décimocaarto,  Resultando  \  (prueba  del  demandado,  fojas 
trescientas  treinta),  que  se  trajo  diligenciado  el  exhorto  librado 
al  señor  Juez  de  Primera  Instancia  del  Distrito  del  Cerro  para 
que  por  el  Escribano  D.  Antonio  Alvarez  Insua  se  pusiese  cer- 
tificación de  varios  lugares  del  juicio  ejecutivo  seguido  por 
D.  Ramón  Falgueras  y  Cabranes  contra  Doña  Úrsula  Carolina 
Berard  cuya  certificación  aparece  extendida  á  fojas  trescientas 
treinta  y  dos,  de  la  que  entre  otros  particulares  que  en  ella  se 
insertan  resulta  haberse  rematado  en  dicho  juicio  por  D.  Fe- 
derico Machado  para  D.  Gregorio  Palacios  y  Pérez  por  los  dos 
tercios  de  la  tasación  y  ochocientos  pesos  más,  la  casa  de  mam- 
posteria,  madera  y  tejas  calle  Ancha  del  Norte  número  ciento 
noventa,  deduciéndose  toda  clase  de  gravámenes  perpetuos  é 
intereses  de  censos  y  costas  de  escritura,  derechos  reales  é  ins- 
cripción en  el  Registro  de  cuenta  ded  rematador  cuya  proposi- 
cíó;q  fué  aprobada  por  el  Juzgado;  que  de  la  propia  certifica- 
ción aparece  fojas  trescientas  cuarenta  y  siete  haberse  practica- 
do la  liquidación  de  caicas  de  la  finca  rematada  por  Palacio, 
deduciéndose  como  bajas  según  certificación  del  señor  Registra- 
dor de  la  Propiedad  Dr.  D.  José  Manuel  Triana,  la  suma  de 
cuatrocientos  siete  pesos  cuatro  reales  á  favor  de  la  Real  Ha- 
cienda, quedando  reducido  el  precio  á  tres  mil  cuatrocientos  on- 
ce pesos  setenta  y  seis  centavos;  que  de  la  propia  certificación 
resulta,  fojas  trescientas  cincuenta  y  dos  vuelta,  haberse  dictado 
providencia  por  el  Juzgado  en  la  que  se  dispone  que  teniéndose 
por  yacente  la  herencia  de  Doña  Úrsula  Carolina  Berard  se 
otorgase  al  rematador  la  correspondiente  escritura,  de  oficio,  lo 
que  resulta  haberse  verificado  en  treinta  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  nueve,  ante  el  Notario  D.  José  S.  Barre- 
ra. Que  también  en  la  citada  certificación  se  inserta,  fojas  tres- 
cientas cincuenta  y  tres  vuelta,  la  parte  dicpositiva  de  un  auto 
que  dice  así :  Dijo  S.  Sría. :  que  debía  declarar  y  declaraba  abin- 
testato  el  fallecimiento  de  Doña  Ursuia  Carolina  Berard  y 
por  sus  únicos  y  universaleB  herederos  á  sus  legítimos  hijos 
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D.  Agustín  Patricio,  Dofia  Inés  María  de  la  Caridad,  Doña 
Francisca  María  Luisa,  D.  Miguel  Jerónimo  Sofía  y  D.  Manuel 
Isidoro  Blanco  y  Berard : 

Decimoquinto.  Resultando :  (prueba  del  demandado,  fojas 
trescientas  cincuenta  y  seis),  que  se  ha  traído  al  juicio  un  exhor- 
to diligenciado  que  había  sido  librado  al  señor  Juez  de  Prime- 
ra Instancia  del  Distrito  de  la  Catedral  para  que  por  el  Es- 
cribano D.  Zacarías  Brezmes  se  pusiese  certiñcacion  de  varios 
lugares  de  la  testamentaría  de  D.  Patricio  Blanco  y  Donato,  la 
cual  aparece  extendida  á  fojas  trescientas  cincuenta  y  ocho 
vuelta,  resultando  de  ella,  entre  otros  particulares,  que  el  cuer- 
po de  bienes  lo  componían  la  casa  número  ciento  noventa  de 
la  calle  Ancha  del  Norte,  que  con  sus  muebles  tomaba  la  viu- 
da en  adjudicación  por  la  cantidad  líquida  de  ocho  mil  pesos, 
quedando  obligada,  fojas  trescientas  sesenta  y  dos,  por  renun- 
ciar á  ese  derecho,  á  no  hipotecarla  ó  venderla  durante  su  exis- 
tencia y  reconociendo  en  ella  el  haber  de  los  menores  para  en- 
tregárselo en  uno  de  los  tres  casos  de  la  ley : 

Decimosexto.  Resultando:  (fojas  trescientas  setenta,  prueba 
también  del  demandado),  que  practicándose  en  el  Registro  de  la 
Propiedad  una  diligencia  de  reconocimiento  judicial  se  pusie- 
ron de  manifiesto  el  libro  diario  y  lo  demás  pertinente  á  dicho 
acto,  procediéndose  por  el  Juzgado  á  presencia  de  las  partes 
concuarrentes,  al  examen  de  los  citados  libros  desde  el  veinte  y 
seis  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  hasta  el 
treinta  de  Octubre  del  propio  año,  renunciando  el  Procurador 
Urquijo,  del  demandado,  al  comenzarse  el  examen  del  Diario  ó 
esa  operaci^  por  no  tener  objeto;  y  concretado  el  reconoci- 
niento  á  los  otros  libros  procedióse  al  de  las  inscripciones,  á 
partir  desde  veinte  y  seis  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve  hasta  el  treinta  de  Octubre  del  propio  año,  en 
lo  concerniente  á  la  casa  número  ciento  noventa  de  la  caile 
Ancha  del  Norte,  resultando  que  efectivamente  de  los  tomos 
trescientos  sesenta  y  siete  y  trescientos  setenta  y  seis  del  Ayun- 
tamiento de  la  Habana,  finca  número  doscientos  setenta  y  ocho 
triplicado  y  cuatriplicado,  aparece  que  desde  el  veinte  y  seis 
de  Octubre  del  propio  año,  no  existe  ningún  asiento  de  inscrip- 
ción ni  de  anotación  con  relación  á  la  citada  casa,  en  cuyo  esta- 
do el  letrado  director  de  los  demandantes  pidió  se  hiciese  cons- 
tar como  se  hizo,  que  la  nota  de  inscripción  puesta  al  pie  del 
testimonio  llevado  a  la  prueba  obedece  á  la  anotación  que  4 
consecuencia  del  mandamiento  judicial  se  practicó  en  nueve  de 
Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve : 

Decimoséptimo.   Resultando:    (fojas  trescientas  ochenta  y 
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tres  vuelta,  prueba  asimismo  del  demandado),  que  traído  al  juicio 
el  informe  pedido  al  señor  Registrador  de  la  Propiedad  por 
mandamiento  que  obra  al  folio  trescientos  ochenta  7  dos  aipare- 
ciendo  de  dicho  informe,  entre  otros  particulares,  que  la  nota 
puesta  al  pie  del  testimonio  visible  á  fojas  trescientos  setenta  7 
cuatro  en  el  mero  hecho  de  referirse  á  una  anotación  letra  D 
demuestra  que  el  documento  no  ha  producido  nueva  inscrip- 
ción en  el  Registro,  sino  que  hace  referencia  á  una  operación 
anteriormente  realizada;  7  que  desde  el  veinte  7  seis  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  ochenta  7  nueve  hasta  la  fecha  del 
informe  no  se  ha  hecho  en  los  libros  del  Registro  ningún  asien- 
to de  inscripción  ni  de  anotación  de  hipoteca  sobre  la  casa  nú- 
mero ciento  noventa  de  la  caUe  Ancha  del  Norte  en  virtud  del  do- 
cumento citado,  ni  en  virtud  de  ningún  otro : 

Décimooctavo,  Resultando:  (fojas  trescientas  ochenta  7  sie- 
te, prueba  del  demandado),  que  se  trajo  al  juicio  otro  informe  del 
señor  Registrador  dado  á  virtud  del  mandamiento  de  fojas  tres- 
cientas ochenta  7  seis,  en  el  que  reproduce  en  todas  sus  partes 
cuanto  tiene  expuesto  á  continuación  del  anterior  mandamiento, 
agregando  que  si  bien  es  cierto  que  el  testimonio  que  se  ve  á 
fojas  trescientas  setenta  7  cuatro  no  ha  producido  nueva  ins- 
cripción en  el  Registro,  no  lo  es  menos  que  la  nota  de  inscrip- 
ción puesta  á  su  pie  lo  ha  sido  debidamente,  refiriéndose  como 
se  refiere,  á  una  inscripción  de  anotación  letra  D  7a  realizada 
7  existente  en  el  libro  7  folio  qu«  se  citan : 

Decimonoveno.  Resultando:  que  con  estos  antecedentes  la 
Sala  de  la  Audiencia  revocó  la  sentencia  del  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia,  declarando  sin  lugar  la  demanda,  absolvió  de 
ella  á  Gregorio  Palacios  7  declaró  además  con  lugar  la  recon- 
vención por  éste  establecida,  mandando  en  consecuencia  cance- 
lar la  anotación  letra  D  extendida  como  correspondiente  en  con- 
cepto de  inscripción  á  la  escritura  pública  de  veinte  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  ochenta  7  nueve;  declarando  asimis- 
mo extinguidas  de  hecho  7  de  derecho  las  hipotecas  de  los  ac- 
tores que  suponen  gravar  la  casa  Ancha  del  Norte  ciento  noven- 
ta, cu7a  finca  quedfurá  libre  de  toda  responsabilidad  respecto  á 
estos  d'Creehos  reales: 

Vigésimo,  Resultando:  que  contra  ese  fallo  interpuso  la  re- 
presentación de  los  actores  recurso  de  casación  por  infracción 
de  le7  7  de  doctrina  legad,  fundado  en  los  números  primero  7 
séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Le7  de  En- 
juiciamiento Civil,  alegando  los  motivos  siguientes: 

Primero.  Infracción  de  la  le7  del  contrato  que  consta  de  la 
cuenta  de  división  7  adjudicación  de  bienes  protocolizada  en 
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d  Registro  del  Notario  Joaquín  Lancis  en  veinte  de  Septiembre 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  aprobado  por  el  auto  del 
Juez  que  conoció  de  la  testamentaría  de  Patricio  Blanco  Dona- 
to, fecha  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  por 
cuanto  la  sentencia  niega  y  desconoce  la  hipoteca  constituida 
por  la  viuda  adjudicataria  de  la  casa  calle  Ancha  del  Norte 
numero  ciento  noventa  en  favor  de  sus  menores  hijos,  no  obs- 
tante la  claridad  y  precisión  que  se  advierte  en  el  referido  do- 
cumento y  constitución  de  hipoteca: 

Segundo.  Infracción  de  los  artículos  cuatrocientos  tres  y 
cuatrocientos  cinco  de  la  Ley  Hipotecaria  vigente  en  Cuba  des- 
de primero  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta,  porque  los  re- 
currentes tenían  el  derecho  real  de  hipoteca  sobre  la  casa  nú- 
mero ciento  noventa  de  la  calle  Ancha  del  Norte  y  pudieron 
inscribirlo  dentro  del  plazo  fijado  por  el  artículo  cuatrocientos 
tres  que  quedó  prorrogado  por  real  decreto  de  seis  de  Mayo  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  dos  surtiendo  efecto  en  cuanto  á  ter- 
cero, desde  la  fecha  en  que  lo  adquirieran  por  constar  el  derecho 
inscrito  del  título  de  propiedad  de  Doña  Úrsula  Carolina  Be- 
rard,  y  la  sentencia  del  Tribunal  Supremo  de  España  de  diez  y 
ocho  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro : 

Tercero.  Aplicacióai  indebida  del  artículo  ciento  sesenta  de 
la  Ley  BQpotecaria  porque  éste  no  regía  al  tiempo  de  consti- 
tuirse la  hipoteca  á  favor  de  los  recurrentes,  debiendo  hacerse 
esto  en  la  cuenta  de  división  y  partición  de  bienes,  como  se 
hizo,  que  era  y  es  un  documento  público : 

Ouarto.  Que  hay  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  las 
pruebas  al  afirmar  la  sentencia  que  no  existe  la  inscripción 
del  derecho  real  en  favor  de  los  recurrentes  cuando  resulta  lo 
contrario  de  la  certificación  del  Registrador  de  fojas  ciento 
cinco  á  fojas  ciento  veinte  y  nueve;  de  la  cuenta  de  división 
y  partición  protocolizada  fojas  trescientas  setenta  y  cuatro  é 
trescientas  ochenta  y  una  vuelta,  así  como  también  al  asegu- 
rar que  el  mandato  judicial  obtenido  y  presentado  por  los  re- 
currentes para  la  inscripcióji  de  su  derecho  fué  el  que  sirvió 
al  Registrador  para  la  inscripción  de  dominio  á  nombre  de 
ürsula  Carolina  Berard,  lo  que  resulta  en  contradicción  con  la 
certificación  del  Registrador  fojas  ciento  cinco  a  ciento  vein- 
te y  nueve : 

Vigésimoprimero.  Resultando:  que  admitido  el  recurso  y 
abierta  su  sustanciación  en  este  Supremo  Tribunal,  el  recu- 
rrente en  el  trámite  oportuno  adicionó  a  los  alegados  el  si- 
guiente motivo:  se  ha  apUcado  indebidamente  la  ley  octava 
tftulo  sexto  partida  sexta  y  el  artículo  mil  ciento  noventa  y 
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dos  del  Código  Civil,  porque  ambos  suponen  la  aceptación  de 
la  herencia,  lo  que  no  acontece  en  el  caso  de  autos  y  se  ha  in- 
fringido la  ley  once  título  sexto,  partida  sexta,  porque  la  sen* 
tencia  da  por  cierta  la  confusión  de  derechos,  siendo  así  que 
los  hijos  de  la  iSra.  Berard  ni  expresa  ni  tácitamente  aceptaron  kt 
herencia : 

Vigésimosegundo.  RestUtando:  que  también  en  el  trámite 
oportuno  el  recurrente  solicitó  y  obtuvo  se  trajera  á  los  autos 
copia  de  la  certificación  obrante  en  los  principales,  de  fojas 
eiento  cinco  á  ciento  veinte  y  siete,  expedida  por  el  Registro 
de  la  Propiedad  y  de  la  cuenta  divisoria  que  obra  en  cuchos 
autos  dte  fojas  trescientas  setenta  y  cuatro  á  trescientas  ochenta 
y  una: 

Vigésimotercero.  Besvltando:  que  el  doce  del  actual  se  ce- 
lebró, la  vista  pública  con  asistencia  de  los  letrados  defensores 
de  las  partes  sosteniendo  cada  uno  respectivamente  sus  preten- 
siones. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betancourt,  por 
no  haber  asistido  á  la  vista  Eudaldo  Tamayo  á  quien  corres- 
pondiq  en  tuamo: 

Primero,  CoTisiderando :  en  cuanto  al  error  de  hecho  en.  la 
apreciación  de  las  pruebas,  invocado  en  primer  término,  en  el 
cuarto  motivo  del  recurso,  que  apareciendo  de  la  certificación 
del  Registrador  de  la  Propiedad,  respecto  á  la  hipoteca  recla- 
mada que  ésta,  en  virtud  de  un  mandamiento  judicial  produjo 
en  el  Registro,  sólo  la  anotación  letra  D  á  la  cual  se  refiere 
también  la  nota  puesta  al  pie  del  testimonio  de  la  cuenta  divi- 
soria acompañado  á  la  demanda,  al  afirmar  la  Sala,  que  dicha 
hipoteca  no  está  inscripta  no  ha  incurrido  en  error  de  hecho  que 
resulte  evidente  de  los  mencionados  documentos,  ya  que  no  es 
posible  confundir  una  anotación  con  una  inscripción : 

Segundo.  Considerando:  en  cuanto  al  segundo  error  de  he- 
cho invocado  en  el  mismo  motivo  cuarto,  que  en  efecto  la  Sala 
ha  incurrido  en  equivocación  al  decir  en  un  ** Considerando" 
que  el  mandamiento  judicial  librado  en  treinta  y  uno  de  Agos- 
to de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  y  que  produjo  el  asiento 
de  nueve  de  Septiembre  del  mismo  año  ó  sea  la  anotación  letra 
D  sirviq  para  que  Úrsula  Berard  inscribiese  el  dominio  de  la 
casa  en  cuestión,  pues  de  la  certificación  aparece  que  ese  domi- 
nio se  inscribió  en  tres  de  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
dos,  por  virtud  de  unos  testimonios  de  lugares  de  la  testamen- 
taría de  Patricio  Blanco  y  otros  documentos  y  aparecen  de  U 
inscripción  número  uno;  pero  tal  equivocación  no  puede  deter- 
minar la  casación  de  la  sentencia,  porque  ella  no  influye  en  la 
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apreciación  del  hecho  fundamental  en  que  la  misma  descansa, 
ni  altera  el  concepto  que  en  el  Considerando  fijó  la  Sala,  á 
saber:  que  la  anotación  letra  D  no  fué  determinada  por  la  es- 
critura de  protocolización  ante  Lancís,  á  que  pretende  referirse 
y  que  al  inscribir  Carolina  Berard  su  dominio  sobre  la  casa 
Ancha  del  Norte  ciento  noventa  no  se  tomó,  razón  de  las  hipote- 
cas reclamadas  en  el  juicio  del  cual  procede  este  recurso : 

Tercero.  Considerando:  que  no  habiendo  incurrido  la  Sala 
en  el  error  de  hecho  que  se  le  ha  atribuido  por  haber  afirmado, 
como  resultado  de  su  apreciación  de  las  pruebas,  que  la  hipo- 
teca que  se  reclama  no  estaiba  inscrita,  es  necesario  atenerse  ¿ 
esta  afirmación  y  mediante  ella  no  ha  podido  infringir  en  su 
fallo  los  artículos  cuatrocientos  tres  y  cuatrocientos  cinco  de 
la  Ley  Hipotecaria,  vigente  desde  primero  de  Mayo  de  mil 
ochocientos  ochenta,  porque  el  último  determina  los  efectos  de 
los  títulos  y  derechos  inscritos  y  el  primero  autoriza  á  inscri- 
bir los  títulos  antiguos,  y  la  controversia  no  ha  versado  sobre 
este  derecho,  sino  sobre  si  el  gravamen  existía  y  si  en  realidad 
estaba  inscrito,  puntos  de  hecho  resueltos  ambos  negativamente 
por  la  Sala,  en  virtud  de  lo  cual  tampoco  ha  podido  infringir 
en  el  fallo  aunque  lo  cite  en  un  Considerando  el  artículo  ciento 
sesenta  de  la  misma  Ley  que  fija  las  condiciones  que  han  de  reunir 
las  hipotecas  vúluntariaa  para  perjudicar  á  terceros,  cuyas  infrac- 
ciones se  allegan  en  los  motivos  s^undo  y  tercero  del  recurso : 

Cuarto.  Considerando:  que  un  contrato  tiene  fuerza  de 
Ley  entre  las  partes  contratantes  y  sus  causahabientes  pero  no 
puede  invocarse  como  tal  Ley  contra  terceros  que  no  han  in- 
tervenido por  sí  ni  por  medio  de  sus  causantes  en  el  convenio, 
el  cual,  no  obstante,  puede  afectar  á  personas  extrañas  en  vir- 
tud de  actos  propios,  ó  de  otros  preceptos,  pero  no  por  la  vir- 
tualidad obligatoria  que  lleva  en  sí  toda  convención;  y  no  ha- 
biendo sido  Oregorio  Palacios  parte  en  la  cuenta  de  división  y 
adjudicación  de  bienes  de  Patricio  Blanco,  aprobada  por  el 
Juez  de  la  testamentaría,  en  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos 
setenta  y  ocho,  y  protocolizada  por  el  Notario  Lancís  en  vein- 
te de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  ni  siendo 
causachabiente  de  los  que  á  dicho  acto  concurrieron,  puesto 
que  su  derecho  emana  de  la  adquisición  en  subasta  pública  de 
un  inmueble  sobre  el  cual  sostienen  los  recurrentes  que  pesaba 
una  hipoteca  constituida  en  la  citada  cuenta  divisoria,  hipoteca 
que  la  Sala  sentenciadora  por  el  resultado  de  las  pruebas,  esti- 
ma que  ni  se  inscribió,  ni  llegó  á  constituirse,  y  por  consiguien- 
te al  absolver  á  Palacio  de  la  demanda  y  declarar  con  lugar  su 
reconvención  no  ha  infringido  la  ley  del  contrato  en  el  sentido 
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invocado  en  el  primer  motivo  del  recurso,  sino  que  apreciando 
las  estipudaciones  del  mismo  y  hechos  posteriores  realizados 
por  las  partes,  ha  fijado  su  significación  y  efectos  sin  que  su 
apreciación  en  este  pun<to  haya  sido  legalmente  destruida : 

Quinto.  Considerando:  que  si,  como  repetidamente  se  con- 
signa en  los  párrafos  anteriores,  la  Sala  para  dictar  su  fallo  ha 
tenido  en  cuenta  fundamentalmente  que  la  hipoteca  que  recla- 
man los  demandantes  no  llegó  á  constituirse,  ni  se  inscribió 
en  el  Registro,  razón  por  la  cual  no  puede  perjudicar  el  domi- 
nio del  demandado  como  tercer  poseedor,  la  apreciación  que 
dicha  Sala  ha  hecho  en  un  Considerando,  á  mayor  abundamien- 
to, como  en  el  mismo  se  dice,  acerca  de  la  confusión  de  los  de- 
rechos de  acreedores  y  herederos  en  la  persona  de  los  hijos  de 
Carolina  Berard,  no  afecta  al  fallo,  el  cual  no  resuelve  sobre 
esta  confusión  sino  absuelve  al  demandado  por  los  motivos  en- 
tes dichos  y  por  consiguiente,  no  se  han  infringido  por  aplica- 
ción indebida  las  leyes  octava  y  once  título  sexto,  partida  sexta, 
ni  el  artículo  mil  ciento  noventa  y  dos  del  Código  Civil,  citados 
en  la  ampliación  del  recurso: 

Sexto,  Considerando:  que  por  las  razones  expuestas  pro- 
cede declarar  sin  lugar  el  recurso  y  en  cumplimiento  del  ar- 
ticulo XL  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve,  condenar  en  las  costas  al  recurrente : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
logar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Carolina  Blanco 
y  Berard  y  compartes  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audieneia  de  la  Habana  en  treinta  de  Marzo 
próximo  pasado  en  el  juicio  al  principio  referido,  con  las  eos- 
tas  a  cargo  del  recurrente,  y  con  devolución  del  apuntamiento 
comuniqúese  por  medio  de  certificación  á  la  mencionada  Au- 
diencia esta  sentencia,  la  cual  se  publicará  en  la  Gaceta  de  la 
Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia 
librándose  al  efecto  las  oportunas  copias. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamos. — ^Antonio  Gonaález  de  Mendoza. — Rafael  Craz 
Pérez. — ^Angel  C.  Betancourt.— Octavio  Giberga. — Juan  O'Fa- 
rrill. 


Ana  Felicitas  Wbioht  viuda  de  Vega,   y  Gerardo   Vega    y 
Wright,  contra  Antonio  Alvarez  Felipe. 

Sentencia  núm.  27  (Septiembre  29  de  1900.) 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  los  demandantes 
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contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago 
de  Cuba  en  2  de  Mayo  de  1900. 

DECLARATIVO  DE  MAYOB  CUANTÍA  80BBE  ENTBEOA 
DE  BESES  O  SU  PBEdO  EN  DINEBO. 

I>lq;»onieiido  la  regla  2.«  de  las  dlq;K)8Ícione8  transitorias 
para  la  aplicación  del  Código  Civil,  que  los  contratos  cele- 
brados bajo  el  régimen  de  la  legislación  anterior  y  qne  sean 
TáUdos  con  arregle  &  ella,  surtan  todos  sns  efectos  según  la 
misma;  la  sentencia  dictada  en  on  pleito  en  qne  se  exige  el 
cumplimiento  de  im  contrato  celebrado  y  vencido  antes  de 
la  promulgación  del  citado  Código,  no  pnede  infringir  por 
violación  ó  interpretación  errónea,  artículos  de  este  cuerpo 
legal  qne  no  son  aplicables  según  la  disposición  citada,  & 
cuestiones  que  tienen  aquel  origen;  por  lo  cual,  tratándose 
de  un  contrato  otorgado  en  1882,  y  vencido  según  el  deman- 
dante en  1886,  la  Sala  sentenciadora  no  ha  debido  tener  en 
cuenta  para  dictar  su  fallo,  los  preceptos  del  Código  Civil; 
y  por  oonalgnlente  no  ha  podido  infringir  por  violación  les 
Artículos  que  alega  el  recurrente. 

No  pnede  decirse  que  se  infringe  una  Ley,  cuando  inde- 
bida ó  erróneamente  se  cita  en  un  Considerando,  sino  cuando 
en  ella  se  funda  el  fallo  no  correspondiendo  su  aplicación  al 
oaso  litigioso. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  veinte  y  nueve  de  Septiem- 
bre de  mil  novecientos,  visto  el  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  procedente  de  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  en 
el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  por  Ana  Felici- 
tas Wright,  viuda  de  Vega,  y  D.  Gerardo  Vega  y  Wright,  am- 
bos vecinos  de  Santiago  de  Cuba,  ocupada  en  las  labores  de  su 
casa  la  primera  y  maestro  de  obras  el  segundo,  contra  Antonio 
Alvares  Felipe,  vecino  de  la  misma  ciudad  y  comerciante,  sobre 
entrega  de  reses  q  su  equivalente  en  dinero,  recurso  interpues- 
to por  los  demandantes  contra  la  sentencia  dictada  por  la  refe- 
rida Audiencia,  de  dos  de  Mayo  ultimo: 

Prim&ro.  Resultando:  que  en  la  sentencia  recurrida  se 
aceptaron  los  Resultandos  de  la  de  Primera  Instancia,  dictada 
en  dos  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  por  el 
Juez  del  Distrito  Norte  de  Santiago  de  Cuba,  entre  los  que  se 
encoentran  los  diez  que  á  continuación  se  transcriben : 

Segundo.  Resultando:  que  el  referido  Procurador  García 
en  su  caracter  expresado,  por  escrito  de  veinte  y  uno  de  Febre- 
ro último  establece  el  presente  juicio  contra  Alvarez  Felipe 
fundándolo  en  los  siguientes: 

Primero.  Que  segum  documento  otorgado  por  Alvarez  y 
Tomas  Vega  en  quince  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta 
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y  dos,  y  que  consta  á  fojas  tres,  el  primero  recibió  del  segan- 
do setenta  y  dos  cabezas  de  ganado  vacuno,  cuyas  especies  se 
determinan  en  el  mismo  para  aprovechar  de  por  mitad  sua 
productos  durante  el  término  de  tres  años,  quedando  obligado  á 
entregar  Alvarez  á  Vega  aJ  vencimiento  de  dicho  término  laa 
indicadas  especies  en  las  mismas  clases  recibidas,  dejando  suje- 
tos al  cumplimienlx)  de  la  obligación,  sus  bienes  x^resentes  y  fu- 
turos: 

Segundo.  El  término  estipulacLo  en  el  conti'aito,  venció  el 
año  ochenta  y  cinco  en  cuanto  á  la  devolución  de  las  setenta  y 
dos  reses  y  desde  aquella  fecha  es  exigible  la  deuda  consistente 
en  las  referidas  especies: 

Tercero.  El  importe  aproximado  de  las  especies  es  de  tres 
mil  quinientos  pesos  con  arreglo  al  precio  medio  en  este  merca- 
do según  el  certificado  numero  seis : 

Cuarto.  Que  sus  poderdantes  son  herederos  de  Tomás  Vega 
según  auto  de  declaratoria  de  herederos  dictado  x)or  eeífce  Juzgado 
en  diez  y  ocho  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  ante 
el  Escribano  Pedro  Secundino  Silva  s^ún  el  documento  obrante 
á  fojas  veinte  y  una: 

Quinto,  ^varez  Felipe  no  ha  entregado  á  sus  poderdantes 
como  herederos  del  acreedor  Tomás  Vega  las  setenta  y  dos  Teses 
que  es  en  deber  á  éste,  desde  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco, 
ni  entre  los  documentos  del  causante  consta  ninguno  relativo 
á  dicho  pago,  y  á  las  diferentes  gestiones  hechas  por  su  cliente 
para  la  devolución,  Alvarez  con  promesas  evasivas  ha  demora- 
do su  cumplimiento : 

.Sexto.  Que  en  el  año  mil  ochocientos  noventa  y  seis  sa- 
biendo que  Alvarez  proyectaba  ausentarse  de  la  Isla  sin  saldar 
esa  deuda,  fué  demandado  en  conciliación  para  dicho  pago,  y 
á  ese  acto  no  concurrió,  según  se  evidencia  del  certificado  de 
fojas  veinte  y  cinco : 

Séptimo.  Que  teniendo  noticias  y  motivos  racionales  para 
creer  que  Alvarez  intentaba  desprenderse  de  los  bienes  que 
conocidamente  posee  para  burlar  los  le^timos  derechos  de  sus 
clientes  soílicitó,  y  obtuvo  del  Juzgado  el  embargo  preventivo 
sobre  la  participación  que  representa  en  la  sociedad  mercan- 
til que  gira  en  esta  plaza  bajo  la  razón  de  José  Miaría  Pérez 
y  Compañía,  y  sobre  la  finca  rústica  titulada  **San  Nicolás  de 
la  Redonda"  situada  en  el  término  municipal  del  Caney;  que- 
dando asegurado  el  embargo  en  los  Registros  de  la  Propiedad 
y  mercantil  según  consta  de  los  mandamientos  agregados  á  los 
autos,  quedando  a  salvo  la  gatrantía  de  esta  reclamaciq^n  á  pesar 
de  las  fraudulentas  combinaciones  de  Alvarez  para  poner  sus 
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bienes  á  nombre  de  un  tercero.  Pidiendo  que  se  dé  por  estable- 
cido el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  contra  Antonio  Al- 
varez  Felipe  al  que  en  definitiva  se  condenará  á  qu-e  devuelva 
las  reses  que  recibió  de  D.  Tomás  Vega  según  el  documento 
presentado  ó  su  importe  ascendente  á  tres  mil  quinientos  pesos, 
más  los  intereses  legales  y  productos  naturales  de  la  misma  desde 
que  fué  exigible  la  obligación  en  mil  ochocientos  ochenta  7 
cinco,  7  costas  causadas  7  por  haber,  procediendo  que  con  las 
copias  acompañadas  se  dé  traslado  á  Alvarez  para  que  en  el 
término  de  nueve  días  se  persone  en  los  autos  en  debida  forma 
con  los  apercibimientos  del  caso;  por  el  primer  otrosí  manifies- 
ta acompañar  las  certificaciones  de  las  dos  conciliaciones  inten- 
tadas con  Alvarez  en  mil  ochocientos  noventa  7  seis  7  mil  ocho- 
cientos noventa  7  nueve  7  la  que  acredita  que  el  precio  medio 
de  las  reses  que  se  reclama  asciende  según  el  mercado  á  la 
cantidad  de  tres  mil  quinientos  pesos;  por  el  segundo  otrosí, 
que  se  ratifique  el  embargo  preventivo  por  haberse  presentado 
la  demanda  dentro  de  los  veinte  días  que  dispone  la  Le7;  por 
el  tercer  otrosí,  que  como  la  buena  fe  más  exquisita  preside  to- 
dos sus  actos  7  no  litiga  por  vocación,  ni  por  instinto  dañado 
se  le  tenga  por  hecha  la  protesta  formal  7  solemne  de  abonar 
en  cuenta  al  deudor  todo  aquello  que  pudiese  haber  pagado 
de  las  especies  que  adeudaba  á  su  difunto  padre  Tomás,  7  de 
que  no  tenga  conocimiento  ó  comprobantes  siempre  que  debida- 
mente lo  justifique  en  cualquiera  de  las  formas  que  el  derecho 
reconoce,  haber  solventado  en  alguna  parte  dicha  obligación.  En 
providencia  de  veinte  7  cinco  de  dicho  mes  de  Febrero  se  dio 
por  establecido  dicho  juicio  7  se  mandó  conferir  traslado  á 
Alvarez  Felipe  para  que  dentro  de  nueve  días  se  persone  en 
los  autos;  al  primer  otrosí  se  tuvo  por  hecha  la  manifestación, 
al  segundo,  se  ratificó  el  embargo  preventivo  habiendo  sido 
citado  7  emplazado  el  representante  del  demandado  el  veinte 
7  siete  de  dicho  mes : 

Tercero.  Eesvliando:  que  el  expresado  Procurador  Buch 
por  escrito  de  ocho  de  Abril  del  año  actual  contestando  á  la 
demanda  ^tablece  los  siguientes  hechos: 

Primero.  Que  el  quince  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
ochenta  7  dos,  celebró  su  poderdante  D.  Tomás  Vega  un  con- 
trato de  sociedad  para  la  crianza  de  ganado  vacuno  por  el  tér- 
mino de  tres  años  á  contar  desde  aquella  fecha  el  que  venció 
el  día  quince  de  Octubre  de  mil  ochocientos  ochenta  7  cinco: 

Segundo.  Que  por  consecuencia  del  contrato,  Vega  entregó 
á  Alvarez  setenta  7  dos  reses,  bajo  la  condición  de  partir  de 
por  mitad  todos  los  productos  de  la  cría,  procría  7  leche,  obli- 
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gándose  el  último  al  yencimi<mto  de  los  tres  añog  á  entregar 
á  Vega  el  capital  ó,  séanse  las  setenta  y  dos  reses  sacándose  des- 
ptiés  la  parte  6  sobrante  que  resulte  para  repartir  entre  ambos, 
reservándose  Vega  rescindir  el  contrato  si  en  el  transcurso  del 
término  observase  descuido  6  mal  manejo  por  parte  de  Al* 
varez: 

'Tercero.  Que  éste  ó  sea  Alvarez  cumplió  la  obligación  de 
entregar  las  reses,  pues  no  solo  hizo  entrega  de  las  setenta  y 
dos,  sino  de  sus  productos  antes  de  vencer  el  término  del  con- 
trato ó  sea  en  el  año  de  mil  ochocientos  ochenta  j  cuatro  sino 
dei^ués  de  vencido  ó  sea  en  el  año  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  cinco  habiendo  liquidado  con  Vega  todo  lo  concerniente  i  la 
Sociedad,  estos  hechos  los  comprueba  con  las  seis  cartas  que 
marcadas  con  los  números  uno,  dos,  tres,  cuatro,  cinco  y  seis 
presenta,  por  las  que  demuestra  en  la  primera  suscrita  por 
Carlos  i^nchez  Mateo,  que  Alvarez  entregó  á  Vega  tres  yuntas 
de  toros,  que  remitió  de  su  finca  "San  Pol"  é  la  finca  de  Vega 
de  ochenta  á  noventa  reses  mayores  con  algunas  crías,  que  ade- 
más compró  Sánchez  á  Vega  dos  vacas  con  dos  crías  y  dos  to- 
retes cuyo  importe  abonó  á  este  último  y  cuyas  reses  entregó 
Alvarez  por  orden  de  Vega :  que  por  la  segunda  carta  suscrita 
por  Domingo  Herenas,  se  comprueban  también  la  entrega  por 
Alvarez  de  las  citadas  tres  yuntas  de  toros  á  Vega;  que  en 
los  años  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  á  mil  ochocientos 
ochenta  y  seis,  remitió  Alvarez  á  este  último  ganado  vacuno 
cuyo  número  no  bajó  de  cien  reses  mayores  de  las  cuales  la 
mitad  eran  vacas  paridas,  y  que  Alvarez  había  liquidado  y 
abonado  todo  lo  relativo  á  la  sociedad.  En  la  tercera  suscrita 
por  Manuel  Pérez  Salgado,  que  Alvarez  remitió  á  Vega  las  tres 
yuntas  de  toros  referidas;  que  por  los  años  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cinco  á  mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  remitió  varias 
veces  aquél  ganado  vacuno  que  Vega  recibió  y  que  éste  vendiái 
á  Luis  Gallón  treinta  y  dos  reses,  que  sin  contar  con  éstas  entre 
los  toros  y  piquetes  remitidos  por  Alvarez  á  Vega,  forman  un 
total  de  cincuenta  reses:  en  la  carta  suscrita  x>or  Luis  Oallón 
que  por  los  años  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  á  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  seis  compró  á  Vega  treinta  y  dos  reses  que  le 
entregó  Alvarez  y  cuyo  importe  abonó  á  Gerardo  Vega  por  or- 
den de  su  padre;  en  la  quinta,  suscrita  por  Nicolás  Morcilla, 
que  compró  á  Tomás  Vega  dos  jruntas  de  toretes  y  seis  ú  ocho 
vacas  paridas  cuyo  importe  recibió  su  hijo  Gerardo  Vega»  ha- 
biendo entregado  á  Alvarez  dichas  reses  por  orden  de  Tomás; 
y  en  la  sexta  carta  suscrita  por  Rafael  Piguerola  que  por  lo» 
años  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  á  mil  ochocientos  no- 
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venta  y  seis  compró  á  Vega  siete  Vacas  por  orden  de  aquél,  abo- 
nando el  importe  á  Gerardo  Vega  por  disposición  de  su  padre. 
Con  las  referidas  seis  cartas  también  se  demuestra  que  las 
reses  entregadas  por  AJvarez  á  Vega  y  á  las  otras  personas  eran 
de  las  que  tenia  á  partido  ó  formaban  la  sociedad : 

Cuarto.  Que  por  las  referidas  cartas  se  demuestra  el  hecho 
de  que  el  número  de  reses  entregadas  por  Alvarez  á  Vega  y 
que  pertenecían  á  la  sociedad,  asciende  a  trescientas  cuatro,  de 
las  que  rebajando  las  setenta  y  dos  que  reclaman  loe  herederos, 
resulta  haber  entregado  doscientas  treinta  y  dos,  resultando  que 
no  sAo  ha  entregado  las  setenta  y  dos  sino  las  crias  y  procrias, 
cuya  entrega  de  más  de  trescientas  cuatro  reses  justificará : 

Quinto.  Que  bajo  el  supuesto  de  que  su  representado  no 
hubiese  realizado  la  entrega  de  las  reses  indicadas,  lo  que  afir- 
ma haber  verificado,  es  un  hecho  que  desde  el  quince  de  Octu- 
bre de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  en  que  venció  el  térmi- 
no del  contrato  hasta  el  nueve  de  Abril  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  dos  en  que  falleció  Tomás  Vega,  han  transcurrido  seis 
años  cinco  meses  y  veinte  y  cinco  días,  y  que  desde  primero  de 
Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  en  que  comenzó  á 
regir  el  Código  Civil  hasta  el  primero  de  Enero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cinco  han  transcurrido  seis  años : 

Sexto.  Que  bajo  la  hipótesis  que  su  representado  no  hubie- 
ra hecho  la  entrega  mencionada  que  repite  y  afirma  haberlo  ve- 
rificado, es  un  hecho,  que  d^esde  el  veinte  y  cuatro  de  Febrero 
de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  hasta  el  diez  y  seis  de  Julio 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  estaba  esta  jurisdicción  en 
guerra,  siendo  público  y  notorio  que  los  ejércitos  combatientes 
extraian  de  todas  las  fincas  todas  las  reses  que  en  ellas  existían 
sin  poderlo  evitar  el  dueño.  Pidiendo  que  se  dé  por  escrito  pre- 
sentado con  su  copia  y  por  evacuado  el  traslado  de  contestación 
a  la  demanda,  se  absuelva  de  la  misma  á  Antonio  Alvarez  Fe- 
lipe condenando  en  todas  las  costas  del  juicio  á  la  Wright  y 
Vega;  habiéndose  dictado  providencia  en  once  del  referido  mes 
de  Abril,  dando  por  contestada  la  demanda  y  siguiera  el  trasla- 
do en  réplica  con  el  actor  por  el  término  de  diez  días : 

Cuarto.  Resultando:  que  el  Procurador  García  apoderado 
de  los  demandantes  por  escrito  de  veinte  y  cuatro  de  Abril, 
evacuando  el  traslado  de  réplica,  establece  los  siguientes  hechos: 

Primero.  Sostiene  los  del  escrito  de  demanda : 

Segundo.  Acepta  el  primero  y  el  segundo  del  escrito  de  con- 
testación y  niega  por  no  ser  exactos  y  verdaderos  los  hechos  ter- 
ebro, cuarto,  quinto  y  sexto  del  mismo  escrito : 
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Tercero.  Adáciona  los  heehoB  del  escrito  de  demanda  de  la 
siguiente  manera.  En  dos  y  veinte  y  dos  de  Febrero,  catorce 
de  Mayo  y  once  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis, 
Alvarez  Felipe  en  cartas  dirigidas  á  (Gerardo  Vega  hijo  de  su 
consocio  Tomás,  y  que  los  representaba  en  sus  negocios  le  orde- 
nó varias  entregas  de  dinero  por  compras  de  ganado  suscri- 
biendo con  el  título  de  socio  esos  documentos  que  se  acompa- 
ñan con  los  números  uno,  do(s,  tres  y  cuatro;  orden  que  en  la 
misma  forma  da  en  veinte  y  uno  de  Abril  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  siete  á  Felicitas  Wright  esposa  de  Tomás  Vega  lla- 
mándose igualmente  socio;  documento  número  cinco,  y  por 
el  otro  número  seis  de  diez  y  ocho  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho,  da  cuenta  á  Oerardo  Vega,  como  en- 
cargado, de  la  marcha  de  los  negocios  que  eran  objeto  de  la  so- 
ciedad: 

«Cuarto.  "Que  en  veinte  y  siete  de  Octubre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  cuatro,  dos  años  seis  meses  después  de  ocurrido 
el  fallecimiento  de  Tomás  Vega,  el  demandado  Alvarez  se  diri- 
ge por  el  documento  número  siete  á  la  Wright  excusándose  de  no 
mandarle  unas  vacas  pe  le  pedia,  por  el  tiempo  de  agua,  ofre- 
ciéndole que  tan  pronto  cesara,  le  mandaría  todas  las  vacas  pa- 
ridas que  hubiera  en  su  ñnca  ^'Sfui  Pol",  demostrándose  la 
existencia  de  la  Sociedad  y  la  obligación  de  Alvarez  de  entre- 
gar animales  á  los  herederos  de  Tomás  Vega: 

Quinto.  Que  como  lo  justifica  con  la  carta  marcada  oon  el 
número  ocho,  Alvarez  en  cuatro  de  Abril  del  noventa  y  seis, 
mandó  decir  á  la  Wright  por  mediación  de  Pedro  Langar  que 
en  ningún  tiempo  podía  negar  la  cuenta  que  tenía  pendiente 
oon  ella  y  los  herederos  de  Tomás : 

'Sexto.  Que  si  bien  los  documentos  que  acompaña  son  de 
fecha  anterior  á  la  interposición  de  la  demanda,  jura  no  haber 
tenido  conocimiento  de  su  existencia,  pues  con  motivo  de  la 
ausencia  precipitada  de  su  poderdapte  al  extranjero  el  año 
próximo  pasado  por  la  guerra,  dejando  abandonado  su  domici- 
lio que  fué  saqueado  en  los  primeros  días  del  mes  de  Julio  de 
dicho  año,  creyó  habían  desaparecido  encontrándolos  casualmente 
y  los  acompaña  para  refutar  los  hechos  en  que  se  funda  la  con- 
testació.n  de  la  demanda,  conforme  lo  autorizan  los  artículos 
quinientos  cuarenta  y  siete  y  quinientos  sesenta  y  dos  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  la  opinión  del  Sr.  Manresa  en 
la  página  quinientos  veinte  y  seis  del  tomo  segundo  de  su  obra. 
Pidiendo  se  tenga  por  presentado  el  escrito  con  los  documentos 
que  se  acompaña  y  copia  y  por  evacuado  el  trámite  de  répli- 
ca, se  dicte  sentencia  en  los  términos  solicitados  en  el  escrito 
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de  demanda,  y  por  im  otrosí,  que  en  su  oportunidad  se  reciba 
al  pleito  á  prueba ;  y  en  providencia  de  veinte  y  siete  de  Abril 
se  dio  por  evacuado  el  traslado  de  réplica  y  siguiera  en  duplica 
con  el  demaudado  por  el  mismo  término: 

Quinto.  RestUiando:  que  la  representación  de  la  parte  de- 
mandada por  escrito  de  nueve  de  Mayo  ultimo,  evacuando  el 
trámite  de  duplica,  adiciona  los  hechos  y  consideraciones  de 
derecho  siguientes: 

Primero.  Sostiene  el  del  escrito  de  contestación : 

Segundo.  «Que  es  un  hecho  afirmado  por  el  actor  en  los 
hechos  segundo  y  quinto  de  su  escrito  de  demanda  que  el  tér- 
mino del  contrato  social  con  Vega  venció  el  año  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cinco  y  por  consiguiente  desde  este  año  dejó 
de  existir  }sl  sociedad : 

Tercero.  Que  sin  poder  asentir  á  los  documentos  á  que  se 
refieren  los  hechos  tercero  y  cuarto  del  escrito  de  réplica,  nie- 
ga que  en  el  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  ni  en  los 
posteriores  subsistiese  todavía  la  sociedad  que  para  la  crianza 
de  ganado  vacuno  celebró  su  poderdante  Alvarez  con  Vega,  por 
haber  terminado  como  afirman  sus  herederos  el  año  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cinco: 

Cuarto.  Niega  en  todas  sus  partes  el  hecho  quinto  del  es- 
crito de  réplica,  y 

Quinto.  Que  deja  á  la  apreciación  del  Tribunal  si  los  ac- 
tores han  podido  no  tener  conocimiento  de  unos  documentos 
que  á  ellos  exclusivamente  les  pertenecían  y  tenían  en  su  poder. 
Pidiendo  que  teniendo  por  evacuado  el  trámite  de  duplica  y 
por  presentado  el  escrito  y  copia,  se  falle  en  definitiva  lo  pedido 
en  el  escrito  de  contestación  y  por  un  otrosí  que  se  reciba  el 
pleito  á  prueba;  y  por  providencia  de  trece  de  Mayo  último, 
se  dio  por  evacuado  el  traslado  de  duplica  y  se  recibió  el  juicio 
á  prueba  por  término  de  diez  días  para  proponer,  y  solicitado 
por  el  demandado  la  prórroga  se  accedió  a  ello  por  todo  el  tér- 
mino de  ley,  en  providencia  de  diez  y  siete  de  dicho  mes : 

Sexto.  Resultando:  que  la  representación  de  la  parte  de- 
mandada por  escrito  de  veinte  y  tres  de  Junio  pasado  manifies- 
ta: que  terminado  ya  el  primer  período  de  prueba  ha  tenido 
noticias  de  la  existencia  de  documentos  públicos,  que  sirven 
para  acreditar  su  poderdante  la  entrega  de  reses  hecha  á  To- 
más Vega  de  las  correspondientes  á  la  Sociedad  que  tenían, 
los  cuales  consisten  en  certificaciones  de  los  asientos  de  los  Re- 
gistros Pecuarios,  de  las  Alcaldías  de  Barrio  del  Cristo  en  esta 
ciudad  y  las  Lagunas,  acreditativa  de  ventas  hechas  por  Vega 
á  su  hijo  Gerardo  de  más  de  setenta  y  ocho  reses  procedentes 
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de  la  Alcaldía  de  barrio  de  iSevilla  7  de  la  sociedad  qne  tenia 
Alvarez  con  Vega,  asi  como  de  otras  ventas  hechas  por  Tomás 
V€ga  á  Rafael  Figarola,  Nicolás  Rodríguez  y  Nicolás  Morcilla 
de  varias  reses  de  la  misma  procedencia:  dichos  documentos 
deben  ser  admitidos  pues  jura  no  haber  tenido  antes  conoci- 
miento de  la  existencia  de  los  asientos  á  que  se  contraen,  lo 
cual  se  explica  porque  la  intervención  de  Alvarez  en  dichas 
operaciones  se  limitaba  á  entregar  las  reses  á  Vega,  sin  inge- 
rencia alguna  «n  las  diligencias  que  luego  se  practicaban  por 
éste  para  formalizar  las  ventas,  sin  intervenir  en  los  asientos 
de  las  reses  vendidas  por  Vega  á  su  hijo  Oeraxdo  y  demás  per- 
sonas mencionadas :  que  las  certificaciones  acompañadas  son  do- 
cumentos públicos,  según  el  artículo  quinientos  noventa  7  cin- 
co de  la  Ley  procesal,  son  de  fecha  posterior  no  sólo  al  escrito 
de  demanda  sino  también  al  de  duplica  con  las  cuales  se  hu- 
bieran presentado  á  no  mediar  las  excepcionales  circunstancias 
apuntadas:  que  existe  el  precedente  favorable  de  esta  preten- 
sión de  que  el  Juzgado  admitiq  á  los  actores  en  el  escrito  de 
réplica  y  mediante  juramento,  documentos  privados,  conser- 
vados durante  muchos  años  que  dicen  quedaron  perdidos  por  acci- 
dentes de  la  guerra,  y  fueron  luego  encontrados  casualmente,  por 
'lo  que  aconseja  y  hasta  impone  la  equidad  que  se  admitieran  los 
documentos  que  se  acompañaii,  a^un  en  el  caso  de  no  ser  como 
son  evidentemente  de  los  comprendidos  en  el  artículo  quinien- 
tos cinco  de  la  ley  ritual:  pidiendo  que  habiendo  por  presen- 
tado el  escrito  con  las  certificaciones  que  se  acompañan,  ordene 
se  unAn  á  los  autos  para  que  surtan  los  oportunos  efectos ;  y  en 
auto  de  veinte  y  seis  de  dicho  mes  de  Junio  se  mandaron  unir 
á  los  autos: 

Séptimo.  Resultando:  que  de  la  prueba  de  confesi&i  y  re- 
conocimiento evacuada  por  el  demandado  aparece  que  éste  re- 
conoce como  suyas  las  cartas  que  ocupan  los  folios  cincuenta  y 
uno  al  cincuenta  y  ocho  escritas  de  su  puño  y  letra,  dirigidas  á 
los  demandantes  apareciendo  de  una  orden  para  entrega  de  di- 
nero por  compra  de  ganados  y  de  otras  no  haber  podido  remi- 
tir las  vacas  paridas  que  le  pedían  á  causa  del  mal  tiempo  fe- 
chadas en  los  años  ochenta  y  seis,  ochenta  y  siete  y  noventa  y 
cuatro,  y  de  la  confesión  que  no  es  cierto  que  no  se  hubiera 
liquidado  la  sociedad  que  para  compra  y  crianza  de  ganado 
tenía  establecida  con  Tomás  Vega,  pues  ésta  se  liquidó  en  el 
año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  entregando  en  la  misma 
finca  de  Vega  los  animales  s^n  documento  que  presentará,  y 
que  no  es  cierto  que  con  posterioridad  á  la  muerte  de  Tornea 
Vega  y  en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  se  le  hicie- 
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ran  requerimientos  para  entrega  de  ganado  y  liquidación  de  la 
sociedad;  que  tampoco  es  cierto  que  fuera  abastecedor  de  car- 
ne en  las  minas  de  Juraguá  con  las  reses  pertenecientes  á  la 
sociedad,  pues  en  la  fecha  que  lo  veri'fícaba  no  existia  dicha 
sociedad  7  que  asimismo  no  es  cierto  ofreciera  a  sus  demandan- 
tes en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  entregarles  la 
parte  que  les  correspondiera  de  capital  y  ganancia : 

Octavo.  Resultando :  que  de  la  prueba  testifical  aparece  de  la 
declaración  prestada  por  Femando  Blanco,  ser  cierto  que  era 
propietario  del  terreno  donde  estaban  las  reses  de  la  sociedad 
de  Vega  y  Alvarez,  ignorando  si  ésta  continuó  á  la  muerte 
del  primero  con  su  viuda  é  hijos,  y  repreguntado  por  el  deman- 
dado manifiesta  que  aún  no  recuerda  la  fecha  y  no  cobró  nada  á 
Tomás  Vega  por  las  reses  de  la  sociedad  con  Alvares  que  tenían 
m  la  finca  del  declarante  con  las  consirleraciones  que  guarda- 
ba á  Vega,  y  que  es  cierto  que  desd^  el  principio  del  año  mil 
ochocientos  ochenta  y  seis  en  adelante  le  pagaba  Alvarez  cua- 
renta pesos  anuales  por  el  arrendamiento  del  potrero.  El  testi- 
go Pedro  Langar  á  quien  se  puso  de  manifiesto  la  carta  del 
folio  cincuoata  y  nueve,  declara  que  es  suya  la  firma  que  presenta 
dicho  documento  del  que  aparece  que  Antonio  Alvarez  le  había 
dicho  haber  recibido  la  citación  y  que  no  podrá  negar  en  nin- 
gún tiempo  las  cuentas  que  tenía  pendientes  con  los  herederos 
de  Vega;  que  la  fima  que  presenta  dicho  documento  es  suya, 
pero  no  el  contenido  de  la  carta,  porque  no  sabe  escribir  y 
s61o  firmar  y  que  no  es  cierto  que  ésta  tuviera  lugar  en  el  año 
de  mil  ochocientos  noventa  y  seis:  repreguntado  por  la  parte 
demandada  contestó:  que  su  misión  s(^lo  se  limitó  á  llevar  re- 
cado verbal  á  Alvarez  de  la  Sra.  Wright,  y  que  éste  le  contó 
qne  nada  debía  á  la  sucesión  de  Vega,  y  que  es  cierto  que  la 
earta  que  ha  reconocido  fué  hecha  por  Gerardo  Vega  y  firma- 
da por  el  exponente.  El  testigo  Francisco  David  dolara  que 
ei  cierto  que  en  el  mes  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cuatro  fué  comisionado  por  la  Wright,  para  que  fuese  á  la 
finca  de  Alvarez  á  buscar  una  partida  de  reses,  contestándole 
Alvarez  que  no  las  mandaba  por  no  tenerlas  reunidas,  y  que 
daba  ord^i  á  su  mayoral,  Prudencio,  para  que  recogiera  todas 
las  vacas  paridas  que  le  enviaría,  pero  que  esto  no  fué  en  San 
Pol  sino  en  Juraguá.  El  testigo  Vicente  Sánchez  Sonibe  decla- 
ra que  es  cierto  que  por  las  relaciones  de  amistad  que  tenía 
con  Alvarez  y  con  Vega  le  constaba  la  existencia  entre  ambos 
de  una  sociedad  para  la  compra  y  venta  de  ganado,  y  que  oyó 
decir  á  Vega  antes  de  morir  que  estaba  pendiente  de  liquida- 
ción, ignorando  si  se  realizó  ó  no.  El  testigo  Eligió  Rizo  decía- 
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ra  ser  cierto  que  encontrándose  varias  veces  durante  los  años 
de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  y  noventa  y  tres  en  el  esta- 
blecimiento de  D.  José  María  Pérez  en  la  entrada  del  Caney 
donde  vivía  Alvarez  oyó  decir  á  éste  que  iba  á  liquidar  las 
cuentas  de  la  sociedad  que  para  la  crianza,  compra  y  venta  de 
ganado  tenía  con  Tomás  Vega  por  eximírselo  asi  su  viuda  y  he- 
rederos; y  repreguntado  por  la  parte  demandada  manifiesta  no 
ser  cierto  que  fuera  trabajador  de  Gerardo  Vega,  y  que  dado 
su  oficio  de  carretillero  le  ha  trabajado  á  todo  el  que  lo  ha  Lla- 
mado para  utilizar  sus  servicios : 

Noveno.  Resultando:  "Que  de  las  posiciones  evacuadas  por 
el  demandante  Gerardo  Vega  aparece  ser  cierto  que  su  padre 
Tomás  Vega  tenia  en  su  finca  '^La  Vega"  las  reses  que  entregó 
á  Alvarez,  quien  las  recibió  en  dicho  punto:  que  ignora  si  su 
padre  en  el  año  mil  ochocientos  ochenta  y  dos  tuviera  inscritas 
en  la  Alcaldía  de  barrio  de  SeviUa  las  reses  que  entregó  á  Al- 
varez; que  no  es  cierto  que  en  el  año  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  seis  comprara  el  declarante  á  su  padre  Tomás  cuarenta 
toros  marcados  con  el  hierro  T.  V.  con  pases  de  la  Alcaldía 
dSel  barrio  de  Sevilla;  que  asimismo  no  es  cierto  que  en  el  mes 
de  Febrero  de  dicho  año  comprara  á  su  padre  treinta  y  seis 
toros  y  novillos  con  el  mismo  hierro  y  la  múrma  procedencia; 
que  no  es  cierto  que  en  dicho  mes  y  año  otorgara  de  orden  de 
su  padne  á  Nicolás  Morcilla  un  recibo  por  valor  de  ciento  trein- 
ta y  dos  pesos  importe  de  tres  vacas  pues  la  venta  la  hizo  di- 
rectamente Alvarez  á  Morcilla;  que  no  es  cierto  que  las  cartas 
y  papeles  que  se  han  acompañado  con  el  escrito  de  réplica  se 
refieran  á  negocios  realizados  por  el  confesante  con  Alvarez, 
con  independencia  de  la  sociedad  de  éste  con  su  padre  Tomás 
y  que  la  sociedad  cuyo  contrato  había  vencido  el  quince  de  Oc- 
tubre de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  estaba  pendiente  de 
liquidación  que  pedía  constantemente  á  Alvarez,  el  que  con 
promesas  iba  prorrogando  el  efectuarla  y  considerándose  siempre 
como  en  sociedad  diciéndole  que  marchaba  bien  y  que  mayores 
serían  los  productos,  lo  que  por  la  amistad  que  mediaba  iba  es- 
perando; y  que  no  es  cierto  que  la  sociedad  de  su  padre  Tomás 
Vega  con  Alvarez  quedara  liquidada  el  primer  semestre  del 
año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  pues  aún  está  pendiente 
de  liquidación : 

Décimo.  Besvltando :  que  de  la  prueba  testifical  promovida 
por  el  demandante  aparece  que  el  testigo  Domingo  Llareta 
reconoce  como  suya  la  carta  de  fojas  treinta  y  siete  á  la  trein- 
ta y  ocho;  y  de  ella  aparece  que  con  motivo  de  estar  preparan- 
do en  el  tejar  **La  Vega'',  en  el  año  de  mil  ochocfientos  noventa 
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y  cuatro  presencio  la  entrega  de  tres  yuntas  de  toros  qne  hizo 
Alvarez  á  Vega  presenciando  asimismo  por  los  años  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  cinco  á  ochenta  y  seis  la  entrega  de  va- 
rias reses  que  remitió  á  Vega,  qne  recibió  dicho  individuo  y 
que  aunque  no  puede  precisar  el  número,  puede  asegurar  sin  te- 
mor de  equivocarse  que  no  bajaban  de  cien  reses  mayores,  de 
las  cuales  la  mitad  eran  vacas  paridas,  lo  que  también  le  cons- 
ta al  veguero  Francisco  Arencibia,  empleado  de  Vega,  y  á  otros 
de  sus  empleados,  y  que  todo  este  ganado  pertenecía  á  la  so- 
ciedad que  á  partido  tenía  con  Vega  D.  Tomás,  el  que  en  con- 
versación le  dijo  que  Alvarez  le  había  abonado  y  liquidado  todo 
lo  relativo  á  la  sociedad ;  repreguntado  el  testigo  manifiesta  que 
sabía  que  había  una  sociedad  entre  Vega  y  Alvarez  pero  no 
las  condiciones  y  cuando  había  de  terminar,  que  después  de 
los  años  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  y  mil  ochocientos 
ochenta  y  seis,  mediaron  relaciones  de  interés  entre  Tomás  Ve- 
ga y  Alvarez,  y  que  tuvo  ocasión  de  ver  algunas  veces  condu- 
cir Francisco  Arabigel  puntas  de  ganado  que  le  mandaba  Al- 
varez á  Vega;  que  repetidas  veces  oyó  decir  á  Vega  que  Al- 
varez había  liquidado  la  sociedad  no  pudiéndo  precisar  la  fecha 
ni  lo  que  correspondió  á  cada  uno,  porque  no  le  comunicó  esos 
detalles  y  que  ignora  si  Alvarez  vendió  ó  no  todo  el  ganado 
que  tenía  en  su  ñnca  **San  Pol",  no  pudiéndo  precisar  si  las 
fuerzas  cubanas  ó  las  españolas  le  llevaron  todas  las  reses;  el 
testigo  Manuel  Pérez  á  quien  se  le  puso  de  maniñesto  la  carta 
de  fojas  treinta  y  nueve  y  cuarenta,  dijo  ser  cierto  su  conteni- 
do apareciendo  de  ella  que  en  el  año  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  cuatro  condujo  de  la  finca  **La  Vega'*  tres  yuntas  de  toros 
que  entregó  á  Tomás  Vega  de  orden  de  Antonio  Alvarez;  que 
recuerda  también  que  por  los  años  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  cinco  y  ochenta  y  seis  condujo  á  la  misma  finca  **La  Vega'^ 
varios  piquetes  de  ganado  que  recibió  el  mismo  Tomás  Vega  y. 
que  fueron  entregadas  por  Alvarez;  que  recuerda  también  ha- 
ber conducido  las  reses  que  compró  Luis  Gallón  y  le  fueron  en- 
tregadas en  la  finca  **  Juraguacito",  no  cabiéndo^le  duda  que  entre 
los  toros  remitidos  primeramente  y  los  mandados  á  **La  Vega'' 
forman  un  total  de  cincuenta  ó  más,  sin  contar  el  número  de 
treinta  y  cinco  que  compró  Gallón,  constándole  que  todos  éstos 
animales  eran  de  los  que  tenían  á  partido  Alvarez  y  Vega.  Re- 
preguntado el  testigo  dijo  que  ignora  los  pactos  y  condiciones 
en  que  Vega  y  Alvarez  tenían  celebrado  el  contrato  de  sociedad 
ni  la  fecha  en  que  ha  de  darae  por  terminado;  que  ignora  asi- 
mismo si  con  posterioridad  á  los  años  ochenta  y  cinco  y  ochen- 
ta y  seis  mediaron  relaciones  de  interés  entre  Vega  y  Alvarez, 
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y  que  ignora  asimismo  si  se  hizo  ó.  no  la  liquidación  entre  la 
sociedad  de  éstos.  El  testigo  Luis  Gallón,  puéstosele  de  manifies- 
to la  carta  que  ocupa  ios  folios  cuarenta  y  uno  y  cuarenta  y 
dos,  manifestó  ser  cierto  su  contenido,  siendo  la  firma  que  á  su 
final  aparece  suya  de  su  puño  y  letra,  estando  esta  contenida 
en  la  forma  siguiente:  que  por  los  años  de  mil  ochocientoe 
ochenta  y  cinco  y  ochenta  y  seis  compró  á  Tomás  Vega  trein- 
ta y  dos  reses  cuyo  importe  entregó  al  hijo  de  dicho  señor  nom- 
brado Gerardo  por  orden  de  aquél;  que  dichas  reses  le  fueron 
entregadas  por  Alvarez  de  orden  de  Tomás  y  por  conducto  del 
declarante,  constándole  que  dichas  reses  eran  de  las  que  man- 
tenía Alvarez  en  su  poder  por  consecuencia  de  la  sociedad  que 
tenía  con  Vega  según  éste  mismo  le  manifestó  y  era  público; 
repreguntado  dijo:  que  sabe  la  existencia  de  la  sociedad  pero 
que  ignora  los  pactos  y  condiciones  así  como  la  fecha  en  que 
había  de  darse  por  terminada;  que  sabe  también  que  entre  los 
Sres.  Vega  y  Alvarez  exifrtía  una  sociedad,  pero  que  no  puede 
expresar  la  fecha;  que  por  rumores  públicos  ha  sabido  que  di- 
cha sociedad  había  liquidado  ignorando  la  fecha,  forma  en  que 
se  hizo  y  se  consignó,  y  porción  que  correspondía  a  cada  uno, 
ignorando  si  Alvarez  vendió  ó  no  todo  el  ganado  que  tenia  en 
su  finca  ''San  Pol"  no  pudiendo  precisar  si  las  fuerzas  cuba- 
nas ó  españolas  le  llevaran  todas  las  reses.  El  testigo  Nicolás 
Morcilla  puéstosele  que  fué  de  manifiesto  la  carta  que  ocupa 
los  folios  cuarenta  y  tres  y  cuarenta  y  cuatro  dijo  que  reconocía 
como  suya  la  firma  y  su  contenido  está  sometido  á  estos  térmi- 
nos; que  compró  á  Tomás  Vega  dos  yuntas  de  toretes  y  seis  ú 
ocho  vacas  paridas  en  distintas  ocasiones  cuyo  importe  recibió 
su  hijo  Gerardo  de  orden  de  aquél  y  cuyas  reses  entregó  Al- 
varez de  orden  también  de  Tomás,  teniendo  entendido  eran 
de  las  que  Alvarez  mantenía  por  la  sociedad  que  tenía  con  Ve- 
ga, conservando  por  casualidad  uno  de  los  recibos  que  abonó  á 
Gerardo  por  ese  concepto;  y  repreguntado  dijo:  que  sabe  exis- 
tía la  sociedad  entre  Vega  y  Alvarez  ignorando  los  pactos  y 
condiciones,  que  ignora  si  con  posterioridad  á  los  años  mil 
ochocientos  ochenta  y  cinco  y  ochenta  y  seis  mediaron  relacio- 
nes de  interés  entre  Vega  y  Alvarez  ni  si  éste  vendiera  ó  com- 
prara ganado  perteneciente  á  la  sociedad,  ignorando  asimiono 
si  se  hiciera  ó  no  liquidación  de  dicha  sociedad  como  también 
ignora  si  Alvarez  vendió  ó  no  todo  el  ganado  que  tenia  en  la 
&ica  **San  Pol",  no  pudiendo  precisar  si  las  fuerzas  cubanas 
ó  españolas  le  llevaron  todas  las  reses.  El  testigo  Rafael  Pi- 
gueredo  á  quien  se  le  puso  de  manifiesto  la  carta  que  ocupa 
los  folios  cuarenta  y  cinco  y  cuarenta  y  seis  reconoce  como  su- 
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yo  el  c<mtenido  de  dicha  carta,  la  que  está  concebida  en  la 
forma  siguiente:  que  en  el  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cinco  á  ochenta  y  seis  compró,  á  Tomás  Vega  siete  vacas  con 
crías  de  nacencias  y  le  dio  orden  escrita  para  que  Alvarez  en- 
tregara dicho  ganado  como  lo  verificó,  en  la  finca  '^San  Pol" 
y  condujo  á  Cuba  en  unión  de  Manuel  Rodríguez,  y  que  el  im- 
porte total  de  dichas  siete  vacas  y  sus  crías  lo  abonó  á  Gerardo 
Vega  por  oarden  de  su  p«Kke  Tomás.  Bepregoaitado  el  testigo 
manifiesta  ignorar  los  pactos  y  condiciones  en  que  Vega  y  Al- 
varez tenían  celebrada  la  sociedad;  que  el  año  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cinco  compró  á  Vega  cinco  vacas,  las  que  le 
fueron  entregadas  por  Alvarez  en  **San  Pol"  habiendo  hecho 
el  pago  de  las  mismas  en  esta  ciudad  á  Gerardo  Vega;  que  ig- 
nora si  se  hizo  ó  no  liquidación  de  la  sociedad  de  Vega  y  Al- 
varez y  que  asimismo  ignora  si  Alvarez  vendió  ó,  no  todo  el 
ganado  que  tenia  en  la  finca  ''San  Pol"  y  si  las  fuerzas  cuba- 
nas ó  españolas  se  llevaron  todas  las  reses.  El  testigo  Francis- 
co Arencibia  declara  que  le  consta  por  haberlo  presenciado  que 
por  los  años  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  á  ochenta  y 
seis  Alvarez  entregó  á  Vega  reses  vacunas  ascendentes  algunas 
entregas  hasta  de  más  de  cincuenta,  y  sabe  por  haberlo  oído 
decir  al  mismo  Vega  que  eran  de  la  sociedad  que  tenía  con 
Alvarez,  constándole  por  ser  empleado  de  la  casa;  que  repregun- 
tado el  testigo,  manifiesta  que  sabe  que  Vega  y  Alvarez  tenían 
una  sociedad,  pero  que  ignora  los  pactos  y  condiciones  en  que 
estaba  constituida;  que  ignora  si  con  posterioridad  á  los  años 
ochenta  y  cinco  y  ochenta  y  seis  mediaban  relaciones  de  inte- 
rés entre  Vega  y  Alvarez  sobre  compra  y  venta  de  ganados 
pertenecientes  á  la  sociedad;  que  sabe  también  que  se  liquidó 
la  sociedad  ignorando  la  fecha,  forma  en  que  se  hizo  y  porción 
que  correspondiera  á  cada  uno  y  que  sin  poder  precisar  la  fe- 
cha con  exactitud,  recuerda  que  al  estallar  la  última  revolu- 
ción existían  en  **San  PoP'  reses  de  Alvarez  las  que  fueron 
ocupadas  por  las  fuerzas  cubanas : 

Déoimoprimero.  Resultando:  que  de  la  prueba  pericial 
practicada  por  los  peritos  insaculados  por  el  Juzgado,  Tomás 
Artigas,  Rafael  Fonseca,  Ramírez  y  Bernardo  Lagure  aparece 
que  en  la  actualidad  aprecian  las  vacas  de  vientre  con  su  cría 
en  noventa  y  cinco  pesos,  los  novillos  en  sesenta  pesos,  los  to- 
retes de  dos  años  en  cuarenta  y  ocho  pesos  y  los  añojos  en  diez 
y  ocho  pesos  y  con  una  ligera  diferencia,  dichos  animales  valdrían 
en  el  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos  lo  mismo  que  en  la 
.actualidad : 

Décimosegundo.  Resultando:  que  la  Audiencia  apreciando 
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•las  pruebas  practicadas  por  las  partes  dio  por  justificado  que 
la  sociedad  continuo  de  alguna  manera  después  del  año  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  cinco  fecha  del  vencimiento  del  contrato 
en  que  se  funda  la  demanda  y  por  consiguiente  había  sido  tá- 
citamente prorrogada  y  modificada  por  el  mismo  Vega  y  que 
aún  está  pendiente  de  que  hagan  sus  socios  la  liquidación  co- 
rrespondiente lo  que  puiede  ser  objeto  de  nueva  reclamación  en 
esta  forma,  y  que  en  vista  de  esto  confirmó,  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  absolviendo  á  Antonio  Alvarez  Felipe  de  la  de- 
manda interpuesta  contra  61  por  Ana  Felicitas  Wright  y  (Je- 
rardo  Vega,  en  los  términos  que  lo  ha  sido  sin  especial  conde- 
nación de  costas : 

Decimotercero,  Resultando:  que  la  representación  de  los 
demandantes  estableció  contra  dicho  fallo  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley,  fundado  en  los  números  primero,  segun- 
do y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  alegando  ocho  motivos;  y  admitido  el 
recurso  por  la  Audiencia  el  Ministerio  fiscal  impugnó  la  admi- 
sión y  este  Tribunal  lo  declaró  mal  admitido  en  cuanto  á  los 
motivos  marcados  con  los  números  sexto  y  octavo,  continuando 
la  sustatnciación  respecto  de  los  otros: 

Decimocuarto.  Resultando:  que  los  motivos  respecto  de  los 
cuales  ha  continuado  la  sustanciación  del  recurso  son  los  si- 
guientes : 

Primero.  Infracción  del  airtfculo  mil  doscientos  och«ita 
y  uno  del  Código  Civil,  porque  el  contrato  contiene  dos  estipu- 
laciones la  de  la  entrega  de  las  reses,  que  deben  ser  devueltas 
al  vencimiento  del  contrato  y  la  de  sociedad  en  los  productos, 
y  habiéndose  redamado  lo  primero  no  puede  sujetarse  á  liqui- 
dación lo  que  debió  devolverse  un  día  cierto,  y  estando  los  tér- 
minos del  contrato  claros  sin  dejar  duda  sobre  la  intención  de 
los  contratantes  se  ha  infringido  dicho  articulo  al  prescindir 
de  la  convención  expresa  de  aquéllos  respecto  á  la  entrega  de 
las  peses: 

Segundo.  El  artículo  piil  noventa  y  uno  del  mismo  Código 
que  establece  que  las  obligaciones  que  nacen  de  los  contratos 
tienen  fuerza  de  ley  entre  las  partes  contratantes  y  deben  cum- 
plirse á  tenor  de  los  mismos,  por  cuanto  la  sentencia  hace  caso 
omiso  de  la  voluntad  de  los  contratantes  y  tergiversando  sus 
conceptos  despoja  de  toda  eficacia  á  la  estipulación  de  la  cláu- 
sula tercera : 

Tercero.  El  artículo  mil  noventa  y  seis  del  mismo  Código 
porque,  según  el  contrato,  Alvarez  debe  entregar  á  Vega  cosa 
determinada  en  la  misma  forma  que  la  recibió  sin  restricción 
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ni  condici^^  alguna  j  sin  embargo,  la  sentencia  hace  depender 
esa  entrega  de  una  previa  liquidación  : 

Cuarto.  E}1  artículo  mil  ciento  veinte  y  cinco  del  repetido 
Código,  porque  la  Audiencia  estima  que  lo  que  es  condescen- 
dencia del  acreedor  al  no  exigir  el  cumplimiento  de  la  obliga- 
ción á  su  vencimiento  equivale  á  prórroga  tácita,  siendo  así 
que  vencida  la  obligación  en  fecha  determinada  puede  recla- 
marse en  este  ó  en  otro  día  posterior: 

Quinto.  El  artículo  nril  setecientos  dos  del  repetido  Código 
citado  en  el  primer  Considerando  de  la  sentencia  y  que  se  ha 
infringido  por  indebida  aplicación,  porque  en  el  escrito  de  de- 
manda se  expresa  terminantemente  la  reserva  del  actor  para 
reclamar  el  cumplimiento  de  la  otra  estipulación  contenida  en 
el  documento  ó  sea  la  liquidació^a  del  contrato  social  y  la  en- 
trega de  las  utilidades  y  es  impertinente  confundir  ó  involu- 
crar dos  obligaciones  distintas  que  producen  acciones  diversas 
y  aun  suponiendo  que  la  prórroga  hubiese  alcanzado  á  cada 
una  de  las  dos  estipulaciones  contenidas  en  el  contrato  podía 
decirse  que  éste  había  sido  modificado  en  cuanto  al  tiempo, 
pero  no  en  cuanto  al  carácter  peculiar  de  la  obligación : 

Séptimo.  El  artículo  trescientos  cincuenta  y  ocho  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  porque  limitándose  la  demanda  á 
exigir  el  cumplimiento  de  la  obligación  de  entregar  cosa  deter- 
minada á  día  cierto  y  más,  reservándose  el  actor  su  derecho 
para  establecer  reclamación  separada  en  lo  que  respecta  á  la 
disolución  de  la  Sociedad,  la  sentencia  se  ocupa  de  este  último 
contrato  cuyo  debate  no  se  ha  planteado  dedicando  á  él  prefe- 
rente atención  é  involucrando  ambas  obligaciones : 

Decimoquinto.  Resultando:  que  celebrada  la  vista  el  día 
diez  y  nueve  del  actuail  con  asistencia  de  los  Letrados  defenso- 
res de  las  partes  sosteniendo  el  recurrente  el  recurso  é  impug- 
nándolo el  contrario. 

Siendo  Ponente  el  'Magistrado  Ángel  C.  Betancourt : 

Primero.  Considerando:  que  conforme  al  número  primero 
del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civrl  procede  el  recurso  de  casación  cuando  en  el  fallo  se 
infringen  leyes  aplicables  al  caso  del  pleito,  y  determinando  la 
disposición  segunda  de  las  transitorias  para  la  aplicación  del 
Código  Civil  que  los  contratos  celebrados  bajo  el  régimen  de  la 
legislación  anterior  y  que  sean  válidos  con  arreglo  á  ella,  sur- 
tirán todos  sus  efectos  s^ún  la  misma,  la  sentencia  dictada  en  un 
pleito  en  que  se  exige  el  cumplimiento  de  un  contrato  celebra- 
do y  vencido  antes  de  la  promulgación  del  citado  Código  no 
puede  infringir  por  violación  ó  interpretación  errónea  artículo 
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de  este  cuerpo  legal,  que  no  es  aplicable  según  la  disposición 
citada,  á  cuestiones  que  tienen  aquel  origen : 

Segundo.  Considerando:  que  ejercitándose  em  el  pleito  del 
cual  procede  este  recurso  una  acci^  para  el  cumplimiento  de 
un  contrato  otorgado  en  mil  ochocientos  ochenta  y  dos,  y  ven- 
cido según  el  demadidante  en  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco, 
la  Sala  sentenciadora  no  ha  debido  tener  en  cuenta  para  dictar 
su  fallo  los  preceptos  del  Código  Civil,  y  por  consiguiente,  no 
ha  podido  infringir  por  violación  los  artículos  mil  doscientos 
ochenta  y  uno,  mil  noventa  y  uno,  mil  noventa  y  seis  y  mil 
ciento  veinte  y  cinco  los  conceptos  que  alega  el  recurrente  en 
los  motivos  primero,  segundio,  tercero  y  cuarto  del  recurso : 

Tercero.  Considerando:  que  una  ley  no  se  infringe  cuando 
indebida  ó  erróneamente  se  cita  en  un  Considerando,  sino 
cuando  se  funda  en  ella  el  fallo,  no  correspondiendo  su  aplica- 
ción al  caso  litigioso ;  y  alegándose  en  el  quinto  motivo  del  re- 
curso la  infracción  del  articulo  mil  setecientos  dos  dei  Código 
Civil  por  indebida  aplicación,  si  bien  es  cierto  que  tal  precepto, 
por  ser  del  «Céfdigo,  no  debió  aplicaoise,  también  lo  es  que  en  él 
no  se  funda  el  faUo,  pues  este  descansa  en  la  apreciación  que 
la  Sala  ha  hecho  de  la  prueba,  apreciación  no  impugnada  en 
forma  leg»l  por  las  partes,  y  aden^  que  el  hecho  de  donde  se 
origina  ¿  juicio  del  recurrente  el  motivo  de  la  infracción  no  es 
exacto,  pues  lejos  de  reservarse  en  el  escrito  de  demanda  dere- 
chos para  reclamar  liquidación  de  productos  pidió  expresamen- 
te la  entrega  de  éstos,  y  por  todo  lo  cual,  la  Sala  no  ha  come- 
tido la  infracción  que  se  le  atribuye  en  el  quinto  motivo  del 
recurso: 

Cuarto,  Conmderando:  que  según  se  hace  constar  en  el  pá- 
rrafo anterior,  el  demandante  no  se  reservó  derecho  ninguno 
para  redamar  la  disolución  de  la  sociedad,  supuesto  el  hecho 
en  que  descansa  el  séptimo  motivo  del  recurso,  y  que  por  ser 
inexacto  es  bastante  para  no  estimarlo,  siendo  además  de  tener- 
se en  cuenta  que  reclamada  una  obligación  y  pedida  por  el  de- 
mandado la  absolución  de  la  demanda,  la  sentencia  absolutoria 
es  congruente  y  resuelve  el  único  punto  controvertido,  no  in- 
fringiendo el  artículo  trescientos  cincuenta  y  ocho  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil,  cualesquiera  que  sean  sus  fundamentos, 
respecto  de  los  cuales  puede  haberse  incurrido  en  infracciones 
de  otra  clase,  pero  no  en  la  de  los  números  segundo  y  séptimo 
del  articulo  mil  seiscientos  noventa  de  la  citada  Ley  procesal, 
á  que  se  refiere  el  dicho  séptimo  motivo  del  recurso : 

Quinto.  Considerando:  que  no  habiéndose  cometido  las  in- 
fracciones alegadas  debe  declararse  sin  lugar  el  recurso  y  por 
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consiguiente  conforme  al  artículo  XL  de  la  Orden  número  no- 
venta y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  condenar  en 
las  costas  al  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto 
por  Ana  Felicitas  Wright  y  Gerardo  Vega  Wright,  contra  la 
sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  m 
dos  de  Mayo  último  en  el  juicio  al  principio  referido,  con  las 
eostas  á  cargo  de  los  recurrentes.  Y  con  devolución  del  apun- 
tamiento comuniqúese  á  dicha  Audiencia,  por  medio  de  certifi- 
cación esta  sentencia,  la  cual  se  publicará  en  la  Oaceta  de  la 
Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaria  de  Justicia, 
librándose  al  efecto  las  oportunas  copias. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — 'Antonio  González  de  Mendoza. — ^Rafael  Cruz  Pé- 
rez.— José  M.  García  Montes. — Eudaldo  Tamayo. — ^Angel  C. 
Betancourt. 


Ángel  Diez  Estorino  y  José  de  J.  Rovira,  como  cesionarios 
DE  José  C.  Muro,  contra  Santiago  y  Celestino  Gómez, 
lüo,  Sobrino  y  Compañía  y  Luis  Arredondo  Barquín. 

Sentenoia  núm.  28  (Octubre  I.""  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  establecido  por  Luis  Arredondo 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Matanzas 
en  17  de  Abril  de  1900. 

NUUDAD  DE  OANCELAOION  DE  HIPOTECA.   BE0T7BSO 
ESTABLECIDO  FUERA  DE  TERMINO. 

Para  qne  prodiuca  efecto  el  recurso  interpuesto  por  in- 
fraeción  de  doctrina  legal,  es  necesario  dtar  las  sentencias 
en  qna  la  doctrina  qne  se  invoque  esté  consignada,  siendo 
causa  bastante  para  no  estimarlo,  la  infracción  de  este  prin- 
cipio. 

Según  tiene  repetidamente  declarado  el  Tribunal  Supre- 
mo, los  Artículos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Oivil  que 
solo  contienen  reglas  procesales,  no  pueden  servir  de  funda- 
mento ft  un  recurso  de  casación  en  el  fondo;  ni  tampoco  pue- 
de estimarse  la  infracción  de  un  precepto  por  analogía,  mien- 
tras ésta  no  haya  sido  declarada  ó  sancionada  por  una  doc- 
trina legal  establecida  convenientemente. 

Cuando  la  Bala  declara  establecido  fuera  de  término  un 
recurso  de  apelación  y  contra  esa  resolución  se  interpone  él 
de  casación,  las  infracciones  legales  que  se  invoquen  han  de 
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referirse  precisamente  al  fallo  recurrido;  sin  que  puedan  ser 
estimadas  las  que  se  refieran  á  la  sentencia  dictada  en  pri- 
mera instancia,  contra  la  cual  no  cabe  recurso  de  casación. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  primero  de  Octubre  de  mil 
novecientos,  en  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  es- 
tablecido por  Luis  Arredondo  y  Barquín  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  Matanzas  en  el  juicio  declarativo 
de  mayor  cuantía  sobre  nulidad  de  una  cancelación  de  hipoteca 
se^ido  en  el  Juzgado  de  Cárdenas  por  José  C.  Muro  y  Martí- 
nez, cuya  profesión  y  vecindad  no  constan  y  continuado  en  la 
segunda  instancia  como  cesionario  de  éste  por  Ángel  Diez  Bs- 
torino  y  José  de  J.  Rovira,  vecinos  de  la  Habana,  contra  San- 
tiago y  Celestino  Gómez,  la  sociedad  de  Río  Sobrino  y  Com- 
pañía y  Luis  Arredondo  Barquín,  de  los  cuales  no  constan  pro- 
fesión ni  vecindad : 

Primero.  Resídtando:  que  en  la  sentencia  recurrida  se  con- 
tienen los  seis  Resultandos  que  á  continuación  se  transcriben : 

Segundo.  Resultando  x  que  en  veinte  y  dos  de  Agosto  de 
mil  ochocientos  noventa  y  dos  José  C.  Muro  y  Martínez  del  co- 
mercio de  la  Habana  estableció  en  el  Juzgado  de  Cárdenas 
formal  demanda  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  con- 
tra Santiago  y  Celestino  Gómez,  la  sociedad  de  Río  Sobrino  y 
Compañía  y  Luis  Arredondo  y  Barquín  para  obtener  la  nuli- 
dad de  la  cancelación  hecha  en  tres  de  Junio  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  al  folio  séptimo  del  tomo  primero  de  la  Macagua,  Ano- 
taduría  de  Colón,  respecto  de  la  hipoteca  constituida  por  escritu- 
ra pública  <ytorgada  ante  el  Notario  D.  Eugenio  Pontón  en  veinte 
y  siete  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis  sobre  el  inge- 
nio *' Dulce  Nombre*',  á  favor  del  demandante  y  vigente  por  lo 
tanto  dicha  hipoteca,  oon  las  costas  á  cargo  de  los  demandados : 

Tercero.  Resultando:  que  seguido  el  juicio  en  rebeldía  de 
los  demandados  se  dictó  por  el  Juez  de  Primera  Instancia, 
sentencia  definitiva  en  dos  de  Octubre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  tres,  admitiendo  con  lugar  la  demanda  propuesta  por 
José  C.  Muro  y  Martínez  y  declarando  en  consecuencia  nula  y 
sin  ningún  valor  ni  efecto  la  cancelación  hecha  en  tres  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  ochenta  ya  referida,  y  subsistente  la  hi- 
poteca con  la  misma  fuerza  y  vigor  que  tenía  antes  de  hacerse 
dicha  cancelación : 

Cuarto.  Resultando:  que  en  providencia  de  cinco  de  Octu- 
bre del  mismo  año  noventa  y  tres,  se  mandó  á  instancia  del 
actor  notificar  la  sentencia  á  los  demandados  en  rebeldía  con 
sujeción  á  la  forma   que  determinan   los  artículos   doscientos 
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ochenta  y  uno  á  doscientos  ochenta  y  tres  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  librándose  por  el  Escribano  actuario  con  fecha 
once  del  propio  mes  y  año,  la  cédula  que  debía  fijarse  en  el 
Juzgado,  y  apareciendo  inserta  en  el  Boletín  Oficial  de  esta 
Provincia  correspondiente  al  día  veinte  y  uno  de  Octubre  del 
citado  año  y  en  la  Gaceta  de  la  Habana  del  siguiente  día  veinte 
y  dos,  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia  dictada  y  uniéndose 
á  los  autos  un  ejemplar  de  cada  uno  de  los  mencionados  perió- 
dicos : 

Quinto,  Resultando:  que  con  fecha  once  de  Noviembre  del 
repetido  año  mil  ochocientos  noventa  y  tres  el  Procurador  Ro- 
berto de  Bergue,  en  virtud  del  poder  que  le  fué  sustituido  en 
diez  de  dicho  mes  y  año,  produjo  á  nombre  de  Emeterio  Zorri- 
lla como  apoderado  de  Luis  Arredondo  y  Barquín  uno  de  los 
demandados  hasta  entonces  en  rebeldía  escrito  interponiendo 
apelación  contra  la  sentencia  pronunciada  en  dos  de  Octubre, 
cuyo  recurso  le  admitió  el  Juez,  oyendo  en  ambos  efectos  la 
apelación  interpuesta  en  providencia  del  mismo  día  once,  la 
cual  fué  notificada  á  los  Procuradores  Bergue  y  Ochoa  en  re- 
presentaci^  este  último  del  demandante  Muro : 

Sexto,  Resultando :  que  remitidos  los  autos  á  este  Tribunal 
y  sustanciada  por  todos  sus  trámites  la  segunda  instancia  se  ce- 
lebró la  vista  del  pleito  con  la  asistencia  de  los  representantes 
de  las  partes  personadas,  en  cuyo  acto  y  después  de  discutidas 
las  cuestiones  objeto  del  pleito,  solicitó  la  representación  de  la 
parte  apelada  que  por  la  Sala  se  declarase  mal  oída  la  apela- 
ción de  la  sentencia,  toda  vez  que  el  recurso  se  había  estable- 
cido fuera  de  término  y  que  dicha  sentencia  no  podía  ser  ob- 
jeto de  resolución  por  parte  de  la  Sala,  pues  había  quedado  fir- 
me por  precepto  de  la  ley  varios  días  antes  de  interponerse  el 
recurso,  alegando  lo  que  á  su  derecho  estimó  convenirle: 

Séptimo.  Resultando:  que  pedida  y  obtenida  la  palabra 
para  rectificar  hechos  y  conceptos,  la  representación  de  la  par- 
te apelante  se  opuso  á  la  solicitud  del  actor  exponiendo  las  ra- 
zones que  consideró  oportunas  para  invalidar  la  solicitud  que 
éste  había  formulado : 

Octavo.  Resultando:  que  con  estos  antecedentes  la  Audien- 
cia dictó  en  diez  y  siete  de  Abril  próximo  pasado,  sentencia  de- 
clarando mal  oída  la  apelación  y  firme  como  estaba  la  senten- 
cia apelada,  mandó  devolver  los  autos  al  Juzgado  de  su  origen 
para  darles  el  curso  correspondiente  al  momento  en  que  se  es- 
tableció el  recurso,  con  las  costas  á  cargo  del  apelante : 

Noveno.  Resultando:  que  contra  dicha  sefntencia  interpuso 
Luis  Arredondo  y  Barquín  el  presente  recurso,  fundado  en  los 
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números  primero  y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  citando  como  infringidoa: 

Primero.  La  doctrina  legal  de  que  oída  por  el  Juez  a  quo 
una  apelación,  el  Tribunal  ad  quem  sólo  puede  limitarla  6  am- 
pliarla en  sus  efectos;  pero  no  dejarla  sin  lugar  en  absoluto, 
doctrina  que  se  deduce  de  los  artículos  trescientos  noventa  y 
tres,  trescientos  noventa  y  cuatro  y  trescientos  noventa  y  seis 
de  la  Ley  die  Enjuiciamiento  Civil,  que  al  señalar  taxativamen- 
te las  facultades  del  Superior  en  materia  de  apelaciones  implí- 
citamente le  niegan  toda  facultad  que  no  esté  comprendida  en 
dichos  artículos;  y  la  infracción  se  ha  cometido  en  concepto  de 
que  la  sentencia  recurrida,  sin  facultades  en  el  Superior  para 
ello,  declara  mal  oída  en  absoluto  la  apelación  admitida  por 
el  inferior: 

Segundo.  Los  artículos  trescientos  noventa  y  tres,  trescien- 
tos noventa  y  coiatro  y  trescientos  noventa  y  seis  de  la  citada 
ley,  pues  aun  suponiendo  que  el  Superior  tenga  las  faculta- 
des que  se  le  niegan  en  el  motivo  anterior,  la  solicitud  de 
toda  cuestión  de  procedimiento  a  determinadas  oportiuiidades 
y  trámites,  siendo  en  consecuencia  aplicables  por  analogía  y 
en  defecto  de  precepto  expreso,  los  artículos  citados,  que  han 
sido  infringidos  por  cuanto  la  sentencia  admite  la  mencionada 
solicitud  sin  haber  sido  hecha  ni  sustanciada  conforme  á  los 
mismos  sino  por  el  contrario  con  infracción  de  ellos,  pues  se 
hizo  verbalmente  en  el  acto  de  la  vista  cuando  el  apelado  había 
consentido  la  apelación  y  la  sustanciación  de  la  segunda  ins- 
tancia: 

Tercero.  La  doctrina  legal  de  que  las  sentencias  de  segunda 
instancia  tienen  que  confirmar  ó  revocar  en  todo  ó  en  parte  la 
de  la  primera  y  aceptar,  reproducir  ó  modificar  sus  fundamen- 
tos, doctrina  que  se  deduce  de  la  naturaleza  y  finalidad  de  la 
segunda  instancia,  de  la  constante  jurisprudencia  de  los  tri- 
bunales y  hasta  del  propio  artículo  octavo  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos,  esa  doctrina  ha  sido  infringida  por  cuanto  la 
sentencia  recurrida  ni  confirma  ni  revoca  la  apelada,  ni  acep- 
ta, reproduce  ni  modifica  sus  fundamentos : 

Cuarto.  En  la  sentencia  de  primera  instancia  cuyos  funda- 
mentos no  han  sido  aceptados  ni  reproducidos,  el  Juez  incurrió 
en  error  de  hecho  comprendido  en  el  número  séptimo  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, al  estimar  la  certificación  del  Escribano  Pérez  Manso  de 
fojas  ciento  tres,  creyendo  que  en  el  número  segundo  el  Es- 
cribano certificaba  el  carácter  ó  naturaleza  del  crédito  de  Río 
Sobrino  y  Compañía,  cuando  de  ese  número  sólo  constaba  el 
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juicio,  parecer  ó  apreciación  de  dicho  Escribano,  acerca  del 
ciiédito,  viéndose  el  Juzgado  inducido  á  error  por  creer,  que 
como  es  natural  y  corriente  la  certificación  de  un  Escribano 
debe  insertar  literalmente  ó  en  relacite  documentos,  diligencias 
ó  resoluciones  del  juicio  que  ante  él  cursen,  pero  no  sus  opi- 
niones particulares: 

Qui<n1».  Las  leyes  veinte  y  seis  y  veinl»  y  ocho,  título  tre- 
ce, partida  quinta,  si  la  certificación  del  Escribano  tuviese  va- 
lor probatorio  para  determinar  la  naturaleza  del  crédito  de 
Hio  Sobrino  y  Compañía  que  dicha  certificación  califica  de  re- 
faccionario; se  han  infringido  las  leyes  citadas,  pues  se  trata 
de  una  cuestión  de  prelación  entre  un  crédito  refaccionario  y 
otro  hipotecario  anterior  á  primero  de  Enero  de  mil  ochocien- 
tos ochenta,  cuya  prelación  tiene  conforme  á  esas  leyes  el  refac- 
cionario, la  cual  ha  desconocido  la  sentencia  de  Primera  Ins- 
tancia al  declarar  la  nulidad  de  la  cancelación  practicada  por 
no  alcanzar  el  precio  de  la  cosa  rematada,  para  cubrir  al  acree- 
dor preferente: 

Décimo.  Resultando:  que  admitido  el  recurso  y  personado 
el  recuirente  en  esrte  Supremo  Tribuiial,  se  abrió  la  sustancia- 
ción  del  recurso,  celebrándose  la  vista  pública  el  día  veinte  y 
uno  de  Septiembre  pró:dmo  pasado  con  asistencia  de  los  defen- 
sores de  las  partes,  solicitando  el  recurrente  la  casación  é  im- 
pugn¿sidol&  el  contrario. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Angelí  C.  Betancourt : 

Primero.  Considerando:  que  la  doctrina  legal  útil  para 
fund«r  un  recurso  de  casación  no  es  la  que  mejor  ó  peor  derivada 
de  la  ley  cree  conveniente  invocar  cada  parte,  sino  la  que  como 
tal  doctrina  ha  sido  admitida  ó  declarada  por  el  Tribunal  Su- 
premo en  sus  fallos,  razón  por  la  cual  para  que  produzca  efec- 
to un  recurso  de  esta  clase,  es  necesario  citar  las  sentencias  en 
que  la  doctrina  que  se  invoque  esté  consignada,  y  el  no  haberse 
cumplido  este  requisito  en  los  motivos  primero  y  tercero  dei 
presente  recurso  es  causa  bastante  para  no  estimarlo,  concu- 
rriendo además  la  circunstancia  de  que  la  calificada  de  doctrina 
por  el  recurrente  está  en  contradicción  con  la  establecida  por 
este  Tribunal  Supremo  en  sentencia  de  diez  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  reiterada  en  posteriores  fa- 
llos, entre  otros  los  de  seis  de  Febrero,  dos  y  catorce  de  Mayo 
y  siete  de  Junio  de  mil  novecientos,  á  saber:  que  la  indebida 
admisión  de  un  recurso  interpuesto  contra  ley,  no  da  á  este  la 
eficacia  y  virtualidad  de  que  originariamente  carece  y  en  este 
caso  se  encuentran  cualquiera  que  sea  su  clase,  los  establecidos 
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después  de  transcurrido  el  término  improrrogable  que  la  ley 
otorga  para  ese  objeto: 

Segundo.  Considerando:  que,  según  tiene  también  repeti- 
damente declarado  este  Tribunal,  los  artículos  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  que,  como  los  trescientos  noventa  y  tres, 
trescientos  noventa  y  cuatro  y  trescientos  noventa  y  seis,  sólo 
contienen  reglas  procesales  no  pueden  servir  de  fundamento  á 
un  recurso  de  casación  en  el  fondo,  ni  tampoco  puede  estimarse 
la  infracción  de  un  precepto,  cuya  aplicación  sostiene  el  recu- 
rrente, que,  á  su  juicio  procede  por  analogía,  concepto  dema- 
siado convencional  para  que  sirva  de  regla  á  los  Tribunales» 
mientras  la  analogía  y  consiguiente  aplicación  no  baya  sido  de- 
clarada ó  sancionada  por  una  doctrina  legal  establecida  conve- 
nientemente y  por  tanto  no  es  de  estimarse  el  segundo  motivo 
del  recurso: 

Tercero.  Considerando:  que  el  presente  recurso  se  estable- 
ció contra  la  sentencia  de  segunda  instancia  dictada  por  la  Au- 
diencia en  diez  y  siete  de  Abril  último,  que  es  la  susceptible  de 
ese  recurso  conforme  al  número  primero  del  artículo  mil  seis- 
cientos ochenta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y 
las  infracciones  legales  que  se  invoquen  han  de  referirse  pre- 
cisamente al  fallo  recurrido,  según  lo  preceptúan  los  números 
primero  y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la 
citada  ley,  que  sirven  de  base  á  este  recurso;  y  como  los  moti- 
vos cuarto  y  quinto  del  mismo  se  refieren  á  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  que  no  es  recurrible  en  esta  vía,  no  pueden  ser 
estimados,  aunque  indebidamente  se  admitieron  y  respecto  á 
ellos  se  sustanció  el  recurso,  por  no  haber  sido  impugnado,  por- 
que conforme  á  la  doctrina  expuesta  en  el  primer  Consideran- 
do, esas  omisiones  no  les  dan  la  eficacia  que  en  sí  legalmente  no 
tienen : 

Cuarto.  Considerando:  que  no  siendo  de  estimarse  los  mo- 
tivos alegados  procede  declarar  sin  lugar  el  recurso  y  en  su 
consecuencia  cumpliendo  con  el  artículo  XL  de  la  Orden  nú- 
mero noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  conde- 
nar en  las  costas  al  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto 
por  Luis  Arredondo  y  Barquín  contra  la  sentencia  dictada  por 
la  Audiencia  de  Matanzas  en  diez  y  siete  de  Abril  último  en  el 
juicio  al  principio  referido,  con  las  costas  á  cargo  del  recurren- 
te. Y  con  devolución  del  apuntamiento  comuniqúese  por  medio 
de  certificación  á  dicha  Audiencia  esta  sentencia,  la  cual  se  pu- 
blicará en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  ^i  la  Colección  á  cargo  de 
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la  Secretaria  de  Justicia,  á  cuyo  efecto  líbrense  las  copias  ne- 
cesarias. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — Pedro  González  Dlorente. — Rafael  Cruz  Pérez. — 
José  M.  García  Montes. — ^Angel  C.  Betancourt. — Octavio  Gi- 
berga. 


María  García  y  Allón,  por  sí  y  como  representante  de  sus 
menores  hijos,  contra  la  empresa  del  ferrocarril  de 

ClENPUEGOS  1  ViLLACLARA. 

Sentencia  número  29  (Octubre  6  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  el  representante 
de  la  Empresa  del  Ferrocarril  citado  contra  la  sentencia 
dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  el  28  de  Mayo 
de  1900. 

COBRO  DE  PESOS  POB  DAftOS  Y  PERJUICIOS. 

Oondenada  una  empresa  ferroviaria,  á  Indemnizar  á  la 
ylnda  y  menores  hijos  de  nn  Individuo  qne  habla  sido  muerta 
entre  dos  carros  de  un  tren  de  la  misma  qne  se  encontraba 
haciendo  operaciones,  fundándose  el  fallo  en  que  habla  ha- 
bido falta  de  precaución  6  negligencia  por  parte  de  la  Oom- 
pafiia,  7  alegado  por  el  recurrente  que  no  habla  existido  tal 
negligencia,  porque  el  cuidado  de  los  carros  correspondía  k 
los  encargados  de  los  almacenes  donde  aquéllos  descargaban; 
el  Tribunal  Supremo  desestima  el  recurso,  declarando  que  son 
responsables  los  dueños,  6  directores  de  una  empresa,  respec- 
to de  los  perjuicios  causados  por  sus  dependientes  en  el  ser- 
vido de  los  ramos  en  que  los  tuvieran  empleados,  ó  con  oca- 
sión de  sus  funciones,  y  que  esa  negligencia,  queda  demos- 
trada, al  dejar  sus  carros  al  cuidado  de  los  almacenistas,  sin 
que  excuse  &  dicha  empresa  el  reglamento  interior  á  que  alu- 
de, pues  ni  éste  se  halla  aprobado  por  la  autoridad  compe- 

i  tente,  ni  cualquiera  que  sea  su  valor,  en  lo  relativo  á  la  ad- 

ministradón  interior  de  la  compañía,  puede  derogar  ni  modi- 

\  flcar  en  sentido  alguno  las  leyes  generales,  ni  anular  los  de- 

rechos concedidos  ó  reconocidos  por  éstas  á  tercera  persona. 

^  El  sobreseimiento  provisional  dictado  por  una  Audien- 

I  cía  á  virtud  de  no  haber  resultado  debidamente  Justificada 

la  perpetración  del  delito,  no  obsta,  á  que  en  Juicios  de  otra 
Índole,  pueda  declararse  la  responsabilidad  civil  en  que  por 
negligencia  se  haya  incurrido. 


En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  cinco  de  Octubre  de  mil 
novecientos,  en  el  juicio  seguido  en  el  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia de  Oien  fuegos  y  la  Audiencia  de  Santa  Clara  por  Ma- 
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ría  García  j  Allón,  ocupada  en  sus  cuidados  domésticos  y  ve> 
ciña  de  Cienfuegos,  por  sí  y  eomo  representante  de  sus  menorea 
hijos  legítimos  Miguel  y  Alfonso  Malboa,  contra  la  Empresa 
del  Perrocairil  entre  Cienfuegos  y  Santa  Clara  en  cobro  de 
pesos  por  daños  y  perjuicios: 

Resultando:  que  el  Juez  dictó  sentencia  en  quince  de  Fe- 
brero del  corriente  año  por  la  que  condenó  á  la  mencionada 
Empresa  á  que  abone  á  la  García  y  Allón,  por  sí  y  como  ma- 
dre legítima  de  los  expresados  menores,  tres  mil  pesos  en  oro, 
como  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  causados  con  la 
muerte  de  José  Malboa  y  Pijuán,  más  las  costas;  cuya  resolu- 
ción fué  confirmada  también  con  costas,  por  la  Audiencia  de 
Santa  Clara  en  veinte  y  ocho  úe  Mayo  del  mismo  año,  la  cual 
aceptó  los  fundamentos  de  hecho  de  la  sentencia  de  Primera 
Instancia,  que  son  los  expuestos  en  los  primeros  doce  resultan- 
dos siguientes,  que  á  la  letra  se  transcriben: 

Resultando:  que  en  trece  de  Marzo  último  el  Procurador 
Díaz  de  Villegas  estableció  la  demanda  oonsignando  como  he- 
chos: que  el  día  trece  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa 
y  siete  a  las  cuatro  y  media  de  la  tarde  fué  muerto  D.  José 
Malboa  Pijuán,  mecánico  de  la  fundición  de  D.  Diego  Clark, 
sita  en  e^ta  ciudad,  calle  de  Santa  Clara  esquina  á  Gacel  que 
se  dirigía  á  entrar  en  dicho  establecimiento  por  la  puerta  tra- 
sera, atrav€(9ando  las  paralelas  del  ferrocarril  extendidas  fícen- 
te á  ellas  en  la  calle  de  Dorticós :  que  en  estas  paralelas  estaban 
parados  hacía  largo  tiempo  dos  carros  de  carga  separados  lo 
necesario  para  dar  acceso  a  la  puerta  trasera  indicada  y  al  re- 
gresar Malboa  de  una  diligencia  de  su  oficio  y  atravesar  de  nue- 
vo dicha  separación  el  carro  de  su  izquierda  avanzó  repentina- 
mente sobre  el  otro  cogiéndole  y  matándole  entre  los  topes; 
que  el  siniestro  se  debió  á  que  la  máquina  retrocediendo  con 
parte  de  un  tren  de  carga  de  Oeste  á  Este  y  sin  previo  aviso 
atravesó  la  calle  de  Gacel  con  parte  de  dicho  tren  que  como 
queda  dicho  traía  á  su  espalda  y  sin  aviso  tampoco  que  pudiera 
llamar  á  Malboa  la  ateneión,  uni^,  oon  la  cola  del  tren  los  dos  ca- 
rros de  referencia,  que  no  hubiera  máo  muerto  Mjalboa  si  la  máqui- 
na hubiera  avanzado  de  frente,  se  bubieran  dado  los  avisos  ó  si- 
quiera hubiesen  tenido  los  carros  los  calzos  que  es  costumbre 
ponerles  cuando  se  les  detiene  en  las  calles  separados  del  tren 
ó  si  la  Empresa  hubiera  tenido  cerradas  las  bocacalles  y  el  pa« 
so  por  ellas  resguardado  debidamente;  que  D.  José  Malboa  y 
Pijuán  ganaba  un  crecido  jornal  en  la  fundición  citada  de  cu- 
yos beneficios  se  han  visto  privados  la  promovente  y  sus  dos 
pequeños  hijos  que  hoy  carecían  de  los  elementos  necesarios  de 
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yida  y  debi«n  ser  indemnizados  en  lo  posible  con  el  correspon- 
diente pago  de  daños  y  perjuicios  por  la  Empresa  que  se  los 
causó;  y  qu«  habían  sido  infructuosas  las  reclamaciones  extra- 
judiciales  hechas  á  la  Empree» : 

Resultando:  que  como  fundamentos  de  derecho  invocó  el 
articulo  mil  novecientos  dos  del  Código  Civtt  por  cuanto  el 
que  por  acción  ú  omisión  causa  daño  á  otro  interviniendo  cul- 
pa ó  negligencia  está  obligado  á  reparar  el  daño  causado;  que 
la  obligación  ó  responsabilidad  era  de  los  dueños  ó  directores 
de  la  Empresa  y  exigible  no  sólo  por  los  actos  ú  omisiones  pro- 
pias, sino  por  los  de  aqueílas  personas  de  quienes  se  deba  res- 
ponder, artículo  mil  novecientos  tres  del  propio  Código,  citando 
á  la  vez  para  detenninar  aún  más  la  obligación  de  la  Empresa 
la  doctrina  "As  ^a  s^tencia  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
de  España  de  veinte  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
ochenta ;  que  la  indenmización  de  dciños  y  perjuicios  comprende 
no  sólo  el  va;lor  de  la  pérdida  que  haya  sufrido  sino  también 
el  de  la  ganancia  que  haya  dejado  de  obtener  el  acreedor,  citan- 
do en  su  apoyo  el  artículo  ciento  seis  del  repetido  Código  Ci- 
vil ;  que  por  haber  menores  interesados  estaban  exceptuados  del 
acto  conciliatorio;  y  que  el  litigante  temerario  que  da  lugar 
al  pleito  es  responsable  de  las  costas.  Por  lo  que  haciendo  uso 
de  la  acción  personal  solicitó  se  tuviera  por  formalizada  la  de- 
manda, se  diese  traslado  á  la  Empresa,  emplazándola  en  la  per- 
sona de  su  (Director  y  en  definitiva  dictar  sentencia  condenán- 
dola á  que  en  el  término  de  tercero  día  abone  á  la  demandante 
por  sí  y  como  madre  de  los  menores  expresados  la  suma  de 
tres  mil  pesos  en  oro  ó  lo  que  resulte  del  juicio,  por  indemniza- 
ción de  los  daños  y  perjuicios  causados  por  la  muerte  de  Don 
José  Malboa  y  Pijuán  y  las  costas  todas  del  pleito  desde  que  se  le 
emplazó  en  el  incidente  previo  de  insolvencia.  Por  un  otrosí 
acompaña  certificación  del  acta  de  su  matrimonio  y  manifestó 
que  de  ella  y  de  los  demás  documentos  presentaba  copia  á  los 
efectos  del  emplazamiento : 

Resultando :  que  admitida  la  demanda  y  emplazada  la  em- 
presa demandada  se  personó  el  Procurador  Antonio  Groso  Ale- 
mán á  nombre  del  Sr.  Ernesto  Henry  Pearson,  Administrador 
y  apoderado  de  la  Empresa  *  *  The  Cuban  Central  Railways  Li- 
mited'* (PerrocaTíriles  Centrales  de  Cuba)  y  tenido  por  parte 
negó  la  demanda  consignando  como  hechos,  que  como  á  las  cin- 
co de  la  tarde  del  día  trece  de  Febrero  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  siete  falleció  D.  José  Malboa  Pijuán  á  consecuencia  de 
magullamiento  por  accidente  ferroviario,  según  certificado  fa- 
cultativo; que  ese  suceso  lamentable  tuvo  lugar  por  haber  sido 
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cogido  Malboa  por  dos  carros  que  estaban  convenientemente  se- 
parados y  tan  era  así,  que  Malboa  al  salir  del  taller  donde 
trabajaba  paaó  una  vez  por  entre  ellos  y  ai  regresar  á  aquél  y 
pasar  de  nuevo  por  entre  dichos  carros  fué  cogido  á  consecuen- 
cia de  lo  cual  falleció;  que  cuando  ocurrió  la  muerte  de  Mal- 
boa  la  máquina  estaba  en  la  estación  del  ferrocarril  y  en  el 
lugar  del  suceso  no  había  ni  tren  ni  máquina  de  la  Compañía 
que  el  día  trece  dicho  á  las  siete  de  la  mañana  y  á  las  tres  de 
la  tarde  estuvo  la  máquina  en  los  almacenes  de  la  calle  de  Dor- 
ticós  dejando  en  eLLos  carros  cargador  y  retiránádose  en  seguida 
para  la  estación,  que  entregadas  las  fragatas  cargadas  á  los 
almacenes  cesa  toda  responsabilidad  de  la  Compañía,  sin  que 
ésta  intervenga  para  nada  en  la  carga  y  descarga  de  las  mis* 
mas,  ni  tampoco  en  los  movimientos  que  impriman  á  esas  fra- 
gatas los  dependientes  ó  encargados  de  dichos  almacenes;  que 
los  empleados  del  almacén  de  Fowler  dejaron  en  libertad  dos 
fragatas  que  habían  descargado,  las  que  fueron  &  chocar  con  las  de 
Sarria  y  éstas  con  la  que  ocasionó  la  muerte  de  Malboa : 

Resultando:  que  como  fundamento  de  derecho  alegó  ha- 
ciendo mención  del  artículo  mil  novecientos  del  Código  Civil 
citado,  que  en  el  caso  presente  la  Compañía  demandada  no  ha- 
bía ejecutado  ninguna  acción  ni  incurrido  en  omisión  alguna 
que  causara  daño  á  nadie  y  era  irresponsable  en  todo  sentida 
en  el  hecho  motivo  del  pleito;  que  el  artículo  mil  novecientos 
tres  en  su  párrafo  cu<arto  decía  qae  lo  eran  i<guailmente  los  due- 
ños y  directores  de  un  establecimiento  ó,  Empresa  respecto  de 
los  perjuicios  causados  por  sus  dependientes  en  el  servicio  de 
los  ramos  ó  con  ocasión  de  sus  funciones;  que  no  habiendo  en 
el  lugar  del  suceso  ningún  empleado  ni  dependiente  de  la  Com- 
pañía, ésta  no  había  incurrido  en  responsabilidad  alguna;  que 
el  litigante  que  por  temeridad  provocaba  y  sostenía  un  pleito 
injusto  debía  ser  condenado  en  las  costas  y  solicitó  se  absol- 
viera de  la  demanda  á  su  representada  con  imposición  de  costas 
á  la  demandante : 

Resultando:  que  conferido  traslado  en  réplica  á  la  repre- 
sentación de  la  actora  ñjó  como  hecho  el  fallecimiento  de  Mal- 
boa  en  la  forma  ya  expresada;  que  Malboa  murió  en  la  ca- 
lle de  Dortic^  de  esta  ciudad  doside  existe  u¡na  vía  féri^ea 
por  la  que  circulan  las  máquinas  de  la  Compañía  demandada 
con  el  objeto  de  entregar  las  mercancías  que  vienen  en  sus 
carros  á  los  distintos  almacenes  situados  en  dicha  calle  en  la 
forma  relatada  ya  en  la  demanda  y  en  el  hecho  quinto  de  la 
contestación;  que  las  leyes  de  ferrocarriles  vigentes  no  autori- 
zan á  las  empresas  para  abandonar  sus  carros  wagones  en  la 
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YÍa  pública  ni  para  entregarlos  con  las  mercancías  á  los  con- 
signatarios de  ésta;  qne  la  Ley  de  policía  de  Ferrocarriles  pro- 
hibe implícitamente  esa  entrega  y  pena  el  abandono  de  que  se 
hace  mención  y  que  la  emipresa  demandada  incurrió,  en  culpa 
por  imprudencia  al  entregar  los  carros  á  los  consignatarios 
como  afírma  su  representación,  porquie  esa  entrega  constituye 
xm  abandono  manifiesto,  puesto  que  no  puede  legalmente  ha- 
cerse: 

Resultando:  que  como  fundamentos  de  derecho  invocó  de 
nuevo  el  precepto  de  los  artículos  mil  novecientos  dos  y  mil 
novecientos  tres  del  Código  Civil  agregando  que  el  artículo 
mil  ciento  uno  del  propio  Código  expresa  que  quedan  sujetos 
á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  causados,  los  que  en 
el  cumplimiento  de  sus  obligaciones  incurrieren  en  dolo,  negli- 
gencia ó  morosidad  y  los  que  de  algún  modo  contravinieren  el 
tenor  de  aquéllas;  que  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios 
comprende  no  solo  el  valor  de  la  pérdida  que  haya  sufrido,  si- 
no también  la  ganancia  que  haya  dejado  de  obtener  el  que  ten- 
ga derecho  á  la  indemnización  y  citó  los  artículos  trescientos 
cuarenta  y  nueve  al  trescientos  noventa  y  cuatro  del  Cqdigo  de 
Comercio  en  cuanto  determinan  las  obligaciones  que  para  el 
portador,  el  cargador  y  el  consignatario  nacen  del  contrato  de 
transporta  terrestre ;  los  artículos  ocho,  trece  y  catorce  de  la 
Ley  de  policía  de  Ferrocarriles,  en  cuanto  preceptúan  el 

Primero.  Que  los  caminos  de  hierro  estarán  cerrados  en  to- 
da su  extensión  por  ambos  lados  y  que  donde  los  ferrocarriles 
crucen  otros  caminos  á  nivel,  se  establecerán  barreras  que  es- 
tarán cerradas  y  sólo  se  abrirán  para  el  paso  de  los  carruajes 
y  ganados  con  arreglo  á  lo  que  determina  el  Reglamento;  el 

Segundo.  Que  estará  obligado  el  concesionafrio;  y  el 

Tercero.  Que  los  concesionarios  ó  arrendatarios  de  los  fe- 
rrocarriles responderán  de  los  daños  y  perjuicios  causados  por 
los  Administradores,  Directores  y  demás  empleados  en  el  servi- 
cio de  explotación  del  camino;  los  artículos  diez  y  ocho  y  cien- 
to sesenta  y  dos  del  Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Ley 
de  Policía  de  Ferrocarriles  en  cuanto  dispone  el  primero  en  su 
número  segundo  que  por  todos  los  medios  posibles  asegurará  la 
Empresa  las  guaixias  y  el  servicio  de  las  barreras  en  los  pasos 
á  -nivel  y  el  segundo,  que  La  vigrlaocia  en  los  caminos  de  hie- 
rro se  ejercerá  por  los  funcionarios  en  las  inspecciones  y  los 
dependientes  en  las  empresas  y  concluyó  solicitando  se  tuviese 
por  satisfecha  la  réplica,  por  negados  los  hechos  añrmados  por 
el  contrario  que  se  oponen  á  los  que  en  ese  escrito  se  consig- 
nan, ratificando  los  concordantes  de  la  demanda  y  que  teniendo 
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por  reproducida  ésta  se  fallara  de  eonformidad  eon  lo  en  ella 
solicitado;  por  un  otrosí  se  pidió  se  abriera  el  pleito  á  prueba 
y  por  otro  acompañó  diligenciado  el  exhorto  que  se  había  libra- 
do á  la  ciudad  de  la  Habana  para  el  emplazamiento  de  la  Em- 
presa demfuidada: 

Resultando :  que  conferido  traslado  en  duplica  á  la  Empre- 
sa demandada  satisfizo  el  trámite  fijando  concreta  y  definitiva- 
meoite  como  hechos  que  reproducía  los  primero,  segundo  y  ter- 
cero de  la  contestación  y  hacía  constar  que  el  actor  había  rec- 
tificado en  el  tercero  de  la  réplica,  lo  que  sostuvo  en  el  terce- 
ro de  la  demanda  puesto  que  allí  dice,  que  el  siniestro  se  debió 
á  una  máquina  y  á  un  tren  que  retrocedieron  sin  previo  aviso 
y  en  la  réplica  acepta  lo  expresado  en  la  contestaci^  respecto 
que  allí  no  había  ni  tren  ni  máquina  de  la  Compañía  sino  que 
sucedió  el  hecho  según  lo  explica  el  sexto  de  la  contestaci&i ; 
que  del  propio  modo  reproducía  los  hechos  cuarto  y  quinto  de 
la  contestación  y  frente  al  cuarto  de  la  réplica  aseguraba  que 
la  Compañía  podía  entregar  á  los  almacenistas  los  wagonea 
con  las  mercancías;  que  negaba  el  hecho  sexto  de  la  réplica 
porque  la  Compañía  no  incide  en  culpas  por  imprudencia  al 
entregar  los  carros  á  los  almacenistas,  pues  esa  entrega  no  cons- 
tituye un  abandono  y  puede  la  Compañía  hacerla  porque  lo 
autoriza  el  Reglamento  interior  de  la  misma  y  lejos  de  oponerse 
á  ello  los  Almacenistas^  éstos  han  cumplido  siempre  lo  que  el 
Beglamento  previene: 

Resultando:  que  como  fundamento  de  derecho  reprodujo 
los  primero,  segcmdo  y  tercero  de  la  contestación  agregando  que 
los  artículos  tercero  y  doce  del  Reglamento  interior  de  la  Com- 
pañía en  la  parte  que  se  refiere  á  los  almacenistas,  autoriza  la 
entrega  de  los  wagones  é  impone  á  dichos  almacenistas  el  deber 
de  custodiarlos  y  concluyó  solicitando  se  fallara  el  pleito  con- 
forme á  lo  pedido  en  su  contestación  que  reproducía.  Por  un 
otrosí  manifestó  estar  conforme  con  que  se  recibiera  el  pleito  ¿ 
prueba: 

Resultando:  que  abierto  el  juicio  á  prueba  en  su  primer 
período  promovieron  las  partes  la  que  tuvieron  por  conveniente 
y  presentó  la  actora  certificación  del  auto  en  que  se  declaró  á 
sus  hijos  herederos  de  D.  José  *Mailboa  y  Pijuan,  cuyas  pruebas 
fueron  admitidas  y  declaradas  pertinentes,  evacuándose  du- 
rante el  segundo  período: 

Resultando :  que  como  prueba  de  la  demandante  han  decla- 
rado los  testigos  Diego  Clark,  José  Suárez,  Antonio  Rosal  y 
José  Setien  al  absolver  de  conformidad  las  primera,  segunda 
y  tercera  preguntas  del  interrogatorio  pt^esentado  por  aquella. 
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ñer  cierto  que  en  la  vía  férrea  que  exiete  en  esta  ciudad  en  la 
ealle  de  Dortie<!is  suelen  quedar  abandonados  los  carros  y  fra- 
gatas en  que  se  hace  el  transporte  de  mercancías  á  los  distintoB 
almacenes  de  depósitos  que  en  dicha  calle  existen  una  vez  que 
han  sido  descargados;  que  la  práctica  seguida  desde  tiempo  in- 
memorial en  los  diversos  almacenes  se  reduce  á  descargar  los 
wagones  dejándolos  después  en  la  vía  para  que  los  recoja  la 
locomotora  y  que  la  Empresa  deja  con  frecuencia  los  carros  y 
fragatas  en  la  vía  férrea  de  la  calle  de  Dorticós,  sin  que  ningún 
empleado  de  ella  los  custodie  por  espacio  de  varios  días,  decla- 
rando además  los  tres  últimos  ó  séaae  Suárez,  Rosales  y  Setien, 
de  conformidad  con  las  cuarta  y  sexta  preguntas  del  interroga» 
torio,  ser  cierto  que  algunas  veces  los  carros  y  fragatas  dejados 
por  la  Empresa  en  la  calle  de  Dorticós  se  hallan  calzados  tan 
sólo  con  un  pedazo  de  madera  que  más  de  una  vez  ha  sido  sus- 
traído por  muchachos,  originando  esto  el  rodar  y  el  choque  de 
los  earros  con  peligro  de  los  que  por  dicha  calle  transitan;  que 
era  cierto  que  la  Empresa  no  ejerce  vigilancia  de  ninguna 
especie  en  los  carros  y  fragatas  que  por  conveniencia  suya  deja 
abandonados  y  el  propio  testigo  Suárez  al  declarar  conforme  á 
la  séptima  pregunta,  ser  cierto  que  el  contrato  de  transporte 
que  los  almacenistas  celebran  con  la  Empresa  no  los  obliga  á  otra 
cosa  que  á  descargar  y  á  recibir  las  mercancías  en  sus  respec- 
tivos almacenes  de  depósitos,  sin  que  en  ningún  caso  aquéllos  se 
hayan  considerado  obligados  á  ejercer  la  vigilancia  en  la  vía ;  y 
repreguntados  esos  testigos,  expresaron:  D.  Diego  Clark  al  de- 
elarar  de  conformidad  la  segunda  repregunta,  ser  cierto  que 
los  carros  que  van  á  la  calle  de  Dortic(^  son  los  que  llevan 
cargas  para  los  almacenes  de  esa  calle  y  sólo  después  de  des- 
cargados por  los  almacenistas  los  recoge  la  locomotora  de  la 
Empresa;  y  á  excepción  de  Clark  que  no  fué  examinado  por  la 
tercera  repregunta,  ser  cierto  que  las  cuñas  ó  pedazos  de  ma- 
dera con  que  calzan  los  carros  son  puestos  por  los  empleados 
de  los  almacenes  una  vez  que  han  hecho  la  descarga  de  los  ca- 
rros; y  el  testigo  Suárez,  que  era  cierto  que  los  carros  no  se 
devuelven  á  la  Empresa  inmediatamente  después  de  terminada 
la  descarga  sino  cuando  viene  la  locomotora  á  recogerlas: 

Serultando:  que  como  prueba  de  la  Compañía  demandada 
se  poso  en  este  juicio  certificació;Q  referente  á  haberse  sobreseí- 
do provisionalmente  en  la  causa  seguida  por  muerte  de  Don 
José  >Malboa  Pijuán  y  como  más  pruebas  declaró  el  testigo  Li- 
cenciado Antonio  Porrúa  ser  cierto  que  con  el  carácter  de  Juez 
instruyó  diligencias  sumarias  en  Febrero  de  mil  ochocientos 
noventa  y  siete  con  motivo  de  la  muerte  de  D.  José  Malboa  y 
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Pijuán;  que  no  apareciendo  responsabilidad  criminal  contra 
determinada  persona  no  dictó  auto  de  procesamiento  en  dicho 
sumario  y  que  en  el  lugar  del  suceso  no  había  ni  tren  ni  máquina 
de  la  Compañía:  D.  Ceferino  Setién  y  Loyola  ser  cierto  que 
como  maquinista  de  la  Compañía  no  estaba  presente  cuando 
ocurrió  la  muerte  de  Malboa  y  que  aquel  día  á  las  tres  de  la 
tarde  dio  un  viaje  y  llevó  tres  fragatas  que  colocó  frente  al  al- 
macén de  Fowler  que  fueron  entregadas  por  el  retranquero  al 
encargado  del  ahnacén ;  que  cuando  fué  á  recoger  Ifls  fragatas  3^ 
había  ocurrido  la  muerte  de  Malboa  y  que  con  su  máquina  lle- 
vaba los  carros  cargados  á  los  almacenes  bajo  cuya  custodia 
quedaban  aquéllos  hasta  que  descargados  volvía  la  máquina  á 
recogerlos,  declarando  asimismo  al  ser  repreguntado,  ser  cierto 
que  cuando  iba  como  maquinista  de  la  Empresa  á  recoger  los 
carros  y  fragatas  que  dejaba  en  la  vía  férrea  de  la  calle  de 
Dorticós  para  ser  descargados  en  los  almacenes,  los  recogía  sin 
que  ningún  empleado  de  los  almacenes  ni  de  la  Empresa  le 
hiciese  entrega  de  ellos;  que  quedaban  como  encargados  de  la 
custodia  de  los  carros  los  encargados  de  los  almacenes  que  era 
á  quienes  los  entregaba  el  retranquero,  y  ser  cierto  que  los  al- 
macenistas no  han  ejercido  nunca  vigilancia  en  los  carros  que 
la  Empresa  dejaba  y  deja  en  la  vía  férrea  de  la  calle  de  Dor- 
ticós limitándose  tan  sólo  á  recibir  las  mercancías  y  á  descar- 
garlas; D.  Juan  del  Campo:  que  hace  muchos  años  no  recibe  en 
su  almacén  por  ferrocarril  y  por  cuenta  propia  frutos  ó  efec- 
tos; que  cuando  tenía  casa  de  comercio  el  sistema  que  se  lleva- 
ba y  lo  mismo  ahora  era  que  el  ferrocarril  conducía  los  carros 
cargados  para  los  almacenes  del  muelle,  los  colocaba  al  lado  de 
los  descargaderos  y  los  almacenistas  los  descargaban  dejándo- 
los vacíos  en  la  carrilera;  que  ignoraba  si  por  el  Reglamento 
interior  de  la  Compañía  cesa  toda  responsabilidad  de  ésta  en 
cuanto  entrega  los  carros  á  los  almacenes  porque  nunca  ha  co- 
nocido el  Reglamento  ni  se  le  ha  ocurrido  cuestión  alguna  con 
la  Empresa;  expresando  al  ser  repreguntado  ser  cierto  que  las 
funciones  de  los  empleados  de  los  almacenes  cuando  en  éstos 
se  reciben  mercancías  en  carros  de  la  Empresa,  se  reducen  á  la 
descarga  de  los  mismos  y  que  ignoraba  si  el  contrato  que  cele- 
bran los  almacenistas  y  la  Empresa  es  pura  y  simplemente  de 
transporte,  ignorando  también  si  los  almacenistas  se  han  consi- 
derado ó  no  obligados  á  la  custodia  de  los  carros  y  si  los  han 
vigilado  ó  no;  que  no  recordaba  si  siendo  Alcalde  Municipal  reci- 
bió quejas  de  los  vecinos  de  la  calle  de  Dorticéns  y  de  los  transeún- 
tes por  hallarse  obstruidas  las  bocas  calles  por  los  carros ;  refirién- 
dose en  lo  demás  de  su  declaración  á  lo  que  tenía  manifestado :  Don 
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Mari^mo  Pérez,  ser  cierto  que  el  día  de  la  muerte  de  Malboa  era  re- 
tranquero del  ramal ;  que  como  á  las  tres  de  la  tarde  dieron  im  via- 
je llevando  tres  casillas  al  almacén  Fowler  las  que  entregó  al  en- 
cardado de  los  trabajadores  del  muelle  de  Fowler;  D.  Hermenegil- 
do Crespo :  ser  cierto  que  cuando  ocurrió  la  muerte  de  Malboa  no 
había  allí  máquina  ni  tren  y  solo  tres  casillas  de  Castaño  y  que 
aquel  día  trajo  la  máquina  tres  fragatas  calcadas  para  el  al- 
macén de  Fowler  dejándolas  en  dicho  almacén  y  retirándose; 
expresando  al  ser  repreguntado  que  los  empleados  siempre  cal- 
caban los  carros,  pero  los  transeúntes  quitan  los  calzos;  Don 
Manuel  Moceira  y  D.  Benigno  Villarreal  ser  cierto  que  la  má- 
quina trajo  ese  día  á  las  tres  de  la  tarde  tres  fragatas  cargadas 
para  Fowler  retirándose  y  cuando  ocurrió  la  muerte  de  Malboa 
no  había  allí  tren  ni  máquina,  y  D.  Andrés  Aviles  ser  cierto 
que  los  almacenistas  custodian  loe  carros  mientras  están  carga- 
dos 6  los  efectos  que  contienen  y  que  ignoraba  si  conforme  al 
Reglamento  interior  de  la  Compañía  cesaba  toda  responsabili- 
dad de  ésta  en  cuanto  entregaba  los  carros,  porque  nunca  ha 
conocido  ese  Reglamento;  expresando  al  ser  repreguntado  ser 
cierto  que  las  funciones  de  los  empleados  de  los  almacenes  se 
reducían  á  descargar  los  carros;  que  era  cierto  había  celebrado 
eon  la  Empresa  como  almacenista  contratos  expresa  y  simple- 
mente de  transporte,  ignorando  si  los  demás  almacenistas  lo 
habían  hecho;  que  era  cierto  que  los  almacenistas  nunca  se  han 
considerado  obligados  á  la  custodia  de  los  carros  y  fragatas  de 
la  Empresa  y  nunca  han  ejercido  la  vigilancia  de  los  mismos : 

Resaltando:  que  la  propia  representación  demandada  pre- 
sentó el  Reglamento  interior  del  ferrocarril  de  Cienfuegos  á  Villa 
Clara  impreso  en  el  año  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno  y  se 
mandó  unir  á  este  juicio,  cuyo  Reglamento  en  la  parte  que  se 
refiere  á  los  almacenistas  de  Cienfuegos  en  su  regla  tercera  dice 
'^La  Bmpresa  entregará  los  carros  cargados  que  vienen  á  la 
consignación  de  los  almacenistas  situados  en  el  ramal,  frente  á 
BUS  respectivos  almacenes  siendo  de  su  cargo  descargarlos  en 
sos  muelles  6  tablados  que  tendrán  al  efecto,  los  cuales  deberán 
tener  la  misma  altura  que  la  cama  de  los  carros  de  la  Empre- 
sa" con  las  demás  reglas  establecidas  en  las  páginas  treinta 
y  ocho  y  treinta  y  nueve  del  expresado  Reglamento : 

Resultando:  que  la  enunciada  Compañía  hoy  **The  Cuban 
Central  Railway  Limited",  interpuso  recurso  de  casación  por 
infracción  de  ley,  exponiendo  que  autorizaba  el  recurso  el  ar- 
ticulo mil  seiscientos  noventa  en  sus  números  primero  y  sépti- 
mo de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  puesto  que  se  había 
heeho  aplicación  indebida  de  preceptos  y  doctrinas  legales  y 
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había  habido  error  de  hecho  en  la  apreciación  de  la  prueba;  j 
alegando  como  fundamentos: 

Primero.  El  haberse  estimado  que  la  negligencia  de  la 
Compañía  dio  ocasión  á  la  muerte  de  José  Malboa  y  Pijuán, 
cuando  estaba  demostrado  que  por  parte  de  la  Compañía  no  se 
había  omitido  ninguna  diligencia  á  fin  de  impedir  que  los  ca- 
rros de  la  Empresa  causaran  daño: 

Segundo.  Haberse  infringido  el  artículo  mil  novecientos 
dos  del  Código  Civil,  que  impone  la  obligaci^tn  de  reparar  da- 
ños cuando  interviene  negligencia  y  el  artículo  mil  novecientos 
tres  del  propio  Código  que  en  sus  párrafos  primero  y  cuarto 
hace  extensiva  á  los  dueños  ó  directivas  de  Empresas  el  deber 
de  indemnizar  los  perjuicios  causados  por  los  dependientes;  y 
la  Sala  á  juicio  del  recurrente  había  incurrido  en  el  propio 
error  que  el  Juzgado,  aplicando  esos  artículos  en  el  supuesto 
de  que  había  habido  negligencia  por  x>arte  de  la  Comi>añ¡a: 

Tercero.  Que  en  este  pleito  no  puede  invoearoe  lo  que  dis- 
X)one  la  Ley  de  Policía  de  Ferrocarriles  y  su  Reglamento,  por- 
que siendo  las  Autoridades  gubernativas  las  llamadas  á  depu- 
rar si  en  el  servicio  de  trenes  se  cumplen  ó  no  aquellas  dispo- 
siciones mientras  esas  Autoridades  no  hagan  objeción  &  las 
compañías  por  deficiencias  en  el  servicio,  hay  que  reconocer 
que  han  cumplido  sus  deberes;  y  desde  que  circulan  los  trenes 
por  el  ramal  de  Cienfuegos,  no  ha  sido  nunca  requerida  la  Em- 
presa: 

Cuarto.  Haberse  infringido  el  aortículo  mil  noventa  y  dos 
del  Código  Civil  por  indebida  aplicación  toda  vez  que  sin  ha- 
berse demostrado  la  existaicia  de  alguna  responsabilidad,  que 
seria  consecuencia  de  un  acto  ilícito,  no  puede  exigirse  respon- 
sabilidad á  la  Compañía: 

Quinto.  Que  se  había  infringido  el  artículo  mil  dosoientos 
catorce  de  dicho  Código,  porque  según  ese  artículo,  quien  reclar 
ma  el  cumplimiento  de  una  obligación  debe  probar  la  existen- 
cia de  la  misma,  y  en  el  presente  caso  el  actor  no  ha  probado 
que  la  Compañía  tenga  de  indemnizar  perjuicios  ni  la  cuantía 
de  los  mismos : 

Sexto.  Que  también  se  había  infringido  la  jurisprudencia 
del  Tribunal  Supremo  según  la  cual  el  que  reclama  indemnizar 
ción  de  daños  y  perjuicios  debe  justificar  la  existencia  y  la 
cuantía  de  ellos  y  la  culpa  dol  que  supone  obligado  al  pago : 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  por  la  Sala  sentenciar 
dora  y  sustanciándosele  en  este  Tribunal  Supremo,  el  Ministe- 
rio Fiscal  impugnó,  la  admisión  en  cuanto  á  los  motivos  prime- 
ro, tercero,  quinto  y  sexto,  y  por  auto  dictado  en  veinte  y  siete 


JURISPBT7DENCIA  CIVIL  259 


de  Julio  último  se  declaró  mal  admitido  el  recurso  en  cuanto  á 
esos  motivos  y  se  mandó  continuar  la  tramitación  respecto  á 
los  restantes : 

Resultando:  que  el  treinta  y  uno  de  Agosto  del  corriente 
año  se  celebró  la  vista  pública  con  asistencia  de  los  defensores 
de  las  partes,  los  cuales  informaron  en  favor  de  sus  respectivas 
pretensiones,  y  habiendo  dispuesto  el  Tribunal,  para  mejor  pro- 
veer que  se  elevasen  los  autos  originales,  se  recibieron  éstos  el 
once  de  Septiembre  último,  pero  no  constando  en  ellos  el  auto 
de  sobreseimiento  pronunciado  en  la  causa  criminal,  se  pidió 
t;l  roUo  de  Audiencia,  que  se  recibió  en  este  Tribunal  el  veinte  y 
cuatro  del  mismo  mes. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Pedro  González  Llórente : 

Considerando-,  respecto  á  los  dos  motivos  de  casación  á 
que  se  hallan  limitados  hoy  los  del  recurso,  ó  sea,  la  alegación 
de  haberse  infringido  el  artículo  mil  novecientos  dos  y  los  pá- 
rrafos primero  y  cuarto  del  artículo  mil  novecientos  tres  del 
Código  Civil,  porque,  á  juicio  del  recurrente,  esos  preceptos  se 
habían  aplicado  erróneamente  en  el  supuesto  de  haber  habido 
falta  ó  negligencia  por  parte  de  la  Compañía  del  Ferrocarril, 
lo  que  también  era  error  según  quedaba  demostrado  en  el  mo- 
tivo anterior  expuesto  en  el  escrito  de  interposición,  en  el  cual 
se  alegaba  que  á  los  almacejiistas  era  á  los  que  tocaba  cuidar 
de  los  carros  hasta  que  se  realizaba  la  descarga:  que  la  Sala 
sentencidora  ha  aplicado  rectamente  el  artículo  mil  novecientos 
dos  y  los  párrafos  primero  y  cuarto  del  mil  novecientos  tres  del 
Código  Civil,  según  los  cuales,  el  que  por  omisi¿i;n,  interviniendo 
culpa  ó  negligencia,  causa  daño  á  otro  está  obligado  á  reparar 
el  daño  causado,  y  esa  obligación  es  exigible  no  sólo  por  los 
actos  ú  omisiones  propios  sino  por  los  de  aquellas  personas  de 
quienes  se  debe  responder;  y  son  responsables  lo  dueños  ó  di- 
rectores de  una  Empresa  respecto  de  los  perjuicios  causados 
por  BUS  dependientes  en  el  servicio  de  los  ramos  en  que  los  tu- 
vieran empleados,  ó  con  ocasión  de  sus  funciones;  y  la  Com- 
pañía del  Ferrocarril  incurrió  en  negligencia,  al  dejar  sus  ca- 
rros, según  dice,  al  cuidado  de  los  almacenistas  sin  que  excuse 
á  dicha  Empresa  su  reglamento  interior,  á  que  alude,  pues  ni 
éste  se  halla  aprobado  por  la  autoridad  competente,  ni  sea 
cual  fuere  el  valor  que  ese  reglamento  alcance  en  lo  relativo  á  la 
administración  interior  de  la  Compañía,  puede  derogar  ni  mo- 
dificar en  sentido  alguno  las  leyes  generales,  ni  anular  los  dere^ 
chos  concedidos  ó  reconocidos  por  éstas  á  tercera  persona: 

Considerando:  que  el  auto  de  sobreseimiento  provisional 
dictado  por  la  Audiencia,  por  no  haber  resultado  debidamente 
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justifícada  la  perpetración  del  delito  no  obsta  á  que  en  juicio 
de  otra  índole  pueda  declararse  la  responsabilidad  civil  en  que 
por  negligencia  se  pueda  haber  incurrido : 

Considerando:  que,  según  el  artículo  Cuarenta  de  la  orden 
número  noventa  y  dos,  dictada  por  el  Gobierno  Militar  de  la 
Isla  en  veinte  y  seis  de  Junio  del  año  próximo  pasado,  siempre 
que  se  declare  sin  lugar  un  recurso  de  casación  se  impondrán 
las  costas  del  mismo  á  la  parte  ó  partes  recurrentes,  salvas  las 
excepciones  indicadia^  en  ese  artículo,  que  yuo  comprende  el  caso 
actual ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  **The  Cuban  Cen- 
tral Railways"  (Ferrocarriles  Centrales  de  Cuba)  á  cuya  Em- 
presa se  condena  en  costas.  , 

Comuniqúese  á  la  Audiencia  de  Santa  Clara  con  devolución 
de  las  actuaciones  elevadas;  publíquese  en  la  Gaceta  de  la  Ha- 
bana y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  á 
cuyo  efecto  líbrense  las  oportunas  copias. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — ^Pedro  González  Llórente. — Rafael  Cruz  Pérez. — 
Eudaldo  Tamayo. — ^Angel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. 


Asunción  Matos  contra  la  sucesión  de  Rafael  Duharte. 

Sentencia  núm.  30  (Octubre  6  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  Mariano  Quinta- 
na contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago 
de  Cuba  en  19  de  Mayo  de  1900, 

RECLAMACIÓN  DE  DONACIÓN. 

Las  Infiacdones  de  precitos  procesales»  no  pneden  dar 
logar  á  un  recurso  de  casación  en  él  fondo. 

Para  estimar  la  excepción  de  prescripción,  ya  le  sean 
aplicables  las  disposiciones  de  la  Novísima  Becopilación,  y% 
las  del  Código  Civil,  es  necesario  que  conste  la  fecha  desde 
la  cual  empezó  á  decursar  el  tiempo  para  la  prescripción. 

En  casación  no  pueden  plantearse  cuestiones  nuevas,  que 
no  hayan  sido  alegadas  oportunamente,  y  sobre  las  cuales  no 
hubiere  versado  el  debate  Judicial;  por  lo  cual,  no  habiéndose 
alegado  en  un  Juicio  sobre  reclamación  de  una  donación,  la 
inoficiosidad  de  ésta  por  exceder  de  las  legitimas,  es  Impío- 
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cedente  hacer  mérito  de  ella  en  la  interposición  del  recurso, 
y  por  consiguiente  no  puede  estimarse. 

La  sentencia  que  condena  al  demandado  en  los  términos 
solicitados  por  el  demandante,  desestimando  las  excepciones 
6  alegaciones  producidas  por  aquél,  es  perfectamente  con- 
gruente y  resuelve  todas  las  cuestiones  debatidas  en  el  pleito. 

La  doctrina  útil  para  ser  invocada  en  casación,  no  es  la 
que  mejor  ó  peor  derivada  de  la  Ley  crean  conveniente  invo- 
car las  partes,  sino  la  declarada  ó  aplicada  por  el  Tribunal 
Supremo  en  sus  sentencias. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  cinco  de  Octubre  de  mil  no- 
vecientos, visto  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y 
de  doctrina  legal,  procedente  de  La  Audiencia  de  Santiago  die 
Cuba,  en  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía,  seguido  en  cobro 
de  una  donación  por  Asunción  Matos  vecina  de  Santiago  de 
Cuba  y  ocupada  de  las  labores  de  su  casa,  contra  la  sucesión 
de  Rafael  Buharte,  establecido  por  los  demandantes  contra  la 
sentencia  de  dicha  Audiencia  de  diez  y  nueve  de  Mayo  último : 

Resultando:  que  en  la  sentencia  recurrida  se  aceptaron  los 
Besultandos  de  la  apelada  dictada  por  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia del  Distrito  Sur  de  Santiago  de  Cuba  en  veinte  y  ocho 
de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  entre  los  cuales 
se  encuentram  los  siete  que  á  continuación  se  transcriben : 

Resultando:  que  el  Procurador  Betancourt  en  representa- 
eón  de  la  Sra.  Matos  estableció  la  demanda  por  su  escrito  de 
treinta  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  basán- 
dola en  los  hechos  siguientes:  que  en  veinte  y  siete  de  Octubre 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  el  Ldo.  Rafael  Duhaxte  por 
escritura  otorgada  ante  el  Notario  Manuel  Caminero  hizo  do- 
nación graciosa  intervivos  é  irrevocable  á  su  poderdante  de  la 
cantidad  de  un  mil. pesos;  que  se  obligó,  á  abonarle  mientras 
tanto  la  usura  pupilar;  que  estableció  la  condición  de  que  di- 
cha suma  quedaría  en  su  poder  para  entregarla  á  la  donataria, 
llegado  que  fuese  uno  de  los  casos  de  la  Ley;  que  importa  ella 
mil  setecientos  noventa  y  cinco  pesos  en  los  veinte  y  nueve  años 
y  once  meses  transcurridos  desde  el  otorgamiento  de  la  escri- 
tura hasta  el  veinte  y  siete  de  Septiembre  del  año  en  que  com- 
pareció, sumando  la  cantidad  donada  y  la  usura,  dos  mil  sete- 
cientos noventa  y  cinco  pesos;  que  el  donante  confesó  le  queda- 
ba congrua  bastante,  y  que  no  la  había  insinuado  al  Tribunal 
Real  ordinario,  porque  el  valor  de  lo  donado  no  excedía  de  los 
quinientos  maravedíes  de  oro  que  dispone  el  derecho;  que  se 
obligó  á  no  revocarla  por  testamento,  ni  en  ninguna  otra  for- 
ma, y  que  si  lo  hiciera,  quería  que  no  se  oyese  ni  se  admitiese 
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en  juicio  ni  fuera  de  él ;  que  daba  amplio  poder  á  las  justicias 
de  S.  M.  para  que  lo  apremiasen  á  su  cumplimiento  por  senten- 
cia pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada;  que  por  tal  la  recibía 
con  renuncia  de  las  Leyes  á  su  favor;  que  su  poderdante  acep- 
tó en  los  términos  referidos;  y  que  los  requerimientos  hechos 
al  donante  habían  sido  estériles,  y  aduciendo  los  fundamentos 
legales  que  estimó  aplicables  pidió,  haciendo  uso  de  la  acción 
personal  que  á  su  representada  competía  contra  D.  Domingo 
Bosell,  Albacea  Administrador  de  los  bienes  que  quedaron  al 
fallecimiento  del  Licenciado  Don  Rafael  Duharte,  por  ha- 
ber renunciado  el  cargo  de  primer  albacea  el  Ldo.  D.  Miguel 
Rodríguez,  que  en  definitiva  se  condenara  á  aquél  al  pago  de 
la  cantidad  donada,  la  usura  pupilar  y  vencida  y  que  fuese 
venciendo  hasta  el  real  y  efectivo  pago  de  aquélla  y  en  las 
costas,  y  por  un  tercero  otrosí,  solicitq  embargo  preventivo  de 
los  bienes  que  en  el  mismo  relaciona  á  fin  de  que  no  fuese 
burlado  su  crédito : 

Resultando:  que  habiendo  transcurrido  el  término  de  em- 
plazamiento, sin  que  hubiere  comparecido  la  sucesión  demanda- 
da, y  á  virtud  del  escrito  de  la  parte  contraria  acusando  la  re- 
beldía, por  providencia  de  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  seis,  se  declaró  aquélla  rebelde,  y  se  dio  por  contes- 
tada la  demanda,  y  que  se  le  hiciera  saber  á  los  demandados, 
dicha  providencia  y  las  demás  notificaciones  que  ocurrieran  en 
los  estrados  del  Juzgado: 

Resultando:  que  por  providencia  de  ocho  de  Junio  del  año 
próximo  pasado  y  en  virtud  de  haberse  renunciado  por  el  ac- 
tor el  trámite  de  réplica,  se  recibió  el  juicio  á  prueba  para  que 
en  el  término  de  quince  días  se  propusiera  por  ambas  partes 
toda  la  que  desearan  utilizar,  cuyo  término  fué  prorro¿do  á 
todo  el  de  la  Ley  á  solicitud  de  la  parte  actora  en  escrito  de 
seis  de  Julio  de  dicho  año,  y  por  la  providencia  del  siguien- 
te día: 

Resídtando:  que  por  la  parte  demandante  y  en  escrito  de 
veinte  y  tres  del  referido  mes  y  año  se  propuso  la  testifical, 
acompañándose  la  lista  de  los  testigos  de  que  iba  á  valerse,  y 
el  interrogatorio  de  preguntas,  á  cuyo  tenor  se  examinarían,  y 
declaradas  pertinentes,  se  señaló  día  y  hora  para  su  compare- 
cencia, no  habiendo  tenido  lugar  el  acto  por  la  falta  de  presen- 
tación del  testigo  D.  Juan  San  Félix,  uno  de  los  tres  propues- 
tos, y  á  quienes  se  citó  en  f onna  legal : 

Resultando:  que  el  Procurador  D.  Antonio  Buch  por  su 
escrito  de  tres  de  Agosto  del  expresado  año  de  mil  ochocientos 
noventa  y  siete  y  como  apoderado  de  D.  Mariano  Quintana, 


JURISPRUDENCIA  CIVIL  263 


uno  de  los  componentes  de  la  sucesión  demandada  y  Adminis- 
trador de  los  bienes  dejados  por  eíl  Ldo.  D.  B&fael  Duharte 
acompañando  el  poder  de  la  representación  que  ostentaba,  se 
personó  en  el  juicio  acompañando  también  un  pliego  cerrado 
constitutivo  de  las  repreguntas  para  los  testigos  de  la  parte 
contraria  á  fin  de  que  fuese  abierto  en  el  acto  de  declarar  para 
qu^e  se  les  examinase  por  los  particulares  que  aquél  indicaba,  á 
lo  que  se  accedió  por  providencia  de  fecha  cuatro  del  mismo 
mes  7  año  en  que  se  tuvo  por  personado  al  compareciente,  dis- 
poniéndose lo  conducente  á  la  defensa  por  pobre  que  en  dicho 
escrito  promovía: 

Besvltando :  que  los  testigos  D.  Juoq  Saoi  Félix,  D.  Fran« 
cisco  Beco  y  D.  Antonio  Castilla  han  declarado,  el  primero:  que 
con  motivo  de  la  enfermedad  que  estaba  padeciendo  hacía  mu- 
chos días,  que  lo  tenía  postrado  en  cama,  no  le  era  posible  ha- 
cer memoria  de  lo  que  se  le  preguntaba,  y  que  por  tales  razones 
tampoco  podía  recordar  cosa  alguna  de  lo  que  contenían  la  se- 
gunda y  tercera  preguntas  del  interrogatorio  presentado  por 
la  parte  actora,  y  fueron  renunciadas  por  la  contraparte  las  re- 
preguntas concernientes  á  dicho  testigo;  el  segundo  dijo:  que 
no  recordaba  lo  que  se  le  preguntaba,  pero  sí  que  la  Sra.  Matos 
dijo  al  declao-ante  que  iba  á  cobrar  á  Duharte  una  cantidad  que 
le  adeudaba  por  una  donación  sin  decir  su  ascendencia;  que  di- 
ferentes veces  se  encontró  con  la  Matos  en  la  casa  Duharte,  ma- 
nifestándole ella  que  iba  con  objeto  de  reclamarle  una  canti- 
dad, pero  no  se  la  oyó  reclamar  y  sí  que  conversaba  con  él;  y 
repreguntado  por  las  pertinentes  de  las  formuladas  en  el  pliego 
que  fué  abierto  en  el  acto,  contestó  a  las  primera  y  segunda  que 
se  atenía  a  lo  que  había  declarado;  y  en  cuanto  á  la  tercera, 
que  ha  visto  la  escritura,  pero  que  sabía  lo  de  las  reclamaciones 
por  dicho  de  la  Matos,  y  no  por  haber  presenciado  requerimien- 
to alguno,  sin  que  hubiera  sido  invitado  por  aquélla  para  pre- 
senciarlo, haciendo  más  de  veinte  años  que  la  conoce,  siendo 
las  relaciones  de  amistad  con  ella  las  usuales ;  y  el  tercer  testigo 
D.  Antonio  Castilla  y  Guzmán  manifestó  que  era  cierto  el  con- 
tenido de  las  preguntas  sexta  y  séptima  que  le  correspondían 
del  pliego  de  la  parte  promovente;  é  interrogado  al  tenor  de 
las  repreguntas  de  la  contraparte  expresó,  que  concurrió  algu- 
nas veces  aunque  muy  contadas  al  bufete  de  Duharte,  una  vez 
á  una  consulta,  y  otra  á  cobrarle  un  dinero,  que  la  primera  vez 
fué  á  un  asunto  propio,  y  la  segunda,  á  cobrar  por  otro,  una 
cantidad  de  una  persona  cuyo  nombre  no  recuerda ;  que  presen- 
ció por  dos  veces  los  requerimientos  á  eso  de  las  nueve  de  la 
inaTv^TiA  en  su  bufete,  y  se  encontraba  solo,  que  conoció  por 


264  JURISPRUDENCIA  dVIL 


primera  vez  á  la  Matos  en  el  día  que  presenció  también  por 
primera  vez  e)  requerimiento  y  allí  mismo  se  enteró  cómo  se 
llamaba,  que  uo  tenia  con  ella  ninguna  clase  de  amistad,  que 
los  requerimientos  se  hicieron  en  alta  voz,  y  aun  cuando  él 
contestaba  bajito,  oía  la  conversaei^í^  el  dicente  por  encontrarse 
á  muy  poca  distancia : 

Resultando:  que  vencido  él  término  probatorio,  se  dispuso 
se  uniesen  á  los  autos  originales  las  pruebas  practicadas  hacién- 
dose saber  á  las  partes,  y  verificado  ello,  se  acordó  por  provi- 
dencia de  primero  de  Diciembre  último  la  entrega  por  su  orden 
á  las  partes  para  conclusión : 

Bes^dtando :  que  en  la  referida  sentencia  de  segunda  ins- 
tancia, se  consigna  después  de  aceptar  los  Resultandos  de  la 
primera  el  siguiente : 

Resultando:  que  en  el  escrito  de  conclusiones  alegó  la 
parte  demandada  que  ia  donación  era  ineficaz,  por  falta  de  in- 
sinuación y  que  había  prescrito  la  acción  para  reclamarla,  por 
lo  cual  pedia  se  absolviera  de  la  demanda  á  la  sucesión  que 
representaba  con  las  costas  á  la  demandaote: 

Resultando:  con  esos  antecedentes,  la  Audiencia,  revocando 
la  sentencia  del  Juez  declaró  con  derecho  á  la  demandante  á 
que  se  le  pague  por  la  sucesión  demandada  la  cantidad  objeto  de 
la  demanda  y  en  su  consecuencia  condenó  á  la  última  á  que  dentro 
de  tercero  día  pague  a  la  primera  un  mil  pesos  por  principal  y 
*  el  interés  legal  ¿  razón  del  seis  por  ciento  anual  desde  veinte 
y  siete  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  sin  espe- 
cial condenación  de  costas,  fundándose  para  este  fallo  en  que 
lu  donación  era  perfecta  y  estaba  constituida  conforme  á  derecho, 
siendo  por  tanto  exigible ;  no  siendo  necesaria  la  insinuación,  por- 
que estima  la  Sala  no  excede  la  cantidad  domada  de  los  quinientos 
maravedíes  de  oro,  ni  estimando  tampoco  la  prescripción  por- 
que no  fué  alegada  como  excepción  en  el  trámite  oportuno  y 
además  porque  los  demandados  no  han  probado  ni  intentado 
probar  que  desde  el  día  en  que  la  actora  pudo  ejercitar  su  de- 
recho hasta  la  fecha  de  la  reclamación  judicial  habían  transcu- 
rrido los  veinte  años  necesarios  para  la  prescripción,  en  el  caso 
do  no  haber  sido  interrumpida,  prueba  necesaria,  pues  no  cons- 
ta el  día  en  que  la  donataria  llegó  á  uno  de  los  casos  de  la  Ley : 

Resultando:  que  contra  este  fallo  interpuso  la  representa- 
ción de  los  demandados  el  presente  recurso  de  casación  funda- 
do en  los  números  primero  y  séptimo  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  citando  como 
infringidos : 

Primero.  Los  artículos  setecientos  sesenta  y  cinco,  aeiscien- 
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tos  sesenta  y  nueve,  quinientos  cuarenta  y  uno  y  quinientos 
cuarenta  y  siete  de  la  misma  Ley,  por  cuanto  según  el  recu- 
rrente puede  el  litigante  rebelde  en  cualquier  momento  que 
comparece  alegar  las  excepciones  perentorias,  sobre  hechos  de- 
batidos en  el  pleito: 

^Segundo.  La  ley  quinta,  título  octavo,  libro  diez  de  la  No- 
vísima Recopilación  y  el  artículo  mil  novecientos  sesenta  y  cua- 
tro y  disposición  transitoria  cuarta  del  Código  Civil,  porque 
habiéndose  probado  por  propia  confesión  de  la  demandada  que 
arribó  á  la  mayor  edad  en  el  año  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
cinco,  siendo  éste  uno  de  los  casos  de  la  Ley,  queda  como  hecho 
cierto  que  la  demandante  no  ha  ejercitado  su  acción  en  más 
de  veinte  años : 

Tercero.  El  artículo  mil  novecientos  sesenta  y  seis  del  Có- 
digo Civil  al  condenarse  al  pago  de  los  intereses  desde  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  tres  porque  prescribiendo  por  cinco  años,  los 
pagos  que  han  de  hacerse  por  anualidades  ó  en  plazos  más 
breves  han  prescrito  los  que  se  reclaman,  pues  el  pago  debía 
hacerse  mensualm,eaite : 

Cuarto.  La  ley  novena,  título  cuairto,  partida  quinta,  por- 
que en  la  sentencia  se  aprecia  la  más  alta  equivalencia  de  los 
quinientos  maravedíes  reducidos  á  la  moneda  actual  y  no  se  hace 
eon  relaciqn  á  la  de  siete  mil  trescientos  cincuenta  y  dos  reales 
vellón  que  es  la  atribuida  por  la  mayoría  de  los  tratadistas  y 
la  doctrina  del  Tribunal  Supremo  de  España  y  según  esta 
equivalencia,  la  donación  es  nula  por  exceder  de  la  suma  pre- 
vista en  la  ley  citada:  

Quinto.  Ley  octava,  título  cuarto,  partida  quinta,  pues  el 
pago  de  la  donación  y  sus  intereses  absorbería  toda  la  herencia 
del  Ldo.  Duharte  y  por  consiguiente  la  legítima  de  sus  hijos : 

Retidtando:  que  admitido  el  recurso,  en  el  trámite  oportu- 
no en  este  Tribunal,  el  recurrente  alegó  los  nueve  motivos  si- 
guientes: 

Primero.  Autorizado  por  los  números  primero,  segundo  y 
tercero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  la  infracción  del  artículo  trescientos  cin- 
cuenta y  ocho  de  la  misma  Ley,  en  el  concepto  de  no  ser  con- 
gmente  la  sentencia,  con  las  cuestiones  debatidas,  de  no  haber 
hecho  las  declaraciones  que  ésta  exigía  y  no  haber  decidido  to- 
dos los  puntos  litigiosos  en  cuanto  ha  dejado  de  apreciar,  su- 
poniéndola inoportunamente  alegada,  la  excepción  de  prescrip- 
ción, invocada  de  un  modo  expreso  en  el  escrito  de  conclusio- 
nes del  demandado: 

Segundo.  El  artículo  mil  novecientos  sesenta  y  uno  déL 
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Código  Civil  se  ha  infringido  porque  según  él  las  acciones 
prescriben  por  el  mero  transcurso  del  tiempo  sin  necesidad  de 
otro  requisito  y  al  actor  y  no  al  demandado  incumbe  destruir 
la  presunción  nateida  del  mero  lapso  del  tiempo: 

Tercero.  El  artículo  seiscientos  sesenta  y  nueve  de  la  Ley- 
de  Enjuiciamiento  Civil  según  el  cual  pueden  ser  objeto  del 
escrito  de  conclusiones  todos  los  hechos  que  hasta  el  momento 
de  la  presentación  de  dichos  escritos  hayan  sido  objeto  del  de- 
bate sobre  los  cuales  hayan  versado  las  pruebas  entre  cuyos 
hechos  en  el  presente  caso  se  encontraba  la  prescripción,  y  la 
sentencia  debió  tener  ésta  como  oportunamente  alegada : 

iCuarto.  Infraociq^  de  la  doctrina  legal  conforme  con  el 
artículo  setecientos  sesenta  y  cinco  según  la  cual  en  cualquiera 
estado  en  que  el  litigante  rebelde  se  persone  puede  alegar,  y  ai 
estuviere  dentro  del  término  de  prueba,  probar  cuantos  hechos 
tenga  por  conveniente  y  se  relacionen  con  el  pleito,  por  lo  cual 
tales  hechos,  aunque  no  se  hubieran  alegado  en  los  escritos  de 
conteertación  y  duplica  han  de  ser  apreciados  en  la  sentencia: 

Quioito.  Error  de  hecho  al  apreciar  las  pruebas  que  resul- 
tan de  documentos  auténticos  (autorizados  por  el  inciso  sépti- 
mo del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento) porque  por  propia  manifestación  de  la  Sra.  Matos 
se  sabe  que  nació  en  mil  ochocientos  cuarenta  y  por  tanto  que 
cumplió  la  mayor  edad  en  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco,  y  la 
sentencia  recurrida  declara  que  no  consta  el  día  en  que  dicha 
señora  llegó  á  los  casos  de  la  ley,  equivocación  que  resulta  acre- 
ditada por  la  certificación  de  la  sentencia  de  primera  instancia 
en  cuyo  tercer  considerando  se  consigna  aquel  particular : 

Resultando:  que  el  día  nueve  de  Agosto  último  se  celebró 
la  vista  pública  con  asistencia  de  los  letrados  de  las  partes  sos- 
teniendo cada  uno  sus  respectivas  pretensiones  y  que  la  Sala 
para  mejor  proveer  reclama  los  autos  originales  y  no  habién- 
dose remitido  el  rollo  libró  nueva  carta-orden  á  virtud  de  la 
cual  se  recibió  éste  el  día  veinte  y  cuatro  de  Septiembre  próxi- 
mo pasado. 

«Siendo  Ponente  el  Magistrado  Bafael  Cruz  Pérez : 

Considerando:  que  fundándose  los  motivos  primero  del 
recurso  y  tercero  de  la  ampliación,  en  la  infracción  de  los  ar- 
tículos setecientos  setenta  y  cinco,  seiscientos  sesenta  y  nueve, 
quinientos  cuarenlia  y  uno  y  quinientos  cuarenta  y  siete  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  conteniendo  esos  artículos  sola- 
mente reglas  procesales,  no  es  posible  estimar  los  motivos  que 
á  ello  se  refieren,  porque  según  tiene  declarado  este  Tríbimal 
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Supremo  las  inframones  de  preceptos  procesales  no  pueden 
dar  lugar  á  xm  recunso  de  oesacián  en  el  fondo : 

Cansiderarido :  que  la  Sala  sentenciadora  apreciando  las 
alegaciones  y  pruebas  de  las  partes,  ha  declarado  sin  que  su 
apreciación  haya  sido  legaümente  destruida,  que  no  se  luí  pro- 
bado la  fecha  desde  la  cual,  por  haber  llegado  la  reclamante 
á  uno  de  los  casos  de  la  ley,  empezó  á  decursar  el  término  de 
la  prescripción,  afirmación  de  hecho,  que,  si  bien  mediante  ella, 
el  faUo  pudiera  infringir  algún  precepto  legal,  hace  imposible 
estimar  las  infracciones  alegadas  en  el  segundo  motivo  del  re- 
curso, aun  suponiendo  que  al  citar  el  recurrente  la  ley  quinta, 
título  octavo,  libro  once  de  la  Novísima  Recopilación,  inapli- 
cable al  caso,  quiso  referirse  á  igual  ley  del  mismo  título  del 
libro  diez  que  trata  de  prescripción,  pues  para  juzgar  de  la 
debida  ó  indebida  aplicación  de  ésta  y  del  artículo  mil  nove- 
cientos sesenta  y  cuatro  y  regla  cuarta  de  la  transitoria  del 
Código  Civil  citadas  también  en  igual  concepto  en  el  motivo 
referido  asf  como  del  mil  novecientos  sesenta  y  uno,  citado  en 
el  segundo  de  la  ampliación,  es  nf^eesario  que  conste  la  fecha 
desde  la  cual  empezó  á  decursar  el  tiranpo  para  la  prescrip- 
ciÓQ: 

Considerando:  que  en  el  tercer  motivo  del  recurso  se  in- 
voca como  infringido  el  artículo  mil  novecientos  sesenta  y  seis 
del  Código  Civil  en  concepto  de  que  procedía  su  aplicación 
al  caso  de  autos,  y  tnatóoidose  del  ejercicio  de  una  acción  nacida 
antes  del  cinco  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve,  fecha  en  que  dicho  Código  empezó  á  regir  en  esta  Isla, 
y  no  habiendo  transcurrido  desde  dicho  día  hasta  el  treinta  de 
Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  en  que  se  inter- 
puso la  demanda,  cinco  años,  no  es  de  estimarse  dicho  motivo 
por  cuanto  no  se  cita  y  precisa,  al  determinar  la  infracción,  en 
virtud  de  cuál  precepto  era  aplicable  á  actos  anteriores  a  la 
promulgación  del  Código,  la  disposición,  que  se  invoca,  conte- 
nida en  este  cuerpo  legal : 

Considerando:  que  el  cuarto  motivo  del  recurso  es  impro- 
cedente porque  tiende  á  impugnar  una  apreciación  de  la  Sala 
respecto  de  hechos,  como  es  la  equivalencia  que  en  nuestra  mo- 
neda tienen  los  quinientos  maravedíes  de  oro  á  que  se  refiere 
la  Ley  novena,  titulo  cuarto,  partida  quinta,  sin  que  se  haya 
intentado  demostrar  por  qué  la  Sala  ha  incurrido  en  error  al 
aceptar  la  más  alta  equivalencia  en  vez  de  la  que  el  recurrente 
estima  aceptable: 

Considerando:  que  en  casación  no  pueden  plantearse  cues- 
tiones nuevas  que  no  han  sido  alegadas  oportunamente  y  sobre 
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las  cuales  no  haya  versado  el  debate  judieial,  y  no  habiéndose  ale- 
gado en  este  pleito  por  ningún  hijo  del  donante  la  inoficiosidad 
de  la  donación,  por  exceder  de  las  legítimas,  es  improcedente^ 
y  por  consiguiente  no  puede  estimarse  el  quinto  motivo  del  re- 
curso en  el  que  se  invoca  la  infracción  de  la  Ley  octava  titulo 
cuarto  partida  quinta : 

Considerando:  que  la  sentencia  que  condena  al  demandado 
en  los  términos  solicitados  por  el  demandante,  desestimando  las 
excepciones  ó  alegaciones  producidas  por  aquél,  es  perfectamen- 
te congruente  y  resuelve  todas  las  cuestiones  debatidas  en  el 
pleito,  y  siendo  el  fallo  recurrido  favorable  en  todo  á  la  i)eti- 
ción  de  la  actora  y  no  habiéndose  alegado  por  el  demandado 
oportunamente  ninguna  excepción  que  exija  pronunciamiento 
especial  ó  previo  en  la  parte  dispositiva  de  la  sentencia,  la 
Sala  no  ha  incurrido  en  la  infracción  del  artículo  trescientos 
cincuenta  y  ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  se  le 
atribuye  en  el  primer  motivo  de  la  ampliación : 

Considerando:  que  la  doctrina  legal  útil  para  ser  invoca- 
da en  casación  no  es  la  que  mejor  ó  peor  derivada  de  la  ley 
crean  conveniente  invocar  las  partes,  sino  la  declarada  ó  apli- 
cada por  el  Tribunal  Supremo  en  sus  sentencias,  y  por  consi- 
guiente cuando  se  invocan  infracciones  de  esta  clase,  deben  ci- 
tarse los  fallos  en  que  dicha  doctrina  se  contiene,  y  no  habién- 
dolo hecho  así  el  recurrente  en  el  cuarto  motivo  de  la  amplia- 
ción, esta  razón  es  bastante  para  no  estimarlo,  concurriendo 
además  la  de  que  la  pretendida  doctrina  no  es  conforme  al 
artículo  setecientos  sesenta  y  cinco  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil  que  invoca,  puesto  que  la  inteligencia  que  á  éste  se  da 
contraría  la  prohibición  expresa  de  retroceder  en  el  procedi- 
miento, lo  que  sucedería  si  se  permitiera  al  rebelde  como  pre- 
tende el  recurrente  alegar  útilmente  excepciones  fuera  del  trá- 
mite que  para  ese  fín  determina  la  Ley  procesal  en  cada  clase 
de  juicio: 

Considerando:  que  la  sentencia  de  primera  instancia,  pen- 
diente de  la  revisión  del  Tribunal  de  alzada,  no  es,  ni  puede 
ser  considerada,  como  documento  auténtico  para  demostrar  la 
evidente  equivocación  del  juzgador  en  la  apreciación  de  la 
prueba  y  por  consiguiente  la  Sala  sentenciadora  no  ha  incurrido 
en  la  infracción  que  se  le  atribuye  en  el  quinto  y  último  moti- 
vo de  la  ampliación: 

Considerando:  que  siendo  improcedentes  todos  los  motivos 
alegados  procede  declarar  sin  lugar  el  recuiBo  y  en  su  eonseeuen- 
cia,  conforme  al  artículo  XL  de  la  Orden  número  noventa  jr 
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dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nneve,  condenar  en  costas  al 
recurrente ; 

Fallamos  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  establecido 
por  Mariano  Quintana  en  su  carácter  de  heredero  y  administra- 
dor de  los  bienes  de  la  sucesión  de  D.  Rafael  Buharte,  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  en 
diez  y  nueve  de  Mayo  último  en  el  juicio  al  principio  referido, 
con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 

Y  con  devolución  del  apuntamiento  y  autos  elevados,  co- 
mnníquese  á  dicha  Audiencia  por  medio  de  certificación,  esta 
sentencia,  la  cual  se  publicará  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en 
la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  librándose  al 
efecto  las  oportunas  copias. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — ^Antonio  González  de  Mendoza. — ^Rafael  Cruz  Pé- 
rez.— José  M.  García  Montes. — Eudaldo  Tamayo.— Ángel  C. 
Betancourt. 


Francisco  Lage  e  Iglesias  contra  Augusto  Mabtínez  AtaIíA. 

Sentencia  núm.  31  (Octubre  5  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  Lage  é  Iglesias 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audien^iia  de  la  HábaTia 
en  14  de  Junio  de  1900, 

DEMANDA  DE  RESPONSABILIDAD  OIVIL 

CONTRA  ÜN  JUEZ. 

Lá  cita  aislada  de  los  Artícnlos  868  y  371  de  la  Ley  de 
Enjnlclainlento  OlvU,  es  Inadecuada  para  demostrar  error  de 
derecho  en  la  apreciación  de  las  pruebas. 

No  conteniendo  el  Artículo  002  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil  sino  reglas  procesales  para  determinar  qnidnes» 
en  qné  forma  y  ante  qné  Tribonales  pnede  exigirse  la  res- 
ponsabilidad civil  de  los  Jueces  y  Magistrados  qne  en  ella 
incurran  por  negligencia  ó  ignorancia»  no  puede  ser  infringi- 
do por  la  Sala  que  al  apreciar  la  prueba  estima  que  no  son 
constitutivos  de  esa  responsabilidad  determinados  actos  rea- 
liíados  por  un  Jues  al  dictar  sentencia. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  cinco  de  Octubre  de  mil  no- 
vecientos, visto  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
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procedente  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  la  demanda  de 
responsabilidad  civil  deducida  por  Francisco  Lage  é  Iglesias 
vecino  de  esta  ciudad  cuyo  oñcio  no  consta  contra  Augusto 
Martínez  Ayala,  Juez  que  fué  del  distrito  de  la  Catedral,  de 
esta  ciudad,  vecino  de  la  misma,  abogado,  interpuesto  por  el 
demandante  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil 
de  dicha  Audiencia  en  catorce  de  Junio  último: 

Resultando:  que  en  la  sentencia  recurrida  se  contienen  loa 
$iete  resultandos  que  á  continuación  se  transcriben: 

Resultando :  que  en  veinte  y  uno  de  Mayo  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  ocho  D.  Francisco  Lage  é  Iglesias  compareció  en 
este  Tribunal,  solicitando  que  se  dispusiera  lo  oportuno  para 
que  el  Juez  de  primera  instancia  del  Distrito  de  la  Catedral, 
remitiese  los  docum^itos  que  había  pedido  pana  interponer  la 
presente  demanda  de  responsabilidad  civil  y  que  para  su  re- 
present»xüón  en  el  recurso  y  solicitar  declaratoria  de  pobreza 
se  le  nombrase  Procurador  de  oficio,  á  lo  que  accedió  la  Sala 
correspondiendo  en  tumo  dicha  petición  al  Procurador  D.  EJs- 
teban  de  la  Tejera,  quien,  previos  los  trámites  legales,  obtuvo 
declaratoria  de  pobrej&a,  respecto  de  su  i>epre6entado  y  gestionó  lo 
conducente  para  la  expedición  del  testimonio  necesario  para  for- 
mular la  demanda  de  responsabilidad,  el  cual  no  fué  librado  has- 
ta el  seis  de  Febrero  último: 

Resultando :  que  en  diez  y  nueve  de  Marzo  último  el  Pro- 
curador D.  Esteban  de  la  Tejera,  en  representación  de  Don 
Francisco  Lage  é  Iglesias  estableció  demanda  contra  el  Dr. 
D.  Augusto  Martínez  Ayala,  solicitando  se  declarase  que  el  de- 
mandado en  el  desempeño  de  las  funciones  de  Juez  de  Primera 
Instancia  había  infringido  á  lo  menos  por  negligencia  inexcu- 
sable, los  artículos  trescientos  cincuenta  y  ocho  y  trescientos 
setenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  que  se  C(hi- 
denara  al  propio  demandado  al  pago  de  noventa  y  tres  pesos 
en  plata  metálica  é  intereses  legales,  en  concepto  de  responsa- 
bilidad civil  y  al  de  las  costas  que  se  causaren  estableciendo 
al  efecto  los  siguientes  hechos:  ''que  en  Febrero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho  el  Juez  Municipal  de  la  Catedral  falló, 
declarándola  con  lugar  la  demanda  que  estableció  D.  Francisco 
Lage  contra  D.  José  Dopico  en  cobro  de  noventa  y  tres  pesos  en 
plata  metálica  é  intereses  legales. — Que  el  citado  Dopico  interpuso 
apelación  respecto  del  fallo  proferido  y  habiéndole  sido  admitido 
^1  recurso  se  remitieron  los  autos  al  Juez  de  Primera  Insrtancia  pre- 
via citación  y  emplazamiento  de  las  partes ;  que  personado  el  ape^ 
lante  Dopico  sin  que  lo  hiciera  Lage  se  acordó  por  el  Juzgado 
la  comparecencia  de  las  partes  para  el  día  y  hora  que  al  efecto 
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se  señaló;  qne  á  dicha  comparecencia  sólo  asistió  el  apelante 
Dopico  por  medio  de  su  Procurador  D.  Victoriano  de  la  Lla- 
ma, el  que  concedida  que  le  fué  la  palabra  pidió  ''que  se  con- 
firmara con  las  costas  ''la  sentencia  apelada  4  que  dio  lectura 
el  Escribano:  que  á  pesar  de  constar  en  el  acta  de  la  compare- 
eencia  que  el  apelante  solicitó  la  confirmación  de  la  sentencia 
apelada  con  las  costas,  el  Juez,  D.  Augusto  Martínez  Ayala, 
revocó  el  fallo,  consignando  como  Resultando  que  el  apelante 
pidió  la  revocación  de  la  sentencia  apelada",  cosa  contraria  á 
la  verdad  do  los  hechos;  que  el  Dr.  Martínez  Ayala,  en  el  desem- 
peño de  sus  funciones  de  Juez,  había  en  consecuencia  infringi- 
do la  ley,  sino  por  ignorancia,  por  negligencia  inexcusable,  al 
dictar  en  materia  civil  una  sentencia  incongruente  con  lo  ale- 
gado, alterando  los  hechos  de  autos,  con  lo  que  privó  á  Lage 
de  percibir  la  cantidad  de  noventa  y  tres  pesos  en  plata  metá- 
lica é  intereses  legales,  a  cuyo  pago  estaba  condenado  Dopico ; 
y  que  por  lo  tanto,  esa  responsabilidad  civil  por  los  perjuicios 
cansados  á  Lage,  es  lo  que  reclamaba  con  las  costas  que  se  cau- 
saren: 

Resultando:  que  con  dicho  escrito  de  demanda  se  acompa- 
ñó mi  testimonio  expedido  por  el  Escribano  del  Juzgado  de  la 
Catedral  D.  Domingo  L.  Oliva  comprensivo  de  los  particulares 
siguientes:  la  sentencia  del  Juez  Municipal  de  la  Catedral  Don 
Juan  José  Ariosa,  dictada  en  veinte  y  dos  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho  en  el  juicio  verbal  civil  seguido 
por  D.  Francisco  Lage  é  Iglesias  contra  D.  José  Dopico,  en 
cobro  de  noventa  y  tres  pesos  en  plata  metálica  importe  de 
seis  meses  y  seis  días  de  trabajo  en  el  coche  número  ciento  se- 
senta y  tres  é  intereses  legales  desde  la  interposición  de  la  de- 
manda &ol  cuya  sentencia  fué  declarada  con  lugar  la  deman- 
da, condenando^  á  Don  José  Dopico  á  pagar  al  oetor  Don 
Francisco  Lage  la  cantidad  de  noventa  y  tres  pesos  en  plata, 
intereses  legales  de  demora  desde  la  interposición  de  la  deman- 
da y  en  las  costas  del  juicio :  el  acta  de  la  comparecencia  ante 
el  Juez  de  Primera  Instancia  de  la  Catedral  fecha  diez  y  ocho 
de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  en  la  que  se  expre- 
sa que  sólo  compareció  el  apelante  D.  Victoriano  de  la  Llama, 
d  cual,  después  de  darse  lectura  á  la  sentencia  apelada,  pidió 
la  confirmación  de  dicha  sentencia  con  las  costas ;  la  otra  senten- 
cia dictada  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  del  distrito  de  la 
Catedral  D.  Augusto  Martínez  Ayala,  en  catorce  de  Abril  de  mil 
ochocientos  noventa  y  ocho,  en  virtud  de  ia  apelación  establecida 
e(mtra  la  citada  sentencia  de  veinte  y  dos  de  Febrero  del  propio 
año  por  D.  José  Dopico;  y  en  cuya  sent^ieia  del  Juzgado  de  Pri- 
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mera  lostancia  se  revoca  la  apelada,  declarando  sin  lugar  la  de- 
manda sin  bacer  especial  condenaeion  de  costas  en  las  dos  instas- 
cias  y  se  establece  en  la  relaeiqji  de  hechos  ei  siguiente : 

ResuLiandoi  que  en  esta  segunda  instancia  se  han  observa- 
do los  trámites  legales;  celebrándose  la  comparecencia  que  pre- 
viene la  licy;  á  la  que  sodo  concurrió  el  apelante,  que  pidió  la 
**  revocación  de  la  sentencia  ax)eladia  sin  que  hubiese  compare- 
cido el  apelado,  que  fué  citado  para  el  acto  en  los  Estrados  del 
Juzgado":  una  diligencia  expresiva  de  que  en  el  propio  Juz- 
gado de  Primera  Instancia  de  la  Catedral  compareció  D.  Fran- 
cisco Lage,  en  catorce  de  Abril  de  mil  ochocientos  noveuta  y 
ocho,  manifestando   que   se   proponía  establecer   demanda    de 
responsabilidad  por  el  hecho  de  haberse  pasado  por  alto  en  la 
sentencia  la  voluntad  del  apelante  expresada  en  el  acta  de  la 
comparecencia,  de  que  se  confirmase  con  las  costas  la  sentencia 
recurrida;  y  solicitando  en  consecuencia  que  se  le  expidiera 
certificación  ó  testimonio  de  las  dos  sentencias  definitivas  y  del 
acta  de  la  comparecencia;  otra  diligencia  de  la  que  aparece 
que  en  seguida  de  la  anterior  el  Procurador  D.  Victoriano  de 
la  Llama,  expuso  con  referencia  á  la  misma  que  en  la  citada 
acta  de  comparecencia  se  consignó  por  error  que  él  había  soli- 
citado la  confirmación  del  fallo  apelado  cuando  lo  que  pidió  fué 
su  revocación  en  todas  sus  partes;  y  un  informe  del  Escribano 
Domingo  L.  Oliva  manifestando  con  relación  á  la  misma  acta, 
que  por  error  del  amanuense  se  dice  en  ella  que  el  apelante  so- 
licitó la  confirmación  siendo  así  que  éste  pidió  la  revocación 
con  las  costas: 

Resultando:  que  conferido  traslado  de  la  demanda  al  Dr. 
Martínez  Ayala,  éste  la  contestó  en  su  escrito  de  treinta  de 
Abril  próximo  pasado,  por  medio  del  Procurador  D.  Luis  P. 
Valdés,  solicitando,  que,  habiendo  por  establecida  la  excepción 
de  falta  de  acción  y  en  su  caso  la  de  prescripción  y  por  nega- 
da la  demanda,  se  declare  oportunamente  no  haber  lugar  á  ella, 
con  las  costas  á  cargo  del  reclamante,  estableciendo  como  fun- 
damentos los  siguientes  hechos:  **que  en  el  acto  verbal  el  Pro- 
curador Llama,  en  representación  del  apelante  Dopico,  pidió  á 
presencia  del  Juez  Dr.  Martínez  Ayala  y  del  Escribano,  la  re- 
vocación de  la  sentencia;  y  al  extenderse  después  el  acta  con- 
sígnase por  error  material,  que  aquél  instó  por  la  confirmación 
con  las  costas;  que  el  mismo  Procurador  Llama,  al  enterarse 
de  que  Lage  se  preparaba  para  establecer  esta  demanda,^  hizo 
constar  por  diligencia  que  como  apelante  no  pudo  ni  debió  so- 
licitar otra  cosa  que  la  revocación  del  fallo  del  Juez  Municipal, 
y  que  si  otra  petición  se  consignó  fué  por  equivocación  pura- 
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mente  material;  que  el  actuario  ha  consignado  en  su  informe 
que  lo  solicitado  por  el  Procurador  Llama  en  la  diligencia  de 
comparecencia  fué  la  revocación  de  la  sentencia  apelada,  con 
las  costas;  y  al  expresarse  otra  cosa  en  el  acta  fué  debido  á  un 
error  material  d'efl  amanuense  y  que  la  sentencia  revocatoria  del 
Juzgado  de  Primera  Instancia  fué  dictada  en  catorce  de  Abril 
de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  y  la  demanda  establecida 
tiene  fecha  diez  y  nueve  de  Mayo  último,  habiendo  transcurri- 
do dé  un-a  á  otra  cosa  cerca  de  do!s  años : 

Resvltandó :  que  conferido  traslado  en  réplica  al  actor  éste 
la  satisfizo  reiterando  lo  solicitado  en  la  demanda  y  exponiendo 
que  sostenía  los  hechos  de  su  anterior  escrito,  los  cuales  no  ha- 
bían sido  negados  por  el  demandado;  que  éste  dictó  la  sentencia 
incurriendo  en  la  infracción  de  los  artículos  trescientos  cin- 
cuenta y  ocho  y  trescientos  sesenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil;  que  de  ser  error  que  niega,  el  consignarse  que 
el  apelante  pidió  la  confirmación  de  la  sentencia  apelada,  no 
fué  advertido  por  el  Juez  al  dictar  la  sentencia;  y  que  aun 
en  el  supuesto  de  ser  error  lo  consignado  en  el  acta,  siempre 
resultaría  insubsanable  toda  vez  que  en  procedimiento  no  ca- 
ben orrorw ;  interesando  por  un  otrosí,  qne  se  recibiera  el  pleito 
á  prueba: 

Festdtando:  que  el  demandado  llenó  el  trámite  de  duplica 
en  veinte  y  uno  de  Mayo  último,  y  reproduciendo  en  todas 
sus  partes  el  escrito  de  contestación;  y  por  un  otrosí  manifestó 
que  se  oponía  al  recibimiento  á  prueba  por  ser  innecesario,  to- 
da vez  que  los  datos  de  la  demanda  y  contestación  se  encuen- 
tran en  el  testimonio  laoompañfulo  en  1a  demaoida : 

Resultando:  que  la  Sala  sentenciadora  estimanao  que  el 
hecho  no  constituye  ignorancia  ó  negligencia  del  Juez  que  falló 
de  acuerdo  con  la  petición  de  la  parte,  de  la  que  tenía  conoci- 
miento directo  por  haberse  hecho  á  su  presencia,  aunque  en  el 
ficta  por  equivocación  se  hiciera  constar  una  petición  contraria, 
equivocación  evidente,  pues  es  un  contrasentido  que  un  apelante 
que  se  presenta  á  mejorar  el  recuit^o,  pida  la  confirmación  del 
fallo,  absolvió,  de  la  demanda  á  dicho  Juez,  con  las  costas  a  cargo 
del  demandante : 

Resvltandó:  que  éste  interpuso  contra  dicho  fallo  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  fundado  en  los  casos  primero 
y  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  invocando  como  infracciones: 

Primero.  El  articulo  novecientos  dos  de  dioha  ley  por  no 
considerar  el  hecho  realizado  por  el  demandado  como  infrac- 
ción por  ignorancia  ó  negligencia  inexcusable  de  los  artículos 
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trescientos  cincuenta  y  ocho  y  trescientos  setenta  y  uno  de  la 
propia  ley : 

Segundo:  Haberse  cometido  error  de  derecho  al  apreciar 
como  una  verdad  legal  lo  que  resulta  sólo  por  informes  oficio- 
sos del  Escribano,  en  contra  de  lo  que  consta  por  documento 
fehaciente,  que  es,  el  haberse  solicitado  por  el  apelante  la  con- 
firmación de  la  sentencia  y  resultar  consignado  en  la  senten- 
cia "que  se  pidió  la  revocación",  alterando  asi  la  verdad  de  los 
hechos,  todo  con  infracción  de  los  artículos  trescientos  cincuenta 
y  ocho  y  trescientos  setenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
CivU: 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustanciado  en 
este  Supremo  Tribunal  celebrándose  la  vista  pública  el  día 
veinte  y  siete  de  Septiembre  último,  sin  asisteneia  de  las  partes. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betancourt, 

Considerando:  respecto  al  error  de  derecho  en  la  apreciar 
ción  de  las  pruebas,  que  los  artículos  trescientos  cincuenta  y 
ocho  y  trescientos  setenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  citados  en  el  segundo  motivo  del  recurso,  no  establecen 
medios  probatorios  ni  regulan  el  valor  ó  eficacia  de  éstos  y  no 
citándose  ningún  otro  precepto  que  al  apreciar  la  prueba  se 
haya  infringido,  no  resulta  demostrado  el  error  de  derecho  que 
se  invoca  en  el  motivo  referido: 

Considerando:  que  el  artículo  novecientos  dos  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  sólo  contiene  reglas  procesales  para 
determinar  quiénes,  en  qué  forma  y  ante  qué  Tribunales,  pue- 
den exigir  la  responsabilidad  civil  á  los  Jueces  y  Magistrados 
que  ^1  ella  incurran  por  ignorancia  ó  negligeocia,  pero  ese  ar- 
ticulo no  determina  los  hechos  que  constituyen  ó  demuestran 
esa  ignorancia  ó  negligencia,  y  por  consiguiente  no  ha  podido 
ser  infringido  por  la  Sala,  en  el  concepto  que  lo  cita  el  recu- 
rrente; y  menos  habiendo  consignado,  como  lo  ha  hecho  dicha 
Sala  en  uso  de  sus  facultades  al  estimar  la  prueba,  que  el  Juez 
al  fallar,  por  ciencia  propia,  subsanó  el  error  material  en  que 
había  incurrido  el  Escribano  al  extender  la  diligencia  de  vista, 
cuyo  hecho  no  puede  constituir  por  parte  de  aquella  autoridad 
ni  negligencia  ni  ignorancia,  no  siendo  por  tanto  de  estimarse 
el  primer  motivo  del  recurso; 

Fallannos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  establecido 
por  Francisco  Lage  é  Iglesias  contra  la  sentencia  de  la  Audiencia 
de  la  Habana  dictada  en  catorce  de  Junio  último  en  el  juicio  al 
principio  referido,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 

Comuniqúese  por  medio  de  certificación  á  dicha  Audien- 
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cia  esta  sentencia,  la  cual  se  publicará  en  la  Onceta  de  la  Ha- 
baiia  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  li- 
brándose al  efecto  las  oportunas  copias. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — ^Rafael  Cruz  Pérez. — ^Pedro  Gtonzález  Llórente. — 
El  Magistrado  Eudaldo  Tamayo  votét  en  Sala. — R.  Cruz  Pé- 
rez.—Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga. 


Vicente  Caoigal  contra  Enrique  Andino. 

Ante  núm.  81  (Octubre  8  de  1900). 

Recurso  de  queja  interpuesto  por  Enrique  Andino  contra  el  auto 
dictado  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  8  de  Agosto 
de  1900. 

mOIDENTE  A  JUICIO  DE  DESAHUCIO. 

El  anto  que  decide  vn  incidente  de  recusación  de  nn 
Jaez  de  Primera  Instancia,  no  pone  término  al  pleito  princi- 
pal, ni  impOBibilita  la  continuación  de  éste,  por  lo  qne  no  es 
soscepti'ble  del  lecorso  de  casación,  el  cual  no  sexta  nimca 
procedente  por  infracción  de  Ley  y  si  sólo  por  quebranta- 
miento de  fonna  contra  la  sentencia  definitiva  del  Juicio, 
con  sujeción  al  caso  7o  del  Artículo  1691  que  es  el  tínico  y 
preciso  caso  á  que  alude  él  Articulo  208,  cuyo  texto  debe  en- 
tenderse en  tal  sentido  y  no  en  el  de  que  autorice  el  doUe 
recurso  por  infracción  de  Ley  y  por  quebrantamiento  de  for- 
ma contra  él  auto  resolutorio  del  referido  incidente. 

Resultando-,  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de 
la  Habana,  en  autos  incidentales  del  juicio  de  desahucio  se^i- 
do  por  Vicente  Oagigal  contra  Enrique  Andino,  cuyo  incidente 
fué  fonniado  para  tratar  de  la  recusacdón  del  Juez  de  Primera 
Instancia,  Sr.  Sánchez  Romero,  confirmó  por  auto  de  veintiséis 
de  Julio  último  el  pronunciado  por  el  Juez  de  Primera  luAtancia 
del  Distrito  del  Cerro  en  veinte  y  siete  de  Octubre  anterior : 

Resultando;  que  contra  dicha  resolución  se  interpuso  por 
el  demandado  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  por 
quebrantamiento  de  forma,  los  cuales  dice  autorizados  el  pri- 
mero por  el  párrafo  segundo  del  artículo  doscientos  ocho  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y  el  segundo  por  el  propio  ar- 
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tículo  doscientos  ocho  en  relación  al  caso  quinto  del  articulo 
mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  citada  Ley  de  Enjuicia- 
miento, haciendo  el  recurrente  en  el  escrito  de  interposición  di- 
versas manifestaciones,  relativas  á  la  infracción  de  tey  y  al  que- 
brantamiento de  f ormA  que  entiende  cometidos : 

Resultando:  que  la  mencionada  Sala,  por  auto  de  ocho  de 
Agosto  próximo  pasado,  declara  no  haber  lugar  á  admitir  el 
doble  recurso  de  casación  interpuesto  fundándose  en  que  &a  eL 
escrito  de  interposición  no  se  llenan  los  requisitos  señalados 
por  la  ley  y  en  que  además  no  cabe  tal  recurso  en  los  incid^ites 
de  recusación ;  contra  cuya  decisión  el  recurrente  ha  compareci- 
do en  queja  ante  este  Supremo  Tribunal,  sustentando  que  en 
el  escrito  de  interposición  se  llenan  los  requisitos  requeridos 
por  la  ley  y  que  el  texto  inequívoco  del  articulo  doscientos 
ocho  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  autoriza  el  recurso  de 
casación  contra  los  autos  que  dictare  la  Audiencia  declarando 
no  haber  lugar  á  la  recusación :  recurso  de  queja  que  se  ha  sus- 
tanciado en  debida  forma,  sin  que  asistiera  el  Letrado  defensor 
del  recurrente  al  acto  de  la  vista  pública  celebrado  en  cuatro 
de  este  mes  en  cuyo  trámite  informó  el  representante  del  Mi- 
nisterio Fiscal  impugnando  el  recurso: 

Considerando:  que,  con  arreglo  al  artículo  mil  seiscientos 
ochenta  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  GiviL  el  recurso 
de  casación  se  da  en  los  caaos  establecidos  por  dicha  ley  contra 
las  sentencias  definitivas,  cuyo  concito  tienen,  según  el  si- 
guiente artículo  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho,  además  de  las 
sentencias  que  terminen  el  juicio  y  aparte  de  las  que  se  dicten 
en  procedimientos  distintos  del  actual,  las  que,  recayendo  so- 
bre un  incidente  q  articulo,  pongan  término  al  pleito,  haciendo 
imposible  su  continuación: 

Considerando:  que  el  auto  que  decide  un  incidente  de  re- 
cusación de  un  Juez  de  Primera  Listancia  no  pone  término  al 
pleito  principal,  ni  imposibilita  la  continuación  de  éste,  por 
cuya  virtud  no  es  susceptible  del  recurso  de  casación,  el  cual 
no  sería  nunca  procedente  por  infracción  de  ley  y  podrá  tan 
solo  serlo  por  quebrantamiento  de  forma  contra  la  sentencia  de- 
finitiva del  juicio,  con  sujeción  al  caso  séptimo  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  antecitada  Ley  de  Enjui- 
ciamiento, que  es  el  único  y  preciso  caso  á  que  alude  el  artículo 
doscientos  ocho,  debiéndose  su  texto  entender  en  tal  sentido  y 
no  en  el  que  equivocadamente  se  le  da  al  pretender  que  autori- 
za el  doble  recurso  de  casación  propuesto  contra  el  auto  reao- 
lultorio  del  incidente  que  se  ha  dieho : 

Considerando:  que,  según  lo  expuesto,  es  inadmisible  aquel 
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recurso  y  debía  denegarse,  como  se  ha  denegado,  su  admisión, 
en  observancia  de  lo  que  previene  el  artículo  onceno  en  armo- 
nía con  el  número  primero  del  séptimo  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  del  año  último,  sean  los  que  fueren  los  terminas 
en  que  se  interpusiera  y  hayanse  6  no  llenado  al  interponerlo 
los  requisitos  de  forma  impuestos  por  la  ley,  ésta  exige  pues, 
en  los  ya  invocados  artículos  séptimo  y  onceno,  para  la  admi- 
sión del  recurso,  que  con  tales  requisitos  concurra  la  circuns- 
tancia de  ser  definitiva  6.  tener  este  carácter  la  sentencia  con- 
tra que  se  haya  recurrido : 

Considerando:  que,  al  desestimarse  un  recurso  de  queja, 
procede  condenar  en  costas  al  recurrente,  por  preceptuarlo 
así  el  artículo  veinte  y  cinco  de  la  predicha  Orden  número  no- 
venta y  dos  del  año  mil  ochocientos  noventa  y  nueve; 

Se  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja  propuesto 
por  Enrique  Andino  contra  el  auto  de  ocho  de  Agosto  último, 
por  el  cual  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
denegó  la  admisión  del  recurso  de  casación  anteriormente  de- 
ducido por  aquél,  con  Isa  costas  á  cargo  de  dicho  recurrente ; 

Comuniqúese  con  certificación  al  expresado  Tribunal,  y 
publíquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  car- 
go de  la  Secretaria  de  Justicia,  a  cuyo  efecto  se  librarán  las 
copias  necesarias. 

TjO  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  margen,  ante 
mí,  de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. — ^Pedro 
Qonzálee  Llórente. — Eudaldo  Tamayo. — Ángel  C.  Betancourt. 
— Octavio  Oiberga. — ^Ante  mí,  Armando  Riva. 


José  Silveba  Pbutos  contra  Jos£  Bermúdez  é  Iglesias. 

Sentencia  núm.  82  (Octubre  11  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  establecido  por  Silvera  Frutos 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana 
en  14  de  Agosto  de  1899. 

KEIVINDIOAOION  DE  DOS  0ASA8. 

Obra  contra  sus  propios  actos,  contrariando  el  principio 
TBConecido  por  la  Jnrispradencia  y  apUcado  en  la  Ley  6.«  Tf- 
tlilo  Sjo  Partida  a.«,  el  beredexo  (pie  InTocando  la  volimtad  del 
teetador,  establece  demanda  zeivindicatoria  para  que  ee  le  en- 
tregaen  dos  casas,  no  obstante  haber  otorgado  anteriormente 
ima  escritura  con  otro  hermano»  en  la  cnal  se  di6  por  Uqnida- 
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da  7  dividida  la  herencia  de  ga  cansante,  ratificando  y  apro- 
bando todos  los  actos  y  contratos  practicados  por  sa  citado 
hermano  á  Tlrtnd  del  poder  soficiente  qne  &  éste  confirió»  ha- 
biendo adquirido  á  Yirtnd  de  esa  partición  dos  de  las  intere- 
sadas, las  casas  cnya  reivindicación  se  solicita  y  qne  se  en- 
cuentran al  establecerse  la  demanda  en  poder  de  nn  tercero. 
Es  jurídica  y  lógicamente  imposible,  qne  &  nna  misma 
cuestión  le  sean  aplicables  preceptos  del  moderno  Código  y 
doctrina  de  la  Jurisprudencia  anterior;  por  lo  cual  en  los 
pleitos  en  que  se  discuten  actos  realizados  y  derechos  nacidos 
en  época  anterior  &  la  promulgación  del  Código,  ni  son  de 
aplicarse  los  preceptos  de  éste,  ni  puede  decirse  que  se  in- 
frinja la  Ley  por  la  cita  má4i  ó  menos  oportuna  que  de  di- 
chos preceptos  se  haga  en  una  sentencia. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  once  de  Octubre  de  mil  no- 
vecientos, visto  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley 
procedente  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  juicio  declarativo 
de  mayor  cuantía  seguido  por  José  Silvera  y  Frutos,  jornalero 
y  vecino  de  esta  capital  contra  José  Bermúdez  é  Iglesias,  del 
comercio  y  vecino  también  de  esta  ciudad,  sobre  reivindicación 
de  dos  oasa&y  recurso  establecido  por  el  demandante  contra^  la  sen- 
tí^ncia  de  la  referida  Audiencia  de  catorce  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  nueve : 

Restdtando:  que  en  la  sentencia  recurrida  se  aceptaron  los 
Resultandos  de  la  de  Primera  Instanioia  dictada  por  el  Juez 
del  Distrito  del  Pilar  de  esta  ciudad  en  veinte  y  seis  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  entre  los  cuales  se 
encuentran  los  doce  que  á  continuación  se  transcriben; 

Resultando :  que  por  el  escrito  de  treinta  de  Octubre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  siete  se  estableció  la  demanda,  fun- 
dándola en  los  siguientes  hechos : 

Primero:  Que  el  Ldo.  D.  José  Cecilio  Silvera  y  Almeida 
falleció  el  día  veinte  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos, 
bajo  testamento  y  codicilo  otorgados  en  veinte  y  veinte  y  tres 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno  ante  el  Escriba- 
no D.  Mateo  González  Alvarez:  que  por  la  cláusula  veinte  y 
dos  del  citado  testamento  se  instituyó  única  y  universal  herede- 
ra usufructuaria  á  Doña  María  Josefa  Barroso  y  Almeida  y 
por  su  fallecimiento  á  su  legítima  hermana  Doña  Vicenta  y  al 
fallecimiento  de  ambas  ordena  que  pasen  todos  sus  bienes  á 
D.  Santiago  y  D.  Francisco  Silvera  y  Frutos  hijos  legítimos 
del  Bachiller  D.  José  Ramón  Silvera  y  Doña  Catalina  Frutos 
agregando  que  si  hubiesen  fallecido  antes  que  las  herederas 
usufructuarias  ó  no  tengan  cuando  llegue  el  caso  de  aceptar  la 
herencia  ni  una  ni  otra,  sucesión  legítima,  es  decir,  hijos  ó  nie- 
tos habidos  en  matrimonio,  quedaría  por  este  hecho  nula  sin 
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ningún  valor  ni  efecto  la  institución  que  á  su  favor  hacía  y  que 
pasaran  los  bienes  en  plena  propiedad  á  D.  José  de  los  Dolo- 
res Macías  y  D.  José  Guadalupe  Domínguez  Solís  ó  por  su 
falta  á  sus  hijos  legítimos:  que  en  las  cláusulas  décimaquinta, 
sexta  y  séptima  del  mismo  documento,  nombra  á  D.  Aiitonio 
I.  Pascual  y  á  Don  José  Guadalupe  Domínguez  SoUs,  albar 
ceas,  arbitros,  amigables  componedores  y  tenedores  de  bienes 
con  poder  y  facultades  bastantes  para  interpretar  su  postrera 
voluntad  y  resolver  sin  ulterior  recurso  todas  las  dudas  y  di- 
ferencias que  surgieran  entre  los  agraciados  con  la  herencia;  y 
dispone  en  la  cláusula  primera  del  Codácilo  que  las  usufructua- 
rias entrarían  desde  luego  en  el  goce  de  los  preventos  sin  en- 
torpecimiento de  ninguna  clase,  para  lo  cual  las  releva  de  fian- 
za bastándole  la  caución  juratoria  de  no  vender  ni  gravar  en 
manera  alguna  los  bienes  que  habían  de  heredar  en  usufructo 
por  los  días  de  sus  vidas: 

Segundo.  Que  todos  los  interesados  en  el  dominio  de  la  he- 
rencia dejada  á  su  fallecimiento  por  el  Ldo.  Silvera  y  Almeida 
reconocieron  en  las  declaratorias  de  veinte  y  cuatro  de  Mayo  y 
dos  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  que  el  tes- 
tador había  cometido  error  en  uno  de  los  nombres  al  hacer  la 
institución,  pues  llamaba  D.  Francisco,  que  había  muerto  mu- 
cho antes  de  otorgarse  el  testamento,  en  vez  de  D.  José,  que  era 
el  otro  hijo  del  Bachiller  D.  José  Ramón  Silvera,  lo  que  aqué- 
llos hicieron  constar  espontáneamente,  siendo  menor  de  edad 
D.  José,  ante  el  Escribano  D.  Rafaefl  del  Pino: 

Terceno.  Que  en  la  escritura  de  inventario,  avalúo,  entrega 
y  recibo  de  bienes  de  catorce  de  Marzo  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  tres  ante  D.  José  Nicolás  de  Ortega,  hicieron  constar: 

Primero.  Los  bienes,  derechos  y  acciones  que  pertenecían  al 
Ldo.  D.  José  Cecilio  Silvera  y  Almeida,  en  el  momento  de  morir 
y  el  valor  de  los  mismos  según  la  apreciación  de  los  peritos  por  él 
nombrados : 

Segundo.  Se  ratifica  y  aprueba  por  los  albaceas  y  demás 
comparecientes  lo  que  habían  hecho  constar  en  las  declaratorias 
de  veinte  y  cuatro  de  Mayo  y  dos  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  dos,  D.  Santiago  Silvera,  D.  José  de  los  Dolo- 
res Macías  y  D.  José  Guadalupe  Domínguez,  únicos  á  quienes 
podía  favorecer  ó  perjudicar  que  fuera  ó  no  D.  José  admitido 
como  heredero  testamentario: 

Tercero.  Se  reconoce  en  la  forma  y  condiciones  que  había 
sido  instituido  su  hermano  D.  Francisco  ó  D.  José  Silvera : 

Cuarto.  Se  hizo  entrega  por  los  albaceas  de  los  bienes  relic- 
tos á  las  herederas  usufructuarias  quienes  los  recibieron  bajo 
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juramento  de  que  no  los  venderían  ni  gravarían  en  manera  al- 
guna, y  loB  eonservarfan  para  que  en  su  caso  los  recibieran  los 
herederos  directos  D.  Santiago  y  D.  José  Silvera  y  Frutos, 
cumplidas  que  fueren  las  condiciones  impuestas  por  el  testa- 
dor y  en  su  defecto  los  herederos  también  directos  D.  José  de 
los  Dolores  Macías  y  D.  José  Guadalupe  Domínguez  ó  sus  he- 
rederos legítimos.  Que  de  esta  escritura  se  pagaron  los  derechos 
reales  y  se  tomó  razón  en  el  libro  noventa  y  siete  á  fojas  dos- 
cientas sesenta  y  seis  á  la  doscientas  ocheníta  y  dos  de  la  Anota- 
duria  de  Hipotecas  de  esta  ciudad : 

Cuarto.  Que  en  treinta  de  Enero  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  tres  y  diez  y  nueve  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
fallecieron  Doña  María  Josefa  y  Doña  Vicenta  Barroso  y  Al- 
meidu : 

Quinto.  Que  D.  José  Silvera  llenó  todas  y  cada  una  de  las 
condiciones  impuestas  por  el  testador,  pues  estaba  casado  y  te- 
nía hijos  de  su  matrimonio  en  treinta  de  Enero  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  tres  que  es  cuando  murió  la  última  heredera  usu- 
fructuaria : 

Sexto.  Que  el  derecho  de  su  representado  nace  el  día  vein- 
te de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  y  se  perfeccionó 
en  treinta  del  propio  mes  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  por 
lo  que  le  son  aplicables  la  antigua  y  moderna  legislación : 

Séptimo.  Que  promovido  por  su  poderdante  el  juicio  de 
testamentaría  del  Ldo.  D.  José  Cecilio  Silvera  y  Almeida  con 
el  fin  de  entrar  en  posesión  de  los  bienes  de  la  herencia  que 
pudieran  corresponderle,  se  vino  á  conocimiento  de  que  mu- 
chos de  los  mismos  habían  pasado  hacía  tiempo  á  terceros  po- 
seedores, quienes  no  pueden  serlo  con  título  legítimo  traslativo 
de  dominio: 

Octavo.  Que  entre  las  propiedades  inventariadas  como  per- 
tenecientes á  la  sucesión  del  Ldo.  D.  José  Cecilio  Silvera  figu- 
ran las  casas  Industria  cuarenta  y  dos  y  sesenta: 

Noveno.  Que  el  valor  de  las  cases  que  se  reclaman  es  el  de 
dos  mil  pesos  cada  una  y  que  están  x>09eída8  por  él  demandado 
sin  título  que  enerve  el  derecho  de  su  cliente.  Consignó  nueve 
fundamentos  de  derecho  y  suplicó  que  en  definitiva  se  dicte 
sentencia  declarando  con  lugar  la  demanda  y  que  dichas  casas 
corresponden  á  los  bienes  de  la  testamentaría  de  Silvera  y  Al- 
meida con  sus  rentas  producidas  ó  debidas  producir  si  resulta 
poseedor  de  buena  fe,  y  de  contrario  modo  desde  que  el  pleno 
dominio  pertenece  á  la  sucesión  definitiva  del  citado  Silvera, 
y  nulo  é  ineficaz  cualquier  título  en  que  pueda  apoyarse  el  de- 
mandado, con  las  costas: 
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Resultando:  'Qne  con  la  demanda  además  de  acompañarse 
copia  simple  de  algunos  documentos  y  de  certificación  de  la 
sentencia  que  lo  declaró  pobre,  se  hizo  también  de  certificación 
expedida  en  tres  de  Agosto  del  año  pasado  con  vista  del  juicio 
de  testamentaria  de  D.  José  Cecilio  Silvera  y  Almeida  con  la 
que  se  acredita  el  fallecimiento  de  Doña  Josefa  Barroso  y  Al- 
meida en  la  villa  de  Managua  en  treinta  y  uno  de  Enero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  tres;  el  de  Doña  Vicenta  de  los  mismos 
apellidos  ocurrido  en  el  mismo  pueblo  en  diez  y  nueve  de  Oc- 
tubre de  mil  ochocientos  noventa;  el  matrimonio  de  Silvera  y 
Frutos  con  Enriqueta  Ortega  y  Frutos  que  tuvo  lugar  en  la 
villa  de  Madrid  el  doce  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  se- 
^rita  y  nueve;  el  nacimiento  del  niño  José  Ramón  Gervasio, 
que  nació  el  diez  y  nueve  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  el  de  la  niña  María  de  la  Concepción  Frisca  que  nació  el  diez 
y  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres,  ambos  hijos 
de  los  esposos  Silvera  y  Ortega ;  la  existencia,  en  diez  de  Marzo 
de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  de  esos  niños,  y  certificación 
de  haber  intentado  la  conciliación : 

Resultando:  Que  la  parte  demandada  en  escrito  de  veinte 
y  üueve  de  Diciembre  del  noventa  y  siete,  contestó  á  la  deman- 
da solicitando  se  declare  sin  lugar  imponiendo  las  costas  al  ac- 
tor bajo  los  siguientes  fundamentos  de  hecho: 

Primero.  Que  es  cierto  el  primero  de  la  demanda : 

Seguiido.  Que  acepta  el  segando  de  La  demanda  hacieodo 
constar  que  á  las  escrituras  á  que  se  refiere  no  concurrió  Don 
José  Silvera  ni  su  representación : 

Tercero.  Que  á  la  escritura  de  catorce  de  Marzo  del  seten- 
ta y  tres  no  concurrieron  D.  Santiago,  ni  D.  José  Silvera,  ni 
aceptaron  por  consiguiente  su  contenido,  aceptando  este  hecho 
de  la  demanda  en  lo  demás : 

Cuarto.  Que  en  la  escritura  pública  de  veinte  y  ocho  de 
Noviembre  del  setenta  y  siete  ante  Ortega  consta  que  desde  el  fa- 
Ueeimiento  del  testador,  trataron  los  interesados  de  entrar  en  pose- 
sión de  la  herencia  y  con  posterioridad  á  la  escritura  de  ca- 
torce de  Marzo  del  setenta  y  tres,  surgieron  dificultades  entre 
las  herederas  usufructuarias  y  los  herederos  directos,  con  lo  que 
D.  José  Silvera  confirió  a  D.  Santiago  el  poder  más  bastante 
gne  por  derecho  se  requiere  para  que  sin  intervención  de  él 
celebre  con  las  herederas  usufructuarias  y  los  directos  los  con- 
venios y  transacciones  que  crea  oportunos  á  fin  de  entrar  en 
posesión  de  parte  de  los  bienes: 

Quinto.  Que  procedieron  ante  Ortega  en  doce  de  Diciembre 
del  sesenta  y  siete  á  poner  en  práctica  el  convenio  por  el  que 
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se  liquidó  y  dividió  toda  la  herencia  de  D.  José  Silvera  y  Al- 
meida  adjudicándose  Doña  Vicenta  Barroso  la  casa  Industria 
cuarenta  y  dos  y  Doña  Josefa  la  número  sesenta;  que  en  Iob 
libros  de  la  antigua  Anotaduría  de  Hipotecas  no  aparece  asien- 
to alguno  donde  conste  que  D.  José  Silvera  y  Frutos  tenga  de- 
recho á  los  bienes  de  D.  José  Silvera  y  Almeida: 

ISexto.  Que  conforme  apareoe  de  la  escritura  de  diez  y 
nueve  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  ante  Gonzá- 
lez Alvarez,  el  actor  expresó  que  por  consecuencia  de  la  escritu- 
ra de  doce  de  Diciembre  del  setenta  y  siete  había  disfrutado  en 
común  con  su  hermano  D.  Santiago  los  bienes  hereditarios  y 
que  la  herencia  se  hallaba  liquidada,  y  aprobó  y  ratiñcó  todos 
los  actos  y  contratos  que  respecto  á  esta  herencia  había  realiza- 
do D.  Santiago  por  virtud  de  la  autorización  que  se  le  concedió 
en  la  escritura  de  veinte  y  ocho  de  Noviembre  del  setenta  y 
siete: 

¡Séptimo.  Que  Doña  Vicenta  Bairoso  como  dueña  de  la 
casa  Industria  cuarenta  y  dos  la  vendió  en  veinte  y  nueve  de 
Marzo  del  noventa  ante  Junco,  á  D.  Ricardo  Rodríguez  Iglesias 
inscribiéndose  la  venta;  que  por  fallecimiento  de  éste  se  la 
adjudicaron  sus  herederos,  según  escritura  ante  Castro,  en  doce 
de  Enero  del  noventa  y  tres  dividiéndose  la  comunidad  en 
veinte  y  cuatro  de  Abrid  del  noventa  y  cuatro  ante  Laurent : 

Octavo.  Que  Doña  Josefa  Barroso  y  Almeida,  dueña  de  la 
casa  Industria  sesenta,  la  vendió  al  demandado  en  escritura  de 
diez  y  nueve  de  Diciembre  del  ochenta  y  ocho  ante  Junco,  la 
cual  fué  inscrita: 

Noveno.  Que  dcGKle  doce  de  Diciembre  del  setenta  y  siete 
hasta  el  presente  se  han  venido  poseyendo  estas  casas  á  titulo 
do  dueño : 

Décimo.  Que  el  actor  promovió  la  testamentaria  de  D.  Jo- 
sé C.  Silvera  olvidando  que  la  había  dado  por  terminada,  que 
se  le  dio  iwsesión  de  las  casas  Industria  cuarenta  y  dos  y  se- 
senta y  que  habiendo  acudido  el  demandado  se  dejó  sin  efecto 
la  posesión: 

Décimoprimero.  Que  el  actor  ha  silenciado  en  la  demanda 
los  poderes  y  escrituras  que  ha  mencionado  en  los  hechos  cuar- 
to, quinto  y  sexto : 

Décimosegundo.  Que  acepta  el  hecho  cuarto  de  la  demanda: 
Decimotercero.  Que  niega  el  quinto  de  la  misma: 
Decimocuarto.  Que  niega  también  el  sexto  y  en  cuanto  ai 
séptimo  manifiesta  que  todos  los  bienes  quedados  al  fallecimien- 
to de  Silvera  habían  sido  enajenados : 
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Decimoquinto.  Que  es  falso  el  hecho  octavo,  pues  el  deman- 
dado posee  las  casas  con  arreglo  á  los  títulos  i^elacionados : 

Decimosexto.  Que  lia  demanda  se  ha  entablado  con  notoria 
temeridad.  Y  consignó  quince  fundamentos  de  derecho  en  apo- 
yo de  los  expuestos  de  hecho : 

Resultando:  que  el  demandado  con  la  contestación  presen- 
tó copia  simple  de  dos  escrituras  públicas  y  dos  primeras  feha- 
cientes de  las  de  diez  y  nueve  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho  ante  Junco  y  veinte  y  cuatro  de  Abril  del  no- 
venta y  cuatro  ante  Laurent,  de  las  que  aparece,  de  aquélla,  que 
se  otorgó  por  D.  Bafael  Macias  como  apoderado  de  Doña  Jose- 
fa Barroso  á  favor  de  D.  José  Bermúdez,  por  la  que  compró 
éste  la  casa  Industria  sesenta,  cuya  escritura  se  inscribió  en  el 
Registro  de  la  Propiedad  en  doce  de  Enero  del  ochenta  y  nue- 
ve; y  de  la  otra  sobre  división  de  condominio  por  D.  José  y 
Doña  Ceferina  Bermúdez,  por  lo  que  dividieron  el  condominio 
de  varias  casas  entre  las  que  está  la  de  la  calle  de  Industria 
número  cuarenta  y  dos  que  tomó  para  si  D.  José  Bermúdez  é 
Iglesias,  cuya  escritura  se  inscribió  en  el  Registro  de  la  Pro- 
piedad en  cinco  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cineo : 

Resultando:  que  el  actor,  evacuando  el  traslado  en  réplica 
por  escrito  de  diez  de  Enero  de  este  año,  solicita  se  falle  en 
definitiva  como  pidió  en  la  demanda  con  modificación  de  que 
en  vez  de  á  la  testamentaría,  corresponden  las  casas,  al  actor, 
fundando  sus  pretensiones  en  los  siguientes  heehos,  que  como  adi- 
ción á  los  de  la  demanda  consigna,  y  son : 

Diez.  Que  los  bienes  de  la  herencia  salieron  de  la  misma 
con  diversos  motivos  y  pretextos,  parte  de  ellos  por  expediente 
de  jurisdicción  voluntaria  promovido  en  el  año  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  cuatro  por  las  herederas  usufructuarias  para 
pagar  siete  mil  pesos  de  contribución  con  cargo  á  los  dueños 
del  dominio  directo,  quienes  no  fueron  citados  ni  oídos  en  el 
expediente,  y  los  otros  por  escritura  de  convenio  y  división  de 
bienes  otorgada  en  doce  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  se- 
tenta y  siete  ante  Ortega  entre  Doña  María  Josefa  y  Doña  Vi- 
centa Barroso  y  Almeida  como  herederas  usufructuarias,  Don 
José  de  los  Dolores  Macias  y  Barroso,  D.  José  Guadalupe  Do- 
mínguez Solís  y  D.  Santiago  Silvera  y  Frutos,  interesados  en 
el  dominio  directo,  siendo  esta  escritura,  que  fué  inscrita  en  la 
antigua  Anotaduría  al  folio  cuatrocientos  cuarenta  y  cinco  y 
siguientes  del  Libro  ciento  dos,  origen  del  título  de  los  actuales 
poseedores  de  la  propiedad  que  se  reclama : 

Once.  Que  D.  Santiago  Silvera  y  Frutos  no  cumplió  las 
condiciones  impuestas  por  el  testador  por  no  tener  en  el  mo- 
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herencia.  Otra  copia  de  escritura  ante  el  mismo  Pino,  otorgada 
en  dos  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  por  Don 
José  Guadalupe  Domínguez  y  D.  José  de  los  Dolores  Macías 
por  la  que  ratifican  la  anterior  que  otorgó.  D.  Santiago  Silve- 
ra.  Otra  copia  fehaciente  de  la  escritura  de  adjudicación  y  re- 
cibo ante  Ortega  otorgada  en  diez  y  seis  de  Marzo  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  tres  por  la  que  se  inventariaron,  avaluaron, 
dividieron  y  adjudicaron  por  los  interesados  en  la  herencia  de  Don 
José  Cecilio  Sil  vera  y  Almeida  los  bienes  que  éste  dejó  entre 
los  que  se  hallan  las  casas  Industria  cuarenta  y  dos  y  sesenta, 
todos  cuyos  bienes  recibieron  las  usufructuarias  Doña  María 
Josefa  y  Doña  Vicenta  Barroso  bajo  juramento  de  que  no  gra- 
varían y  venderían  en  manera  alguna  los  bienes  raíces  y  escla- 
vos que  se  les  entregaban  por  los  días  de  sus  vidas  bajo  las 
penas  de  ley,  comprometiéndose  á  conservarlos  para  que  en  su 
caso  los  reciban  los  herederos  directos  D.  Santiago  y  D.  José 
Silvera  y  Frutos,  cumplidas  que  sean  las  condiciones  impues- 
tas por  el  testador  y  por  su  defecto  los  herederos  también  di- 
rectos llamados  en  su  lugar  D.  José  de  los  Dolores  Macías  y 
D.  José  Quadalupe  Domínguez  ó  sus  sucesores  le^timos  según 
lo  dispuesto  por  el  testador;  cuya  escritura  consta  que  fué  ins- 
crita en  la  antigua  Anotaduría  de  Hipotecas  previo  el  pago  de 
los  correspondientes  derechos  reales  en  cinco  de  Abril  de  mil 
ochocientos  setenta  y  tres.  Otra  copia  fehaciente  de  la  escritu- 
ra de  doce  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  an- 
te Ortega  por  la  que  Doña  María  Josefa,  y  Doña  Vicenta  Ba- 
rroso, D.  José  de  los  Dolores  Macías  y  D.  José  Ouadalupe  Do- 
mínguez y  D.  Santiago  Silvera  y  Frutos  acordaron  y  convinie- 
ron dividirse  los  bienes  quedados  al  fallecimiento  de  D.  José 
Cecilio  Silvera  y  Almeida,  la  que  llevaron  á  cabo  adjudicándo- 
se Doña  María  Barroso  entre  otras  la  casa  Industria  número 
sesenta  y  Doña  Vicenta  Barroso  la  número  cuarenta  y  dos  de 
la  misma  calle  de  cuya  escritura  se  dio  en  su  fecha,  primera  co- 
pia á  D.  Santiago  Silvera: 

Resultando:  que  se  trajo  á  los  autos  también  como  prueba 
del  actor  certificación  del  Registro  de  la  Propiedad  de  esta 
ciudad  fecha  nueve  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
de  la  que  aparece  del  apartado  primero  que  en  cinco  de  Abril 
de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  se  anotó  la  escritura  de  ea- 
torce  de  Marzo  del  mismo  año,  la  cual  autoriza  el  L.  José  L. 
Guitart  apareciendo  al  margen  de  esa  anotación  sin  que  la 
autorice  firma  alguna,  notas  expresivas  de  haberse  dividido  el 
condominio  á  fojas  cuatrocientas  cuarenta  y  cinco  del  libro 
ciento  dos;  y  sobre  extremo  ajeno  á  ese  pleito,  del  apartado  se- 
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gondo,  que  en  quince  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  j 
ocho  se  anotó  la  escritura  de  doce  de  Diciembre  del  setenta  y 
siete,  que  otorgaron  Doña  María  Josefa  y  Doña  Vicenta  Barro- 
so, D.  José  de  los  Dolores  Macias,  D.  Santiago  Silvera  y  Don 
José  Guadalupe  Domínguez;  y  al  margen  de  esa  inscripción 
unas  notas  relativas  á  pagos  de  derechos  reales  que  se  dicen  no 
están  autorizadas,  consignándose  al  pie  de  esa  certificación  que 
tanto  en  el  antiguo  como  en  el  moderno  Registro  existen  tras- 
misiones de  dominio  de  fincas  comprendidas  en  dichos  asientos, 
los  que  no  concreta  por  no  ordemaise: 

Res^ultando :  que  como  más  prueba  del  a^tor  se  practicó  ol 
cotejo  de  los  documentos  que  acompañó  con  la  demanda  mar- 
eados con  los  números  ocho,  nueve,  diez,  once,  doce,  trece  y 
catorce,  con  los  correspondientes  que  se  hallan  en  el  juicio  de 
testamentaría  de  D.  José  Cecilio  Silvera,  apareciendo  confor- 
mes en  sus  contenidos : 

Resultando:  que  como  prueba  del  demandado  se  recibió 
declaración  bajo  juramento  al  actor,  contestando  á  las  pregun- 
tas que  le  fueron  hechas  manifestando:  que  es  verdad  que  no 
fué  instituido  heredero  en  el  testamento  de  D.  José  Cecilio  Sil- 
vera  y  Almeida  y  que  al  objeto,  que  se  le  considerase  como  tal 
heredero,  otorgó  D.  Santiago  Silvera  su  hermano  una  declara- 
ción ante  D.  Bafael  del  Pino  en  veinte  y  cuatro  de  Marzo  de 
mil  ochocientos  setenta  y  dos,  indicando  que  había  error  de 
nombre  en  la  institución  debiendo  entenderse  que  la  intención 
del  testador  fué  instituir  al  declarante:  que  no  concurrió  á  di- 
cha escritura  y  no  recuerda,  si  lo  hizo  á  la  de  dos  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  setenta  y  dos,  ni  si  otorgó  escritura 
aceptando  las  declaraciones  hechas;  que  tampoco  concurrió  á 
la  escritura  de  catorce  de  Marzo  de  mil  ochocientos  setenta  y 
tres;  que  no  recuerda  tener  conocimiento  del  convenio  celebra- 
do en  mil  ochocientos  setenta  y  siete  entre  todos  los  interesados 
en  la  herencia  de  Silvera  y  Almeida,  ni  que  otorgara  la  escritura 
de  veinte  y  ocho  de  Noviembre  ante  Ortega;  que  es  cierto  otorgíi 
eon  su  hermano  D.  Santiago  la  escritura  de  diez  y  nueve  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  ante  González  Alva- 
rez;  que  es  cierto  que  después  de  establecido  este  juicio  y  de 
acuerdo  con  su  hermano  D.  Santiago  convino  en  dejar  sin  efec- 
to la  escritura  de  diez  y  nueve  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cinco: 

Resultando:  que  como  prueba  documental  del  demandad^, 
se  trajo  al  juicio  con  citación  de  las  partes: 

'Primero.  Una  copia  fehaciente  de  la  declaratoria  sobre  au- 
torización por  D.  José  Silvera  y  Frutos  á  D.  Santiago  Silvera 
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j  Frutos  ante  el  Notario  D.  José  Nicoláa  de  Ortega  fecha  vein- 
te y  ocho  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  por 
la  que  D.  José  Silvera  confirió  á  su  hermano  D.  Santiago  la 
autorización  y  poder  más  amplio  y  bastante  que  por  derecho 
se  requiera  y  sea  necesario  para  que  por  sí  solo  y  sin  necesidad 
ó  intervención  del  poderdante  y  en  la  manera  y  forma  que 
tenga  por  conveniente,  celebrara  con  las  herederas  usufructúa^ 
rias,  herederos  directos  y  demás  interesados  en  la  herencia  del 
Ldo.  D.  José  Cecilio  Silvera  los  convenios  y  transacciones  que 
crea  oportunos,  á  ñn  de  entrar  en  posesión  de  parte  de  esos  bie- 
nes que  recibirá  por  loa  precios  que  le  parezcan,  pudiendo  otor- 
gar las  renuncias  y  demás  escrituras  con  las  cláusulas  condu- 
centes á  su  validación : 

Segundo.  Otra  copia  fehaciente  de  la  escritura  sobre  divi- 
sión de  bienes  otorgada  en  diez  y  nueve  de  Mayo  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cinco  ante  Oonzález  Alvarez  por  D.  Santiago 
y  D.  José  Silvera  y  Frutos  por  la  que  se  partieron  entre  ellos 
como  únicos  dos  herederos  el  liquido  sobrante  de  los  bienes  qu« 
Ss3  les  aplicaron  en  lia  cscritin*a  de  doce  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  setenta  y  siete  adjudicándose  parte  de  ellos  los 
comparecientes,  dándose  por  liquidada  y  dividida  la  herencia 
de  D.  José  OecHio  Silvera  y  Almeida,  el  D.  José  aprobó  y  ra- 
tificó todos  los  actos  y  contratos  que  respecto  de  la  herencia  y 
á  su  solo  nombre  había  practicado  hasta  la  fecha  de  la  escritu- 
ra el  coheredero  D.  Santiago,  por  virtud  de  la  autorización 
que  le  confirió  según  escritura  de  veinte  y  ocho  de  Noviembre 
de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  relevándole  de  ulterior  res- 
ponsabilidad por  todos  los  conceptos,  conteniendo  esa  copia  de 
escritura  nota  expresiva  de  que  fué  anulada  por  las  partes, 
otorgantes  según  otra  escritura  otorgada  en  esta  ciudad  ante 
D.  Francisco  de  Castro  en  cuatro  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,,  lo  que  aparece  de  la  primera  copia 
fehaciente  expedida  para  D.  José  Silvera  el  mismo  día  cuatro 
de  Diciembre  que  se  exhibió  por  el  Ldo.  Benito  Celorio  y  á 
requerimiento  del  que  se  practica  esa  anotación : 

Tercero.  Otra  copia  fehacien4)e  de  la  escritura — ^^'ocmvemo 
sobre  división  de  los  bienes  del  Ldo.  José  Cecilio  Silvera  por 
Doña  María  Josefa  Barroso  y  Almeida  y  otro" — su  fecha  en 
esta  ciudad  en  doce  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y 
siete,  ante  D.  José  Nicolás  de  Ortega,  de  la  que  aparece:  que 
á  esa  escritura  concurrieron  como  interesados  en  la  herencia  del 
Ldo.  Silvera  la  expresada  Doña  María  Josefa  Barroso,  Dona 
Vicenta  de  estos  apellidos  D.  José  de  los  Dolores  Macías.  Don 
José  Guadalupe  Domínguez  y  D.  Santiago  Silvera  y  Frutos; 
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que  convinieron  dividirse  los  bienes  quedados  al  fallecimiento 
del  Ifdo.  D.  iosé  Cecilio  Silverá  y  Almeida,  como  consecuen- 
cia de  ello.  Doña  María  Josefa  Barroso,  heredera  universal 
usufructuaria  de  todos  los  bienes,  deudas,  derechos  y  acciones 
que  le  Correspondan,  renuncia  y  cede  sus  deíechos  usufructua- 
rios y  se  adjudica  en  compensación  y  remuneración  de  la  re- 
nuncia y  cesión,  varias  fincas,  entre  ellas,  la  casa  Industria  nú- 
mero sesenta.  Doña  Vicenta  Barroso  y  Almeida  también  here- 
dera Usufructuaria  universal  del  Udo.  Silvera  renunciq  y  cedió 
igualmente  suá  derechos  usufructuarios  adjudicándose  en  com- 
X>ensacióii  y  t^miinetacióü  varias  fincas,  entre  las  que  m  halla 
la  casa  Industria  número  cuarenta  y  dos;  D.  José  de  los  Dolo- 
res Maeias  cedió  y  renunció  también  los  derechos  expectativos 
que  tiene  á  la  mitad  de  la  herencia,  adjudicándose  varios  bie- 
nes, D.  José  Quadalupe  Domínguez  cedió  su  derecho  concreto, 
particular  y  determinado ;  y  D.  Santiago  Silvera  y  Frutos  re- 
nimció  y  cedió  en  beneficio  de  los  demás  interesados  los  bienes 
que  se  especifican,  que  pudieran  tocarle  y  pertenecerle  al  falle- 
cimiento d<^  las  herederas  usufructuarias,  recibiendo  en  com- 
pensación de  la  renuncia  los  bienes,  acciones  y  derechos  que  se 
detallan,  de  cuya  escritura  se  dio  primera  copia  en  su  fecha  á 
D.  Santiago  Silvera  y  Frutos;  y 

Cuarto.  Una  ccrtiñcación  del  Registrador  de  la  Propiedad 
contentiva  de  haberse  inscrito  la  escritura  de  doce  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  setenta  y  siete  y  de  las  trasmisiones  que 
del  dominio  de  las  casas  Industria  sesenta  y  cuarenta  y  dos 
hicieron  Doña  María  Josefa  y  Doña  Vicenta  Barroso : 

Resultando:  que  la  Audiencia  confirmq  la  sentencia  del 
Juez  que  declaró  sin  lugar  la  demanda  y  absolvió  de  ella  al 
demandado,  aceptando  los  fundamentos  de  derecho  de  ese  fallo 
entre  los  cuales  se  consignaba  que  no  es  lícito  ni  moral  que  na- 
die vaya  contra  sus  propios  actos,  en  cuyo  caso  se  encuentra  el 
demandante,  quien  por  escritura  de  diez  y  nueve  de  Mayo  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  otorgada  por  su  hermano  Don 
Santiago,  dio  por  liquidada  y  dividida  la  herencia  de  D.  José 
Cecilio  Silvera  y  Almeida,  ratificando  y  aprobando  todos  los 
actos  y  contratos  que  á  su  solo  nombre  había  practicado  el 
Santiago  por  virtud  del  poder  que  le  confirió  en  veinte  y  ocho 
de  Noviembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete : 

ResMando:  que  contra  este  fallo  interpuso  el  demandante 
el  presente  recurso  fundado  en  los  números  primero,  quinto  y 
séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 

f'uíciamiento  Civil,  alegando  en  diez  y  siete  motivos  de  casación, 
as  infracciones  de  ley  á  su  juicio  cometidas  en  la  sentencia: 


290  JURISPRUDENCIA  CIVIL 


Besvltando:  que  admitido  el  recurso  y  abierta  su  snstan- 
ciación  en  este  Tribunal  Supremo  por  auto  dictado  en  el  trámi- 
te oportuno  á  virtud  de  impugnación  del  Ministerio  Fiscal,  se 
declaró  mal  admitido  en  cuanto  á  nueve  de  los  motivos  alega- 
dos, continuando  la  tramitaición  respecto  de  los  restantes : 

Resultando:  que  los  motivos  que  en  virtud  del  auto  antes 
citado  quedaron  vigentes  son  los  siguientes: 

Tercero.  Infracción  de  la  voluntad  del  testador  manifesta- 
da con  toda  claridad  en  la  cláusul-a  veinte  y  dos  y  nota  final 
aclaratoria  del  testamento  en  la  que  instituyó  á  las  hermanas 
Barroso,  herederas  usufructuarias  y  que  á  la  muerte  de  éstas 
pasaran  los  bienes  á  Santiago  y  José  Silvera  y  Frutos,  man- 
dando que  si  éstos  falleciesen  antes  de  las  usufructuarias  ó  no 
tuvieran  cuando  llegara  el  caso  ni  uno  ni  otro  sucesión  legiti- 
ma, quedará  sin  efecto  la  institución  hecha  á  su  favor  y  pasa- 
rán los  bienes  en  plena  propiedad  á  José  de  los  Dolores  Ma- 
cias  y  José  Guadalupe  Domínguez  y  por  su  falta  á  los  hijos 
de  éstos;  mandando  en  la  cláusula  primera  del  codicilo  que 
para  que  los  herederos  usufructuarios  entraran  en  posesión 
bastaba  la  simple  caución  juratoria  de  no  vender  ni  gravar  los 
bienes: 

.Quinto.  La  doctrina  legal  ccmsign^da  entre  otras  en  kis 
sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  España  de  veinte  de  Ene- 
ro de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  y  diez  y  nueve  de  Junio 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  que  nadie  puede  ir  contra 
sus  propios  actos  solemne  y  legalmente  ejecutados  y  María  Jo- 
sefa y  Vicente  Barroso  y  Almeida,  causantes  del  actual  posee- 
dor de  las  casas  que  se  reclaman,  reconocieron  en  la  escritura 
de  catorce  de  Mayo  de  mal  ochocientos  setenta  y  tres  á  José 
Silvera  y  Frutos  como  heredero  por  lo  que  no  pudieron  divi- 
dirse y  adjudicarse  los  bienes  por  la  escritura  de  doce  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  setenta  y  siete: 

Séptimo.  En  la  sentencia  se  cometió  error  de  hecho  al  apre- 
ciar la  fuerza  probatoria  de  la  escritura  de  diez  y  nueve  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  pues  al  afirmar  que 
no  es  lícito  ir  contra  los  propios  actos  reconocidos  de  manera 
auténtica  y  solemne  se  supone  que  se  trata  de  un.  documento 
público  en  el  que  concurren  las  circunstancias  que  la  ley  exi- 
ge á  los  de  esta  clase,  cuando  de  su  contenido  resulta  todo  lo 
contrario.  En  la  citada  escritura  consta  que  fué  dejada  sin  efec- 
to por  los  otorgantes;  que  refiriéndose  á  bienes  inmuebles  no 
se  tomó  razón  en  ningún  registro  público;  que  se  expidió  la 
primera  copia  en  donde  constan  los  particulares  citados  el  veinte 
de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  antes  de  que 
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fuera  cansa  ni  origen  de  derechos  para  terceros  con  lo  que  se 
demuestra  que  no  es  exacta  ni  recta  la  aplicación  legal  a  dicha 
escritura : 

Once.  Ei  artículo  mil  novecientos  cuarenta  y  nueve  del 
Cqdigo  Civil  y  las  sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  Justi- 
cia de  veinte  y  uno  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
seis,  catorce  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  uno,  seis  de 
Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos  que  dicen  que  cuando 
la  acción  que  se  ejercita  es  real  ó  mixta  no  puede  prescribirse 
por  tiempo  menor  de  treinta  años  y  constando  inscrito  en  los 
libros  del  Registro  de  la  Propiedad  el  derecho  de  José  Silvera 
y  Frutos,  ai  considerar  la  sentencia  que  José  Bermúdez,  pudo 
adquirir  legítimamente,  comete  error  de  hecho  y  de  derecho  in- 
fringiendo en  este  caso  el  menciona-do  artículo  y  jurispruden- 
cia y  la  voluntad  del  testador : 

Doce.  El  artículo  seiscientos  cincuenta  y  ocho  del  Código 
Civil  citado  en  uno  de  los  Considerandos  de  la  sentencia  con 
el  fin  de  declarar  que  los  interesados  en  la  herencia  no  pudieron 
reconocer  al  recurrente  como  heredero,  cuando  lo  que  hicieron 
fué  subsanar  un  error  de  nombre : 

Catorce.  £1  artículo  mil  doscientos  cincuenta  y  nueve  del 
mismo  Código  igualmente  citado  en  la  sentencia,  porque  no  ha- 
biendo nadie  contratado  a  nombre  del  recurrente  huelga  la  cita 
de  ese  artículo : 

Quince.  El  artículo  mil  doscáentos  setenta  y  uno  del  citado 
Cqdigo  que  también  se  cita  y  dispone  que  sobre  los  herencias  fu- 
turas no  se  podrá  contratar,  invocado  para  demostrar  lo  contrario : 

Diez  y  seis.  El  artícult)  mil  doscientos  setenta  y  ocho  del 
repetido  Código  que  se  cita  igualmente  porque  no  habiendo  ce- 
lebrado Silvera  Frutos  ningún  contrato  con  Bermndez  ni  con 
ninguno  de  sus  causantes  es  impertinente  la  cita  de  ese  ar- 
tículo : 

Resultando :  que  el  día  veinte  y  ocho  de  Septiembre  último 
se  celebró  la  vista  pública  del  recurso  con  asistencia  de  los  Le- 
trados de  las  partes,  quienes  sostuvieron  sus  pretensiones  en 
favor  y  en  contra  del  recurso  respectivamente. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betancourt : 

Considerando:  que  para  que  haya  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación conforme  al  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  que  el  presente  se 
funda,  la  violación,  interpretación  errónea  ó  indebida  aplicación 
de  la  ley,  ha  de  haberse  cometido  en  el  fallo  y  referirse  á  las 
leyes  y  doctrinas  legales  aplicables  al  caso  del  pleito,  y  median- 
te dicho  precepto  no  pueden  estimarse  al  resolver  el  recurso 
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los  motivos  en  que  se  invoquen  preceptos  notoriamente  inapli- 
éables  al  pleito^  bien  esta  insipiración  nazca  de  una  prescripción 
legal,  bien  del  estado  de  hecho  ó  de  derecho,  en  que  según  la  seii- 
teticia  se  encuentren  las  partes,  y  respecto  de  las  cuales  la  debida 
apUlmción  de  otr^as  leyes,  excluya  la  de  las  que  como  infringidas 
se  citen,  pues  la  casación  tiene  por  objeto  la  recta  intelig^icia  y 
ttplicaxíión  de  la  ley  á  casos  concretos  y  no  la  interpretación  teó- 
HcA  de  la  misma : 

Cofiíiderando :  que  según  las  reglas  primera  y  segunda  de 
las  transitordas  psvra  la  aplicación  del  C^igo  Civil,  se  regirán 
por  la  legislacii^n  anterior  los  derechos  nacidos,  según  ella,  de 
'  actos  realizados  bajo  el  régfimen,  los  cuales  'así  cxxmo  los  con- 
tratos celebrados  duratite  dicho  régimen  anterior,  que  sean  vá- 
lidos con  arreglo  á  él,  surtii^n  sus  efectos  según  las  leyes  vi- 
gentes en  esa  época,  siendo  por  tanto,  evidente,  que  en  los  plei- 
tos en  que  se  discuten,  como  en  el  presente  se  han  discutido, 
actos  realizados  y  derechos  nacidos  en  época  anterior  á  la  pro- 
ttiulgación  del  Código,  ni  son  de  aplicarse  los  preceptos  de  es- 
té, ni  por  otra  parte  pueden  decirse  infrinjan  la  ley  por  la  cita 
más  ó  menos  oportuna  que  de  ella  se  haga  en  una  sentencia,  en 
tanto  Que,  por  medio  del  recurso,  no  se  demuestre  que  lo  re- 
suelto en  el  fallo  es  contrario  á  disposiciones  vigentes  aplica- 
bles, y  en  este  sentido  no  son  procedentes  ni  de  estimarse  los 
motivos  doce,  catorce,  quince  y  diez  y  seis  del  recurso,  en  lo 
que,  en  el  concepto  que  en  ellos  se  expresa  se  dicen  infringidos 
los  artículos  seiscientos  cincuenta  y  ocho,  mil  doscientos  cin- 
cuenta y  nueve,  mil  doscientos  setenta  y  uno  y  mil  doscientos 
setenta  y  ocho  del  Código  Civil : 

Considerando:  que  teniendo  en  cueata  las  disposiciones  ci- 
tadas en  el  párrafo  anterior,  y  la  final  contenida  en  el  artículo 
mil  novecientos  setenta  y  seis,  del  referido  Código  Civil,  es  ju- 
rídica y  lógicamente  imposible  que  á  una  misma  cuestión  le 
jsean  aplicables  preceptos  del  moderno  Código  y  doctrina  de  la 
jurisprudencia  anterior  á  él,  y  por  consiguiente  no  puede  tam- 
poco estimarse  un  motivo  en  que  como  el  once  de  este  recurso, 
se  citan  conjuntamente  como  infringidas  leyes  y  doctrinas  in- 
compatibles : 

Considerando:  que  habiendo  estimado  la  Sala  sentenciado- 
ra, como  una  de  las  razones  fundamentales  de  su  fallo  que  Jo- 
sé Silvera  y  Frutos,  por  escritura  de  diez  y  nueve  de  Mayo  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  otorgada  con  su  hermano  San- 
tiago, dio  por  liquidada  y  dividida  la  herencia  de  José  Cecilio 
Silvera  y  Almeida,  ratificando  y  aprobando  todos  los  actos  y 
contratos  que  á  su  solo  nombre  había  practicado  el  Santiago^ 
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pqr  virtud  del  poder  que  le  confirió  en  veinte  y  ocho  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  setenta  y  riete,  y  siendo  uno  de 
aquellos  actos  el  de  la  partición  de  herencia  por  la  que  adqui- 
rieron María  Josefa  y  Vicenta  Barroso  y  Almeida  la  propie- 
dad de  las  casas  número  sesenta  y  cuarenta  y  dos  de  la  calle 
de  Industria,  respectivamente,  las  cuales  enajenaron  después, 
llegando  por  este  medio  a  pioder  del  demandado,  es  evidente 
que  el  citado  José  Sil  vera  y  Frutos  al  pretender  reivindicar 
hoy,  invocando  para  ello  la  voluntad  del  testador,  unas  ñncas 
que  con  su  consentimiento  fueron  adjudicadas  en  la  divisoria 
á  las  personas  que  posteriormente  como  dueños  dispusieron  de 
ellas,  obra  contra  sus  propios  actos  contrariando  de  ese  modo 
el  principio  inconcuso  reconocido  por  la  jurisprudencia  y  apli- 
cado en  la  ley  sexta,  título  octavo,  partida  sexta,  de  que  nadie 
pitede  volverse  ooibtra  sus  propios  actos,  ni  por  tanto  tiene 
acción  para  impugnar  como  nulo  lo  que  antes  aceptó  con^o 
bueno  en  provecho  propio,  y  al  entenderlo  asi  la  Sala  senten- 
eiadora,  no  bc^  podido  incurrir  en  infracción  alguna,  ajustán- 
dose á  la  doctrina  expuesta,  que  ha  sido  aceptada  por  este  Tri- 
bmial  en  sus  sentencias  de  veinte  y  seis  de  Febrero  y  quince 
de  Mayo  del  corriente  año,  siendo  por  tanto  improcedente  el  ter- 
ecT  motivo  del  recurso: 

ConMderofndo:  que  cualquiera  que  sea  el  alcance  que  tec^- 
gan  las  manifestaciones  hechas  por  las  heroianas  Barroso  j^ 
Almeida  en  la  escritura  de  doce  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
setenta  y  tres,  que  cita  el  recurrente,  habiendo  éste  aceptado, 
como  en  la  sentencia  se  declara,  los  actos  de  división  y  adjudi- 
cación posteriormente  realizados  por  los  que  tenían  interés  en 
el  caudal,  carece  de  acci-^  para  invocar  respecto  de  las  dichas 
Barroso  que  no  han  sido  parte  en  este  juicio,  la  infracción  de 
la  doctrina  de  no  ser  licito  ir  contra  sus  propios  actos,  porque 
el  ejercicio  de  esa  acción,  con  tal  objeto,  envuelve  en  cuanto  á 
Silvera  y  Frutos,  la  violación  de  la  misma  doctrina  en  que  pre- 
tende apoyarse,  y  por  consiguiente  no  es  de  estimarse  el  quinto 
motivo  del  recurso: 

Co.midermido :  que  en  el  motivo  séptimo  del  recurso  no  se 
expresa  el  hecho  erróneamente  establecido  q  negado  por  la  Sala 
sentenciadora,  cuya  equivocación  resulta  evidente  de  un  docu- 
mento, ó  acto  auténtico,  sino  que  se  consigna  **  haberse  cometido 
eivor  de  heoho  al  apreciar  la  fuerza  probatoria",  de  una  es- 
critura, pret-endiendo  á  la  vez  haberse  demostrado  **que  no  es 
exaeta  ni  recta  lia  aplicación  legal  que  se  da  á  dicha  escritura" 
y  no  siendo  posible  jurídica  ni  literalmente  entendido  aplicarse 
el  inúmero  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la 
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Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  en  cuanto  respecta  á  hechos  en 
el  concepto  en  que  lo  invoca  el  recurrente,  el  error  de  apre- 
ciación consistente  en  conceder  valor  legal  á  un  documento, 
ineficaz  como  se  pretende  que  lo  era  la  escritura  de  que  se  ha- 
bla en  el  séptimo  motivo,  confundiéndose  en  el  recurso  el  error 
de  hecho  con  el  de  derecho ;  no  es  por  tales  razones  de  estimarse 
ninguno  de  los  motivos  alegados,  procede  declarar  sin  lugar  el 
recurso,  y  en  cum-plimiento  del  artfculo  cuarenta  y  nueve  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochoci'entos  noventa  y  nueve 
condenar  en  las  costas  al  recurrente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  José  Silvera  y  Fru- 
tos contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  en  catorce  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve  en  el  juicio  al  principio  referido  con  las 
costas  á  cargo  del  recurrente. 

Y  con  devolución  del  apuntamiento,  comuniqúese  á  la 
Audiencia  por  medio  de  certificación,  esta  sentencia,  la  cual  se 
publicará  en  la  Oaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  a  cargo 
de  la  Secretaria  de  Justicia,  librándose  al  efecto  las  oportunas 
copias. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamos. — ^Pedro  González  Llórente. — Eudaldo  Tama- 
yo. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Giberga.— -Francisco  No- 
val y  Marti. 


HÍCTOR   AVIGNONE    Y    GüISTÍ,    CONTRA   GüSTAVO  DbLLA-LuNA  Y 

Brochi. 

Sentencia  núm.  33  (Octubre  11  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  el  demandado 
Gustavo  Della-Luna  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  29  de  Junio  de  1900, 

USO  INDEBIDO  DE  MARGA  INDUSTRIAL  E  INDEUNI- 

ZAOION  DE  PERJUICIOS. 

Oonflimada  por  la  Audiencia  la  sentencia  de  un  Jnez  de 
Primera  Instancia,  que  declaró  con  logar  la  demanda  estable- 
cida sobre  aso  de  una  marca  en  las  botellas  de  cierto  vino 
que  se  confundían  con  las  qne  expendía  otro  fabricante,  con- 
denando &  aqnél  &  qne  se  abstuviera  de  hacer  uso  de  la  cita- 
da marca,  se  interpuso  contra  este  fallo,  recurso  de  casación, 
el  cual  fué  declarado  sin  lugar,  entre  otros  motivos»  por  no 
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haberse  expresado  con  1»  precisión  y  claridad  dispuesta  en 
la  Orden  sobre  casación,  la  Ley  infringida  por  el  Tribunal 
sentenciador;  concurriendo  además  la  circunstancia  de  que 
al  suponerse  infringida  una  disposición  de  carácter  adminia- 
tratiyo,  se  plantea  una  cuestión  que  por  su  índole  ha  sido 
objeto  de  la  prueba  y  de  la  apreciación  Judicial  sobre  la  mis- 
ma, por  lo  cual  no  puede  proponerse  en  otro  caso  ni  bajo 
otra  forma. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  once  de  Octubre  de  mil  nove- 
cientos, en  los  autos  del  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía 
seguido  por  Héctor  Avignone  y  Guistí,  comerciante  y  vecino  de 
esta  capital,  contra  Gustavo  Della-Luna  y  Brochi,  de  igual  pro- 
fesión y  vecindad,  como  gerente  el  último  de  la  sociedad  G.  D. 
Brochi  y  Compañía,  sobre  uso  indebido  de  marca  industrial  é 
indemnización  de  perjuicios  por  tal  uso  ocasionados;  cuyo  juicio 
pende  ante  este  Tribunal  Supremo  á  consecuencia  del  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto  por  el  demandado 
contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  nueve  de  Junio  ultimo 
por  1-a  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana : 

Resultando:  que  por  la  referida  sentencia  de  la  Sala,  con- 
firmatoria de  la  dictada  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  del 
Distrito  de  la  Catedral,  de  esta  ciudad,  se  aceptaron  la  relación 
de  hechos  y  los  fundamentos  de  derecho  consignados  en  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  la  cual  contiene,  entre  otros,  los 
diez  Resultandos  que  se  transcriben  á  continuación: 

Resultando:  que  el  Procurador  Alfredo  Martínez  Aparicio, 
con  pKxier  y  á  nombre  del  señor  Héctor  Avignone  y  Guistí, 
en  diez  y  siete  de  Febrero  del  corriente  año  y  por  su  escrito  del 
folio  diez  y  siete,  estableció  demanda  en  juicio  declarativo  de 
mayor  cuantía  contra  el  señor  Gustavo  Della-Luna  por  sí  y 
como  gerente  de  G.  D.  Brochi  y  Compañía,  caso  de  que  tal  so- 
ciedad exista  legalmente  constituida,  para  que  se  declare  que  el 
demandado  no  tiene  derecho  á  usar  el  membrete,  marca  ó  rótulo 
**Vennouth  Torino"  G.  D.  Brochi  y  Compañía,  por  no  constar 
se  haya  tomado  razón  en  el  Registro  de  ninguna  marca  **Ver- 
mouth  Torino",  G.  D.  Brochi  y  Compañía,  porque  con  tal  uso 
se  engaña  é  induce  á  error  al  comprador  sobre  la  naturaleza 
y  procedencia  de  semejante  Vermouth,  confundiéndolo  con  la 
marca  Vermouth  Torino  J.  Brochi  y  Compañía,  en  cuya  pose- 
sión se  encuentra  su  representado  como  sucesor  de  J.  Brochi  y 
Compañía,  y  que  se  condene  al  demandado  á  que  se  abstenga 
del  nao  indicado  y  á  que  abone  á  su  poderdante  la  suma  de  diez 
mil  pesos  oro,  por  los  perjuicios  que  le  ha  ocasionado  y  sigue 
ocasionando  y  al  pago  de  las  costas ;  y  funda  dicha  demanda  en 
los  siguientes  hechos: 
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Que  en  cuatro  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa,  don 
Juan  Brochi,  con  casa  abierta  en  la  calle  de  Industria  número 
ciento  treinta  y  ocho,  presentó  en  el  Gobierno  Civil  de  la  Pro- 
vincia de  la  Habana  una  instancia  acompañando  los  diseños  y 
nota  detallada  de  una  marca  para  vino  Vennouth  titulada 
^^Martini  é  Roesi",  que  deseaba  inscribir  como  de  su  propiedad, 
para  usarla  en  los  efectos  de  dicho  ramo,  y  cumplir  además  con 
lo  dispuesto  en  Iqs  artículos  veinte  y  cuatro  y  veinte  y  cinco 
del  Real  Decreto  de  veinte  y  uno  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cuatro,  sobre  el  uso  de  las  marcas  en  los  productos  de 
la  industria : 

Que  don  Juan  Brochi  presentó  en  el  propio  Gobierno  Civil 
el  eertiftcadp  italiapo  y  su  traducción  legalmente  autorizada  por 
el  Con§(ulado  de  diüha  Nación  justificativo  de  la  inscripción  de 
dicta  marea  &d.  el  país  de  origeq,  ó  sea  en  Turín : 

Que  satisfecho  ese  requisito  fué  remitido  á  Madrid  el  expe- 
diente forpi^o  y  el  Ministro  de  Ultramar,  por  Real  Orden  de 
dos  de  Agosto  de  mil  ochocientos  uoventa  y  tr^  dispuso  la  ins- 
cpipcián  en  éstft  de  la  marc^  para  vino  Vermouth,  según  soli- 
citaba don  Juan  Brochi  como  apoderado  de  los  señores  Martini 
i  Rppsi,  de  TuTÍ« : 

Que  al  loHo  trescientos  ti^  del  Libro  Registro,  número 
cuatro  de  expedición  de  certificados  de  propiedad  de  uiavcas  que 
se  lleva  en  el  Negocá^udo  de  Induciría  y  Comercio,  existe  el 
asienta  por  el  que  consta  haberse  e:8yp6dido  titulo  de  propiedad 
de  1^  mareta  para  Vennouth,  titulan  ' '  Martini  é  Bossi ' '  á  {avor 
de  dou  Juau  Brochi; 

Que  don  Héctor  Aviguone  presentó  en  el  Gohieiiiio  Civil  de 
li^  Provincia  el  testimonio  de  escritura  de  tres  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  otorgado  i^te  el  Notario  Fran- 
cisco de  Castro,  por  la  cual  se  reconoce  haber  pasado  i  la  pro- 
piedad d^l  referido  Avignone  1|^  marc^  que  don  Juan  Brochi 
tenía  registrada,  como  asimisn^)  los  diseños  i^utorizados  para  la 
misma: 

Que  según  la  certificación  del  Registro  Mercantil  que  acom- 
paña, no  existe  ninguna  sociedad  comercial  registrada  con  la 
denominación  de  G.  D.  Brochi  y  Compañía,  como  tampoco  apa- 
rece inscrito  á  favor  de  G.  D.  Brochi  y  Compañía  el  título  de 
la  propiedad  industrial  ó  marca  de  fábrica  **  Vermouth  Torino.*' 

Que  las  etiquetas  del  Vermouth  Torino  fabricado  por  los 
señores  Martini  é  Rossi  é  importado  exclusivamente  en  Cuba  por 
J.  Brochi  y  Compañía,  hoy  su  sucesor  don  Héctor  Avignooe,  y 
las  etiquetas  exclusivas  pi^a  Cuba  propiedad  de  este  último, 
comprenden:  la  etiqueta  principal,  mide  ciento  cuftrenta  y  dos 
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por  cielito  Xve&  milímetros  y  está  impresa  en  cinco  colores,  i 
saber :  negro,  colorado,  salmón,  celeste  y  oro,  sobre  papel  blanco. 
El  fondo  general  de  la  etiqueta  es  celeste.    Está  limitada  por  un 
borde  dorado  de  doscientos  doce  milímetros  de  ancho  que  en  los 
ájigulos  forma  un  pequeño  arco  de  círculo  reentrante,  en  cuyo 
centro  hay  un  cuadradito  colorado.   En  la  parte  superior  de  la 
etiqueta  hay  un  campo  color  salmón,  un  borde  dorado  y  adorno 
superior  colorado  co|i  un  letrero  que  dice  etiqueta  particular 
(en  tinta  negra)  para  Cuba  (en  tinta  colorada.)    En  un  campo 
colorildo  que  ocupa  la  parte  central  de  la  etiqueta  y  que  está 
limitada  por  mx  borde  dorado  de  dibujo  fantástico,  hay  un 
l^tr^ra  que  dice  '*Vino  Vermouth  de  Turín"  teniendo  las  letras 
de  la  palabra  Vino,  cuatro  milímetros;  la  de  Vermouth,  nueve 
milimetrcfi  y  las  de  Turín,  cinco  milímetros ;  siendo  de  notar  que 
menos  la  palabra  de,  cuyas  letras  miden  uno  y  medio  milímetros 
y  están  en  tinta  negra»  todas  las  demás  son  blancas.    En  el  kido 
izquierdo  superior  de  este  campo  hay  el  Escudo  de  Italia,  algo 
inclinado  á  la  izquierda,  y  al  lado  derecho  el  Escuado  de  Por- 
tugial'    Entr^  lo^  dos  escudos,  en  campo  dorado,  hay  una  medal'la 
la  que  doja  ver  á  la  derecha  la  mitad  de  otra  que  figura  estar 
colocada  debajo  de  la  primera.     La  primera  parte  de  la  mitad 
de  la  etiqueta,  está  ocupada  por  cuatro  medallas  de  oro  á  la 
derecha  y  ciiiitro  á  la  izquierda,  sobre  el  fondo  celeste  general 
de  la  etiqueta  y  entre  dichas  medallas,  al  centro,  el  Escudo  de 
}a  Giqdad  de  Turín.    I/a  parte  baja  de  la  etiqueta  está  ocupada 
por  wa  campo  color  salmón  limitado  por  un  borde  dorado  de 
dos  y  medio  milímetros  de  ancho  con  varios  adornos  y  volutas, 
sobretodo  en  la  parte  inferior,  en  las  cuales  además  del  oro  en- 
tran el  negro,  el  colorado  y  el  azul  y  un  letrero  que  dice  Mar- 
tini  y  Bossi  (en  letra  colorada),  sucesores  (letra  aznl),  Martini 
Sala  y  CoiQpañia,  (letra  negra.)    Las  letras  de  Martini  y  Bossi 
miden  siete  milímetros,  las  de  sucesores  dos  milímetros  y  cuatro 
milímetros  )as  de  Martini  Sala  y  Compañía.    La  segunda  eti- 
queta mide  treinta  y  dos  milímetros  de  ancho  por  cíente  veinte 
y  cinco  de  largo,  está  impresa  longitudinalmente  en  negro,  calo- 
rado y  ero,  sobre  papel  blanco,  el  cual  forma  el  fondo  en  que 
está  el  letrero  en  tinta  negra  **J.  Brochi  y  Compañía,  únicos 
importadores  para  la  Isla  de  Cuba,  Vermouth  Martini  y  Eossi." 
El  borde  está  hecho  por  un  filete  colorado  de  cuatro  y  medio 
milímetros  de  apcbo,  en  cuyo  centro  corre  otro  filete  de  dos  y 
medio  milímetros  dorado  con  sombra  negra  en  la  parte  inferior. 
Dicho  borde  corre  paralelo  en  la  parte  de  la  etiqueta.    En  los 
extremos  forma  adornos  simétricos  reentrantes  con  florones  de 
oro  sobre  fondo  colorado.    La  tercera  etiqueta  ó  de  garantía  está 
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escrita  en  una  tira  de  papel  blanco  de  ciento  diez  milímetros 
por  veinte  y  cinco.  El  fondo  verde  claro  representa  desde  el 
centro  para  cada  lado  tres  medallas  de  mayor  á  menor  midiendo 
veinte  y  uno,  diez  y  nueve  y  diez  y  siete  milímetros  de  diámetro, 
respectivamente;  á  los  dos  extremos  hay  el  escudo  de  Italia; 
sobre  dicho  fondo  hay  el  siguiente  letrero  litografiado  en  tinta 
negra  imitando  manuscrito,  en  italiano,  con  una  rúbrica:  Agua- 
rentigia  del  Nostox)  producto  Martina  é  Bossi : 

Que  á  la  iniciativa  y  constancia  de  don  Juan  Brochi  se  debe 
la  introducción  del  Vermouth  Torino  y  la  popularidad  que  ha 
alcanzado  en  ia  Habana  y  demás  poblaciones  de  la  Isla,  de  tal 
modo  que  el  comercio  entre  los  importadores  de  vino  y  aún  en 
el  público  consumidor,  al  negociar  sobre  Vermouth  Torino  se 
entiende  generalmente  el  que  lleva  el  nombre  de  Brochi:  que 
la  tarjeta  que  acompaña  expresa  como  don  Gustavo  Della-Luna 
expende  un  vino  con  la  siguiente  indicación:  Vermouth  Torino 
G.  D.  Brochi  y  Compañía, — Monserrate  número  cincuenta  y 
uno.  Habana: 

Que  el  gerente  de  la  sociedad  G.  D.  Brochi  y  Compañía, 
sobrino  por  parte  de  madre  de  don  Juan  Brochi,  se  anuncia  en 
la  tarjeta  acompañada  G.  D.,  omitiendo  especificar  que  su  ape- 
llido paterno  es  Della-Luna:  que  don  Gustavo  Della-Luna  ex- 
pende en  la  Habana  y  fuera  de  ella  un  Vermouth  Torino  que 
patrocina  con  la  marca  G.  D.  Brochi  y  Compañía,  conducta  que 
viene  siguiendo  desde  hace  tiempo:  que  teniendo  en  cuenta  no 
solo  el  valor  de  la  pérdida  que  ha  sufrido  don  Héctor  Avignone 
con  el  plan  realizado  por  don  Gustavo  Ddla-Luna,  sino  también 
el  de  la  ganancia  que  ha  dejado  de  obtener  y  los  daños  y  per- 
juicios que  conocidamente  se  derivan  de  atentar  don  Gustavo 
Della-Luna  contra  el  derecho  que  exclusivamente  pertenece  á 
don  Héctor  Avignone,  éste  ha  sufrido  por  los  tres  conceptos 
indicados  daños  y  perjuicios  cuya  ascendencia  puede  fijarse  en 
diez  mil  pesos  oro;  y  que  don  Gustavo  Della-Luna  fué  citado  á 
conciliación : 

Resultando:  que  el  procurador  Martínez  Aparicio  acompa- 
ñó con  su  escrito  de  demanda,  además  del  testimonio  de  poder 
del  folio  primero  los  documentos  siguientes:  fojas  cinco,  una 
certificación  expedida  por  el  Secretario  del  Juzgado  Municipal 
de  Belén,  de  la  que  consta  haberse  intentado  la  conciliación  en 
trece  de  Febrero  del  corriente  año ;  fojas  ocho,  una  certificación 
expedida  en  dos  de  Diciembre  del  año  própdmo  pasado  expedida 
por  el  Subsecretario  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  de 
la  que  consta  que  en  tres  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  uno  se  expidió  á  favor  de  don  Juan  Brochi  título  de  propiedad 
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ée  ia  marea  para  Vermouth  titulada  Martini  é  Bossi  y  que  dicha 
marca  pasó  á  ser  propiedad  de  don  Héctor  Avignone,  como 
sucesor  de  don  Juan  Brochi ;  fojas  nueve,  otra  certificación  ex- 
pedida en  cinco  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa,  expedida 
por  la  Secretaría  del  Gobierno  Civil  de  la  Provincia  de  la  que 
consta  que  el  cuatro  de  Julio  del  referido  año  presentó  don 
Jnan  Brochi  una  instancia  con  la  que  acompañó  diseño  y  nota 
detallada  de  una  marca  para  vino  Vermouth  titulada  Martini 
é  Rossi,  solicitando  inscribirla  como  de  su  propiedad;  á  fojas 
diez,  una  comunicación  dirigida  á  don  Juan  Brochi  por  la  Se- 
cretaria del  Gobierno  General  con  fecha  diez  y  nueve  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  trasladándole  la  Real 
Orden  por  la  que  se  autorizaba  la  inscripción  de  la  marca  para 
vino  Vermouth  que  tenia  solicitada  como  apoderado  de  Martini 
é  Rossi,  de  Turfn ;  á  fojas  doce,  otra  certificación  expedida  por 
el  Registrador  Mercantil  de  esta  Provincia  en  treinta  y  uno  de 
Enero  del  corriente  año,  de  la  que  consta  que  no  existe  inscrita 
ninguna  sociedad  mercantil  titulada  G.  D.  Brochi  y  Compañía 
y  sí  una  que  se  titula  J.  Brochi  y  Compañía,  sociedad  en  coman- 
dita, de  la  que  es  gerente  don  Héctor  Avignone;  ¿  fojas  ca- 
torce, una  copia  sin  autorizar  en  la  que  se  describen  las  etiquetas 
del  Vermouth  Torino  fabricado  por  los  señores  Martini  é  Rossi 
é  importado  en  Cuba  exclusivamente  por  J.  Brochi  y  Compañía, 
H.  Avignone,  sucesor,  etiquetas  exclusivas  para  Cuba  propiedad 
de  H.  Avignone: 

Resultando:  que  por  providencia  del  folio  veinte  y  cuatro 
vuelto,  se  tuvo  por  ]>arte  al  procurador  Alfredo  Martínez  Apa- 
ricio á  nombre  de  .don  Héctor  Avignone  y  Guisti  y  por  estable- 
cida la  demanda,  se  confirió  de  eUa  traslado  con  emplazamiento 
en  forma  á  don  Gustavo  Della-Luna: 

Resultando:  que  emplazado  don  Gustavo  Della-Lima  por 
sí  y  como  gerente  de  la  sociedad  de  G.  D.  Brochi  y  Compañía, 
fojas  veinte  y  seis  y  veinte  y  ocho,  el  procurador  Antonio  Ar- 
jona  se  personó  á  su  nombre  con  los  referidos  caracteres,  fojas 
treinta  y  dos,  acompañando  el  testimonio  de  poder,  fojas  veinte 
y  nueve,  y  solicitando  se  le  tuviera  por  parte,  y  por  la  provi- 
dencia del  folio  treinta  y  tres  se  accedió  á  dicha  solicitud  orde- 
nándosele contestara  la  demanda  dentro  del  término  de  veinte 
días: 

Resultando:  que  el  referido  procurador  Arjona,  por  su 
escrito  del  folio  sesenta  y  nueve  contesta  la  demanda  pidiendo 
se  declare  sin  lugar  y  con  las  costas  á  cargo  de  don  Héctor 
Avignone,  y  estableciendo  reconvención  contra  el  demandante, 
para  que  se  abstenga  de  usar  el  apellido  Brochi  en  las  etiquetas 
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de  los  productos  que  elabore  y  venda,  indemuizaiido  4  la  soeiedad 
de  G.  D.  Brochi  y  Compañía,  por  los  perjuicios  que  eoB  dicho 
uso  le  ocasiona  en  la  cantidad  de  diez  mil  pesos  en  oix>,  y  esta- 
blece como  hechos  de  la  contestación  y  de  la  reconvención,  los 
siguientes :  que  no  le  afecta  la  certeza  de  los  hechos  contenidos 
en  la  demanda  mai^cados  con  I09  números  del  uno  al  cuatro; 
que  si  bien  es  cierta  el  hecho  referido  en  el  número  quinto,  no  se 
ha  justificado  por  ningún  medio  el  haber  pasado  á  ser  propie- 
dad de  don  Héctor  Avignone  la  marca  registrada  por  don  Juan 
Brochi  en  tres  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno; 
que  aunque  se  hubiera  justificado  ese  extremo  la  sociedad  cons- 
tituida entre  don  Héctor  Avignone  y  doña  Magdalena  Hernán- 
dez y  Fernández  de  Córdova,  terminaba  en  treinta  y  uno  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  y  se  disolvió  por 
fallecimiento  de  la  señora  Hernández,  ocurrido  en  siete  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis;  que  fué  condición 
pactada  en  la  escritura  de  tres  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro,  cláusula  vigésima  segunda,  que  si  la  disolución 
de  la  sociedad  lo  fuera  por  fallecimiento  de  la  señora  Hernán- 
dez, el  señor  Avignone,  con  la  intervención  del  albacea  de  aqué- 
lla, procediera  á  la  liquidación  de  la  misma,  quedando  Avignone 
único  y  exclusivo  dueño  de  la  casa,  incluso  la  propiedad  de  la 
marea  de  la  fábrica  de  dulces  ^'La  Rosita"  y  autorizado  para 
continuar  usando  la  misma  razón  social  en  esta  forma:  ''J.  Bro- 
chi y  Compañía,  Héctor  Avignone,  sucesor";  que  ni  después 
del  fallecimiento  de  la  adñora  Hernández  y  antes  del  treinta  y 
uno  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  en  que  ter- 
minaba legalmente  la  sociedad,  ni  con  posterioridad  hasta  el 
presente,  ha  agregado  don  Héctor  Avignone  en  las  etiquetas 
de  la  marca  de  Vermouth  Torino  de  los  señores  Martini  y  Sala  y 
Compañía,  sucesores  de  Martini  é  Bossi,  las  palabras  ''Héctor 
Avignone,  sucesor",  según  se  comprueba  con  las  etiquetas  por 
él  usadas  y  que  reseña  en  la  descripción  que  acompaña  con  la 
demanda  y  con  las  papeletas  de  remisión  que  con  este  escrito  se 
acompañan,  de  fechas  primero  de  Febrero  y  diez  y  seis  de 
Marzo  del  corriente  año ;  que  no  es  exclusivo  de  la  casa  de  Mar- 
tini, Sala  y  Compañía,  sucesores  de  Martini  é  Bossi,  el  introducir 
y  vender  en  esta  Isla  Vermouth  Torino,  como  se  justifica  con 
las  diez  y  nueve  etiquetas  que  acompaña,  entre  las  que  hay 
nueve  especiales  para  esta  Isla;  que  la  sociedad  que  repiesienta 
está  legalmente  constituida  según  la  escritura  social  de  prim^w 
de  Febrero  de  este  año,  que  acompaña,  de  la  que  se  insertó  eu 
el  poder  la  cláusula  oportuna ;  que  según  resulta  del  certificado 
de  T^acimiento  que  original  acompaña  su  x>odeidante,  por  ser 
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Ilijo  de  don  Pedro  Della-Luna  y  doña  Regina  Brochi,  tiene 
perfecto  derecho  á  usar  de  este  apellido;  que  según  resulta  de 
la  certificación  expedida  por  el  Registrador  Mercantil  de  esta 
ciudad,  que  acompaña,  con  posterioridad  al  treinta  y  uno  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  no  se  ha  inscrito 
ni  tomado  razón  de  ninguna  sociedad  que  ostente  la  razón 
social  de  J.  Brochi ;  que  don  Oustavo  Della-Luna  se  firma  como 
se  expresa  en  el  hecho  décimo  de  la  demanda  en  los  documentos 
que  hacen  relación  á  la  sociedad  de  que  es  gerente  G.  D.  Brochi, 
con  el  mismo  derecho  con  que  el  Fiscal  de  esta  Audiencia,  por 
ejemplo,  que  se  llama  Augusto  Valdés  Martínez  Ayala,  se  firma 
Augusto  V.  M.  Ayala,  ó  con  el  que  el  anterior  Fiscal,  que  sfe 
nombra  Juan  Valdés  Pagés,  se  firma  J.  V.  Pagés,  ó  con  el  que 
el  último  Capitán  Generri  de  esta  Isla  en  tiempo  de  la  soberanía 
española,  Adolfo  Jiménez  Castellanos,  firmaba  Adolfo  J.  Caste- 
llanos, ó  con  el  qué  los  distinguidos  letrados  honra  de  nuestro 
foro,  Dr.  Antonio  González  de  Mendoza  y  Pedro  González  Lló- 
rente, se  firman  A.  G.  Mendoza  y  Pedro  G.  Llórente,  y  tantos 
otros  como  podría  citar,  sin  que  á  nadie  se  le  haya  ocurrido 
pensar  que  todos  ellos  realicen  semejantes  omisiones  con  fines 
y  propósitos  engañosos,  sino  porque  así  les  place;  y  que  al  usar 
indebidamente  don  Héctor  Avignone  el  apellido  de  Brochi  en 
hs  etiquetas  de  los  productos  que  vende  de  su  almacén  y  espe- 
cialmente en  Vermouth  Torino,  causa  verdadero  perjuicio  al  que 
expende  su  poderdante,  el  que  con  legítimo  derecho  ostenta  ese 
apellido. 

Resultando:  que  con  su  escrito  de  contestación  acompañó 
*1  procurador  Arjona  los  documentos  siguientes:  el  testimonio 
del  folio  treinta  y  seis,  que  lo  es  de  la  escritura  otorgada  ante 
el  Notario  Francisco  de  Castro  en  primero  de  Febrero  del  co- 
rriente año,  y  por  la  que  don  Gustavo  Della-Luna  y  Brochi  y 
don  Abrahan  Marelly  Spigliantini  constituyeron  sociedad  co- 
mercial bajo  la  razón  de  G.  D.  Brochi  y  Compañía,  para  dedi- 
carse á  la  fabricación  y  venta  de  Vino  Vermouth,  Cognac,  Ani- 
sete, Moscatel  y  otros  licores,  así  como  también  á  otras  cosas 
que  los  socios  juzguen  cOíivenientc,  aparecienldo  al  pie  de  dicho 
documento  en  la  hoja  número  dos  mil  doscientos  cuarenta  y 
dos,  folio  setenta,  Libro  trigésimo  séptimo  de  sociedades,  ins- 
cripción primera  del  Registro  Mercantil,  con  fecha  seis  de  Fe- 
brero de  este  mismo  año ;  á  fojas  cuarenta  y  dos,  una  certifica- 
ción expedida  en  diez  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho  por  el  Registiudor  Mercantil  de  esta  Provincia,  de  la 
qBe  consta  que  en  dicho  Registro  aparece  una  inscripción  de 
disolución  y  constitución  de  sociedad  de  la  que  aparece  que 
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doña  Magdalena  Hernández  y  Fernández  de  Córdova  y  don 
Héctor  Avignone,  habiendo  fallecido  don  Juan  Brochi  y  vencida 
el  plazo  de  la  sociedad  de  J.  Brochi  y  Compañía,  la  dan  por 
terminada  y  constituyen  otra  bajo  la  misma  razón  social  de 
J.  Brochi  y  Compañía,  sociedad  en  comandita,  para  la  importa- 
ción y  venta  de  víveres,  comisiones  en  general  y  fabricación  de 
dulces  y  conservas  con  la  marca  **La  Rosita";  á  fojas  cuai^nta 
y  cuatro,  una  partida  bautismail  escrita  en  idioma  italiano  lega- 
lizada por  el  Cónsul  de  España  en  Florencia,  y  al  folio  cuarenta 
y  cinco  la  traducción  al  castellano  del  anterior  documento,  hecha 
en  el  Consulado  de  España  en  Florencia  y  legalizada  en  Madrid 
por  el  Sub-Secretario  del  Ministerio  de  Estado,  y  de  la  que 
consta  que  el  día  siete  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
cuatro  fué  bautizado  Gustavo  Della-Luna,  hijo  de  don  Pedro  y 
de  doña  Regina  Brochi,  en  la  iglesia  del  Santísimo  Nombre  de 
Jesús,  en  Pratonechio;  del  folio  cuarenta  y  siete  al  sesenta  y 
seis  un  cuaderno  conteniendo  diferentes  etiquetas  de  Vermouth 
Torino;  y  á  los  folios  sesenta  y  siete  y  sesenta  y  ocho,  dos  re- 
misiones de  efectos  de  la  casa  J.  Brochi  y  Compañía,  sociedad  en 
comandita : 

Resultando:  que  conferido  traslado  en  réplica  á  la  parte 
demandante  lo  evacúa  por  su  escrito  del  folio  noventa  solicitando 
se  falle  en  definitiva  como  tiene  solicitado  en  su  demanda  y  se 
declare  sin  lugar  la  reconvención  establecida  por  el  demandado, 
con  las  costas  á  su  cargo,'  y  fijando  definitivamente  los  hechos 
del  debate,  manifiesta  que  reproduce  los  marcados  con  los  nú- 
meros primero,  segundo,  tercero,  cuarto,  quinto,  séptimo,  octavo, 
noveno,  décimo  primero,  décimo  segundo  y  décimo  tercero,  mo- 
dificando el  sexto  y  décimo  y  añadiendo  otros  en  la  forma  si- 
guiente: la  certificación  del  Registro  Mercantil  que  acompañó 
con  la  demanda,  expresa  no  existir  ninguna  sociedad  mercantil 
G.  D.  Brochi  y  Compañía  inscrita  hasta  el  treinta  y  uno  de 
Enero  del  corriente  año,  por  haber  tenido  lugar  la  inscripción 
el  seis  de  Febrero,  según  la  nota  puesta  al  folio  cuarenta  y  uno, 
y  queda  subsistente  el  otro  particular  á  que  se  contrae  el  hecho 
sexto,  ó  sea  no  aparecer  inscrita  á  favor  de  G.  D.  Brochi  y  Com- 
pañía el  título  de  la  propiedad  industrial  ó  marca  de  fábrica 
Vermouth  Torino;  que  el  gerente  de  la  sociedad  G.  D.  Brochi 
y  Compañía,  sobrino  por  parte  de  madre  del  difunto  don  Juan 
Brochi,  se  anuncia  en  la  tarjeta  acompañada  con  la  demanda 
G.  D.,  omitiendo  especificar  que  su  apellido  paterno  no  es  Luna, 
porque  siendo  Della  el  genitivo  de  la  del  castellano,  no  cabe 
que  en  la  abreviatura  de,  se  sobreentienda  Luna,  cuyo  apellido 
aparece  separado  del  Della  en  la  partida  bautismal : 
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Que  con  fecha  cinco  de  Abril  del  corriente  año,  por  la  Se- 
cretaría de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  y  Obras  Públi- 
cas, después  de  indicar  que  se  decía  lo  mismo  al  señor  don  Gus- 
tavo Della-Luna,  se  manifestó  á  don  Héctor  Avignone  que  visto 
el  expediente  promovido  por  don  Gustavo  Della-Luna  y  Broclii, 
gerente  de  la  sociedad  G.  D.  Brochi  y  Compañía,  solicitamlo 
inscribir  como  de  la  sociedad  un  diseño  para  distinguir  Ver- 
mouth  al  uso  Torino,  así  como  la  oposición  formulada  á.  «licha 
inscripción  por  el  señor  Héctor  Avignone,  propietario  de  otra 
de  la  misma  industria,  con  la  cual  estima  que  se  presta  á  con- 
fusión, y  lo  informado  respecto  al  particular  por  la  Sociedad 
Económica  de  Amigos  del  País,  el  Honorable  Secretario,  en 
acuerdo  del  día  de  ayer,  se  ha  servido  negar  al  señor  Gustavo 
Della-Luna  su  expresada  pretensión  por  usarse  en  el  diseño  en 
la  firma  de  la  razón  social  el  apellido  Brochi  i*n  primer  lugar, 
correspondiendo  el  segundo,  lo  que  con  otra  nárcunstancia  de 
detalle,  la  hacen  se  preste  á  confusión  con  la  que  existe  inscrita 
conocida  por  Martini  é  Bossi ;  que  cuando  D.  Gustavo  Della-Luna 
t^nía  su  domicilio  en  Monserrate  cincuenta  y  uno  y  con  poste- 
rioridad en  la  calle  de  San  José,  bajos  del  Centro  Asturiano, 
antes  y  después  de  la  escritura  de  sociedad  de  Febrero  de  mil 
ochocrentos  noventa  y  nueve,  observó  el  mismo  proceder  de 
expender  Vermouth  Torino  que  perjudica  á  don  Héctor  Avig- 
none y  que  no  ha  cambiado  de  conducta  con  posterioridad  á  la 
resolución  de  la  Secretaría  de  Agricultura,  Industria  y  Comer- 
cio, que  le  negó  autorización  para  la  etiqueta  que  viene  utilizan- 
do, y  que  según  la  referida  comunicación  de  la  expresada  Secre- 
taría ai  promover  el  expediente  el  demandado  **  Gustavo  Della- 
Luna  y  Brochi",  siendo  una  de  las  razones  para  negar  su  pre- 
tensión el  usar  en  el  diseño  de  la  firma  de  la  razón  social  el 
apellido  Brochi  en  primer  lugar,  correspondiendo  el  segundo : 

Resultando :  que  con  el  escrito  de  réplica  acompañó  el  actor 
los  periódicos  que  ocupan  los  folios  ochenta  y  cinco,  ochenta  y 
seis  y  ochenta  y  siete  correspondiendo,  respectivamente,  á  un 
número  del  Diario  de  la  Marina  de  diez  y  seis  de  Marzo  último, 
de  El  Comercio,  de  primero  de  Febrero  y  del  Nuevo  País,  de 
cuatro  de  dicho  mes;  y  la  comunicación  de  la  Secretaría  de 
Agricultura,  Industria,  Comercio  y  Obras  Públicas  de  quince 
de  Abril  de  este  año  y  de  la  que  se  hace  relación  en  dicho  escrito 
de  réplica,  que  ocupa  el  folio  ochenta  y  nueve : 

Resultando :  que  por  providencia  del  folio  noventa  y  nueve 
vuelto,  se  confirió  traslado  en  duplica  ai  demandado  por  el  tér- 
mino de  diez  días : 

Resultando :  que  por  providencia  del  folio  ciento  uno  vuelto 
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y  por  no  haber  evacuado  el  demandado  el  traslado  en  duplica 
dentro  del  término  que  se  le  señaló,  se  tuvo  por  decaído  el 
derecho  que  había  dejado  de  usar,  disponiéndose  dar  á  los  autos 
el  curso  correspondiente;  y  por  la  providencia  del  folio  ciento 
dos  vuelto,  j  por  haber  transcurrido  el  plazo  á  que  se  contrae 
el  segundo  párrafo  del  artículo  quinientos  veinte  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil  sin  haber  presentado  su  escrito  de  duplica 
el  pi'ocürador  Arjona,  se  declaró  firme  la  ph)videncia  del  folio 
ciento  uno  vuelto : 

Resultandú:  que,  abierto  di  juicio  á  prueba  y  recibida  la 
que  propusieron  ambos  litigantes,  ee  dispuso,  en  cinco  de  Sep- 
tiembre de  inil  ochocientos  noventa  y  nueve,  la  entrega  de  los 
autos  para  conclusión,  y  el  actor,  después  de  satisfecho  dicho 
tt-amite,  presentó,  primero :  una  comunicación  dirigida  al  mismo 
por  el  EÍepartamento  de  Agricultura,  Industria  y  Comercio  y 
Obras  Públicas,  haciéndole  saber  el  acuerdo  de  fecha  seis  de 
Octubre  de  dicho  año,  por  el  cual,  habida  cuenta  á  que  el  diseño 
presentado  por  G.  D.  Brochi  y  Compañía  en  solicitud  de  ins- 
cripción de  la  maitea  pdra  Vermouth  Torino  denominada  **  Ita- 
lia", se  presta  á  errot*  6  confusión  con  la  de  Martini  é  Bossi, 
**  debidamente  registrada,  y  que  en  un  dibujo  adicional  á  dicha 
**  marca  se  pretende  mantener  el  lema  G.  D.  Brochi  y  Compañía, 
omitiéndose  el  primer  apellido  del  peticionario,  que  es  Della- 
Luna",  fué  denegada  la  referida  inscripción;  segundo:  un 
numero  del  periódico  La  Unión  Española  correspondiente  al  día 
ocho  de  Octubre,  en  el  que  se  publica  un  suelto  manifestando 
baiberse  denegado  dicha  marca  a  los  señores  G.  D.  Brochi  y  Com- 
pañía; cuyos  documentos  sostuvo  la  parte  demandada  que  no 
debían  admitirse  y  sdicitó  que  se  devolvieran  al  demandante, 
quien  impugnó  esta  pretensión : 

Resultando :  que  el  Juez,  en  sentencia  de  seis  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  declaró  admisibles  los  docu- 
mentos presentados  en  trámite  de  conclusión,  y,  teniendo  en 
cuenta  que  por  el  demandante  se  ha  justificado  su  derecho  en 
la  marca  Vermouth  Torino  que  fabricaban  en  Italia  los  señores 
Martini  é  Rossi,  después  Martini  é  Sala,  y  de  que  era  apoderado 
en  esta  Isla  doü  Juan  Brochi,  á  cuyo  nombre  se  inscribió  y  á 
quien  se  expidió  título  de  propiedad,  usando  el  membrete  6  eti- 
queta J.  Brochi  y  Compañía,  de  la  que  se  tomó  razón  en  el 
Gobierno  Civil  de  esta  Provincia,  habiéndose  luego  trasmitido  al 
demandante  por  escritura  de  la  que  también  se  tomó  razón  en  el 
mencionado  Gobierno  Civil,  así  como  de  los  diseños  autorizados 
por  la  misma,  y  que  igualmente  se  ha  justificado  la  expendición 
por  el  demandado  Gustavo  Della-Luna  y  Brochi  de  un  producto 
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industrial  de  idéntica  clase  con  la  marca  que.  usa  en  la  tarjeta 
y  en  los  membretes  de  su  casa  comercial,  figurando  en  aquélla 
solamente  con  todas  sus  letras  el  apellido  Brochi,  único  que  se 
destaca  y  percibe  visiblemente  por  el  público  consumidor,  que 
no  puede  fijarse  en  las  iniciales  en  que  tan  solo  se  diferencian 
ambas  mareas,  casi  iguales,  produciéndose  por  ello  la  confusión 
de  una  con  otra  á  que  aluden  las  resoluciones  de  la  Secretaría 
del  Ramo,  denegatorias  de  la  inscripción  pedida  por  el  deman- 
dado, quien,  en  tal  virtud,  ha  usado  indel?idamente  del  diseño  ó 
marca  que  ha  producido  dicha  confusión,  ocasionando  al  de- 
mandante perjuicáos  evidentes,  cuya  cuantía  no  es  aún  estima^ 
ble  en  el  juicio,  mientras  el  demandado,  por  su  parte,  ni  por  la 
naturaleza  y  calidad  de  la  prueba  testifical  traída  ni  por  la 
documental  que  ha  exhibido  y  que  lejos  de  destruir  corrobora 
los  derechos  del  actor,  ha  podido  enervar  ni  aminorar  la  razón 
derecha  con  que  éste  ha  interpuesto  su  demanda,  declaró  ésta 
con  lugar  y  sin  lugar  la  reconvención  propuesta  por  el  deman- 
dado, de  la  cual  absolvió  al  primero,  decretando  que  el  último  no 
tiene  derecho  á  usar  el  membrete,  marca  ó  rótulo  '/Vermouth 
Torino  G.  D.  Brochi  y  Compañía"  y  condenándolo  en  conse- 
cuencia á  que  se  abstenga  de  su  uso,  como  también  á  que  indem- 
nice al  actor  los  perjuicios  que  le  ha  ocasionado  por  el  uso  inde- 
bido que  ha  venido,  haciendo  de  la  citada  marca  y  cuyo  importe 
en  cantidad  líquida  se  fijará  y  hará  efectivo  por  los  trámites 
establecidos  para  ejecución  de  las  sentencias,  é  imponiendo  ade- 
más al  demandado  las  costas  del  litigio : 

Resultando:  que  apelada  la  referida  sentencia  por  e^l  de- 
mandado y  confirmada,  según  queda  dicho,  en  virtud  de  sus  pro- 
pios fundamentos  por  la  que  dictó,  con  fecha  veinte  y  nueve  de 
Junio  del  corriente  año,  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de 
la  Habana,  que  á  la  vez  condenó  al  apelante  en  las  costas  de 
la  apelación,  contra  este  fa:llo  interpuso  la  misma  parte  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley,  que  dice  autorizado  por  el 
esáo  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  de 
Enjuiciamiento  Civil,  consignando  como  motivos  del  recurso : 

Primero.  Que  se  ha  infringido  por  indebida  aplicación  el 
Real  Decreto  de  veinte  y  uno  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cuatro,  por  cuanto  en  la  sentencia  se  condena  al  de- 
mand'ado  á  no  usar  el  membrete  marca  ó  título  '*Vermouth 
Torino  Q.  D.  Brochi  y  Compañía"  porque  con  él  se  induce  á 
error  al  comprador,  confundiéndolo  con  la  marca  Vermouth  To- 
rino J.  Brochi  y  Compañía,  siendo  así  que  no  hay  ninguna 
marea  de  este  nombre,  sino  que  la  extinguida  sociedad  de  '' J« 
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Brochi  y  Compañía"  tifiaba  unas  etiquetas  por  las  que  expresaba 
que  era  el  único  importador  del  *'Vermouth  Torino  Martini  é 
Rofisi  y  Com^pañía": 

•Secundo.  Que  también  infringe  la  sentencia  la  doctrina 
contenida  en  la  Real  Orden  de  veinte  y  tres  de  Junio  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  ocho  y  resolución  del  Gobierno  General 
de  esta  Isla  inserta  en  la  Gaceta  de  trece  de  Enero  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  nueve,  aplicables  como  doctrina  legal : 

Resultando,  Que  admitido  el  recurso  y  personados  aimbos 
litigantes  ante  este  Supremo  Tribunal,  ha  transcurrido  sin  pro- 
moción alguna  el  término  para  instrucción  y  se  ha  celebrado  en 
veinte  y  nueve  de  Septiembre  último  la  correspondiente  vista, 
con  asistencia  de  los  respectivos  letrados  defensores,  que  infor- 
maron, sosteniendo  el  del  recurrente  el  recurso  establecido  6  im- 
pugnándolo el  de  la  otra  parte. 

«Siendo  Ponente  eil  M¡agista:^o  Octavio  Giberga: 
Considerando :  en  cuanto  al  primer  motivo  del  recurso,  que  el 
recurrente  no  ha  expresado  con  la  precisión  y  claridad  dispues- 
tas en  el  número  cuarto  del  articulo  quinto  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  del  año  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  cuál  es 
la  ley  infringida  por  el  Tribunal  sentenciador,  limitándose  á 
citar  el  Real  Decreto  de  veinte  y  uno  de  Agosto  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho,  sin  referirse  particularmente  á  ninguna 
de  sus  numerosas  y  distintas  disposiciones,  como  era  indispen- 
sable que  lo  hiciera  para  determinar  de  modo  correcto  é  inequí- 
voco la  infracción  legal  que  ha  de  constituir  la  materia  misma 
del  recurso,  el  cual,  en  razón  de  tal  defecto,  era  inadmisible  en 
esta  parte,  según  lo  que  previene  el  artículo  onceno  en  relación 
con  el  séptimo  de  la  Orden  antedicha;  concurriendo,  además, 
al  propio  efecto  de  ser  improcedente  su  admisión,  la  circunstan- 
cia de  que  en  dicho  motivo,  al  exponerse  el  concepto  en  que  se 
supone  infringido  el  Real  Decreto  de  veinte  y  uno  de  Agosto  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  se  plantea  una  simple  cuestión 
de  hecho  relativa  á  la  posible  confusión  entre  dos  marcas  indus- 
triales, cuestión  que,  por  su  índole,  habiendo  sido  objeto  de  la 
prueba  y  de  la  apreciación  judicial  sobre  esta  última,  no  puede 
legalmente  proponerse  en  otro  caso  ni  bajo  otra  forma,  según  el 
número  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento,  que  cuando  la  prueba  se  haya  apreciado 
erróneamente;  con  error  de  derecho  ,  que  deberá  expresarse  en 
el  recurso,  señalando  las  leyes  ó  doctrinas,  referentes  al  valor 
de  aquéllas  y  violadas  en  el  fallo,  ó  con  evidente  error  de  hecho 
resultante  de  documentos  ó  de  actos  auténticos  que  se  habrán  de 
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nvencionar  al  recnrrír,  sin  que  ni  una  ni  otra  cosa  haya  efec- 
tuado el  recurrente,  que,  por  otra  parte,  si  bien  en  realidad 
sustituye  la  apreciación,  contenida  en  la  sentencia,  de  ser  casi 
iguales  y  confundirse  la  marca  perteneciente  al  demandante  y 
la  que  indebidamente  explotaba  el  demandado,  por  su  propia 
apreciación  de  no  ser  posible  confundirlas,  porque  no  hay  nin- 
guna marca  de  Vermouth  Torino  con  el  nombre  de  J.  Brochi  y 
Compañía,  ccmtradnciendo  asi  la  declaración  judicial  que  estima 

demostrada  la  inscripción  á  nombre  de  Juan  Brochi  y  la  expe- 
dición á  éste  del  título  de  propiedad  de  una  marca  de  Vermouth 
Torino,  con  uso  del  membrete  ó  etiqueta  J.  Brochi  y  Compañía, 
de  que  se  tomó  razón  en  el  Gobierno  Civil,  al  impugnar  en  tales 
términos  el  criterio  del  juzgador  sobre  ese  particular  de  puro 
hecho,  ni  siquiera  invoca  el  aludido  texto  procesal,  único  que  per- 
mite proponer  en  casación  cuestiones  de  semejante  especie,  re- 
sultando de  ello  que,  por  no  citarse  en  el  escrito  de  interposición 
el  precepto  legal  que  autorice  el  recurso  en  este  extremo,  debió 
ser  negada  su  admisión  en  observancia  del  ya  expresado  articulo 
onceno  en  relación  con  el  séptimo  de  la  Orden  número  noventa 
y  dos  del  año  precedente : 

Considerando:  que,  de  conformidad  con  las  disposiciones 
últimamente  mencionadas,  debió  asimismo  denegarse  la  admi- 
sión de  este  recurso,  en  cuanto  al  segundo  motivo  que  comprende, 
en  el  que  no  se  expresa  doctrina  legal  alguna  cuya  infracción 
pueda  dar  lugar  á  casación,  porque  no  tienen,  ni  es  posible 
concederles,  tal  carácter  á  las  decisiones  pronunciadas  por  el 
Gobierno  General  de  esta  Isla  ó  por  el  Ministerio  de  Ultramar 
al  resolver  los  expedientes  administrativos  motivados  por  soli- 
citudes de  concesión  ó  de  inscripción  de  marcas,  á  menos  que 
el  criterio  sentado  por  la  Administración  al  interpretar  la  ley 
del  ramo  en  los  asuntos  de  que  le  corresponde  conocer  haya 
sido  reconocido  y  declarado  en  la  jurisprudencia  por  los  Tribu- 
nales de  Justicia,  á  quienes  exclusivamente  incumbe  decidir  las 
cuestiones  que  se  susciten  acerca  del  dominio  y  posesión  de 
marcas  y  con  ocasión  de  ello  establecer  en  la  materia  la  doctrina 
legal  que  pueda  servir  de  fundamento  á  un  recurso  de  esta 
clase ;  pero,  aún  en  el  caso  de  que  tuviesen  semejante  fuerza  las 
resoluciones  que  invoca  el  recurrente  y  prescindiendo  de  que 
no  precisa  claramente,  ni  en  manera  alguna,  el  concepto  en  que 
se  haya  infringido,  contrayéndose  á  la  sencilla  mención  de  ellas 
y  á  la  mera  afirmación  de  ser  ambas  aplicables  como  doctrina 
legal,  sin  explicar  por  qué  lo  son,  de  todas  suertes  este  motivo 
del  recurso  resultaría  ineficaz,  atendida  la  notoria  impertinencia 
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de  ambas  resoluciones  al  caso  del  presente  juicio,  pues,  declarán- 
dose por  la  Real  Orden  de  veinte  y  tres  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho  que  no  sería  justo  ne^^r  á  un  fabricante 
cualquiera  el  permiso  de  estampar  su  nombre  y  apellido  en  los 
artículos  de  su  fabricación,  siempre  que  los  demás  detalles  de 
la  marca  sean  tales  que  no  puedan  dar  lugar  á  confusión  con 
la  de  otro  fabricante  que  tenga  nombre  y  apellido  igual  6  pare- 
cido, y  limitada  la  resolución  del  Gobierno  General  de  esta  Isla,  de 
fecha  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  publicada 
en  la  Gaceta  de  la  Habanu  del  siguiente  día  trece,  á  declarar  que 
no  es  motivo  para  negar  la  concesión  de  mareas  la  circunstancia  de 
no  aparecer  en  ellas  el  nombre  de  los  fabricantes,  porque,  si  bien 
éste  puede  figurar,  no  es  indispensable  que  figure  en  las  marcas 
en  calidad  de  distintivo,  con  tal  que  se  haga  cualquiera  otra  de 
las  indicaciones  señaladas  en  el  artículo  primero  del  Real  De- 
creto ya  citado,  con  objeto  de  que  el  público  conozca  y  distinga 
los  productos  sin  confundirlos  con  otros,  claro  está  que  la  doc- 
trina consignada  en  la  primera  de  dichas  resoluciones  adminis- 
trativas no  se  infringe,  ni  la  otra  se  ha  podido  infringir  por  un 
fallo  que  descansa  precisamente  en  la  confusión  que  ocurre  entre 
dos  mareas  en  los  cuales  aparece  el  mismo  apellido : 

Considerando :  que  la  indebida  admisión  de  este  recurso  por 
la  Sala  sentenciadora  y  su  tramitación  ante  este  Supremo  Tri- 
bunal, ocasionada  por  la  falta  de  oportuna  impugnación,  no 
puede  atribuirle  una  eficacia  de  que,  según  la  ley,  carece  origi- 
nariamente, procediendo,  por  tanto,  declararlo  en  definitiva  sin 
lugar  y,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuarenta  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos  del  año  último,  imponer  las  costas 
á  la  parte  recurren>te; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Gustavo  Della-Luna 
y  Brochi  contra  la  sentencia  dictada  en  veinte  y  nueve  de  Junio 
del  presente  año  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  y  condenamos  en  las  costas  defl  mismo  á  dicho  recu- 
rrente. 

Comuniqúese  por  medio  de  certificación  al  expresado  Tri- 
bunal, devolviéndosele  el  apuntamiento  recibido,  y  publíquese 
en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secre- 
taría de  Justicia,  librándose  á  ese  efecto  las  correspondientes 
copias. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — Eudaldo  Tamayo. — Ángel  C. 
Betancourt. — Octavio  Giberga. — Juan  OTarrilL 
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Agustín  Soler  y  Espalter  contra  la  Sociedad  de  Monés  y 
Compañía. 

Auto  núm.  86  (Octubre  23  de  1900). 

Impugnación  al  recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por 
Monés  y  C*  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia 
de  Santiago  de  Cuba  en  19  de  Julio  de  1900. 

HAYOB  Cuantía  en  cobro  de  pesos. 

Cuando  el  recurrente  no  comparece  por  si,  sino  esti  ea- 
flcientemente  comprobada  la  personalidad  de  sn  representan- 
te ó  no  fuese  bastante  el  poder  presentado  para  acreditarla, 
procede  declarar  no  haber  lugar  á  la  snstanciacidn  del  recur- 
so; pero  cuando  lo  que  se  discute  é  impugna  es  la  propia  per- 
sonalidad del  recurrente,  no  obstante  haber  ostentado  ese 
carácter  antes  y  durante  la  segunda  instancia  y  haber  sido 
emplaiado  con  él  para  el  recurso,  no  son  de  estimarse  dichos 
motiTOS  y  debe  declararse  sin  lugar  el  incidente. 

Resultando :  que  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  en  diez 
7  nueve  de  Julio  último,  dictó  sentencia,  en  grado  de  apelación, 
en  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juzgado 
de  Primera  Instancia  de  Baracoa  por  Agustín  Soler  y  Espalter, 
como  liquidador  de  A.  Soler  y  Compañía,  contra  la  sociedad  mer- 
cantil Monés  y  Compañía,  en  cobro  de  pesos,  representada  esta 
última,  en  la  segunda  instancia,  por  el  procurador  Pablo  Ber- 
gues: 

Resultando:  que  en  treinta  del  mismo  mes,  el  dicho  procu- 
rador Bergues,  con  su  carácter  de  apoderado  de  Monés  y  Com- 
pañía, interpuso  contra  la  mencionada  sentencia  recurso  de  casa- 
ción por  infracción  de  ley,  que  le  fué  admitido  por  auto  de  dos 
de  Agosto  siguiente,  en  virtud  del  cual  se  personó  á  tiempo  en 
este  Tribunal  Supremo  el  Dr.  Elíseo  Giberga,  á  nombre  de  la 
sociedad  recurrente,  acompañando  para  justiñcar  su  personali- 
dad testimonio  de  la  sustitución  que  á  su  favor  había  hecho  el 
procurador  Bergues,  en  seis  de  Agosto  último,  del  mandato  que 
con  facultad  de  sustituir  le  había  sido  otorgado  en  veinte  y  ocho 
de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  por  José  Busquets  y 
Casóla,  como  gerente  de  la  sociedad  mercantil  Monés  y  Compa- 
ñía, para  representar  á  ésta  én  juicio : 

Resultando:  que  la  representación  de  Soler,  en  el  trámite 
oportuno,  impugnó  el  recurso,  solicitando  se  declarase  no  haber 
lugar  á  sustanciarlo,  porque  el  representante  de  la  parte  recu- 
rrente no  había  comprobado  suficientemente  su  personalidad,  ni 
legahnente  era  admisible  su  representación,  porque  según  apa- 
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reee  del  mkmo  mandato  que  Bergues  sustituyó  en  Oiberga,  la 
sociedad  Monés  y  Compañía  terminaba  por  expiración  del  plazo 
el  dos  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  y  por  con- 
siguiente, el  seis  de  Agosto,  fecha  de  la  sustitución,  ni  Busquets 
era  gerente,  ni  Bergues  podía  ostentar  la  representación,  que 
sustituyó,  de  la  soci^ad  recuírrente : 

Resvltando :  que  sustanciada  esta  cuestión  previa  se  ha  cele- 
brado vista  el  día  diez  y  ocho  del  actual  con  asistencia  de  los 
Letrados  de  las  partes,  quienes  sostuvieron  sus  respectivas  pre- 
tensiones. 

Cofmderamdo :  que  conforme  al  apartado  cuarto  del  artículo 
XXXIV  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  procede  dec^larar  no  haber  lugar  á  sustanciar 
un  recurso  cuando  la  personalidad  del  representante  del  recu- 
rrente, si  éste  no  compareciere  por  sí,  no  estuviere  suficientemen- 
te comprobada  ó  no  fuese  bastante  el  -poder  presentado  para 
acreditarla  y,  no  habiéndose  en  el  presente  caso  fundado  la  im- 
pugnación en  estos  motivos,  sino  que,  pretendiéndose  que  en  ellos 
está  comprendida,  lo  que  se  impugna  y  discute  es  la  propia  per- 
sonalidad del  recurrente,  sosteniéndose  que  no  tiene  el  carácter 
con  que  litiga,  no  obstante  haber  ostentado  ese  carácter  antes  y 
durante  la  segunda  instancia  y  haber  sido  emplazado  con  él  para 
el  recurso,  no  son  de  estimarse  los  motivos  que  han  dado  origen 
á  este  incidente,  el  cual  debe  declararse  sin  lugar,  imponiendo  las 
costas  al  promovente,  según  lo  dispone  el  artículo  XXXIII  de  la 
eitada  Orden. 

No  ha  lugar  á  la  impugnación  de  la  personalidad  del  re- 
presentante del  recurrente,  deducida  por  la  de  Agustín  Soler,  á 
quien  condenamos  en  las  costas  del  incidente  y  continúe  la  sus- 
tanciación  del  recurso,  dándose  cuenta  para  proveer  lo  que 
según  su  estado  corresponda.  Y  publíquese  este  auto  en  la 
Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría 
de  Justicia,  librándose  al  efecto  las  copias  oportunas. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  margen,  ante 
mí  de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. — Baf  aefl  Cruz 
Pérez. — ^Pedro  González  Llórente. — ^Angel  C.  Betancourt. — Car- 
los Eugenio  Ortiz. — Julio  de  Cárdenas.— ^Ante  mí,  Armando  lÜva. 


Beatriz  OonzIlez  y  Salmón  contra  la  sucesión  de  Rafael 
González  Asencio. 

Sentencia  núm.  35  (Octubre  26  de  1900). 
Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  Beatriz  Oomález 
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contra  la  sentencia  dictada  par  la  AíicUencia  de  Santiago  de 
Cuba  en  20  de  Junio  de  1900, 

DEOLAKATIVO  DE  BSA70B  CUANTÍA  80BBE 
PROPIEDAD  DE  UNA  CASA. 

Onaado  •!  Tribunal  resaelve  de  eonf omiidad  cgn  lo  ala- 
gado por  laa  demandadas^  por  no  haberse  demostrado  la  slmn- 
lacidn  del  contrato,  no  puede  prosperar  el  recurso  establecido 
contra  esta  sentencia»  sino  se  Interpone  en  forma  legal,  sobre 
la  apreciación  qne  de  la  prueba  ba  hecho  la  Sala  sentencia- 
dora, siendo  forzoso  atenerse  en  cuanto  &  hechos,  á  los  es- 
tablAcidoB  como  resultado  de  esa  apredacidn;  y  consignán- 
dose en  la  sentencia  que  no  se  ha  demostrado  la  simulación 
del  contrato,  es  forzoso  atenerse  k  esta  declaración. 

Cuando  no  se  estima  procedente  la  apreciación  de  la  ex- 
cepción de  prescripción,  por  alegarse  por  el  actor  que  el  de- 
mandado poseyó  la  linca  en  precario  y  careciendo  de  ti- 
tulo que  Justifique  que  la  poseía  con  car&cter  de  duefio,  no 
se  infringen  los  Artículos  del  Oódigo  Civil  ni  las  Leyes  de 
Partidas  que  tratan  de  esta  materia;  debiéndose  tener  pre- 
sente que  no  han  podido  infringirse  conjuntamente  ambos 
ouexpos  de  dere^o  por  no  ser  aplicables  á  la  vez. 

En  la  ciudad  áe  la  Habana,  á  veinte  y  seis  de  Octubre  de 
mil  novecientos,  visto  el  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  procedente  de  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  é  inter- 
puesto por  la  demandante  en  el  juicio  declarativo  de  mayor 
cuantía  sobre  propiedad  de  una  casa,  seguido  por  Beatriz  Gon- 
zález y  Salmón,  contra  ia  sucesión  de  Rafael  González  Asencio, 
compuesta  de  Beatriz,  Leonor  González  y  Grave  de  Peralta  y 
Concepción  González  y  Zayas,  todas  vecinas  de  Santiago  de  Cuba 
y  ocupadas  en  loe  quehaceres  de  su  casa,  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  ia  Aíudiencia  en  veinte  de  Junio  último: 

Resultando:  que  en  la  sentencia  recurrida  se  aceptan  los 
Resultandos  de  la  dictada  en  veinte  y  ocho  de  Abril  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,  por  el  Juez  de  Primera  Intsancia  del 
Distrito  Sur  de  dicha  ciudad  de  Santiago  de  Cuba,  entre  loe 
cuales  se  encuentran  los  diez  que  á  continuación  se  transcriben : 

Resultando:  que  la  parte  actora  funda  su  demanda  en  los 
siguientes  hechos : 

Primero.  Que  en  la  demanda  seguida  por  el  Presbítero 
Doctor  Gabriel  Marcelino  Quiroga,  contra  don  Rafael  Pino,  con 
fecha  treinta  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  cincuenta  y 
seis,  remató  don  Manuel  González  Lendrian  el  colgadizo  niimero 
cuarenta  y  uno  de  la  calle  baja  de  San  Pedro,  en  esta  ciudad : 

Segundo.  Que  no  habiendo  abonado  éste  á  su  debido  tiempo 
parte  del  precio  del  remate,  le  fué  embargado  dicho  colgadizo 
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y  subastado  en  ocho  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
cinco  á  favor  del  Ldo.  D.  Rafael  González  Asencio,  como  consta 
en  el  respectivo  incidente  á  la  testamentaria  de  don  Pedro  Bey 
y  Milá,  que  obra  en  la  Escribanía  de  don  Luis  F.  Giró : 

Tercero.  Que  aunque  del  acta  de  remate  aparece  que  el  Ldo. 
González  Asencio  adquirió  la  finca,  ésto  lo  efectuó  su  hermano 
don  Pedro  María,  quien  le  entregó  el  precio  y  le  comisionó  para 
la  subasta,  autorizándole  para  que  á  su  propio  nombre  hiciera 
las  posturas,  por  excesiva  confianza  que  le  inspiraba  y  la  buena 
armonía  que  existía  entre  ellos : 

Cuarto.  Que  el  expresado  don  Pedro  María  González,  había 
tomado  posesión  de  la  finca  desde  que  se  remató,  sin  que  jamás 
hubiera  sido  inquietado  en  ella  por  persona  alguna,  incluso  su 
hermano  don  Rafael : 

Quinto.  Que  el  mencionado  don  Pedro  María,  en  su  carácter 
de  dueño,  se  la  había  vendido  á  la  demandante,  su  hija,  en  la 
cantidad  de  dos  mil  quinientos  pesos,  de  los  cuales  había  recibido 
dos  mil  trescientos,  reconociendo  los  otros  doscientos  en  la  misma 
finca  para  responder  á  un  ramo  de  capellanía,  y  cuyo  título  de 
propiedad  debía  otorgarlo  el  referido  don  Rafael  González  Asen- 
cio, á  cuyo  nombre  venía  figurando  en  confianza,  según  constaba 
del  documento  número  tres  que  acompañó  á  la  demanda: 

'  Sexto.  Que  don  Rafael  había  manifestado,  en  todo  tiempo, 
pertenecer  exclusivamente  dicho  colgadizo  á  su  hermano  don 
Pedro  María,  y  que  sólo  por  un  acto  de  excesiva  confianza  figu- 
raba á  su  nombre,  no  habiendo  ejecutado  acto  alguno  inductivo  de 
dominio  ni  percibido  alquileres  cuando  lo  habitaba  aquél,  ni 
cuando  lo  era  por  personas  extrañas,  manifestación  que  había 
hecho  á  numerosas  personas  y  constaba  además  expresamente  en 
varios  documentos  que  acompañó : 

Séptimo.  Que  dicho  don  Pedro  María  satisfacía  los  réditos 
de  la  capellanía  y  las  contribuciones  fiscales  y  municipales,  al- 
guna de  las  cuales  había  abonado  la  misma  demandante,  y  que 
por  los  años  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  al  ochenta  y  ocho, 
la  finca  de  que  se  trata  aparecía  amillarada  á  nombre  de  fsu 
causante : 

Octavo.  Que  éste,  desrde  que  tomó  posesión  de  la  finca  el 
año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco,  hasta  el  veinte  y  tres  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  noventa,  en  que  se  la  vendió,  había 
efectuado  varias  reedificaciones  y  abonado  cuantas  reparaciones 
ordinarias  y  extraordinarias  se  habían  hecho : 

Noveno.  Que  había  requerido  á  la  sucesión  de  don  Rafael 
González  Asencio  para  que  le  otorgara  la  escritura  de  traspaso 
á  que  estaba  aquél  obligado  con  don  Pedro  María,  habiéndose 
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negado  á  ello  dicha  sucesión,  por  lo  que  la  había  provocado  á 
una  conciliación  sin  resultado  alguno: 

Décimo.  Que  por  muerte  intestada  del  referido  don  Rafael 
González,  fueron  declaradas  herederas  abintestato  las  demanda- 
das; y  por  último: 

Undécimo.  Que  habían  sido  ineficaces  las  gestiones  amistosas 
practicadas  para  el  arreglo  de  este  asunto,  viéndose  precisada, 
por  lo  tanto,  á  establecer  el  presente  juicio ;  y  después  de  alegar 
las  razones  del  derecho  en  que  se  apoya,  concluye  pidiendo  en 
lo  principal  del  escrito  de  demanda  se  sustancie  ésta  por  todos 
sus  trámites,  y  se  declare  en  definitiva  pertenecerle  la  finca  de 
referencia  y  condenar  á  las  demandadas  á  que  dentro  de  quinto 
día  le  otorguen  la  oportuna  escritura  para  la  debida  inscripción 
en  el  Registro,  con  el  apercibimiento  de  hacerlo  de  oficio  si  no 
lo  verifican,  y  al  pago  de  todas  las  costas;  y  por  distintos  otrosíes 
solicita  varios  particulares  referentes  á  la  sustanciación  del  jui- 
cio, acompañando  á  su  escrito  de  demanda  los  documentos  en 
que  la  funda  principalmente  y  á  que  se  hace  referencia  en  la 
misma: 

Resultando :  que  tomada  anotación  preventiva  de  la  deman- 
da en  el  Registro  de  la  Propiedad  y  después  de  sustanciado  por 
todos  sus  trámites  el  incidente  de  pobreza  que  promovió  la  de- 
mandante, se  confirió  traslado  de  la  misma  á  la  representación 
de  las  demandadas,  que  se  personó  en  forma,  negando  la  deman- 
da por  los  hechos  siguientes : 

Primero.  Que  en  el  incidente  de  la  testajnentaría  de  don 
Pedro  Roig  y  Milá  y  á  instancia  de  doña  Josefa  Armantina 
Smith,  se  había  embargado  á  doña  Rita  Franco,  fiadora  hipote- 
caria de  don  Pedro  Ochoa,  el  colgadizo  número  cuarenta  y  uno 
de  la  calle  baja  de  San  Pedro,  rematándolo  don  Manuel  González 
Landrian: 

Segundo.  Que  por  no  haber  satisfecho  éste  algunos  plazos 
del  precio,  se  le  embargó  la  expresada  finca,  que  fué  rematada 
por  don  Rafael  González  Asencio  en  ocho  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  cinco,  adjudicándoselo  por  las  dos  terceras 
partes  de  su  valoración  y  cinco  pesos  más,  reconociendo  por 
cuenta  del  precio  los  doscientos  de  la  capellanía  que  carga,  abo- 
nando los  derechos  reales  y  los  ochocientos  cuarenta  y  seis  pesos 
que  adeudaba  el  anterior  rematador,  y  el  resto  en  seis  años  por 
partes  iguales,  á  couitar  desde  que  se  le  dio  la  posesión : 

Tercero.  Que  ese  remate  había  sido  aprobado  por  auto  de 
veinte  de  los  propios  mes  y  año,  del  señor  Alcalde  Mayor  de 
este  Distrito  ante  el  Escribano  don  Rafael  Ramírez,  y  puesto 
en  posesión  de  la  finca  y  hecha  la  oportuna  liquidación,  su  cau- 
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sante  habia  consignado  y  satisfecho  los  reales  derechos,  y  entre- 
gado á  la  ejecutante  doña  Armantina  Smith,  las  cantidaídes  que 
debía  percibir ;  oponiéndose  luego  don  Pedro  y  don  José  María 
González  y  Asencio,  por  medio  de  escrito,  á  la  pretensión  de  su 
padre  González  Landrian  de  que  se  retuvieran  algunos  de  los 
plazos  en  que  debía  abonarse  el  precio  del  remate,  fundados  en 
que  no  habían  autorizado  á  éste  para  usar  y  ejercitar  sus  derechos 
y  acciones,  cuyos  hechos  constaban  de  los  oportunos  testimonios 
librados  por  el  Escribano  don  Luis  P.  Giró,  y  con  los  cuales  se 
había  inscrito  dicha  finca  en  el  Registro  de  la  Propiedad  á  nom- 
bre de  don  Rafael  González  Asencio: 

Ouarto.  Que  las  demandadas  habían  sido  declaradas  here- 
deras abintestato  de  sus  legítimos  padre  y  abuelo  paternos,  res- 
pectivamente, doña  Rafaela  Grave  de  Peralta  y  don  Rafael  Gon- 
zález Asencio,  por  auto  de  este  Juzgado  de  veinte  y  ocho  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos  ante  el  Escribano  don 
Isidro  de  Tapia,  y  por  el  otro  del  Distrito  Norte  de  doce  de  Julio 
de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  ante  el  Escribano  don  Al- 
berto Espino: 

Quinto.  Que  como  herederos  de  éstos  se  les  había  adjudicado 
esa  finca  de  por  mitad  en  la  cuenta  divisoria  de  los  bienes,  prac- 
ticada en  treinta  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
cinco,  por  ante  el  Notario  don  Manuel  Caminero,  y  con  cuyo 
testimonio  había  de  inscribirse  á  su  nombre  en  el  Registro  de 
la  Propiedad,  después  de  abonarse  los  derechos  reales  de  la 
adjudicación : 

Sexto.  Que  la  aseveración  de  la  demandante  de  haber  rema- 
tado esa  finca  don  Rafael  González  para  su  hermano  don  Pedro, 
habiéndola  puesto  á  su  nombre  por  la  excesiva  confianza  que 
había  entre  ellos,  quedaba  contradicha  no  sólo  por  las  diferentes 
consignaciones  hechas  por  aquél  en  dos  autos  en  que  se  verificó 
el  remate,  sino  también  por  el  aludido  escrito  de  don  Pedro  y 
don  José  María  González,  oponiéndose  á  la  retención  de  los  pla- 
zos del  remate,  solicitada  por  su  padre  don  Manuel  del  propio 
apellido,  y  en  cuyo  escrito  se  reconocía  que  el  rematador,  y  por 
tanto  deudor  de  parte  del  precio  era  el  mencionado  don  Rafael 
Gon^lez  Asencio : 

Séptimo.  Que  para  comprobar  más  aún  que  éste  había  com- 
prado para  sí  el  inmueble  de  referencia,  acompañaba  testimonio 
de  varios  lugares  del  intestado  de  doña  Beatriz  Asencio  de  la 
Cerda  y  Moreno,  del  cual  resulta  que  según  la  cuenta  presentada 
por  el  albacea  don  Manuel  González  Landrian  y  relación  jurada 
en  que  figuraban  varios  créditos  de  su  causante  don  Rafael,  ese 
juicio  mortuorio  era  en  deber  á  éste  la  suma  de  mil  quinientos 


JUBISPRUDENCIA   CIVIL  316 


setenta  y  nu€ve  pesos,  sesenta  y  un  eentavos,  cuya  cuenta  y 
relación  jurada  fueron  aprobadas  por  acuerdos  de  los  herederos 
en  las  juntas  celebradas  en  cuatro  de  Febrero  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  cuatro  y  veinte  y  tres  de  Abril  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  ocho,  asistiendo  á  ellas,  entre  otros,  el  referido  don 
Pedro  María  González,  y  cuyos  acuerdos  fueron  aprobados  por 
auto  del  señor  Juez  de  Primera  Instancia  del  Distrito  Norte,  en 
veinte  y  uno  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta,  ante  el  Escri- 
bano don  Pedro  S.  Silva;  que  en  la  anterior  concurrencia  cele- 
brada en  el  propio  Juzgado  en  trece  de  Enero  de  mil  ochocientos 
setenta  y  siete,  y  á  la  que  también  asistió  don  Pfdro  María,  por 
sí  y  como  apoderado  de  otros  herederos,  se  convino  expresamente 
en  que  'los  plazos  que  debía  don  Rafael  González,  del  precio  del 
remate,  de  ese  colgadizo,  se  le  aplicaran  y  dieran  al  referido 
Letrado  González  Asencio  en  pago  de  los  mil  quinientos  setenta 
y  nueve  pesos  sesenta  y  uno  y  dos  tercios  centavos  que  se  le 
estaban  adeudando,  cuyo  acuerdo  fué  aprobado  por  auto  del 
propio  Juzgado  'de  diez  de  Septiembre  de  dicho  año : 

Octavo.  iQue  ninguno  de  las  diligencias  é  informes  de  los 
ejecutores  de  apremio  y  recaudadores  de  contribuciones  de  que 
hace  mérito  la  parte  actora,  aparece  firmado  por  su  causante; 
bastando  para  echar  abajo  los  documentos  que  aquélla  ha  pre- 
sentado con  los  números  tres  al  seis,  la  protesta  que  formuló 
don  Pedro  María  González  á  nombre  de  su  hermano  don  Rafael, 
propietario  de  la  indicada  casa,  contra  el  embargo  que  trabó 
sobre  los  alquileres  de  la  misma  un  ejecutor  de  apremio  para  el 
cobro  de  las  contribuciones  de  otra  finca  que  no  pertenecía  al 
repetido  don  Rafael ;  las  instancias  presentadas  por  éste  al  Muy 
Ilustre  Ayuntamiento  para  la  suspensión  del  embargo  y  devo- 
lución de  los  alquileres  percibidos,  en  uno  de  los  cuales  hizo 
constar  que  dicho  colgadizo  nunca  había  pertenecido  á  don  Pe- 
dro María,  quien  suscribe  esa  instancia  en  justificación  de  lo 
expuesto;  las  circunstancias  de  haberlas  aquél  declarado  como 
suyas  para  el  planteamiento  del  impuesto  del  dos  y  medio  por 
ciento  sobre  el  capital,  de  tenerla  amillarada  á  su  nombre  y  de 
reconocerlo  como  dueño  en  carta  particular  el  Recaudador  de 
contribuciones  municipales: 

Noveno.  Que  aunque  don  Pedro  María,  como  inquilino  de 
la  casa,  estaba  obligado  á  pagar  á  cuenta  de  los  alquileres  todas 
las  contribuciones  de  la  misma,  cuya  obligación  reconoció  ex- 
presamente al  suscribir  la  instancia  antes  aludida,  sin  embargo, 
don  Rafael  y  sus  herederos  cuidaban  de  abonarlas  cuando  aquél 
no  lo  hacía,  en  defensa  de  su  propiedad  y  ahorro  de  costas ;  y 

Décimo.  Que  se  han  querido  expdotar  las  consideraciones 
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guardadas  por  don  Rafael  Qonzklez  á  su  hermano  don  Pedro 
María,  no  exigiéndole  el  pago  regular  y  constante  de  los  alqui- 
leres, lo  cual  se  explicaba  por  su  cercano  parentesco,  por  las 
mejoras  que  éste  introducía  en  la  ñnoa,  y  porque  como  aquél 
disfrutaba  de  una  fortuna  regular,  le  permitía  auxiliar  á  su 
hermano,  que  á  la  vez  era  su  procurador,  y  á  quien  dispensaba 
decidida  protección  haciéndole  préstamos  y  garantizándole  vales, 
que  pagó  por  él  y  que  no  había  podido  reintegrarle  en  la  fecha 
de  su  fallecimiento,  y  que  no  se  explicaba  que  dejasen  transcu- 
rrir treinta  años  sin  exigir  la  propiedad  del  colgadizo,  y  al  ven- 
derlo á  la  demandante,  no  se  hubiera  hecho  intervenir  ¿  don 
Rafael,  que  aún  vivía  y  de  quien  se  añrmaba  que  había  de  otor- 
gar la  escritura  para  luego  pretender  suplir  esa  falta  de  título 
con  un  expediente  posesorio  que  no  pudo  incoar  por  haberse 
opuesto  la  sucesión  demandada  al  tratar  de  amillarar  la  finca  de 
referencia:  concluyendo  su  escrito  de  contestación  por  negar  y 
contradecir  los  hechos  en  que  se  funda  la  demanda,  rearguyendo 
de  falsos,  civilmente,  los  documentos  presentados  con  los  núme- 
ros dos  al  seis,  oponiendo  la  excepción  '*eine  actione  agis"  y 
suplicando  se  tenga  por  contestada  la  demanda  desestimándola 
en  definitiva  y  declarando  que  el  colgadizo  de  que  se  trata  per- 
tenecía en  pleno  dominio  á  don  Rafael  (González  Asencio  y  en 
la  actualidad  á  sus  herederas  las  demandadas,  condenando  á  la 
aetora  á  que  la  deje  á  la  libre  disposición  de  sus  propietarias 
y  á  silencio  y  callamiento  perpetuo,  así  como  al  pago  de  tedas 
las  costas  del  juicio ;  y  por  otrosí  pide  que  se  tengan  por  desig- 
nados los  archivos  donde  radican  los  documentos  de  que  intenta 
valerse  ó  que  ha  presentado  por  copias  en  papel  común,  por  no 
haberlas  podido  obtener  autorizadas;  acompañando  otras  en 
esta  forma,  así  como  Ior  demás  documentos  privados  á  que  alude 
en  el  escrito : 

Resultando:  que  conferido  traslado  de  réplica  á  la  parte 
aetora,  evacuó  ese  trámite  fijando  los  siguientes  hechos: 

Primero.  Reproduce  los  consignados  en  su  escrito  de  de- 
manda : 

Segundo.  Que  por  ser  el  señor  don  Pedro  María  el  dueño 
de  la  fijQca,  jamás  le  molestó  don  Rafael,  aun  cuando  figuraba  i 
su  nombre  en  confianza;  que  por  este  motivo  y  por  ser  aquél  el 
llamado  á  sufragar  los  gastos  para  su  devolución,  sin  que  por 
otra  parte  éste  tuviera  el  propósito  de  apropiársela,  no  la  había 
inscrito  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  manifestando  siempre 
además  que  ese  colgadizo  era  de  la  propiedad  de  su  hermano  don 
Pedro  María  y  eliminándolo  de  la  tasación  de  los  bienes  al  pasar 
á  hacer  la  divisoria  de  los  de  su  esposa  doña  Rafaela  Orave  de 
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Peralta,  sin  que  haya  sido  tampoco  valorado  por  sus  sucesores 
con  reconocimiento  y  medición  de  peritos,  si  es  que  figura  en  la 
divisoria  que  se  dice  hecha  en  treinta  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
ciwitos  noventa  y  cinco : 

Tercero.  Que  don  Pedro  María,  desde  que  convino  la  com- 
pra con  su  padre,  como  dueño  la  había  reedificado  y  pagado  las 
contribuciones  de  su  propio  peculio  antes  y  después  del  remate : 

tOuarto.  Que  dicha  casa  nunca  había  sido  alquilada  por  don 
Rafael  á  persona  alguna,  y  menos  á  don  Pedro  María,  que  era 
el  dueño  y  quien  la  arrendaba  cuando  tenía  por  conveniente ;  que 
si  en  una  circunstancia  se  había  fingido  éste  como  inquilino,  él  no 
ocupaba  la  casa  y  sí  el  gremio  de  tabaqueros;  que  á  consecuencia 
de  haberse  alzado  el  embargo  en  virtud  de  las  gestiones  hechas  por 
el  expresado  don  Pedro  María  con  el  nombre  de  don  Rafael,  que 
firmaba,  se  embargaron  á  éste  los  productos  de  una  de  sus  pro- 
piedades para  el  cobro  de  las  contribuciones  que  adeudaba  la 
finca  cuestionada,  teniendo  éste  que  formular  instancia  confe- 
sando la  realidad,  esto  es,  que  en  honor  de  la  verdad  esa  casa  no 
era  suya  y  sí  de  aquél : 

Quinto.  Que  las  demandadas  habían  inscrito  las  fincas  de 
la  sucesión  por  medio  de  información  posesoria  y  con  posterio- 
ridad á  la  que  motiva  el  juicio,  lo  que  no  hicieron  con  ésta  por 
saber  que  si  aparecía  en  documentos  á  nombre  de  su  causante 
era  sólo  en  confianza,  y  temían  no  sólo  su  oposición  sino  las  pro- 
testas que  pudieran  hacer  los  colindantes  y  además  no  hubiera 
habido  testigos  que  favorecieran  su  pretensión ;  y 

Sexto.  Que  niega  todos  los  hechos  consignados  por  las  de- 
mandadas en  su  escrito  de  contestación  en  cuanto  se  opongan  á 
las  que  tiene  establecidas  en  el  de  su  promoción;  suplicando  se 
tenga  por  evacuado  el  traslado  y  se  falle  el  pleito  según  lo 
solicitado ;  y  por  un  otrosí  que  se  reciba  á  prueba ;  acompañando 
una  carta  fechada  en  Madrid  en  diez  y  ocho  de  Enero  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cinco  y  suscrita  por  don  Joaquín  Chalón 
en  la  que  manifiesta  que  dicho  colgadizo  correspondía  á  todos 
los  herederos  de  los  abuelos  de  la  persona  á  quien  se  dirige,  á 
poder  de  cuyo  padre  había  pasado  sin  saber  cómo:  folio  ciento 
sesenta  y  tres  vuelto,  y  ciento  noventa  y  uno  á  doscientos  ca- 
torce: 

Resultando :  que  conferido  traslado  en  duplica  á  las  deman- 
dadas lo  evacuaron  contradiciendo  los  hechos  en  que  se  funda 
la  demanda  y  los  adicionados  en  el  escrito  de  réplica,  unos  por 
notoriamente  inexactos  y  otros  por  la  forma  en  que  están  redac- 
tados; reproduciendo  como  definitivos  los  en  que  funda  su  es- 
crito de  contestación,  así  como     las  excepciones  opuestas  á  la 
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demanda;  y  suplicando  en  lo  principal  se  tenga  por  evacuado 
el  trámite,  resolviéndose  en  los  términos  que  han  solicitado,  y 
por  un  otrosí  que  se  reciba  á  prueba  el  juicio  señalando  término 
para  proponer  la  que  les  interesa:  folio  doscientos  quince  á 
doscientos  veinte  y  tres  vuelto  : 

Resultando  \  que  abierto  á  prueba  este  juicio  propuso  la 
parte  actora  las  de  confesión  testifical  y  documental,  de  las  que 
practicadas  dentro  del  término  legal,  aparece:  que  al  absolver 
las  posiciones  de  folios  doscientos  cincuenta  y  seis  á  doscientos 
sesenta  y  uno,  cuyas  pr^untas  fueron  declaradas  pertinentes, 
declara  la  demandada  doña  Leonor  González  Grave  de  Peralta, 
no  ser  cierto  que  don  Pedro  María  González,  como  dueño  de  la 
casa  cuya  propiedad  se  ventila  y  con  dinero  de  su  propio  pe- 
culio la  reedificara  sin  recibir  cosa  alguna  de  don  Rafael,  por 
cuyos  motivos  no  tenían  comprobantes  de  esos  gastos ;  que  aunque 
no  los  tenían,  esa  reedificaciónn  se  había  hecho  con  dinero  que 
aquél  pedía  constantemente  á  su  padre,  no  siendo  cierto  tampoco 
que  conociera  los  motivos  que  tuviese  don  Pedro  para  no  po- 
nerla á  su  nombre,  por  más  que  ratificaba  el  contenido  de  la 
carta  que  se  le  ponía  de  manifiesto;  que  esa  finca  correspondía 
á  su  padre  y  éste  la  tenía  arrendada  á  don  Pedro  María,  sin  que 
le  exigiera  las  rentas  por  su  mala  posición,  ignorando  los  actos 
que  éste  ejecutara,  así  como  lo  que  mediara  entre  ellos  y  si 
practicaron  alguna  liquidación ;  que  no  es  cierto  que  el  referido 
don  Pedro  viviera  la  casa  como  dueño,  habiendo  hecho  las  repa- 
raciones como  ya  tiene  indicado,  que  aunque  fuera  cierto  que  su 
causante  no  alquilara  sus  casas  á  quien  no  pudiera  pagarlas  ni 
permitiera  á  los  inquilinos  subarrendarlas  ó  hacer  reparaciones 
á  deducir  de  sus  productos,  nunca  tuvo  esas  exigencias  con  don 
Pedro,  quien  vivía  unas  veces  la  casa  y  otras  la  alquilaba,  pero 
no  en  el  concepto  de  dueño ;  que  es  cierto  se  presentó  la  instancia 
pidiendo  el  desembargo  y  firmada  por  don  Rafael,  pero  no  fin- 
giéndose inquilino  don  Pedro,  porque  lo  era  realmente ;  que  no 
es  cierto  que  éste  primero,  y  la  demandante  luego,  vinieran 
abonando  como  dueños  las  contribuciones  y  réditos  de  la  capella- 
nía, pues  siempre  las  había  pagado  su  causante,  y  si  alguna  pagó 
don  Pedro,  sería  indudablemente  en  descargo  de  las  rentas  de 
la  finca;  que  no  le  constaba  dónde  se  encontraban  los  títulos  de 
los  bienes  que  dejara  su  causante,  ni  recordaba  si  la  carta  de 
don  Octavio  Mena  se  refería  al  colgadizo  número  treinta  y  siete 
de  la  calle  baja  de  San  Pedro;  que  ignoraba  si  en  el  convenio 
de  pagar  dos  onzas  mensuales  para  amortizar  las  contribuciones 
de  sus  casas,  don  Rafael  había  comprendido  el  colgadizo  de  que 
se  trata  y  si  éste  se  ponía  en  planilla  separada,  siendo  cierto 
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qoe  don  Pedro  te  rebajó  el  piso  y  varió  los  slieflos,  pero  no  qne 
biekra  las  obras  como  dueño;  que  todos  los  bienes  que  dejó  á 
8U  fallecimiento  su  causante,  incluyendo  dicho  colgadizo,  constan 
de  la  divisoria:  que  no  es  cierto  se  le  adjudicara  de  por  mitad 
con  la  otra  heredera  por  estar  sujeta  al  pleito  y  las  fincas  **Su- 
mapaz"  y  ** Soledad",  por  el  estado  de  guerra,  que  don  Pedro 
María  tuviera  en  confianza  otras  fincas  á  nombre  de  don  Rafael, 
ni  que  ella  hubiera  tenido  en  su  poder  los  autos  del  intestado 
de  doña  Beatriz  Asencio,  ni  mandara  á  preguntar  á  don  Pedro 
si  se  ponía  ese  colgadizo  á  su  nombre  ó  al  de  la  sucesión  en  las 
planiHas  del  último  amillaramienito.  La  otra  parte  demandada, 
doña  Concepción  Oonzález  de  Zayas,  absuelve  las  mismas  posi- 
ciones declarando  no  ser  cierto  que  don  Rafael  no  reclamara  i 
don  Pedro  los  productos  de  la  casa  ni  se  opusiera  á  los  actos 
que  éste  practicaba  como  dueño  por  no  corresponderle,  pues  esa 
finca  pertenecía  al  primero,  que  se  la  tenía  alquilada,  ni  exi- 
giéndole las  rentas  porque  no  tenía  dinero  con  qué  pagarle;  y 
que  ignoraba  todos  los  demás  particulares  que  se  le  interrogaban. 
y  por  último,  ambos  absolventes  declaran  contestes  no  ser  cierto 
que  una  de  las  obligaciones  de  conciencia  que  les  dejara  su  cau- 
sante, al  darles  instrucciones  reservadas,  fuese  la  de  entregar 
á  don  Pedro  los  títulos  de  propiedad  de  las  fincas  que  figuraban 
á  su  nombre  en  confianza,  y  que  ignoraban  si  antes  de  rematarse 
el  colgadizo  ya  lo  poseía  el  mencionado  don  Pedro  y,  no  habién- 
dose podido  otorgar  á  su  favor  la  escritura  sin  sacarse  á  remate, 
por  existir  un  menor  y  no  estar  divididos  los  bienes  de  doña 
Beatriz  Asencio,  había  paralizado  los  trabajos,  que  continuó 
después  de  la  subasta,  sin  habérsele  interrumpido  antes  ni  des- 
pués en  la  posesión ;  si  al  tratar  de  comprar  la  finca  el  Asilo  de 
San  José,  había  exigido  don  Pedro  el  traspaso  á  su  causante, 
aconsejándo'le  éste  que  para  evitar  gastos  promoviera  una  infor- 
mación posesoria  y  la  inscribiera  á  su  nombre  en  el  Registro ;  si 
aquél  como  condueño  de  la  misma  había  concedido  un  pasadizo 
por  eUa  al  expresado  Asilo,  y  tres  ventanas  que  ia  dominan,  al  co- 
lindante don  Gustavo  Brousac ;  si  don  Rafael  había  presentado 
instancia  alguna  al  Ayuntamiento,  por  habérsele  embargado  los 
Alquileres  de  una  de  sus  fincas  por  las  contribuciones  que  adeu- 
daba dicho  colgadizo,  pidiendo  el  desembargo  fundado  en  que 
éste  era  de  su  hermano  don  Pedro  María,  y  si  aquél  había  en- 
cargado al  perito  que  valoró  los  bienes  para  la  divisoria  de  los 
de  su  esposa,  que  no  tasara  ese  colgadizo  porque  no  era  suyo 
y  sí  de  la  propiedad  del  repetido  don  Pedro  María:  folio  dos- 
cientos sesenta  y  tres  á  doscientos  sesenta  y  ocho  vuelto: 

Bemltando :  que  examinados  los  testigos  producidos  por  di- 
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chas  partes,  á  tenor  del  interrogatorio  de  fdlio  doscientos  cua- 
renta y  pliego  de  repreguntas  de  folio  doscientos  ochenta  y  nue- 
ve presentado  por  las  demandadas,  cuyas  preguntas  fueron  de- 
claradas pertinentes,  manifiestan  no  comprenderles  con  ninguna 
de  las  partes  las  generales  de  la  Ley  que  les  fueron  explicadas, 
declarando  don  Antonio  Beltrán  y  don  Enrique  Castillo  ser 
cierto  que  por  estar  enterados  de  la  verdad  de  su  contenido,  ha- 
bían firmado  el  documento  privado  de  folio  tres,  que  se  les  puso 
de  manifiesto;  que  no  ies  constaba  hubiera  mediado  precio  real 
entregado  por  la  compradora  al  vendedor  con  quien  aquélla 
había  vivido  siempre,  ignorando  si  vivía  ocupada  en  sus  queha- 
ceres domésticos,  y  si  había  heredado  6  recibido  donaciones  6 
contado  con  otro  recurso  que  los  que  le  proporcionaran  sus  pa- 
dres :  agregando  el  primero  que  era  hijo  de  doña  Luisa  Salmón, 
X)ero  ésta  no  era  prima  hermana  de  doña  Primitiva  del  mismo 
apellido,  madre  de  la  demandante,  sino  pariente  muy  lejana,  no 
siendo  cierto  que  tuviera  amistad  íntima  con  esta  última,  ¿ 
quien  ni  siquiera  visitaba,  que  el  documento  se  lo  presentó  don 
Pedro  en  ocasión  de  haber  llegado  á  su  casa  á  un  negocio,  y  des- 
pués de  leerlo  y  firmarlo  éste  a  su  presencia,  lo  había  firmado, 
sin  que  le  constara  de  otra  manera  el  contrato;  y  el  segundo, 
6  sea  Castillo,  que  no  es  cierto  firmara  el  documento  defiriendo 
a  los  ruegos  del  demandante,  pues  quien  le  invitó  á  hacerlo  fué 
don  Pedro  María  González,  llamándole  un  día  que  pasaba  por 
su  casa,  sin  que  presenciara  la  celebración  del  contrato,  del  que 
sólo  se  enteró  por  lo  que  aquél  le  dijo,  quien  lo  firmó  á  su  pre- 
sencia luego  otro  señor  de  apellido  Beltrán  y  después  el  testigo ; 
Resultando:  que  de  otros  testigos  presentados  por  la  parte 
actora,  don  Octavio  de  Mena  declara  que  no  recordaba  haber 
leído  la  instancia  en  que  don  Rafael  González  dijera  al  Ayun- 
tamiento que  en  honor  de  la  verdad  el  colgadizo  de  que  se  tra-r 
ta  no  era  de  su  propiedad  y  sí  de  la  de  su  hermano  don  Pedro, 
con  el  fin  de  que  se  le  alzara  el  embargo  puesto  en  una  de  sus 
fincas,  no  recordando  tampoco  á  qué  casa  se  refería  al  escribir 
la  carta  de  folio  ciento  veinte,  que  se  le  puso  de  manifiesto,  pero 
sí  aseguraba  que  el  número  cuarenta  y  uno  que  en  ella  se  ob- 
serva no  había  sido  puesto  por  él,  é  ignoraba  el  objeto  con  qoe 
se  había  puesto,  y  sin  que  recordara  si  don  Rafael  había  pre- 
sentado la  instancia  que  por  medio  de  certificación  se  presentó 
con  el  escrito  de  contestación;  don  Ricardo  Pérez,  dice  que  no 
es  cierto  que  como  empleado  del  Ayuntamiento  tuviera  ocasión 
de  leer  una  instancia  de  don  Rafael  González  haciendo  constar 
que  el  colgadizo  de  referencia  en  honor  de  la  verdad  era  de  su 
hermano  don  Pedro  María,  sino  que  por  el  contrario,  había  visto 
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la  presentada  por  aquél  diciendo  qu«  era  de  en  propiedad,  la 
cual  autorizaba  este  ultimo;  don  Eduardo  Carvajal,  que  don 
Rafael  Gk>nzá)ez  le  había  dicho  repetidas  veces  que  ese  colgadizo 
era  de  la  propiedad  de  su  hermano  don  Pedro  con  motivo  de 
estar  el  testigo  empleado  en  la  Ktecaudación  de  contribuciones, 
diciéndole  que  no  pagaba  las  de  esa  finca  por  no  ser  suya,  sino 
de  su  citado  hermano^  aunque  estaba  á  su  nombre,  por  convenir 
Má  á  sus  intereses;  que  esas  manifestaciones  se  las  hizo  aquél 
durante  varios  años  á  partir  de  siete  ú  ocho  antes  de  su  muerte; 
que  la  casa  figuraba  desde  el  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
siete  u  ochenta  j  ocho,  en  que  se  hizo  el  amillaramiento,  á  nom- 
bre de  don  Rafael,  pues  antes  había  figurado  al  de  don  Pedro, 
sin  que  aqu3  pairara  nunca  las  contribuciones,  por  lo  menos 
hasta  su  m«erte;  don  Juan  Martí,  don  Ciríaco  Gaíxíía,  don  Eva- 
risto Noriega  y  don  Juan  Caldas,  que  al  cobrar  como  ejecutores 
de  apremio  á  don  Rafael  González  las  contribuciones  de  dichia 
finca,  les  había  manifestado  que  no  tenía  que  pagarlas  porque 
no  era  suya  y  sí  de  su  hermano  don  Pedro  María,  y  que  con  este 
motivo  se  dirigían  á  éste  haciéndole  los  requerimientos,  que  acep- 
taba y  pagaba;  recordando  Martí,  que  don  Rafael  le  había 
dicho  que  estaba  cansado  de  repetir  á  los  ejecutores  que  esa  casa 
íto  era  suya,  sino  de  su  hermano  don  Pedro,  á  quien  debían  diri- 
girse, ignorando  si  se  había  hecho  alguna  rectificación  en  los 
padrones,  pues  siempre  había  visto  figurar  la  casa  en  los  expe- 
dientes a  nombre  de  don  Rafael;  añadiendo  Gkircía  que  éste  le 
había  manifestado  que  aunque  aquéüla  figuraba  á  su  nombre, 
pertenecía  en  propiedad  á  don  Pedro,  habiéndola  visto  figurar 
siempre  á  nombre  de  aquél,  aunque  ignoraba  si  anteriormente 
resultaba  así;  agregando  Noriega  que  esas  manifestaciones  de 
don  Rafael  se  habían  hecho  constar  por  diligencia  en  los  expe- 
dientes respectivos  que  debían  obrar  en  la  sucursal  del  Banco 
y  que  no  le  constaba  si  se  había  hecho  alguna  rectificación  en 
los  padrones;  y  por  último,  el  otro  ejecutor,  Caldas,  que  esas 
manifestaciones  de  don  Rafael  autorizadas  con  su  firma  debían 
constar  en  los  expedientes  de  apremio  respectivos,  y  que  ignoraba 
sí  se  había  hecho  rectificación  alguna  en  los  padrones : 

Resultando:  que  el  testigo  don  Gerardo  Vega  expone  que 
había  recibido  de  don  Rafael  González  una  lista  de  sus  fincas 
para  que  procediese  á  su  valoración  á  medida  que  fuera  avi- 
sándole, como  así  lo  hizo  de  todas  á  excepción  de  tres,  entre  las 
que  figuraba  el  colgadizo  de  que  se  trata,  que  también  estaba 
incluido  en  la  lista,  pues  respecto  á  ellas  nunca  llegó  á  darle 
el  aviso  para  su  valoración ;  don  Casiano  Villaf  añe,  que  es  cierto 
que  don  Pedro  María  González,  á  título  de  dueño,  había  reedifi- 
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cado  ese  colgadizo  hacia  más  de  treinta  años,  sin  que  don  Rafael 
ni  ninguna  otra  persona  le  hubiera  interrumpido  en  la  posesión, 
viviéndola  y  alquilándola,  y  por  la  venta  que  hizo  á  su  hija  doña 
Beatriz,  ésta  habia  seguido  poseyéndola  como  dueña  y  practi- 
cando las  reparaciones,  cuyos  hechos  le  constaban  por  la  amistad 
que  llevaba  con  aquél  y  con  su  familia ;  que  habia  nacido  el  año 
cuarenta  y  conocía  á  don  Pedro  desde  niño,  constándole  también 
lo  que  ha  manifestado  por  el  constante  conocimiento  de  los 
actos  que  éste  ejecutaba  en  la  casa;  que  no  es  cierto  tuviera  inti- 
midad con  los  hijos  de  doña  Primitiva  Salmón,  sino  una  simple 
amistad,  y  que  sabe  lo  del  traspaso  hecho  á  doña  Beatriz  Gon- 
zález por  habérselo  ésta  asi  referido ;  don  Juan  Bautista  Miyares, 
que  don  Pedro  González  habia  derribado  y  reedificado  ese  colga- 
dizo por  los  años  sesenta  y  cuatro  á  sesenta  y  cinco,  constándole, 
porque  aunque  no  era  ya  vecino  próximo  de  él,  iba  con  frecuen- 
cia á  la  casa  del  frente,  donde  vivia  un  tio  suyo;  que  en  esa 
época  tenía  veinte  años  y  que  no  le  consta  que  don  Pedro  adqui- 
riese la  finca,  sino  que  la  derribó  y  fabricó  de  nuevo,  como  ha 
manifestado ;  don  Miguel  Millan,  que  don  Pedro  María  González 
era  dueño  del  colgadizo  en  cuestión,  habiéndolo  reedificado  hacía 
más  de  treinta  años,  sin  ser  interrumpido  en  la  posesión,  vivién- 
dolo y  alquilándolo,  constándole  esos  hechos  por  la  amistad 
que  con  él  tenia;  que  es  cierto  habia  ido  á  tratar  asociado  del 
Gobernador  Eclesiástico  don  Mariano  de  Juan  de  esa  finca  que 
deseaban  comprar  las  Hermanitas  de  los  Pobres,  viéndose  con 
don  Pedro,  que  le  manifestó  estaba  puesta  en  confianza  á  nom- 
bre de  don  Bafad,  con  quien  no  es  cierto  se  viera,  ni  que  éste 
le  hiciera  otras  manifestaciones  sobre  la  casa;  que  no  recordaba 
con  precisión  la  fecha  en  que  ésto  ocurrió,  pero  había  seis  ú  ocho 
años,  habiendo  expresado  ya  el  carácter  con  que  había  ido;  y 
que  don  Gerardo  Vega  le  refirió  haber  hecho  la  valoración  áe 
los  bienes  de  don  Eiafael,  menos  de  ese  colgadizo,  porque  no 
estaba  en  la  relación  que  le  habia  entregado;  don  Miguel  Fer- 
nández Bendón,  que  el  año  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro 
á  sesenta  y  cinco,  habia  trabajado  en  el  derrumbe  y  reedificación 
del  colgadizo,  cuyos  trabajos  ajustó  don  Pedro  con  los  maestroB 
José  Trinidad  Chamizo  y  Juan  Madariaga,  habiéndolo  suspen- 
dido y  continuado  meses  después,  y  que  no  es  cierto  fuera  amigo 
ni  cliente  de  don  Pedro,  ni  por  gratitud  amigo  de  la  deman- 
dante; don  Marcelino  Maren  y  don  Domingo  Sánchez,  que  don 
Pedro  les  había  llamado  varias  veces  como  dueño  del  colgadizo 
para  hacer  reparaciones  en  él  y  las  cuales  les  había  abonado ;  y 
que  tampoco  eran  amigos  sus  clientes  de  don  Pedro,  ni  amigos 
de  la  demandante;  doña  Josefa  López  y  don  Francisco  Nájera,. 
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que  después  del  año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  habían 
vivido  en  alquiler  el  colgadizo,  no  conociendo  ni  tratando  como 
dueño  más  que  á  don  Pedro,  que  fué  quien  les  entregó  la  llave; 
reconociendo  el  segundo  como  suya  y  de  su  puño  y  letra  la  nota 
del  folio  trescientos  noventa  y  dos  que  se  le  puso  de  manifiesto 
y  cierto  su  contenido,  el  cual  se  refiere  á  gastos  de  reparación 
de  la  casa;  y  doña  Juana  Taureau,  que  no  había  conocido  más 
dueño  de  esa  finca  que  don  Pedro  y  doña  Beatriz  González, 
quienes  le  entregaron  varias  veces  los  recibos  para  cobrar  sus 
alquileres;  declarando  contestes  los  siete  últimos  testigos  que  no 
habían  visto  documento  ni  intervenido  en  contrato  alguno  por 
efl  cual  adquiriese  don  Pedro  la  finca  de  que  se  trata :  folio  dos- 
cientos noventa  y  tres  á  trescientos  cinco  vuelto,  trescientos  diez 
á  trescientos  catorce  vuelto,  trescientos  treinta  y  dos  vuelto  á 
trescientos  treinta  y  cuatro  y  trescientos  treinta  y  nueve : 

Resultando :  de  la  prueba  documental  de  la  demandante  en 
dicho  trámite,  que  presentó  con  juramento  de  no  haber  tenido 
antes  conocimiento  un  recibo  de  José  Trinidad  Chamizo  por  can- 
tidad de  mil  quinientos  treinta  pesos,  y  otro  de  Juan  Madariaga 
por  seiscientos  noventa  y  dos,  cincuenta  centavos ;  que  constituí- 
dos  el  actuario  con  los  representantes  de  las  partes  en  la  Secre- 
taria del  Ayuntamiento  y  en  las  Oficinas  de  la  Administración 
de  Hacienda,  se  procedió  al  cotejo  de  los  documentos  públicos 
que  obran  á  folios  cuatro,  seis,  siete  y  ocho,  con  sus  originales 
Míe  se  les  pusieron  de  manifiesto,  encontrando  conformes  en 
todas  sus  partes,  y  de  cuyos  documentos  aparece  haberse  ins- 
truido un  expediente  de  apremio  por  la  sucursal  del  Banco  para 
hacer  efectivas  las  contribuciones  que  adeudaba  el  colgadizo 
objeto  de  este  juicio,  y  el  que  el  ejecutor  hace  constar  por  dili- 
gencia, que  constituido  con  el  Alcalde  de  barrio  en  la  morada  de 
don  Rafael  González  Asencio,  éste  había  manifestado  que  esa 
finca  era  de  su  hermano  don  Pedro;  que  ésta  figuraba  en  el 
padrón  que  sirvió  de  base  para  los  impuestos  municipales  de  mil 
ochocientos  och<3nta  y  cinco  á  ochenta  y  ocho,  á  nombre  de  don 
Pedro  María  González ;  que  el  Recaudador  Municipal  informó  á 
la  Corporación  que  al  cobrar  á  aquél  las  contribuciones  que 
adeudaba  dicha  finca  había  manifestado  en  un  expediente  de 
apremio  que  ésta  correspondía  á  su  hermano  don  Pedro  y  que 
á  él  las  cobrasen,  y  que  por  esta  razón  y  la  de  haberlas  satis- 
fecho el  último,  se  deducía  claramente  que  el  dueño  era  éste  y 
no  don  Rafael,  y  por  último,  que  al  requerir  á  don  Pedro  María 
para  el  pago  de  contribuciones  de  esa  casa  había  firmado  el 
•'enterado",  manifestando  que  pasaría  á  pagarlas.  Y  traídos 
á  los  autos  con  citación  contraria  los  documentos  reclamados  á 
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imlancia  de  la  parte  actora,  aparece,  áe  la  certificación  expe- 
dida por  el  Recaudador  de  contribuciones  de  la  sucursal  del 
Banco,  que  los  recibos  del  impuesto  territorial  de  folios  ciento 
v^einte  y  tres  á  ciento  treinta  y  tres,  habían  sido  satisfechos  en 
seis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  siete  de  Julio, 
cuatro  de  Octubre  y  catorce  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  siete,  veinte  y  cinco  de  Abril  y  treinta  y  uno  de  Julio 
de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  y  tres  de  Febrero  y  seis  de 
Abril,  quince  de  Mayo  y  catorce  de  Julio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro,   respectivamente,   no   pudiendo   precisar   la 
persona  por  qaien  fueron  satisfechos :  del  testimonio  librado  por 
el  Escribano  don  Isidro  de  Tapia,  con  vdsta  del  intestado  de 
doña  Dolores  Asencio  y  Moreno,  aparece  que  con  fecha  doce  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta,  solicitó  del  Juzgado  don  José 
Francisco  Garcia  Ruiz  se  advirtiera  al  tasador  de  costas  no  in- 
cluyera, al  liquidar  las  causadas  en  ese  juicio,  el  importe  de  los 
dos  pliegos  de  papel  en  que  se  habían  redactado  una  cuenta  y 
el  escrito  con  que  se  acompañó,  por  estar  ya  incluida  en  dicha 
cuenta:  de  las  copias  certificadas  de  la  primilla  y  certificación 
ranitida  por  el  presidente  de  la  Comisión  especial  de  Evalua- 
ción, consta  que  la  planilla  duplicada  original  fué  presentada 
sin  fecha  y  suscrita   por  la  demandante,  con  objeto  de  amillarar 
á  BU  nombre  dicha  finca,  así  como  haberse  formado  un  expe- 
diente á  instancia  de  don  Juan  González  Boudet,  en  represen- 
tación de  las  demandadas,  pidiendo  :1a  nulidad  de  esas  planillas 
por  pertenecer  la  repetida  finca  á  la  sucesión  de  don  Rafael  Gon- 
zález Asencio,  y  que  se  le  entregaran  las  que  debía  llenar  á  nom- 
bre de  ésta;  de  la  certificación  del  señor  Registrador  de  la  Pro- 
piedad que  por  consecuencia  de  la  partición  de  los  bienes  de 
don  Rafael  González  Asencio  y  su  esposa  doña  Rafaela  Grave  de 
Peralta,  se  habían  inscrito  seis  fincas,  entre  las  que  figura  la  que 
origina  este  pleito  por  título  de  dominio,  y  otras  seis  por  medio 
de  información  posesoria ;  del  testimonio  de  la  escritura  de  par- 
tición ya  referida,  librada  por  el  Notario  don  Manuel  Caminero, 
que  ésta  se  practicó  en  treinta  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco,  adjudicándose  de  por  mitad  dicha  finca  á  las 
demandadas,  y  del  otro  testimonio  despachado  por  el  misnoio 
funcionario,  que  por  escritura  otorgada  en  veinte  y  ocho  de 
Julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho  ante  don  Rafael  Ramírez, 
como  encargado  interinamente  de  la  Notaría  que  sirvió  don  Juan 
Giró,  habííin  vendido  realmente  y  con  efecto  don  José  Caridad 
Carbonell  y  el  Ldo.  D.  Lino  Guerra,  como  apoderado  de  doña 
Isabel  Antonia  del  Castillo,  al  Ldo.  D.  Rafael  González  Asencio 
una  estancia  compuesta  de  seis  caballerías  de  tierra  en  el  partido 
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de  Caney,  cuartón  de  Damaj-ayabo,  con  varios  esclavos,  por  la 
cantidad  de  once  mil  escudos,  hipotecando  el  comprador  á  favor 
de  aquéllos  á  la  seguridad  del  pago  el  colgadizo  número  cuarenta 
y  uno  de  la  calle  baja  de  San  Pedro,  que  motiva  este  juicio, 
siendo  el  nombre  de  la  finca  vendida  **  Él  Cilindro  ";  y  de  las 
certificaciones  despachadas  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento, 
que  en  un  expediente  instruido  á  instancia  de  don  Rafael  Gon- 
zález Asencio  pidiendo  el  desembargo  de  los  productos  de  esa 
finca,  había  informado  el  Recaudador  municipal  que  ésta  figu- 
raba en  los  padrones  de  uno  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  cinco  como  de  la  propiedad  de  don  Pedro  María,  que  admitía 
los  requerimientos  de  los  comisionados  de  apremios  y  á  quien 
ae  había  abonado  parte  de  lo  que  se  le  debía  como  Jefe  que  fué 
de  la  Policía  municipal  con  cuatro  anualidades  atrasadas  del 
colgadizo  en  cuestión;  que  en  ningún  expediente  existía  instan- 
cia alguna  de  don  Rafael  Otoniález  manifestando  que  éste  no  era 
de  su  propiedad  y  sí  de  la  de  su  hermano  don  Pedro,  ni  dili- 
gencia en  que  aquél  se  obligara  á  pagar  dos  onzas  mensu^es^ 
tti  parte  producido  por  ningún  cobrador  referente  á  las  contrir 
buciones  de  esa  finca: 

ResultaTiclo :  que  las  demandadas  propusieron  como  medios 
de  prueba,  documental,  cotejos  de  letras  y  testifical  de  las  que 
también  evacuadas  dentro  del  término  legal,   aparece:  de  la 
certificación  y  testimonios  librados  por  el  Escribano  don  Luis 
P.  Giró,  con  vista  del  incidente  á  la  testamentaría  de  don  Pedro 
Boig  y  Milá,  que  el  colgadizo  número  cuarenta  y  uno  de  la  calle 
baja  de  San  Pedro  fué  rematado  en  pública  subasta  por  don 
Manuel  Gk>nzález  Landrian,  y  que  adeudando  éste  algunos  plazos 
se  embargó  nuevamente  dicho  colgadizo,  rematándolo  en  ocho  de 
Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco  á  favor  del  Ldo.  Don 
Rafael  González  Asencio,  cuya  subasta  fué  aprobada  por  auto  de 
veinte  de  dicho  mes  y  año,  dándose  el  rematador  por  posesionado 
de  la  finca  en  siete  de  Marzo  siguiente :  que  el  rematador  había 
consignado  la  suma  de  mil  noventa  pesos,  setenta  y  seis  centavos, 
por  cuenta  del  remate,  habiéndose  pagado  los  reales  derechos  y 
otras  atenciones,  y  que  don  Pedro  y  don  José  María  González  se 
habían  opuesto  por  medio  de  escrito  á  la  retención  que  solicitó 
sa  padre  don  Manuel  González  Lendrían  de  los  plazos  que  aquél 
debía  consignar;  cuyos  documentos,  así  como  las  notas  de  ins- 
cripción puestas  á  su  pie,  han  sido  cotejadas  debidamente  por 
el  actuario  con  sus  originales  y  con  los  libros  respectivos  del 
Registro,  encontrándolos  conformes,  á  excepción  de  que  la  fecha 
que  obra  en  aquella  actuación  es  la  del  día  diez  y  siete  y  no  la 
del  diez  y  seis,  y  que  ninguno  de  los  recibos  que  aparecen  firma^ 
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dos  por  Luisa  Raymon  y  Caridad  Plores  Sánchez,  á  folios  ciento 
setenta  y  tres  y  ciento  setenta  y  cuatro,  tiene  el  número  cuarenta 
y  uno :  del  testimonio  despachado  por  el  Escribano  don  Erasmo 
Rcgüeiferos,  con  vista  de  las  primera  y  segunda  piezas  del  intes- 
tado de  doña  Beatriz  Asencio,  que  según  cuenta  rendida  por  don 
Manuel  González  Landrian,  se  adeudaban  al  Ldo.  D.  Rafael 
González  Asencio  mil  quinientos  setenta  y  nueve  pesos,  setenta 
y  uno  y  dos  tercios  centavos,  cuyo  crédito  fué  reconocido  por 
los  herederos  en  las  juntas  celebradas  en  cuatro  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  cuatro  y  veinte  y  tres  de  Abril  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  ocho,  ante  el  señor  Alcalde  Mayor  del 
Distrito  Norte,  que  aprobó  esos  acuerdos  por  auto  de  veinte  y 
uno  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y  á  cuyas  juntas  asistió 
don  Pedro  María  González  por  sí  y  como  apoderado  de  otros  here- 
deros ;  de  ia  certificación  expedida  por  e4  Secretario  de  la  Comisión 
especial  de  Evaluación^  que  en  el  amillaramiento  urbano  consta 
inscrita  como  de  la  propiedad  de  don  Rafael  González  Asencio 
la  finca  de  que  se  trata,  con  una  renta  líquida  de  ciento  ochenta 
pesos;  y  de  la  certificación  del  Secretario  del  Ayuntamiento  de 
veinte  y  cinco  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  que 
el  Ldo.  Don  Rafael  González  Asencio,  al  solicitar  el  desembargo 
de  los  alquileres  de  la  misma,  manifestó  á  la  Corporación  por 
medio  de  instancia  de  fecha  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
nueve,  el  que  esa  finca  siempre  había  sido  suya,  y  que  si  el  Beeau- 
dador  creía  de  buena  fe  que  pertenecía  á  su  legítimo  hermano 
don  Pedro  María  porque  en  el  último  padrón  figuraba  á  su  nom- 
bre, no  pasaba  de  ser  una  equivocación,  porque  á  nadie  se  la 
había  vendido,  y  para  evitar  toda  duda  firmaba  éste  también 
dicha  instancia  en  prueba  de  la  verdad  de  lo  expuesto,  apare- 
ciendo, en  efecto,  suscrita  por  don  Rafael  y  don  Pedro  María 
González,  cuyos  tres  testimonios  han  sido  también    cotejados 
oportunamente  por  el  actuario  con  sus  originales,  que  se  le  pu- 
sieron de  manifiesto,  encontrándolos  conformes  en  todas  sus  par- 
tes.— ^T  traídos  á  los  autos  con  citación  contraria  los  reclamados 
á  instancia  de  las  demandadas,  aparece  de  la  certificación  librada 
por  el  Secretario  defl  Ayuntamiento  en  diez  y  nueve  de  Mayo 
del  año  próximo  pasado,  que  según  informe  del  Depositario  re- 
caudador han  sido  ciertamente  satisfechas  las  rentas  de  folios 
ciento  treinta  y  siete  á  ciento  cuarenta  y  uno  que  se  le  pusieron 
de  manifiesto  por  el  actuario,  sin  que  sea  posible  precisar  quién 
ios  haya  satisfecho ;  y  de  la  otra  del  mismo  funcionario,  fechada 
al  día  siguiente,  que  por  don  Abelardo  Fabra  y  don  Eduardo 
Miranda,  Contador  municipal  interino  eíl  primero  y  propietario 
el  segundo,  se  habían  reconocido  como  le^timos  dichos  recibos. 
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asi  como  las  firmas  que  con  sus  nombres  y  apeUidos  los  autorizan, 
siendo  el  sello  estampado  en  los  mismos  el  que  se  usa  en  la  C!on- 
taduria;  del  certificado  expedido  por  el  Recaudador  de  contri- 
buciones del  Banco,  de  diez  y  nueve  de  Mayo  del  año  último,  que 
los  recibos  del  impuesto  territorial  de  fojas  ciento  veinte  y  tres 
á  ciento  treinta  y  seis,  que  también  se  le  pusieron  de  manifiesto 
por  el  actuario,  son  legítimos  por  haberse  confrontado  con  sus 
matrices,  sin  que  pueda  precisar  quién  los  hubiera  satisfecho ;  y 
por  último,  de  la.  otra  certificación  del  señor  Registrador  de  la 
Propiedad  de  doce  del  mismo  mes  de  Mayo  ya  citado,  que  el 
mencionado  colgadizo  habia  sido  inscrito  por  iguales  partes  á 
nombre  de  las  demandadas  i>or  consecuencia  de  la  cuenta  de 
partición  de  los  bienes  de  don  Rafael  Qonzález  Asencio  y  doña 
Rafaela  Grave  de  Peralta: 

Resultando:  de  los  cotejos  de  letras  dispuestos,  que  consti- 
tuido el  Juzgado  con  asistencia  de  los  representantes  de  las  par- 
tes y  de  los  maestros  de  instrucción  sacados  á  la  suerte  conforme 
á  lo  prescrito  en  la  Ley,  don  José  Tomás  Oñate,  don  Francisco 
de  Paula  Puentes  y  don  Idolomiro  Torres,  en  la  Notaría  defl  Ar- 
chivero General  de  Protocolos  don  Manuel  Caminero,  se  procedió 
al  cotejo  y  reconocimiento  pericial  de  las  firmas  de  don  Rafael 
González  Asencio,  que  obran  á  folios  ciento  diez  y  ocho,  ciento 
cuarenta  y  tres,  ciento  cuarenta  y  dos  y  ciento  cuarenta  y  cua- 
tro de  estos  autos,  con  las  indubitables  que  aparecen  á  los  .folios 
veinte  y  nueve  y  cincuenta  y  nueve  del  protocolo  de  la  Notaría 
que  sirvió  don  Juan  Giró,  correspondiente  al  año  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  seis,  y  con  la  otra  también  indubitable  del 
folio  trescientos  cuarenta  y  cuatro  de  la  que  sirvió  don  Erasmo 
üegüeiferos  correspondientes  al  año  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  nueve,  cuyos  protocolos  fueron  exhibidos,  declarando  dichos 
peritos  que  por  los  trazos,  caída  y  carácter  general  de  las  letras, 
parecían  todas  hechas  por  una  misma  mano,  así  como  también 
opinaban  del  mismo  modo  respecto  á  la  firma  de  don  José  Gillis 
del  folio  ciento  trece,  que  fué  reconocida  y  cotejada  con  la  indu- 
bitable que  aparece  al  folio  mil  diez  y  seis  del  protocolo  del  ex- 
presado Caminero,  correspondiente  al  año  de  mil  ochocientos  no- 
venta, y  que  también  se  puso  de  manifiesto;  que  constituidos 
luego  en  la  Notaría  de  don  Porfirio  Careases  se  procedió  al  reco- 
nocimiento pericial  y  cotejos  de  las  firmas  y  rúbricas  de  don 
Pedro  María  González,  que  obran  á  folio  tres  vuelto,  ciento 
trece,  ciento  cuarenta  y  dos,  ciento  cuarenta  y  tres  y  ciento  cua- 
renta y  cuatro  de  estos  autos,  con  las  indubitables  que  aparecen 
á  los  folios  cuatrocientos  sesenta  y  ocho  y  seiscientos  del  pro- 
tocolo correspondiente  al  año  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  y 
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después  de  na  detenido  examen  y  reconocimiento,  dijeron  dichos 
peritos  que  las  firmas  de  los  cuatro  últimos  documentos,  por  sus 
formas,  trazos  y  caídas,  parecen  haber  sido  hechas  por  la  misma 
mano  que  estampó  las  indubitables  que  se  han  puesto  de  mani- 
fiesto ;  pero  que  cotejadas  éstas  con  las  de  don  Pedro  María  (Gon- 
zález que  constan  en  el  documento  de  folio  tres  de  estos  autos, 
parecen  haber  sido  hechas  por  diferentes  manos  por  razón  de  sus 
formas,  trazos  y  caídas ;  que  seguidamente  se  constituyó  el  Juz- 
gado con  los  asistentes  en  la  Notaría  de  don  Pedro  Secundino 
Silva,  procfediéndose  al  reconocimiento  pericial  y  cotejo  de  las 
firmas  de  don  Pedro  María  Gbnzélez,  constantes  en  los  documen- 
tos relacionados  con  la  indubitable  que  obra  al  folio  ciento  cua- 
renta y  uno  del  protocolo  de  dicha  Notaría  correspondiente  al 
año  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete,  que  fué  exhibida,  y  des- 
pués de  un  detenido  reconocimiento  dijeron  los  peritos  ya  ex- 
presados que  por  las  f  ormas^  trazos  y  caídas  de  las  firmas  de  los 
docuTv^ntos  que  obran  en  autos,  aparecen  que  han  sido  hechas 
por  la  misma  mano  que  estampó  la  indubitable;  pero  que  cote- 
jada ésta  con  la  de  don  Pedro  M.  González  que  existe  al  folio 
tres,  parece  que  han  sido  hechas  por  diferentes  manos,  en  razón 
de  sus  formas,  trazos  y  caídas;  y  por  último,  que  constituidos 
en  la  Secretaría  de  Sala  de  la  Excelentísima  Audiencia  Territo- 
rial, se  procedió  al  reconocimiento  y  cotejo  de  las  firmas  de  don 
Pedro  M.  González,  que  obra  en  autos  de  que  ya  se  ha  hecho 
referencia,  en  las  indubitables  que  aparecen  en  las  declaraciones 
prestadas  á  folios  cuarenta  y  eineo,  ciento  ochenta  y  cinco  y 
trescientos  nueve  de  la  causa  criminal  seguida  en  este  Juzgado 
contra  él  y  otros  por  falsififcación  de  documentos  públicos,  q<ue 
fué  puesto  de  manifiesto  por  el  señor  Secretario,  y  después  de 
un  examen  prolijo  dijeron  los  mencionados  peritos  que  las  firmas 
de  los  documentos  de  folios  ciento  trece,  ciento  cuarenta  y  dos, 
ciento  cuarenta  y  tres  y  ciento  cuarenta  y  cuatro  de  estos  autos, 
por  el  carácter  que  le  dá  á  sus  letras,  parecen  hechas  por  la 
misma  mano  que  estampó  las  de  la  causa;  aunque  es  de  hacerse 
notar  que  las  G  mayúsculas  de  éstas  difieren  en  el  trazo  superior, 
y  que  entre  las  del  folio  trescientos  nueve  de  la  causa  y  las 
otras,  indubitables,  se  observa  alguna  diferencia,  pero  debido  sólo, 
en  su  opinión,  á  que  la  primera  fué  puesta  con  pulso  sumamente 
convulso :  y  que  opinan  que  la  del  documento  del  folio  tres  de  as- 
tos  autoss  por  sus  rasgos,  caídas  y  por  el  carácter  general  de  las 
letras,  no  parece  ser  hecha  por  la  misma  mano  que  puso  las  de  las 
declaraciones  de  la  causa  de  referencia : 

Resultando :  que  examinados  los  testigos  producidos  por  los 
demandados  á  tenor  del  interrogatorio  de  foHo  cuatrocientos  j 
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pliego  de  repregimtas  del  folio  cuatrocientos  veinte  j  dos  cuyas 
proguntas  han  sido  declaradas  pertinentes,  manifiestan  que  no 
ka  eosnprenden  con  ninguna  de  las  partes  las  generales  de  la 
Ley  qn«  les  fueron  explicadas,  á  excepción  de  don  Juan  Pérez 
Alonso,  que  expresa  ser  pariente  en  cuarto  grado  por  afinidad 
de  don  Juan  González  Boudet,  representante  de  las  demandadas, 
y  quien  declara  que  trató  con  intimidad  á  don  Rafael  González 
AaemiOi  pero  no  á  don  Pedro,  y  sabe  que  el  colgadizo  de  que  se 
trata  pertenecía  al  primero  por  habérselo  oído  decir  al  mismo, 
quejándose  de  que  disfrutándolo  su  hermano  don  Pedro  María 
no  le  pagaba  alquiler,  que  distintas  veces  había  oído  decir  á 
aquél  que  favorecía  á  su  hermano  facilitándole  dinero  y  ga- 
rantizáDdole  obligaciones  que  había  de  pagar,  y  nunca  Hegó  á 
reembolsarle,  sin  que  le  constara  la  certeza  de  esos  hechos  ni  la 
intimidad  de  los  testigos  eon  el  expresado  González  Boudet ;  don 
José  Griñán  y  Cruz  rec0noció  la  firma  de  su  nombre  y  apellido 
que  apareoe  en  el  oficio  de  folio  ciento  cuarenta  y  cinco,  que 
ae  le  puso  de  manifiesto  y  por  el  cual  comunicaba  al  represen- 
tante de  las  demandadas  el  acuerdo  tomado  por  la  Comisión  es- 
pecial de  Bvaluacifón  respecto  á  la  nulidad  de  las  planillas  pre- 
sentadas por  doña  Beatriz  González  para  amillarar  á  su  nombre 
el  colgadizo  en  cuestión,  y  por  cuyo  acuerdo  se  dispuso  quedara 
amlHarada  á  nombre  de  don  Rafael  González  Asencio,  agregan- 
do que  eran  ciertos  esos  particulares;  y  que  no  recordaba  si 
oü  las  planillas  presentadas  por  las  demandadas  estaba  incluido 
dicho  colgadizo,  pues  estaban  archivadas  y  tendría  que  exami- 
narlas para  poder  afirmarlo:  don  Porfirio  Bravo  que  trató  con 
intimidad  á  don  Rafael,  de  quien  era  barbero,  pero  no  á  don 
Pedro  María,  oyéndole  decir  á  aquél  repetidas  veces  que  la  finca 
era  suya,  que  favorecía  á  toda  su  familia  y  en  particular  á  éste, 
á  quien  un  día  presenció  le  remitió  una  onza  que  le  pidió  por 
medio  de  una  carta,  no  constándole  que  le  garantizaba  obliga- 
eiones;  que  ignoraba  si  don  Rafael,  en  instancias  y  expedientes, 
babfa  hecho  constar  que  la  casa  no  era  suya  sino  de  su  hermano 
don  Pedro,  si  aquél  inscribió  ó  no  la  finca,  sabiendo  sólo  que  la 
vivía  don  Pedro,  aunque  ignoraba  si  la  alquilaba  algunas  veces, 
así  como  si  el  primero  tuvo  que  hipotecar  ó  vender  fincas  de  su 
propiedad,  y  que  solo  le  constaba  el  préstamo  de  la  onza  á 
que  se  ha  referido,  no  siendo  cierto  que  sea  barbero  de  don  Juan 
González  Boudet,  ni  que  sepa  la  intimidad  de  éste  con  los 
testigos.  El  Lcfo.  Don  Antonio  Camilo  Díaz,  que  tuvo  buenas 
relaciones  de  amistad  con  don  Rafael  y  don  Pedro  María,  y  por 
ese  motivo  sabía  que  el  colgadizo  nunca  fué  de  éste,  sino  dei 
primero,  que  como  gozaba  de  posioióii  desahogada  favorecía  á 
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SU  hermano  facilitándole  dinero  y  garantizándole  obligaciones 
que  habie  de  pagar  por  él  y  nunca  le  reembolsó,  sabiéndolo  por 
habérselo  comunicado  así  don  Rafael  distintas  veces;  que  aun- 
que no  podía  precisar  las  edades  de  éstos  sí  podía  asegurar  que 
á  la  época  de  su  muerte  tenían  más  de  cincuenta  años,  ignoran- 
do lo  de  la  adquisición  de  la  finca  rústica  "El  Cilindro",  así 
como  si  don  Rafael  hizo  constar  en  instancias  ó  expedientes  que 
la  finca  no  era  suya  y  sí  de  su  hermano  don  Pedro,  pues  sólo 
le  constaba  que  por  consecuencia  de  una  i«clamación  de  contri- 
buciones se  había  presentado  una  protesta  autorizada  por  el  Es- 
cribano don  Lino  Benítez,  en  que  se  manifestaba  que  pertenecía 
á  don  Rafael ;  que  también  ignoraba  si  éste  la  había  inscrito  y 
aún  cu«indo  veía  á  don  Pedro  vivir  la  casa  y  otras  veces  otra  de 
la  misma  calle,  nunca  se  enteró  de  las  condiciones  en  que  que- 
daba aquélla,  si  don  Rafael  tuvo  que  hipotecar  ó  vender  alguna 
finca,  la  ascendencia  de  los  préstamos  y  fecha  en  que  tuvieron 
lugar,  pues  sólo  le  constaban  aquéllos  por  lo  que  tiene  indicado, 
y  que  no  es  cierto  haya  leído  documento  alguno  suscrito  por  don 
José  Loreto  Espino,  don  Juan  Odio  y  don  Rafael  González,  en 
que  éste  hiciera  constar  que  ei  colgadizo  de  que  se  trata  perte- 
necía en  propiedad  á  su  hermano  don  Pedro  María;  don  Orestes 
Fabra  que  trató,  aunque  sin  gran  intimidad,  á  don  Rafael  y 
á  don  Pedro  María  por  haber  sido  escribiente  del  primero,  á 
quien  oyó  decir  repetidas  veces  que  la  finca  era  suya,  aunque 
la  vivía  el  segundo  y  facilitaba  dinero  á  éste,  no  recordando  en 
qué  ocasión  ó  con  qué  motivo  hizo  esas  manifestaciones;  que 
ignoraba  las  edades  que  tenían  aquéllos,  así  como  lo  de  la  ad- 
quisición de  la  finca  rústica  **E1  Cilindro";  si  don  Rafael,  en 
instancias  ó  expedientes  habísi  hecho  constar  que  la  finca  era 
de  don  Pedro;  si  aquél  la  había  inscrito  ó  tuvo  necesidad  de 
hipotecar  ó  vender  sus  fincas ;  l*as  ascendencias  de  los  préstamos 
y  sus  fechas;  si  don  Pedro  alquilaba  ó  no  el  colgadizo,  y  que 
aunque  no  visitaba  á  éste  iba  algunas  veces  á  su  casa  por  en- 
cargo de  don  Rafael;  y  que  aun  cu«indo  es  amigo  antiquísimo 
de  don  Juan  González  Boudet,  no  lo  es  íntimo.  Don  Lino  Be- 
nítez, que  reconocía  como  de  su  puño  y  letra  la  firma  de  su 
nombre  y  apellido  que  aparece  en  el  documento  de  folio  ciento 
doce,  el  cual  redactó  y  extendió  á  instancia  y  requerimiento 
de  don  Pedro  Marí-a  González,  y  por  lo  tanto,  es  cierto  su  con- 
tenido, habiéndolo  suscrito  éste  y  los  testigos  á  su  presencia; 
ignoraba  si  al  extender  esa  protesta  fué  porque  don  Rafael  le 
había  hecho  constar  en  expediente  de  apremio  que  la  finca  per- 
tenecía á  don  Pedro,  y  que  es  cierto  que  estaba  alquilada  al 
gremio  de  tabaqueros  y  se  había  marchado  ya  el  ejecutor,  pero 
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no  que  don  Pedro  le  manifestara  que  eso  lo  hacía  para  evitar 
el  pago  de  las  contribuciones;  y  por  último,  don  Gerardo  Vi- 
lardell,  que  es  cierto  que  su  esposa  es  heredera  de  don  Vicente 
Portuondo  y  Mustelier,  pareciéndole  que  la  firma  de  éste  que 
aparece  en  documento  de  folio  ciento  diez  y  ocho  que  se  le 
puso  de  manifiesto,  es  la  misma  de  dicho  señor  por  ser  idéntica 
á  la  que  usaba ;  que  no  le  consta  si  su  referido  suegro  había  sido 
recaudador  del  impuesto  del  dos  y  medio  por  ciento  sobre  el 
capital,  y  que  ignoraba  la  entrega  de  la  planilla,  porque  en  esa 
fecha  estaba  ausente  de  esta  ciudad : 

Resultando:  que  la  Audiencia,  aceptando  los  Consideran- 
dos de  ia  sentencia  de  primera  instancia  en  los  cuales  se  ana- 
lizan y  estiman  l<as  pruebas  practicadas  y  deduciéndose  de  ellas 
que  no  se  ha  justificado  que  la  casa  número  cuarenta  y  uno  de 
la  calle  de  San  Pedro  baja,  pertenecía  á  Pedro  González  Asencio, 
apareciendo  sólo  en  confianza  á  nombre  de  don  Rafael,  sino  que 
éste  era  el  dueño  de  la  misma,  que  como  tal  ejerció  actos  res- 
pecto de  esa  propiedad,  se  tenía  como  tal  dueño,  y  que  la  pose- 
sión que  disfrutó  el  Pedro  fué  en  precario  ó  en  virtud  de  pacto 
que  entre  ambos  mediaron  y  que  no  ha  sido  posible  esclarecer, 
confirmó  dicha  sentencia  por  la  que  se  declaró  sin  lugar  la 
demanda  y  que  el  pleno  dominio  de  la  casa  reclamada  pertenecía 
á  las  demandadas: 

Resultarído :  que  contra  esta  sentencia  interpuso  la  deman- 
dante el  presente  recurso,  que  fundó  en  los  números  primero  y 
séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  por  infracción  de  varias  leyes,  que  citó,  en 
siete  motivos;  y  admitido  el  recurso  fué  impugnado  en  el  trá- 
mite oportuno  el  quinto  referente  á  la  apreciación  de  prueba,  de- 
clarándose mal  admitido  en  cuanto  á  ese  motivo,  y  continuando 
ia  sustanciació^  respecto  á  los  otros : 

Resultando :  que  los  motivos  que  han  quedado  vigentes  para 
la  decisión  del  recurso,  son  los  siguientes: 

Primero.  Bl  artículo  mil  novecientos  treinta  del  Código  Ci- 
vil, en  concordancia  con  la  Ley  primera,  título  veinte  y  nueve, 
partida  tercera,  por  cuanto  la  Sala  no  ha  reconocido  que  Pedro 
González  Asencio  había  ganado  por  prescripción  el  colgadizo 
número  cuarenta  y  uno  de  la  calle  baja  de  San  Pedro : 

Segundo.  Los  artículos  mil  novecientos  cuarenta  y  uno  y 
mil  novecientos  cuarenta  y  siete  del  propio  Código,  en  relación 
con  la  ley  novena,  título  veinte  y  nueve,  partida  tercera,  por 
cnaiito  la  Sala  sentenciadora  no  estima  que  dicha  prescripción 
fué  pública,  pacífica,  con  buena  fe,  justo  título  y  por  diez  años 
entre  presentes,  ya  que  en  los  hechos  que  se  declaran  probados 
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se  consigna  áe  modo  terminante  que  dicho  señor  Gonzáílez  Asen- 
cío  venía  poseyendo  el  inmueble  hacía  más  de  treinta  años,  ejer- 
ciendo actos  de  dominio  sin  que  en  ningún  tiempo  hubiese  sido 
inquietado  en  la  posesión : 

Tercero.  El  articuilo  mil  novecientos  cincuenta  y  nueve  del 
Código  Civil,  en  concordancia  con  la  ley  diez  y  nueve  del  mismo 
título  y  partida  anteriormente  citados,  porque  aún  en  la  hipó- 
tesis de  que  González  Asencio  no  tuviera  su  titulo,  ni  buena  fe, 
había  ganado  el  inmueble  por  prescripción  extraordinaria  de 
más  de  treinta  años,  cuyo  plazo  de  posesión  dá  por  justifeado  y 
probado  la  misma  Sala; 

Cuarto.  lia  doctrina  legal  establecida  por  la  jurisprudencia 
del  iSupremo  de  España  de  seis  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  dos,  veinte  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  tres  y  catorce  de  Febrero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  cinco, 
cuya  doctrina  sanciona  la  prescripción  como  medio  adquisitivo 
de  dominio : 

^xio.  La  doctrina  legai  del  Supremo  de  España  c<»isÍBtente 
"en  que  nadie  puede  ir  contra  sus  propios  actos",  según  sen- 
tencias de  primero  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
seis,  once  de  Mayo  de  añil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  diez  y 
nueve  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  cuatro  de 
Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  otras,  por  cuanto  de  los 
hechos  que  se  declaran  probados  aparece  con  toda  evidencia  que 
Rafael  González  Asencio  ha  reiterado  por  actos  propios  su  decla- 
ración de  no  x>ertenecerle  el  colgadizo  en  cuestión : 

Séptimo.  El  artículo  mü  doscientos  setenta  y  nueve  del  Có- 
digo Civil,  por  cuanto  ganado  por  Pedro  González  Asencio  el 
dominio  del  colgadizo  en  cuestión,  pudo  enajenarlo  á  su  hija 
doña  Beatriz  González  por  documento  privado,  cuya  venta  lle- 
vaba consigo  ei  derecho  de  exigir  á  la  sucesión  de  Rafael  Gon- 
zález la  escritura  pública  de  traspaso  ó  reconocimiento;  cuyo 
recurso  fué  admitido : 

Resultando :  que  el  día  veinte  del  actual  se  celebró  la  vista 
pública  del  recurso,  sin  asistencia  de  las  partes. 

Siendo  Ponenite  el  OSDagistrado  Eudaldo  Tamayo  y  Pavón: 

Considerando :  que  el  pleito  de  donde  se  origina  este  recur- 
so versó  sobre  la  reclamación  que  hizo  la  demandante  á  las  de- 
mandadas de  un  inmueble  adquirido  por  el  padre  y  causante 
de  éstas,  sosteniendo  que  tal  adquisición  había  sido  simulada, 
pues  el  verdadero  adquirente  lo  fué  el  padre  y  causante  de  la 
dicha  actora,  y  la  Audiencia  ha  declarado  sin  lugar  la  deman- 
da, estimando,  por  la  apreciación  que  ha  hecho  de  la  prueba 
practicada,  que  lejos  de  haberse  demostrado  la  simulaciÓB  del 
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e<mtrato  se  ha  justiñeado  el  dominio  que  en  el  inmueble  recla- 
mado tenía  el  causante  de  las  demandadas,  y  él  reconocimiento 
de  ese  dominio,  por  parte  del  de  la  demandante,  que  si  bien 
poseyó  ia  casa  en  cuestión,  la  tuvo  «n  precario,  ó  sometida  á 
condiciones  que  no  han  sido  posible  esclarecer  en  el  litigio: 

Considerando:  que  no  habiendo  la  recurrente  impugnado 
en  forma  legal  la  apreciación  que  de  la  prueba  ha  hecho  la 
Saki  sentenciadora,  es  forzoso  atenerse  en  el  recurso,  en  cuanto 
á  hechos,  á  los  establecidos  como  resultado  de  esa  apreciación, 
y  mediante  ellos,  la  Sala  no  ha  podido  infringir  las  leyes  que  se 
citan  en  los  motivos  primero,  segundo,  tercero  y  cuarto  del 
recurso,  que  hacen  referencia  á  la  adquisición  de  dominio  por 
k  prescripción,  porque,  además  de  no  haber  sido  éste  particular 
objeto  del  debate,  la  declaración  de  que  el  eausante  de  la  actora 
poseyó  en  precario  y  el  reconocimiento  de  pertenecer  la  casa 
como  dueño  al  causante  de  las  demandadas,  excluyen  aquella 
forma  de  adquisición,  que  exige  como  uno  de  sus  requisitos  que 
á  la  posesión  acompañe  titulo  ó  carácter  de  dueño,  aparte  de  la 
improcedencia  de  esos  motivos,  en  los  cuales  se  citan  como  in- 
fringidos artículos  del  Código  Civil  en  relación  con  leyes  de 
Partidas,  que  por  no  ser  conjuntamente  aplicables,  no  han 
podido  ser  infringidos  en  el  concepto  que  se  invocan : 

Considerando :  que  dados  los  hechos  tales  como  los  ha  fijado 
la  Sala  sentenciadora,  no  ha  infringido  la  doctrina  de  que 
nadie  puede  ir  contra  sus  propios  actos,  invocada  en  el  sexto 
motivo  del  recurso,  porque  de  dichos  hechos  no  resulta,  como  en 
contrario  afirma  la  recurrente,  que  Rafael  González  Asencio 
reconociera  como  dueño  de  la  casa  en  cuestión  á  su  hermano 
Pedro  : 

Considerando:  que  declarándose  asimismo  probado  que  la 
easa  pertenecía  á  Rafael  González  Asencio,  no  puede  Pedro  de 
los  mismos  apellidos  enajenarla  á  título  de  dueño,  y  al  negar 
la  Sala  á  la  demandante  los  derechos  que  ha  ejecutado  y  que 
deriva  de  esa  pretendida  enajenación,  no  ha  infringido  el  artículo 
mil  doscientos  setenta  y  nueve  del  Código  Civil,  citado  en  el  sépti- 
mo motivo  del  recurso: 

Considerando:  que  no  siendo  procedente  ninguno  de  los 
motivos  alegados,  debe  declararse  sin  lugar  el  recurso,  y  en  cum- 
plimiento del  artículo  cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y 
dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  condenar  en  eoetas  al  re- 
currente : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lu^r  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto 
por  Beatriz  González  Salmón  contra  la  sentencia  dictada  por  la 
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Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  en  veinte  de  Junio  último  en  el 
juicio  al  principio  referido,  con  las  costas  á  cargo  del  recurrente. 

Con  devolución  del  apuntamiento,  comuniqúese  á  dicha 
Audiencia  por  medio  de  certificación  esta  sentencia,  ia  que  se 
publicará  en  la  Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo 
de  la  Secretaría  de  Justicia,  á  cuyo  efecto  se  librarán  las  opor- 
tunas copias. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — Pedro  Gtonzález  Llórente. — 
Eudaldo  Tamayo. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio  Qiberga. 


Antonio  Andreu  y  Sirven  contra  el  Registrador  de  la  Pro- 
piedad DE  Occidente. 

Resolución  núm.  6  (Octubre  30  de  1900). 

Recurso  gubernativo  interpuesto  por  el  referido  Andreu  y  Sir-- 
vén  contra  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  de  16  de  Julio  último,  confirmando  la  negativa 
del  Registrador  de  la  Propiedad  de  Occidente  sobre 

INSCRIPCIÓN  DE  FINCA  QUE  APARECE 

CON  NXTMERO  DISTINTO  AL  QUE  SE  LE  DESIGNA  EN 

LOS  DOCUMENTOS  PRESENTADOS  AL  REGISTRO. 

Presentado  al  Segistro  un  testamento  por  el  cnal  se  le> 
gaba  una  casa  cnyo  número  se  indicaba,  acompañando  otros 
docmnentos  &  fin  de  que  se  verificase  la  inscripción  á  nombre 
de  los  berederos,  fué  negada  por  el  Registrador»  por  no  re- 
sultar acreditada  la  identidad  de  la  finca  cuya  inscripclAB 
se  pretendía,  pnes  que  aparecía  marcada  con  diferente  nú- 
mero y  distinta  descripción  de  la  asentada  en  el  Regis- 
tro;  y  sustanciado  el  recurso  que  se  interpuso  contra  la  reso- 
lución del  Registrador,  trayendo  nuevos  datos  al  mismo,  fuó 
confiímada  dicba  nota  por  el  Presidente  del  Tribunal  Supre- 
mo, declarando  que  no  babía  llegado  á  comprobarse  qne  la 
finca  cuya  inscripción  se  solicitaba,  fuera  la  misma  que  apa- 
recía marcada  con  otro  número,  siendo  indispensable  para 
la  inscripción  la  completa  identificación  del  inmueble  qne  se 
trata  de  inscribir. 

Visto  por  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo  el  recurso  de 
apelación  establecido  por  el  señor  Antonio  Andreu  y  Sirven, 
contra  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana, fecha  diez  y  seis  de  Julio  último  que  confirmó  la  del  Juez 
Delegado,  fecha  veinte  y  uno  de  Mayo  anterior,  que  á  letra  dice : 

Vistos  y  Resultando:  que  con  fecha  veinte  y  tres  de  Fe- 
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brero  último  se  presentó  escrito  por  don  Antonio  Andrea  y 
Sirven  por  el  que  interpone  recurso  gubernativo  contra  la  nota 
de  suspensión  puesta  por  el  Registrador  de  Occidente  como 
medio  evasivo  de  realizar  la  inscripción  de  la  casa  niimero 
treinta  y  seis  de  la  calle  Vieja  de  Maríanao,  acompañando  con 
dicho  escrito  un  testimonio  del  testamento  otorgado  por  doña 
Candelaria  Andreu  y  Coloma,  en  tres  de  Enero  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  seis  ante  el  Bachiller  Felipe  Fomaris,  del  que 
aparece  por  su  cláusula  cuarta  que  la  testadora  lega  entre  sus 
bienes  ia  casa  calle  Vieja  número  treinta  y  dos,  apareciendo 
asimismo  por  la  cláusula  décima  tercera  que  lega  la  antes  expre- 
sada casa  calle  Vieja  número  treinta  y  dos  á  sus  sobrinos  don 
Santiago,  don  Antonio,  don  Mariano,  don  Juan  Bautista  y  don 
Juan  Federico  Andreu  y  Sirven;  cuyo  documento  fué  presen- 
tado al  Registrador  de  Occidente  en  veinte  y  uno  de  Septiembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  para  su  inscripción;  po- 
niéndose nota  de  suspensión  con  fecha  siete  de  Octubre  del 
mismo  año,  por  encontrarle  defectos  acusados  en  la  nota  puesta 
al  pie  del  testamento  otorgado  por  don  Juan  Andreu  Coloma 
en  diez  de  Julio  de  mil  ochocientos  setenta  y  cuatro  ante  don 
Femando  Calvez,  que  también  se  acompaña,  y  el  que  fué  pre- 
flentado  en  el  expresado  Registro  en  nueve  de  Agosto  del  mismo 
año,  y  después  de  presentado  en  la  oficina  liquidadora  y  decla- 
rados condonados  los  derechos,  según  Decreto  del  Gobernador 
Qeneral  de  diez  y  seis  de  Febrero  último,  en  cuatro  de  Septiem- 
bre del  mismo  año,  se  presentó  nuevamente  en  el  Registro  para 
su  inscripción,  con  fecha  veinte  y  uno  del  mismo  mes  y  año, 
suspendiéndose  la  inscripción  por  notarle  defectos  el  Registra- 
dor, con  fecha  siete  de  Octubre  del  mismo  año,  á  cuya  nota  de 
suspensión  siguen  otras  dos,  por  las  mismas  causas,  de  fechas 
veinte  y  tres  de  Octubre  último;  asimismo  se  acompaña  la  ins- 
tancia presentada  al  Registrador  expresado  en  doce  de  Octubre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  con  la  que  acompañaron  las 
partidas  de  defunción  de  doña  Candelaria  y  don  Juan  Andreu, 
y  la  escritura  de  cuatro  de  Mayo  de  mil  ochocientos  cincuenta, 
y  nota  adicional,  al  objeto  de  subsanar  los  defectos  advertidos 
por  el  Registrador  y  la  comunicación  de  la  Secretaría  de  Ha- 
cienda de  fecha  veinte  y  siete  de  Julio;  por  la  que  se  dispuso 
entregar  á  los  herederos  de  don  Juan  Andreu  la  casa  calle  Vieja 
número  treinta  y  seis,  en  Marianao : 

Resultando:  que  en  mérito  de  las  razones  expuestas  en  el 
escrito  estableciendo  el  recurso  contra  el  Registrador  mencio- 
nado, se  tuvo  por  establecido  el  recurso,  disponiéndose  que  pa- 
sase original  el  expediente  ad  Registrador,  para  que  á  tenor  de 
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•k)  dispuesto  en  el  artículo  ciento  doce  del  Reglamento  de  la  Ley 
Hipotecaria,  informase  respecto  al  particular;  pasándose  en 
cumplimiento  de  ío  dispuesto  el  expediente  al  Registrador  con 
fecha  veinte  j  ocho  del  mismo  mes  de  Febrero  último: 

Resultando:  que  con  fecha  catorce  de  Marzo  se  presentó 
escrito  por  el  recurrente  solicitando  se  apremiase  al  Registrador 
para  que  en  el  término  improrrogable  de  tres  días  informase 
en  el  recurso  establecido  y  protestando  hacer  uso  de  la  accióii 
que  le  concede  la  Ley  Hipotecaria  contra  el  Registrador,  á  cuyo 
escrito  se  proveyó  de  conformidad,  se  tuvo  por  hecha  la  protesta 
y  se  dispuso  fuese  requerido  el  Registrador,  lo  que  se  efectuó  con 
fecha  quince  del  mismo  mes  de  Marzo  último : 

Resultando:  que  con  fecha  veinte  y  tres  de  Marzo  se  dio 
cuenta  con  el  informe  del  Registrador  de  la  Propiedad  de  Occi- 
dente; disponiéndose  con  fecha  veinte  y  cuatro  del  mismo  mes 
que  para  mejor  proveer,  se  expidiesen  y  remitiesen  por  el  Regis- 
trador ya  mencionado  copia  literal  de  la  inscripción  he- 
cha á  favor  del  Estado  de  la  casa  calle  Vieja  número  treinta 
y  seis,  en  Marianao,  y  copia  literal  del  asiento  de  la  antigua 
Anotaduría  de  la  casa  número  treinta  y  dos,  calle  de  Pluma 
en  Marianao,  y  que  se  pidiesen  á  la  Hacienda  y  Alcaldía  Muni- 
cipal de  Marianao  un  duplicado  de  las  certificaciones  que  con 
relación  á  la  casa  número  treinta  y  seis  de  la  calle  de  Pluma  6 
Vieja,  en  Marianao,  remitieron  al  tantas  veces  nombrado  Regis- 
trador, lo  que  se  cumplió  librándose  los  despachos  correspon- 
dientes, que  fueron  entregados  al  promovente  Andreu  y  Sirven 
para  su  diligenciamiento : 

Resultando :  que  recibidas  las  resultas  de  las  comunicaciones  li- 
bradas á  la  Hacienda  y  Registrador  de  la  Propiedad  de  Occidente, 
se  dispuso  que  fuesen  unidas  á  los  autos  y  que  se  recordase  al  señor 
Juez  de  Marianao  las  resultas  del  exhorto  que  se  le  libró  lo  que 
se  efectuó,  y  al  recibirse  las  resultas  y  observándose  que  por 
'  un  error  material  se  había  solicitado  una  certificación  que  co- 
rrespondía á  una  casa  que  no  es  de  las  que  comprende  el  pre- 
sente recurso,  se  dispuso  que  se  librasen  nuevas  comunicaciones 
al  Departamento  de  Hacienda  y  Alcaldía  Municipal  de  Maria- 
nao como  rectificación  á  las  libradas  anteriormente,  é  interesan- 
do certificación  ó  duplicado  de  la  certificación  que  con  relación 
á  la  ya  mencionada  casa  calle  Vieja  número  treinta  y  seis  remi- 
tieron al  Registrador  de  Occidente: 

Resultando:  que  recibido  el  duplicado  de  la  certificación 
solicitada  á  la  Hacienda,  toda  vez  que  no  se  habían  recibido  las 
de  la  librada  á  la  Alcaldía  de  Marianao,  se  dispuso  se  recordase 
al  señor  Juez  de  primera  instancia  de  dicho  poblado  por  con- 
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docto  del  cual  fué  solicitada,  y  une  vez  recibidas  las  resultas  y 
de  unirse  al  expediente,  se  dio  cuenta  para  la  resolución  corres- 
pondiente: 

Oensíderando :  que  la  cuestión  objeto  de  este  recurso  estriba 
simple  y  sencillamente  en  decidir  si  con  los  títulos  presentados 
por  el  promovente,  y  con  las  certificaciones  traídas  á  este  expe- 
diente, por  virtud  de  la  providencia  para  mejor  proveer  que 
constituyen  la  documentación  que  ha  tenido  á  la  vista  y  que 
ha  calificado  el  señor  Repristrador  de  la  Propiedad,  la  casa  nú- 
mero treinta  y  seis  de  la  calle  Vieja,  cuya  inscripción  se  solicita 
en  los  modernos  por  los  herederos  de  doña  Candelaria  y  de  don 
Juan  Andreu  y  Coloma  es  la  misma  que  designada  con  el  número 
treinta  y  dos  en  el  testamento  de  doña  Candelaria,  forma  parte 
de  su  herencia  y  la  cual,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  la  cláusula 
décima  tercera  de  dicho  testamento,  debía  usufructuar  don  Juan 
Andreu  y  Coloma  y  pasar  á  su  fallecimiento  á  sus  hijos,  entre 
los  que  se  encuentra  el  recurrente : 

Considerando :  qne  con  los  documentos  y  certificaciones  que 
obran  en  autos  no  se  justifica  que  haya  esa  identidad,  necesaria 
para  qxxe  los  herederos  de  don  Juan  Andreu  y  Coloma  puedan 
obtener  á  su  favor  la  inscripción  de  dominio  de  la  casa  número 
treinta  y  seis  de  la  calle  Vieja,  ó  Sama,  sino  antes  al  contrario, 
hay  tal  confusión  y  obscuridad  en  los  títulos  presentados  id 
Begristro  pues  en  el  testamento  de  doña  Candelaria,  se  indica  la 
finca  objeto  de  este  recurso  con  el  número  treinta  y  dos,  y  en  el  del 
heredero  usufructuario  don  Juan  Andreu,  aparece  designada 
con  el  número  treinta,  y  al  referirse  á  la  número  treinta  y 
con  el  número  treinta,  pues  al  referirse  á  la  número  treinta  y 
dos  no  dice  el  testador  que  la  posea  en  usufructo,  advertencia 
que  sí  se  contiene  con  respecto  á  la  número  treinta : 

Considerando:  que  la  manifestación  hecha  por  el  promo- 
vente  en  su  escrito  estableciendo  este  recurso  expresiva  de  que 
de  la  casa  número  treinta  y  dos  de  la  calle  Vieja,  se  formaron 
dos  marcadas  con  los  números  treinta  y  treinta  y  dos,  hoy 
treinta  y  seis  y  treinta  y  ocho,  no  se  ha  traído  ¿  este  expediente 
la  menor  prueba,  no  obstante  el  carácter  decisivo  que  habria  de 
tener  para  decidir  el  punto  cuestionado  cualquier  documento 
^ue  acreditase  este  extremo: 

Considerando:  que  aceptando  esa  manifestación  del  promo- 
vente  referente  á  la  división  en  dos  fincas  de  la  casa  dejada  por 
doña  Candelaria  Andreu,  á  éste  le  es  fácil  acreditar,  ya  por 
medio  de  la  licencia  concedida  para  fabricar  ó  dividir  las  ea- 
aas,  ya  por  una  certificación  de  las  oficinas  del  Amillaramiento, 
este  extremo  que  vendría  á  identificar,  por  así  decirlo,  la  easi^ 
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número  treinta  y  seis  moderno,  con  la  numero  treinta  y  dos  an- 
tiguo de  la  referida  calle  Vieja,  pero  no  habiéndolo  hecho  no 
está  el  Begistradoo*  en  la  obligación  de  suplir  esa  omisión : 

Considerando:  que  no  habiéndose  llevado  al  Registro  ese 
documento  ó  esa  certificación  de  las  oficinas  de  Amillaramiento 
ó  del  Padrón  de  fincas  del  Ayuntamiento  de  Marianao,  acredi- 
tativa de  ese  extremo,  el  Begistrador  no  ha  podido,  ¿  juicio  del 
que  provee,  y  con  sólo  los  documentos  que  figuran  en  este  expe- 
diente, estimar  acreditado  el  extremo  que  i¿rma  el  recurrente, 
de  ser  la  casa  marcada  con  el  número  treinta  y  seis  la  misma  que 
con  el  número  treinta  y  dos  designó  su  tía  y  causante  doña  Can- 
delaria Andreu  y  Coloma  en  su  testamento  de  fecha  tres  de 
Enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis,  ante  Felipe  Fomaris. — 
El  Juez  Delegado  acuerda,  desestimando  el  recurso  gubernativo 
establecido  por  don  Antonio  Andreu  y  Sirven  aprobar  la  nota 
puesta  por  el  señor  Begistrador  de  la  Propiedad  de  Occidente  á 
continuación  del  testamento  otorgado  por  don  Juan  Andreu  y 
Coloma,  y  cuya  nota  tiene  fecha  quince  de  Febrero,  último. 

Notifíquese  esta  resolución  al  recurrente,  y  al  señor  Begis- 
trador de  ia  Propiedad  de  Occidente,  y  dentro  del  término  l^al 
dése  cuenta  de  así  haberlo  verificado : 

Lo  proveyó  y  firma  el  señor  Juez  Delegado  para  la  inspec- 
ción del  Begistro  de  la  Propiedad  de  Occidente,  de  que  certifico. 
— Juan  Federico  Edelmann. — José  Clodomiro  Barrena: 

Aceptando  los  hechos  que  sirvieron  de  base  al  Juez  de  pri- 
mera instancia  y  ad  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana : 

Resultando :  que  contra  lo  resuelto  por  dicha  Audiencia  es- 
tableció alzada  en  tiempo  y  forma  para  ante  esta  Presidencia  el 
Sr.  Antonio  Andreu  y  Sirven  por  escrito  de  Julio  treinta  último, 
la  cual  le  fué  admitida  según  providencia  de  Agosto  once : 

Resultando :  que  dicho  Andreu  y  Sirven,  en  escrito  de  quin- 
ce de  Agosto  último  pidió  que  se  le  concediese  un  plazo  de  cinco 
días  para  hacer  alegaciones  en  pro  del  derecho  que  representa, 
accediéndose  á  ello  por  esta  Presidencia,  y  se  presentó  por  dicho 
señor  una  certificación  expedida  por  el  Secretario  del  Ayunta- 
miento de  Marianao  en  la  cual  se  manifiesta  que  desde  la  crea- 
ción de  ese  Ayuntamiento  hasta  el  año  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  siete  á  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  la  casa  calle  Vieja 
ó  Sama,  número  treinta  y  seis,  figura  á  nombre  de  los  herederos 
de  Juan  Andreu,  y  desde  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  á  no- 
venta y  nueve  has.ta  la  fecha  á  nombre  de  José  Somarriba;  y 
cinco  recibos  del  impuesto  urbano,  tres  de  ellos  correspondientes 
al  ejercicio  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  á  mil  ochocientos 
retenta  y  tres,  y  dos  al  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  á  mil  ocho- 
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cientos  setenta  y  cuatro,  todos  referentes  á  la  casa  número  trein- 
ta de  la  calle  Vieja,  de  la  propiedad  de  Joian  Andreu : 

Resultando:  que  dicho  Andreu  Sirven,  en  escrito  de  veinte 
y  dos  de  Agosto  último  alega  diversas  razones  encaminadas  á 
demostrar  el  derecho  que  le  asiste  respecto  al  inmueble,  cuya 
inscripción  se  ha  solicitado : 

Resultando :  que  en  cinco  de  Septiembre  último  esta  Presi- 
dencia ordenó  que  se  dirigiera  comunicación  al  Administrador 
de  Rentas  é  Impuestos  de  la  Habana,  para  que  éste  remitiera 
cuantos  datos  constaran  en  la  oficina  á  su  cargo  y  pudieran 
servir  para  determinar  la  propiedad  de  la  casa  calle  Vieja  6 
Sama  número  treinta  y  seis,  en  Marianao,  cómo  se  administró 
desde  que  de  ella  se  incautó  el  Estado,  por  qué  motivo  figura 
hoy  como  poseedor  de  esa  finca  don  José  Somarriba  y  si  dicha 
casa  es  la  misma  que  tuvo  el  número  treinta  y  dos;  y  por  la 
Administración  de  Rentas  se  contestó  al  día  siguiente  seis,  que 
la  casa  número  treinta  y  seis  de  la  calle  Vieja  ó  Sama,  en  Ma- 
rianao, consta  en  el  libro  inventario  de  fincas  incautadas  por  el 
Estado  por  débito  de  contribuciones ;  que  durante  la  administra- 
ción española  estuvo  arrendada;  que  aparece  poseyéndola  á 
titulo  de  dueño,  José  Somarriba,  quien  exhibe  varios  documen- 
tos y  un  acta  de  cuatro  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y 
seis,  autorizada  por  un  Oficial  de  la  pasada  Administración,  de 
la  que  resulta  que  este  Oficial  autorizó  de  acuerdo  con  la  Al- 
caldía Municipal,  al  Somarriba  para  derribar  la  citada  casa,  que 
estaba  en  ruinas,  acordándose  por  el  Ayuntamiento  en  veinte  y 
nueve  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  conceder  licen- 
cia á  dicho  Somarriba  para  fabricar ;  y  que  en  la  oficina  no  hay 
constancia  de  si  dicha  casa  tenía  antes  el  número  treinta  y  dos : 

Resultando :  que  esta  misma  Presidencia  ordenó  en  siete  de 
Septiembre  dirigir  comunicación  á  la  Alcaldía  Muincipal  de 
Marianao  para  que  manifestase  todos  los  datos  que  existieran  en 
ese  Ayuntamiento  y  pudieran  servir  para  determinar  á  quién 
pertenecía  la  propiedad  de  la  casa  en  cuestión  y  por  qué  figuraba 
como  poseedor  de  la  misma  José  Somarriba,  así  como  los  cam- 
bios que  haya  habido  en  la  numeración  de  dicha  casa;  que  no 
habiéndose  contestado  se  recordó,  en  dos  de  Octubre  á  ia  propia  Al- 
caldía la  comunicación  librada  anteriormente;  y  en  seis  del  mismo 
Octubre  se  contestó  por  el  Alcalde  de  ese  pueblo,  que  la  casa 
calle  de  Sama,  antes  Vieja,  número  treinta  y  seis,  figura  con  ese 
número  desde  la  creación  de  ese  Ayuntamiento  en  Enero  de  mil 
ochocientos  setenta  y  nueve  hasta  la  fecha;  que  en  el  Amillara- 
miento  de  fincas  urbanas  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco, 
aparece  inscrita  la  casa  á  nombre  de  los  herederos  de  Juan  An- 
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dreu,  habiéndose  dictado  por  la  misma  Alcaldía  en  once  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete  decreto  de  incautación 
á  favor  de  la  Hacienda  de  la  citada  casa  en  expediente  seguido 
contra  los  herederos  ya  mencionados  por  adeudos  de  contribu- 
ción al  Estado  de  las  casas  Vieja  número  catorce  y  número 
treinta  y  seis;  que  posteriormente  se  formó  expediente  por  el 
estado  ruinoso  de  esta  última  casa,  disponiéndose  por  el  Ayun- 
tamiento la  demolición  ó  reparación  de  la  parte  ruinosa  de  la 
misma,  cuya  resolución  se  comunicó  al  Administrador  de  Ha- 
cienda, quien  comisionó  á  un  Oficial  para  que  dispusiera  la 
demolición ;  que  más  tarde  solicitó  licencia  José  Somarriba  para 
fabricar  una  casa  de  nueva  planta  en  el  mismo  lugar,  la  que  se 
le  concedió  en  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis;  que  la 
casa  fué  construida  utilizando  las  paredes  de  la  casa  anterior, 
y  sigue  teniendo  el  mismo  número  treinta  y  seis;  y  que  en  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve  se  dispuso  por  la  Hacienda  la  de- 
volución á  sus  dueños  de  la  casa  Sama  treinta  y  seis,  antes  Vieja, 
dejando  sin  efecto  el  decreto  de  incautación  del  mes  de  Mayo  ya 
citado : 

Aceptando  las  consideraciones  de  derecho  del  Juez  delegado 
y  de  la  Presidencia  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  y  además : 

CoTisiderando :  que  no  obstante  los  nuevos  datos  traídos  á 
este  expediente,  queda  en  pie  el  problema  jurídico  planteado  de 
si  la  casa  número  treinta  y  dos  de  la  calle  Vieja  en  Marianao, 
á  la  cual  se  contrae  doña  Candelaria  Andreu  en  sa  testamento 
de  tres  de  Enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  seis,  es  la  misma 
que  la  que  hoy  está  marcada  con  el  número  treinta  y  seis,  punto 
éste  que  no  ha  llegado  á  comprobarse,  pues  las  manifestaciones 
personales  del  interesado  en  provecho  propio,  no  acompañadas 
de  documentos  fehacientes,  no  reúnen  las  condiciones  legales 
para  que  pueda  hacerse  una  inscripción,  siendo  indispensable 
para  ello  la  completa  identificación  del  inmueble  que  se  trata 
de  inscribir,  identificación  que  aquí  no  aparece  ni  de  la  certifi- 
cación del  Ayuntamiento  de  Marianao  de  fecha  veinte  de  Abril 
último,  ni  de  los  cinco  recibos  del  impuesto  urbano  correspon- 
dientes á  los  ejercicios  de  mil  ochocientos  setenta  y  dos  á  se- 
tenta y  tres  y  mil  ochocientos  setenta  y  tres  á  setenta  y  cuatro, 
ni  de  la  comunicación  del  Negociado  de  Bienes  del  Estado  de 
seis  de  Septiembre  del  corriente,  ni  de  la  comunicación  de  la 
Alcaldía  Municipal  de  Marianao  de  seis  de  Octubre  último,  pu- 
diendo  afirmarse  que,  según  el  espíritu  de  da  Ley  el  Registro  ha 
de  ser  un  espejo  de  la  Propiedad,  y  cuando  se  carece  de  un  título 
verdaderamente  justificart:ivo  del  dominio  de  un  inmueble,  hay 
medios  legales  para  suplir  da  carencia  de  títulos : 
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Considerando:  á  mayor  abundamiento,  y  aparte  de  lo  ya 
expaesto,  que  de  los  mismos  documentos  traídos  últimamente 
surge  un  nuevo  aspecto  de  la  cuestión,  y  es,  el  hecho  de  que  otro 
individuo  alega  determinados  derechos  de  dominio  de  la  casa 
marcada  con  el  número  treinta  y  seis  de  la  calle  Vieja  6  Sama 
en  Marianao,  cuya  inscripción  se  ha  solicitado  por  Antonio  An- 
dreu  y  Sirven,  y  de  semejante  aleación  no  puede  prescindirae 
en  modo  alguno  por  un  Registrador  de  la  Propiedad : 

Se  confirma  la  resolución  de  veinte  y  uno  de  Mayo  úJtimo, 
su  concordante  de  diez  y  seis  de  Julio  y  la  nota  del  Registrador, 
fecha  quince  de  Febrero. 

Comuniqúese  lo  resuelto  por  medio  de  certificación  y  carta 
orden  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  y  publíquese 
en  la  Gaceta  de  la  Habana, — ^Rafael  Cruz  Pérez. 


Enrique  Esgauriza  Bencomo  contra  el  Registrador  de  la 
Propiedad  del  Mediodía. 

Besolución  núm.  7  (Octubre  31  de  1900). 

Recurso  gubernativo  establecido  por  Escauriza  Bencomo  contra 
resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana  que 
confirmó  la  negativa  del  Registrador  de  la  Propiedad  del  Me- 
diodía sobre 

INSCRIPCIÓN  DE  FINCAS  URBANAS  EN  QUE  NO  CONSTA 

INSCRIPTO  A  FAVOR  DE  NINGUNA  PERSONA  EL 

TERRENO  EN  QUE  ESTÁN  EDIFICADAS. 

Adquiridas  por  unos  individnos  varias  casas  situadas  en. 
distintas  manzanas  de  tina  estancia  qne  fué  repartida  y  ur- 
banizada, y  presentada  la  escritura  en  el  Begistro  de  la  Pro- 
piedad, se  practicó  la  inscripción  respecto  á  aquéllas  en  qne- 
aparecía  inscripto  el  dominio  de  los  terrenos  en  que  estaban 
edificadas,  negándose  en  cuanto  á  las  que  carecían  de  esas 
circunstancias;  é  interpuesto  recurso  y  sustanciado  en  forma, 
trayéndose  al  misma  certificación  en  relación  de  varios  lu- 
gares de  cierta  testamentaria,  en  la  cual  se  babían  adjudica- 
do los  vendedores  ó  sus  causahabientes,  varias  manzanas  de 
la  citada  estancia,  la  Presidencia  del  8uT)remo  confirma  la 
nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  consignando:  que  es 
obligación  de  los  Registradores  conforme  á  los  Artículos  9.o 
de  la  Ley  Hipotecaria  y  63  de  su  Reglamento,  consignar  to- 
das las  circunstancias  que  en  ellos  se  señalan,  tendentes  á 
que  las  inscripciones  que  se  realicen  sean  claras  y  alejen  en 
lo  absoluto  toda  duda  respecto  del  inmueble  ó  derecho  real 
objeto  de  la  inscripción;  y  que  las  simples  manifestaciones  de 
los  otorgantes  al  Notario,  en  provecho  propio  y  fuera  de  Jui- 
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do,  no  coostitnyen  en  modo  algnno  praeba  legal  de  qne  los 
inmuebles  cajtk  inecrlpción  se  solicite,  sean  los  correspon- 
dientes 6  que  se  contrae  la  escritura  presentada. 

Visto  por  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo  el  recnrao 
de  apelación  establecido  por  el  señor  Enrique  Escauriza  y  Ben- 
como contra  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  fecha  veinte  y  dos  de  Septiembre  último,  que  confirmó 
la  del  Juez  Delegado  fecha  treinta  y  uno  de  Julio  anterior,  que 
á  la  letra  dice : 

Resultando:  que  por  escritura  otorgada  el  día  ocho  de  Di- 
ciembre de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  ante  el  Notario  don 
Emilio  Villageliú  é  Irola  por  las  señoras  Carmen  y  Ramona 
Bonifaci  y  O'Halloran,  y  los  señores  Francisco  García  Gástelo 
y  Francisco  iSuárez  y  Cepen),  se  adjudicaron  los  cuatro,  los  si- 
guientes inmuebles  marcados  con  los  números  treinta  y  treinta 
y  dos  de  la  calle  de  Santiago,  cuarenta  y  uno  de  la  calle  de 
Marqués  González  y  siete  de  Jesús  Peregrino,  comprendidos 
todos  en  la  manzana  número  siete ;  el  treinta  y  nueve  de  la  calle 
de  Jesús  Peregrino  en  la  manzana  ocho;  y  los  números  ciento 
noventa  y  nueve  y  doscientos  nueve  de  la  calle  de  la  Salud  en  la 
manzana  catorce,  correspondientes  dichos  bienes  á  la  testamen- 
taría de  doña  Manuefla  González  de  Álamo : 

Resultando:  que  presentada  dicha  escritura  en  el  Registro 
de  la  Propiedad  del  Mediodía  de  esta  ciudad,  fué  practicada  la 
inscripción  en  cuanto  á  los  terrenos  señalados  con  los  números 
ciento  noventa  y  nueve  y  doscientos  nueve  de  la  calle  de  la  Salud 
y  suspendidas  respecto  de  las  demás  fincas,  por  no  constar  ins- 
critas á  favor  de  ninguna  persona : 

Resultando:  que  contra  esa  nota  de  suspensión  estableció 
recurso  gubernativo  don  Enrique  Escauriza  y  Bencomo  en  re- 
presentación de  su  legítima  consorte  la  señora  Ramona  Bonifaci 
y  O'Halloran,  fundando  dicho  recurso  en  que  el  Registrador 
no  se  ha  fijado  bien  en  la  escritura  citada,  pues  de  ella  consta 
una  relación  sucinta  y  detallada  de  la  forma  en  que  los  otorgan- 
tes adquirieron  los  mencionados  inmuebles,  de  cuyos  documentos, 
relacionados  en  la  escritura,  no  solo  da  fe  el  Notario  autorizante, 
sino  que  á  mayor  abundamiento  y  para  desvanecer  las  dudas 
que  pudiera  tener  el  señor  Registrador,  se  le  acompañaron  como 
documentos  fehacientes,  que  con  arreglo  al  artículo  veinte  de 
la  Ley  Hipotecaria,  son  bastantes  á  producir  la  inscripción  de 
esas  fincas  por  ser  otorgadas  con  anterioridad  al  planteamiento 
de  dicha  Ley,  hechos  que  demuestran  las  mismas  notas  puestas 
y  suscritas  por  el  Registrador  respecto  á  las  inscripciones  de 
otras  fincas  y  en  casos  exactamente  iguales;  haciendo  presente 
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qae  los  inmuebles  en  cuestión  no  constan  inscritos  á  nombre  de 
persona  alguna ;  por  todo  lo  cual  solicita  que  se  disponga  por  el 
señor  Registrador  de  la  Propiedad  del  Mediodía  se  proceda  á 
la  inscripción  de  los  inmuebles  relacionados;  7  que,  conjunta^ 
mente  con  su  informe,  remita  certificación  en  relación  de  los 
documentos  que  utilizó  para  poder  realizar  las  inscripciones  de 
fecha  veinte  y  siete  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  referentes  á  los  inmuebles  señalados  con  los  números 
ciento  veinte  y  siete  y  ciento  treinta  y  tres  de  la  calle  de  la 
Zanja,  y  ciento  cincuenta  y  ocho  de  la  calle  de  la  Salud,  con 
cuya  certificación  quedará  demostrado  que  los  mismos  documen- 
tos que  ahora  se  acompañan  fueron  los  que  sirvieron  al  propio 
Registrador  para  llevar  á  efecto  esas  inscripciones,  y  que  por 
consiguiente  no  existe  motivo  que  amerite  la  suspensión  recu- 
rrida : 

Resultando:  que  con  la  referida  escritura  de  adjudicación 
otorgada  ante  Villageliú,  presentó  el  recurrente  una  certifica- 
ción en  relación,  de  lugares  de  los  autos  ó  incidentes  de  la  tes- 
tamentaría de  doña  Manuefla  González  del  Álamo,  expedida  en 
treinta  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  por 
el  Escribano  del  Juzgado  de  Belén  José  Ramón  Cabello,  en  la 
que  con  relación  á  los  solares  de  tierra  de  la  estancia  Carmona, 
sólo  se  menciona  la  manzana  número  diez  y  nueve;  y  un  testi- 
monio de  la  escritura  de  adjudicación  y  venta  de  terreno  otor- 
gada en  veinte  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
cuatro  ante  el  Notario  don  Andrés  Mazón,  por  la  que  María  Re- 
gla Eleuteria  O'Halloran  y  Tejada  vendió  á  don  Francisco  Sná- 
rez  Cepero  la  mitad  de  todos  los  derechos  y  acciones  que  repre- 
sentaba en  la  testamentaría  de  doña  Manuela  Gk)nzález  del  Ála- 
mo, entre  los  cuales  designó,  por  hallarse  perfectamente  deslin- 
dados y  capaces  de  inscripción  después  de  adjudicárselos,  los 
solares  que  comprenden  las  manzanas  seis,  catorce,  quince,  diez 
y  ocho,  veinte  y  uno  y  veinte  y  dos,  situados  en  la  estancia 
denominada  ** Cocal  de  Carmona'*,  hoy  Pueblo  Nuevo;  dando 
fe  el  referido  Notario  Mazón,  de  que  á  fojas  veinte  y  una  de 
los  referidos  autos  testamentarios  de  doña  Manuela  González  del 
Álamo  aparece  un  plano  suscrito  el  veinte  y  cinco  de  Septiem- 
bre de  mil  ochocientos  veinte  y  dos  por  el  Agrimensor  Público 
de  la  Hacienda  Nacional  señor  Ambrosio  María  Muñoz,  en  cuyo 
plano  se  expresa  que  á  doña  Manuela  González  del  Álamo  co- 
rrespondieron de  la  estancia  titulada  Carmona,  las  manzanas 
tres,  seis,  siete,  ocho,  trece,  catorce,  quince,  diez  y  ocho,  diez  y 
nueve,  veinte,  veinte  y  uno,  veinte  y  dos  y  veinte  y  tres,  y  cjue 
para  levantar  ese  plano  se  había  tenido  presente  la  operación 
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que  hicieran  los  agrimensores  públicos  don  Ángel  Alberto  Sapiens 
j  don  Mateo  Rodríguez,  en  Mayo  de  mil  ochocientos  siete,  con 
el  objeto  de  dividir  la  mencionada  estancia  entre  las  dos  her* 
manas  doña  Manuela  y  doña  Rafaela  Oonzález  del  Álamo : 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  y  dada  audiencia  al 
Registrador,  expuso  éste  que  es  cierto  que  inscribió  los  terrenos 
correspondientes  á  las  casas  ciento  treinta  y  uno  y  ciento  treinta 
y  tres  de  la  calle  de  la  Zanja,  y  ciento  cincuenta  y  ocho  de  la 
de  Salud,  por  haber  aceptado  como  fehacientes,  los  documentos 
que  se  acompañaron;  pero  que  no  es  menos  cierto  que  esa  ins- 
cripción se  llevó  á  cabo,  después  de  haber  identificado  perfecta- 
mente los  citados  terrenos,  anotados  en  la  antigua  Anotaduria 
de  hipotecas,  y  resultar  los  mismos  en  favor  de  la  señora  Ma- 
nuela González  del  Álamo,  en  virtud  de  la  declaratoria  de  nuli- 
dad de  la  venta  hecha  por  dicha  señora  á  don  Francisco  Llopis; 
lo  cual  no  ha  sucedido  en  el  caso  de  este  recurs  >  por  no  halierse 
podido  llegar  á  la  identificación  de  ninguno  de  los  terrenos  de 
las  casas  marcadas  con  los  números  treinta  y  treinta  y  dos  de 
la  calle  de  Santiago,  cuarenta  y  uno  de  la  de  Marqués  González, 
y  siete  y  treinta  y  nueve  de  la  de  Jesús  Peregrino,  según  la 
busca  practicada  en  la  citada  Anotaduria;  y  que  este  hecho 
sin  duda  no  lo  ha  tenido  en  cuenta  el  recurrente,  dado  que,  si 
bien  dichos  terrenos  no  constan  inscriptos  á  nombre  de  persona 
alguna,  constan  muchos  terrenos  vendidos  por  la  citada  señora 
González  del  Álamo,  en  la  referida  antigua  Anotaduria,  perte- 
necientes á  la  estancia  Carmona,  á  distintas  personas,  en  los 
años  de  mil  ochocientos  cuatro,  mil  ochocientos  cinco  y  mil  ocho- 
cientos seis,  sin  que  exprese  á  qué  manzana  pertenecen  <le  las 
correspondientes  á  las  en  que  se  halla  dividida  la  referida  es- 
tancia, por  todo  lo  cual  opina  que  debe  quedar  subsistente  la 
nota  de  suspensión  puesta  al  referido  título,  la  cual  ratifica  en 
tanto  que  los  interesados  no  presenten  en  el  Registro  los  datos 
necesarios  para  la  identificación  de  las  fincas,  que  ha  de  preceder 
á  ia  inscripción  definitiva : 

Resultando :  que  con  el  precedente  informe  acompañó  el  Re- 
gistrador la  certificación  interesada  por  el  recurrente,  expresando 
en  ella  que  los  documentos  que  motivaron  la  inscripción  de  las 
fincas  número  ciento  treinta  y  tres  y  ciento  veinte  y  siete  de  la 
calle  de  la  Zanja  y  ciento  cincuenta  y  ocho  de  la  de  Salud,  fue- 
ron los  siguientes:  certificación  de  lugares  de  los  autos  de  doña 
Manuela  González  del  Álamo,  expedida  en  treinta  de  Septiem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  por  don  José  Ramón 
Cabello,  Escribano  de  actuaciones  del  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia del  Distrito  de  Belén,  escritura  otorgada  ante  don  An- 
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drés  Massón  en  veinte  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  cnatro;  escritura  otorgada  ante  don  Emilio  Villageliú  en 
veinte  y  ocho  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete; 
y  escritura  otorgada  ante  don  Francisco  de  Castro  en  veinte  y 
siete  de  Septiembre  de  nuil  ochocientos  noventa  y  nueve : 

Considerando:  que  si  bien  el  párrafo  tercero  del  artículo 
veinte  de  la  Ley  Hipotecaria  autoriza  á  los  Registradores  para 
inscribir,  sin  el  requisito  que  determina  el  párrafo  primero  de 
dicho  articulo,  los  títulos  otorgados  por  personas  que  hubiesen 
adquirido  el  derecho  sobre  los  mismos  bienes  que  tra^ten  de  ins- 
cribir con  anterioridad  al  día  en  que  empezó  á  regir  la  referida 
Ley  Hipotecaria,  esto  se  entiende,  según  lo  preceptúa  el  propio 
artículo,  siempre  que  se  justifique  la  adquisición  de  dichos  bie- 
nes con  documentos  fehacientes  y  no  estuviese  inscrito  el  mismo 
derecho  á  favor  de  otra  persona: 

Considerando:  que  de  los  documentos  presentados  en  el  pror 
senté  recurso,  sólo  aparece,  por  manifestación  de  los  otorgantes 
de  la  escritura  ante  Villageliú,  presentada  para  la  inscripción, 
que  ha  sido  suspendida,  que  los  inmuebles  á  que  dicha  escritura 
se  refiere  son  los  marcados  con  los  números  treinta  y  treinta  y 
dos  de  la  calle  de  Santiago;  cuarenta  y  uno  ríe  la  de  Marqués 
González  y  siete  y  treinta  y  nueve  de  la  de  Jesús  Peregrino,  y 
que  corresponden  á  las  manzanas  números  sioto  y  ocho  (leí  re- 
parto de  la  antigua  estancia  **  Cocal  de  Carmona",  hoy  barrio  de 
Pueblo  Nuevo,  cuya  manifestación  no  es  bastante,  aún  cuando 
los  mencionados  inmuebles  no  aparezcan  inscritos  á  favor  de 
persona  alguna,  para  acordar  su  inscripción : 

Considerando :  que  aún  cuando  en  la  escritura  de  adjudica- 
ción y  venta  de  terreno  otorgada  en  veinte  y  uno  de  Marzo  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro  ante  el  Notario  don  Andrés 
Mazón,  agregada  á  este  expediente,  exprese  dicho  Notario,  con 
relación  á  los  autos  de  la  testamentaría  de  doña  Manuela  Gon- 
zález del  Álamo,  que  en  dichos  autos  existe  un  plano  de  fecha 
veinte  y  cinco  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  veinte  y  dos 
suscrito  por  el  Agrimensor  público  Ambrosio  María  Muñoz,  en 
el  que  se  expresa  que  á  doña  Manuela  González  del  Álamo  co- 
rrespondieron de  la  estancia  titulada  Carmona,  entre  otras 
manzanas,  las  indicadas  con  los  números  siete  y  ocho,  tampoco 
aparece  justificado  que  correspondan  á  dicha  matizana  las  men- 
cionadas fincas  números  treinta  y  treinta  y  dos  de  la  calle  de 
Santiago,  cuarenta  y  uno  de  la  de  Marqués  González  y  siete  y 
t'-einta  y  nueve  de  la  de  Jesús  Peregrino,  y  sí  que  ese  plano  fué 
levantado  teniendo  presente  la  operación  que  hicieron  dos  Agri- 
mensores en  Mayo  de  mil  ochocientos  siete  con  el  objeto  de  di- 
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vidir  la  mencionada  estancia  entre  las  dos  hermanas  herederas 
de  la  misma,  doña  Manuela  y  doña  Rafaela  González  del  Álamo: 

Se  confirma  l'a  nota  de  suspensión  puesta  por  el  Registrar 
dor  de  la  Propiedad  del  Mediodia  á  la  referida  escritura  otor- 
gada en  ocho  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
ante  el  Notario  don  Emilio  Villageliú  é  Irola,  por  doña  Carmen 
y  doña  Ramona  Bonifaci  y  O'Halloran,  don  Francisco  García 
Gástelo  y  don  Francisco  Suárez  y  Cepero: 

Lo  mandó  y  firma  el  señor  Ramón  Barinaga  y  ürbaneja, 
Juez  de  Primera  Instancia  é  Instrucción  defl  Distrito  Norte  de 
esta  ciudad. — ^Ramón  Barinaga. — ^Ante  mí,  Arturo  Galletti: 

Aceptando  la  relación  de  hechos  del  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia del  Distrito  Norte,  que  fueron  también  aceptados  por  el 
Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana: 

Resultando:  que  por  escrito  de  cinco  de  Octubre  del  co- 
rriente, el  señor  Escauriza  Bencomo  estableció  alzada  contra 
la  resolución  dictada  por  el  Presidente  de  la  Audiencia  de  la 
Habana;  y  por  providencia  de  nueve  de  Octubre  se  admitió  la 
apelación  interpuesta  para  ante  esta  Presidencia  del  Supremo, 
á  la  que  se  remitieron  los  antecedentes  del  caso : 

Aceptando  también  las  consideraciones  de  derecho  del  pro- 
pio Juzgado,  las  que  también  lo  fueron  por  el  Presidente  de  la 
Audiencia  de  la  Habana: 

Considerando :  que  es  obligación  de  los  Registradores  de  la 
Propiedad,  á  tenor  del  artículo  noveno  de  la  Ley  Hipotecaria  y 
sesenta  y  tres  de  su  Reglamento,  consignar  todas  las  circunstan- 
cias que  dichos  artículos  señalan,  tendentes  á  que  las  inscrip- 
ciones que  se  realicen  sean  claras  y  alejen  en  lo  absoluto  toda 
duda  respecto  del  inmueble  ó  derecho  real  objeto  de  la  ins- 
cripciójn : 

Considerando:  por  otra  parte,  que  las  simples  manifesta- 
ciones de  los  otorgantes  al  Notario,  en  provecho  propio  y  fuera 
de  juicio,  no  constituyen  en  modo  alguno  prueba  legal  de  que 
los  inmuebles  cuya  inscripción  se  solicita,  sean  los  correspon- 
dientes á  la  manzana  á  que  se  contrae  en  la  escritura  presentada; 
por  lo  cual  dichas  manifestaciones,  no  acompañadas  de  docu- 
mentos fehacientes,  no  reúnen  las  condiciones  legales  para  que 
pueda  hacerse  una  inscripción,  siendo  indispensable  para  ello 
la  completa  identificación  de  los  inmuebles  en  cuestión,  la  cual 
aquí  no  aparece  debidamente  hecha ;  pudiendo  afirmarse  que  se- 
gún el  espíritu  de  la  Ley,  el  Registro  debe  ser  un  espejo  de  la 
propiedad,  y  cuando  se  carece  de  un  título  verdaderamente  jus- 
tificativo del  dominio  de  unos  inmuebles  hay  otros  medios  lega- 
les para  suplir  esa  carencia  de  título. 
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3e  confirma  la  resolución  de  treinta  y  uno  de  Julio  úStimo, 
su  concordante  de  veinte  y  dos  de  Septiembre  y  la  nota  del  Re- 
gistrador, fecha  veinte  y  cinco  de  Mayo. 

Comuniqúese  «lo  resuelto  por  medio  de  certificación  y  carta 
orden  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  y  publiquese 
en  la  Gaceta  de  la  Habana. — Rafael  Oruz  Pérez. 


El  Cónsul  de  los  B.  U.  en  Cibnfuegos  solicitando  que  el 
Juez  de  dicha  Ciudad  cese  en  el  conocimiento  del  in- 
testado DE  UN  subdito  de  SU  NACIÓN. 

Auto  núm.  86  (Octubre  31  de  1900). 

Cuestión  de  competencia  suscitada  entre  el  Cónsul  de  los  E.  V. 
de  Cienfuegos  y  el  Juez  de  dicha  Ciudad. 

CONOCIMIENTO  DE  JUICIO  DE  ABINTESTATO. 

El  objeto  de  la  competencia,  según  los  Artículos  63  y  72 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  es  que  el  Jaez  6  Tribu- 
nal incompetente  cese  en  el  conocimiento  del  asunto  que  ante 
él,  indebidamente,  se  sustancia  y  lo  remita  con  los  autos  al 
que  se  crea  competente;  por  lo  cual  la  comunicación  que  le 
dirige  un  Cónsul  extranjero  &  un  Juez,  para  que  cese  de  in- 
tervenir en  el  intestado  de  un  subdito  de  su  nación,  por  esti- 
marse que  su  misión  había  terminado  con  arreglo  al  Artícu- 
lo 42  de  la  Ley  de  Extranjería,  no  puede  reputarse  como  re- 
querimiento de  inhibición,  puesto  que  no  solicita  que  se  le 
remitan  las  diligencias  para  actuar  en  ellas:  no  siendo  por 
estas  razones  una  cuestión  de  competencia  la  que  se  pro- 
mueve. 

Resultando:  que  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Cienfue- 
gos, á  solicitud  y  con  intervención  del  Administrador  de  la 
Aduana  de  ese  puerto,  «n  funciones  de  Cónsul  de  los  Estados 
Unidos,  en  dicha  ciudad,  previno  el  intestado  del  ciudadano 
americano  Jaeobo  Dubuque,  depositando  los  bienes  y  nombrando 
administrador  de  los  mismos  á  la  persona  designada  por  dicho 
Cónsul : 

Resultando :  que  el  citado  Cónsul,  con  conocimiento  de  que 
el  ciudadano  fallecido  había  dejado  dos  hijos  naturales  recono- 
cidos, solicitó  del  Juez  que  les  nombrara  tutor,  por  ser  menores 
de  edad,  designando  al  efecto  la  persona  que  debía  desempeñar 
el  cargo,  a  lo  que  se  negó  el  Juez  por  entender  que  los  menores 
debían  ser  representados  por  su  madre,  en  virtud  de  la  patria 
potestad  que  sobre  ellos,  á  su  juicio,  tenía;  y,  posteriormente 
el  Cónsul,  en  comunicación  de  veinte  de  Julio  último,  requirió 
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al  Juez  para  que  en  cumplimiento  del  artículo  cuarenta  y 
cuatro  de  la  Ley  de  Extranjería,  y  por  cuanto  ya  estaban  en 
custodia  los  bienes  pertenecientes  á  la  herencia,  cesara  de  inter- 
venir en  el  abintestato,  para  lo  cual  sólo  tenia  competencia  el 
Consulado : 

Resultando:  que  de  esta  comunicación  se  confirió  instruc- 
ción al  Ministerio  Fiscal  y  á  la  madre  de  los  menores,  personada 
en  autos,  exponiendo  ambos  que  se  trataba  de  un  conflicto  de 
jurisdicción,  y  pidiendo  al  Juez  que  sostuviera  su  competencia, 
€n  contra  de  la  alegada  por  efl  Cónsul : 

Resultando :  que  el  Juez,  por  auto  de  diez  y  nueve  de  Agos- 
to último,  negó  la  inhibición,  que  dice  propuesta,  por  el  Cónsttl, 
y  sosteniendo  su  competencia  para  seguir  actuando,  lo  hizo  sa^ 
ber  á  éste  a  fin  de  que  le  manifestara  si  desistía  ó  no  de  su 
pretensión,  á  lo  que  contestó  dicho  funcionario,  que  su  deber 
no  le  permitía  apartarse  de  la  posición  asumida  por  su  antecesor, 
y  el  Juez,  infiriendo  de  esta  manifestación  que  se  insistía  en  una 
cuestión  de  competencia,  mandó  elevar,  y  elevó,  los  autos  á  este 
Supremo  Tribunal  para  la  resolución  del  conflicto: 

Resultando :  que  recibidos  los  autos,  y  formado  el  apunta- 
miento, se  pasaron  al  Fiscal,  quien  los  ha  devuelto,  con  escrito 
de  veinte  y  cuatro  del  actual  solicitando,  en  cuanto  á  lo  prin- 
cipal, por  los  motivos  en  el  mismo  expresados,  que  se  declare 
mal  formada  la  competencia  pendiente  y  que  no  ha^  lugar  á 
resolverla  por  este  Tribunal,  por  ser  nulo  todo  lo  actuado  en  la 
misma,  devolviéndose  los  autos  al  Juez  y  ordenándole  que  en  vista 
del  oficio  de  fojas  treinta  y  cuatro  provea  con  arreglo  á  dere- 
cho, invitando  al  Cónsul,  si  la  resolución  le  fuere  desfavorable, 
á  que  apele  para  ante  la  Audiencia  entendiéndose  de  oficio  las 
costas  causadas;  solicitando  además,  se  imponga  á  dicho  Juez 
como  corrección  disciplinaria,  un  apercibimiento;  y  que  se  le 
entregue  certificación  del  contenido  de  los  folios  treinta  y  seis 
y  cuarenta  y  seis  de  los  autos,  de  su  escrito  y  de  la  resolución 
que  al  mismo  recaiga : 

Considerando:  que  las  cuestiones  de  competencia  reguladas 
por  las  disposiciones  de  la  Sección  tercera,  Título  segundo,  Libro 
primero  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  aplicadas  por  el 
Juez  en  el  presente  caso,  sólo  pueden  surgir  y  sostenerse,  con- 
forme á  los  artículos  cincuenta  y  uno  y  cincuenta  y  tres  de 
dicha  Ley,  entre  Autoridades  que  ejerzan  funciones  judiciales  y 
cuya  jurisdicción  emane  de  las  leyes  del  país  en  donde  las 
ejercen,  las  cuales  establecen  y  determinan  sus  atribuciones: 

Considerando :  que  los  Cónsules  extranjeros,  no  ejercen  ju- 
risdicción emanada  de  las  leyes  de  Cuba,  ni  forman  parte  de 
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la  jerarquía  judicial  organizada  en  este  país,  no  pudiendo  por 
tanto  afectaries  las  decisiones  que  respecto  al  ejercicio  y  exten- 
sión de  sus  facultades  dicten  los  Tribunales  cubanos : 

Considerando :  que  las  cuestiones  de  competencia  tienen  por 
objeto,  según  se  deduce  de  los  artículos  cincuenta  y  tres  y  se- 
tenta y  dos  de  la  citada  Ley  procesal,  que  el  Juez  ó  Tribunal 
incompetente  cese  en  el  conocimiento  del  asunto  que  ante  él, 
indebidamente,  se  sustancia  y  lo  trasmita,  con  los  autos,  al  que 
se  cree  competente ;  y  en  el  presente  caso,  el  Cónsul  de  los  Esta- 
dos Unidos  se  ha  limitado,  en  su  comunicación  de  veinte  de  Ju- 
lio último,  á  requerir  al  Juez  para  que  cesara  en  el  conocimiento 
de  este  abintestato,  por  estimar  que  su  intervención  en  el  mismo 
había  terminado,  conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  cuarenta 
y  cuatro  de  la  Ley  de  Extranjería,  y  si  bien  en  segundo  término 
afirma  que  en  ese  asunto  sólo  el  Consulado  tiene  competencia, 
no  envuelve  dicha  afirmación  ún  verdadero  requerimiento  in- 
hibitorio, como  ha  entendido  el  Juez  de  Cienfuegos,  puesto  que 
aquel  funcionario  no  ha  pretendido  que  se  le  remitieran  las  ac- 
tuaciones judiciales  para  conocer  y  actuar  en  ellas: 

Considerando :  que  el  Juez  al  proveer  á  la  comunicación  an- 
tes citada,  ha  debido,  en  primer  término,  examinar,  en  vista  del 
precepto  legal  que  en  ella  se  invocaba  y  de  los  demás  aplicables, 
si,  dado  el  estado  de  las  actuaciones,  había,  ó  no,  terminado 
su  intervención  en  las  mismas,  resolviendo  concretamente  este 
particular,  sin  entrar  á  discutir  la  competencia  relativa  entre 
el  Juzgado  y  el  Cónsul. 

Considerando:  que  no  habiendo  el  Juez  observado  la  con- 
ducta antes  indicada,  sino  que  ha  sustanciado  como  de  compe- 
tencia, una  cuestión  que  no  tiene  ese  carácter,  y  en  tales  térmi- 
nos, improcedentes,  la  ha  sometido  á  este  Tribunal  Supremo, 
que  no  puede  decidirla,  á  causa  de  su  misma  improcedencia,  y 
debe,  por  tanto,  declararla  mal  formada  y  nulas  las  actuaciones 
que  á  ellas  se  refieran : 

Considerando:  que  la  indebida  resolución  del  Juez  á  que 
se  refiere  el  párrafo  anterior,  merece  ser  corregida  dLsciplinaria- 
mente,  pero  teniendo  en  cuenta,  para  la  corrección  especial  del 
caso,  la  propia  forma  del  requerimiento  y  las  promociones  de 
las  partes,  que  pudieron  inducirlo  á  error,  su  gravedad  dismi- 
naye,  bastando  al  efecto  que  se  le  advierta  la  falta  cometida : 

Se  declara  no  haber  lugar  á  resolver  la  cuestión  de  compe- 
tencia promovida  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Cienfue- 
gos  respecto  al  Cónsul  de  los  Estados  Unidos  en  dicha  ciudad, 
en  €3  abintestato  del  ciudadano  americano  Jacobo  Dubuque^ 
por  estar  mal  formada  dicha  cuestión,  y  en  su  consecuencia  se 
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declaran  nulas  las  actuaciones  referentes  á  la  misma;  devuél- 
vase al  Juez  el  expediente  elevado,  para  que  reponiéndolo  al 
estado  que  tenía  el  veinte  y  tres  de  Julio  último,  provea  con  arre- 
glo á  derecho  al  requerimiento  del  Cónsul,  fecha  veinte  de  dicho 
mes,  con  las  costas  de  oficio. — Se  advierte  al  Juez  Miguel  Gu- 
tiérrez Morillo,  que  en  lo  sucesivo  evite  sostener  ni  promover 
cuestiones  como  la  presente. 

Expídanse  y  entregúense  al  Fiscal,  dentro  de  tercero  día,  las 
certificaciones  solicitadas  en  su  escrito  de  veinte  y  cuatro  del 
actual. 

Publíquese  este  auto  en  la  Oaceta  de  la  Habana  y  en  la 
Colección  á  cargo  de  la  Secretaria  de  Justicia,  librándose  al  efec- 
to las  copias  oportunas. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del  margen  ante  mí 
de  que  certifico  como  Secretario  por  delegación. — Rafael  Gtüz 
Pérez. — ^Pedro  González  Llórente. — Eudaldo  Tamayo. — ^Angel  C. 
Betancourt. — Octavio  Giberga. — José  Várela. — ^Ante  mí,  Arman- 
do Riva. 


Gabriel  B.  Molina  contra  Isidoro  Domingo. 

Sentencia  núm.  34  (Octubre  31  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  Isidoro  Domingo 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santiago 
de  Cuba  en  3  de  Julio  de  1900. 

DESTITUCIÓN  DE  LIQUIDADOR  DE  SOCIEDAD 

MERCANTIL. 

Decretada  por  ona  Audiencia,  de  conformidad  con  lo  náH- 
citado  por  el  cesionario  de  nnos  socios  comanditarlos,  la  dea> 
tltnclón  del  Uqnldador  nombrado  para  llevar  &  cal>o  la  dlao- 
Inclón  de  una  sociedad  mercantil,  cuyo  liquidador  tenia  tam- 
bién él  carácter  de  socio  de  la  misma,  se  Interpuso  recono 
de  casación  contra  esta  sentencia,  y  el  Tribunal  Supremo  d»> 
clara,  que  estando  consignado  en  una  de  las  diusnlas  de  1» 
escritura  social,  que  las  diferencias  y  dificultades  que  resul- 
taren entre  los  socios,  se  resuelvan  por  amigables  compone- 
dores, expresándose  también  la  forma  en  que  debfa  proee- 
derse  uara  la  liquidación;  y  manifestándose  por  el  socio  li- 
quidador que  no  babla  podido  cumplir  con  sus  deberes,  por 
que  los  cedentes  del  actor,  deUberadamente  dejaron  de  coo- 
perar á  que  tuviera  efecto  lo  convenido  en  la  cláusula  18  de 
la  escritura  social,  es  evidente  que  este  Utlglo  versa  sobro 
particulares  regulados  por  la  escritura  social,  y  que  est&  fno- 
ra  de  la  competencia  de  los  Tribunales;  puesto  que  ba  de  eo- 
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meterse  al  lando  de  amigables  componedores,  según  lo  pac- 
tado en  la  escritura  social  que  es  la  Ley  &  que  han  de  some- 
terse los  contratantes. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  treinta  y  uno  de  Octubre  de 
mil  novecientos,  visto  el  recurso  de  casación  por  infracción  de 
ley  y  de  doctrina  legal,  procedente  de  la  Audiencia  de  Santiago 
de  Cuba  é  interpuesto  por  el  demandado  en  el  juicio  declarativo 
de  mayor  cuantía  seguido  por  Gabriel  B.  Molina  contra  Isidoro 
Domingo,  ambos  del  comercio  y  vecinos  de  Santiago  de  Cuba, 
sobre  destitución  del  cargo  de  liquidador  de  la  sociedad  mer- 
cantil de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía,  contra  la  sentencia 
dictada  por  dicha  Audiencia  en  tres  de  Julio  último : 

Resultando:  que  la  Audiencia,  en  la  sentencia  recurrida, 
aceptó  los  Resultandos  de  la  dictada  por  el  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia dd  Distrito  Norte  de  la  dicha  ciudad  de  Cuba  en  diez  y 
siete  de  Enero  de  este  año,  entre  los  cuales  se  encuentran  los 
doce  que  se   transcriben  á  continuación : 

Resultando:  que  el  demandante  por  su  escrito  de  diez  y 
nueve  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  al  establecer 
la  demanda  la  funda  en  los  hechos  y  consideraciones  de  derecho 
siguientes : 

Primero.  Que  en  catorce  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  nueve  y  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  señor  Manuel 
Caminero,  se  constituyó  en  esta  ciudad  la  sociedad  mercantil  de 
Mirquez,  Hermanos  y  Compañía,  sociedad  en  comandita,  para 
dedicarse  al  giro  de  ferretería  y  negocios  de  lícito  comercio,  te- 
niendo su  domicilio  en  la  calle  Baja  de  la  Marina  número  veinte 
y  nueve.  Eran  sus  socios  comanditarios  don  Fidel,  don  Joar 
quín  y  don  Manuel  Márquez  y  Faguell,  los  que  aportaron  los 
capit^Jes  fijados  en  la  escritura  social.  Algunos  años  después 
de  constituida  la  sociedad,  á  consecuencia  de  no  poder  satisfacer 
sus  obligaciones,  se  establecieron  varios  juicios  ejecutivos  contra 
ella  por  sus  acreedores  los  señores  Schwab  y  Tillmann,  Bathbone 
Hermanos,  Martín  Falk  y  C*  y  Beattie  y  Guasch,  en  cuyos  juicios 
ejecutivos,  no  bastando  el  producto  en  remate  de  las  mercancías  á 
satisfacer  la  totalidad  de  los  créditos  que  se  adeudaban,  para 
verificarlo  se  acordó,  con  los  ejecutantes,  cederles  créditos  activos 
de  la  sociedad  de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía,  suficientes  á 
cubrir  el  saldo  que  se  restaba  con  un  aumento  de  dicho  crédito  acr 
tivo  de  un  treinta  por  ciento,  en  atención  al  tiempo  que  había  de 
•transcurrir  para  efectuar  su  cobro  y  las  dificufltades  que  existen 
para  realizar  inmediatamente  el  de  «¡Igunos  de  ellos,  y  por  si  cual- 
quier otro  no  pudiera  realizarse,  cesión  que  aceptaban  los  ejecu- 
tantes, quienes  dándose  por  pagados  del  saldo  de  sus  respectivas 


352  JUBISPBUDBNCIA   CIVIL 


acreencias  se  obligaron  á  satisfacer  las  costas  y  devolver  á  Márquez, 
Hermanos  y  Compañía,  el  resto,  si  aquélla  excediere  del  importe 
de  ambas  responsabilidades,  y  los  señores  Márquez  á  pagar,  en 
caso  contrario,  la  diferencia  que  resulte : 

Segundo.  A  consecuencia  de  las  reclamaciones  que  se  acaban 
de  consignar,  perdido  el  capital  social,  quedó  la  sociedad  de 
Márquez,  Hermanos  y  Compañia,  constituida  de  hecho  y  de  dere» 
cho  en  estado  de  liquidación,  haciéndose  cargo  de  ésta  los  seño- 
res gerentes  don  Isidoro  Domingo  y  don  Juan  Suñé,  y  por  fa- 
llecimiento de  éste  algún  tiempo  después,  único  liquidador  don 
Isidoro  Domingo.  Este  estado  de  liquidación  se  hizo  constar 
por  los  socios  colectivos  en  la  escritura  de  convenio  otorgada 
ante  el  Notario  Pedro  Secundino  Silva  en  diez  y  seis  de  Marzo 
de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  por  Isidoro  Domingo,  don 
Juan  Suñé  y  don  Ignacio  Márquez,  en  la  cual  retirándose  este 
último  de  la  promoción  de  quiebra  que  había  intentado,  se  pu- 
sieron de  acuerdo  para  todo  lo  que  se  refiera  á  la  liquidación 
de  dicha  sociedad,  renunciando  al  propio  tiempo  entre  ellos 
cualquier  derecho  que  pudieran  tener  respecto  de  los  otros  por 
su  interés  en  la  sociedad,  libres  y  quitos  de  toda  responsabilidad 
entre  sí : 

Tercero.  Por  escritura  pública  otorgada  en  Barcelona  el 
día  cinco  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  ante  d 
Notario  don  Ignacio  Pamandreu  y  Puig,  los  señores  Fidel,  Ma- 
nuel y  Joaquín  Márquez  y  F.  Fraguell,  vendieron  al  señor  Ga- 
briel B.  Molina  por  medio  de  su  representante  don  Jaime  Hill 
y  Forment,  todo  el  interés  que  tienen  por  todos  conceptos  en  la 
sociedad  de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía,  es  decir,  las  co- 
manditas que  respectivamente  aportaron  á  dicha  sociedad,  los 
saldos  de  las  cuentas  particulares  que  resulten  de  los  libros  y 
cualquiera  otro  crédito  que  les  pertenezca  sobre  dicha  sociedad, 
entendiendo  transferido  al  comprador  señor  Molina  no  sólo  el 
interés  que  los  señores  Márquez  tienen  en  la  citada  sociedad, 
si  que  también  el  que  les  corresponda  por  razón  de  todos  los 
actos  posteriormente  á  dicha  escritura  practicados  por  dicha  so- 
ciedad, asimismo  por  razón  de  todas  las  modificaciones  de  so- 
ciedad que  hayan  tenido  lugar,  de  suerte  que  el  comprador  que- 
da en  un  todo  en  lugar  de  los  vendedores  y  tenga  los  mismos 
derechos  que  éstos  personalmente  tendrían,  pudiendo  impugnar 
ó  aprobar  todo  lo  practicado  á  su  voluntad  y  aceptando  el  re- 
sultado de  las  ganancias  q  pérdidas  que  hubiere  hasta  hoy : 

Cuarto.  Que  tan  pronto  como  el  señor  Molina  aceptó  la 
venta  que  á  su  favor  se  hizo  y  que  consta  del  hecho  anterior, 
cumplida  asimismo  por  su  parte  la  cláusula  segunda  de  la  mea- 
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cionada  escritura,  lo  comunicó  «1  único  liquidador  Sr.  Isidoro 
Domingo,  á  quien  ya  anteriormente  había  manifestado  que  iba 
á  realizar  la  compra,  solicitando  al  mismo  tiempo  que  le  mani- 
festase la  fecha  del  último  estado  formulado  á  los  socios  y  qué 
saldos  á  favor  de  éstos  arrojaba  la  susodicha  liquidación  en  aque- 
lla fecha  y  la  que  fuese  en  la  actualidad,  ó  sea  la  fecha  en  que 
solicitó,  que  lo  es  la  de  veinte  y  ocho  de  Julio  de  mil  ochocientos 
noventa  y  siete;  también  solicitó  del  mencionado  liquidador 
copia  del  balance  de  las  cuentas  de  la  sociedad  y  del  inventario 
del  haber  social,  según  los  libros  de  su  contabilidad  en  la  fecha 
en  que  se  empezó  la  liquidación,  asi  como  que  tuviera  a  su  dis- 
posición los  libros  y  papeles  de  la  sociedad  de  Márquez,  Herma- 
nos y  Compañía  para  su  examen.  -  El  liquidador  señor  Domingo, 
en  carta  fecha  veinte  y  ocho  de  Julio  de  mil  ochocientos-  noventa 
y  siete  se  dio  por  enterado  y  conforme  con  la  cesión  hecha  al 
señor  Molina,  aceptando  y  reconociendo  á  éste  con  todos  los  dere- 
chos que  á  aquéüos  competían : 

Quinto.  Se  consignó  en  el  hecho  primero  que  la  sociedad  de 
Márquez,  Hermanos  y  Compañía,  al  celebrar  con  sus  acreedores 
el  acuerdo  para  satisfacerles  los  créditos  que  reclamaban,  cedió 
á  éstos  créditos  activos  de  la  sociedad  suficientes  á  satisfacer  los 
saldos  que  adeudaban  y  las  costas  y  demás  créditos  pasivos,  re- 
presentando un  treinta  por  ciento  más  á  responder  de  eventua- 
lidades, cuyo  treinta  por  cienífco  quedaba  sujeto  á  »la  liquidación 
definitiva,  obligados  los  ejecutantes  á  reintegrar  á  la  sociedad 
las  diferencias  que  resultasen  á  medida  que  fuesen  haciéndose 
efectivos  dichos  créditos.  Los  ejecutantes  de  Márquez,  Herma- 
nos y  Compañía,  en  veinte  y  ocho  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos  y  trece  de  Enero  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  tres  vendieron  á  don  Isidoro  Márquez  Roca  todas  las 
mercancías  y  efectos  muebles  embargados  á  Márquez,  Hermanos 
y  Compañía  y  que  habían  sido  por  ellos  adjudicados  y  todos  los 
créditos  cedidos,  quedando  obligado  Márquez  Roca,  en  su  carác- 
ter de  comprador  y  cesionario  de  los  ya  repetidos  créditos  á  la 
liquidación  á  que  ¿tos  están  sujetos,  según  el  convenio  celebrado 
con  los  señores  Márquez,  Hermanos  y  Compañía. — ^Por  conse- 
cuencia de  esa  venta  y  cesión  el  señor  Márquez  Roca,  en  posesión 
de  los  créditos  mencionados,  procedió  á  su  realización  y  al  efecto 
con  objeto  de  liquidar  con  relación  á  Márquez,  Hermanos  y 
Compañía  lo  que  resultare  de  la  liquidación  del  treinta  por 
ciento  que  como  exceso  se  había  dado,  abrió  en  sus  libros  una 
cuenta  corriente  que  tituló  **  Compra  de  créditos  á  Márquez, 
Hermanos  y  Compañía,  en  liquidación",  en  cuya  cuenta  fué 
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anotando  el  exceso  que  resultaba  de  dichos  créditos  cedidos,  cu- 
biertos ya  ios  saldos  que  se  adeudaban  á  los  acreedores: 

'Sexto.  Por  lo  expresado  en  el  hecho  precedente  se  ve  clara- 
mente el  derecho  de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía  desde  el 
momento  que  éstos  cedieron  sus  principales  créditos  más  un 
treinta  por  ciento  á  sus  ejecutantes  para  el  pago  de  los  saldos 
que  se  adeudaban  y  costas,  la  cesión  de  éstos  á  Isidoro  Márquez 
Roca»  7  ya  €n  posesión  de  éstos  la  realización  y  cobro  de  dichos 
créditos,  va  verificando,  hasta  que  habiéndolos  cobrado,  satisfizo 
todo  lo  que  adeudaban  los  señores  Márquez,  Hermanos  y  Com- 
pañía, y  queda  después  de  cubiertos  por  éstos  los  saldos  y  las 
costas,  á  favor  de  la  liquidación  de  Márquez,  Hermanos  y  Com- 
pañía, la  suma  de  diez  mil  seiscientos  setenta  y  dos  pesos,  treinta 
y  cuatro  centavos,  según  carta  del  señor  Domingo,  que  se  acompaña 
con  el  número  cinco.  Ahora  bien ;  don  Isidoro  Márquez  Boca^  tenia 
celebrado  un  contrato  de  cuenta  en  participación  con  don  Vir- 
ginio Porro  y  Céspedes,  en  el  cual  representaba  este  último  un 
ochenta  por  ciento  y  aquél  un  veinte  por  ciento ;  apoderado  del 
señor  Porro  Itf  es  don  Isidoro  Domingo,  quien  es  el  único  liqui- 
dador de  Márquez,  Heo'manos  y  Compañía,  y  cuya  destitución 
solicitamos;  á  la  carta  del  liquidador  contestó  Molina  con  fecha 
treinta  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  que  tomaba 
nota  del  saldo  que  se  expresaba  adeudaba  Isidoro  Márquez  Roca, 
pues  el  treinta  por  ciento  de  las  cuentas  que  les  cedieron  los 
acreedores  de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía  debió  hacerse 
efectivo  antes  del  treinta  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  tres,  y  como  desde  esta  fecha  Isidoro  Márquez  Boca  debe 
esa  suma  que  supone  debe  haberla  reclamado  el  señor  liquidador, 
y  de  la  cual  se  ha  aprovechado  aquél  hasta  hoy  obteniendo  la 
utilidad  proporcional  que  en  el  negocio  haya  podido  realizar, 
por  estas  razones  procede  el  abono  de  intereses  al  tipo  corriente 
de  esta  plaza,  ó  sea  el  doce  por  ciento  anual ;  asimismo  le  mani- 
festó Molina,  que  del  examen  que  había  hecho  de  los  libros  de 
la  liquidación  debía  añadir  algunas  partidas  que  le  indicaba  y 
que  cargándose  á  la  cuenta  de  compra  de  crédito  de  I.  Márquez 
Roca,  resultaba  que  el  saldo  á  favor  de  Márquez  Hermanos  y 
Compañía  era  de  doce  mil  cuatrocientos  treinta  y  nueve  pesos, 
cuarenta  centavos,  á  reserva  de  modificar  esta  suma  según  el 
examen  que  continuaba  de  los  libros  de  la  misma.  A  esta  carta 
contestó  el  señor  Domingo  con  la  de  fecha  diez  y  ocho  de  Agos- 
to en  la  cual  reconocía  que  efectivamente  se  habían  por  error 
adeudado  en  la  cuenta  de  compra  de  créditos  las  cantidades  que 
indicaba,  las  cuales  quedaban  contrapasadas  y  acreditadas  en 
el  haber,  por  haber  sido  ya  pagadas  por  Márquez,  Hermanos  y 
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Compañía  y  figurar  al  mismo  tiempo  cargadas  en  el  debe  «de 
la  cuenta  respectiva,  que  había  reclamado  á  la  señora  Viuda  de 
Isidoro  Márquez  Roca  el  saldo  que  se  adeudaba,  quien  le  había 
manifestado  que  no  tiene  disponible  la  suma  que  debe  devol- 
verse y  que  en  atención  á  las  difíciles  circunstancias  porque 
atravesamos  dejaba  a  su  buen  criterio  y  voluntad  disponer  la  for- 
ma de  pago  menos  perjudicial  á  nuestros  intereses:  y  por  últi- 
mo, que  con  respecto  á  los  intereses  de  los  cuarenta  y  nueve 
meses  transcurridos  por  su  parte  como  representante  de  don 
Virginio  Porro,  que  tiene  asegurado  el  ochenta  por  ciento  en  casa 
de  don  Isidoro  Márquez  Roca,  estaba  conforme  ©n  que  se  satisfa- 
gan por  creerlo  justo : 

^Séptimo.  Que  con  fecha  veinte  de  Agosto  del  mismo  año  el 
señor  Molina  insistió  con  el  liquidador  señor  Domingo  respecto 
al  cobro  de  la  suma,  que  don  Isidoro  Márquez  Roca  ha  debido 
pagar  á  la  liquidación  de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía  con 
más  los  intereses,  no  teniendo  en  cuenta  la  negativa  que  al  pago 
de  estos  intereses  alegaba  la  viuda  de  Isidoro  Márquez  Roca, 
pues  al  reclamar  esta  cuenta  eran  facultades  y  obligación  del 
liquidador,  que  asimismo  y  continuando  el  examen  de  los  libros 
y  notando  errores  en  los  mismos  resultaba  un  saldo  definitivo  que 
Isidoro  Márquez  Roca  adeudaba  á  Márquez  Hermanos  y  Com- 
pañía de  catorce  mil  doscientos  ocho  pesos,  cincuenta  centavos, 
que  ha  debido  pagar  tan  pronto  como  hizo  efectivos  los  créditos 
que  se  cedieron  comprendidos  en  el  treinta  por  ciento  objeto  de 
los  acuerdos  primitivos ;  á  cuya  carta  contestó  el  señor  Domingo 
con  la  presentada  con  el  número  doce,  sin  fecha,  y  en  la  que 
reconoce  que  fueron  mal  adeudadas  algunas  partida.s  que  men- 
ciona, y  que  el  saldo  que  resulta  á  favor  de  la  sociedad  es  de 
catorce  mil  doscientos  ocho  pesos,  cincuenta  centavos,  y  ratifica 
lo  que  ya  anteriormente  ha  manifestado  de  estar  conforme  en 
su  concepto  con  el  apoderado  del  señor  Porro,  que  representa  el 
ochenta  por  ciento  en  la  sociedad  de  Isidoro  Márquez  Roca,  res- 
pecto á  los  intereses,  que  ascienden  á  cinco  mil  seiscientos  ochen- 
ta y  siete  pesos,  setenta  y  cinco  centavos,  que  también  quedan 
abonados  á  la  misma  cuenta  de  compra  de  créditos : 

Octavo.  Que  nada  obtuvo  Molina  á  pesar  de  sus  excitaciones 
al  señor  liquidador  y  por  cuyo  motivo  ya  no  sólo  se  limitó  á 
exigir  que  éste  reclamase  lo  que  á  la  liquidación  de  Márquez,  Her- 
manos y  Compañía  se  adeudaba  por  Isidoro  Márquez  Roca,  sino 
que  en  carta  que  dirigió  al  mencionado  liquidador  en  diez  y 
nueve  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  exigió 
además  que  debiendo  á  dicha  liquidación  los  socios  don  Juan 
Suñé,  don  Ignacio  Márquez  y  el  propio  liquidador  señor  Do- 
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mingo  'las  cantidades  de  cinco  mil  seiscientos  treinta  y  nueve 
pesos,  ochenta  y  ocho  centavos,  cuatro  mil  quinientos  treinta  y 
tres,  setenta  y  cinco  y  seis  mil  setecientos  ochenta  y  dos  pesos, 
cincuenta  y  nueve  centavos,  satisficiera  dichas  cantidades  y 
como  todos  habían  tomado  mayor  cantidad  mensual  que  las  que 
les  correspondían,  satisficieran  por  el  exceso  el  interés  legal 
por  la  diferencia  que  resultase  entre  lo  que  tenían  derecho  á 
percibir  y  lo  que  excediéndose  han  percibido. — Inútiles  fueron 
eatM  gestiones,  á  las  que  ni  siquiera  contestó  el  liquidador,  por 
cuya  razón  se  te  previno  en  carta  de  fecha  ocho  de  Octubre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  siete  que  se  acudiría  á  los  Tribunales 
por  no  haber  cumplido  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos 
treinta  del  Códtgo  de  Comercio,  si  amistosamente  no  hacía  en- 
trega de  la  liquidación : 

Noveno.  -Q^^  <^^^  posterioridad  al  mes  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete,  siguiendo  el  liquidador  señor  Do- 
mingo el  mismo  sistema  que  hasta  esa  fecha  había  venido  obser- 
vando, no  ha  pasado  á  los  socios  ningún  estado  mensual  de  la 
liquidación,  ni  ha  dado  conocimiento  de  las  operaciones  que  haya 
practicado,  ni  ha  verificado  asiento  alguno  en  los  libros  de  Már- 
quez, Hermanos  y  Compañía,  en  liquidación,  lo  cual  revela  ocul- 
tación ;  ni  mucho  menos  ha  tratado  de  cobrar  lo  que  á  la  liqui- 
dación adeuda  Isidoro  Márquez  Roca,  que  como  ya  hemos  ex- 
puesto y  en  ello  está  conforme  él  señor  Domingo,  asciende  á 
catorce  mil  doscientos  ocho  pesos,  cincuenta  centavos,  más 
cinco  mil  seiscientos  ochenta  y  siete  pesos,  setenta  y  cinco  cen- 
tavos, que  hacen  un  total  que  se  adeuda  por  Isidoro  Márquez 
Roca,  de  diez  y  nueve  mil  ochocientos  noventa  y  seis  pesos,  vein- 
te y  cinco  centavos  adeudados  hoy  por  don  Virginio  Porro  y 
Céspedes,  que  es  padre  político  de  don  Isidoro  Domingo,  por" 
haber  aquél  sucedido  en  los  derechos  que  á  Isidoro  Márquez 
correspondían : 

Consideraciones  de  derecho. — -Primero.  Que  conforme  á  lo 
dispuesto  en  el  artículo  mil  quinientos  veinte  y  seis  en  relación 
con  el  mil  doscientos  diez  y  siete  del  Código  Civil,  la  cesión  de 
crédito,  derechos  y  acciones  surte  efecto  contra  tercero  desde  el 
momento  que  debe  tenerse  por  cierta,  ó  sea  de  acuerdo  con 
el  citado  artículo  mil  doscientos  diez  y  siete,  desde  la  fecha  en 
que  se  ha  hecho  constar  por  escritura  pública;  y  es  un  axioma 

jurídico  que  el  cesionario  se  subroga  en  todas  las  acciones  del 

cedente : 

'Segundo.  Que  con  tanta  más  razón  asisten  al  señor  Molina 
esos  derechos  por  cuanto  los  cedentes  no  estaban  impedidos  de 

traspasar  á  quien  tuvieran  por  conveniente  y  ejercitaban  lo  que 
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á  ellos  competía  libremente  sin  traba  ni  limitación  alguna,  por 
no  estar  este  caso  comprendido  en  la  prohibición  que  á  los  socios 
colectivos  señala  el  artículo  ciento  cuarenta  y  tres  del  Código  de 
Comercio  y  en  aptitud  legal  para  ceder  el  interés  que  tenían  en 
la  sociedad  á  cualquier  persona  y  los  cuaües  no  habían  traspar 
sado  á  persona  alguna : 

Tercero.  Que  afirma  y  sostiene  que  á  dichos  socios  comandi- 
tarios no  alcanza  la  prohibición  que  indica  el  artículo  ciento 
cuarenta  y  tres  que  he  citado,  no  sólo  porque  ese  se  refiere  á 
impedir  que  sin  el  consentimiento  de  los  demás  socios  se  intro- 
duzca en  la  administración  de  la  sociedad  persona  inhábil  que 
perturbe  la  marcha  armónica  de  aquélla,  causando  por  ello  per- 
juicio irreparable,  sino  porque  el  Código  de  Comercio  no  esta- 
blece prohibición  alguna  respecto  de  los  comanditarios  que  re- 
presentan un  capital  fijo  al  cual  se  limitan  sus  responsabili^lades, 
en  nada  intervienen  en  la  administración  de  la  sociedad,  antes 
a)  contrario,  aoi'torizan  dichas  cesiones  y  traspasos  desde  el  mo- 
mento que  declara  en  su  artículo  ciento  sesenta  que  este  capital 
puede  estar  representado  por  acciones  las  cuales  son  trasmisibles 
hasta  simplemente  por  endoso,  y  como  es  un  principio  jurídico 
que  donde  hay  igual  razón  debe  haber  igual  derecho,  autorizado 
por  el  Código  <la  cesión  y  traspaso  del  capital  comanditario  cuan- 
do 88  representa  por  acciones  sin  requisito  alguno  y  sin  necesidad 
de  previo  consentimiento  de  ningún  otro  socio,  igual  facultad 
subsiste  cuando  está  representado  por  un  capital  fijo  que  consta 
de  una  escritura  pública : 

Cuarto.  Que  aún  en  el  supuesto,  y  conste  que  lo  consigno 
sólo  en  hipótesis,  de  que  fuese  necesario  ese  consentimiento,  se 
ha  cumplido  ese  requisito,  no  sólo  porque  Molina  se  lo  manifestó 
al  único  socio  que  lo  es  Isidoro  Domingo,  quien  manifestó  su 
absoluta  conformidad  sino  porque  conformes  estaban  los  demás, 
que  eran  los  comanditarios  que  cedían  sus  derechos,  y  prueba 
de  la  conformidad  y  consentimiento  del  señor  Domingo,  lo  es  el 
que  reconociese  expresamente  á  Molina  con  tal  carácter,  como 
lo  justifican  las  cartas  acompañadas : 

Quinto.  Que  deberán  ser  destituidos  de  sus  cargos,  confonne 
á  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos  treinta  del  Código  de 
Comercio  los  liquidadores  que  no  formen  dentro  del  término  de 
veinte  días  un  inventario  del  haber  sociall  con  el  balance  de  las 
cuentas,  con  arreglo  á  los  Libros  de  contabilidad,  ó  dejen  de 
eomruniear  á  loe  socios  mensuallmente  el  estado  de  liquidación : 

Sexto.  Que  no  obstante  pretender  el  liquidador  señor  Do- 
mingo excusarse  en  parte  de  la  falta  de  sus  deberes  al  expresar 
en  la  referida  carta  que  no  se  ha  hecho  inventario  ni  '-^alance 
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alguno  de  íla  sociedad  por  haber  sido  cedidas  á  los  acreedores  las 
principales  cuentas,  este  mismo  concepto  por  él  consignado  prue- 
ba que  no  se  cedieron  todas  y  que  por  tanto  ha  debido  cumplir 
él  precepto  legal  con  lo  que  quedara  en  la  sociedad,  que  que- 
daban muchos  otros  créditos  y  valores  pendientes  de  liquidación 
con  Isidoro  Márquez  Roca  y  hoy  con  don  Virginio  Porro,  su 
sucesor;  de  la  liquidación  del  treinta  por  ciento  de  los  créditos 
cedidos,  liquidación  que  como  hemos  justificado  asciende  hoy  á 
diez  y  nueve  mil  ochocientos  noventa  y  seis  pesos,  veinte  y  cinco 
centavos,  que  en  la  actualidad  Porro  está  adeudando  á  la  liqui- 
dación, y  se  demuestra  que  el  señor  Domingo  ha  procedido  con 
dolo  y  mala  fe;  primeramente  por  tratar  de  desobedecer  los 
preceptos  legales,  y  en  segundo  lugar  al  no  verificar  el  balance 
y  liquidación  de  todas  las  demás  cuentas  y  créditos  pendientes  y 
de  lo  que  adeuda  Porro,  ocultando  á  los  socios  el  estado  de  la 
liquidación  á  fin  de  que  éstos  no  pudieran  ejercitar  sus  derechos: 
Séptimo.  Que  conforme  á  lo  preceptuado  en  el  artículo  mil 
ciento  cuatro  del  Código  Civil  la  culpa  ó  negligencia  consiste  en 
la  omisión  de  aquellas  diligencias  que  exige  la  naturaleza  de 
las  obligaciones  y  corresponde  á  las  circunstancias  de  las  perso- 
nas, del  tiempo  y  del  lugar;  y  que  según  lo  prescribe  el  ar- 
tículo doscientos  treinta  y  uno  del  Código  de  Comercio,  los  li- 
quidadores serán  responsables  á  los  socios  de  cualquier  perjuicio 
que  resulte  al  haber  común  por  fraude  ó  negligencia  grave  en 
el  desempeño  de  su  cargo : 

Octavo.  Que  no  puede  el  señor  Domingo  continuar  desempe- 
ñando el  cargo  de  liquidador  de  la  sociedad  expresada  no  solo 
ya  por  no  haber  cumplido  jamás  los  preceptos  del  artículo  dos- 
cientos treinta,  causa  fundamental  para  su  sustitución  inmediata, 
sino  porque  en  el  desempeño  de  su  cargo  ha  procedido  y  procede 
con  dolo  y  negligencia  grave  que  origina .  per  juicios  irrepara- 
bles á  los  demás  socios,  y  además  porque  el  señor  Domingo,  que 
es  á  la  vez  liquidador  y  deudor  de  la  sociedad  de  Márquez,  Her- 
manos y  Compañía,  es  al  propio  tiempo  hijo  político  y  apodera- 
do general  del  señor  Porro,  no  es  posible  que  cumpla  jamás  con 
su  deber  como  liquidador  y  pretende  no  dar  cuenta  ni  que  se 
termine  nunca  la  liquidación,  en  primer  lugar  para  no  pagar  lo 
que  adeuda  y  en  segundo  lugar  para  no  cobrar  jamás  al  señor 
Porro  lo  que  éste  adeuda  á  la  liquidación,  no  solo  porque  se  lo 
impiden  relaciones  de  familia,  sino  con  el  capital  que  aparece  á 
nombre  del  señor  Porro  trabaja  y  vive  el  señor  Domingo  y  no 
le  conviene  que  se  merme  ni  que  se  le  pague  á  la  liquidación  de 
Márquez,  Hermanos  y  Compañía  lo  que  se  le  debe,  puesto  que 
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conoce  que  de  ésta  nada  ha  de  percibir  por  razón  de  lo  que  á  la 
misma  adeuda: 

Noveno.  Que  está  justificada  la  temeridad  con  que  procede 
el  señor  Domingo,  no  sólo  por  las  cartas  que  de  él  mismo  se  han 
acompañado,  sino  con  los  certificados  de  conciliación  y  en  cuyos 
documentos,  confesando  el  señor  Domingo  sus  faltas,  á  pesar 
de  ellas,  continúa  cometiéndolas  sin.  que  para  evitarlas  haya  sido 
eficaz  gestión  alguna,  por  cuya  razón  debe  ser  condenado  en 
las  costas  que  se  causaren  y  en  los  perjuicios  que  á  los  socios  se 
causaren  y  en  los  perjuicios  que  á  los  mismos  se  ocasione  en  el 
haber  común : 

Décimo.  Que  por  haber  fallecido  el  otro  socio  gerente  d<Mi 
Juan  Suñé,  haberse  separado  los  demás  socios  coleotivoe  y  reu- 
nirse en  el  señor  Mblina  los  derechos  y  acciones  de  todos  los  co* 
manditarios,  destituido  de  su  cargo  el  señor  Domingo,  correspon- 
de hacerse  cargo  de  la  liquidación  á  Molina,  que  es  el  único  que 
á  ello  tiene  derecho,  por  no  haber  ninguno  otro  socio  colectivo  ni 
comanditario  y  el  único  acreedor,  solicitando  que  en  definitiva 
so  dicte  sentencia  destituyendo  á  don  Isidoro  Domingo  del  cargo 
de  liquidador  de  la  sociedad  de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía, 
se  le  condene  en  todas  las  costas  que  se  causaren  y  á  la  indemni- 
zación de  los  perjuicios  que  al  haber  social  resultan  por  su 
negligencia  en  el  desempeño  del  cargo  y  que  haga  entrega  de 
todos  los  libros,  cuentas  y  papeles  de  la  sociedad  al  señor  Mo- 
lina, á  quien  se  nombrará  liquidador  de  dicha  sociedad. — ^Y  por 
otrosí  pide  que  como  medida  de  carácter  urgente  y  á  reserva  de 
la  resolución  definitiva  que  recaiga  en  el  juicio  se  decrete  la 
intervención  judicial  de  la  liquidación  de  Márquez,  Hermanos  y 
Compañía : 

Resultando:  que  formada  pieza  separada  para  tratar  de  la 
intervención  judicial  y  conferido  traslado  al  demandado  y  per- 
sonado éste  en  forma  dentro  del  término  legal,  evacuó  el  traslado 
fundándose  en  los  hechos  y  consideraciones  de  derecho  si- 
guientes : 

Primero.  Acepta  como  verdadero  y  cierto  el  hecho  primero 
de  la  demanda,  no  asi  los  demás  por  no  serlos  en  su  totalidad 
•anos  y  otros  por  la  forma  en  que  han  sido  expuestos : 

Segundo.  Que  en  la  escritura  mencionada  de  constitución  de 
la  sociedad  Márquez,  Hermanos  y  Compañía,  de  quince  de  Mayo 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  otorgada  ante  el  señor  Ca- 
minero, se  estipuló  en  su  cláusula  décima  octava,  que  terminada 
la  sociedad,  se  practicará  inmediatamente  el  inventario  y  balance 
de  sus  negocios,  se  constituirán  los  socios  en  junta  general  para 
acordar  lo  que  crean  conveniente  respecto  de  la  liquidación,  y  si 
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no  hubiese  aeuerdo  imánime  entre  ellos  sobre  este  particular,  se 
harán  proposiciones  en  pliego  cerrado  por  los  que  aspiren  á  la 
adjudicación  del  haber  social,  con  la  obligación  de  cubrir  sus 
responsabilidades,  prestando  las  garantías  suficientes  que  con- 
sistirán en  la  fianza  de  personas  ó  sociedades  de  reconocida  rea- 
ponsahilidad  y  las  entregarán  á  los  amigables  componedores  que 
se  nombrarán  con  arreglo  á  la  cláusula  décima  séptima,  los 
cuales  asignarán  dicho  haber  con  la  obligación  expresada  al  que 
según  su  juicio  hiciese  mejor  proposición,  y  en  el  caso  de  lesultar 
iguales  las  que  m  presenten,  admitirán  pujas  verbales  entre  los 
que  las  hubieren  hecho  para  determinar  por  este  medio  lo 
que  se  deba  aceptar,  por  lo  que  llegado  el  tres  de  MarA)  de  mil 
ochocientos  noventa  y  tres  el  vencimiento  del  plazo  fijado  en 
esa  escritura  para  la  duración  de  la  sociedad,  los  socios  colectivos 
Juan  Suñé,  é  Isidoro  Domingo  é  Ignacio  Márquez,  en  la  cláu- 
sula segunda  de  la  escritura  que  otorgaron  en  diez  y  seis  de 
Marn)  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  hicieron  constar,  que 
habiéndose  pactado  en  la  cláusula  diez  y  ocho  de  la  escritura 
de  constitución  de  dicha  sociedad  otorgada  el  quince  de  Mayo 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  ante  el  Notario  señor  Ca- 
minero que  cupndo  terminara  se  practicaría  el  inventario  y  ba- 
lance de  sus  negocios  y  se  constituirían  los  socios  en  junta  gene- 
ral para  acordar  lo  que  se  creyera  conveniente  respecto  de  su 
liquidación,  y  que  si  no  hubiera  acuerdo  unánime  entre  ellos 
sobre  este  particular,  se  harían  proposiciones  en  pliegos  eerrados 
por  los  que  la  adquisición  del  haber  social  aspiren,  procediendo 
respecto  de  ellos  en  los  términos  que  la  misma  escritura  expresa, 
se  ha  practicado  ya  por  los  exponentes  como  socios  gestores  el 
estado  general  de  la  razón  social  expresada,  que  comprende  lo- 
que constituye  actualmente  su  activo  y  su  pasivo,  y  debiendo 
cetebrarse  por  todos  los  socios  la  junta  general  indicada  y  las. 
demás  que  sean  necesarias  para  efectuar  su  objeto,  votarán  en 
ellas  unánimemente  los  que  suscriben  sobre  lo  relativo  á  la 
liquidación  de  la  sociedad  y  al  nombramiento  de  amigables  com- 
ponedores de  que  habla  la  cláusula  diez  y  ocho,  haciéndolo  en 
el  sentido  que  acuerde  ia  mayoría  de  elflos: 

Tercero.  Que  si  bien  por  pérdida  del  capital  social  y  expira- 
ción del  plazo  de  duración  de  la  sociedad  queda  ésta  de  hecho 
y  de  derecho  constituida  en  estado  de  liquidación,  ninguna  ges- 
tión directa  activa  é  inmediata  podían  hacer  los  socios  gerentes 
Domingo,  Suñé  y  Márquez,  á  quienes  conforme  el  artículo  dos- 
cientos veinte  y  nueve  del  Código  de  Comercio  correspondía  la 
liquidación  á  falta  de  convenio,  mientras  no  se  cumpliera  lo 
prevenido  en  la  cláusula  diez  y  ocho  de  la  escritura  social  de 
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quince  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  antes  trans- 
cripta, constituyéndose  todos  los  socios  en  junta  general  para 
acordar  lo  que  creyeran  conveniente  respecto  á  la  liquidación  y 
nombramiento  de  amigables  componedores  que  decidieran  prac- 
ticándose lo  demás  que  en  dicha  cláusula  se  menciona,  junta  que 
nunca  ha  podido  tener  lugar  por  culpa  de  los  mismos  comandi- 
tarios señares  Fidel,  Joaqiun  y  Manuel  Márquez,  cuyos  dere- 
chos pretende  ostentar  como  cesitmario  el  señor  Molina,  como  lo 
demuestra  evidentemente  lo  que  éstos  declaran  en  la  escritura 
de  cesión  otorgada  en  Barcelona  el  cinco  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,  cuyo  tercer  párrafo  dice:  *' Declaran 
asimismo  que  la  referida  sociedad  ha  seguido  funcionando  y  ha 
sufrido  con  posterioridad  varias  modificaciones,  teniendo  enten- 
dido que  ha  sido  también  modificada  la  razón  social,  sin  que  los 
tres  hermanos  señores  Márquez  hayan  tomado  parte  alguna  ac- 
tiva ni  pasiva  en  la  marcha  de  dicha  sociedad  desde  el  día  de  su 
constitución,  ignorando  de  un  modo  oficial  «las  operaciones  de 
la  misma,  á  causa  de  no  haber  querido  tener  en  ella  la  más  pe- 
queña intervención,  ni  siquiera  la  que  se  refiere  á  'la  aprobación 
de  los  actos  de  la  misma,  pero  teniendo  extraoficialmente  todos 
los  datos  indispensables  para  juzgar  con  exactitud  el  estado  de 
la  casa,  el  euail  es  por  demás  precario  y  ruinoso,  etcétera,  actitud 
de  resistencia  que  no  ha  permitido  á  los  gerentes,  entre  ellos  el 
señoüT  Dcmüngo,  á  quienes  conforme  el  artículo  doscientos  veinte 
y  iraeve  del  Código  de  Comercio  hubiera  correspondido  la  liqui- 
dación, desempeñar  libremente  con  la  rapidez  apetecida  por 
ellos  mismas  como  interesados,  cumplir  los  deberes  de  liquida- 
dores, que  no  pueden  estimarse  abandonados": 

Cuarto.  QüB  k»  señores  Suñé,  Domingo  y  Márquez,  don  Ig- 
nacio, como  gerentes  de  la  sociedad  Márquez,  Hermanos  y  Com- 
pañía, para  evitar  toda  responsabilidad  ulterior,  cumplieron  por 
anticipado  lo  que  se  previene  en  el  párrafo  primero  del  artículo 
doscientos  treinta  del  Código  de  Comercio,  formando  el  mismo 
día  del  vencimiento  del  término  social,  tres  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  noventa  y  tres,  el  inventario  del  haber  social,  con  el 
balance  de  las  cuentas  de  la  sociedad,  balance  conocido  por  el 
aeñoT  Molina  qu^e  consta  de  los  folios  ciento  sesenta  y  dos  al 
ciento  setenta  y  dos  del  Libro  de  inventario  de  la  sociedad,  que 
fué  comunicado  á  los  socios  comanditarios  hermanos  Márquez,  y 
demuestran  estar  enterados  de  elio  sus  propias  palabras : 

Quinto.  Que  como  reconoce  el  señor  MoSina  en  tíos  hechos 
quinto  y  sexto  de  su  demanda,  la  sociedad  al  celebrar  con  sus 
acreedores  el  acuerdo  para  satisfacerles  los  créditos  que  reclama- 
ban, des  cedieron  créditos  activos  de  la  sociedad  suficientes  á 


362  JURISPRUDENCIA  CIVIL 


cubrir  los  saldos  que  se  adeudaban  y  las  costas  y  demás  créditos 
activos  que  representaban  un  treinta  por  ciento  más  á  responder 
de  eventualidades,  cuyo  treinta  por  ciento  quedaba  sujeto  á  una 
liquidación  definitiva  con  los  ejecutantes,  obligados  éstos  á  rein- 
tegrar á  la  sociedad  las  diferencias  que  resultasen  á  medida  que 
fueran  haciendo  efectivos  dichos  créditos : 

(Sexto.  Que  son  del  todo  extemporáneas  las  demás  manifes- 
taciones que  contienen  esos  hechos  quinto  y  sexto,  así  como  los 
cuarto,  séptimo,  octavo  y  noveno,  encaminados  á  demostrar  in- 
curia 6  abandono  en  el  señor  Domingo,  que  pretende  justificar 
el  actor  con  las  cartas  que  acompaña,  adquiridas  como  en  lo 
íntimo  de  su  conciencia  no  podía  menos  de  reconocer  por  el 
más  grande  de  los  engaños,  pues  dada  la  confianza  ciega  que  en 
él  depositaba  Domingo  le  hizo  creer  el  señor  Molina  quien  le 
dirigía  en  sus  asuntos,  que  tenían  por  objeto  ultimar  los  negocios 
de  la  casa  con  la  sucesión  de  I.  Márquez  Boca : 

Séptimo.  Que  la  escritura  de  cinco  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete,  otorgada  por  don  Manuel,  don  Fidel  y 
don  Joaquín  Márquez  en  la  ciudad  de  Barcelona,  es  nula  por 
haber  habido  error  en  el  consentimiento;  pues  como  se  demos- 
trará en  el  período  de  prueba,  esos  señores  no  han  tenido  inten- 
ción de  traspasar  sus  derechos  de  Márquez,  Hermanos  y  Com- 
pañía al  señor  Molina,  sino  que  al  hacerlo  creían  que  éste  procedía 
-en  nombre  del  señor  Domingo,  Suñé  y  Márquez,  don  Ignacio, 
socios  colectivos,  y  de  la  sucesión  de  I.  Márquez  Boca,  á  quien 
los  acreedores  habían  traspasado  sus  créditos  contra  la  sociedad, 
y  personas  á  cuyo  favor  únicatnftir'?  los  hubieran  cea  ido  para 
beneficiarlos  en  lo  posible,  y  nunca  al  señor  Molina,  para  ser- 
virles ellos  de  instrumentos  á  reclamaciones  injustas  y  peticiones 
oxageradas.  Expuestos  los  hechos  como  contestación  á  la  de- 
manda, hace  uso  del  derecho  que  le  conceden  los  artículos  qui- 
nientos treinta  y  dos,  quinientos  treinta  y  cuatro  y  quinientos 
cuarenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  formulando 
hechos  que  demuestran  la  pertinencia  de  dos  excepciones  dila- 
torias que  por  la  oportunidad  ó  momento  en  que  se  aleiran  tie- 
nen el  carácter  de  perentorias  y  que  si  no  producen  el  efecto  Je 
suspender  el  curso  de  la  demanda,  admitidas  como  pertinentes 
por  el  Juzgado  al  dictar  la  sentencia,  le  eximirá  de  fallo  en 
cuanto  al  fondo  de  la  cuestión  debatida. — ^Primera :  incompeten- 
cia de  jurisdicción: 

Octava.  Que  habiéndose  estipulado  en  ia  cláusula  diez  y 
siete  de  la  escritura  de  constitución  de  la  sociedad  en  quince  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  que  las  dificultades  6 
diferencias  que  resulten  entre  los  socios  se  decidirán  por  ami- 
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gables  componedores  que  nombrarán  los  interesados  en  el  orden 
j  en  la  forma  prescrita  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  en 
la  cláusula  diez  y  ocho ;  que  terminada  la  sociedad  se  practicará 
inmediatamente  el  inventario  y  balance  de  sus  negocios,  se 
constituirán  los  socios  en  junta  general  para  acordar  <lo  que  crean 
conveniente  respecto  de  su  liquidación  y  si  no  hubiese  acuerdo 
unánime  entre  ellos  sobre  este  particular  se  harán  proposiciones 
en  pliegos  cerrados  por  los  que  aspiren  á  la  adjudicación  del 
haber  social  con  la  obligación  de  cubrir  sus  responsabilidades 
prestando  las  garantías  suficientes,  que  consistirán  en  la  fianza 
de  personas  ó  sociedades  de  reconocida  responsabilidad  y  las 
entregarán  á  los  amigables  componedores  que  se  nombrarán  con 
arreglo  á  la  cláusula  diez  y  siete,  los  cuales  asignarán  dicho 
haber  con  la  obligación  expresada  al  que  según  su  juicio  hiciese 
la  mejor  proposición,  y  en  el  caso  de  resultar  iguales  las  que  se 
presenten  admitirán  pujas  verbales  entre  lo^  que  las  hubiesen 
hecho  para  determinar  por  ese  medio  la  que  se  deba  aceptar : 

ííoveno.  Que  como  evidencian  las  cláusulas  insertas,  ha  de- 
bido y  es  necesario  cumplir  sus  terminantes  prevenciones  que 
ha  debido  tener  presentes  el  señor  Molina  al  proponer  este  juicio 
para  evitarlo  y  acudir  á  un  medio  más  sencillo  de  resolver  la 
cuestión  que  suscita,  pues  es  indudable  que  las  que  se  ventilan 
por  medio  de  estas  actuaciones  constituyen  verdadera  divergen- 
cia entre  el  señor  Domingo,  socio  colectivo,  y  el  señor  Molina, 
que  pretende  representar  los  derechos  de  los  hermanos  Márquez, 
con  relación  á  la  sociedad,  que  por  tanto  viene  comprendida  en 
dicho  articulo,  por  lo  que  oponemos  á  la  demanda  como  peren- 
toria la  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción  en  el  Juz- 
gado y  en  los  Tribunales  ordinarios  para  conocer  de  la  petición 
que  formula  el  señor  Molina  en  su  demanda,  caso  de  admitirse 
su  personalidad  y  la  validez  de  la  escritura  de  cesión,  hechos  * 
que  incuestionablemente  deben  ser  resueltos  por  amigables  com- 
ponedores en  cumplimiento  de  lo  taxativamente  ordenado  en  las 
cláusulas  diez  y  siete  y  diez  y  ocho  del  contrato  social: 

Falta  de  personalidad  en  el  actor. — Décimo:  que  concurre 
en  el  señor  Molina  una  verdadera  excepción  de  falta  de  perso- 
nalidad para  reclamar  dentro  de  la  sociedad  Márquez,  Hermanos 
y  Compañía  los  derechos  que  competen  á  los  comanditarios  don 
Manuel,  don  Fidel  y  don  Joaquín  Márquez  y  Falguer,  pues  esos 
derechos  son  personalísimos  de  los  socios  y  no  pueden  trasmitirse 
á  otra  persona  sin  que  proceda  el  consentimiento  de  los  demás, 
que  no  lo  obtuvieron  aquéllos  del  señor  Domingo,  ni  mucho 
menos  de  los  otros  socios  don  Juan  Suñé  y  don  Ignacio  Márquez, 
por  lo  cual  carece  de  personalidad  el  actor  para  deducir  acciones 
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á  nombre  de  sus  cedentes  contra  la  sociedad  Márquez,  Hermano 
y  Compañía: 

Once.  Que  el  litigante  temerario  debe  ser  condenado  en 
costas; 

Fundamentos  de  derecho.  —  Primero.  Que  el  cantra4x>  de 
compañía  mercantil,  celebrado  con  los  requisitos  esenciales  del 
derecho,  como  lo  es  el  que  se  consignó  en  la  escritura  de  quince 
de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  será  válido  y  obli- 
gatorio entre  quienes  lo  celebren  cualesquiera  que  sean  las  for- 
mas, condiciones  y  combinaciones  lícitas  y  honestas  con  que  lo 
constituyan;  artículo  ciento  diez  y  siete  del  Código  de  Comercio; 
por  consiguiente,  estipuladas  en  la  cláusula  diez  y  siete  y  diez 
y  ocho,  que  las  dificultades  y  diferencias  se  decidirán  por  ami- 
gables componedores,  practicándose  lo  demás  que  en  dichas 
cláusulas  insertas  en  los  hechos  segundo  y  noveno,  mientras  no  se 
cumplan  esas  prevenciones  no  pueden  los  socios  entre  si  deducir 
ningún  género  de  reclamaciones : 

Segundo.  El  socio  que  por  su  voluntad  se  separase  de  la 
Compañía,  no  podría  impedir  que  se  concluyan  del  modo  mié 
conveniente  á  los  intereses  comunes  las  negociaciones  pendientes 
y  mientras  no  se  terminen  no  se  procederá  á  la  división  de  los 
bienes  y  efectos  de  la  Compañía;  artículo  doscientos  veinte  y 
cinco  del  Código  de  Comercio. — La  separación  voluntaria  de  los 
hermanos  Márquez,  comanditarios  de  Márquez,  Hermanos  y 
Compañía,  y  su  cesión  de  derechos,  aún  cuando  fuera  válida  al 
señor  Molina,  no  puede  impedir  que  se  lleven  á  término  las  nego- 
ciaciones aún  pendientes  en  la  forma  prevenida  en  la  escritura 
social: 

Tercero.  Que  aun  prescindiendo  de  4a  forma  en  que  debí» 
llevarse  á  término  el  contrato  social,  según  el  artículo  doscientos 
veinte  y  nueve  del  Código  citado,  y  mientras  se  resuelva  en 
junta  general  acerca  del  nombramiento  de  liquidadores  de  dentro 
ó  fuera  de  la  sociedad,  como  en  lo  relativo  á  la  forma  y  trámite 
de  la  liquidación  y  la  administración  del  caudal  común,  es  A 
señor  Domingo  el  único  llamado  con  exclusión  de  toda  otra  per- 
sona á  continuar  encargado  de  la  liquidación : 

Cuarto.  Que  conforme  aíl  artículo  doscientos  treinta  del  Có- 
digo de  Comercio  deberán  los  liquidadores  formar  y  comunicar 
á  los  socios  dentro  del  término  de  veinte  días  el  inventario  del 
haber  social  con  el  balance  de  las  cuentas  de  la  sociedad,  según 
los  libros  de  su  contabilidad  y  comunicarlo  á  los  socios ;  extremos 
que  se  cumplieron  por  las  personas  que  al  vencimiento  del  plaao 
social  quedaron  al  frente  de  los  negocios  de  la  sociedad : 

Quinto.  Que  el  cesionario  de  cualquier  acción  ó  derecho  ae 
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sustituya  en  un  todo  en  el  lugar  del  cedente  y  éste  no  puede 
trasmitir  más  beneficios  q«ie  los  que  al  mismo  le  pertenecen : 

Sexto.  Que  los  contratos  serán  obligatorios  cualquiera  que 
sea  la  forma  en  que  se  hayan  celebrado  siempre  que  en  ellos 
<;oncarran  «las  condiciones  esenciales  para  su  validez,  siendo 
nulos  aquéllos  en  que  el  consentimiento  se  presta  por  error;  y 
lo  habrá  en  la  persona  cuando  la  consideración  á  eUa  hubiese  sido 
la  causa  principal  del  contrato  (articulos  mil  doscientos  setenta 
y  ocho,  mil  doscientos  sesenta  y  uno,  mil  doscientos  sesenta  y 
dos,  mil  doscientos  sesenta  y  cinco  y  mil  doscientos  sesenta  y 
seis  del  Código  Civil: 

Séptimo.  Ser&n  admisibles  como  excepciones  dilatorias  la 
incompetencia  de  jurisdicción  ó  falta  de  personalidad  en  el  actor 
por  no  tener  carácter  ó  representación  con  qué  reclamar,  las  que 
por  no  haberse  alegado  dentro  de  los  seis  días  del  emplazamiento 
podrán  hacerlo  en  la  contestación  á  la  demanda  con  el  carácter 
de  perentorias  y  si  bien  no  producen  el  efecto  de  suspender  el 
eurso  de  la  demanda  admitida,  no  podrá  el  Juzgado  resolver  en 
cuanto  al  fondo  de  la  cuestión  debatida;  articulos  quinientos 
treinta  y  dos,  quinientos  treinta  y  cuatro,  quinientos  treinta  y 
einco  y  quinientos  cuarenta  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil: 

Incompetencia  de  jurisdicción. — Octavo.  Que  establecido  por 
las  partes  que  concurrieron  al  otorgamiento  de  la  escritura  de 
sociedad  Márquez,  Hermanos  y  Compañía  que  las  dificultades  ó 
diferencias  que  resultaren  entre  los  socios  se  decidirán  por  ami- 
gables componedores  que  nombrarán  los  interesados  en  el  orden 
y  en  la  forma  prescrita  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  quie- 
nes resolverán  acerca  de  la  manera  en  que  deba  llevarse  á  efecto 
la  liquidación  de  la  sociedad,  estableciéndose  en  la  cláusula  diez 
y  ocho  el  procedimiento  á  que  habrían  de  ajustarse  dichos  ami- 
gables componedores,  es  incuestionable  que  toda  divergencia 
aceroa  del  cumplimiento  del  contrato  social  ó  de  la  liquidación 
debe  ventilarse  por  ese  medio,  comprendido  en  las  cláusulas 
diez  y  siete  y  diez  y  ocho,  resultando  incompetente  este  Juzgado 
y  los  Tribunales  ordinarios  para  conocer  de  esta  demanda  en  que 
se  trata  de  la  destitución  de  don  Isidoro  Domingo,  por  supuesto 
incumplimiento  de  sus  deberes,  ni  menos  sustituirlo  por  un  ex- 
traño á  la  sociedad,  como  lo  es  el  señor  Molina: 

Falta  de  personalidad  en  el  actor  por  no  tener  el  carácter  ó 
repre8entació;n  con  que  reclama. — ^Noveno.  Que  como  implícita- 
mente reconoce  el  actor  en  los  cuatro  primeros  de  sus  fundamen- 
tos de  derecho,  son  personalísimos  los  de  los  socios  en  las  compa- 
ñías mercantiles,  sin  que  conforme  al  artículo  ciento  cuarenta  y 
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tres  del  Código  de  Comercio  puedan  trasmitir  á  otra  persona 
su  interés  y  sustituirla  en  su  lugar,  sin  que  proceda  el  consenti- 
miento de  los  socios,  que  no  se  obtuvo  por  los  comanditarios 
Márquez,  del  señor  Domingo,  del  señor  Suñé,  todavía  vivo  cuan- 
do se  hizo  la  cesión  y  del  otro  socio  colectivo  Ignacio  Márquez, 
que  aún  debe  intervenir  para  resolver  la  forma  en  que  debe 
llevarse  á  cabo  la  liquidación;  no  siendo  sostenible  que  ese  ar- 
tículo es  sólo  aplicable  á  los  socios  colectivos,  como  pretende  el 
actor,  no  estando  los  comanditarios  autorizados  por  el  Código 
para  el  acto  que  ejercitaron,  y  no  podía  ser  de  otro  modo  dado 
el  espíritu  de  ese  cuerpo  legal,  de  que  no  intervengan  personas 
extrañas  sin  la  voluntad  de  los  demás.  Si  los  comanditarios  Már- 
quez no  pudieron  ceder  ni  trasmitir  á  otra  persona  su  interés  en 
la  compañía,  ni  sustituirlo  en  su  lugar,  es  evidente  que  el  señor 
Molina,  que  pretaide  representar  sus  derechos  personadísimos, 
carece  de  personalidad  para  interxwner  esta  demanda,  por  no 
tener  el  carácter  de  comanditario  en  que  podría  ejercitarlo. — ^Por 
lo  que  se  oponía  á  la  demanda  como  perentorias  las  excepciones 
de  incompetencia  de  jurisdicción  en  el  Juzgado,  falta  de  perso- 
nalidad de  derecho  ni  de  acción  en  el  actor,  y  que  teniendo  por 
evacuado  el  traslado  conferido  se  dicte  sentencia  declarando  en 
primer  término  que  la  demanda  no  es  de  la  competencia  de  los 
Juzgados  y  Tribunales  ordinarios,  y  en  segundo,  que  el  señor 
Molina  carece  de  personalidad  para  establecer  la  demanda  como 
cesionario  de  los  socios  señores  Manuel,  Fidel  y  Joaquín  Már- 
quez, por  ser  personalísimos  é  intrasmisibles  sus  derechos,  6  de- 
clarar la  nulidad  de  la  escritura  de  cesión  por  haber  habido 
error  en  el  consentimiento  prestado  por"  aquéllos,  absolviendo  en 
definitiva  á  don  Isidoro  Domingo  por  no  concurrir  ninguna  de 
las  circunstancias  ni  motivos  que  harían  procedente  su  destitu- 
ción, condenándose  á  Molina  en  las  costas  causadas  y  que  se 
causaren : 

Resultando :  que  teniendo  propuestas  las  excepciones  peren- 
torias se  confirió  traslado  en  réplica  al  actor,  el  que  por  su  es- 
crito de  diez  de  Febrero  último  negó  los  hechos  de  la  contestación 
en  lo  que  se  oponían  á  los  consignados  en  su  escrito  de  demanda, 
renunciando  el  derecho  de  réplica  en  virtud  de  lo  dispuesto  en 
el  artículo  quinientos  cuarenta  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to Civil,  y  solicitando  por  otrosí  se  reciba  el  pleito  á  prueba : 

Resultando:  que  renunciada  la  réplica  y  no  permitiéndose 
por  la  Ley  el  escrito  de  duplica,  se  recibió  á  prueba  el  juicio  por 
auto  de  trece  d^  mes  de  Febrero  último: 

Resultando:  de  los  escritos  de  prueba  solicitada  por  el  de- 
mandante, que  éste  reproduce  las  escrituras  públicas  y  actas  de 
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conciliación  presentadas  con  su  escrito  de  demanda,  que  ocupan 
los  folios  tres  al  catorce,  diez  y  ocho  al  veinte  y  tres,  treinta, 
treinta  y  tres  y  treinta  y  cuatro,  cuya  autenticidad  no  ha  sido 
impugnada  por  el  demandado: 

Segundo.  Que  por  el  Notario  señor  Silva  se  expidan  testi- 
monios de  las  escrituras  siguientes : 

Primero.  Expidan  testimonios  de  la  otorgada  el  diez  y  seis 
de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  por  los  señores  Do- 
mingo, Suñé  y  Márquez,  con  el  carácter  de  socios  colectivos  de 
la  sociedad  de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía : 

Segundo.  La  otorgada  en  veinte  y  ocho  de  Noviembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  dos  por  los  señores  Schwab  y  Tillmann 
á  favor  de  Isidoro  Márquez  Boca,  sobre  venta  de  mercancías  y 
crédito: 

Tercero.  La  otorgada  á  once  de  Enero  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres  por  los  señores  Beattie  y  Ouasch  á  favor  de  Már- 
quez Boca  sobre  venta  de  créditos  que  adquirieron  de  los  señores 
Márquez,  Hermanos  y  Compañía. — Que  se  libre  mandamiento  al 
Notario  señor  Caminero  para  las  compulsas  siguientes: 

Primero.  Testimonio  de  la  escritura  otorgada  en  trece  de 
Bnero  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  por  los  señores  Bathbone 
Hermano  y  Martín  Falk  á  favor  de  Isidoro  Márquez  Boca,  sobre 
venta  de  los  créditos  que  por  convenio  adquirieron  de  los  señores 
Márquez,  Hermanos  y  Compañía: 

Segundo.  De  la  escritura  de  poder  general  que  otorgó  don 
Virginio  Porro  á  favor  de  don  Isidoro  Domingo: 

Tercero.  De  la  escritura  de  convenio  que  otorgó  Diego  Ave 
Han  con  Virgino  Porro  sobre  un  contrato  de  cuenta  en  partici- 
pación : 

Cuarto.  Que  por  el  Juez  Municipal  del  Sur  se  remita  copia 
certificada  del  acta  de  defunción  de  Juan  Suñé : 

Quinto.  Que  por  el  señor  Domingo  se  reconozcan  judicial 
mente  las  cartas  de  los  folios  diez  y  seis,  veinte  y  seis  y  veinte  y 
nueve : 

Sexto.  Que  se  'Peconozcan  los  libros  inventarios,  Diario, 
Mayor  y  Copiador  de  cartas  de  la  sociedad  Márquez,  Hermano  y 
Compañía.— Que  se  haga  constar  en  autos  el  estado  de  la  cuenta 
que  en  libro  diario  y  mayor  de  la  casa  de  comercio  de  Isidoro 
Márquez  y  Virginio  Porro,  sucesor  de  aquél,  tienen  abierta 
con  el  título  de  **  Compra  á  Márquez,  Hermanos  y  Compañía,  en 
liquidación";  y. 

Octavo.  Que  para  ei  caso  de  que  el  señor  Domingo  se  negare 
ó  se  pusiese  en  duda  la  autenticidad  de  la  letra  y  ñrma  de  las 
cartas  presentadas,  solicitaba  el  cotejo  de  dicho  documento,  y 
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conviniéndole  hacer  uso  de  la  prueba  testifical  presentaba  el 
interrogatorio  de  preguntas  por  el  que  debían  tsier  examinados 

los  testigos: 

Resultando-,  que  declaradas  pertinentes  las  pruebas  pro- 
puestas y  librados  los  mandamientos  compulsorios  se  citó  al  señor 
Domingo,  el  que  compareció  el  veinte  y  uno  de  Marzo  último  y 
reconoció  como  ciertas  y  hec!has  de  su  puño  y  letra  las  cartas  que 
ocupan  los  folios  diez  y  seis,  veinte  y  seis  y  veinte  y  nueve,  las 
que  dice  fueron  redactadas  por  el  señor  Molina,  y  padecido  error 
en  la  carta  de  veinte  y  ocho  de  Julio,  que  dice  no  haberse  pasado 
balance  y  se  pasó  en  trece  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa 
y  tres,  y  los  otros  dos  reconocimientos  de  créditos  al  dar  cuenta 
á  don  Virginio  Porro,  no  aceptó  este  señor : 

Resultando :  que  de  los  testimonios  expedidos  y  que  constan 
en  autos,  que  don  Juan  Suñé  y  Bolet  falleció  en  esta  ciudad  el 
día  catorce  de  Julio  de  mü  ochocáentos  ochenta  y  siete,  foiio  diez 
y  siete  y  diez  y  ocho ;  que  en  trece  de  Enero  de  mil  ochocientos 
noventa  y  tres,  por  escritura  otorgada  ante  el  Notario  don  Ma- 
nuel Caminero,  el  señor  Federico  W.  Bamsden,  como  gerente 
de  la  sociedad  establecida  en  esta  plaza  y  en  la  de  OuanSlnamo 
con  la  razón  y  firma  de  Brooks  y  Compañía,  apoderado  de  la 
sociedad  de  Martín  PaJk  y  Compañía  y  la  de  Rathbone,  Hermano 
y  Compañía,  y  de  otra  parte  el  señor  Isidoro  Márquez  Roca,  le 
fueron  cedidos  á  éste  por  el  señor  Ramsden  todos  los  créditos  que 
contra  la  casa  de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía  tenían  aqué- 
llos, folios  ciento  veinte  y  cuatro  vuelto  al  ciento  treinta  y  tres. 
— Que  en  el  Estado  de  New  York,  en  siete  de  Mayo  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  seis  y  ante  el  Notario  Julio  C.  Ponce  de  León, 
el  señor  Virginio  Porro  y  Céspedes  otorgó  poder  especial  al 
señor  Isidoro  Domingo  y  Madurell,  cuyo  poder  fué  protocolizado 
en  tres  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  ante  el  Notario 
señor  Caminero,  folios  ciento  treinta  y  cuatro  vuelto  al  ciento 
treinta  y  ocho. — Que  en  diez  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  y  ante  el  mismo  Notario  señor  Caminero, 
doña  María  Avellan  y  Echevarría,  viuda  de  don  Isidoro  Már- 
quez Roca,  por  su  propio  derecho  y  además  como  madre  legitima 
de  su  menor  hija  Dolores  Márquez  Avellan,  y  don  Diego  Avellan 
y  López,  como  defensor  de  su  nieta  Dolores  Márquez  Avellan  y 
don  Isidoro  Domingo,  como  apoderado  de  don  Virginio  Porro  y 
Céspedes,  otorgaron  escritura  de  disolución  de  un  contrato  de 
compañía  de  cuenta  en  participación,  folios  ciento  treinta  y 
ocho  al  c5en»to  cuarenta  y  siete : 

Resultando :  que  constituido  el  Juzgado  en  unión  de  las  par- 
tes y  de  sus  defensores  en  el  escritorio  del  señor  Isidoro  Domingo 
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para  el  examen  de  los  libros  se  presentó  por  éste  primero  el  libro 
de  inventario,  compuesto  de  doscientos  cincuenta  folios,  ó  sean 
quinientas  páginas,  escrito  hasta  la  ciento  setenta  y  dos,  sin 
mancha  alguna,  con  su  diligencia  de  apertura,  fecha  once  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  y  que  con  posterioridad 
al  tres  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  fecha  del 
último  balance  de  la  sociedad  de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía 
y  el  cual  aparece  autorizado  por  los  gerentes  Isidoro  Domingo, 
Juan  Suñé  é  Ignacio  Márquez,  de  las  páginas  ciento  sesenta  y 
dos  á  la  ciento  setenta  y  dos,  no  aparece  en  el  libro  ningún  otro 
balance  correspondiente  á  la  sociedad  de  Márquez,  Hermanos  y 
Compañía : 

Segundo.  Que  el  libro  Diario  se  compone  de  quinientas  no- 
venta y  dos  páginas,  abierto  el  primero  de  Febrero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  por  el  Juez  Municipal  del  Distrito  Sur,  sellados 
todos  sus  folios,  encontrándose  escrito  hasta  la  página  quinientas 
cincuenta  y  tres,  sin  mancha  ni  otros  defectos,  que  habiendo 
solicitado  la  representación  del  demandante  se  anotaran  varias 
partidas,  así  se  efectuó : 

Tercero.  Que  el  libro  Mayor  se  compone  de  quinientas  pá- 
ginas, habilitado  en  cinco  de  Mayo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
uno  por  el  Juzgado  Municipal!  del  Distrito  Sur,  teniendo  escrito 
hasta  el  folio  doscientos  noventa  y  seis,  encontrándose  al  folio 
diez  y  siete  la  cuenta  de  Caja,  que  arroja  un  debe  de  pesos 
quince  mil  ochocientos  cincuenta  y  ocho,  cincuenta  y  ocho,  y  un 
haber  de  quince  mil  trescientos  treinta  y  cinco  pesos,  noventa 
y  siete. — Al  folio  noventa  y  dos,  la  cuenta  de  don  Isidoro  Do- 
mingo, con  un  debe  de  diez  mil  trescientos  treinta  y  dos,  cin- 
cuenta y  nueve. — ^Al  folio  cincuenta  la  de  don  Juan  Suñé,  con 
un  debe  de  seis  mil  trescientos  noventa  y  tres  pesos,  diez  y  ocho, 
y  un  haber  de  setecientos  cincuenta  y  seis,  treinta. — ^Al  folio 
doscientos  noventa  y  seis  una  cuenta  que  dice:  Debe — Virginio 
Porro  sucesor  de  I.  Márquez  Roca — Haber,  y  en  éste  un  abono 
por  Caja  de  diez  mil  seiscientos  setenta  y  ocho,  treinta  y  cuatro, 
sin  ninguna  partida  en  el  debe: 

Cuarto.  Que  el  libro  Copiador  de  cartas  número  cuarenta  y 
dos,  habilitado  en  once  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  dos,  por  el  Juez  Municipal  del  Distrito  Sur,  con  cuatrocientos 
noventa  y  siete  folios,  tiene  escritos  hasta  el  folio  doscientos 
ochenta  y  tres,  y  del  mismo  no  aparece  dirigida  carta  alguna  á 
Manuel  Márquez,  de  Barcelona,  posterior  al  catorce  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  ninguna  á  Joaqmn  Már- 
quez y  Falguer,  de  Barcelona,  con  posterioridad  á  la  misma 
fecha,  y  con  respecto  á  Fidel  Márquez,  no  aparece  ninguna  con 
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posterioridad  al  ▼«inte  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  ocho,  sin  que  nin^^uia  de  ellas  se  refiera  i  la  remisión 
del  balance  y  estado  mensual,  haciéndose  constar  á  petición  del 
señor  Domingo  que  á  los  folios  doscientos  cuarenta,  doscientos 
cuarenta  y  uno  y  doscientos  cuarenta  y  dos  aparecen  con  fecha 
▼einte  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres,  tres 
cartas  dirigidas  á  don  Magin  Domingo,  don  Emiliano  Domingo 
y  don  Luis  C.  Bottino,  en  las  que  se  les  expresa  que  como  apo- 
derado de  don  Fidel,  don  Joaquín  y  don  ftlanuel  Márquez  y 
Falguer,  respectivamente,  socios  comanditarios  de  Márquez,  Her- 
manos y  Compañía,  que  terminada  la  sociedad  de  Márquez,  Her- 
manos y  Compañía  y  practicado  el  inventario  general  de  sus 
negocios,  han  de  celebrar  junta  general  sus  socios  para  acordar 
lo  relativo  á  su  liquidación  y  á  la  adjudicación  del  haber  social 
en  su  caso,  y  que  debía  efectuarse  dicha  junta  el  miércoles 
veinte  y  dos  de  ese  mes  á  las  cuatro  de  la  tarde  en  la  morada 
del  Ldo.  Rafael  B.  Tamayo  Fleites,  calle  Baja  de  la  Catedral 
número  cinco,  donde  se  habían  celebrado  las  demás  juntas  de  la 
sociedad,  encareciéndoles  la  asistencia  por  ser  un  acto  previsto 
en  la  escritura  social,  cláusula  diez  y  ocho ;  haciéndose  también 
constar  que  á  instancia  de  la  parte  actora  no  se  encuentran 
otras  cartas  con  posterioridad  á  esas  fechas  dirigidas  á  dichos 
señores,  folios  ciento  cincuenta  vueltos  al  ciento  cincuenta  y  tres 
vuelto  : 

Regultando :  de  los  testimonios  expedidos  por  el  Notario  se- 
ñor Silva  que  en  diez  y  seis  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa 
y  tres  y  ante  dicho  Notario,  los  señores  Isidoro  Domingo  y  Zir 
rraga  y  don  Juan  Suñé  y  Bolet,  de  una  parte,  y  don  Ignacio 
Márquez  y  Falguer,  de  la  otra,  como  socios  colectivos  y  gestores 
de  la  sociedad  de  Márquez  y  Compañía,  estipularon  un  convenio 
por  el  que  el  señor  Márquez  se  separa  de  la  promoción  que  hizo 
para  que  se  declarara  en  estado  de  quiebra  á  la  sociedad  de 
MárqueZ)  Hermanos  y  Compañía,  y  de  la  apelación  que  intet- 
puso  contra  el  auto  que  respecto  á  ella  se  había  dictado,  y  que 
pactado  en  la  cláusula  diez  y  ocho  de  la  escritura  de  constitución 
de  la  sociedad,  que  cuando  terminara  se  practicaría  el  inventario 
y  balance  y  se  constituirían  los  socios  en  junta  general  para 
acordar  lo  que  se  creyera  conveniente,  con  todo  lo  demás  que 
expresa,  comprometiéndose  los  comparecientes  á  estar  y  pasar 
ahora  y  en  todo  tiempo  por  lo  pactado. — Que  ante  el  mismo 
Notario  señor  Silva  y  en  veinte  y  ocho  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos,  el  procurador  señor  Alberto  Quintana  y 
Almirall  como  apoderado  de  la  sociedad  mercantil  establecida  en 
la  ciudad  de  la  Habana  bajo  la  razón  de  Schwab  y  TUImann, 
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v«ndió  en  venta  real  y  perpetua  á  don  Isidoro  Márquez  todas 
las  mercancías  y  efeotos  muebles  embargados  y  adjudicados  y 
todos  los  créditos  cedidos  en  virtud  del  acuerdo  celebrado  en  el 
juicio  que  le  seguía  a  los  señores  Márquez,  Hermanos  y  Compa- 
ñía, subrogándose  el  señor  Isidoro. Márquez  en  todos  los  dere- 
chos y  acciones  que  tenían  los  señores  Schwab  y  Tillmann. — Que 
en  once  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  y  ante  el 
mismo  Notario  señor  Silva,  el  procurador  señor  Alberto  Quin- 
tana, como  apoderado  de  la  casa  de  comercio  de  los  señores 
Teiler  y  Ouach,  vendió  al  señor  Isidoro  Márquez  Boca  todos  los 
eréditos  que  se  relacionan  en  dicha  escritura  y  que  le  fueron 
adjudicados  en  el  juicio  ejecutivo  que  se  siguió  contra  los  seño- 
res Márquez,  Hermanos  y  Compañía,  folios  ciento  cincuenta  y 
seis  al  ciento  setenta  y  ocho  vuelto : 

Besultemdo:  de  la  prueba  testifical  que  los  Sres.  Magín  Do- 
mingo y  Emiliano  Gómez  declaran  por  los  particulares  que  les 
comprenden  en  el  interrogatorio  presentado  de  la  manera  si- 
guiente :  el  señor  Domingo,  que  como  apoderado  de  don  Joaquín 
Marques,  nunca  se  le  había  comunicado  el  estado  de  la  liquida- 
ción de  la  sociedad  de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía,  ni  el 
balance  de  la  misma,  y  que  dándose  á  conocer  á  don  Juan  Suñé 
éste  le  manifestó  no  tenía  que  darle  ninguna  explicación  del 
estado  de  la  casa,  y  que  era  cierto  que  habiendo  solicitado  de 
los  liquidadores  de  la  sociedad  y  á  nombre  de  su  poderdante 
documentos  y  datos  que  'le  dieran  á  conocer  el  estado  de  la 
liquidación,  nunca  le  dieron  ninguna  por  lo  que  tiene  antes  ma- 
nifestado.— Repreguntado  el  testigo  por  la  contraparte,  contestó 
que  era  cierto  asistió  á  la  junta,  pero  sin  resultado  alguno,  que 
no  recordaba  la  fecha,  que  se  le  presentó  una  cuenta  que  no 
estaba  clara,  recordando  se  hallaba  presente  Emiliano  Gómez  y 
Luis  C.  Bottino,  que  recordaba  haber  pedido  el  balance  y  el 
estado  de  «la  liquidación,  el  cual  no  se  le  entregó,  estando  al 
frente  de  la  casa  Isidoro  Domingo,  Juan  Suñé  y  le  parece  que 
Isidoro  Márquez. — El  otro  testigo,  señor  Emiliano  Gómez,  ex- 
presa ser  cierto  que  como  apoderado  de  don  Fidel  Márquez  no 
se  le  ha  comunicado  nunca  estado  alguno  de  la  liquidación  de 
la  sociedad  de  Márquez!  Hermanos  y  Compañía,  ni  el  balance' 
de  la  misma;  que  no  era  cierto  que  solicitara  la  liquidación.,  pues 
«61o  le  reclamó  dinero,  que  nunca  le  dieron. — Examinado  por 
las  repreguntas  de  la  contra  parte  contestó :  que  aunque  cuando 
asistió  á  algunas  reuniones  á  juntas  en  la  morada  del  señor  Ta- 
mayo  Pleitos,  no  puede  precisar  cuál  sería  el  objeto  de  las  mis- 
mas, aunque  recuerda  era  para  tratar  de  asuntos  de  la  casa 
de  Márquez,  sin  que  recuerde  cuáles  fueran  los  particulares ;  que 
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era  cierto  que  recibió  una  carta  de  su  poderdante  Fidel  Már- 
quez, manifestándole  había  cedido  su  representación  á  la  casa 
de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía  por  una  friolera,  creyendo 
favorecer  los  intereses  de  sus  consocios  de  aquí,  y  más  que  todo 
los  de  la  viuda,  y  que  no  es  cierto  ó  no  recordaba  otros  particu- 
lares de  la  repregunta :  que  nunca  se  le  ha  negado  el  estado  de 
la  liquidación,  porque  tampoco  la  ha  pedido,  folios  ciento  ochen- 
ta vuelto  al  ciento  ochenta  y  cuatro : 

Resultando :  de  la  prueba  ministrada  por  el  demandado,  que 
éste  utiliza  como  elementos  de  ella : 

Primero.  La  documentad,  trayéndose  á  los  autos  testimonio 
de  la  escritura  otorgada  el  quince  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  nueve : 

Segundo.  Los  libros  de  los  comerciantes  para  que  se  ponga 
constancia  del  balance  practicado  el  día  tres  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  noventa  y  tres ;  y 

Tercero.  La  testifical,  consistente  en  examen  de  los  testi- 
gos que  se  indican  en  la  lista  adjunta,  al  tenor  del  interroga- 
torio que  acompaña,  librándose  exhorto  al  señor  Juez  Decano  de 
los  de  Barcelona,  para  el  examen  de  los  testigos  Márquez  y  Fal- 
guer,  folio  ciento  ochenta  y  nueve : 

Resultaiido:  que  admitidas  las  pruebas  como  pertinentes  se 
libraron,  los  mandamientos  y  exhortes  dispuestos  y  constituido  el 
Juzgado  el  día  que  se  señaló  con  asistencia  de  las  partes  y  sus 
ílefensores,  en  el  escritorio  del  señor  Domingo,  y  puesto  por 
éste  de  manifiesto  el  libro  inventario,  compuesto  de  quinientas 
páginas,  habilitado  por  el  Juzgado  Municipal  del  Distrito  Sur  en 
once  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  al  folio  ciento 
sesenta  y  dos  aparece  un  inventario  y  balance  que  empieza  como 
sigue:  —  ''Inventario  y  balance  general  de  nuestra  sociedad» 
practicado  hoy,  tres  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y 
tres"  y  que  ocupa  desde  el  dicho  folio  ciento  sesenta  y  dos  hasta 
el  ciento  setenta  y  dos  inclusive,  cuyo  inventario  se  encuentra 
firmado  por  los  socios  gerentes  de  dicha  sociedad  Isidoro  Domin- 
go, Juan  Suñé  é  Ignacio  Márquez,  folio  ciento  noventa  y  dos 
vuelto : 

Resultando-,  que  el  testigo  F.  B.  Molina  expresa  que  es 
hermano  del  demandante  y  tiene  interés  en  que  éste  gane  el 
pleito;  y  después  de  habérsele  puesto  de  manifiesto  las  cartas 
que  obran  á  los  folios  sesenta  y  cinco  y  sesenta  y  siete,  dijo: 
que  son  escritas  de  su  puño  y  letra  del  declarante,  pero  no  dic- 
tadas por  su  hermano  Oabriel,  sino  á  instancias  del  señor  Isi- 
doro Domingo,  en  cuyo  escritorio,  ó  sea  el  de  los  señores  I.  Már- 
quez Roca,  trabaja  el  declarante,  haciendo  constar  que  no  son 
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cartas  las  que  se  le  han  puesto  de  manifiesto,  sino  borradores  dic- 
tados por  el  mismo  Domingo;  folio  ciento  noventa  y  tres 
vuelto: 

Resultando :  de  la  prueba  documental  que  traido  á  los  autos 
testimonio  de  la  escritura  de  contrato  de  sociedad  mercantil 
otorgada  ante  el  Notario  señor  Manuel  Caminero  en  quince  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve  aparece  de  la  misma 
que  los  señores  Manuel  Márquez  y  Falguer,  Isidoro  Domingo  y 
Zárraga,  Juan  Suñé  Bolet,  Ignacio  Márquez  y  Palguer,  Lorenzo 
Parramon  y  Rodó  y  Gabriel  Bonet  y  Molina  constituyeron  en 
tres  de  Mayo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho  una  sociedad 
mercantil  titulada  Márquez,  Hermano  y  Compañía,  pactando 
que  duraría  hasta  el  día  diez  y  seis  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
noventa,  á  no  ser  que  la  diera  por  terminada  el  socio  gerente 
señor  Manuel  Márquez  Falguer,  autorizado  especialmente  para 
hacerlo  cuando  tuviera  por  conveniente,  como  lo  efectuó  el  dos 
de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  nueve,  instituyendo  otra 
como  la  anterior,  imponiéndola  los  socios  señores  Isidoro  Domin- 
go, Juan  Suñé  é  Ignacio  Márquez,  como  colectivos»  Joaquín, 
Manuel  y  Fidel  Márquez,  como  comanditarios,  é  Isidoro  Már- 
quez y  Lorenzo  Parramon  como  industriales,  teniendo  la  misma 
razón  social  de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía,  siendo  la  du- 
ración de  la  sociedad  cuatro  años,  en  >lo  demás  que  en  la  misma 
expresa,  foíios  ciento  noventa  y  cinco  al  doscientos  dos : 

Resultando :  Que  la  Audiencia  confirmó  en  todas  sus  partes 
y  por  sus  mismos  fundamentos,  la  sentencia  de  primera  instan- 
cia, que  declarando  con  lugar  la  demanda  y  sin  lugar  las  excep- 
ciones, destituyó  á  Isidoro  Domingo  Madurell  del  cargo  de 
liquidador  de  la  sociedad  de  Márquez,  Hermano  y  Compañía, 
por  incumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos 
treinta  del  Código  de  Comercio,  declarándolo  además  respon- 
sable, por  su  negligencia,  de  los  perjuicios  que  á  los  otros  socios 
hubiera  ocasionado,  mandando,  asimismo,  que  dentro  de  quinto 
día,  haga  entrega  de  la  liquidación  á  Gabriel  B.  Molina,  como 
único  socio  interesado  en  ella: 

Resultando:  Que  contra  este  fallo  interpuso  el  demandado 
el  presente  recurso,  fundándolo  en  los  motivos  siguientes :  causa 
primera  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil: 

Primera.  Infracción  del  artículo  ciento  veinte  y  uno  del 
Código  de  Comercio,  según  el  cual  las  compañías  mercantiles  se 
regirán  por  las  cláusulas  y  condiciones  de  su  contrato  y,  en 
cuanto  en  ellas  no  esté  prescrito  por  las  disposiciones  del  Código* 
aplicación  indebida  del  artículo  doscientos  veinte  y  nueve  deí 
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mismo  Cddigo,  al  disponer  que  Molina  ae  haga  eargo  de  la 
liquidación  como  único  socio  interesado  en  ella,  prescindiendo  de 
la  cláusula  diez  y  ocho  de  la  escritura  social  de  quince  de  Mayo 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  que  dispone  expresamente 
la  forma  de  la  liquidación. — Causa  sexta  del  citado  artículo  de 
la  Ley  procesal: 

Segunda.  Infracción  del  artículo  cincuenta  y  uno  áéí  Código 
de  Comercio,  que  declara  válidos  y  eficaces  los  contratos  mer- 
cantiles, los  cuales,  según  el  artículo  cincuenta  y  siete,  deben 
cumplirse  en  los  términos  en  que  fueron  hechos,  precepto  que 
infringe  la  Sala,  así  como  la  ley  del  contrato,  al  desestimar  la 
incompetencia  de  jurisdicción  opuesta  por  el  demandado,  fun- 
dado en  que  las  partes  habían  convenido  en  someter  sus  dife- 
rencias á  la  decisión  de  amigables  componedores : 

Tercera.  Infracción  del  artículo  ciento  diez  y  siete  del  re- 
petido Código,  al  desestimar  la  excepción  de  incompetencia,  y 
resolver  en  el  fondo,  porque  pactado  en  la  escritura  social,  que 
las  dudafi  y  diferencias  entre  los  socios  se  someterían  á  amiga- 
bles componedores,  ese  convenio  debió  tenerse  en  cuenta,  en  este 
pleito,  que  versa  realmente  sobre  divergencia  entre  los  socios 
con  reiacdón  á  la  sociedad  y  su  liquidación : 

Cuarta.  Infracción  de  los  artículos  cincuenta  y  uno  y  cin- 
cuenta y  tres  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil ;  porque  los  Tri- 
bunales no  son  competentes  para  resolver  cuestiones  que  por 
voluntad  de  las  partes  han  de  someterse  al  juicio  de  amigables 
componedores : 

Quinta.  Infracci6;n  de  la  doctrina  legad,  consignada  en  sen- 
tencias del  Tribunal  Supremo  de  España,  de  veinte  y  nueve  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  seis  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  noventa,  diez  y  ocho  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
noventa  y  dos,  confirmada  por  la  de  veinte  de  Abril  de  mil 
ochocientos  noventa  y  nueve,  en  casos  idénticos  al  presente,  se- 
gún los  cuales  es  incompetente  la  jurisdicción  ordinaria,  me- 
diante la  validez  del  pacto  de  someter  las  diferencias  á  amiga- 
bles componedores,  para  conocer  las  cuestiones  que  surjan  entre 
los  socios  al  tiempo  de  la  liquidación  de  la  sociedad. — Causa  sép- 
tima del  repetido  artículo  mil  seiscientos  noventa : 

Sexta.  Error  de  la  Salla  al  aplicar  el  artículo  doscientos  trein- 
ta del  Código  de  Comercio,  dando  por  probado  el  incumplimien- 
to de  dicho  artículo,  cuando  de  las  diligencias  de  prueba  de 
fojas  ciento  cincuenta,  ciento  cincuenta  y  uno,  ciento  noventa 
y  dos  y  ciento  noventa  y  tres  de  los  autos,  aparece  justificado 
oue  á  los  folios  del  ciento  sesenta  y  dos  al  ciento  setenta  y  dos 
del  Libro  de  inventarios  y  balances  de  la  sociedad,  está  el  in- 
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ventano  del  haber  social,  con  el  balanee  de  las  cuentas  de  la 
sociedad  que  entraban  en  liquidación,  practicado  por  los  gerentes 
el  mismo  día  del  vencimiento  del  contrato  social  y  que  se  comu- 
nicó á  los  socios  dentro  de  los  veinte  días,  como  lo  evidencian 
las  declaraciones  de  fojas  ciento  cuarenta  y  ciento  ochenta  y 
dos,  y  las  cartas  testimoniadas  del  libro  de  correspondencia,  de 
fecha  veinte  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres, 
visibles  al  folio  cdento  cincuenta  y  tres  de  dos  arutos,  sin  que 
pudieran  comunicar  á  los  comanditarios  el  estado  mensual  de 
la  liquidación,  porque  no  concurrieron  de  intento  á  la  celebra» 
ción  de  la  junta  ordenada  en  la  cláusula  diez  y  ocho  de  la  es- 
critura social,  como  se  expresa  por  dichos  señores  en  la  escritura 
de  folio  siete : 

Resultaí%do:  que  admitido  el  recurso  y  abierta  su  sustan- 
ciaeión  en  este  Tribunal  Supremo,  el  recurrente,  en  el  trámite 
oportuno  adicionó  el  sigui^ite  motivo:  infracción  del  artículo 
mil  noventa  y  uno  del  Código  Civil,  por  cuanto  en  la  sentencia 
debió  tenerse  presente  para  fallar,  lo  estipulado  por  las  partes 
en  el  contrato  social,  pues  lo  pactado  tiene  fuerza  de  ley  entre 
las  partes: 

Resultando:  que  el  día  veinte  y  dos  del  actual  se  celebró 
la  vista  pública  con  asistencia  de  los  Letrados  de  las  partes, 
sosteniendo  cada  uno  sus  respectivas  pretensiones. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betancourt : 

Considerando:  que  por  la  cláusula  diez  y  siete  de  la  escri- 
tura social  de  Márquez,  Hermanos  y  Compañía,  se  convino  en 
que  las  dificultades  ó  diferencias  que  resultaren  entre  los  socios 
se  decidieran  por  amigables  componedores,  nombrados  en  los 
términos  prescritos  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  y,  por 
la  diez  y  ocho,  se  reguló  la  forma  en  que  había  de  ponerse  en 
liquidación  la  sociedad,  al  terminar  ésta ;  y  versando  el  presente 
litigio  sobre  la  destitución  del  cargo  de  liquidador,  atribuido  al 
demandado,  como  socio  gestor  de  la  compañía,  por  no  haber 
cumplido  con  los  deberes  que  el  Código  de  Comercio  impone  á 
aquéllos,  y,  alegado  por  éste,  que  tales  deberes  no  pudieron 
cumplirse  porque  los  cedentes  del  demandante,  deliberadamente, 
no  cooperaron  á  que  tuviese  efecto  lo  convenido  en  la  cláusula 
diez  y  ocho,  es  claro  que  se  trata  de  una  verdadera  diferencia 
entre  los  socios  sobre  los  particulares  regulados  por  la  escritura 
social : 

Considerando:  que  la  Sala  sentenciadora  al  aplicar  el  ar- 
tículo doscientos  treinta  del  Código  de  Comercio,  al  caso  de 
autos,  prescindiendo  de  lo  convenido  por  las  partes  en  la  escri- 
tura social,  ha  hecho  indebida  aplicación  de  dicho  artículo,  el 
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cuaJ,  sogún  el  doscientos  veinte  y  siete  sólo  rige  en  defecto  de 
reglas  establecidas  por  los  socios;  infringiendo  á  la  vez  lo  con- 
venido por  éstos,  que  entre  ellos  tiene  la  fuerza  obligatoria  de 
Ley,  conforme  al  artículo  ciento  veinte  y  uno  del  repetido  Códi- 
go, por  cuanto  ha  conocido  de  una  cuestión,  que  por  voluntad 
legitima  de  las  partes  estaba  excluida  de  la  competencia  de  los 
Tribunales,  siendo  de  estimarse,  en  este  sentido,  los  motivos 
primero,  segundo  y  quinto  del  recurso: 

Considerando:  que  procediendo  por  los  motivos  expuestos, 
la  casación  de  la  sentencia,  es  innecesario  entrar  en  el  examen 
de  los  otros  adegados ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  con  lugar  el 
recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina  legal 
interpuesto  por  Isidoro  Domingo,  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba,  en  tres  de  Julio  último, 
en  el  juicio  al  principio  referido;  y  en  su  consecuencia  casamos 
y  anulamos  dicha  sentencia,  sin  especial  condenación  de  costas. 

Y  con  devolución  del  apuntamiento,  comuniqúese,  por  medio 
de  certificación,  á  la  mencionada  Audiencia,  esta  sentencia  y  la 
que  á  continuación  se  dictará,  y  publiquense  ambas  en  la  Oa- 
ceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de 
Justicia,  librándose  al  efecto  las  oportunas  copias. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — ^Pedro  González  Llórente. — 
Eudaldo  Tamayo. — ^Angel  C.  Betancourt. — Octavio  Oiberga. 

Segunda  sentencia. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  treinta  y  uno  de  Octubre  de 
mil  novecientos,  en  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  pro- 
movido en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Distrito  Norte 
de  Santiago  de  Cuba,  por  Gabriel  B.  Molina  contra  Isidoro  Do- 
mingo Madurell,  ambos  del  comercio  y  vecinos  de  dicha  ciudad, 
sobre  destitución  del  cargo  de  liquidador  de  la  sociedad  de  Már- 
quez, Hermanos  y  Compañía,  que  pende  ante  este  Supremo  Tri- 
bunal, en  virtud  de  recurso  de  casación,  admitido  por  la  Au- 
diencia de  la  referida  Provincia: 

Resultando :  que  por  la  sentencia  de  esta  fecha,  que  precede, 
ha  sido  casada  y  anulada  la  dictada  por  la  Audiencia  de  Santia- 
go de  Cuba  en  tres  de  Julio  último : 

Aceptando  los  Resultandos  de  la  sentencia  de  primera  ins- 
tancia. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  C.  Betancourt: 

Considerando :  que  pretendiendo  el  demandante  que  se  des- 
tituya al  demandado  del  cargo  de  liquidador,  que  le  atribuye 
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como  socio  gestor  de  la  Compañía,  por  no  haber  cumplido  con 
los  deberes  que  á  los  que  tal  cargo  ejercen  impone  el  Código  de 
Comercio,  y,  habiendo  dicho  demandado  alegado,  en  primer  tér- 
mino, que  las  diferencias  entre  los  socios,  según  la  escritura 
social  han  de  someterse  á  la  decisión  de  amigables  componedores, 
y  en  segundo  que  los  deberes  del  liquidador  no  han  podido 
cumplirse,  porque  los  cedentes  del  actor,  deliberadamente,  deja- 
ron de  cooperar  á  que  tuviera  efecto  lo  convenido  en  la  cláusula 
diez  y  ocho  de  la  citada  escritura ;  debe  examinarse,  para  resol- 
ver, la  súplica  y  fundamentos  de  la  demanda,  en  relación  con  el 
contenido  de  la  repetida  escritura  social : 

Considerando :  que  la  cláusula  diez  y  siete  de  la  citada  escri- 
tura, previene  que  las  diferencias  y  dificultades  que  resultaren 
entre  los  socios  se  decidan  por  amigables  componedores,  y  que  la 
diez  y  ocho  regula  la  forma  en  que  debía  procederse  para  la 
liquidación,  es  claro  que  en  este  litigio  se  trata  de  una  verdadera 
diferencia  entre  los  socios  sobre  particulares  regulados  por  la 
escritura  social,  y  que,  según  ella,  por  voluntad  de  los  contra- 
tantes, está  fuera  de  la  competencia  de  los  Tribunales,  mediante 
á  que  ha  de  someterse  al  laudo  de  amigables  componedores,  nom- 
brados conforme  á  la  ley,  y  por  consiguiente  el  Juez  no  ha  debido, 
como  lo  ha  hecho,  resolver  este  pleito : 

Aceptando  loe  Considerandos  penúltimo  y  antepenúltimo  de 
la  sentencia  de  Primera  Instancia. 

Considerando :  que  á  juicio  del  Tribunal,  el  demandante  no 
ha  procedido  con  temeridad  al  establecer  y  sostener  el  pleito, 
no  debiendo  por  tanto,  ser  condenado  en  las  costas ; 

Fallamos  que  debemos  revocar  y  revocamos  la  sentencia 
del  Juez  de  Primera  Instancia,  y  en  su  consecuencia  declaramos 
sin  lugar  la  demanda  establecida  por  Gabriel  B.  Molina  contra 
Isidoro  Domingo  Madurell,  sobre  destitución  de  éste  del  cargo, 
que  le  atribuye,  de  liquidador  de  la  sociedad  de  Márquez,  Her- 
manos y  Compañía :  y  absolvemos  á  dicho  Domingo  de  la  deman- 
da, sin  especial  condenación  de  costas  en  ninguna  de  las  instan- 
cias; todo  sin  perjuicio  de  que  el  demandante  haga  valer  los 
derechos  que  le  asistan  en  la  forma  acordada  en  la  escritura 
social. 

Condenamos  al  demandado  á  que  indemnice  al  actor  la  can- 
tidad de  setecientos  cincuenta  pesos,  por  no  haber  evacuado  la 
prueba  dentro  del  término  extraordinario  que  al  efecto  le  fué 
concedido. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — ^Pedro  González  Llórente. — 
Eudaldo  Tamayo. — ^Angel  C.  Betancourt.— Octavio  Giberga. 
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Manubl  Fernández  Alvahez  conteu  Enrique  Rendón  t  Pab- 
TRANA  Y  Jacinta  Albina  t  Oalcerán  viuda  de  Pujols. 

Sentencia  núm.  10  (Noviembre  6  de  1900). 

Recurso  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  dicho 
Rendón  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 
Pinar  del  Río  en  6  de  Agosto  de  1900. 

TEKCEBIA  DX  DOKINIO. 

lia  int6XTencl6n  en  nn  Jnicio  de  un  Letrado  procesado, 
fli  bien  déte  tenerse  en  cuenta,  para  no  proreer  &  sns  solid- 
tndes»  no  produce  Ipso-f  acto,  la  nulidad  de  las  actuaciones 
en  Que  intervenga»  pudiendo  las  partes  estaUecer  loa  neesr- 
808  ordinarios,  cuando  sean  admitidas  Indebidamente  sng 
gestiones  sin  que,  por  otra  parte,  esa  intervención  vicie  en 
manera  alguna  la  escritura  de  mandato  otorgada  al  Procn- 
radar,  pues  sdlo  constitttsre  una  circunstancia  de  forma  ex- 
trínseca, independiente  del  mandato.  Por  él  bedu»  de  in- 
terponerse reconvención  contra  el  demandante,  se  acepta 
implícitamente  la  personalidad  de  su  Procurador,  pues  no  es 
posible  que  ésta  se  dividiera  en  un  mismo  juicio,  para  obsten- 
tarla  legalmente  cuando  gestl<»ara  contestando  la  recon- 
vención y  que  no  la  tuviera  cuando  obrara  como  actor.  IéR 
falta  de  personaUdad  en  la  parte  demandada,  correqionde 
probarla  á  quién  la  alega. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  seis  de  Noviembre  de  mil 
novecientos,  visto  el  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de 
forma,  procedente  de  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río,  en  la  ter- 
cería de  dominio,  sustanciada  en  juicio  de  menor  cuantía,  pro- 
movida por  Manuel  Fernández  Alvarez,  propietario,  contra  En- 
rique Rendón  y  Pastrana,  abogado,  y  Jacinta  Alsina  y  Galcerán^ 
viuda  de  Pujols,  todos  vecinos  de  Pinar  del  Río,  interpuesto  por 
dicho  Rendón  contra  la  sentencia  de  la  mencionada  Audiencia, 
fecha  seis  de  Agosto  último : 

Resultando:  que  en  la  sentencia  recurrida  se  aceptaron  los 
Resultandos  de  la  dictada  por  el  Juez  de  Primera  instancia  de  Pi- 
nar del  Río,  en  siete  de  Mayo  último,  entre  los  cuales  se  encuen- 
tran los  tres  que  á  continuación,  inmediatamente,  se  transcriben : 

Resultando:  que  el  Procurador  don  Rafael  María  Hernán- 
dez, con  el  carácter  que  se  indica,  por  el  escrito  de  fojas  nueve^ 
estableció  su  demanda,  que  fundó  en  los  siguientes  hechos : 

Primero.  Que  por  escritura  de  quince  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  uno,  es  dueño  de  una  casa,  pozo,  solar  y 
útiles,  anotada  en  el  Registro  de  la  Propiedad : 
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Segundo.  Que  don  Enrique  Rend6,n,  á  pesar  de  saberlo,  por 
la  negativa  de  la  anotación  en  el  Registro,  solicitó  y  obtuvo  em- 
bargo de  todo  y  además  privacjlón  absoluta  de  su  dominio: 

Tercero.  Que  del  pozo,  se  extraía  agua  y  üa  vendían  al  pue- 
Uo,  euyo  producto,  por  arrebato  con  el  nombramiento  de  admi- 
nistrador judicial,  á  instancia  de  Bendón,  se  le  ha  privado  del 
todo: 

Cuarto.  Que  por  temeridad,  Bendón  hace  esos  actos,  para 
que  él  venga  por  economía  á  dar  algo,  ó  lo  que  dignamente  como 
fótrmula,  se  llama  arreglo  ó  convenio: 

Quinto.  Que  en  ahorro  de  temeridad,  se  intentó  la  concilia- 
ción, no  siendo  necesario,  para  que  haya  (lugar  a  la  condenatoria 
de  costas  que  es  aquí  objeto  también  de  este  juicio ;  concluyendo 
por  suplicar  se  tenga  por  establecida  dicha  demanda  de  tercería 
contra  don  Enrique  Bendón  y  doña  Jacinta  Alsina  como  viudií 
y  heredera  de  don  Miguel  Pujol,  teniéndose  por  acompañada  la 
escritura  de  poder  y  título  de  dominio  de  los  bienes,  certificación 
del  acto  conciliatorio  y  la  del  fallecimiento  de  don  Miguel  Pujol, 
y  por  dos  otrosíes,  pidió  que  se  elevase  suplicatorio  á  la  Au- 
diencia de  esta  Provincia  para  que  remitiera  todo  lo  actuado 
en  el  incidente  de  embargo  de  los  criminales  seguidos  á  don  Mi- 
guel Pujol  por  desacato  á  la  Autoridad  que  se  relaciona  á  lo 
solicitado  por  Rendón  referente  á  esta  tercería  de  dominio;  y 
que  en  justo  acatamiento  á  los  preceptos  del  artículo  cuatro- 
cientos cuarenta  y  seis  del  Código  Civil  se  le  restituya  inmedia- 
tamente á  la  posesión  de  los  bienes,  porque  el  embargo  será  la 
limitación  del  dominio,  pero  no  la  privacióíu  absoluta  de  él : 

Resvitando :  que  el  Ldo.  D.  Enrique  Bendón  y  Pastrana,  por 
escrito  de  dos  de  Febrero  último,  se  opuso  a  la  demanda  porque 
ésta  es  maliciosa,  temeraria  é  improcedente,  siendo  el  título  pre- 
sentado fraudulento  y  simulado;  estableciendo  la  excepción  de 
falta  de  personalidad  del  Procurador  del  actor.  Palta  de  per- 
sonalidad en  la  demandada  doña  Jacinta  Alsina  como  heredera 
de  don  Miguel  Pujol,  y  establece  también  reconvención  ó  mutua 
petición  contra  don  Manuel  Fernández  Alvarez  para  que  se  de- 
clare nula  la  escritura  de  quince  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  uno  que  le  otorgó  doña  Jacinta  Alsina  sobre  venta 
de  una  casa  objeto  de  la  tercería  y  consigna  respecto  de  la  ex- 
cepción de  falta  de  personalidad  del  Procurador  del  actor,  los 
siguientes  hechos: 

Primero.  Que  el  poder  con  que  ha  comparecido  el  Procura- 
dor don  Bafael  María  Hernández  á  nombre  de  Manuel  Fernán- 
dez Alvarez,  se  halla  bestanteado  por  el  Ldo.  D.  Félix  del  Pino 
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y  Díaz,  j  cuya  fecha  del  poder  es  de  primero  de  Diciembre  del 
año  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve : 

Segundo.  Que  el  Ldo.  D.  Félix  del  Pino  y  Díaz,  cuando  baa- 
tanteó  ese  poder  estaba  procesado : 

Tercero.  Que  el  escrito  de  demanda  de  fecha  once  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  lo  suscribe  6  autoriza 
como  Letrado  el  referido  Ldo.  D.  Félix  del  Pino  y  Díaz : 

Cuarto.  Que  cuando  autorizó  6  suscribió  el  referido  escrito 
estaba  procesado  el  referido  Pino  en  causa  por  desacato  radi- 
cada en  el  Juzgado  de  Instrucción  de  esta  ciudad.  En  cnanto 
á  la  falta  de  personalidad  de  la  demandada  doña  Jacinta  ALsina, 
consigna  como  hechos: 

Primero.  Que  aunque  d  actor  demanda  á  la  señora  Ahina 
como  heredera  de  don  Miguel  Pujol  para  la  propuesta,  esto  es, 
para  los  efectos  de  la  tercería  propuesta,  no  acredita  su  carácter 
de  tal  heredera,  ya  bajo  la  forma  intestada,  ó  ya  bajo  la  de 
disposición  testamentaria: 

Segundo.  Que  don  Miguel  Pujol,  era  vecino  desde  hace 
muchos  años  de  esta  ciudad,  así  como  también  lo  es  doña  Jacinta 
Alsina,  no  habiéndose  promovido  en  este  Juzgado  de  Primera 
Instancia  declaratoria  de  herederos  de  Pujol. — Contestando  la 
demanda  consigna  los  siguientes  hechos: 

Primero.  Niega  los  hechos  primero  y  segundo  del  escrito  de 
demanda  de  tercería  del  actor,  por  no  ser  ciertos  y  por  tanto 
no  está  conforme  con  ellos,  siendo  además  maliciosos: 

Segundo.  Asimismo  niega  el  tercero  y  cuarto  y  el  quinto  de 
la  demanda  y  por  tanto  no  está  conforme  con  ninguno  de  ellos, 
siendo  como  se  ve  claramente  muy  maliciosos : 

Tercero.  Que  los  bienes  embargados  á  don  Miguel  Pujol  el 
día  catorce  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  á  su 
instancia  y  para  dar  el  debido  cumplimiento  á  la  carta-orden 
de  la  Audiencia  de  lo  Criminal,  son  de  la  exclusiva  propiedad 
del  referido  Pujol: 

Cuarto.  Que  por  la  misma  escritura  de  quince  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  otorgada  ante  el  Notario  don 
Manuel  Díaz  Quibus,  por  doña  Jacinta  Alsina  á  favor  de  don 
Manuel  Fernández  Alvarez,  consta  por  su  cláusula  número  siete, 
que  Pujol  es  dueño  de  las  aguas  ó  manantiales  embargados,  y 
por  tanto,  del  pozo  y  propietario  además  del  terreno: 

Quinto.  Que  por  la  tercera  inscripción  de  la  finca  número 
ochenta  y  tres,  folio  doscientos  cuarenta  y  nueve,  tomo  segundo 
del  A3runtamiento  de  esta  ciudad  correspondiente  al  Registro 
de  la  Propiedad  de  este  partido  judicial,  consta  que  Pujol, 
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dueño  de  la  pertenencia  minera  6  sea  de  las  aguas  ó  manantial 
y  terreno,  cuya  tercer»  inscripción  es  referente  á  la  misma  es- 
critura de  quince  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y 
uno,  expresada  en  el  anterior  hecho. — ^Y  en  cuanto  á  la  recon- 
vención consigna  los  siguientes  hechos: 

Primero.  Que  dicha  escritura  de  venta  es  fraudulenta  y  si- 
mulada, como  lo  justificará  en  el  trámite  de  prueba. — Concluye 
suplicando  se  tengan  por  establecidas  las  excepciones;  por  con- 
testada y  negada  la  demanda  y  por  establecida  también  la  re- 
convención ó  mutua  petición  y  en  definitiva  declarar  con  lugar 
las  dos  excepciones  propuestas ;  sin  lugar  la  demanda  absolvién- 
dole de  ella  é  imponiendo  al  actor  perpetuo  silencio ;  y  declarar 
con  lugar  la  reconvención  establecida,  y  en  su  consecuencia,  nula, 
sin  ningún  valor  ni  efecto  la  venta  de  la  casa  hecha  por  escri- 
tura ante  el  Notario  Díaz  Quibus  en  quince  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  uno  por  doña  Jacinta  Alsina  á  don  Manuel 
Fernández,  cancelándose  la  inscripción  de  ella  en  el  Registro 
de  la  Propiedad,  y  condenando  al  actor  en  las  costas;  y  por  un 
otrosí,  solicitó,  el  recibimiento  á  prueba: 

Resultando:  que  á  instancia  de  la  representación  de  don 
Manuel  Fernández  Alvarez,  y  por  providencia  de  cinco  de  Fe- 
brero último,  se  declaró  en  rebeldía  á  doña  Jacinta  Alsina  y 
Oalcerán,  dándose  por  contestada  la  demanda  y  que  siguiera  el 
pleito  su  curso  y  se  le  notificaran  en  los  estrados  del  Juzgado 
dicha  providencia  y  las  demás  que  se  dictaren : 

Resultando :  que  examinados  los  autos,  de  las  pruebas  prac- 
ticadas por  ambas  partes,  aparece,  en  cuanto  es  pertinente  á 
la  cuestión  del  recurso,  que  el  Ldo.  Félix  del  Pino  y  Díaz,  fué 
declarado  procesado  por  injurias  á  la  Autoridad,  en  dos  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve;  que  apeló  del 
auto  y  éste  fué  confirmado  por  la  Audiencia  en  diez  y  nueve  de 
Enero  siguiente,  que  se  declaró  extinguida  la  acción  penal,  por 
perdón  de  la  parte  ofendida,  en  veinte  y  seis  del  mismo  mes,  y 
que  ni  al  disponerse  el  procesamiento,  ni  después  durante  la 
sustanciación  de  la  causa,  se  suspendió  al  procesado  del  ejercicio 
profesional,  y  que  continuó  en  éste,  turnándosele  por  la  Au- 
diencia defensas  criminales,  asistiendo  á  juicios  y  á  vistas,  entre 
ellas  á  la  del  pleito  seguido  por  Manuel  y  Rafael  Arrastía,  de- 
fendiendo á  éstos,  contra  Antonio  Díaz  y  Juan  Carmín,  defen- 
diendo al  último  el  letrado  Enrique  Rendón : 

Resultando:  que  tramitado  el  pleito  en  primera  instancia, 
el  Juez  declaró  sin  lugar  las  excepciones  de  falta  de  personalidad 
alegadas,  y  ia  reconvención,  y  con  lugar  la  tercería,  resolviendo 
en  el  fondo  en  cuanto  á  ésta;  y  la  Audiencia  confirmó  dicho 
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fallo,  fundándose,  respecto  á  la  falta  de  personalidad,  en  que, 
por  la  reconvención,  habia  sido  implicitamente  aceptada  la  del 
Prooorador  y  no  podía  Teclamarse  últimamente  contra  ella : 

Resultarido :  que  contra  este  fallo  interpuso  Enrique  Bendón 
el  presente  recurso  alegando  los  motivos  siguientes: 

Primero.  Fundada  en  el  último  extremo  del  número  segundo 
del  articulo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  por  la  falta  de  personalidad  del  Procurador  del 
tercerista,  resultante  de  haberse  personado  en  autos  con  un 
poder  ba^tanteado  por  un  Letrado  procesado  y  por  consiguiente 
izümbil  para  ejercer  la  profesión : 

Segnindo.  Fundado  en  el  primer  extremo  del  mismo  número 
del  citado  articulo  de  la  Ley  procesal,  por  falta  también  de 
peirso^alidad  de  la  demandada  Jacinta  Alsina  y  Galceráü,  qne 
habiéndolo  sido  con  el  carácter  de  heredera  ó  representante  legal 
de  Miguel  Pujols,  el  actor  no  ha  justificado  que  dicha  señora 
tenga  el  carácter  que  le  atribuye.  Haciendo  constar  en  su  es- 
crito de  interposición  que  había  pedido  en  ambas  instancias  la 
subsanación  de  la  falta,  alegando  y  discutiendo  ésta  por  medio 
de  la  oportuna  excepción : 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustanciado  en 
este  Supremo  Tribunal,  celebrándose  la  vista  pública  del  mismo 
el  día  veinte  y  siete  del  mes  próximo  pasado,  con  asistencia  de 
los  Letrados  defensores  de  las  partes,  que  sostuvieron  sus  rea- 
pectivas  pretensiones. 

Siendo  Ponente  el  lifflagistrado  Ángel  C.  Betancourt: 

Considerandos  que  la  intervención  de  un  Letrado  inhábil 
para  el  ejercicio  de  su  profesión,  por  estar  procesado,  si  bien 
debe  tenerse  en  cuenta  para  no  proveer  á  solicitudes  y  á  actos 
por  él  autorizados,  no  produce,  como  pretende  el  recurrente,  la 
nulidad  ipso  facto,  de  las  actuaciones  en  que  intervenga,  pu- 
diendo  las  partes  evitar  dicha  intervención  por  medio  de  los  re- 
cursos ordinarios  que  la  Ley  concede  cuando  sea  admitida  indebi- 
damente por  los  Jueces  ó  Tribunales. 

Considerando :  que  la  falta  de  personalidad  en  el  Procura- 
dor de  una  de  las  partes  consiste  en  la  insuficiencia  ó  ilegalidad 
del  poder,  y  no  habiéndose  alegado  en  el  juicio  ni  al  fundar  el 
recurso,  que  el  mandato  utilizado  por  el  Procurador  del  terce- 
rista estuviera  ilegalmente  otorgado,  ó  no  contuviera  las  fa- 
cultades necesarias  para  promover  y  sustentar  la  tercería,  sino 
que  se  pretende  deducir  su  ilegalidad  del  mero  hecho  de  haber 
sido  declarado  como  bastante,  por  un  Letrado  procesado,  esta 
circunstancia  extrínseca  é  independiente  del  mandato,  no  afeeta 
á  éste,  y  por  consiguiente  no  vicia  la  personalidad  del  manda- 
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tario,  el  cual  pudo,  no  obstante,  no  ser  admitido,  conforme  á  la 
doctrina  sentada  en  el  párrafo  anterior: 

Considerando :  que  la  reconvención  ha  de  discutirse  al  mis- 
mo tiempo  que  la  cuestión  principal,  y  ser  resuelta  con  ésta  en 
la  sentencia  definitiva  y  por  consiguiente  la  sustanciación  ha  de 
entenderse  con  las  partes  en  la  forma  en  que  al  iniciarse  el  de- 
bate estuviesen  personadas  en  el  juicio,  sin  que  pueda  la  repre- 
sentación del  actor  dividirse,  para  ostentar  una  cuando  gestione 
como  tal,  y  otra  distinta  al  contestar  la  reconvención,  de  todo 
lo  cual  se  deduce  que  por  ésta,  implícitamente,  queda  aceptada 
la  personalidad  del  Procurador  del  demandante,  que  ha  de 
contestar  á  nombre  del  actor  la  reconvención  que  se  le  dirige,  y 
ál  entenderlo  aisí  la  Sala  sentenciadora  ha  juzgado  rectamente, 
pues  en  el  caso  de  existir  la  falta  de  personalidad  que  el  recu- 
rrente supone,  no  pudo  válidamente  reclamar  contra  ella,  por 
liaberla  aceptado  al  deducir  la  reconvención : 

Considerando :  que  la  falta  de  personalidad  en  el  demandado 
fundada  en  no  tener  el  carácter  con  que  se  le  demanda,  no  con- 
siste en  que  el  actor  no  haya  justificado  previamente  su  carácter, 
pues  no  está  obligado  á  ello,  sino  en  que  realmente  carezca  la 
parte  de  la  representación  que  se  le  atribuya,  y  como  materia 
de  excepción  compete  alegarla  á  aquél  á  quien  afecte  directa- 
mente, y,  prescindiendo  de  que  en  este  caso  pretende  hacerla 
valer  el  co-demandado,  no  ha  existido  tal  falta  de  personalidad, 
porque  no  se  niega  que  concurra  la  representación  que  el  actor 
atribuye  á  la  señora  Alsina,  sino  que  se  dice  que  el  actor  no 
lo  ha  justificado  con  su  demanda : 

Considerando':  que  no  habiéndose  cometido  los  quebranta- 
mientos de  forma  alegados,  procede  declarar  sin  lugar  el  re- 
curso, y  en  cumplimiento  del  artículo  cuarenta  de  la  Orden 
námero  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  con- 
denar en  costas  al  recurrente ; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  decüarámos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Enrique  Bendón, 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Pinar  del  Río 
en  seis  de  Agosto  ultimo,  en  el  juicio  al  principio  referido,  con 
las  costas  á  cargo  del  recurrente. — ^Y  con  devolución  de  los  au- 
tos y  del  apuntamiento,  comuniqúese  á  dicha  Audiencia  por  me- 
dio de  certificación  esta  sentencia;  la  cual  se  publicará  en  la 
Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría 
de  Justicia,  librándose  las  copias  necesarias. 

Asá  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — ^Pedro  González  Llórente.— 
EucLaldo  Tamayo. — ^Angel  C.  Betancourt — José  Várela. 
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Pedro  Rabell  t  Jaime  Torres  contra  la  sucesión  de  Salva- 
dor Baró  t  Negra. 

Sentencia  núm.  11  (Noviembre  9  de  1900). 

Recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto 
por  el  Administrador  del  intestado  de  Salvador  Baró  contra 
el  auto  dictado  por  la  Audiencia  de  la  Habana  el  23  de 
Julio  de  1900. 

INCIDENTE  SOBRE  CADUCIDAD  DE  £A  INSTANCIA. 

Fnndándose  el  reclino  en  no  habene  xecibido  &  pméba 
nn  incidente,  tal  quebrantamiento  sólo  puede  reclamarse  al 
amparo  del  inciso  3.o  del  Articulo  1691  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Givil. 

La  justificación  á  que  se  refiere  el  Articulo  416  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  para  probar  cualquiera  de  las  ex- 
cepciones que  establece  el  411,  sólo  es  admisible  cuando 
para  lograrlo  se  ofrecen  pruebas  que  no  constan  de  los  mis- 
mos autos  al  tiempo  de  ofrecerlas,  no  estando  la  Sala  obli- 
gada en  caso  contrario,  &  recibir  la  información  ofrecida,  ni 
infringe,  por  lo  tanto,  al  no  admitirla,  el  expresado  Artieo- 
lo  416. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  nueve  de  Noviembre  de  mil 
novecientos,  en  el  juicio  seguido  en  el  Juzgado  de  Primera  Ins- 
tancia del  Distrito  del  Pilar  de  esta  capital  y  en  la  Sala  de  lo 
Civil  del  propio  Territorio,  por  los  señores  Pedro  Rabell,  abosrado, 
y  Jaime  Torres,  contra  la  hoy  sucesión  del  señor  Salvador  Bar6 
y  Negra,  pendiente  ante  este  Tribunal  en  virtud  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  don  José  R.  Cabrera,  administrador  y 
depositario  judicial  de  los  bienes  del  intestado  del  referido  se- 
ñor Salvador  Baró,  en  el  incidente  á  dicho  juicio  ejecutivo  sobre 
caducidad  de  la  instancia : 

Resultando:  que  el  Procurador  don  Juan  Mayorga,  á  nom- 
bre de  don  Pedro  Rabell,  manifestó  á  la  Sala  de  lo  Civil  de  la 
Audiencia  de  la  Habana  que  los  autos  ejecutivos  en  los  que  se 
declaró  en  concurso  necesario  á  don  Salvador  Baró  y  Negra,  no 
habían  sido  devueltos  por  el  Procurador  señor  Esteban  de  la 
Tejera,  á  quien  se  le  habían  entregado  hacía  más  de  dos  años 
para  instrucción,  y  en  consecuencia  solicitaba  que  se  recogieran 
dichos  autos  de  poder  del  Procurador  referido  y  se  declarara 
caduca  la  instancia  y  abandonada  la  apelación  interpuesta  por 
Baró  del  auto  en  que  se  le  declaró  en  concurso  necesario  prove- 
yendo la  Sala  de  conformidad  en  cuanto  al  primer  extremo  de 
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esta  petición  y  que  se  diera  cuenta  con  los  autos  para  proveer  lo 
qu6  fuera  pertinente : 

Resultando :  que  habiendo  contestado  el  Procurador  Tejera 
que  había  entregado  los  autos  al  Ldo.  Sr.  Miguel  Cuní,  que  era 
el  abogado  director  de  Baró  en  esa  apelación,  dispuso  la  Sala  se 
recogieran  de  poder  del  expresado  letrado,  y  no  habiéndose  ave- 
riguado con  certeza  ni  el  domicilio  de  éste,  ni  en  poder  de  quién 
en  realidad  estuviesen  los  referidos  autos,  se  dispuso  la  forma- 
ción de  causa  criminal  por  ocultación  de  proceso,  dando  por  re- 
sultado las  gestiones  mandadas  á  practicar  por  orden  de  la  Sala 
que  devolviera  el  Ldo.  Cuní  los  autos,  explicando  los  motivos 
por  qué  no  los  había  devuelto  hasta  entonces : 

Resultando:  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  mencionada  Au- 
diencia de  la  Habana,  por  haber  transcurrido  con  exceso  el 
tiempo  fijado  en  la  Ley  para  decretar  la  caducidad  de  la  ins- 
tancia, dictó  auto  en  dos  de  Julio  de  mil  novecientos  declarando 
abandonado  el  recurso  de  apelación  establecido  por  don  Salvador 
Baró  y  Negra,  contra  la  sentencia  de  dos  de  Abril  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  cinco,  la  cual  confirmó  el  auto  de  tres  de 
Junio  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  que  declaraba  en  con- 
curso necesario  á  Baró : 

Resultando:  que  interpuesto  el  recurso  de  reposición  de 
dicho  auto  en  dos  de  Julio  de  mil  novecientos,  se  sustanció  éste 
y  se  declaró  sin  lugar  por  auto  de  veinte  y  tres  del  mismo  mes  y 
año,  confirmando  el  que  decretó  la  caducidad  de  la  inartancia : 

Resultando :  que  el  referido  administrador  y  depositario  ju- 
dicial interpuso  recurso  de  casaci^  por  quebrantamiento  de  for- 
ma contra  el  auto  de  veinte  y  tres  de  Julio  y  su  concordante 
de  dos  del  mismo  mes  y  año,  fundado  en  que  autoriza  el  recurso 
el  inciso  quinto  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  y  uno  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  alegando  como  motivo  del  que- 
brantamiento el  haber  denegado  la  Sala  sentenciadora  implícita- 
mente la  justificación  ofrecida  con  arreglo  al  artículo  cuatrocien- 
tos diez  y  seis  de  la  misma  Ley  procesal,  no  habiendo  tenido 
oportunidad  para  haber  pedido  antes  de  establecer  el  recurso  la 
subsanación  de  la  falta  por  cuanto  el  quebrantamiento  fué  co- 
metido en  la  segunda  instancia  y  precisamente  en  el  auto  de 
veinte  y  tres  de  Julio,  que  origina  este  recurso : 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  por  la  referida  Sala 
se  ha  sustanciado  en  este  Supremo  Tribunal,  celebrándose  la 
vista  pública  el  día  treinta  del  pasado  mes,  con  asistencia  de  los 
Letradas  del  recurrente  y  no  recurrente. 

Siendo  Ponen^^e  el  Magistrado  José  Vareia  Jado : 
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Considerando :  que  el  recurrente,  al  establecer  este  recurso, 
ha  dejado  incumplida  la  obligación  que  le  está  impuesta,  pw 
el  número  tercero  del  artículo  quinto  de  la  Orden  número  no- 
venta y  dos  del  año  último,  pues  fundándose  el  recurso  en  no 
haberse  recibido  á  prueba  el  incidente,  tal  quebrantamiento  sólo 
puede  redamarse  al  amparo  del  inciso  tercero  del  articuilo  mil 
seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  no 
invocado  por  el  recurrente,  quien  apoya  tan  sólo  su  recurso  en 
el  inciso  quinto  del  expresado  articulo,  que  no  lo  autoriza  en  rea- 
lidad, dado  que  este  último  precepto  se  contrae  al  caso,  distinto 
del  propuesto,  de  haberse  recibido  los  autos  á  prueba  y  dene- 
gádose  alguna  de  las  diligencias  promovidas,  en  virtud  de  lo 
cual  y  con  arreglo  al  artículo  once  en  relación  con  el  número 
tercero  del  quinto  ya  citado,  é.  ig^al  número  del  séptimo  de  la 
predicha  Orden  número  noventa  y  dos  debió  este  recurso  ser 
rechazado  por  la  Sala  ante  quien  se  interpuso : 

Considerando:  que  según  tiene  declarado  este  Tribunal  en 
repetidas  resoluciones,  el  hecho  de  haberse  admitido  un  recurso 
por  la  Sala  sentenciadora,  sin  embargo  de  cometer  error  el  re- 
currente al  señalar  algunos  de  los  requisitos  legales  para  su  ad- 
misión, y  el  de  no  ser  impugnado  por  ninguna  de  las  partes  no 
impide  que  este  Tribunal,  por  la  ineñcacia  consiguiente,  á  todo 
rmurso  defectuosamente  interpuesto,  lo  declare  sin  lugar: 

Considerando :  que  aún  cuando  al  establecer  este  recurso  se 
hubieran  ciunplido  con  exactitud  todos  los  requisitos  exigidos 
por  la  Orden  número  noventa  y  dos,  tampoco  habría  prosperado, 
pues  sólo  procede  admitir  la  justificación  á  que  se  refiere  el 
artículo  cuatrocientos  diez  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  para  probar  cualquiera  de  las  excepciones  que  estableee 
el  cuatrocientos  once,  cuando  para  lograrlo  se  ofrecen  pruebas 
que  no  constan  de  loe  mismos  autos  al  tiempo  de  ofrecerlas ;  pero 
cuando,  como  en  el  caso  presente,  sólo  se  ofreció  por  el  recu- 
rrente como  úniea  prueba  el  resultado  de  las  mismas  gestiones 
mandadas  practicar  por  la  Sala  en  averiguación  del  paradero 
de  esos  autos,  y  del  motivo  por  qué  no  se  devolvieron  oportuna- 
mente, y  que  como  es  natural,  eonocía  perfectamente  la  referidm 
Sala,  no  estaba  obligada  por  esta  razón  k  recibir  la  información 
ofrecida,  ni  infringía  al  no  admitirla  el  referido  artículo  cua- 
trocientos diez  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  toda 
▼es  que  ya  estaba  practicada  esa  informAción  y  su  repetición  no 
iba  á  proporcionar  á  la  expresada  Sala  mayor  ilustración  qjam 
la  que  ya  tenía  para  resolver  la  cuestión  de  si  procedía  estimar 
como  fuerza  mayor  el  motivo  que  alegó  el  Ldo.  Cuní  para  no 
haber  devuelto  ios  autos  dentro  del  término  legal : 
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Contiderando :  que  conforme  con  lo  preceptuado  en  el  ar- 
ticulo cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  sobre  casa- 
ción, cuando  se  declare  sin  lugar  un  recurso,  se  impondrán 
siempre  las  costas  del  mismo  á  la  parte  recurrente,  salvo  las 
excepciones  expresadas  en  dicho  artículo; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  in- 
terpuesto contra  el  auto  d-e  veinte  y  tres  de  Julio  de  mil  nove- 
cientos, por  la  representación  de  don  José  B.  Cabrera,  depositario 
7  administrador  judicial  de  los  bienes  del  intestado  de  don 
Salvador  Baró  y  Negra,  y  condenamos  al  expresado  depositario 
y  administrador  judicial  en  las  costas;  y  con  devolución  de  los 
autos  originales,  comuniqúese  á  la  referida  Audiencia,  por  medio 
de  certificación  esta  sentencia,  la  cual  se  publicará  en  la  Ckiceta 
de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaria  de  Jus- 
ticia, librándose  al  efecto  las  respectivas  copias. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — Pedro  Gtonzález  Llórente. — 
Eudaldo  Tamayo. — Ángel  C.  Betancourt. — José  Várela. 


Cabolina  Fernández  Morbll  de  Eohly  contba  el  Rboistbaoob 
DE  LA  Propiedad  de  Colón. 

Besolución  núm.  8  (Noviembre  9  de  1900). 

Recurso  gubernativo  interpuesto  por  la  8ra.  Fernández  Moréll 
contra  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Matanr 
zas  declarando  sin  lugar  el  recurso  contra  la  negativa  del 
Registrador  de  la  Propiedad  mencionado  sobre 

mSOBIPOION  DE  TESTAMENTO  OON  CLAUSULA 

DE  SUSTITUCIÓN. 

En  él  easo  de  Jnzgazse  improcedente  ima  inscripción  6 
anotación,  es  deber  ineludible  del  Beglstrador  de  la  Propie- 
dad, expresar  con  toda  claridad  y  precisión  los  motivos  qne 
tenga  para  rechazarla,  pnes  es  mi  deber  de  los  Registrado- 
res interpretar  por  los  medios  qne  el  derecho  brinda,  las  dis- 
posiciones testamentarias  qne  pnedan  presentárseles,  sin  per- 
der de  vista  el  Artículo  775  del  Código  Civil.  La  informa- 
ción ad-perpetnam  es  medio  adecuado  cuando  se  trata  de  pro- 
bar por  hermanos  snpérstites  que  otro  hermano  había  falle- 
cido Btn  dejar  descendientes,  pues  lo  qne  la  Iioy  ordena  es 
qne  los  Jueces  admitan  y  hagan  que  se  practiquen  las  inf or- 
nuMSianes  que  ante  ellos  se  promuevan,  como  no  sean  referen- 
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tos  A  liechos  de  qne  pneda  resaltar  perjuicio  A  una  persona 
cierta  y  determinada,  y  no  resultando  tal  perjnlclo,  es  proco- 
dente  dicho  medio.  Tratándose  de  nna  parte  de  bienes  perta- 
nedentes  al  testador  y  de  la  coal  dl^pnso  éste  en  sn  testa- 
mento para  el  caso  de  que,  deafpnés  qne  él,  muriese  el  snstitni- 
do,  no  había  necesidad  alguna  de  aceptarse  por  parte  de  sos 
otros  hermanos  la  cnarta  parte  de  herencia  correqpondlente 
al  finado,  pnes  por  disposición  del  propio  testador,  nna  vei 
mnerto  el  instltoido  pasaría  la  herencia  de  éste  en  propiedad 
y  por  partes  Ignales  A  sns  otros  dos  hermanos  supérstites,  co- 
mo herederos  instituidos  y  no  como  herederos  ablntestato,  y 
A  mayor  abundamiento,  A  la  muerte  del  testador  se  inscrlliió 
en  él  Registro  él  crédito  hipotecario  de  que  se  trata,  A  fa- 
vor de  los  hermanos  instituidos  en  calidad  de  usuíructuariosy 
siendo  una  verdad  de  derecho  que  la  inscripción  de  los  títu- 
los de  adquisición  de  I>erechos  Beales,  constituidos  sobre 
bienes  inmuebles,  es  un  derecho  que  compete  al  que  tiene  in- 
terés en  asegurar  su  adquisición  con  arreglo  A  la  laey  Hipo- 
tecaria, y  esa  misma  inscripción,  A  falta  de  cualquiera  otra 
sedal,  es  prueba  bastante  de  que  se  aceptaba  la  herencia  do- 
Jada  por  él  testador. 

Visto  por  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo  el  recurso 
de  apelación  establecido  por  la  representación  de  doña  Carolina 
Fernández  y  Morell  de  Kohly  contra  la  reso'lución  del  Presi- 
dente de  la  Audiencia  de  Matanzas,  fecha  veinte  de  Septiembre 
último,  que  declaró  sin  lugar,  sólo  por  el  segundo  de  los  motivos 
relacionados,  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  la  represen- 
tación ya  mencionada  contra  la  referida  denegatoria,  revocán- 
dose en  consecuencia  el  auto  de  diez  y  seis  de  Junio  ú'ltimo  dic- 
tado por  el  Juez  de  Colón,  que  accedió  á  la  inscripción  solici- 
tada. 

Aceptando  la  relación  de  hechos  de  la  Presidencia  de  la 
Audiencia  de  Matanzas  que  á  «la  letra  dioe : 

Resultando:  que  en  cinco  de  Febrero  del  año  corriente  el 
Procurador  don  Francisco  Cuéllar  á  nombre  de  doña  Cardlina 
Fernández  de  Eohly  presentó  instancia  al  Registrador  de  la  Pro- 
piedad de  Colón  acompañando  testimonio  del  testamento  en  idio- 
ma inglés  con  traducción  oficial  al  castellano  de  don  Roberto 
Fernández  y  Morell  otorgado  en  New  York  en  veinte  y  nueve 
de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  por  el  que  insti- 
tuye herederos  á  sus  hermanos  don  Andrés,  José  Miguel  y  Pedro 
Vicente  en  la  forma  siguiente:  que  tan  luego  como  sea  practi- 
cable y  conveniente  después  de  su  fallecimiento,  sus  albaceas 
fijen  el  valor  de  su  caudal  en  efectivo  y  después  de  pagar  Iob 
legados  que  menciona,  dividan  esos  bienes  en  cuatro  partes  igua- 
les :  que  lega  dos  de  dichas  cuartas  partes  á  su  hermano  Andrea 
residente  en  la  Habana,  para  mientras  viva  y  á  sus  herederos 
de  su  sustancia ;  una  de  las  expresadas  cuartas  partes  á  su  her- 
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mano  José  Miguel,  que  reside  también  en  la  Habana,  para  su 
vida,  y  á  los  herederos  de  su  sustancia;  y  la  otra  cuarta  parte 
á  su  hermano  Pedro  Vieente  para  durante  su  vida  y  á  los  he- 
rederos de  su  sustancia:  pero  en  el  caso  de  que  cualquiera  de 
sus  hermanos  muriera  antes  que  él  sin  heredero  de  su  sustancia, 
dona  y  lega  para  siempre,  al  por  igual,  á  sus  hermanos  super- 
vivientes, si  ambos  le  sobreviviesen,  sus  herederos  y  cesionarios, 
la  parte  que  por  virtud  de  la  última  cláusula  de  dieho  testa- 
mento hubiera  ido  á  aquel  que  fadlezca  así  ó  á  los  herederos 
de  su  sustancia:  si  no  le  sobreviviera  más  que  un  hermano  el 
remanente  de  todo  su  eaudal  irá  á  dicho  hermano  superviviente, 
sus  herederos  y  cesionarios  para  siempre;  pero  en  caso  de  que 
alguno  de  sus  referidos  hermanos  muriera  después  de  su  falle- 
cimiento sin  dejar  heredero  de  su  sustancia,  da,  dona  y  lega 
ia  parte  de  aquél  que  muera  así,  á  sus  hermanos  supervivientes 
por  igual  si  ambos  le  sobreviven,  y  á  sus  herederos  y  cesiona- 
rios para  siempre ;  si  á  la  muerte  de  sus  hermanos  no  hay  más 
que  un  hermano  que  le  sobreviva,  la  parte  de  aquel  que  fallezca 
asi  irá  para  siempre  á  tal  hermano  superviviente,  sus  herederos 
y  cesionarios :  acompañándose  también  partida  de  defunción  del 
mismo  don  Roberto,  acaecida  en  trece  de  Abril  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  seis,  documento  justificativo  del  fallecimiento  de 
don  Pedro  Vicente  de  los  propios  apellidos,  ocurrido  en  Haw- 
teme  estado  de  New  Jersey  en  ocho  de  Mayo  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  seis,  habiéndose  protocolizado  ese  documento  en  veinte 
de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  tres  en  la  Notaría  de  don 
José  Miguel  Ñuño  Steegers,  de  'las  de  número  de  la  Habana,  se- 
gún consta  del  atestado  de  fojas  treinta  y  seis  y  una  certifica- 
ción de  lugares  del  expediente  de  información  para  perpetua 
memoria,  promovido  por  don  Andrés  Fernández  y  Morell  y 
doña  Ana  Luisa  conocida  por  María  Luisa,  de  los  mismos  ape- 
Hidos,  sin  dejar  hijos  ni  descendientes  de  ninguna  clase;  ex- 
presándose en  la  referida  instancia  de  Cuéllar  que  con  el  fin  de 
subsanar  el  defecto  que  dio  motivo  al  Registrador  para  no  ano- 
tar la  parte  de  crédito  hipotecario  que  pesa  sobre  el  ingenio 
*' Unión"  situado  en  Cuevitas,  y  que  pertenece  á  los  señores  An- 
drés y  José  Miguel  Fernández,  á  virtud  del  fallecimiento  de 
su  hermano  el  expresado  don  Roberto  se  acompañaban  dichos 
documentos  los  cuales  acreditaban  que  los  citados  señores  An- 
drés y  José  Miguel  eran  herederos  del  último ;  y  pidiéndose  que 
se  hiciese  la  inscripción  de  la  parte  de  crédito  á  que  se  alude 
correspondiente  á  dichos  don  Andrés  y  don  José  Miguel,  por 
cuya  falta  de  inscripción  había  sido  denegada  en  nueve  de  No- 
viembre de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  la  anotación  del 
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embargo  que  se  dispuso  en  juicio  que  se  sigue  contra  los  mismos 
señores : 

Resultando:  que  el  Fiscal  Municipal  respectivo  en  funcio- 
nes de  Registrador  de  la  Propiedad,  declaró  no  admitida  la  ins- 
cripción de  los  documentos  presentados  por  tres  motivos: 

Primero.  Porque  la  cláusula  sobre  institución  de  herederos 
contenida  en  el  testamento  de  don  Roberto  Fernández  es  confu- 
sa, no  pudiendo  decidirse  si  los  hermanos  sobrevivientes  fueron 
llamados  á  la  herencia  en  el  caso  de  que  se  trata,  en  propiedad 
ó  en  usufructo : 

Segundo.  Porque  el  expediente  para  perpetua  memoria  no 
es  documento  bastante  al  efecto  de  justificar  que  don  Pedro  Vi- 
cente Fernández  murió  sin  heredero  de  su  sustancia  y  para  ins- 
cribir en  su  consecuencia  á  favor  de  don  Andrés  y  don  José 
Miguel  Fernández  bienes  hereditarios  á  que  están  llamados  aque- 
llos herederos,  y 

Tercero.  Porque  no  se  justifica  tampoco  que  los  citados  don 
Andrés  y  don  José  Miguel  Fernández  hayan  aceptado  la  íeren- 
eia  cuya  inscripción  á  su  favor  se  solicita : 

Resulta7ido:  que  el  Procurador  Cuéllar  con  poder  bastante 
de  'la  señora  Carolina  Fernández  More'U  de  Kohly,  por  escrito 
presentado  en  veinte  y  ocho  de  MJarzo  de  este  año,  estableció  re- 
curso gubernativo  contra  la  resolución  del  Registrador,  fundán- 
dolo en  las  siguientes  alegaciones :  que  el  señor  Roberto  Fernán- 
dez y  MoreU  falleció  en  trece  de  Abril  de  mil  ochocientos  ochen- 
ta, según  consta  de  'la  partida  parroquial  acompañada,  habiendo 
otorgado  testamento  en  New- York  con  fecha  veinte  y  nueve  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  lo  que  igualmente 
acreditaba:  que  dispuso  el  testador  que  pagados  varios  legados 
se  dividiera  el  caudal  hereditario  en  cuatro  partes,  y  en  el  con- 
cepto de  adjudicar  dos  de  esas  partes  á  su  hermano  Andrés  y 
las  otras  dos  á  sus  hermanos  José  Miguel  y  Pedro  respectiva- 
mente dictó  varias  disposiciones  según  premuriesen  ó  sobrevivie- 
sen sus  hermanos  referidos :  que  f aliecido  el  señor  Roberto  Fer- 
nández Morell,  á  consecuencia  de  su  última  voluntad  quedó  ins- 
cripta en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  Colón,  sobre  el  ingenio 
** Unión*'  una  hipoteca,  como  perteneciente  de  por  vida  ó  sea 
en  usufructo,  á  sus  mencionados  hermanos  ó  sean  Andrés,  José 
Miguel  y  Pedro  por  disponerlo  así  la  cláusula  tercera  del  testa- 
mento en  su  primer  extremo ;  que  en  juicio  ejecutivo  seguido  en 
d  Juzgado  de  Colón  por  la  señora  Carolina  Fernández  MoreW 
de  Kohly  contra  los  enarrados  Andrés  y  José  Miguel  Fernán- 
dez y  Morell  les  fueron  embargados  sus  derechos  sobre  el  cré- 
dito hipotecario,  como  herederos  de  su  hermano  Roberto  anotan- 
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doBe  él  embargo  en  el  Registro  al  folio  ciento  noventa  7  siete 
▼nelto  del  tomo  séptimo  de  Cnevitas,  y  denegandose  la  anota- 
ción en  cuanto  al  embargo  sobre  la  porción  de  ese  crédito  co- 
rrespondiente á  Pedro  Fernández  Morell,  que  se  designó  como 
propiedad  de  los  primeros  por  no  aparecer  inscripto  ese  domi- 
nio :  que  con  el  propósito  de  inscribir  el  aludido  dominio  subsa- 
nando el  defecto  que  impidió  la  anotación  acudió  al  Registro 
con  k»  documentos  correspondientes  y  por  escusa  del  Registra- 
dor, el  Fiscal  Municipal  Ldo.  Juiián  Godínez,  denegó  la  ins- 
cripción por  loe  motivos  ya  expresados  en  el  anterior  Resultan- 
do: que  examinados  separadamente  los  tres  fundamentos  de  la 
den^atoria  de  inscripción,  desde  luego  ocurre  observar  respecto 
de  los  motivos  expresados  por  el  Registrador,  que  si  á  este  fun- 
cionario la  Ley  le  atribuye  la  facultad  de  calificar,  no  cumple 
su  cometido  diciendo  que  no  aiwtreee  clara  la  voluntad  del  tes- 
tador sino  que  debe  fijar  la  inteligencia  que  él  da  á  dicha  vo- 
luntad: que  «n  esfuerzos  de  interpretación  resulta  evidente  el 
deseo  ^el  testador :  que  la  cláusula  tercera  del  testamento  en  la 
parte  pertinente  dice:  **pero  en  el  caso  que  alguno  de  mis  re- 
feridos hermanos  muera  después  de  mi  fallecimiento  sin  dejar 
herederos  de  su  sustancia,  doy,  lego  y  dono  la  parte  de  aquel 
que  muera  asi,  á  sus  hermanos  supervivientes  por  igual  si  am- 
bos le  sobreviven  y  á  sus  herederos  y  cesionarios  para  siempre; 
si  á  la  muerte  de  mi  hermano  no  hay  más  que  un  hermano  que 
le  sobreviva,  la  parte  de  aquel  que  fallezca  así,  irá  para  siempre 
al  tal  hermano  superviviente,  sus  herederos  y  cesionarios:"  que 
de  esos  dos  posiMes  eventos,  ha  tenido  lugar  el  primero ;  esto  es, 
ha  fallecido  después  que  el  testador  uno  de  los  tres  hermanos,  y 
por  lo  tanto,  su  parte  debe  pasar  á  los  dos  supervivientes;  que 
si  pasa  en  propiedad  ó  en  usufructo,  esa  es  la  duda  que  se  le 
ocurre  al  Registrador,  suponiéndola  el  exponente  basado  en  la 
expresión  **para  siempre''  que  pudiera  entenderse  limitada  á  los 
herederos  y  cesionarios  de  los  hermanos  supervivientes  y  no  á 
estos  mismos;  que  basta  fijar  la  atención  sobre  él  hecho  de  pasar 
la  parte  de  herencia  "para  siempre"  á  los  cesionarios  de  los 
hermanos  supervivientes  para  comprender,  que  si  ellos  no  tu- 
vieron la  propiedad  mal  podían  cederla  pues  nadie  cede  lo  que 
no  tiene:  que  en  el  segundo  caso,  ó  sea,  cuando  después  de  fa- 
llecer el  testador  quedan  los  hermanos  y  muere  uno  de  ellos,  no 
cabe  duda  que  el  restante  hereda  su  porción  en  propiedad ;  pues 
el  testamento  dice,  irá  para  siempre  al  tal  hermano,  que  tam- 
poco es  dable  dudar  en  los  otros  dos  casos  que  supone  el  testa- 
dor, es  decir,  cuando  falleciese  antes  que  él  uno  de  sus  herma- 
nos, pues  claramente  se  ordena  que  para  siempre  pase  á  los  otros 


392  JURISPRUDENCIA  CIVIL 


doe  por  i^al  su  porción  hereditaria,  7  cuando  sólo  uno  de  los 
tres  existiere  al  morir  el  testador  pues  entonces  todo  el  caudal 
va  para  siempre  á  éste :  que  una  simple  diferencia  en  la  coloca^ 
ción  de  las  palabras  no  debe  dar  'lugar  á  variar  en  un  caso  la 
voluntad  manifiesta  en  otros  casos,  que  la  infracción  de  la  doc- 
trina del  artículo  seiscientos  setenta  y  cinco  del  Código  Civil 
seria  indiscutible :  que  sin  esfuerzo  alguno  se  explica  la  cláusula 
tercera  del  testamento  de  Roberto  Fernández  MorefU  del  modo 
siguiente:  sus  hermanos  Andrés,  José  Miguel  y  Pedro  son  sus 
herederos  usufructuarios:  si  uno  de  los  tres  falleciera  antes  ó 
después  que  el  testador,  la  porción  que  éste  tenia  asignada  pa- 
saría en  propiedad  á  los  otros  dos  por  partes  iguales,  ó  á  sus 
herederos  ó  cesionarios  si  fallecian  dos  de  los  hermanos  antes 
que  el  testador,  el  tercero  y  único  sobreviviente  heredaría  en  ple- 
na propiedad ;  si  dos  hermanos  sobrevivieran  al  testador,  al  mo- 
rir uno  de  ellos  su  porción  pasa  al  otro  en  propiedad:  que  el 
segundo  argumento  del  Registrador  no  tiene  fuerza  legal  algu- 
na porque  no  hay  modo  que  no  sea  el  procedimiento  de  juris- 
dicción voluntaria  empleado,  para  justificar  que  una  persona  no 
tiene  herederos  descendientes  de  los  mismos:  que  en  este  mismo 
Registro  se  ha  tenido  por  bastante  para  ese  efecto  la  informa- 
ción ad-perpetuam  al  inscribirse  las  operaciones  divisorias  del 
caudal  hereditario  del  señor  Pedro  Lamberto  Fernández ;  que  la 
información  se  ha  ajustado  á  los  preceptos  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  en  su  articulo  dos  mil  uno  y  siguientes,  y  para 
no  aceptarla  sería  preciso  que  el  Registrador  encontrase  en  ella 
defecto  legal  que  la  invalidare,  ó  que  fuera  impugnada  por  parte 
legítima:  que  el  tercer  argumento  del  Registrador  es  insosteni- 
ble: que  los  señores  Andrés  y  José  Miguel  Fernández  y  Morell 
han  aceptado  la  herencia  de  su  hermano  Roberto,  y  por  haberla 
aceptado  tienen  inscripto  el  crédito  hipotecario  que  figura  en  el 
Registro  de  Colón:  no  necesitando  aceptar  la  herencia  de  don 
Pedro  y.  Fernández,  pues  ia  parte  que  á  éste  pertenecía  en  la 
herencia  de  Roberto  pasa  á  Andrés  y  á  José  Miguel  por  virtud 
de  ser  herederos  del  citado  Roberto,  y  no  de  Pedro ;  y  que  ade- 
más, conforme  al  articulo  seis  de  la  Ley  Hipotecaria  y  dado  el 
interés  de  su  poderdante  en  asegurar  el  derecho  que  trata  de 
registrar,  está  capacitado  para  pedir  la  inscripción,  lo  cual  no 
sería  óbice  á  que  los  señores  Fernández  renunciasen  la  herencia 
si  les  fuera  posible  legalmente;  por  todo  lo  cual,  pide,  que  se 
ordene  la  inscripción  de  la  parte  que  heredó  Pedro  V.  Fernán- 
dez Morell  por  testamento  de  su  hermano  don  Roberto  de  igua- 
les apellidos,  á  favor  de  sus  otros  hermanos  don  Andrés  y  don 
José  Miguel  por  iguales  partes  y  en  propiedad  y  en  caso  de 
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estimar  atendible  sólo  alguna  de  las  caasa<;  opuestas  á  la  inscrip- 
ción, asi  se  declare  á  fin  de  procurar  su  desaparición : 

Resultando :  que  dada  vista  al  Registrador,  del  anterior  es- 
crito expuso:  que  enterado  de  las  nuanif estaciones  que  contiene 
el  escrito  de  la  representación  del  interesado,  estableciendo  re- 
curso gubernativo  contra  la  denegación  de  inscripción,  expone: 
que  confirma  su  opinión  expresada  en  aquetla  nota  por  las  ra- 
zones allí  alegadas,  agregando,  que  examinados  los  asientos  del 
Registro  referentes  al  asunto,  aparece  en  ellos  que  don  Andrés 
7  don  José  M.  Fernández,  han  inscripto  á  su  favor  ese  capital 
eon  el  carácter  de  usufructuarios  y  fideicomisarios,  hecho  que  se 
hizo  constar  en  la  escritura  otorgada  por  el  gerente  de  la  socie- 
dad Fernández  Calvo,  de  donde  nace  el  reconocimiento  de  ese 
capital ;  por  todo  lo  que,  el  Registrador  sostiene  «los  fundamentos 
de  su  denegación : 

ResultancU):  que  el  Juez  de  Primera  Instancia  Delegado  de 
Colón  por  resolución  de  diez  7  seis  de  Junio  del  corriente  año 
declaró  con  lugar  el  recurso  gubernativo  interpuesto  por  él  Pro- 
curador Cuéllar  á  nombre  de  la  señora  Carolina  Fernández  Mo- 
rell  de  Eohl7  contra  la  denegatoria  del  Registrador  de  la  Pro- 
piedad conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  ciento  doce  del 
Reglamento  para  la  ejecución  de  la  Iie7  Hipotecaria;  7  habién- 
dose establecido  por  el  señor  Fiscal  Municipal  el  correspondien- 
te recurso  de  alzada  para  ante  esta  Presidencia  le  fué  admitido 
en  seis  de  Agosto  elevándose  al  efecto  el  expediente  original  á 
esta  Superioridad : 

Considerando:  respecto  al  primer  motivo  expuesto  por  el 
Registrador  sustituto  de  Colón  para  negar  la  inscripción  de  la 
parte  de  un  crédito  hipotecario  usufructuado  por  Pedro  Vicente 
Fernández  Morell,  como  heredero  de  su  hermano  Roberto  de 
iguales  apellidos,  que  en  el  caso  de  juzgarse  improcedente  una 
inscripción  ó  anotación,  es  deber  ineludible  del  Registrador  de 
la  Propiedad  expresar  con  toda  claridad  7  precisión  los  motivos 
que  tenga  para  rechazarla;  7  tratándose  como  en  el  caso  de 
este  expediente,  de  la  inteligencia  de  una  cláusula  testamentaria, 
imposible  ho7  de  una  explicación  auténtica  por  haber  fallecido 
el  testador,  únicamente  podría  admitirse  una  confusión  que  se 
notara  en  la  redacción  de  una  cláusula  de  última  voluntad,  cuan- 
do dicha  confusión  sea  de  todo  punto  insuperable,  7  es  obliga- 
ción de  un  Registrador  interpretar,  por  los  medios  que  el  dere- 
eho  brinda,  las  disposiciones  testamentarias  que  pueden  presen- 
társele, sin  perder  de  vista  lo  dispuesto  en  el  artículo  setecientos 
aetenta  7  cinco  del  Código  Civil ;  7  la  cláusula  en  cuestión,  que 
es  la  tercera  del  testamento  de  don  Roberto  Fernández  Morell 
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y  que  se  compone  de  diversos  párrafos  explicables  satisfactoria- 
mente con  la  lectura  y  reunión  de  todos  no  ofrece  confusión  de 
ningún  género,  destacándose  por  el  contrarío  con  toda  claridad 
la  voluntad  del  testador  de  que  la  parte  de  herencia  de  aquel 
que  muera  sin  descendientes  de  su  sangre  después  que  el  testa- 
dor pase  por  iguales  partes  á  sus  hermanos  supervivientes  y  á 
sus  herederos  y  cesionarios  para  siempre,  es  decir,  en  propiedad; 
siendo  un  hecho  incontrovertible  que  fallecido  el  testador  y,  mu* 
cho  después  de  él,  sin  dejar  descendientes,  uno  de  los  instituidos 
herederos,  que  lo  fué  don  Pedro  Vicente,  la  cuarta  parte  de 
herencia  de  éste,  en  fuerza  del  testamento  de  don  Roberto,  pasó 
en  plena  propiedad  y  por  partes  iguales  á  sus  otros  hermanos 
supérstites  Andrés  y  José  iMignel  y  ¿  sus  herederos  y  cesiona* 
rios,  y  no  en  usufructo,  atendido  el  significado  y  alcance  de  la 
frase  para  siempre  empdeada  en  dicha  cláusula  t^tamentaria : 

Considerando:  en  cuanto  arl  segundo  motivo  expuesto  por  el 
propio  Registrador,  que  en  el  caso  en  cuestión  se  trata  de  here- 
deros sustitutos  nombrados  por  quien  podía  disponer  de  sus  pro- 
pios  bienes  para  el  caso  de  que  algunos  de  los  instituidos,  sin 
dejar  herederos  de  su  sangre,  muriese  después  que  el  testador, 
no  siendo  el  caso  de  herencia  abintestato  de  Pedro  Vicente  Fer- 
nández Morell;  y  como  lo  que  convenía  probar  á  los  hermanos 
supérstites  era  que  dicho  Pedro  había  fallecido  sin  dejar  descen- 
dientes, ó  sea  herederos  de  su  sangre,  bastaba  para  ello  el  proce- 
dimiento jurídico  adoptado  por  el  heredero  don  Andrés,  ó  sea 
la  información  ad-perpetuam  ya  que  lo  que  en  ésta  se  ordena 
es  que  los  Jueces  admitan  y  hagan  que  se  practiquen  las  infor- 
maciones que  ante  ellos  se  promuevan  cuando  no  sean  referentes 
á  hechos  de  que  pueda  resultar  perjuicio  á  una  persona  cierta 
y  determinada,  según  el  artículo  dos  mil  uno  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento Civil,  y  tal  perjuicio  no  puede  resultar  en  el  caso 
presente ;  por  lo  cual  procede  el  medio  empleado : 

Considerando  respecto  al  tercero  y  último  motivo  expuesto 
por  el  Registrador,  que  tratándose  de  una  parte  de  bienes  per- 
tenecientes al  testador  Roberto  Fernández,  y  de  la  cual  dispuso 
éste  en  su  testamento  para  el  caso  de  que  después  que  él  muriese 
el  sustituido,  como  ocurrió  en  el  caso  presente,  no  había  necesi- 
dad alguna  de  aceptarse  por  parte  de  sus  hermanos  Andrés  y 
José  Miguel,  la  cuarta  parte  de  herencia  correspondiente  «1  ins- 
tituido Pedro  Vicente  de  los  mismos  apellidos,  pues  por  dispo- 
sición del  propio  testador,  una  vez  muerto  el  instituido  pasaría 
la  herencia  de  éste  en  propiedad  y  por  partes  iguales  á  sus  otros 
dos  hermanos  supérstites,  como  herederos  instituidos  por  dicho 
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Roberto,  y  no  como  herederos  abintestatos  de  Pedro ;  y  á  mayor 
abundamiento  mnerto  el  testador,  se  inscribió  en  el  Registro  de 
la  Propiedad  de  Colón  el  crédito  hipotecario  de  que  se  trata  á 
favor  de  los  hermanos  instituidos  en  calidad  de  usufructuarios, 
siendo  una  verdad  incontrovertible,  dentro  del  derecho  hipote- 
cario, reconocido  en  el  articulo  sexto  de  la  Ley  que  'la  inscrip- 
eión  de  los  títulos  de  adquisición  de  derechos  reales  constituidos 
sobre  bienes  inmuebles  es  un  derecho  que  compete  á  quien  tiene 
interés  en  asegurar  su  adquisición,  con  arreglo  a  la  Ley  Hipo- 
tecaria; y  esa  misma  inscripción  á  falta  de  cualquiera  otra  se- 
ñal es  prueba  bastante  de  que  se  aceptaba  la  herencia  dejada  por 
él  mencionado  Roberto: 

Considerando  en  vista  de  todo  lo  expuesto  que  por  ninguno 
de  los  motivos  expresados  procede  4a  denegación  del  Registra- 
dor sustituto  de  la  Propiedad  de  Colón,  para  no  inscribir  lo  so- 
licitado por  la  representación  de  doña  Carolina  Fernández  Mo- 
rell  de  Kohly,  y  es  de  estimarse  con  lugar  por  lo  tanto  el  recurso 
interpuesto  contra  esa  resolución  denegatoria: 

Vistos  los  artículos  ciento  doce  del  Reglamento  para  la  ejecu- 
ción de  la  Ley  Hipotecaria,  sexto  de  esta  Ley,  dos  mil  uno  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  y  setecientos  setenta  y  cinco  del  Có- 
digo Civil; 

Se  declara  con  lugar  el  recurso  interpuesto  por  la  repre- 
sentación de  doña  Carolina  Fernández  Morell  de  Eohly  contra 
la  denegatoria  del  Registrador  sustituto  de  'la  Propiedad  de 
Colón  respecto  á  la  inscripción  á  que  se  contrae  la  instancia  de 
cinco  de  Noviembre  del  año  próximo  pasado,  y  en  su  consecuen- 
cia hágase  la  inscripción  solicitada  en  los  términos  en  ella  pe- 
didos: 

Comuniqúese  lo  resuelto  por  medio  de  certificación  y  carta- 
orden  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Matanzas  y  publíquese 
en  la  Oaceta  de  la  Habana. — ^Rafael  Cruz  Pérez. 


El  Obispo  de  la  Habana  contra  resolución  del  Gobernador 
Civil  de  la  Provincia. 

Auto  núm.  91  (Noviembre  12  de  1900.) 

Recurso  de  queja  interpuesto  por  el  Obispo  de  la  Habana  en 
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demanda  contendoso-administrativa  contra  el  auto  dictado 
por  la  Audiencia  de  la  misma  él  21  de  Septiembre  de  1900. 

EL  OBISPO  DE  LA  HABANA  CONTRA  RESOLUCIÓN 
DEL  GOBERNADOR  CIVIL  DE  LA  PROVINCIA. 

No  dt&ndofle  las  disposldones  del  Código  Oivü  que  m 
saponen  Inf ringidas,  aludiéndose  &  alsnnas  yagaiiieiite  y  en 
un  sólo  gmpo  y  sin  fijarse  en  términos  definidos  y  concretos  él 
concepto  de  la  infracción,  se  falta  á  los  preceptos  del  número 
4o  del  Articolo  5o  de  la  Orden  92  sobre  casadónt  siendo  inad- 
misible el  recurso. 

Fundándose  el  motivo  de  un  recurso  en  el  número  7o  del 
Articulo  1,690  de  la  Ley  Procesal,  y  no  designándose  cuál  es 
la  prueba  que  se  ha  apreciado  erróneamente,  ni  cuál  él  error 
legal  padecido  en  la  apreciación,  se  infringe  lo  que  dispona 
el  Articulo  5o  en  su  número  So  de  la  Orden  sobre  ctwafiAn, 
No  expresándose  con  precisión  y  claridad  en  qué  consiste  la 
infracción  con  la  cita  del  precepto  legal  que  se  dice  infringi- 
do, se  infringe  el  número  4o  del  Articulo  6o  de  la  Orden  men- 
cionada. 

Resultando:  que  en  la  demanda  conteneioso-administrativa 
interpuesta  por  el  Obispo  de  la  Diócesis  de  la  Habana  con  mo- 
tivo de  la  resolución  del  Gobierno  Civil  de  la  Provincia  de  este 
nombre,  sobre  administración  del  Cementerio  de  Marianao,  la 
Saia  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  dictó  sentencia, 
con  fecha  cuatro  de  Agosto  próximo  pasado,  contra  la  cual  esta- 
bleció la  parte  demandante  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  que  funda  en  los  casos  séptimo  y  primero  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  con- 
signando los  dos  siguientes  motivos: 

A.  Error  de  derecho  cometido  por  la  Sala  sentenciadora  en 
la  apreciación  de  la  prueba,  al  no  reconocer  que  los  fondos  apli- 
cados al  cementerio  eran  exclusivamente  eclesiásticos  por  ha- 
berse demostrado  con  documentos  fehacientes  que  los  mil  tres- 
cientos pesos  obtenidos  por  suscripción  popular  fueron  donados 
á  la  Iglesia,  haciéndolos  ésta  suyos,  con  lo  cual  se  convirtió  ese 
dinero  en  fondos  eclesiásticos,  previamente  á  su  aplicación  para 
el  cementerio,  en  cuyo  concepto  no  existe  éí  carácter  mixto  de 
eclesiástico  y  municipal  en  los  fondos  á  aquél  aplicados,  y  al 
no  reconocer  la  sentencia  recurrida  la  distinta  condición  legal 
que  resulta  á  los  fondos  donados,  ha  cometido  error  de  derecho, 
infringiendo  preceptos  clarísimos  de  nuestro  Código  Civil,  en 
sus  artículos  seiscientos  nueve,  seiscientos  diez  y  ocho,  seiscientos 
veinte  y  tres  y  concordantes,  sobre  'la  naturaleza  y  efectos  legal 
de  la  donación,  que  son  los  que  designo — dice  el  recurrente 
como  base  de  la  infracción  legal  aducida: 
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B.  Interpretación  errónea  y  aplicación  indebida,  realiza- 
das con  la  Orden  del  Gobierno  Interventor  número  treinta  y  ocho 
del  año  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  cuyo  espíritu  no  puede 
ser  privar  de  la  administración  de  una  casa  á  quien  resulte  tener 
so  propiedad,  siendo  evidentemente  de  la  Iglesia  la  del  Cemen- 
terio de  Marianao,  por  cuanto  el  Ayuntamiento  respectivo — 
único  que  podría  disfrutarla — ^renunció  á  todo  derecho  que  so- 
bre aquél  pudiera  ejercitar,  quedando  implícitamente  resuelto 
con  la  prueba  producida  de  la  propiedad  por  parte  de  la  Iglesia, 
su  derecho  indiscutible  á  la  administración,  en  términos  tales 
que,  al  desconocerlo  1a  sentencia  recurrida,  ha  interpretado  erró- 
neamente y  hecho  indebida  aplicación  de  la  expresada  Orden 
número  treinta  y  ocho,  la  cual  no  es  posible  admitir  se  haya 
dictado  para  violar  principios  eternos  de  justicia  y  conceptos 
fundamentales  de  filosofía  jurídica  y  es  necesario  interpretarla 
en  el  sentido  de  que  no  es  su  espíritu  privar  de  la  administración 
de  un  cementerio  á  la  Iglesia,  cuando  ésta  resulta  evidentemente 
eoQ  la  propiedad  del  mismo : 

Resultando:  que  la  antedicha  Sala,  por  auto  de  veinte  y  uno 
de  Septiembre  último,  denegó  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción establecido,  porque  al  alegarse  como  infringidos  los  artícu- 
los seiscientos  nueve,  seiscientos  diez  y  ocho,  seiscientos  veinte 
y  tres  y  sus  concordantes  del  Código  Civil,  no  se  citan  estos  pre- 
ceptos concordantes,  ni  se  expresa  claramente  y  con  la  debida 
separación  cuáles  sean  los  conceptos  x>oi*  qué  se  estime  que  los 
preceptos  citados  han  sido  igualmente  infringidos,  sino  que  en 
conjunto  se  hace  una  apreciación  vaga,  poco  definida  y  concreta 
dei  error  de  derecho  que  entiende  dicho  recurrente  cometido  por 
hi  Sala  en  la  apreciación  de  la  prueba  con  infracción  de  los  re- 
feridos preceptos  citados,  faltándose  así  á  lo  terminantemente 
dispuesto  en  el  párrafo  cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Orden 
número  noventa  y  dos  del  Gobierno  Militar  de  esta  Isla : 

Resultando:  que  el  recurrente  ha  acudido  en  queja  ante  este 
Supremo  Tribunal  contra  el  auto  denegatorio  dictado  por  la 
Sflila  de  la  Audiencia;  recurso  de  queja  que  se  ha  sustanciado 
con  arreglo  á  derecho,  celebrándose  la  correspondiente  vista  pú- 
blica en  nueve  de  este  mes,  sin  asistencia  de  la  expresada  parte 
y  sí  tan  sólo  con  la  del  Fiscal,  que  impugnó  en  forma  este  re- 
curso: 

Considerando:  respecto  del  primer  motivo  del  recurso  de 
easación  al  cual  se  contrae  este  de  queja,  que  dicho  motivo  era 
inadmisible,  no  tan  sólo  por  las  razones  consignadas  en  el  auto 
que  rechazó  el  recurso,  pues,  en  efecto,  se  han  dejado  de  deter- 
minar al  interponeilo  todas  las  disposiciones  del  Código  Civil 
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que  se  suponen  infringidas,  aludiéndose  á  algunas  vagamente 
como  concordantes  de  otras  que  se  expresan,  y  la  cita  de  estas 
últimas  se  hace  conjuntamente  y  en  un  solo  grupo  contra  lo  pre- 
ceptuado por  la  i^  tocante  á  la  separación  con  que  deben  ex- 
presarse 'los  distintos  fundamentos  de  un  recurso,  además  de  no 
fijarse  por  el  recurrente  en  términos  bien  definidos  y  concretos 
el  concepto  en  que  cada  una  de  las  varias  leyes  invocadas  haya 
sido  infringida,  todo  lo  cual  produce  en  este  extremo  del  recur- 
so ia  falta  de  precisión  y  claridad  indispensables  y  dispuestas 
por  el  número  cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Orden  del  Gk>- 
bemador  Militar  de  la  Isla  número  noventa  y  dos  del  año  mil 

ochocientos  noventa  y  nueve,  sino  que,  fundándose  dicho  primer 
motivo  en  el  caso  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  por  haberse  á  juicio  de  la  parte 
cometido  en  el  fallo  error  de  derecho  al  apreciar  las  pruebas, 
no  se  señala  cuál  es  la  prueba  recibida  que  se  ha  apreciado  erró- 
neamente, ni  cual  el  error  legal  padecido  en  su  apreciación,  ni 
siquiera  se  menciona  entre  las  que  se  dicen  infringidas  1^  ad- 
grma  relativa  al  valor  propio  de  cualquiera  de  los  distintos  medios 
de  probar  reconocidos  en  derecho,  dado  que  las  únicas  leyes  invo- 
cadas, referentes  á  modos  de  adquirir  la  propiedad,  no  son  en 
ningún  sentido  reguladoras  de  la  prueba,  ni,  por  tanto,  su  vio- 
lación en  las  sentencias  de  los  Jueces  ó  Tribunales  puede  ser  co- 
rregida en  casación  mediante  un  recurso  que  se  apoya  en  el  re- 
ferido inciso  séptimo  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  del 
Enjuiciamiento ;  resultando  evidente  por  lo  expuesto  que  la  cues- 
tión propuesta  en  realidad  con  la  cita  de  los  artículos  del  Có- 
digo invocados  por  el  recurrente  no  está  autorizada  por  el  pre- 
cepto procesal  en  que  se  pretende  estarlo,  y  asi  queda  incumpli- 
da la  obligación  que  impone  en  su  párrafo  número  tercero  el 
artículo  quinto  de  ia  predicha  Orden  número  noventa  y  dos : 

Considerando:  en  cuanto  al  segundo  motivo  del  recurso,  que 
tampoco  en  esta  parte  se  ha  observado  la  prescripción  del  pá- 
rrafo número  cuarto  del  mismo  articulo  quinto  á  que  se  acaba  de 
aludir,  porque,  en  vez  de  expresar  precisa  y  claramente  en  que 
consiste  da  infracción  que  quiere  reclamarse,  citando  de  una  ma- 
nera concreta  é  inequívoca  el  precepto  legal  infringido  en  la  sen- 
tencia y  explicando  con  la  necesaria  determinación  él  concepto 
en  que  á  juicio  del  recurrente  lo  haya  sido,  se  invoca  sólo  en 
términos  generales  la  Orden  número  treinta  y  ocho  del  Oobíemo 
Interventor,  fecha  doce  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y 
nueve,  sin  puntualizar  cuál  es  de  sus  diversas  disposiciones  la 
que  se  ha  interpretado  con  error  y  se  ha  aplicado  indebidamente 
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por  la  Sala,  afincándose  que  dieha  Orden  ha  «do  violada  en  su 
«spíritu,  pero  omitiéndose  toda  alegaei<ki  y  referencia  al  texto : 

Considerando  que,  en  tal  virtud  y  con  arreglo  al  artículo 
once,  en  relación  con  el  quinto  ya  citado  y  el  séptimo  de  la 
Orden  sobre  casación,  procedía  dentar,  como  se  ha  denegado, 
aquel  recurso  y,  consiguientemente,  debe  ser  desestimado  el  de 
queja  establecido  por  su  denegación  con  las  costas  del  último  á 
cargo  de  la  parte  recurrente,  según  lo  prevenido  en  el  artículo 
veinte  y  cinco  de  la  propia  Orden  número  noventidós  del  año 
próximo  pasado; 

8e  declara  no  haber  lugar  al  recurso  de  queja  interpuesto 
por  el  Obispo  de  la  Habana  contra  el  auto  dictado  en  veinte  y  uno 
de  Septiembre  anterior  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de 
esta  Provincia  y  se  condena  en  las  costas  á  la  parte  recurrente. 

Comuniqúese  al  expresado  Tribunal  para  lo  que  proceda,  y 
publíquese  en  la  Oaceta  de  la  Hahana  y  en  la  Colección  á  cargo 
de  la  Secretaría  de  Justicia,  librándose  al  efecto  las  correspon- 
dientes copias. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  que  al  margen  se 
expresan,  de  que  certifico. — ^Rafael  Cruz  Pérez. — ^Angel  C.  Be- 
tancourt — Octavio  Oiberga. — José  Várela.— Juan  OTarrilL — 
P.  D.-r-Armando  Riva. 


José  Ramón  Echevarría  t  Olaqorta,  como  apoderado  de  María 
Cruz  Olagorta,  y  por  su  propio  derecho  después,  conisa 
Manuel  Saavbdra  y  Campo. 

Sentencia  núm.  36  (Naviend>re  19  de  1900). 

Mecurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  Echevarría  y 
Olagorta  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de 
la  Habana  en  18  de  Agosto  de  1900. 

NULIDAD  DE  CONTRATO  Y  DE  ACTUACIONES 

Fondada  ima  demanda  de  esta  dase  en  qne  el  yrestata- 
xio  sdlo  tenia  inicxiptas  en  él  Beglatxo  de  la  Propiedad,  laf 
cinco  aextas  partes  de  la  finca  solire  qne  conatitoia  la  hipo- 
teca, 7  declarada  sin  logar  la  demanda  por  el  Joez,  fondAn- 
dose  en  qoe  la  escritora  pública  en  qoe  se  había  hecho  el  con- 
trato roonía  todos  los  reqnisitos  legales,  y  en  qoe  el  deodor 
había  adqoirldo  en  remate  público  y  pagado  él  precio  de  la 
finca  sobre  la  coal  constitoyé  la  hipoteca,  no  desrirtoaado 
en  nada  la  eficacia  del  contrato,  el  hecho  de  no  haber  tenido 
inscripta  toda  la  finca  en  él  Begistro.  Oonflrmada  por  la  Ao- 
diencia  esa  sentencia  y  establecido  recorso  de  casadéB,  el 
Tribonal  Sopsamo  dedava:  qoe  no  ee  infringe  en  ella  él  Ar- 
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tícnlo  1857  del  Código  OItU,  pues  éste  se  limita  4  estable- 
cer los  legiiisitos  esenciales  comunes  á  los  contratos  de  prem- 
das  é  hipoteca,  sin  que  prescriba  la  inscripción  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad,  por  ser  esta  inscripción  ajena  á  1» 
Índole  del  contrato  de  prenda:  y  qne,  no  puede  decirse  tampo- 
co que  se  haya  infringido  él  Articulo  1876,  porque  si  bien  en 
él  se  dispone  la  necesidad  de  la  inscripción  en  el  Segistro 
de  la  Propiedad  del  documento  en  que  se  constituya  la  bipo- 
teca,  para  que  ésta  quede  y&lidamenta  constituida,  el  sentido 
y  alcance  de  tal  disposición,  no  son  privar  en  absoluto  do 
Yalor  y  efecto  entre  los  contratantes  al  contrato  válidamsii- 
ta  celebrado,  sino  la  yalides  de  la  bipoteca  constituida»  que 
es  cosa  distinta  al  contrato  cuya  nulidad  se  solicita. 

Para  obtener  la  casación  de  una  sentencia  que  dedaz» 
con  lugar  las  excepciones  alegadas  por  el  demandado  y  con- 
siguientemente  le  absuelve  de  la  demanda»  no  es  bastante 
impugnar  alguno  ó  varios  de  los  fundamentos  relativoe  &  1» 
demanda  misma,  sino  que  es  preciso  contradecir  la  oposi- 
ción hecha  por  ia  parte  demandada. 

En  la  Ciudad  de  la  Habana,  ¿  diez  y  nueve  de  Noviembre 
de  mil  novecientos,  en  los  autos  del  juicio  declarativo  promovidoo 
por  José  Ramón  Echevarría  y  Olagorta,  del  comercio  y  de  este 
vecindario,  en  el  concepto  de  apoderado  de  su  madre  María  Cruz 
Olagorta  y  Echeandía,  vecina  de  Vizcaya,  como  heredera  esta 
última  de  su  otro  hijo  Francisco  Echevarría  y  Olagorta,  y  con- 
tinuados por  el  propio  promovente  con  efl  car&cter  de  heredero 
de  su  predicha  madre,  contra  Manuel  Saavedra  y  Campo,  pro- 
pietario y  vecino  de  esta  capital,  sobre  nulidad  del  contrato  de 
hipoteca  otorgado  por  escritura  pública  ante  el  Notario  Público 
Nicolás  Vrllageliú  en  diez  y  nueve  de  Noviembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  uno,  entre  los  mencionados  Francisco  Echevarría 
y  Olagorta  y  Manuel  Saavedra  y  Campo,  y  nulidad  del  juicio 
ejecutivo  seguido  en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro 
en  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Guadalupe, 
ante  el  Escribano  Arturo  Galletti,  para  cobro  del  crédito  á  que 
dicha  escritura  se  contrae ;  autos  los  expresados  al  principio,  que 
penden  en  este  Tribunal  Supremo  á  consecuencia  del  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley  establecido  por  la  parte  actora 
contra  la  sentencia  de  seg^mda  instancia : 

Resultando:  que  por  la  sentencia  recurrida,  que  dictó  en 
diez  y  ocho  de  Agosto  último  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia 
de  la  Habana,  se  aceptaron  ia  relación  de  hechos  y  los  funda- 
mentos de  derecho  contenidos  en  la  pronunciada  por  el  Juez  de 
Primera  Instancia  de^l  Distrito  del  Pilar,  de  esta  ciudad,  entre 
los  cuales  aparecen  los  once  Resultandos  que  se  transcriben  & 
continuación : 

Resultando:  que  tenido  i>or  parte  en  los  autos  el  Procura- 
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dor  D.  Tomás  J.  Granados  por  providencia  de  tres  de  Noviem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  folio  cuarenta  y  tres 
vuelto,  á  nombre  de  D.  José  Ramón  Echevarría  como  apoderada 
de  doña  María  Cruz  Olagorta  y  Eehevarría,  heredera  de  su  hijo 
don  Francisco  Echevarría  y  Olagorta,  en  la  demanda  pijevia  d« 
pobreza  deducida  para  litigar  con  don  Manuel  Saavedra  y  Cam- 
po y  sustanciada  en  forma  dicha  demanda  fué  resuelta  por  sen- 
tencia firme  de  treinta  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  siete,  folio  setenta  vuelt» : 

Resultando:  que  por  su  escrito  de  fojas  ciento  cincuenta  y 
tres  el  Procurador  don  Tomás  J.  Granados  con  la  referida  re- 
presentación estableció  la  presente  demcinda  acompañando  los  do- 
cumentos de  fojas  ochenta  y  una  á  la  ciento  cincuenta  y  dos,  so- 
licitando que  en  definitiva  se  declare  nulo  el  contrato  de  hipo- 
teca voluntario  otorgado  por  escritura  pública  ante  el  Notario 
Nicolás  Villageliú  en  diez  y  nueve  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  uno  entre  don  Francisco  Echevarría  y  Ola- 
gorta  y  don  Manuel  Saavedra  y  Campo,  a»  como  sus  consecuen- 
cias; y  se  declare  también  la  nulidad  del  juicio  ejecutivo  se- 
guido por  don  Manuel  Saavedra  y  Campo  contra  don  Francisco 
Echevarría  y  Olagorta  en  cobro  de  esa  hipoteca  en  el  Juzgado 
de  Primera  Instancia  del  Distrito  de  Guadalupe  ante  el  Escri- 
bano don  Arturo  Galletti  en  el  año  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cuatro,  y  especialmente  la  diligencia  practicada  después  de 
recibido  el  oficio  de  acumulación;  y  que  se  condene  al  deman- 
dado don  Manuel  Saavedra  y  Campo  al  pago  de  todas  las  costas 
fundando  la  demanda  en  los  hechos  siguientes : 

Primero.  -Que  en  la  Habana  a  diez  y  nueve  de  Noviembre  do 
mil  ochocientos  noventa  y  uno  ante  el  Notario  don  Nicolás  Vi- 
UageArú,  don  Francisco  Echevarría  y  Olagorta  y  don  Manuel 
Saavedra  y  Campo  otorgaron  la  escritura  de  hipoteca  volun- 
taria de  una  finca  ded  primero  descrita  en  la  ciáusula  primera 
de  la  siguiente  manera:  ''superficie  de  cinco  caballerías  y  vein- 
te y  un  cordelen  planos  de  tierra,  situada  en  el  Término  Muni- 
cipal de  San  Juan  y  Martínez,  punto  conocido  por  ** Pancho 
Pérez",  Partido  Judicial  de  Guane,  Registro  de  la  Propiedad 
y  Provincia  de  Pinar  del  Río,  y  iinda  por  el  Norte  con  finca  de 
la  sucesión  de  don  José  Villafranca,  camino  Rea'I  de  San  Luis 
á  San  Juan  y  Martínez  y  don  Bernardo  de  León;  por  el  Sur 
con  don  Antonio  Rodríguez  Quintanal,  sucesión  de  don  Pedro 
G«rcía  y  don  Marcos  Mosquera ;  por  el  Este  con  don  Juan  Pon- 
je,  sucesión  de  doña  Juana  Villafranca  y  viuda  de  Esteban  Crua 
y  por  el  Oeste  con  el  pueblo  de  San  Juan  y  Martínez,  de  cuya 
finca  sólo  tiene  inscriptas  las  cinco  sextas  partes'*. — ^Por  la  cláu' 
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su'la  décima  se  constituyó  la  hipoteca  á  favor  de  Saavedra  sobre 
las  cinco  caballerías  y  veinte  y  un  cordeles  de  tierra  de  su  pro- 
piedad, que  constituye  la  vega  de  tabaco  cuya  situación  se  ex- 
presa, cuya  finca  según  aparece  de  la  certificación  del  Registro 
de  la  Propiedad  que  se  agrega  á  continuación  de  la  escritura, 
se  encuentra  inscripta  en  sus  cinco  sextas  partes  á  nombre  de 
Echevarría  al  folio  doscientos  treinta  y  cuatro  d^l  tomo  segundo 
de  San  Juan  y  Martínez,  finca  ochenta  y  tres,  inscripción  pri- 
mera: 

Segundo.  Que  según  aparece  de  la  certificación  del  Regis- 
tro de  la  Propiedad  de  Pinar  del  Río  agregada  á  la  escritura, 
el  treinta  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno  don 
Francisco  Echevarría  tenía  inscripto  á  su  favor  el  dominio  de 
cinco  sextas  partes  de  la  vega  referida  cuya  finca  tiene  de  ex- 
tensión cinco  caballerías  y  veinte  y  un  cordeles  planos,  la  cual 
adquirió  por  remate  público  á  consecuencia  del  juicio  de  testa- 
mentaría de  don  Antonio  Rodríguez  Blanco,  que  cursó  en  el  Juz- 
gado de  Primiera  Instancia  de  Pinar  del  Río  ante  el  Escribano 
Quintero : 

Tercero.  Que  lo  expresado  se  acredita  con  la  copia  simple 
que  acompaña  marcada  con  el  número  uno  la  cual  se  entregó  á 
su  representado  al  citarlo  de  remate  en  el  juicio  ejecutivo  que 
le  siguió  Saavedra  y  Campo,  y  se  saca  en  consecuencia  que  don 
Francisco  Echevarría  y  don  Manuel  Saavedra  y  Campo  cele- 
braron un  contrato  por  el  cual  constituyeron  una  hipoteca  sobre 
el  todo  de  la  vega  **E1  Barón"  y  en  sus  cinco  caballerías  y 
veinte  y  un  cordeles  planos  de  tierra  cuando  el  tal  Echevarría 
s61o  tenia  la  propiedad  de  las  cinco  sextas  partes  y  cuando  sólo 
tenía  inscriptas  esas  cinco  sextas  partes : 

Cuarto :  que  en  treinta  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  cuatro  don  Juan  Martí  á  nombre  de  don  Manuel  Saavedra 
y  Campo  presentó  demanda  ejecutiva  contra  Echevarría  funda- 
do en  dicha  escritura  hipotecaria  manifestando  en  el  hecho  se- 
gundo que  la  hipoteca  estaba  constituida  en  una  vega  de  tabaco 
compuesta  de  una  superficie  de  cinco  caballerías  y  veinte  y  un 
cordeles  planos  de  tierra: 

Quinto.  Que  á  pesar  de  ser  el  escrito  muy  minucioso  en  de- 
talles llama  la  atención  que  el  más  esenciad  ó  sea  la  inscripción 
en  el  Registro  de  la  Propiedad  se  silencia  en  el  escrito : 

Sexto.  Que  en  el  primer  otrosí  se  designa  por  el  actor  para 
el  embargo  la  finca  que  aparece  hipotecada  en  la  escritura  y  no 
las  cinco  sextas  partes  inscriptas  en  el  Registro  de  la  Propiedad : 

Séptimo.  Que  según  la  diligencia  de  embaído  practicada  en 
ese  juicio  en  San  Juan  y  Martínez  a  diez  de  Septiembre  de  mil 
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ochocientos  noventa  y  cuatro,  se  embargó  en  primer  lugar  la 
finca  expresada  compuesta  de  una  superficie  de  cinco  caballerías 
y  veinte  y  un  cordeles  de  tierra.  Además  una  finca  urbana  si- 
tuada en  el  pueblo  de  San  Juan  y  Martínez  en  la  calle  Real, 
acera  Oeste  y  marcada  con  el  numero  treinta  y  seis,  construida 
de  mamposteria  y  tabla  y  tejas  la  cual  linda  por  su  frente  con 
la  calle  Real,  por  el  fondo  con  sucesión  de  doña  Dolores  Gon- 
zález, por  el  costado  derecho  con  don  José  Escobio  y  sucesión 
de  doña  I>olores  González  y  por  el  costado  izquierdo  con  suce- 
sión de  don  Juan  A.  de  Campo: 

Octavo.  Dos  casas  aparte  de  la  finca,  con  sus  correspondien- 
tes terrenos  ó  solares,  una  de  ellas  con  dos  solares  situados  en  la 
calle  Real,  los  cuales  fueron  adquiridos  con  anterioridad  á  la 
finca  por  escrituras,  una  de  las  señoras  hermanas  Fuentes  y  la 
otra  del  señor  don  José  Miguel  Arruarte,  ante  Notario,  en  la  ciu- 
dad de  Pinar  del  Rio,  poco  más  ó  menos  en  los  años  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  seis  y  mil  ochocientos  noventa  y  uno  respecti- 
vamente : 

Noveno.  Unos  solares  de  terrenos  inheren«tes  á  la  casa  grande 
y  fuera  de  la  finca : 

Décimo.  Que  por  la  sentencia  dictada  en  dicho  juicio  en 
diez  y  ocho  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro, 
se  dispuso  hacer  trance  y  remate  de  los  bienes  embargados : 

Décimoprimero.  Que  según  la  tasación  practicada,  la  vega 
''Santa  Águeda  ó  del  Barón"  aparece  se  compone  de  cinco  ca- 
baUerias  y  veinte  y  un  cordeles  planos  de  tierra  y  se  tasó  en 
veinte  y  cinco  de  Octubre  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro : 

Décimosegundo.  El  acta  de  remate  de  diez  de  Diciembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  subastó  la  finea  *  *  Santa  Águe- 
da ó  del  Barón"  compuesta  de  cinco  caballerías  y  veinte  y  un 
cordeles  de  tierra,  la  casa  calle  Real  número  treinta  y  seis  antes 
treinta  y  dos  del  pueblo  de  San  Juan  y  Martínez  y  treinta  y 
cinco  tercios  de  tabaco  de  varias  clases,  tasados  en  novecientos 
treinta  y  dos  pesos.  Pidió  la  adjudicación  Saavedra  manifes- 
tando que  la  finca  tenía  cinco  caballerías  y  veinte  y  un  cordeles : 

•Decimotercero.  Que  este  remate  fué  aprobado  por  el  Juez  de 
Primera  Instancia  de  Guadalupe  por  auto  de  catorce  de  Diciem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  dándole  á  la  finca  la 
cabida  de  las  cinco  caballerías  y  veinte  y  un  cordeles  ó  sea  sobre 
los  bienes  hipotecados  y  dejando  sin  efecto  los  procedimientos  de 
apremio  contra  la  casa  calle  Real  número  treinta  y  seis : 

Decimocuarto.  Que  en  escrito  de  trece  de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro,  doña  María  de  la  Cruz  Olagorta 
pidió  al  Juzgado  que  en  virtud  de  habérsele  presentado  un  ofi- 
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CÍO  del  Juzgado  de  Pinar  d€?l  Río  «el  viernes  siete  del  mes  de 
Diciembre  del  año  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro,  se  había  cele- 
brado el  remate  y  que  se  aprobó  la  tasación  de  costas  sin  darle 
vista  á  la  demanda,  pues  si  bien  se  le  ha  dicho  de  haberse  dado 
vista  por  edicto  es  el  caso,  que.  no  aparece  ninguna  disposición 
del  Juzgado  que  lo  dicte,  interponiendo  demanda  de  nulidad : 

Decimoquinto.  Que  en  catorce  de  Diciembre  se  aprobó  el  re- 
mate sin  hacer  mención  de  la  demanda  de  nullidad  la  cual  no  se 
ha  sustanciado  según  se  acredita  en  la  certificación  que  se  acom* 
paña: 

Decimosexto.  Que  á  pesar  de  estar  interpelado  el  auto  apro- 
batorio del  remate  é  interpuesto  en  el  juicio  una  demanda  de 
nulidad  de  actuaciones  y  un  oficio  de  anulación  continuó  el  pro- 
cedimiento en  el  juicio : 

Resultando :  Que  los  documentos  acompañados  con  Aa  deman- 
da se  refieren :  el  de  fojas  ochenta  y  una  al  acto  de  conciliación 
intentado  sin  efecto ;  el  de  fojas  ochenta  y  cinco  a  la  ciento  cua- 
tro á  la  copia  suscrita  por  el  Procurador  don  Juan  Martí  de  la 
demc^da  ejecutiva  seguida  por  don  Manuel  Saavedra  y  Campo 
contra  don  Francisco  Echevarría  y  Olagorta  y  de  la  escritura 
de  liquidación  dé  cuentas  y  de  constitución  de  hipotecas  otor- 
gada ante  el  Notario  don  Nicolás  Villageliú  en  diez  y  nueve  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno  entre  don  Fran- 
cisco Echevarría  y  Olagorta  y  don  Manuel  Saavedra  y  Oampo, 
y  elde  fojas  eiento  cinco  á  la  ciento  cincuenta  y  dos,  al  exhorto 
á  que  se  refiere  y  diligencias  de  su  cumplimiento  entre  las  que 
está  la  certificación  expedida  por  el  Escribano  don  Federica 
Santo  Tomás  dd  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Pinar  del 
Rio,  con  vista  del  juicio  voluntario  de  testamentaría  de  don 
Francisco  Echevarría  y  Olagorta  acumulados  al  ejecutivo  seguid 
do  por  don  Manuel  Saavedra  y  Campo  contra  aquél  y  se  conti- 
nuó después  con  sus  herederos  en  cobro  de  pesos,  de  varios  lu- 
gares del  mismo,  y  de  cuyos  documientos  se  hace  mérito  en  los 
hechos  relacionados  en  el  precedente-  Resultando : 

Resultando :  Que  por  providencia  de  veinte  y  uno  de  Octu- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  folio  ciento  sesenta  y  seis 
vuelto,  se  admitió  ia  demanda  confiriéndose  traslado  de  ella  & 
don  Manuel  Saavedra  y  Campo  disponiéndose  su  emplazamiento 
para  que  dentro  de  nueve  días  improrrogables  compareciera  en 
los  au»tos  personándose  en  forma,  y  hecho  el  emplazamiento  se- 
gún consta  á  fojas  ciento  sesenta  y  siete,  se  personó  en  los  autos 
el  Procurador  don  Alfredo  M.  Aparicio  por  su  escrito  de  fojas 
ciento  sesenta  y  ocho  á  nombre  del  referido  Saavedra  y  Campo, 
y  en  mérito  del  poder  que  en  testimonio  obra  al  folio  cuarenta 
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7  cinco  se  le  tuvo  por  parte  en  la  representación  del  demandado, 
por  providencia  de  fojas  ciento  sesenta  y  nueve  vuelta,  ordenán- 
dose que  contestara  la  demanda  dentro  de  veinte  días: 

Resultando :  Que  el  Procurador  don  Alfredo  M.  Aparicio  por 
su  escrito  de  fojas  doscientas  euatro  á  nombre  de  Manuel  Saavedra 
7  Campo  contesta  Ja  demanda  ademando  la  excepción  de  falta  de 
personalidad  en  don  José  Ramón  Echevarría  apoderado  de  doña 
María  Cruz  Olagorta  7  la  misma  exeepción  por  lo  que  respecta 
á  esta  señora  así  como  la  de  falta  de  acción  en  la  demandante, 
7  solicita  que  en  definitiva  se  declare  sin  lugar  la  demanda  ab- 
solviendo de  ella  á  don  Manuel  Saavedra  7  Caanpo,  7  que  se 
condene  ¿  la  actora  k  perpetuo  silencio  7  al  pago  íntegro  de  'las 
eostas  fundando  la  contestación  en  los  siguientes  hechos : 

Primero.  Que  don  José  Ramón  Echevarría  no  es  ho7  apode- 
rado de  la  demandante  doña  María  Cruz  Olagorta: 

Segundo.  Que  D.  Francisco  Echevarría  7  Olagorta  era  due- 
ño cua^ndo  otorgó  la  escritura  hipotecaría  de  diez  7  nueve  de  No- 
viembre de  mii  ochocientos  noventa  7  uno  de  toda  la  finca  ó.  vega 
''Santa  Águeda"  ó  del  ** Barón"  compuesta  de  einco  caballerías 
7  veinte  7  un  cordeles  planos  de  tierra  la  cual  vega  hubo  en  la 
testamentaría  de  don  Antonio  Rodríguez  Blanco  en  cu7a  mor* 
tuoría  la  remató,  pagando  el  precio  correspondiente  á  toda  la 
extensión  superficial  del  predio  ó  sean  las  citadas  cinco  caballe- 
rías 7  veinte  7  lun  cordeles  de  tierra : 

Tercero.  Que  la  sexta  parte  de  dicha  finca  no  era  del  domi- 
nio de  doñji  María  de  la  Cruz  Olagorta  ni  se  haiUaba  inscripta 
á  su  nombre  cuando  se  otorgó  la  escritura  hipotecaria  de  diez  7 
nueve  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  7  uno  7  cuando 
se  inscribió  la  escritura  de  diez  7  ocho  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  7  cuatro  en  favor  de  don  Manuel  Saavedra  7 
Campo: 

Cuarto.  Doña  María  Cruz  Olagorta  no  heredó  á  beneficio  de 
inventario  ¿  su  hijo  don  Francisco  Echevarría  7  Olagorta  7  en 
la  actualidad  carece  de  personalidad  para  seguir  este  juicio  7 
no  puede  representarla  don  José  Ramón  Echevarría : 

Quinto.  Que  desde  la  escritura  hipotecaria  de  diez  7  nueve 
de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  7  uno  hasta  el  reque- 
rimiento judicial  hecho  á  don  Manuel  Saavedra  han  transcu- 
rrido más  de  cuatro  años ;  7 

Sexto.  Que  la  demaaidante  pide  la  nulidad  de  toda  la  escritura 
hipotecaria  de  diez  7  nueve  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  no- 
venta 7  uno  7  de  todo  el  juicio  ejecutivo  que  siguió  Saavedra 
contra  su  deudor  Echevarría: 

Be$íUtando:  que  en  el  escrito  de  contestación  se  acompaña 
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el  testimonio  de  escritura  de  fojas  ciento  ochenta  y  ocho  á  la 
doscientas  tres  otorgada  en  diez  y  ocho  -de  Diciembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro,  ante  el  Notario  don  Joaquín  Lañ- 
éis por  la  que  el  señor  Juez  de  Primera  Instancia  del  Distrito 
de  Guadalupe  don  Garios  Eugenio  Ortiz  y  Goffigny  á  nombre 
de  don  Francisco  Echevarría  y  Olagorta  que  falleció  y  cuya 
personalidad  se  reputa  subsistente  á  virtud  de  encontrarse  ya- 
cente su  herencia,  quien  además  fué  declarado  en  rebeldía  den- 
tro del  juicio  de  que  se  trata  en  dicho  instrumento,  antes  de  su 
fallecimiento  otorga  en  favor  de  don  Manuel  Saavedra  y  Cam- 
po escritura  de  venta  en  subasta  judicial  del  todo  de  la  vega 
"Santa  Águeda"  6  del  ** Barón"  constando  la  aceptación  de 
dicha  venta  por  el  señor  Saavedra,  así  como  la  inscripción  del 
todo  de  la  vega  referida  compuesta  de  cinco  caballerías  y  veinte 
y  un  cordeles  planos  en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  Pinar 
del  Río  con  fecha  veinte  y  uno  de  Diciembre  del  propio  año,  al 
folio  setenta  y  ocho  vuelto  del  tomo  décimosegundo  del  Ayun- 
tamiento de  San  Juan  y  Martínez,  finca  número  ochenta  y  tres 
dupiicado  inscripción  séptima: 

Resultando:  que  á  virtud  del  documento  de  fojas  doscientas 
veinte  relativo  á  la  defunción  de  doña  María  de  la  Cruz  Olagorta  y 
Echeandía  ocurrida  en  Deusto  en  veinte  y  cuatro  de  Septiembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  presentado  por  ^1  demandado 
con  su  escrito  de  fojas  doscientas  veinte  y  dos,  se  tuvo  por  ce- 
sada la  representación  del  Procurador  don  Tomás  J.  Granados 
en  este  juicio  según  la  providencia  de  fojas  doscientas  treinta 
y  cuatro  vuelta,  en  la  que  se  dispuso  además  se  librara  exhorto 
al  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Bilbao  á  fin  de  que  se 
citase  á  los  herederos  de  la  señora  Olagorta  y  Echeandía  para 
que  dentro  de  dos  meses  se  personaran  en  los  autos  bajo  aperci- 
bimiento de  lo  que  hubiere  lugar : 

Resultando:  que  el  Procurador  don  Tomás  J.  Granados  por 
su  escrito  de  fojas  doscientas  cincuenta  y  seis  se  personó  nue- 
vamente en  los  autos  á  nombre  de  don  José  Ramón  Echevarría 
como  heredero  de  doña  María  Cruz  Olagorta  y  Echeandía  acom- 
pañando el  testimonio  de  poder  de  fojas  doscientas  cincuenta  y 
dos  y  el  auto  de  declaratoria  de  heredero  de  la  doscientas  cin- 
cuenta y  cuatro,  en  virtud  de  la  que  se  dictó  la  providencia  de 
fojas  doscientas  cincuenta  y  siete  vuelta  que  la  tuvo  por  parte 
en  dicha  representación,  la  que  interpelada  por  la  representación 
del  demandado,  no  fué  reformada  según  consta  del  auto  obrante 
á  fojas  doscientas  setenta  y  dos: 

Resultando:  que  por  providencia  de  veinte  y  ocho  de  Marza 
último,  fojas  doscientas  ochenta  y  cinco  vuelto  se  tuvo  por  con- 
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testada  la  demanda  confiriéndose  traslado  en  réplica  al  actor  por 
térmimb  de  diez  días: 

Resultando:  que  el  Procurador  don  Tomás  J.  Granados  á 
nombre  del  actor  don  José  Ramón  Echevarría  por  su  escrito  de 
fojas  doscientas  ochenta  y  seis  evacúa  el  trámite  de  réplica  y 
pide  se  declare  en  definitiva  con  lugar  la  demanda  en  la  forma 
propuesta  reproduciendo  los  hechos  de  aquélla  y  adicionándolos 
con  los  siguientes: 

Decimoséptimo.  Que  según  se  acredita  con  el  escrito  de  fo- 
jas primera  iníterrumpiendo  la  prescripción  del  artículo  mil  tres- 
cientos uno  del  Código,  empezó  á  ejercitar  la  acción  de  nulidad 
del  presente  juicio: 

¿Décimooctavo.  Que  el  Registrador  de  la  Propiedad  de  Pinar 
del  Río  inscribió  el  todo  de  la  vega  '*  Santa  Águeda  ó  el  Ba- 
rón" adjudicada  á  don  Manuel  Saavedra  y  Campo  por  escri- 
tura otorgada  en  diez  y  ocho  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro  ante  Lancís,  por  don  Carlos  Ortiz  y  don  Ma- 
nuel Saavedra  en  virtud  de  la  escritura  de  hipoteca  cuya  nuli- 
dad pide  y  cuando  en  el  Registro  tan  sólo  tenía  inscriptas  don 
FranciscoEchevarría  las  cinco  sextas  partes  de  la  finca  **  Santa 
Águeda  ó  el  Barón"  y  negó  el  segundo,  tercero,  cuarto  y  quinto 
hechos  de  la  contestación  pidiendo  por  otrosí  se  recibiera  el 
pleito  á  prueba : 

Resultando:  que  por  providencia  de  fojas  doscientas  noventa 
y  cinco  se  tuvo  por  evacuado  el  trámite  de  réplica  ordenándose 
siguiera  en  duplica  con  el  demandado  por  término  de  diez  días 
cuyo  trámite  evacuó  el  Procurador  D.  Alfredo  M.  Aparicio  por 
su  escrito  de  fojas  doscientas  noventa  y  seis  solicitando  que  en 
definitiva  se  dicte  sentencia  en  los  términos  pedidos  en  su  escrito 
de  contestación  á  la  demanda  consignando  concreta  y  definitiva- 
mente los  hechos  siguientes: 

Primero.  Mantiene  todos  los  que  enoimerq  en  su  escrito  de 
contestación  añadiendo  los  siguientes : 

Segundo.  Que  habiendo  fallecido  el  veinte  y  cinco  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco  doña  María  Cruz 
OlagOFta  y  Echeandía,  el  poder  otorgado  por  ésta  á  su  hijo  don 
José  Ramón  Echevarría  y  Olagorta,  dejó  de  tener  éste  toda  su 
fuerza  y  validez : 

Tercero.  Que  interpuesta  esta  demanda  en  Septiembre  de 
mil  ochocientos  noventa  y  ocho  ó  sea  tres  años  después  del  fa- 
llecimiento de  la  actora,  no  es  posible  estimar  con  personalidad 
al  apoderado  de  dioha  parte  actora : 

Cuarto.  Niega  todos  los  hechtos  de  los  escritos  de  demanda  y 
duplica  que  no  estén  conformes  con  los  que  indicó  en  la  con-^ 


408  JURISPBUDENCIA  CIVIL 


testación  y  el  presente,  y  por  un  otrosí  pide  se  reciba  el  juicio 
á  prueba: 

Resultando:  que  abierto  lel  juicio  á  prueba,  propuso  él  de- 
Diandante  la  de  confesión  y  docamental  y  el  demandado  á  su  vez  la 
ffropuso  de  igual  clase,  recibiéndose  todas  las  propuestas,  y  eva- 
cuado seguidamente  por  las  partes  el  trámite  de  eonclusión, 
dictó  sentencia  el  Juez,  con  fecha  ocho  de  Julio  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  nueve,  por  'la  cual,  con  relación  a  la  prueba  de 
documentos  practicada  en  el  juicio,  se  estima  acreditado  que  al 
otorgarse  entre  Francisco  Echevarría  y  Olagorta  y  Manuel  Saa- 
vedra  y  Campo  la  escritura  de  préstamo  con  hipoteca  fecha  diez 
y  nueve  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  era 
del  primero  y  le  pertenecía  en  legítimo  dominio  la  totalidad  de 
la  vega  ''Santa  Águeda  ó  el  Barón",  por  cuya  vega  había  pa- 
gado el  precio  íntegro,  en  remate  público,  verificado  judiciail- 
mente  con  todos  los  requisitos  de  la  ley;  entendiendo  y  consig- 
nando el  Juez  que  en  tal  virtud  el  prestatario  no  hizo  sino  hipo- 
tecar  la  cosa  perteneciente  al  mismo  en  propiedad  y  que  la  ci- 
tada escritura  reúne  todos  los  requisitos  exigidos  por  la  clase 
de  contratos  que  contiene,  sin  que  el  hecho  de  tener  aquél  ins- 
criptas en  el  Registro  tan  sólo  las  cinco  sextas  partes  de  la  finca, 
debido  sin  duda  á  defectos  de  forma  que  deben  haber  sido  sub- 
sanados, puesto  que  posteriormente  aparece  en  el  Registro  inis- 
cripta  la  totalidad  á  nombre  del  demandado  Saavedra,  pueda 
quitar  á  aquél  el  carácter  de  dueño  de  la  otra  ^xta  parte ;  en- 
tendiendo y  consignando,  además,  que  el  juicio  ejecutivo  en  que 
el  acreedor  Saavedra  se  adjudicó  la  mencionada  finca  y  que 
tuvo  por  base  dicha  escritura  otorgada  con  todos  los  requisitos 
legales  fué  sustanciado  con  arreglo  á  las  prescripciones  de  la 
ley,  sin  que  la  parte  actora  haya  alegado  ningún  motivo  de  nu- 
lidad en  el  procedimiento,  no  siendo  de  eficacia  lo  que  expone 
acerca  de  la  acumulación  que  se  propuso  por  el  Juzgado  de 
Pinar  del  Río ;  como  también  se  estima  probado  efl  fallecimiento 
ocurrido  el  veinte  y  cuatro  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cinco,  de  María  Cruz  Olagorta  y  Echeandía,  en  cuyo 
nombre  y  como  apoderado  de  la  misma,  estableció  la  demanda 
BU  hijo  José  Ramón  Echevarría  y  Olagorta,  y  que  nunca  tuvo 
aquélla  inscripto  á  su  favor  en  el  Registro  de  la  Propiedad  el 
todo  ni  parte  de  la  vega  antes  citada,  de  cuya  doble  apreciación 
deduce  él  Juez  respectivamente  que  el  actor  no  tenía,  ad  pro- 
mover el  juicio,  la  personalidad  necesaria  para  demandar  á  nom- 
bre de  su  ya  difunta  poderdante  y  que  ésta  no  pudo  tener  nunca 
acción  para  deducir  la  reclamación  contenida  en  la  demanda, 
puesto  que  en  todo  caso,  y  de  ser  ciertos  los  hechos  que  se  refie- 
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ren  á  la  sexta  parte  de  *la  finea,  los  únicos  con  acción  á  pedir 
serían  *la  persona  ó  personas  á  cuyo  favor  estuviera  ó  hubiera 
estado  inscripta  dicha  parte  alícuota  de  la  vega;  por  todo  lo 
cual  y  considerando  que  la  parte  demandada  ha  justificado  cum- 
plidamente en  el  período  de  prueba  las  excepciones  alegadas,  se 
dedara,  por  el  fallo,  sin  lugar  da  demanda  establecida  y  con 
iugar  las  excepciones  alegadas  por  el  demandado,  á  quien  se 
absuelve  de  aquélla,  con  das  costas  á  cargo  de  la  parte  deman- 
dante: 

Besultcmdo:  que  apelada  por  esta  última  parte  la  referida 
sentencia  de  primera  instancia  fué  confirmada  por  la  que  pro- 
nunció en  diez  y  ocho  de  Agosto  del  corriente  año  la  Sala  de 
lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  imponiéndose  además  al 
apelante  las  costas  de  la  segunda  instancia : 

Resultando:  que  contra  la  resolución  de  la  Sala  de  lo  Civil 
interpuso  el  aetor  el  presente  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley,  que  funda  en  efí  caso  primero  del  articulo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  de  Enjuiciamiento,  citando  como  infringidos  el 
artícu4o  mil  ochocientos  setenta  y  cinco  del  Código  Civil  y  el 
mil  ochocientos  cincuenta  y  siete  del  propio  cuerpo  legal,  en  el 
eoneepto  de  que  no  inscripto  el  documento  en  que  se  constituyó 
la  hipoteca  en  su  totalidad,  si  que  en  una  parte,  y  no  teniendo  por 
tanto  Francisco  Echevarría  inscripta  la  propiedad  de  las  cinco 
caballerías  y  treinta  y  un  cordeles  de  tierra  que  hipotecó  á  Ma- 
nuel Saavedra,  se  ha  estimado  válidamente  constituida  la  hipo- 
teca ;  y  el  artículo  ciento  ochenta  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil,  en  el  concepto  de  que  preceptuando  este  ar- 
ticulo que  desde  que  se  pida  la  acumulación  quedará  en  sus- 
penso la  sustanciación  de  los  pleitos  á  que  se  refiera,  el  Juzga- 
do de  Guadalupe  siguió  conociendo  del  ejecutivo  á  pesar  dd 
requerimiento  de  aeumulftción  del  Juzgado  de  Pinar  del  Río : 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  y  personadas  las  par- 
tes ante  este  Supremo  Tribunal,  se  ha  sustanciado  debidamente 
aquél,  celebrándose  en  ocho  del  corriente  la  vista  pública,  sin 
asistencia  del  Letrado  director  del  recurrente  y  si  tan  sólo  con 
la  del  Letrado  de  la  otra  parte,  que  impugnó  el  recurso. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Octavio  Giberga : 

Considerando:  tocante  á  la  infracción  del  artículo  ciento 
ochenta  y  cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  que  el  ca- 
léeter  estrictamente  procesal  de  este  precepto  impide  reclamar 
y  corregir  su  infracción  en  un  recurso  de  la  presente  clase,  sien- 
do el  único  procedente  en  cuestiones  de  acumulación  el  recurso 
por  quebrantamiento  de  forma,  no  establecido  en  estos  autos, 
en  ios  cuales,  por  otra,  parte,  no  ha  habido  posibilidad  legal  de 
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establecerio,  pues  en  ellos  no  se  ha  promovido,  sustanciado  j 
resuelto  cuestión  alguna  de  acumulación  y  es  evidente  que  la 
iniciada,  aunque  no  sostenida,  en  el  año  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro,  entre  los  Jueces  de  Primera  Instancia  de  Pinar 
del  Río  y  de  Guadalupe,  con  motivo  de  las  actuaciones  de  que 
respectivamente  conocían,  sólo  puede  autorizar  á  recurrir  en  ca- 
sación dentro  de  dichas  actuaciones,  pero  no  en  otras  distintas,  y 
en  el  caso,  que  no  ocurrió  en  aquéldas,  de  haberse  tramitado  y 
decidido  tal  cuestión  por  una  Audiencia  con  arreglo  á  los  ar- 
tículos del  noventa  y  nueve  al  ciento  nueve  y  en  especial  el 
ciento  seis  de  la  predicha  ley,  relativo  á  las  cuestiones  de  com- 
petencia y  aplicables,  según  el  ciento  ochenta  y  tres,  á  las  cues- 
tiones de  acumulación: 

Considerando:  acerca  de  la  alegada  infracción  del  articulo 
mil  ochocientos  cincuenta  y  siete  del  Código  Civil,  que,  limitado 
este  precepto  á  establecer  como  esenciales  ciertos  requisitos  co- 
munes á  los  contratos  de  prenda  é  hipoteca,  sin  que,  según  fá- 
cilmente se  comprende,  prescriba  la  inscripción  en  el  Registro 
de  la  Propiedad,  ni  aún  aluda  á  ella  de  manera  alguna,  por 
ser  tal  inscripción  ajena  á  la  índole  del  primero  de  los  dos  con- 
tratos mencionados,  claro  está  que  no  ha  podido  dicho  articulo 
infringirse  en  el  concepto  alegadk)  iKwr  el  recurrente : 

Considerando:  respecto  de  la  infracción  del  artículo  mil 
ochocientos  setenta  y  cinco  del  propio  código  Civil,  que  si  bien 
dicho  artículo  ordena  la  necesidad  de  la  inscripción  en  el  Regis- 
tro de  la  Propiedad  del  documento  en  que  se  constituya  la  hi- 
poteca, para  que  ésta  quede  válidamente  constituida,  el  sentido 
y  alcance  de  tad  disposición  no  son  privar  en  absoluto  de  valor 
y  efecto  entre  los  contratantes  al  contrato  válidamente  celebra- 
do, como  lo  fué  el  de  préstamo  con  hipoteca  otorgado  mediante 
la  escritura  pública  en  virtud  de  la  cual  ee  siguió  con  todas  las 
formalidades  de  la  ley  el  juicio  ejecutivo  cuya  nulidad  se  pide ; 
por  cuya  razón  y  porque  en  la  sentencia  no  se  ha  estimado  váli- 
damente constituida  la  hipoteca,  sino  que  el  contrato  por  el  cual 
ésta  se  constituyó  reúne  todos  los  requisitos  necesarios  y  que  el 
procedimiento  ejecutivo  seguido  en  virtud  de  la  escritura  de 
préstamo  hipotecario,  se  sustanció  con  arreglo  á  las  prescripcio- 
nes legales,  al  estimarlo  así,  no  se  ha  infringido  el  articulo  ci- 
tado: 

Considerando  además  de  lo  ya  expuesto,  que  para  obtener 
la  casación  de  una  sentencia  que  declara  con  lugar  las  excep- 
ciones alegadas  por  el  demandado  y,  consiguientemente,  le  ab- 
suelve de  la  demanda,  no  es  bastante  impugnar  alguno  6  varios 
de  los  fundamentos  relativos  á  la  demanda  misma,  como  lo  ha 
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li€cho  el  recurrente,  sino  que  es  preciso  contradecir  la  oposición 
hecha  por  la  parte  demandada,  sin  lo  cual  lo  que  verdaderamente 
se  combate  en  el  recurso  no  es  el  fallo  dictado  y  si  tan  sólo  uno  ó 
más  de  los  Considerandos  q  de  los  razonamientos  en  ellos  conteni- 
dos, cosa  no  autorizada  en  casación  é  ineficaz,  según  queda  indi- 
cado, para  que  se  anule  lo  dispuesto  por  el  Juez  ó  Tribunal  de 
cuya  resolución  se  recurriere : 

Considerando:  que  al  desestimarse  un  recurso  de  casación, 
procede,  en  observancia  del  artículo  cuarenta  de  la  Orden  nú- 
mero noventa  y  dos  del  año  último,  imponer  las  costas  á  la  parte 
recurente; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  *por  infracción  de  ley  interpuesto  por 
José  Ramón  Echevarría  y  Olagorta  contra  la  sentencia  pronun- 
ciada en  diez  y  ocho  de  Agosto  del  corriente  año  por  la  Sala 
de  lo  Civil  de  'la  Audiencia  de  la  Habana  é  imponemos  las  cos- 
tas á  la  parte  recurrente,  comuniqúese,  con  devolución  del  apun- 
tamiento recibido,  al  expresado  Tribunal,  á  cuyo  efecto  y  para 
su  publicación  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  se  librarán  las 
copias  necesarias. 

Asf,  por  esta  nuestra  sentencia,  lo  pronunciamos,  manda- 
mos y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — ^Angel  C.  Betancourt. — 
Octavio  Qiberga. — José  Varda. — Juan  OTarrill. 


Trinidad  Portuondo  contra  el  Registrador  de  la  Propiedad 
DE  Santiago  de  Cura. 

Besolnción  núm.  9  (Noviembre  22  de  1900). 

Recurso  de  apeUición  establecido  por  el  Registrador  de  la  Propie- 
dad de  Santiago  de  Cuba,  contra  resolvían  del  Presidente 
de  aquella  Audiencia  dejando  sin  efecto  la  nota  denegatoria 
sobre 

INSOBIPOION  DE  ESORITURA  DE  VENTA  JUDICIAL. 

Es  innegable  la  competencia  de  los  Begistradores  para 
calificar  la  capacidad  de  los  otorgantes  y  las  formas  extrín- 
secas de  los  documentos  presentados  á  inscripción,  las  cuales 
dan  origen  á  las  faltas  snbsanables,  asi  como  para  calificar 
las  qne  afecten  á  la  eficacia  de  los  derechos  contenidos  en  los 
mismos,  de  los  cuales  nacen  las  faltas  insubsanables.  No  cons- 
tando en  la  escritura  la  fecba  en  que  el  deudor  adquirió  la 
finca  rematada,  pudo  suponerse  que  la  adquirió  en  fecba  an- 
terior &  la  que  empezó  á  regir  la  Ley  Hipotecaria.  En  vir- 
tud de  no  aparecer  Justificado  el  modo  como  adquirió  el  deu- 
dor la  finca  de  referencia,  no  es  de  tomarse  en  cuenta  lo  ex- 
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pnesto  en  un  testamento  presentado  con  fecha  posterior»  pnes 
tampoco  consta  si  la  testadora  ha  muerto  ó  ha  reformado 
aquella  última  yolnntad.  Habiendo  hecho  constar  el  Regia- 
tzador  qne  la  caaa  no  se  halla  inscripta  á  nombre  de  persona 
al4;nna,  es  evidente  qne  él  caso  no  se  halla  comprendido  en  él 
námero  So  del  Artículo  20  de  la  Ley  Hipotecaria  sino  en  él  úl- 
timo p&rrafo  del  mismo;  y  debiendo  atenerse  el  Registra- 
dor cuando  se  presente  á  inscripción  un  titulo  &  lo  qne  del  Re- 
gistro resulte  con  fecha  anterior  á  dicha  presentadán  y  á  lo 
que  en  el  mismo  titulo  i^arazca»  no  se  ha  debido  tener  en 
cuenta  el  testamento  presentado  dos  días  después  para  re- 
solver cómo  se  hizo  acerca  de  la  inscripción  de  la  escritura 
de  enajencMdón,  cuya  inscripción,  denegación  ó  snspenalóii 
debió  haber  quedado  resuelta  por  los  mismos  datos  lagales 
&  que  antes  se  ha  aludido. 

Visto  por  el  Presidente  de  este  Tribunal  Supremo,  el  re- 
curso de  apelación  establecido  por  el  Registrador  de  la  Propie- 
dad de  Santiago  de  Cuba,  contra  la  resolución  del  Presidente 
de  aquella  Audiencia,  fecha  doce  de  Octubre  último  que  dejó 
sin  efecto  la  nota  denegatoria  de  inscripción  puesta  por  el  Re- 
gistrador  en  la  escritura  de  venta  judicial  de  la  casa  número 
treinta  y  uno  de  la  caUe  de  Barracones,  hecha  ¿  doña  Trinidad 
Portuondo,  y  mandó  practicar  la  inscripción  de  dicho  docu- 
mento. 

Aceptando  la  relax^ión  de  hechos  de  dicha  resolucián,  que 
á  la  letra  dice : 

Resultando :  que  en  veinte  y  ocho  de  Julio  último  se  presentó 
en  el  Registro  para  su  inscripción,  la  escritura  otorgada  en  veinte 
y  siete  de  Junio  del  año  actual,  ante  el  Notario  de  esta  ciudad  D. 
Manuel  Caminero  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  del  distrito 
Sur  de  esta  ciudad,  en  nombre  de  D.  Ramón  Alcides  Defoiimeaux, 
á  favor  de  la  Sra.  Portuondo^  en  la  cual  consta  que  el  diez  de  Fe* 
brero  de  mil  ochocientos  setenta  y  seis  Vicente  Portuondo  y  Mus- 
telier  promovió  en  dicho  Juzgado  demanda  ejecutiva  contra  dicho 
Alcides  Defourneaux,  en  cobro  de  una  cantidad  de  pesos  que 
éste  le  debía  y  para  cuya  seguridad  habia  constituido  hipoteca 
en  la  casa  número  treinta  y  uno  de  'la  calle  de  Barracones,  por 
escritura  de  tres  de  Febrero  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco, 
inscripta  en  la  antigua  Anotaduria;  que  despachada  la  ejecu- 
ción y  previo  el  debido  requerimiento  al  deudor,  se  embargó  la 
finca  hipotecada  en  seis  de  Marzo  del  año  mil  ochocientos  se- 
tenta y  seis,  de  cuyo  embargo  se  tomó  razón  también  en  la  ex- 
presada Anotaduria,  y  en  trece  del  miamo  mes  se  dictó  sentencia 
de  remate,  que  fué  consentida  y  ejecutoriada;  que  seguida  la 
vía  de  apremio,  se  sacó  la  casa  repetidas  veces  á  pública  subasta 
por  no  haber  habido  postor  ,  hasta  que  el  día  tres  de  Febrero 
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dd  año  mil  ochocientos  noventa  y  uno  se  llevó  á  efecto  el  remate 
á  favor  de  doña  Trinidad  Portnondo,  y  aprobado  que  fué  con 
todas  las  formalidades  legades  se  dispuso  por  el  Juzgado  el  otor- 
gamiento de  la  escritura  de  venta  por  el  deudor  á  favor  de  la 
T^ematadora,  y  como  no  lo  veriñcara  se  otorgó  en  reb€*ldía  de 
aquél  y  de  oficio  por  el  Juez,  quien  expresó  que  en  nombre  del 
deudor  Alcides  Defoumeaux  vendía  realmente  á  la  Portnondo 
la  finea  referida,  en  d  precio  convenido,  consignándose  los  de- 
más particulares  que  se  ¿grtimaron  oportunos : 

Resultando :  que  el  Registrador  después  de  hacer  constar  en 
el  documento  su  presentadón  en  la  fecha  ya  expresada  de  veinte 
y  ocho  de  Ju?lio  último  puso  á  continuación  nota  de  no  admitir 
la  inscripción  del  mismo,  por  constar  presentado  en  el  Registro, 
con  fecha  treinta  del  mismo  mes  d  testamento  otorgado  por  do- 
ña  Luisa  Defourneaux  en  tres  de  Julio  de  mil  ochocientos  se* 
senta  y  tres,  por  d  cual  adquirió  la  casa  Alcides  Defourneaux, 
sujeto  á  diversas  condiciones  que  impiden  gravar  y  enajenar  la 
referida  finca: 

Resultando:  que  ño  conforme  la  señorita  Portnondo,  inter- 
puso ante  el  Juzgado  el  recurso  gubernativo  que  la  ley  le  con- 
cede, solicitando  se  revoque  la  denegatoria  de  la  inscripción  y  se 
mande  al  Registrador  que  inscriba  la  lescritura,  quedando  mien- 
tras tanto  en  suspenso  el  término  del  asiento  de  presentación 
del  títmlo,  aílegando  que  d  Registrador  no  expresa  el  fundamen- 
to legal  de  su  negativa  é  infringe  d  párrafo  segundo  del  artículo 
diez  y  siete  de  la  Ley  Hipotecaria,  dando  valor  á  un  título  pre- 
sentado con  posterioridad  y  de  fecha  anterior  á  la  escritura  de 
que  se  trata,  para  negar  la  inscripción  de  ésta ;  y  que  asimismo 
infringe  el  artículo  veinte  y  tres  de  dicha  Ley,  pues  hace  que 
perjudique  á  un  tercero,  como  es  la  recurrente,  un  título  pre- 
sentado »1  Registro  con  posterioridad  ad  de  aquélla,  y  que  no  ha 
calificado  la  legalidad  de  la  escritura  por  lo  que  de  la  misma 
resulta,  señalando  el  defecto  subsanable  ó  insubsanable  que  en 
ella  encontrara,  sino  sólo  niega  su  inscripción  por  lo  que  re- 
sulta del  testamento  presentado  oportunamente : 

Resultando :  que  pedido  al  Registrador  el  informe  que  pre- 
viene la  Ley,  expuso :  que  presentada  la  escritura  con  fecha  vein- 
te y  ocho  de  Julio  último,  examinó  los  libros,  encontrando  que 
no  estaba  inscripta  la  casa  á  nombre  de  persona  alguna,  no 
pudiendo  por  ta;l  motivo  inscribirla;  que  dos  días  después  fué 
presentado  en  el  Registro  el  testamento  de  la  señora  Luisa  De- 
foumeaux, por  d  cual  legó  la  casa  de  que  se  trata  á  Ramón 
Alcides  Defoumeaux  con  la  condición  de  que  por  ningún  pre- 
texto ni  motivo  pudiera  enajenarla,  gravarla  ni  empeñarla,  pues 
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sólo  tendrán  derecho  á  percibir  y  manejar  sos  productos  libre- 
mente, sin  que  por  esto  se  entendiera  que  al  hacer  su  testamento, 
no  pudiera  disponer  de  la  herencia  como  mejor  le  pareciera: 
pero  si  falleciese  Defoumeaux  sin  sucesión  legitima  ó  intestada 
se  repartirían  los  bienes  de  este  modo:  la  mitad  para  los  sobri- 
nos doña  Gertrudis,  doña  Rosa  y  don  Estanislao  Figueras,  y  la 
otra  mitad  entre  don  José  y  Estanislao  Perozo,  don  Femando 
Shelton  y  doña  Luisa  Basse,  y  por  falta  de  ésta  á  quien  legíti- 
mamente la  represente,  bien  entendido,  que  si  alguno  de  los  he- 
rederos instituidos  falleciese  antes  que  el  testador,  ó  después 
que  él,  sin  dejar  sucesión,  pasará  su  parte  de  herencia  á  acrecer 
la  de  los  otros  herederos  que  van  mencionados,  siendo  su  volun- 
tad que  los  productos  del  capital  que  deja  á  sus  herederos,  no 
pueden  ser  entredichados  por  deudas  de  él,  ni  otro  motivo;  que 
presentado  el  testamento  porque  adquirió  Defoumeaux,  desa- 
parece el  primer  defecto  señalado;  pero  nace  otro,  puesto  que 
dicho  Defoumeaux  no  es  dueño  absoluto,  sino  condicional,  casi 
un  usufructuario,  y  no  ha  podido  el  Juzgado,  á  nombre  de  De- 
foumeaux trasmitirle  el  dominio  absoluto: 

Resultando:  que  el  señor  Juez  Delegado,  dictó  en  veinte  y 
dos  de  Septiembre  último  su  resolución,  por  la  cual  declaró  nula 
y  de  ningún  valor  ni  efecto  la  nota  denegatoria  puesta  en  la 
escritura  de  venta  judicial  de  que  se  trata,  dejando  á  las  par- 
tes expeditos  sus  derechos  para  ejercitarlos  en  la  forma  que  crean 
conveniente,  de  cuya  resolución  apeló  el  recurrente  en  cuanto 
no  se  resuelven  todas  las  pretensiones  que  dedujo : 

Considerando:  que  es  innegable  la  competencia  de  los  Re- 
gistradores de  la  Propiedad,  no  sólo  para  calificar  la  capacidad 
de  los  otorgantes  y  las  formas  extrínsecas  de  los  documentos 
presentados  á  inscripción,  las  cuales  dan  origen  á  las  faltas  sub- 
sanables,  sino  para  calificar  también  las  que  afecten  á  la  efica- 
cia de  los  derechos  contenidos  en  los  mismos,  de  lo  cual  nacen 
las  faltas  insubsanables,  productoras  necesariamente  de  la  nuli- 
dad de  las  obligaciones  contraídas;  y  es  un  principio  en  derecho 
hipotecario  que  para  el  único  objeto  de  admitir,  suspender  ó 
negar  una  inscripción  ó  anotación  de  un  título,  tienen  los  pro- 
pios Registradores  que  realizar  la  calificación,  ateniéndose  for- 
zosamente á  lo  que  resulte  del  documento  ó  documentos  presen- 
tados en  la  oficina,  ó  á  lo  que  pueda  conocerse  por  la  simple 
inspección  de  los  mismos: 

Considerando :  que  si  bien  de  la  escritura  de  venta  judicial 
presentada  á  inscripción  por  la  interesada  doña  Caridad  Por- 
tuondo  y  Palacios  pudiera  deducirse  que  el  deudor  don  Ramón 
Alcides  Defoumeaux  adquirió  la  casa  número  treinta  y  uno  de 
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la  calk  de  los  Barracones  en  fecha  anterior  á  la  en  que  empezó 
á  regir  en  esta  Ma  la  Ley  Hipotecaria,  es  incontestable  que  de 
dicha  escritura  no  consta  claramente  la  fecha,  ni  en  absoluto  el 
título  por  el  cual  el  mencionado  Defoumeaux  hizo  la  adquisi- 
ción de  tal  propiedad,  que  en  nombre  y  en  rebeldía  de  éste  fué 
Tendida  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  Santiago  de  Cuba 
á  doña  Trinidad  Portuondo  y  Palacios  por  la  escritura  de  que 
se  trata : 

Considerando:  que  aún  cuando  en  el  testamento  hecho  por 
doña  Luisa  Defoumeaux  en  mil  ochocientos  sesenta  y  tres  y  que 
ha  sido  presentado  al  Registro  por  persona  distinta  á  la  referida 
doña  Trinidad,  aparece  que  se  lega  por  la  testadora  ¿  don  Ba- 
món  Alcides  Defoumeaux,  bajo  determinadas  condiciones,  la 
casa  objeto  de  la  escritura  presentada  al  Registro,  es  lo  cierto 
que  pudo  muy  bien  la  referida  doña  Luisa  morir,  si  es  que  ha 
muerto,  pues  tampoco  esto  consta,  bajo  otra  disposición  testa- 
mentaria y  haber  adquirido  el  deudor  Defoumeaux  la  casa  en 
cuestión  por  título  distinto  al  de  legatario;  y  en  esta  virtud, 
al  no  justifícao'se  en  modo  alguno  determinados  iparticulares  que 
pusieran  en  claro  el  modo  de  haberse  adquirido  dicho  mueble  por 
el  ejcutado  Defoumeaux  no  es  de  tomarse  en  cuenta  el  referido 
testamento  á  (Los  efectos  de  la  inscripción  de  que  se  trata  por  ha- 
ber sido  presentado  por  un  tercero  en  condiciones  y  para  objeto 
que  no  constan  en  el  expediente : 

Considerando :  como  ya  se  ha  dicho,  que  no  habiéndose  justi- 
ficado la  adquisición  por  Defoumeaux  de  la  casa  Barracones  nú- 
mero treinta  y  uno,  y  habiéndose  hecho  constar  por  el  Begistra- 
dor  de  la  Propiedad  en  su  dictamen,  que  la  repetida  casa,  según 
examen  veriñcado  en  el  Begistro  no  aparecía  inscripta  á  nombre 
de  persona  ailguna,  es  cosa  clara  que  el  caso  en  cuestión  no  se 
halla  comprendido  en  el  párrafo  tercero  del  artículo  veinte  de 
la  Ley  Hipotecaria,  como  erróneamente  se  ha  afirmado,  sino  en 
el  último  párrafo  del  mismo  artículo : 

Considerando:  que  debiendo  atenerse  el  Begistrador,  cuan- 
do se  presente  á  inscripción  un  título,  á  lo  que  del  Begistro  re- 
sulte con  fecha  anterior  á  dicha  presentación  y  á  lo  que  en  el 
mismo  título  aparezca,  no  se  ha  debido  tener  en  cuenta  el  testi- 
mento  presentado  dos  días  después  para  resolver  como  se  hizo, 
acerca  de  la  inscripción  del  documento  de  veinte  y  siete  de  Junio 
de  mil  novecientos,  cuya  inscripción,  denegación  ó  suspensión 
debió  haber  quedado  resuelta  por  los  mismos  datos  legales  á  que 
antes  se  ha  aludido : 

Considerando:  que  por  Ifls  razones  expuestas  no  es  proce- 
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dente  la  no  admisión  á  la  inscripción  del  documento  antes  ref  e- 
f  erido : 

Se  confirma  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia 
de  Santiago  de  Cuba  de  doce  de  Octubre  último,  en  cuanto  dejó 
sin  efecto  la  nota  denegatoria  de  inscripción  puesta  por  el  Re- 
gistrador en  la  escritura  de  venta  judicial  de  la  casa  Barracones 
númiero  treinta  y  uno  hecha  á  doña  Trinidad  Portuondo  y  Pa- 
lacios, y  se  revoca  en  cuanto  dispone  se  practique  la  inscripción 
inmediata  de  dieho  documento,  y  en  su  lugar  proceda  el  Re^- 
trador  á  cumplir  lo  dispuesto  en  el  último  párrafo  del  artículo 
veinte  de  la  Ley  Hipotecaria,  referente  á  la  justificación  por 
parte  de  los  interesados,  de  la  fecha  de  adquisición  por  el  otor- 
gante de  la  finca  en  cuestión. 

Comuniqúese  lo  resuelto  por  medio  de  certificación  y  carta- 
orden  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santiago  de  Cuba  y  pu- 
blíquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana. — ^Bafael  Cruz  Pérez. 


Diego  Monje  y  Monje  contra  el  Registrador  de  la  Propie- 
dad DE  GUANABACOA. 

Resolución  núm.  10  (Diciembre  1.^  de  1900). 

Recurso  gubernativo  interpuesto  por  él  expresado  Monje  contra 
la  resolución  confirmatoria  de  la  nota  del  Registrador  de  la 
Propiedad  mencionado  sobre 

INSORIPOION  DE  ADJUDICACIÓN 
DS  FINCAS  DISPUESTA  POR  MANDAMIENTO  JUDICIAL 

Las  simples  manifestaciones  de  nna  persona,  hechas  fue- 
ra  del  Juicio  correspondiente  y  en  provecho  propio,  no  eoDS- 
tltoyen  praeba  legal  de  la  adquisición  del  dominio,  y  no  xon- 
nen  las  condiciones  legales  para  qne  pneda  hacerse  nna  ins- 
cripción, máxime  tratándose  de  asientos  anteriores,  qp» 
para  ser  desvirtuados  no  es  competente  para  ello  la  vía  gu- 
bernativa, siendo  los  Tribunales  de  Justicia  los  únicos  q^ie 
en  su  caso  pueden  declarar  una  nulidad,  previos  los  trámite» 
legales.  Cuando  una  finca  que  no  consta  inscripta  con 
el  mismo  número  en  los  libros  modernos  del  Registro,  y  si 
en  los  antiguos,  ignorándose  el  número  moderno  que  pueda 
corresponderle,  aparece  inscripta  á  nombre  de  la  deodora  diál 
ejecutante,  pero  existiendo  una  gran  diferencia  entre  la  ca- 
bida que  se  asigna  á  ese  inmueble  en  la  antigua  inscripción, 
y  la  que  se  fija  en  el  mandamiento,  claro  es  que  no  hay  por 
ello  una  completa  identificación  del  objeto,  y  no  pnede  por 
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tanto  llevarse  &  cabo  una  Inacilpclón,  qne  por  su  natnraleí» 
ha  de  ser  clara,  sin  qne  dé  Ingar  en  lo  absoluto  á  duda  al- 
guna twgecto  al  inmneble  de  qne  se  trate. 

Visto  por  el  Presidente  de  este  Tribunal  Supremo  el  recur- 
so de  apelación  establecido  por  el  señor  Diego  Monje  y  Monje, 
contra  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana fecha  seis  de  Octubre  próximo  pasado  que  confirma  la  nota 
del  Registrador  de  la  Propiedad  de  Guanabacoa  puesta  al  pie 
de  los  mandamientos  'librados  en  seis  de  Abril  último  por  el 
Juez  de  Primera  Instancia  de  la  expresada  villa: 

Aceptando  la  relación  de  hechos  del  Presidente  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  que  es  como  sigue: 

Resultando :  que  por  mandamiento  del  Juez  de  Primera  Ins- 
tancia de  Guanabacoa,  de  seis  de  Abril  último,  librado  por  du- 
plicado, en  los  autos  ejecutivos  seguidos  por  don  Diego  Monje 
y  Monje,  adjudicatario  de  don  Vicente  Moyano  y  Ressa,  contra 
don  Antonio  López  Prieto,  don  Juan  Pablo  y  don  Joaquín  Az- 
peitia  en  cobro  de  pesos,  se  ordenó  al  Registrador  de  la  Propie- 
dad de  dicha  villa,  inscribiera  á  nombre  de  don  Diego  Monje  y 
Monje  el  dominio  de  las  casas  situadas  en  la  villa  de  Regla,  calle 
Beal  número  ciento  treinta  y  uno,  tramo  comprendido  entre  la 
calle  de  la  Mamita  y  Buenavista,  la  número  treinta  y  tres  de 
dicha  calle  y  el  almacén  marcado  con  el  número  ocho  del  refe- 
rido pueblo  de  Regla : 

Resultando :  que  el  Registrador  de  la  Propiedad  de  Guana- 
bacoa devolvió  los  mandamientos  con  la  nota  de  no  admitida 
la  inscripción  del  librado  en  seis  de  Abril  último,  respecto  al 
ftlmacén  de  San  Ramón  número  ocho  en  Regla,  por  constar  ins- 
cripto á  nombre  de  tercera  persona,  y  en  cuanto  á  las  casas  calle 
Real  números  ciento  treinta  y  uno  y  ciento  treinta  y  tres  del 
mismo  pueblo,  por  constar  inscripta  la  primera  en  los  modernos 
libros  con  el  mismo  número  á  nombre  de  pensona  distinta,  y  por 
lo  que  hace  á  la  segunda  por  no  constar  inscripta  con  el  mismo 
número  ninguna  finca,  ni  constar  tampoco  el  número  moderno 
que  le  corresponde,  y  aparecer  en  los  antiguos  libros  con  distinta 
cabMa,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el  articulo  veinte 
de  la  Ley  Hipotecaria: 

Resultando :  que  por  providencia  dictada  por  el  Juez  de  Pri- 
mera Instancia  de  Guanabacoa  en  treinta  de  Julio  último  se  con- 
firió traslado  á  la  parte  por  término  de  tercero  día,  según  lo 
dispuesto  en  el  artículo  ciento  diez  y  nueve  del  Reglamento  dic- 
tado para  la  ejecución  de  la  Ley  Hipotecaria,  dándose  por  anun- 
ciado el  recurso  gubernativo  que  la  referida  parte  trataba  de 
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interponer  contra  d  expresado  Bei^traclor,  poniéndose  en  co- 
nocimiento de  este  último : 

Resultando :  qne  con  fecha  siete  del  mes  de  Agosto  último, 
don  Siego  Monje  interpuso,  Síate  la  Presidencia  de  este  Tribu- 
nal, recurso  gubernativo  contra  el  Registrador  de  la  Propiedad 
de  Ouanabacoa  conforme  á  io  dispuesto  en  el  atticulo  ciento 
veinte  del  Reglamento  de  la  Ley  Hipotecaria,  solicitando  «e 
declarase  ia  nulidad  de  la  caliiScación  hecha  por  el  Registrador 
expresado,  y  que  en  su  consecuencia  se  ordenara  la  inscripción 
de  los  mandamientos  ya  referidos;  y  que,  con  feclha  once  del 
propio  mea,  ae  mandó  formar  d  expediente  correspondiente,  que 
se  registrara  y  se  diera  'cnenta,  lo  cual  se  verificó  ^  trece  áA  re- 
ferido mes,  teniéndose  por  persooiado  en  la  misma  fecha,  al  se- 
ñor Diego  Monje,  y  mandindose  hacer  saber  al  Registrador  de 
la  Propiedad  por  -conducto  del  Juez  Delegado,  la  interposición 
del  recuno  á  los  efectos  de  lo  di^uesto  en  el  último  párrafo  del 
artículo  sesenta  y  seis  de  la  Ley  Hipotecaria,  de  lo  cual  aousó 
aquél  recibo  en  veinte  del  mismo  mes : 

Resultando :  que  con  fecha  veinte  y  tres  del  referido  aies  de 
Agosto,  se  pidió  informe  al  Juez  de  Primera  Instancia  de  Ona- 
nabacoa,  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  eí  articulo  ciento 
veinte  y  uno  del  Reglamento  de  la  Ley  Hipotecarla,  el  cual  lo 
remitió  en  veinte  y  ocho  del  mismo  mes  manifestando  que  el 
Procurador  don  Miguel  Valera,  á  nombre  de  den  Diego  Monje, 
en  los  ejecutivos  que  sigue  contra  Antonio  López  Prieto  y  don 
Juan  Pablo  y  don  Joaquín  Azpeitia,  devolvió  los  mandamientos 
que  se  libraron  al  Registrador  de  la  Propiedad  para  la  anotación 
de  los  bienes  rematados,  con  la  nota  de  no  admitida  la  inscrip- 
ción por  constar  inscriptas  las  propiedades  á  nombre  de  tercera 
persona,  solicitando  se  devolvieran  los  referidos  mandamietítos 
al  Registrador  previniéndole  cumpliera  lo  •  dispuesto  en  el  ar- 
tículo ciento  diez  y  ocho  del  Reglamento  de  la  Ley  Hipotecaria, 
á  fin  de  poder  también,  por  su  parte,  cumplir  lo  prevenido  en 
los  artículos  ciento  diez  y  nueve  y  ciento  veinte  del  citado  Re- 
glamento, habiéndose  acordado  de  entera  conformidad  lo  soli- 
citado, por  providencia  de  veinte  y  ocho  del  mes  de  Julio  ífl- 
timo ;  que  el  Registrador  devolvió  nuevamente  los  mandamientos 
expresados,  con  comunicación  de  veinte  y  odio  de  Julio  citado; 
que  el  Procurador  Valera,  al  dar  por  acompañados  los  menciona^ 
dos  mandamientos,  manifestó  que  tan  pronto  se  diera  cumpli- 
miento al  artículo  ciento  diez  y  nueve  del  Reglamento  Hipote- 
cario, entablaría  en  debida  forma  recurso  gubernativo,  y  qne 
esta  manifestación  se  pusiera  en  conocimiento  del  Registrador 
para  que  quedara  subsistente  el  asiento  de  presentación,  de  lo 
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^al  se  dio  traslado  al  ejecutante  por  tercero  día,  teniendo  por 
anunciado  él  récutso  qae  éste  trataba  de  interponer ;  comunican- 
do al  Registrador  que  dejaba  subsistentes  los  efectos  del  asiento 
de  presentación  hasta  la  resolución  del  recurso.  Y  por  último, 
^ue  el  Procurador  Valera,  a  los  efectos  del  recurso  gubernativo 
interpuesto  solicitó  certificación  de  lugares  el  día  nueve  dei  mes 
próximo  pasado,  la  cuál  fué  entregada  al  día  siguiente  en  que 
«e  prcsen-tó  ed  escrito  y  fué  proveído : 

Resultando:  que  con  fecha  primero  de  Septiembre  próximo 
pasado,  se  pidió  ad  Registrador  de  la  Propiedad  de  Guanabacoa 
el  informe  dispuesto,  el  cual  fué  necesario  recordar  én  diez  del 
«xpresado  mes  evacuándolo  en  diez  y  ocho  del  mismo,  en  d  sen- 
tido de  que  no  fué  admitida  la  inscripción  ordenada  en  manda^ 
miento  de  seis  de  Abril  último,  á  nombre  de  don  Diego  Monje, 
del  almacén  situado  en  la  calle  de  3an  Ramón  número  ocho  en 
hí  villa  de  Regla,  por  constar  inscripto  en  ese  Registro  á  nombre 
de  don  Eduardo  Adot,  según  consta  en  certificación  número 
«no  <iue  acompaña,  conforme  é  lo  dispuesto  en  el  artículo  veinte 
de  la  Ley  Hipotecaria ;  que  en  el  mismo  caso  se  encuentra  la  casa 
situada  en  la  calle  Reafl  de  Regla  número  ciento  treinta  y  uno, 
en  que,  por  constar  inscripta  en  el  mismo  número  &  favor  de 
don  Carlos  Rosé  y  don  Juan  Gorfellón,  según  consta  asimismo 
en  certificación  número  dos,  que  se  adjunta,  fué  denegada;  y 
que  por  lo  que  hace  á  la  casa  Real  número  ciento  treinta  y  tres, 
no  consta  inscripta  con  el  mismo  número  en  los  libros  modernos ; 
pero  si  en  los  antiguos,  no  se  expresa  el  número  moderno  que 
pueda  corresponderle,  y  constar  con  distinta  cabida  en  el  asiento 
antiguo  que  también  se  remite  en  certificación : 

Resultando :  que  en  veinte  y  siete  de  Octubre  próximo  pa- 
sado presentó  escrito  el  señor  Monje  y  Monje  al  Presidente  de  la 
Audiencia,  apelando  para  ante  el  Presidente  del  Tribuna)!  Su- 
premo, de  la  resolución  dictada  por  aquél  en  seis  del  mismo  m^ 
mencionado;  apelación  que  le  fué  admitida  según  providencia 
del  mismo  día  veinte  y  siete  ya  referido: 

ResuUando:  que  elevado  el  expediente  original  á  este  Tri- 
bunal Supremo,  el  apealante,  en  escrito  de  veinte  y. dos  de  Octu- 
bre, presentado  el  veinte  y  cuatro  del  mismo,  interpone  en  tiempo 
y  forma  el  recurso,  haciendo  diversas  manifestaciones  respecto 
á  los  inmuebles  cuya  inscripción  no  fué  admitida: 

Aceptando  las  consideraciones  primera  y  tercera,  y  la  se- 
gunda, en  lo  que  se  refiere  al  almacén  de  la  calle  de  San  Ramón 
número  ocho  y  á  ia  casa  calle  Real  número  ciento  treinta  y  uno ; 
y  además : 

Considerando :  respecto  á  lo  razonado  por  el  apelante  en  su 
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escrito  de  siete  de  Agosto  al  Presidente  de  la  Audiencia  y  repro- 
ducido en  parte  en  el  de  veinte  y  dos  de  Octubre  ante  esta  Pre- 
sidencia del  Supremo,  que  las  simples  manifestaciones  de  una 
persona,  hechas  fuera  del  juicio  correspondiente  y  en  provecho 
propio,  no  constituyen  prueba  legal  de  la  adquisición  del  domi- 
nio, y  no  reúnen  las  condiciones  'legales  para  que  pueda  hacerse 
una  inscripción,  máxime  tratándose  de  asientos  anteriores,  que 
para  ser  desvirtuados  no  es  competente  para  ello  la  vía  guber- 
nativa, como  acertadamente  ha  dicho  el  Presidente  de  la  Au- 
diencia, porque  tales  asientos  están  bajo  la  salvaguardia  de  los 
Tribunales  de  Justicia,  únicos  que  en  su  caso  pueden  declarar 
una  nulidad,  previos  los  trámites  marcados  por  la  Ley  y  nunca 
sin  oírse  á  los  interesados  en  los  mismos  asientos,  estando  limi- 
tada la  competencia  de  esta  Presidencia  á  resolver  en  última  ins- 
tancia las  apelaciones  que  se  interpongan  contra  lo  resuelto  por 
los  Presidentes  de  las  Audiencias  en  todos  'los  casos  en  que  éstos 
deban  conocer  de  recursos  interpuestos  contra  las  calificaciones 
que  hagan  los  Registradores  de  la  Propiedad  de  los  documentos 
presentados  al  Registro,  ya  sean  por  particulares,  ya  expedidos 
por  la  Autoridad  Judicial;  y  es  por  lo  tanto  incompetente  para 
anular  por  si  y  ante  sí,  asientocs  de  inscripción  del  propio  Re- 
gistro : 

Considerando:  respecto  a  la  casa  número  ciento  treinta  y 
tres  de  -la  calle  Rea/l  en  Regla,  que  si  bien  dicho  inmueble,  según 
informe  del  Registrador  de  fecha  diez  y  ocho  de  Septiembre  úl- 
timo, no  consta  inscripto  con  el  mismo  número  en  los  Libros  mo- 
dernos del  Registro,  y  si  en  los  antiguos,  ignorándose  el  número 
moderno  que  pueda  corresponderle,  también  es  cierto  que,  según 
el  mandamiento  librado  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  de 
Guanabacoa  en  seis  de  Abril  último,  la  referida  casa  número  cien- 
to treinta  y  tres,  conforme  á  certificación  del  Registro,  de  fecha 
treinta  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa,  aparece  inscripta 
á  nombre  de  doña  Belén  Azpeitia,  al  parecer  la  misma  deudora 
del  señor  Monje;  pero  como  hay  una  gran  disparidad  entre 
la  cabida  que  se  asigna  á  ese  inmueble  en  dicha  antigua  inscrip- 
ción y  la  que  se  fija  en  el  mencionado  mandamiento,  claro  es 
que  no  hay  por  ello  una  completa  identificación  del  objeto  y  no 
puede  por  tanto  llevarse  á  cabo  una  inscripción  que  por  su  na- 
turaleza ha  de  ser  clara  y  sin  que  dé  lugar  en  lo  absoluto  á  duda 
alguna  respecto  al  inmueble  de  qrie  se  trate : 

Considerando:  en  vista  de  todo  lo  expuesto,  que  es  de  esti- 
marse sin  lugar  el  recurso  interpuesto  por  don  Diego  Monje  y 
Monje,  contra  la  sentencia  confirmatoria  de  la  nota  puesta  por 
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«1  Registrador  de  la  Propiedad  de  Guanabaeoa  al  pie  del  man- 
damiento expedido  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  dicha 
villa : 

Vistos  los  artículos  noveno  y  vigésimo  de  la  Ley  Hipotecaria; 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  interpuesto,  confirmándose 
por  lo  tanto  la  nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  de  Guana- 
bacoa  puesta  al  pie  del  mandamiento  librado  el  seis  de  Abril 
último. 

Comuniqúese  lo  resuelto  por  medio  de  certificación  y  carta- 
orden  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  la  Habana  y  publíquese 
en  la  Gaceta  de  la  Habana, — El  Presidente,  Rafael  Gruz  Pérez. 
— ^Ante  mí,  Ldo.  Antonio  Mesa  y  Domínguez. 


Julia  Boullenger  y  Serrouse,  viuda  de  Ilzarbe,  por  sí  y 
COMO  madre  legítima  de  Julia  Ilzarbe  y  Boullenger,  con- 
tra D.  Braulio  y  D.  Nicolás  López  y  FerIndez  y  otros. 

Sentencia  núm.  37  (Diciembre  4  de  1900). 

Recursos  por  infracción  de  ley  y  doctrina  legal  interpuestos  por 
Rosalía  Jiménez,  Laureano,  Eugenio  y  Rosalía  Alvarez  de 
la  Campa,  Julia  Boullenger  viuda  de  Ilzarbe  y  Julia  Ilzar- 
be contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana 
en  7  de  Junio  de  1900. 

COBRO  DE  PESOS  DE  UNA  HIPOTECA  TÁCITA. 

Por  ministerio  de  la  Ley  13,  Titulo  23,  partida  5.a,  tie- 
nen los  menores  hipoteca  tácita  sobre  los  bienes  de  sn  cura- 
dor, sin  qne  &  esto  sea  obst&cnlo,  el  que  el  curador  sea  adju- 
dicatario de  todos  los  bienes  incluso  el  haber  de  sus  menores 
hijos. 

No  es  exacto  que  la  Ley  14»  Titulo  13,  de  la  partida  5.«,. 
solo  se  refiera  á  la  hipoteca  convencional,  pues  la  tácita  que 
pesaba  sobre  los  bienes  del  guardador,  por  ministerio  de  la 
ley,  como  garantía  de  los  de  los  menores  que  administraba, 
no  podía  ser  distinta  en  sus  efectos  de  las  otras  hipotecas, 
por  que  en  ese  caso  resultaría  ilusoria  la  garantía  dada  al 
menor. 

Si  bien  es  cierto  que  la  apreciación  de  la  Sala  relativa 
&  si  se  ha  hecho  6  no  excusión  en  los  bienes  de  un  cur?dor, 
puede  ser  legalmente  impugnada,  hay  que  tener  en  cuenta 
que  si  se  trata  de  error  de  derecho,  ha  de  hacerse  mención 
de  la  Ley  ó  disposición  reguladora  de  la  prueba  y  que  se 
haya  infringido  en  la  apreciación  de  ésta;  cuyo  precepto  no* 
queda  cumplido  al  mencionarse  la  Ley  14,  Titulo  13,  parti- 
da 5.a,  que  no  contiene  precepto  alguno  referente  al  valor  é 
importancia  de  los  medios  probatorios;  y  si  se  trata  de  error 
de  hecho,  es  preciso  que  se  sefiale  documento  6  acto  auténti- 
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co,  que  demuestre  evidentemente  tal  error:  cuja  pcecepto 
tampoco  se  cumple  presentando  nna  certificación  de  la  cual 
aparece,  que  el  carador  se  adjudicó  otros  bienes  á  más  de  los 
tácitamente  Mpotecados,  sin  que  aparesca  de  ella  qne  los 
conservaba  6  que  tuviese  otros  con  postexloxldad  á  la  ex- 
cusión. 

El  Articulo  361  de  la  Iioy  Hipotecaria  de  1870,  no  impo- 
ne á  los  que  tuvieren  á  su  favor  alguna  hipoteca  legal,  el  de- 
ber de  exigir  una  hipoteca  expresa,  ni  limita  á  ésta  su  dere- 
cho, sino  que  deja  á  su  voluntad  6  conveniencia  el  hacerlo» 
como  lo  Indica  la  locución  "podrán  exigir"  que  emplea. 

Cuando  se  trata  de  la  hipoteca  tádta,  cuya  validM  sa 
reclama  en  Juicio,  no  puede  invocarse  el  Articulo  13  de  la 
Ley  Hipotecaria  de  1880,  porque  en  ese  caso  no  se  trata 
de  documento  que  necesite  ese  requisito,  sino  del  gravamen 
oculto,  callado,  que  por  ministerio  de  la  Ley  pesa  sobre  los 
bienes  del  curador  á  favor  del  pupilo. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  cuatro  de  Diciembre  de  mi*] 
novecientos: 

En  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  en  el  Juz- 
gado de  Primera  Instancia  del  distrito  de  la  Catedral  y  ante  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  'la  Habana  por  doña  Julia 
Boullenger  y  Serrouse  viuda  de  Ilzarbe  por  sí  y  como  madre  le- 
^tima  de  doña  Julia  Ilzarbe  y  Boullenger,  contra  don  Braulio 
y  don  Nicolás  López  y  Fernández  y  doña  Rosalía  Jiménez  y  don 
Eugenio,  doña  Rosalía  y  don  Laureano  Aivarez  de  la  Campa  y 
Jiménez,  cuyas  profesiones  y  domicilios  no  constan,  en  cobro  de 
pesos;  juicio  que  pende  ante  este  Supremo  Tribunal  en  virtud 
de  los  recursos  de  casación  que  por  infracción  de  ley  y  doctrina 
legal  han  interpuesto :  primero,  el  Procurador  Esteban  de  la  Te- 
jera  a  nombre  de  doña  Rosalía  Jiménez  viuda  de  Aivarez  de  la 
Campa ;  segundo,  el  mismo  Procuradíw  á  nombre  de  don  Laurea- 
no, don  Eugenio  y  doña  Rosalía  Aivarez  de  la  Campa  y  Jiménez; 
y  tercero,  el  Procurador  Juan  Mayorga  á  nombre  de  doña  Julia 
Boulüenger  viuda  de  Ilzarbe  y  de  doña  Julia  Ilzarbe  de  Quintana ; 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  referida  Sala  de  lo  Civil  en 
siete  de  Junio  del  corriente  año : 

Resultando :  que  en  la  sentencia  recurrida  se  aceptan  los  de 
la  de  primera  instancia  entre  los  cuales  se  consignan  los  si- 
guientes : 

Kesultando:  que  el  Procurador  don  Juan  Valdés  Castillo 
con  poder  y  á  nombre  de  doña  Julia  Boullenger  viuda  de  Ilzar- 
be por  sí  y  como  legítima  representante  de  su  hija  menor  doña 
Julia  Ilzarbe  y  Boullenger  estableció  en  veinte  y  seis  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco  y  por  su  escrito  de  fojas  no- 
venta y  ocho  demanda  contra  don  Benito  López,  doña  Rosalía 
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Jiménez  y  Placeres,  y  doña  Laureana,  don  Eugenio,  doña  Sosa^ 
rio  y  don  Manuel  Alvarez  de  la  Campa  y  Jiménez,  como  poBee* 
dar  el  primero  de  la  casa  Cuba  cuarenta  y  cinco  y  los  segundo» 
de  la  casa  Virtudes  noventa  y  símete  para  que  con  el  importe  de 
dichas  casas  paguen.  ¿  sus  representadas  la  suma  de  ocho  mil 
doscientos  setenta  y  dos  cuarenta  y  tres  centavos  y  sus  intereses 
á  razón  del  seis  por  ciento  anual,  desde  el  diez  y  seis  de  Julio 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve  hasta  la  fecha  de  su  pago  y 
las  costas  fundando  dicha  demanda  en  «los  siguientes  hechos: 

Que  en  testamento  otorgado  en  esta  ciudad  en  quince  da 
Septiembre  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  seis  y  que  fué  pro- 
tocolado en  dos  de  Mayo  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  siete 
por  ante  el  Notario  Gaspar  ViUate  en  el  protocolo  que  hoy  se 
halla  a  cargo  de  don  José  Nicolás  Ortega,  eil  Teniente  de  Inf  an* 
teria  retirado  don  Pedro  María  Fernández  Barreiro  legó  seis 
mil  pesos  á  su  ahijado  don  Miguel  Ilzarbe  y  Cordero,  cuya  suma» 
debía  serle  entregada  a  su  mayor  edad,  siendo  entretanto  el  de- 
positario de  la.  misma  don  Miguel  Ilzarbe  y  Echevarría  padre  del 
legatario : 

Que  don  Miguel  Ilzarbe  y  Echevarría  f  adieció  en  la  ciudad 
de  Barcelona  en  siete  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  cinco  en  su  testamento  otorgado  en  ia  propia  capital  en  veinte 
y  tres  de  Septiembre  de  dicho  año  por  ante  el  Notario  don  Her- 
menegildo Martí  y  Ferrer  declaró  hallarse  legítimamente  casado 
con  doña  María  del  Carmen  Cordero,  de  cuyo  matrimonio  exis- 
tían los  hijos  que  enumera  entre  los  que  se'  hallaba  don  Miguel 
Ilzarbe  y  Cordero  esposo  que  fué  de  mi  representada  y  padre 
de  su  legítima  hija  doña  Julia;  en  el  indicado  testamento  des- 
pués de  legar  el  Sr.  Ilzs^be  y  Echevarría  á  su  esiposa  doña  Car* 
men  Cordero  el  quinto  de  sus  bienes  manifestó  que  en  atención 
á  que  don  Pedro  María  Fernández  Barreiro  padrino  de  su  hijo 
don  Miguel,  había  legado  a  éste  la  cantidad  de  seis  mii  duros 
en  el  testamento  que  otorgó  ante  don  Gaspar  Yillate  era  su  vo- 
luntad que  se  le  pagara  de  sus  bienes  en  la  forma  que  señalaba 
el  testador  por  haber  él  dispuesto  de  la  expresada  suma,  nombró 
á  su  esposa  doña  Carmen  tutora  y  en  su  caso  curadora  de  sus 
hijos  menores  de  edad  é  instituyó  herederos  suyos  universales  por 
iguales  partes  y  porciones  á  sus  siete  hijos: 

Que  en  la  fecha  del  fallecimiento  de  su  padre  alcanzaba  don 
Miguel  Ilzarbe  y  Cordero  la  edad  de  diez  y  seis  años,  pues  ha- 
bía nacido  el  primero  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  cuarenta 
y  nueve: 

Que  en  el  mes  de  Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete 
promovió  en  esta  ciudad  la  viuda  doña  Carmen  Cordero  el  juicio 
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4«stamentarío  de  ea  consorte  don  Miguel  Ilzarbe  y  Echevarría 
por  ante  el  Jaez  de  Primera  Instancia  del  distrito  de  la  Cate- 
dral, Eaeribanía  á  cargo  de  don  Agustín  Valerio  y  hoy  al  de 
don  Jesús  Rodrí^ez  en  méritoa  del  cual  y  en  providencia  de 
siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete,  ae  diseemii»  & 
doña  Carmen  Cordero  el  cai^o  de  curadora,  ad  bona  de  sus  me- 
nores hijos  entre  loa  cuales  se  haUaba  don  Miguel  T^zarbe  y  Cor- 
dero que  tenía  entonces  sólo  diez  y  siete  aBos  y  medio : 

Que  en  escrito  de  diez  y  siete  de  Fehrero  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  ocho  presentado  en  el  juicio  mortuorio  antes  aludido 
por  doña  Carmen  Cordero,  don  Casimiro  Tiiero,  como  apode- 
rado de  don  Manuel  Ilzarbe,  y  don  Manuel  Tijero  como  cura- 
dor especial  para  dicho  juicio  de  los  menores  hijos  de  don  Mi- 
truel  Ilzarbe  y  Echevarría,  se  propuso  un  plan  de  adjudieacióo 
de  los  bienes  dejados  por  este  señor  á  virtud  del  cual  la  viuda 
doña  Carmen  Cordero  se  adjudicaba  todos  esos  bienes  en  pago 
de  sas  parafernales,  del  quinto  que  le  legó  su  esposo  y  de  sn 
mitad  de  gananciales  obligándose  en  cambio  al  pago  de  las  deu- 
das pendientes  de  la  herencia  entre  las  cuales  se  enumeró  la  de 
seis  mil  pesos  á  favor  de  su  menor  hijo  y  curado  don  Miguel, 
procedente  del  legado  hecho  al  mismo  por  Fernández  Barreir» 
y  se  obligaba  también  al  reconocimiento  y  aseguración  de  las 
casas  ealle  de  Virtudes  número  noventa  y  siete  y  Manriqne  trein- 
ta y  tres  y  medio,  accesoria  de  la  anterior,  y  Cuba  número  cua- 
renta y  cinco,  de  lo  que  en  divisoria  correspondiera  á  los  here- 
deros, entendiéndose  que  en  las  propias  casas  aseguraba  los  seis 
mil  pesos  de  su  hijo  don  Miguel  Ilzarbe  y  que  pagaría  á  estos 
herederos  el  interés  de  un  seis  por  ciento  anual  cuando  no  es- 
tuviesen &  sn  abrigo,  pues  mientras  permanecieran  á  su  lado 
aplicaria  los  réditos  á  su  educación  y  alimentos : 

Que  ratificado  dicho  escrito  por  los  diversos  interesados  que 
lo  suscribieron  y  después  de  la  junta  y  publicaciones,  por  auto 
de  cinco  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho  se  aprobó 
la  propuesta  de  adjudicación  en  el  mismo  contenida,  condenan- 
do á  los  interesados  á  estar  y  pasar  por  ella  en  todo  tiempo  or- 
denándose la  entrega  de  autos  al  Contador  para  la  operación 
de  BU  cai^o: 

Que  en  trece  de  los  propios  mes  y  año,  adujo  el  Contador 
la  correspondiente  cuenta  de  división  y  partición  en  harmonía 
con  el  plan  de  adjudicación  aprobado  y  según  'la  misma  corres- 
pondió á  cada  uno  de  los  hijos  y  herederos  de  don  Miguel  Ilzarbe 
y  Echevarría  por  concepto  de  herencia  paterna,  la  suma  de  cua- 
tro mil  quinientos  cincuenta  y  dos  escudos,  ochocientas  setenta 
y  dos  milésimas,  ó  sean  dos  mil  doscientos  setenta  y  seis  pesos. 
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euatrocientas  treinta  y  seis  milésimas,  que  según  el  plan  antes 
manifestado  debía  pagar  á  los  herederos  en  su  oportunidal  Ja 
viuda  doña  Carmen  y  además  la  suma  de  seis  mil  pesos  á  su 
hijo  don  Miguel: 

Que  la  anterior  cuenta  fué  aprobada  por  auto  le  once  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho : 

Que  no  consta  en  los  aludidos  autos  testamentarios  que  doña 
Carmen  otorgara  á  favor  de  sus  menores  hijos,  cuya  cúratela 
ejercía,  la  aseguración  á  que  se  hal-laba  obligada  de  manera  que 
permaneció  en  pie  la  hipoteca  tácita  legal  sobre  los  bienes  de 
la  madre  como  curadora  de  aquéllos : 

Que  don  Miguel  Ilzarbe  y  Cordero  contrajo  matrimonio 
con  su  representada  doña  Julia  BouUenger  en  la  ciudad  de  Bar- 
celona en  diez  y  seis  de  Julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve 
y  si  bien  desde  ese  momento  debió  doña  Carmen  Cordero  en 
cumplimiento  de  la  obligación  contraída  entregar  á  su  hijo  don 
Miguel  cuando  menos  el  rédito  del  seis  por  ciento  sobre  la  suma 
de  dos  mil  doscientos  setenta  y  seis  pesos  cuarenta  y  tres  cen- 
tavos de  su  herencia  paterna  y  sobre  la  de  seis  mil  pesos  de  su 
crédito  por  razón  del  legado  de  Barreiro  ya  que  desde  entonces 
cesaba  de  vivir  á  su  abrigo,  nada  absolutamente  le  entregó,  es 
decir,  ni  dichos  intereses,  ni  el  capital  que  hubiera  podido  tam- 
bién recibir  don  Miguel,  toda  vez  que  contaba  ya  más  de  diez 
y  ocho  años,  edad  en  que  la  ley  faculta  al*  menor  casado  para 
la  administración  de  sus  bienes : 

Que  don  Miguel  Ilzarbe  y  Cordero,  falleció  en  Barcelona 
en  treinta  de  Abril  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco,  conforme 
lo  justifíca  su  partida  de  defunción,  habiendo  tenido  de  su  ma- 
trimonio con  su  representada  una  hija  única  que  aún  vive  lla- 
mada doña  Julia : 

Que  el  señor  Ilzarbe  y  Cordero  y  sin  tener  ni  haber  tenido 
otra  hija  que  la  indicada  en  el  hecho  anterior  según  lo  acredita 
cumplidamente  el  expediente  que  promovió  al  efecto  su  repre- 
sentada por  e^l  señor  Juez  de  Primera  Instancia  del  distrito  del 
Pino,  en  la  ciudad  de  Barcelona,  Escribanía  á  cargo  de  don 
Pablo  Milá  de  la  Roca,  en  cuya  Notaría  se  realizó  la  protocola- 
ción  del  indicado  expediente  que  fué  aprobado  por  el  señor 
Juez  por  auto  de  veinte  y  cuatro  de  Agosto  de  mil  ochocientos 
setenta  y  cinco  siendo  por  lo  tanto  doña  Julia  Ilzarbe  y  Bou- 
Uanger  en  el  concepto  de  hija  única  y  universal  heredera, 
justiñcándose  también  en  el  mismo  el  concepto  de  viuda  pobre 
de  mi  representada: 

Que  los  bienes  dejados  por  dicho  señor  se  reducen  á  los  cré- 
ditos contra  doña  Carmen  Cordero  viuda  de  Ilzarbe  por  la  suma 
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de  doB  mil  doscientos  setenta  y  seis  pesos  cuarenta  y  tres  oentar 
vos  y  seis  mil  pesos,  ambas  en  oro»  procedentes  respectivamente 
de  su  herencia  paterna  y  del  legado  hecho,  á  su  favor  por  ¥er^ 
nández  Barreiro,  cuyas  sumas  entraron  en  poder  de  la  curadora 
doña  Carmen  bajo  las  condiciones  de  pago  antes  manifestadas 
y  además  el  interés  á  razón  del  seis  por  ciento  anual  estipulado 
de  ambas  cantidades  desde  el  diez  y  seis  de  Julio  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  nueve  en  que  contrajo  matrimonio  don  Miguel 
lizarbe  y  Cordero  y  cesó  de  hallarse  al  abrigo  materno,  toda 
vee  que  ni  antes  ni  después  de  la  muerte  de  dicho  señor  entrego 
doña  Carmen  Cordero  cantidad  alguna  por  cuenta  del  capital 
ni  de  'los  intereses,  á  pesar  de  las  continuas  y  vivas  gestiones  de 
don  Miguel  primero  y  de  su  representante  después : 

Que  la  inutilidad  de  las  gestiones  á  que  se  refiere  el  heeho 
anterior  y  la  completa  miseria  de  su  representada  y  de  su  hija 
fueron  causa  de  que  la  referida  señora  por  sí  y  como  legítima 
representante  á  virtud  de  la  *ley  de  patria  potestad  vigente  en 
la  Península,  en  la  fecha  en  que  se  trata  de  su  hija  impúber 
doña  Julia  llzarbe  y  BouUenger  dedujera  con  todos  los  anteee^ 
dentes  necesarios  demanda  en  vía  ordinaria  contra  doña  Carmen 
Cordero  en  reclamación  de  las  cantidades  y  sus.  intereses  de*- 
terminados  en  el  hecho  que  precede : 

Dicha  demanda  que  obra  por  copia  certrñcada>  de  fojas  doce 
á  la  veinte  vuelta  se  presentó  y  tramitó  ante  el  señor  Juez  de 
Primera  Instancia  del  distrito  del  Monserrate; 

Que  llenados  los  trámites  del  juicio  ordinario  aludido  con 
fecha  veinte  y  siete  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  ochenta  j 
dos,  dictó  el  señor  Juez  sentencia  declarando  con  lugar  la  de* 
manda  interpuesta  por  doña  Julia  BouUanger  viuda  de  llzarbe 
por  si  y  como  ilegítima  representante  de  su  hija  doña  JusLia  ll- 
zarbe y  BouUanger  contra  doña  María  del  Carmen  Cordero  á 
quien  debía  condenar  y  condenaba  á  que  en  el  término  de  ter« 
cero  día  dé  y  pague  á  la  actora  la  suma  de  ocho  mil  doscientos 
setenta  y  seis  pesos  cuarenta  y  tres  centavos  en  oro,  con  más 
sus  intereses  á  razón  del  seis  por  ciento  anual  desde  el  diez  y  seis 
de  Julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  nueve  y  al  íntegro  pago  de 
las  costas : 

Que  ejecutoriada  la  anterior  sentencia  se  trató  de  su  cum* 
plimiento  en  la  vía  de  apremio  dictándose  da  orden  de  fojas 
ochenta  y  cuatro  vuelta  para  el  embargo  de  bienes  de  doña  Car^ 
men  Cordero: 

Esa  orden  aparece  diligenciada  a  fojas  ochenta  y  cinco. 

De  la  diligencia  resulta  que  'la  referida  señora  manifestó 
que  carecía  de  dinero  y  de  bienes  de  toda  clase  y  que  por  desig^ 
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nación  del  Procurador  de  su  representada  sobre  el  particular 
se  embargaron  las  casas  sitas  en  esta  ciudad  en  la  calle  de  las 
Virtudes  número  noventa  y  siete  con  su  accesoria  de  la  calle 
de  Manrique  número  setenta  y  tres  y  medio,  y  en  la  caflle  de 
Cuba  número  cuarenta  y  cinco : 

Que  por  auto  de  nueve  de  Enero  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  tres  se  dispuso  librar  el  correspondiente  mandamiento  por  du- 
plicado al  señor  Registrador  de  la  Propiedad  para  la  anotación 
preventiva  del  embargo  de  las  casas  antes  mencionadas  que  eran 
las  mismas  que  se  adjudicó  doña  Carmen  en  el  juicio  mortuorio 
de  su  consorte  y  sobre  las  cuales  se  había  obligado  á  constituir 
hipoteca  en  garantía  del  crédito  y  del  haber  paterno  de  don  Mi- 
guel Hierbe  y  Cordero  y  de  sus  intereses: 

Librado  dicho  mandan^iento  ail  Begistro  se  suspendió  la 
anortación  dispuesta  por  <las  razones  que  aparecen  á  fojas  ochenta 
y  siete  entre  las  cuales  se  consignaron  las  de  estar  inscriptas  las 
casas  sitas  en  Virtudes,  noventa  y  siete  y  Cuba  cuarenta  y  cinco 
á  nombre  de  personas  distintas  de  la  señora  Coraero  y  no  apa- 
recer inscripta  la  situada  en  la  caüe  de  Manrique  número  se- 
tenta y  tres  y  medio  la  cuafl  sólo  es  una  accesoria  de  la  de  Vir- 
tudes noventa  y  siete : 

Qiie  á  instancia  de  su  representada  se  ofició  al  señor  Re- 
gistrador para  que  informara  quienes  eran  los  que  aparecían 
en  el  Registro  como  dueños  de  las  casas  situadas  en  el  número 
noventa  y  siete  de  la  calle  de  las  Virtudes  y  en  el  cuarenta  y 
cinco  de  la  de  Cuba  número  cuarenta  y  cinco  y  en  catorce  de 
Mayo  de  mi'l  ochocientos  ochenta  y  tres  informó  el  Registrador 
que  la  primera  de  dichas  casas  con  sus  dos  accesorias  constaba 
inscripta  á  nombre  de  doña  Rosalía  Jiménez  y  Placeres,  doña 
Laureana,  don  Eugenio,  doña  Rosario  y  doña  Manuela  Alvarez 
de  la  Campa  y  Jiménez;  y  la  segunda  á  nombre  de  don  Benito 
López;  y  que  á  pesar  de  las  gestiones  realizadas  para  encontrar 
bienes  a  doña  Carmen  Cordero  sobre  los  cuales  pudiera  hacerse 
efectiva  la  sentencia,  no  ha  sido  poible  hallarlos  por  carecer 
de  efUos  de  manera  que  la  sentencia  no  ha  podido  cumplimen- 
tarse en  ninguna  de  sus  partes : 

Resultando:  que  con  la  demanda  acompañó  el  Procurador 
Castillo  el  testimonio  de  poder  que  ocupa  el  folio  primero,  la 
sustitución  del  mismo  que  se  hal'la  á  fojas  siete  y  la  certificación 
que  ocupa  los  folios  ocho  á  noventa  y  siete  y  de  la  que  constan 
ios  particulares  relacionados  en  la  demanda: 

Resultando:  que  admitida  la  demanda  fojas  ciento  doce  se 
confirió  de  ella  traslado  a  los  demandados,  se  dispuso  la  anota- 
ción preventiva  de  la  misma  según  lo  solicitado  en  el  primero 
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y  segundo  otrorf  y  se  confirió  instrucción  á  los  demandados  á 
los  efectos  del  artículo  ciento  noventa  y  siete  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento por  utilizar  la  demandante  el  beneficio  de  pobreza 
qne  le  fué  concedido  en  pleito  con  doña  Carmen  Cordero : 

Resultando :  que  por  providencia  de  fojas  ciento  veinte  se 
dispuso  se  acomodara  en  su  tramitación  á  la  antigua  ley  de  En- 
juiciamiento Civil  : 

Resultando:  que  la  representación  actora  por  su  escrito  de 
fojas  ciento  treinta  y  cinco,  rectifica  su  demanda  pidiendo  que 
ail  traslado  de  la  misma  se  entienda  con  don  Niealás  y  don  Brau- 
lio López  y  Fernández  como  dueños  de  la  casa  Cuba  cuarenta  y 
cinco  y  con  doña  Rosalía  Jiménez  y  Placeres,  doña  Laureana, 
don  Eugenio,  doña  Rosalía  y  don  José  de  Jesús  Alvarez  de  la 
Campa  y  Jiménez  dueños  de  la  casa  Virtudes  noventa  y  siete 
y  sus  accesorias  á  cuya  solicitud  se  accedió  por  providencia  de 
fojas  ciento  treinta  y  oohó  vuelta: 

Resultando:  que  don  Nicolás  y  don  Braulio  López  y  Fer- 
nández fueron  emplazados  por  medio  de  edictos,  fojas  ciento 
cincuenta  y  seis  y  los  demás  demandados  personalmente,  fojas 
ciento  sesenta  y  tres  y  ciento  sesenta  y  cuatro : 

Resultando :  que  el  Procurador  don  Antonio  Arjona  por  su 
escrito  de  fojas  ciento  cincuenta  y  nueve  con  el  que  acompaña 
el  testimonio  de  poder  de  fojas  ciento  cincuenta  y  siete  se  per- 
sonó en  los  autos  á  nombre  de  don  Braulio  y  don  Nicolás  López 
y  Fernández,  teniéndosele  por  parte : 

Resultando :  que  el  Procurador  don  Pascual  Rodríguez  por 
su  escrito  del  folio  ciento  sesenta  y  nueve  con  el  que  acompañó 
el  testimonio  de  poder  de  fojas  ciento  sesenta  y  cinco  se  per- 
sonó en  los  autos  á  nombre  de  doña  Rosalía  y  doña  Laureana 
Alvarez  de  la  Campa  y  Jiménez  teniéndosele  por  parte: 

Resultando:  que  á  instancia  del  Procurador  don  Pascual 
Rodríguez  y  por  providencia  de  fojas  ciento  ochenta  y  seis  vuel- 
ta se  previno  al  Procurador  don  Juan  Valdés  Castillo  promo- 
viera la  correspondiente  demanda  de  defensa  por  pobre : 

Resultando:  que  por  providencia  de  fojas  ciento  ochenta  y 
nueve  se  tuvo  por  parte  al  Procurador  don  Juan  Marti  á  nombre 
de  don  Braulio  y  don  Nicolás  López  y  Fernández,  y  en  susti- 
tución de  don  Antonio  Arjona : 

Resultando:  que  el  Procurador  Castillo  por  su  escrito  de 
fojas  ciento  noventa  y  uno,  á  nombre  de  doña  Julia  Boullanger 
por  sí  y  como  representante  de  su  hija  doña  Julia  Ilzarbe,  esta- 
bleció demanda  de  defensa  por  pobre  de  la  que  se  separó  el  Pro- 
curador Federico  de  Castro  que  se  personó  en  los  autos,  fojas 
doscientas  veinte  y  cuatro  á  nombre  de  Julia  Boullanger  y  de 
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Sixto  Quintana  como  marido  «legitimo  representante  de  Julia 
Ilzarbe  acompañando  los  testimonios  de  poder  y  sustitución  de 
fojas  ciento  noventa  y  siete  y  ciento  noventa  y  nueve,  así  como 
el  reintegro  del  papel  de  pobre  usado  por  su  representada: 

Resultando:  que  por  providencia  de  fojas  doscientas  veinte 
y  seis  se  tuvo  por  parte  al  Procurador  Castro  en  nombre  de 
quienes  comparece  teniéndose  por  providencia  de  fojas  doscien- 
tas veinte  y  nueve  por  acusada  la  rebeldía  á  doña  Rosalía  Jimé- 
nez como  heredera  de  su  hijo  don  Jesiis  Alvarez  de  la  Campa, 
por  contestada  la  demanda  á  su  perjuicio  con  ese  carácter,  orde- 
nándose á  la  vez  se  entreguen  los  autos  á  los  demás  demandados 
por  término  de  nueve  días  para  que  contestara  la  demanda : 

Resultando :  que  el  Procurador  don  Juan  Martí  por  su  es- 
crito de  fojas  doscientas  cincuenta  y  una  contesta  la  demanda 
pidiendo  sea  desestimada  en  cuanto  á  la  casa  Cuba  cuarenta  y 
cinco  declarándose  que  los  poseedores  de  ésta  no  están  obligsi- 
dos  aA  pago  de  lo  que  se  les  reclama  y  que  se  levante  la  anota- 
ción preventiva  en  cuanto  á  dicha  casa  y  se  condene  en  costas 
á  la  parte  actora  fundando  su  contestación  en  los  siguientes 
hechos: 

Que  la  casa  calle  de  Cuba  número  cuarenta  y  cinco  perte- 
neció á  doña  Carmen  Cordero  como  bienes  parafernales  de  la 
misma  por  virtud  de  haberla  heredado  de  su  padre  don  José 
Antonio  Cordero,  según  consta  en  la  testamentaría  del  mismo : 

Que  sobre  la  expresada  casa,  se  encuentran  impuestos  mil 
trescientos  setenta  y  cinco  pesos  á  favor  de  la  capellanía  de  don 
Juan  Muñoz,  cuatrocientos  doce  pesos  cincuenta  centavos  de 
otra  d-e  don  Jerónimo  Pérez  y  doscientos  sesenta  y  un  pesos  de 
la  que  mandó  fundar  don  Roque  Martín  de  Ledesma  y  todas 
ellas  con  un  rédito  de  un  cinco  por  ciento  anual : 

Que  la  referida  casa,  doña  Carmen  Cordero  como  dueña 
única  de  la  misma  y  con  la  licencia  é  intervención  de  su  primer 
consorte  don  Miguel  Ilzarbe  y  Echevarría  la  hipotecó  primero 
por  la  cantidad  de  diez  y  seis  mil  ochocientos  treinta  y  cinco 
pesos  á  favor  de  don  Manuel  Aguirre  y  Alentado  por  préstamo 
que  éste  le  hizo  para  satisfacer  á  don  Cándido  Francisco  Ruiz 
padre  legítimo  de  la  menor  doña  Amelia  Emelina,  la  suma  de 
trece  mil  setecientos  veinte  y  seis  pesos,  tres  reales,  que  le  co- 
rrespondieron por  herencia  de  su  abuelo  materno  don  José  An- 
tonio Cordero  y  abonar  las  costas  de  aru  testamentaría : 

Que  don  Miguel  Ilzarbe  y  Echevarría  en  su  testamento  nom- 
bró á  su  referida  consorte  doña  Carmen  Cordero  no  sólo  cura- 
dora ad  bona  de  sus  menores  hijos  sino  albacea  testamentaria : 

Que  antes  de  entrar  dicha  señora  en  él  desempeño  de  su 
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cargo  de  curadora  ad  bona  de  siis  hijos,  y  por  virtud  de  ser  la 
casa  calle  de  Cuba  número  cuarenta  y  cinco  de  la  propiedad  por 
formar  parte  de  su  paraferna,  la  hipotecó  por  segunda  vez  á 
favor  de  doña  Matilde  Lee  de  Guerrero  por  la  cantidad  de  trece 
mil  trescientos  treinta  y  tres  escudos,  trescientas  cuarenta  milé- 
simas 6  sean  seis  mil  seiscientos  sesenta  y  seis  pesos  sesenta  y 
seis  centavos: 

Que  la  hipoteca  que  contituyó  el  año  de  mil  ochocientos  cin- 
cuenta y  seis  á  favor  de  don  Manuel  Aguirre  y  Alentado  quedó 
reducida  ¿  la  cantidad  de  siete  mii  pesos,  la  que  con  licencia 
é  intervención  de  su  primer  consorte  se  obligó  á  pagar  con  el 
interés  de  un  doce  por  ciento  anual  á  doña  Rosalía  Jiménez  de 
l^etit,  por  virtud  de  la  cesión  que  de  dicho  resto  de  ese  crédito 
le  hizo  don  Manuel  Calvo,  á  quien  cedió  primero  el  crédito  de 
los  diez  y  seis  mil  ochocientos  treinta  y  cinco  pesos  don  Manuel 
Aguirre  y  Alentado : 

Que  doña  Matilde  Lee  de  Guerrero  con  la  'líoenoia  de  ftu 
esposo,  cedió  el  crédito  ó  hipoteca  que  á  su  favor  le  tenia  cons- 
tituida en  la  referida  casa  Cuba  cuarenta  y  cinco  doña  Carmen 
Cordero  por  la  cantidad  de  trece  mil  trescientos  treinta  y  tres 
escudos  trescientas  cuarenta  milésimas  á  los  señores  don  Benito 
López  y  Fernández  y  don  Jerónimo  Menéndez  y  cuya  cesión  les 
hizo  por  la  mismci  cantidad,  que  constituia  la  hipoteca: 

Que  los  expresados  señores  por  virtud  de  la  cesión  del  cré- 
dito hipotecario  que  le  hizo  doña  María  Lee  de  Guerrem  queda^ 
ron  convertidos  en  dueños  de>l  mismo  y  con  derecho  á  exigirles 
á  doña  Carmen  Cordero  por  acción  real  hipotecaria  su  pago : 

Que  doña  Carmen  Cordero  tanto  cuando  fué  nombrada  ca- 
radora ad  bona  de  sus  hijos  como  cuando  se  le  discernió  el  cai^, 
re^a  ya  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  por  lo  que  la  hipoteca 
tácita  que  invocan  los  demandantes  no  ha  existido  por  haberla 
derogado  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  por  razón  de 
tutela  ó  curaduría : 

Que  la  hipoteca  que  ofreció  en  el  plan  de  adjudicación  cons- 
tituir doña  Carmen  Cordero  en  las  casas  de  Virtudes  noventa 
y  siete,  Manrique  treinta  y  tres  y  medio  y  Cuba  cuarenta  y  cin- 
co para  garantizar  la  legítima  paterna  de  sus  hijos  y  el  legado 
de  seis  mil  pesos  á  uno  de  ellos  no  «la  llevó  á  efecto,  como  tam- 
poco le  fué  exigido  su  cumplimiento  por  el  curador  especial  don 
Manuel  Tijero: 

Que  según  resu'lta  la  cuenta  de  división,  partición  y  adjudi- 
cación de  bienes  doña  Carmen  Cordero  se  adjudicó  otras  mSa, 
además  de  las  casas  en  que  ofreció  constituir  la  dicha  garantía 
i  favor  de  sus  hijos  y  legatario : 
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'Que  don  Bexiito  Lóp^z  y  Fernández  y  ^n  Jerónimo  Me- 
«éndez  c(mi|>rar(ni  í  doña  Oarmen  Cordero  la  casa  e»lle  Cuba 
v6mero  cuarenta  y  <sineo  en  precio  de  diez  y  seis  mil  doscientos 
«ostro  pesoB,  la^einta  y  tres  centavos : 

Que  doña  Carmen  Cordero  convino  con  los  compradores  de 
la  referida  casa  en  que  del  precio  porque  se  verificaba  la  venta 
«e  rebajase  el  importe  de  fas  capellanías  que  se  dejan  relatadas 
y  que  el  precio  líquido  que  resultaba  ascendente  á  la  cantidad 
de  catorce  mil  ciento  cuarenta  y  cinco  pesos  ochenta  y  tres  cen- 
tavos quedase  en  poder  de  ellos  para  satisfacer  las  responsabi- 
Üdades  que  además  de  esas  capellanías  afectaban  á  ese  inmueble ; 
que  los  compradores  señores  López  y  Menéndez  se  cobraron  de 
ese  precio  los  trece  mil  trescientos  treinta  y  tres  escudos  tres- 
«íeirtas  cuarenta  milésimas  que  la  vendedora  les  adeudaba  con 
la  hipoteca,  en  la  casa  vendida  por  virtud  de  la  cesión  que  doña 
•Matilde  Lee  de  Ghierrero  les  -hizo : 

Que  dejaron  aserrados  en  la  casa  comprada  los  seis  mil 
•<fBÍfnientos  pesos  que  la  vendedora  con  hipoteca  constituida  en 
fci  misma  adeudaba  á  los  menores  hijos  de  doña  Rosalía  Per- 
n&ñéezi 

4Jae  ^1  precio  retante  fué  destinado  segfisn  üo  convenido  en 
'la  escritura  de  compra-venta  al  pago  de  ciento  setenta  y  ocho 
?)eBOB  diez  y  siete  centavos  que  la  vendedora  adeudaba  por  ré- 
ditos de  las  eapellanías  que  reconoce  la  casa  ya  mencionada; 
ciento  un  apeaos  por  cánones  que  también  se  adeudaban  por  la 
{¿urna  de  agua  que  disfrutaba  y  setecientos  pesos  que  convino 
la  vendedora  con  los  compradores  que  quedasen  en  poder  de  és- 
tos para  responder  de  los  fondos  del  acueducto  de  Femando 
Séptimo  por  dicha  pluma  de  agua : 

Que  sobre  la  expresada  casa  á  más  de  las  responsabilidades 
deferidas  en  los  ^hechos  anteriores  existía  otra  á  favor  de  don 
Manuel  Aguirre  de  novecientos  cuarenta  y  cinco  pesos  que  los 
compradores  satisficieron  al  expresado  don  Manuel  Aguirre  vi- 
niendo por  lo  tanto  los  señores  López  y  Menéndez  por  virtud  del 
pago  de  esa  hipoteca  á  dar  mayor  precio  por  la  compra  de  la  caaa 
Cuba  cuarenta  y  cinoo  que  el  que  expresa  la  escritura  de  adqui- 
sición : 

Que  don  Benito  López  y  Fernández  y  don  Gerónimo  Me- 
néndez disolvieron  la  comunidad  que  en  dicha  casa  tenían  que- 
dando eomo  único  dueño  don  Benito  López  y  Fernández  por 
cuya  muerte  la  heredaron  sus  hermanos  don  Braulio  y  don  Ni- 
-eolás  estando  inscripta  á  su  nombre  en  él  Registro  de  la  Pro- 
piedad: 

Que  el  importe  de  'la  compra-venta  de  la  casa  Cuba  eua- 
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renta  y  cinco  se  destinó  á  cubrir  las  responsabilidades  de  la  mis- 
ma finca  de  las  cuales  algunas  de  ellas  pesaban  sobre  dicha  finca 
antes  que  doña  Carmen  Cordero  ofreciera  constituir  la  asegura- 
ción á  que  se  contrae  el  plan  de  adjudicación  y  entrase  en  el 
desempeño  de  la  cúratela  de  sus  menores  hijos : 

Que  los  demandantes  trataron  de  que  los  actuales  poseedo- 
res de  -las  casas  Cuba  cuarenta  y  cinco,  Virtudes  noventa  y  siete 
y  Manrique  treinta  y  tres  y  medio,  les  constituyesen  hipoteca  ex- 
presa para  poder  exigirle  lo  que  hoy  pretenden  sin  existir  hi- 
poteca alguna : 

Que  sus  representados  no  están  obligados  á  pago  alguno  de 
lo  que  se  reclama  porque  sobre  dicha  casa  no  pesa  responsabili- 
dad alguna; 

RestUtando:  que  con  ese  escrito  acompañó  el  Procurador 
Marti  el  testimonio  de  escritura  que  ocupa  el  folio  doscientos 
cuarenta  y  cinco  otorgado  en  Barcelona  en  seis  de  Agosto  de 
mil  ochocientos  setenta  y  tres  y  por  la  que  doña  Carmen  Cordero 
vendió  á  don  Benito  López  y  á  don  Jerónimo  Menéndez  la  casa 
Cuba  cuarenta  y  cinco  manifestando  el  Procurador  Marti  en  el 
primer  otrosí  de  su  escrito  de  contestación  que  no  acompaña  los 
demás  documentos  por  no  tenerlos  á  su  disposición,  designando 
los  archivos  en  que  se  encuentran : 

Resultando:  que  el  Procurador  don  Pascual  Rodríguez  por 
su  escrito  de  fojas  trescientas  seis  contesta  la  demanda  ne^tn- 
dola  y  alegando  las  excepciones  de  cosa  juzgada  y  falta  de  per- 
sonalidad pidiendo  se  declare  sin  lugar  con  las  costas  á  cargo 
de  la  demandante,  fundando  su  contestación  en  los  hechos  si- 
guientes : 

Que  el  legado  hecho  por  don  Pedro  Fernández  Barreiro  á  su 
ahijado  don  Miguel  Iilzarbe  y  Cordero  no  fué  un  legado  puro  sino 
con  determinación  y  por  otra  parte  condicional  pues  el  testador 
dispuso  que  los  seis  mil  pesos  se  sacaran  del  metálico  que  pudiera 
corresponderle  á  la  hora  de  su  fallecimiento : 

Que  don  Miguel  Ilzarbe  y  Cordero  fué  heredero  de  don  Mi- 
guel Ilzarbe  y  Echevarría  no  renunciando  á  la  herencia  y  lejos 
de  eso  la  aceptó  adoptando  acuerdo  entre  la  viuda  é  hijos  del 
mencionado  Ilzarbe  y  Echevarría: 

Que  á  consecuencia  de  esa  testamentaría  se  convino  en  que 
la  señora  doña  Carmen  Cordero  se  adjudicara  como  se  adjudicó 
todos  los  bienes  obligándose  á  pagar  á  sus  hijos  lo  que  legiti- 
mámente  alcanzasen: 

Que  doña  Julia  BouUanger  como  madre  y  representante  le- 
gitima de  doña  Julia  Ilzarbe  y  BouUanger  demandó  á  doña  Car- 
men Cordero  para  que  le  pagara  los  seis  mil  pesos  que  por  el 
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concepto  de  legado  correspondían  á  su  padre  don  Migud  Ilzarbe 
y  Cordero  y  además  el  importe  de  la  legítima  paterna : 

Qu€  ninguna  de  las  demandantes  es  la  menor  á  cuyo  favor 
reconocía  la  antigua  Ley  hipoteca  tácita  sobre  los  bienes  del  cu- 
rador, sino  que  ese  menor  lo  fué  el  consorte  y  padre  respectiva- 
mente don  Miguel  Ilzarbe  y  Cordero,  intentando  dicha  actora  re- 
clamar : 

Primero.  La  conversión  de  una  hipoteca  general  tácita  en 
una  especial  limitada  y  expresa,  reclamando  luego  el  supuesto 
importe  de  lo  que  dicen  adeudárseles  en  concepto  de  causaha- 
bientes  de  don  Miguel  Ilzarbe  y  «Cordero : 

iQue  la  actual  dueña  de  la  casa  Virtudes  noventa  y  siete  no 
es  la  curadora  sujeta  al  pago  de  da  obligación  que  se  exige  sino 
que  es  la  causahabiente  de  un  tercero  que  se  adjudicó  la  finca 
sin  otro  gravamen  que  uno  á  favor  de  la  Real  Casa  de  Mater- 
nidad: 

Que  á  doña  Carmen  Cordero  no  se  le  entregó  cantidad  al- 
guna en  concepto  de  bienes  de  sus  hijos  sujetos  á  su  administra- 
ción como  curadora : 

Que  ía  obligación  de  la  Cordero  fué  un  contrato  completa- 
mente nuevo  y  ajeno  á  los  primitivos  términos  del  asunto  en  el 
que  no  intervino  ninguna  tercera  persona : 

Que  doña  Carmen  Cordero  se  comprometió  á  constituir  una 
hipoteca  expresa  sobre  las  dichas  casas  Virtudes  noventa  y  siete 
y  Cuba  cuarenta  y  cinco  cuya  estipulación  y  compromiso  no 
realizó : 

Que  las  demandantes  intentaron  que  los  actuales  dueños  de 
esas  casas  les  constituyeran  una  hipoteca  expresa  por  la  suma 
de  ocho  mil  doscientos  setenta  y  seis  pesos  cuarenta  y  tres  cen- 
tavos, cuya  pretensión  se  declaró  sin  lugar  por  el  señor  Juez 
de  Primera  Instancia  de  Monserrate  fundándose  para  ello  prin- 
cipalmente en  que  los  poseedores  de  las  casas  no  eran  los  que 
venían  obligados  á  la  conversión  que  se  intentaba : 

Que  la  casa  Virtudes  noventa  y  siete  la  adquirió  don  Euge- 
nio Alvarez  de  la  Campa  de  don  Antonio  Gutiérrez  Ramos  sin 
otro  gravamen  que  el  de  la  Real  Casa  de  Maternidad : 

Que  su  representada  se  la  adjudicó  á  consecuencia  del  fa- 
llecimiento de  su  esposo : 

ResiUtando :  que  el  referido  Procurador  Rodríguez  en  su  es- 
crito de  contestación  acompañó  los  documentos  siguientes:  el 
testimonio  de  fojas  doscientas  ochenta  que  lo  es  de  la  escritura 
otorgada  en  dos  de  Agosto  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres  por 
don  Juan  Bautista  González  como  apoderado  de  don  Antonio 
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Gutiérrez  Ramos  á  íñvov  de  don  Eugenio  A?ltarez  de  la  Campa 
y  por  la  que  él  primero  vendió  al  segundo  la  casa  Virtudes  no- 
venta y  siete  con  sus  dos  accesorias,  dando  frente  éstas  por  la 
calle  de  Manrique:  el  testimonio  de  fojas  doscientas  ochenta  y 
tres  que  lo  es  de  la  escritura  otorgada  en  veinte  y  seis  de  Junio 
de  mil  ochooienix)s  setenta  y  uno  y  por  la  que  don  Migjuél  Ti- 
jero  como  apoderado  de  doña  Carmen  Cordero  de  Navas  y 
don  Antonio  Gutiérrez  Ramos  convienen  sobre  prórroga  del  tér- 
mino que  para  retrocomprar  la  casa  Virtudes  noventa  y  siete  te- 
nia dado  la  señora  Cordero:  y  el  testimonio  que  oóupa  el  folio 
doscientos  ochenta  y  ocho  que  lo  es  de  varios  documentos  y  ac- 
tuaciones de  las  diligencias  promovidas  por  don  Antonio  Gutié- 
rrez Ramos  solicitando  la  caducidad  del  derecho  de  retrotraer  la 
referida  casa  Virtudes  noventa  y  siete :     . 

Resultando:  que  conferido  traslado  en  réplica  al  actor  lo 
evacúa  por  su  escrito  de  fojas  trescientas  veinte  solicitando  que 
&Q,  definitiva  se  falle  el  pleito  conforme  lo  tiene  pedido  en  su 
demanda  y  reproduciendo  los  hechos  de  la  misma  los  adiciona 
en  los  siguientes: 

Que  doña  Carmen  Cordero  adquirió  la  casa  eaile  de  Cuba 
cuarenta  y  cinco  por  adjudicación  en  la  testamentaría  de  su 
primer  consorte  don  Miguel  Ilzarbe  quien  la  había  adquirido 
de  don  Francisco  Javier  Aruola  en  veinte  y  tres  de  Abril  de 
mil  ochocientos  treinta: 

<Jue  nada  entorpece  el  derecho  que  pretendan  hacer  aquí 
efectivo  sus  representadas  las  circunstancias  de  que  existan 
censos  6  capellanías  sobre  las  casas  Cuba  cuarenta  y  cinco : 

Que  la  hipoteca  sobre  la  referida  casa  constituida  á  favor 
de  don  Manuel  Aguirre  no  existía  en  la  época  del  fallecimien- 
to de  don  Miguel  Ilzarbe : 

Que  en  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta  y  siete, 
discernió  á  doña  Carmen  Cordero  el  cargo  de  curadora  ad  bona 
de  sus  menores  hijos  y  entre  ellos  de  don  Miguel  Ilzart)e  y  Cor- 
dero y  que  sea  cual  fuere  la  aplicación  que  hubiese  dado  don 
Miguel  Ilzarbe  y  Echevarría  á  los  seis  mil  pesos  que  á  su  ahi- 
jado don  Miguel  Ilzarbe  y  Cordero  hizo  don  Pedro  María  Fer- 
nández Barreiro,  es  lo  cierto  que  aquél  en  su  testamento  reco- 
noció adeudar  aquella  suma: 

Que  en  la  cuenta  de  división,  liquidación  y  adjudicación 
de  los  bienes  de  don  Miguel  Ilzarbe  y  Echevarría  se  hizo  figu- 
rar la  citada  suma  de  seis  mil  pesos  como  débito ^de  la  herencia: 

Que  la  viuda  de  Ilzarbe  y  Echevarría  al  adjudicarse  to- 
dos los  bienes  hereditarios  se  adjudicó  las  especies  oportunas 
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equivalientes  á  los  débitos  de  la  herencia  entre  los  que  apare- 
cen el  indicado  de  seis  mil  pesos : 

Que  precisamente  por  lo  mismo  que  los  terceros  poseedo- 
res de  las  cafias  tácitamente  sujetas  á  la  hipoteca  de  don  Mi- 
guel Ilzarbe  y  Cordero,  no  fueron  parte  en  el  juicio  seguido 
contra  doña  Carmen  Cordero  es  por  lo  que  seguí  contra  ellos 
el  actual : 

Que  por  lo  mismo  que  se  constituyó  sobre  las  casas  la  hi- 
poteca expresa  estipulada  es  por  lo  que  continuó  pesando  sobre 
ellas  la  hipoteca  tácita  nacida  sobre  todos  los  bienes  de  la  cu- 
radora desde  el  momento  en  que  entró  en  el  ejercicio  de  su  cargo : 

Que  aun  en  el  terr^io  moral  no  podían  alegar  ignorancia 
los  compradores,  pues  á  la  vista  tenían  los  <MÍgenes  de  la  pro- 
piedad de  doña  Carmen:  y  que  precisamente  por  lo  mismo  que 
no  fué  posible  á  sus  poderdantes  obtener  la  conversión  en  ex- 
presa de  la  hipoteca  tácita,  es  por  lo  que  han  entablado  este 
juicio : 

Resultando:  que  conferido  traslado  en  duplica  á  los  de- 
mandados lo  evacúa  el  Procurador  Martí  reproduciendo  los 
hechos  de  su  contestación  solicitando  se  falle  el  pleito  en  los 
términos  pedidos  y  adiciona  aquellos  hechos  con  los  siguientes: 

Que  don  Benito  López  y  Fernández  por  escritura  de  cua- 
tro de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres  otorgada  ante 
don  Joaquín  Abenza  en  su  carácter  de  único  dueño  de  la  casa 
Cuba  cuarenta  y  cinco  canceló  el  resto  de  la  hipoteca  constitui- 
da á  favor  de  don  Manuel  Aguirre;  y  que  de  esta  eancelación 
se  tomó  razón  en  el  Registro  de  la  Propiedad  del  folio  ciento 
sesenta  y  tres  del  tomo  cuarenta  y  siete  de  este  Ayuntamiento 
en  dos  de  Julio  del  mismo  año : 

Resultando:  que  el  Procurador  Rodríguez  por  su  escrito 
de  fojas  trescientas  treinta  y  ocho  pide  se  falle  el  pleito  en  los 
términos  que  tiene  solicitado,  reproduce  los  hechos  de  su  con- 
testación y  los  adiciona  con  los  siguientes : 

Que  el  plan  de  adjudicación  de  bienes  quedados  al  falleci- 
miento de  D.  Miguel  Ilzarbe  y  Echevarría  fué  aprobado  por  auto 
de  einco  de  Octubre  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho : 

Que  nueve  días  antes  doña  Carmen  Cordero  que  venía 
siendo  dueña  de  la  casa  Virtudes  noventa  y  siete  la  vendió 
eon  pacto  de  retro  a  don  Antonio  Gutiérrez  Ramos  ante  ei  No- 
tario don  José  Nicolás  de  Ortega;  y  que  los  bienes  de  doña  Car- 
men Cordero  no  han  sido  verdaderamente  excutidos : 

Resultando:  que  por  providencia  de  fojas  trescientas  cua- 
i«fnta  y  nueve  se  abrió  el  juicio  á  prueba  por  término  de  cin- 
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cuenta  días  comunes  á  las  partes  entregándoles  á  éstas  los  au- 
tos por  seis  días  para  proponer : 

Resultando:  que  los  Procuradores  don  José  Bamón  Bivas 
y  don  Abraham  Barreal  han  sido  tenidos  por  partes  en  este  jui- 
cio, el  primero  á  nombre  de  doña  Bosalia  Jiménez  y  el  segundo 
en  el  de  don  Sixto  Quintana  como  marido  y  legítimo  represen- 
tante de  doña  Julia  Ilzarbe  y  Bouilanger: 

Resultando:  que  practicadas  las  pruebas  propuestas  por 
las  partes  dictó  sentencia  el  Juez  de  Primera  Instancia  del  dis- 
trito de  la  Catedral  en  treinta  de  Junio  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  seis  declarando  sin  lugar  las  excepciones  alegadas  por 
los  demandados  y  en  su  consecuencia  con  lugar  la  presente  de- 
manda condenando  á  don  Braulio  y  don  Nicolás  López  y  Fer- 
nández y  á  doña  Bosalia  Jiménez  viuda  de  Alvarez  de  la  Cam- 
pa y  compartes  á  que  con  el  valor  de  las  casas  calle  de  Cuba 
número  cuarenta  y  cinco  y  Virtudes  noventa  y  siete  con  su 
accesoria  paguen  dentro  de  tercero  día  á  las  demandantes  la 
suma  de  ocho  mil  doscientos  setenta  y  seis  pesos,  sus  intereses 
al  seis  por  ciento  desde  diez  y  seis  de  Junio  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  nueve  sin  hacer  especial  condenación  de  costas,  fallo 
que  confirmó  la  Sala  de  lo  Oivil  de  la  Audiencia  de  la  Habana 
menos  en  cuanto  á  la  condena  en  los  intereses,  extremo  que  revo- 
ca la  referida  Sala: 

Resultando:  que  el  Procurador  Esteban  de  la  Tejera  a 
nombre  de  doña  Bosalia  Jiménez,  viuda  de  Alvarez  de  la  Cam- 
pa, interpuso  contra  esta  sentencia  recurso  de  casación  por  in- 
fracción de  ley  y  doctrina  legal  autorizado  por  los  números 
primero,  quinto  y  séptimo  defl  artículo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  citando  como  infringidos 
la  Ley  veinte  y  tres.  Título  trece,  Partida  quinta,  que  establece 
la  hipoteca  legal : 

Primero.  Se  ha  infringido  por  la  Sala  sentenciadora  al  con- 
denar á  la  actual  dueña  de  la  casa  Virtudes  noventa  y  siete, 
doña  Bosalia  Jiménez  viuda  de  Alvarez  de  la  Campa  al  pago 
del  importe  de  la  hipoteca  tácita  que  se  dice  gravar  la  mencio- 
nada casa,  ascendente  á  la  expresada  cantidad  de  pesos  ocho  mil 
doscientos  sesenta  y  seis,  cuarenta  y  tres  centavos  oro,  la  Ley 
veinte  y  tres,  Título  trece,  Partida  quinta  que  establece  la  hi- 
j)oteca  legal  á  favor  de  los  menores  en  los  bienes  de  sus  guar- 
dadores desde  efl  día  en  que  empiecen  á  usar  de  la  guarda  hasta 
que  rindan  la  cuenta  de  su  gestión: 

En  el  caso  de  autos,  la  curadora  doña  Carmen  Cordero 
jamás  administró  bienes  de  sus  menores  hijos  entre  los  que  s** 
encontraba  don  Miguel  Ilzarbe  y  Cordero  esposo  y  padre  res- 
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pectivamente  de  las  demandantes:  admitió  primero  ó  sea  hasta 
que  se  adjudicó  todos  los  bienes  de  «la  testamentaria  de  su  es- 
poso don  Miguel  Ilzarbe  y  Echevarría,  los  expresados  bienes 
en  concepto  de  albacea  de  su  mencionado  esposo;  y  después 
admitió  los  suyos  propios  toda  vez  que  se  adjudicó  la  totalidad 
de  los  bienes  de  aquél;  reconociendo  el  haber  de  sus  hijos  con- 
forme al  plan  de  adjudicación  presentado  en  la  testamentaría 
de  Ilzarbe  Echevarría  que  fué  aprobado  en  cinco  de  Octubre 
de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho,  siéndolo  la  cuenta  divisoria 
en  once  de  Noviembre  de  dicho  año  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  ocho.  Se  ha  hecho  pues  en  el  fa'Uo  indebida  aplicación  de 
esta  Ley,  caso  de  casación  primero  del  artículo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil : 

Segundo.  Se  ha  infringido  en  la  sentencia  recurrida  la  Ley 
catorce,  Título  trece  de  la  Partida  quinta  que  declara  el  de- 
recho que  produce  la  cosa  dada  a  peños  la  que  como  su  lectura 
evidencia,  se  refiere  á  la  hipoteca  convencional  Al  condenar  la 
Sala  de  Audiencia  al  tercer  poseedor  de  un  inmueble  á  virtud 
de  una  hipoteca  general  tácita  por  curaduría  por  haber  perte- 
necido aquél  al  curador — no  en  mérito  de  una  hipoteca  conven- 
cional— ^le  da  un  efecto  extensivo  á  dicha  Ley  cometiendo  igual 
infracción  á  la  mencionada  en  el  número  primero  del  recurso. 
Es  indiscutible  que  la  hipoteca  general  tácita  surtía  efecto 
contra  el  adquiren-te  del  inmueble  que  perteneció  al  obligado 
por  aquélla.  En  efecto,  me  voy  á  permitir  copiar  un  párrafo 
de  la  exposición  de  motivos  de  la  Ley  Hipotecaria  que  evidencia 
•lo  expuesto;  dice  así:  ** Consecuencia  lógica  del  sistema  de  pu- 
blicidad de  las  hipotecas,  es  que  desaparezcan  de  nuestro  de- 
recho las  generales:  ''La  especialidad,  pues,  de  la  hipoteca  es 
el  complemento  de  su  publicidad."  **Aún  sin  esta  considera- 
ción que  en  el  sistema  adoptado  es  decisiva,  no  hubiera  dejado 
la  Comisión  de  suprimir  las  hipotecas  generales,  porque  su  mis- 
ma extensión  las  hace  ilusorias.  Por  lo  mismo  que  comprenden 
todos  los  bienes  presentes  y  futuros  del  deudor,  éste  tiene  que 
quedar  en  libertad  de  enajenarlos  y  si  lo  hace  en  todos  desapa- 
rece la  garantía  sin  que  haya  derecho  á  reclamar  contra  el  com- 
prador viniendo  así  á  ser  nulo  en  realidad  el  derecho  en  la  cosa; 
porque  hipoteca  que  no  sigue  á  la  finca  cualquiera  que  sea  su 
poseedor,  no  merece  llamarse  hipoteca.''  Edición  oficial  de  la 
Ley  Hipotecaria  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno,  página  doce : 
Tercero.  Se  ha  infringido  también  en  la  sentencia  bajo  otro 
concepto,  la  expresada  Ley  catorce.  Título  trece.  Partida  quin- 
ta, que  establece  la  excusión  de  los  bienes  de^l  deudor  antes  de 
poder  dirigirse  el  acreedor  contra  tercer  poseedor.    Se  refiere 
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como  hornos  visto,  á  la  hipoteca  convencional,  no  olvidemos 
esto.  Aún  en  el  caso  de  que  el  menor  pudiera  dirigirse  oontra  el 
tercer  poseedor  de  la  cosa  que  perteneció  á  su  curador,  en  ocm- 
cepto  de  existir  una  hipoteca  tácita  sobre  la  misma,  ya  que 
se  aplica  la  Ley  citada,  habría  qne  hacerlo  en  todos  sus  ex- 
tremos ;  y  en  el  de  autos  no  ha  existido  excusión  por  no  poderse 
tomar  como  tal  >la  ligera  certificación  extendida  por  el  Escri- 
bano don  Zacarías  Brezmes,  que  consta  al  final  de  la  eertifica- 
ción  acompañada  por  la  actora  con  su  demanda,  en  la  que  ni 
siquiera  se  expresan  las  diligencias  practicadas  en  busca  de 
bienes  de  la  curadora  señora  Cordero;  y  por  el  contrario  de 
ese  mismo  documento  consta  que  dicha  señora  Cordero  se  adju- 
dicó el  ingerido  ''San  José  de  Veitia''  en  crédito  contra  el  jPei 
rrocarril  de  Cárdenas,  existiendo  en  la  testamentaría  de  Ilzarbe 
Echevarría  bienes  proindivi^s^  como  un  crédito  respecto  del 
ingenio  ''Tartesio".  ¿Por  qué  no  se  han  dirigido  los  deman- 
dantes contra  esos  bienes!...  4 Puede  decirse  que  ha  existido 
verdadera  excusión  en  los  bienes  de  la  curadora!  De  ningún 
modo.  Ál  actor  le  incumbe  probar  su  acción.  Se  ha  cometido 
error  de  hecho  y  de  derecho  al  estimar  excutidos  los  bienes  de 
la  curadora  señora  Cordero,  el  que  resulta  de  documentos  y 
autos  auténticos  que  demuestran  la  equivocación  evidente  del 
juzgador  con  infracción  de  la  Ley  citada,  caso  de  casación  pre- 
visto en  el  número  séptimo  del  articulo  mil  seiscientos  noventa 
de  la  Ley  de  Enjuieiamiento  Civil  Ese  error  consta  de  la 
certificación  presentada  por  la  actora  con  su  demanda  en  la  que 
inserta  el  plan  de  adjudicación  de  bienes  correspondientes  á  la 
testamentaría  de  don  Miguel  Ilzarbe  y  Echevarría: 

Cuarto.  Se  ha,  infringido  asimismo  en  el  fsdlo  recurrido  el 
artículo  trescientos  sesenta  y  uno  en  sus  dos  incisos  de  la  Ley 
Hipotecaria  de  diez  y  seis  de  Mayo  de  mil  ochocientos  setenta 
y  nueve  vigente  en  esta  Isla  cuando  se  estableció  el  presente 
pleito,  ó  sea  en  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cinco.  Di« 
cho  artículo  establece  que  los  que  á  su  publicación  tuvieran  al- 
guna hipoteca  legal  de  las  no  exceptuadas  en  el  articulo  tres- 
cientos sesenta  y  ocho,  podían  exigir  dentro  defl  término  de  doa 
años  que  la  persona  obligada  le  constituyera  é  inscribiera  ana 
hipoteca  especial  suficiente  para  responder  del  importe  de  la 
obligación  asegurada  por  la  primera,  debiendo  correr  ese  tér- 
mino desde  el  día  en  que  comenzara  a  regir  la  Ley.  El  expre- 
sado término  fué  prorrogado  hasta  que  se  fijó  definitivamente  en 
el  artículo  primero,  transitorio  de  la  Ley  Hipotecaria  de  mU  ocho- 
cientos novaita  y  tres  el  plazo  de  un  año  como  prórroga  final  que 
venció  en  veinte  y  n<ueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  nov^ita  y 
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cuatro  para  hacer  la  conversión.  Ese  era  el  único  derecho  que 
huhiera  tenido  respecto  á  la  curadora  el  menor  cuyas  acciones 
viene  ejercitando  hoy  su  hija  la  reclamante.  Al  condenar  la 
Sala  de  Audiencia  como  obligado  al  tercer  poseedor  dueño  del 
ipmueble,  cuando  no  ha  existido  conversión  de  hipoteca  respecto 
á  la  curadora  y  se  den£gó  por  ejecutoria  de  esta  Audiencia  fe- 
cha veinte  y  siete  de  Agosto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro, 
ha  infringido  dicho  articulo  trescientos  sesenta  y  uno  de  la  Ley 
Hipotecaria  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve  en  sus  dos  inci* 
sos;  caso  de  casación  primero  del  articulo  mil  seiscientos  nvoenta 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil : 

Quinto.  Tan  neces^aria  era  la  conversión  de  la  hipoteca  tá- 
cita en  expresa,  aún  suponiendo  obligado  al  tercer  poseedor  para 
gestionar  en  juicio,  que  el  inciso  primero  del  artículo  trece  de  la 
Ley  Hipotecaria  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve  que  también 
ha  sido  infringido  por  la  Sala  de  Audiencia  en  su  fallo,  establece 
que  desde  que  comience  á  regir  esa  Ley — primero  de  Mayo  dd 
mil  ochocientos  ochenta— no  se  admita  en  los  Juzgados  ningÚD 
documento  ó  escritura  de  que  no  se  haya  tomado  razón  en  el 
Registro  de  la  Propiedad  que  se  refieran  á  dereehps  sujetos  ^ 
inscripción  según  la  misma  Ley,  si  el  objeto  de  la  presentación 
fuera  hacer  efectivo  en  perjuicio  de  tercero  el  derecho  que  debió 
ser  inscripto.  En  e^l  caso  de  autos  al  presentar  los  reclamantes 
los  documentos  en  que  fundan  la  existencia  de  una  hipoteca  tá- 
cita, sin  haber  practicado  la  conversión  de  hipoteca  é  inscrip* 
ción  correspondiente,  pudiendo  efectuarse  esto  en  bienes  de  ter- 
cero, lo  que  negamos,  y  al  ser  estimados  esos  documentos  por  la 
Sala  sentenciadora,  ha  cometido,  como  hemos  dicho,  la  infra<^ 
ción  del  párrafo  primero  del  artículo  trece  de  la  Ley  Hipote- 
caria de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve ;  error  de  derecho  á  que 
se  contrae  el  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos  no- 
venta de  la  Ley  Procesal : . 

Sexto.  En  consonancia  con  lo  expuesto  en  los  motivos  cuarto 
y  quinto  de  este  recurso,  el  Tribunal  Supremo  español  ha  esta- 
blecido en  varias  sentencias,  entre  ellas  la  de  nueve  de  Febrero 
de  mü  ochocientos  ochenta  y  cuatro  que  era  necesaria  la  toma 
de  razón  en  el  Registro  del  derecho  que  debió  ser  inscripto,  si 
el  objeto  de  la  presentación  fué  ejercitar  en  perjuicio  de  otro 
ese  derecho.  En  el  caso  resuelto  por  el  Supremo  en  dicha  sen- 
tencia se  desestimó  el  recurso  establecido  por  el  tercerista  que 
aducía  á  su  favor  la  existencia  de  una  hipoteca  tácita  con  refac- 
ción y  el  que  no  anotó  preventivamente  su  derecho  como  pudo 
hacerlo  conforme  al  artículo  cuatrocientos  tres  de  la  Ley  Hipo- 
tecaria de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve;  igual  precepto  se 
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contiene  en  el  articulo  trescientos  setenta  y  seis  respecto  al  re- 
f  accionista — y  como  la  demandante  hubiera  podido  hacerlo  á  tenor 
del  trescientos  sesenta  y  uno,  caso  de  estimarse  obligado  el  ter- 
cero, lo  que  volvemos  á  negar,  existiendo  por  lo  tanto  análoga 
entre  ambos  casos,  el  resuelto  por  el  Supremo  de  España  y  el 
nuestro,  sin  que  le  aprovecharan  al  mencionado  tercerista  la  cita 
de  varías  leyes  de  la  partida  tercera  ni  otros  preceptos  legales 
relativos  á  la  retroactividad  de  las  leyes  que  adujo  como  viola- 
dos. Véase  la  sentencia  de  veinte  y  uno  de  Febrero  de  mil 
ochocientos  setenta.  Dicha  doctrina  legal  ha  sido  infringida  en 
^1  fallo  recurrido  por  las  consideraciones  expuestas  en  el  ante- 
rior número  de  este  recurso  autorizado  por  el  primero  del  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil: 

'Séptimo.  Ha  sido  infringida  también  en  la  sentencia  la 
doctrina  legal  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  de  £¡spaña 
relativa  á  que  desde  la  publicación  de  la  Ley  Hipotecaria  cesa- 
ron todas  las  hipotecas  de  carácter  general,  concediéndose  única- 
mente á  los  que  la  tenían  el  derecho  de  exigir  la  constitución 
de  una  hipoteca  especial  suficiente  para  garantir  su  derecho,  sin 
que  se  puedan  estimar  violadas  las  leyes  de  Partida  que  las  esta- 
blecían, las  que  están  subordinadas  á  la  Ley  Hipotecaria. — 
sentencias  de  veinte  y  tres  de  Diciembre  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  cinco,  quince  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  sie- 
te, once  de  Febrero  y  cuatro  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta 
y  cuatro.  Al  no  tener  en  consideración  al  fallar  la  Sala  de  Audien- 
cia esa  doctrina,  y  por  el  contraírio  condenar  á  la  señora  viuda  de 
Alvarez  de  la  Campa,  actual  dueña  de  la  casa  Virtudes  noventa  y 
siete  y  su  accesoria  Manrique  treinta  y  tres  y  medio,  por  razón 
de  una  hipoteca  tácita  que  se  estima  la  grava  por  la  cúratela 
que  ejerció  doña  Carmen  Cordero  respecto  á  su  hijo  don  Miguel 
Ilzarbe,  padre  de  la  reclamante  doña  Julia  Ilzarbe,  la  ha  in- 
fringido abiertamente  (Número  primero  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil) : 

Octavo.  El  faUo  dictado  es  contrario  á  la  cosa  juzgada,  ha- 
biéndose alegado  esta  excepción  en  el  juicio.  En  efecto  doña 
Julia  Boullanger  por  sí  y  en  representación  de  su  hija  Doña 
Julia  Ilzarbe  y  Boullanger  pretendió  en  mil  ochocientos  ochenta 
y  tres  que  los  actuales  poseedores  de  las  casas  Virtudes  noventa 
y  siete  y  Cuba  cuarenta  y  cinco,  convirtieran  la  hipoteca  tá- 
cita que  suponía  tener  en  las  mismas,  en  expresa;  y  el  extin- 
guido Juzgado  de  Monserrate  desestimó  su  pretensión  por  auto 
de  doce  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  tres,  siendo 
declarada  sin  lugar  la  reposición  que  estableció  por  resolución 
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de  quince  de  dicho  mes  y  año  y  confirmada  la  resolución  del 
Juzgado  por  sentencia  de  esta  Sala  de  veinte  y  siete  de  Agosto 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro  la  que  quedó  firme  por  no 
haberse  establecido  recurso  alguno  contra  la  misma.  Hay  ex- 
cepción de  cosa  juzgada  ó  de  pleito  acabado  siempre  que  la 
nueva  demanda  versa  sobre  la  misma  cosa,  procede  de  idéntica 
causa,  se  agita  entre  las  mismas  partes  y  se  dirige  al  propio 
objeto  y  fin ;  así  como  cuando  la  causa  y  razón  de  pedir  fueron 
y  son  las  mismas  en  uno  y  otro  caso..  Sentencias  del  Tribunal 
Supremo  españal  de  seis  de  Octubre  y  treinta  d€  Noviembre  de 
mil  ochocientos  cincuenta  y  siete.  En  el  caso  sometido  á  la  re- 
solución de  la  Sala  concurren  todas  estas  circunstancias  y  al  no 
apreciar  la  Sala  la  excepción  de  cosa  juzgada  alegada  oportuna- 
mente ha  infringido  la  doctrina  legal  que  emana  de  estas  sen- 
tencias, asi  como  la  Ley  trece,  Título  veinte  y  dos  de  la  Partida 
tercera  que  trata  de  la  misma;  caso  de  casación  comprendido 
en  el  número  cinco  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil : 

Noveno.  Alegué  oportunamente  que  el  legado  de  seis  mil 
pesos  que  en  su  testamento  dejó  don  Pedro  María  Fernández 
Barreiro  á  su  ahijado  don  Miguel  Ilzarbe  y  Cordero  y  que  for- 
man parte  de  los  ocho  mil  doscientos  setenta  y  seis  pesos  cua- 
renta y  tres  centavos,  que  manda  pagar  la  sentencia,  no  era  un 
legado  puro,  sino  con  determinación,  puesto  que  dado  el  conte- 
nido de  la  cláusula  del  testamento  en  que  se  constituyó,  tenía 
que  tomarse  del  efectivo  ó  numerario  que  existiera  á  la  muer- 
te de  Fernández  Barreiro,  de  modo  que  no  habiéndose  pro- 
bado dicha  existencia  de  efectivo  al  fallecimiento  de  éste  y  no 
obstante,  al  ordenar  la  sentencia  su  pago,  ha  infringido  la 
Ley  diez  y  ocho,  Título  noveno  de  la  Partida  sexta ;  caso  de  ca- 
sación primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil : 

Décimo.  Por  el  mismo  concepto  ha  infringido  la  Sala  la 
voluntad  del  testador  Fernández  Barreiro,  quien  dispuso  que 
el  padre  del  legatario  don  Miguel  Ilzarbe  y  Cordero  ó  sea  don 
Miguel  Ilzarbe  y  Echevarría  dispusiese  del  importe  del  mismo, 
lo  que  aconteció  por  lo  que  dice  en  su  testamento — caso  de  es- 
timarse la  existencia  del  efectivo,  al  ordenar  la  Sala  su  pago 
ha  infringido  la  Ley  quinta.  Título  treinta  y  tres  de  la  Partida 
séptima  y  doctrinas  consignadas  en  sentencias  del  Tribunal  Su- 
premo de  diez  y  seis  de  Junio  de  mil  ochocientos  cincuenta  y 
ocho  y  diez  y  seis  de  Enero  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres, 
relativas  al  modo  como  deben  entenderse  las  palabras  del  tes- 
tador teniendo  fuerza  de  Ley  la  voluntad  del  mismo : 
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Décimoprimero.  En  el  escrito  de  coDtestaciósL  de  mi  parte 
se  alegó  por  los  reclamantes  no  eran  el  menor  ¿  que  aludía  la 
Ley  de  Partidas,  sino  la  esposa  é  hija  respectivamente  del  mis* 
mo,  y  jamad  se  reconoció  por  mi  dicha  parte  eíl  carácter  de  he- 
rederos que  se  atribuyen.  ¿Cómo  suponer  ese  carácter  si  para 
justificarlo  han  acompañado  con  su  demanda  certificación  de  xuxa 
información  para  perpetim  memoriaf  Estas  no  perjudican  & 
terceros  según  el  artículo  mil  trescientos  cincuenta  y  nueve,  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  de  mil  ochocientos  cincuenta 
y  ocho  que  regía  cuando  se  practicó  la  mencionada,  y  el  Tri- 
bunal Supremo  español  le  ha  negado  esa  eficacia,  sin  ir  más. 
lejos  en  sentencia  de  veinte  y  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  cuatro  en  la  que  no  tuvo  por  acreditada  la  existencia 
de  una  dote,  que  se  trató  de  justificar  por  ese  medio.  Al  tomar- 
se en  cuenta  el  resultado  de  ei^a  información  ad  perpetúan,  prac- 
ticada en  mil  ochocientos  setenta  y  cineo,  en  que  los  abinteatato» 
tenían  una  tramitación  especial,  debiendo  hacerse  la  declarato- 
ria de  herederos  cumpliendo  lo  dispuesto  en  los  artículos  tres- 
cientos sesenta  y  ocho  y  siguientes  de  'la  Ley  de  Enjuiciamiento 
Civil  citada,  se  ha  Infringido  el  artículo  mil  trescientos  cin- 
cuenta y  nueve  de  la  misma  y  la  doctrina  que  conforme  ¿  él 
ha  establecido  el  Tribunal  Supremo  español,  expresiva  de  que 
no  perjudican  á  tercero : 

Resultando:  que  el  mismo  Procurador  Tejera  á  nombre  de 
doña  Laureana,  don  Eugenio  y  doña  Rosalía  Alvarez  de  la 
Campa  y  Jiménez  interpuso  también  recurso  de  cajución  por 
infracción  de  Ley  y  doctrina  legal  contra  la  expresada  senten- 
cia, autorizado  por  el  número  primero  del  articulo  mil  seiscien- 
tos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  citando  como 
infringidos: 

Primero.  La  ley  veinte  y  tres,  Título  trece,  Partida  quinta 
que  establece  la  hipoteca  legal  á  favor  de  loe  menores  en  los 
bienes  de  sus  guardadores  desde  el  día  en  que  comiencen  á  usar 
de  la  guarda  hasta  que  rindan  cuenta  de  su  administración. 
Como  ni  doña  Laureana,  ni  don  Eugenio,  ni  doña  Rosalía  Al- 
varez de  la  Campa  y  Jiménez  han  sido  curadores  de  don  Miguel 
Ilzarbe,  al  condenarlos  la  sentencia  recurrida  ha  infringido  esa 
Ley,  por  indebida  aplicación  de  la  misma  en  ciiyo  concepto  se 
ha  cometido  la  infracción : 

Segundo.  La  Ley  catorce,  Título  trece,  Partida  quinta,  qpe 
declara  el  derecho  que  produce  la  cosa  dada  á  peñosL  Toda  vez 
que  ni  doña  Laureana,  ni  don  Eugenio,  ni  doña  Rosalía  son 
dueños  de  la  casa  que  se  estima  gravada^  las  casas  Virtudes 
noventa  y  siete  con  su  accesoria  Manrique  treinta  y  tres  y  me- 
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dio  y  Cuba  euarenta  y  cinco,  al  condenarlos  la  Sala  de  Audien- 
cia, como  si  fuesen  poseedores  de  las  mismas — en  cuyo  caso  tam- 
pooQ  estarían  obligados — ^a  virtud  de  una  hipoteca  tácita  por 
curaduría,  hace  indebida  aplicación  de  dicha  Ley,  en  cuyo  con- 
cepto la  ha  infringido : 

Resultando :  que  el  Procurador  Juan  Mayorga  á  nombre  de 
doña  Julia  BouUanger  viuda  de  Ilzarbe  y  de  doña  Julia  Ilzarbe 
de  Quintana  también  interpuso  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  Ley  y  de  doctrina  legal  contra  la  referida  sentencia,  en 
la  parte  relativa  á  los  intereses  reclamados,  autorizado  por  el 
párrafo  primero  áél  articulo  mil  seiscientos  ochenta  y  siete — 
párrafo  inicial  del  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho — ^número  pri- 
mero del  mil  seiscientos  ochenta  y  nueve  y  números  primero  y 
seg^undo  del  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento^ 
Civil  citando  como  infringidos: 

A-  Las  Leyes  veinte  y  tres  y  veinte  y  seis.  Título  trece, 
Partida  quinta  y  doctrina  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia 
contenida  en  la  sentencia  de  once  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  cuatro.  A  tenor  de  dichas  leyes  y  doctrinas, 
los  bienes  de  los  cardadores  se  hallan  hipotecados  á  favor  de  los 
menc^es  para  garantía  de  todas  las  responsabilidades  que  por  vir- 
tud de  la  guarda  se  hU'bieran  cont«*aido.  Entre  dichas  responsabi- 
lidades se  encuentra,  en  el  caso  de  autos,  la  del  pago  de  intereses 
desde  el  momento  en  que  cesara  la  tute'la,  por  haberse  así  consig- 
nado expresamente.  Y  al  eliminar  la  Sala  sentenciadora  tales  in- 
tereses de  la  garantía  que  ofrece  la  hipoteca  tácita  sobre  los  bie* 
nes  inmuebles  que  fueron  de  la  guardadora  doña  Carmen  Ooide- 
ro,  infringe  las  «leyes  y  doctrina  comprendidas  en  este  apartado  r 

B.  La  Ley  quinta,  Título  diez  y  seis.  Partida  sexta.  La 
madre  viuda  y  guardadora  según  esta  Ley  pierde  la  guarda  de 
sus  hijos  al  pasar  á  segundo  matrimonio  sin  que  por  ello  cese 
la  hipoteca  tácita  sobre  sus  bienes  sino  que  por  el  contrario  se 
extiende  á  los  de  su  marido  según  la  Ley  veinte  y  seis,  Título 
trece.  Partida  quinta.  Desde  el  momento  en  que  cesaba  doña 
Carmen  de  ser  guardadora  de  su  hijo  don  Miguel  Ilzarbe  y 
Cordero,  debía  según  lo  estipulado  abonarle  el  interés  convenido 
sobre  su  capital,  cuya  obligación  se  hallaba  garantizada  con  la 
hipoteca  tácita  sobre  las  casas  Cuba  cuarenta  y  cinco  y  Virtudes 
noventa  y  siete  con  sus  accesorias  de  Manrique  número  treinta 
y  tres,  cuyas  ñucas  fueron  vendidas  por  doña  Carmen  después 
de  su  segundo  matrimonio.  Luego  si  se  establece  la  doctrina  de 
que  la  hipoteca  por  razón  de  los  intereses  no  pudo  nac^  sin 
que  ellas  se  debieran,  es  evidente  que  nació  aquélla  con  el  se- 
gundo matrimonio  de  doña  Carmen;  y  las  fincas  antes  mencio- 
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nadas  cuando  salieron  de  su  poder  después  del  segundo  matri- 
monio, salieron  ya  con  esa  hipoteca  por  razón  de  intereses,  que 
debía  subsistir  hasta  la  devolución  del  capital  que  los  devenga. 
Y  la  Sala  sentenciadora  al  no  estimarlo  así,  infringe  la  doctrina 
aludida,  que  descansa  en  el  precepto  de  la  Ley  que-  sirve  de 
base  á  este  apartado,  eomo  queda  también  infringida  bajo  este 
aspecto  la  Ley  veinte  y  seis,  Título  trece,  de  la  Partida  quinta: 

Resultando:  que  admitidos  estos  recursos  por  la  Sala  de  lo 
Civil  y  elevado  á  este  Supremo  Tribunal  después  de  personarse 
en  tiempo  y  forma  las  partes,  el  Procurador  Tejera  &  nombre 
de  doña  Bosalía  Jiménez  viuda  de  Alvarez  de  la  Campa,  solicitó 
ampliar  los  motivos  con  el  siguiente : 

**La  Sala  sentenciadora  ha  infringido  en  el  fallo  recurrido 
la  regla  treinta  y  dos  del  Título  treinta  y  cuatro  de  la  Parti- 
da séptima,  expresiva  de  que  la  cosa  juzgada  debe  tenerse  por 
verdad.  Al  sentenciar  la  Sala  de  Audiencia,  prescindiendo 
del  fallo  dictado  por  la  misma  en  veinte  y  siete  de  Agosto  de  mil 
ochocientos  ochenta  y  cuatro,  que  negó  la  conversión  en  expresa 
de  la  supuesta  hipoteca  tácita  que  se  reclamaba  y  á  que  se  contrae 
este  juicio,  no  estimando  la  excepción  de  cosa  juzgada,  oportuna- 
mente alegada,  ni  violada  la  regla  citada.  Sirva  este  motivo  de 
complemento  al  octavo  del  recurso  de  esta  parte,  autorizados  am- 
bos por  el  número  quinto  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil";  el  cual  le  fué  admitido": 

Resultando:  que  señalado  el  día  siete  de  Noviembre  pasado 
para  que  tuviera  efecto  la  vista  de  este  recurso  se  celebró  con 
asistencia  de  los  Abogados  de  las  partes  sosteniendo  sus  re- 
cursos. , 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Várela  Jado: 

Considerando:  en  cuanto  al  primer  motivo  del  recurso  in- 
terpuesto por  el  Procurador  Tejera  á  nombre  de  doña  Rosalía 
Jiménez,  viuda  de  Alvarez  de  la  Campa,  que  el  hecho  alegado 
por  el  recurrente  de  no  haber  doña  Carmen  Cordero,  caradora 
de  sus  menores  hijos,  administrado  los  bienes  de  éstos,  no  es 
fundamento  para  añrmar  como  lo  hace  el  referido  recuixente 
que  pQr  esa  razón  se  ha  infringido  por  la  Sala  la  Ley  trece. 
Título  veinte  y  tres,. Partida  quinta,  pues  aparte  de  no  ser  a3^ 
misible  que  habiendo  sido  ella  misma  la  adjudicataría  de  todos 
los  bienes  incluso  el  haber  de  sus  menores  hijos,  pueda  como  tal 
adjudicataría  eludir  sus  deberes  de  curadora,  es  lo  cierto  que 
por  ministerio  de  esa  misma  Ley  de  Partida  tienen  esos  meno- 
res hipoteca  tácita  sobre  los  bienes  de  la  curadora  como  garan- 
tía de  los  derechos  que  constituían  el  patrimonio  de  esos  meno- 
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res  encomendado  á  su  cuidado  en  virtud  del  cargo  de  curadora 
que  ejercía,  por  lo  que  lejos  de  haber  infringido  la  Sala  senten- 
ciadora la  referida  Ley  de  Partida  la  ha  aplicado  acertadamente : 
Considerando :  en  cuanto  al  segundo  motivo  que  no  es  exac- 
to que  la  Ley  catorce,  Título  trece,  Partida  quinta  sólo  se  refiere, 
al  declarar  el  derecho  que  produce  la  cosa  dada  á  peños  á  la 
hipoteca  convencional,  pues  es  esencial  en  toda  hipoteca  que  siga 
á  la  cosa,  que  se  derive  de  ella  una  acción  real  pareu  perseguir 
la  cosa  cualquiera  que  sea  el  poseedor,  si  el  primer  obligado  no 
satisface  la  obligación,  pues  hipoteca  que  no  sigue  á  la  finca 
cualquiera  que  sea  su  poseedor  no  es  tal  hipoteca  y  la  tácita 
que  por  ministerio  de  la  Ley  surgía  y  pesaba  sobre  los  bienes 
del  guardador  como  garantía  de  los  de  los  menores  que  admi- 
nistraba, no  podía  ser  distinta  en  sus  efectos  de  las  otras  hipo- 
tecas porque  en  ese  caso  resultaría  ilusoria  la  garantía  que  se 
daba  al  menor  si  tan  fácilmente  podía  eludir  al  curador  su  res- 
ponsabilidad traspasando  á  un  tercero  sus  bienes : 

Considerando:  en  cuanto  al  tercer  motivo  del  propio  re- 
curso en  el  cual  afirma  el  recurrente  haberse  cometido  por  la 
Sala  error  de  hecho  y  de  derecho  al  estimar  excutidos  los  bie- 
nes de  la  curadora,  que  si  bien  la  apreciación  de  la  Sala  sen- 
tenciadora sobre  la  prueba  relativa  á  la  excusión  puede  ser  le- 
gahnente  impugnada  al  amparo  del  número  séptimo  defl  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil invocado  á  este  efecto  en  el  recurso,  dicho  precepto  exige  por 
lo  que  hace  al  error  de  derecho  la  mención  de  alguna  ley  ó  dis- 
posición legal  reguladora  de  la  prueba  y  que  se  haya  infringi- 
do en  la  apreciación  de  ésta,  mención  que  no  ha  efectuado  el 
recurrente,  pues  en  dicho  motivo  sólo  invoca  en  concepto  de  in- 
fringida la  ya  expresada  Ley  catorce.  Título  trece.  Partida 
quinta  que  no  contiene  precepto  de  ninguna  clase  referente  al 
valor  é  importancia  de  los  medios  probatorios,  siendo  así  mani- 
fiesto que  dicha  Ley  no  se  puede  infringir  al  estimar  probado 
cualquier  hecho ;  y  en  lo  que  toca  al  supuesto  error  de  hecho  co- 
metido por  la  Sala,  el  recurrente  no  señala  como  era  necesario 
documento  ó  acto  auténtico  alguno  que  demuestre  evidentemente 
tal  error,  toda  vez  que  la  certificación  presentada  con  su  deman- 
da por  la  demandante,  á  cuyo  documento  alude  el  recurrente 
como  demostrativo  de  la  equivocación  que  dice  padecida,  sólo  de- 
muestra que  la  curadora  se  adjudicó  en  el  juicio  mortuorio  de 
su  cónyuge  Miguel  Ilzarbe  y  Echevarría  otros  bienes,  además 
de  las  casas  á  que  este  pleito  se  contrae,  pero  no  que  los  con- 
servase ni  que  tuviera  otros  distintos  al  tiempo  bastante  poste- 
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rior  en  que  tuvo  efecto  según  declaración  de  la  Sala  sentencia- 
dora la  excusión  que  ésta  declara  realizada : 

Considerando:  en  cuanto  al  cuarto,  quinto,  sexto  y  séptimo 
motivos  que  ei  artículo  trescientos  sesenta  y  uno  de  la  LfCy  Hi- 
potecaria de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve  que  dice  el  recu- 
rrente ha  sido  infringido,  no  impone  la  obligación  á  los  que  tu- 
vieran á  su  favor  alguna  hipoteca  legal,  como  asegura  el  referi- 
do recurrente,  de  exigir  una  hipoteca  expresa  ni  limita  á  ésta 
«u  derecho;  sino  que,  al  usar  ese  artículo  la  locución  "podrán 
exigir"  bien  daro  se  demuestra  que  dejaba  &  la  voluntad  6  con- 
veniencia de  aquéllos  el  hacerlo  6  ejercitar  los  derechos  que  te- 
nían adquiridos  al  amparo  de  la  anterior  legislación  dentro  del 
plazo  que  marcaba  ese  mismo  artículo  y  tan  es  asi,  que  prorro- 
gado indefinidamente  ese  plazo  por  Beal  Decreto  de  seis  de  Mayo 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  dos  durante  cuya  prórroga  con- 
servaron eficacia  las  hipotecas  y  otros  gravámenes  tácitos,  tnvo 
que  danse  por  la  nueva  Ley  Hipotecaria  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  tres  otro  plazo  definitivo  que  cumplió  en  veinte  y  nueve 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  para  que  du- 
rante él,  ó  exigieran,  los  que  tenían  constituidos  á  su  favor  esos 
gravámenes  tácitos,  la  constitución  en  cambio  de  una  hipoteca 
expresa,  ó  ejercitaran  los  derechos  y  acciones  que  tuvieran  con 
arreglo  á  la  legislación  anterior;  y  en  cuanto  al  quinto  motivo 
en  que  asegura  el  recurrente  ha  sido  infringido  por  la  Sala  el 
artículo  trece  de  la  Ley  Hipotecaria  de  mil  ochocientos  ochenta, 
pues  con  arreglo  á  él  no  se  podía  admitir  en  los  Juzgados  nin- 
gún documento  ó  escritura  de  que  no  se  hubiese  tomado  previa- 
mente razón  en  el  Registro  de  la  Propiedad,  si  el  objeto  de  la 
presentación  era  hacer  efectivo  en  perjuicio  de  tercero  el  de- 
recho que  debió  ser  inscripto,  tampoco  puede  admitirse  que  se 
haya  infringido  por  la  Sala  ese  artículo  que  como  dice  el  mismo 
recurrente  se  refiere  al  documento  que  debió  ser  inscripto,  por- 
que en  este  caso  no  se  trata  de  documento  alguno  que  necesitara 
ese  requisito,  sino  del  gravamen  oculto,  callado,  que  por  minis- 
terio de  la  Ley  pesaba  sobre  los  bienes  del  curador  á  favor  de 
loe  pupilos  y  menores,  no  habiendo  sido  tampoco  infringida  por 
esta  razón  la  doctrina  legal  citada  por  el  recurrente  en  el  sexto 
y  séptimo  motivos : 

Considerando:  en  cuanto  al  octavo  motivo  y  al  admitido 
como  ampliación,  que  para  que  la  excepción  de  cosa  juzgada  surta 
efecto  es  indispensable  que  haya  identidad  de  personas,  cosas  y 
acciones,  requisitos  exigidos  por  la  Ley  trece,  Título  veinte  y  dos 
de  la  Partida  tercera  que  dice  el  recurrente  ha  infringido  la 
Sala,  lo  cual  es  inadmisible,  puesto  que  en  este  pleito  no  concu- 
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Yteñ  esos  requisitos  como  asegura  el  referido  recurrente,  toda 
Tez  que  las  demandantes  no  habían  anteriormente  reclamado  á 
los  recurrentes  la  cantidad  que  ahora  les  cobran  en  virtud  de  la 
hipoteca  tácita  de  que  se  deja  hecha  mención ;  sino  que  preten- 
dieron en  las  diligencias  promovidas  para  la  ejecución  de  la 
wntencia  que  condenó  á  la  curadora  doña  Carmen  Cordero  á 
pagar  la  legítima  y  el  legado  en  cuestión,  que  estos  terceros  po- 
seedores constituyeran  hipoteca  expresa  sobre  las  casas  que  ha- 
bían pertéfnecido  á  aqísiélla,  lo  cual,  como  era  lógico,  fué  recha- 
zado por  el  Tribunal  ante  el  cual  se  hizo  tal  solicitud  por  ser 
improcedente  esa  pretensión  en  las  diligencias  instruidas  para 
tratar  de  la  ejecución  de  una  sentencia  comtra  otra  distinta 
persona,  no  obstante  los  defechos  que  tenía  el  que  tal  solicitud 
hacía  pAra  ejercitar  en  su  oportunidad  y  en  la  forma  corres- 
pondiente eomo  lo  hace  en  este  juicio,  la  acción  que  en  virtud 
de  ia  hipoteca  tácita  tenía  contra  la»  referidas  casas  en  el  caso 
qve  ei  primer  poseedor  obligado  no  pague;  por  lo  que  no  exis- 
tiet^do  la  requerida  identidad  como  queda  demostrado  no  pudo 
la  Sala  haber  infringido  la  Ley  á  que  se  refiere  el  recurr^ite : 

Considerando:  en  cnanto  al  noveno  y  décimo  motivos  que 
no  discutiéndose  en  este  pleito  la  naturaleza  del  legado  que  co- 
rresponde á  don  Miguel  Ilzarbe  y  constando  por  otra  parte  de 
manera  ciertisima  que  se  le  debía  ese  legado  y  que  la  curadora 
lo  reconoció  como  haber  del  referido  menor  Miguel  Ilzarbe,  no 
puede  haber  cometido  la  infracción  a  que  se  refiere  el  rcurrente : 

Connderando:  en  cuanto  al  undécimo  motivo  que  al  negar 
el  recurrente  que  la  demandante  hubiera  acreditado  su  carácter 
de  heredera  con  que  representa,  viene  en  rigor  á  sostener  la 
excepción  de  falta  de  personalidad  alegada  en  su  escrito  de  con- 
testación á  la  demanda;  motivo  este  propio  de  un  recurso  por 
quebrantamiento  de  forma  que  lo  autorizaría  el  caso  segundo 
del  artículo  mil  seiscientos  noventiuno  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil,  y  no  por  infracción  de  ley,  como  lo  ha  establecido 
el  expresado  recurrente,  por  lo  que  no  es  de  estimarse  este  motivo 
en  observancia  de  lo  dispuesto  en  el  caso  tercero  áél  artículo 
quinto  de  la  Orden  sobre  casación : 

Considerando :  en  cuanto  al  primero  y  segundo  motivos  del 
recurso  establecido  por  el  mismo  Procurador  Tejera  á  nombre 
de  doña  Laureana,  don  Eugenio  y  doña  Rosalía  Alvarez  de  la 
Campa  y  Jiménez,  que  la  Sala  no  ha  infringido  las  leyes  citadas 
en  ambos  motivos  en  ningún  concepto  y  menos  en  el  que  indica 
la  representación  de  los  recurrentes  de  no  ser  sus  representados, 
ni  curadores  de  don  Miguel  Ilzarbe,  ni  dueños  actuales  de  la 
casa  Virtudes  noventa  y  siete,  puesto  que  la  Sala  sentenciadora 
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como  se  ha  demostrado  en  los  Considerandos  anteriores  no  ha 
aplicado  esas  leyes  sino  en  virtud  de  la  hipoteca  tácita  que  pe- 
saba sobre  la  referida  casa  que  fué  vendida  por  la  curadora 
doña  Carmen  Cordero,  no  teniéndose  que  apreciar  las  circuns- 
tancias de  que  esa  casa  haya  pasado  posteriormente  á  ser  propie- 
dad exclusiva  de  doña  Rosalía  Jiménez,  viuda  de  Alvarez  de  la 
Campa,  pues  es  lógico  que  al  adquirirla  lo  haya  sido  con  todas 
las  responsabilidades  anexas  á  esa  casa  en  virtud  de  la  hipoteca 
tácita  de  referencia,  ni  que  la  de  los  recurrentes  alcance  á  otroe 
bienes  distintos  de  la  ya  repetida  casa  Virtudes  noventa  y  siete : 
Considerando :  en  cuanto  al  primero  y  segundo  motivos  del 
recurso  establecido  por  la  representación  de  doña  Julia  Boa- 
Uanger  viuda  de  Ilzarbe  y  de  doña  Julia  Boullanger  de  Quin- 
tana que  estima  infringidas  por  la  Sala  las  Leyes  veinte  y  tres 
y  veinte  y  seis,  Título  trece,  Partida  quinta  porque  los  bienes 
de  los  guardadores  se  hallan  hipotecados  tácitamente  á  favor  de 
los  menores  para  garantir  todas  las  responsabilidades  que  por 
virtud  de  la  guarda  se  hubieren  contraído;  no  es  posible  admi- 
tir que  la  hipoteca  tácita  tuviera  esa  extensión  pues  sólo  garan- 
tizaba la  gestión  de  la  curadora  tocante  á  los  bienes  del  menor 
durante  el  tiempo  que  subsistiera  la  cúratela ;  pero  no  alcanzaba 
á  garantizar  los  intereses  que  nacieran  después  de  extinguida 
ésta  porque  ya  había  cesado  la  causa  que  daba  origen  á  la  re- 
ferida hipoteca  y  no  podía  por  consiguiente  comprender  ni 
asegurar  derechos  que  surgían  después  de  su  extinción;. 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  á  los  recursos  de  casación  por  infracción  de  ley  y  doctrina 
legal  interpuestos  por  los  Procuradores  Tejera  y  Mayorga  á 
nombre  de  doña  Rosalía  Jiménez  viuda  de  Alvarez  de  la  Campa, 
doña  Laureana,  don  Eugenio  y  doña  Rosalía  Alvarez  de  la  Cam- 
pa y  Jiménez  y  doña  Julia  Boullanger  viuda  de  Ilzarbe  y  Julia 
Boullanger  de  Quintana  respectivamente  contra  la  sentencia 
dictada  en  siete  de  Junio  del  corriente  año  por  la  Sala  de  lo 
Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  sin  que  hagamos  expresa 
condenación  de  costas  en  atención  á  ser  recurrentes  todas  las 
partes  que  se  han  personado  en  este  Tribunal. 

Así,  por  esta  sentencia,  que  se  comunicará  á  la  Audiencia 
de  la  Habana  con  devolución  de  los  autos  y  apuntamiento  y  se 
publicará  en  la  Gaceta  Oficial  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la 
Secretaría  de  Justicia,  á  cuyo  efecto  se  librarán  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. — ^Rafael  Cruz 
Pérez. — ^Angel  C.  Betancourt. — ^Octavio  Giberga. — José  Várela. 
—Juan  O'Farrill. 
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José  M.  Martínez  Maldb  y  Lino  Dopico  y  Prieto,  contra 
Florencia  Gil  y  Rodríguez. 

Ante  núm.  97  (Diciembre  6  de  1900). 

Recurso  de  queja  interpuesto  por  Florencia  Oü  contra  él  awto 
dicten  por  la  AíúUencia  de  la  Habana  de  24  de  Octubre 
de  1900. 

JUIOIO  DE  DESAHUCIO. 

La  Orden  ntimexo  92  en  el  p&rrafo  l.o  del  Articulo  6.o 
eolo  obliga  &  expresar  la  fecha  de  la  tUtlma  notificación  i 
cualquiera  de  las  partee  y  este  precepto  qneda  cumplido  cuan- 
do se  hace  mención  del  día  ó  días  en  que  fueron  notificadas 
todas  las  que  existen  en  el  Juicio;  siendo  también  indiferen- 
te el  lugar  en  que  se  coloque  la  fecha  del  escrito  en  que  se 
interpone  el  recurso. 

La  cuestión  relativa  i  la  personalidad  de  una  de  las  par- 
tes es  puramente  procesal  y  no  puede  ser  objeto  de  un  re- 
curso por  infracción  de  Ley. 

Resultando :  que  en  el  juicio  se^ido  por  José  María  Mar- 
tínez Malde  y  Lino  Dopico  y  Prieto  contra  Florencia  Gil  y  Ro- 
dríguez, sobre  desahucio  de  la  casa  Curazao  número  diez  y  seis, 
de  esta  Capital,  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Haba- 
na, resolviendo  apelación  establecida  contra  el  fallo  dictado  por 
el  Juez  de  Primera  Instancia  del  Distrito  del  Oeste,  pronunció, 
con  fecha  diez  de  Octubre  próximo  pasado,  sentencia  definitiva, 
**la  cual — según  aparece  del  auto  que  luegjo  se  dirá — ^fué  noti- 
**!ficada  á  las  partes  con  fecha  diez  y  siete  del  mismo  mes": 

Resultando:  que  la  demandada,  por  escrito  cuyo  encabeza- 
miento empieza  así:  ''Florencia  Gil  y  Rodríguez,  mayor  de  edad 
"y  vecina  de  la  calle  de  Curazao  número  diez  y  seis...''  y 
qae  tiene  á  su  final  la  frase  ''Habana,  Octubre  veinte  de  mil 
"novecientos"  precediendo  á  la  firma  de  un  Letrado  y  á  otra, 
de  la  parte,  que  dice:  "Florencia  Gil",  interpuso  contra  la 
aiudida  sentencia  recurso  de  casación  expresando  en  el  párrafo 
primero  lo  que  sigue:  "Que  el  día  diez  y  siete  del  corriente 
"mes  me  fué  notificada  la  sentencia  definitiva  dictada  en  este 
"rollo  por  la  Sala  de  lo  Civil,  habiendo  sido  notificada  dicha 
"sentencia  á  la  contraparte  el  día  diez  y  siete  del  mes  actual. 
"Dentro  del  término  legal  vengo  á  establecer  contra  la  expre- 
sada sentencia  recurso  de  casación  por  infracción  de  Ley..."; 
expresando  á  continuación  que  tal  recurso  lo  autoriza  el  primer 
inciso  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento Civil;  pasando  seguidamente  á  consignar  que  la  sen- 
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tencia  'Uesiona  la  buena  doctrina  de  derecho  contenida  en  los 
*' artículos  cincuenta  y  nueve,  sesenta  y  sesenta  y  uno  del  C6- 
"digo  Civil  vigente,  pues,  siendo  Ja  que  suscribe  legítimamente 
''casada  con  don  Cipriano  González  y  Rodríguez,  los  actores  en 
este  juicio  de  desahucio,  d,on  José  María  Martínez  y  Malde 
y  don  Lino  Dopico  y  Prieto,  sin  tener  en  cuenta  esta  circuns- 
tancia, han  seguido  contra  mí  el  expresado  juicio  por  preca- 
''rio,  de  cuyo  hecho  resulta  que  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
''de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana  ha  infringido  los 
expresados  artículos,  de  donde  se  deduce'  con  arreglo  al  ar- 
tículo sesenta  y  dos  del  Código  Civil,  que  la  mencionada  sen- 
"  tencia  que  recurro  es  nula  y  de  ningún  valoor  ni  efecto  legal 
' '  ante  los  buenos  principios  de  derecho,  puesto  que,  para  que  dicha 
"sentencia  sea  eficaz  y  valedera,  debió  demandarse  á  mi  legí- 
"timo  consorte  ó  por  lo  menos  que  éste  me  representase  6  su- 
"pliese  mi  incapacidad";  continuando  con  la  expresión  de  acom- 
pañarse al  escrito  la  partida  matrimonial  de  la  recurrente,  para 
justificar  mediante  ella  que  es  casada ;  y  concluyendo  con  la  sú- 
plica y  con  la  fecha  y  firmas  que  se  han  dicho : 

Resultando:  que  la  Sala  dictó  auto  en  veinte  y  cuatro  del 
mismo  mes  de  Octubre  denegando  la  admisión  del  recurso,  por 
haberse  omitido  con  el  escrito  de  interposición  los  requisitos  con- 
sistentes en  expresar  cuál  ha  sido  la  fecha  de  la  última  notifi- 
cación á  cualquiera  de  las  partes  y  la  del  propio  escrito  inter- 
poniendo el  recurso,  como  también  porque  no  habiendo  Floren- 
cia Qil,  que  ha  sido  parte  y  gestionado  como  tal  en  ambas  ins- 
tancias, discutido  nunca  su  personalidad,  ni  siquiera  hecho  in- 
dicaciones por  las  que  pudiera  venirse  en  conocimiento  de  que 
su  estado  civil  era  distinto  de  aquél  con  que  fué  demandada,  pre- 
senta en  el  recurso  una  cuestión  nueva  que  no  ha  sido  objeto  del 
juicio,  ni  se  ha  discutido  exi  la  oportunidad  -que  pudo  hacerse : 

ResíUtando :  que  la  demandada  ha  concurrido  en  queja  an- 
te este  Supremo  Tribunal  contra  el  expresado  auto  denegatorio, 
sosteniendo  que  en  el  escrito  por  el  cual  interpuso  el  recurso  de 
casación  no  se  incurrió  en  las  omisiones  á  que  se  refiere  la  Sala 
de  lo  Civil,  en  cuya  virtud  y  por  no  ser  de  las  atribuciones  de 
la  misma  examinar  el  fondo  del  recurso,  no  debió  denegarse  la 
admisión  de  éste  por  los  fundamentos  aducidos :  recurso  de  que- 
ja que  se  ha  sustanciado  con  arreglo  á  ley,  celebrándose  en  pri- 
mero del  actual  la  correspondiente  vista  pública,  sin  asistencia 
de  ninguna  de  las  partes : 

Considenmdo:  que  notificada  la  sentencia  á  todas  las 
partes  del  juicio  el  día  diez  y  siete  de  Octubre  del  corriente  año 
y  consignado  así  de  modo  expreso  en  el  escrito  de  interposición 
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del  recurso,  es  evidentemente  errónea  la  apreciación  hecha  par 
la  Sala  sentenciadora  de  no  haber  cumplido  el  recurrente  la 
formalidad  impuesta  en  el  extremo  final  del  párrafo  primero  del 
artículo  quinto  de  la  Orden  numero  noventa  y  dos  de  la  serie 
precedente,  cuyo  precepto  sólo  obliga  á  expresar  la  fecha  de  la 
ultima  notificación  a  cualquiera  de  las  partes  y  no  puede  me- 
nos de  quedar  observado  cuando 'se  hace  mención  del  día  ó 
días  en  que  fueron  notificadas  todas  las  que  existen  en  el  juicio, 
según  lo  hayan  sido  en  un  mismo  día  ó  bien  en  días  diferentes, 
porque  en  ambos  casos  aparece  clara  y  manifiesta  la  fecha  de 
la  última  notificación,  que  es  la  única  circunstancia  reclamada 
por  la  iey  como  conducente  á  precisar  si  el  recurso  se  interpone 
ó  no  dentro  del  término  marcado  para  su  interposición : 

Considerando :  que  también  es  notoriamente  errónea  la  apre- 
ciación de  la  Sala  en  cuanto  al  requisito  que.se  exige  por  el  pá- 
rrafo número  segundo  del  citado  artículo  quinto  de  la  predicha 
Orden  número  noventa  y  dos,  pues,  al  pie  del  escrito  de  inter- 
posición como  pudo  válidamente  serlo  en  el  cuerpo  del  escrito, 
aparece  consignada  con  absoluta  claridad  la  fecha  del  propio 
escrito  interponiendo  el  recurso,  que  es  la  condición  taxativa- 
mente requerida  por  la  Ley  para  el  objeto  á  que  se  hace  refe- 
rencia en  el  anterior  considerando,  si  bien  cuando  ocurriere  que 
el  escrito  se  presentare  en  otra  fecha,  á  la  de  su  presentación  y 
no  á  la  del  escrito  deberá  atenderse  por  el  Juez  ó  Tribunal  ante 
quien  el  recurso  se  ha  interpuesto: 

Considerando:  que  para  resolver  sobre  la  admisión  del  re- 
curso, el  Juez  ó  Tribunal  ante  quien  se  haya  interpuesto  debe 
ceñirse,  según  lo  preceptuado  en  los  artículos  séptimo  y  once  de 
la  referida  Orden,  al  examen  de  las  circunstancias  que  enumera 
el  primero  de  los  dos  artículos  citados,  entre  los  cuales,  con  re- 
ferencia á  los  recursos  por  infracción  de  ley,  no  figura  bajo  nin- 
gún concepto  respecto  la  que,  sin  embargo,  ha  hecho  la  Sala  de 
lo  Civil  materia  de  su  apreciación,  relativamente  á  la  incon- 
gruencia de  las  leyes  que  se  suponen  infringidas  con  las  cuestio- 
nes debatidas  en  el  pleito,  elemento  ó  motivo  de  imp.ugnación 
contra  un  recurso  de  tal  clase  que,  antes  de  promulgarle  aquella 
Orden,  permitía,  sin  duda,  con  sujeción  al  artículo  mil  setecien- 
tos veinte  y  siete  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  la  declaratoria 
de  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso,  pero  que,  una  vez 
derogado  aquel  precepto,  como  lo  ha  sido  por  el  artículo  cuaren- 
ta de  dicha  Orden  y  en  conformidad  con  sus  dos  artículos  antes 
aludidos  y  con  el  treinta  y  cuatro  especialmente  en  su  párrafo 
final,  no  impide  la  admisión  del  recurso,  ni  constituye  causa  le- 
gal para  estimársele  mal  admitido,  sino,  lejos  de  ello,  debe  re- 
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servarse  para  la  vista  en  que  se  debatan  en  definitiva  las  cues- 
tiones planteadas  por  el  recurrente  y  decidirse  en  el  fallo  que, 
también  en  definitiva,  se  dictare : 

Considerando:  que,  no  obstante  la  reconocida  ineficacia  de 
los  fundamentos  aducidos  por  el  Tribunal  sentenciador  en  su 
auto  denegatorio  de  veinte  y  cuatro  de  Octubre  último,  el  pre- 
sente recurso  de  queja  debe  ser  desestimado  por  este  Supremo 
Tribunal,  en  atención  á  que,  sean  los  que  fueren  los  términos 
empleados  por  la  parte  recurrente  para  plantear  la  única  cues- 
tión de  derecho  envuelta  en  su  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  y  á  pesar  del  aspecto  con  que  la  ha  revestido,  tal 
cuestión,  por  su  índole  y  por  su  trascendencia,  es  pura  y  estric- 
tamente procesal,  como  relativa  á  la  personalidad  de  una  de  las 
partes  del  juicio,  propia,  por  tanto,  de  un  recurso  por  quebran- 
tamiento de  forma  y  que  tan  sólo  puede  plantearse,  discutirse  y 
resolverse  al  amparo  del  inciso  número  segundo  del  artículo  mil 
seiscientos  noventa  y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  no 
invocado  en  el  escrito  de  interposición,  al  cual,  consiguientemen- 
te falta  el  necesario  requisito  del  número  tercero  del  artículo 
quinto  de  la  repetida  Orden  número  noventa  y  dos,  ó  sea  ex- 
presar el  concepto  que  autorice  aquel  recurso,  no  autorizado,  con- 
forme se  desprende  de  lo  dicho,  por  la  distinta  disposición  legal 
que  en  este  concepto  se  menciona:  en  cuya  virtud,  la  Sala  sen- 
tenciadora, cumpliendo  lo  prescripto  por  el  artículo  once  en  re- 
lación con  el  quinto  y  séptimo,  todos  ya  citados,  debió  por  este 
fundamento  rechazar  aquel  recurso : 

Considerando:  que  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  articulo 
veinte  y  cinco  de  la  antedicha  Orden,  procede  imponer  al  recu- 
rrente las  costas  de  este  recurso ; 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  de  queja  entablado  por  Flo- 
rencia Gil  y  Rodríguez  contra  el  auto  de  la  Sala  de  lo  Civil  de 
la  Audiencia  de  la  Habana,  fecha  veinte  y  cuatro  de  Octubre 
próximo  pasado,  denegatorio  del  recurso  de  casación  interpuesto 
anteriormente  por  la  propia  parte,  á  la  cual  se  condena  en  las 
costas  del  presente. 

Comuniqúese  al  mencionado  Tribunal  para  lo  que  proceda, 
á  cuyo  efecto,  y  para  la  publicación  que  ha  de  hacerse  en  la 
Gaceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría 
de  Justicia,  expídanse  las  copias  necesarias. 

Lo  proveyeron  y  firman  los  Magistrados  del  margen  ante 
mí,  de  que  certifico. — ^Rafael  Cruz  Pérez. — Octavio  Giberga. — 
José  Várela. — José  Antonio  Pichardo. — Juan  O'Farrill. — ^Ante 
mi,  Armando  Riva. 
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Belén  García  Salazar  contra  Claudio  Sebrango  y  Fernan- 
dez. 

Sentencia  núm.  38  (Diciembre  8  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  y  doctrina  legal,  interpuesto  por 
Claudio  Sebrango  y  Fernández  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Audiencia  de  Puerto  Principe  en  13  de  Septiembre 
de  1900, 

BENDICIÓN  DE  CUENTAS. 

Si  bien  es  cierto  qne  las  obligaciones  se  eztlngnen  por 
el  pago,  6  por  el  cumplimiento  de  lo  qne  se  esté  obligado,  no 
lo  es  menos,  que  tratándose  de  la  obligación  de  rendir  cuen- 
tas, no  se  cmnple  con  ella  por  el  hecho  de  requerir  notarlal- 
mente  el  demandado  al  actor  para  qne  recibiera  uias  cuen- 
tas, después  de  haber  sido  él  emplazado. 

Cuando  se  condena  al  pago  de  los  intereses  de  una  can- 
tidad adeudada  desde  la  interposición  de  la  demanda,  no  se 
infringe  el  Artículo  1100  del  Código  OlvU,  en  que  se  señala 
quienes  son  los  que  incurren  en  mora  y  se  expresa  que  se 
queda  incurso  en  ella,  desde  que  se  exija  judicial  ó  extraju- 
dicialmente  el  cumplimiento  de  la  obligación. 

En  la  Ciudad  de  la  Habana  á  ocho  de  Diciembre  de  mil  no- 
vecientos : 

En  el  juicio  declarativo  de  mayor  cuantía  seguido  por  la 
señora  Belén  García  Salazar,  naturaJ  y  vecina  de  Puerto  Prín- 
cipe, viuda,  mayor  de  edad,  ocupada  en  los  quehaceres  de  su 
casa,  contra  el  señor  Claudio  Sebrango  y  Fernández,  natural  de 
Barcelona,  España,  soltero,  mayor  de  edad  y  del  comercio,  so- 
bre rendición  de  cuentas,  autos  pendientes  ante  este  Tribunal 
Supremo  por  virtud  del  recurso  de  casación  por  infracción  de 
Ley  y  doctrina  legal  interpuesto  por  Claudio  Sebrango  y  Fer- 
nández contra  la  sentencia  dictada  en  trece  de  Septiembre  del 
corriente  año  por  la  Audiencia  de  Puerto  Príncipe : 

Resultando :  que  por  la  sentencia  recurrida  se  acataron  los 
fundamentos  de  hecho  primero  al  noveno  inclusive  consignados 
en  la  dictada  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  de  aquella  Ciu- 
dad y  que  son  los  siguientes : 

Resultando:  que  por  escritura  de  fecha  treinta  y  uno  de 
Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho,  otorgada  ante  el  No- 
tario de  esta  ciudad  Sr.  Federico  Castellanos  y  Arteaga,  por  la 
señora  Belén  García,  demandante  en  concepto  de  heredera  de 
su  esposo  señor  Isidoro  Sebrango  y  Haza,  por  don  Gabriel  Se- 
brango y  Haza  como  apoderado  de  su  madre  doña  Froilana  de 
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este  apellido,  heredera  de  dicho  don  Isidoro  Sebrango  y  Haza 
y  por  don  Blas  Casares  en  concepto  de  apoderado  general  del 
demandado  señor  Claudio  Sebrango  Fernández  por  la  que  con- 
vinieron la  disolución  de  la  sociedad  mercantil  que  con  la  de- 
nominación de  Sebrango  y  Primo  fundaron  en  el  poblado  de  las 
Minas  los  precitados  señores  Isidoro  Sebrango  y  Haza  y  Claudio 
Sebrango  y  Fernández,  acordando  que  este  último  quedase  en- 
cargado de  cobrar  las  cuentas  de  la  sociedad  que  tenían  pendien- 
tes, así  como  de  recoger  y  vender  todos  los  animales  pertenecien- 
tes á  la  misma  que  pareciesen  después  de  terminada  la  guerra, 
con  la  obligación  de  que  había  de  rendir  cuentas  de  su  gestión 
á  los  interesados  cada  seis  meses,  y  que  el  producto  que  se  ob- 
tuviera se  distribuiría  entre  los  herederos  en  la  forma  acordada 
en  dieha  escritura: 

Resultando :  que  establecida  la  presente  demanda  por  la  se- 
ñora Belén  García,  la  fundó  en  los  hechos  de  que  había  trans- 
currido ventajosamente  el  primer  semestre  sin  que  por  el  de- 
mandado se  hubiese  rendido  la  primera  cuenta  y  además  que 
aquél  se  había  ausentado  de  su  domicilio  ignorando  su  paradero 
por  cuyo  motivo  solicitó  el  embargo  de  bienes  «para  asegurar  la 
efectividad  de  la  sentencia  que  recayese  en  el  juicio,  y  que  el 
emplazamiento  de  dicho  demandado  había  de  hacerse  en  la  for- 
ma que  se  determina  en  el  artículo  doscientos  sesenta  y  nueve  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil : 

Resultando '.  que  admitida  la  demanda  propuesta  y  traídas 
á  la  actuación  testimonios  fehacientes  de  la  escritura  antes  men- 
cionada y  una  relación  de  los  créditos  que  á  su  favor  tenía  la 
sociedad  mercantil  de  Sebrango  y  Primo,  se  admitió  aquélla  por 
providencia  de  veinte  y  nueve  de  Agosto  del  año  próximo  pasado 
mandándola  sustanciar  por  los  trámites  del  juicio  declarativo  de 
mayor  cuantía,  que  era  el  correspondiente,  con  el  señor  Claudio 
Sebrango  y  Fernández  de  ignorado  domicilio  y  paradero  á  quien 
por  ese  motivo  se  mandó  emplazar  y  se  emplazó  por  medio  de 
cédula  que  se  fijó  en  los  parajes  públicos  y  se  publicó  en  el 
Boletín  Oficial  de  la  Provincia  y  Gaceta  de  la  Habana,  conce- 
diéndole el  término  de  veinte  días  para  que  se  personara  en  los 
autos  á  fin  de  contestar  el  traslado  que  al  efecto  le  fué  confe- 
rido: 

Resultando:  que  no  habiendo  comparecido  el  demandado 
dentro  del  término  expresado  anteriormente  á  solicitud  del  ac- 
tor y  por  proveído  del  Juzgado  de  fecha  doce  de  Octubre  de 
dioho  año  se  mandó  emplazar  nuevamente  á  dicho  demandado 
como  así  se  hizo  en  la  misma  forma  anterior,  señalándole  el 
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término  de  diez  días  mitad  del  antes  señalado  para  que  compa- 
reciese á  contestar  el  traslado  pendiente : 

Restdtando:  que  comparecido  el  demandado  dentro  de  este 
segundo  término  por  medio  del  Procurador  señor  Francisco  del 
Pino,  cuyo  carácter  acreditó  con  el  poder  bastante  que  al  efecto 
presentó,  se  le  tuvo  por  parte  y  se  le  mandó  contestar  la  de- 
manda dentro  del  término  ^egal,  lo  que  asi  efectuó  acompañan- 
do al  escrito  respectivo  un  testimonio  de  acta  notarial  otorgada 
en  trece  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  ante  el 
Notario  el  Sr.  Federico  Castellanos  de  la  que  aiparece  que  este  fun- 
cionario en  unión  del  'Proeurador  Pino  se  eanstituyeron  en  la  casa 
de  la  demandante  señora  Belén  García  á  fin  de  entregarte  una 
euenta  comprensiva  de  los  créditos  cobrados  pertenecientes  á  la 
disuelta  sociedad  de  Sebrango  y  Primo,  que  también  se  acompa- 
ña original  á  estas  actuaciones  y  la  cual  se  halla  fechada  en 
treinta  y  uno  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y 
firmada  por  el  propio  Procurador  señor  Francisco  del  Pino  cuya 
cuenta  se  había  negado  á  recibir  la  expresada  señora  deman- 
dante García  Salazar,  todo  lo  cual  se  hizo  constar  debidamente 
ante  los  testigos  que  se  designan  en  el  testimonio  de  referencia, 
en  cuyo  hecho  funda  su  contestación  el  demandado  y  en  los 
que  habiéndose  disuelto  la  sociedad  de  Sebrango  y  Primo  por 
escritura  de  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho  ante  el  Notario  señor  Federico  Castellanos,  autorizaron 
los  herederos  del  socio  difunto  llamado  Isidoro  Sebrango  al  otro 
socio  llamado  Claudio  del  propio  apellido  para  que  cobrara  los 
créditos  activos  de  la  sociedad  y  vendiera  las  reses  de  la  misma 
que  se  recuperaran,  créditos  y  reses  que  no  se  incluyeron  en  la 
partición  de  los  bienes  por  ser  inapreciables,  pues  desconocían 
si  sería  posible  cobrar  aquéllos  y  recuperar  fetos.  Que  el  ex- 
presado don  Claudio  debía  rendir  semestralmente  la  cuenta  de 
su  gestión  á  los  herederos  del  socio  difunto.  Que  el  producto 
de  tales  cobros  y  ventas  debía  ser  dividido  entre  el  socio  vivo  y 
los  herederos  del  fallecido;  pero  de  la  parte  de  éstos  debían  ex- 
traerse con  toda  preferencia  cuatrocientos  cincuenta  y  siete  pe- 
sos diez  y  siete  centavos  para  ser  abonados  á  don  José  Díaz  Se- 
brango como  resto  del  legado  de  mil  pepos  que  le  dejó  su  tío  el 
dicho  don  Isidoro.  Que  el  mencionado  don  Claudio  logró  re- 
caudar por  tal  concepto,  según  resultaba  de  la  cuenta  acompa- 
ñada, ochocientos  cincuenta  y  seis  pesos,  cuatro  centavos,  de  los 
que  le  correspondían  la  mitad,  cuatrocientos  veinte  y  ocho  pesos 
dos  ceí'tavos,  y  la  otra  mitad  á  don  José  Díaz  Sebrango  faltan- 
do aún  veinte  y  nueve  pesos  quince  centavos  para  el  completo 
de  la  suma  que  éste  debía  percibir;  y  que  decursado  un  semestre 
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desde  la  fecha  de  la  dUolución  de  la  soci'edad,  formó  don  Clau- 
dio Sebrango,  por  medio  de  su  apoderado  don  Blas  Casares  la 
cuenta  de  su  gestión  y  se  envió  á  doña  Belén  García,  viuda  y 
heredera  del  socio  don  Isidoro,  pero  que  esta  señora  ni  siquiera 
había  acusado  recibo  de  ella : 

Resultando  i  que  de  la  contestación  de  la  demanda  se  dio 
traslado  para  réplica  al  actor  por  el  término  legal,  dentro  del 
cual  vino  evacuando  ese  trámite,  reproduciendo  los  hechos  de 
su  demanda  y  aceptando  los  expuestos  por  su  contrario  en  su 
contestación  ó  sea  los  que  se  refieren  á  la  disolución  de  la  socie- 
dad Sebrango  y  Primo  y  á  los  que  los  herederos  del  socio  difun- 
to don  Isidoro  autorizaron  al  otro  socio  don  Claudio  del  mismo 
apellido  para  que  cobrara  los  créditos  de  la  sociedad  y  vendiera 
las  reses  que  de  la  pertenencia  de  la  misma  recuperara,  con  la 
obligación  de  rendir  la  cuenta  de  su  gestión  cada  seis  meses  á 
los  citados  herederos  y  que  el  producto  de  tales  cobros  y  ventas 
debía  ser  dividido  entre  el  socio  vivo  y  los  herederos  del  difunto 
y  que  de  la  parte  de  éstos  debían  extraerse  con  toda  preferencia 
la  suma  que  debía  entregarse  á  don  José  Díaz  Sebrango  como 
resto  del  legado  que  su  tío  don  Isidoro  le  dejó  y  negando  los 
demás,  agregando  además  que  lo  cobrado  al  tipo  oficial  y  al 
aceptado  por  don  Claudio  Sebrango  en  su  cuenta  respecto  al 
billete  era  muy  superior  á  lo  que  aparecía  de  la  cuenta  rendida; 
que  doña  Belén  García  no  había  recibido  cuenta  alguna  de  Ca- 
sares, ni  de  otra  persona,  ni  se  enteró  ni  supo  el  objeto  del  acta 
notarial  con  que  se  le  quiso  entregar  la  cuenta  del  treinta  y  uno 
de  Agosto  pasado;  que  la  presentación  de  esa  cuenta  probada 
que  no  se  había  presentado  otra  antes,  pues  comprendía  hasta 
el  mes  de  Enero  del  año  actual;  que  Sebrango  se  había  mar- 
chado á  España  abandonando  los  cobros,  causando  perjuicios  á 
su  parte;  que  en  tres  semestres  no  había  rendido  más  que  la 
cuenta  que  en  autos  figuraba  con  lo  que  quedaba  demostrada 
la  acción  que  perseguía  y  la  falta  de  cumplimiento  del  contra- 
rio; que  después  de  presentada  la  demanda  y  celebradas  distin- 
tas conferencias  con  el  apoderado  del  demandado,  se  formula- 
ron las  cuentas  presentadas  á  los  ocho  meses  más  ó  menos,  y 
que  no  estaba  conforme  con  la  cotización  del  billete  ni  de  la 
plata  que  al  tipo  oficial  resultaba  cantidad  en  favor  de  su  de* 
fendida : 

BesuUando:  que  conferido  traslado  para  duplica  á  la  par- 
te demandada  lo  evacuó  dentro  del  término  legal  ratificando  loa 
hechos  de  su  contestación  á  aquélla  y  exponiendo  que  holgaba 
toda  discusión  respecto  á  si  la  cuenta  se  había  hecho  y  si  se 
había  presentado  á  la  señora  demandante,  pues  el  hecho  incon- 
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CUSO  que  constaba  por  un  documento  público  no  argüido  de 
falso,  era  que  don  Claudio  Sebrango  había  rendido  cuentas  á  la 
demandante  hasta  treinta  y  uno  de  Agosto  último;  que  de  en- 
tonces á  la  fecha  no  había  transcurrido  un  semestre  y  por  con- 
siguiente que  esta  demanda  en  la  que  se  pidió  la  rendición  de 
esas  cuentas  y  en  la  que  se  insistía  sobre  esa  misma  petición 
caía  por  su  base  y  tenía  que  ser  declarada  sin  lugar  y  con  im- 
posición de  costas  á  la  promovente,  reproduciendo  los  fundamen- 
tos de  derecho  de  su  contestación  y  negando  los  de  la  demanda  y 
de  la  réplica  en  cuanto  no  estuvieran  de  completo  acuerdo  con  lo 
expuesto  por  esta  parte : 

Resulta/ndo:  que  abierto  á  prueba  él  juicio  por  haberlo  así 
pedido  ambos  litigantes  se  señaló  el  primer  período  para  pro- 
poner por  término  de  diez  días  y  como  transcurriese  éste  sin 
que  por  ninguno  de  aquéllos  se  hubiese  propuesto  prueba  alguna 
ni  tampoco  pedido  ampliación  de  dicho  término,  á  virtud  de 
informe  del  actuario  y  en  cumplimiento  de  las  disposiciones  del 
artículo  seiscientos  sesenta  y  siete  de  la  Ley  Procesal  civil  se 
declaró  vencido  el  referido  término ;  y  como  ninguna  de  las  par- 
tes pidiese  la  vista  del  juicio  se  mandó  por  providencia  de  doce 
de  Marzo  último  se  entregase  aquél  por  su  orden  á  las  partes 
para  conclusiones  y  por  el  término  legal  á  cada  una  cuyo  trá- 
mite evacuaron  dentro  del  término  legal  ratificándose  cada  una 
de  por  sí  en  los  fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  alegados  y 
en  la  validez  é  importancia  de  los  documentos  acompañados ;  por 
cuya  razón  y  proveído  de  fecha  diez  del  mes  corriente  se  tuvie- 
ron por  conclusos  estos  autos  mandándolos  traer  á  la  vista  para 
sentencia  con  citación  de  las  partes : 

Resultando:  que  en  la  tramitación  de  este  juicio  se  han 
guardado  todas  las  prescripciones  legales : 

Resultando :  que  en  veinte  y  seis  de  Enero  del  año  próximo 
pasado  se  estableció  la  presente  demanda  por  la  señora  Belén 
García,  fundándola  en  los  hechos  siguientes: 

Primero.  Que  don  Claudio  Sebrango  se  había  obligado  por 
escritura  de  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa 
y  ocho  á  cobrar  las  cuentas  que  se  le  adeudaban  á  la  extinguida 
sociedad  de  Sebrango  y  Primo  que  quedó  disuelta  ese  día  com- 
prometiéndose á  hacer  y  rendir  la  cuenta  cada  seis  meses: 

Segundo.  Que  las  cuentas  debían  rendírsele  á  la  señora  ma- 
dre del  socio,  difunto  Isidoro  Sebrango : 

Tercero.  Que  al  otorgamiento  de  esa  escritura  concurrió  la 
demandada,  aceptándola  en  todas  sus  partes: 

Cuarto.  Que  don  Claudio  no  había  cumplido  la  obligación 
impuesta  que  vencía  el  treinta  de  Septiembre  pasado  y  según  no- 
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ticias  se  había  ausentado  de  esta  Provincia  ignorando  donde  se 
encontraba.  Alegando  como  derecho : 

Primero.  Que  las  obligaciones  que  nflcen  de  los  contratos 
tienen  fuerza  de  ley  entre  las  partes  contratantes  y  deben  cum- 
plirse á  tenor  de  las  mismas,  artículo  mil  noventa  y  uno  del 
Código  Civil.  Incurren  en  mora  los  obligados  á  hacer  alguna 
cosa  desde  el  momento  que  el  acreedor  les  exija  judicial  ó  ex- 
trajudicialmente  el  cumplimiento  de  üo  convenido,  artículo  mil 
cien  del  Código  Civil : 

CuaíTto.  Quodan  sujetos  á  la  indemnización  de  daños  y  per- 
juicios, y  por  tanto  ai  pago  de  costas  los  que  en  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  incurren  en  dolo,  negligencia  ó  morosidad, 
y  los  que  de  cualquier  modo  contravinieren  al  tenor  de  aquéllas, 
artículo  mil  ciento  uno  del  Código  Civil; 

•Quinto.  Que  siendo  inestimable  eil  valor  de  lo  que  recla- 
ma, pero  tratándose  dé  rendición  de  cuentas  de  cantidades 
crecidas,  debe  tramitarse  esta  demanda  bajo  las  reglas  de  los 
juicios  declarativos  de  mayor  cuantía,  artículo  cuatrocientos 
ochenta  y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil.  Y  concluyó 
suplicando  al  Juzgado  que  en  definitiva  fuese  condenado  don 
Claudio  Sebrango  á  que  rindiera  las  cuentas  de  la  suma  que 
hubiera  cobrado  y  de  las  reses  que  hubiera  vendido  ó  recogido, 
con  las  costas  todas  de  esta  demanda  á  su  cargo,  y  abono  de  las 
cantidades  que  obraran  en  su  poder  según  lo  estipulado,  más  el 
seis  por  ciento  de  interés  legal.  Y  por  un  otrosí  manifiesta :  que 
constante  la  obligación  cuyo  cumplimiento  reclama  en  escritura 
pública  y  solemne  de  las  comprendidas  en  el  caso  primero  del 
artículo  mil  cuatrocientos  veinte  y  siete  de  la  que  consta  una 
obligación  de  hacer,  y  habiéndose  ausentado  el  deudor,  procedía 
á  asegurar  la  efectividad  de  la  sentencia  que  recayese  en  este 
juicio,  y  al  efecto  con  arreglo  ai  artículo  mil  cuatrocientos  vein- 
te y  seis  de  la  Ley  adjetiva  procedía  que  el  Juzgado  tomase  las 
medidas  conducentes  que  en  su  concepto  y  para  no  causar  per- 
juicios á  la  parte  ni  que  dude  el  Juzgado  de  adoptarlas  por 
creerlas  violentas  se  limitaba  á  solicitar  una  intervención  judi- 
cia)l  en  el  establecimiento  que  el  demandado  posee  en  las  Minas, 
cuya  intervención  consistiría  en  designar  una  persona  de  con- 
fianza que  permaneciera  en  el  almacén  y  se  enterara  de  las  ven- 
tas que  se  hicieran,  cuente  y  guarde  el  importe  de  ellas  en  lugar 
seguro  con  anuencia  del  que  figurara  como  encargado  ó  repre- 
sentante de  la  casa ;  y  por  último  que  cuando  ascendiera  el  efec- 
tivo á  una  cantidad  que  el  Juzgado  limitara,  se  le  enviara  para 
que  se  depositase  en  forma :  esa  intervención  se  alzaría  si  le  daba 
fianza  bastante.    Como  se  ha  visto,  pudiendo  continuar  los  ne- 
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gocios  de  la  casa  no  se  le  causaría  perjuicios  al  demandado  y  se 
salvarían  los  intereses  de  ella.  En  tal  concepto  juzgaba  que 
cualquiera  que  fuera  el  resultado  del  juicio  el  importe  de  las 
ventas  respondería  a  él,  bien  volviendo  al  establecimiento  6  cu- 
bríendo  las  responsabilidades  que  exigen;  pero  de  todos  modos 
acompaña  el  inventarío  de  las  cuentas  por  cobrar,  y  agregando 
á  ellas  las  que  pueda  importar  el  ganado  perteneciente  á  la  so- 
ciedad disuelta,  se  podía  sin  cálculos  ligeros  conceptuarse  que 
todo  ascendería  á  cuarenta  ó  cincuenta  mil  duros,  de  los  que 
tenia  una  cuarta  parte,  más  ó  menos,  y  toda  íntegra  la  ofrecía 
como  garantía  de  la  medida  que  había  de  tomarse  y  que  repe- 
tía, en  la  forma  que  lo  hacia,  no  cabía  acreditar  perjuicios  pues- 
to que  no  se  interrumpía  el  tráfico  mercantil.  Sirviéndose  el 
Juzgado  decretar  la  intervención  pedida  como  medida  de  asegu- 
rar la  efectividad  que  había  de  recaer : 

Resultando:  que  la  expresada  sentencia  de  la  Audiencia 
revocó  la  de  prímera  instancia  y  declaró  con  lugar  la  demanda 
condenando  á  don  Claudio  Sebrango  y  Fernández  **á  que  den- 
"tro  de  tercero  día  rindiera  á  doña  Belén  Gkircía  en  la  forma 
''estipulada  en  la  escritura  de  trein'ta  y  uno  de  Marzo  de  mil 
''ochocientos  noventa  y  ocho  y  le  haga  entrega  del  saldo  que  de 
"la  misma  le  corresponda  con  sujeción  á  lo  estipulado  en  dicha 
"escritura  con  más  el  interés  legal  de  su  saldo  ó  sea  un  seis 
"por  ciento  anual  computado  desde  la  fecha  de  la  presentación 
"de  esta  demanda": 

Resultflndo:  que  pedida  aclaración  de  esta  sentencia  por  el 
demandado  accedió  á  ello  la  Sala  por  auto  de  veinte  de  Sep- 
tiembre del  corriente  año  manifestando  como  aclaración  lo  si- 
guiente: "Se  declara  por  la  Sala  que  al  condenarse  en  la  sen- 
"tencia  al  señor  Sebrango  á  que  dentro  de  tercero  día  rinda  á 
"doña  Belén  Gaircía  en  la  forma  estipulada  en  la  escritura  de 
"treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho  las 
"cuentas  del  semestre  vencido  en  treinta  de  Septiembre  de  mil 
"ochocientos  noventa  y  ocho  no  ha  querido  decirse  otra  cosa 
"sino  que  Sebrango  como  lo  acordó  en  dicha  escritura  rinda  á 
"la  demandante  esa  cuenta  por  el  semestre  primero,  consignan- 
"do  el  total  solamente  de  los  seis  meses  y  fijando  la  parte  pro- 
"poTcional  que  en  la  propia  escritura  se  convino  para  dicha 
"señora  del  saldo  que  acaso  resulte  en  su  favor": 

Besvltando:  que  contra  esa  sentencia  de  la  Sala  interpuso 
Sebrango  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctri- 
na legal  fundado  en  el  número  primero  del  artículo  mil  seis- 
cientos noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  consideran- 
do infringidos : 
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Primero.  **E1  principio  de  derecho  de  que  á  nadie  es  lícito 
**  volverse  contra  sus  propios  actos,  proclamado  por  el  Tribunal 
'  *  Supremo  de  España  en  sentencias  de  primero  de  Diciembre  de 
'*mil  ochocientos  ochenta  y  seis,  onee  de  Mayo  de  mil  ochocien- 
**tos  ochenta  y  ocho,  cuatro  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa, 
'*y  otras;  porque  habiéndose  negado  doña  Belén  Gasrcía  y  Sa- 
' 'lazar  á  recibir  las  cuentas  que  en  trece  de  Septiembre  de  mil 
**  ochocientos  noventa  y  nueve  y  por  ante  Notario  le  rindió,  la 
''sentencia  sin  embargo  declara  con  lugar  3a  demanda  estable- 
"cida  por  dicha  señora  exigiendo  la  rendición  de  esas  mismas 
"cuentas  y  me  condena  á  que  los  rinda  nuevamente: 

''Segundo.  Los  dos  primeros  párrafos  del  artículo  mil  cien- 
"to  cincuenta  y  seis  del  Código  Civil,  en  los  que  declara  que 
"las  obligaciones  se  extinguen  por  el  pago  ó  el  cumplimiento, 
"porque  habiendo  rendido  á  doña  Belén  García  en  trece  de  Sep- 
"tiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  las  cuentas  objeto 
"de  este  juicio  y  habiéndolas  rendido  por  segunda  vez  acom- 
"pañando  dichas  cuentas  con  el  escrito  de  contestación  á  la  de- 
"  manda  y  estando,  por  lo  tanto,  cumplida  y  extinguida  la  obli- 
"gación  de  rendir  tales  cuentas,  la  sentencia  sin  embargo  no  lo 
"considera  así  y  me  condena  á  que  las  rinda  por  tercera  vez: 

"Tercero.  El  artículo  mil  ciento  cincuenta  y  siete  del  mi»- 
"mo  Código  porque  la  sentencia  considera  incompleta  la  rendi- 
"ción  de  cuentas  hechas  por  mi,  fundándose  en  que  aquélla  de- 
"bió  ir  acompañada  de  la  entrega  del  saldo  y  del  interés  legal 
"de  éste,  siendo  así  que  ni  dichas  cuentas  arrojan  saldo  alguno 
"á  favor  de  doña  Belén  García  ni  el  fallo  ha  podido  afirmar 
"que  exista  tal  saldo: 

"Cuarto.  El  artículo  mil  noventa  y  uno  en  reiacián  con  loe 
"mil  ciento  cincuenta  y  seis  y  mil  ciento  cincuenta  y  siete  del 
"mismo  Código  porque  habiéndose  estipulado  en  la  escritura 
"de  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  ochocientos  noventa  y  ocho, 
"la  cual  sirve  de  base  á  la  demanda  que  de  la  mitad  correspon- 
"  diente  á  los  herederos  de  don  Isidoro  Sebrango  de  las  cantida- 
"des  que  fuese  haciendo  efectivas  don  Claudio  del  mismo  ape- 
"llido  debe  éste  hacer  entrega  á  don  José  Díaz  Sebrango  de  la 
"suma  de  cuatrocientos  cincuenta  y  siete  pesos,  diez  y  siete  cen- 
"tavos  para  completarle  el  pago  de  un  legado,  y  habiéndome 
"sujetado  estrictamente  á  este  pacto-ley,  la  seóftencia  sin  em- 
"bargo  estima  que  no  he  cumplido  la  obligación  de  exhibir  el 
"saldo  porque  no  he  entregado  cantidad  alguna  á  doña  Belén 
"García  cuando  en  realidad  ninguna  debía  entregarle: 

"Quinto.  Bl  párrafo  primero  derl  artículo  mil  cien  del  mis- 
"mo  Código  Civil,  porque  la  sentencia  para  el  caso  que  resulte 
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''aaMo  á  favor  de  doña  Belén  Oarcía,  me  considera  en  mora  des- 
'^de  la  fecha  de  la  presentación  de  la  demanda,  que  fué  el 
"veinte  y  seis  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  y 
"me  condena  al  pago  de  intereses  legales  desde  esa  fecha,  sien- 
"do  así  que  con  arreglo  al  precepto  legal  y  no  habiendo  me- 
"  diado  requerimiento  extraoficial,  esto  es,  extra  judicial,  según 
"la  misma  sentencia  reconoce  no  pude  incurrir  en  mora  sino 
"desde  la  contestación  de  la  demanda  efectuada  en  veinte  y 
"ocho  de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  6  cuan- 
"do  máfl  desde  el  emplazamiento  para  la  misma,  el  cual  se  veri- 
"ficó  por  medio  de  edictos  de  los  que  los  segundos  se  publicaron 
"en  diez  y  ocho  y  veinte  y  cuatro  de  Octubre  de  mil  ochocientos 
"noventa  y  nueve": 

Resultando:  que  admitido  el  recurso,  y  personado  el  recu- 
rrente ante  este  Supremo  Tribunal  se  ha  sustanciado  aquél  en 
debida  forma,  celebrándose  el  veinte  y  ocho  del  pasado  la  co- 
rrespondiente vista  pública  con  asistencia  sólo  del  Letrado  de  la 
parte  recurrente  que  informó  sosteniendo  él  recurso. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  José  Várela  Jado : 

Considerando:  que  no  es  de  estimarse  el  primer  motivo  de 
este  recurso  porque  no  constando  de  la  demanda  que  doña  Belén 
García  hiciera  reclamación  alguna  contra  sus  propios  actos  no 
podía  la  Sala  sentenciadora  hacer  aplicación  de  este  principio 
de  derecho  ni  menos  puede  deducirse  la  infracción  del  concepto 
manifestado  por  el  recurrente : 

Considerando:  que  si  bien  es  cierto  que  las  obligaciones  se 
extinguen  poor  el  pago  ó  por  el  cumplimiento  de  lasque  se  esté 
obligado,  no  lo  es  menos  que  él  recurrente  no  cumplió  la  obli- 
gación que  tenia  de  rendir  cuentas  á  la  demandante  cada  seis 
meses  según  escritura  de  treinta  y  uno  de  Marzo  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  ocho  y  que  por  el  sólo  hecho  de  requerirla 
notarialmente  para  que  recibiera  unas  cuentas  después  de  haber 
sido  él  emplazado  sin  que  las  recibiera  en  efecto  dicha  deman- 
dante, no  puede  estimarse  cumplida  la  obligación  que  se  había 
reclamado  ya  judicialmente  por  lo  que  la  Sala  no  ha  infringido 
el  referido  artículo  mil  ciento  cincuenta  y  seis  del  Código 
Civil: 

Considerando:  que  por  las  razones  ya  expuestas  y  porque 
no  es  cierto  que  la  sentencia  recurrida  se  haya  fundado  para 
declarar  con  lugar  la  demanda,  en  que  no  se  había  entregado 
cantidad  alguna  á  la  demandante  sino  que  ordena  al  recurrente 
rendir  las  cuentas  del  primer  semestre  vencido  y  abonar  el  saldo 
que  acaso  resultare  con  el  interés  legal  de  un  seis  por  ciento,  es 
evidente  que  no  ha  infringido  tampoco  la  Sala  los  artículos  mil 
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noventa  y  uno,  mil  ciento  cincuenta  y  seis  y  mil  ciento  cincuenta 
y  siete  á  que  se  refiere  el  recurrente  en  los  motivos  tercero  y 
cuarto: 

Considerando:  que  según  el  artículo  mil  cien  del  Código 
Civil  incurre  en  mora  el  deudor  desde  que  se  le  ha  exigido  ju- 
clicialmente  él  cumplimiento  de  la  obligación  y  que  habiendo 
condenado  la  Sala  al  pago  de  los  intereses  correspondientes  des- 
de la  interposición  de  la  demanda,  no  ha  infringido  dicho  ar- 
tículo porque  él  acto  de  ocurrir  á  un  juicio  á  reclamar  el  cum- 
plimiento de  una  obligaciq^n,  constiiniye  la  exigencia  judicial  que 
dicho  artículo  prevé,  sin  que  en  él  se  determine  que  dicho  efecto 
ha  de  producirlo  el  emplazamiento  ó  la  contestación : 

Considerando:  que  con  arreglo  al  artículo  cuarenta  de  la 
Orden  número  noventa  y  dos,  cuando  se  declare  sin  lugar  un 
recurso  de  casación  se  impondrán  siempre  las  costas  del  mismo 
al  recurrente  salvo  las  excepciones  consignadas  en  el  dicho  ar- 
tículo; 

FaUamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  de  doctrina 
legal  interpuesto  por  Claudio  Sebrango  y  Fernández  contra  la 
sentencia  dictada  en  trece  de  Septiembre  del  corriente  año  por 
la  Audiencia  de  Puerto  Príncipe  é  imponemos  las  costas  al  ex- 
presado recurrente. 

Comuniqúese,  con  certificación  á  dicho  Tribunal,  devolvién- 
dole el  apuntamiento  recibido  y  publíquese  en  la  Gaceta  de  la 
Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia, 
librándose  al  efecto  las  correspondientes  copias. 

Así,  por  esta  sentencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— Rafael  Cruz  Pérez. — ^Angel  C.  Betancourt. — Octavio 
Giberga. — José  Várela. — Juan  O'Parrill. 


Manuel  Fabián  Pérez,  apoderado  de  D.  Jenaro  Fernández 
RiVA,  CONTRA  José  Ramón  Echavarría. 

Sentencia  núm.  12  (Diciembre  10  de  1900). 

Recurso  por  quebrantamiento  de  forma  interpuesto  por  el  de- 
m^andado  Echavarría  contra  la  sentencia  dictada  por  el  Juez 
de  Primera  Instancia  del  Distrito  Este  de  la  Habana  en 

JUICIO  DE  DESAHUCIO. 

Para  que  sea  admlsiUe  un  tecnrao  de  casaci6n  por  «ine- 
brantamiento  de  forma,  es  IndiqíMiisable  se  diga,  no  sólo  que 
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se  jfiáió  la  sabsanación  de  la  falta  que  se  supone  cometida, 
sino  qve  se  expresen  adem&s  las  reclamaciones  que  se  prac- 
ticaran para  oMener  dicha  snbsanación  6  los  motiYOs  que 
impidieron  hacerlo;  y  al  no  haberse  complido  con  lo  dispues- 
to en  el  caso  6.0  del  Articulo  6.o  de  la  OÍrden  sobre  casación, 
es  inadmisible  el  recurso. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  diez  de  Diciembre  de  mil  no- 
vecientos : 

En  el  juicio  de  desahucio  seguido  por  don  Manuel  Fabián 
Pérez,  mayor  de  edad,  del  comercio  y  vecino  de  esta  ciudad, 
como  apoderado  de  don  Jenaro  Fernández  Biva  contra  don  José 
Bamón  Echavarria,  mayor  de  edad  y  vecino  también  de  esta 
ciudad,  por  falta  de  pago  del  alquiler  correspondiente  al  mes  de 
Agosto  del  corriente  año,  de  una  babitaeién  de  la  casa  Rida  cien- 
to nueve,  juicio  pendiente  ante  este  Supremo  Tribunal  por  vir- 
tud áél  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma,  iur 
«terpuesto  por  José  Bnumón  Echavarria  contra  la  sentencia  dictada 
por  el  Juez  de  Primera  Instancia  del  Distrito  del  Este  de  esta 
Capital,  confirmatoria  de  la  del  Juez  Mtmicipal  del  mismo  dis- 
trito, que  declaro  con  lugar  el  desahucio : 

Resultavrdo:  que  en  la  sentencia  recurrida  se  aceptaron  los 
fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  consignados  en  la  del  Juez 
Municipal,  cuyos  hechos  son  los  siguientes: 

Resultando:  que  presentada  la  demanda  relacionada  y  ci- 
tadas las  partes  comparecieron  el  día  señalado,  en  el  que  acre- 
ditó su  personalidad  el  actor  y  ratificó  dicha  demanda,  la  que 
negó  el  demandado  oponiendo  la  excepción  de  cosa  juzgada, 
porque  en  este  mismo  Juzgado  el  actor  le  ha  establecido  otra 
demanda  de  desahucio  por  falta  de  pago  del  alquiler  corres- 
pondiente á  tres  mensualidades  de  la  habitación  que  ocupa  en 
la  casa  Biela  ciento  nueve;  que  en  aquel  juicio  alegó  no  ser 
cierta  la  causal  de  falta  de  pago  en  que  se  apoyó,  por  cuanto 
que  había  contratado  el  pago  por  anualidades  vencidas  y  no  por 
mensualidades;  y  que  el  contrato  de  arrendamiento  que  se  evi- 
dencia del  recibo  que  acompañó,  fué  prorrogado  mediante  la 
tácita  reconvención  siendo  evidente  que  entre  aquel  juicio  y  éste 
existe  la  identidad  de  personas,  cosa  y  acci^  que  determinan  la 
cosa  juzgada ;  y  por  último  hace  constar  que  en  el  juicio  de  desahu- 
cio de  referencia  ha  recaído  sentoicia,  hoy  ejecutoria,  en  la  que 
declaró  el  Juzgado  sin  lugar  dicha  demanda,  absolviéndole  de  ella : 

Resultando :  que  el  actor  en  réplica  negó  la  existencia  de  'la 
cosa  juzgada  alegada  por  el  demandado;  y  éste  en  duplica  insis- 
tió en  su  contestación  manifestando  que  las  razones  alegadas  por 
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el  actor  no  desvirtúan  la  excepción  propuesta  y  pidió  el  recibi- 
miento á  prueba: 

Resultando :  que  propuesta  por  el  demandado  la  prueba  de 
certificación  de  lugares  del  juicio  en  que  funda  su  excepción,  y 
la  de  confesión  judicial  del  mandante  del  actor,  señor  Jenaro 
Fernández,  á  cuya  prueba  se  accedió,  en  la  comparpecencia  de 
treinta  de  Agosto  último,  mandándose  á  practicar  y  que  se  citase 
á  Fernández  para  efl  cuatro  del  actual : 

Resultando:  que  en  dicho  día  solicitó  el  demandado  pró- 
rroga del  término  probatorio  de  seis  días  que  se  habían  conce- 
dido para  la  práctica  de  la  prueba,  fundado  en  que  para  la 
de  confesión  debía  librarse  exhorto  á  España  por  la  vía  diplo- 
mática é  indicando  como  domicilio  del  mismo  la  casa  Real  cua- 
renta y  seis  en  Santander;  prórroga  que  le  fué  negada  en  pro- 
videncia de  la  misma  fecha  de  la  que  interpuso  recurso  de  re- 
posición que  fué  impugnado  por  el  actor  y  negado  por  el  auto 
del  día  siete,  visible  á  fojas  once  vuelta  de  estos  autos : 

Resultando:  que  de  la  certificación  solicitada  por  el  de- 
mandado como  prueba  de  su  excepción,  que  obra  á  fojas  diez  y 
seis,  aparece  que  el  actor  en  este  juicio  con  el  mismo  carácter 
de  apoderado  de  Jenaro  Fernández  Riva,  demandó  en  treinta  de 
Julio  último  á  José  Ramón  Echavarría  sobre  desahucio  dd  cuar- 
to número  once  de  la  calle  de  Riela  por  falta  de  pago  de  quince 
pesos,  noventa  centavos  en  oro  español  que  era  en  deber  por  tres 
mensualidades  vencidas  en  veinte  y  dos  de  dicho  mes  de  Julio  á 
razón  de  cinco  pesos,  treinta  centavos  cada  una ;  que  el  deman- 
dado negó,  la  demanda,  presentando  un  recibo,  que  consta  certi- 
ficado á  fojas  veinte,  de  cuarenta  y  cinco  pesos  plata,  á  favor 
de  Echevarría;  ''por  el  alquiler  de  doce  meses  de  una  habita- 
ción que  ocupa  en  la  casa  calle  de  Muralla  número  ciento  nueve, 
de  los  cuales  han  vencido  ocho  en  veintiuno  del  mes  de  su  fecha, 
— Noviembre  veinte  y  seis, — ^venciendo  los  cuatro  restantes  en 
veinte  y  uno  de  Marzo  de  mil  novecientos ;  y  por  último,  que  se 
dictó  sentencia  en  once  del  mismo  mes  de  Agosto  próximo  pa^ 
sado,  en  la  que  por  no  haber  justificado  el  actor  que  el  alquiler 
convenido  fuese  el  de  cinco  pesos,  treinta  centavos  en  oro  men- 
suales, que  expresa  la  demanda,  se  declaró  ésta  sin  lugar,  que- 
dando firme : 

Resultando:  que  agregada  la  prueba  se  señaló  día  para  la 
continuación  del  juicio,  por  haber  vencido  el  término,  y  se  citó 
á  las  partes  no  habiendo  concurrido  más  que  el  actor,  quien  so- 
licitó que  en  definitiva  se  declarase  sin  lugar  la  excepción  del 
demandado  y  con  lugar  las  costas  de  la  demanda,  y  se  terminó 
el  juicio  por  sentencia: 
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Besuliando :  que  contra  esta  seatencia  interpuso  el  demandado 
Echevarría  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma, 
fundado  en  el  número  quinto  del  artículo  mil  seiscientos  noventa 
y  uno  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  alegando  el  siguiente 
quebrantamiento :  * '  Que  propuso  como  prueba  la  confesión  ju- 
dicial del  actor  bajo  juramento  indecisorio,  y  esa  diligencia  de 
prueba  admisible  en  juicios  de  esa  naturaleza,  fué  negada  por 
el  Juez  Municipal ;  que  la  solicitó  en  segunda  instancia,  y  tam- 
bién se  negó,  produciendo  con  ello  indefensión''  y  que  "reclamó 
oportunamente  la  omisión  y  la  falta": 

Resvltavdo :  que  admitido  el  recurso,  por  el  Juez  de  Primera 
Instancia,  y  elevados  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal,  se  sus- 
tanció conforme  á  derecho  y  se  designó  para  la  vista  pública  el 
día  cinco  del  corriente  mes,  la  cual  tuvo  efecto  sin  asistencia  de 
ninguna  de  las  partes. 

Siendo  Ponente  A  Magistrado  José  Várela  Jado: 

Considerando:  que  para  que  sea  admisible  un  recurso  de 
casación  por  quebrantamiento  de  forma,  es  indispensable  no  sólo 
q>ae  se  diga  que  se  pidió  la  subsanaeióin  de  la  falta  que  se  su- 
pone cometida,  sino  que  se  exprese  en  el  escrito  por  el  cual  se 
interpone  el  recurso,  las  reclamaciones  que  se  practicaron  para 
obtener  dicha  subsanación  ó  los  motivos  que  impidieran  hacerlo, 
lo  cual  no  ha  hecho  el  recurrente,  dejando  incumplido,  por  con- 
siguiente, el  caso  quinto  del  artículo  quinto  de  la  Orden  número 
noventa  y  dos  sobre  casación : 

Considerando:  que  aun  cuando  este  recurso  fué  admitido 
por  el  Juez  sentenciador,  sin  embargo  de  faltar  el  recurrente  al 
requisito  legal  manifestado  para  su  admisión,  y  aun  cuando  no 
ha  sido  impugnado  por  ninguna  de  las  partes,  no  es  obstáculo 
para  que  este  Tribunal,  por  la  ineficacia  consiguiente  á  todo 
recurso  defectuosamente  interpuesto  y  por  tanto  inadmisible, 
lo  declare  sin  lugar: 

Considerando :  de  acuerdo  con  lo  preceptuado  en  el  artículo 
cuarenta  de  la  Orden  noventa  y  dos  sobre  casación  que  se  deben 
imponer  las  costas  de  este  recurso  al  recurrente : 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  forma  in- 
terpuesto por  don  José  Ramón  Echevarría,  en  el  juicio  de  desahu- 
cio de  que  se  ha  hecho  referencia. 

Así  por  esta  sentencia,  que  se  comunicará  al  Juez  de  Primera 
Instancia  del  Distrito  del  Este  de  esta  capital,  con  devolución 
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de  los  autos,  y  de  la  que  se  librarán  las  correspondientes  copias 
autorizadas,  á  la  Secretaria  de  Justicia  y  á  la  Chíceta  de  la  Ha- 
bwna  para  su  publicación,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— Rafael  Cruz  Pérez. — ^Angel  C  Betancourt. — José  Vá- 
rela.— José  Antonio  Pichardo. — ^Francisco  Noval  y  Marti. 


Joaquín  Marinas,  administrador  de  bienes  embargados  por  el. 
Monasterio  de  Santa  Clara,  contra  Francisco  Igualada. 

Auto  núm.  98  (Diciembre  11  de  1900). 

Recurso  de  queja  establecido  por  Francisco  Igualada  contra  el 
auto  dictado  por  la  Audiencia  de  la  Habana  en  6  de  Di^ 
ciembre  de  1900, 

JÜIOIO  EJECUTIVO. 

No  exigiendo  el  caso  2.o  del  Articulo  6.o  de  la  Oxden  92, 
otra  cosa  que  la  f  ocba  del  eacilto  en  que  ge  interpone  ei  re- 
cuTBO  sin  expresar  el  logar  en  que  ha  de  fijarse,  es  indife- 
rente qne  se  coloque  en  el  cuerpo  de  dicho  escrito  6  al  final 
del  mismo. 

No  se  da  recurso  de  casación  por  infracción  de  Lef  en 
los  Juicios  eJecutiYOS. 

Resultando :  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  en  el  cuaidemo  de  cuentas  de  Joaquín  Marinas,  Admi- 
nistrador de  los  bienes  embargados  en  ejecutivos  seguidos  por  el 
Monasterio  de  Santa  Clara  contra  Francisco  Igualada,  denegó 
por  auto  de  veinte  y  cuatro  del  corriente  la  súplica  que  inter- 
puso el  recurrente,  del  auto  del  dos  del  mismo  mes,  ''disponiendo 
''  el  libramiento  de  carta-orden  al  Juez  de  Primera  Instancia, 
para  que  requiera  á  los  herederos  de  don  Joaquín  Marinas,  á 
fin  de  que  se  personen  en  este  Tribunal  dentro  de  quince  días, 
**  apercibidos,  si  no  lo  hicieren,  de  dárseles  por  deciddos  en  los 
**  derechos  que  asistan  á  su  causante'*: 

Resultando :  que  el  referido  recurrente  interpuso  contra  esa 
resolución  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  y  doctrina 
legal,  en.  escrito  que  a  su  pie  dice: — ^** Habana,  Octubre  treinta  y 
uno  de  mil  novecientos. — ^Ldo.  Alfredo  Zayas. — Esteban  de  la 
Tejera."  exponiendo  que  autorizaba  el  recurso  el  artículo  cua- 
trocientos tres  y  mil  seiscientos  noventa  en  sus  números  primero 
y  quinto  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  citando  como  in- 
fringidos: d  artículo  mil  seiscientos  veinte  y  cinco  de»l  Código 
Civil,  *'  porque  siendo  el  administrador  judicial  de  bienes  em- 
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bargados  en  el  juicio  ejecutivo  desi^ado  por  el  acreedor  y 
movido  á  su  voluntad,  es  claro  que  tiene  el  carácter  de  man- 
datario de  éste,  y  en  tal  concepto  se  ha  infringido  ese  artículo : 
**  Segundo.  La  doctrina  legal  contenida  en  la  sentencia  del 
Supremo  de  España  de  veinte  y  cuatro  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  cuatro,  que  atribuye  el  carácter  de  manda- 
tario al  Contador  que  por  designación  de  las  partes  nombre  el 
Juez,  y  la  resolución  recurrida  envuelve  el  desconocimiento 
de  esrte  carácter  mandatario: 

**  Tercero.  La  doctrina  legal  relativa  á  no  poder  volver 
loe  Jueces  y  Tribunales  sobre  sus  resoluciones  ejecutoriadas,  que 
constituyen  cosa  juzgada  y  en  particular  la  contenida  en  las 
sentencias  del  Tribunal  Supremo  de  España  de  Enero  trece 
y  Junio  treinta  de  mil  ochocientos  setenta  y  ouatro": 

Resultando:  que  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  por  auto  de  seis  del  corriente,  declaró  sin  lugar  la  ad- 
misión del  recurso  interpuesto  por  no  cumplir  el  recurrente  con 
el  inciso  segundo  del  artículo  quinto  de  la  Orden  número  no- 
venta y  dos,  al  no  haber  expresado  la  fecha  del  escrito  en  que 
se  interpone  el  recurso: 

Resultando :  que  establecida  la  queja  por  el  recurrente,  ante 
este  Supremo  Tribunal,  sustanciada  ésta,  se  señaló  el  día  ocho 
del  corriente  para  la  vista  de  este  recurso,  la  cual  tuvo  lugar 
con  asistencia  del  Letrado  defensor  de  Francisco  Igualada,  que 
lo  sostuvo,  y  el  Ministerio  Fiscal,  que  lo  impugnó,  por  no  ser 
susceptible  del  recurso  de  casación  la  resolución  contra  la  cual 
se  interpusiera: 

Considerando-,  que,  no  exigiendo  el  caso  segundo  del  ar- 
ticulo quinto  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  otra  cosa  que  la 
fecha  del  escrito  en  que  se  interpone  el  recurso  sin  expresar  el 
lugar  del  mismo  en  que  ha  de  consignarse,  es  evidente  que  es- 
tando fechado  como  lo  está  ese  escrito,  ha  incurrido  la  Sala  en 
error  al  denegar  por  no  expresarse  la  referida  fecha  en  el  cuer- 
po del  escrito,  la  admisión  del  recurso  de  casación,  considerando 
infringido  el  citado  caso  segundo  del  artículo  quinto  de  la  pre- 
dicha  Orden  noventa  y  dos,  que  por  el  contrario,  ha  sido  cumpli- 
do por  el  recurrente: 

Considerando :  que  con  arreglo  á  los  artículos  mil  seiscientos 
ochenta  y  siete  y  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil,  el  recurso  de  casación  sólo  procede  contra 
las  resoluciones  definitivas  ó  que  tengan  el  concepto  de  tales  y, 
además,  según  el  precepto  terminante  del  artículo  mil  seiscien- 
tos noventa  y  dos  del  propio  Código,  no  se  da  recurso  de  casación 
por  infracción  de  ley  en  los  juicios  ejecutivos ;  y  como  en  el  pre- 
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senté  easo  se  pretende  en  un  incidente  á  un  juicio  ejecutivo  esta- 
blecer recurso  por  infracción  de  ley,  contra  lo  ordenado  en  ks 
disposiciones  mencionadas,  no  debió  haberlas  olvidado  la  Sala, 
sino  fundar  en  ellas  la  denegación  de  este  recurso  y  no  en  el 
precepto  inaplicable  en  que  la  fundó,  conforme  al  articulo  onceno 
en  relación  con  el  número  primero  del  articulo  séptimo  de  la 
Orden  antedicha : 

Se  declara  sin  lugwr  la  queja  establecida  por  FrancÍBCo 
Igualada  contra  el  auto  de  seis  del  corriente,  dictado  por  la 
Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  con  las  costas  á 
cargo  del  recurrente,  y  comuniqúese  esta  decisión  á  dicha  Au- 
diencia, para  lo  que  proceda. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del  margen  ante  mí, 
de  que  certifico. — Rafael  Cruz  Pérez. — Ángel  C.  Betancourt. — 
José  Antonio  Pichardo. — Juan  O  'Farrill. — Ante  mí. — ^P.  D. — ^Ar- 
mando Biva 


Agustín  Sáítchez  López,  contra  el  Registrador  de  la  Pro- 
piedad DE  Santa  Clara. 

Besolueián  núm.  11  (Diciembre  11  de  1900). 

Recurso  gubernativo  interpuesto  por  Sánchez  López  contra  Id 
resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  de 
29  de  Septiembre  último  confirmando)  la  negativa  del  Regis- 
trador de  la  Propiedad  de  d¿cha  ciudad  sobre 

TRASLACIÓN  A  LOS  MODERNOS  UBBOS 
DE  UNA  capellanía. 

Según  la  letra  y  espirita  del  Articulo  9.o  de  la  Xaey  Hi- 
potecaria, hay  drcnnstaiicias  que  por  oaencialM  é  Indiqí^aiaa- 
bles  deben  constar  en  determinadas  inscrtpcioiíaB,  de  tal 
modo,  que  si  no  se  expresan  en  el  titulo  inscripto,  6  en  adi- 
ciones que  aparezcan  de  nuevos  titules  6  notas  exigidas  con 
los  requisitos  legales,  no  es  posible  llevar  á  efecto  la  inscrip- 
ción que  se  solicita  hasta  que  se  subsane  el  defecto,  y  entre 
ellas  figuran  la  situación  y  linderos  de  la  linca  que  se  trata 
de  inscribir.  lia  naturaleza,  extensión  y  condiciones  del  de- 
recho inscripto,  son  también  circunstancias  esenciales,  que 
según  resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Registros,  han  de 
expresarse  en  el  titulo  con  exactitud  y  precisión  tales,  que 
no  dejen  lugar  ft  dudas  acerca  del  mismo,  á  fin  de  que  no 
pueda  un  tercero  ser  inducido  k  error  sobre  dicho  extremo. 
ni  perjudicado  en  su  consecuencia. 

El  nombre  y  apellido  de  la  persona  del  interesado  &  cuyo 
favor  se  hizo  una  inscripción  antigua  son  requisitos  impor- 
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tantea  cuya  omisión  pnede  producir  la  nulidad  de  la  inscrip- 
ción 7  qne  no  puede  subsanarse,  ni  aun  rectificarse,  según 
resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Registros. 

En  las  solicitudes  de  traslación  pedidas  á  la  vez  por  dos 
personalidades  distintas,  la  decisión  6  favor  de  cualquiera 
de  ellas,  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que  crea  tener  el 
otro. 

Para  desrirtuar  un  asiento  anterior,  no  es  competente 
la  via  gubematiya^  Cuando  el  nombre  de  la  persona  que 
aparece  en  los  libros  antiguos  es  distinto  al  expresado  en  la 
solicitud  de  traslación,  tal  diferencia  puede  constituir  un 
error  material,  que  ha  de  rectificarse  por  los  medios  que  al 
efecto  indica  la  Iioy  Hipotecarla,  sin  que  sea  subsanable  por 
la  vía  gubematiTa. 

Visto  por  ei  Presidente  de  este  Tribunal  Supremo  d  recurso 
de  ax)elación  establecido  por  don  Agustín  Sánchez  López  contra 
la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara, 
fecha  veinte  y  nueve  de  Septiembre  próximo  pasado,  confirma^ 
toria  del  auto  dictado  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  acciden- 
tal de  la  ciudad  de  Santa  Clara  en  Abril  diez  próximo  pasado, 
auto  que  á  su  vez  confirmó  la  calificación  del  Registrador  de  la 
Propiedad  de  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cuatro: 

Aceptando  la  relación  de  hechos  de  dicho  Juez  accidental, 
que  es  como  sigue : 

Besidtando :  que  en  quince  de  Julio  de  mil  ochocientos  no- 
venta y  cuatro,  don  Agustín  Sánchez  López,  Capellán  propietario 
de  la  mandada  fundar  por  doña  Águeda  Pérez  y  Morales,  soli- 
citó del  Registrador  de  la  Propiedad  la  traslación  de  los  antiguos 
é  los  modernos  Libros  del  Registro,  de  los  asientos  correspon- 
dientes á  dicha  Capellanía  y  cuya  traslación  suspendió  el  Regis- 
trador porque  el  asiento  número  ciento  nueve  del  folio  cuarenta 
y  siete  del  Libro  primero  de  la  Anotaduría  qae  verbalmente  de- 
signó el  interesado  como  el  mismo  á  que  se  contrae  dicha  ins- 
tancia de  no  dar  á  conocer  la  finca  gravada  y  contraerse  á 
capellanía  fundada  por  doña  Ana  Pérez  de  Morales  y  no  doña 
Águeda,  tampoco  contiene  las  circunstancias  relativas  á  la  clase, 
naturaleza  y  condición  del  gravamen,  y  que  no  está  fechado  ni 
firmado:  que  no  se  solicita  la  rectificación  dispuesta  sobre  los 
defectos,  por  la  Real  Orden  de  primero  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  setenta  y  nueve :  que  no  se  acompaña  el  documento 
correspondiente  con  que  adicionar,  en  su  caso,  las  circunstancias 
que  faltan:  que  tratándose  de  bienes  de  capellanías  colativas, 
no  se  justifica  que  la  adjudicación  se  haya  hecho  á  tenor  de  la 
Ley  é  Instrucción  de  veinte  y  cuatro  y  veinte  y  cinco  de  Junio 
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de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete,  con  relación  á  la  de  diez  y 
nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  uno,  aclarada  por 
la  de  quince  de  Junio  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  seis,  hecha 
extensiva  á  Ultramar  por  Real  Decreto  de  treinta  y  uno  de 
Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  y  que  al  mismo  tiempo 
se  ha  presentado  otra  solicitud  por  parte  del  Obispo  Diocesano, 
no  pudiéndose  por  ello  verificar  la  traslación,  si  procediera,  hasta 
que  los  interesados,  por  los  Tribunales,  decidan  cuál  deba  ob- 
tenerla : 

Resultando:  que  el  señor  Sánchez  López  en  instancia  de 
quince  de  Enero  último,  establece  recurso  gubernativo  contra  la 
calificación  del  Registrador  de  la  Propiedad,  fundado  en  que  el 
primer  fundamento  de  la  negativa  no  es  admisible  porque  esos 
defectos  no  fueron  subsanados  oportunamente  por  no  haber  llegado 
á  su  noticia  su  existencia,  siendo  muchos  de  eMos  subsanados  por  la 
presentación  de  la  escritura  de  constitución  de  dicho  gravamen  y 
la  de  imposición  de  la  referida  capellanía,  que  obran  en  su  poder 
y  en  el  expediente  de  fundación  existente  en  el  Tribunal  ecle- 
siástico de  la  Diócesis,  y  el  defecto  de  nombre  que  se  advierte  en 
el  asiento  es  debido  á  error  de  pluma,  subsanable  con  la  referida 
escritura  y  mediante  informe  que  puede  suministrar  el  referido 
Tribunal  eclesiástico,  respecto  á  la  no  existencia  de  otra  Cape- 
llanía, con  el  capital  y  en  la  finca  citada,  que  la  que  consta  en 
la  misma  instancia:  que  el  segundo  fundamento  tampoco  es 
aceptable,  porque  en  Ultramar  no  han  regido  nunca  las  Leyes 
desamortizadoras  sobre  capellanías  colativas  que  cita  el  Regis- 
trador, correspondiendo  su  colación,  única  y  exclusivamente,  i 
la  autoridad  eclesiástica,  y  por  tanto  carece  en  absoluto  de  fun- 
damento ese  motivo  alegado  para  la  suspensión,  y  por  último, 
que  el  motivo  consignado  respecto  á  haber  pedido  también  el 
Obispado  la  traslación,  ésta  sólo  puede  ser  solicitada  para  que 
surta  efecto  contra  tercero,  por  los  interesados  en  los  asientos 
antiguos,  y  respecto  á  Capellanías,  los  únicos  interesados  son 
los  capellanes  propietarios  designados  con  vista  de  los  llama- 
mientos hechos  por  los  fundadores,  puesto  que  cada  una  de  las 
distintas  capellanías,  es  una  personalidad  jurídica,  cuya  repre- 
sentación legal  corresponde  á  las  capellanías,  y  que  aparte  de 
ésto,  en  la  misma  certificación  que  presenta,  se  ve  que  el  Obispado 
reconoce  que  el  recurrente  es  el  llamado  á  solicitar  la  traslación, 
puesto  que  para  ello  se  expidió  dicha  certificación : 

Resultandos  que  pedido  el  informe  al  señor  Registrador  de 
la  Propiedad,  lo  evacuó  en  veinte  del  mes  próximo  pasado,  sos- 
teniendo los  motivos  en  que  fundó  la  suspensión  y  solicitando 
se  declare  la  procedencia  de  la  calificación: 
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Resultando:  que  en  tres  de  Noviembre  último  presentó  es- 
crito dicho  Sánchez  López,  como  Capellán  propietario  de  la  Ca- 
pellania  mandada  fundar  por  doña  Águeda  Pérez  de  Morales,  al 
Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  apelando  para  ante 
el  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  de  la  resolución  dictada  por 
aquél  en  veinte  y  nueve  de  Septiembre  último,  apelación  que  fué 
admitida,  según  providencia  de  cinco  de  Noviembre  último : 

Aceptando  las  consideraciones  en  que  descansa  el  auto  refe- 
rido de  diez  de  Abril  próximo  pasado,  y  además : 

Considerando :  que,  según  la  letra  y  espíritu  del  articulo  no- 
veno de  la  Ley  Hipotecaria,  hay  circunstancias  de  suyo  esenciales 
que  €s  indispensable  consten  en  determinadas  inscripciones,  de 
tal  modo,  que  si  no  se  expresan  en  el  titulo  inscripto,  ó  en  adi- 
ciones constantes  de  nuevos  titules,  ó  en  notas  exigidas  al  efecto 
con  los  requisitos  legales  del  caso,  no  es  posible  llevar  á  efecto  la 
inscripción  que  se  solicita  hasta  que  se  subsane  el  defecto;  y 
entre  esas  circunstancias  esenciales,  se  encuentran,  entre  otras, 
la  situación  y  linderos  de  la  ñnca  ó  inmueble,  objeto  de  la  ins- 
cripción, y  tales  circunstancias  se  echan  de  menos  en  el  asiento 
antiguo,  según  manifestación  del  Registrador  en  su  informe  de 
veinte  de  Marzo  del  corriente  año : 

Considerando :  que  según  el  propio  informe,  no  se  expiesan 
en  el  asiento  que  se  quiere  trasladar,  la  naturaleza,  extensión  y 
condiciones  del  derecho  inscripto,  circunstancias  también  esen- 
ciales; y  según  resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Registros,  la 
naturaleza  del  derecho  que  se  inscriba  ha  de  expresarse  en  el 
titulo  con  exactitud  y  previsión  tales,  que  no  deje  lugar  á  duda 
acerca  del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda  un  tercero  ser  inducido 
á  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudicado  en  su  consecuencia: 

Considerando :  que  según  el  propio  Registrador  en  su  infor- 
me, tampoco  se  expresa  el  nombre  y  apellido  de  la  persona  del 
interesado  á  cuyo  favor  se  hizo  la  inscripción,  no  habiéndose  lle- 
nado, ni  intentado  llenarse  tal  requisito,  de  suyo  también  esen- 
cial, y  semejante  omisión  es  de  tal  importancia  que  puede  pro- 
ducir la  nulidad  de  la  inscripción;  por  cuya  razón  no  puede 
subsanarse,  ni  aún  rectificarse,  según  resoluciones  de  la  Direc- 
ción de  los  Registros,  entre  otras,  la  de  veinte  y  uno  de  Enero 
de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco : 

Considerando:  respecto  de  las  solicitudes  de  traslación  de 
un  mismo  asiento,  pedidas  á  la  vez  por  el  Obispo  Diocesano  y 
por  el  Capellán  Agustin  Sánchez  López,  que  la  decisión  á  favor 
de  cualquiera  de  los  dos,  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que 
crea  tener  el  otro,  y  para  desvirtuarse  un  asiento  anterior  no  es 
competente  la  via  gubernativa,  i)orque  cualquier  asiento  del  Re- 
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gistro  está  bajo  la  salvaguardia  de  los  Tribunales  de  Justicia, 
que  en  su  caso  pueden  declarar  una  nulidad  6  una  prioridad, 
previos  los  trámites  mareados  por  la  Ley,  y  nunca  sin  oirse  á  los 
interesados  en  el  mismo  asiento,  estando  limitada  la  competen- 
cia de  esta  Presidencia,  según  el  articulo  diez  y  seis  del  Decreto 
sobre  creaeiosn  de  este  Tribunal  Supremo,  á  resolver  en  última 
instancia  las  apelaciones  que  se  interpongan  contra  lo  resuelto 
por  los  Presidentes  de  las  Audiencias  en  todos  los  casos  en  que 
éstos  deban  conocer  de  recursos  interpuestos  contra  las  califica- 
ciones que  hagan  ilos  Registradores  de  la  Propiedad  de  los  docu- 
mentos presentados  al  Registro,  ya  sean  por  particulares,  ora 
por  la  autoridad  judicial : 

Considerando  i  respecto  al  nombre  de  Ana  que  aparece  en 
los  Libros  antiguos  y  el  de  Águeda  á  que  se  contrae  la  solicitud 
de  Sánchez  López,  que  tal  diferencia  puede  constituir  un  error 
material  que  ha  de  rectificarse  por  los  medios  que  al  efecto  indica 
la  Ley  Hipotecaria,  no  siendo  procedente  en  ningún  caso  que 
tal  rectificación  pueda  hacerse  gubernativamente,  según  resolu- 
ciones de  la  Dirección  de  los  Registros,  entre  otras,  la  de  treinta 
de  Abril  de  mil  ochocientos  ochenta. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  interpuesto,  confirmándose 
por  lo  tanto  la  nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  de  Santa 
Clara,  de  fecha  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cuatro. 

Comuniqúese  lo  resuelto,  por  medio  de  certificación  y  carta- 
orden  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  y  publiquese 
en  la  Gaceta  de  la  Habana, — ^Rafael  Cruz  Pérez. 


Felicia  San  Bartolomé  y  Valladares,  contra  los  herederos 
DE  Ángel  Alvarez  y  Martínez  Arcos. 

Sentencia  núm.  6  (Diciembre  12  de  1900). 

Incidente  promovido  en  d  Juzgado  de  Alacranes  para  que  se 
acurmilase  al  juicio  aUí  seguido,  el  que  se  tramitaba  en  el 
Juzgado  Norte  de  esta  ciudad,  promovido  por  María  A.  Ca- 
brera contra  la  sucesión  de  Alvarez  Martínez, 

jmCIO  EJECUTIVO. 

Al  disponer  el  Articulo  166  de  la  Ley  de  Enjmrfainfeiito 
Civil,  que  no  procede  la  acnmnlación  de  los  Juicios  ejecuti- 
vos entre  sí,  ni  &  un  juicio  universal,  cuando  b61o  se  persigan 
los  bienes  hipotecados,  salvo  el  caso,  previsto  en  el  Articulo 
147  de  la  Ley  Hipotecaria  anterior,  claramente  determina 
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(ia«  no  pxDcede  la  acnniiilacidn  de  un  ejecutivo  en  qne  sólo 
se  penigan  los  bienes  hipotecados,  á  otro  dirigido  contra  la 
totalidad  de  los  bienes  del  deudor.  Que  en  virtud  de  la  acu- 
mulación dispuesta  por  el  Juez  del  abintestato,  en  cuanto  no 
se  trataba  en  aquél  de  la  persecución  de  las  fincas  especial- 
mente hipotecadas,  quedó  dicho  Juicio  reducido  i  la  clase  de 
aquellos  k  que  se  refiere  el  Articulo  166  de  la  Ley  Procesal, 
y  en  cambio  el  incoado  después,  se  dirige  contra  el  total  de 
los  bienes  del  ejecutado  y  sus  herederos;  de  donde  resulta 
que  en  este  último  se  ejercita  una  acción  mixta  de  real  y  per- 
sonalt  mientras  que  en  el  primero  solo  se  ejercita  la  acción 
real  contra  la  cosa  hipotecada,  y  por  último,  no  existiendo 
entre  dichos  juicios  la  debida  identidad  con  referencia  &  las 
personas,  á  las  cosas  ó  á  las  acciones  que  requiere  para  la 
acumulación  la  Ley  Procesal,  no  es  procedente  acceder  &  ella. 

Bn  la  ciudad  de  la  Habana,  á  doce  de  Diciembre  de  mil  no- 
vecientos, en  el  incidente  de  acumulación,  promovido  por  el 
Juzgado  de  Primera  Instancia  de  Alacranes,  correspondiente  al 
territorio  de  la  Audiencia  de  Matanzas,  que  conoce  del  juicio 
ejecutivo  seguido  por  Felicia  San  Bartolomé  y  Valladares,  con- 
tra los  herederos  de  Ángel  Alvarez  y  Martínez  Arcos,  en  cobro 
de  pesos,  pretendiendo  que  á  dicho  juicio  se  acumule  el  que  «e 
sustancia  en  el  Juzgado  del  Distrito  Norte  de  esta  ciudad,  com- 
prendido en  el  Territorio  de  la  Audiencia  de  esta  Provincia, 
seguido  por  María  Antonia  Oabrera  contra  la  expresada  suce- 
sión de  Alvarez  y  Martínez  Arcos,  en  cobro  de  pesos,  cuya  acu- 
mulación no  ha  sido  aceptada  por  este  último  Juzgado  y  pende 
de  decisión  ante  este  Tribunal  Supremo : 

Primero.  Resultando:  que  en  veinte  y  ocho  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cinco,  Félix  Cabrera  dedujo  demanda 
ejecutiva  contra  Ángel  Alvarez  y  Arcos  en  cobro  de  pesos,  pro- 
cedentes de  un  crédito  asegurado  con  hipoteca  en  el  ingenio 
San  Agustín,  acompañando  al  efecto  las  correspondientes  escri- 
turas mediante  las  cuales  se  mandó  despachar  por  el  Juez  del 
antiguo  distrito  de  Guadalupe  de  esta  ciudad,  á  quien  corres- 
pondió en  tumo,  mandamiento  de  ejecución  contra  los  bienes 
del  demandado,  y  se  llevó  á  efecto  trabando  embargo,  por  desig- 
nación del  ejecutante,  en  el  ingenio  San  Agustín,  hoy  Santa 
Felicia,  y  el  potrero  Casaleis,  y  no  habiéndose  opuesto  el  deudor 
se  dictó  en  treinta  de  Abril  de  mil  ochocientos  noventa  y  cinco 
sentencia  de  remate: 

Segundo,  Resultando  i  que  habiendo  fallecido  durante  la 
tramitación  del  juicio  el  ejecutante  y  el  ejecutado,  sustituyó  al 
primero  María  Antonia  Cabrera,  por  habérsele  adjudicado,  en 
la  testamentaría  de  aquél,  el  crédito  reclamado,  y  respecto  del 
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segundo  se  personó  y  fué  tenida  como  parte  Felicia  San  Bartolo- 
mé, como  administradora  del  abintestato  de  Alvarez  Arcos: 

Tercero,  Residtando:  que  durante  la  vía  de  apremio  pidió 
la  representación  de  la  parte  ejecutada  en  el  juicio  de  abintes- 
tato que  se  acumularan  estos  autos  á  dicho  juicio  y  sustanciada 
esta  articulación  quedó  resuelta  por  sentencia  de  la  Audiencia 
del  Territorio  fecha  veintiuno  de  Junio  último,  confirmatoria 
del  auto  del  Juez,  por  el  que  se  negó  la  acumulación  en  cuanto 
el  juicio  se  relacionaba  con  el  ingenio  San  Agustín  y  tierras 
anexas,  que  estaban  hipotecadas  al  ejecutante,  y  se  otorgó  en 
cuanto  al  ingenio  Gasaleis,  que  no  lo  estaba,  mandando  que  la 
acumulación  se  verificara  cuando  se  hubiera  subastado  el  San 
Agustín  y  demás  bienes  hipotecados  y  liquidado  el  crédito  de 
la  ejecutante,  por  cuyos  únicos  bienes  continuaría  la  ulterior 
tramitación  del  juicio  ejecutivo: 

Cuarto.  Resultando :  que  continuada  la  vía  de  apremio  y  sa- 
cado á  subasta  el  «repetido  ingenio  San  Agustín,  publicados  ya 
los  edictos,  Felicia  San  Bartolomé  dedujo  en  el  Juzgado  de  Pri- 
mera Instancia  de  Alacranes  demanda  ejecutiva  contra  los  que 
resulten  ser  herederos  de  Ángel  Alvarez  y  Martínez  Arcos,  en 
cobro  de  pesos,  con  los  intereses,  procedente  de  un  crédito  ase- 
gurado con  hipoteca  en  el  ingenio  San  Agustín,  hoy  Central 
Felicia,  acompañando  al  efecto  las  escrituras  en  que  fundaba  su 
derecho  y  pidiendo  se  despachara  mandamiento  de  ejecución  en 
forma  contra  los  bienes  de  Ángel  Alvarez  y  Martínez  Arcos,  6 
de  los  que  en  la  actualidad  resulten  ser  sus  herederos,  por  la 
cantidad  reclamada,  intereses  y  costas  causadas  y  que  se  cau- 
saren, hasta  el  completo  pago  de  la  deuda,  y  se  mandara  que 
hecho  el  embargo  se  citara  de  remate  á  los  que  resulten  ser 
tales  herederos;  y  el  Juzgado,  por  auto  de  doce  de  Noviembre 
último,  mandó  librar  el  mandamiento  de  ejecución  en  la  forma 
pedida  y  en  su  caso  que  se  embargaran  bienes  en  el  orden  de 
la  Ley.  con  los  demás  pronunciamientos  oportunos : 

Quinto.  Resultando:  que  por  otrosí  del  propio  escrito  de 
demanda  la  ejecutante  solicitó  se  acumulara  á  ese  juicio  el  eje- 
cutivo que  estaba  cursando  en  el  Juzgado  Norte,  y  al  cual  se 
refieren  los  tres  primeros  Resultandos,  fundando  su  pretensión 
en  la  práctica  constante  de  los  Tribunales  al  aplicar  el  artículo 
ciento  sesenta  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  relacio- 
nado con  el  artículo  ciento  cuarenta  y  siete,  antiguo,  ciento 
treinta  y  tres,  moderno,  de  la  Ley  Hipotecaria  y  causa  quinta 
del  ciento  sesenta  y  uno,  sosteniendo  que  por  virtud  de  esos 
preceptos  procede  la  acumulación  de  los  juicios  ejecutivos  cuan- 
do se  x)ersiguen  las  cosas  especialmente  hipotecadas,  si  la  pre- 
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tensión  se  deduce  por  quien  tiene  un  titulo  anteriormente  ins- 
cripto, circunstancia  que  alega  como  concurrente  en  el  suyo, 
en  cuyo  caso  procede  la  acumulación  al  juicio  de  este  acreedor 
preferente,  aunque  se  haya  incoado  con  posterioridad,  por  virtud 
de  la  prioridad  de  derecho  que  nace  de  la  antigüedad  del  título, 
mediante  la  cual  los  segundos  acreedores  hipotecarios  carecen 
de  derecho  Ínterin  no  haya  realizado  su  crédito  el  primero : 

Sexto.  Besult<mdo:  que  el  Juez,  en  el  mismo  auto  en  que 
despachó  la  ejecución,  accedió  á  la  acumulación  pretendida  dis- 
poniendo se  hiciera  saber  al  que  conocía  del  juicio  que  se  tra- 
mitaba en  esta  capital,  cumpliéndose  en  esta  parte  el  auto,  y 
recibido  por  el  Juez  requerido  el  oficio  de  requerimiento,  dio 
vista  al  ejecutante,  quien  se  opuso  á  la  acumulación  combatiendo 
las  razones  alegadas  por  el  solicitante  en  el  Juzgado  de  Alacra- 
nes, y  el  Juez  la  denegó,  dando  aviso  al  requirente,  en  virtud  del 
cual  ambos  elevaron  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal : 

Séptimo.  RestUtando:  que  recibidos  los  autos  y  personados 
en  este  Tribunal  los  representantes  de  Felicia  San  Bartolomé  y 
María  Antonia  Cabrera,  previos  los  trámites  correspondientes 
se  celebró  la  vista  pública  el  día  siete  del  actual,  con  asistencia 
de  los  defensores  de  las  partes,  quienes  sostuvieran  sus  respec- 
tivas pretensiones. 

Siendo  P<»iente  el  Magicrtrado  Ángel  C.  Betancourt : 

Primero.  Considerando:  que  al  disponer  el  artículo  ciento 
sesenta  y  seis  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  no  procede 
la  aotimulación  de  los  juicios  ejecutivos  entre  sí,  ni  á  un  juicio 
universal,  cuando  sólo  se  persigan  los  bienes  hipotecados,  salvo 
en  caso  previsto  en  el  artículo  ciento  cuarenta  y  siete  de  la  Ley 
Hipotecaria  anterior,  claramente  determina  que  no  procede  la 
acumulación  de  un  ejecutivo  en  que  sólo  se  persiguen  los  bienes 
hipotecados  á  otro  dirigido  contra  la  totalidad  de  los  bienes  del 
deudor: 

Segundo.  Considerando:  que  por  virtud  de  la  acumulación 
dispuesta  por  el  Juez  del  abintestato  y  confirmada  por  la  Au- 
diencia, del  juicio  ejecutivo  seguido  por  la  Cabrera  al  mortuorio 
de  Alvarez  Arcos,  en  cuanto  no  se  tratara  en  aquél  de  la  perse- 
cución de  las  fincas  especialmente  hipotecadas,  quedó  dicho  jui- 
cio reducido  á  la  clase  de  aquellos  á  que  se  refiere  el  artículo 
ciento  sesenta  y  seis  de  la  Ley  procesal,  y  en  cambio  el  iniciado 
en  el  Juzgado  de  Alacranes  se  dirige  contra  el  total  de  los  bie- 
nes del  ejecutado  y  de  sus  herederos : 

Tercero.  Considerando:  que  por  lo  expuesto  en  el  párrafo 
anterior,  es  visto  que  la  señora  San  Bartolomé  ejercita  una  ac- 
ción mixta  nacida  de  su  escritura  persiguiendo  la  cosa  hipóte- 
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cada  por  virtud  de  la  preferencia  en  el  embargo  que  dispone  el 
artículo  mil  cuatrocientos  cuarenta  y  cinco  de  la  propia  L^y, 
y  por  acción  personal  los  otros  bienes  del  deudor  y  aun  los  de 
sus  herederos,  según  la  propia  petición  de  la  ejecutante;  mien- 
tras que  en  el  juicio  de  la  señora  Cabrera  sólo  se  ejercita  la 
aeció.n  real  dirigiéndose  exclusivamente  contra  da  cosa  hipotecada: 

Cuarto.  Considerando :  que  además  de  la  razón  expuesta  en 
el  primer  Considerando  y  como  consecuencia  natural  del  objeto 
que  se  persigue  con  ambos  juicios,  entre  ellos  no  existe  la  debida 
identidad  que  con  referencia  á  las  personas,  á  las  cosas,  ó  las 
acciones  requiere  para  la  acumulación  el  artículo  ciento  sesenta 
y  dos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  cuando  se  pretende, 
como  en  este  caso  se  ha  pretendido,  fundarla  en  la  causa  quinta 
del  artículo  ciento  sesenta  y  uno  de  la  misma  Ley ; 

FaUamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  á  la  acumulación  del  juicio  ejecutivo  seguido  en  el  Juzgado 
de  Primera  Instancia  del  Distrito  Norte  de  esta  capital  por 
María  Antonia  Cabrera  contra  la  sucesión  de  Ángel  Alvarez  y 
Martínez  Arcos,  en  el  que  sólo  se  persiguen  las  fincas  hipotecadas, 
al  iniciado  en  el  Juzgado  de  igual  clase  de  Alacranes  por  fWicia 
San  Bartolomé  contra  los  bienes  del  citado  Alvarez  y  Martínez 
Arcos  y  los  de  los  que  resulten  ser  sus  herederos,  sin  especial 
condenación  de  costas. 

Dev<uélyaQse  á  cada  Juzgado,  con  certificación  de  la  présbite, 
los  autos  remitidos,  para  que  levantada  la  suspensión  dispuesta 
procedan  respectivamente  á  lo  que  haya  lugar  en  derecho,  según 
su  estado. 

Publiquese  esta  sentencia  en  la  Gaceta  de  la  Habana,  dentro 
del  término  de  diez  días  y  oportunamente  en  la  Colección  á  cargo 
de  la  Secretaría  de  Justicia,  librándose  al  efecto  las  copias  co- 
rrespondientes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos 
y  firmamos. — Rafael  Cruz  Pérez. — ^Angel  C.  Betancourt. — Octa- 
vio Giberga. — José  Antonio  Pichardo.— Juan  O'Parrill. 


Cristóbal  Cardona,  por  sí  y  como  representante  de  su  hija, 
CONTRA  Rosa  Cardona. 

Sentencia  núm.  39  (Diciembre  13  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  Cristóbal  Cardo- 
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na  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana en  19  de  Junio  de  1900. 

NUUDAD  DE  ADJUDICACIÓN  DE  PATRONATO 

DE  capellanía. 

Aceptada  la  circtmstaocia  de  que  la  cláiiBiila  testamen- 
taria en  qne  se  fija  la  sucesión  en  el  patronato,  es  snscepti- 
ble  de  ser  entendida  en  forma  diversa,  cuapliendo  no  obs- 
tante con  la  institución,  y  quedando  por  lo  tanto  sometida  la 
inteligencia  de  esta  cláusula,  al  criterio  de  los  Tribunales, 
estas  circunstancias  obligaban  á  que  al  dictar  la  sentencia,  se 
procurase  llegar  al  conocimiento  m&s  exacto  posible,  por  me- 
dios lógicos  y  legales,  de  la  verdadera  voluntad  del  testador, 
que  según  los  mismos  tórminos  en  que  el  problema  Judicial 
se  planteó,  no  estaba  completamente  expresada. 

Dada  la  necesidad  de  ocurrir  &  otros  medios  que  no  sean 
la  literal  inteligencia  de  las  palabras,  cuando  la  voluntad  del 
testador  versa  sobre  instituciones  reguladas  por  la  Iiey  ó 
la  costumbre,  y  emplea  al  expresarla  palabras  aceptadas  co- 
mo fórmula  corriente  en  dichas  instituciones  para  su  recta 
inteligencia,  no  se  puede  prescindir  de  los  elementos  históri- 
cos y  legales  de  aquéllas;  y  apareciendo  que  el  testador  creó 
una  vinculación  irregidar  y  que  ésta  consistía  en  la  preferen- 
cia que  otorgaba  &  las  hembras  sobre  loe  varones,  no  pe  in- 
fringe la  Ley  al  resolver  en  ese  sentido  la  cuestión  debatida. 

No  habiendo  fundado  su  fallo  el  Tribunal  sentenciador 
en  la  exclusiva  aplicación  de  las  reglas  para  suceder  en  los 
mayorasgos,  sino  que  ha  Molleado  estas  Leyes  en  cuanto  no 
se  oponen  á  la  voluntad  de  la  fundadora,  supliendo  con  sus 
reglas,  lo  que  expresamente  en  la  cl&usula  del  llamamiento 
no  se  exceptúa,  acudiéndose  por  tanto  al  precepto  de  dichas 
leyes  que  mandan  guardar  lo  dispuesto  por  el  fundador,  le- 
jos de  inf  rini^las  se  ha  atemperado  á  lo  que  las  mismas  dis- 
ponen. 

En  la  ciudad  de  la  Habana,  á  trece  de  Diciembre  de  mil  no- 
vecientos, visto  el  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  pro- 
cedente de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  el  juicio  declarativo 
de  mayor  cuantía  seguido  por  Cristóbal  Cardona,  empleado  y 
vecino  de  esta  ciudad,  por  sí  y  como  representante  de  su  hija 
María  del  Carmen,  contra  Rosa  Cardona,  cuyo  domicilio  y  pro- 
fesión no  consta,  sobre  nulidad  de  adjudicación  del  patronato 
de  una  Capellanía,  interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  dicha  Audiencia,  en 
diez  y  nueve  de  Junio  último : 

Resultando-,  que  en  'la  sentencia  recurrida  se  aceptaron  los 
Resultandos  de  la  dictada  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  del 
Distrito  de  la  Catedral,  de  esta  ciudad,  en  treinta  y  uno  de  Di- 
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ciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete,  entre  los  que  se 
encuentran  los  diez  que  inmediatamente  se  transcriben: 

Resultando :  que  el  Procurador  don  Federico  A.  de  Castro, 
á  nombre  de  don  Cristóbal  Cardona,  por  sí  y  como  padre  legí- 
timo de  doña  María  del  Carmen  Cardona  y  Poo,  y  por  su  es- 
crito del  folio  dos  establece  demanda  en  juicio  declarativo  de 
mayor  cuantía  para  que  se  declare  nula  la  colación  del  patronato 
de  la  Capellanía  laical  fundada  por  doña  Tomasa  de  ligarte  y 
se  declare  que  el  tal  patronato  corresponde  á  don  Cristóbal  Car- 
dona 6  á  su  hija  doña  María  del  Carmen,  fundando  dicha  de- 
manda en  que  con  escritura  pública  otorgada  en  veinte  y  uno 
de  Enero  de  mil  setecientos  noventa  y  dos,  por  ante  el  Escribano 
don  Nicolás  de  Frías,  el  señor  don  Martín  de  Aróstegni  y  He- 
rrera, como  albacea  tenedor  de  bienes  de  su  primera  consorte 
doña  Tomasa  de  ligarte,  cumplimentando  la  voluntad  de  esta 
señora  consignada  en  su  testamento,  que  otorgó  en  cuatro  de 
Diciembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  ocho,  por  ante  don  To- 
más Manuel  García,  situó  y  cargó  sobre  la  cuarta  parte  del  in- 
genio de  elaborar  azúcar  denominado  ''San  Miguel  de  Jiquiabo", 
la  suma  de  seis  mil  pesos  en  oro  con  el  canon  del  cinco  por 
ciento  anual  en  concepto  de  capellanía  laical,  habiendo  sido 
dicha  fundación  aprobada  en  debida  forma  en  el  oportuno  ex- 
pediente que  se  tramitó  en  el  Obispado  ó  Curia  Eclesiástica ;  que 
la  señora  testadora  doña  Tomasa  ligarte  dispuso  en  su  testa- 
mento y  así  se  consignó  en  la  correspondiente  escritura  de  fun- 
dación de  la  Capellanía,  que  el  primer  patrono  de  ésta  fuese  sa 
hermana  doña  Oenoveva  de  ligarte,  y  por  f  aülecimiento  de  ella 
pasare  el  patronato  á  los  hijos,  nietos  y  descendientes  legítimos 
de  la  mencionada  doña  Oenoveva,  prefiriendo  siempre  la  hembra 
al  varón  y  los  mayores  á  los  menores;  que  según  la  fundación 
son  llamados  todos  los  hijos,  nietos  y  descendientes  legítimos  de 
doña  Genoveva,  sin  distinción  de  líneas  ó  ramas,  y  que  la  pre- 
ferencia entre  ellos,  viene  determinada  por  dos  circunstancias,  la 
edad  y  el  sexo ;  que  la  última  parte  de  la  cláusula  testamentaría 
de  doña  Tomasa  de  ligarte  en  la  que  regula  el  llamamiento  al 
patronato,  concluye  convocando  en  defecto  de  los  que  con  ante- 
rioridad enumera,  á  los  consanguíneos  más  inmediatos  cchi  igua- 
les preferencias  de  la  hembra  y  del  de  más  edad ;  que  ai  patro- 
nato de  la  capellanía  laical  de  doña  Tomasa  de  Ugarte  son  lla- 
mados :  los  consanguíneos  descendientes  legítimos  de  doña  Geno- 
veva, prefiriendo  siempre  el  hijo  al  nieto,  el  nieto  al  biznieto 
y  así  sucesivamente :  entre  los  consanguíneos  descendientes  legí- 
timos de  igual  grado  es  preferida  la  hembra  al  varón ;  y  entre  las 
hembras  ó  varones  descendientes  legítimos  de  igual  grado  es 
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preferido  el  mayor  al  menor;  que  cumpliendo  la  voluntad  de 
doña  Tomasa  de  Ugarte  entró  á  desempeñar  el  patronato  de  la 
Capellanía  por  ella  fundada,  su  hermana  doña  Cíenoveva ;  al  fa- 
llecimiento de  ésta  se  coló  el  patronato  á  su  hija  doña  María  del 
Carmen;  que  doña  María  del  Carmen,  que  fué  casada  con  don 
Federico  Cardona,  falleció  en  quince  de  Marzo  de  mil  ocho- 
cientos setenta;  que  del  matrimonio  de  don  Federico  Cardona 
con  doña  María  del  Carmen,  nacieron  don  Federico  y  don  Cris- 
tóbal Cardona  y  de  la  Torre,  que  fueron  declarados  herederos  de 
su  madre  por  el  Juzgado  de  Primera  Instancia  del  Pilar,  ante 
don  Alejandro  Núñez  de  Villavicencio ;  que  don  Federico  Car- 
dona, que  falleció  en  diez  y  ocho  de  Junio  de  mil  ochocientos 
ochenta  y  ocho,  fué  casado  con  díoña  Teresa  Gómez  de  Molina,  con 
la  que  tuvo  una  hija  llamada  doña  Rosa ;  que  su  poderdante  fué 
casado  con  doña  Amparo  Poo  y  de  ese  matrimonio  tiene  una 
hija  llamada  María  del  Carmen  Cardona  y  Poo ;  que  al  fallecer 
don  Federico  Cardona  quedó  vacante  el  patronato  de  la  Cape- 
llanía, que  corresponde  á  su  poderdante  don  Cristóbal  Cardona, 
como  único  nieto  vivo  de  doña  Genoveva  de  Ugarte,  y  por  con- 
secuencia de  grado  más  própdmo  que  la  biznieta  doña  Rosa,  hija 
de  don  Federico ;  que  el  referido  patronato  se  coló  á  doña  Rosa 
Cardona  y  Gómez  de  Molina  con  perjuicio  manifiesto  del  derecho 
de  su  poderdante;  que  la  colación  de  la  Capellanía  á  favor  de 
doña  Rosa,  como  contraria  á  las  reglas  de  la  fundación  de  aqué- 
lla, resulta  nula  y  en  su  consecuencia  cobradas  ilegalmente  por 
la  dicha  señora  Rosa  las  pensiones  de  dicha  CapeUanía  que  ha 
percibido  en  concepto  de  patraña  de  la  misma: 

Resultando:  que  con  la  demanda  se  acompaña  la  certifica- 
ción del  folio  primero  por  don  Alejandro  Núñez  de  Villavicencio, 
Escribano  de  Guerra  y  del  Juzgado  del  Pilar  y  de  la  que  apa- 
rece que  en  el  intestado  de  doña  María  del  Carmen  de  la  Torre 
fueron  declarados  por  sus  herederos  don  Cristóbal  y  don  Fede- 
rico Cardona : 

Resultando:  que  el  referido  Procurador  Granados,  por  su 
escrito  del  folio  ochenta  y  uno  contesta  la  demanda,  alegando  la 
excepción  de  falta  de  personalidad  en  don  Cristóbal  Cardona 
para  demandar  á  nombre  de  su  hija  doña  Carmen  y  que  en 
definitiva  se  declarase  sin  lugar,  fundando  su  contestación  en 
los  hechos  siguientes:  que  la  Capellanía  mandada  fundar  por 
doña  Tomasa  Ugarte  es  un  patronato  irregular  de  feminidad 
impropia,  cuya  única  irregularidad  sí  estaba  en  la  preferencia 
de  la  hembra  sobre  el  varón  para  suceder  en  el  mismo ;  que  doña 
Rosa  Cardona  y  Gtómez  de  Molina  es  la  hija  mayor  de  don  Fede- 
rico Cardona  y  de  la  Torre,  hijo  primogénito  de  doña  María  del 
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Carmen  de  la  Torre,  como  ésta  lo  era  de  doña  Genoveva  Ugarte, 
cabeza  de  línea  y  primera  patrona ;  que  don  Federico  Cardona  y 
de  la  Torre  fué  el  último  patrono,  y  á  su  fallecimiento  fué  de- 
clarada patrona  su  hija  la  expresada  doña  Boea,  en  el  expediente 
de  provisión  de  dicha  Capellanía  que  cursó  en  el  Tribunal  Ecle- 
siástico de  esta  Diócesis;  que  es  un  error  suponer  que  el  orden 
del  llamamiento  establecido  en  la  escritura  de  fundación  deter- 
mina la  preferencia  del  consanguíneo  más  próximo  á  la  línea 
del  último  poseedor;  que  por  el  contrario,  las  distintas  locucio- 
nes usadas  en  la  escritura  de  fundación  de  veinte  y  uno  de 
Enero  de  mil  setecientos  noventa  y  dos,  ante  el  Escribano  don 
Nicolás  de  Frías,  indican  con  toda  claridad  que  la  fundadora  no 
tuvo  en  cuenta  esa  circunstancia,  mientras  subsistieran  las  líneas 
que  establecía,  puesto  que  llamaba  antes  á  sus  sobrinos  que  á 
sus  otros  hermanos;  que  tampoco  puede  inferirse  que  esa  fuera 
su  voluntad  que  se  prescindiera  de  la  línea  del  primogénito  en 
beneficio  del  segundogénito  por  el  hecho  de  emplear  las  palabras 
hijos  y  nietos,  porque  además  de  no  usarse  siempre  esas  palabras 
al  hacer  los  llamamientos  en  todas  las  líneas,  esa  es  la  forma 
usual  de  expresión  en  las  vinculaciones  regulares,  y  sin  embargo, 
la  preferencia  se  intenta  en  la  linea  de  primogénito  hasta  su 
extinción ;  que  la  provisión  de  esta  Capellanía  en  favor  de  doña 
Rosa  Cardona  se  hizo  previos  los  trámites  legales  por  el  Tribunal 
Eclesiástico  de  esta  Diócesis,  sin  que  el  demandante  ni  otro 
pariente  alguno  impugnase  su  derecho;  que  por  consiguiente, 
posee  y  ejerce  de  buena  fe  el  patronato  de  la  Capellanía  en 
cuestión,  que  como  consecuencia  de  esa  buena  fe  los  frutos  6 
pensiones  correspondían  á  la  patrona,  quien  pudo  hacerlos  su- 
yos; que  á  mayor  abundameinto  las  pensiones  vencidas  con 
posterioridad  á  la  colación  de  la  Capellanía  han  sido  percibidas 
por  doña  Teresa  Qómez  de  Molina  hasta  el  fallecimiento  de  aqué- 
lla, á  quien  correspondían  por  ministerio  de  la  Ley ;  que  después 
del  fallecimiento  de  doña  Teresa  Oómez  de  Molina  dichas  pen- 
siones fueron  percibidas  por  el  protutor  en  funciones  de  tutor 
de  doña  Rosa  Cardona,  quien  las  hizo  suyas  por  habérsele  dis* 
cernido  el  cargo  á  frutos  por  alimentos ;  que  don  Cristóbal  Car- 
dona no  es  representante  legal  de  su  hija  doña  Mana  del  Car- 
men, que  es  mayor  de  edad;  que  por  consiguiente  el  Procurador 
don  Federico  de  Castro  carece  de  personalidad  para  gestionar  en 
beneficio  ó  provecho  de  doña  María  del  Carmen  Cardona,  que  no 
es  ni  puede  ser  parte  en  este  juicio,  y  esto  con  tanta  mayor  razón 
cuanto  que  no  se  ha  probado  la  insolvencia  de  la  expresada  doña 
María  del  Carmen  Cardona,  que  en  todo  caso  habría  de  justificar- 
se previamente  por  cuanto  comparece  como  demandante;  que 
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doña  Rosa  Cardona  no  es  temeraria,  pues  funda  su  resistencia 
en  las  opiniones  muy  autorizadas  de  los  reputados  jurisconsultos 
de  esta  capital  consultados  de  acuerdo  con  el  demandante,  cuya 
consulta  escrita  y  favorable  á  ella  presento,  y  en  la  provisión 
hecha  por  el  Tribunal  Eclesiástico  de  esta  Diócesis  á  su  favor : 

Resultando :  que  con  la  contestación  á  la  demanda  acompañó 
el  Procurador  Granados  las  siguientes  consultas:  la  del  folio 
setenta  y  siete  dada  por  el  Ldo.  don  José  Bruzón,  en  la  que  se 
expresa  que  la  Capellanía  correspondía  á  R.  hija  mayor  de  F., 
y  que  aparece  claro  su  derecho  atendidos  los  términos  de  la 
fundación,  y  que  en  su  concepto  no  admiten  otra  interpretación, 
y  hace  constar  que  no  se  refiere  á  don  C,  padre  de  doña  M., 
porque  no  alcanza  á  comprender  en  qué  fundaría  su  derecho 
concurriendo  con  R.,  hija  del  único  poseedor  atento  á  la  irregu- 
laridad de  la  vinculación  que  da  la  preferencia  á  las  hembras, 
y  hallarse  en  otra  línea  y  en  grado  más  remoto  con  respecto  al 
último  poseedor;  la  consulta  del  Dr.  don  José  María  Carbonell, 
fojas  setenta  y  ocho,  quien  expresa  que  no  le  ofrece  duda  que  la 
Capellanía  corresponde  á  R.,  hija  de  F.,  porque  la  cláusula 
correspondiente  de  la  fundación  llamó  en  primer  lugar  á  doña 
G.,  sus  hijos,  nietos  y  descendientes  legítimos,  prefiriendo  la 
hembra  al  varón  y  d  mayor  al  menor : 

RestUtando :  que  conferido  traslado  en  réplica  al  demandan- 
te lo  evacúa  por  su  escrito  del  folio  noventa  y  seis,  pidiendo 
se  le  tenga  por  comparecido  á  nombre  de  doña  María  del  Carmen 
Cardona,  por  rectificado  á  su  nombre  todo  lo  actuado  y  que  en 
definitiva  se  falle  como  lo  tiene  solicitado  en  su  escrito  de  de- 
manda fijando  como  hechos  los  siguientes :  que  antes  de  formular 
la  demanda  que  sirve  de  base  á  este  juicio,  su  poderdante  Cris- 
tóbal Cardona  hizo  numerosas  gestiones  amistosas  para  alcanzar 
que  doña  Rosa  reconociera  su  mejor  derecho  ó  el  de  su  hija  doña 
María  del  Carmen  al  patronato  de  la  Capellanía  que  mandó  fun- 
dar doña  Tomasa  de  Ugarte,  sin  que  tales  gestiones  reanudadas 
después  de  iniciado  este  juicio  y  de  contestada  la  demanda  al- 
canzaran éxito  alguno;  que  su  poderdante  don  Cristóbal  Cardo- 
na abriga  la  evidencia  de  que  le  corresponde  el  patronato  de  la 
Capellanía  por  ser  el  pariente  vivo  de  grado  más  próximo  á 
doña  Oenoveva  Ugarte,  pero  como  pudiera  creerse  que  dados 
los  términos  de  la  fundación  el  sexo  prefiere  al  grado  y  en  tal 
caso  sería  su  hija  doña  María  del  Carmen,  la  llamada,  no  se  halla 
dispuesto  á  disputar  á  ésta  el  derecho  por  su  condición  de  padre 
legítimo  de  la  misma;  que  ni  don  Cristóbal  ni  doña  María  del 
Carmen  Cardona  abrigan  duda  sobre  la  falta  de  derecho  de  doña 
Rosa  Cardona  para  el  patronato ;  que  la  representación  de  doña 
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Rosa  presenta  dictámenes  favorables  para  sus  pretensiones  de 
los  Letrados  Bruzón  y  Carbonell,  lo  que  prueba  que  les  ha  con- 
sultado acerca  de  su  derecho  y  se  abstiene  de  presentar  otros 
dictámenes  que  le  han  sido  contrarios,  como  el  del  Dr.  Berriel ; 
que  la  Capellanía  mandada  fundar  por  doña  Tomasa  ügarte 
es  laical  y  sólo  constituye  una  memoria  de  misas,  sin  que  pueda 
bajo  ningún  concepto  equipararse  á  los  mayorazgos  y  mucho  me- 
nos á  los  llamados  mayorazgos  de  feminidad;  que  en  la  fun- 
dación de  1a  Capellanía  de  que  se  trata  se  determinó  con  toda 
claridad  el  llamamiento  al  patronato  de  la  misma  sin  preferen- 
cia de  líneas,  con  la  sola  limitación  de  la  legitimidad  de  la  des- 
cendencia y  con  las  preferencias  del  sexo  y  de  la  edad;  que  el 
grado  más  próximo  lo  posee  don  Cristóbal,  la  mayor  edad  den- 
tro de  los  mismos  grados  y  sexos  la  tiene  doña  María  del  Car- 
men; que  doña  Rosa  Cardona,  ó  sean  sus  representantes,  no 
podían  ignorar  la  existencia  del  tío  de  aquélla  don  Cristóbal 
ó  de  su  prima  hermana  doña  María  del  Carmen,  ni  el  grado  más 
próximo  de  parentesco  de  aquél  con  doña  Genoveva,  ni  la  mayor 
edad  de  la  segunda  con  relación  á  la  propia  doña  Rosa;  que  doña 
Rosa  percibió  los  frutos  de  la  Capellanía  por  medio  de  sus  re- 
presentantes legítimos,  invirtiéndose  aquéllos  en  beneñcio  de  la 
misma;  que  comparece  directamente  en  este  juicio  á  n<Hnbre 
de  doña  María  del  Carmen  Carmena,  á  virtud  del  poder  que  le 
tiene  otorgado  como  mayor  de  edad  que  es  hoy,  á  su  nombre, 
ratificando  todo  lo  actuado;  que  niega  el  hecho  primero  de  la 
contestación,  admite  como  ciertos  los  hechos  segundo  y  tercero, 
niega  los  hechos  cuarto,  quinto  y  sexto,  ignora  el  séptimo,  nieg^ 
los  hechos  octavo  y  noveno ;  que  no  le  consta  la  exactitud  de  los 
hechos  décimo  y  undécimo,  admite  el  duodécimo  en  cuanto  se 
refiere  al  período  actual  y  por  ello  precisamente  es  por  lo  que 
le  ha  otorgado  su  poder  doña  María  del  Carmen,  y  niega  los 
hechos  decimotercero  y  decimocuarto : 

Resvltando:  que  el  demandado,  por  su  escrito  del  folio 
ciento  treinta  y  nueve  evacúa  el  trámite  de  duplica  pidiendo  se 
falle  como  tiene  solicitado  en  su  escrito  de  contestación  y  fija 
como  hechos:  que  niega  los  hechos  tercero,  cuarto  y  quinto  de 
la  demanda,  acepta  el  duodécimo  y  el  décimo  tercero  en  cuanto 
al  parentesco  que  explica  el  primero  y  á  que  se  coló  la  Cape- 
llanía á  favor  de  su  representada  y  manifiesta  estar  conforme 
con  los  demás,  y  que  respecto  de  los  hechos  agregados  en  el  es- 
crito de  réplica  sólo  tiene  que  decir  que  no  son  puntos  de  hechos 
los  que  llevan  los  números  de  orden  decimonoveno,  vigésimo  y 
vigésimosegundo : 

Restdtando :  que  como  prueba  de  la  parte  actora  vino  á  los 
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aatoB  el  testimonio  de  fojas  ciento  noventa  y  ocho  vuelto,  que  lo 
es  del  testamento  de  doña  Tomasa  de  ügarte  y  Aróstegui,  del 
que  aparece  entre  otras  cosas  que  mando  fundar  una  Capellanía 
laical  de  seis  mil  pesos  de  principal,  nombrando  desde  el  día  en 
que  se  verifique  su  fundación,  patrona,  á  su  hermana  doña  (Ge- 
noveva y  por  su  fallecimiento  á  sus  hijos,  nietos  y  descendientes 
legítimos,  prefiriendo  siempre  la  hembra  al  varón  y  los  mayores 
á  los  menores: 

Resultando:  que  es  más  prueba  de  esta  parte  el  testimonio 
de  fojas  doscientas  siete  vuelta  que  lo  es  de  la  escritura  otorgada 
en  veinte  y  uno  de  Enero  de  mil  setecientos  noventa  y  dos  ante 
don  Nicolás  de  Frías,  por  la  cual  don  Martin  Aróstegui  como 
albacea  de  su  primera  consorte  doña  Tomasa  de  ligarte,  situó  y 
cargó  sobre  la  cuarta  parte  del  ingenio  de  elaborar  azúcar  deno- 
minado ' '  San  Miguel  de  Jiquiabo ' ',  situado  en  el  Partido  de  Bío 
Blanco,  seis  mil  pesos  oro  en  concepto  de  Capellanía  laical  con 
el  canon  é  interés  del  cinco  por  ciento  anual : 

Resultando :  que  es  más  prueba  de  esta  parte  la  certificación 
del  folio  doscientos  diez  y  siete  expedida  por  el  Notario  Ecle- 
siástico, de  la  que  aparece  el  auto  de  aprobación  de  la  Capella- 
nía laical  mandada  fundar  por  doña  Tomasa  de  Ugarte,  y  rela- 
ción de  las  colaieiones  que  se  han  efectuado : 

Resultando:  que  es  más  prueba  de  esta  parte  las  partidas 
sacramentales  y  del  Registro  que  ocupan  los  folios  doscientos 
diez  y  nueve  á  doscientos  treinta  y  seis,  por  las  que  se  justifica 
el  matrimonio  de  doña  Genoveva  de  Ugarte  con  don  Eugenio 
de  la  Torre,  el  bautismo  de  doña  María  del  Carmen  de  la  Torre 
y  ügarte,  el  matrimonio  de  doña  María  del  Carmen  de  la  Torre 
con  don  Federico  Cardona,  defunción  de  doña  Genoveva  de 
Ugarte,  bautismo  de  don  Federico  Cardona,  bautismo  de  don 
Cristóbal  Cardona,  matrimonio  de  don  Federico  Cardona  con 
doña  Teresa  Gómez  de  Molina,  bautismo  de  doña  Rosa  Cardona 
y  Gómez  de  Molina,  matrimonio  de  don  Cristóbal  Cardona  con 
doña  Amparo  Poo,  defunción  de  doña  María  del  Carmen  de  la 
Torre  y  Ugarte,  bautismo  de  doña  María  del  Carmen  Cardona  y 
Poo  y  defunción  de  don  Federico  Cardona  y  de  la  Torire : 

Resultando :  que  la  Audiencia  confirmó  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia,  la  cual  declarando  sin  lugar  la  excepción  de  falta 
de  personalidad  alegada  por  la  demandada  y  con  lugar  la  de 
falta  de  acción  en  los  actores,  declaró  sin  lugar  la  demanda, 
absolviendo  de  ella  á  la  demandada,  con  las  costas  á  cargo  de 
los  demandantes: 

Resultando:  que  contra  esta  sentencia  interpuso  la  repre- 
sentación de  los  actores  el  presente  recurso,  fundado  en  los  casos 
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primero  y  séptimo  del  articulo  mil  seiscientos  noventa  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  alegando  las  siguientes  infrac- 
ciones : 

Primera.  La  de  doctrina  Hegal  consignada  en  saitencias  del 
Tribunal  Supremo  de  España  fechas  catorce  de  Noviembre  de  mil 
ochocientos  cuai'^ita  y  seis,  catorce  de  Mayo  de  mil  ochocien- 
tos sesenta  y  caiatro,  treinta  de  Noviembre  de  mil  ochocien- 
tos cincuenta,  quince  de  Febrero  y  trece  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  cinco,  veinte  y  seis  de  Enero  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  seis,  nueve  de  Noviembre  de  mil  ochocientos 
setenta  y  uno,  veinte  de  Marzo  de  mil  ochocientos  ochenta,  que 
reconoce  que  en  toda  institución  creada  con  bienes  de  la  libre 
pertenencia  y  dominio  privado  del  fundador,  la  voluntad  de 
éste  y  las  condiciones  licitas  y  honestas  que  imponga,  son  las 
leyes  supremas  que  deben  respetarse  y  cumplirse  religiosamente, 
y  como  consecuencia,  en  la  sucesión  de  esas  instituciones  deben 
observarse  las  reglas  de  llamamiento  establecidas  por  el  funda- 
dor, cuya  doctrina  se  ha  infringido  al  declarar  sin  lugar  la  de- 
manda y  válida  y  subsistente  la  adjudicación  del  patronato 
hecha  á  Rosa  Cardona,  biznieta  de  Genoveva  de  Ugarte,  existien- 
do Cristóbal,  nieto  de  dicha  señora,  y  Maria  del  Carmen,  tanoi- 
bién  biznieta,  pero  de  mayor  edad  que  la  favorecida,  pues  la 
fundadora  del  patronato,  en  la  cláusula  en  que  mandó  fundar 
la  capellanía  no  estableció  -preferencia  de  lineas,  sino  que 
llamó  á  los  parientes  de  Genoveva  ccn  preferencias  únicas  de  la 
proximidad  del  grado  del  parentesco  y  del  sexo  dentro  igual 
grado,  y  de  la  mayor  edad  dentro  de  igual  grado  y  sexo : 

Segunda.  La  de  las  leyes  novena,  Títulos  primero  y  segundo, 
Título  quince  de  la  Partida  segunda  y  quinta.  Título  diez  y 
siete,  Libro  décimo  de  la  Novísima  Recopilación,  por  indebida 
aplicación  de  sus  preceptos,  pues  tales  leyes  no  rigen  en  defecto 
de  la  voluntad  del  fundador,  y  Tomasa  Ugarte,  al  fundar  la 
Capellanía  expresó  su  voluntad  respecto  al  orden  de  los  Uama- 
mientos  y  á  esa  Voluntad  ha  debido  atemperarse  la  Sala  y  no  á 
las  leyes  citadas : 

Tercera.  La  de  la  doctrina  legal  consignada  en  sentencias  del 
Tribunal  Supremo  de  España,  fechas  siete  de  Octubre  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  cinco  y  veinte  y  seis  de  Enero  de  mil 
ochocientos  sesenta  y  seis,  que  establecen  que  las  leyes  de  la 
Novísima  Recopilación,  que  tratan  del  orden  de  suceder  en  kw 
mayorazgos,  no  son  de  aplicación  al  caso  en  que  la  voluntad  del 
fundador  no  esté  de  acuerdo  con  lo  dispuesto  en  dichas  leyes, 
en  cuyo  caso  hay  que  atenerse  á  dicha  voluntad,  la  cual  se  ha 
infringido,  dando  preferencia  á  la  línea  del  nieto  mayor  de  Ge- 
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noveva,  con  lo  cu«,l  se  eontraría  la  voluntad  de  la  fundadora, 
que  no  estableció  tal  preferencia,  sino  la  de  proximidad  de  grado 
7  las  de  sexo  7  edad : 

Cuarta.  La  de  la  Ley  quinta,  Título  treinta  y  tres,  Partida 
séptima,  y  la  doctrina  del  citado  Tribunal  Supremo,  consignada 
en  sentencias  de  veinte  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta, 
trece  y  veinte  y  cuatro  de  Junio  de  mil  ochocientos  setenta,  tres 
de  Marzo  de  mil  ochocientos  setenta  y  tres,  doce  de  Febrero  de 
mil  ochocientos  ochenta  y  uno,  primero  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos setenta  y  siete,  según  la  cual  las  palabras  del  testador 
deben  ser  entendidas  llanamente,  así  como  suenan,  y  no  debe 
el  Juez  apartase  de  eHas  sino  en  el  caso  que  apareciera  cierta- 
mente  que  su  voluntad  fuera  otra  infracción  cometida  al  dar 
la  preferencia  á  la  línea  sin  tener  en  cuenta  el  grado,  cuando  de 
las  palabras  claras  de  la  testadora  no  resulta  tal  preferencia : 

Quinta.  En  la  sentencia  se  incurre  en  error  de  hecho  resul- 
tante de  documentos  auténticos  que  demuestran  la  evidente 
equivocación,  cuyos  documentos  son  el  testamento  de  doña  To- 
masa ligarte  de  cuatro  de  Diciembre  de  mil  setecientos  ochenta 
y  ocho  y  la  escritura  de  fundación  de  la  Gapellania  otorgada 
por  don  Martin  Aróstegui  en  veinte  y  uno  de  Enero  de  mil 
setecientos  noventa  y  dos,  en  los  cuales  se  llama  al  patronato  de 
la  Capellanía  á  los  hijos,  nietos  y  descendientes  le^timos  de 
doña  Genoveva  ligarte,  con  preferencia  de  la  hembra  al  varón  y 
del  mayor  sobre  el  menor;  justificando  dichos  documentos  de 
una  manera  cumplida  el  orden  de  llamamiento  y  que  de  él  se 
ha  separado  la  sentencia  incurriendo  en  error  al  entender  que 
en  dicho  llamamiento  se  da  preferencia  á  la  linea: 

Resultando:  que  admitido  el  recurso  se  ha  sustanciado  en 
este  Tribunal  Supremo,  celebrándose  la  vista  pública  del  mismo 
el  día  veinte  y  tres  de  Noviembre  próximo  pasado,  con  asisten- 
cia de  los  Letrados  de  las  partes,  sosteniendo  el  recurso  el  de  la 
recurrente  é  impugnándolo  el  de  la  contraria ; 

Resultando:  que  para  mejor  proveer  se  pidieron  los  autos 
originales,  los  cuales  se  recibieron  en  este  Tribunal  el  día  pri- 
mero del  actual  y  de  ellos  aparece,  k  fojas  ciento  noventa  y 
ocho  vuelta,  el  testamento  otorgado  por  doña  Tomasa  de  ligarte 
en  cuatro  de  Diciembre  de  mil  setecientos  ochenta  y  ocho  ante 
el  Escribano  de  esta  ciudad  don  Manuel  Tomás  García,  entre 
cuyas  cláusulas  está  la  pertinente  al  caso,  que  dice :  —  **  Es  mi 
''  voluntad  que  de  mis  bienes  se  funde  una  Capellanía  laical  de 
"  seis  mil  pesos  de  principal,  y  que  con  sus  réditos  se  me  digan 
"  anualmente  cien  misas  rezadas  por  la  limosna  ordinaria,  que- 
**  dando  los  doscientos  pesos  restantes  á  beneficio  del  patrono 
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*'  que  en  tiempo  fuere  de  ella,  á  cuyo  fin  nombro  desde  el  día 
"  en  que  se  verifique  su  fundación  á  doña  Genoveva  de  ligarte, 
''  mi  hermana,  y  por  su  faMecimiento  á  sus  hijos,  nietos  y  des- 
'*  cendientes  legítimos,  prefiriendo  siempre  la  hembra  al  varón 
''y  los  mayores  á  los  menores,  y  por  falta  de  éstos  á  doña 
' '  María  IMEcaela  de  ligarte,  mi  hermanfi,  y  por  su  fallecimiento 
''  á  sus  hijos,  nietos  y  descendientes  legítimos,  prefiriendo  la 
"  hembra  al  varón  y  el  mayor  al  menor.  Y  por  falta  de  éstos 
"  á  doña  Josefa  de  ligarte,  mi  hermana,  etcétera  ",  y  en  esta 
misma  forma  hizo  sucesivos  llamamientos  ¿  otros  hermanos  y 
por  su  falta  á  sus  hijos,  nietos  y  descendientes  legítimos,  con  la 
consignada  preferencia  de  la  hembra  sobre  el  varón  y  el  mayor 
sobre  el  menor,  concluyendo  los  llamamientos  en  esta  forma: — 
**  y  extinguidas  las  líneas  de  todos  los  referidos  mis  hermanos, 
'^  entrarán  á  poseer  la  referida  Capellanía,  en  todos  loe  casos 
''  que  ocurran,  los  consanguíneos  más  inmediatos  mios,  guar- 
''  dando  siempre  el  mismo  orden  de  preferencia  en  cuanto  á  la 
''  hembra  prefiera  á  los  varones  y  dos  mayores  de  ambos  sexos  i 
**  los  menores.  " — ^Y  á  fojas  doscientas  siete  vuelta,  aparece  la 
escritura  de  imposición  del  capital  de  la  mencionada  Capellanía, 
otorgada  por  don  Martín  de  Aróstegui,  como  albacea  de  la  tes- 
tadora, en  cuya  escritura,  hecha  en  esta  ciudad  en  treinta  y  uno 
de  Enero  de  mil  setecientos  noventa  y  dos,  ante  el  Escribano 
Nicolás  de  Frias,  se  inserta  la  referida  cláusula. 

Siendo  Ponente  el  Magistrado  Angei  C.  Betancourt : 
Considerando:  que  todos  los  motivos  que  se  alegan  en  el 
recurso  descansan  fundamentalmente  en  que  la  Sala  ha  infrin- 
gido la  voluntad  de  la  testadora,  interpretándola  equivocada- 
mente por  haberse  separado,  sin  necesidad,  de  la  inteligencia  lite- 
ral de  las  palabras  con  que  las  expresó;  razón  por  la  cual  es 
preciso,  para  la  acertada  decisión  del  recurso,  fijar,  en  primer 
término,  el  particular  referente  á  si  la  Sala  ha  entendido  ó  no 
rectamente  la  voluntad  expresa  de  dicha  testadora  y  si  para  tal 
inteligencia  tuvo  ó  no  necesidad  de  recurrir  á  otros  medios  que 
no  fueran  el  de  conocer  la  simple  significación  de  las  palabras 
contenidas  en  la  cláusula  del  llamamiento : 

Considerando :  que  el  propio  recurrente,  tanto  en  el  recurso, 
como  en  la  demanda,  ha  aceptado  la  posibilidad  de  que  la  cláu- 
sula testamentaria  sea  entendida  en  forma  diversa  que  x>ermita 
adjudicar  el  patronato,  siempre  cumpliendo  con  la  institución^ 
bien  á  don  Cristóbal,  bien  á  su  hija  doña  María  del  Carmen, 
sometiendo  la  decisión  de  este  punto,  y  por  tanto  la  inteligencia 
de  la  cláusula,  al  criterio  de  los  Tribunales,  con  lo  que  se  de- 
muestra que  no  se  trata  del  mero  cumplimiento  de  un  mandato 
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testamentario,  para  lo  cual  es  bastante  el  sentido  literal  de  las 
palabras  que  lo  expresen,  sino  que  era  preciso  penetrar  en  el 
pensamiento  del  testador  para  que  su  deseo  tuviera  cumplido 
efecto,  a  cuyo  fin  se  presentaban  tres  interpretaciones  distintas 
entre  sí :  las  dos  planteadas,  aunque  una  lo  fuera  hipotéticamen- 
te, por  éL  mismo  actor,  y  la  sostenida  por  la  parte  demandada, 
circunstancia  que  obligaba  al  Tribunal  sentenciador  á  procurar 
por  medios  lógicos  y  legales  llegar  al  conocimiento  más  exacto 
posible  de  la  voluntad  de  la  testadora,  que  según  los  mismos 
términos  en  que  el  debate  judicial  se  planteó  no  estaba  comple- 
tamente expresada: 

Considerando:  que  dada  la  necesidad  de  ocurrir  á  otros 
medios  que  no  sean  la  literal  inteligencia  de  las  palabras,  cuando 
la  voluntad  de  un  testador  versa  sobre  instituciones  reguladas 
por  la  Ley  ó  la  costumbre  y  emplea  al  expresarla  palabras  acep- 
tadas como  fórmula  corriente  en  dichas  instituciones,  no  es 
posibte  prescindir,  para  la  recta  inteligencia  de  esa  volimtad, 
de  los  elementos  históricos  y  legales  de  aquéUa^;  y  así  es  que 
«1  entender  la  Sala  sentenciadora  en  vista  del  testamento  de  doña 
Tomasa  de  Ugarte  y  de  la  escritura  de  imposición  del  capital 
de  la  Capellanía  hecho  por  su  albacea,  que  aquella  señora,  creó 
una  vinculación  irregular,  cuya  única  irregularidad  consiste  en 
la  preferencia  que  otorgaba  á  las  hembras  sobre  los  varones,  no 
ha  incurrido  como  se  afirma  en  el  quinto  motivo  del  recurso,  en 
ningún  error  de  hecho  que  resulte  evidente  de  dichos  documen- 
tos, pues  en  ellos  no  se  contiene  cosa  alguna  contraria  á  la 
afirmada  por  la  Sala,  al  apreciar  que  las  palabras  de  la  testa- 
dora, entendidas  en  la  forma  que  queda  expuesta  y  sin  alterar 
su  sentido  gramatical  y  lógico,  expresaban  un  llamamiento  al 
patronato  sujeto  á  las  reglas  ordinarias  de  derecho,  con  la  ex- 
cepción, claramente  expuesta,  de  preferir  la  hembra  al  varón, 
en  el  caso  en  que  la  sucesión  de  las  vinculaciones  regulares,  éste 
prefiere  á  aquélla,  teniendo  en  cuenta  para  tal  inteligencia,  la 
época  en  que  se  constituyó  la  Capellanía  y  las  doctrinas  co- 
rrientes sobre  esas  instituciones,  respecto  á  considerarse  como 
regulares  y  regidas  por  las  reglas  ordinarias  de  la  Ley  las  vin- 
culaciones fundadas,  empleando  la  fórmula  de  llamar  &  deter- 
minada persona  y  por  su  falta  á  sus  hijos  y  descendientes  legí- 
timos, idéntica  á  la  empleada  en  el  caso  de  autos,  y  en  cuanto  á 
que  la  irregularidad  no  debe  ampliarse  á  más  de  lo  que  clara  y 
precisamente  haya  expresado  el  fundador; 

Considerando:  que  entendida  en  la  forma  que  queda  ex- 
puesta la  voluntad  de  la  fundadora,  la  SaJa  no  ha  infringido 
ésta,  al  declarar  bien  adjudicado  el  patronato  á  la  hija  del  úd^ 
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timo  poseedor,  con  prefereneia  á  un  hermano  y  á  una  sobrina 
de  aquél,  porque  en  el  orden  regalar  de  sucesión,  al  que  es 
preciso  atenerse  en  todo  lo  que  no  esté  expresa  y  claramente  ex- 
ceptuado por  la  fundadora,  la  'linea  prefiere  al  grado,  enten- 
diéndose por  linea,  en  este  caso,  la  del  ultimo  poseedor  en  el  mo- 
mento de  hacerse  la  provisión,  no  habiendo,  por  tanto,  incurrido 
en  la  infracción  de  doctrina  legal  invocada  en  el  primer  motivo 
del  recurso: 

Considerando :  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  fundado  su 
fallo  en  la  exclusiva  aplicación  de  las  reglas  para  suceder  en 
los  mayorazgos,  contenidas  en  las  leyes  novena,  Títulos  primero 
y  segundo.  Título  quince  de  la  Partida  segunda,  y  quinta,  Tí- 
tulo séptimo.  Libro  décimo  de  la  Novísima  Recopilación,  sino 
que  ha  aplicado  estas  leyes  en  cuanto  no  se  oponen  á  la  volun- 
tad de  la  fundadora,  supliendo  con  sus  reglas  lo  que  expresa- 
mente en  la  cláusula  del  llamamiento  no  se  exceptúa,  atenién- 
dose, por  tanto,  al  precepto  de  dichas  leyes  que  mandan  guar- 
dar lo  dispuesto  por  la  fundadora,  que  en  este  caso,  como  ya  se 
ha  dicho,  se  limita  á  preferir  la  hembra  al  varón;  y  por  con- 
siguiente, no  se  han  infringido  de  la  manera  que  se  han  aplicado 
dichas  leyes,  ni,  por  la  misma  razón,  tampoco  se  ha  infringido 
la  doctrina  legal  citada  en  el  tercer  motivo,  pues  según  queda 
consignado,  no  hay  oposición  entre  la  voluntad  de  la  fundadora 
y  la  ley,  sino  que,  bien  entendida  aquéUa,  se  completan  y  armo- 
nizan ambas : 

Considerando:  que  las  palabras  de  la  testadora  han  sido 
entendidas  llanamente  y  como  suenan,  en  cuanto  ellas  expresan, 
adjudicando  el  patronato  de  la  Capellanía  á  una  descendiente 
legítima  y  directa  de  doña  Genoveva  Ugarte,  y  no  puede  decirse 
que  se  ha  dado  interpretación  violenta  á  esas  palabras  por  el 
hecho  de  haber,  en  cuanto  por  ellas  no  está  expresado,  aplicado 
otros  principios  para  la  debida  inteligencia  y  cumplimiento  de 
la  voluntad  de  la  testadora,  limitada,  según  el  propio  texto  de 
la  cláusula,  á  la  simple  irregularidad  de  la  preferencia  de  sexo 
y  no,  como  pretende  el  recurrente,  á  transformar  en  saltuaria 
una  sucesión,  sin  que  tal  propósito  conste  manifiestamente  ex- 
puesto, por  cuya  razón  no  se  ha  infringido  la  Ley  quinta,  Tí- 
tulo treinta  y  tres,  Partida  séptima,  y  doctrina  legal  concor- 
dante, citadas  en  el  cuarto  motivo  del  recurso : 

Considerando:  que  no  habiéndose  cometido  en  la  sentencia 
ninguna  de  las  infracciones  alegadas  por  el  recurrente,  procede 
declarar  sin  lugar  el  recurso,  y  en  cumplimiento  del  artículo 
cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  de  mil  ochocientos 
noventa  y  nueve,  condenar  á  aquél  en  las  costas : 
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Fallamos  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Cristó.bal  Cardona 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana  en  diez  y  nueve  de  Junio  último,  en  el 
juicio  al  principio  referido,  con  las  costas  á  cargo  del  recurren- 
te,— ^Y  con  devolución  de  los  autos  originales  y  del  apunta- 
miento, comuniqúese  a  dicha  Audiencia,  por  med^o  de  certifica- 
ción, esta  sentencia,  la  cual  se  publicará  en  la  Gaceta  de  la  Ha- 
bana y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  li- 
brándose al  efecto  las  copias  oportunas. 

Así  por  esta  sentencia,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— Bafaefl  Cruz  Pérez. — Ángel  C.  Betancourt. — José  Vá- 
rela.— Juan  O'Farrill. — ^Francisco  Noval  y  Martí. 


Agustín  Sánchez  López,  contra  el  Registrador  de  la  Pro- 
piedad DE  Santa  Clara. 

Besolución  núm.  12  (Diciembre  14  de  1900). 

Becurso  gubernativo  interpuesto  por  Sánchez  López  contra  la 
resolución  del  PresideifUe  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  de 
29  de  Septiembre  de  1900  confirmando  la  negativa  del  citado 
Registrador  de  la  Propiedad,  sobre 

TRASLACIÓN 
A  LOS  MODEBNOS  LIBROS  DE  UNA  CAPELLANÍA. 

Según  la  letra  y  espíritu  del  Articulo  9.o  de  la  Ley  Hi- 
potecarla, hay  circunstancias  que  por  esenciales  é  Indispen- 
sables, deben  constar  en  determinadas  inscripciones,  de  tal 
modo,  que  si  no  se  expresan  en  el  titulo  Inscripto  6  en  adi- 
ciones que  aparezcan  de  nuevos  títulos  6  notas  exigidas  con 
los  requisitos  legales,  no  es  posible  llevar  á  efecto  la  Inscrip- 
ción que  se  solicita,  hasta  que  se  subsane  el  defecto,  y  entre 
ellas  figuran  la  situación  y  linderos  de  la  finca  que  se  trate 
de  Inscribir. 

La  naturaleza,  extensión  y  condiciones  del  derecho  ins- 
cripto, son  tambito  circunstancias  esenciales,  que  según  re- 
soluciones de  la  Dirección  de  los  Begistros  han  de  expre- 
sarse en  el  título  con  exactitud  y  precisión  tales,  que  no 
dejen  lugar  &  dudas  acerca  del  mismo,  i  fin  de  que  no  pue- 
da un  tercero  ser  inducido  &  error  sobre  dicho  extremo,  ni 
perjudicado  en  su  consecuencia. 

SI  nombre  y  apellido  de  la  persona  del  interesado  &  cuyo 
favor  se  hiso  una  inscripción  antigua  son  requisitos  indis- 
pensables cuya  omisión  puede  producir  la  nulidad  de  la  Ins- 
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crlpción,  y  que  no  puede  sabsanaxse  ni  ann  rectiflcazae,  se- 
gún resolnciones  de  la  Dirección  de  loe  Begietroe. 

En  el  caso  de  solicitudes  de  traslación  pedidas  k  la  Tes 
por  dos  personalidades  distintas,  la  decisión  á  favor  de  cual- 
quiera de  ellas  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que  crea 
tener  la  otra. 

Para  desvirtuar  un  asiento  no  es  competente  la  vía  gu- 
bernativa. Cuando  el  nombre  de  la  persona  que  i^arece  «n 
los  libros  antiguos  es  distinto  al  expresado  en  la  solicitiid  de 
traslación,  tal  diferencia  puede  constituir  un  error  material 
que  ha  de  rectificarse  por  los  medios  que  al  efecto  indica  la 
Ley  Hipotecaria;  sin  que  sea  subsanable  por  la  vía  gubema> 
tiva. 

Visto  por  el  Presidente  de  este  Tribunal  Supremo  el  «re- 
curso de  apelación  establecido  por  don  Agustín  Sánchez  López 
contra  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa 
Clara,  fecha  veinte  y  nueve  de  Septiembre  próximo  pasado,  con- 
firmatoria del  auto  dictado  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  ac- 
cidental de  la  ciudad  de  Santa  Clara  en  Abril  diez  último,  auto 
que  a  su  vez  con(firmó  1-a  calificación  del  'Registrador  de  la  Pro- 
piedad de  dicha  ciudad,  de  fecha  quince  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro: 

Aceptando  lu  relación  de  hechos  de  dicho  Juez  accidental, 
la  cual  es  como  sigue : 

Resultando:  que  don  Félix  Agustín  Sánchez  López,  Ca- 
pellán propietario  de  la  fundada  por  don  Juan  Pérez  de  Mora- 
les, en  la  instancia  de  treinta  de  Julio  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  cuatro,  solicitó  del  Registrador  de  la  Propiedad  la  trasla- 
ción á  los  modernos  Libros  del  Registro  de  los  asientos  del  an- 
tiguo, referentes  á  la  expresada  capellanía,  y  cuya  traslación 
negó  el  Registrador  ,  fundado  en  que  el  asiento  número  veinte  y 
seis,  del  folio  treinta  y  siete  vuelto  del  Libro  primero  de  la  Ano- 
taduría,  designado  por  el  promovente  como  el  mismo  á  que  se 
contrae  su  instancia,  no  da  á  conocer  la  finca  gravada,  no  con- 
tiene las  circunstancias  de  la  clase,  naturaleza  y  condiciones  del 
gravamen,  no  está  fechado  ni  firmado  y  tiene  frases  intercaladas 
con  letra  y  tinta  al  parecer  distintas,  y  sin  salvar ;  no  habiéndose 
solicitado  la  rectificación  sobre  lo  defectuoso,  según  lo  dispues- 
to en  la  Real  Orden  de  primero  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
setenta  y  nueve,  y  que  no  se  acompañan  documentos  con  que 
adicionar  las  circunstancias  que  faltan ;  que  tratándose  de  bienes 
ó  derechos  de  capellanías  colativas,  no  se  justifica  que  la  adju- 
dicación se  haya  hecho  á  tenor  de  la  Ley  é  Instrucción  de  veinte 
y  cuatro  y  veinte  y  cinco  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete  con  relación  á  la  de  diez  y  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos cincuenta  y  uno,  aclarada  por  la  de  qoiince  de  Junio  de  mil 
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ochocientos  cincuenta  y  seis,  hecha  extensiva  á  Ultramar  por  Reai 
Decreto  de  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  tres,  y  que  al  mismo  tiempo  se  ha  presentado  otra  solicitud  so- 
bre el  mismo  derecho  por  parte  del  Obispo  Diocesano,  no  pudién- 
dose por  ello  verificar  la  traslación,  si  procediese,  hasta  que  los 
Tribunales  o.  los  interesados  decidan  cuál  ha  de  obtenerla : 

Resultando:  que  el  señor  Sánchez  López,  por  el  escrito  de 
quince  de  Enero  último  estableció  recurso  gubernativo  contra  la 
negativa  del  Registrador,  fundado  en  que  el  defecto  de  forma 
advertido  en  el  asiento  primitivo,  consistente  en  no  estar  fecha- 
do, tener  frases  intercaladas  sin  salvar,  no  habiéndose  solicitado 
su  subsanación  en  la  forma  dispuesta  por  el  Decreto  de  primero 
de  Septiembre  del  setenta  y  nueve,  no  pudieron  ser  subsanados 
por  no  haber  llegado  á  su  noticia  en  la  forma  dispuesta  por  el 
Decreto  citado,  aún  incumplido;  siendo  muchos  de  ellos  subsa- 
nables  por  la  presentación  de  la  escritura  de  constitución  de 
dicho  gravamen  y  la  de  imposición  de  la  referida  capellanía, 
que  obran  en  poder  del  recurrente  y  en  el  expediente  de  funda- 
ción que  existe  en  el  Tribunal  eclesiástico  de  la  Diócesis;  que 
no  es  aplicable  el  fundamento  segundo  de  la  negativa,  porque 
en  Ultramar  no  han  regido  nunca  las  leyes  desamortizadoras 
sobre  capellanías  colativas  que  cita  el  B^strador  y  que  dichas 
instituciones  permanecen  inalterables,  correspondiendo  su  co- 
lación única  y  exclusivamente  á  la  autoridad  eclesiástica,  y  por 
tanto,  carece  en  absoluto  de  fundamento  ese  motivo  alegado; 
que  respecto  al  último,  ó  sea  el  de  que  no  se  hace  la  traslación 
por  haberla  pedido  también  el  Obispado,  manifiesta  que  esa  tras- 
lación sólo  puede  ser  solicitada,  para  que  surta  efecto  contra 
tercero,  por  los  interesados  en  los  asientos  antiguos,  y  respecto 
á  capellanías,  los  únicos  interesados  en  los  asientos  son  los  ca- 
pellanes propietarios  designados  con  vista  de  los  llamamientos 
hechos  por  los  fundadores,  puesto  que  cada  una  de  las  distintas 
capellanías,  es  una  personalidad  jurídica  cuya  representación 
legal  corresponde  á  los  capellanes : 

Resultando:  que  pedido  informe  al  Registrador,  lo  evacúa 
en  veinte  del  mes  próximo  pasado,  sosteniendo  los  fundamentos 
en  que  descansó  su  negativa  y  solicitando  se  declare  la  proce- 
dencia de  su  calificación : 

Resultando :  que  en  tres  de  Noviembre  último,  presentó  es- 
crito dicho  Sánchez  López,  como  capellán  propietario  de  la  ca- 
pellanía mandada  fundar  por  don  Juan  Pérez  de  Morales  y  doña 
Luisa  Yeitia,  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Olara,  ape- 
lando para  ante  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  de  la  reso- 
lución dictada  por  aquél  en  veinte  y  nueve  de  Septiembre  últi- 
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mo,  apeliación  que  fué  admitida  según  providencia  de  cinco  de 
Noviembre  último: 

Aceptando  las  consideraciones  legales  en  que  descansa  el 
auto  referido  de  diez  de  Abril  próximo  paaado,  y  además: 

Coimderando :  que  según  la  letra  y  espíritu  del  artículo  no- 
veno de  l<a  Ley  Hipotecaria,  hay  circunstancias  de  suyo  esenciales 
que  es  indispensable  consten  en  determinadas  inscripciones  de 
tal  modo  que  si  no  se  expresan  en  el  título  inscrito,  ó  en  adici<mea 
constantes  de  nuevos  títulos  ó  en  notas  exigidas  al  efecto  con  los 
requisitos  legales  del  caso,  no  es  posible  Uevar  á  efecto  üa  ins- 
cripción que  se  solicita  hasta  que  se  subsane  el  defecto;  y  entre 
esas  circunstancias  esenciales,  se  encuentra,  entre  otras,  la  situa- 
ción de  los  linderos  de  la  finca  ó  inmueble,  objeto  de  la  inscrip- 
ción, y  tales  circunstancias  se  echan  de  menos  en  el  asiento  an- 
tiguo, según  manifestaciones  del  Registrador  en  su  informe  de 
veinte  de  Marzo  del  corriente  año: 

CoTísiderando :  que  según  el  propio  informe  no  se  expresan 
en  el  asiento  que  se  quiere  trasladar,  la  naturaleza,  extensión  y 
condiciones  del  derecho  inscripto,  circunstancias  también  esen- 
ciales ;  y  según  resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Registros,  la 
naturaleza  del  derecho  que  se  inscriba  ha  de  expresarse  en  el 
título  con  exactitud  y  precisión  tales,  que  no  deje  lugar  i  duda 
acerca  del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda  un  tercero  ser  inducido 
á  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudicado  en  su  conseeuencia : 

Considerando :  que  según  el  propio  Registrador  en  su  infor- 
me, tampoco  se  expresa  el  nombre  y  apellido  de  la  persona  del 
interesado  á  cuyo  favor  se  hizo  la  inscripción,  no  habiéndose 
llenado,  ni  intentado  llenarse  tal  requisito,  de  suyo  también 
esencial,  y  semejante  omisión  es  de  tal  importancia  que  puede 
producir  la  nulidad  de  la  inscripción ;  por  cuya  razón  no  puede 
subsanarse  ni  aún  rectificarse,  según  resoluciones  de  la  Direc- 
ción de  los  Registros,  entre  otras,  la  de  veinte  y  uno  de  Enero  de 
mil  ochocientos  setenta  y  cinco: 

Considerando :  respecto  á  las  solicitudes  de  traslación  de  un 
mismo  asiento  pedidas  á  la  vez  por  el  Obispo  Diocesano  y  por  el 
recurrente,  que  la  decisión  á  favor  de  cualquiera  de  los  dos,  trae 
consigo  la  lesión  del  derecho  que  crea  tener  el  otro,  y  para  des- 
virtuarse un  asiento  anterior  no  es  competente  la  vía  gubernati- 
va, porque  cualquier  asiento  del. Registro  está  bajo  la  salva- 
guardia de  los  Tribunales  de  Justicia,  que  en  su  caso  pueden  de- 
clarar una  nulidad  ó  una  prioridad,  previos  los  trámites  marca- 
dos por  la  Ley,  y  nunca  sin  oirae  á  los  interesados  en  el  mismo 
asiento,  estando  limitada  la  competencia  de  esta  Presidencia, 
según  el  artículo  diez  y  seis  del  Decreto  sobre  creación  de  este 
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Tribunal  Supremo,  á  resolver  en  última  instancia  las  apelacio- 
nes que  se  interpongan  contra  lo  resuelto  por  los  Presidentes  de 
las  Audiencias  en  todos  los  casos  en  que  éstos  deban  conocer  de 
recursos  interpuestos  contra  las  calificaciones  que  hagan  los  Re- 
gistradores de  la  Propiedad  de  los  documentos  presentados  al 
Registro,  ya  sean  por  particulares,  ora  por  la  autoridad  judicial. 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  interpuesto,  confirmándose 
por  lo  tanto  la  nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  de  Santa 
Clara,  fecha  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  cuatro. 

Comuniqúese  lo  resuelto  por  medio  de  certificación  y  carta* 
orden  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  y  publique- 
se  en  la  Gaceta  de  la  Habana. — 'Rafael  Cruz  Pérez. 


AOUSTÍN  SÁNCHEZ  LÓPEZ,  CONTRA  EL  REGISTRADOR  DE  LA  PRO- 
PIEDAD DE  Santa  Clara. 

Besolución  núm.  13  (Diciembre  15  de  1900). 

Becurso  gubernativo  interpuesto  por  el  referido  Sánchez  López 
contra  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa 
Clara  fecha  29  de  Septiembre  últimoy  confirmando  la  nega- 
tiva del  citado  Registrador  de  la  Propiedad,  sobre 

TRASLACIÓN  A  LOS  MODERNOS  UBRÓS 
DE  UNA  capellanía  INSCRIPTA  EN  LOS  ANTIGUOS. 

Según  la  letra  y  eq;»irltii  del  Artículo  9.o  de  la  Ley  Hi- 
potecarla, hay  circmistanclae  que  por  esenciales  é  indispen- 
eablee,  deben  constar  en  detennlnadas  inscripciones,  de  tal 
modo,  qne  si  no  se  expresan  en  el  titulo  inscripto  6  en  adi- 
ciones qne  apareacan  de  nuevos  títulos  6  notas  exigidas  con 
los  requisitos  legales,  no  es  posible  llevar  á  efecto  la  inscrip- 
ción que  se  solicita,  basta  que  se  subsane  el  defecto,  y  entre 
éÚMM  figuran  la  situación  y  linderos  de  la  finca  que  se  trate 
de  inscribir. 

La  naturaleza,  extensión  y  condiciones  del  derecho  ins- 
cripto, son  también  circunstancias  esenciales,  que  según  re- 
soluciones de  la  Dirección  de  los  Begistros  han  de  expre- 
sarse en  él  título  con  exactitud  y  precisión  tales,  que  no  de- 
jen lugar  á  dudas  acerca  del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda  un 
tercero  ser  inducido  á  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perju- 
dicado en  su  consecuencia. 

Bl  nombre  y  apellido  de  la  persona  del  interesado  á  cuyo 
favor  se  hizo  una  inscripción  antigua  son  requisitos  indis- 
pensables cuya  omisión  puede  producir  la  nulidad  de  la  ins- 
cripción, y  que  no  puede  subsanarse  ni  aun  rectificarse,  según 
resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Begistros. 
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En  el  caso  de  solicitadee  de  traslaclóii  pedldM  A  U  ybe 
por  dos  personalidades  distintas,  la  decisión  i  favor  de  cnal- 
qniera  de  ellas  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que  crea 
tener  la  otra. 

Para  desyirtaar  nn  asiento  no  es  competente  la  Tía  gn- 
bematiTa.  Cuando  el  nombre  de  la  persona  que  aparece  en 
los  libros  antigaos  es  distinto  al  expresado  en  la  solicitad  de 
traslación,  tal  diferencia  paede  constltair  an  error  material 
qae  ha  de  rectificarse  por  los  medios  qae  al  efecto  indica  la 
Ley  Hipotecaria;  sin  qae  sea  sabsanable  por  la  vía  gabema- 
tiva. 

Visto  par  el  Presidente  de  este  Tribunal  Supremo  el  recur- 
so de  apelación  establecido  por  D.  Agustin  Sánchez  López  con- 
tra la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Cla- 
ra de  fecha  veinte  y  nueve  de  Septiembre  último  confirmatoria 
del  auto  dictado  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  accidental 
de  la  ciudad  de  Santa  Clara  de  fecha  diez  de  Abril  próximo 
pasado,  auto  que  á  su  vez  confirmó  la  calificación  del  Registra- 
dor de  la  Propiedad  de  dicha  ciudad  de  fecha  quince  de  Sep- 
tiembre de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro : 

Aceptando  la  relación  de  hechos  de  dicho  Juez  accidental, 
la  cual  es  como  sigue: 

*' Resultando  \  que  D.  Félix  Agustín  Sánchez  López  en 
instancia  de  treinta  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cua- 
tro solicitó  del  Registrador  de  la  Propiedad  de  este  partido,  la 
traslación' de  los  antiguos  á  los  modernos  Libros  del  Registro, 
del  asiento  referente  á  la  capellanía  de  quinientos  diez  pesos  de 
principal  impuesta  en  la  hacienda  de  Manicaragua  la  Vieja 
por  Doña  Felipa  Monteagudo,  cuya  traslación  suspendió  el 
Registrador  porque  no  da  á  conocer  la  finca  gravada  el  asiento 
numero  ciento  veinte  y  ocho,  folio  cuarenta  y  nueve  del  Li- 
bro primero  de  la  Anotaduría,  que  verbalmente  designó  el 
promovente  como  el  mismo  á  que  se  contrae  la  instancia; 
que  tampoco  contiene  las  circunstancias  de  la  clase,  natu- 
raleza y  condiciones  del  gravamen;  que  el  asiento  no  está 
fechado  ni  firmado  y  tiene  frases  intercaladas  con  letra  y 
tinta  al  parecer  distintas,  sin  salvar;  que  no  se  solicitó  la 
rectificación  dispuesta  sobre  lo  defectuoso,  por  la  Real  Orden 
de  primero  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve, 
y  que  no  se  acompañan  documentos  con  que  adicionar  las  cir- 
cunstancias que  faltan ;  que  tratándose  de  bienes  ó  derechos  de 
capellanías  colativas,  no  se  justifica  que  la  adjudicación  se  ha- 
ya hecho  á  tenor  de  la  Ley  é  Instrucción  de  veinte  y  cuatro  y 
veinte  y  cinco  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete  con 
relación  á  la  de  diez  y  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocientos  cin- 
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cuenta  y  uno,  aclarada  por  la  de  quince  de  Junio  de  mil  ocho- 
-cientos  cincuenta  y  seiS)  hecha  extensiva  á  Ultramar  por  Beal 
Decreto  de  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta 
y  tres,  y  que  al  mismo  tiempo  se  ha  presentado  otra  solicitud 
sobre  el  mismo  derecho  por  parte  del  Obispo  Diocesano,  no  pu- 
diéndose por  ello  verificar  la  traslación,  si  procediese,  hasta  que 
los  Tribunailes  ó  los  interesados  decidan  cuál  ha  de  obtenerla: 

Resultando:  que  el  Sr.  Sánchez  López  por  el  escrito  de 
quince  de  Enero  último  estableció  recurso  gubernativo  contra 
la  negativa  del  Registrador,  fundado  en  que  el  defecto  de  for- 
ma advertido  en  el  asiento  primitivo  consistente  en  no  estar 
fechado,  tener  frases  intercaladas  sin  salvar,  no  habiéndose  so- 
licitado su  subsanación  en  la  forma  dispuesta  por  el  Decreto 
de  primero  de  Septiembre  del  setenta  y  nueve,  no  pudieron  ser 
subsanados  por  no  haber  llegado  i  su  noticia  en  la  forma  dis- 
puesta por  el  Decreto  citado  aún  incumplido;  siendo  muchos 
de  ellos  subsanables  por  la  presentación  de  la  escritura  de 
constitución  de  dicho  gravamen  y  la  de  imjMMición  de  la  refe- 
rida capellania,  que  obra  en  poder  del  recurrente  y  en  el  ex- 
pediente de  fundación  que  existe  en  el  Tribunal  eclesiástico  de 
la  Diócesis;  que  no  es  aplicable  el  fundamento  segundo  de  la 
negativa  porque  en  Ultramar  no  han  regido  nunca  las  Leyes 
desamortizadoras  sobre  Capellanías  colativas  que  cita  el  Regis- 
trador y  que  dichas  instituciones  permanecen  inalterables,  co- 
rrespondiendo su  colación  única  y  exclusivamente  á  la  autori- 
dad eclesiástica  y  por  tanto  carece  en  absoluto  de  fundamento 
ese  motivo  alegado;  que  respecto  al  último,  ó  sea  el  de  que  no 
se  hace  la  traslación  por  haberla  pedido  el  Obispado,  manifiesta 
que  esa  traslación  sólo  puede  ser  solicitada,  para  que  surta 
efecto  contra  tercero,  por  los  interesados  en  los  asientos  anti- 
guos, y  respecto  á  Capellanías,  los  únicos  interesados  &i  los 
asientos  son  les  Capellanes  propietarios  designados  con  vista 
de  los  llamamientos  hechos  por  los  fundadores,  puesto  que  ca- 
da una  de  las  distintas  Capellanías  es  una  personalidad  jurídica 
cuya  representación  «legad  corresponde  á  los  Oapesllanes : 

Bestdtando :  que  pedido  informe  al  Registrador'  lo  evacúa 
en  veinte  del  mes  próximo  pasado,  sosteniendo  los  fundamentos 
en  que  descansó  su  negativa  y  solicitando  se  declare  la  proce- 
dencia de  su  calificación : 

Resultando  i  que  en  tres  de  Noviembre  último  presentó  es- 
crito dicho  Sánchez  López  como  Capellán  propietario  de  la  Ca- 
pellanía mandada  fundar  por  D.  Juan  Pérez  de  Morales  y 
Doña  Luisa  Veitia,  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa 
Clara  apelando  para  anite  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo, 
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de  la  resolución  dictada  por  aquél  en  veinte  y  nueve  de  Sep- 
tiembre último,  apelación  que  fué  admitida  se^un  providencia 
de  cinco  de  Noviembre  último : 

Aceptando  las  consideraciones  legales  en  que  descansa  el 
auto  referido  de  diez  de  Abril  próximo  pasado  y  además: 

Considerando:  que  según  la  letra  y  espíritu  del  articulo 
noveno  de  la  Ley  Hipotecaria,  hay  circunstancias  de  suyo  esen- 
ciales que  es  indispensable  consten  en  determinadas  inscripcio- 
nes de  tal  modo,  que  si  no  se  expresan  en  el  titulo  inscripto  ó 
en  adiciones  constantes  de  nuevos  títulos,  ó  en  notas  exigidas 
al  efecto  con  los  requisitos  legales  del  caso,  no  es  posible  llevar 
¿  efecto  la  inscripción  que  se  solicita  hasta  que  se  subsane  el 
defecto  y  entre  esas  circunstancias  esenciales  se  encuentran  en- 
tre otras,  la  situación  y  los  linderos  de  la  finca  ó  inmueble  ob- 
jeto de  la  inscripción,  y  tales  circunstancias  se  echan  de  me- 
nos en  el  asiento  antiguo  según  manifestaciones  del  Registrador 
en  su  informe  de  veinte  de  (Marzo  de'l  comente  año : 

Considerando :  que  según  el  propio  informe  no  se  expresan 
en  el  asiento  que  se  quiere  trasladar  la  naturaleza,  extensión  7 
condiciones  del  derecho  inscripto,  circunstancias  también  esen- 
ciales; y  según  resoluciones  de  la  Direcciqn  de  los  Registros  la 
naturaleza  del  derecho  que  se  inscriba  ha  de  expresarse  en  el 
título  con  exactitud  y  precisión  tales,  que  no  deje  lugar  á  da- 
das acerca  del  mismo,  á  ñn  de  que  no  pueda  un  tercero  ser  in- 
ducido á  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudicado  en  su  con- 
secueneia : 

Considerando:  que  según  el  propio  Registrador  en  su  in- 
forme, tampoco  se  expresa  el  nombre  y  apellido  de  la  persona 
del  interesado  á  cuyo  favor  se  hizo  la  iiusíeripción,  no  habiéndo- 
se llenado,  ni  intentado  llenarse  tal  requisito,  de  suyo  también 
esencial,  y  semejante  omisión  es  de  tal  importancia  que  puede 
producir  la  nulidad  de  la  inscripción;  por  cuya  razón  no  pue- 
de subsanarse  ni  aun  rectificarse,  según  resoluciones  de  la  Di- 
rección de  los  Registros,  entre  otras,  la  de  veinte  y  uno  de 
Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco: 

Considerando:  respecto  á  las  solicitudes  de  traslacióji  de 
un  mismo  asiento,  pedidas  á  la  vez  por  el  Obispo  Diocesano  y 
por  el  recurrente,  que  la  decisión  á  favor  de  cualquiera  de  loe 
dos  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que  crea  tener  el  otro,  y 
para  desvirtuarse  un  asiento  anterior  no  es  competente  la  vía 
gubernativa,  porque  cualquier  asiento  del  Registro  está  bajo  la 
salvaguardia  de  los  Tribunales  de  justicia  que  en  su  caso  pue- 
den declarar  una  nulidad  q  una  prioridad,  previos  los  trámi- 
tes marcados  por  la  Ley  y  nunca  sin  oirse  á  los  interesados  en 
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el  mismo  asiento,  estando  limitada  la  competencia  de  esta  Pre- 
sidencia, según  el  artículo  diez  y  seis  del  Decreto  sobre  crear 
ción  de  este  Tribunal  Supremo  á  resolver  en  última  ins»tancia 
las  apelaciones  que  se  interpongan  contra  lo  resuelto  por  los 
Presidentes  de  las  Audiencias  en  todos  los  casos  en  que  éstos 
deban  conocer  de  recursos  interpuestos  contra  las  calificaciones 
que  hagan  los  Registradores  de  la  Propiedad  de  los  documentos 
presentados  al  Registro,  ya  sean  por  particulares,  ora  por  la 
Autoridad  judicial; 

8e  declara  sin  Vagar  A  recurso  interpuesto,  confirmándo- 
se por  lo  tanto  la  nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  de 
Santa  Clara  de  fecha  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro. 

Comuniqúese  lo  resuelto  por  medio  de  certificación  y  carta 
orden  al  Presidente  de  la  Audi^icia  de  Santa  Clara  y  publí- 
qnese  en  la  Oaceta  OficM. — ^Rafael  Cruz  Pérez. 


Agustín  Sánchez  López,  oontba  el  Registrados  de  la  Pro- 
piedad DE  Santa  Clara. 

Besolación  núm.  14  (Diciembre  17  de  1900). 

Recurso  gubernativo  interpuesto  por  Sánchez  López  contra  la 
resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara 
fecha  29  de  Septiembre  último,  confirmando  la  negativa  del 
citado  Registrador  de  la  Propiedad^  sobre 

TRASLACIÓN  A  LOS  MODERNOS  UBBOS 
OS  UNA  capellanía  INSCRIPTA  EN  LOS  ANTIGUOS. 

Según  la  letra  y  espirita  del  Artículo  e.o  de  la  Ley  Hl- 
potacaxia,  hay  eircnnstaacias  qae  por  asanciales  é  indi^pan- 
sablea,  deben  constar  en  determinadas  inscripciones,  de  tal 
modo,  qne  si  no  se  expresan  en  el  títnio  inscripto  6  en  adi- 
ciones qne  aparezcan  de  nnevos  titnlos  6  notas  exigidas  con 
1(M  requisitos  legales,  no  es  posible  Uerar  i  efecto  la  inacrip- 
ci6n  que  se  solicita,  hasta  qoe  se  subsane  el  defecto,  y  entre 
ellas  flgnran  la  situacián  y  linderos  de  la  finca  que  se  trate 
de  inscribir. 

La  naturaleza,  extensión  y  condiciones  del  derecho  ins- 
cripto, son  también  circimstancias  esenciales,  qne  según  ra- 
solnciones  de  la  Dirección  de  los  Registros  han  de  expresar- 
se en  el  títnio  con  exactitud  y  precisión  tales,  qne  no  dejen 
lugar  á  dudas  acerca  del  mismo,  á  fin  de  qne  no  pueda  un 
tercero  ser  inducido  &  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudi- 
cado en  consecuencia. 

Bl  nombre  y  apellido  de  la  persona  del  interesado  á  cuyo 
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favor  se  hixo  nna  Inaciipeión  aatlgna  son  reqnliltog  Indis- 
pensables  cuya  omlsióii  puede  producir  la  nnlldad  de  la  ins- 
cripción, 7  que  no  pnede  sabsanarse  ni  aun  rectiflcarBe,  según 
resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Begistros. 

En  el  caso  de  solicitudes  de  traslación  pedidas  á  la  Tes 
por  dos  personalidades  distintas,  la  decisión  &  favor  de  cual- 
quiera de  ellas  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que  crea 
tener  la  otra. 

Para  desvirtuar  un  asiento  no  es  competente  la  vi  a  gu- 
bernativa. Guando  el  nombre  de  la  persona  que  aparece  en 
los  libros  antiguos  es  distinto  al  expresado  en  la  solicitud 
de  traslación,  tal  diferencia  puede  constituir  un  error  mate- 
rial que  ha  de  rectificarse  por  los  medios  que  al  efecto  indica 
la  Iioy  Hipotecaria;  sin  que  sea  subsanable  por  la  via  gu- 
bernativa. 

Visto  por  el  Presidente  de  este  Tribunal  Supremo  el  recur- 
so de  apelación  establecido  por  D.  Agustin  Sánchez  López  con-- 
tra  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Cla- 
ra, fecha  veinte  y  nueve  de  Septiembre  último  confirmatoria 
del  auto  dictado  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  accidental 
de  la  ciudad  de  Santa  Clara  en  Abril  diez  próximo  pasado, 
auto  que  á  su  vez  confirmó  la  calificación  del  Registrador  de 
la  Propiedad  de  fecha  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro : 

Aceptando  la  relación  de  hechos  de  dicho  Juez  accidental 
la  cual  es  como  sigue : 

"Resultando:  que  D.  Félix  Agustin  Sánchez  López  en  la 
instancia  de  treinta  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cua- 
tro, solicitq  del  Registrador  de  la  Propiedad  de  este  Partido  la 
traslación  de  los  antiguos  á  los  modernos  libros  del  Registro, 
del  asiento  referente  á  la  Capellanía  de  seiscientos  diez  pesos, 
impuestos  sobre  la  hacienda  Baez;  cuya  traslación  suspendió  el 
Registrador  fundado  en  que  el  asiento  número  veinte  y  seis 
vuelto  del  Libro  primero  de  la  Anotadurfa  designado  por  el 
promovente  como  el  mismo  á  que  se  contrae  en  su  instancia  no 
da  á  conocer  la  finca  gravada,  no  contiene  las  circunstancias 
de  la  clase,  naturaleza  y  condiciones  del  gravamen,  no  está 
fechado  ni  firmado  y  tiene  frases  intercaladas  con  letra  y  tinta 
al  parecer  distintas,  y  sin  salvar;  no  habiéndose  solicitado  la 
rectificación  sobre  lo  defectuoso  según  lo  dispuesto  en  la  Real 
Orden  de  primero  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta  7 
nueve,  y  que  no  se  acompañan  documentos  con  que  adicionar 
las  circunstancias  que  faltan;  que  tratándose  de  bienes  ó  dere- 
chos de  Capellanías  colativas  no  se  justifica  que  la  adjudicación 
se  haya  hecho  á  tenor  de  la  Ley  ó  instrucción  de  veinte  y  cua- 
tro y  veinte  y  cinco  de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  sie- 
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te,  con  relación  á  la  de  diez  y  nueve  de  Agosto  de  mil  ochocien- 
tos cuarenta  y  uno,  aclarada  por  la  de  quince  de  Junio  de  mil 
ochocientos  cincuenta  y  seis  hecha  extensiva  é  Ultramar  por  Real 
Decreto  de  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
tres,  y  que  al  mismo  tiempo  se  ha  presentado  otra  solicitud  sobre 
ed  mismo  derecho  por  parte  del  Obispo  Diocesano,  no  pudiéndose 
por  ello  verificar  la  traslación,  si  procediese,  hasta  que  los  Tribu- 
nales ó  los  interesados  decidan  cuál  ha  de  obtenerla : 

Resultando:  que  el  Sr.  Sánchez  López,  por  el  escrito  de 
quince  de  Enero  último,  estableció  recurso  gubernativo  contra 
la  negativa  del  Registrador,  fundado  en  que  el  defecto  de  for- 
ma advertido  en  el  asiento  primitivo,  consistente  en  no  estar 
fechado  ni  firmado,  tener  frases  intercaladas  sin  salvar  no  ha- 
biéndose solicitado  su  subsanación  en  la  forma  dispuesta  por 
el  Decreto  de  primero  de  Septiembre  del  setenta  y  nueve,  no 
pudieron  ser  subsanados  por  no  haber  llegado  á  su  noticia  en 
la  forma  dispuesta  por  el  Decreto  citado,  aún  incumplido; 
siendo  muchos  de  ellos  subsanables  por  la  presentación  de  la 
escritura  de  constitución  de  dicho  gravamen,  y  la  de  imposi- 
ción de  la  referida  Capellanía,  que  obra  en  poder  del  recu- 
rrente y  en  el  expediente  que  existe  en  el  Tribunal  eclesiástico 
de  la  Diócesis;  que  no  es  aplicable  el  fundamento  segundo  de 
la  negativa,  porque  en  Ultramar  no  han  regido  nunca  las  Leyes 
desamortizadoras  sobre  Oapellanias  colativas  que  cita  el  Re- 
gistrador, y  que  dichas  instituciones  permanecen  inalterables, 
correspondiendo  su  colación,  única  y  exclusivamente  á  la  au- 
toridad eclesiástica,  y  por  lo  tanto  carece  de  fundamento  ese 
motivo  alegado;  que  respecto  al  último,  ó  sea  el  de  que  no  se 
hace  la  traslación  por  haberla  pedido  el  Obispado,  manifiesta 
que  esa  traslación  só^o  puede  ser  solicitada,  para  que  surta 
efecto  contra  tercero,  por  los  interesados  en  los  asientos  anti- 
guos, y  respecto  á  Capellanías,  los  únicos  interesados  en  los 
asientos  son  los  Capellanes  propietarios  designados  con  vista 
de  los  llamamientos  hechos  por  los  fundadores;  puesto  que  ca- 
da una  de  las  distintas  Capellanías  es  una  personalidad  jurídi- 
ca cuya  representación  legal  corresponde  á  los  Capellanes: 

BestUtando  que  pedido  informe  al  Registrador  lo  evacúa 
en  veinte  del  mes  próximo  pasado,  sosteniendo  los  fundamentos 
en  que  descansó  su  negativa  y  solicitando  se  declare  la  proceden- 
cia de  su  calificación : 

Resultando:  que  en  tres  de  Noviembre  último  presentó 
escrito  dicho  Sánchez  López  como  Capellán  propietario  de  la 
Capellanía  mandada  fundar  por  D.  Jerónimo  Monteagudo,  al 
Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  apelando  para  an- 
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te  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo,  de  la  resolución  dicta- 
da por  aquél  en  veinte  y  nueve  de  Septiembre  último,  apelación 
que  fué  admitida  por  providencia  de  cinco  de  Noviembre  del  pro- 
pio año: 

Aceptando  las  consideraciones  legales  en  que  descansa  el 
auto  referido  de  diez  de  Abril  prójimo  paaado,  7  además: 

Considerando:  que  según  la  letra  y  espíritu  del  articulo 
noveno  de  la  Ley  Hipotecaria,  hay  circunstancias  de  suyo  esen- 
ciales que  es  indispensable  consten  en  determinadas  inscrip- 
ciones de  tal  modo,  que  si  no  se  expresan  en  el  título  inscrip- 
to, ó  en  adiciones  constantes  de  nuevos  títulos,  ó  en  notas  exi- 
gidas al  efecto  con  los  requisitos  legales  del  caso,  no  es  posible 
llevar  á  efecto  la  inscripción  que  se  solicita  hasta  que  se  sub- 
sane el  defecto;  y  entre  esas  circunstancias  esenciales  se  en- 
cuentran entre  otras,  la  situación  y  los  linderos  de  la  finca  ó 
inmueble  objeto  de  la  inscripción,  y  tales  circunstancias  se 
echan  de  menos  en  el  asiento  antiguo,  según  manifestaciones 
del  Registrador  en  su  informe  de  veinte  de  Marzo  del  corrien- 
te año: 

Consider€mdo :  que  según  el  propio  informe,  no  se  expre- 
san en  el  asiento  que  se  quiere  trasladar  la  naturaleza,  exten- 
sión y  condiciones  del  derecho  inscripto,  circunstancias  también 
esoiciales ;  y  según  resoluciones  de  la  Dirección  de  dos  Registros, 
la  naturaleza  del  derecho  que  se  inscriba  ha  de  expresarse  en 
el  título  con  exactitud  y  previsi^  tales,  que  no  deje  lugar  á  duda 
acerca  del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda  un  tercero  ser  inducido  i 
error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudicado  en  su  consecuencia: 

Considerando:  que  según  el  propio  Registrador  en  su  in- 
forme, tampoco  se  expresa  el  noMbre  y  apellido  de  la  persona 
del  interesado  á  cuyo  favor  se  hizo  la  inscripción,  no  habiéndo- 
se llenado,  ni  intentado  llenarse  tal  requisito,  de  suyo  también 
esencial  y  semejante  omisiqn  es  de  tal  importancia  que  puede 
producir  la  nulidad  de  la  inscripción,  por  cuya  razón  no  puede 
subsanarse,  ni  aun  rectificarse,  según  resolución  de  la  Direc- 
ción de  los  Registros,  entre  otras  la  de  veinte  y  uno  de  Enero 
de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco : 

Considerando:  respecto  á  las  solicitudes  de  traslación  de 
un  mismo  asiento,  pedidas  á  la  vez  por  el  Obispo  Diocesano  y 
por  D.  Félix  Agustín  Sánchez  López,  que  la  decisión  á  favor 
de  cualquiera  de  los  dos,  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que 
crea  tener  el  otro,  y  para  desvirtuarse  un  asiento  anterior  no 
es  competente  la  vía  gubernativa,  porque  cualquier  asiento  del 
Registro  está  bajo  la  salvaguardia  de  los  Tribunales  de  Justi- 
cia, que  en  su  caso  pueden  declarar  una  nulidad  ó  una  priori- 
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dad,  previos  los  trámites  marcados  por  la  Ley,  y  nunca  sin  oír- 
se á  los  interesados  en  el  mismo  asiento,  estando  limitada  la 
competencia  de  esta  Presidencia,  según  el  artículo  diez  y  seis 
del  Decreto  sobre  creación  de  este  Tribunal  Supremo  á  resol- 
ver en  última  instancia  las  apelaciones  que  se  interpongan  con- 
tra lo  resuelto  por  los  Presidentes  de  las  Audiencias  en  todos 
los  casos  en  que  éstos  deban  conocer  en  recursos  interpuestos 
contra  las  calificaciones  que  hagan  los  Registradores  de  la  Pro- 
piedad de  los  documentos  presentados  al  Registro,  ya  sean  por 
particulares  ora  por  la  autoridad  judicial; 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  interpuesto  confirmán- 
dose por  lo  tanto  la  nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  de 
Santa  Clara,  de  fecha  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  cuatro. 

Comuniqúese  lo  resuelto  por  medio  de  certificación  y  carta 
orden  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  y  publí- 
quese  en  la  Oaceta  de  la  Habana. — ^Rafaed  Cruz  Pérez. 


Agustín  Sánchez  López,  contra,  el  Registbadob  de  la  Pro- 
piedad DE  Santa  Clara. 

Sesolución  núm.  15  (Diciembre  18  de  1900). 

Recurso  gubernativo  interpuesto  por  Sánchez  López  contra  la 
resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Sania  Clara 
fecha  29  de  Septiembre  ultimo,  confirmando  la  negativa  del 
citado  Registrador  de  la  Propiedad,  sobre 

TRASLACIÓN  A  LOS  MODERNOS  LIBROS 
DE  UNA  capellanía  INSCRIPTA  EN  LOS  ANTIGUOS. 

Según  la  letra  y  espíritu  del  Artículo  9.o  de  la  Ley  Hi- 
potecaria, liay  circnnstaiicias  que  por  esenciales  é  indispen- 
sables, deben  constar  en  determinadas  inscripciones,  de  tal 
modo,  que  si  no  se  expresan  en  el  titolo  inscripto  ó  en  adi- 
ciones qne  aparezcan  de  nuevos  titnlos  6  notas  exigidas  con 
los  requisitos  legales,  no  es  posible  llevar  á  efecto  la  inscrip- 
ción que  se  solicita,  hasta  que  se  subsane  el  defecto,  y  entre 
ellas  figuran  la  situación  y  linderos  de  la  finca  que  se  trate 
de  inscribir. 

La  naturaleza,  extensión  y  condiciones  del  derecbo  ins- 
cripto, son  también  circunstancias  esenciales,  que  según  re- 
soluciones de  la  Dirección  de  los  Registros  han  de  expresar- 
se en  el  titulo  con  exactitud  y  precisión  tales,  que  no  dejen 
lugar  á  dudas  acerca  del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda  un 
tercero  ser  inducido  &  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudi- 
cado en  consecuencia» 
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El  nombre  y  apellido  de  la  persona  del  interesado  á  cuyo 
favor  se  hizo  tina  inscripción  antigua  son  requisitos  indis- 
pensables cuya  omisión  puede  producir  la  nulidad  de  la  ins- 
cripción, y  que  no  puede  subsanarse  ni  aun  rectificarse,  según 
resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Begistros. 

En  el  caso  de  solicitudes  de  traslación  pedidas  ¿  la  vei 
por  dos  personalidades  distintas,  la  decisión  &  favor  de  cual- 
quiera de  ellas  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que  crea 
tener  la  otra. 

Para  desvirtuar  un  asiento  no  es  competente  la  vía  gu- 
bernativa. Cuando  el  nombre  de  la  persona  que  aparece  en 
los  libros  antiguos  es  distinto  al  expresado  en  la  solicitud 
de  traslación,  tal  diferencia  puede  constituir  un  error  mate- 
rial que  ha  de  rectificarse  por  los  medios  que  al  efecto  indica 
la  Ley  Hipotecaria;  sin  que  sea  subsanable  por  la  vía  gu- 
bernativa. 

Visto  por  el  Presidente  de  este  Supremo  Tribunal  el  re- 
curso de  apelación  establecido  por  D.  Agustín  Sánchez  López 
contra  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa 
Clara  de  veinte  y  nueve  de  Septiembre  próximo  pasado,  con- 
firmatoria del  auto  dictado  por  el  Juez  de  Primera  Instancia 
accidental  de  la  ciudad  de  Santa  Clara  en  Abril  diez  último, 
auto  que  á  su  vez  confirmó  la  calificación  del  Registrador  de  la 
Propiedad  de  dicha  ciudad  de  quince  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro : 

Aceptando  la  relación  de  hechos  de  dicho  Juez  accidental, 
la  cual  es  como  sigue: 

'^Resultando,:  que  D.  Agustín  Sánchez  López,  Capellán 
de  la  mandada  fundar  por  D.  Juan  Pérez  de  Morales  y  Doña 
Luisa  Veitia  solicitó  con  fecha  treinta  de  Julio  de  mil  ochocien- 
tos noventa  y  cuatro  la  traslación  de  los  antiguos  á  los  moder- 
nos libros  del  Registro,  de  los  asientos  correspondientes  á  la 
expresada  capellanía,  cuya  traslación  fué  suspendida  por  ad- 
vertirse que  el  asiento  número  ciento  cinco  del  folio  cuarenta 
vuelto  del  Libro  primero  de  la  suprimida  anotaduría  que  ver- 
balmente  se  designó  por  el  recurrente  por  el  mismo  á  que  su 
instancia  se  contrae,  además  de  expresar  que  el  capital  del  cen- 
so es  de  quinientos  sesenta  y  siete  pesos,  siete  reales,  no  da  á 
conocer  la  finca  gravada;  que  no  contiene  las  circunstancias  de 
la  clase,  naturaleza  y  condiciones  del  gravamen,  que  no  está 
firmado  ni  fechado  y  tiene  frases  intercaladas,  con  letra  y  tin- 
ta al  parecer  distintas  y  sin  salvar;  que  no  se  solicita  la  recti- 
ficación que  sobre  lo  defectuoso  se  dispone  por  Real  Orden  de 
primero  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve;  que 
no  se  acompaña  el  documento  correspondiente,  con  que  adicio- 
nar, en  su  caso,  las  circimstancias  que  faltan;  que  tratándose 
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de  bienes  ó  derechos  de  Capellanías  colativas  no  se  justiñea 
qrie  la  adjudicación  se  haya  hecho  á  tenor  de  la  Ley  é  instruc- 
ción de  veinte  y  cuatro  y  veinte  y  cinco  de  Junio  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  siete,  con  relación  á  la  de  diez  y  nueve  de 
Agosto  de  mil  ochocientos  cuarenta  y  uno,  aclarada  por  la  de 
quince  de  Junio  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  seis,  hecha  ex- 
tensiva á  Ultramar  por  Real  Decreto  de  treinta  y  uno  de  Octu- 
bre ;  y  que  al  mismo  tiempo  se  ha  presentado  otra  solicitud  por 
parte  del  Obispo  Diocesano  sobre  el  mismo  derecho,  no  pudiéndose 
por  ello  verificar  la  traslación,  si  procediese,  hasta  que  los  interesa- 
dos ó  los  Tribunales  decidan  cuál  es  el  que  ha  de  obtenerla : 

Resultando  i  que  el  Sr.  Sánchez  López,  por  el  escrito  de 
quince  de  Enero  último  establece  recurso  gubernativo  contra 
las  calificaciones  del  Registrador  de  la  Propiedad,  fundado  en 
que  los  defectos  advertidos  y  en  que  se  apoya  la  negativa  del 
Registrador,  no  han  podido  ser  subsanados  por  el  recurrente, 
pues  á  su  noticia  no  ha  llegado  la  existencia  de  los  mismos  en 
la  forma  dispuesta  por  el  Decreto  citado  por  dicho  Registrador, 
y  que  muchos  de  ellos  son  subsanables  por  la  presentación  de 
la  escritura  de  constitución  de  dicho  gravamen,  y  la  de  impo- 
sición de  la  referida  Capellanía  que  obra  en  su  poder  y  en  el 
expediente  de  fundición  existente  en  el  Tribunal  eclesiástico 
de  la  Diócesis  y  mediante  informe  que  puede  suministrar  d 
expresado  Tribunal  eclesiástico,  por  el  que  se  demostraría  la 
existencia  de  dos  grarvámenes  sobre  el  corral  de  La  Magdalena 
pertenecientes  á  dos  distintas  Capellanías  fundadas  por  una 
misma  persona;  que  el  segundo  fundamento  no  resiste  la  más 
ligera  crítica,  pues  basta  leer  el  artículo  primero  del  Real  De- 
creto citado  por  el  Registrador  para  convenc'ferse  de  que  en  ül- 
tamar  no  han  regido  nunca  las  leyes  desamortizadoras  sobre 
Capellanías  colativas  que  cita  el  Registrador,  y  que  dichas  ins- 
tituciones permanecen  inalterables,  correspondiendo  su  colaciMí 
única  y  exclusivamente  á  la  Autoridad  eclesiástica,  careciendo 
por  lo  tanto  de  fundamento  ese  motivo  alegado  para  la  sus- 
pensión; que  el  último  motivo  es  más  fútil  todavía,  porque  la 
trasdación  só^o  puede  ser  solicitada,  para  que  surta  efecto  con- 
tra tercero,  por  los  interesados  en  los  asientos  antiguos,  y  res- 
pecto á  Capellanías,  los  únicos  interesados  son  lo  Capellanes 
propietaa*ios  designados  en  vista  de  los  llamamientos  hechos 
por  los  fundadores,  puesto  que  cada  una  de  las  distintas  Ca- 
pellanías es  una  personalidad,  cuya  representación  legal  corres- 
ponde á  los  Capellanes,  y  que,  aparte  de  esto  en  la  misma 
certificación  que  presentó,  se  ve  que  el  Obispado  reconoce  que 
el  recurrente  es  el  llamado  á  solicitar  la  traslación,  puesto  que 
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el  certíñcado  se  expide  para  que  el  GapeU&n  pida  la  traslacite 
'*de  'los  asientos  de  los  antigaos  á  los  modernos  libros  del  Be^ 
gistro'^ 

Resultando:  que  pedido  informe  al  Registrador  lo  evacúa 
en  veinte  del  mes  próximo  pasado,  sosteniendo  los  fundamen- 
tos en  que  descansó  la  suspensión,  y  solicitando  se  declarase 
la  procedencia  de  su  calliñcación : 

Resultando:  que  en  tres  de  Noviembre  último  presentó  es- 
crito dicho  Sánchez  López  como  Capell&n  propietario  de  la  Ca- 
pellanía mandada  fundar  por  D.  Juan  Pérez  de  Morales  y 
Doña  Luisa  Veitia,  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa 
Clara,  apelando  para  ante  el  Presidente  del  Tribunal  Supre- 
mo, de  la  sentencia  dictada  por  aquél  en  veinte  y  nueve  de 
Septiembre  último,  apelación  que  fué  admitida  por  providencia 
de  cineo  de  Noviembre  del  mismo  año : 

Aceptando  las  consideraciones  legales  en  que  descansa  el 
auto  referido  de  diez  de  Abril  pró;simo  pasado,  y  además: 

Considerando:  que  según  la  letra  y  espíritu  del  artículo 
noveno  de  la  Ley  Hipotecaria,  hay  circunstancias  de  suyo  esen- 
ciales que  es  indispensable  consten  en  determinadas  inscripcio- 
nes, de  tal  modo,  que  si  no  se  expresan  en  el  título  inscripto, 
ó  en  adiciones  constantes  de  nuevos  títulos,  ó  en  notas  exigidas 
al  efecto  con  los  requisitos  legales  del  caso,  no  es  posible  llevar 
á  efecto  la  inscripción  que  se  solicita  hasta  que  se  subsane  el 
defecto;  y  entre  esas  circunstancias  esenciales  se  encuentran 
entre  otras,  la  situación  y  los  linderos  de  la  finca  ó  inmueUe  ob- 
jeto de  la  inscripción ;  y  tales  circunstancias  se  echan  de  menos  en 
el  asiento  antiguo,  según  manifestaciones  del  Registrador  ^i  su 
informe  de  veinte  de  Marzo  del  corriente  año : 

Considerando:  que  según  el  propio  informe,  no  se  expre- 
san eu  el  asiento  que  se  quiere  trasladar,  la  naturaleza,  exten- 
sión y  condiciones  del  derecho  inscripto,  circunstancias  también 
esenciales,  y  según  resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Regis- 
tros, la  naturaleza  del  derecho  que  se  inscriba  ha  de  expresar- 
se en  el  título  con  exactitud  y  previsión  tales,  que  no  deje 
lugar  á  duda  acerca  del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda  un  ter- 
cero ser  inducido  á  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudicado 
en  sru  consecuencia : 

Considerando:  que  según  el  propio  Registrador  en  su  in- 
forme, tampoco  se  expresa  el  nombre  y  apellido  de  la  persona 
del  interesado  á  cuyo  favor  se  hizo  la  inscripción,  no  habiéndo- 
se llenado,  ni  intentado  llenarse  tal  requisito,  de  suyo  también 
esencial,  y  semejante  omisión  es  de  tal  importancia  que  puede 
producir  la  nulidad  de  la  inscripción ;  por  cuya  razón  no  puede 
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subsanarse  ni  aun  rectificarse,  se^ún  resoluciones  de  la  Direc- 
ción de  los  Registros,  entre  otras  la  de  veinte  y  uno  de  Enero 
de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco : 

Considerando:  Respecto  á  las  solicitudes  de  traslación  de 
un  mismo  asiento,  pedidas  á  la  vez  por  el  Obispo  Diocesano 
y  por  D.  Félix  Agustín  Sánchez  y  López,  que  la  decisión  á  fa- 
vor de  cualquiera  de  los  dos,  trae  consigo  la  lesión  del  derecho 
que  crea  tener  ol  otro,  y  para  desvirtuarse  un  asiento  ante- 
rior no  es  competente  la  vía  gubemativa,  porque  cualquier 
asiento  del  Registro  está  bajo  la  salvaguardia  de  los  Tribuna- 
les de  justicia  que  en  su  caso  pueden  declarar  una  nulidad  ó 
una  prioridad,  previos  los  trámites  marcados  por  la  Ley,  y 
nunca  sin  oirse  á  los  interesados  en  el  mismo  asiento,  estando 
limitada  la  competencia  de  esta  Presidencia,  según  el  articulo 
diez  y  seis  del  Decreto  sobre  creación  de  este  Tribunal  Supre- 
mo, á  resolver  en  última  instancia  las  apelaciones  que  se  inter- 
pongan contra  lo  resuelto  por  los  Presidentes  de  las  Audien- 
cias en  todos  los  casos  en  que  éstos  deban  conocer  de  recursos 
interpuestos  contra  las  calificaciones  que  hagan  los  Registra- 
dores de  la  Propiedad  de  los  documentos  presentados  al  Regis- 
tro, ya  sea  por  particulares,  ora  por  la  autoridad  judicial : 

Se  declara  sin  lugar  él  recurso  interpuesto  confirmán- 
dose, por  lo  tanto,  la  nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  de 
Santa  Clara,  de  fecha  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro. 

(Comuniqúese  lo  resuelto  por  medio  de  certificación  y  car- 
ta orden  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  y  pu- 
bliquese   en   la   Gaceta   de   la  Haba/na, — ^Rafael   Cruz   Pérez. 


Agustín  Sánchez  López,  gontba  el  Registrador  de  la  Pro- 
piedad DE  Santa  Clara. 

Besolución  núm.  16  (Diciembre  19  de  1900). 

Recurso  gubernativo  interpuesto  por  Sánchez  López  contra  la 
resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara 
fecha  29  de  Septiembre  último,  confirmando  la  negativa  del 
citado  Registrador  de  la  Propiedad,  sobre 

TRASLACIÓN  A  LOS  MODERNOS  UBROS 
DE  UNA  capellanía. 

Seffún  la  letra  y  espirita  del  Articulo  9.o  de  la  Iiey  Hi- 
potecax!»»  hay  circimstanciaB  que  por  eaendalee  6  indiquen- 
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sables,  deben  constar  en  determinadas  Inscripciones,  de  tal 
modo,  que  si  no  se  expresan  en  el  título  inscripto  ó  en  adi- 
ciones que  aparezcan  de  nuevos  títulos  6  notas  exigidas  con 
los  requisitos  legales,  no  es  posible  llevar  á  efecto  la  inscrip- 
ción que  se  solicita,  hasta  que  se  subsane  el  defecto,  y  entie 
ellas  figuran  la  situación  y  linderos  de  la  finca  que  se  trate 
de  inscribir. 

La  naturaleza,  extensión  y  condiciones  del  derecho  ins- 
cripto, son  también  circunstancias  esenciales,  que  según  re- 
soluciones de  la  Dirección  de  los  Begistros  han  de  expresar- 
se en  el  titulo  con  exactitud  y  precisión  tales,  que  no  dejen 
lugar  á  dudas  acerca  del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda  un 
tercero  ser  inducido  &  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudi- 
cado en  consecuencia. 

El  nombre  y  apellido  de  la  persona  del  interesado  &  cuyo 
favor  se  hizo  una  inscri]ici6n  antigua  son  requisitos  indis- 
pensables cuya  omisión  puede  producir  la  nulidad  de  la  ins- 
cripción, y  que  no  puede  subsanarse  ni  aun  rectificarse,  jMgún 
resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Begistros. 

En  el  caso  de  solicitudes  de  traslación  pedidas  ¿  la  vez 
por  dos  personalidades  distintas,  la  decisión  &  favor  de  cual- 
quiera de  ellas  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que  crea 
tener  la  otra. 

Para  desvirtuar  un  asiento  no  es  competente  la  vía  gu- 
bernativa. Cuando  el  nombre  de  la  persona  que  aparece  en 
los  libros  antiguos  es  distinto  al  expresado  en  la  solicitiid 
de  traslación,  tal  diferencia  puede  constituir  un  error  mate- 
rial que  ha  de  rectificarse  por  los  medios  que  al  efecto  indica 
la  Ley  Hipotecaria;  sin  que  sea  subsanable  por  la  vía  gu- 
bernativa. 

Visto  por  el  Presidente  de  este  Supremo  Tribunal  el  re- 
curso de  apelación  establecido  por  D.  Agustín  Sánchez  López 
contra  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa 
Clara,  de  veinte  y  nueve  de  Septiembre  próximo  pasado,  con- 
firmatoria del  auto  dictado  por  el  Juez  de  Primera  Instancia 
accidental  de  la  ciudad  de  Santa  Clara  en  diez  de  Abril  ultimo, 
auto  que  á  su  vez  confirmó  la  calificación  del  Registrador  de  la 
Propiedad  de  dicha  ciudad  de  quince  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro : 

Aceptando  la  relación  de  hechos  de  dicho  Juez  accidental 
la  cual  es  como  sigue: 

'' Resultando:  que  D.  Félix  Agustín  Sánchez  López,  Cape- 
llán propietario  de  la  que  mandó  fundar  D.  Antonio  Pérez  de 
Morales  por  trescientos  veinte  pesos  impuestos  sobre  la  ha- 
cienda *' Minas  Ricas",  por  la  instancia  de  treinta  de  Julio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  cuatro  solicitó  del  Registrador  de  la 
Propiedad  de  este  partido  la  traslación  á  los  modernos  Libros 
del  Registro  del  asiento  perteneciente  á  la  expresada  Capella- 
nía existente  en  los  Libros  antiguos,  cuya  traslación  suspendió 
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el  Registrador,  fundado  en  que,  según  resulta  del  asiento  nú- 
mero ciento  once  folio  cuarenta  y  siete  del  Libro  primero  de  la 
antigua  Anotaduría,  que  verbalmente  designó  el  promovente 
como  el  mismo  cuya  traslación  pide,  además  de  contraerse  al 
hato  de  las  Minas  y  sus  sitios  y  á  fundación  hecha  por  D.  An- 
tonio Pérez  Gorra  y  no  D.  Antonio  Pérez  de  Morales,  como  se 
expresa  ahora,  no  da  á  conocer  la  finca  gravada,  ni  consta  ins- 
cripta, ni  la  clase,  naturaleza  y  condiciones  del  gravamen;  que 
su  importe,  fecha  y  autorización  se  consigna  por  otro  Anotador 
á  continuación  del  primitivo  asiento;  que  no  se  solicitó  la  rec- 
tificación dispuesrta  sobre  lo  defectuoso  por  'la  Beal  Orden  de 
primero  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve;  que 
no  se  acompaña  el  documento  correspondiente  con  que  adicio- 
nar en  su  caso  las  circunstancias  que  faltan ;  que  tratándose  de 
bienes  ó  derechos  de  Capellanías  colativas,  no  se  justifica  que 
la  adjudicación  se  haya  hecho  á  tenor  de  la  Ley  é  Listrucción 
de  veinte  y  cuatro  y  veinte  y  cinco  de  Junio  de  mil  ochocientos 
setenta  y  siete,  con  relació^n  á  la  de  diez  y  nueve  de  Agosto  de 
mil  ochocientos  cuarenta  y  uno,  aclarada  por  la  de  quince  de 
Junio  de  mil  ochocientos  cincuenta  y  seis,  hecha  extensiva  á 
ultramar  por  Real  Decreto  de  treinta  y  uno  de  Octubre  de 
mil  ochocientos  sesenta  y  tres  y  que  al  mismo  tiempo  se  ha 
presentado  otra  solicitud  por  parte  del  Obispo  Diocesano  sobre 
el  mismo  derecho,  no  pudiendo  por  lo  tanto  verificarse  la  tras- 
lación, si  procediese,  hasta  que  los  interesados  ó  los  Tribunales 
decidan  cuál  debe  obtenerla: 

Resultando:  que  el  8r.  Sánchez  López,  por  el  escrito  de 
trece  de  Enero  último,  establece  recurso  gubernativo  contra  la 
calificación  del  Registrador  que  suspendió  la  traslación,  fun- 
dado en  que  no  subsanó  ó  no  pudo  subsanar  los  defectos  ad- 
vertidos en  el  primer  fundamento,  por  no  haber  llegado  á  su 
noticia  la  existencia  de  los  mismos  en  la  forma  dispuesta  en  el 
Real  Decreto  citado,  aún  incumplido;  que  el  defecto  es  sub- 
sanable  por  la  presentadón  de  la  escritura  de  constitución  de 
dicho  gravamen,  y  la  de  imposición  de  la  referida  Capellanía 
que  obra  en  su  poder  y  en  el  expediente  de  fundación  existen- 
te en  el  Tribunal  eclesiástico  de  la  Diócesis;  que  en  Ultramar 
no  han  regido  nunca  las  Leyes  desamortizadoras  sobre  Capella- 
nías colativas  que  cita  el  Registrador,  y  que  dichas  institucio- 
nes permanecen  inalterables,  correspondiendo  su  colación,  úni- 
ca y  exclusivamente  á  la  autoridad  eclesiástica,  y  por  tanto, 
carece  en  absoluto  de  fundamento  ese  motivo  alegado  para  la 
suspensión;  que  el  último  motivo  consignado,  es  más  fútil  aún: 
redúcese  á  consignar  que  no  se  hace  la  traslación  solicitada  por 
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haberla  pedido  también  el  Obispado:  que  esa  traslación  sólo 
puede  ser  solicitada,  para  que  surta  efecto  contra  tercero,  por 
los  interesados  en  los  asientos  anti^os,  y  respecto  á  Oapelhir 
nías  los  únicos  interesados  son  los  Capellanes  propietarios  de- 
signados con  vista  de  los  llamamientos  hechos  por  los  funda- 
dores, puesto  que  cada  una  de  las  Capellanías  es  una  persona- 
lidad jurídica,  cuya  representación  legal  corresponde  á  los  Ca- 
pellanes; pero  que,  aparte  de  esto,  en  la  misma  certifícaeióin 
que  presentó  se  ve  que  el  Obispado  reconoce  que  el  recurrente 
es  el  llamado  á  solicitar  la  traslación,  puesto  que  la  certifica- 
ción se  expidió  ''para  que  el  Capellán  pueda  solicitar  la  tras- 
laei^  de  esta  imposición  de  los  antiguos  á  los  modernos  libros": 

Remltando:  que  pedido  informe  al  Registrador  lo  evacúa 
en  veinte  del  mes  próximo  pasado,  sosteniendo  los  fundamentos 
en  que  descansa  su  calificación  y  solicitando  se  la  declare  pro- 
cedente: 

Resultando:  que  en  tres  de  Noviembre  último  presentó  es- 
crito dicho  Sánchez  López,  como  Capellán  propietario  de  la 
Capellanía  mandada  fundar  por  D.  Antonio  Pérez  de  Morales, 
al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  apelando  para 
ante  el  Presidente  del  Tribunal  Supremo  de  la  resolución  dic- 
tada por  aquél  en  veinte  y  nueve  de  Septiembre  último,  apela- 
ción que  fué  admitida  por  providencia  de  cinco  de  Noviembre 
del  mismo  año : 

Aceptando  las  consideraciones  legales  en  que  descansa  d 
auto  referido  de  diez  de  Abril  pró^mo  pasado,  y  además : 

Considerando:  que  según  la  letra  y  espíritu  del  artículo 
noveno  de  la  Ley  Hipotecaria,  hay  circunstancias  de  suyo  esen- 
ciales que  es  indispensable  consten  en  determinadas  inscrip- 
ciones, que  si  no  se  expresan  en  el  título  inscripto,  ó  en  adicio- 
nes constantes  de  nuevos  títulos  ó  en  notas  exigidas  al  efecto 
con  los  requisitos  legales  del  caso,  no  es  posible  llevar  á  efecto 
la  inscripción  que  se  solicita  hasta  que  se  subsane  el  defecto ;  y 
entre  esas  circunstancias  esenciales  se  encu^itran  entre  otras, 
la  situación  y  los  linderos  de  las  fincas  ó  inmueble  objeto  de 
la  inscripción,  y  tales  circunstancias  se  echan  de  menos  en  el 
asiento  antiguo,  según  manifestaciones  del  Registrador  en  su 
informe  de  veinte  de  Marzo  del  corriente  año : 

Considerando:  que  según  el  propio  informe,  no  se  expre- 
san en  el  asiento  que  se  quiere  trasladar,  la  naturaleza,  exten- 
sión y  condiciones  del  derecho  inscripto,  circunstancias  también 
esenciales,  y  según  resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Regis- 
tros, la  naturaleza  del  derecho  que  se  inscriba  ha  de  expresarse 
en  el  título  con  exactitud  y  precisión  tales  que  no  deje  lugar 
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i  duda  acerba  del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda  un  teroero  ser 
inducido  á  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudicado  en  su 
consecuencia : 

Considerando:  que  según  el  propio  Begistrador  en  su  in- 
forme, tampoco  se  expresa  el  nombre  y  apellido  de  la  persona 
del  interesado  á  cuyo  favor  se  hizo  la  inscripción,  no  habiéndo- 
se llenado  ni  intentado  llenarse  tal  requisito,  de  suyo  tambirá 
esencial,  y  semejante  omisión  es  de  tal  importancia  que  puede 
producir  la  nulidad  de  la  inscripción ;  por  cuya  razón  no  puede 
subsanarse,  ni  aun  rectificarse,  según  resoluciones  de  la  Direc- 
ción de  los  Registros,  entre  otras,  la  de  veinte  y  uno  de  Ene- 
ro de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco : 

Considerando:  respecto  á  las  solicitudes  de  tratación  de 
un  mismo  asiento  pedida  á  la  vez  por  el  Obispo  Diocesano  y 
por  D.  Félix  Agustín  Sánchez  López,  que  la  decisión  á  favor 
de  cualquiera  de  los  dos  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que 
crea  tener  el  otro,  y  para  desvirtuarse  un  asiento  anterior  no 
es  competente  la  vía  gubernativa,  porque  cualquier  asiento  del 
Registro  está  bajo  la  salvaguardia  de  los  Tribunales  de  Jus- 
ticia, que  en  su  caso  pueden  declarar  una  nulidad  ó  una  prio- 
ridad, previos  los  trámites  marcados  por  la  Ley,  y  nunca  sin 
oírse  á  los  interesados  en  el  mismo  asiento,  estando  limitada  la 
competencia  de  esta  Presidencia  Begum  el  artículo  diez  y  seis 
del  Decreto  sobre  creación  de  este  Tribunal  Supremo  á  resol- 
ver en  última  insrtancia  las  apelaciones  que  se  interpongan  con- 
tra lo  resuelto  por  los  Presidentes  de  las  Audiencias  en  todos 
los  casos  en  que  éstos  deban  conocer  de  recursos  interpuestos 
contra  las  calificaciones  que  hagan  los  Registradores  de  la  Pro- 
piedad de  los  documentos  presentados  al  Registro,  ya  sean  por 
particulares,  ora  por  la  autoridad  judicial; 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  interpuesto,  confirmán- 
dose, por  lo  tanto,  la  nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  de 
Santa  Clara,  de  fecha  quince  de  Septiembre  de  mil  ochoci^itos 
noventa  y  cuatro. 

Comuniqúese  lo  resuelto  por  medio  de  certificación  y  car- 
ta-orden al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  y  pu- 
Uíquese  en  la  Oaoeta  de  la  Habana. — 'Rafael  Cruz  Pérez. 


Agustín  Sánchez  López,  contra  el  Registrador  de  la  Pro- 
piedad DE  Santa  Clara. 

Besolución  núm.  17  (Diciembre  20  de  1900). 
Recurso  gubernativo  interpuesto  por  Sánchez  López  contra  la 
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resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara 
fecha  29  de  Septiembre  último,  confirmando  la  negativa  del 
citado  Registrador  de  la  Propiedad,  sobre 

TRASLACIÓN  A  LOS  MODERNOS  LIBROS 
DE  UNA  capellanía. 

Según  la  letra  y  espirita  del  Articnlo  9.o  de  la  Ley  Hi- 
potecaria, bay  circunstancias  qae  por  esenciales  6  indispen- 
sables, deben  constar  en  determinadas  inscripciones,  de  tal 
modo,  que  si  no  se  expresan  en  el  titulo  inscripto  ó  en  adi- 
ciones que  aparezcan  de  nuevos  títulos  6  notas  exigidas  con 
los  requisitos  legales,  no  es  posible  llevar  á.  efecto  la  inscrip- 
ción que  se  solicita,  basta  que  se  subsane  el  defecto,  y  entre 
ellas  figuran  la  situación  y  linderos  de  la  finca  que  se  trate 
de  inscribir. 

La  naturaleza,  extensión  y  condiciones  del  derecho  ins> 
crlpto,  son  también  circunstancias  esenciales,  que  según  re- 
soluciones de  la  Dirección  de  los  Registros  han  de  expresar- 
se en  el  título  con  exactitud  y  precisión  tales,  que  no  dejen 
lugar  &  dudas  acerca  del  mismo,  &  fin  de  que  no  pueda  un 
tercero  ser  inducido  &  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudi- 
cado en  consecuencia. 

El  nombre  y  apellido  de  la  persona  del  interesado  á  cuyo 
favor  se  hizo  una  inscripción  antigua  son  requisitos  indis- 
pensables cuya  omisión  puede  producir  la  nulidad  de  la  ins- 
cripción, y  que  no  puede  subsanarse  ni  aun  rectificarse,  según 
resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Begistros. 

En  el  caso  de  solicitudes  de  traslación  pedidas  &  la  vez 
por  dos  personalidades  distintas,  la  decisión  á  favor  de  cual- 
quiera de  ellas  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que  exea 
tener  la  otra. 

Para  desvirtuar  un  asiento  no  es  competente  la  vía  gu- 
bernativa. Cuando  el  nombre  de  la  persona  que  aparece  en 
los  libros  antiguos  es  distinto  al  expresado  en  la  solicitad 
de  traslación,  tal  diferencia  puede  constituir  un  error  mate- 
rial que  ha  de  rectificarse  por  los  medios  que  al  efecto  indica 
la  Ley  Hipotecaria;  sin  que  sea  subsanable  por  la  vía  gu- 
bernativa. 

Visto  por  el  Presidente  de  este  Tribunal  Snpremo  el  re- 
curso de  apelaciéjn  establecido  por  D.  Agustín  Sánchez  López 
contra  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa 
Clara  de  veinte  y  nueve  de  Septiembre  próximo  pasado,  con- 
firmatoria del  auto  dictado  por  el  Juez  de  Primera  Instancia 
de  la  ciudad  de  Santa  Clara  en  diez  y  siete  de  Mayo  último, 
auto  que  á  su  vez  confirmó  la  calificación  del  Registrador  de 
la  Propiedad  de  dicha  ciudad  de  quince  de  Septiembre  de  mü 
ochocientos  noventa  y  cuatro : 

Aceptando  la  relación  de  hechos  de  dicho  Juez,  la  cual 
como  sipue: 
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y  Resultando :  que  D.  Félix  Agustín  Sánchez  López  en  ins- 
tancia de  veinte  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  cua- 
tro, solicitó  del  Begistrador  de  la  Propiedad  de  este  partido, 
la  traslación  de  los  antiguos  á  los  modernos  libros  del  Registro, 
del  asiento  referente  á  la  Capellanía  que  mandó  fundar  Don 
Tomás  Pérez  de  Morales  y  Doña  Estefanía  de  Monteagudo; 
cuya  traslación  suspendió,  el  Registrador  por  advertir  que  no 
se  citan  los  asientos  que  se  han  de  trasladar,  porque  hecha  la 
busca  en  dichos  libros  sólo  ha  aparecido  el  del  número  ciento 
noventa,  folio  ochenta  y  ocho  del  Libro  primero  de  la  Anotadu- 
ría,  relativo  á  quinientos  pesos  de  la  CapeUanfa  á  que  se  alude, 
no  dando  á  conocer  el  asiento,  la  clase,  naturaleza  y  condicio- 
nes del  gravamen,  y  que  no  se  acompañan  documentos  con  que 
adicionar  las  circunstancias  que  faltan;  que  tratándose  de  bie- 
nes ó  derechos  de  Capellanías  colativas,  no  se  justifica  que  la 
adjudicación  se  haya  hecho  á  tenor  de  la  Ley  é  Instrucción  de 
veinte  y  cuatro  y  veinte  y  cinco  de  Junio  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  siete,  y  que  a/1  mismo  tiempo  se  han  presentado  soli- 
citudes por  parte  del  Obispo  Diocesano  pidiendo  se  trasladen  á 
su  nombre  el  asiento  de  setecientos  cincuenta  pesos  sobre  Cao- 
nao  y  el  del  número  ciento  noventa,  ya  expresado,  por  lo  que 
en  su  caso  no  podía  verificarse  la  traslación  hasta  que  los  inte- 
resados ó  Tribunales  decidan  cuál  ha  de  obtenerla: 

Resultando:  que  el  propio  Sr.  Sánchez  López,  en  escrito 
de  cinco  del  mes  próximo  pasado,  estableció  recurso  gubernati- 
vo contra  la  calificación  del  Registrador,  fundado  en  que  en 
la  instancia  con  que  solicitó  la  traslación  acompañó  la  escritura 
de  constitución  del  gravamen,  y  una  certificación  de  la  Notaría 
eclesiástica  en  donde  consta  haberse  tomado  razón  de  dicho  gra- 
vamen en  la  antigua  Anotaduría  de  Hipotecas:  que  en  Ultramar 
no  han  regido  nunca  las  leyes  desamortizadoras  sobre  Capella- 
nías Colativas  que  cita  el  Registrador,  y  que  dichas  institucio- 
nes permanecen  inalterables,  correspondiendo  su  colación,  úni- 
ca y  exclusivamente  á  la  autoridad  eclesiástica;  que  respecto  4 
Capellanías,  los  únicos  interesados  son  los  Capellanes  propieta- 
rios, designados  en  vista  de  los  llamamientos  hechos  por  los 
fundadores,  puesto  que  cada  una  de  las  distintas  capellanías  es 
una  personalidad  jurídica,  cuya  representación  legal  correspon- 
de á  los  capellanes,  y  aparte  de  ésto,  en  la  certificación  que  pre- 
sentó se  ve  que  el  Obispado  reconoce  que  el  recurrente  es  el 
llamado  á  solicitar  la  traslació^i,  puesto  que  en  ella  se  afirma 
que  se  expide  para  que  el  Capellán  pueda  solicitar  la  trasla- 
ción de  la  imposición  de  los  antiguos  á  los  modernos  libros 

Resultando:  que  pedido  informe  al  Registrador  lo  evacúa 


512  JTTBISPBUDENGIA  CIVIL 


€fD.  doce  del  actual,  aosteniendo  los  fundamentos  de  8U  negativa 
y  solicitando  se  declare  la  procedencia  de  la  caüificación: 

Resultando:  que  en  tres  de  Noviembre  del  corriente,  pre- 
sentó escrito  dicho  Sánchez  López,  como  Capellán  propietario 
de  la  Capellanía  mandada  fundar  por  D.  Tomás  Pérez  de  Mo- 
rales y  Doña  Estefanía  Monteagudo,  al  Presidente  de  la  Au- 
diencia de  Santa  Clara,  apelando  para  ante  el  Presidente  del 
Tribunal  Supremo  de  la  resolución  dictada  por  aquél  en  vein- 
te y  nueve  de  Octubre  último,  apelación  que  fué  admitida  por 
providencia  de  cinco  de  Noviembre  del  corriente: 

Aceptando  las  consideraciones  legales  en  que  descansa  el 
auto  referido  de  diez  y  siete  de  Mayo  último  y  además: 

Considerando:  que  según  Ja  letra  y  espíritu  del  artícolo 
noveno  de  la  Ley  Hipotecaria  hay  circunstancias  de  suyo  esen- 
ciales, que  es  indispensable  consten  en  determinadas  inscrip- 
ciones, de  tal  modo  que  si  no  se  expresan  en  el  título  inscripto, 
ó  en  adiciones  constantes  de  nuevos  títulos  ó  en  notas  exigidas 
al  efecto  con  los  requisitos  legales  del  caso,  no  es  posible  llevar 
á  efecto  la  inscripción  que  se  solicita  hasta  que  se  subsane  éí 
defecto;  y  entre  esas  circunstancias  esenciales  se  encuentran, 
entre  otras,  la  situación  y  los  linderos  de  la  finca  ó  inmueble 
objeto  de  la  inscripción,  y  tales  circunstancias  se  echan  de  me- 
nos en  el  asiento  antiguo,  según  manifestaciones  del  Registra- 
dor en  su  informe  de  veinte  de  'Marzo  del  corriente  año: 

Considerando :  que  según  el  propio  informe,  no  se  expre- 
san en  el  asiento  que  se  quiere  trasladar  la  naturaleza,  exten- 
sión y  condiciones  del  derecho  in9cripto,  circunstancias  también 
esenciales,  y  según  resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Begistros, 
la  naturaleza  del  derecho  que  se  inscriba  ha  de  expresarse  en 
el  título  con  exactitud  y  precisión  tales,  que  no  deje  lugar  á 
duda  acerca  del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda  un  tercero  ser 
inducido  a  error  sobre  dicho  extremo  ni  perjudicado  en  su  con- 
secuencia : 

Considerando:  que  según  el  propio  Registrador  en  su  in- 
forme, tampoco  se  expresa  el  nombre  y  apellido  de  la  persona 
del  interesado  á  cuyo  favor  se  hizo  la  inscripción,  no  habiéndo- 
se llenado,  ni  intentado  llenarse  tal  requisito,  de  suyo  también 
esencial,  y  semejante  omisión  es  de  tal  importancia  que  puede 
producir  la  nulidad  de  la  inscripción,  por  cuya  ra^són  no  puede 
subsanarse  ni  aun  rectificarse,  según  resoluciones  de  la  Direc- 
ción de  los  Registros,  entre  otras  la  de  veinte  y  uno  de  Bnero 
de  mií  ochocientos  setenta  y  cinco : 

Considerando:  respecto  á  las  solicitudes  de  traslación  de 
un  mismo  asiento,  pedidas  á  la  vez  por  el  Obispo  Diocesano  y 
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por  D.  Félix  Agustín  Sánchez  hópez,  que  la  decisión  á  favor 
de  cualquiera  de  los  dos,  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que 
crea  tener  el  otro,  y  para  desvirtuarse  un  asiento  anterior  no 
es  competente  la  vía  gubernativa,  porque  cualquier  asiento  del 
Registro  está  bajo  la  salvaguardia  de  los  Tribunales  de  Justi- 
cia, que  en  su  caso  pueden  declarar  una  nulidad  ó  una  priori- 
dad, previos  los  .trámites  marcados  por  la  Ley,  y  nunca  sin  oirse 
á  los  interesados  en  el  mismo  asiento,  estando  limitada  la  com- 
petencia de  esta  Presidencia,  según  el  articulo  diez  y  seis  del 
Decreto  sobre  creación  de  este  Tribunal  Supremo,  á  resolver 
en  última  instancia  las  apelaciones  que  se  interpongan  contra 
lo  resuelto  por  los  Presidentes  de  las  Audiencias,  en  todos  los 
casos  en  que  éstos  deban  conocer  de  recursos  interpuestos  con- 
tra las  ealiñcaciones  que  hagan  los  Registradores  de  la  Propiedad 
de  los  documentos  presentados  al  Registro,  ya  sea  por  particu- 
lares ora  por  la  autoridad  judicial ; 

Se  declara  sin  lugar  el  recurso  interpuesto,  confirmán- 
dose, por  lo  tanto,  la  nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  de 
Santa  Clara  de  fecha  quince  de  Septiembre  de  mil  ochociaatos 
noventa  y  cuatro. 

Comuniqúese  lo  resuelto  por  medio  de  certificación  y  car- 
ta-orden al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  y  pu- 
blíquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana. — ^Rafael  Cruz  Pérez. 


Carmen  Bacallao  viuda  de  Malpica,  contra  Cayetana  Ca- 
rtilla. 

Auto  núm.  99  (Diciembre  20  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  Carmen  Bacallao 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  la  Habana 
en  16  de  Agosto  de  1900. 

BEIVINDICACION  DE  LA  HITAD  DE  ÜNA  CASA. 

No  86  cumple  con  el  requisito  4.o  del  Articulo  5.o  de  la 
Orden  92  sobre  casación,  cuando  no  se  expresa  en  el  escrito 
de  interposición,  los  documentos  que  demuestran  la  equivoca- 
ción del  Juzgador,  ni  con  claridad  el  concepto  en  que  ha  sido 
infringida  la  Ley  de  Partida  que  se  cita. 

Resultando',  que  en  el  pleito  de  mayor  cuantía  seguido  en 
el  Juzgado  de  Primera  Instancia  de  la  Catedral  sobre  reivindi- 
cación de  la  mitad  de  la  casa  Prado  ciento  uno,  entre  partes,  de 
la  una  doña  Carmen  Bacallao  viuda  de  Malpica,  ocupada  en  los 
quehaceres  de  su  casa  y  vecina  de  Prado  noventa  y  cuatro,  de- 
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mandante,  y  de  la  otta  doña  Cayetana  Canilla,  vecina  que  fué 
dé  Prado  ciento  uño  y  continuados  en  apelación  en  la  Audien- 
cia de  esta  Provincia,  la  Sala  de  lo  Civil  de  este  Tribunal  dictó 
sentencia  en  diez  y  seis  de  Agosto  del  corriente  año  confirmando 
la  de  Primera  Instancia  la  cual  declaró  sin  lugar  la  demanda 
con  (las  costas  á  cargo  de  la  demandante: 

Resultando:  que  la  representación  de  doña  Carmen  Baea« 
lláo  interpuso  contra  la  e:xpresada  sentencia  recurso  de  casación 
por  infracción  de  Ley  alegando  varias  infracciones,  entre  ^las: 

•Primera.  En  que  el  Tribunal  sentenciador  comete  error  de 
Hecho  en  la  apreciación  dé  la  prueba,  caso  séptimo  del  articuló 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  al 
no  estimar  como  bastante  para  acreditar  el  carácter  de  parafer- 
nafl  que  tenía  la  mitad  de  la  casa  Prado  número  ciento  uno,  la 
declaración  en  una  escritura  pública  anterior  á  la  venta  que 
hizo  el  marido  y  los  asientos  certificados  del  Registro  de  la 
Ph)piedéfcd'  donde  ese  concepto  de  parafemal  se  hizo  constar. 
Tales  documentos  tienen  el  carácter  de  autenticidad  suficien- 
te á-  evidenciar  el  error  dé  hecho  cometido  al  prescindir  de  los 
mismos  con  infracción  del  artículo  mil  doscientos  diez  y  ocho  del 
Código  Civil : 

Segunda.  En  que  hubo  también  error  de  hecho — caso  sép- 
timo del  artículo  mil'  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento Civil — al  prescindir  de  la  escritura  de  veinte  y  uno  de 
Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  siete,  por  la  que  hubo  Oliva 
la'  oasa  Prado  ciento  uno  á  Itf  que  concurrió  el'  acreedor  hipo- 
tecario Orduña,  para  cancelar  su  crédito  constituido  en  la  fecha 
veinte  y  uno  de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  sobre 
la  mitad  del  inmueble  referido,  cuyo  documento  debió  examinar 
el' comprador  para- conocer  si*  era  ó  nó  cancelable,  y  por  lo  tanto, 
tenía  que  conocer  el  texto  íntegro  de  ese  documento,  infringiéndo- 
se, pues,  el  citado  artículo  mil  doscientos  diez  y  ocho  dfel  Código 
respecto  á  la  fuerza  probatoria  de  la  prueba  documental  de  que 
prescindió  la  Sala : 

Novena.  Que  igualmente  se  comete  error  de  hecho  y  de 
derecho  en  la  apreciación  de  la  prueba,  caso  séptimo  del  artículo 
mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  por 
cuanto  en  documento  público  y  sokmne  está  probado  que  había 
tan  honda  división  en  el  matrimonio  Malpica  que  éste  se  que- 
relló contra  su  esposa:  que  asimismo  está  justificado  en  docu- 
mento público  y  solemne  que  el  repetido  Malpica  reconoció  ser 
1&'  casa  Prado  ciento  uno  parafernai  de  su  consorte :  que  igual- 
mente está  justificado  que  el  Letrado  director  de  Malpica  indicó 
á  éste  que  cometía  un  acto  censurable  al  atribuirse  la  propie- 
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dad  del  inmueble  referido  y  venderlo  como  suy».  Y  al  prescin- 
dir de  tales  jnstiücaciones  que  demuestran  el  ánimo  doloso 
con  que  se  vendía  la  casa  Prado  ciento  uno  y  el  daño  que  con 
ello- se  proponía  causar  el  esposa  irritado,  comete  la  Sala  sen- 
tenciadora error  de  hecho,  porque  prescinde  del  contexto  de  do- 
cumentos públicos  y  solemnes  y  de  derecho,  violando  la  Ley 
ciento  catoree,  titulo  diez  y  ocho  de  la  partida  tercera  : 

Resultt»ndo:  que  habiéndose  personado  en  este  Tribunal  la 
parte  recurrente,  el  Ministerio  Fiscal  en  escrito  de  veinte  y 
nueve  de  Noviembre  impugnó  el  recurso  en  cuanto  á  los  moti- 
vos primer»,  segundo  y  noveno  del  escrito  de  interposición  pop 
estimar  en  cuanto  al  primero,  que  el  recurrente  al  citar  como 
infringido  el  artículo  mil  doscientos  diez  y  ocho  del  Código  Ci- 
vil, no  expreso  de  un  modo  concreto  cuáles  son  Los  documentos 
que  acreditaban  la  equivocación  del  juzgador  resultando  ioconi- 
gmente  la  cita  del  articulo  mil  seiscientos  noventa  de  la  ley< 
procesal  en  su  caso  séptimo;  en  cuanto  al  segundo  que  el  ar- 
ticulo mil  doscientos  diez  y  ocho  del  Código  Civil  sólo  puede 
debatirse  en  casación  cuando  se  alegue  que  con  tal  violación*  se^ 
cometió  error  de  derecho  resultando  asimismo  incongruente  la 
cita  del  expresado  articulo  mil  seiscientos  noventa  en.  la  parte 
que  al  error  de  hecho  se  refiere  no  llenándose  la  formalidad  del 
caso  tercero,  artículo  quinto  de  la  Orden  de  casación ;  y  en  quan- 
to  al  noveno  motivo  por  contener  á  la  vez  la  redamación  con- 
junto de  errores  de  hecho  y  de  derecho  separándose  de  lo  preve- 
nido en  el  número  cuarto  del  caso  quinto  de  la  Orden  de  casa- 
ción y  además  porque  omite  especificar  los  documentos  que  de- 
muestaren  la-  equivocación  del  juzgador  ni  explicarse  el  concep^. 
to  de  la  violación  reclamada  de  la  Ley  ciento  catorce,  titulo 
[cient9  diez  y  ocho,  partida  tercera : 

Resultando:  que  señalada  la  vista  pública  para  el  día  diez 
y  siete  del  actual,  tuvo  lugar  con  asistencia  del  Ministerio  Fis- 
cal y  de  la  parte  recurrente  sosteniendo  el  primero  su  escrito 
de  impugnación  y,  el  segundo  oponiéndoae : 

Considerando :  en  cuanto  al  motivo  primero  de  la  impugna- 
ción que,  como  quiera  que  en  la  cuestión  debatida  no  se  trata  más 
que  de  dos  escrituras,  la  de  venta  de  la  mitad  de  la  casa  Prado 
ciento  uno  y  la  de  hipoteca  de  la  misma  y  al  decirse  en  el  es- 
crito que  la  declaración  de  parafernal  se  había  hecho  en  escri- 
tura anterior  á  la  de  venta,  es  evidente  que  la  escritura  á  que 
se  refiere  el  recurrente  no  puede  ser  otra  que  la  de  veinte  y  uno 
de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro,  quedando  así  de- 
terminado con  suficiente  claridad  cuál  es  el  documento  auténtico 
que  á  juicio  de  la  parte  demuestra  la  equivocación  sufrida,  sin 


516  JURISPRUDENCIA  CIVIL 


que  ya  sea  ésta  de  hecho  6  de  derecho,  pueda  estimanse  incon- 
gruente la  cita  que  se  hace  del  caso  séptimo  del  articulo  mil 
seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil,  porque 
este  precepto  autoriza  á  Tecurrir  en  casación  lo  mismo  en  uno 
que  en  otro  caso : 

Considerando:  que  según  se  acaba  de  exponer,  la  mención 
del  caso  séptimo  del  articulo  mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  Civil  permite  proponer  y  discutir,  tanto  los 
errores  de  hecho  como  los  de  derecho  que  puedan  cometerse  por  el 
Tribunal  sentenciador  en  la  apreciación  de  la  prueba,  en  cuya  vir- 
tud debe  desestimarse  eil  segundo  motivo  de  la  impugnación: 

Considerando:  en  cuanto  al  motivo  noveno  que  no  se  ex- 
presa en  esta  parte  del  escrito  los  documentos  que  demuestren 
la  equivocación  del  Juzgador,  ni  con  claridad  el  concepto  de  la 
infracción  de  la  Ley  de  Partida  que  se  cita,  defectos  que  pro- 
ducen la  inobservancia  del  requisito  cuarto  del  artículo  quinto 
de  la  Orden  de  casación; 

8e  decLara  con  lugar  la  impugnación  sólo  por  el  noveno 
motivo  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  doña  Carmen 
Bacallao,  viuda  de  Malpica  y  por  consiguiente  mal  admitido 
en  cuanto  á  este  extremo  y  dése  cuenta  para  proveer  lo  demás 
que  corresponda. 

Publiquese  en  la  Caceta  de  la  Habana  y  en  la  Colección  á 
cargo  de  la  Secretaría  de  Justicia,  librándose  al  efecto  las  copias 
necesarias. 

Lo  acordaron  y  firman  los  Magistrados  del  margen  ante 
mí,  de  que  certifico. — ^Rafa^  Cruz  Pérez. — ^Angel  C.  Betancourt. 
— José  Várela.  —  José  Antonio  Pichardo.  —  Juan  OTarrill. — 
— ^P.  D. — Armando  Riva. 


Agustín  Sánchez  López,  contra  el  Registrador  de  la  Pro- 
piedad DE  Santa  Clara. 

Besolución  núm.  18  (Diciembre  21  de  1900). 

Recurso  gubernativo  interpuesto  por  Sánchez  López  contra  la 
resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Sania  Clara 
de  2  de  Noviembre  último,  confirmando  la  negativa  del  Re- 
gistrador de  la  Propiedad  mencionado,  sobre 

TRASLACIÓN  A  LOS  MODERNOS  LIBROS 
DE  UNA  capellanía. 

Según  la  letra  y  espíritu  del  Articulo  9.o  de  la  Iiey  HI- 
potecaiia,  hay  circmistaiiclas  qne  por  esencialee  é  indinen- 
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sables,  deben  constar  en  determinadas  inscripciones,  de  tal 
modo,  qne  si  no  se  expresan  en  el  titulo  inscripto  6  en  adi- 
ciones que  aparezcan  de  nuevos  títulos  ó  notas  exigidas  con 
los  requisitos  legales,  no  es  posible  UeTSur  &  efecto  la  inscrip- 
ción que  se  solicita,  hasta  que  se  subsane  el  defecto,  y  entre 
ellas  figuran  la  situación  y  linderos  de  la  finca  que  se  trate 
de  inscribir. 

La  naturaleza,  extensión  y  condiciones  del  derecho  ins- 
cripto, son  tamblto  circunstancias  esenciales,  que  según  re- 
soluciones de  la  Dirección  de  los  Begistros  han  de  expresar- 
se en  el  titulo  con  exactitud  y  precisión  tales,  que  no  dejen 
lugar  á  dudas  acerca  del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda  un 
tercero  ser  inducido  &  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudi- 
cado en  consecuencia. 

£1  nombre  y  apellido  de  la  persona  del  interesado  á  cuyo 
favor  se  hizo  una  inscripción  antigua  son  requisitos  india- 
pensables  cuya  omisión  puede  producir  la  nulidad  de  la  ins- 
cripción, y  que  no  puede  subsanarse  ni  aun  rectificarse,  según 
resoluciones  de  la  Dirección  de  los  Begistros. 

En  el  caso  de  solicitudes  de  traslación  pedidas  á  la  vez 
por  dos  personalidades  distintas,  la  decisión  &  favor  de  cual- 
quiera de  ellas  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que  crea 
tener  la  otra. 

Para  desvirtuar  un  asiento  no  es  competente  la  vía  gu- 
bernativa. Cuando  el  nombre  de  la  persona  que  aparece  en 
los  libros  antiguos  es  distinto  al  expresado  en  la  solicitud 
de  traslación,  tal  diferencia  puede  constituir  un  error  mate- 
rial que  ha  de  rectificarse  por  los  medios  que  al  efecto  indica 
la  Iiey  Hipotecaria;  sin  que  sea  subsanable  por  la  vía  gu- 
bernativa. 

Visto  por  el  Presidente  de  este  Tribimal  Supremo  el  re- 
curso de  apelación  establecido  por  D.  Agustín  Sánchez  liépez, 
contra  la  resolución  del  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa 
Clara,  fecha  dos  de  Noviembre  próximo  pasado,  confirmatoria 
del  auto  dictado  por  el  Juez  de  primera  instancia  accidental 
de  la  ciudad  de  Santa  Clara  en  diez  de  Abril  último,  auto  que 
á  su  vez  confirmó  la  calificación  del  Registrador  de  la  Propie- 
dad de  dicha  ciudad,  de  fecha  quince  de  Septiembre  de  mil 
ochocientos  noventa  y  cuatro : 

Aceptando  la  relación  de  hechos  de  dicho  Juez  accidental, 
la  cual  es  como  sigue: 

'^ Resultando  \  que  D.  Félix  Agustín  Sánchez  López,  en 
instancia  de  treinta  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cua- 
tro, solicitó  del  Registrador  de  la  Propiedad  de  este  partido,  la 
tracAacióji  de  los  antiguos  á  los  moderaos  libros  del  Registro 
del  asiento  referente  á  las  Capellanías  de  dos  mil  quinientos 
pesos,  y  mil  doscientos  cincuenta  en  Manicaragua  la  Vieja, 
fundada  por  D.  Juan  Pablo  Monteagudo,  cuya  traslación  sus- 
pendió el  Registrador  por  advertirse  que  los  asientos  de  los  Li- 
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'bros  no  dan  á  conocer  las  fincas  gravadas,  la  clase,  naturaleza 
y  condiciones  del  gravamen,  al  extremo  que  uno  de  ellos  ma- 
nifiesta que  el  corral  Bueii«rvÍ8ta  está  gravado  s^ún  tradición; 
*que  no  están  feciwtdos  ni  firmados  y  tienen  frases  intercalada* 
y  otras  borradas  6  enmendadas  con  letra  y  tinta  al  parecer 
distintas  y  sin  salvar:  que  no  se  solicitó  la  rectificación  dis- 
puesta sobre  los  asientos  defectuosos,  por  la  Beal  Orden  de 
primero  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setent»  y  nueve; 
que  no  se  acompaña  el  documento  correspondiente  con  que  adi- 
cionar en  su  caso  las  circunstancias  que  faltan;  que  tratándose 
de  bienes  ó  derechos  de  Capellanías  colativas,  no  se  justifica 
que  la  adjudicación  se  haya  hecho  á  tenor  de  la  Ley  é  Instruc- 
ción 4e  veinte,  y  cuatro  y  veinte  y  cinco  de  Junio  de  mil  ochocien- 
tos aeaentA  y  siete,  con  ilación  á  ia  de  diez  y  nueve  de  Agosto  de 
mil  ochocientos  cuaiitoita  y  xino,  «clarada  por  la  de  quince  de  Ju- 
nio de  mil  ochocientos  cincuenta  y  seis  hecha  extensiva  á  UHra- 
Inarpor  fteal  Decí^to  de  treinta  y  uno  de  Octubre  de  mil  ocho- 
cientos sesenta  y  tres,  y  por  último,  que  respecto  á  los  asientos  de 
fa»  haciendas  Eseambray  y -Maniearagiza,  «e  han  presentado  solir 
citudes  por  parte  del'Obispo  Diocesano,  pidiendo' se'trasladen  ¿ 
su  nombre ;  por  lo  que  no  podrían  verificaise,  si  procediera,  has- 
ta que  los  interesados  ó  Jos  Tribunales  decidan  cuál  debe  obte- 
nerla: 

Resultando:  que  D.  Félix  Agustín  Sánchez  López,  Cape> 
llán  propietario  de  la  fundada  .por  D.  Juan  Pablo  Monteagu- 
do,  estableció  por  el  escrito  de  quince  de  Enero  último  recurso 
gubernativo  contra  la  negativa  del  Registrador,  fundado  en 
que  el  defecto  de  forma  que  se  advierte  en  el  asiento  de  ht  an- 
tigua Anotaduria,  el  cual  expresa  que  no  está  fechado  ni  firma- 
do, tiene  frases  intercaladas  sin  salvar,  no  habiéndose  solicita- 
do su  subsanación  en  la  forma  dispuesta  por  el  Beal  Deereto 
de  primero  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  setenta  y  nueve. 
Esos  defectos  no  pudieron  ser  subsanados  por  no  haber  llegado 
á  su  noticia  en  la  forma  dispuesta  por  dicho  Decreto  aún  in- 
cumplido; siendo  muchos  de  ellos  subsanables  por  la  presenta- 
ción de^  la  escritura  de  constitución  de  dicho  gravamen  y  la  de 
imposición  de  la  referida  Capellanía,  que  obra  en  poder  del 
recurrente  y  en  el  expediente  de  fundación  que  existe  en  el 
Tribunal  eclesiástico  de  la  Diócesis;  que  no  es  aplicable  el 
segundo  fundamento  de  la  negativa,  porque  en  Ultramar  no 
han  regido  nunca  las  leyes  desamortizadoras  sobre  Capellanías 
colativas  que  cita  el  Registrador,  y  que  dichas  instituciones 
permanecen  inalterables,  correspondiendo  su  colación  única  y 
exclusivamente  á  la  autoridad  eclesiástica,  y  por  tanto,  carece 
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en  absoluto  de  fundarneüto  ese  motivo  alegado  para  la  ausp^i- 
siqn;  que  respecto  al  último  motivo  ó  sea  el  de  que  no  se  haee 
.la  traslación  solicitada  par  haberla  pedido  también  el  Obispa- 
do, -mAnifiesta  que  esa  traslación  sólo  puede  ser  solicitada,  pana 
qu«  surta  efecto  contra  tercero,  por  los  interesados  en  los 
asientos  antiguos;  y  respecto  á  Capellanías,  los  únicos  interesa- 
•  dos  en. los  asientos  son  los  Capellanes  .propietarios,  designados 
con  vista  de  los  llamamientos  hechos  por  los  fundadores,  puesto 
que  oada  una  de  las  distintas  Capellanías  es  una  personalidad 
jurídica,  cuya  representación  legal  corresponde  á  los  Cape- 
llanes: 

ResulUmdo:  que  pedido  informe  al  Registrador,  lo  eva- 
cúa en  veinte  del  mes  próximo  pasado,  sosteniendo  los  funda- 
.  mentes  en  que  descansó  su  negativa,  y  solicitando  que  se  decla- 
re ia  proeedeneia  de  su  ca2lificación : 

Resultando  i  que  en  quince  de  Noviembre  último  presentd 
eserito  diebo  Sánchez  López,  como  Capellán  propietario  de  la 
Capellanía  mandada  fundar  por  D.  Juan  Pablo  Monteagudo.y 
Doña  Maauela  Rodríguez,  al  Presidente  de  la  Audiencia  de 
■  Santa  Clara,  apelando  para  ante  el  Presidente  del  Tribunal 
Supremo  de  la  resolución  dictada  por  aquél  en  dos  de  Noviem- 
«bce.prjS^mo  pasado,  apelación  que  fué  admitida,  según  provi- 
deneia.dediez  y  siete  del  mismo  mes : 

Aceptando  las. consideraciones  legales  en  que  descansa. el 
iHuto: referido  de  diez  de  Abril  último,  y  además: 

Ccmsideraaido :  que  según  la  letra  y  ei^írítu  del  artíeuik) 
-noveno  de  la  Ley  Hipotecaria,  hay  circunstancias  de  suyo 
esenciales,  que  es  indispensable  consten  en  determinadas  ins- 
cripciones, de  tal  modo  que  si  no  se  expresan  en  el  título  ins- 
cripto ó  en  adiciones  constantes  de  nuevos  títulos,  ó  en  notas 
exigidas  al  efecto  con  los  requisitos  legales  del  caso,  no  es  po- 
sible llevar  á  efecto  la  inscripción  que  se  solicita  hasta  que  se 
subsane  el  defecto;  y  entre  otras,  la  situación  y  los  liQderQs 
de.  la  finca  ó  inmueble  objeto  de  la  inscripción,  y  tales  circuns- 
tamcias  se  echan  de  menos  en  el  asiento  antiguo,  según  manifes- 
taciones del  Registrador  en  9u  informe  de  veinte  de  Marzo  del 
corriente  año: 

Co'tmderando :  <iue  según  eü  propio  informe,  no  se  expre- 
san en  el  asiento  que  se  quiere  trasladar,  la  naturaleza,  exten- 
sión y  condiciones  del  derecho  inscripto,  circunstancias  tam- 
bién esenciales,  y  que  según  resoluciones  de  la  Dirección  de  los 
Registros,  la  naturaleza  del  derecho  que  se  inscriba  ha  de  ex- 
presarse en  el  título  con  exactitud  y  precisión  tales,  que  no 
deje  lugar  a  duda  acerca  del  mismo,  á  fin  de  que  no  pueda. ]an 
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tercero  ser  inducido  á  error  sobre  dicho  extremo,  ni  perjudi- 
cado en  su  consecuencia : 

Considerando  \  que  según  el  propio  Registrador  en  su  in- 
forme, tampoco  se  expresa  el  nombre  7  apellido  de  la  persona 
del  intereeiado  á  cuyo  favor  se  hizo  la  inscripción,  no  habiéndo- 
se llenado  ni  intentado  llenarse  tal  requisito,  de  suyo  también 
esencial,  y  que  semejante  omisiqn  es  de  tal  importancia  que 
puede  producir  la  nulidad  de  la  inscripción,  por  cuya  razón 
no  puede  subsanarse,  ni  ami  rectificarse,  según  resoluciones 
de  la  Dirección  de  los  Registros,  entre  otras  la  de  veinte  y 
uno  de  Enero  de  mil  ochocientos  setenta  y  cinco : 

Considerando '.  respecto  á  las  solicitudes  de  traslación  de 
un  mismo  asiento,  pedidas  á  la  vez  por  el  Obispo  Diocesano  y 
por  el  recurrente,  que  la  decisión  á  favor  de  cualquiera  de  los 
dos,  trae  consigo  la  lesión  del  derecho  que  crea  tener  el  otro, 
y  que  para  desvirtuare  un  asiento  anterior,  no  es  competente 
la  vía  gubernativa,  porque  cualquier  asiento  del  Registro,  está 
bajo  la  salvaguairdia  de  los  Tribunales  de  Justicia,  que  en  su 
caso  pueden  declarar  una  nulidad  ó  unu  prioridad,  previos 
los  trámites  marcados  por  la  ley,  y  nunca  sin  oirse  á  los  intere- 
sados en  el  mismo  asiento,  estaindo  limitada  la  competencia  de 
esta  Presidencia,  según  el  articulo  diez  y  seis  del  Decreto  sobre 
creación  de  este  Tribunal  Suj^remo,  á  resolver  en  última  ins- 
tancia las  apelaciones  que  se  interpongan  contra  lo  resuelto 
por  los  Presidentes  de  las  Audiencias,  en  todos  los  casos  en 
que  éstos  deban  conocer  de  recursos  interpuestos  contra  las  ca- 
lificaciones que  hagan  los  Registradores  de  la  Propiedad  de  los 
documentos  presentados  al  Registro,  ya  sea  por  particulares, 
ora  por  la  autoridad  judicial; 

Se  declara  sin  lugar  el  reeunso  interpuesto,  confirmándo- 
se, por  lo  tanto,  la  nota  del  Registrador  de  la  Propiedad  de 
Santa  Clara,  de  fecha  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos 
noventa  y  cuatro. 

Comuniqúese  lo  resuelto. por  medio  de  certificación  y  car- 
ta orden  al  Presidente  de  la  Audiencia  de  Santa  Clara  y  pu- 
blíquese  en  la  Gaceta  de  la  Habana, — Rafael  Cruz  Pérez. 


Alejandro  Valle  t  Fernández  contra  Concepción  Heres, 
VIUDA  DE  Valle. 

Sentencia  núm.  40  (Diciembre  21  de  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  por  el  demandante 
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Valle  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  en  13 
de  Agosto  de  1900, 

DEVOLUCIÓN  DE  ÜN  DEPOSITO. 

Según  tiene  declarado  el  Tzibnnal  Supremo»  no  deben  ser 
admitidos  los  motivos  de  casación  en  los  qne  el  recurrente  se 
Umita  &  afirmar  que  una  Ley  ha  sido  Infringida,  sin  exponer 
en  quó  consiste  &  su  Juicio  la  infracción,  ó  sea  él  concepto  de 
ésta,  pues  de  otro  modo  no  queda  planteado  el  debate  Jurí- 
dico en  forma  que  pueda  ser  resuelto  debidamente;  y  se 
incurre  en  ese  mismo  defecto,  cuando  el  concepto  de  la  infrac- 
ción se  expresa  en  términos  tan  confusos,  que  no  es  posible 
comprender  con  exactitud  en  qué  consiste  la  infracción  que 
se  alega  y,  por  último,  se  plantea  una  verdadera  cuestión 
de  error  en  la  apreciación  de  las  pruebas,  sin  fundarla  en 
error  de  hecho  que  aparezca  evidente  de  un  documento  ó  acto 
auténtico. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  á  veinte  y  uno  de  Diciembre  de 
mil  novecientos; 

Visto  el  recurso  de  casación  por  infraceión  de  ley,  proce- 
dente de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  juicio  declarativo  de 
mayor  cuantía  seguido  por  Alejandro  VaUe  y  Fernández,  del 
comercio  y  vecino  de  esta  ciudad,  contra  Concepción  Heres  y 
Palacio,  viuda  de  Valle,  propietaria,  cuyo  actual  domicilio  no 
consta,  sobre  devolución  de  un  depósito,  interpuesto  por  el  de- 
mandante contra  la  sentencia  de  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  refe- 
rida Audiencia  de  trece  de  Agosto  último : 

Resultando:  que  en  la  sentencia  recurrida  se  aceptaron  los 
Resultandos  de  la  dictada  por  el  Juez  de  Primera  Instancia  del 
Distrito  del  Pilar  de  esta  ciudad  en  veinte  y  dos  de  Marzo  úl- 
timo entre  los  cuales  se  encuentran  los  dooe  que  inmediatamente 
se  transcriben : 

Resultando :  que  en  diez  y  nueve  de  Noviembre  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  siete  acudió  el  Procurador  don  José  Urquijo 
á  nombre  y  con  poder  de  don  Alejandro  Valle  y  Fernández  por 
su  escrito  de  fojas  once,  estableciendo  demanda  en  juicio  decla- 
rativo de  mayor  cuantía,  contra  doña  Concepción  Heres,  viuda 
de  don  Manuel  Valle  en  reclamación  de  un  depósito  de  diez  y 
seis  mil  pesos  que  sin  interés  tenía  constituido  en  su  pod^r  don 
Manuel  Valle,  desde  veinte  y  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocien- 
tos ochenta  y  ocho,  la  que  turnada  correspondió  á  este  Juzgado 
y  fundaba  en  los  siguientes  hechos: 

Primero.  Que  en  veinte  y  seis  de  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho,  don  Alejandro  Valle  y  Fernández  tenía 
entregados  á  su  hermano  don  Manuel  de  los  mismos  apellidos 
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en  calidad  de  deposito  sin  interés,  la  suma  de  diez  y  seis  mil 
pesos  en  oro,  según  se  justifica  con  el  documento  privado  que 
autorizado  con  el  nombre  y  apellido  de  don  Manuel  Valle  acom- 
pañó para  justificación : 

Segundo.  Durante  la  existencia  de  don  Manuel  Valle  no  ha 
sido  requerido  paza  la  devolución  del  depósito  constituido ;  pero 
al  ocurrir  su  fallecimiento,  procuró  mi  representado  obtener  de 
la  viuda  la  devolución  del  depósito  mencionado,  como  heredera 
del  depositario,  no  habiendo  ofrecido  resultados  satisfactorios  las 
diligencias  proetkadas  en  aquel  sentido: 

Tercero.  En  vista  de  tal  negativa,. se  procedió  á  demandar 
en  conciliación  á  doña  Concepción  Heres,.pava  que  como  here- 
dera de  don  ]V£annel  Valle,  efectuara  la  devolaoión  del  depósito 
de  diez  y  seis  mil  pesos  en  oro  que  habia  constituido  en  poder 
de  su  esposo  don  Manuel  Valle  y  aún  cuando  se  celebró  el  acto, 
no  pudo  llegarse  Á  un  acuerdo,  según  se  deduce  de  la  certifica- 
ción que  del  acto  de  conciliación  acompaño,  y  aduciendo  las  eon- 
sideraciones  de  derecho  que  estimó  oportunas,  concluyó  supli- 
cando que  en  deifinitiva  se  declarase  con  lugar  la  demanda  con- 
denando á  doña  Concepción  Heies  en  concepto  de  heredera  de 
don  Manuel  Valle  á  devolver  y  pagar  á  su  representado  la  can- 
tidad de  diez  y  seis  mil  pesos  en  oro  por  raz^  del  depósito 
coníitituido  en  poder  de  aquél,  jaés  los  intereses  legales  que  se 
devenguen  desde  la  interposición  del  acto  de  conciliación  y  al 
pago  de  todas  las  costas  del  juicio : 

Jtesvltcmdo :  que  dispuesto  y  hecho-  el  emplazamiento  de  la 
demandada  por  edictos  por  no  constar  su  domicilio,  se  perscMió 
dentro  del  término  legal  el  Procurador  don  Victoriano  de  la 
Llama  por  su  escrito  de  fojas  veinte  y  siete  acompañando  el 
poder  sustituido  de  María  de  la  Concepción  Heres;  por  lo  que 
teniéndolo  por  parte  en  providencia  de  cmco  de  Septiembre  á 
nombre  de  ésta  se  le  mandó  contestar  la  demanda,  lo  cual  veri- 
ficó por  su  escrito  de  fojas  sesenta  y  tres,  reasumiendo  su  con- 
testación en  los  siguientes  hechos : 

'Primero.  Es  cierto  que  según  reza  el  documento  privado  que 
se  acompaña  á  la  demanda,  don  Manuel  Valle  y  Fernández  en 
veinte  y  ocho  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho, 
había  recibido  de  su  hermano  don  Alejandro,  demand¿ite,  la 
cantidad  de  diez  y  seis  mil  pesos  en  depósito  sin  interés  en  tres 
partidas  y  en  las  siguientes  fechas:— En  Noviembre  veinte  y 
siete,  mil  pesos ;  Diciembre  diez  y  siete,  cinco  mil  pesos ;  en  ídem 
veinte  y  seis,  cuatro  mil  pesos. — ^Diez  y  seisi.mil  pesos: 

Segundo.  Don  Alejandro  Valle  y  Fenx&ndez,  demandaniei. 
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eomo  él  lo  afirma,  no  reclamó  durante  la  vida  de  su  hermano 
don  Manuel,  que  falleció  en  París  en  veinte  y  uno  de  Noviembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  seis,  la  devolución  de  la  cantidad 
de  diez  y  seis  mil  pesos  depositada  en  mil  ochocientos  ochenta 
y  oeho,  porque  no  se  la  debía  en  virtud  de  habérsela  abonado 
en  su  cuenta  corriente  con  los  señores  M.  Valle  y  Compañía 
con  el  expreso  y  directo  consentimiento  del  demandante  : 

Tercero.  Don  Alejandro  Valle  y  Peméndez,  dueño  de  la  fá- 
brica de  tabacos  ** La  Flor  de  Murías*'  desde  el  año  de  mil  ocho- 
eieñtos  ochenta  y  seis,  entró  en  relaciones  de  cuenta  corriente 
con  la  sociedad  mercantil  que  giró  en  esta  plaza  con  la  razón 
social  de  M.  Valle  y  Compañía,  de  la  que  su  hermano  don  Ma- 
nuel fué  siempre  el  único  gerente;  que  especulaba  entre  otros 
Igiros,  en  el  de  compraventa  de  tabaco  en  rama,  para  surtir  á 
su  fábrica  de  esta  materia  prima,  cuya  cuenta  corriente  se  abrió 
en  veinte  y  dos  de  Agoéto  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  y 
se  cerró  en  veinte  y  nueve  de  Febrero  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  dos: 

Cuarto.  Bn  el  extracto  de  esa  cuenta  corriente  de  los  seño- 
res M.  Valle  y  Compañía  con  don  Alejandro  Valle,  sacada  de 
los  libros  de  don  Alejandro  Valle,  compuesta  de  cuatro  folios, 
que  presentó  con  él  número  uno,  con  la  fecha  quince  de  Septiem- 
bre de  mil  ochocientos  noventa  y  uno,  demuestra  cumplidamen- 
te la  absoluta  certeza  de  lo  afirmado  anteriormente  excepto  el 
punto  relativo  al  cierre  de  la  cuenta  que  se  comprueba  con  otro 
doemneato : 

'Quinto.  En  ese  extracto  de  cuenta  corriente  número  uno  á 
que  se  refiere  el  fundamento  anterior  comprobado  con  otro  ex- 
tracto de  dicha  cuenta  corriente  con  don  Alejandro  Valle,  sa- 
cada de  los  libros  de  M.  Valle  y  Compañía,  que  presento  con  el 
fiúmero  dos,  podría  observar  el  Juzgado  al  folio  dos,  los  si- 
guientes cargos  que  en  el  Debe  de  la  cuenta  hace  don  Alejandro 
Valle  á  M.  Valle  y  Compañía: — ** Noviembre  veinte  y  cinco. — A 
Caja  Efectivo.  —  Siete  mil  pesos.  —  Diciembre  diez  y  seis.  —  A 
Caja  Efectivo. — Cinco  mil  pesos. — Diciembre  veinte  y  cuatro. — 
A  Caja  Efectivo. — «Cuatro  mil  pesos. — Igual. — Diez  y  seis  mil 
pesos  que  corresponde  perfectamente  con  el  abono  que  en  la 
cuenta  corriente  número  dos  aparece  hecho  por  M.  Valle  y  Com- 
pañía á  D.  Alejandro  Valle,  ál  folio  dos,  mil  ochocientos  ochen- 
ta y  ocho.  Noviembre  veinte  y  cuatro.  Su  entrega.  Siete  mil 
pesos.  Diciembre  veinte  y  dos.  Su  entrega.  Cinco  mil  pesos.  Di- 
ciembre treinta  y  uno.  Su  entrega  cuatro  mil  pesos. — Diez  y 
seis  mil  pesos : 

Sexio:  al  pie  del  extracto  de  la  cuenta  corriente  número 
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uno,  sacada  de  los  libros  del  demandante,  que  lleva  la  fecha  ya 
expresada  de  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa 
y  uno  con  un  saldo  á  favor  de  M.  Valle  y  Compañía  por  treinta 
y  siete  mil  cuatrocientos  treinta  y  ocho  pesos  ochenta  y  cuatro 
centavos  en  oro  español,  escribió  don  Alejandro  Valle  de  su 
puño  y  letra  los  siguientes  conceptos:  **Son  treinta  y  siete  mil 
* 'cuatrocientos  treinta  y  ocho  pesos  ochenta  y  cuatro  centavos 
''que  con  dos  mil  más  que  me  entregaron  en  efectivo  en  diez 
"y  nueve  del  mes  de  Agosto  último,  hacen  en  junto  la  suma  de 
"treinta  y  nueve  mil  cuatrocientos  treinta  y  ocho  pesos  ochenta 
"y  cuatro  centavos  en  oro  que  declaro  deber  á  los  señores  M. 
"Valle  y  Compañía  como  saldo  de  cuentas  á  favor  de  los  mis- 
amos.— Fecha  oit  supra. — ^Alejandro  Valle": 

Séptimo :  es  indudable  pues,  que  si  en  dicha  cuenta  corriai- 
te  se  cargó  don  Alejandro  Valle  con  abono  á  M.  Valle  y  Com- 
pañía las  tres  partidas  que  formaron  en  Diciembre  de  mil  ocho- 
cientos ochenta  y  ocho  el  vale  privado  de  depósito  por  la  can- 
tidad de  diez  y  seis  mil  pesos  al  liquidarse  la  cuenta  de  quince 
de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno  con  un  saldo 
en  contra  de  don  Alejandro,  el  demandante,  por  la  respetable 
cifra  de  treinta  y  nueve  mil  cuatrocientos  treinta  y  ocho  pesos 
ochenta  y  cuatro  centavos,  quedó  pagado  el  vale  de  depósito  y 
sin  ningún  valor  ni  eficacia,  por  mucho  que  quedara  en  poder 
de  don  Alejandro,  pues  una  cuenta  mataba  la  otra,  como  dice 
el  adagio: 

Octavo.  En  la  cuenta  particular  que  la  casa  de  M.  Valle  y 
Compañía  llevaba  á  don  Manuel  Valle  y  Fernández,  por  man- 
dato de  éste,  único  gerente,  se  hizo  el  traspaso  á  favor  de  M. 
Valle  y  Compañía  de  las  tres  partidas  de  siete  mil  pesos,  cinco 
mil  pesos  y  cuatro  mil  pesos  que  formaban  el  vale  de  depósito 
de  diez  y  seis  mil  pesos  con  cargo  á  M.  Valle  y  Fernández  y 
abono  á  don  Alejandro  Valle,  y  por  tal  razón  M.  Valle  y  Com- 
pañía la  incluyó  en  el  Haber  de  la  cuenta  corriente  con  don 
Alejandro  Valle  y  Fernández : 

Noveno.  Como  la  cuenta  corriente  entre  M,  Vadle  y  Campar 
nía  y  don  Alejandro  M.  Valle  y  Fernández  no  feneció  hasta 
Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  época  en  que  don 
Alejandro  vendió  á  su  hermano  don  Manuel  la  fábrica  de  ta- 
bacos "La  Flor  de  Murías*',  que  era  el  motivo  eficiente  de  la 
cuenta,  en  dicha  fecha  volvió  á  hacerse  nuevamente  liquidación 
de  la  cuenta,  según  se  ve  al  final  de  la  que  hemos  acompañado 
con  el  número  dos,  cuyo  extracto  empieza  con  el  saldo  de  la 
de  quince  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  uno  por 
treinta  y  nueve  mil  cuatrocientos  treinta  y  ocho  pesos  ochenta 
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y  cuatro  centavos  y  se  cierra  con  un  saldo  deudor  definitivo 
contra  don  Alejandro  Valle  y  Fernández  por  cuarenta  y  tres 
mil  cuatrocientos  cincuenta  y  siete  pesos  ochenta  y  seis  centavos 
reconocido  como  auténtico  en  la  escritura  de  veinte  de  Febrero 
de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  otorgada  ante  el  Notario  Or- 
tega y  Alvarado  por  D.  'Manuel  y  D.  Alejandro  Vaíle  que  pre- 
sento con  el  numero  tres : 

Décimo.  En  esta  escritura  de  veinte  de  Febrero  de  mil  ocho- 
cientos noventa  y  dos  marcada  con  el  número  tres,  D.  Alejandro 
Valle  y  Fernández  vemde  á  su  hermano  D.  Manuel  la  fábrica  de 
tabacos  **La  Flor  de  Murías"  y  marcas  anexas,  asi  como  la  de  ci- 
garros y  paquetes  de  picadura,  con  todos  sus  útiles,  enseres  y  cré- 
ditos activos,  por  el  precio  de  setenta  y  cinco  mil  ciento  setenta  pe- 
sos cuarenta  y  seis  centavos  en  oro,  que  quedaran  en  poder  del 
comprador  D.  Manuel  Valle  para  cubrir  con  él,  el  total  pasivo 
que  arrojaba  el  inventario  agregado  al  final  de  dicha  escritura,  un 
cuyo  inventario  entre  los  créditos  pasivos,  ocupa  el  segundo  lugar 
el  de  M.  Valle  y  Compañía  por  la  cantidad  de  cuarenta  y  tres  mil 
cuatrocientos  cincuenta  y  siete  pesos  ochenta  y  seis  centavos 
que  fué  precisamente  el  saldo  de  la  liquidación  definitiva  y 
cierre  de  la  cuenta  corriente  entre  el  demandante  y  M.  Valle 
y  Compañía.  La  carta  que  presento  con  el  número  cinco  podrá 
servir  al  Juzgado  para  deducir  si  quien  pedia  con  tanta  humil- 
dad dos  mil  pesos  prestados  por  unos  días,  podía  ser  acreedor 
por  diez  y  seis  mil  pesos : 

Undécimo.  Cierto  es  que  muerto  en  París  en  veinte  y  uno 
de  Noviembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  seis  don  Manuel  Va- 
lle bajo  el  testamento  que  otorgó  en  esta  ciudad  ante  el  Notario 
don  Carlos  Amores  y  Sanz  en  que  instituyó  á  mi  representada 
única  y  universal  heredera  de  sus  bienes,  ésta,  en  tal  concepto, 
86  adjudicó  la  propiedad  de  la  fábrica  de  tabacos  **La  Flor  de 
Murias",  asi  como  todo  el  caudal  relicto  al  fallecimiento  de  su 
esposo,  entre  el  que  se  hallaba  su  representación  social  en  la 
de  M.  Valle  y  Compañía;  sociedad  que  disolvió  y  reconstituyó 
por  la  escritura  pública  de  veinte  y  cuatro  de  Marzo  de  mil 
ochocientos  noventa  y  siete,  otorgada  ante  el  Notario  Díaz  Qui- 
bus,  como  sustituto  de  Ortega  y  Alvarado,  sucesora  y  liquida- 
dora de  las  anteriores  de  M.  Valle  y  Compañía,  que  á  su  vez 
disolvió  totalmente  en  veinte  de  Abril  del  año  que  corre  ante 
el  Notario  don  Francisco  de  P.  Rodríguez,  y  encargándose  de  su 
liquidación  dio  por  terminada,  adjudicándose  todos  los  bienes 
y  créditos  que  fueron  de  M.  Valle  y  Compañía,  sin  excepción, 
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por  la  escritura  que  presento  con  el  número  cuatro,  otorgada 
en  veinte  de  Abril  del  corriente: 

■Duodécimo.  Nada  por  tanto  debe  la  heredera  de  D.  Manud 
Valle  á  su  hermano  poUtico  don  Alejandro,  y  la  reclamación  de 
éste  es  temeraria  j  dolosa.  Y  estableciendo  las  consideraciones 
de- derecho  concluyó  suplicando  se  tuviesen  por  acompañados  Ios- 
documentos  que  había  presentado  con  su  contestación  á  la  de* 
manda,  declarando  ésta  sin  lugar  en  definitiva,  con  las  costas  á 
cargo  del  demandante : 

Resultando:  que  por  providencia  de  diez  y  seis  de  Octubre 
último  se  tuvo  por  evacuado  el  traslado  de  contestación,  á  la  de- 
manda confiriéndose  en  réplica  al  actor  quien  lo  evacuó  por  su 
escrito  de  fojas  setenta  y  cinco  reiterando  sus  afirmaciones  y 
concretándola  definitivamente  en  los  puntos  de  hechos  siguien- 
tes: 

Primero.  Que  reproducía  todos  los  del  escrito  de  demanda: 

Segundo.  Que  era  cierto  el  segundo  de  la  coutestacióm  me- 
nos en  la  parte  que  afirma  que  don  Manuel  Valle  no  debía  á 
su  hermano  don  Alejandro  los  diez  y  seis  mil  pesos:  que  era 
cierto  el  tercero:  era  cierto  el  cuarto:  que  no  era  cierto  el  quin- 
to :  que  era  cierto  el  sexto :  que  no  era  cierto  el  séptimo :  que  no 
era  cierto  el  octavo:  que  era  cierto  el  noveno:  que  era  cierto 
el  décimo;  pero  que  negaba  el  valor  que  se  da  á  la  carta-:  que 
era  cierto  el  undécimo  y  negaba  el  duodécimo.  Y  reproducien- 
do todos  líos  fundamentos  de  derecho  de  su  escrito  de  demanda^ 
concluyó  suplicando  que  habiendo  por  evacuado  el  trámite  de 
su  cargo  se  conñriese  el  de  duplica  al  demandado,  reeibiie&do  des- 
pués el  pleito  á  prueba  si  éste  lo  estimare  necesario : 

RestUtando :  que  conferido  traslado  en  duplica  al  demanda- 
do por  providencia  de  veinte  y  nueve  de  Noviembre  último,  lo 
evacuó  por  su  escrito  de  fojaa  ochenta  y  cuatro,  manteniendo 
los  mismos  hechos  y  fundamentos  de  derecho  alegados  en  la  con- 
testación á  la  demanda,  reproduciendo  por  consiguiente  al  rea- 
sumir, los  fundamentos  de  hechos  de  su  escrito  de  contestación, 
agregando  el  siguiente: 

Decimotercero.  Que  la  sociedad  de  M.  Valle  y  Compañía 
estuvo  siempre  formada  por  don  Manuel  Valle  único  gerente  y 
dependientes  suyos  con  una  participación  relativamente  peque- 
ña en  las  utilidades,  con  don  Leonardo  Banciella,  don  José  Be- 
nito Luis,  su  cuñado  don  Casimiro  Heres,  don  Eduardo  Loredo 
y  otros.  Y  reproduciendo  íntegramente  los  fundamentos  de  de- 
recho de  su  repetido  escrito  de  contestación,  suplicó  en  defini- 
tiva que  fallase  el  pleito  como  lo  tenía  solicitado  y  por  otrosí  qne 
se  recibiese  el  juicio  á  prueba : 
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Restdtarhdo:  que  por  auto  de  nueve  de  Diciembre  próximo 
pasado,  ^i  vista  de  lo  solicitado  por  ambas  partes,  se  recibió  el 
juicio  á  prueba,  abriéndose  el  primer  período  y  fijándose  el 
término  de  veinte  días  comunes  ¿  aquéllas  para  proponer  las 
que  les  conviniesen;  habiendo  ocurrido  el  procurador  del  de- 
mandante por  su  escrito  de  fojas  noventa  y  una  haciendo  cons- 
tar que  estando  ausente  el  Letrado  que  la  dirigía  y  no  tenien- 
do instrueciones  de  su  oliente,  á  pesar  de  haberle  escrito  pidién- 
doselas, se  veía  imposibilitado  de  proponer  prueba: 

Bes^dtando:  que  por  su  escrito  de  fojas  noventa  y  seis 
presaitado  por  el  demandante  reprodujo  como  prueba  por  lo 
principal  el  mérito  favorable  de  autos,  y  asi  se  tuvo  por  hecha 
esa  reproducción  oportunamente;  y  dentro  del  segundo  periodo 
y  coino  prueba  pedida  en  el  primer  otrosí  de  dicho  escrito,  ad* 
mitida*  y  declarada,  pertinente,  sobre  confesión  judicial,  se  li- 
bró exhorto  al  señor  Jtiez  de  Primera-  Instancia  de  Bejucal 
acompañándole  el  pliego  de  posiciones  presentado,  previa  su 
declaratoria  de  pertinente  y  vuelto  á  cerrar,  para  que  fuese' 
examinado  el  demandado,  constando  su  examen  á  fojas  ciento 
veiiite  y  seis  habiendo  contestado  declarando  á  la  presencia 
judieiat  que  era  cierta  la  primera  pregunta  de  dicho  pliego 
que  expresa  que  vendió  á  su  hermano  D.  'M)muel  el  veinte 
de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventia  y  dos  la  fábrica  de  ta- 
bacos ''La  Flor  de  Mbrias"  porque  dadas  las  deudas  que  te- 
nía dicha  fábrica  le  era  ya  imposible  sostenerse  en  ella:  en 
cuanto  á  la  segnmda  referente  á  que  desde  esa  fecha  quedó  sin 
bienes*  al  extremo  que  su  hermano  D.  Manuel  lo  sostenía  y  le 
facilitó  los  recursos  para  marcharse  á  la  Península  donde  tam- 
bién lo  sostuvo  girándole  periódicamente  cantidades  para  aten- 
der á  sus  necesidades,  contestó  que  no  era  cierto  que  al  mar- 
charse el  declarante  á  la  Península  careciera  de  bienes  de  for- 
tuna porque  entonces  tenía  el  mismo  sitio  que  sigue  poseyendo 
en  Rancho  Boyero,  y  que  si  es  verdad  que  le  fijó  una  cantidad 
para  sostenerse  allí,  ésta  era  de  un  peso  diario  coimo  intereses 
pHrivados  de  determinada  cantidad  que  tenía  en  poder  de  su 
hermano  pues  no  estaba  en  el  caso  de  recibir  limosna.  Que  era 
cierta  la  tercera  en  cuanto  D.  Manuel  Valle  su  hermano  era  el 
único  gerente  y  casi  el  dueño  absoluto  de  la  fábrica  de  tabacos 
''La-  Flor  de  Guba'^  pues  aun  cuando  existían  socios,  éstos 
eran  por  lo  regular  dependientes  de  él  á  quienes  interesaba  en 
la*  casa  por  una  pequeña  participación,  lo  que  hacía  que  D.  Ma- 
nuel Valle  fuera  siempre  el  que  absorbía  las  ganancias  de  la 
fábrica  porque  el  capital  era  suyo  en  su  inmensa  mayoría.  Res- 
pecto á  la  cuarta^  á  que  en  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochen- 
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ta  y  ocho,  cuando  su  hermano  D.  Manuel  le  expidió  el  vale  de 
depósito  de  los  diez  y  seis  mil  pesos,  el  declarante  debia  á  su 
hermano  mucha  mayor  cantidad  de  la  que  ese  vale  importaba, 
por  razón  de  los  suplementos  que  se  habían  hecho  á  la  fábrica 
de  tabacos  '^La  Flor  de  Murías"  manifestó  que  en  la  fecha  que 
se  indica  tenía  una  cuenta  corriente  con  su  hermano,  sin  poder 
precisar  si  en  esa  fecha  ascendía  su  adeudo  á  mayor  suma  de 
la  que  expresa  el  vale.  Respecto  á  la  quinta  sobre  ser  cierto 
que  no  llevaba  en  sus  libros  cuenta  de  depósito  sin  interés  í 
D.  Manuel  Valle,  contestó  que  era  cierto  porque  la  cantidad 
que  tenia  entregada  á  su  hermano  fué  en  privado.  En  cuanto 
á  la  sexta  sobre  ser  cierto  que  los  asientos  de  los  libros  de  sa 
fábrica  no  se  hacían  diariamente  sino  por  semanas  y  á  fin  de 
mes,  como  lo  han  realizado  y  lo  realizan  muchos  comerciantes 
de  esta  ciudad,  contestó  que  era  cierto  porque  le  bastaba  ha- 
cerlo por  semanas  con  vista  del  auxiliar  que  llevaba  al  día;  Y 
en  cuanto  á  la  séptima  respecto  á  ser  cierto  que  nunca  en  vida 
de  su  hermano  D.  Manuel  le  reclamó  el  importe  del  vale  de  de- 
pósito de  los  diez  y  seis  mil  pesos  cuando  se  trataba  de  una 
persona  sobradamente  solvente  y  hallarse  tan  pobre  el  decla- 
rante, que  hubo  de  aceptar  el  humilde  destino  de  guarda-ba- 
rreras, contestó  que  era  cierto  que  no  le  reclamó  en  vida  judi- 
cialmente en  esta  capital,  pero  que  estando  en  la  Villa  de  Ora- 
do, en  Asturias,  se  lo  pidió  particularmente,  quedando  en  dár- 
selo en  esta  capital,  y  que  nunca  fué  guarda-barreras : 

Resvltando:  que  como  más  prueba  de  la  demandada  pedi- 
da en  el  segundo  otrosí  de  su  escrito  de  promoción,  declarada 
pertinente  dentro  del  segundo  período  y  con  la  debida  citación 
de  partes,  se  libró  mandamiento  al  Registrador  Mercantil  para 
que  con  vista  del  Registro  á  su  cargo,  c^tifícase  á  partir  del 
año  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  hasta  el  mil  ochocientos 
noventa  y  dos  inclusive,  las  personas  que  formaron  las  socieda- 
des mercantiles  tituladas  ''M.  Valle  y  Compañía"  que  sucesi- 
vamente se  constituyeron  en  ese  período  de  tiempo;  quienes 
fueron  los  socios,  capital  social  que  cada  uno  puso  y  participa- 
ción en  las  utilidades  y  pérdidas  y  aparece  al  folio  ciento  cua- 
renta vuelto,  la  certificación  del  Registrador  Mercantil  en  la 
que  consta  entre  otros  asientos  que  según  escritura  de  diez 
y  seis  de  Julio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  cuatro  ante  don 
Luis  Rodríguez  Boyez  se  constituyó  una  sociedad  bajo  la  ra- 
zón de  M.  Valle  y  Compañía  formada  por  D.  Manuel  Valle 
y  Fernández,  D.  José  Benito,  Luis  Jorge  y  Mendoza,  Don 
Leonardo  Banciella  y  Fernández  y  D.  Cecilio  Suárez  y  Cifuen- 
tes  para  la  elaboración  de  tabaco  en  rama,  siendo  único  geren- 
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te  el  Sr..  Valle  y  el  capital  de  ochenta  mil  pesos  aportados  por 
el  gerente,  y  si  hubiera  utilidades  corresponderían  á  un  ochen- 
ta y  dos  por  ciento  á  aquel,  un  diez  á  Jorge  y  Mendoza  y  un 
cuatro  á  los  otros  industriales,  con  domicilio  en  Virtudes  no- 
venta y  seis;  cuya  sociedad  según  el  asiento  de  veinte  y  uno 
de  Junio  de  mil  ochocientos  ochenta  y  seis  y  escritura  de  doce 
del  mismo  mes  y  año  ante  D.  Carlos  Amores,  fué  prorrogada 
entre  los  mismos  individuos  y  D.  José  Pantaleón  de  Paula 
Arias  para  la  misma  industria  de  elaboración  de  tabaco  con  do- 
micilio en  Galiano  ciento  dos,  siendo  único  gerente  D.  Manuel 
Valle  é  industriales  los  demás  socios,  con  capital  de  ciento 
treinta  y  cinco  mil  novecientos  sesenta  y  cinco  pesos  pertene- 
cientes en  absoluto  á  D.  Manuel  Valle  y  las  utilidades  como  si- 
gue: diez  por  ciento  para  D.  José  Benito  Luis  Jorge  y  Mendo- 
za, cuatro  por  ciento  para  D.  Cecilio  Suárez  y  Cifuentes,  cuatro 
por  ciento  para  D.  Leonardo  Banciella,  cuatro  y  medio  por 
ciento  para  el  Sr.  Arias,  dos  y  medio  por  ciento  para  D.  Casi- 
miro Heres  y  Palacio,  á  contar  desde  primero  del  actual  para 
estos  dos  últimos  por  ingresar  como  industrial  el  penúltimo  y 
partícipe  el  último  en  el  actual  período,  y  el  resto  de  dichas 
utilidades  q  sea  el  setenta  y  cinco  por  ciento  para  el  gerente 
D.  Manuel  Valle.  También  aparece  la  constitución  de  otra  so- 
ciedad según  escritura  ante  el  propio  Notario  D.  Carlos  Amo- 
res de  nueve  de  Junio  de  mil  ochocientos  noventa,  para  la  ela- 
boración de  cigarros  y  tabacos  con  las  marcas  **La  Flor  de 
Cu'ba"  y  sus  anexas  entre  D.  Manuel  Valle  y  Fernández,  Don 
Leonardo  Banciella  y  Fuentes,  D.  Manuel  Qarcía  y  Menéndez, 
D.  Casimiro  Heres  y  Palacio  y  D.  Eduardo  Loredo  y  Domín- 
guez con  capital  de  doscientos  mil  pesos  oro,  de  los  que  ciento 
cincuenta  mil  pesos  correspondían  á  Valle,  veinte  mil  á  Bar- 
eieUa  y  diez  mil  pesos  á  cada  uno  de  los  socios  García,  Heres  y 
Loredo,  siendo  las  utilidades  de  un  cincuenta  por  ciento  para 
el  capital  en  la  proporción  aportado  por  cada  uno,  y  el  otro 
cincuenta  para  la  gerencia  é  industria  que  se  distribuirá  en 
un  veinte  por  ciento  para  Valle,  nueve  por  ciento  para  cada 
uno  de  los  socios  Heres  y  Loredo,  siendo  único  gerente  Valle 
y  colectivos  los  demás.  Cuya  sociedad  fué  prorrogada  según 
aparece  de  la  misma  certificación  según  la  escritura  de  diez  y 
nueve  de  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  cuatro : 

Resultando:  que  como  más  prueba  de  la  demandada  y  de- 
clarada pertinente  dentro  del  segundo  período  previo  señala- 
miento de  día  y  hora  se  constituyó  el  actuario  en  la  Notaría 
de  D.  Arturo  Mañas  y  Urquiola  para  el  cotejo  con  sus  matri- 
ces de  las  escrituras  públicas  número  ochenta  y  siete  de  veinte 
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de  Febrero  de  mil  ochocientos  noventa  y  dos,  de  la  venta  hecha 
por  D.  Alejandro  Valle  á  D.  Manuel  Valle  de  la  marca  y  fá- 
brica de  tabacos  titulada  **Plor  de  Murías"  y  sus  anexas  '*La 
Flor  del  Mazo''  y  ** Justicia  al  Mérito",  y  la  número  trescien- 
tos veinte  y  cuatro  otorgada  en  veinte  y  seis  de  Abril  del  no- 
venta y  nueve  ante  el  Notario  Mañas,  entre  D.  Leonardo  Ban- 
cielle,  D.  Vidal  Saia,  D.  Teíffilo  Heres,  D.  Santos  Menénde«  y 
Díaz  y  Doña  Concepción  Heres  y  Palacios,  por  la  que  ésta  úl- 
tima pagó  á  los  socios  sus  alcances,  quedando  dueña  absoluta 
de  los  créditos  acti'vos  de  la  disuelta  sociedad  Viuda  de  M. 
Valle  y  Compañía  y  de  los  demás  bienes  sociales,  cuyas  escri- 
turas cotejadas,  remiltaron  en  un  todo  conformes : 

Bestdtando :  que  como  más  prueba  de  la  demandada  pedida 
por  el  cuarto  otrosí  de  su  escrito  de  promoción  y  declarada  per- 
tinente,  se  admitió  la  de  reconocimiento  judicial  de  documen- 
tos privados  a  cuyo  efecto  se  remitió  la  cuenta  extractada  nú- 
mero uno  presentada  con  su  escrito  de  contestación  por  la  de- 
mandada con  exhorto  al  señor  Juez  de  Primera  Instancia  de 
Bejucal  para  que  fuese  reconocida  por  el  demandante  D.  Ale- 
jandro Valle,  así  como  la  nota  puesta  al  final  de  dicha  cuenta, 
mostrando  su  conformidad  con  el  saldo  que  la  misma  arrojaba 
en  su  contra,  á  cuyo  exhorto  también  se  acompañó  la  carta  pre- 
sentada con  el  número  cinco  acompañada  por  la  demandada, 
en  la  que  el  actor  solicita  un  préstamo  de  su  hermano  D.  Ma- 
nuel Valle  con  fecha  diez  y  nueve  de  Agosto,  de  dos  mil  pesos,  y 
<0Uya  carta  y  recibo  de  esa  suma,  que  aparecen  escritos  y  firmados 
de  su  puño  y  letra,  consta  á  fojas  ciento  treinta  y  dos :  que  á  la 
presencia  del  señor  Juez  indicado,  reconoció  el  demandante  Don 
Alejandro  Valle  como  suyas  de  su  puño  y  letra,  uso  y  costum- 
bre la  firma  y  letra  de  la  nota  puesta  al  pie  de  la  cuenta  co- 
rriente aludida,  así  como  la  letra  y  firma  de  la  carta  y  la  certe- 
ra de  sus  contenidos,  volviéndolos  á  firmar  en  el  acto  de  la  de- 
claración en  corroboración  de  su  exactitud : 

Resultando:  que  como  más  prueba  de  la  demandada  sobre 
libros  de  comerciantes  pedida  en  el  quinto  otrosí  de  su  escrito 
de  promoción  declarada  pertinente,  previo  señalamiento  de  día 
y  hora  y  citación  de  las  partes,  se  constituyó  el  actuario  en  el 
escritorio  de  la  fábrica  **La  Flor  de  Cuba",  Qaliano  ciento 
dos,  donde  se  le  pusieron  de  manifiesto  los  libros  de  dicha  f&- 
bHca  de  M.  Valle  y  Compañía  y  los  de  la  fábrica  *'Flor  de 
Murías"  de  D.  Alejandro  Valle,  apareciendo  que  dichos  libros 
estaban  llevados  con  arreglo  al  Código  de  Comercio;  y  con- 
frontados el  extracto  de  cuenta  corriente  número  uno  en  el  li- 
bro respectivo  con  la  cuenta  corriente  del  mayor  de  D.  Ale- 
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jandro  Valle  con  M.  Valle  y  Compañía,  convienen  perfectamen- 
te en  «US  partidas  de  siete  mil,  cinco  mil  y  cuatro  mil  pesoe  de  los 
meses  d<e  Noviembre  y  Diciembre  de  mil  ochocientos  ochenta  y 
ocho ;  y  confrontando  igualmente  el  extracto  de  cuenta  corriente 
nfomero  dos,  presentada  con  la  contestación  de  la  demanda,  con- 
vienen asimismo  en  el  libro  respectivo,  ó  sea  el  mayor,  con  la 
cuenta  corriente  de  M.  Valle  y  Compañía  en  esas  tres  mismas 
partidas  : 

Resultando:  que  propuesta  por  el  sexto  otrosí  del  referido 
escrito  de  promoción  la  de  dictamen  de  peritos,  previa  manifes- 
tación del  objeto  sobre  que  debía  recaer,  se  admitió  y  dispuso 
por  el  Juzgado  fuese  por  tres  peritos;  y  designados  éstos  por 
la  parte  el  día  y  hora  señalados  y  citadas  las  partes  se  consti- 
tuyeron los  peritos  en  el  escritorio  de  la  fábrica  de  tabacos 
^'Flor  de  Cuba"  situada  en  Galiano  ciento  dos  con  asistencia 
del  actuario  y  previo  el  examen  de  los  libros  pertenecientes  á 
D.  Alejandro  Valle  y  M.  Valle  y  Compañía,  perteneciente  á  la 
casa  "Flor  de  Cuba"  y  **Flor  de  Murías"  que  en  la  primera 
se  encontraban  igualmente,  practicaron  el  reconocimiento  soli- 
citado cotejado  el  documento  que  sirve  de  base  i  la  demanda 
con  las  partidas  siete  mil,  cinco  mil  y  cuatro  mil  de  ambos  li- 
bros y  documentos,  emitiendo  el  dictamen  de  fojas  ciento  cua- 
renta en  el  que  aparece: 

Primen).  Que  en  el  libro  mayor  de  'la  contabilidad  de  Don 
Alejandro  Valle  aparece  en  el  ^'Debe"  las  partidas  de  siete 
mil,  cinco  mil  cuatrocientos  y  cuatro  mil,  en  las  fechas  veinte 
'y  cinco  de  Noviembre,  diez  y  seis  y  veinte  y  cuatro  de  Diciembre 
de  mil  ochocientos  ochenta  y  ocho,  que  corresponden  perfecta- 
mente con  las  salidas  de  Caja;  y  que  la  partida  de  eualxocientos 
pesos  de  más  que  aparece  en  la  de  quince  mil  pesoB  se  debe  á  haber 
sido  «i^globado  en  el  asiento  el  importe  de  un  tercio  de  tabaoo  por 
esa  cantidad: 

Segando.  Que  en  el  libro  mayor  de  da  expresada  contabilidad, 
no  aparecía  cuenta  alguna  de  depósito  sin  interés : 

Tercero.  Que  los  asi^itos  en  la  contabilidad  ax>areoen  hechos 
semaira'knente  ó  á  fin  de  c^da  mes: 

Cuarto.  Que  con  vista  de  los  libros  M.  Valle  y  Compañía 
podían  afirmar  que  las  partidas  de  siete  mil,  cinco  mil  y  cuatro 
mil  pesos  que  aparecían  en  el  libro  Mayor  de  la  cuenta  corriente 
de  D.  Alejandro  Valle  correspondían  perfectamente  en  combina- 
ción de  asientos,  con  la  cuenta  particular  de  M.  Valle,  con  las 
entradas  de  Caja  y  loe  asientos  del  diario  en  esa  fecha: 

•Quinto.  Que  ios  asientos  de  dichos  libros  aparecían  general- 
mente hechos  por  semanas  ó  á  fin  de  cada  mes : 
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Sexto.  Que  al  folio  doscientos  treinta  y  tres  del  libro  ma- 
yor, había  una  cuenta  de  depósito  que  daba  principio  con  un 
asiento  de  diez  y  ocho  de  Enero  de  mil  ochocientos  noventa  á 
Qabino  García  y  terminaba  con  otro  asiento  á  Juan  LiUo  en 
Mayo  treinta  y  uno,  sin  que  en  ella  apareciese  como  acreedor 
D.  Alejandro  Valle: 

Séptimo.  Que  es  costumbre  que  la  generalidad  de  los  co- 
merciantes anoten  en  sus  libros  las  operaciones  por  semanas, 
decenas  y  quincenas  para  no  multiplicar  los  asientos: 

Octavo.  Que  en  los  libros  examinados  de  M.  Valle  y  Com- 
pañía han  observado  que  tenían  por  práctica  llevarlos  por  se- 
manas; y 

Noveno.  Que  del  examen  practicado  en  los  libros  y  docn- 
memtos  del  juicio  6  sean  las  notas  número  uno  de  fojas  ciento 
veinte  y  ocho  á  la  ciento  treinta  y  uno,  la  de  fojas  treinta  y 
dos  y  documento  que  sirve  de  base  á  la  demanda  de  fojas  diez 
y  siete,  deducían  que  necesariamente  las  partidas  de  siete  mil, 
cinco  mil  y  cuatro  mil  pesos  expresadas  en  los  asientos  de  los 
libros  y  el  último  documento,  deben  ser  las  mismas,  obedecien- 
do seguramente  las  diferencias  de  fechas  a  la  costumbre  de  no 
hacerse  los  asientos  el  día  preciso  que  la  operación  se  realice : 

Resultando:  que  como  más  prueba  pedida  en  el  octavo 
otrosí  del  repetido  escrito  de  promoción  y  declarada  pertinen- 
te, se  admitió  la  testifical;  á  cuyo  efecto  previo  señalamiento 
de  día,  hora  y  citación  de  partes,  declararon  los  testigos  Don 
Luis  Coello  y  López,  D.  Marcelino  Llanes  Alonso,  D.  Gervasio 
Fraga,  D.  Eduardo  Loredo  y  D.  Santos  Menéndez  Díaz,  fojas 
ciento  diez  y  siete  á  la  ciento  veinte,  al  tenor  del  interrogatorio 
de  fojas  noventa  y  cinco,  declarado  pertinente  y  los  que  ex- 
presaron no  comprenderles  las  generales  de  la  ley;  ser  cierta 
la  primera  pregunta  respecto  á  que  conocían  á  D.  Alejandro 
Valle  y  Fernández,  hermano  del  difunto  y  en  cuanto  á  la  se- 
gunda que  expresa  que  después  de  veinte  de  Febrero  del  no- 
venta y  dos  en  que  D.  Alejandro  Valle  vendió  á  su  hermano 
D.  Manuel  la  fábrica  de  tabacos  denominada  **La  Flor  de  Mu- 
rías" el  D.  Alejandro  quedó  en  estaco  de  insolvencia,  á  merced 
de  los  auxilios  pecuniarios  que  le  hacía  su  hermano  D.  Manuel 
para  satisfacer  sus  necesidades,  iquien  lo  envió  á  su  pueblo  en 
la  Península,  donde  podía  sostenerse  con  mayor  holgura  y  más 
económicamente  que  en  esta  Isla,  expresaron  los  tres  primeros 
que  era  cierto  por  conocerlos  hacía  muchos  años  y  ser  el  se- 
gundo dependiente  de  la  casa,  si  bien  Fraga  ignoraba  si  Don 
Alejandro  Valle  era  insolvente,  aunque  le  constaba  que  Don 
Manuel  pasaba  á  éste  una  mesada  y  que  D.  Alejandro  debía  á 
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SU  hermano  ba^stante  dinero;  y  los  dos  últimos  6  sean  Loredo 
y  Menéndez,  manifestaron  que  lo  único  que  sabían  era  la  venta 
de  la  fábrica  de  tabacos  **La  Flor  de  Murias",  hecha  por  Don 
Alejandro  á  D.  Manuel,  quedando  liquidadas  por  esa  escritura 
las  cuentas  entre  los  dos  hermanos;  y  que  después  D.  Manuel 
le  envió  dinero  á  España  á  D.  Alejandro  por  serle  más  econó- 
mico que  socorrerlo  aquí;  agregando  Loredo  que  había  oído 
decir  que  á  D.  Alejandro  le  quedó  una  casita  que  tenía  una 
hipoteca  de  dos  mil  pesos,  cuya  cantidad  pidió  D.  Alejandro  á 
su  hermano  D.  Manuefl,  ignorando  si  se  la  dio  ó  no: 

B^siUtando:  que  la  Audiencia  aceptando  también  los  fun- 
damentos de  derecho  consignados  por  el  Juez,  confirmó  la  sen- 
tencia de  primera  instancia,  por  la  cual  se  declaró  sin  lugar  la 
demanda  en  reclamación  del  depósito  que  el  demandante  decía 
tener  en  poder  de  Manuel  Yalle,  con  las  costas  á  cargo  de 
dicho  demandante : 

Resultando:  que  contra  esta  sentencia  interpuso  la  repre- 
sentación del  actor  el  presente  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley,  fundado  en  los  incisos  primero  y  séptimo  del-  ar- 
tículo mil  seiscientos  noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Ci- 
vil, alegando  al  efecto  los  siguientes  motivos: 

OPrimero.  Tanto  por  el  Juzgado  como  por  el  Tribunal  sen- 
tenciador, que  acepta  los  Resultandos  y  Considerandos  de 
aquél,  se  aprecia  la  validez  y  eficacia  de  la  prueba  de  cotejo, 
de  la  prueba  de  libros  y  de  la  prueba  pericial,  practicada  con 
manifiesta  infracción  del  artículo  seiscientos  ocho  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  Civil: 

ISegundo.  Porque  al  apreciarse  la  prueba  pericial,  se  ha  hecho 
con  error  de  derecho  y  con  infracción  de  lo  dispuesto  en  el  ar- 
ticulo cuarenta  y  ocho  del  Código  de  Comercio : 

Tercero.  iPorque  ad  practicarse  la  prueba  pericial,  se  han 
infringido  los  artículos  cincuenta  y  uno  y  cincuenta  y  dos  del 
Código  de  Comercio,  seiscientos  tres  y  seiscientos  doce  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  Civil: 

Cuarto.  Por  la  infracción  de  los  artículos  mil  ciento  noventa 
y  cinco,  mil  ciento  noventa  y  seis  y  mil  doscientos  del  Código 
Civil,  toda  vez,  que  la  compensación  aceptada  como  forma  de 
pago  para  estimar  extinguida  una  obligación,  se  opone  á  esos 
preceptos: 

Quinto.  Por  la  infracción  del  artículo  mil  doscientos  ca- 
torce del  Código  Civil,  toda  vez  que,  incumbe  la  prueba  de  la 
extinción  de  las  obligaciones,  al  que  la  opone  y  eso  no  está 
probado  en  el  presente  juicio : 

Besidtando:  que  admitido  dicho  recurso  se  ha  sustanciado 
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en  este  Supremo  Tribuiud,  eelebrándose  la  YÍsta  pública  del 
mimiio  el  día  catoree  del  actual,  con  asistencia  solo  del  Letrado 
de  ia  parte  no  «recurrente,  quien  impugnó  dicho  recurso. 

I^endo  Ponente  el  Magistrado  Ángel  O.  Betancourt : 

Considerñ^ndo:  que  según  tiene  declarado  reiteradamente 
este  Tribunal  Supremo,  de  acuerdo  con  lo  preceptuado  en  el 
número  cuarto  del  artículo  quinto  de  la  Orden  noventa  j  dea 
de  mil  ochocientos  noventa  j  nueve,  no  pueden  estimarse,  y 
aún  dd)en  no  ser  admitidos,  los  motivos  de  casación  en  los  que 
el  recurrente  se  limite  a  afirmar  <iue  una  ley  ha  sido  infringi- 
da, sin  exponer  en  qué  consiste,  á  su  juicio,  la  infracción,  ó 
sea  el  concepto  de  ésta,  dato  indispensable  para  que  el  debate 
jurídico  quede  debidamente  planteado  y  sea  posible  su  resolu- 
ción; y  habiendo  el  recurrente  incurrido  eai  esa  omisión  al  ex* 
poner  los  motivos  primero,  segundo  y  tercero  de  este  recurso 
no  pueden  ser  tenidos  en  cuenta  dichos  motivos  como  tampoco 
respecto  del  tercero  de  los  indicados,  porque  dada  la  naturaleza 
meramente  procesal  de  algunos  de  los  preceptos  que  se  dicen 
infringidos,  su  infracción  no  puede  redamarse  en  un  recurso 
de  esta  dase: 

Considerando:  que  tampoco  es  de  estimarse  al  cuarto  mo- 
tivo, porque  en  él  tambi^  se  ha  faltado  al  referido  requisito 
cuarto  déí  citado  artíciilo  quinto  de  la  Orden  noventa  y  dos, 
paes  el  eoneepto  de  la  infracción  se  expresa  en  t&rminos  tan 
confusos  que  no  es  posible  comprender  con  exactitud  en  qué 
consiste  la  infracción  que  se  alega,  con  lo  cual  se  falta  á  la 
claridad  que  en  la  expresión  del  concepto,  exige  dicho  número; 
y  ademes,  porque  en  el  motivo  referidb  se  hace  supuesto  de  la 
cuestión,  que  ha  sido  resuelta  por  la  sentencia,  lo  cual  es  con- 
trario á  los  preceptos  que  autorizan  el  recurso,  pretendiendo 
que  en  ella  se  ha  estimado  una  compensación  que  no  resulta 
ni  de  <tos  ténninos  de  los  escritos  del  litigio  ni  de  la  sentencia^ 
pues  de  los  unos  y  de  la  otra  se  deduce  claramente,  que  la  ex- 
cepción alegada  y  estimada  fué  la  de  pago,  distinta  de  la  de 
compulsación  que  se  supone : 

Considerando :  que  en  el  quinto  motivo  del  recurso  se  plan- 
tea una  verdadera  cuestión  de  error  en  la  apreciación  de  las 
pruebas,  toda  vez  que  se  añnma,  en  contrario  de  lo  estimado 
en  la  sentencia,  que  el  obligado  á  probar  la  extinción  de  la 
obligaci&QL,  no  probó  ésto;  y  tales  cuestiones  para  que  resulten 
debidamente  planteadas  y  sea  posible  su  decisión  han  de  fun- 
darse, conforme  al  número  séptimo  del  articulo  mil  seiscientos 
noventa  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  error  de  hecho 
que  aparezca  evidente  de  un  doeum^to  ó  acto  auténtico,  en 
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cuyo  CASO  han  de  designarse  expresamente  éstos,  ó  cuando  se 
haya  incurrido  en  error  de  derecho  al  apreciar  el  valor,  eficacia 
6  signiflcacicln  de  un  medio  probatorio,  á  cuyo  fin  ha  de  citarse, 
también  precisamente,  el  precepto  legal  infringido  con  referen- 
cia á  H  apreciación  de  la  prueba;  y  no  habiéndose  expuesto  ni 
en  una  ni  en  otra  forma  el  citado  motivo  no  es  posible  estimar 
tampoco  la  supuesta  infracción  que  en  61  se  aduce : 

Considerando:  que  no  habiéndose  podido  demostrar  las 
infracciones  que  sirven  de  fundamento  al  recurso,  procede  dre- 
clarar  éste  sin  lugar  y  en  cumplimiento  de  lo  dispuesto  en  el 
articulo  cuarenta  de  la  Orden  vigente  sobre  casación  condenar 
en  costas  al  recurrente; 

PaUanu)8  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  por  infracción  de  ley  interpuesto 
por  Alejandro  Valle  y  Fernández  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  Sala  de  lo  Civil  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  trece 
de  Agosto  último,  en  el  juicio  al  principio  referido,  con  las 
costas  á  cargo  del  recurrente.  T  con  deyolnción  de  los  autos 
originales,  comuniqúese,  por  medio  de  certificación,  á  la  men- 
cionada Audiencia  esta  sentencia,  la  cual  se  publicará  en  la 
Oaceia  de  la  Habana  y  en  la  Otdecci^  á  cargo  de  la  Secretaria 
de  Justicia,  librándose  al  efecto  las  copias  oportunas. 

Así  por  esta  sentencia  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fir- 
mamos.— ^Rafael  Cruz  Pérez.. — Ángel  C.  Betancourt. — Octavio 
Giberga. — José  Várela.— José  Antonio  Pichardo, 


Oabsiel  Aguilera  Zatas,  a  nombre  de  María  Sofía  Pérez, 
OOKTRA  Manuel  E.  Alvarez. 

Sentencia  núm.  41  (Didembre  24  áe  1900). 

Recurso  por  infracción  de  Ley  interpuesto  á  nombre  de  Sofía 
Pérez  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa 
Clara  en  8  de  Octubre  de  1900. 

BETRACTO. 

lia  sentencia  que  declara  sin  lugar  nna  demanda  de  re- 
tracto, absolviendo  al  demandado,  por  no  haberse  Inter- 
pnesto  dentro  del  téxmlno  de  im  mes  que  concede  al  here- 
dero él  Articiüo  1067  del  Oódlgo  Civil,  para  sQbrogarse  íül 
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lagar  del  comimdor  de  im&  paite  de  los  bienes  de  la  heren- 
cia pioiiidiTisa»  que  le  yende  otro  de  los  eoheredevoe»  no  in- 
fringe el  mencionado  Artículo,  sino  gne  lo  aplica  rectamente. 

En  la  ciudad  de  la  Habana  &  veinte  y  cuatro  de  Diciembre 
de  mil  novecientos: 

En  el  pleito  sobre  retracto  promovido  en  el  Juzgado  de 
Primera  Instancia  de  Sagua  la  Grande  y  seguido  ante  la  Au- 
diencia de  Santa  Clara  por  Gabriel  Aguilera  y  Zayas,  como  de- 
fensor y  representante  de  la  menor  María  Sofía  Pérez  y  Gon- 
zález contra  Manuel  Esteban  Alvarez  y  Gómez ;  juicio  que  pende 
ante  este  Tribunal,  en  virtud  del  recurso  de  casación  que  por 
infracción  de  Ley  interpuso  el  Procurador  Eduardo  Domínguez 
en  representación  del  defensor  de  la  menor,  la  expresada  María 
Sofía  Pérez  y  González,  contra  la  sentencia  dictada  por  la  referi- 
da Audiencia  en  ocho  de  Octubre  ultimo,  confirmatoria  de  la  del 
Juzgado  de  Primera  Instancia: 

Resultando :  que  en  la  sentencia  recurrida  se  aceptan  los  de 
la  primera  instancia  entre  los  cuales  figuran  los  cinco  siguien- 
tes: 

Resultaivdo'.  que  don  Gabriel  Aguilera  establece  esta  de- 
manda por  su  escrito  de  fojas  fecha  veinte  y  Áete  de  Abril  de 
este  año  con  el  que  acompaña  cinco  documentos  que  obran  de 
fojas  una  á  la  catorce,  fundándola  en  los  siguientes  hechos: 

Primero.  Que  la  señora  Vita  MJodesta  González  y  Oardoso, 
le^tima  madre  de  la  que  representa  confirió  su  poder  general 
á  don  Antonio  López  Molina  según  escritura  de  veinte  de  Junio 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  ante  el  Notario  de  esta 
Villa  don  José  P.  Agüero : 

Segundo.  Que  el  señor  Molina  en  uso  de  ese  poder  solicitó 
en  este  Juzgado  de  Primera  Instancia  que  se  declarase  intestado 
el  fallecimiento  de  don  Fermín  Pérez  Lorenzo,  consorte  de  la 
señora  Vita  Modesta  González  y  Cardoso  y  padre  de  la  recu- 
rrente, y  que  se  declarasen  herederos  de  aquél  á  los  que  por 
derecho  correspondiera,  en  cuya  virtud  y  previas  las  justifica- 
ciones debidas,  declaró  el  Juzgado  por  auto  de  siete  de  Julio 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  intestado  el  fallecimiento 
de  Fermín  Pérez  Lorenzo  y  por  sus  únicos  y  universales  here- 
deros á  sus  legítimas  hijas  doña  Mana  Sofía  y  doña  Isidra  Pé- 
rez y  González,  reservando  á  la  viuda  doña  Vita  Modesta  Gon- 
zález, una  cuota  en  usufructo  igual  á  la  que  corresponde  á  cada 
una  de  las  mencionadas  hijas,  y  asimismo  se  declaró  á  doña 
Vita  Modesta  González  única  y  universal  heredera  de  su  legí- 
tima hija  doña  Isidra  Pérez  y  González  fallecida  en  la  infancia. 
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ki.  Así  consta  de  las  diligencias  de  intestado  que  cursan  en  este 

**  Ju2:gado  ante  el  Escribano  señor  Femando  Rovira : 

Tercero.  Que  el  mismo  señor  López  Molina  en  uso  del  po- 

;  der  de  la  señora  Vita  Modesta  González,  viuda  de  Pérez  Lorenzo, 

vendió  ai  señor  Manuel  Esteban  Alvarez  y  Qó^ez  el  mismo  día 

en  que  se  hizo  la  declaratoria  de  herederos  ó  sea  el  siete  de 

/^  Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  tres  cuartas  partes 

;  intelectuales  ó  proindivisas  de  los  únicos  bienes  de  la  herencia 

consistentes  en  una  finca  rustica  nombrada  ''La  Victoria",  com- 

*  puesta  de  nueve  caballerías  y  veinte  y  cuatro  cordeles  planos 

equivalentes  á  ciento  veinte  y  una  hectáreas,  setenta  y  siete 

^;  áreas  y  cincuenta  y  ocho  centiáreas,  situada  en  el  Término  Mu- 

rr  nicipal  de  Quemado  de  Güines  en  este  Partido  Judicial  y  lin- 

"J  dando  por  el  Norte  con  el  camino  de  Picado  de  Medida,  al 

I'  Sur  con.  el  del  Quemado  de  Güines,  al  Este  con  finca  de  don 

^'  José  María  Beguiristain  y  al  Oeste  con  el  camino  de  la  Loma 

del  Pájaro,  por  el  precio  de  ciento  cincuemta  pesos  oro  que  pagó 

de  contado  el  comprador  y  setecientos  tres  pesos  noventa  y  cin- 

'-'  co  centavos  que  reconoció  en  el  inmueble  para  abonarlos  al 

acreedor  hipotecario  del  mismo  señor  José  María  Beguiristain 

^  en  la  parte  proporcional  que  le  correspondiese  satisfacer  en  el 

crédito  y  sus  intereses,  según  se  acredita  por  la  copia  de  la 

-  escritura  acompañada  á  los  efectos  del  inciso  tercero,  articulo 

mil  seiscientos  diez  y  seis  de  la  Ley  de  procedimientos : 

Cuarto.  Que  la  menor  María  Sofía  Pérez  y  González  por 
medio  de  su  defensor,  ocurrió  en  el  juicio  de  familia  en  siete 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  utilizando  el  de- 
recho que  concede  el  artículo  mil  sesenta  y  siete  del  Código 
Civil  para  que  se  la  subrogase  en  lugar  del  comprador  reembolsán- 
dole el  precio  de  la  compra  consignando  el  depósito  de  dicho 
precio  dentro  del  término  que  señala  dicho  artículo,  como  lo 
acredita  la  certificación  que  se  presenta  bajo  el  número  tres : 

Quinto.  Que  habiéndose  opuesto  el  comprador  Alvarez  Gó- 
mez á  la  subrogación  por  estimar  contenciosa  la  solicitud,  así 
lo  declaró  el  Juzgado  en  auto  fundado  de  quince  de  Septiembre 
de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve,  mandando  reponer  las  co- 
sas al  ser  y  estado  que  tenían,  sin  perjuicio  del  derecho  de  que 
se  creyera  asistido  el  defensor  para  ejercitarlo  en  la  vía  y  forma 
que  viere  convenirle,  y  apelada  esa  resolución  decidió  la  Sala 
de  lo  Civil  de  la  Audiencia  del  Territorio  confirmar  el  auto 
apelado,  si  bien  declarando  que  el  derecho  que  á  favor  del  co- 
heredero para  subrogarse  en  lugar  del  comprador  establece  el 
artículo  mil  sesenta  y  siete  del  Código  Civil,  es  un  verdadero 
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retracto  análogo  al  de  comuneros,  ya  que  entre  los  herederos 
existe  antes  de  partir  la  herencia  una  verdadera  comunión  y  que 
siendo  ante^-ior  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  al  Código  Civil 
que  establece  ese  derecho,  no  existe  un  procedimiento  señalado 
expi'esamente  para  hacerlo  efectivo,  lógico  ^  que  se  siga  efl  que 
para  los  retractos  señala  ^1  título  diesz  y  nuev«e,  übro  segundo  de 
dicha  Ley  de  Procedimientos  en  cuanto  fuere  aplicable  dada  su 
análoga  con  ellos.  Así  consta  de  la  certificación  que  se  presenta 
bajo  el  número  cuatro : 

Sexto.  Que  en  analogía  con  lo  dispuesto  en  él  articulo  mñ 
seiscientos  veinte  de  la  Ley  de  Procedimientos  se  ha  intentado 
sm  efecto  la  conciliación,  como  lo  acredita  el  certificado  que  se 
acompaña  bajo  el  número  cinco.  T  manifestando  haberse  cum- 
p'lido  con  los  requisitos  exigidos  por  los  números  uno,  dos  y  tres 
del  articulo  mil  seiscientos  diez  y  seis  de  la  Ley  de  Procedi- 
mientos en  analogía  con  el  derecho  que  concede  el  articulo  mil 
sesenta  y  siete  del  Código  Civil  y  lo  resuelto  por  la  Superio- 
ridad en  su  sentencia  de  veinte  de  Diciembre  último,  concluye 
con  la  súplica,  en  la  que  solicita  que  habiendo  por  presentada 
esta  demanda  de  retracto  legal  por  el  derecho  de  subrogación 
que  faculta  el  Código  Civil  y  la  copia  de  ella  que  acompaña  con 
todos  los  documentos  de  que  se  hace  mérito,  teniéndolo  por  parte 
en  nombre  de  quien  comparece,  por  consignado  ^i  su  oportu- 
nidad el  precio  de  la  venta  y  por  contraido  el  compromiso  de 
no  enajenar  la  participación  retraída,  se  sirva  declarar  el  Juz- 
gado con  lugar  el  retracto  intentado  y  mandar  al  comprador 
don  Manuel  Esteban  Alvarez  y  G^ez,  que  dentro  de  tercero 
día  otorgue  á  favor  de  su  defendido  la  escifitura  de  subrogación 
de  todos  los  derechos,  acciones  y  obligaciones  que  adquirió 
y  contrajo  por  la  relatada  escritura,  recibiendo  el  precio  con- 
signado y  pague  los  gastos  del  contrato,  bajo  apercibimiento  de 
otorgarse  de  oficio  a  su  costa : 

Resvltandoi  que  por  providencia  de  fojas  diez  y  siete  vuel- 
ta, se  tuvo  por  presentada  la  demanda  con  los  documentos  y 
copia  acompañados,  por  parte  á  don  Gabriel  Ahilera  y  Zayas 
á  nombre  de  quien  compareció  y  por  no  constar  d-e  la  certifica- 
ción acompañada  con  el  número  tres  que  subsistiera  en  el  juicio 
á  que  se  contrae  la  exhibición  de  la  cantidad,  precio  del  retracto 
y  siendo  necesario  que  se  consignara  el  precio  en  esta  demanda, 
se  mandó  que  luego  que  se  hiciera,  se  proveería  lo  que  corres- 
I)ondiese,  por  el  escrito  de  fojas  diez  y  nueve  se  solicitó  se  libra- 
ra boleta  al  Secretario  don  Fernando  Éovira  para  que  con  vwta 
del  juicio  abintestato  expidiera  certificación  del  auto  por  el 
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que  dispuso  el  Juzgado  que  la  cantidad  exhibida  se  consignase 
en  la  Administración  de  Hacienda  de  esta  Villa,  asi  como  cer- 
tificación de  la  carta  de  depósito  expedida  por  dicha  oficina,  lo 
que  fué  proveído  de  conformidad,  fojas  diez  y  nueve  vuelta ;  por 
escrito  de  fojas  veinte  y  cuatro  se  acompaña  dicha  boleta  dili- 
genciada y  se  pide  que  apareciendo  consignada  en  la  Adminis- 
tración de  Hacienda  la  cantidad  de  ciento  cincuenta  pesos  oro 
valor  de  la  escritura  ó  contrato  cuya  subrogación  se  pretende 
se  disponga  surta  en  «ste  juicio  los  efectos  indicados  por  la  Ley, 
dejándolos  de  producir  en  el  juicio  de  familia  en  donde  se  pon- 
drá la  debida  constancia;  por  provilencia  de  fojas  veinte  y  cin- 
co se  proveyó  de  conformidad  y  se  mandó  dar  traslado  de  esta 
demanda  á  don  Manuel  Esteban  AJvarez,  citándolo  y  empla- 
aáadolo  en  la  forma  oidinarra  para  q^e  comparezca  en  los  autos 
dentro  de  nueve  días  improrrogables  personándose  en  forma : 

Resultando:  que  don  Manuel  Esteban  Alvarez  se  personó 
en  el  juicio  por  su  propio  carácter  en  su  escrito  de  fojas  veinte 
y  8iet€,  y  por  el  de  fojas  veinte  y  nueve,  contesta  la  demanda 
estableciexrdo  los  siguientes  hechos: 

Brimero,  »Que  no  estamos  conformes  con  la  relación  de  he- 
chos que  hace  él  demandante  en  su  demanda  por  haber  omitido 
el  mencionar  que  con  fecha  quince  de  Julio  del  año  próximo  pa- 
sado, presentó  en  este  Juzgado  por  medio  de  su  legitima  madre, 
demanda  de  retracto  contra  mi  parte  sobre  lo  mismo  que  es 
objeto  en  este  juicio,  habiendo  sido  absuelta  mi  parte  de  aque- 
lla primera  demanda  y  cuya  sentencia  quedó  firme  porque  nin- 
guno de  los  litigantes  interpuso  recurso  de  apelación : 

Segundo.  Que  suponiendo  que  la  menor  demandante  hubie- 
ra podido  reproducir  su  acción  por  medio  de  una  segunda  de- 
manda 'de  retracto  debió  de  haberlo  hecho  dentro  del  mes  que 
siguió  á  la  fecha  en  que  quedó  firme  la  primera  sentencia,  pues 
si  la  prescripción  queda  interrumpida  por  la  interpelación  ju- 
dicial, el  nuevo  plazo  empieza  á  correr  desde  que  el  actor  pudo 
ejercitar  su  acción : 

Tercero.  Que  suponiendo  que  la  menor  interrumpió  la  pres- 
cripción por  haber  acudido  al  intestado  de  su  difunto  padre  don 
Fermín  Pérez  en  solicitud  de  que  se  requiriese  á  mi  parte  para 
que  le  subrogase  en  los  derechos  que  adquirió  de  doña  Vita  Mo- 
desta González,  esa  interrupción  duró  sólo  hasta  el  veinte  de 
Diciembre  último,  en  que  la  Audiencia  resolvió  que  era  improce- 
dente el  procedimiento  escogido  por  dicha  menor  para  obtener 
de  mi  parte  la  subrogación  de  sus  derechos  dentro  del  mes  si- 
guiente á  esa  fecha  del  veinte  de  Diciembre  último  en  que  pudo 
ejercitar  su  acción  de  retracto,  y  lo  hizo  después  porque  de  los 
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documentos  acompañados  con  la  demanda  aparece  que  para  pre- 
parar esta  segunda  demanda  de  retracto,  intentó  la  conciliación 
el  veinte  y  cuatro  de  Marzo  último  y  entre  esta  fecha  y  la  de  vein- 
te de  Diciembre  en  que  dictó  la  Superioridad  su  resolución  hay 
con  exceso  onás  de  un  mes,  y  siempre  resulta  que  la  acción  ejerei- 
tada  por  la  menor  ha  prescripto,  bien  contándose  el  plazo  desde 
la  fecha  de  la  primera  demanda,  bien  contándose  después  de  ha- 
ber comenzado  un  nuevo  plazo  de  la  interrupción  que  en  esa  pres- 
cripción causaTon  las  gestiones  judiciales  de  dicha  menor : 

Cuarto.  Que  con  la  acci-Qn  de  retracto  se  ha  ejercitado  en 
este  juicio  también  la  acción  de  nulidad  fundándose  en  que 
doña  Vita  Modesta  González  no  ha  podido  vender  bienes  reser- 
vables  ni  el  usufructo  que  como  viuda  le  corresponde  en  los  bie- 
nes de  su  difunto  esposo  don  Fermín  Pérez,  y  ambas  accicmes 
son  contradictorias  porque  la  primera  descansa  en  la  legitimidad 
de  un  contrato  y  luego  se  dice  que  es  nula : 

Quinto.  Que  la  demandante  no  ha  cumplido  el  requisito  de 
haber  consignado  el  precio  de  los  gastos  necesarios  y  útiles  he- 
chos por  mi  parte  en  la  finca  que  se  pretende  retrotraer,  ni  tam- 
poco ha  dado  ñanza  de  consignar  dicho  precio  cuando  fueren  co- 
nocidos esos  gastos : 

Sexto.  Que  la  demandante  ha  procedido  sin  razón  derecha 
ejercitando  una  acción  que  ya  había  prescrito  y  ha  procedido 
maliciosamente  ocultándole  al  Juzgado  la  existencia  de  una  de- 
manda de  retracto  ya  resuelta,  sobre  lo  mismo  que  es  objeto  de 
esta  s^unda  demanda  de  retracto.  Formula  fundamentos  de  dere- 
cho y  concluye  suplicando  que  habiendo  por  acompañada  la  co- 
pia de  este  escrito,  se  sirva  recibir  el  Juzgado  estos  autos  á 
prueba  y  en  definitiva  declarar  legítima  la  excepción  de  pres- 
cripción alegada  en  esta  contestación,  absolviendo  á  mi  parte  de 
esta  demanda  de  retracto  interpuesta  por  don  Gabriel  Aguilera 
y  Zayas  como  defensor  de  la  menor  doña  Sofía  Pérez,  con  ex- 
presa condenación  de  costas  á  la  demandante.  Y  por  un  otrosí, 
que  se  tengan  por  ampliadas  las  consideraciones  legales  de  la 
contestación  al  inciso  primero  del  artículo  ciento  cincuenta  y 
cuatro  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  que  prohibe  acumular 
en  un  mismo  juicio  acciones  contradictorias: 

Resultando:  que  por  providencia  de  fojas  treinta  y  siete 
vuelta  se  recibieron  por  el  término  común  de  doce  días  estos 
autos  á  prueba,  prorrogándose  á  todo  el  de  la  Ley,  por  la  de 
fojas  sesenta  y  tres;  habiéndose  practicado  como  del  actor  la 
siguiente :  á  fojas  cuarenta  y  tres,  certificación  del  Escribano  se- 
ñor Pérez  Pórtela  de  la  que  aparece  que  en  las  diligencias  pro- 
movidas por  don  Manuel  E.  Alvarez  solicitando  se  le  diese  la 
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posesión  judicial  de  la  finca  ** Victoria"  que  hubo  de  doña  Vita 
Modesta  González  por  escritura  de  si^te  de  Julio  del  año  ante- 
rior ante  el  Notario  José  P.  A^ero,  se  dictó  un  auto  en  nueve 
de  Agosto  de  ese  año,  negando  dicha  solicitud;  fojas  cuarenta 
y  seis:  testimonio  de  la  escritura  otorgada  en  siete  de  Julio  de 
mil  ochocientos  noventa  y  nueve  por  una  parte  don  Antonio 
López  Molina  como  apoderado  de  la  señora  Vita  Modesta  Gon- 
zález y  de  la  otra  don  Manuel  E.  Alvarez  sobre  aceptación  de 
herencia  y  cesión  de  derechos  y  acciones,  de  la  que  aparece  que 
el  primero  con  poder  bastante  de  la  segunda,  vende  al  tercero 
las  tres  cuartas  partes  intelectuales  ó  proindivisas  de  la  deno- 
minada finca  ''Victoria*'  inscripta  en  el  Registro  dte  la  Propie- 
dad de  este  Partido,  á  nombre  de  don  Fermín  Pérez  Lorenzo, 
en  el  precio  de  ciento  cincuenta  y  tres  pesos  y  cinco  centavos 
oro,  habiendo  recibido  en  ese  acto  de  manos  del  comprador  la 
cantidad  de  ciento  cincuenta  pesos  y  el  resto  del  precio  de  la 
venta  lo  deja  en  poder  del  comprador  para  que  abone  al  acree- 
dor hipotecario  don  José  M.  Beguiristain  >la  parte  proporcional 
que  le  corresponde  satisfacer  en  el  crédito  que  representa  é  in- 
tereses  ;  cuyas  tres  cuartas  partes  intelectuales  ó  proindivisas 
corresponden  á  la  vendedora,  á  virtud  de  haber  adquirido  su 
difunto  esposo  don  Fermín  Pérez  Lorenzo  la  ya  dicha  finca  du- 
rante el  matrimonio  y  con  peculio  dte  la  sociedad  conyugal,  te- 
niendo por  tanto  el  carácter  de  bienes  gananciales  y  correspon- 
diéndole  en  concepto  de  herencia  la  mitad  de  dicho  inmueble  y 
la  otra  cuarta  partfe  en  concepto  también  de  herencia  de  su  le- 
^tima  hija  Isidra  que  la  obtuvo  de  su  padre  Fermín  Pérez  Lo- 
renzo; á  fojas  cincuenta  y  dos,  certificación  del  Escribano  don 
Femando  Eovira  de  la  que  aparece,  que  en  las  diligencias  promo- 
vidas por  doña  Vita  Modesta  González  y  Cardoso  solicitando  se 
declarasTe  á  sus  hijos  María  Josefa  é  Isidra  Pérez  y  González, 
heladeras  de  su  padre  don  Fermín  Pérez  Lorenzo,  y  á  la  pro- 
movente,  de  su  hija  Isidra,  en  las  cuales  por  auto  de  siete  de 
Julio  de  mil  ochocientos  noventa  y  siete  se  declaró  de  conformi- 
dad con  la  solicitud,  reservando  á  la  viuda  una  cuota  en  usu- 
fructo igual  á  la  que  correspondía  á  cada  una  de  sus  hijas ;  que 
en  dichas  diligencias  no  hay  constancia  de  que  se  haya  hecho 
la  partición  de  bienes  del  referido  Pérez  Lorenzo;  que  en  las 
mismas  y  en  siete  de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve 
se  presentó  por  el  defensor  de  la  menor  doña  María  Sofía,  es- 
crito pidiendo  la  subrogación  á  favor  de  la  expresada  menor,  de 
los  derechos  y  aocdones  trasmitidos  al  señor  Manuel  E.  Alvarez 
y  por  auto  de  quince  de  Septiembre,  se  declaró  contenciosa  la 
reclamación  del  defensor  de  la  menor;  á  fojas  cincuenta  y  siete 
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certificación  del  mismo  Escribano,  de  la  que  aparece,  qne  en  la 
demanda  interpuesta  por  el  Procurador  Juan  Rafael  Plana,  co- 
mo apoderado  de  doña  Vita  Modesta  González,  representante 
legal  de  su  hija  doña  María  Sofía  Pérez,  sustanciada  por  los 
trámites  del  juicio  de  menor  cuantía,  se  dictó  sentencia  en  dos 
de  Agosto  de  mil  ochocientos  noventa  y  nueve  absolviendo  al 
demandado,  por  haber  omitido  el  demandante  en  sa  escrito  de 
demanda  consignar  la  obligación  que  le 'impone  el  párrafo  quin- 
to, del  artículo  mil  seiscientos  diez  y  seis  de  la  Lfey  de  Enjuicia- 
miento Civil  y  por  haberse  tramitado  la  demanda  por  un  pro- 
cedimiento distinto  al  legal : 

Resultando:  que  como  prueba  del  demandado  se  ha  practi- 
cado la  siguiente:  á  fojas  sesenta  y  cuatro  declara  el  testigo 
José  Pérez  Sosa,  que  no  le  comprenden  las  generales  de  la  Ley ; 
que  conoce  la  finca  ** Victoria":  que  don  Manuel  E.  Alvarez 
después  que  adquirió  las  tres  cuartas  partes  d^  ella  ha  hecho 
gastos  en  la  misma,  consistentes  en  la  construcción  de  dos  casas, 
que  lo  único  que  le  consta  es  de  haberle  vendido  treinta  caballos 
de  guano  á  dbn  Manuel  E.  Alvarez  para  fabricar  en  la  finca: 
que  cuando  llegó  el  guano  había  tierra  arada  en  la  finca;  el 
testigo  Indalecio  Leal  y  Delgado  que  no  le  comprenden  las  ge- 
nerales de  la  Ley,  que  conoce  la  finca  "Victoria",  que  después 
que  adquirió  don  Manuel  E.  Alvarez  las  tres  cuartas  partes  de 
la  mencionada  finca  ha  hecho  gastos  en  la  misma  y  cuyos  glastos 
consisten  en  la  construcción  de  dos  casas  para  las  cuales  tuvo 
que  comprar  maderas,  guano  y  pagar  la  mano  de  obra  á  un 
carpintero  y  el  peonaje  que  fué  necesario;  que  el  mismo  don 
Manuel  Alvarez  ha  pagado  la  aradura  de  una  porción  de  terre- 
no preparado  ya  para  recibir  semillas;  que  vive  en  la  misma 
casa  de  la  parte  que  lo  presenta;  que  ignora  si  la  finca  "Vic- 
toria" ha  sido  repartida  ó  no  entre  los  herederos  de  don  Fermín 
Pérez  Lorenzo,  que  ignora  si  don  Manuel  E.  Alvarez  adquirió 
una  parte  intelectual  y  proindivisa  de  la  finca  "Victoria"  que 
estima  que  cuatro  viviendas  que  se  construyeron  en  la  finca 
eran  útites  para  la  finea,  pues  el  tabaco  sembrado  no  podría  uti- 
lizarse sin  viviendas  para  los  trabajadores  y  para  guardar  el 
mismo  tabaco ;  y  que  se  aró  el  terreno  de  la  finca  para  limpiarlo 
de  hierbas  sembrándose  parte  de  dicho  terreno  de  tabaco,  ig- 
norando si  la  cosecha  la  ha  recolectado  don  Manuel  B.  Alvarez 
siu  participación  ni  autorización  de  la  coheredera  de  la  finca: 
á  fojas  sesenta  y  nueve,  certificación  del  Escribano  Femando 
Rovira  de  la  que  aparecen  los  particulares  que  constan  en  la  cer- 
tificación de  fojas  cincuenta  y  siete,  que  se  ha  resultado  ante- 
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riormente,  y  que  contra  la  sentencia  que  recayó  en  el  juicio  de 
que  trata  esa  certificación  no  se  interpuso  recurso  sütguno ; 

Resultando :  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  Primera 
Instancia  de  Sagua  en  treinta  de  Junio  último  absolviendo  de 
la  demanda  á  Manuel  Esteban  Alvarez  y  Gómez,  con  las  costas 
á  cargo  de  la  parte  demandante,  fué  dicho  fallo  confirmado  en 
todas  sus  partes  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara  al  resolver  so- 
bre la  apelación  interpuesta  contra  la  sentencia  que  dictó  el  Juez 
de  Primera  Instancia 

Resultando:  que  además  de  los  de  la  primera  instancia  ya 
transcritos  en  la  sentencia  de  segunda  instancia  se  consignan 
los  dos  siguientes  Resultandos: 

Resultando :  que  en  seis  de  Febrero  del  año  actual  se  expidió 
á  don  Eduardo  Domínguez,  Procurador  en  esta  Superioridad 
de  la  menor  demandante  Sofía  Pérez  y  González,  copia  certifi- 
cada del  auto  dictado  por  la  Sala  en  veinte  de  Diciembie  de 
Biil  ochocientos  noventa  y  nueve,  cuya  copia  certificada  obra  á 
fojas  once  de  los  autos  por  haber  sido  acompañada  por  la  de- 
manda de  retracto : 

Resultcmdo :  que  al  mes  y  diez  y  seis  dias  de  haberse  expe- 
dido dicha  certificación,  ó  sea  en  veinte  y  (matro  de  Marzo  del 
eorriente  año,  intentó  la  menor  demandante  con  el  demandado 
Alvarez  la  cK>nciliación  y  que  un  mes  y  tres  días  después  del 
citado  acto  de  conciliación  se  ha  interpuesto  la  demanda  origen 
del  presente  juicio  de  retracto : 

Resultando :  que  el  Procurador  D.  Eduardo  Domínguez,  á 
nombre  de  la  mencionada  menor  Sofía  Pérez  y  González,  in- 
terpuso recurso  de  casación  por  infracción  de  ley,  apoyándolo 
en  el  número  primero  del  artículo  mil  seiscientos  noventa  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  Civil  en  relación  con  igual  número 
del  mil  seiscientos  ochenta  y  ocho  de  dicha  Ley,  y  citando  como 
infringidos,  por  su  aplicación  indebida  el  artículo  mil  sesenta 
y  siete  del  Código  Civil,  toda  vez  que  aparece  que  dentro  de 
los  treinta  días  á  contar  desde  la  fecha  en  que  se  otorgó  la 
escritura  de  venta  del  derecho  hereditario  que  dio  ocasión  i 
la  demanda  de  retracto,  consignó  la  representación  de  la  me- 
nor la  cantidad  en  que  fué  vendido  á  un  extraño  el  derecho 
que  reclama  María  iSofía  Pérez,  con  lo  cual  cumplió  la  pres- 
cripción del  mencionado  artículo  mil  sesenta  y  siete,  e)  cual 
ha  infringido  la  iSala  al  no  estimarlo  así.  T  que  también  se 
ha  infringido  el  artículo  mil  novecientos  setenta  y  uno,  según 
los  cuales  la  prescripción  de  las  acciones  se  interrumpen  por 
su  ejercicio  ante  los  Tribunales,  lo  cual  aparece  perfectamente 
demostrado  en  atención  a  que  María  Sofía  Pérez  y  Gonz&lez 
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no  salo  consignó  el  precio  de  la  venta  en  su  oportunidad,  sino 
que,  por  el  ejercicio  constante  de  su  acción  no  ha  dejado  un  mo- 
mento de  expresar  su  propósito  de  utilizar  ios  beneficios  del  ar- 
tículo mil  sesenta  y  siete  del  Código  Civil : 

RemltaTidO'.  que  admitido  el  recurso,  fué  elevado  á  este 
Tribunal  Supremo,  ante  el  cual  se  personó  en  tiempo  la  parte 
recurrente  tan  sólo,  y  previa  la  tramitación  correspondiente  se 
celebró  la  vista  pública  en  trece  del  actual,  informando  única- 
mente el  Letrado  director  y  representante  de  la  recurrente. 

Siendo  íPonente  el  Magistrado  Francisco  Noval  y  Martí : 

Considerando:  que  la  Sala  sentenciador|t,  al  dictar  el  fa- 
llo recurrido,  no  ha  infringido  el  artículo  mil  sesenta  y  siete 
del  Código  Civil,  según  el  cual  todo  coheredero  puede  retraer 
el  derecho  hereditario  vendido  ó  un  extraño  si  esto  se  realiza 
antes  de  la  partición  y  en  el  período  de  un  mes;  antes  bien  lo 
ha  aplicado  rectamente,  porque  condicionado  aquel  derecho  por 
la  circunstancia,  entre  otras,  de  que  se  ejercite  en  el  plazo  ex- 
presado, la  Sala  se  basa  en  su  transcurso  x>ara  denegar  lo 
pretendido  por  el  recurrente,  y  la  certeza  de  tal  fundamento 
se  demuestra,  por  el  hecho  de  que  habiendo  la  Audiencia  de 
Santa  Clara  en  veinte  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noven- 
ta y  nueve,  declarando  improcedente  lo  pretendido  en  orden  al 
retracto,  por  la  hoy  recurrente,  en  cuanto  tal  pretensión  se  de- 
dujo en  diligencias  sobre  declaración  de  herederos,  por  no  ser 
éstas  las  propias  para  dicho  objeto,  hasta  veinte  y  cuatro  de 
Marzo  del  año  actual  no  intentó  aquélla  la  conciliación  que  ha- 
bía de  preceder  á  la  demanda  que  luego  se  estableció,  y  ésta 
no  se  dedujo  hasta  veinte  y  siete  de  Abril  siguiente : 

Considerando :  que  si  por  el  transcurso  del  mencionado  plazo 
no  fué  infringido  el  mencionado  artículo,  tampoco  lo  han  si- 
do los  mil  novecientos  setenta  y  uno  y  mil  novecientos  setenta 
y  tres,  también  citados  por  la  recurrente  como  fundamento  del 
recurso;  pues  refiriéndose  el  primero  de  estos  á  que  el  tiempo 
de  la  prescripción  de  las  acciones  para  exigir  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  declaradas  por  sentencia  eomienza  desde 
que  la  sentencia  quedó  firme,  y  el  segundo  que  la  prescripción 
de  las  acciones  se  interrumpe  por  su  ejercicio  ante  los  Tribuna- 
les y  por  los  demás  medios  que  designa,  aparte  de  que  el  pri- 
mero de  dichos  artículos  no  es  de  invocarse  en  el  presente  caso 
por  no  tratarse  de  obligaciones  declaradas  en  sentencia,  sino 
de  derechos  que,  en  su  esencia,  no  han  sido  objeto  de  ningima 
declaración  judicial,  ambos  artículos,  lejos  de  justificar  lo  sos- 
tenido por  el  recurrente,  justifican  precisamente  lo  contrario, 
ó  sea  lo  resuelto  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara,  puesto  que 
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SUS  preceptos  que  son  de  carácter  esencialmente  general,  hay 
que  relación  arios  oon  el  plazo  designado  en  el  artículo  mil  se- 
senta y  siet«  del  Código,  y  como  queda  consignado,  la  recu- 
rrente dejó  transenrrrir  más  de  un  mes  desde  que  fué  firme  el 
auto  de  veinte  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  noventa  y  nue- 
ve y  el  acto  de  conciliación  á  que  fué  citado  el  recurrido,  y  en- 
tre este  acto  y  la  presentación  de  la  demanda  que  luego  dedujo: 

Considerando:  que  cuando  se  declara  sin  lugar  un  recurso 
de  casación  deben  üer  impuestas  \aa  costas  del  mismo  á  la  par- 
te ó  partes  recurrentes,  á  tenor  de  lo  dispuesto  en  el  articulo 
cuarenta  de  la  Orden  número  noventa  y  dos  sobre  casación; 

Fallamos  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casacii^  por  infracción  de  ley  que  interpuso, 
representada  por  su  defensor,  María  Sofía  Pérez  y  González, 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Santa  Clara 
en  ocho  de  Octubre  último,  con  las  costas  á  cargo  de  dicha  re- 
currente; y  con  devolución  del  apuntamiento,  comuniqúese  á 
la  citada  Audiencia  para  lo  que  proceda. 

Así,  por  esta  sentencia  que  se  publicará  en  la  Oacela  de 
la  Habana  y  en  la  Colección  á  cargo  de  la  Secretaría  de  Jus- 
ticia, librándose  al  efecto  las  correspondientes  copias,  lo  pro- 
nunciamos, mandamos  y  firmamofl. — Rafael  Cruz  Pérez. — José 
Várela. — José  Antonio  Pichardo. — Juan  O'Farrill. — Francisco 
Noval  y  Martí. 
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